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RECURSO DE CASACIÓN (4 de Enero de 1893).—Sala segunda. —Expen- 
dición de moneda falsa.—No ha lugar al interpuesto por Juan Cazorla Me- 
jta (Audiencia de Toledo), y se resuelve: 

hay delito frustrado, conforme al saldo he segundo del art. 3.0 del 
Código penal, cuando el culpable practica todos los actos de ejecución que de- 
dian producir como resultado el delito, y sin embargo no le producen por 
causas extrañas á la voluntad del E META 

Que en armonía con la expresada disposición legal, contestada de mode 
afirmativo por el Jurado la pregunta relativa á que el recurrente entregó en 
wn estanco un duro falso, en cuyo acto fué sorprendido por los agentes de la 
Autoridad, es indudable la calificación jurídica de delito frustrado, hecha 
por el Tribunal sentenciador, puesto que sino llegó á consumarse, como quie- 
ra que el culpable practicó de su parte todos los actos de ejecución para que 
aquél se ujese, lejos de infringirse el mencionado art. 3,0 del Código, 
como en el recurso se yupone, resulta debidamente aplicado: 

Que aceptado en las respectivas conclusiones de las partes el supuesto de 
que las diversas monedas encontradas en poder del culpable no eran legtti- 
mas, y estimado por el Tribunal de hecho ser cierto tal particular, ast como 
. ex, se hallaba en connivencia con los falsi es, es proce- 

e aplicar al caso la sanción del párrafo segundo, art. 299 del Código, 
que de modo expreso establece otra penalidad mayor q la aplicable de modo 
general al delito de simple expendición de moneda falsa. 


En la villa y corte de Madrid, á 4 de Enero de 1393, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Juan 
Cazorla Mejía contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de Toledo, 
en causa seguida al mismo y otros por falsificación de moneda: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 14 de Mayo último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 
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Primero, Que reunido en el día de hoy el Tribunal del Jurado para 
ver y fallar la presente causa, ha pronunciado, en virtud de las pruebas 
practicadas, el siguiente veredicto: «Los jurados han deliberado sobre 
las preguntas sometidas á su resolución, y bajo el juramento que presta- 
ron, declaran solemnemente lo siguiente: Primera pregunta. ¿Es culpable 
Juan Cazorla Mejía de haber fabricado moneda falsa, imitando la de pla- 
tado á 5 yá 2 pesetas con metal de menor valor? —No.—Segunda pre- 
gunta. ¿Es culpable Benita Mufioz Batres del hecho de haber fabricado 
moneda falsa imitando las de plata de á 5 y á 2 pesetas con metal de me- 
nor valor?—No.—Tercera pregunta. ¿Es culpable Casimiro Ortega y Lu- 
cas del hecho de haber fabricado moneda talsa imitando las de plata de 
á 5 y á 2 pesetas con metal de menor valor?—No.— Cuarta pregunta. ¿Es 
culpable Telesfora Corcorón del hecho de haber fabricado moneda falea 
imitando las de plata de á 5y 42 pesetas con metal de menor valor? — 
No.—Quinta pregunta. ¿Es culpable Juan Cazorla Mejía del hecho de te- 
ner en su poder monedas faleas con ánimo de expenderlas sabiendo que 
lo eran? —81.—Sexta pregunta. ¿Es culpable Benita Mufioz Batres del 
hecho de tener en su poder monedas falsas con ánimo de expenderlas 
sabiendo que lo eran?—Sí.—Séóptima pregunta. ¿Es culpable Casimira 
Ortega del hecho de tener en su poder monedas falsas con ánimo de ex- 
penderlas sabiendo que lo eran?—Sí.—Octava pregunta. ¿Es culpable 
Telestora Corcorón del hecho de tener en su poder monedas falsas con 
ánimo de expenderlas sabiendo que lo eran? —Sí. —Novena pregunta. ¿Es 
culpable Benita Muñoz Batres de haber llevado con los otros procesados 
á la habitación alquilada en la calle de las Armas 325 pesetas falsas, de- 
jándolas allí escondidas y ocultas? —Sí. —Décima pregunta. ¿Es culpable 
Casimira Ortega de haber llevado con los otros procesados á la habitación 
alquilada en la calle de las Armas 325 pesetas falsas, dejándolas allí es- 
condidas y ocultas? —S1.—Undécima pregunta. ¿Es culpable Telesfora 
COorcorón de haber llevado con los otros procesados á la habitación alqui- 
lada en la calle de las Armas 325 pesetas faleas, dejándolas allí escondi- 
das y ocultas? —Sí. —Duodécima pregunta. ¿Es culpable Juan Cazorla de 
haber llevado con los otros procesados á la habitación alquilada en la 
calle de las Armas 325 pesetas falsas, dejándolas allí escondidas? —81.— 
Décimatercera nregunta. ¿Estaba de acuerdo con los fabricantes de mo- 
neda falsa Juan Cazorla Mejía? —Si.—Décimacuarta pregunta. ¿Estaba de 
acuerdo con los fabricantes de moneda falsa Benita Muñoz Batres? —SÍ. — 
Déócimaquinta pregunta. ¿Estaba de acuerdo con los fabricantes de mone- 
da falsa Oasimira Ortega? —8S1.—Décimasexta pregunta. ¿Estaba de acuer- 
do con los fabricantes de moneda falsa Telesfora Corcorón?—81.—Déci- 
masóptima pregunta. El día 26 de Marzo de 1891, ¿entregó Juan Cazorla 
Mejía un duro falso en el estanco de la plaza del Ayuntamiento de esta 
ciudad, siendo sorprendido en el acto por el Inspector de vigilancia Don 
Francisco Visedo? —Sf.—Décimaoctava pregunta. ¿Le fué ocupada á Ca- 
zorla, además de la moneda de á 5 pesetas entregada en el estanco, otra 
de $ pesetas falsa también?—Sí.—Décimanovena pregunta. Al entrar 
Juan Oazorla en el estanco, ¿iba acompañado de Benita Muñoz Batres, 
Casimira Ortega y Telesfora Corcorón?—81.—Vigésima pregunta. ¿Que- 
daron éstas esperándole junto al estanco? —81.—Vigésima primera pre- 
gunta. ¿Entregó Juan Cazorla al entrar en el estanco á Benita Muñoz Ba- 
tres un pañuelo en el que guardaban 24 monedas falsas de á 5 pesetas, y 
21 de á 2 pesetas también falsas? —Sí —Vigésima segunda pregunta. ¿Vi- 
nieron juntos á Toledo desde Madrid Juan Cazorla Mejía, Benita Mañioz 
Batres, Casimira Ortega y Teleafora Corcorón y González?—Sfí.-—Vigési- 
ma tercera pregunta, ¿Escondió Benita Muñoz Batres el pañuelo que con- 
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tenía las monedas falsas debajo del mantón que llevaba puesto? —M.— 
Vigésima cuarta pregunta. ¿Se hospedaron juntos los cuatro referidos 
procesados la primera noche en la posada de San Jos6?—SÍ. —Vigésima 
quinta pregunta, ¿Ajustaron y ocuparon á la mañana siguiente Juan Ca: 


zorla, Benita Muñoz Batres, Oasimira Ortega y Telesfora Corcorón un 


cuarto en la casa de hospedaje y comidas de la calle de las Armas, propia 
de Lucio Donor?—S81.—Vigésima sexta pregunta. ¿Dejaron cerrado este 
cuarto al salir de ól para andar por la ciudad?-—8í.—Vigésima séptima 
pregunta, Conducidos los procesados á la cárcel, y como extrañase su au- 
sencia Lucio Donor, ¿acudió á dar parte al Inspector de vigilancia de 
que estaba cerrado el cuarto? —8f.—Vigésima octava pregunta. Abierto el 
cuarto que ocupaban los procesados, ¿fueron encontradas en él 235 pese- 
tas en monedas de á 5 y á 2 pesetas falsas, un cazo de metal y una pisto- 
la?—Sí.—Vigésima novena pregunta. Las monedas encontradas en el 


-cuarto que ocupaban los procesados en casa de Lucio Donor, ¿son idén- 


ticas y del mismo año que las que contenía el pañuelo ocupado á Benita 
Muñoz Batres?—Sí.—Trigésima pregunta. Entre las monedas falsas ocu- 
padas á Benita Muñoz Batres y las encontradas en el cuarto que ocapa- 
ron los procesados, ¿hay algunas” perfectamente concluídas y otras que 
presentan las huellas y defectos de la fundición?—£8(1.— Trigésima prime- 
ra pregunta. ¿Es fácil, según los peritos, la fabricación de tales monedas? 
—S1.—Trigésima segunda pregunta. En las encontradas sin fabricar, fal- 
taba sólo el lineado del reborde de unas y en otras el plateado?—S1. —Tri- 
gósima tercera pregunta. ¿Han hecho constar los peritos que el cazo de 
metal encontrado en el cuarto que ocuparon los procesados puede servir 
para hacer monedas falsas?—SíÍ. —Trigésima cuarta pregunta. ¿Han hecho 
constar los peritos que con sólo los objetos encontrados puede hacerse 
moneda fales.—No.—Trigésima quinta pregunta, ¿Tenía el cazo referido 
señales de haberse utilizado recientemente para platear metal?—8í.— 
Trigósima sexta pregunta. El cazo expresado, ¿fué recogido con dos 
rodeles de cinc?—£Sí.—Trigésima séptima pregunta. Estos rodeles, ¿Se 
¿sirven para platear, según los peritos? —Sí. —Trigésima octava pregunta. 
encontró algún otro instrumento de fundición en el cuarto ocupado 
por los procesados? —No.—Toledo 14 de Mayo de 1892.» 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó que los hechos 
probados por las contestaciones afirmativas del veredicto del Jurado 
constituían, por lo que afecta al procesado Juan Cazorla Mejía, el delito 
frustrado de expendición de moneda falea en connivencia con los falsifi- 
cadores, definido en el art. 299 del Código penal, y condenó como autor 
de dicho delito, sin circunstancias modificativas de la panalidad, al Juan 
Cazorla Mejía á la pena de diez años y un día de presidio mayor, inhabi- 
litación absoluta temporal en toda su extensión, multa de 2.500 pesetas y 
parte correspondiente de costas: 

Resultando que contra esta sentencia ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley el procesado Cazorla, autorizado por los núme- 
ros 3.9, 4.0 y 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando 
como infracciones las siguientes: 

1.8 El art. 299 del Código penal, por aplicación indebida, porque ex- 
pendedor de moneda falsa no es el que la intenta expender, sino el que 
la expende: 

2.2 El art. 296 del mismo Código, en relación con el 299, si es de 
apreciar el criterio de la Audiencia sentenciadora, ó con el 302, si el de 
la defensa del recurrente, porque no dice el Jurado si las monedas falsas 
eran de valor superior ó inferior á las legítimas, y en caso de dada hay 
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que estimar benignamente que las monedas falsas de plata eran del valos- 
de las legítimas: 

8.2 El art. 294 del propio Código, por indebida aplicación, relacionán- 
dolo con el motivo anterior: 

4.4 El art, 802 del citado Código, ya relacionándolo con el 294, ya con 
el 296, ya con el 299, puesto que no se trata de un delito frustrado, sino - 
de una tentativa, y por lo mismo el art. 3.0 de dicha ley penal; ; 

Y 5,8 La regla 4.? del art. 76 de la repetida ley penal, porque hay un 
error en la aplicación de pena, que será distinta según se relacione con 
los artículos 209, 302 ó 296: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: A 

Oonsiderando que hay delito frustrado, conforme al párrafo segundo» 
del art. 3.0 del Código penal, cuando el culpable practica todos los actos de 
ejecución que debían de producir como resultado el delito, y sin embar- 
go, no le producen por causas independientes de la voluntad del agente: 

Considerando que declarado probado al contestar á la décimaséptima - 
pregunta dirigida al Jurado que el recurrente Juan Oazorla Mejía entregó 
en un estanco un duro falso, en cuyo acto fué sorprendido por un agente 
de la Autoridad, no puede dudarse que, de su parte, con esa entrega del 
duro, si no consumó el delito de expendición de moneda falsa, practicó - 
sí todos los actos de ejecución que debían de producir como resultado 
dicho delito; de modo que habiéndolo así estimado el Tribunal de dere- 
cho, no ha infringido el mencionado art. 8.0 del Código, como sin razón 
se sostiene en el recurso: 

Considerando que es un supuesto de hecho, aceptado sin contradic- 
ción por la acusación y las defendas, del que han partido aquélla y éstas 
en sus conclusiones provisionales y definitivas, que las varias monedas 
falsas encontradas en poder de Cazorla y demás procesados no eran de 
plata, 4 la que imitaban, ni tenían el valor de las legítimas, según decla- 
ra el Jurado; así es que al hacer aplicación á dicho Cazorla, que conforme 
dice igualmente el Jurado se hallaba en connivencia con los falsificado- 
res, del segundo párrafo del art. 299 del expresado Código penal, no se 
ha infringido, como no se han infringido todos los demás que se citan en 
el recurso, ni se ha incurrido en los errores de derecho que le sirven de 
apoyo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur. 
so de casación por infracción de ley interpuesto por Juan Cazorla Mejía 
contra la citada sentencia de la Audiencia de lo criminal de Toledo, con- 
denándole en las costas, y al pago de 126 pesetas, por razón de depósito, . 
cuando mejore de fortuna; lo que se comunique á dicha Audiencia, hoy 
provincial, de Toledo, á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 
4 de Enero de 1893, 6 inserta en la eta de 14 de Agosto del mismo año.) 
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_ RECURSO DE CASACIÓN (6 de Enero de 1893).—Bala segunda.—Znju- 
rias. —No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), y se resuelve: 
Que cuando, tanto del conjunto del escrito publicado como de los conceptos 
que en él se consignan, se deduce la intención de menospreciar á una persona 
perjudicando su fama y crédito, se comete el delito de injurias definido en el 
art. 471, en relación con el núm. 2.0 del 472 del Código 2 pr si indebida- 
mente se imputa una falta de moralidad que perjudica al ofendido: - 
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Que si bien el art. 475 del citado Código ordena que, en el caso de tra- 
tarse de injurtas á empleados públicos, será absuelto el acusado acreditando 
la verdad de las imputaciones, cuando la Sala sentenciadora estima que el inju- 
riado no faltó al cumplimiento de sus deberes como tal funcionario público, 
y que, por tanto, no resultas probados los hechos de incuwlpación justificativos 
pr de ei ei injuriosas, no hay términos hábiles para la aplicación de 

icho artículo, 


En la villa y corte de Madrid, á 5 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por ..., 
contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de ..., en causa seguida al 
mismo por injurias: 


Resultando que la expresada sentencia, dictada el 13 de Junio último, . 


consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que el Procurador 6r. ..., con poder bastante de D. ..., pre- 
sentó escrito de querella por injurias en la forma ya expresada contra 
D. ... ante el Juez de instrucción de esta capital, acompafiando, además 
del poder y certificación del acto conciliatorio sin avenencia, un ejemplar 
del periódico que con el título de ... se publicaba en esta villa, correspon- 
diente al día 15 de Agosto de 1890, en que se insertaba en la columna 
primera de la plana segunda un rernitido, bajo ele pigrafe de «Una queja», 
que empieza con el párrafo: «Convandría saber sí el ... de la cuarta sec- 
ción (...) de la Comandancia de Marina de ..., le tiene colocado en ésta, 
como representante suyo para ser juez imparcial ó verdugo de los desgra- 
ciados que tienen que estar bajo sus órdenes caprichosas y volubles», y 
termina con las palabras «pues si interviniera el interés, ya no hay im- 
parcialidad ...» «... 14 de Agosto de 1890», y cuyo remitido se da aquí 
por reproducido á los efectos legales, y en el que, además del párrafo y 
concepto ya expresados, contiene los siguientes: «Si está como juez, sepa 
el Sr. Comandante de Marina que no cumple con tal misión, pues más 
bien denigra á la Autoridad que representa con su proceder con algunos 
prácticos, patrones y lancheros, que confiados en que acuden á una Auto- 
ridad en demanda de apoyo, se encuentran con que esta Antoridad los 
recibe con insultos y son tratados peor que en los tiempos de esclavitud 
trataban algunos mayorales á sus esclavos, al reclamar el triste y mez- 
quino salario ó lemanaje que después de duros trabajos han ganado con 


.el sudor de su frente, y que quizás estén esperando sus familias para 


proporcionarse el sustento del día; el dicho Sr. Ayudante se hace 
al mismo tiempo juez y depositario de las cantidades que le parecen, 
impuestas á veces sín causa alguna y sin oir á las partes.» «Y sí el señor 
Ayudante de Marina de la cuarta sección es accionista (según tengo en- 
tendido, eon 5.000 pesetas) en estos vapores, y como dan un buen trato 
por cierto, supongo que ese sefior no ha de tirar piedras á su tejado, ó lo 
que es lo mismo, no ha de sentenciar nada que perjudique á estos vapo- 
res, pues si lo hiciera perjudicaría su capital impuesto; así esque todo prác- 
tico, patrón ó lanchero que promueva alguna queja en contra de estos 
vapores, no solamente no es atendido, sino que es amenuzado é insultado 
por el que debía atenderle y auxiliarle»; todo lo que se venía refiriendo 
al querellante 6r...., Ayudante de Marina de la cuarta sección de la Co- 
mandancia de .., en la ocasión y fecha del remitido y periódico indica- 
dos, y de cuyo escrito es autor el procesado ...; hechos probados: 
Segundo. Que seguida la querella por sus ordinarios trámites, la parte 
querellante, en el período oportuno del procedimiento, calificó los hechos 
de que se ha hecho referencia como constitutivos del delito de injurias 
£raves por escrito y con publicidad, definido y penado en los artículos 


G 
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471, 473 y párrato primero del 473 del Oódigo penal, de autor al procesa- 
do... por participación directa, sin circunstancias modiéicativas de res- 
ponsabilidad criminal, y pidió se le impusiera la pena de tres años, seis 
meses y veintiún días de destierro á 25 kilómetros de esta villa, muita Je 
250 pesetas y lus costas procesales: 

Tercero. Que la defensa del procesado ..., después de excepcionar en 
primer término la prescripción del delito, sióndold denegada por auto 
firme la sustanciación de este artículo de previo pronunciamiento, por 
haberse interpuesto fuera del término legal, manifestó en sa escrito de 
conclusiones ser cierto que el procesado había vertido algunos concepíos 
contra el 8r. ... en el número del periódico ... ya indicado, lo que había 
motivado una amplia información de las Autoridades de Marina, y la 
suspeusión, por lo pronto, del Sr. ... en el cargo de Ayudante; y que, caso 
de ser constitutivas de delito las especies contenidas en el comunicado 
en cuestión, éste caería bajo la sanción del art. 475 del Código penal, y 
probado cuanto en aquél se manifestó debería ser absuelto el ...; y entre 
la prueba propuesta acompañó esta parte wua certificación expedida por 
el S»+cretario nombrado para la práctica de las diligencias, de que, como 
se ha dicho, conoce la Autoridad de Marina, en la que aparece que á 
los folios 24 y 25 de lo actuado en las mismas, existen dos revibos firma- 
dos por el 8r. ... el 12 de Abril de 1888 y 1.0 de Agosto de 1890, expresi- 
vos aquél de que el práctico Jemán ... había entregado en calidad de de- 
pósito en la Ayudantía la cantidad de 333 reales vellón, importe de á 
bordo, lemanajes, etc., al uapor alemán en el último viaje que había he 
cho á este puerto, y el otro que el práctico lemán ... había entregado 
también en la misma oficina en calidad de depósito, hasta que !la Superio- 
ridad dispusiera lo conveniente, la cantidad de 25 pesetas, importe del 


'lemavaje de un vapor piloteado por dicho práctico de salida: 


Cuarto. Que en la sesión del juicio oral, además de practicarse la 
prueba propuesta en los respectivos escritos de conclusiones, se presenta- 
ron, y el Tribunal admitió, los siguientes documentos á los efectos del 
núm. 8.0 del art. 29 de la ley de Enjuiciamiento criminal: por la parte 
querellante una certificación expedida por el Sr. Comandante de Marina 
de esta provincia y Capitán del puerto de ..., por la que consta que en los 
primeros días del mes de Agosto de 18090 el práctico ... salió á prestar ser- 
vicio en una lancha que se hallaba fuera de turno, faltando de ese modo 
á lo preceptuado en el art. 6. del Reglamento de lemanajes, por cuyo 
motivo Je fué retenida provisionalmente la cantidad á que ascendían los 
derechos de tal lancha, importantes 26 pesetas, que fueron invertidas en 
un pliego de papel sellado de cuarta clase de pagos al Estado, importe 
dela multa impuesta al ... y tripulantes que le acompañaban, como correc- 
tivo, y cuya parte inferior, llena convenientemente por el entonces ÁAyu- 
dante de Marina de... D...., existía en el archivo de dicha Comandancia; 
-otra certificación del Contador de la Junta de obras del puerto, en la que, 
con referencia á los documentos obrantes en la Contaduría, se hace cons- 
tar que el Oapitán del vapor inglés ... satisfizo en 12 de Fubrero de 1890 
la cantidad de 1.689 pesetas en la Tesorería de la Junta, como importe de 
un calabrote y guindalesa, y el del vapor de la misma nación ... la suma 
de 635 pesetas, que completaban el valor de la guindalesa que en parte 
había satisfecho el Capitán del vapor ...; certificación del Administrador 
de los fondos del Santo Hospital de ..., expresiva de distintas cantidades 
que, también en distintas fechas, habían ingresado en el establecimiento, 
procedentes de entregas hechas por prácticos y lancheros de orden del 
Sr. Ayudante de la cuarta sección de Marina, cuando estaba á cargo del 
Sr. ...; declaración de los consignatarios del vapor inglés ..., que viene á 
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corroborar lo que ya se ha manifestado con referencia á certificaciones, 
á la entrega de cantidades á la Junta de obras del puerto por servicios 
prestados á dicho vapor; y por último, otra declaración análoga de los 
corredores del ..., por los pagos á consecuencia de los servicios también 
dichos; y por la defensa del procesado se hizo también en el mismo aeto 
presentación de una copia del oficio dirigido por el encargado del alma- 
cén de auxilios al logeniero Directorde las obras del puerto, dando 
cuenta de los servicios que fué necesario prestar á los dos antedichos va- 
pores con el calabrote y guindalesa de referencia; hechos que en cuanto 
se pueden calificar de tales y aparecen de los documentos expresados se 
declaran probados, así como que el Sr. ... era accionista de la empresa de 
vapores para el servicio del puerto, que indirecta y no directamente vie- 
nen con los prácticos y lancheros para los lemanajes: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los conceptos que 
transcribe del comunicado que cita el primer resultando constitativos 
«del delito de injurias graves, hechas por escrito y con publicidad, de los 
prescritos en los números 2.9 y 4.0 del art. 473 del Código: que las impu- 
taciones, altamente injuriosas para el ofendido ..., como Ayudante de Ma- 
rina de ..., no se habían probado por el querellado, y que del referido de- 
lito era autor el procesado ... sin circunstancias modificativas de su res- 
ponsabilidad, por lo que le condenó á tres añora seis meses y veintián 
días de destierro á 25 kilómetros de ..., multa de 250 pesetas y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley el procesado, autorizado por el núm. 1.0 del ar. 
tícalo 819 de la ley de Enjuiciamiento crimina!, citando como intringidos: 

1.0 El art. 471 del Código penal, pues en el remitido querellado no se 
hace ninguna afirmación ofensiva para el Sr. ... al examinar su conducta 
como funcionario público; sólo se dice que á los prácticos y lancheros los 
trata con marcada desconsideración; y esto.no perjudica su honra y cré- 
to, siendo sólo un defecto de carácter; 

Y 2,0 El art. 475 del mismo Código, pues sobre los extremos del co- 
municado se abrió una amplia información por las Autoridades de Marina, 
donde se probaron todos los hechos denunciados, imponiendo la suspen- 
sión del cargo y después la condena correspondiente á ..., y también cons- 
ta probado que el mismo era accionista de la Sociedad de vapores dedi- 
cados al practicaje, teniendo que intervenir como juez en cuestiones que 
interesaban á la Sociedad, por lo cual son fundados los temores de impar- 
cialidad del Ayudante de Marina: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que según el art. 471 y núm. 2.0 del 472 del Código.pse- 
nal, es injuria toda expresión proferida ó acción ejecutada en deshonra, 
descrédito ó menosprecio de otra persona, mereciendo la calificación de 
gravos las que atribuyen un vicio ó falta de moralidad, cuyas consecuen- 
clas peón perjudicar considerablemente la fama, crédito ó interés del 
agraviado: 

Considerando que tanto en el conjunto del remitido titulado «Una 
queja», publicado en el periódico ..., de ..., por D...., que empieza con el 

fo «Convendría saber si el Comandante de Marina», y termina con 
palabras «pues sí interviene el interés, ya no hay imparcialidad»; 
como en todos y cada uno de sus conceptos, en que se consigna que «de- 
nigrando D. ... su sutoridad y no cumpliendo con sus deberes, obra con 
lalidad en los asuntos sometidos á su decisión, sin la formación de 
correspondientes expedientes, constituyéndose en juez y depositario 

de las cantidades que imponía, sin causa alguna, favoreciendo los intere- 
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esa de la empresa de vapores de que es accionista», se ve la intención de“: 
injuriar; y que tales conceptos redundan en deshonra y menosprecio del 
querellante, perjudicando su fama y crédito: 

Considerando que si bien el art. 475 del Código penal ordena que 
ecando se trate de injurias dirigidas contra empleados públicos, será ab - 
suelto el acusado si acreditare la verdad de las imputaciones, no ha teni- 
do así lugar en el presente caso, pues si bien se ha justificado que... era 
accionista de la Sociedad de vapores, se afirma en el segundo consideran- 
do de la sentencia recurrida que las multas ó retenciones eran impuestes 
por causas justas, dándoles la inversión correspondiente sin faltar al 
cumplimiento de sus deberes, y que, por lo tanto, no se han probado los 
hechos de inculpación que justifiquen las imputaciones injuriosas: 

Considerando que al estimarlo así el Tribunal sentenciador, no ha in- 
enrrido en el error de derecho que se le atribuye, ni infringido los artícu- 
los del Código penal á que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por infracción de ley, interpuesto contra la sentencia de 
la Audiencía de lo criminal, hoy provincial, de ..., por ..., á quien conde- 
namos en las costas y á la pórdida del depósito de 125 pesetas que ha 
constituído, al que se dará la inversión correspondiente; y comuníquese 
esta resolución á la expresada Audiencia á los efectos procedentes.— 

ntencia publicada el 56 de Enero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 14 

e Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (5 de Enero de 1898). 
—Sala segunda.—Rurto.—No ha lugar al recurso interpuesto por Narciso 
Hernández Mancebo (Audiencia de Santiago de Cuba), y se resuelve: 

Que no procede la casación cuando el recurso se funda en haber sido esti- 
mada en el fallo recurrido la circunstancia agravante de reincidencia, á que 
ec refiere el núm. 18 del art. 10 del Código penal de la Península, sin tener en 
cuenta que la única aplicable es la de reiteración, comprendida en el mismo 
número y artículo del de Cuba y Puerto Rico, debidamente apreciada por el 
_ Tribunal sentenciador, toda ves que el culpable fué anteriormente castigado 
por tres delitos distintos. 


En la villa y corte de Madrid, á 5 de Enero de 1893, en el recurso de- 
casación por infracción de ley, que ante Nos pende, interpuesto por Narciso. 
Hernández Mancebo contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de 
Santiago de Cuba, en causa seguida al mismo y otros, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 11 de Julio último, 
consigna los bechos en los siguientes resultandos: 

rimero. Que como á la una de la madrugada del día 22 de Junio de- 
1891 en el potrero San Antonio Baró, la Guardia civil encontró tres hom- 
bres, uno á pié, y que dijo ir 4 buscar medicinas, y como á 50 pasos los 
otros dos á caballo, llevando amarrado otro, por lo que exigiendo á estos 
dos últimos los documentos, presentó uno dos cédulas, y el otro ninguna, 
sin que exbibiesen propiedad de los animalesque montaban y del que con- 
ducían, motivo por el cual fueron detenidos, pues el de á pie había des- 
aparecido; y practicadas diligencias, dieron por resultado que se llamaban 
Lorenzo Quiroga González y Narciso Hernández Mancebo, siendo los aní.- 
males que llevaban un caballo de Silvestre Daudinot, una yegua de Lo- 
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venzo Lascaille y el otro caballo de Francisco Téllez González, ó sea del 
que iba á pie y había desaparecido; hecho probado: 

Tercero. Que el caballo alazán, hierro confuso, de seis cuartas y media 
de alzada, de la propiedad de Silvestre Daudinot, fué justipreciado en 250 
pesetas, y la yegua de Lorenzo Lascaille en 200; hecho probado: 

Cuarto. Que el procesado Narciso Hernándes Mancebo fué ejecutoria- 
mente, por coacción, condenado á la pena de dos meses y un día de arresto 
mayor y multa de 325 pesetas; por disparo de arma de fuego, á la de un 
afio, ocho meses y veintián días de prisión correccional, y por lesiones á 
dos meses y un día de arresto mayor; hecho probado: 

Noveno. Que los perjudicados Silvestre Daudinot y Lorenzo Lascaille, 
Sseguraron en el acto del juicio que los animales de referencia fueron 
sustraídos sin fuerza ni violencia en la noche del 21 al 22, lo que corrobo- 
ró respecto al caballo el testigo Faustino Daudinot, de cuyos animales se 
justificó la propiedad y preexistencia; hecho probado: 


Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos como constitutivos de dos delitos de hurto por valor que pasa cada uno 
de ellos de 26 pesetas y no excede de 250, de que eran autores Lorenzo 
Quiroga González y Narciso Hernández Mancebo, con la circunstancia 
agravante, este último, 18 del art. 10 del Código penal vigente en Cuba, 
por haber sido penado anteriormente por tres delitos, y condenó al Narci.- 
so á cuatro meses y un día de arresto mayor por cada uno de los dos deli. 
tos, accesorias y tercera parte de costas: 


Resultando que la defensa de Narciso Hernández Mancebo interpuso 
contra dicha sentencia recurso de casación por quebrantamiento de forma 
que se declaró desestimado por 'auto de la Sala tercera de este Tribunal 
Bupremo, y anunció el por infracción de ley, que ha interpuesto, autoriza- 
do por el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citan- 
do como intringida la regla 2.2 del art. 82 del Código penal de Cuba, que 
dispone se aplique la pena á los delitos en el grado medio cuando no con- 
curran circunstancias modificativas de responsabilidad; pues aunque la 
Audiencia estima concurrente la agravante 18 del art. 10 del mismo Códi- 
go, en ningún modo la contribuye el que el recarrente fuera condenado 
con anterioridad por tres delitos, uno de coacción, otro de disparo de arma 
de fuego y otro de lesiones, porque todos estos son contra las personas y 
están comprendidos en el tít, 8.0 del libro 2.0 y el que ahora se persigue 
re es contra la propiedad y se halla previsto en el títalo 9.0 del mismo 

ibro: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 


Considerando que el único motivo de casación se funda en haber sido 
estimada en el fallo recurrido la circunstancia agravante de reincidencia, 4 
que se reflere el núm. 18 del art. 10 del Código penal de la Península, no 
tenióndose en cuenta que la única aplicable es la de reiteración, compren- 
dida en el mismo número y artículo del de Cuba y Puerto Rico, debida- 
mente apreciada por haber sido castigado el culnable anteriormente por 
tres delitos distintos, y que por Jo tanto el Tribunal sentenciador no ha co- 
e la infracción alegada, ni incurrido en el error de derecho que se le 
atribuye; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto contra la sentencia dictada 
por la Audiencia de lo criminal de Santiago de Cuba á nombre de Narciso 
Hernández Mancebo, á quien condenamos en las costas y al pago de 126 
pesetas, en concepto de depósito, que no ha constituído por su insolvencia, 
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euando mejore de fortona; comunicándose esta resolución á la expresada 
Audiencia, á los efectos procedentes.—(Sentencia publicada en 5 de Enero 
de 1993, ó inserta en la Gaceta de 14 de Agosto del mismo año.) 
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REVURSO DB CASACIÓN (9 de Enero de 1893). —Sala segunda. —Atenta- 
do.—Su declara haber lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal en causa 
contra Juan Beltrán (Audiencia de Lagrofio) y se resuelve: 

Que en el delito de atentado, definido en el núm. 2.9 del art. 263 del Cé4 
diyo penal, habrá de imponerse la pena en su grado máximo cuando los culpa- 
Dies hubiesen puesto mano en las personas que acudieren en auxilio de la Aw- 
toridad, ó de sus agentes, ó de los funcionarios públicos: 

Que la expresada circunstancia, cuando concurre en el delito de atentado, 
no puede estimarse como inherente al mismo, aunque los únicos actos de fuer- 
sa empleados contra la Autoridad ó sus agentes se realicen con imposición de 
manos, porque semejante imposición no es necesaria á la existencia del delito 
de atentado, constituyendo tan sólo una de las formas circunstanciales de agre- 
sión, que, como la que se verifica 4 mano armada, califica y agrava el delito 
y es determinante de mayor penalidad: 

Que se comete error de derecho al castigar el atentado con imposición de 
manos en la Autoridad 6 sus agentes con la pena establecida en el párrafo 2.* 
del art. 264 del citado Código, y no con la penalidad ael último párrafo del 
propio artículo, que es la adecuada á la calificación jurídica del atentado en 
ese caso: 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Enero de 18983, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi.- 
nisterio fiscal contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de Logrofio, 
ea cansa seguida en el Juzgado de instrucción de dicha ciudad á Juan Bel- 
trán Bruscas, por atentado: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 8 de Julio último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que hallándose la tarde del 28 de Noviembre último el vigl- 
lante de consumos Ignacio Benavente desempeñando las funciones de su 
instituto en la casilla sita en esta población, llamada de Marrodán, pasó 
por delante de ella el procesado Juan Pablo Beltrán, conduciendo un carro 
de yeso, y habiéndole intimado dicho vigilante que se diriziese á la albhón- 
diga para reconocer el interior del carro, se negó á ello, y al acercársele el 
vigilante le dió una bofetada, agarrándose ambos después y juntos caye- 
ron al suelo, reuniéndose con. tal motivo en el punto del suceso varias per- 
sonas y algún agente de la Autoridad, concluyendo el procesado por ile- 
yar su carro á la alhóndiga, en el que fué reconocido, sin que en él hubie- 
ra efectus de los sujetos al impuesto; hechos que se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos como constitutivos de un delito de atentado á un agente de la Autori- 
dad, definido en el núm. 2.0 del art. 263 del Código penal, sin que sea de 
aplicación el párrafo último del art. 264, porque los actos de fuerza reali. 
sados por el procesado son los que constituyen el delito calificado, sin que 
existan otros independientes de aquéllos, en cuyo caso sería de aplicación 
la mayor pena solicitada por el Fiscal, y declarando autor de dicho delito, 
sia circunstancias modificativas de su responsabilidad, á Juan Pablo Bel- 
trán Bruscas, le impuso na año, ocho meses y veintiún día de prisión co- 
rreccional, multa de 200 pesetas, accesorías y costas: 


ÁS A 


RECURSOS Y OOMPETENCIAS 15- 


Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casa- 
ción por intracción de ley el Ministerio fiscal, autorizado por los números 
3.0 y 6.0 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infringidos: ñ 

1.0 El párrafo último del art. 264 del Código penal, en relación con el 

o segundo del mismo artículo, por no haberlos aplicado, pues siendo 
hecho probado que Juan Pablo Beltrán abofeteó al agente y Juchó con él 
cuerpo á cuerpo, cayendo ambos al suelo, la circunstancia de poner manos 
en el agente es calificativa de la mayor gravedad del atentado y de la ele- 
vación de pena que para este caso señala la ley, que comprende desde dos 
años, once meses y once días á cuatro años y dos meses de prisión correc- 
cional, que son los grados mínimo y medio de la misma, y la Audiencia 
le condenaba sólo como reo de atentado simple con el grado medio de la 
penalidad: 

2.0 La regla 1.* del art. 82, en relación con el 83 del mismo Código, por 
indebida é inexacta aplicación, como consecuencia del error señalado en 
el anterior motivo, pues la pena correspondiente empieza en tres años, 
cuatro meses y ocho días, alcanzando á tres años, nueve meses y tres días, 
que forman el grado medio del máximo de la señalada, en el art. 264 y pá- 
rrafo primero, al atentado: 

Resaltando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal sostuvo su re- 
curso y le impugnó la defensa del procesado. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus. . 

Considerando que cometen delito de atentado, según el núm. 2.0 del 
art. 263 del Código penal, los que acometieren á la Autoridad 6 á sus agen- 
tes, ó emplearen fuerza contra ellos, ó les intimidaren gravemente ó les 
hicieren resistencia, también grave, cuando se hallaren ejerciendo las fun- 
ciones de sus cargos ó con ocasión de ellas, cuyo delito se castiga con las 
penas de prisión correccional, en su grado mínimo al medio, y multa de 
150 á 1.500 pesetas, las cuales habrán de imponerse en su grado máximo 
cuando los delincuentes bubieran puesto mano en las personas que acudie- 
ra auxilio de la Autoridad, ó de sus agentes, ó de los funcionarios pú- 

8: 

Considerando que esta circunstancia, cuando concurre en el delito de 
atentado, no puede estimarse como inherente al mismo, aunque los únicos 
actos de fuerza empleados contra la Autoridad Ó sus agentes se realicen 
con imposición de manos, como con evidente error de derecho estima la 
Sala sentenciadora, porque semejante imposición no es necesaria para que 
el delito de atentado exista, según Je define el expresado art. 263 del Códi.- 
go, y constituye una de las formas circunstanciales de agresión que, como 
la que se verifica á mano armada, califica y agrava el delito y es determi- 
nante de mayor penalidad: 

Considerando que la Audiencia sentenciadora, por el resultado de las 
pruebas del juicio, admitió como cierto que el procesado, no sólo desobe- 
deció á un vizilante de consumos cuando estaba desempeñando las funcio- 
nes de su cargo, sino que le abofeteó y luchó después cuerpo á cuerpo con 
él hasta el punto de caer ambos al suelo, cuyos hechos constituyen el de- 
lito de atentado á un agente de la Autoridad, con imposición de manos, 
especialmente penado en el último párrafo del art. 264 del Código, y no 
en el párrafo segundo del mismo artículo como aquel Tribunal estima, in- 
eurriendo en los errores de derecho que se señalan en el recurso, no sólo 
en cuanto á la calificación del delito, sino en la aplicación de la pena, y co- 
inetiendo las infracciones legales que el recurrente invoca; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación por infracción de ley, interpuesto por el Ministerio fiscal contra 
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la citada sentencia, dictada por la Audiencia de Logrofio, la cual casamos 
y anulamos, declarando de oficio las costas del recurso; comuníquese esta 
resolución, con la que á seguida se dicts, á dicho Tribunal á los efectos 
procedentes. —(Sentencia publicada el 9 de Enero de 1898, é inserta en la 
Gaceta de 14 de Agosto del mismo año). 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (11 de Enero de 
1893).—Sala segunda.— Falsificación de documentos.—Se declara haber 
lugar al interpuesto por D. José Francisco Ramos Pérez (Audiencia de la 
Habana), y se resuelve: 

Que incurre en el delito á que se A eat el núm. 4.9 del art. 310 del C6ó- 
digo penal de Cuba, el funcionario público que, abusando de su oficio, come- 
tiere falsedad en documento público 4 oficial, faltando á la verdad en la na- 
rración de los hechos: 

Que el hecho de llevar á efecto un Registrador de la propiedad la ins- 
cripción de una finca á solicitud de su dueño y consignar, sin que asé cons- 
tase del título de adquisición, que aquélla radicaba en ciertos terrenos acota- 
dos, no implica mala fe desde el momento en que el funcionario público llenó 
todas las necesarias formalidades para evitar en dicha inscripción error y 
perjuicio á tercero; ni existe tampoco intención dolosa, supuesto que el He- 
gistrador tuvo presentes los datos ofrecidos por quien solicitaba la inserip- 
ción, confirmados por otros documentos de carácter oficial, todo lo que excluye 
en aquél la idea de malicia; ni, finalmente, es de transcendencia el acto reali- 
zado al ser inscrita la finca, porque el aditamento que se hizo de modo incons- 
ciente no puede causar ulleriores perjuicios, ya que no afecta ostensiblemente 
á la integridad del documento: 

ue, en consecuencia de esta doctrina, se comete error de derecho pe- 
nando un delito que no lo es por su naturaleza, infringiéndose con ello el 
art. 1.0 en relación con el 210, en su núm. 4.0, ambos del Código penal vi- 
gente. 


En la villa y corte de Madrid, á 11 de Enero de 1893, en el recurso de 


- casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 


José Francisco Ramos contra la sentencia pronunciada por la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de la Habana, en causa por falsificación en 
documento público, á instancia de D. Pedro José Orozco: 

Resultando que en 27 de Febrero último la Audiencia de la Habana 
dictó sentencia aceptando los resultandos de la pronunciada por el Juzga- 
do de primera instancia de la ciudad de Trinidad en 23 de Junio anterior, 
y que son como siguen: 

Resultando que en 26 de Noviembre de 1886 se presentó en el Juzgado 
de primera instancia 6 instrucción de la ciudad de Trinidad en la isla de 
Caba un escrito de denuncia, suscrito por D. Rafael Valdés Busto, Don 
Victoriano Fernández Quevedo, D. Santiago Sebastián y D. Eloy Cabana, 
á ruego de los pardos Francisco y Rafaela Calderón Quesada, manifes- 
tando que los autos de deslinde y mensura de la hacienda de San Marcos 
de Yaguanabo, y de una demanda de retracto que estableciera el año an- 
terior D. Joaquín Panadés y Costas contra D. Manuel Rodríguez Cabo, 
consta que Panadés había hecho falsamente una inscripción de la finca 
Mufioz en el Registro de la propiedad, á sabiendas, pues Panadés no tenía 
posesión en Yaguanabo, según podía verse de la escritura de adquisición 
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«que hiso de Muñoz; que la inscripción no debía hacerse por no estar 
anotada la finca Muñoz cuando se pretendió registraria, no estar medida 
y hallarse pendiente el juicio de deslinde de la hacienda comunera; que 
de las certificaciones expedidas por el Registrador de la propiedad, agre- 
gada á la una el juicio demolitorio y á la otra el juicio de retracto, resulta 
falsedad, pues discrepan en puntos esenciales, y ninguna de ellas con- 
cuerda con la escritura de adquisición de Panadés, único título inscribi. 
ble, y qne sólo podría serlo conforme á sus términos; que nada implica. 
ban Jas convocatorias para la inecripción de Muñoz, llamando á los cumu- 
neros de Yaguanabo, extendiéndose en consideraciones respecto á infor 
malidades advertidas en el expediente é inscripción de la finea Muños 
en el Registro de la propiedad, concluyendo con la súplica al Juzgado de 
que se procediese de oficio por los delitos de falsedad en documento pú- 
blico, y en uso del mismo á sabiendas en juicio con ánimo de Jucro, cuya 
denuncia se ratificó bajo juramento por los denunciantes, dictándose á 
continuación el oportuno auto de proceder, siguiéndose la causa por todos 
sus trámites contra el D. José Francisco Ramos y Pérez, D. Victoriano 
Fernández Quevedo y la sucesión de D. Joaquín Panadós y Costas, en 
concepto de terceros responsables civilmente: 

Resultando que en 14 de Junio de 1872 D. Joaquín Panadés y Costas 

presentó al Registro de la propiedad de Trinidad una instancia que á la 
letra dice así: «Sr. Registrador de la propiedad.—D. Joaquín Panadés y 
Costas..., en la forma que corresponde, dice: que según lo justifica con el 
título y certificación que acompaña, es dueño de la titulada hacienda Mu- 
fioz, hoy potrero y finca de labor del mismo nombre, situada en el par- 
tido de Cabayán, con 150 caballerías de tierra acotadas por 700 pesos, de 
posesión en terrenos de la hacienda de San Marcos de Yaguanabo; lin- 
dando dicho potrero, por el Norte, con el camino real que conduce de 
esta ciudad á la de Cienfuegos; por el Sar, con el mar; por el Este, con el 
río Hondo, y por el Oeste con la cafiada nombrada de Faguey; el expo- 
.nente desea inscribir la propieded de dicho potrero, y eomo ha de hacerlo 
conforme á las prescripciones marcadas en el art. 121 del Reglamento 
sobre ejecución de la ley Hipotecaria, á V. 8. enplica se sirva haber por 
presentados los documentos de que se hacen mérito, y por promovido el 
expediente de su razón, previos los trámites dispuestos por lá ley, y de- 
“clarar en sa oportunidad inscribibte la finca de que se trata»: 

Resultando que en la escritura que acompañó Panadés á la anterior 
instancia aparece que se vende realmente á D. Joaquín Panadés y Costas 
los terrenos que de la hacienda Muñoz se comprenden lindantes, por el 
Norte, con el camino real de esta ciudad á Cienfuegos; por el Sur, con el 
mar; por el Este, con el río Hondo, y por el Oeste, con la cañiada de Fa- 
guey, y que la separa de los terrenos de la parda Francisca Calderón, cuya 
superficie puede ser de 150 caballerías de tierra, más ó menos, expresando 
más adelante en la escritura, que el apoderado de los vendedores que la. 
etorgaba, cedía, renunciaba y tranemitía á favor de D, Josquín Panadés 
los derechos de propiedad, dominio y señorío á los terrenos que van des- 
lindados del potrero Muñoz, con sus entradas; diciéndose en la certiflca- 
ción acompañada por el Panadés: «D. Victoriano Fernández Quevedo, Al- 
calde del barrio de Cabayán: Oertifico que el potrero Muñoz es de la pro. 
piedad de D. Joaquín Pauadés, nbicado en el cuartón del mismo nombre, 

y perteneciente á la hacienda San Marcos de Yaguanabo, cuya finca está 
destinada á la cría de toda clase de ganado y siembra de viandas desde 
el mes de Julio de 1379. Y á petición de parte, doy el presente en Yagua- 
nabo á 6 de Junio de 1882. -—Victoriano J. Quevedo.» Cuya certificación. 
fué reconocida por dicho Alcalde bajo jaramento: 
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Resultando que con los anteriores antecedentes el Registrador de Ip 
propiedad hizo pública la solicitud del Panadés por medio de edictos en- 
los periódicos de la localidad, en la Qaceta de la Habana y por cedulones 
que se fijaron en la puerta del Registro, en las de la Alcaldía municipal 
y en la del barrio en la que se hallaba situada la finca, llamando á los co- 
muneros de Yaguanabo en la forma que señala el art. 121 del Reglamento 
para la ejecución de la ley Hipotecaria; y transcurrido el término de no- 
venta días, dictó en el expediente la resolución, que á la letra dice así: 
«En la ciudad de Trinidad, á 24 de Octubre de 1882, examinado este ex- 
pediente, promovido por D. Joaquín Panadés y Costas, natural de Blanes, 
provincia de Gerona, de cnarenta y cuatro afios de edad, casado, vecino 
de esta ciudad y propietario, solicitando la inscripción del potrero Mufñioz,, 
situado en terrenos acotados de la hacienda San Marcos de Yaguanabo»: 


Resultando del contexto de la solicitud 4 que se alude, fojas 5, que el 
predicho Panadés concurrió á la oficina en 14 de Junio último, manifestan- 
do que el protero titulado Muñoz, según el título que adujo, está compuesto 
de 160 caballerias de tierras acotadas en los terrenos de la hacienda San 
Marcos de Yaguanabo, y lindando dicho terreno, por el Norte, con sl tér- 
mino real que conduce de esta ciudad á la de Cienfuegos; por el Sur, corn 
el litoral; por el Este, con el río Hondo, y por el Oeste, con la cafiada nom- 
brada de Faguey; y como quiera que tratándose de terrenos acotados la 
inscripción de dicha finca, sin que previamente se evacuaran los trámites 
marcados en el art. 121 del Reglamento, no podía verificarse, llevaba su 
promoción á este último extremo, pidiendo á la vez la convocatoria 


oportuna: 

Resultando que admitida dicha solicitud en la fecha citada de su pre- 
sentación, respectivamente se convocaron á las personas á quienes pudie- 
ra perjudicar aquélla, en la Gaceta oficial y periódico El Imparcial, de 
esta localidad, á que son referentes los aquí agrupados á los folios 8 y 9, 
y los cedulones á fojas 14, 17 y 19, que estuvieron expuestas en las puer 
tas de la casa consistorial de la Alcaldía de barrio de Cabayán, donde ra- 
dica la finca, y en las de esta oficina, por el término que la disposición del 
caso prescribe: 

Resultando que el mencionado D. Joaquín Panadés adquirió la finca 
y terrenos que la componen de D. Mariano y Doña Josefa Ramos Quintana 
en 8 de Septiembre de 1879, por escritura de esta fecha otorgada ante ek 
Notario de esta ciudad, Licenciado D. José María Fernández de Cueto, y 
de la que es copia de primera saca el testimonio de fojas 1.*%, presentado- 
por el referido Panadés, como título. de dominio de la citada finca: 

Resultando que el contrato de dicho título de dominio expresa que la 
mencionada finca tiene el espacio que se cita de terrenos acotados de la 
hacienda San Marcos de Yaguanabo, y los mismos linderos marcados por 
el supradicho Panadés en su petición: 

Resultando de la certificación del Alcalde de barrio de Cabayán, fojas 4.. 
que dicha finca de que se trata está dedicada á la agricultura y exenta de 
pago de contribución por el decreto de la Superioridad fecha 1.0 de No- 
viembre de 1881, según queda afirmado en la certificación de fojas 6: 

Resultando que desde la fecha que tiene la última de las convocatorias: 
verificadas, que la inserta en la Gaceta de fojas 9, ó séase de 22 de Junio- 
al 31 de Octubre en que se dan por terminadas, en la certificación de su 
referencia, fojas 22 vuelto, han transcurrido noventa y seis días habiles, sin 
presentarse otra oposición que la de D. Manuel de Jesús Senguera, Don 
Ambrosio Pérez y Dofia Matilde Fardio, declarando sin lugar en senteneia. 
ejecutoriada del Sr. Juez de pas de esta ciudad, ante quien envió la deman... 
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Pe A se expresa y consta de la comunicación del expresado Sr. Juez, 
ojas 27: 

Resultando del título de dominio que se menciona y demás datos de 
su referencia, que el protero Muñoz es finca dedicada á la agricultura, tie- 
ne linderos fijos y ciertos: 

Vistos los artículos 121 y 120 en la parte que le es concordante, el 122 
y 123 del Reglamento general para la ejecución de la ley Hipotecaria en 
esta isla. Se califican y declaran inscribibles los terrenos acotados de la 
bacienda San Marcos de Yaguanabo, y que constituyen el protero Muñoz 
y forman la cabida de 2.013 hectáreas y 2 áreas, con los linderos al prin- 
cipio citados; en su consecuencia, habrá de verificarse la inscripción pedi.- 
da por D. Joaquín Panadés y Costas con lo que resulta de este expediente 
y título presentado, el cual se desglosará para devolverlo al interesado con 
la nota y certificación correspondiente: 

Resultando que el Registrador entregó el expediente á D. Joaquín Pa- 
nadés, que lo presentó en el Registro el día 28 de Octubre de 1882, según 
asiento que figura al folio 135, turno primero del libro Diario, certificado 
en esta causa, y según la nota de presentación, que en esa fecha puso al 
pie del mencionado expediente, y en 3 de Noviembre del mismo año pro- 
cedió á inscribir la finca, dándole la misma situación, cabida y linderos 
que constan en la escritura de adquisición, haciendo relación al expediente 
formado en el Registro, insertando el fallo ó certificación en el dictado, y 
concluyendo con estas palabras: «D. Joaquín Panadés y Costas inscribe el 
dominio de esta finca que adquiere á título de compra.» Conforme todo lo 
dicho con lo que resulta del expediente y título de dominio á que aludo, 
extendiendo la presente, entregando el citado título 4 la parte interesada 
con la nota correspondiente, á cuyo efecto lo desgloso del expediente, el 
cual queda en mi poder con el núm. 4 de orden, archivado en el legajo co- 
rrespondiente»; y en el mismo dia 3 de Noviembre de 1882 devolvió la es- 
eritura á D. Joaquín Panadés, á cuyo pie hizo constar fielmente el folio 
en que se encuentra inscrito, la formación del expediente, cuya resolución 
ó fallo de calificación copió literalmente y autorizó con su firma y sello del 
Registro: - 

Resultando que en 1.0 de Junio de 1885, D. Joaquín Panadés estable - 
ei3 demanda de retracto en cuanto al sitio San Francisco (a) San Blas, si: 
tuado en el hato de Yaguanabo, contra D. Manuel Rodríguez Cabo, en una 
demanda acompañó la escritura de adquisición del potrero Muñoz, apare- 
ciendo la nota de inscripción en la forma expuesta en el anterior resultan- 
do; que en 6 de Septiembre de 1886 presentó D. Joaquín Panadés en el 
Juzgado de primera instancia de Trinidad, solicitando que se le eximiera 
de toda intervención en los autos demolitorios de Yaguanabo, para lo que 
había sido citado el día antefior, por estar inscrita su finca, como lo acre: 
ditaba con una certificación literal del asiento de la inscripción que acom- 
pañó con su solicitud, y que le había sido expedida el mismo día en que se 
presentó en el Juzgado, promoviéndose por tal motivo la querella que se 
ha he hecho relación en el primer resultando de origen de esta causa, y 
que su último estado sólo ha venido á obtener el actual querellante D. Pe- 
dro Orozco y Vázquez, en la que además se ba expuesto y se ha probado 
que D. José Francisco Ramos dirigió como Letrado á los herederos de Don 
Joaquín Panadés en los autos de deslinde de Yagnuanabo: 

Resultando que el Juez de primera instancia é instrucción de Trinidad, 
por sentencia de 23 de Junio de 1891, estimando que los hechos probados 
constituyen un delito de falsedad en documento público por imprudencia. 
temeraria, y responsable en concepto de autor á D. Francisco Ramos y Pé- 
rez, sin circunstancias modificativas; que no cabe exigirle responsabilidad 
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civil ní otra alguns, por los otros hechos de que ha sido acusado, por no 
haber versado subre ellos este procedimiento, ni aparecer la comisión del 
delito; que ha fallecido D. Joaquín Panadés y Costas; que el becho imputa- 
do á D. Victoriano Fernández Quevedo no constituve delito, ni falta; que en 
cuanto á los terceros responsables civilmente, ó sea la sucesión de Panadés, 
no procede exigirla en esta causa; y por último, que apareciendo justifica- 
dos los extremos de la denuncia, no procede declarar calumniosa la acusa- 
ción; vistos los artículos de aplicación del Código penal, condenó al Regis- 
trador de la propiedad á la pena de seis meses de arresto mayor con sus 
accesorias, y al pago de una tercera parte de costas, sobreseyendo respecto 
de los otros delitos que se le imputan, con otras declaraciones respecto de 
los demás procesados, de acuerdo con lo estimado: 

Resultando que remitida dicha causa á la Audiencia de la Habana en 
apelación y conéeulta de la sentencia dictada por la acusación privada, so- 
licitó la revocación de la sentencia dicha, y en relación á D. Francisco Ra- 
mos, que se le condenara al máximum de la penalidad establecida en el 
art. 310 del Código penal, accesorias y costas, con otras peticiones que no 
afectan al recurso, y el Ministerio fiscal, reproduciendo su calificación de 
primera instancia, que se absolviera á dicho D. Francisco Ramos, por no 
existir delito, ni, por tanto, imprudencia temeraria, pidiendo se exigiera el 
perjuicio y exigirse la responsabilidad civil por la vía correspondiente, 
subsanándose la inexactitud de la inscripción por los medios que determi- 
pa la ley Hipotecaria, confirmándose lo demás en sentencia dictada, cuya 
petición reprodujo la defensa de Ramos: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la referida Audiencia de la 
Habana, por sentencia de 27 de Febrero del presente año, aceptando la re- 
lación de los hechos en los resultandos que expresa, y estimando que el 
concepto de las falsedades que enumera en el art, 810 del Código, implica 
no solamente la ocultación de verdad, sino que la alteración afecta á la rea- 
lidad de la virtualidad del acto á que el documento se refiere ó eficacia de 
éste, cuyas condiciones concurren en la cometida en el asiento de inscrip- 
ción en el Registro del potrero Mufioz, puesto que se supone que en la es- 
critura presentada por Panadés aparece que se le había vendido la finca 
con :140 caballerías de tierra de San Marcos de Yaguanabo, y que el potre- 
ro Mufñioz tenía terrenos acotados en la mencionada hacienda, lo cual atec- 
ta á la capacidad y cabida de la finca, dándole otra mayor y en terrenos 
distintos, como lo son los de la hacienda de San Marcos de Yaguanabo, por 
lo que aparecía el dominio inscrito sobre diversa hacienda de que la misma 
escritura determinaba; que el hecho no ba tenido lugar con imprudencia, por- 
que supone siempre falta de malicia destruyendo aquélla; que el Registra- 
dor, por su cualidad de Letrado, y por haber dirjgido como tal á los herederos 
de D. Joaquín Panadés en los autos de deslinde de Yaguanabo, evidencia 
obró con perfecto conocimiento de antecedentes; declaró que los hechos 
probados, en relación al D. Francisco Ramos, hoy recurrente, constituyen . 
un delito de falsedad en documento público, y cometido por funcionario pú- 
blico, previsto y castigado en el núm. 4.0 del art. 310 del Código penal, del 
que el mismo es responsable en concepto de autor, sin circunstancias mo- 
dificativas; y visto el artículo citado y demás concordantes de aplicación, 
le condenó á la pena de catorce años, ocho meses y un día de cadena, y 
multa de 6.000 pesetas, con las accesorias de interdicción civil durante 
igual tiempo, inhabilitación absoluta perpetua, sujeción á la vigilancia de 
la Autoridad durante su vida, y al pago de una tercera parte de costas de 
ambas instancias, sobreseyendo respecto al mismo por los otros hechos ó6 
delitos que se le han imputado, reservando su derecho á todo el que se 
cies perjudicado por la falsa inscripción de que se trata, para que lo dedaz- 
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ean y ejecuten en la vía y forma correspondiente, con otras declaraciones 
de ley, y las que estimó procedentes respecto á los demás encartados que 
no afectan al recurso: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de D. José Francisco Ramos, que con el de- 
pósito de 200 pesetas se ha interpueato, autorizado por las reglas 54, 56 y 
56, núm. 1.0, y demás aplicables de la ley provisional para la aplicación 
dei Código penal en Cuba, ó sea el caso 1.0 del art. 849 de la misma ley de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 310 del Código penal, aplicable en su núm. 1.0, por aplica- 
ción indebida, en cuanto se califica y pena en concepto de delito que el 
mismo determina, un hecho que no lo constituye: 

2.0 El art. 1.2 de dicho Código, en igual concepto de aplicación inde 
bida, porque el hecho de autos no constituye acción ú omisión voluntaria 
penada por la ley: 

3.0 Todos los demás artículos del expresado Código, que como con- 
gruentes á la calificación que establece y cita la sentencia, también por 
aplicación indebida, en relación con las anteriores infracciones: 

4.0 El art. 336 de dicho Código, en cuanto no se ha reputado calumnio- 
ea la denuncia con sus consecuencias legales: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso en 
ei por el Ministerio fiscal, y en todo por la defensa del actor D. José 

rOZCO: , 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que incurre en el delito á que se refiere el núm. 4.0 del 
art. 310 del Código penal aplicable 4 Cuba, el funcionario público que abu- 
eando de su oficio cometiere falsedad en documento público ú oficial, fal- 
tando á la verdad en la narración de los hechos: 

Considerando que consiste el hecho atribuído al recurrente D. José 
Francisco Ramos y Pérez, Registrador de la propiedad de Trinidad, y que 
ha dado origen á este proceso, en que al llevar á efecto la inscripción de 
la finca llamada el protero Muñoz, pedida por su dueño D. Joaquín Panadés 
y Costas, sin que constase así del título de adquisición, consignó que dicha 
finca radicaba en terrenos acotados de la hacienda San Marcos de Yagua- 
nabo, manifestación que no implica mala fe ó intención de dolo, ni por re- 
sultado de la misma se ofrece positiva y esencial imitación de la verdad 
que afecte á la integridad del documento público y á los efectos que en lo 
sucesivo deba producir; 

Considerando que no entraña dolo porque Panadés en su instancia 
pidiendo la inscripción, y el Alcalde de barrio de Cabayán en la certifica- 
ción que expidió y se acompañó á esa instancia, hicieron igual manifesta- 
ción, así es que el Registrador, en cumplimiento de la ley, y en la forma 
que ésta determina, llamó á todos los que se creyeran con derecho á opo- 
nerse á dicha inscripción, sin que los reclamantes contra ella apelaran de 
la resolución del Juez municipal que les fué adversas, datos de referencia 
que, según se declara probado, tuyo tambien presente el acusado al dictar 
el acuerdo, y que excluyen en el mismo su malicia: 

Considerando que tampoco es de transcendencia semejante inscripción, 
porque la finca objeto de ella tenía una cabida cierta y determinada, y se 
hallaba limitada por linderos propios é inalterables, que desde luego y sin 
contradicción se sefialaron por todos y se consignaron en esa inscripción, 
de modo que el aditamento que inconscientemente se hizo y que es la ba- 
se de este proceso, no puede en lo sucesivo causar perjuicios, ya que no 
afecta ostensiblemente á la integridad del documento: 

Considerando que de las apreciaciones jurídicas expresadas, ha pres: 
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cindido en su fallo la Audiencia de la Habans, condenando al procesado 
Ramos como culpable de falsedad, y ha infringido el artículo del Código 
penal antes citado, así como el primero de dicho cuerpo legal, incurriendo 
en el error de derecho de calificar como delito un hecho que no lo es, se- 
gún con razón fundada se sostiene en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación por infracción de ley interpuesto por D. José Francisco Ramos 
contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de la Audiencia 


. de la Habana, la cual casamos y anulamos, declarando de oficio las costas, 


con devolución del depósito constituído; comuníquese esta resolución con 
la que á continuación se dicte al Tribunal Sentenciador, á los efectos opor- 
tunos.—(Sentencia publicada el 11 de Enero de 1893, 6 inserta en la Gace- 
ta de 14 de Agosto del mismo año). 


6 


RECURSO DE CASACIÓN (11 de Enero de 1893).—Sala segunda.—Con- 
trabando.—Se declara haber lugaral interpuesto por el Abogado del Estado 
en causa contra Francisco Gómez Pérez y otros (Audiencia de Sevilla), y 
se resuelve: 

Que según lo dispuesto en el núm. 3.9, art. 22 del Real decreto de 20 de 
Junio de 1852, existe y es de apreciarse la circunstancia agravante de cua 
drilla, cuando la conducción'de géneros de contrabando se hace por más de 
tres hombres á caballo d 4 pu 

Que admitido como probado por la Sala sentenciadora que en el delito 
motivo del procedimiento fueron sorprendidos cuatro individuos, se incwrre 
en error de derecho al no estimar la concurrencia de la expresada circuns- 
tancia de agravación, sin que obste á que deba ser apreciada el sitio en que 
los culpables fueron detenidos, y el no constar demostrado se dispusiesen ú 
saltr y conducir el género á un mismo punto, toda vez que aquéllos quedaron 
detenidos al realizar la conducción y penelrar en la casa donde la detención 
tuvo efecto: 

Que conforme al art. 21 del expresado Real decreto, las penas que en el 
mismo se señalan á los delitos de contrabando y defraudación, habrán de 
aplicarse en mayor ó menor grado, desde el minimo al máximo, en relación 
al número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes, y cuando 
concurren la de cuadrilla y la de exceder el valor de los efectos aprehendidos 
de 2.000 reales, procede imponer el séxtuplo, y no el quíntuplo del valor de 
dichos efectos, de conformidad con las reglas establecidas en el Código penal, 
según tiene declarado repetidamente el Tribunal Supremo. 


En la villa y corte de Madrid, á 11 de Enero de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Abogado del Estado contra sentencia de la Sala de vacaciones de la Au- 
diencia de Sevilla, en causa seguida en el Juzgado de primera instancia 
de Algeciras 4 Francisco Gómez Pérez y otros, por contrabando: 

Resultando que en la madrugada del día 4 de Febrero de 1890, Fran- 
cisco Gómez, Salvador Castillo, Josó Vera y Juan Fernández, que cami- 
naban con bultos á las espaldas por la calle del Sol de la Línea, penetra- 
ron en una de las casas, y siguiéndoles los vigilantes, encontraron en el 
saguán de ella y al pie de dichos cuatro procesados, colocados en el suelo, 
cuatro bultos que conducían con tabaco de contrabando, que fné valorado 
en 763 pesetas 20 cóntimos: 
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Resultando que formada causa y seguida por sus trámites y en dos 
instancias, se declaró por el Juez en su sentencia, que por sus fundamen- 
tos confirmó la Audiencia, que los hechos constituyen el delito de contra- 
bando, de que son autores dichos cuatro procesados, y estimando en su 
«comisión la circunstancia agravante 2.2 del art. 22 del Real decreto de 20 
de Junio de 1852, y no la 3.* del mismo artículo, por el sitio en que fue- 
ron detenidos, y por no resultar probado que fueran á salir pronto y con- 
ducir el tabaco á un mismo punto, y que no habiendo circunstancias ate- 
nuantes, debe imponérseles la pena en el grado medio, les condenó á la 
multa de 3.816 pesetas, quíntupio del valor oficial dado al tabaco aprehen- 
dido, divisible entre los cuatro, ó sea á cada uno en la multa de 954 pese- 
tas, con la prisión subsidiaria en su caso, y en las costas: 

Resultando que el Abogado del Estado ha interpuesto recurso du ca- 
-sación por infracción de ley, fundado en los números 5. y 6.0 del art. 849 
de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 La circunstancia 3.2 de las agravantes, señaladas en el art. 22 del 
Real decreto de 20 de Junio de 1852, por no haberse apreciado, á pesar 
de haber concurrido en la ejecución del hecho: 

2.0 Los 21 y 25, en su párrafo primero, del expresado Real decreto, 
porque de todas suertes la multa no resulta estarlo en la cuantía corres- 
"pondiente á las circunstancias apreciadas: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal coadyuvó el 
recurso, impugnándolo la defensa de los recurridos. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez. 

Coítsiderando que, segun el núm. 3.0 del art. 22 del Real decreto de 
-20de Junio de 1852, existe la circunstancia agravante de cuadrilla cnando 
la conducción de géneros de contrabando se hace por más de tres hom. 
bres á caballo ó á pie, y que en el presente caso no puede dejar de apre- 
ciarse por haber concurrido cuatro, según se afirma en los hechos decla: 
sados probados en la sentencia recurrida, sin que obste á tal apreciación 
-el sitio en que fueron detenidos, y no resultar probado que fueran á salir 
¿pronto y conducir el tabaco aprehendido á un mismo punto, toda vez que 
“fueron sorprendidos al realizar la conducción y penetrar en la casa en que 
tuvo lugar su detención: 

Considerando que, según el art. 21 del expresado Real decreto, las 
-penas que por él se sefialan á los delitos de contrabando y defraudación, 
«Se aplicarán en mayor ó menor grado desde el mínimo al máximo, según 
-el número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes que 
-concurran, y que siendo de estimar en este caso la de exceder de 2.000 

reales el valor de los góneros estancados aprebendidos, estimada por la 
-Sala sentenciadora, y la de cuadrilla, debe imponerse la pena en el grado 
máximo, ó sea en el séxtuplo del valor de dichos efectos, de conformidad 
con las reglas establecidas en el Código penal, según tiene ya declarado 
-este Tribunal Supremo en varias resoluciones: —. 

Considerando que al no haberlo estimado así la Sala sentenciadora, ha 
incurrido en el error de derecho que se le atribuye, é infringido las dis- 
posiciones á que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por el Abogado del Estado contra la sentencia de la Sala de 
vacaciones de la Audiencia de Sevilla, la cual casamos y anulamos, decla- 
szendo las costas de oficio; comuníquese esta sentencia y la que á conti- 
nuación se dicte á dicha Sala á los efectos procedentes.—(Sentencia pu- 
blicada en 11 de Enero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 14 de Agosto 

-del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (12 de Enero de 1893).—Sala segunda.—.Dis- 
paro de arma de fuego y lesiones.—No ba lugar al interpuesto por Germán 
Quinea Zumelaya (Audiencia de Burgos), y se resuelve: 

Que está exento de responsabilidad, según determina el núm. 5.0 del ar- 
tículo 8.9 del Código penal, el que obra en defensa de la persona ó derechos de 
sus ascendientes, cuando no ha dedo lugar al suceso, y cuando mediante agre- 

od ilegítima, emplea para impedirla ó rechazarla un medio racional de de- - 

ensa: 
Que cuando el que invoca dicha exención provoca el lance con sus inten 
perancias, cruzándose de palabras y realizando actos de verdadera agresión, 
terminando por disparar un tiro y lesionar al sujeto con quien aceptó la cues- 
tión, no son de apreciar ninguno de los requisitos de la exención, tanto por la 
Salta de necesidad racional de repeler ó rechazar agresión alguna á su ascen- 
diente, ni aun á su misma persona, cuanto porque, levantado ya del suelo el 
padre del agresor, y separado aquél de quien á su vez le acometía, no se justo 
pas la defensa propia, ni la de su padre, en el acto del disparo del arma de 
fuego. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Germán 
Guinea Zumelsga contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Burgos, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de 
Miranda de Ebro, por disparo de arina de fuego y lesiones: ¿ 

Resultando que la expresada sentencis, dictada el 6 de Octubre último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que en la tarde del 19 de Mayo último, á cosa de las seis y 
media de la misma, se dirigía José Guinea, en la villa de Miranda de Ehro, 
hacia su casa, y como al llegar cerca del portal de ésta oyere que el proce- 
sado Germán Guinea Zumelaga, que desde la calle desafiaba á Santos Ga- 
liarza, hubo de reconvenir á aquél, con cuyo motivo cruzáronse de pala- 
bras y se agarraron dichos José y Germán, 6 interviniendo entonces para 
separarlos Juan Guinea, padre del Germán, agarró el José al Juan tirán- 
dole al suelo, en cuyo momento, pero cuando ya estaban separados, disparó 
el Germán una pistola al José por la espalda, infiriéndole con el proyectil 
una herida en la región parietal posterior externa é inferior del hombro 
derecho, para cuya curación necesitó asistencia facultativa hasta el 12 de 
Junio siguiente, ó sea durante veintidós días, habiendo el lesionado re- 
nuaciado Á la indemnización; hechos que declaramos probados, y que la 
pistola con que se hizo el disparo es de dos cañones, sistema Lafoucheaux, 
y Obra depositada: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos como 
constitutivos de un delito de disparo de arma de fuego y otro de lesiones 
nienos graves, ejecutados en un acto y siendo el primero medio para rea- 
lizar el segundo, de cuyos delitos era autor, con la circunstancia atenuante 
de arrebato y obuecación, el procesado Germán Guinea Zumelaga, al que 
impuso, aplicando el art. 90 del Código penal, dos años, once meses y once 
días de prisión correccional, accesorias y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 5.0 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringida la re- 
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gla 5.2 del art. 8.e del Código penal, porque el recurrente obró en defensa 
de su padre Juan Guínea, con todos los requisitos que señala la ley para 
acordar la exención de responsabilidad por esta defensa, como lo son la 
agresión ilegítima de José Guinea al padre del procesado cuando trataba 
de separar al José y su hijo el recurrente, y la necesidad racional del me- 
dio empleado, que fué usar la pistola que llevaba contra el que había arro- 
jado á su padre al suelo y podía lanzarse de nuevo sobre el mismo, ya 
arrollado é indefenso: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que está exento de responsabilidad , según determina el 
núm. 5,0 del art. 8.0 del Código, el que obra en defensa de la persona ó 
derechos de sus ascendientes, cuando no ha dado lugar al suceso y cuando, 
mediante agresión ilegítima, emplea para repelerla ó rechazarla un modo 
racional de defensa: 

Considerando que ninguno de estos requisitos de inculpabilidad som 
de apreciar en favor del recurrente Germán Guinea Zumelaga, porque 
prescindiendo de que-eon su intemperancia provocó la cuestión, cruzán- 
dose de palabras y agarrándose con José Guinea, cuando después por la 
espalda disparó contra éste la pistola y le causó las lesiones menos graves 
que ha padecido, lo bizo sin necesidad, sin repeler ni rechazar agresión 
alyuna á su persona ni á la de su padre Juan Guinea, que si antes había 
sido tirado al suelo por dicho José, se había levantado y estaba separado 
de éste al producirse el disparo, demostrando que el procesado ni obró en 
propia defensa ni lo hizo en la de su mencionado padre, razón por la que 
es justo y procedente el fallo recurrido, sin que en él se haya infringido el 
artículo del Código penal que se cita, ni incurrido en el error de derecho 
en que se apoya el recurso; 

Faliamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por Germán Guinea Zume- 
jaza contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
Burgos, condenando al recurrente en las costas y al pago de 125 pesetas, 
por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comunique al 
Tribunal sentenciador á Jos efectos procedentes.—(Sentencia publicada el 
12 5] Enero de 1393, é inserta en la (Qaceta de 14 de Agosto del mismo 
año. 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (12 de Enero de 1893). 
—S8ala segunda.— Asesinato frustrado. — No ha lugar al interpuesto por Be- 
nito Padrón y Nodarse (Audiencia de Santa Clara), y se resuelve: 

Que es doctrina constante del Tribunal Supremo, que los recursos de ca- 
sación han de fundarse en los hechos ignados en las sentencias reclama- 
das, sin que sea lícito á las partes contradecsrlos, adicionarlos, ni tergiversar- 
los, así como tampoco apoyar sus razonamientos en deducciones y supuestos 
de hecho que no estén explícitamente consignados en aquéllas, cuyos defectos 
esenciales justifican la inadmisibilidad del recurso: 

Que cuando se invoca la circunstancia atenuante 8.2 del art. 9.0 del Có- 
digo penal, es preciso derivarla de supuestos de hecho consignados expresa- 
mente en la sentencia recurrida, sin que baste á tal objeto que en ella se de- 
clare probado que entre el ofensor y ofendido se hallaban disgustados, cuando” 
so se especifican ¡as causas delerminantes de lales disgustos, bastantes á pro 
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ducir en el recurrente el estado de ánimo y la disminución de su libertad, que 
da defensa de aquél supone al realizarse el delito. ] 

En la villa y corte de Madrid, á 12 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Benito 
Padrón y Nodarse contra sentencía de la Audiencia de lo criminal de Santa 
Clara, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Remedios, se- 
guida al Padrón por asesinato frustrado: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 20 de Mayo de 1892, 
contiene el siguiente: 

Primero. Resultando que estando Benito Padrón disgustado con Don 
Hermenegildo Mier, le demandó á juicio verbal, y al salir ambos del Juz- 
gado, aprovechándose Padrón de que Mier se hallaba descuidado des- 
atando su caballo, le disparó un tiro de revólver Smith por la espalda, 
que le atravesó el cuerpo, saliéndole la bala por el pecho y causándole le- 
siones que tardaron en sanar cincuenta y tres días, pues si bien murió 
poco tiempo después, no aparece que esta muerto tuviera por causa las ex- 
presadas lesiones; hechos que se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
chos constituyen el delito de asesinato frustrado, de que es autor Benito 
Padrón y Nodarse, sín más circunstancias modificativas que la de alevo- 

-sía, cualificativa del delito, le condenó á la pena de doce años y un día de 
cadena temporal, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra la expresada sentencia interpuso el procesado 
recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el de in- 
fracción de ley, y resuelto aquél negativamente por la Sala tercera, ha for- 
malizado éste, fundándolo en los números 3.0 y 5.0 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal aplicable en Cuba, citando como infringidos: 

1.0 El art. 414 del Código penal de dicha isla, que define el delito de 
asesinato, por haber sido indebidamente aplicado, puesto que no cons- 
tando la distancia á que se hizo el disparo, ni la posición que ocupara el 
enla no ha podido el Tribunal suponer que aquél taviese intención 

e matar: 

2.0 Los 421 y 429, núm. 4.9, del mismo Código, que definiendo también 
los delitos de disparo de arma de fuego y lesiones, no han sido aplicados 
á los mismos hechos que constituyen aquellos delitos: 

3.0 El párrafo segundo del art. 88, en relación con los dos últimos ar- 
tículos antes citados, en cuanto determinan la penalidad que corresponde 
imponer al procesado recurrente: 

4,0 El núm. 8.0 del art. 9.9, por no haberse apreciado la circunstancia 
«atenuante de arrebato y obcecación, pues ha-debido admitirse que el es- 
tado de ánimo del recurrente no era normal, porque si los perjuicios que 
suponía le estaba causando Mier en sus intereses, cuando le demandó, y 
las mortificaciones de amor propio por lo que ocurriera en el juicio, ne 
justificaban el hecho de autos, debe admitirse cierta perturbación de su 
inteligencia, que disminuía sa voluntad en el momento del delito: 

Resultando que á pesar de no haberse opuesto el Fiscal á la admisión 
del recurso, la Sala acordó la celebración de la vista ordenada en el ar- 
tículo 883 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que es doctrina constante, reiteradamente recordada por 
esta Sala, que los recursos de casación han de fundarse en los hechos con- 
signados en las sentencias reclamadas, sin que seas lícito á las partes con- 
“tradecirlos, adicionarlos ni tergiversarlos, así como tampoco apoyar sus ra- 

-zonamientos en deducciones y supuestos de hechos que no estén explícita- 
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mente contenidos en aquéllas, cuyos defectos esenciales justifican la 
inadmisibilidad del recurso: 

Considerando que el primordial fundamento del presente alegado para 
demostrar el error del Tribunal en la calificación de los hechos, y lss in- 
fracciones de la ley 1.* y 2.2, consisten en afirmar que aquél no ha podide 
suponer que el recurrente, al disparar el tiro contra D. Hermenegildo Mier, 
tuviese intención de matarle, cuya suposición es contraria á lo declarado 
¿por dicho Tribunal, y combate la apreciación de las pruebas que ha tenido 
en cuenta para hacer aquella declaración, contra la cual nada puede adu- 
ross por ser de la exclusiva competencia de los Tribunales sentencia- 

ores: 

Considerando que, por iguales razones, tampoco es admisible el re- 
curso en lo referente al segundo error, en la no apreciación de la circuns- 
tancia atennante 8.* del art. 9.0 del Código penal, porque el estado de arre- 
bato y obcecación en que la defensa del recurrente supone á éste al tiempo 
del disparo, parte de supuestos no consignados en la sentencia, puesto 
que si bien se declara probado que Padrón estaba disgustado con Mier, 
nada se dice de las causas determinantes del disgusto, ni asun del objeto 
de la reclamación judicial, ni, por consiguiente, de los perjuicios que justa 
ó injustamente pudieran sobrevenir al primero por la cuestión pendiente, 
ni se indica siguiera lo que pasó en el juicio, para deducir, como deduce 
arbitrariamente en el recurso dicha defensa, que las mortificaciones del 
amor propio y el temor á dichos perjuicios originaron en el recurrente el 
expresado estado de ánimo y la disminución de su libertad: 

Considerando que, por los referidos motivos, no puede admitirse el re- 
curso en ninguno de sus extremos; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lagar á la ad. 
misión del recurso interpuesto á nombre de Benito Padrón Nodarse con- 
tra la sentencia dictada en 20 de Mayo de 1892 por la Audiencia de lo cri. 
minal de Santa Clara, y le condenamos en las costas y pago de 125 pese- 
tas para cuando mejore de fortuna; comuníquese esta resolución á dicha 
Audiencia á los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada el 12 de 
Enero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 14 de Agosto del mismo afio .) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA (12 de Enero de 1893).—Sala 
tercera.— Homicidio. —Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
en causa contra Enrique Morán (Audiencia de Oviedo), y se resuelve: 

Que cuando en cualquiera de las preguntas formuladas por la Sección de 
derecho se acumulan términos, referentes á la culpabilidad del acusado y á 
ta naturaleza d consecuencias del delito, de manera que puedan ser contestados 
por el Jurado afirmativamente unos y negativamente otros, resulta defectuosa 
ta pregunta, constituyendo tal defecto uno de los motivos de casación expues- 
tos en el art. 77 de la ley estableciendo el juicio por jurados, bastante á auto- 
risar, previa la oportuna protesta, la procedencia del recurso de casación por 
quebrantamiento de forma. 


En la villa y corte de Madrid, 4 12 de Enero de 1893, en el recurso de 

ón por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 

por el Ministerio fiscal contra la sentencia dictada por la Sala de lo crimí- 

nal de la Audiencia territorial de Oviedo, en la causa seguida en el Jux- 

gado de instrucción de Gijón 4 Enrique Morán, hijo de padre desconocido, 
vista ante el Tribunal del Jurado, por homicidio: 
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Resultando que entre nueve y diez de la noche del 20 de Enero 
de 1890 se hallaba Nicolás Santurio y García jugando á la baraja con 
otros tres en una taberna de Gijón, y acercándose Enrique Morán, le dijo 
Que saliera, que tenía que hablarle, por lo qne se levantó y le siguió hasta 
la puerta, y hallándose fuera, Morán le infirió con arma blanca una herida 
en el pecho, que después de muchas complicaciones le produjo la muerte 
al año, diez meses y seis días de haber sido causada: 

Resultando que instruido samario por el Juzgado del partido de Gijóx 
contra el citado Enrique Morán, y abierto el juicio oral, el Ministerio 
fiacal, en las conclusiones provisionales, que sostuvo romo definitivas, 
refirió el hecho en la primera de ellas sustancialmente en los términos 
que se acaban de indicar, expresando que al salir de la taberna el proce- 
sado dió un navajazo á Santurio, sia mediar palabra ni disputa alguna, 
causándole una herida sobre la tercera y cuarta costillas izquierdas, pene- 
trante hasta la pleura parietal, herida que, después de mucho tiempo infe- 
rida, faóé causa de la muerte del lesionado, según terminantemente decla- 
raron los Facultativos encargados de la curación; cayo hecho calificó como 
constitutivo del delito de homicidio, del que fué autor dicho procesado, 
sin circunstancias modificativas, pidiendo que se le impongan catorce 
años, ocho meses y un día de reclusión, accesorias, indemnización de 2.000 
pesetas á la viuda del interfecto y costas: 

Resultando que la defensa de Enrique Morán, al evacuar el traslado 
de las anteriores conclusiones, rectificó la relación de hechos, en el sentido 
de que aquél en la noche del suceso sólo habló unas palabras con Santurio 
en la puerta de la taberna, retirándose de nuevo al interior, sin mediar 
cuestión ni haberse causado daño alguno; no siendo tampoco exacto que 
sólo los efectos de la herida recibida aquella noche por el expresado San. 
turío, sin que se supiera en dónde, determinaran su muerte, que fué 
debida á otros motivos perfectamente conocidos, y que, en su consecuen- 
cia, los hechos padieran no ser constitutivos de delito, 6 serlo del de ho- 
micidio, en cuyo último extremo no era autor el procesado, procediendo 
la absolución dal mismo, con las costas de oficio: 

Resultando que visto el juicio ante el Tribunal del Jurado, el Presi- 
dente de la Sección de derecho redactó las preguntas para el veredicto, 
siéndolo la primera eu los términos siguientes: «Primera. Enrique Morán, 
alias Talón, ¿es culpable de haber inferido con arma blanca, como navaja 
ó cuchillo, en la noche del 20 de Enero de 1890 á Nicolás Santurio García 
en la parte izquierda del pecho una herida penetrante hasta la pleura px- 
rietal, cuya herida, después de muchas complicaciones, le produjo la. 
muerte al Nicolás Santurio al año, diez meses y seis días de inferida, ó sea 
en 26 de Noviembre de 1891?»; refiriendo en la segunda los antecedentes 
del suceso; y leídas ambas en el acto del juicio, el Ministerio fiscal, invo- 
cando las facultades establecidas en el art. 77 de la ley, solicitó que la 
primera se dividiese en dos: una, si el procesado era culpable de la lesión 
. inferida al interfecto; y otra, si dicha lesión fué causa ocasional de la 
muerte; pero la Sección de derecho, fundada en que las preguntas estaban 
redactadas de conformidad en un todo con las conclusiones formuladss 
por la acusación y la defensa, desestimó dicha pretensión, contra cuya 
negativa protestó el Ministerio fiscal: 

Resultando que pronunciado veredicto, en el que fueron contestadas 
negativamente sus dos preguntas, la Sección segunda de la Sala de lo cri. 
minal de la Audiencia de Oviedo, por sentencia de 21 de Octubre de 1892 
absolvió libremente á Enrique Morán de la acusación del Ministerio fiscal 
y declaró las costas de oficio: - . 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso el expresado 
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Ministerio recurso de casación por quebrantamiento de formá, autorizado 
por el art. 119 de la ley del Jurado, toda ves que el Tribunal de derecho 
no accedió á la pretensión deducida, en uso del derecho que le concedía el 
art. 77 de la misma, para que se descompusiera en dos la primera de las 
preguntas hechas al Jurado, de cuya negativa protestó, y admitido el re- 
curso por la Sala sentenciadora, elevó 4 este Tribunal Supremo el rollo de 
juicio oral de la causa, con citación y emplezamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Juan N. de Undabeytia: 

Considerando que, según lo dispuesto en el art. 119 de la ley estable- 
ciendo el juicio por jurados, procede el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma contra lss sentencias pronunciadas por el Tribunal, 
cuando el recurrente haya protestado por los motivos expuestos en ei ar- 
tículo 77 de la ley, uno de los cuales es el de que sea defectuosa cualquiera 
de las preguntas que haya de contestar el Jurado: 

Considerando que en la primera de las preguntas se acumulan térmi- 
nos, uno referente á la culpabilidad del agente, y otro á la naturaleza ó 
consecuencias de la lesión inferida, que pudieran haber sido contestados 
afirmativamente uno y negativamente otro, mereciendo la pregunta así 
formulada la calificación de defectuosa, que constituye uno de los motivos 
expuestos en el citado art. 77, y cuya protesta, hecha en tiempo y forma, 
autoriza y determina la procedencia del recurso interpuesto; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por el Ministerio 
fiscal contra la expresada sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Oviedo, la cual casamos y anulamos; y con certificación de la 
presente, devuélvase el rollo de juicio oral de la causa, para que, reponién - 
dola al estado que tenfa cuando se cometió la falta que ha dado lugar á la 
casación, proceda con arreglo á derecho y nuevamente determine.—(Sen- 
tencia publicada en 12 de Enero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 14 de 
Octubre de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (13 de Enero de 
1893).—Sala segunda.— Violación y asesinato.—No ha lugar al interpuesto 
y admitido de derecho en beneficio de Graciano de los Santos y Eulogio 
Ablasa de la Cruz (Audiencia de Cebú), y se resuelve: 

Que el delito de violación y el de asesinato constituyen dos delitos distintos 
cuando el uno no es medio necesario de cometer el otro, y cuando dimanan de 
hechos independientes entre sí: 

la vigilancia alternativa de los procesados en la puerta de la casa 
donde se realiza el delito, constituye la cooperación directa á la ejecución del 
hecho punible, que integra el concepto jurídico de autor, conforme á lo orde- 
nado en los números 1.0 y 8.0 del art. 13 del Código penal de Filipinas: 

Que si bien, por regla general, las circunstancias de abuso de superioridad 
y la de ofensa á la edad y sexo, se hallan contenidas en la cualificativa de 
alevosta, no es aplicable tal doctrina cuando sin su concurrencia puede reali 
zarse el delito; puesto que la alevosía se caracteriza por los medios empleados 
para la ejecución del acto punible, y el abuso de superioridad y ofensa al sexo 
3on circunstancias independientes y 4 veces innecesarias para la realización 
del delito, que, con independencia de la alevosía, pueden constituir por sí solar 
las agravantes 9.2 y 20 del art. 10 del citado Código: : E 

Que la circunstancia de ser indigena el culpable, es atenuante 6 agravan. 
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te, según la apreciación del Tribunal sentenciador, atendidos la naturaleza y 
efectos del deltto, y debe ser considerada como agravante cuando las precaw- 
ciones adoptadas por los culpables demuestran el convencimiento que aquéllos 
tenían de la gravedad y transcendencia del delito; sin que los Tribunales pue- 
dan prescindir de su apreciación, conforme al art. 11 de dicho Código. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, interpuesto y admitido de derecho en bene- 
ficio de Graciano de los Santos Bartolomé y Eulogio Ablasa de la Cruz 
contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Cebú, en causa por violación y asesinato: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 8 de Agosto último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que en la mañana del día 19 de Abril del año próximo pa- 
sado la niña Roberta Bajar José, de seis años menos algunos días de edad, 
salió de la casa de sus padres, residentes en la villa de Zamboanga, acom- 

ada de un hermanito suyo, y habiendo llegado á las inmediaciones da 
la tienda del chino denominado Chiquito, donde á la sazón estaban Gra- 
ciano de los Santos Bartolomé y Eulogio Ablasa de la Cruz, después de . 
haberle regalado el primero, besándola, unos plátanos fritos, la cogió el 
segundo y la condujo á una casa deshabHada de la propiedad de D. Eulo- 
gio Fargas, sita en la calle de Sanlúcar de Barrameda, frente al paseo pú- 
blico de la mencionada villa, á cuya casa se dirigió también el Graciano 
por indicación del Eulogio, entrando en ella cuando ya lo había verificado 
el segundo con la expresada niña; hechos probados por declaraciones de 
testigos, por documentos fehacientes y por confesión de los enjuiciados 
Graciano y Eulogio: 

Resultando que Graciano de los Santos Bartolomé, después de haber 
cerrado las ventanas de la mencionada casa, se situó en acecho á la puerta 
de la misma mientras Eulogio Ablasa de la Cruz yacía con la niña Rober- 
ta, á la que introdujo en la boca para evitar que gritase un pañuelo, que 
le sacó luego que hubo consumado el acto carnal, dejándola desfallecida, 
en cuya situación subió el Graciano y yació igualmente con la Roberta, 
habiendo bajado antes el Eulogio, y situándose á la misma puerta, tam- 
bién .en acecho, como lo había hecho el Graciano, para evitar ambos fue- 
ran sorprendidos; hechos probados por confesión de dichos procesados: 

Resultando que realizados los actos de que se deja hecho mérito por 
Eulogio Ablasa y Graciano de los Santos, viva todavía la niña, si bien 
desfallecida, el primero la arrastró por los cabellos y el patadrón que ves- 
tía, desde el lugar donde ejecutaron aquellos actos hasta la puerta de una 
habitación, y desde allí la condujeron ambos al interior de dicha habita- 
ción, donde el propio Eulogio, desaudándola del patadrón, rasgó de éste 
un trozo de tela, con el que formó un lazo que aplicó al cuello de la infor- 
tunada nifia mientras la sujetaba el Graciano, colgándola ambos de un 
clavo de otra habitación inmediata, habiendo fallecido la Roberta, bien en 
el acto deserle comprimido el cuello con el lazo, según afirma el Graciano, 
bien cuando fué colgada del clavo, según sostiene el Eulogio; hechos pro- 
bados por confesión de ambos: 

Resultando que al retirarse del lugar de los hechos Graciano de los. 
Santos se dirigió al Tribunal de Zamboanga, en cuya parte baja está si- 
tuada la cárcel pública, y habló con su querida la presa Martina Jiménez, 
á la que pidió ropas, habiéndole entregado la Martina una camisa de per- 
cal y un calzón blanco, que vistió sobre las ropas que llevaba puestas, y 
estando incomunicado en la mañana del día 22 de Abril, entregó al cua- 
drillero Eduardo Flores las ropas expresadas, y además la elástica, camisa 
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y pantalón que usaba durante la ejecución de los hechos, cuyas tres últi- 
mas piezas tenían manchas de sangre de la niñia Roberta, para que á su 
vez las entregara todas á su querida Martinez Jimenéz, la que en la propia 
mañana entregó las tres piezas manchadas de sangre á su sobrina Josefa 
Quijano, para que las lavara, como así lo hizo ésta en la misma mañana, 
teniendo ya entonces noticia tanto el Eduardo como la Martina y la Josefa 
de la desaparición de una niña, y los dos primeros de que Graciano estaba. 
detenido por tal motivo; hechos probados por confesión de Francisco de 
los Santos, Eduardo Flores y Martina Jiménez y Josefa Quijano: 

Resultando que como la niña Roberta no hubiera regresado á su casa 
al día siguiente de su salida, el padre de la misma Celedonio Bajar fué y 
dió cuenta al Juez de Zamboanga de su desaparición, sin que las diligen- 
cias practicadas en su busca dieran resultado alguno, hasta que en la tarde 
del día 22 de Abril fué encontrado su cadáver en la casa deshabitada de 
D. José Eduardo Fargas, ya en estado avanzado de putrefacción, pendiente 
de un clayo al que estaba sujeto por medio de un trozo de tela encarnada 
atado al cuello en forma de lazo, con la boca abierta y la lengua fuera, 
gran dilatación de la vulva, y rasgándose del periné, vistiendo una camisa 
de mestiza, y teniendo sobre el hombro un pantalón roto, de igual tela 
que la que sirvió para formar el lazo, habiéndose observado las huellas de 
haber sido arrastrada un buen trecho la repetida niña, cuya muerte fué 
debida á la asfixia por la presión que el lazo hiciera sobre su cuello, y no 
á los destrozos causados en sus órganos genitales por los actos de la vio- 
lación; hechos probados por documentos fehacientes y por juicio pericial: 

Resaltando que en 9 de Mayo del año próximo pasado, D. Antonio Fi. 
loteo denunció al Juzgado de Zamboanga el hecho de que Eulogio Ablasa 
había violado á su hija Soledad; y estimando el Juez conexos ese hecho y 
los que hasta entonces habían sido objeto de la causa, ordenó que ésta se 
biciera extensiva á la averiguación de aquél, declarando también procesado 
por tal delito de violación, y el consiguiente de lesiones, á Eulogio Ablasa 
de la Cruz, no obstante haber explicado éste que tuvo contacto carnal con 
la niña Soledad, en la propia casa de D. Antero, tres días antes de la reali- 
zación de los otros hechos en la persona de la niña Roberta: 

Resultando que el Juez de primera instancia de Zamboanga, estimando 
que los hechos constituyen los delitos de violación y asesinato de la niña 
Roberta Bajar José, ejecutados en un solo acto, y los de violación y lesio- 
nes en la niña María Soledad Filoteo y Suárez, verificados del mismo 
modo, siendo responsable de los primeros Graciano de los Santos Barto- 
lomé y Eulogio Ablasa de la Cruz, con la circunstancia agravante 6.2 del 
art. 10 del Código aplicable, y encubridores de los mismos á Martina Ji. 
méónez, Josefa Guijano Javier y Eduardo Flores del Castillo, y autor tam- 
bién de los dos últimos Eulogio Ablasa de la Cruz, con la circunstancia 
agravante 10 de dicho artículo, condenó al Graciano y al Eulogio á la pena 
de muerte, con sus accesorias para caso de indulto; á los encubridores á 
catorce años, ocho meses y un día de reclusión temporal; á Eduardo Flo- 
res del Castillo en igual concepto á cadena temporal por igual tiempo, 
también con sus accesorias, y al Eulogio Ablasa por la violación y lesio- 
nes de María Soledad Filoteo á diecisiete años, cuatro meses y un día de 
reclusión temporal, también con sus accesorias, y en una quinta parte de 
costas cada uno, deducidas antes las que expresa que afectan solamente al 
Ablasa, deducióndose tanto de culpa en relación al quebrantamiento de 
incomunicación del Graciano: 

Resultando que remitida la causa en consulta á la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de Oebú, declaró que los hechos probados constituyen dos 
delitos de violación y otro de asesinato, al que enalifica de circunstancia 
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agravante de alevosía, en la niña Roberta Bajar José, de los que son res- 
ponsables, en concepto de autores, Graciano de los Santos Bartolomé y 
Eulogio Ablasa de la Cruz, previstos y penados en los artículos 488 y 468 
del Código referido, con las circunstancias agravantes en el asesinato, 
además de las que cualifica el delito, 9.48 y 20 de dicho Código; que no 
pueden estimarse conexos el delito de violación de Soledad Filoteo y el 
de violación y asesinato de la Roberta, pues no están comprendidos en 
ninguno de los casos del art. 17 de la ley de Enjuiciamiento criminal apii- 
cable, por lo que el primero debe ser objeto de especial procesamiento, y 
por último, que no aparece probada la participación en los mencionados 
primeros delitos de Eduardo Flores, Martina Jiménez y Josefa Guijano; y 
vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó 
á Graciano de los Santos Bartolomé y Eulogio Ablasa de la Cruz, por el 
delito de asesinato, á la pena de mnerte en garrote, y en la forma preve 
nida por la ley, que se ejecutará en la cabecera del Juzgado de Zamboanga, 
con las accesorias de inhabilitación ebsoluta perpetua y sujeción á la vi. 
gilancia de la Autoridad, para el caso de indulto, si no se remitieran ex- 
presamente; por los delitos de violación á la niña Roberta á quince años 
de reclusión temporal, con las accesorias de inhabilitación perpetua, y su- 
jeción á la vigilancia de la Autoridad durante el tiempo de la condena y 
otro tanto más, con dos quintas partes de costas á cada uno, absolviendo 
Eduardo Flores del Castillo, Martina Jiménez Chinaco y Josefa Guijano, 
por falta de pruebas de su participación en los delitos penados, con las cos- 
tas restantes de oficio; mandando proceder en ramos separados por el de- 
lito de violación á la nifia Soledad Filoteo y quebrantamiento de income- 
micación de Graciano de los Santos: 

Resultando que remitida la causa á este Supremo Tribunal por mi- 
histerio de la ley, y en virtud de recurso por infracción de la misma, pre- 
parado por ambos penados, se ha interpuesto por su representación y de- 
fensa, autorizado por el caso 1.0 del art. 56, 8.0 y 5.0 del 58 de la ley pro- 
rie la aplicación del Código en Filipinas, citando como infrin- 


1: o El art, 63 del Código penal aplicable, en cuanto se penan dos deli- 
tos de violación en lugar de uno, no habiendo habido solución de conti. 
nuidad en el hecho realizado por ambos recurrentes: 

2.2 El art. 89 del referido Código, por inaplicación, en cuanto se han 
estimado dos delitos distintos, habiéndose ocasionado el asesinato con 
motivo del de violación y para buscar la impunidad de éste, único que se- 
había propuesto: 

3.0 El art. 10 de dicho Código, en sus casos 9.” y 20, también por 
aplicación indebida, pues dichas circaonstancias son inherentes del delito 
-compiejo que se pena: 

4.7 El art, 11 del expresado Código, por inaplicación, debiendo haberse 
estimado en concepto de atenuante la circunstancia de ser indígenas, 
que carecen de toda educación moral y religiosa, que ni aun hablan el 
UE obrando por consecuencia absoluta del libre impulso de la li- 

ertad: 

Resultando que el Ministerio fiscal reprodujo sus conclusiones pre- 
sentadas por escrito en el acto de la vista, por no hallar motivo para la 
casación de la sentencia, ni por quebrantamiento de forma, ni por intrao- 
ción de ley. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando, respecto al primer motivo de casación alegado á nom. 
bre de los procesados, que los hechos declarados probados en el fallo re- 
currido constituyen dos delitos de violación, determinados pos dos actos. 


a 
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«distintos y ejecutados por dos personas diferentes, de yacer con la niña 

Roberta Bajar Josó, interrampidos por el tiempo que medió entre la ter- 

minación del primer acto, la bajada de Eulogio para sustituir al Graciano 

en la vigilancia de la puerta de la casa y la subida de este último para la 
ión, por su parte, de otro delito de la misma especie: 

Considerando que los dos procesados tomaron parte directa en la eje- 
cución de dichos delitos, cooperando á su ejecución al vigilar alternativa- 
mente la puerta de la casa en que se realizaron los hechos punibles, y 
que, en su consecuencia, merecen la calificación de autores de ambos de- 
litos, de conformidad con lo ordenado en los números 1.0 y 3.0 del art. 13 
del Código penal de Filipinas: 

Considerando, en cuanto al segundo motivo, que el delito de violación 
y asesinato constitaye dos distintos, por no ser el uno medio necesario 
de cometer el otro, y dimanar de hechos independientes entre sí: 

Considerando que si bien, por regla general, las circunstancias de abu- 
so de superioridad y la de ofensa á la edad y sexo, se hallan embebidas 
en la cualificativa de alevosía!, esta doctrina no es aplicable cuando, 
como aquí sucede, sin su concurrencia puede producirse el delito, puesto 
«que la alevosía se halla determinada por los medios de ejecución emplea- 
dos en la muerte de la niña Roberta, consistentes en haber cerrado las 
ventanas, en realizarla en una casa deshabitada y estar aquélla indefensa 
y desfallecida, aparte de cuyos hechos que la constituyen por haber em- 
pleado los culpables medios, modos y formas que tendieron directa y es- 
pecialmente á asegurarla sin riesgo para súa persona que procediera de la 
defensa que pudiera hacer la ofendida, existiendo otros independientes é 
innecesarios para ga perpetración, tales como arrastrar la nifñia por los 
«abellos hasta una habitación inmediata, donde la dieron muerte, valién- 
dose para ello de un Jazo formado por tela rasgada de sus vestiduras, pre- 
valiéndose los agresores al realizarlo de la superioridad de fuerza, cuyos 
actos, cometidos en ofensa y desprecio debido á la edad y sexo de la agra- 
viada, constituyen por sí solos y prescindiendo de los que concurrieron 
en la ejecución del delito, las circunstancias agravantes 9.2 y 20 del ar- 
ticulo 10 de dicho Código: 

Considerando, en cuanto al cuarto y último motivo, ó sea el de la cir- 
eunstancia del art. 11 del Código-aplicable, de ser indígenas los procesa- 
dos, la tomaran en consideración los Tribunales, según la naturaleza y 
accidentes del delito, y que tanto por las precauciones adoptadas por los 
culpables para la realización del hecho criminal que se habían propues- 
to cometer, que demuestran por sí solas el convencimiento que tenían de 
eu transcendencia, gravedad y responsabilidad en que incurrísn, como 
por la naturaleza y accidentes del delito, ha debido ser apreciada como 
agravante por el Tribunal sentenciador, sin prescindir de ella como lo 
ha hecho, y que, por lo tanto, no puede estimarse como atenuante, según 
en el recurso se pretende, ya que no sea dable agravar en el recurso de 
casación la situación de los reos: 

Considerando que al estimarlo así acertadamente el Tribunal senten- 
ciador, no ha incurrido en el error de derecho que se le atribuye, ni in- 
fringido los artícalos del Código á que el recurso se reflere: 

Considerando que estudiado el proceso, tampoco hay motivos de casa- 
ción, ni por quebrantamiento de forma, ni por infracción de ley; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so admitido de derecho en beneficio de los reos Graciano de los 8antow 
Bartolomé y Eulogio Ablasa de la Oroz, é interpuesto por éstos, contra la 
sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Cebú; y pase la 
causa al Sr. Físcal, á los efectos del art. 885 de la ley provisional de 22 de 


Tomo 60 3 
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Diciembre de 1872; comunicándose á su tiempo esta resolución con devo- 
lución de la causa al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos, — 
(Septenria publicada en 13 de Enero de 1893, é inserta en la Gaceta de 14 
de Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Enero de 1893).—Sala segunda.—. Hurto. 
—No ba lugar al interpuesto por Felipe González Oviedo (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

Que cuando el culpable se propone ppal ejecutar un daño, sue: 
trayendo después con ánimo de lucro lus frutos, semillas alimenticiis 4 le 
fas, objeto del dafio, no es aplicable el. párrafo segundo del art. 617 del C6- 
digo penal, sino el art. 530, que define el hurto, PENCONadS en el caso 5.0 del 531 
del propio Código. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Enero de 1893, en el recnrso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Felipe 
González Oviedo y Pedro Oviedo Rudrígynez, contra la sentencia pronun- 
ciada por. la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, en causa por 
hurto: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 28 de Octubre último, consignando:los hechos en el siguiente: 

Resultando que el día 25 del mes de Septiembre del afñio próximo pa- 
sado, Felipe González Oviedo, Pedro Oviedo Rodríguez y Raimundo Mar- 
tía Oviedo, penados anteriormente por el delito de lesiones menos graves, 
sustrajeron con ánimo de lucro y de las cercas de Herrán Pérez y de Prado 
Herrero, término de Guadarrama, 164 varas de fresno, que les fueron ocu- 
padas por la Guardia civil, y han sido tasadas en 50 céntimos de peseta, 
causaudo para sustraerlas en caida una de las dos propiedades dafios que 
han sido tasados en 75 céntimos; hecho probado: 

Resultando que la Sección segunda de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen un delito 
de hurto, previsto y penado en los artículos 530 y núm. 5.0 del 631 del 
Código penal, del que son responsables, en concepto de autores, Felipe 
González Oviedo, Pedro Oviedo Rudrígues y Raimundo Martín Oviedo, 
sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos citados y den:ás 
concordantes de aplicación, condenó á cada uno de dichos tres autores á 
la pena de dos meses y un día de arresto mayor con sus accesorias, y al 
pago de las costas por terceras partes, sin indemnización por estar renun- 
PE sióndole de abono al Raimundo la mitad del tiempo de prision su- 

rida: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de caración 
por infracción de ley por parte de Felipe González Oviedo y Pedro Oviedo 
Rodríguez, que se ha interpuestu, autorizado por los artículos de la ley de 
Enjuiciamiento criminal 847, 848, núm. 1.0, y 849, núm. 8.0, citando como 
infringidos: el art, 617 del Código penal, párrafo 2.9, por inaplicación, y 
el 530, núm. 8.9, y 531, núm. 5.0, por aplicación indebida, en cuanto el he- 
cho se califica y pena en concepto de hurto: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fieca!. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que debe aplicarse el segundo párrafo del art. 617. del 
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Código penal, al que proponiéndose principalmente ejecutar un daño, sns- 
trae después, á fín de utilizarlos, los frutos, semillas alimenticias ó jefas, 
objeto de ese daño, cuyo valor no exceda de 10 pesetas: 

Considerando que dicha prescripción legal no es aplicable á los proce- 
sados Felipe González Oviedo y Pedro Oviedo Rodríguez, porque consig- 
nándose como hecho probado que cun ánimo de lucro sustrajeron 1856 va- 
yue de fresno, tasadas en 50 céntimos, que cortaron en heredad ajena, 
enusando un daño de valor de 150, su principal objeto fué, no el inferir 
este daño, sino el apoderarse de dichas varas para utilizarlas, lo cual de- 
termina el delito de hurto, comprendido en el art. 530, núm. 8.0, y casti- 
gado en el 531, núm. 5.0, del mencionado Código penal, de que con acierto 
ha hecho uso en su fallo el Tribunal sentenciador, sin haber infringido 
dichos artículos ni haber incurrido en el error de derecho en que se apoya 
el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y deelaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley, interpuesto contra la sentencia pronun- 
ciada por la Bala de lo criminal de la Audiencia de esta corte á nombre de 
Felipe González Oviedo y Pedro Oviedo Rodríguez, á quienes condena- 
mos en las costes, y al pago cada nno de 125 pesetas, por razón de depó- 
sito, que no han constituído como insolventes, cuando mejoren de fortuna; 
comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos opor- 
tunos.—(Sentencia publicada el 13 de Enero de 1893, é inserta en la (Pa- 
eeta de 14 de Agosto del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Enero de 1893).—Sala segunda.— Zesio- 
nes.—No ha Jugar al interpuesto por Antonio Cid y Bernardo Castro 
(Audiencia de Pontevedra), y se resuelve: 

Que no son admisibles los recursos por infracción de ley cuando, para de- 
mostrar las infracciones alegadas, se prescinde de los hechos que el Tribunal 
sentenciardor, dentro de su perfecta competencia, declara probados, y se fun- 
dan aquéllos en otros respecto á los cuales no se hace tal declaración. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto pur Anto- 
nio Cid Mamoa y Bernardo Castro Frades contra sentencia de la Andien- 
cia provincialde Puntevedra, en causa seguida á los mismos y otros en el 
Juzgado de instrucción de Lalín, por lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 5 de Septiembre úl- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que en la noche del 18 de Noviembre de 1890, Antonio Cid 
Mamoa y Bernardo Castro Frades, acometieron con palos y piedras á Juan 
Bianco y á eu mujer Peregrina González, que con eu hija iban por el ca- 
mino que de Lalín condure á Santiso, causándoles á la Poureyrina Gunzá- 
lez ana berida en la región frontal con fractura del hueso, para cuya cu- 
ración necesitó asistencia facultativa, impidiéndola dedicarse á sus ocu- 
paciones habituales por un períudo de tiempo mayor de noventa días, y 
á Juan Blauco otra herida en la región parietal izquierda, que curó nece- 
sitando de asistencia facultativa dentro de los siete primeros días; hechos 
que declaramos probados: 

Resaltando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos constitutivos de un delito de lesiones graves, del núm. 3.0 del art. 431 
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del Código penal, y una falta incidental de lesiones, siendo autores del 

delito y de la falta, por participación directa y acción en común, sin cir- 

cunstancias modificativas de la responsabilidad, Antonio Cid Mamoa y 

Bernardo Castro Frades, á los que impuso por el delito un añio, ocho me- 

ses y veintiún días de prisión correccional á cada uno, accesorias, indem- 

nización y tercera parte de costas, y once días de arresto menor por la 
ta: 


Resultando que contra esta sentencia ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley la defensa de Antonio Cid y Bernardo Castro, 
autorizado por los números 1.0 y 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos los artículos 64 y 602 del Có- 
* digo penal, puesto que las lesiones de Peregrina González quedaron com- 
pletamente curadas á los siete días y sólo constituyen falta, y aunque du- 
raran ocho ó más días, y no siete,se infringiría el núm. 1.* delart. 433 del 
Código penal, que es aplicable, por no haberse aplicado: ] 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que no son admisibles los recursos de casación por in- 
fracción de ley cuando, para fandar las infracciones alegadas, se prescinde 
de los hechos que el Tribunal sentenciador, en uso de su exclusiva com- 
petencia, declara probados, y se funda en otros respecto á los cuales no 
contienen esta declaración. 

Considerando que sosteniéndose en el recurso interpuesto por la re- 
presentación de Antonio Oid y Bernardo Castro, que las lesiones inferl. 
ridas á Peregrina González debieron ser calificadas por el Tribunal sen- 
tenciador de leves ó menos graves, atendido el tiempo de su duración, 
fundándose para ello en la referencia que á una declaración médica se 
hace en el resultando cuarto de la sentencia, con el único objeto de sefía- 
lar defectos de procedimiento para justificar la resolución que al final de 
ella adopta el Tribunal, pero sin fijar concepto alguno de prueba respecta 
á ól, se plantea en el recurso una cuestión de hecho, resuelta ya por el 
Tribunal competente, para hacerlo, al declarar probado en el primer re- 
sultando que las lesiones causadas á la González tardaron más de noventa 
días en curarse, y durante cuyo tiempo estuvo impedida de trabajar y ne- 
cesitó de asistencia facultativa, contra cuya explícita declaración de he- 
chos pretenden los recurrentes fundar las infracciones alegadas; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso que contra la sentencia dictada por la Audiencia pro- 
vincial de Pontevedra han interpuesto Antonio Cid Mamoa y Bernardo 
Castro Frades, 4 quienes condenamos en las costas y al pago á cada uno 
de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejorasen de fortuna; comuní- 
quese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. — 
(Sentencia publicada el 13 de Enero de 1893, é inserta en la Gaceta de 
14 de Agosto del mismo año.) 


13 


RECURSO DE CASACIÓN (14 de Enero de 1893).—Sala segunda.—Lesio- 
nes.—No ha logar al interpuesto por Casimiro Alvarez Hernández (Au- 
diencia de Madrid), Y se resuelve: 

Que los recursos de casación por infracción de ley han de fundarse, con- 
Jorme á lo dispuesto en el art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, no 
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en Cn fig ni en deducciones que se dad e más d menos legítimas, sino 

en ciertos y declarados probados por el Tribunal sentenciador, que ha- 
biendo sido mal apreciados, autoricen su discusión: 

Que son inadmisibles los recursos en los cuales no se invoca el artículo de 

la ley Procesal que los autorice, á cuya prevención legal se falta citando, al 

ecto de que se aprecie una circunstancia atenuante, el núm. 3.9 del art. 589 

aquella ley, debiendo ser cl 5.0 del propio artículo el que debió invocarse. 


En la villa y corte de Madrid, 4 14 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Casi- 
miro Alvarez Hernández contra la sentencia pronunciada por la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de esta corte, en causa por lesiones: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 24 de Octubre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que el día 31 de Enero último se promovió cuestión entre 
Casimiro Alvarez y Norberto Alsejo, sobre quién había perdido en el jue- 
go de la barra, en que ambos tomaban parte, cuya cuestión terminó por 
haberse marchado el último; pero reproducida entre su hermano Sebastián 
y el Casimiro, tirándose ambos piedras, éste infirió con una navaja ó 
cachillo una lesión en la espalda á aquél, para cuya completa curación 
necesitó treinta y dos días de asistencia facultativa, no quedando impedido 
ni deforme; hechos probados: 

Resultando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen el delito 
de lesiones graves, previsto en el núm. 4.0 del art. 431 del Código, del que 
es responsable, en concepto de autor, Casimiro Alvares Hernández, sin 
circunstancias modificativas, y visto el artículo citado y demás concordan- 
tes de aplicación, condenó á dicho autor á la pena de un añio y un día de 
prisión correceional con sus accesorias y al pago de las costas, sin indem. 
nización, por estar renunciadas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte del procesado, que se ha interpuesto auto- 
rizado por el núm, 8.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
citando como infringidos: 

1.0 El art, 9.9 del Código penal, circunstancia 7.2, por inaplicación, en 
cuanto no se ha estimado por la Sala: 

2.0 El art, 89 del mismo Código, en su regla 3.2, en relación con el 83, 
y como consecuencia de la anterior información. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que los recursos de casación por infracción de ley han 
de fundarse, conforme á lo dispuesto en sus distintos números por el ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, no en conjeturas, ni en deduc- 
ciones que se supongan más ó menos legítimas, sino en hechos ciertos y 
destarados probados en los fallos reclamados, y que habiendo sido mal 
apreciados en derecho, autoricen su discusión; por consiguiente, es inad- 
misible el recurso interpuesto á nombre de Casimiro Alvarez Hernández, 
porque para alegar que en favor suyo medió en el delito de lesiones gra- 
ves, porque se le persigue, la circunstancia atenuante 7.2 del art. 9.0 del 
Código penal, no parte de hecho alguno probado, deduciéndola únicamen- 
te de actos que, á su juicio, dice debieron ocurrir, y faltando de este modo 
á aquel precepto legal y á la doctrina constante y repetida de esta Sala: 

Considerando que también es inadmisible, porque no se cita, el número 
qUe corresponde del mencionado art. 849 de la ley Procesal, ya que se pre- 
tende que se aprecie en favor de Alvarez la circunstancia atenuante de 
haber obrado por estímulos poderosos al cometer el delito, origen de su 


33 JURISPRUDENCIA ORIMINAL 


proceso, y en lugar de invocar para la discusión el núm, 5.0 del repetido 
artículo, se cita el 3.0, no cumpliendo lo prescrito en el art. 874 de di- 
cha ley: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto contra Ja sentencia pronunciada por la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de esta corte, á nombre de Casimiro Alva- 
rez Hernández, á quien condenamos en las costas y al pago, si mejorase 
de fortuna, de 125 pesetas, por razón de depósito, que no ha constituído 
como ioso!vente; comaníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á 
los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 14 de Enero de 1893, ó in- 
serta en la Guceta de 14 de Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Enero de 1893). 
—Bala segunda. — Robo y homicidio.—Nu ha lugar al interpueato por Gil 
Isidoro Jerónimo (Audiencia de Manila), y se resuelve: 

Que según la regla 56 de la ley provisional para la aplicación del Código 
penal de Filipinas, procede el remedio extraordinario de la casación por los 
érrores que taxativamente se consignan en aquélla, debiéndose partir, como 
dase ineludible del recurso, de los hechos que el Tribunal sentenciador admáte 
probados en uso de su competencia, sin que proceda la casación contra sen- 
tencias definitivas por infracción de la ley Procesal. 


En la villa y corte de Madrid, 4 14 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Gil 
Ieidoro Jerónimo contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Manila, en causa por robo y homicidio: 

Resultando que en la mañana del 18 de Mayo de 1889, al pasar Félix 
de la Rama por las inmediaciones de la calle del Arranque, de Manila, 
fuó alcanzado por Gil Isidoro Jerónimo, el cual le despojó de una sortija 
con un brillante, que llevaba consigo, infiriéndole varias heridas con un 
hacha que le causaron instantáneamente la muerte, y cuya sortija, el 20 
del mismo mes, empefñió Gil Isidoro en el Monte de Piedad de aquella ca- 
pital por la suma de 150 pesos: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Manila, de- 
clarando probados estos hechos, en virtud de los indicios de que hace di- 
fosa expresión en los resultandos, y condensa en los siete primeros con- 
siderandos de la sentencia dictada á 27 de Octubre de 1891, y revocando 
la del inferior, los calificó de delito complejo de robo y homicidio, pre- 
visto en el núm. 1.0 del art. 503 del Codigo penal de Filipinas, y de autor 
por participación directa al procesado Gil Isidoro Jerónimo, sin eircuns- 
tancias apreciables, condenándole á la pena de. cadena perpetua, con sus 
accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso por el procesado el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el de in- . 
fracción de ley, que preparó también el Ministerio fiscal, declarándose 
desierto el primero por la Sala tercera de este Supremo Tribunal, y por Ja 
segunda firme y consentida la sentencia respecto del preparado por dicho 
Ministerio: 

Resultando que por la representación del procesado se interpuso el de 
infracción de ley, tundándolo en los números!.0 y 4.* de la regla 58 de la 
ley provisional para la aplicación del CóJligo penal de Filipinas, y citando 
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como infringidos los artículos 502, en relación con el 608 del mismo O6- 
digo, y la regla 56 de aquella ley: 

Resaltando que el Ministerio fiscal, al evacuar el traslado que se le 
confirió del recurso, se opone á la admisión del mismo, por impngnarse la 
prueba, y por no darse la casación por infracción de la ley Procesal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que, según la regla 56 de la ley provisional antes citada, 
procede el remedio extraordinario de la casación por los errores que en la 
misma taxativamente re enumeran, partióndose como base ineludible de 
los hechos que se declaran probados por el Tribuna! sentenciador en vir- 
tad de ea exclusiva competencia; y como en el presente caso todos los ra- 
sonpamientos de la defensa se dirigen á combatir la prueba, ó 4 demostrar 
que los hechos que en la sentencia reclamada se especifica” como indi.- 
cios generadores de la prueba del delito y de Ja culpabilidad, no tienen 
tal carácter, por no incnrrir en ellos las condiciones que requiere la regla 52, 
el recurso es inadmisible por tal concepto, y también, como lo tiene repe- 
tidamente declarado este Tribunal, por no ser procedente la casación con- 
tra sentencias definitivas por infrácción de la ley Procesal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad. 
misión del recurso interpuesto por Gil Isidoro Jerónimo contra la expre- 
sada sentencia, condenándole en las costas y al pago de 200 pesetas, por 
razón de depósito, si mejorase de fortuna; y comuníquese esta resolución 
al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada 
el « de Enero de 1893, é inserta en la (CHaceta de 14 de Agosto del mismo 
año. 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Enero de 1893).—Sala segunda. — Estafa. 
—No ha lugar al interpuesto por D. Melchor Pardo Gutiérrez (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

Que el recurso de casación carece de condiciones de admisibilidad cuando 
-40 te apoya en los hechos declarados probados en la sentencia: 

Que para que el Tribunal Supremo pueda resolver sobre la infracción del 
art. 13 del Código penal, es forzoso que al interponer el recurso se invoque el 
núm, 4.0, y no el 1.9, del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Que no se otorga el recurso de casación por haber sido excluido el culpa- 
ble de los beneficios del Real decreto de 9 de Octubre de 1853, ni tampoco en 
lo relativo á la cuantía de la responsabilidad civil, Ajada en el fallo contra el 
que se reclama. —- 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Enero de 1898, en el recurso de 
-casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Melchor Pardo Gutiérrez, contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de esta corte, en causa seguida al mismo y otros, por estafa: 

Resaltando que la expresada sentencia, dictada el 30 de Mayo último, 
consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que en 3 de Septiembre de 1889 D. Benigno Alvares 
Bugallal prestó 30.000 pesetas á D. Melchor Pardo, quien se obligó á de- 
volverlas en 2 de Marzo siguiente; pero como no lo verificase al venci. 
miento del plazo convenido, y citado el deudor para reconocer la firma del 
Pagaré, no acudiese á los llamamientos del Juzgado, faé declarado confe- 
so, y formulada en 27 de este mes demanda ejecutiva, se mandó desps- 
char ejecución contra los bienes del Pardo: 


—— 
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Segundo. Probado que antes de llevarse á efecto el embargo decretado» 
obtuvo el deudor, mediante la entrega de 5.000 pesetas y la promesa de- 
satisfacer el resto de su crédito, una suspensión en los procedimientos ju- 
diciales, que aprovechó para redactar una obligación de préstamo que en 
los primeros días de Mayo inmediato extendió, por mandato de Pardo, con. 
fecha de 30 de Diciembre de 1886 y en un pliego de papel sellado, clase 
décima, núm. 2.291.426, su sobrino D. Emilio Vaquer, en cuya obligación, 
que suscribieron como testigos José Quesada y Manuel Melitón Villegas, 
operarios de la imprenta de Pardo, reconocía éste haber recibido de Va- 
quer 60.000 pesetas, afectando 4 su pago y el de los intereses pactados el 
mobiliario de sa casa, la propiedad del periódico El Correo Militar, y to- 
dos los enseres de la administración, oficinas y contabilidad: 

Tercero. Probado que el 9 del citado Mayo de 1890 se celebró en el 
Juzgado municipal del Hospicio acto conciliatorio entre D. Emilio Vaquer- 
y D. Melchor Pardo sobre cumplimiento del contrato privado de 80 de Di- 
ciembre de 1885, reconociendo el último la certeza del débito reciamado,, 
pero oponiéndose á la entrega inmediata de los efectos de garantía en 
atención á sue buenos deseos de pago; que el mismo día Y de Mayo, Don. 
Emilio Vaquer otorgó ante el Notario D. Segundo Alonso poder á favor 
del Procurador Hernández y otros, para que le defendieran en toda clase 
de pleitos; que al día siguiente, el nombrado Procurador, 4 nombre de Va- 
quer, presentó escrito al Juzgado solicitando se despachara contra los bie- 
nes y rentas de D. Melchor Pardo embargo preventivo, que fué decretado- 
el mismo día, y en el mismo día también fué el deudor requerido de pago,. 
y como manifestase carecía de metálico, empezó acto seguido y terminó el 
13 el embargo de sus muebles, cuadros, libros y máquinas y enseres de la 
imprenta; que el 26 del repetido mes de Mayo formulóse á nombre del tan 
nombrado Vaqner demanda ejecutiva; en 29 se despachó la ejecución, y en 
2 de Junio se ratificó el embargo preventivo, ampliándolo á una casa que - 
el Sr. Pardo poseía en El Escorial, nombrando administrador judicial del 
periódico El Correo Militar 4 D. Emilio Vaquer, y que citado de remate 
el deudor el 2 de Junio, y transcurrido el término sin personarse, se man- 
dó, en sentencia del 12, seguir la ejecución adelante: 

Cuarto. Probado que en 19 de Mayo de 1891, el Procurador. general, $. 
nombre del Sr. D. Benigno Alvarez Bugallal, dedujo querella criminal por 
falsificación de documento privado, cometida en su perjuicio, delito pre- 
visto en el art. 818, que fué admitida, y dirigido el procedimiento contra 
Pardo y Vaquer, se practicaron las diligencias indicadas para su compro- 
bación, y terminado el sumario, fué elevado á esta Superioridad; y abierto. 
el juicio oral, el Ministerio fiscal calificó los hechos de un delito de otor- 
gamiento en perjuicio de tercero de un contrato simulado, castigado en el 
apartado segundo del art. 551 del Código, y acusando de autores á los pro-- 
cesados, sin circunstancias modificativas, pidió se les impusiera la pena de: 
dos meses y un día de arresto mayor, accesorias y malta de 25.000 pese- 
tas, debiendo ser condenados, además, al abono por mitad, quedando uno 
y otro subsidiariamente responsables por sus respectivas cuotas, de otras. 
25.000 pesetas en concepto de indemnización á D. Benigno Alvarez Buga- 
llal y al pago de las costas procesales, con el apremio personal correspon- 
diente 4 dicha multa é indemnización, y sióndoles de abono la mitad del 
tiempo de prisión provisional que hubieran eufrido, habiéndose preten- 
dido por las defensas la absolución de los procesados, por entender que- 
los hechos por éstos realizados no son constitutivos de delito: 

Quinto. Quela parte actora desistió de sa acusación después de formu- 
ladas sus conclusiones en las que había calificado los hechos como consti- 
tutivos de un delito de falsedad en documento privado, cometida en per- 
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juicio de dicha parte actora y csstigada en el art, 318 del Código penal en 
sus relaciones con los números 4.0 y 5.* del 314, y acusando de autor de 
este delito al procesado D. Melchor Pardo, sin circunstancias modificati- 
var, pidió se le impusiera la pena de dos años y un día de presidio correc-- 
cional, accesorias, costas 6 indemnización de 25.000 pesetas, y que se ab- 
solviese al otro procesado D. Emilio Vaquer; por lo cual al apartarse de lo 
querella se sometió al Tribunal de derecho el conocimiento de la causa, 
que por virtud de la calificación del querellante resultaba de la competen- 
cia del Jurado: 

Sexto. Que después de practicadas las pruebas, en el acto del juicio 
oral el Ministerio fiscal retiró la acusación formulada contra D. Emilio 

er: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de simulación de contrato con idea de causar: 
pesjuicio á tercera persona, de que era autor, sin circunstancias atenuan- 
tes ni agravantes, D. Melchor Pardo Gutiérrez, al que condenó á dos me- 
ses y un día de arresto mayor, accesorias, multa de 25.000 pesetas, in- 
demnización de otras 25.000 pesetas á D. Benigno Alvarez Bugallal y mi- 
tad de costas, y absolvió al otro procesado D. Emilio Vaquer, por haber 
retirado la acusación el Ministerio fiscal: 

Resultando que contra la anterior sentencia preparó, anunciándole, 
D. Melchor Pardo recurso de casación por infracción de ley, cuyo recurso, 
después de declararse no haber lugar al de quebrantamiento de forma, 
que también utilizó, ha interpuesto, autorizado en el núm. 1.0 del art. 849 
de la loy de Enjuiciamiento criminal, citando las infracciones siguientes: 

1.4 El art. 1.9 del Código penal, porque al suscribir el recurrente en 2 
de Septiembre de 1889, á la orden de D. Benigno Alvarez Bugallal, tenien- 
do suscrita en 30 de Diciembre de 1885 una obligación de pago á favor de 
D. Emilio Vaquer por cantidades que recibiera de uno y otro, el pagaré y 
la obligación representan contratos lícitos en el orden civil: 

2.2 El art. 13 del Código pena), pues retirada la acusación contra Don 
Emilio Vaquer, que es quien supone la Audiencia extendió el contrato 
que se dice simulado y obtuvo ejecución contra los bienes del recurrente, 
dando vida á dicha simulación, no hay acto alguno que constituya delito 
respecto á Pardo; ó, en otros términos, el supuesto contrato no habría sa- 
fido nunca de su condición de privado: 

8.2 El art, 18 en relación con el 124 del propio Código, pues en la in- 
demnización en que se condena al recurrente, la Sala aumenta caprichosa- 
mente la entidad del daño en una cantidad mayor que la debida, cuya in- 
fracción se autoriza subsidiariamente por el núm. 6.0 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal; y 

48 El art. 1.9 del Real decreto de 9 de Octubre de 1853, en relación con 
el 23 del Código, por excluirse indebidamente de los beneficios de dicho 
decreto, no estando comprendido en sus excepciones, á D. Melchor Pardo: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
es celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que el recurso de casación carece de las condiciones le- 
gales de adinisibilidad cuando no se apoya en los hechos declarados pro- 
bados en la sentencis, y como en el considerando tercero de la reclamada 
ss expresa por modo explícito que el contrato á que se reflere el docu- 
mento de deber, extendido por D. Emilio Vaquer de orden del recurrente 
en los primeros días de Mayo de 1890, con fecha 30 de Diciembre de 1885, 

es completamente imaginario, y la representación de Pardo en el primer 
anotivo del recurso, en lagar de aceptar este hecho, lo contradice implícita- 
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mente, puesto que para demostrar la infracción alegada parte del snpuesto 
de que esta deuda es verdadera y de que en el día expresado del año 1885 
recibió la cantidad que en el docamento se consigna, no puede descono- 
cerse que el recurso por tal motivo no se puede admitir: 

Cousiderando que es asimismo inadmisible en cuanto al segundo, en 
atención á que para que pueda abrirse discusión sobre la infracción de- 
nuuciada dei art, 13 del Código penal, es forzoso que se cite el núm. 4.0 
del art. 819 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y no el 1.0, que el recu- 
rrente invoca como fundamento de su reclamación, según repetidamente 
tiene declarado esta Sala: 

Considerando que también lo es por los motivos restantes, toda ves qne 
ni por exceso en la cuantía de la responsabilidad civil declarada, ni por la 
exclusión de los beneficios establecidos en favor de determinados delin- 
cuentes por el Real decreto de 9 de Outubre de 1853, se da el remedio ex- 
traordinario de la casación, por nv estar comprendidos tales casos entre 
los que taxativamente se mencionan en el artículo antes citado de la ley 
de Enjuiciamiento; | 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por D. Melchor Pardo Gutiérrez contra la 
citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte, 
condenándole en las costas y al pago de 126 pesetas, por razón de depósito, 
si no obtiene la declaración de pobreza que ha pretendido, y en todo caso 
cuando mejore de fortuna; lo que se comunique sl Tribunal sentenciador 
á los efectos prorcedentes.—(Sentencia publicada en 14 de Enero de 1893, 
é inserta en la Qaceta de 29 de Agosto del mismo afio.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (14 de Enero de 1893).—Sala segunda, —Abdorto. 
—No ha lugar al interpuesto por D, Antonio Vivanco (Audiencia de Ma. 
drid), y se resuelve: 

Que-reconociéntose en el recurso la procedencia de la absolución decretada 
por la Sección de derecho, en vista de la declaración expresa del Jurado sobre 
la falta de discernimiento del culpable, carece de virtualidad jurídica dicho 
recurso en cuanto á no haberse calificado de falta el hecho procesal, puesto 
.que en sus fundamentos no se dirige aquél á demostrar errores cometidos en la 
parte dispositiva de la sentencia, ¿ implícitamente admite la procedencia de la 
absolución acordada: 

Que la condena de costas impuesta por la Sala sentenciadora al querellan- 
te, apreciando en uso de sus atribuciones la temeridad con que sostuvo su ac- 
ción, no es materia de casación, por no ser uno de los motivos taxativamente 
señalados en el art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Que tampoco som materia del recurso extraordinario de casación en el 
fondo, la infracción de las leyes de procedimiento, ni asimismo lo son los erro- 
res materiales en la cita de artículos de una ley procesal. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. An- 
-tonio Vivanco, como marido de Josefa Navarro, contra sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de esta corte, en causa seguida á Antonio 
Antolín Pérez, por aborto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 1.0 de.Octubre últi- 
«mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 


—» —_—>  ——-— 
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Primero. Qne sometida la presente causa al conocimiento del Tribunal 
del Jurado, ha pronunciado el siguiente veredicto: «A la primera prezunta, 
Autonio Antolín Pérez, ¿es culpable de que en la tarde del 24 de Abril de 
1891, hallándose jugando con otro chico de sn edad en la calle del Castillo, 
se acercó á la madre de este último, Josefa Navarro, al objeto de separar- 
los, en cuyo momento el Antolín, quitándose una correa de la cintura, dió 
con la misma varios golpes á la Josefa que la produjeron contusiones en 
el brazo é6 hipocondrio derecho, de carácter leve por interesar sólo la piel, 
y por las que no necesitó asistencia facultativa? —S[.—A la segunda. ¿Debe 
atribuirse el aborto que tavo la Josefa Navarro en el 28 de Abril de 1891, 
á los correazos que recibió de Antonio Antolín Pérez, expresados en la pro: 
gunta anterior?—No.—A la tercera, ¿Tuvo el Antonio Antolín propósito de 
causar aborto al dar los correazos á Josefa Navarro?—Nu,.—A la cuarta. 
¿Fué el expresado aborto determinado por otra causa orgánica indepen- 
diente de los correazos que recibió la Josefa?—S([.—A la quinta. Antonio 
Antolío, ¿obró con discernimiento al ejecutar el hecho que se expresa en 
la pregunta primera?—No»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, en vista del veredicto de incul. 
pabilidad, absolvió al procesado Antonio Antolín, y condenó en las costas, 
por haber obrado con notoria temeridad, al acusador privado Antonio Vi- 
vanco: 


Resultando qne contra esa sentencia ha interpuesto el acusador Vivan- 
£o recurso de casación por infracción de ley, apoyáudole en el núm. 2.0 
del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crímina!, y citando las siguientes 
infracciones: 


1.8 El caso 1.? del art. 603 del Código penal, porque el Jurado recono- 
ció la existencia de esta falta que no se ha castigado: 
2.2 El art. 240 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en su núm. 3.2, 
pues no fué temerario el querellante al sostener la acusación; y 
$.2 Los artículos 118 y 119, núm. 3.9, de la propia ley de Enjuiciamien- 
to que cita la sentencia y no tiene ninguna aplicación, ni el art. 119, nú- 
mero 3.0: 
Resaltando que impugnada por el Ministerio fiscal la admisión del re- 
<arso, se celebró vista sobre ella, 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Laseus: 
Cousiderando que aun en el supuesto de que la absolución contenida en 
el fallo de la sentencia reclamada no hubiese resuelto, según resolvió im- 
plícitamente, todas las cuestiones jurídicas que habían sido objeto del jui- 
<io, como consecuencia necesaria de los hechos y declaraciones consigna- 
dos en el veredicto, el recurso interpuesto por el acusador privado es de 


todo punto inadmisible en cuanto al primero de los motivos que para la 


casación se invocan; pues reconociéndose la procedencia de dicha absolu- 
-ción, por cuanto en el veredicto se declara que el procesado había obrado 
sin discernimiento, y supoviendo que no se había calificado de falta el he- 
cho comprendido en la primera de las preguntas contestadas afirmativa. 
mente por el Jurado, se incurre en una evidente contradicción y carece de 
toda consecuencia práctica el recurso, que no se dirige en sus fundamen- 
tos á demostrar errores cometidos en la parte dispositiva de la sentencia: 
Considerando que tampoco es admisible el recurso por el segundo de 
los motivos que se alegan, toda ves que no es ni puede ser materia de ca- 
sación la condena de costas que la Sala sontenciadora impone al querellan- . 
to, apreciando, en uso de sus atribuciones, la temeridad con que sostuvo 
su acción, porque semejante error de apreciación, aunque en realidad exis 
tiera, no se haya comprendida en los que taxativamente señala el art. 849 
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de la ley de Enjuiciamiento criminal, únicos contra los cuales cabe fundar 
el recurso: 

Considerando que es asimismo improcedente el interpuesto 4 nombre 
del querellante por el tercero de los motivos en que ss apoya, porque el 
recurso de casación en el fondo no se da por infracción de leyes de mero 
procedimiento, ni tampoco por errores materiales en la cita de artículos de 
una ley procesal; | 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley que contra la senten- 
cia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid interpuso 
Antonio Vivanco, á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pe- 
setas, por razón de depósito, si no obtiene la declaración de pobreza que 
ha prelendido, y en todo caso cuando mejóre de fortuna; lo que se comuni- 
que al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes. —(Sentencia publi- 
cada el Y de Enero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 29 de Agosto del mis- 
mo año. 
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REOURSO DE CASACIÓN (17 de Enero de 1893).—Sala segunda. —AÁten- 
tado.—No ha lugar al interpuesto por Martín Gil Banda (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: 

we la circunstancia atenuante 7.2 del art. 9.9 del Código penal, sólo puede: 

ser apreciada cuando los estimulos poderosos que naturalmente producen arre- 

ra radicó en el ánimo del culpable, se derivan de un impulso razona- 
e y justo. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Enero de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Mar- 
tín Gil Banda contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de Madrid, en causa por atentado: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 27 de Octubre último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando probado que, como á la hora de las doce de la noche del 
19 de Mayo último, Doña Carmen Nocette se dirigía por la calle de Fuen- 
carral á la de San Hermenegildo, donde habitaba, y el procesado, que ves- 
tía el uniforme de guardia municipal, en la que servía con el núm, 522, 
tomándola por mujer de mal vivir, la acometió dándola un abrazo é invi.- 
tándola á que le acompañiase, y como indignada la Doña Carmen de tan 
inusitado proceder se mostrase ofendida, la dió un puñetaso, promovién- 
dose el consiguiente escándalo, en el que intervinieron un guardia de se- 
guridad y un agente de vigilancia, que condujeron á la Dofía Carmen y al 
municipal á la prevención del distrito, donde este último faltó de palabra 
á los guardias y escribientes que allí daban servicio, acometiéndoles com 
el revólver y espada que llevaba y que tuvieron que recogerle, proce- 
al á su detención y quedándose con dichas armas á disposición del 

azgado: 

Resultando también probado que reconocido Martín Gil Banda por los. 
Médicos de la Casa de Socorro del distrito, sólo le observaron que padecía. 
una ligera excitación nerviosa: 

Résultando que la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constitayen el delito- 
de atentado, previsto en el núm. 2.0 del art. 263, y penado en el párrafo. 
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primero del 264, del que es responsable, en concepto de autor, Martín Gil 
Banda, y una falta no incidental, prevista en el art. 604, sin circunstancias 
modificativas; y visto el artículo citado y demás concordantes de aplica- 
ción, condenó á dicho autor á la pena de seis años de prisión correccional 
«con 8us accesorias, multa de 2.500 pesetas, sirvióéndole de abono la mitad 
del tiempo de prisión sufrida, remitiéndose al Juez municipal el tanto co- 
rrespondiente de culpa, para que conozca de la repetida falta en el opor- 
tuno juicio: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del precesado, que se ha interpuesto auto- 
rizado por el caso 5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, ci- 
tando como infringido el art. 9.0 del Código penal, circunstancia 7.2, en 
cuanto no se ha estimado por la Sala: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que para poder ser estimada la circunstancia 7.2 del ar- 
tículo 9.0 del Código penal, los estímulos poderosos que naturalmente ha- 
yan de producir el arrebato y obcecación deben derivarse de un impulso 
razonable y justo que infloya en el ánimo del autor del delito, móvil que 
no ha existido en el presente caso; que todos los actos que constituyen el 
hecho criminal partirron del procesado, habiéndose limitado los agentes 
de la Autoridad á conducirle á la prevención en cumplimiento de su de- 
ber, y que al no estimarla el Tribunal sentenciador, no ha incurrido en el 
-Srror de derecho que se le atribuye, ní cometido la infracción alegada; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos, no haber lugar al recúrso 
de casación por infracción de ley, interpuesto contra la expresada senten- 
«<cia por Martín Gil Banda, á quien condenamos en las costas, y al pago 
de 125 pesetas, por razón de depósito que ha debido constituir, sí mejorase 
de fortuna; comunicándose esta resolución á la Sala sentenciadora á los 
efectos oportunos. —(Sentencia publicada el 17 de Enero de 1893, é inserta 
en la Gaceta de 29 de Agosto del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Enero de 1898).—Sala segunda.— Estafa. 
—No ha lugar al interpuesto por Antonio López Gómez y Avelina Póres 
(Audiencia de Madrid), y ae resuelve: 

la exención de las penas impuestas á los encubridores, que sanciona el 
art. 17 del Código penal, cuando aquéllos lo fueren de sus cónyuges, ascendien- 
tes, descendientes, hermanos legítimos, naturales ó adoptivos, ó afines en los 
anismos grados, ha de subordinarse á la excepción establecida en el núme. 1.2 
del art. 16 del propio Código, ó sea á los que, con conocimiento de la perpetra- 
ción del delito y sin haber tenido en él participación como autores ó cómplices, 
intervienen posteriormente á su ejecución, aprovechándose por sí mismos Ó 
auxiliando á los delincuentes para que se utilicen de los efectos del delito. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Enero de 1893, en el recurso de 
easación por infracción de ley que aute Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio López Gómez y Avelina Pérez García, y preparado por el Ministerio 
fiscal, contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de la Aau- 
diencia de Madrid, en causa por estafa: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
1 de Noviembre último, consignando los hechos en los siguientes: 
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Resultando probado que el día 25 de Noviembre del año pasado de 
1891, como á las once de la mañana, la señora Condesa viada de San Luis 
entregó al procesado Mauricio, criado de su casas, un pliego cerrado que 
contenía 5.000 pesetas en cinco billetes y una póliza de 10.000 pesetas del 
Banco de España, encargándole que sin detenerse lo llevara al referido 
Banco y lo entregara á D. José Cohelo, empleado en dicho establecimiento, 
diciéndole que dentro del pliego ¡ba dinero y docnmentos de importancia, 
y en vez de cumplir exactamente este encargo el Mauricio, se fué á almor- 
zar con su cufiada Luisa Pérez, cociuera de la misma casa, en la que había. 
sido admitida por mediación suya, y con la qne se hallaba en Íntimas rela- 
ciones amorosas, teniendo ya iniciado el expediente canónico para casarsa, 
y lejos de llevar el Mauricio Casas el pliego precintado á su destino, se lo- 
apropió con los valores que encerraba: 


Resultando igualmente probado que enterada Lnisa Pérez de la apro” 
piación del mencionado pliego con valores, verificada por el Mauricio, se 
presentó en el mismo día 25, serían las tres y media de la tarde, en la casa 
de su otro cuñiado Antonio López, que vivía en la plaza de Santo Domingo,, 
informándole, así como á su mujer, hermana de la Luisa, Avelina Pérex, 
de lo ocurrido con aquel pliego con valores, concertando entre los tres la 
forma de ocultarlos y evitar que fueran ocupados por la policía judicial, 
sacándolos al efecto fuera de Madrid, como lo realizaron aquella misma. 
noche el Antonio y la Avelina, saliendo en el tren correo para. Salamauca 
y llevándose dichos valores: 


Resultando que la Sección cuerta de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen un delito 
de estafa, en cantidad mayor de 2.500 pesetas, comprendido en el núm, 5.0 
del art. 548, en relación con el 3.0 del 547 del Código penal, del que es 
responsable en concepto de autor Mauricio Casas Sánchez, y en .concepto 
de encubridores Antonio López Gómez y Avelina y Luisa Pórez García, 
sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos citados y demás 
concordantes de aplicación, condenó al autor á dos años y aqis meses de 
presidio correccional con sue accesorias, y á cada uno de los encubridores 
á 160 pesetas de mnlta, y al pago todos de las costas por cuartas partes, 6 
indemnización de 5.000 pesetas, de las que abonará el Mauricio 3.00u y 
las 2.000 restantes los encubridores por partes iguales, sin perjuicio de la 
responsabilidad establecida en el art. 127 del referido Código, con el apre- 
mio personal en su caso: . 


Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Ministerio fiscal, Antonio López Gómez 
y Avelina Pérez García, y habiendo desistido el primero, se interpuso por 
el Antonio López y la Avelina Pérez, autorizado por los caros 4.0 y 5.0 del 
art. 849 de la «le Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos el ar: 
tículo 17 del Código penal por inaplicación, y como consecuencia, por apli- 
cación indebida, el caso 1.0 del art. 16 del mismo Código: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 


Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que si bien el art. 17 del Código penal declara exentos 
de las penes impuestas á los encubridores, á los que lo sean de sus cónyu- 
ges, ascendientes, descendientes, hermanos legítimos, naturales y adopti- 
vos, ó afines de los mismos grados, establece la excepción de los compren- 
des en el núm. 1.0 del art. 16, Ó sean los que con conocimiento de la per- 
petración del delito, sin haber tenido particifiación en él como autores ni 
cómplices, intervienen con posterioridad á su ejecución, aprovechándose 
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por sí mismos ó auxiliando á los delincuentes para que se aprovechen de 
los efectos del delito: 

Considerando que los recurrentes auxiliaron con posterioridad á la ejo- 
cución del delito á Mauricio Casas Sánchez para que se aprovechase de la 
eaotidad estafada, concertaudo, segúa se afirma en la sentencia recurrida, 
Ja forma de ocultarlo para evitar que fuese ocupada por la justicia, sacán- 
dola fuera de Madrid, como lo realizaroo, y que, en tal concepto, de con- 
formidad con el núm. 1.” del art. 16 del Código penal, en relación con el 
17 del mismo, no están exentos de la responsabilidad criminal impuesta 
por ellos á los encubridores: 

Considerando que al estimarlo así acertadamente el Tribunal senten- 
ciador, no ba incarrido en el error de derecho que se le atribuye, ni infrin- 
gido los artículos del Código penal á que el recurso se reñere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto contra la sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de esta corte por Antonio López Gómez. y 
Avelina Pérez García, á quienes condenamos en las costas de dicho recurso 
y al pago cada uno de 125 pesetas, por razón de depósito, que no han cous- 
tituído; comunicándose esta resolución á la Sala sentenciadora á los efectos 
correspondientes. — (Sentencia publicada el 17 de Enero de 1893, é inserta 
en la Gaceta de 29 de Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (17 de Enero de 
1893).— Sala segunda.—Malversación de caudales y falsificación. Ha lu- 


gar, en parte, al interpuesto por el Ministerio fiscal y D. Luis Oteiza Cor- 


téa (Audiencia de la Habana), y se resuelve: 

Que existe el delito de falsedad en documentos públicos, sancionado en los 
números 2.0 y 4.9 del art. 310 del Código penal de Cuba, cuando en las fac- 
turas de los cupones de los títulos de valores del Estado se hace figurar como 
portadores á los que no reunen tal carácter, alterando, además, en aquéllas 
su valor efectivo; cuyos artificios generan el delito que se ha expresado: 

Que la sustracción del libro talonario de láminas de Deuda amortizable 
y el cobro en las Cajas del Banco de los cupones correspondientes, no pre- 
senta los caracteres del delito de malversación, definido y penado en el ar- 
tículo 401 del indicado Código, porque hallándose las referidas láminas y 
enpones taladrados é inutilizados para su curso legal, d+jan de ser verdade- 
ros efectos públicos, y porque el perjuicio que pudiera haber sufrido el Tesoro 


no se modela además al precepto expresado, el cual requiere que la sustrac- * 


ción de los valores ó caudales públicos se verifique por el funcionario que los 
tenga á su cargo, Ó por un tercero con su consentimiento, sin que el cubro in- 
debida mediante un documento falso sea, conforme á la constante doctrina 
del Tribunal Supremo, sustracción de caudales: 

Que el delito de infidelidad en la custodia de documentos públicos, definido 
en el art. 371 del Código y penado en su núm. 1.0, se caracteriza por la en- 
trega para su custodia al funcionario encargado de ella de los títulos repre- 
sentativos de efectos ó valores del Estado, sin que desvirtúe tal calificación 
juridica el que habiendo sido inutilizados, careciesen aquéllos de valor econó- 
po id que su sustracción ocasiona perjuicios ciertos á la Hacienda na- 
cional: 

Que existe el delito de estafa, á que se refieren el núm. 1.9 del art. 558 
y 3.9 del 588 del Código de Cuba, cuando suponiendo curso legal á valores que 
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no le tienen, y atribuyendo falsamente la personalidad de portadores á quie- 
nes no lo son, resulta defraudado el Estado: 

Que cuando la infidelidad de documentos y su falsificación son medio ne- 
cesario para realizar el delito de estafa, habrá de imponerse, conforme al ar- 
tículo 88 de aquel Código, el grado máximo de la pena señalada al delito de 
falsedad, que es el más grave de todos ellos: 

Que para la calificación jurídica de autor de un delito, según la recta in- 
terpretación del art. 12 del Código penal, no es suficiente que el inculpado 
coopere á la ejecución del delito por actos necesarios que no sean de partici- 
pación directa, sino que es preciso además que tales actos hayan sido inten. 
cionalmente encaminados á la perpetración del hecho punible, pues de otro 
modo se correría el riesgo de imputar un delito al que no lo ejecutó, debiendo 
revelarse tal propósito como una resultante de las pruebas aducidas en el 
Juicio, según la recta apreciación del Tribunal sentenciador: 

Que tncurre en la sanción penal establecida en el art. 592 del Código de 
Cuba, el funcionario público que con manifiesta sos Ajo y con infracción 
de los reglamentos coopera á la defraudación cometida en fondos del Estado, 
o cd castigado con las penas de arresto mayor en sus grados me- 

to y máximo: 

Que disponiéndose en el art. 4.0 del Tratado de extradición con los HEeta- 
dos Unidos de América de 5 de Enero de 1877, adicionado en 7 de Agosto de 
1882, que nadie pueda ser juzgado por otro delito que aquel que motivó su 
extradición, á menos que el crimen sea de los especificados en el art, 2.0, ne 
puede en la sentencia penarse el delito de abandono de destino, que no se halle 
comprendido en dicho Tratado, siendo procedente en el supuesto contrario la 
pss conforme al núns, 1.2 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Enero de 1393, en los recursos 
de casación por infracción de ley que ante Nos penden, interpuestos por 
el Ministerio Fiscal, D. Federico Prado y del Castillo y D. Luis Oteiza 
Cortés, contra la Sala de lo criminal de la Audiencia de la Habana, en 
E PogioR á los nombrados y otros, por malversación de caudales y 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 10 de Diciemmbre de 
1891, consigna los hechos en los siguientes resaltandos: 

Primero. Que el día 1.0 de Enero de 1890 el Sr. Fiscal presentó á la 
Sala querella criminal contra D. Agustín Maig, D. Luis Oteiza, D. Fede- 
rico Prado, D. Antonino Andrade y otros, por los delitos de malversación 
de caudales públicos, penado en el núm, 4.0 del art. 401 del Código penal, 
. y por el de abandono de funciones públicas, previsto en el 383 del propie 

Código, á cuyo escrito acompañióó el oportuno expediente administrativo 
para que figurase como cabeza del proceso, y que por auto del propio 
día 1.0 se declaró la Sala competente para la instrucción y conocimiento 
de la presente causa, acordando el procesamiento de los querellados, la 
práctica de las diligencias que por entonces consideró procedentes, y el 
nombramiento de Magistrado instructor, folios 43 al 49, y 50 al 52 vuelto, 
de la primera pieza del sumario: 

Segundo. Probado que el Banco Español de la Isla de Cuba, en virtud 
de avisos de la Contaduría de la Junta de la Deuda, y previa presentación 
de las facturas correspondientes, pagó desde el día 1.0 de Noviembre basta 
el 5 de Diciembre de 1889, la sama de 199.396 pesos 50 centavos, en esta 
forma: por deuda amortizable, 129.032 pesos; ídem de anualidades, 70.264 
posos 50 centavos; fojas 250 y 281 del sumario: 

Tercero. Probado que del estado comparativo de los intereses abona- 
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-dos por cupones de títulos de la Deuda amortizable y de anualidades, en 
-el período de 1.0 de Julio. de 1888 á fin de 1889, y el de 1.0 de Noviembre 
«siguiente al 5 de Diciembre del propio año, facilitado por la Intendencia 
general de Hacienda en 7 de Enero de 1890, y que obra al folio 250 del 
«umario, aparece pagado de más en el segundo período, ó sea un mes y 
cinco días, 89.818 pesos 63 centavos por amortizable y 56.672 pesos por 
anualidades, ó sea un total de 146.490 pesos 63 centavos: 

Cuarto. Probado que con fecha 22 de Noviembre de 18809, se dirigió 
por la Intendencia general de Hacienda de la isla al Contador central de 
Hacienda, y se trasladó al Sr. Gobernador del Banco de Español, una co- 
municación firmada por D. Federico Prado, que, copiada á la letra, dice 
así: «Los cupones 20 y 21 de la Deuda amortizable, y el 14 de anualidades, 
están al cobro por orden de esta Intendencia de 25 del pasado, con arreglo 
á la Real orden de 3 de Septiembre, así como los vencimientos anteriores 
á que se refleren las Reales órdenes de.2 de Enero de 1888 y 23 de Julio 
del añioo actua), y en breve ha de abrirse el pago del cupón 22 de amortiga- 
ble, venciendo en 1.* del actual. Dispuesto por la ley de la Deuda que el 
Banco Español retenga del producto de contribuciones la suma necesaria 
para el pago de intereses, se servirá V. 8. dieponer que por cuenta del cré- 
dito consignado en el capítulo 13, art. 2.0 del presupuesto vigente, se for- 
malice un anticipo de 100.000 pesos al citado Establecimiento, que surtirá 
los efectos reglamentarios en la primera entrega que formalizare por pro- 
ducto de contribuciones y en la cuenta de la Deuda. Dios, etc. Lo que ten- 
go el honor de trasladar á V. 8., suplicándole se sirva dar aviso á la Con- 
taduría de la Deuda cuando le sea librado el anticipo, para el asiento en 
cuenta»: 

Quinto. Probado que con fecha 2 de Diciembre de 1889 se dirigió por 
la propia Intendencia general de Hacienda de esta isla al Sr. Gobernador 
del Banco Español otra comunicación firmada por el mismo D. Federico 
Prado, que literalmente dice así: «Con esta fecha ordeno á la Contaduría 
central, que con cargo al capítulo 13, art. 2.0 del presupuesto vigente, for- 
malice un anticipo de 90.000 pesos al Banco Español para obligaciones de 
la Deuda en la Habana y Madrid, durante el trimestre de Octubre á Di- 
ciembre, cuya suma retendrá ese Establecimiento del producto de las con- 
tribuciones en la primera entrega que formalice con la Hacienda. Y tengo 
el gusto de manifestarlo á V. E. para los efectos reglamentarios.» Cuyas 
dos órdenes fueron escritas después de horas de oficina, la dirigida al 
Banco del folio 130, por el escribiente D. Aurelio Yorta, fojas 486 vuelta, 
empleado en esa dependencia, y la dirigida al Contador central de fojas 
200, con igual objeto, por el otro escribiente meritorio D. Adolfo del Cas- 
tillo, fojas 564, también después de horas de oficina, y las libradas en 2 
de Diciembre del mismo año fojas 133 y 197 de la primera pieza de do- 
eumentos al Contador central y al Gobernador del Banco Español, fueron 
escritas por el escribiente particular de Oteiza D. Josó Manuel Mendive, 
después de las horas de oficina, llevándolas inmediatamente el Secretario 
á la firma del Intendente, motivando los acuses de recibo correspondien- 
tes y los libramientos por dichas cantidades al Banco, de todo lo que cons- 
ta agregado á la pieza primera de documentos los originales reconocidos y 
confrontados, así como las firmas de D. Federico Prado que autorizan las 
comunicaciones: l 

Sexto. Que en el registro practicado en la casa calle del Trocadero, 
núm. 86, en que habitaba D. Antonio Andrade, por el Juzgado de instruc- 
ción del distrito del Este de esta ciudad, en virtud de comunicación que 
al efecto recibiera del Magistrado instructor, se ocaparon, entre otras, tres 
cartas dirigidas desde Madrid por el procesado D. Luis Oteiza al vtro pro- 
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cesado Andrade, el cual las conservaba bajo un sobre que decía: «1887-88, 
correspondencia de familia, para quemar sin ser leídas», en la primera de 
las cuales, ó sea la de 11 de Septiembre de 1888, le refiere haber visto 
otra vez al Ministro, y que lo que necesitaba para decidirle pronto era una 
influencia de esas de primera fuerza, que es á lo único que atiende el Mi- 
vistro, como todas los demás; que allí no hay más que favor y favor; que 
con él se colocaban los bribones antes que los empleados buenos, como 
había colocado á Emilio Carbonell y á Antonio Guillén, que estuvieron 
procesados en la causa de los libramientos falsos; que le convendría que 


-8l Conde de Moré escribiera al Ministro pidiendo su reposición; que el Mi. 


nistro no complace más que á los hombres políticos y á su querida. En la 
de 23 de Octubre le agradece sus gestiones cerca de Gelats para conseguir 
que el Conde de Moré le recomendara al Ministro, sin creer oportuno que. 
lo hieiera cerca de todo el partido: pues Balboa y Guzmán habían hablado 
ya á Marín, conocían su posición, y como aduladores, no se atrevían á apo- 
yarle; que el Secretario Rey era íntimo amigo suyo, aunque dudaba si se- 
ría pastelero; que había sido nombrado Abogado Fiscal del Tribunal de 
Cuentas en la Sala de Cuba, que depende del Ministerio de Ultramar; que 
se esforzaba para que su traslado á esta isla fuera inmediato, pero que por 
los asuntos de entrambos le convenía conseguir una permuta ó combina- 
ción, que es lo que estaba trabajando. Le encarga que guarde reserva, y 
concluye refiriéndole que el Ministro rechazó un plan de conversión que 
le había presentado el Banco Hispano Colonial, pues era sólo en provecho 
de ellos; que Sotolongo y Cabezas, que no se cansan, le entregaron otro 
nuevo, y que el Ministro dijo que se lavaba las manos y se limitaría á pre- 
sentarlo en Consejo para que lo estudiasen Moret y Puigcerver, pues él 
confesaba que no era competente en Hacienda, y que como los principales: 
problemas eran financieros, podía figurarse su amigo lo que serviría un 
Ministro que no entendía sino de política y de derecho. Y por último, en 
la de 22 de Diciembre del propio año, con el membrete «El Abogado Fis- 
cal del Tribunal de Cuentas del Reino» acusa recibo de la del Conde de 
Moré, que Andrade le había conseguido, le informa de estar nombrado 
Jefe de Sección de Fomento del Gobierno general de esta Isla, considerán- 
dolo un gran paso, pues el traslado á Hacienda no era ya difícil ni exigía 
gran favor, y que dejaba allí todo perfectamente arreglado para inclusio- 
nes en presupuestos y para todo lo que se ocurra, esperando que consegui. 
ría la dichosa orden de pagos, aunque esperaba que fuera nombrado, pues 
con él era el trato; hechos probados. 

Séptimo. Probado que en otro registro practicado también por Autori- 
dad judicial en la casa núm. 113 duplicado, en la calle de Claudio Coello, . 
residencia en Madrid de los familiares del procesado Oteiza, se ocuparon 
otras cartas, entre ellas la fechada en 80 de Octubre de 1889 en esta ciu- 
dad de la Habana, en la que dice á su padre que en estos asuntos no se 
puede sino ofrecer participación para el día en que se realicen, si llega. Y 
otra desde New-York (Cárcel Ludlon), fecha 10 de Enero de 1890, en la: 
que le expresa, refiriéndose al nuevo Intendente D. Angel Urzaiz, que su 
aliado fué desde el primer momento contra mí, mi antecesor en la Deuda, 
recomendado por Villanueva, y furioso contra mí, porque cree que le 
quité el destino donde quería aprovechar mis esfuerzos en favor de la 
apertura de pagos: 

Octavo. Probado que al tomar posesión D. Luis Oteiza Cortés en 8 de 
Octubre de 1889, del cargo de Secretario Contador de la Junta de la Deuda 
de esta isla, recibió por inventario, entre otros valores, el libro talonario de 
quinientas láminas, con todos sus cupones, de la Deuda amortizable nú- 
mero 16.001 á 16,600, de la serie F; siendo de advertir que dichos cupones 
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y láminas estaban de antemano taladrados á virtud de una Real orden é 
inatilizados por consiguiente para su curso legal; que custodiados estos 
efectos públicos por el Secretario Contador en una caja, cuyas dos llaves 
guardaba, fueron sustraídos de ella y cortados los 10.000 cupones de los 
20 primeros vencimientos, cuyo valor ascendía á 100.000 pesos en oro, 
formándose con ellos las 60 facturas por triplicado, que obran ocupadas 
en la primera pieza de documentos, y en la que se supone la intervención 
de personas que no la han tenido, y se falta á la verdad en la narración de 
los hechos: 

Noveno. Probado que las 60 facturas de cupones de la Deuda amorti- 
zable que fueron ocupadas en el Banco Español, así como también los 
10.000 cupones que representan aquéllas, fojas 404, y que ocupan del folio 
2 al 61 de la primera pieza de documentos, en las que firman como porta- 
dor el procesado D. Antonio Andrade en 20 de ellas, en otras 20 Don 
F. Valdés, y en las otras 20 F. Remus, fueron escritas por el escribiente 
particular D. José Manuel Mendíve por orden y encargo de D. Luis Oteiza 
y á eu presencia, llenando algunos huecos de los impresos conforme á los 
modelos que le daba, en cuyo trabajo invirtieron dos días, añadiendo 
después palabras y cifras, y alterando por este medio considerablemente 
el valor de dichas facturas, hasta completar con ellas la sama de 100.000 


pesos: 

Décimo. Probado que según certificación librada por el Secretario del 
Banco Español de la isla de Cuba, folio 266 del sumario y demás datos 
del mismo, los cupones correspoudientes á las láminas de Deuda amorti- 
zable de la serie F, números del 16.001 al 16.500, fueron cobrados por los 
portadores el día 2 de Diciembre de 1889; por D. Antonio Andrade, los 
del núm. 1 al 20, números del 16.051 al 16.280; el día 4 del mismo mes, 
por D. F. Remus, los del 1 al 20, números 16.296 al 16.500; y el 5 del 
propio mes, por D. F, Valdés, los del 1 al 20, números 16.001 al 16.050 y 
16.281 al 16.295; siendo Remus y Valdés meros auxiliares que Andrade 
hacía figurar en las facturas sín su conocimiento, según su propia confe- 
sión, del folio 126 vuelto del sumario, en la cual explica su cooperación 
para que D. Luis de Oteiza realizara tan importante suma, por la íntima 
amistad que les unía bacía más de ocho años, y los detalles sigilosos que 
precedieron á la presentación de las 60 facturas y su tramitación y firmar 
en ellas como portadores de Valdés y de Remus, habiendo tenido el 
mismo Andrade depositados en cuenta corriente en el Banco Español 
14.859 pesos en oro durante los días 22 de Noviembre al 19 de Diciembre | 
de 1389, cuya suma pertenecía á Oteiza, á quien se la entregó, fojas 199 
del sumario: 

Undécimo. Probado que simulándose de tal modo la presentación 
de aquellos documentos oficiales por terceras personas, á cuya presencia 
se afirma haberse taladrado los cupones, sin otra comprobación de su 
origen y legitimidad, faltándose abiertamente á los preceptos de la Real 
orden de 2 de Enero de 1888, la lotendencia general, que se había im-. 
puesto el deber de sancionar y aprobar previamente esos expedientes, 
según su resolución de 2 de Marzo siguiente, de acuerdo con el referido 
Secretario, ordenó au pago por este Banco Español, que es el encargado 
de la Hacienda para abonar los intereses de la Deuda, según el art. 3.0 del 
convenio de 5 de Agosto de 1382, y á tenor de las reglas estipuladas en 
12 de Diciembre del mismo año para su cumplimiento: 

Dnodécimo. Que los cupones pertenecientes al talonario de las láminas 
de Deuda amortizable de la serie F, sustraídos de la Caja de Depósita de 
Ja Secretaría Contaduría de la Deuda y hechos efectivos por valor de 
100.000 pesos en el Banco Español, no estaban en circulación, puesto que 
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los títulos emitidos sólo alcanzan al número 15.000, y éstos comenzaban 
con el núm. 16.001 al 16.500, comprobándose, además, que no se llenaron 
las formalidades presentes para su confronta, revisión, anuncios de pago 
en la Gaceta oficial, y por circulares á los Gobernadores de provincia, y, 
«in embargo, se dispuso su abono y se llevó á cabo librando comunicacio- 
nes al Banco para la retención de fondos para satisfacerlos, procedimiento 
que no consta se practicara sino cuando había que hacer pago de cupones 
en Madrid ó en París, con objeto de situar los fondos, lo que no era neose- 
sario en esta isla, puesto que el Banco estaba obligado á satisfacer los 
cupones que se le presentaran con los fondos de las contribuciones y de 
la renta del Timbre; hechos asimismo probados: 

Décimotercero. Probado que cuando el nuevo Intendente propietario 
D. Angel Urzaiz, teniendo sospechas de la realización de estos delitos 
mandó practicar una visita el día 22 de Diciembre de dicho año 1889 de la 
oficina Secretaría Contaduría de la Deuda, y de cuya visita tuvo noticia 
el Secretario Oteiza por los requerimientos que se le hicieron, abandonó 
su destino y se ausentó precipitadamente el día 28 para los Estados Uni- 
dos en el vapor Olivette, tratando así de ponerse fuera del alcance de la 
Autoridad, con daño evidente de la causa pública, sin que se le admitiese 
la renuncia ni hubiera hecho entrega de los valores y efectos que por in- 
ventario recibió: 

Décimocuarto. Que decretada la prisión del procesado D. Luis Oteiza 
por auto de 4 de Enero de 1890, se acordó, por otro del mismo día, pedir 
su extradición al Gobierno de los Estados Unidos, acompañándose al 
efecto testimonio literal del auto de extradición y del dictamen fiscal en 
que se había pedido, con todas las diligencias de la causa, necesarias para 
justificar su procedencia: 

Décimoquinto. Que confirmada por la corte suprema de Washington 
en el fallo del Juez comisionado de Nueva York accediendo á la extradi- 
ción de Oteiza, fué embarcado el día 28 de Mayo de 1890 en el vapor ame- 
ricano Saratoga, bajo la custodia de dos agentes de la policía americana, 
con todos los documentos referentes á la extradición y los ocupados al 
procesado, haciéndose entrega de todo ello en el puerto de esta ciudad el 
día 2 de Junio, y conducido el preso á la fortaleza de la Cabaña: . 

Décimosexto. Probado que asimismo, y con sospechas de que re 
. hubiere faltado á la verdad en la narración de los hechos, y se hubiere 
supuesto la intervención de personas, que no la han tenido, en los docu- 
mentos oAciales ques representan las facturas agregadas en la segunda pieza 
de doctamentos, desde el folio 213 en adelante hasta el 275, por tratarse de 
títulos cuyo origen era anterior á Septiembre de 1886, á cuyo reconoei- 
miento de la Junta de la Deuda debían aplicarse las disposiciones de la 
Real orden de 2 de Enero de 1888, antes de procederse á su pago, fueron 
comprendidos en este procedimiento D. Eduardo Autrán, D. Enrique 
Herand y D. Mantel Ramón Marrero, declarándoles procesados por el 
delito de malversación de caudales públicos, por autos del Sr, Magistrado 
instructor de 6 y 8 de Febrero de 1890, y por el de esta Sala del día 1. de 
Enero del propio año, respectivamente: 

Décimoséptimo. Que los cupones por valor de 88.685 pesos, pertene- 
cientes á D. Benito Zorraquino, D. Eduardo Autrán y D. Manuel Marrero, 
comprobado que los primeros eran de la exclusiva propiedad de D., En- 
rique Herand, fueron expedidos para el cobro que se realizó mediante 
expediente, en los cuales consta que el Autrán supuso haber adquirido los 
de la Deuda amortizable, que representan sus cinco carpetas ó facturas, 
por medio del corredor de námero del Oolegio de esta plaza, D, Emilio 
Alfonso y Espada, á cuyo efecto presentó certificación librada en 10 de 
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Enero de 1889, que obra al folio 268 de la segunda pieza de documentos, 
que aparece expedida por su auxiliar D. Pedro Puig, que falleció en 21 de 
Noviembre de 1889, y fué quien se dice que hizo en plaza la compra para 
Autrán de los cupones de amortizable á que dicha certificación se refiere, 
sin'que tales operaciones se anotasen en los libros del corredor Alfonso, 
que no han parecido, ni ha podido probar que los llevaran ni él ni su 
auxiliar, y los demás antecedentes que refiere el mismo Alfonso en su 
declaración del folio 936 vuelto del sumario, y 939, 952 y 1015 dei mismo; 
hechos que se declaran probados: 

Décimooctavo. Probado, en cuanto á los cupones de anualidades de 
D. Enrique Herand, importantes 24.280 pesos en oro, según las facturas 
principales de fojas 223 á la 226 de la segunda pieza de documentos, que 
si bien aparece que por no tener certificación de corredor se trató de jus- 
tificar su adquisición por los medios supletorios que consiente la Real 
orden de 2 de Enero de 1888, de las averiguaciones practicadas resulta 
que la firma que autoriza dicha diligencia, que se supone ser de D. Benito 
Ziorraquino, ha sido negada por éste, negando también Herand baberla 
estampado por encargo de su tío, y reconocido por peritos químicos y 
calígrafos en el sumario, la sopusieron falsa, y reconocida de nuevo por 
los mismos calígrafos en una de las sesiones públicas del juicio oral, la 
tuvieron éstos por legítima y debida á Ja propia mano del Zarraquino, 
y también por su parecido con la letra de Herand, creían asegurar ó en- 
tendían que dichas diligencias habían sido escritas por éste, habiendo 
convenido, en su confesión prestada en el juicio, el procesado Oteiza que 
Herand dejó las carpetas en la Secretaría de la Deuda, no volviendo por 
ellas, sino cuando estaban tramitadas y expedida la orden de pago de los 
cupones, no reconociendo la letra de la diligencia, ni sabiendo tampoco 
quién pudo llenar el requisito de informar el origen de los cupones, 
aunque pudo muy bien haberse dispuesto por el Oficial encargado del 
Negociado de cupones y á su presencia, que es lo que de ordinario acon- 
tecía: 


Décimonoveno. Que D. Manuel Ramón Marrero, emparentado con Don 
Enrique Herand, que bizo efectivas las facturas principales de cupones de 
fojas 218 á la 222, y de la 227 á la 229 de la segunda pieza de documentos 
por la cantidad de 42.305 pesos, fué declarado rebelde por auto de 7 de 
Marzo de 1890, fojas 1.208: 

Vigésimo. Que D. Agustín Maig y Torreloga, escribiente habilitado de 
Oficial encargado del Negociado de revisión de cupones en la Secretaría 
Contaduría de la Junta de la Deuda, por quien aparecen intervenidas to- 
das las facturas antes de ser despachadas, y proponía pagos con informe 
favorable y en forma reglamentaria, cual si los cupones fuesen legales, 
aunque aparecieran, según los registros de la Deuda, como pagados y estu- 
vieran cancelados y taladrados, fué asimismo declarado rebelde por auto 
de 6 del mismo Matzo, fojas 1.205: , 

Vigésimoprimero. Que según certificación del folio 1.460, existen de- 
positados en la Caja general de Depósitos por el Juez de instrucción del 
distrito del Este, de Madrid, 396,500 pesetas, cuyo resguardo tiene fecha 
de 16 de Febrero de 1890 y otra del folio 1.536 vuelto de otro resguardo 
en la misma Caja general de Depósitos por valor de 26.224 pesetas 25 cén- 
timos en fecha 2 de Abril de 1890, cuyas cantidades fueron ocupadas por 
virtad de esta causa en giros hechos por el procesado D. Luis de Oteiza, 
haciendo un total de 84.544 pesos 5 centavos en oro; hechos probados: 

Vigésimosegundo. Que declarado terminado el sumario por auto del 
Magistrado instructor de fecha 20 de Septiembre de 1890, fué elevado á la 
Bala con las piezas de convicción, y pasado al Br. Fiscal para instrucción, 
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y después de sustanciada la cuestión prejudicial é incidentes de excarce- 
lación de varios procesados y de recusación de Sres, Magistrados, fué con- 
firmado aquél por el de 3 de Febrero del corriente añio, señalándose día 
para la vista, con previa citación del Ministerio fiscal, dictándose el anto 
de 9 de Marzo siguiente, por el que se declaró en suspenso el curso de esta 
causa respecto á los rebeldes D. Agustín Maig y Torreloga y D. Manuel 
Ramón Marrero hasta que se presenten ó sean habidos, y se mandó abrir 
el juicio oral en cuanto á los procesados D. Federico Prado, D. Luis de 
Oteiza, D. Enrique Herand, D. Antonino Andrade, D. Eduardo Autrán y 
D. José Manuel Mendive: 

Vigésimotercero. Que con comunicación del Sr. Director general de 
Hacienda, de fecha 3 de Noviembre de 1890, se remitió á la Sala copia cer- 
tificada de la resolución recaída en 31 de Octubre en el expediente admi. 
nistrativo instruído por la Comisión especial de la Deuda, relativo al pago 
de cupones de la serie F., en cuyo fallo se declaran responsables directos 
del pago indebido de los cupones del libro talonario de la serie F., núme- 
ros 16.001 al 16.500 por valor de los 100.000 pesos que representan aque- 
llos cupones, á D. Luis Oteiza y Cortés y al escribiente D. Agustin Maig, 
cuyo paradero se ignora, y exento de toda responsabilidad á D. Federico 


. Prado del Castillo, sí bien quedando sujeto administrativamente á la res- 


ponsabllidad subsidiaria que sea de exigirle, caso de que los bienes de los 
responsables no fueran suficientes á cubrir los perjuicios irrogados al To- 
soro; fojas 143 4 155, y 197 del rollo de Andlencia: 

' Vigésimocuarto. Que con comunicación de fecha 20 de Febrero útti- 
mo del Sr. Jefe instructor del expediente promovido para deslindar la le- 


gitimidad de los cupones calificados de dudosos, que son los cobrados por 


Herand, Autráun y Marrero, se remitió al Sr. Presidente de este Tribuna!, 
para que sarta los efectos legales en la presente causa, una copía certifi- 
cada del acuerdo dictado por el Sr. Director general de Hacienda, con fe- 
cha del día anterior, y en el citado expediente, de la que aparece que de 
todas las actuaciones que se enumeran en sus 22 resultandos, y muy espe- 
cialmente del reconocimiento llevado á cabo por el perito grabador de la 
Hacienda, resulta perfectamente demostrada la legitimidad de los cupones 
pagados por el Banco Españio! y calificados de dudosos, y que de las mis. 
mas diligencias no resulta duplicidad de pago, pudiendo determinarse de 
una manera positiva que dichos capones no fueron quemados, porque de 
haberlo sido no existirían como existen en el Banco Español perfecta- 
mente auténticos; fojas de la 256 á la 263 de la segunda pieza del rollo de 
Audiencia: 

* Vigésimoquinto. Que comunicados los autos á las partes el Ministerio 
fiscal, en sus conclusiones provisionales, estableció que los hechos relati- 
vos á las 60 facturas ocupadas en la primera pieza de documentos y pago 
de sus cupones constituían los delitos de falsificación de documentos ofl- 
ciales, previsto en el art. 310 del Código penal, y de malversación de cau- 
dales públicos, cuyo valorexcede de 125.000 pesetas, definido y penado en 
el caso 4.* del art. 401 del referido Código, siendo el primer delito medio 
necesario para cometer el segundo; que el hecho referente á la fuga del 
Secretario Contador D. Luis Oteiza, sin habérsele admitido la renuncia de 
su destino, era constitutivo del delito de sbandono de funciones públi- 
cas, castigado en el primer párrafo del art. 383 del referido Código; y 
que, por último, la mutación de la verdad en las facturas agregadas en 
la segunda pieza de documentos, era asimismo constitutiva del delito de 
falsedad de documentos oficiales, previsto en el citado art. 810; y acasan- 
do de autores de los primeros delitos, por participación directa y sin eir- 
cunstancias apreciables á D. Federico Prado y D. Luis Oteiza, y del de fal- 
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«ssificación solamente á D. Antonio Andrade y D. Josó6 Marius! Mendtyt, así 
como del otro delito de falsificación de facturas al repetido Oteiza y á Don 
Enrique Herand, concurriendo, en cuanto á Andrade y Mendiyve, la cir- 
cunstancia atenuante tercera del art. 9.0 del Código, pidió se les condena- 
ra á D. Federico Prado y D. Luis Oteiza á la pena conjunta de dieciocho 
años, dos meses y veintiún días de cadena temporal y multa de 125 pese- 


tas, con sus accesorias; á D. Antonino Andrade y á D. Josó Manuel Men- 


divo á la de doce años y un día de cadena temporal y multa de 1.250 pese- 
tas y las mismas accesorias; que se impusiera también á D. Luis Oteiza; 
-eomo autor del delito de abandono de funciones públicas, la pena de tres 
años, cuatro meses y un día de suspensión del cargo público que ejercía, 
con los efectos del art. 36 del Código; que se condenara asimismo á Don 
Luis Oteiza, D. Eduardo Autrán y D. Enrique Herand, como autores de 
la otra falsificación de facturas, á la pena de catorce años, ocho meses y 
an día de cadena temporal y multa de 7.000 pesetas, con sus accesorias, y 
además á cada uno de los procesados presentes, en la octava parte de cous- 
tas del sumario y la sexta de las ocasionadas en el período del juicio oral; 
apreciando los perjuicios causados al Estado en la cantidad de 100.000 du- 
ros, establece además, que aparecen responsables mancomunada y solida- 
riamente, al tenor de lo dispuesto en el art. 125 del Código penal, D. Fe- 
prado Prado y D. Luis Oteiza, D. José Manuel Mendive y D. Antonino An- 
. e: 


Vigésimosexto. Que la defensa de D. Federico Prado y del Castillo 
consignó en su escrito de conclusiones no estar conforme con los del Fis- 
cal, estableciendo de contrario que no era exacto que la Intendencia ge- 
neral de Hacienda se impusiera el deber de sancionar y aprobar previa- 
mente expediente alguno de cupones, de acuerdo con el Secretario Conta- 
dor de la Junta de la Deuda, ni ordenó su pago, pues se limitó en el caso 


-que motiva la presente causa á cumplir obligaciones impuestas por razón 


de su cargo, y determinadas en las disposiciones que regulan el servicio 
de ia Deuda; que tampoco lo es el que esa orden de pago la diera para 
que el Banco Españiol abonara los intereses de la Deuda, como también 
erróneamente se afirma por el Sr. Fiscal; pues ni la Intendencia ordena 
Jos pagos en el servicio de la Deuda, ni esa orden es necesaria para que 
el Banco satisfaga las atenciones de la misma, que venía obligado á pa- 
gar, no como Cajero de la Hacienda, sino por virtud del convenio cele- 
brado con el Gobierno para tal cosa; que la intervención de D. Federico 
Prado en los hechos que motivan la formación de esta causa, se limitó á 
sitoar en el Banco los fondos que le propuso el Secretario Contador de la 
Deuda, y á suscribir el páguese en las facturas, cuyo abono había acor- 
dado por sí el Secretario Contador en uso de sus atribuciones; que, por 
tanto, nada tenía que ver, ni le eran imputables los hechos constitutivos 
del delito de falsificación de documentos oficiales, previsto en el art. 310 
del Código penal, ni con el de malversación de caudales públicos, definido 
y penado en el caso 4.0 del 401; que no podía, por lo mismo, ser reputado 
«como autor de dichos delitos por participación directa y haber cooperado 
-4 su ejecución por actos sin los cuales no se bubiera efectuado; que no' 
eran de apreciarse, por consecuencia, las circunstancias modificativas de 
responsabilidad, y que no debía imponérsele pena alguna, pues los he- 
-£hos por él realizados y que constan en la causa, lo habían sido en su ca- 
lidad de Intendente general de Hacienda interino, con las atribuciones 
que tenía el cargo en aquella fecha, no constitayendo delito de nínguna 
clase respecto de su autoridad, según resultaba del fallo dictado en el ex- 
pediente administrativo, debiendo, por tanto, ser absuelto cor: los pro- 
anonciamientos fayorables á que tenía indiscutible derecho. 
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Vigésimosóptimo. Que la defensa de D. Luis Oteiza estimó que los 
hechos de autos no constituían los delitos de malversación de caudales: 
públicos, falsificación de documentos oficiales, ni el de abandono de des- 
tino, y que en las facturas y expedientes donde puede haberse cometido 
falsificación, no aparece ósta en lo hecho personalmente por Oteiza, sino 
lo hecho antes ó después de firmar éste, ya por el Oficial Maig, ó por los- 
tenedores de los cupones, siendo claro que, lejos de ser autor ó en cual- 
quiera concepto responsable de esas falsificaciones, fué víctima de ellas; 
que en cuanto á la malversación, tampoco existe tal delito, según cree el 
Sr. Fiscal, puesto que ninguno de los procesados Prado, Oteiza y Maig,. 
que eran empleados públicos, tenían á su cargo caudales ó efectos públi- 
cos, toda ves que ninguno de ellos era Tesorero, Cajero ó Depositario, x 
que el viaje de Oteiza no fué emprendido ein habérsele admitido la re- 
nuncia de su destino, ni fué una fuga, ni constituye el delito de abandono: 
de funciones públicas; que respecto á las facturas de la segunda pieza de 
documentos, los cupones á que se refieren son legítimos y de legítimo 
pago; los libramientos y comunicaciones al Banco son también auténti- 
cos, sin que en ellos se falsee la verdad, y en cuanto á las facturas y los 
expedientes de oficina, en ellos no aparece otra mutación de verdad que 
la supuesta declaración de D. Benito Zarraquino, cuyo hecho, por su in- 
significancia, no puede constituir falsificación; y, por último, que demos- 
trado que D. Luis Oteiza no ha cometido delito alguno, es evidente que 
no debe imponérsele ninguna pena, porque, sun cuando le cupiese alguna 
responsabilidad en los hechos que se persiguen, tampoco se le podría im. 
poner pena por ellos, puesto que constituyen delitos diferentes de aquél 
por que se reclamó y obtuvo su extradición y no están compreudidos en- 
a ps que se enumeran en el Convenio de extradición con los Estados 

nidos: 

Vigéósimooctavo. Que las defensas de los otros procesados D. José Ma- 
nuel Mendive, D. Enrique Herand, D. Eduardo Autrán y D. Antonino An- 
drade, no se conforman en sus respectivas conclusiones provisionales con. 
los hechos establecidos por el Sr. Fiscal, ni con la calificación legal de los 
miamos, y sosteniendo unos que sus defendidos no han tomado parte en 
los hechos porque se les acusa, y pretendiendo otros explicar como legí- 
tima y legal ó inocente la participación de sus patrocinados, concluyen to- 
doa los defensores solicitando la absolución libre de los respectivos pro- 
cesados, con las costas de oficio, y por la de Herand, además, que se le hi- 
cieran á su favor pronunciamientos favorables: 

Vigósimonoveno. Que admitidas por la Sala las pruebas solicitadas por. 
el Sr. Fisca), y las propuestas por las defensas de los procesados, las 
que consideró pertinentes, se señaló día para dar comienzo á las sesiones 
del juicio oral, sin que la práctica de todas las admitidas haya alterado en: 
lo sustancial la resultancia del procedimiento escrito: . 

Trigésimo. Que practicadas las diligencias de la prueba, el Sr. Fiscal 
modificó las conclusiones provisionales, y en las definitivas que presentó 
estimó que los hechos relativos á las 60 facturas y pago de sus cupones, 
ocupados en la primera pieza de documentos, son constitutivos de los de- 
litos de falsificación de documentos oficiales, previsto en el art. 310 del 
Código penal, y de malversación de efectos públicos, cuyo valor excede 
de 125.000 pesetas, definido y penado en el caso 4.0 del art. 401 de dicho 
Código, siendo el primero medio necesario para cometer el segundo; que el 
hecho referente á la fuga del Secretario Contador constituía el delito de 
abandono de funciones públicas, castigado en el primer párrafo del ar-: 
tículo 383 del repetido Código, y que la mutación de verdad en las facta- 
zas autorizadas por Zorraquino, que en número de cuatro, y cuya importa 
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es el de 24.280 pesos, están agregadas desde el folio 253 en adelante de la 
segunda pieza de documentos, es asimismo constitutivo del delito de fal- 
sificación de documentos oficiales, previsto en los números 1,0, 2.* y 4,0 
del repetido art. 810 del mencionado Código; que son autores de los dos 
primeros delitos los procesados D. Luis Oteiza y D. Federico Prado; el 
primero por participación directa y el segundo por haber cooperado á su 
ejecución por actos sin los cuales no se hubieran efectuado; no estando 
justificada la participación en ellos de D. Antonino Andrade y D. Jose Ma- 
nuel Mendive, del de abandono de funciones públicas tan sólo y en igual 
concepto de autor el referido D. Luis Oteiza y Cortés; y por último, que 
son de igual modo autores del delito de falsificación de Jas cuatro carpe- 
tas autorizadas por Zorraquino al referido Oteiza y D. Enrique Herand, 
faltando la prueba de los hechos en cuanto á las carpetas presentadas 
en número de cineo por D. Eduardo Autrán; que en la ejecución no había 
concurrido ninguna circunstancia apreciable; que D. Luis Oteiza y Don 
Federico Prado habían incurrido en la pena conjunta de dieciocho afios, 
dos meses y veintiún días de cadena, y multa de 12.500 pesetas, restitu- 
ción al Estado de los 100.000 duros malversados, con las accesorias que 
preceptúa el art. 55 del Código; que D. Luis Oteiza había incurrido, ade- 
más, por el delito de abandono de funciones públicas, en la pena de tres 
años, cuatro meses y un día de suspensión del cargo público que ejercía, 
con los efectos del artículo 36 del repetido Código penal; y por último, que 
D. Luis Oteiza y D. Enrique Herand habían incurrido, por el delito de 
falsificación de documentos oficiales, en la pena de catorce afios, ocho me- 
ses y un día de cadena, y multa de 7.000 pesetas cada uno, con las acce- 
sorias indicadas del art. 55 del Código, y todos debían pagar una octava 
parte de costas del sumario y otra sexta de las ocasionadas en el juicio 
oral; y que los procesados D. Antonino Andrade, D. José Manuel Mendive 
y D. Eduardo Autrán debían ser absueltos, declarándose de oficio las res- 
tantes costas: 

Trigésimoprimero. Que también modificó sus conclasiones provisio- 
nales la representación del procesado D. Federico Prado y del Castillo, sos- 
nO en las definitivas que las consignaciones ó anticipos de fondos 
hechos por el Intendente Prado al Banco Español para atender á las obli- 
gaciones de la Deuda son actos legítimos, y por tanto intachables en su 
objeto, en su forma y en su cuantía; que lo es también la firma del Inten- 
dente en la factura, y esa firma por sí sola no implica una orden de pago 
en cuanto á la aplicación detallada de aquellos gastos; que Prado en aque- 
llos actos no ha hecho más que ejercer rectamente sus atribuciones y cum- 
plir deberes inherentes al cargo que servía, negando que exista el delito 
de malversación, y que, sun existiendo, sea de él ni de ningún otro res- 
ponsable su defendido, que debe ser absuelto libremente con las declara- 
ciones favorables posibles, que por mucho que lo sean no llegarán á repa 
rarle todos los agravios que se le han inferido: 

Trigésimosegundo. Que la representación de D. Luis Oteiza modificó 
«us conclusiones provisionales, estableciendo que los hechos de autos 
nunca podrían constituir dos delitos de falsificación, como supone el se- 
fior Fiscal, sino uno sólo; que no existen los delitos de falsificación que 
acosa el Sr. Fiscal, porque unas falsedades no son apreciables y otras no 
se han probado, ni el delito de abandono de destino; que la defraudación 
que se persique no puede calificarse de malversación, porque carece de las 
condiciones esenciales que el Código señala á este delito; que el de autos 
es de estafa, cometido mediante la sustracción de documentos, aparen: 
tando bienes ó créditos, caso de los incisos 9. y 1.0 del art. 559 del Có- 
digo, en relación con el 410, cuando los culpables fuesen funcionarios pú- 
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blicos; que Oteiza no es responsable de ningún delíto, cualquiera que ses 
:la calificación definitiva que aprecie la Sala en los hechos de áutos, por lo 
cual debe ser absuelto con todos los pronunciamientos favorables; que no 
existiendo responsabilidad criminal, no caben circunstancias modificati- - 
vas; que por igual razón no cabe exigir á Oteiza responsabilidad civil en 
la vía judicial, quedando á salvo su derecho al Estado en la vía adminis- 
trativa por la jurisdicción propia del Tribunal de Cuentas; que en el caso 
de que la Sala confirmase la calificación de malversación, quedaría á su 
recto criterio apreciar si la confianza ó buena fe que aplicó el 8r. Oteiza 
en sa s funciones de Jefe de la Deuda llegaron á constituir el abandono 6 
negligencia que cita el art. 402 del Oódigo, para imponerle la mnlta 
de 100.000 pesos, ecuivalentes al perjuicio causado, única penalidad que 
drá imponérsele, aparte del reintegro, que está asegurado al Tesoro con 
os embargos de autos; y por último, que en ningún caso podía juzgarse 
á Oteiza por el delito de falsedad de las clases que acusa el Sr. Fiscal, 
porque no constituyen falsificación de la índole comprendida en el Tra 
«tado con los Estados Unidos; tampoco por el delito de abandono de des- 
tino, porque no se cita en aquel Tratado: 

Trigésimotercero. Que las defensas de los otros cuatro procesados, He- 
rad, Andrade, Mendive y Audrán, mantuvieron en concepto de definitl- 
vas sos conclusiones provisionales: 

Resultando que la Sala sentenciadora, calificando los hechos de vre- 
sentación de las 60 facturas y pago de sus cupones y huida de Oteiza á 
los Estados Unidos de tres delitos; uno de falsificación de documentos oft- 
ciales, previsto en el art, 310 del Código penal de Cuba y Puerto Rico; 
otro de malversación de caudales públicos, por valor superior á 125.000 
pesetas, definido y penado en el caso 4.0 del art. 401 del mismo Código, y 
otro de abandono de funciones, castigado en el 383, siendo el primero 
medio necesario para la comisión del segundo, y declarando á D. Luis dé 
Oteiza autor de los tres delitos, sin circunstancias modificativas, y 4 Don 
Federico Prado, como autor asimismo, sín circunstancias, de la malversa- 
ción, no por cooperación maliciosa, sino por abandono y negligencia in: 
excusables, en la forma prevenida en el art. 402, condenó al primero, por 
los delitos de falsedad y malversación, á dieciocho afñios, dos meses y vein- 
tión días de cadena, y multa de 12.500 pesetas, con las accesorias corres 
pondientes, indemnización al Estado por la suma de 1000.000 pesos, y al 
pago de una octava parte de las costas del sumario, y una sexta de las 
-ocasionadas en el juicio, y por el de abandono de funciones públicas, d 
tres años, cuatro meses y un día de suspensión del cargo que estaba ejer- 
ciendo, y á D. Federico Prado á la multa de 100.000 pesos y al pago de laé 
costas en las mismas proporciones que el anterior; y absolvió á los proce- 
sados D. Antonino Andrade, D. José Manuel Mendive y D. Eduardo Autrán 
por falta de acusación, y á D. Luis de Oteiza y D. Enrique Heraud del de- 
lito de que fueron acusados por supuesta falsificación de otros docamen- 
tos oficiales, con las restantes costas de oficio: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso D. Luis de 
Oteiza recurso de casación por quebrantamiento de forma, del que se le 
tuvo por desistido, y anunció el de infracción de ley, que también prepa- 
raron el Ministerio fiscal y D. Federico Prado, habiendo los tres inter- 
puesto el último por el orden y motívos que á continuación se expresan: 

Resultando que el de D. Federico Prado se autoriza en el núm. 1.0 del 
art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal vigente en Cuba y Puerto 
Rico, y cita como infringido el art. 402, en relación con el 401 del Código 
penal de dichas islas, porque ni los cupones sustraídos, inutilizados por 
una Real orden, y las láminas de que procedían, asimismo inatilizadas, 
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pueden considerarse como efectos ó caudales públicos, ni el cobro de los 
cupones constituye sustracción de fondos de la misma clase, debiendo en 
todo caso calificarse el primer hecho de delito de infidelidad en la custo- 
día de documentos, comprendido en el núm. 2.0 del art. 371 del Código 
citado, y el segundo del de fraude, previsto en el 407, en los que aseveran 
no tuvo participación alguna, lo que si es evidente en el primero, no lo te 
menos en el de fraude, porque los hechos que se declaran probados en la 
sentencia no determinan ni los relativos. 4 los anticipos al Banco de 
100.000 y 90.000 pesos fueran causa ocasional de ese delito, por no ser 
necesarios, no pudiendo tampoco imputársele el fraude á título de impro- 
dencia simple ó negligencia, por no constar hubiera infringido precepto 
alguno reglamentario: 

Resultando que el Ministerio fiscal funda el suyo en los números 2.0, 
3.> y 4.0 de la referida ley de Enjuiciamiento, citando como infringidos 
los artículos 1.0; 12, núm. 3.0, 810, números 2.0, 4.0 y 6.0, y 401, caso 4.0, 
por no haberlos aplicado el Tribunal a quo, y el 402, en relación con el 
núm. 4.9 del art. 401 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, por su in- 
debida aplicación, toda vez que Prado es autor de los delitos de falsedad 
y malversación por la ejecución de actos ein los cuales no se hubieran eje- 
cutado, como el de haberse entregado á Oteiza las llaves del armario en 
que estaban guardados ó haber consentido que tuviera las dos, y el no 
haber dado cumplimiento á las Reales órdenes de 2 de Enero de 1888 y 11 
de Mayo de 1889 y á la resolución de la Intendencia de Cuba de 2 de 
Marzo de 1888: 

Resultando que D. Luis de Oteiza funda su recurso en los números 1.2, 
3.9, 4.0 y 7.0 del art. 849 de la indicada ley de Enjuiciamiento, citando 
como infringidos, en primer término, los artículos 1.0, 12, 310 y 401 del 
Código penal vigente en Cuba, por su indebida aplicación; porque ni los 
hechos que se consignan en la sentencia como ejecutados por Oteiza se 
hallan penados, ni aparece en ella que ejecutase los indispensables para la - 
comisión del delito, ó ejerciese fuerza ó inducción sobre otros para que lo 

; ni por lo que toca al de falsedad, que ejecutare alguno de los 
actos que se sefislan en los números del art. 810; ni respecto al de malver- 
ssción, que tuviera á su cargo caudales ó efectos públicos, que él sustra- 
jera ó que consintiera su sustracción por otros; en segundo término, y 
subsidiarizmente á las infracciones anteriores, los artículos 371 y 559 del | 
mismo Código, en su núm. 1.0, en relación con el 558, que castigan la in- 
fidelidad en la custodia de documentos, y la estafa, por no haberse hecho 
en la sentencia aplicación de estos preceptos; en tercer término, el art. 4.0, 
en relación con al 2.0 del Tratado de extradición de los Estados Unidos de 
América, firmado en 5 de Enero de 1877 y adicionado en 7 de Agosto 
de 1882, por no estar especificados en dicho Convenio los delitos que se 
le imputan, tales como el de falsedad y el de abandono de destino; y en 
cuanto los artículos 678 y 666, excepciones 8.4 y 4.2 de la ley de Enjuicia- 
miento de Caba, porque en virtud del Tratado de extradición debieron es- 

esas excepciones, ya que el no poderse penar á Oteiza equivale á 
la amnistía, al indulto ó á la prescripción del delito: 

Resaltando que las partes recurrentes sostuvieron en el acto do la 
vista sas respectivas pretensiones. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que los hechos que se declaran probados en la sentencia 
teemrida constituyen, entre otros, el delito de falsedad de documentos 
oficiales, no sólo porque en las 60 facturas de los cupones sustraídos de 
la Secretaría de la Junta de la Deuda se supuso que eran portadores de 
los mismos D. Antonino Andrade, D. F... Valdés y D. F... Remus, siendo 
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los dos últimos meros auxiliares que Andrade hizo figurar en las facturas, 

que á presencia de los mismos se taladraron los cupones que ya lo esta- 
ban por haberse inutilizado de Real orden, sino también porque después 
de extendidas, aunque no se expresa en la sentencia si antes ó después de 
firmar Oteiza y de recogerse la fi:ma de Prado se añadieron palabras y ci- 
tas, alterando considerablemente por este medio el valor de las mismas 
hasta completar con ellas la sama de 100.000 pesos, que era precisamente 
el valor de los cupones cortados de las láminas sustraídas, estando oom- 
prendidos estos artificios en los números 2.0 y 4.* del art. 310 del Código 
penal vigente en Cuba: 

Considerando que este delito es imputable, en el concepto de autor 
por participación directa, á D. Luis Oteiza, toda vez que en el noveno re- 
sultando se afirma que las facturas se escribieron llenándose algunos hue- 
cos de los modelos impresos por D. José Manuel Mendive, por orden y en- 
cargo de aquél, y á su presencia; y por Jo tanto, la Sala sentenciadora, al 
aceptar esta conclusión, deduciendo de ella sus consecuencias legales, no 
ha infringido los artículos 1.0, 12 y 310 del referido Código, cual sin ra- 
són se alega en el recurso de Oteiza: 

Considerando que la sustracción del libro talonario de 500 láminas de 
la Deuda amortizable de la isla de Cuba, serie Y, núm. 16.001 al 16500, 
que estaba bajo la custodia de Oteiza en una caja de dos llaves, retenidas 
por el mismo, y el cobro en la Caja del Banco Español de los 10.000 cupo- 
nes, no presentan los caracteres del delito de malversación de caudales 
públicos, definido y penado en el art. 401, como con error se estima por la 
Sala sentenciadora, ya porque estando las referidas láminas y sus cupones 
taladrados de orden superior, y por lo tanto, inutilizados para su curso le- 
gal, no son ni pueden considerarse efectos públicos en la acepción legal 
de esta palabra, y ya porque el cobro de las facturas, si á consecuencia del 
mismo sufrió un perjuicio el Tesoro público, no se modela al precepto ex- 
.presado, el cual requiere la sustracción por un funcionario, ó por un ter- 
cero con su consentimiento, de caudales ó efectos públicos que aquél tenga 
á en cargo, y en el presente caso ni el cobro de un documento falso es 
propiamente sustracción de caudales, como repetidamente lo tiene decla- 
rado este Tribunal, ni el hecho se realizó por el que tenía bajo su custo- 
dia la cantidad cobrada, ó por un extraño con sa anuencia: 

Considerando que, sí por las razones expuestas, los hechos que se ín- 
dican en el considerando anterior no generan el delito de malversación. 
de caudales públicos, por modo indudable constituyen en primer lugar el 
de infidelidad en la custodia de documentos, definido en el art. 371 y pe- 
nado en su núm. 1.9, puesto que los títulos de la Deuda y los cupones que 
formaban parte de ellos, documentos son, y aunque no tuvieran valor eco- 
nómico por haber sido inutilizados, la sustracción de los mismos podía. 
ocasionar, como en efecto ocasionó, y por esto fueron entregados á Oteiza, 
bajo inventario, graves perjuicios á la Hacienda nacional; y en segundo, 
el de estafa, comprendido en el núm. 1.0 del art. 559 y castigado en el nú- 
mero 3.0 del 558 y en el 407, toda vez que fué defraudado el Estado en 
100.000 pesos, bajo la suposición falsa de que los cupones tenían curso le- 
gal y de que eran portadores legítimos de ellos los que figuraban en las 
facturas, de cuyos delitos debe responder D. Luis de Oteiza, como agente 
principal de los mismos, del primero porque aun cuando no consta que 
materialmente sacara de la Caja el libro talonario, esto se hizo al menos 
con sa conocimiento ó anuencia, desprendiéndose así del aserto consig- 
nado en la sentencia de que por su orden y estando presente, extendió 
Mendivo las facturas de los mencionados cupones, de los cuales era custo- 
dio por razón del cargo que desempeñaba; y del segundo, porque aparte 
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de que la infidelidad y la falsedad se cometieron por el mismo para con- 
somar la estafa, en el resultando décimo se acepta la declaración de An- 
drade en la que explica su cooperación para que Oteiza realizara la canti- 
dad defraudada, aseverando además que entregó á Oteiza 71.359 pesos en 
oro, euya suma en su totalidad procedía de los cupones ilegítimos, por- 
que el cobro de éstos, según el resultando décimo, se verificó en los días 
2, 4 y 5 de Diciembre de 188, y en el propio resultando se afirma que 
aquella cantidad la tuvo depositada Andrade en el Banco Español durante 
los días 22 de Noviembre al 19 de Diciembre del mismo afio; pero si en 
una parte mayor ó menor, porque para evitar la contradición que de otro 
modo resultaría, es fuerza suponer que lo que quiso decir la Sala es que 
durante ese período los ingresos de Andrade en su cuenta corriente lle- 
garon á la cantidad indicada: 

Considerando, pues, que el Tribunal a quo, por lo que toca á los he- 
chos que califica de malversación de caudales públicos, ha incurrido en 
error de derecho, subsanable en casación, por hallarse comprendido en el 
núm. 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que invoca Don 
Luis Oteiza, si bien no transciende el fallo en la parte que le concierne, 
porque siendo la infidelidad en la custodia de documentos y la falsificación 
de documentos oficiales medio necesario para realizar la estafa, siempre, 
conforme al art. 88 del Código penal citado, ha de sufrir la pena que trae 
impuesta, ó sea la del delito de falsedad, que es el más grave, en su grado 
máximo: 

Considerando que rechazada la calificación jurídica de malversación 
de caudales públicos, no puede prosperar el recurso del Ministerio fiscal, 
en cuanto por él se pretende que se declare á D. Federico Prado autor de 
ese delito por dolosa ejecución de actos necesarios, ni prevalecer la hecha 
en la sentencia con relación al mismo recurrente de autor del propio de- 
lito por abandono ó negligencia inexcusables, á tenor de lo dispuesto en el 
art. 402, toda vez que, requiriendo este precepto que el abandono dé oca- 
sión á que se efectúe por otra persona la sustracción de caudales ó efectos 
públicos por valor que exceda de 125 pesetas, no puede tener aplicación 
al caso presente, en el que, como queda demostrado, no hubo sustracción 
de caudales ó efectos de esta clase: 

Considerando que invocados por la misma representación pública los 
números 3.0 y 4.0 del art. 849 de la ley procesal, y propuesta por la de 
Prado, como única cuestión que plantea en el recurso, la de que los he- 
chos que realizó, según la sentencia, no son justiciables en el orden penal, 
podría estimarse el primero, si efectivamente dichos actos ó hechos fueran 
tan esenciales para la comisión de la falsedad y de la estafa que sin ellos 
no se hnbieran efectuado, y rechazarse el segundo si constituyeran éstas . 
ó cualquiera otra infracción penal, que en el presente caso sólo podrian 
ser las denominadas con el título de imprudencia temeraria, ó de simple 
imprudencia ó negligencia con infracción de reglamentos: 

Considerando que interpretado rectamente el art. 12 del Código, según 
la jurisprudencia y la doctrina, no basta para incurrir en la tercera forma 
de delincuencia principal de las especificadas en dicho precepto que el in- 
culpado coopere á la ejecución del delito por actos necesarios que no sean 
de participación directa, sino que es preciso además que tales actos hayan 
«ido encaminados en el propósito ó en la intención á la perpetración del 
hecho punible, porque de otro modo se correría el riesgo de imputar un 
delito al que no lo ejecutó ni tal cosa tuvo en su mente; intención 6 pro- 
pósito, que con la luz de la certeza ha de aparecer en la conciencia del 
juzgador como. una resultante de las pruebas, y por lo tanto, al Tribunal 
del juicio, por regla general, corresponde declarar la una ó el otro, á me- 
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nos que la tendencia maliciosa no se descubra claramente de los hechos 
que se estimen probados, y como en el caso actual, sea cualquiera la efica- 
cia de los actos de Prado, y aun reconociendo que sin su firmas en las fac- 
turas el Banco no hubiera abonado los cupones, antes de afirmarse en la 
sentencia el concurso moral del Intendente, se declara por modo explícito 
gue sólo es responsable de la sapuesta malversación por abandono ó ne- 
gligencia inexcusables, y de ningún hecho de los que en la misma senten- 
cia se consignan puede directamente inducirse la participación dolosa de 
dicho funcionario, no es dable sustituir esa premisa por otra como funda- 
mento para la aplicación del núm, 3.0 del art. 12, en relación con los que 
definen la falsedad y la estafa: 

Considerando que si por las razones expuestas es improcedente el re- 
curso interpuesto por el Ministerio fiscal, en cuanto atribuye á Prado una 
intención dolosa, y por consiguiente participación como antor en los deli- 
tos de falsedad y malversación de caudales y efectos públicos por actos 
sin los cuales no se habrían realizado, la estimación de tal recurso se im. 
pone, en cuanto apoyado en el núm. 3.* del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, señala como infringido el art. 402 del Código penal, por- 
que la sentencia recurrida, dados los hechos que se declaran probados y 
la doctrina consignada en las anteriores declaraciones, contiene un evi- 
dente error de derecho en la calificación del delito, con infracción mani- 
fiesta del referido artículo del Código, que ha sido indebidamente aplicado: 

Considerando que al examinar los actos de D. Federico Prado, que la 
sentencia recurrida declara probados con relación á los delitos cometidos, 
se presentan en primer término las dos comunicaciones de que se hace 
mérito en los resultandos cuarto y quinto, disponiendo Ja retención por el 
Banco Español de Cuba de 100.000 y 90.000 pesos respectivamente del 
producto de las contribuciones, para aplicarlos al pago de los intereses de 
la Deuda; y si bien no puede desconocerse que tales actos entran en la es- 
fera legal y en las atribuciones propias de la Intendencia, que las situa- 
ciones de fondos no pueden estimarse como verdaderas órdenes de pago 
en el detalle de la aplicación que haya de dárseles por los que tienen que 
realizar el abono de las obligaciones Áá que se destinan, y que dada la ga- 
rantía y responsabilidad del Banco y la obligación de rendir cuentas de la 
inversión de las cantidades retenidas, no podía, por regla general, ofrecer 
fandados temores á la Intendencia de que por ellas pudieran causarse per- 
juicios al Tesoro, no es menos cierto que para determinar la cuantía de 
estas consignaciones precisa tener en cuenta la importancia de los pagos á 
que se destinen, según resulte de una liquidación prevía, que en el caso 
actual debió presentar á la Intendencia la Secretaría Contaduría de la 
_ Deuda de las obligacionespendientes en el período á que aquellas comu- 
nicaciones se contraen, liquidación que no consta se realizara ni que hu- 
biera servido de base á las resoluciones de D. Federico Prado; y es tam- 
bión evidente que tales consignaciones fueron injustificadamente excesi- 
vas, como lo acreditan los pagos que por dicho concepto se habían hecho 
anteriormente y los que, aparte de la cantidad defraudada, se hicieron en 
aquel período, dándose ocasión con tan imprudentes actos, que la más yul- 
gar previsión aconseja evitar, por tratarse de tan gruesas sumas, sin pre- - 
vio exámen de antecedentes y sin necesidad acreditada, á que se reali- 
zara, como se realizó inmediatamente, la defraudación de la mayor parte 
de la cantidad consignada, ya que sin aquellas órdenes de la Intendencia. 
sólo podía retener el Banco, para darle la inversión determinada en la ley 
de 7 de Julio de 1382, el importe de la consignación que para el pago de 
Ja Deuda se hubiere hecho en el cuatrimestre ó semestre anterior, según 
se desprende del espíritu y recto sentido de la regla 6.2 de las estipuladas 
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entre la Hacienda y el Banco Español de Cuba en 15 de Mayo de 1885 para 
el cumplimiento del convenio de 5 de Agosto de 1882: 

Considerando que el segundo y último hecho que la sentencia recla- 
mada atribuye á D. Federico Prado es el de haber firmado las 60 facturas 
que se mencionan en el resultando noveno como Intendente interino y 
Ordenador general de pagos; y si bien debe aceptarse que el Jefe Superior 
de Hacienda no puede descender al detalle minucioso de la tramitación. 
que debe darse á los expedientes para el pago de los intereses de la Deu- 
da, misión encomendada por la ley á otros funcionarios, tiene, no obstante, 
el deber de cerciorarse, siquiera sea en el conjunto, de la legitimidad y 
certeza de las obligaciones cuyo pago antoriza, y al firmar dichas facturas 
sin previo exámen de antecedentes, puesto que no constan que existie- 
ran, ni podían en realidad existir los relativos á la presentación, confron- 
tación y legalidad de aquellas supuestas obligaciones del Estado, orde- - 
nando el pago de los 10.000 cupones á que las facturas se refieren, y en los 
cuales se hicieron, por encargo y orden de Oteiza, y á su presencia, adi- 
ciones en palabras y cifras que alteraban considerablemente su valor has- 
ta completar la suma de 100.000 pesos, es evidente que bien se hiciera 
esta alteración antes ó después de autorizar el «páguese» la Intendencia, 
lo czal no se determina, obró con ponible negligencia, infringiendo dispo- 
siciones reglamentarias de ineludible observancia, toda vez que, aparte de 
la obligación genérica que le imponía el art. 14 de la Instrucción de 4 de 
Octubre de 1870 para llevar á efecto el decreto de 13 de Septiembre del 
mismo año para la administración económica y contabilidad de Ultramar, 
según el cual, el reconocimiento y liquidación de las obligaciones del Es- 
tado corresponden en primer término á log” Jefes de los establecimientos 
que originan los gastos, y después á los que los ordenan ó intervienen, 
compartiendo todos la responsabilidad de estos actos, en el caso concreto 
actual prescindió el Intendente interino, con inexcusable abandono de sus 
deberes, de lo terminantemente prevenido en la Real orden de 2 de Enero 
de 1888 y su aclaratoria de 11 de Mayo siguiente, cuyas disposiciones le 
incumbía bacer cumplir en cuanto se refieren á la confrontación, legitimi- 
dad y examen de los cupones correspondientes á los títulos emitidos con 
anterioridad al mes de Septiembre de 1886, en cuyas condiciones estaban 
los de la serie F, como se desprende del número de cupones procedentes 
de cada título que fueron indebidamente satisfechos, y prescindió tam- 
bién de la obligación reglamentaria que la misma Intendencia se impuso 
por su acuerdo de 27 de Agosto de 1889, mandando que la Secretaría Con- 
taduría de la Deuda sometiera á su resolución los expedientes de pago de 
cupones, omisiones todas que facilitaron la defraudación ejecutada en fon- 
dos del Estado, y sin las cuales no hubiera podido realizarse: 

Considerando que no cabe desconocer que tales omisiones revisten 
verdadera importancia en la esfera de la responsabilidad criminal, porque 
dados los abusos y fraudes anteriormente cometidos en el pago de los in- 
tereses de la Deuda que dieron lugar á la citada Real orden de 2 de Enero 
de 1883, según se consigna en ella, y los que sin duda tuvo presentes la 
Intendencia al reservarse la resolución definitiva de los expedientes de 
pago de cupones, el Jefe superior de Hacienda estaba en el deber de em- 
plear la más exquisita vigilancia en defensa de los intereses del Tesoro, 
que en primer término le estaba confiada, y que en el caso concreto de 
que se trata desatendió en absoluto, con gran daño de la causa pública, y 
es, por lo tanto, evidente que D. Federico Prado, en su carácter de laten- 
dente interino y Ordenador de pagos de la isla de Cuba, cooperó á la de- 
fraudación cometida en fondos del Estado por simple imprudencia y por 
negligencia con infracción de reglamentos, incurriendo por ello en la san- 
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ción penal establecida en el párrafo segundo del art. 592 del Código de 
Cuba y Puerto Rico, que castiga con arresto mayor en sus grados medio 
y máximo al que comete un delito en tales condiciones: 

Considerando, por lo que respecta al último de los motivos alegados 
por D. Luis de Oteiza, que disponiéndose en el art. 4,0 del Tratado de ex- 
tradición de criminales con los Estados Unidos de América de 5 de Enero 
de 1877, adicionado por el de 7 de Agosto de 1882, que nadie podrá ser 
juzgado por otro crimen ó delito que el que motivó su extradición, á me- 
nos que el crimen sea de los especificados en el art. 2.0, es procedente la 
casación de la sentencia, en cuanto se refiere al de abandono de destino, 
pero no por lo que toca á los de falsedad y estafa, por no estar compren- 
dido el primero en dicho artículo, y estarlo, por el contrario, los segundos; 
el de falsedad de documentos oficiales en los números 9. y 10, y el de es- 
tafa en el 15, en el que, si no se menciona expresamente este delito por 
su nombre técnico en España, eu figora jurídica aparece claramente deli- 
neada con la frase de obtener por medio de falsos artificios, dinero, valo- 
res ú otra propiedad personal, etc., habiendo, por lo tanto, incurrido la 
Sala sentenciadora en el error de derecho previsto en el núm. 1.0 del ar- 
tículo 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, según el cual procede la 
casación siempre que se castigue un delito cuando circunstancias poste- 
riores Á su ejecución impiden penarlo, consistiendo aquí la circunstancia 
que impide penar el de abandono de destino, como igualmente pars esta 
Sala el de infidelidad en la custodia de documentos, en la huída del cul- 
pable al continente americano y su entrega por la República de los Esta- 
dos Unidos, conforme á las cogdiciones concordadas y que tienen fuerza 
de ley, obligatorias, por lo tanto, y de ineludible observancia para los Tri- 
bunales de ambas naciones, 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal contra la 
citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de la Habana, 
en cuanto, fundado en el núm. 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, se ha infringido en la sentencias, por aplicación indebida, el ar- 
tícolo 402 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, pero no en los demás 
extremos que el recurso comprende; que ha lugar asimismo al interpuesto 
por D. Luis de Oteiza y Cortés por el último motivo de los alegados y no 
por los demás; y que no ha lugar al deducido por D. Federico Prado y del 
Castillo, á quien condenamos en las costas de sa recurso y en la tercera 
parte de los comunes, declarando de oficio las dos terceras partes restan - 
tes de éstas y las que son peculiares á los recursos del Ministerio fiscal y 
de D. Luis de Oteiza, casando y anulando la sentencia recurrida; y comuní- 
quese la presente, con la que á continuación se dicta, al Tribunal senten- 
ciador á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 17 de Enero 
de 1893, é inserta en las Gacetas de 29 de Agosto y 3 de Septiembre del 
mismo año. ) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (17 de Enero de 1893). 
—8ala tercera. —Hurto.—Se declara haber lugar al recurso interpuesto por 
os Socarrás y Eliezer Alvarez (Audiencia de Puerto Principe), y se 
resuelve: 

_Que es pertinente la pregunta formulada por el Pe hr en el acto del 
Juicio para depurar la concurrencia ó inconcurrencia del discernimiento en ol 
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procesado, y se quebranta la forma del procedimiento, prevista en el caso 3.0 
del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, si dicha pregunta es re- 
ehazada por el President e. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Andrés Socarrás ó6 Izquierdo y Eliezer Alvarez de la Vega contra la 
sentencia pronunciada por la Sala de justicia de la Audiencia territorial 
de Puerto Príncipe, en causa procedente del Juzgado de instrucción de la 
misma ciudad, por hurto: 

Resultando que entre ocho y nueve de una noche que no fué posible 
determinar, yendo juntos por la calle del Comercio, en Puerto Príncipe, 
Andrés Socarrás, de trece años, y Eliezer Alvarez, de quince, aquél invitó 
á éste á que entrara en la ferretería El Navío y se spoderara de uno de 
los barriles de aceitunas que había á la parte de fuera del mostrador; y 
como se negara, lo verificó él, sin emplear violencia ni fuerza, reunión. 
dose después con su compañero, en unión del que abrió el barril, y se co- 
mieron ambos las aceitunas, tasadas en una peseta 50 céntimos, cuyo im- 
porte abonó Socarrás á los pocos días al dueño del establecimiento con 
dinero que le prestó el citado Alvarez: , 

Resultando que formado sumario por el Juzgado de instrucción de 
Puerto Príncipe contra los expresados Socarrás y Alvarez, se acreditó que 
el primero nació en 18 de Julio de 1877, y el segundo en 26 de Octubre 
de 1876; y abierto el juicio oral, en el acto del mismo, el Abogado defen- 
sor de los procesados dirigió al testigo D. Silverio García Vélez, duefío 
de la ferretería donde se cometió el hurto, la pregunta de si consideraba 
que Socarrás á sa juicio obró con discernimiento al llevar á cabo el hecho 
de autos; pero declarada impertinente por el Presidente del Tribunal, la 
defensa formaló protesta, que se consignó en el acta: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia territorial de Puerto 
Príncipe, por sentencia de 15 de Junio de 1892, calificó el hecho como 
eonstitutivo de un delito de hurto, en cantidad que no excedió de 25 pese- 
tas, del que aparecía responsable como autor Andrés Socarrás Izquierdo, 
y encubridor Eliezer Alvarez de la Vega, con la circunstancia atenuante 
específica de ser el primero menor de quince años y mayor de nueve, ha- 
biendo obrado con discernimiento, y el segundo mayor de quince años y 
menor de dieciocho, sin ninguna otra apreciable; y por el mérito de todo 
condenó á cada uno de los dos procesados en la multa de 325 pesetas y 
mitad de costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de 
dichos dos procesados recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
y anunció el de infracción de ley, autorizado aquél por el caso 3.0 del ar- 
tículo 911 de la de Enjuiciamiento criminal, por cuanto en el acto del jui. 
cio fué declarada impertinente una pregunta de las dirigidas á un testigo, 
relativa al procesado Socarrás, cuya declaración fué debidamente protes- 
tada por la defensa: 

Resultando que admitido dicho recurso por la Sala sentenciadora, elevó 
á este Tribunal Supremo testimonio de varios antecedentes de la causa, 
«on citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Federico Melchor y Lamanette: 

Considerando que tratándose en la causa á que se refiere él presente 
recarso de la responsabilidad en que pudiera haber incurrido un proce- 
sado menor de quince afios y mayor de nueve, necesariamente debía te- 

ner inflnencia y ser útil todo cuanto condujese á esclarecer el particular 
relativo á si había obrado ó no aquél con discernimiento: 
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Considerando que la pregunta propuesta por la defensa y rechazada 
por el Presidente del Tribunal era pertinente, puesto que podía contribuir 
su contestación á allegar algún dato ó indicio que influyera en la aprecia- 
ción acertada del punto indicado: 

Cowvsiderando, por tanto, que se quebrantó la forma del procedimiento, 
prevista en el núm. 8.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por Andrés Soca= 
rrás é Izquierdo y Eliezer Alvarez de la Vega, contra la expresada senten- 
cia de la Sala de justicia de la Audiencia territorial de Puerto Principe, la. 
cual casamos y anulamos, y con certificación de la presente, devuélvaselo 
el testimonio de antecedentes de la causa, para que, reponiendo el proce- 
dimiento al estado que tenía cuando se cometió la falta qne ha dado lugar 
á la casación, lo continúe con arreglo á derecho y nuevamente determine, 
—(Sentencia publicada en 17 de Enero de 1893, é inserta en la Qaceta de- 
14 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (18 de Euero de 1893). —Sala segunda.—Parr5- 
cidio y asesinato.—No hs lugar al admitido de derecho en beneficio de 
J Ep y Francisco Ferró y Rosa Masip (Audiencia de Tarragona), y se ro- 
suelve: 

Que cuando concurren la alevosía y la promesa remuneratoria en la muer- 
te: violenta de una persona, es indiferente, con tal que las dos se aprecien, dar 
á cualquiera de ellas la preferencia para la calificación jurídica del delito: 

la circunstancia agravante de promesa remuneratoria no es inherente 
al delito de asesinato ó6 parricidio, porque el precio prometido d satisfecho no- 
constituye la inducción directa, pudiendo existir ésta con la eficacia necesaria, . 
para que el pensamiento criminal se realice con independencia de toda idea 

Cro: 

Que son autores por inducción, según el núm. 3.9 del art. 10 del Código 
penal, todos los que tntervienen maliciosamente en el proceso de la acción pu- 
nible por hechos anteriores 4 coetáneos: 

Que las circunstancias agravantes de premeditación y despoblado, no som 
inherentes al delito de asesinato, ó parricidio, ya porque á ellos no es esencial 
la soledad del sitio, ya porque en orden á los autores por inducción, ésta no 
es incompatible con la resolución instantánea y hasta con la resolución gene- 
rada por el ímpetu de las pasiones. 


En la villa y corte de Madrid, á 18 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de Josó6 
Ferré Sas, Francisco Ferré Sabaté y María Rosa Masip Prunera, ó inter- 
puesto por los mismos por infracción de ley contra la sentencia pronun- 
ciada por la Audiencia provincial de Tarragona, en causa procedente del 
Juzgado de instrucción de Falset, por parricidio y asesinato: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 5 de Octubre último, 
consigna el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones son las siguientes: 
«A la pregunta primera. José Ferré Sas (a) Manduco, ¿es culpable de ha- 
ber inferido una herida en el cuello con una destraleta á José Abella Foi- 
lella la tarde del 27 de Julio de 1891, en ocasión en que el Abella estaba 
cerca del pozo de una finca de Juan Escolá, á dos kilómetros de distancia. 
de la Palma, á consecuencia de cuya herida falleció el propio Abella ins- 
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tantáíneamente?—S1.—A la pregunta segunda. El Ferré, ¿ejecutó el men- 
cionado hecho mediante promesa remuneratoria de ocho onzas que le hizo 
otia persona?—81.— A la pregunta tercera. ¿Concurrió en ese hecho la cir- 
cunstancia de que Ferró Sas cogió desprevenido é birió sin temor ni peli- 
gro al Abella, de manera que éste no pudiera defenderse?—8í.—A la pre- 
gunta cuarta. El Ferró Sas, ¿ejecutó el hecho á que se refiere la primera 
pregunta en un lugar despoblado y en ocasión en que no pasaba nadie 
por allí?—S1.—A la pregunta quinta. El mencionado Ferré Sas, ¿abusó de 
la superioridad qne le daban sobre su víctima la diferencia de edad, fuer- 
zas físicas y la cooperación de otro sujeto?—81.—A la pregunta sexta. El 
Abella, ¿acometió con un cuchillo al Ferré Sas antes que éste le haya he- 
rido?—No.—A la pregunta séptima. ¿Necesitó el Ferré Sas herir al Abella 
para rechazar la agresión de éste?—No.—A la pregunta octava. ¿Había 
provocado el Ferré Sas al Abella inmediatamente antes que éste acome- 
tiese á aquél? —No.—A la pregunta novena. Francisco Ferró Sabaté (a) Ba- 
setas, ¿es culpable de haber inferido varios golpes en la cabeza al José 
Abella en el día, punto y ocasión que se expresa en la primera pregunta, 
contribuyendo así directamente, previo acuerdo con otro y favoreciendo 
eu acción, á la muerte ocasionada al Abella?—8f1.-—A la pregunta décima. 
¿Ejecutó el Ferré Sabaté ese hecho mediante la promesa que le hicieron 
de entregarle ocho onzas si realizaba la muerte del Abella?—81.—A la 
pregunta undécima. ¿Hirió el Ferré Sabaté al Abella por la espalda, sin 
que éste pudiera defenderse, por cogerle desprevenido la agresión?—8(Í,— 
A la pregunta daodécima. El Ferró Sabaté, ¿ejecutó el hecho á que se re- 
flere la pregunta novena en un logar despoblado y en ocasión en que no 
pasaba nadie por allí?—Sí.—A la pregunta décimatercera. El mencionado 
Ferré Sabaté, ¿abusó en aquel acto de la superioridad que le daban sobre 
el José Ahella la diferencia de edad y fuerzas físicas y la cooperación de 
otro sujeto? —Sí.—A la pregunta décimacuarta. María Rosa Masip Prune- 
ra, ¿es culpable de haber inducido directa y reiteradamente á otros suje- 
tos para que diesen muerte á su esposo José Abella, que, en efecto, falie- 
ció violentamente la tarde del 27 de Julio de 1891?—Sí.—A la pregunta 


.dócimaquinta. La María Rosa, ¿ofreció á los que habían de matar á su 


marido ocho onzas á cada uno para que lo realizasen, como así se verificó? 
—Sí.—A la [pregunta décimasexta. La expresada María Rossa, ¿meditó 
durante largo tiempo la forma, ocasión y medios de llevar á cabo la muer- 
te de su esposo Abella?—Sí.—A la pregunta décimaséptima. ¿Concurrió, 

cto á dicha María Rosa, la circunstancia de que la muerte de su espo- 
so se llevó á efecto en despoblado?—Sí.—.A la pregunta décimaoctava, 
¿Concurrió respecto á la María Rosa Masip la circunstancia de haber co- 
operado directamente al abuso de superioridad empleado al ejecutarse el 
hecho de la muerte del José Abella? -St»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de parricidio, respecto á la procesada María Rosa 
Masip, y el de asesinato en cuanto á los otros procesados José Ferré y Sás 
y Francisco Ferré Sabaté, y apreciando, en cuanto á la María, las circuns- 
tancias agravantes de haber sido cometido el delito mediante promesa 
de precio hecha por ella y la de premeditación, y en cuanto á los Ferré, 
además de la promesa remuneratoria que califica el delito que cometieron, 
las de alevosía y en despoblado, como agravantes genéricas, condenó á los 
tres como autores, éstos por participación directa, y aquélla por inducción, 
á la pena de muerte, con la accesoria correspondiente, caso de indulto, si 
en éste no se remitiese especialmente, indemnización y costas: 

Resultando que admitido de derecho el recurso y remitida la causa á 
este Tribunal Sapremo, la defensa de los procesados le ha interpuesto por 
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infracción de ley, autorizado por los casos 5.0 y 6.0 del art. 849 de la de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: . 

1.2 Los artículos 413 y 79 del Código penal, en cuanto á los procesa- 
dos Ferré, porque no se estima como cualificativa del delito de asesinato 
la alevosía, y en cambio se aprecia como tal haberse cometido el delito 
mediante promesa remuneratoria, que es circunstancia agravanteinheren- 
te al delito, y por tanto de las que no producen el efecto de aumentar la 

na: 

30 El mismo art. 79, en cuanto á los mismos procesados, porque no 
se considera en 6l presente caso el despoblado como inherente al delito, 
siéndolo, ségún ha declarado este Tribunal: 

8.2 Elart, 82, caso 1.9, pues no siendo de apreciar circunstancias mo- 
dificativas de la responsabilidad, ha debido imponérseles la pena señala- 
da al delito de asesinato en su grado medio: 

4,0 En cuanto á Rosa Masip, el art. 10, caso 3.0, y el 79 en toda eu 
extensión, porque se aprecian las agravantes de premeditación, inherente 
á todos los casos en que por inducción se delinque, y la definida en el 
caso 3.0 del art. 10, que no es de apreciar respecto á los inductores, sino 
á los ejecutores materiales del hecho; y el art. 81, caso 2.9, pues debió 
aplicarse la pena menor de las señaladas al parricidio, ó sea la de reclu- 
sión perpetua: 

Resultando que el Ministerio fiscal se instruyó del recurso interpues- 
to, y manifestó que no encontraba fundamento alguno para interponerlo 
en beneficio de los procesados por quebrantamiento de forma ni por in- 
fracción de ley. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que cuando concurren la alevosía y la promesa remu- 
neratoria en la muerte violenta de una persona, siendo á la par ambas 
circunstancias constitutivas del delito de asesinato y agravantes genéri- 
cas, es indiferente, con tal que se aprecien las dos, atribuyendo á cada 
una valor jurídico distinto de entre los que legalmente le correspondan, 
que se dé á cualquiera de ellas la preferencia para el efecto de la califica- 
ción del hecho punible, por cuya razón la Audiencia sentenciadora no ha 
infringido el art. 418 del Código penal, que es la primera de las transgre- 
siones que se denuncian, por atribuir tal carácter á la promesa remunera- 
borda relegando la otra á la categoría de un motivo de agravación ge- 


Ca: 

Oonsiderando que, sea cualquiera el valor jurídico que deba darse d 
la promesa de precio ó á las ocho onzas que María Rosa Masip ofreció d 
José y Francisco Ferré por la muerte de su marido, esta circunstancia no 
es inherente al delito que dichos procesados realizaron, porque el precio 
satisfecho 6 prometido no constituye la inducción directa, pudiendo exis- 
tir ésta con la eficacia necesaria para que el pensamiento criminal se con- 
vierta en obra, sin que la idea de lucro que moralmente la agrava mueva 
el brazo del ejecutor material: 

Considerando que tampoco lo es la propia circunstancia, con relación 
á la inductora, no sólo por ser tan accidental en ella como en los indueí- 
dos, sino también porque comete un delito, tanto el que lo ordena como 
el que materialmente lo ejecuta, y, por lo tanto, la fórmula empleada en 
el núm._3.0 del art. 10 alcanza á ambos partícipes, y por regla general á 
todos los que intervienen maliciosamente en el proceso de la acción pe- 
nada por hechos anteriores ó coetáneos: 

Considerando que ni el lugar despoblado en donde los Ferré pusieron 
tórmino á la vida de José Abella, por lo que á dichos procesados toca, ni 
la premeditación conocida, imputada á María Rosa Masip, son circunstanm- 
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cias inherentes al propio delito, como sostiene la defensa, ya porque no 
es esencial al asesinato ó al homicidio la soledad del sitio, ya porque el 
que induce á otro á ejecutar un delito no siempre lo premedita, que la 
instigación no es incompatible ni en el orden de las ideas, ni en el de la 
realidad, con la resolución instantánea y hasta con la resolución genera- 
da por el ímpetu de las pasiones: 

Considerando que si por lo expuesto la Audiencia sentenciadora se ha 
atemperado á los buenos principios, al prescindir de la doctrina estable- 
cida en el art. 79 del Código penal, cuya inaplicación al caso actual es 
manifiesta, queda demostrado también que no ha incurrido en el error de 
derecho que supletoriamente se le atribuye, por no haber aplicado las re- 
glas 1.2 y 2.2, respectivamente, de los artículos 82 y 81 del mismo Código, 
por ser lo uno consecuencia indeclinable de lo otro: 

Considerando que examinada detenidamente la causa á que el pre- 
sente recurso se refiere, no ha encontrado la Sala motivo alguno por que- 
brantamiento de forma ó por infracción de ley que autorice la casación 
de la sentencia; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
curso interpuesto y admitido de derecho en beneficio de José y Francisco 
Ferré y María Rosa Masip contra la sentencia pronunciada por la Audien- 
cia provincial de Tarragona, condenándoles en las costas; pasen los autos 
al Ministerio fiscal, según lo dispuesto en el art. 9563 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, y comuníquese á su tiempo esta resolución, con de- 
volución de la causa, á la Audiencia sentenciadora á los efectos oportu- 
nos.—(Sentencia publicada en 18 de Enero de 1898, 6 inserta en la eta 
de 3 de Septiembre del mismo año.) 


22 


RECURSO DE CASACIÓN (18 de Enero de 1893).—Sala segunda.— Ásesi- 
nato.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal en causa contra Josó 
Noguera (Audiencia de Barcelona), y se resuelve: 

la muerte violenta de un niñio de corta edad una persona de más 

de cincuenta años, no abrira de el abuso de superioridad idad que, como agravante 

ica, señala el caso 9.9 del art. 10 del ed penal, sino que integra todos 

caracteres de la alevosía, que es la segunda del propio articulo; porque aten- 

dida la falta de desarrollo físico é intelectual de la víctima, la por su 

edad no puede oponer defensa á una agresión que ni aun acierta á compren- 
der, es indudable la forma alevosa en la realización del delito: 

Que no se opone á la declaración que de dicha circunstancia debe hacer la 
Sección de derecho, el que el Jurado respondiese negativamente á la pregunta 
JSormeulada acerca de sí el culpable aprovechó la corta edad del ofendido para 
evitar todo riesgo, porque además de ser tal presenta defectuosa, tiende á so- 
meter al Jurado un concepto jurídico ajeno á su competencia. 


En la villa y corte de Madrid, á 18 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
Barcelona, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Berga, se- 
guida á José Noguera Traserra por homicidio: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 4 de Octubre último, 
contiene el veredicto del Jurado del tenor siguiente: 

«A la primera pregunta, Josó Noguera Traserra, ¿es culpable de haber 
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dado, la mafiana del 13 de Diciembre de 1891, con el revés de un hacha 
varios golpes en la cabeza al niño Narciso Nicolás Pio Fullat, de cuatro 
años de edad, próximamente, procedente de la Casa de Expósitos de esta 
ciudad, que tenía á su cuidado su mujer hacía tres años próximamente, 
cuando aquél se hallaba cogiendo lefía en la era de la casa, ocasionándole 
con los golpes varias lesiones que le produjeron la muerte á la hora pró- 
ximamente de recibirlas? —81.—A la segunda. Josó Noguera Traserra, al 
ejecutar el hecho, ¿aprovechó la corta edad del niño para hacerlo sin riesgo 
alguno para su persorña que podía hacer el agredido? —No.—A la tercera. 
Al ejecutar el hecho José Noguera, ¿abusó de la superioridad material que, 
atendida la edad del agredido, tenía sobre é1?—S1.—A la cuarta. Al ejecu- 
tar el hecho Josó Noguera, ¿abusó de la confianza que en él depositó la 
Oasa de Maternidad de esta ciudad al entregar á su mujer el Narciso Ni- 
colás Pío Fullat para que lo cuidase y educase?—No»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos cons- 

tituyen el delito de homicidio, y que de él es autor José Noguera Traserra, 
con la circunstancia agravante de abuso de superioridad, le condenó á la 
pena de veinte años de reclusión temporal, accesorlas, indemnización y 
costas: 
Resultando que el Ministerio fiscal ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, fundado en el art. 849, números 3.2 y 5.0, de la de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 418, nú- 
mero 1.0, y 10, núm. 2.9, del Código penal, por cuanto concurrió la circuns- 
tancia agravante de alevosía que cualifica el homicidio, elevándolo á la 
categoría de asesinato, toda vez que la muerte violenta que un hombre de 
cincuenta y dos años da á un niño de cuatro es alevosía elempre, porque 
ni el desarrollo físico ni el intelectual de la víctima le permite oponer de- 
fensa alguna á una agresión que ni siquiera alcanza á comprender: 

Resultando que en el acto de la vista el Abogado defensor del proce- 
sado impugnó el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que las contestaciones afirmativas del Jurado á la pri- 
mera y tercera pregunta del veredicto contienen todos los elementos que 
integran la circunstancia cualificativa de alevosía, porque la muerte vio- 
lenta que una persona de cincuenta y dos años de edad da á un nifio me- 
nor de cuatro, no es el abuso de superioridad que, como agravante gené- 
rica, sefiala el núm, 9.0 del art, 10 del Código, apreciada con error por la 
Bala sentenciadora, sino la segunda de dicho artículo, porque. atendida la 
falta de desarrollo físico é intelectual que tan corta edad supone, y por el 
que no es permitido á la víctima oponer defensa á una agresión que ni sí- 
quiera alcanza á comprender, unido á esto, que por sí solo sería bastante, 
los medios directos y apropiados que para conseguir su propósito empleó 
el procesado Noguera, determina el concepto que á la alevosía señalan dicha 
disposición: 

Considerando que no se opone á esta declaración la negativa del Jurado 
á la segunda pregunta del veredicto, porque además de estar redactada de 
manera tan defectuosa que deja incompleto su sentido, tiende á proponer 
á la deliberación del Jurado un concepto jurídico ajeno á su competencias, 
y en su virtud destituido de todo valor legal; pero aun suponiéndole efi- 
cacia, esta negativa se refiere á que el culpable no aprovechó la corta edad 
de la víctima para cometer el delito, lo cual no excluye la alevosía, porque 
la ley lo que exige es el empleo de medios y formas directas de ejecución 
que den seguridad de no ser ofendido por actos de defensa de la víctima, 
y estos medios empleó y esta seguridad tenía Noguera al cometer el hecho 
punible que dió origen á la presente causa: : 


RECURSOS Y OOMPRTENCIAS 1 


Considerando, por lo expuesto, que la Sala sentenciadora, al no calif- 
“car de asesinato el delito cometido por José Noguera, ha incurrido en el 
«error de derecho é infringido las disposiciones legales que en su recurso 
“invoca el Ministerio fiscal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por el Ministerio fiscal contra la sentencia dictada por la Sec. 
<ión cuarta de la Sala de lo criminal de ls Audiencia de Barcelona, y en'su 
-consecuencia, casamos y snulamos la referida sentencia y declaramos las 
-costas de oficio; comuníquese esta resolución, con la que á continuación se 
- dicte, á la expresada Sala, á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada 
-en 18 mi Enero de 1893, é inserta en la Gaceta de 3 de Septiembre del mis- 
mo año. 
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RECURSO DE CASACIÓN (20 de Enero de 1893).—Sala segunda.—.Defrau- 
-dación. — No ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado en causa 
«Contra D, Juan Llobet y otro (Audiencia de Valencia), y se resuelvo: 

Que no procede el recurso de casación contra el auto declarando la nulidad 
-de los procedimientos judiciales, por entender la Sala que la Junta adminis. 
-Erativa debió resolver previamente sobre las infracciones denunciddas de las 

Ordenanzas de Aduanas, puesto que dicho auto, por su propia naturaleza, ni 
resuelve cuestión alguna jurisdiccional, ni es definitivo, limitándose única- 
mente á determinar un mero trámite que correspondia cumplir. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Abo- 
«gado del Estado contra el auto pronunciado por la Sala de lo criminal de 
la Audiencia de Valencia, en causa por defraudación seguida á D. Juan 
Llobet Barbería y D. Domingo Martínez Motilla: 

Resultando que el expresado suto, dictado por la Audiencia de Valen- 
-cia en 26 de Septiembre último, contiene los resultandos siguientes: 

Resultando que instruído el sumario por defraudación á la Hacienda, 


-£on motivo de no haber desembarcado en el puerto de Málaga pasajeros 


-embarcados en el Grao de esta ciudad en el vapor francés Espagne, y por 
virtud de comunicación y testimonio dirigidos al Juzgado del Mar de esta 
<apital por el Capitán general de Murina del Departamento de Cádiz, soli- 


«citado por el Abogado del Estado el procesamiento de D. Juan Llobet Bar- 


bería y de su apoderado D. Domingo Martínez Motilla, como representan- 
tes de la casa Dart y Compañía, por no haber satisfecho en esta Aduana 
los derechos de embarque de pasajeros en dicho vapor, el expresado Juz- 
gado denegó la petición de procesamiento de aquéllos: 
Resultando que por el dicho representante del Estado se pidió reforma 
de aquel proveído, fundándose en que dichos consignatarios, Llobet y 
Martínez, del mencionado vapor, tenían el deber que les impone el artícu- 
lo 308 de las vigentes Ordenanzas de Aduanas de presentar la relación de 
-pasajeros embarcados en la Capitanía del puerto y simultáneamente en la 
Aduana, para el devengo del impuesto de embarque, cuyo segundo requi- 
«sito omitieron, y en el primero faltaron á la verdad en la relación, expo- 
niendo que los pasajeros iban para Málaga, siendo así que iban al Brasil, 
«con lo que se demostraba su propósito de defraudar ó eludir las disposi: 
-€iones fiscales, disminuyendo el impuesto de embarque: 
- Resultando que el Juzgado, en consideración á lo anteriormente alega- 
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do, reformó su primer auto, y decretó el procesamiento de los referidos- 
Llobet y Martínez en 25 de Junio de último, fundado en el precepto de los 
artículos 222 y 384 de la ley de Enjuiciamiento y en el 308 de las citadas 
Ordenanzas de Aduanas: 

Resultando que la representación de los procesados solicitó á su ves 
reforma de dicho auto en escrito fecha 2 de Julio siguiente, alegando que 
aun en el caso de que sus representados hubieran incurrido en responsa- 
bilidad por el hecho imputado, con arreglo á las Ordenanzas vigentes de 
Aduanas faltaría el trámite previo del procedimiento administrativo que 
previene el art. 242 de aquélla, y por su resultado conocer en su caso el 
Tribunal ordinario, cuando así procediera, para la imposición de la pena 
personal, si bien por los hechos de autos no habían incurrido los señores 
Llobet y Martínez en responsabilidad alguna, y el procedimiento en todo 
caso debió dirigirse contra quien correspondiera ó sobreseerse en la causa, 
por no constituir delito el hecho de que se trata, el que debería ponerse en 
rra del Administrador de la Aduana del Grao, á los efectos pro- 
cedentes: 

Resultando que el Juzgado, por auto de 18 de Julio, declaró no haber 
lugar á la reforma anteriormente solicitada, fundado en que las precitadas 
Ordenanzas determinan siempre responsabilidades por las obligaciones- 
que imponen al consignatario ó Capitán de llenar ciertos trámites para el 
pago de derechos de Aduanas, los que se omitieron por los procesados, 
contra el ¿ual la representación de los mismos interpuso recurso de ape- 
lación, que le fué admitido en un solo efecto, remitiéndose el oportuno. 
testimonio á esta Superioridad para la debida sustanciación: 

Resultando que comunicado á la parte apelante para instrucción, la de- 
volvió, acompañando certificación expedida por el Interventor de la Adua- 
na de Málaga, acreditativa de que el vapor francés Espagne había entrado 
con fecha 14 de Agosto de 1891 en el puerto de dicha ciudad, procedente 
del de Valencia, en cuyo día fué despachado de salida para Rio Janeiro; y 
evacuado el traslado también por la Abogacía del Estado, se citó á las par- 
tes para la vista, que tuvo lugar en 21 de los corrientes: 

Resultando que la Sección segunda de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Valencia, estimando que de la falta de cumplimiento de las Or- 
denanzas de Aduanas, relativo al pago de impuestos, bien constituya falta, 
bien delito, debe conocer previamente la Junta arbitral, según los artícu- 


_los de las mismas 639, 240 y 242; que en el procedimiento administrativo 


judicial se hará la calificación de la infracción y personas responsables, 
cayo procedimiento es de la exclusiva competencia de la mencionada Jun- 
ta, pasando en su caso el testimonio ó expediente al Tribunal ordinario 
pars juzgar á los reos é imponer las penas procedentes, según el art. 244 
de dichas Ordenanzas, y por último, que el Juzgado de instruceión no ba 
debido ni podido instruir el sumario por falta de competencia, sin que 
hubiera precedido el previo trámite administrativo, por lo que adolece de 
un vicio de nulidad todo lo actuado, declaró dicha nulidad, revocando el 
auto apelado en 18 de Julio último y las costas de oficio, y que se remitio- 
ran las diligencias al Administrador de la Aduana del Grao de aquella ciu- 
dad, á los fines procedentes: 

Resultando que contra dicha resolución se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Abogado del Estado, que se ha inter- 
puesto autorizado por el párrafo inicial del art. 96 del Real decreto de 20 
de Junio de 1852 y los números 2.0 y 4.0 del art, 848, el 850 y 852 de la ley- 
de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos. 

1.0 Los artículos 2.0 y 6,0, 64, 65 y 66 del Real decreto de 20 de Junio 
de 1852, el último párrafo de la disposición final de la ley de Enjuicia- 
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miento criminal y el 59 de la adicional del Poder judicial, en cuanto se ha 
declarado ja incompetencia del Juzgado que entendía de la causa y la nu- 
lidad de lo actuado: 

2.0 El art. 19, núm. 11, de dicho Real decreto, en cuanto ha dejado de 
penarse el delito de defraudación: 

Resaltando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Solís: 

Considerando que el presente recurso del Abogado del Estado, según 
las citas legales en que le apoya y autoriza, tiende en sus fundamentos á 
suponer que el auto de 26 de Septiembre de 1892, dictado por la Audiencia 
de Valencia, tiene el carácter de definitivo; que ha recaído en contienda 
jurisdiccional de competencia, atribuyendo, por fin, error de derecho al 
resolyerla, toda vez que se sobreses ó anulan las diligencias practicadas, 
no obstante constituir delito: 

Considerando que el auto recurrido, por su propia naturaleza é índole, 
mi tiene el carácter de definitivo, ni menos resuelve competencia ó con- 
tienda jurisdiccional, ni tampoco acerca de si las infracciones denunciadas 
constituyen ó no delito ó falta, limitándose únicamente á determinar el 
mero trámite que corresponde cumplir, y esto supuesto, no hallándose 
comprendido ninguno de los motivos alegados en los casos que la ley au- 
toriza para la resolución del recurso de casación por infracción de ley, es 
evidente que no procede el recurso;  ' 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto contra el auto pronunciado 
por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia por el Abogado del. 
Estado, á quien condenamos en las costas; comuníquese esta resolución á 
la Audiencia sentenciadora á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada 
en aa de Enero de 1893, ó inserta en la Gacela de 3 de Septiembre del 
mismo año. 


24 


RECUESO DE CASACIÓN (20 de Enero de 1898).—Sala segunda.— Vio- 
erro ha lugar al interpuesto por G. R, Ll. (Audiencia de 8.), y se 

ye: 

Que es de estimarse la circunstancia del empleo de astucia, ó sea la agra- 
vante 8.2 del art. 10 del Código penal, cuando de los hechos admitidos en el 
veredicto se desprende que la procesada atrajo engañosamente á su casa á la 
ant y alli la suministró un narcótico para facilitar la realización de su 


dicha cireunstancia 8.2 no es inherente al delito de violación, puesto 
gue sin su concurrencia, y de otro modo, hubiese aquél podido realizarse. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por G. R. 
Ll. contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provincial de 8., en 
eausa por violación: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 6 de Octabre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que constituído en el día de hoy el Tribunal del Jurado 
para contestar á las preguntas formuladas sobre el hecho perseguido en la 
¡presente causa, personas que han tenido participación en el mismo y eir- 
eunstancias de la ejecución, ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los 
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jurados han deliberado sobre las preguntas sometidas á su resolución, y 
bajo el juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: 
A la primera pregunta. ¿Es culpable G. R, Ll. de haber, en la mañizua 
del 19 de Enero último, llevado á su casa habitación, sita en la calle de $. 
D., núm. 3, en esta capital, á la joven M. B. con el engañoso pretexto que 
allí vería á su padre, y una vez allí, empleando al efecto algún narcótico, 
la privó del sentido para lograr, como logró, que yaciera con la expresada 
muchacha en tal situación uno, que no ha podido averiguarse quién fuera? 
—SBíÍ»: 

Resultando que la Audiencia provincial de 8. declaró que los hechos 
probados, según el veredicto del Jurado, constituyen el delito de violación, 
previsto y castigado en el caso 2.9 del art. 458 del Código penal, del que 
es responsable, en concepto de autora, G. R. Ll., por haber cooperado á la 
ejecución por un acto sin el cual no se hubiera efectuado, con la circuna- 
tancia agravante 8.5 del art. 10 de dicho Código; y vistos los ya citados y 
demás concordantes de aplicación, condenó á dicha autora á la pena de 
dieciocho añios de reclusión con sus accesorias, en cuanto sean compati- 
bles, y al pago de la mitad de las costas é indemnización de 2.000 pesetas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte dicha penada, que se ha interpuesto, au- 
torizado por lus artículos de la ley de Enjuiciamiento criminal 848, nú- 
mero 1.0, y 5.0 del 849, citando como infringidos el art. 10 del Código pe- 
nal, circunstancia 8.8, por aplicación indebida, en cuanto se ha estimado 
por la Sala, sin que haya sido declarada por el Jurado, siendo por otra 
parte dicha circunstancia inherente de la cooperación que ha producido la 
calificación anterior: 

Resultando que en el acto de dicha vista fué impugnado el recurso por 
el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que para que sean apreciables las circunstancias modi.- 
ficativas de la responsabilidad criminal, no es necesario que se declarem 
por el Jurado en los mismos términos que el Código emplea para definir- 
las, sino que el concepto jurídico que entrafñian se desprende claramente 
de los hechos consignados en el veredicto, y apareciendo de la única pre- 
gunta que éste contiene que la procesada atrajo á su casa á la ofendida, 
con el engañoso pretexto de que allí encontraría á su padre, y que valión- 
dose después de algún narcótico la privó del sentido, y entregó con tal si- 
tuación al hombre desconocido que yació con ella, es evidente que esta 
declaración del Jurado comprende, no sólo la imputación de culpabilidad 
por actos sin los cuales no se habría realizado el delito, sino la astucia en 
ellos empleada como medio para facilitar su mal propósito, la cual no es, 
ni puede estimarse inherente al delito, ni á los actos de cooperación de la 
recurrente, puesto que sin ella y de otro modo hubiera podido ejecutarse 
el hecho punible; y en tal concepto, al estimar la Audiencia sentenciadora 
como concurrente al delito la circunstancia agravante 8.* del art. 10 del 
Código penal, que se desprende con toda claridad de los hechos probados, 
no ha incurrido en el error de derecho sefialado en el recurso, ni cometido 
la infracción legal que en él se invoca; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley que contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de $. interpuso G. R. Ll., á la que condenamos en las costas, y 
al pago, si mejorase de fortuna, de 125 pesetas, por razón de depósito, que 
no ha constituído; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciadoz 
á los efectos oportunos.-—(Sentencia publicada en 20 de Enero de 1893, 
inserta en la (Gaceta. de 3 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Enero de 1893). —Sala segunda. — Estafa. 
—No ha lugar al interpuesto por Manuel González Alvarez (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

Que constituye el delito de estafa, definido en el caso 5.0 del art. 548 del 
Código penal, y no el de daños, previsto en el 579, el hecho de apropiarse un 
cochero de punto los objetos recibido idos de un viajero para su transporte, sin 
efectuar su devolución bajo pretexto de extravío, que no resulta justificado: 

Que la mera equivocación de citarse en la sentencia el núm. 1.0 en lugar 
del 6.* del art. 548 del Código, no es motivo de casación mí afecta á la cali 
cación y efectos del delito. 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ma- 
nuel González Alvarez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Madrid, en causa procedente del Juzgado de instrucción del 
distrito del Centro, seguida al González por estafa: 

Resaltando que la referida sentencia, dictada en 21 de Octubre último, 
eontiene el siguiente: 

Primero. Probado que á las diez de la noche del 26 de Febrero último, 
Antonio Martínez, con otras personas que le acompañiaban, alquiló en la 
«stación del Norte el coche de plaza núm. 393, y entregó al cochero, Ma- 
nuel Gonzáles y Alvarez, una cesta y un lío que contenía jamones y em- 
butidos, para que los llevara en el pescante, colocando la cesta encima del 
lío, y vuesto en marcha el carruaje, en la cuesta de San Vicente, sin parar 
éste, se bajó del pescante el Manuel Alvarez, tomó el lío con lo que con- 
tenía y se lo dió á un tercero, no conocido, diciendo al notarse la falta que 
ee había caido y perdido, no habiéndose recuperado dicho lío, que ha sido 
tasado, con los jamones y embuchados, en 51 pesetas: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti- 
tuye el delito de estafa, de que es autor Manuel González y Alvarez, sin 
eircunstancias modificativas de la penalidad, le condenó á dos meses y un 
día de arresto mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra dicha sentencia ha interpuesto el procesado re- 
eurso de casación por infracción de ley, fundado en el núm. 3.0 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los 
artículos 548, núm. 1.9, por aplicación indebida, y 5765, en relación con el 
619 del Código penal, por no haberse aplicado, pues el hecho no constituye 
el delito de estata, ni el de hurto, sino el de daños: Ñ 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que definido el delito de estata en el núm. 5.* de lart. 548 
del Código penal, por el hecho de apropiarse una persona en perjuicio de 
otra de efectos que hubiese recibido en comisión ú otro título que pro- 
dusea obligación de devolverlos ó entregarlos, este delito, y no el de a 
del 579, cometió el cochero de punto Manuel González al apoderarse d 
bulto y su contenido, que recibió del viajero para su transporte, sin de- 
volver los efectos á que estaba obligado, bajo el pretexto engañoso de 
haber sido extraviados, cuando, según la sentencia reclamada, los entregó 
el recurrente en el trayecto de la carrera á otra persons: 
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Considerando que la mera equivocación de citarse en la sentencia el 
núm. 1.0 en lugar del 5.0 del art. 548 del Código, no es motivo de casación 
ni cambia la naturaleza del delito, ni afecta á la calificación del mismo la. 
penalidad sefialada: 

Considerando que, esto supuesto, la Audiencia de esta corte no come- 
tió el error de derecho atribuído en el recurso ni las infracciones legal 
consiguientes ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al 
interpuesto por Manuel González Alvarez contra la sentencia dictada por 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, condenándole en las*! 
eostas y al abono de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejorase de : 
fortuna; lo que se comunique á dicha Sala á los efectos procedentes.—: 
(fientencia publicada en 21 de Enero de 1893, ó inserta en la Gaceta de 3' 
de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Enero de 1893).—Sala segunda.—.Des- 
ebediencia.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Tomás Domínguez (Au- 
diencia de Huelva), y se resuelve: 

Que existe el delito de desobediencia grave á la Autoridad, previsto en el 
art. 265 del Código penal, cuando se niega reiteradamente el cumplimiento de 
los mandatos de aquélla, con aa Y menosprecio de la misma, sin que pueda 
sostenerse que obra en el ejercicio de un derecho quien desconoce las dispost- 
ciones de la Autoridad, dictadas dentro de su competencia y jurisdicción, las 
cuales deben ser obedecicas, sin perjuicio de los recursos que las leyes otorguen 
á los que se estimen lesionados. 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Pedro 
Tomás Domínguez Muñoz contra sentencia de la Audiencia provincial de 
Huelva, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Aracena, »Be- 
guída al Domínguez por desobediencia grave á la Autoridad: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 24 de Octubre últi- 
mo, contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Que con fecha 21 de Noviembre del año próximo pasado, el 
Alcalde de Santa Ana la Real, D. Manuel Martín y Martín, publicó un 
bando de buen gobierno, previniendo, entre otros particulares, que desde 
la expresada fecha y á las diez de su noche quedasen cerrados todos los 
establecimientos de bebidas de aquella localidad, bajo apercibimiento de 
incarrir los que no lo obedecieran en la multa de 5 á 165 pesetas; bando que 
fuó fijado en los sitios públicos de costumbre, y se dió de él previo aviso 
verbal por el Alguacil de aquella Alcaldía á los dueños de citados estable- 
cimientos: hechos que declaramos probados: 

Segundo. Que el 22 del propio mes, ó sea al siguiente en que se publi- 
06 el expresado bando, el precitado Alcalde D. Manuel Martín y Martín 
requirió en su noche, y como á las dies de ella, á todos los dueños de di.- 
chos establecimientos para que se retirasen las personas que en ellos hubie- 
TA y Cerrasen sus puertas; y como en la del 26 del propio mes notara que 
el establecimiento de Tomás Domínguez, sito en la Plaza de la citada 

villa, se encontrara abierto, no obstante aquella prohibión 6 mandato, 
acompañado del Teniente de Alcalde D. Francisco Prieto Martín y depen- 
diente José García, se presentó en el mismo, ordenando al Domíngues, 
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como á otros sujetos que con él se hallaban tomando café, se retirasen y 
se cerrara su puerta, á lo que replicó el Domínguez que no tenían autorí- 
sación para entrar allí ni dar tales órdenes, porque él estaba en su casa 
con unos amigos y que aquello no era establecimiento público; insistiendo 
el Alcalde en que se retiraran y cerraran la puerta, el dicho Domingues 
insistió á su vez en la negativa; y cogido de la chaqueta por el Alcalde, le 
dijo que le siguiera para ir á la cárcel, lo que verificó hasta la puerta; pero 
al salir aquella Autoridad, cerró la misma el reiterado Domínguez, que- 
dando dentro con D. Nemesio López, volviendo á poco el citado Alcalde 
<on José González para llevarlo á la fuerza á aquel establecimiento; y corno 
éste dijera que no podía cargar con él como si fuera un fardo, en evita- 
ción de mayores escándalos se retiró el citado Alcalde sin conseguir se 
cumplieran sus mandatos hasta el siguiente, en que mandó detener al Do- 
míngues por medio de una pareja de la Guardia civil, poniéndolo á dispo- 
ri de aquel Juzgado municipal; hechos que declaramos asimismo pro- 


os: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que los hechos 
constituyen el delito de desobediencia grave á los mandatos de la Autori- 
dad, y que es autor Pedro Tomás Domínguez Muñoz, conocido por el se- 
gundo de estos nombres, sin circunstancias modificativas de responsabl- 
lidad, le condenó á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, acce- 
vorias, multa y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en los números 1.0, 3.0 y 5.0 del art. 849 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

io El art. 265 del Código penal, por indebida aplicación al hecho pro- 
cesal, porque los hechos no constituyen el delito penado, puesto que ne 
consta que fuera establecimiento público, ni las diez de la noche, cuando 
tuvieron efecto los hechos: | ' 

2.0 Caso de que lo constituyan, la circunstancia 11 del art. 8.0 de dicho 
Código, por no haberse tampoco aplicado, pues obraba el recurrente en el 
> ea del derecho de todo propietario á tener la puerta de su casa 
abierta: 

3.0 Los 265 y 588, núm. 5.9, por indebida aplicación del primero, y na 
aplicación del segundo, pues el hecho constituye á lo sumo la falta de des- 
obediencia leve que éste castiga: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: | 

Considerando que prescindiendo de que del contexto de la sentencia y 
de su sentido rectamente interpretado, se deduce que en la casa del recu- 
rrente existía un establecimiento público, comprendido en el bando 
de buen gobierno que indica el primer resultando, dictado legítimamente 
por el Alcalde en uso de sus atribuciones, y que la hora en que fué reque- 
rido su duefio por aquél para su cierre era la de las diez de la noche, á que 
se refería la prohibición ó mandato del bando, es lo cierto que la reiterada 
negativa del recurrente á cumplirlo, desconociendo Ja autoridad del Al- 
calde y el haberse negado después á seguirle, empleando para realizar su 
negativa un medio que, sobre impedir el cumplimiento de las órdenes de 
dicha Autoridad, añadía al acto la burla y el desprecio de la misma, son 
¿£ircunstancias que dan á la desobediencia el carácter de grave, puesto que 
sin el auxilio de la Guardia civil las órdenes del Alcalde desobedecido no 
hubieran tenido cumplimiento: 

Considerando que estando, como está, bien calificado por la Sala el 
hecho punible en el sentido indicado, toda otra calificación es improceden- 
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te, no pudiendo, por tanto, merecer aquél la de falta leve de desobedien- 
cia, por ser constitutiva del delito calificado: 

Considerando que no puede decir que obra en el ejercicio de un dere- 
cho aquel que comienza por desobedecer las órdenes de la Autoridad, las 
cuales, cuando están dictadas con competencia y jurisdicción, deben ser 
obedecidas, sin perjuicio de los recursos que contra aquéllas otorgan las 
leyes á los que se consideran lesionados: 

Considerando que, por las razones expuestas, la sentencia no contiene 
los errores é infracciones de ley que se alegan en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Ingar al inter- 
puesto á nombre de Pedro Tomás Domínguez contra la referida sentencia, 
dictada en 24 de Octubre de 1892 por la Audiencia provincial de Huelva, 
y le condenamos en las costas y pérdida del depósito constituído; comuní- 
quese esta resolución á dicho Tribunal á los efectos consiguientes. —(Sen- 
tencia publicada en 21 de Enero de 1898, é inserta en la Caceta de 8 de 
Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DK CASACIÓN (21 de Enero de 1893).—Jala segunda.—Honsi- 
cidio.—No ha lugar al interpuesto por Josó Martínez García (Audiencia. 
de Murcia), y se resuelve: 

Que la primera y fundamental condición que exige la ley para apreciar 
la cireunstancia eximente de responsabilidad criminal como justificación del 
derecho de defensa, es la preexistencia inmediata de la agresión ilegítima, sis 

ue tengan virtualidad jurídica para los q de exención Ó alenuación los 
onda requisitos del núm. 4.9 del art. 8.9 del Código penal, una vez negada la 
existencia de dicha agresión en el veredicto del Jurado: 

Que los estímulos poderosos que sirven de fundamento á la circunstan- 
cia atenuante 7.2 del art. 9.9 del Código, han de reconocer por base un hecho 
definido y probado, sin que aquéllos surjan de la cuestión que se promueva 
entre el agredido y el agresor. 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por José 
Martínez García contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de Mur- 
cía, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Cieza, seguida al 
Martínez por dos delitos de homicidio: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 9 de Junio último, 
consigna el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones son las siguientes: 
«A la primera pregunta. José Martínez García (a) Moro, ¿es culpable 
dei hecho de que en la tarde del día 9 de Noviembre de 1890, acomps- 
fiado de su hermano José, se encontró en la calle de San Damián de la 
villa de Abarán, á su convecino Antonio Gallego Pascual, con el que trabó 
cuestión por resentimientos anteriores, y sacando el García (a) Moro, 
una faca, infirió con ella al Gallego una lesión en la región posterior iz- 
quierda del tórax, que le produjo la muerte á las pocas horas?—Sí.—A la 
segunda.—El mismo José Martínez García (a) Moro, ¿es también cul pa- 
ble del hecho de que en el día, ocasión y sitio á que se refiere la pregunta * 
auterior, al tratar de interponerse Francisco Gómez Victorio entre su cu- 
fiado Antonio Gallego Pascual y el García (a) el Moro, para evitar la cues 
tión en que los dos e hallaban, recibió un golpe que le dió el último con 
la faca que momentos antes había herido al Gallego, causándole una le- 
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sión en la parte superior y posterior de la. región eortailiaca izquierda, á 
consecuencia de la cual falleció á los tres días? —Sí.—A la tercera. El refe- 
rido José Martínez García, ¿ha sido penado con anterioridad á los hechos 
relatados en las dos preguntas anteriores por los delitos de disparos de 
arma de fuego contra determinada persona y lesiones producidas por el 
disparo?—Sí.—A la cuarta. Si contestasen negativamente á la primera y á 
la segunda pregunta, Josó Martínez García (a) Moro, ¿causó á Antonio 
Gallego Pascual y á su cufiado Francisco Gómez las heridas que les pro- 
dujeron la muerte, con ocasión de que, acometiendo ambos sin motivo ni 
razón alguna con un palo al Martínez, y después de darle algunos golpes, 
se arrojaron sobre él, derribándole en el suelo, y en tal disposición fueron 
heridos los mencionados Antonio Gallego Pascual y Francisco Gómez?— 
No.—A la quinta. ¿Provocó el José Martínez García (a) Moro con actos ó 
palabras el suceso que dió por resultado las heridas y sucesivamente la 
muerte de los indicados Antonio Gallego Pascual y su cufiado Francisco 
Gómez?—No»: 

: Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
chos constituyen dos delitos de homicidio, de los que es autor José Martl- 
nes García, con la circunstancia agravante de reincidencia, le condenó á 
diecisiete afios, cuatro meses y un día de reciusión temporal por cada uno, 
accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que el procesado interpuso recurso de casación por que- 
brantamiento de forma y anunció el de infracción de ley, y resuelto aquél 
por la Sala tercera, ha formalizado éste, fundado en el caso 5.0 del art. 849 
de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 9.9, circunstancia 1.8, del Código penal, en relación con la 4.2 
del 8.0, porque dado como probado que el recurrente no provocó el su- 
ceso, esta falta de provocación es uno de los tres elementos constitutivos 
de la eximente de defensa propia y ha debido apreciarse tal circunstancia 
como atenuante: 

2.0 La 4,8 del mismo art. 9.9, que también ha debido estimarse, puesto 
que probado que antes de las lesiones se trabó una cnestión que el recu- 
rrente no provocó, la cuestión partió de sus adversarios, y por tanto, pre- 
cedió la provocación de éstos, de cuyo hecho se deriva dicha circunstancia 
atenuante: 

3.0 La?7.s del mismo art. 9.0, si no se estiman las anteriores, porque 
del mismo modo ha debido apreciarse el arrebato y obcecación, nacidos 
de la cuestión que precedió á las agresiones no provocadas por el proce- 


Resultando que esta Sala, en sentencia de 29 de Diciembre del año 
próximo pasado, declaró no haber lugar á la admisión del recurso en 
cuanto al sezundo de los motivos alegados por el recurrente, y lo admitió 
y declaró concluso aquél para vista con relación á los otros dos, cuyo re- 
curso impugnó oralmente el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: : 

Considerando que la primera y fundamental condición que exige la 
ley para que el autor de un delito contra las personas pueda invocar como 
causa de justificación ó de excusa el ejercicio del derecho de defensa, es 
la preexistencia inmediata de una agresión ilegítima dirigida contra aquél, 
sin cuyo hecho probado carecen de virtualidad jurídica, para los indica- 
dos efectos de exención y atenuación, en su caso, de la responsabilidad 
penal, dimanada del hecho punible, la concurrencia de los otros dos re- 
quisitos que exige el núm. 4,0 del art. 8.0 del Código penal, ó sea la nece- 
sidad racional del medio empleado por el agredido para repeler ó cortar 
la agresión, y la falta de provocación suficiente por parte del mismo; doc- 
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trina recordada con repetición por esta Sala en casos análogos al presente, 
fundada en el texto del citado núm, 4.0 y en la propia naturaleza del de- 
recho de defensa: 

Considerando que en la ejecución de los hechos relacionados y afirma- 
dos como ciertos en el veredicto del Jurado, no sólo no se declara que el 
recurrente fuese objeto de ninguna clase de agresión por parte de nadie, 
ni menos de los lesionados Antonio Gallego y Francisco Gómez, sino que 
en la primer pregunta se afirma que aquél fué quien trabó cuestión por 
resentimientos anteriores que no se expresan con el Gallego, y en la 
cuarta se niega que los segundos le acometieron antes de ser heridos por 
él, cuyas declaraciones de hecho, indiscutibles en casación, indican la im. 
procedencia notoria de la apreciación en el caso de autos de las circuns- 
tancias eximentes y atenuantes, derivadas de la defensa personal, no obs- 
tante la no provocación del suceso por parte del recurrente, que con cierta 
falta de concordancia con la afirmación contenida en la primera pregunta, 
reconoce el veredicto en la quints: 

Considerando que si bien el estado de arrebato de la voluntad y la ob- 
cecación del entendimiento en el momento del delito constitaye una cir- 
cunstancia atenuante, cuando es consecuencia de estímulos poderosos que 
naturalmente lo producen, no puede hacerse aplicación de esta doctrina 
al caso presente, porque los estímulos á que la ley alude han de reconocer 
por base un hecho perfectamente definido y declarado probado para po- 
der apreciar su naturaleza y determinar si, atendida aquélla y la energía 6 
influencia morales que imprimen en el ánimo del culpable, son natural- 
mente suficientes para originar y con efecto producen estado de arrebato 
y obcecación de entidad bastante para llenar las exigencias de la ley en 
la esfera de la atenuación; y como ningún hecho consta declarado en el 
veredicto que merezca la calificación de estímulo poderoso de la índole 
de los que la ley admite, y como, según la misma defensa del recurrente, 
el arrebato y la obcecación que supone en su patrocinado debió surgir de 
la cuestión habida entre éste y Antonio Gallego, resulta por modo claro 
que la circunstancia 7.8 del art. 9.0 del Código penal, que se pretende en 
favor del primero, carece de apoyo en los hechos, y solamente se alega 
bajo el de una mera suposición, insuficiente para determinar su aprecia- 
ción jurídica: 

Considerando que, por las razones expuestas, la sentencia no contiene 
el error de derecho é infracciones legales que se denancian en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto á nombre de José Martínez García contra la referida sentencia, dio- 
tada en 9 de Junio del añio próximo pasado por la Audiencia de lo crimi. 
nal de Murcis, y condenamos al recurrente al pago de las costas y de la 
cantidad de 125 pesetas, en concepto de depósito no constituído, cuando 
mejore de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador 
á los efectos consiguientes, devolviéndose la causa. —(Sentencia publicada 
en 21 de Enero de 18938, 6 inserta en la Gaceta de 3 de Septiembre del 
mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (24 de Enero de 1893).—Sala tercera.—Asesi- 
nato.—No ha lugar al interpuesto por Lorenzo Hidalgo Valle (Audiencia 


de Salamanca), y se resuelve: . 
Que no existe contradicción que autorice la reforma dol veredicto del Jw- 
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mado cuando éste consigna claramente gue el culpable causó las heridas de 
modo inesperado y repentino, sin anterior provocación por su parte, ni agre- 
sión por la del ofendido, siendo, en su consecuencia, improcedente el recurso. 


En la villa y corte de Madrid, á 24 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Lorenzo Hidalgo Valle contra la sentencia dictada por la Audiencia 
provincial de Salamanca, en causa seguida al mismo en el Jazgado de ins- 
trucción de Ledesma, vista ante el Tribunal del Jurado, por asesinato. 


Resultando que segnida causa en el Juzgado de instrucción de Le- 
desma contra Lorenzo Hidalgo Valle, por muerte de José García Hernán - 
dez, y seguido el juicio por sus trámites, sometido e) hecho al conocimiento 
del Tribunal del Jurado, pronunció éste su veredicto en los términos si. 
guientes: «Pregunta primera. Lorenzo Hidalgo Valle, ¿es culpable de ha- 
ber inferido con una navaja á José García Hernández, al anochecer del 20 
de Mayo último, y en las inmediaciones de la taberna de Angela Gonzá- 
lez, en el pueblo de Zarapicos, dos heridas penetrantes, una en la región 
glútea izquierda, y otra en la parte inferior del costado derecho, que inte- 
resó la arteria, hígado y peritoneo, por consecuencia de la cual falleció 
dicho José García en la mañiana del 22 del referido mes de Mayo? —8f1.— 
Segunda. En el hecho á que se refiere la pregunta primera, ¿ha concurrido 
la circunstancia de haber causado Lorenzo Hidalgo las heridas á Jos6 
García de un modo inesperado y repentino, hallándose el García en 
aquel momento completamente desapercibido é indefenso, y sin tener mo. 
tivo alguno para sospechar la agresión? —81.—Tercera. En el hecho á que 
se refiere la pregunta primera, ¿ba concurrido la circunstancia de haber 
sido acometido y maltratado primeramente Lorenzo Hidalgo por Domingo 
García y José García Hernández? —No.—Ouarta. En el becho á que se re- 
flere la pregunta primera, ¿ha concurrido la circunstancia de haberse en 
contrado Lorenzo Hidalgo en la necesidad de emplear su navaja, hiriencdo 
con ella á José García, para librarse de la agresión de éste y de Domingu 
García? — No.—Quinta. Ea el hecho á que se refiere la pregunta primers, 
¿ha concurrido la circunstancia de no haber provocado Lorenzo Hidalgo 
á José y Domingo Garcia?—Sí.—Sexta. El hecho de la pregunta primera, 
¿se ha ejecutado con la circunstancia de haber provocado inmediatamenr tu 
antes Josó y Domingo García á Lorenzo Hidalgo? —No»: 


- Resaltando que leído el veredicto en la sesión del juicio, en vista de 
que era de culpabilidad, la defensa hizo presente la contradicción que exis- 
tía al contestar la pregunta quinta, con todas las demás, en relación al ob- 
jeto de que se sometiera dicho veredicto á revisión del mismo Jurado; y 
después de oponerse el Fiscal á la indicada pretensión, acordó la Sala que 
no existía la contradicción que indicaba la defenea, por lo que ésta for- 
muló protesta, que se consignó en el acta: 


Resultando que la citada Audiencia provincial de Salamanca, por sen. 
tencia de 29 de Octubre de 1892, calificó los hechos afirmados en las pre- 
guntas primera y segunda del veredicto como constitutivos de un delito 
de asesinato, por haberse realizado la muerte de José García Hernández 
de un modo violento y con alevosía, de cuyo delito fué autor Lorenzo Hi. 
dalgo Valle; y estimando que contestadas negativamente las preguntas 
tercera, cuarta y sexta, y de un modo afirmativo la quinta, no eran de 
apreciar las circunstancias eximentes ni atenuantes alegadas por la defensa, 
y no concurriendo ninguna otras, toda vez que la alevosía era inherente y 
evalificativa del delito que se perseguía, procedía imponer al.culpable la 
pena sefialada por la ley en su grado medio, condenó al referido Hidalgo. 
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á la de cadena perpetua, accesorias, indemnización de 2.000 pesetas al pa- 
dre del interfecto y costas: 

Reeuitan:lo que contra la anterior sentencia ha interpuesto la defensa 
de Lorenzo Hidalgo Valle recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, y anonciado al propio tiempo el de infracción de ley, autorizado 
aquél por el art. 119, núm. 2.0, en relación con el 111 de Ja del Jurado, 
puesto que al publicarse el veredicto, pidió, en uso del derecho que la ley 
le concedía, que fuera devuelto al Tribunal de hecho, toda vez que exiatía. 
notoria contradicción entre las contestaciones dadas á las preguntas de 
aquél, puesto que siendo afirmativas las que se referían á la culpabilidad 
del procesado y á la circunstancia cualificativa de la alevosía, la existencia 
de la agresión ilegítima y del medio racional empleado para la defensa, 
que era circunstancia exentiva, alegada por la representación del pfoce- 
sado, eran negadas, si bien admitiendo el tercero de los requisitos de la. 
miema defensa legítima al contestar á la quinta pregunta; que la contra- 
dicción entre lo contestado á ésta y al resto de las demás del veredicto, 
era bien patente, á su entender, pues ni la alevosía podía subsistir legal- 
mente, ni era tampoco posible llegar á la calificación de asesinato, como 
se bizo en la sentencia del Tribunal de derecho; y que por ello, fundado 
en lo que dispone el núm. 2.9 del art. 107 de la repetida ley, pidió que 
fuese sometido el veredicto á revisión del mismo Jurado, pretensión que 
denegó la Sala, y contra el acuerdo de ésta protestó: 

Resultando que admitido por la Audiencia sentenciadora el mencio- 
nado recurso por quebrantamiento de forma, elevó á éste Tribunal Sua- 
premo la causas origina!, con citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Mayistrado D. Juan Iynacio de Morales: 

Considerando que si bien el motivo alegado como fundamento del re- 
curso constituye causa de casación por quebrantamiento de forma, con 
arreglo al núm. 2.9 del art. 107 de la ley del juicio por jurados, y en la ja- 
terposición del mismo se ban cumplido todos los requisitos prevenidos, 
es, sin embargo, improcedente el recurso, porque notoriamente no existe 
la contradicción que el recurrente supone en las preguotas del veredicto, 
contestadas por los jurados, pues todas expresan claramente por distintos 
conceptos que el recurrente y procesado Lorenzo Hidalgo Valle cansó las 
Leridas de un modo inesperado y repentino, sin provocación anterior por 
su parte, ni agresión por la del ofendido 6 interfecto José García Hernán- 
dez, ni del Domingo García: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la expresada 
sentencia de la Audiencia provincial de Salamanca, por Lorenzo Hidalyo 
Valle, á quien condenamos en las costas; particípese á dicha Audiencia, y 
pase la causa á la Sala segunda de este Tribunal Supremo en cnanto al re- 
curso anunciado por infracción de ley.—(Sentencia publicada en 24 de 
Enero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 14 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893).—Sala segunda.— Hurto. 
—No ha lugar al interpuesto por Fermía Díaz Ruiz (Audiencia de Mudrid), 
y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso de casación cuando en ed escrito interponién 
dole no se cita la disposición de la ley de Enjuiciumiento criminal congruente 
von el error que se supone cometido en la sentencia reclamada. 
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En la villa y corte de Madrid, á 25 de Euero de 1893, en el rernrso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Formín 
Díaz Ruiz, y preparado por Mariano Majano Marín, contra la sentencia pro- 
nnociada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, en causa 
por harto: 

Resultando que en la expresada sentencia se consignan los hechos en 
ha forma siguiente: 

Resultando probado que Fermín Díaz y Mariano Majano sustrajeron el 
día 13 ¡le Abril último dos cargas de cañisa de la: dehesa de Villamejor, 
propisdad del Conde de Muguiro, las que utilizaron en provecho propio, 
ocupándoseles una, que ha sido tasada en una peseta y en 36 el dafíio cau- 
sado en la finca, sin que para verificar dicha sustracción empleasen fuerza 
pi violencia alguna los culpables: 

Resaltando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid Jeclaró que los hechos probados constituyen el delito 
de hurto, en cantidad que no excede de 10 pesetas, con ánimo de lucro, 
previsto y penado en los artículos del Código penal 530 y 531, núm. 5.0, 
del que son responsables en concepto de autores Fermín Díaz Ruiz y Ma- 
riano Majano Martín, sin circunstancias modifivativas; y vistos los artícu- 
los citados y demás concordantes de aplicación, condenó á cada uno de 
dichos dos autores á la pena de dos meses y un día de arresto mayor con 
sus accesorias y la mitad de las costas, con devolución al perjudicado de 
la caña ocupada: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dichos dos penados, que se ha inter- 
paceto antorizado por los artículos de la de E:juiciamiento criminal 487, 
488 y 489 (así dice), que digpone que debe entenderse infringida la ley 
cuando se penan cumo delitOs ó faltas hechos que no lo sean, citando como 
infringidos: 

1.0 El párrafo tercero del art. 530 del Código penal, en relación , entre 
otros, con el segundo párrafo del 617 del mismo, en cuanto no se ha tenido 
presente para su aplicación: 

20 El referido art. 617, que castiga al dafiador que sustraiga los fratos 
ú objetos del dafio causado coyo valor no exceda de 20 pesetas, siendo 
aquéllos leñas ó frutos: 


30 Dicho artículo, en su párrafo primero, en cuanto no se ha penado 
el hecho en concepto de la falta que castiga de cortar árboles ó talar ra- 
maje ó lefías ajenas, cuando el dafiv no exceda de 50 pesetas: 


Resultando que declarado desierto el recurso respecto del Mariano Ma.- 
jano Marín, por auto de esta Sala de 6 de Diciembre último, por no haberse 
coostituf.lo el depósito que deterinina el art. 875 de la ley de Ebujuicia- 
miento criminal para los qne no están declarados pobres ni insolventes, se 
tustruyó el Ministerio fiscal, que no se opuso á la a.|misión del recurso, y 
s-fialado día para la vista á que se refiure el art. 883 de la ley de Enjuicía- 
miento criming|], tavo lugar el acto. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Cunsi:lerando que prescindiendo de la omisión que contiene el recurso 
de no señalar el número del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal 
quie lo autorice, si bien se dice que en aquél se comprende el caso en que 
ss penen como delitos ó faltas huchos qne no lo sean, es lo cierto que tudo 
el fundamento y tendencia del recurso consiste, no en afirmar que los cas- 
tigados por la Sección sentenciadora no constituyen delito ni falta, sino en 
y*ronocer que solamente constituyen la falta castigada en el art. 617 del 
Código penal, cuya opinión no guarda perfecta congruencia con el supuesto 


us 


84 JURISPRUDENCIA ORIMINAL, 


error que el recurrente alega, comprendido, aunque no lo determina, en el 
núm. 1.0 del precitado art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Considerando, además, que no se cita en el recurso el núm, 3.0 de aquel 
artículo, único aplicable al caso en cuestión, dado el error que el recu- 
rrente supone cometido por la Audiencia sentenciadora al calificar los he- 
chos declarados probados, puesto que pide que se declare que son consti- 
tutivos de la expresada falta, y no del delito que en la sentencia se castiga: 

Considerando que cuando en el escrito de interposición del recurso no 
se cita el número del art. 849 de dicha ley congruente con el error que se 
denuncia en la sentencia reclamada, así como cuando el número citado no 
guarda aquella necesaria congruencia, el recurso es inadmisible por faltar 
en él uno de los requisitos externos del recurso que la ley exige; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi.- 
sión del interpuesto á nombre de Fermín Díaz Ruiz contra sentencia die- 
tada en 5 de Noviembre último por la Sección primera de la Sala de lo erl- 
mina] de la Audiencia de esta corte, condenándole en las costas y al pago 
de 125 pesetas, en concepto de depósito, cuando mejore de fortuna; comu- 
níquese esta resolución á dicho Tribunal á los efectos consiguientes. — 
(Sentencia publicada en 25 de Enero de 1893, é inserta en la Gaceta de 3 de 
Septiembre del mismo año.) 
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RECURS0 DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893). —Sala segunda. —.Es- 
tafa.—HMa logar al interpuesto por D. Eulogio Moya Gómez (Audiencia de 
Santander), y se resuelve: 

Que limitadas las atribuciones de los Secretarios de Ayuntamiento á lo 
dispuesto en el art. 125 de la ley Municipal vigente, el hecho de extender y 
refrendar una providencia del Alcalde, que se cree manifiestamente injusta, 
no implica la cooperación consciente y voluntaria en el delito definido en el 
art. 369 del Cudigo penal, y sólo significan tales uctos el cumplimiento de una 
obligación impuesta por la ley á aquellos funcionarios. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Eulo- 
logio Moya Gómez contra la sentencia de la Audiencia provincial de San- 
tander, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Cabuérniga, 
seguida al Moya y otros por falsedad y retención de bienes: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 31 de Octubre último, 
contiene el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones, entre otras, son las 
siguientes: «A la novena pregunta. El procesado D. José Martínez Rábago 
jos culpable de haber decretado en 2 de Septiembre de 1890, ejerciendo 

hcionos de Alcalde de Ruente, la retención de un caballo de la pertenen- 
cia de D. José Gutiérrez Ganchegui, que fuera prendado y cuya entrega 
reclamó su dueño, ordenando á la vez que no se le devolviese antes de 
hacer efectiva la multa de 50 céntimos de peseta? —S1.—A la décima pre- 
gunta. ¿Fué notificada esta providencia á 1. José Gutiérrez? —No.—A la 
undécima pregunta. ¿Se instruyó algún expediente en la Secretaría del 
Ayuntamiento de Ruente para la exacción de la multa impuesta al Don 
José Gutiérrez Ganchegui?—No.—.A la duodécima pregunta. El procesado 
Martínez Rábago ¿es culpable de haber publicado un anuncio en el Boletís 
oficial de la provincia de Santander en 13 de Septiembre de 1890, que 
remitiera al efecto en 9 de dicho mes, y en el que decía hallarse en poder 
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del Alcalde de barrio de Ucieda de Abajo un caballo, haciéndolo público 
para que llegara á conocimiento de su dueño y pasaran á recogerlo en el 
término de treinta días, previo el pago de costas originadas, transcurridos 
los que se remataría en pública subasta? —Sí.—A la décimatercera pre: 
gunta. El anuncio de venta del caballo y su remate ¿fueron aprobados por 
el Gobernador de la provincia?—81.—A la décimacuarta pregunta. Dicho 
procesado Martínez, ¿es culpable de haber procedido á la venta del caballo 
en público remate celebrado en 26 de Octubre de 1890, por no haberse 
presentado nadie en el plazo indicado en el anuncio á recogerlo, adjudi.- 
cándose en 80 pesetas á D. Manuel García Días, vecino de Sofefñia?—81.— . 
A ia décimaquinta pregunta. El procesado D. Eulogio Moya ¿es culpable 
de haber cooperado á la ejecución de los hechos indicados en Jas pregun- 
tas nueve, doce y catorce, autorizándolos y certificando de los mismos 
como Secretario del Ayuntamiento de Ruente? —81.—A la décimasexta 
pregunta. D. Josó María Martínez, en la retención del caballo y exigencia 
de la multa, ¿obró fundándose en lo establecido por el Ayuntamiento de 
Ruente en 20 de Marzo de 1887?—No.—A la décimaséptima pregunta. 
En sesión celebrada por dicho Ayuntamiento en 20 de Marzo de 1887, ¿ue 
acordó la publicación de un bando aprobando las reformas practicadas en 
el de 21 de Marzo de 1874, y dejando sin efecto las disposiciones que se 
opusiesen á aquél), en el que se prevenía que declaradas acotadas todas las 
mieses y praderías, los ganados que fuesen al pasto debían ir vigilados y 
custodiados por una persona, exigiéndose al dueño de toda res abando- 
nada la multa de 50 céntimon de peseta á dos, sin perjuicio de las demás 
responsabilidades que pudiesen afectarle?—8í.—A la décimaoctava pre- 
gunta. ¿Existía en Ruente la costumbre de exigir la multa que se impu- 
siese al dueño de una res que se prendase y de no entregársela hasta que 
previamente hiciese su pago?-—No.-—A la décimanovena pregunte: ¿Tenía 
esto efecto cuando el dueño era conocido? —No.——A la vigésima pregunta. 
¿Se ejecutaba tan solo cuando no lo era ó era forastero? —B81.—A la vigó- 
simaprimera pregunta. El caballo perteneciente á D. José Gutiérrez Gan- 
chegui, ¿fué encontrado trabado con una cadena de hierro de tres cuartas, 
sin que nadie lo cuidase, en terreno particular y sitio denominado Prado 
del Rudíial el 31 de Agosto de 1890 por el guarda rural Atanasio Osló, 
que lo entregó en la misma fecha á Josó Antonio Gómez, Alcalde de 
barrio de Ucieda de Abajo, quien lo puso á disposición del Alcalde de 
Ruente?—8L—A la vigósimasegunda pregunta. ¿Se observaba en Ruente 
en la fecha indicada del 90 lo acordado en sesión del Ayuntamiento de 
30 de Marzo de 1862, de que no se castigase al duefio de caballos trabados 
con grillos de tres cuartas aunque se les encontrase haciendo dafio?—8fÍ. 
—A la vigésimatercera pregunta. ¿Constaba á los procesados que la res 
caballar que obraba en poder del Alcalde de barrio de Ucieda era de la 
nencía de D. José Gutiérrez?—Sí.—A la vigésimacuarta pregunta. 
¡cho caballo, ¿faé reclamado el mismo día que fué prendado por Dofía 
Clotilde Gutiérrez, como de la propiedad de su hermano D. José, esponta- 
neándose á pagar los gastos de custodia que hubiese ocasionado? —8í.— 
A la vigésimaquinta pregunta. ¿Lo fué al día siguiente por la misma Dofía 
Clotilde, acompañada de Tomás Bermudo y Cipriano García, negándose 
dicho Alcalde de barrio á devolverlo, ínterin tanto no se hiciese el pago 
de la multa de 50 céntimos de peseta? —Sí.—A la vigésimasexta pregunta. 
D. José Gutiérrez Ganchegni, en 2 de Septiembre de 1890, ¿se dirigió en 
atenta solicitud al procesado D. José María Martínez, Alcalde de Ruente, 
pidiéndole le fuese devuelto su caballo, obligándose á satisfacer los gastos 
arriba expuestos, ó sea los de custodia y dafios, denegándose su petición 
en la forma y fecha indicados en la pregunta?—81.—A la vigésimaséptima 
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pregunta. Después de ldictada esta providencia ¿hizo uso D. José Gan- 
cheyi de algún recurso en contra de la misma, ó reiteró la reclamación de 
entrega del caballu?—No.——A la vigésimaoctava pregunta. D. José María 
Martínez, al ejecutar los hechos expuestos en la segunda pregunta, ¿ubró 
con descuido ó negligencia graves? —No»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que la provi- 
dencia dietada en 2 de Septiembre de 1890, integra el delito definido en el 
art. 369 del Código, de que son autores los procesados Martínez Rábago, 
por participación directa, y Moya Gómez, por cooperación á su ejecución, 
con un acto sin el cus! no se hubiera verificado, y que vo son de estimar 
circunstancias modificativas de la responsabilidad, los condenó á cada 
uno 4 once añiós y un día de inhabilitación especial y costas, y les absolvió 
del delito de falsedad: 

Resultando que el procesado Moya ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, fundado en el art, 849, núm. 4.0, de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 869 del Código penal, porque la responsabilidad penal por 
la referida providencia no puede alcanzar á Moya por ser Secretario del 
Ayuntamiento, ann en el supnesto de haber autorizado los hechos del 
Alcalde, que terminaron con la venta del caballo en cuestión, 

2,0 El art. 13 del mismo Código, porque aur autorizando esos hechos 
y certificando de ellos, no pueden estimarse como necesarios para la comi 
sión del delito, porque dichos hechos son actos personalísimos de la Auto- 
ridad municipal. o» 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal condyuvó el 
Tecureo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que el único motivo, objeto de resolución en el presente 
recurso, se balla limitado á saber si la Audiencia provincial de Santander 
cometió ó no error de derecho al determinar la participación del recurrente 
D. Eulogio Moya en el delito de prevaricación que pena la sentencia 
recurrida: 

Considerando que, según el art. 389 del Código penal; incurre en el de- 
lito de prevaricación el funcionario público que á sabiendas dictare ó con- 
sultare providencia ó resolución injusta en negocio contencioso adminis- 
trativo Ó meramente administrativo: 

Considerando que atribnída al recurrente la particinación en el delito- 
de autos por cooperación directa, como Secretario del Ayuntamiento del 
pueblo de Ruente, haciéndola consistir en haber autorizado y camplimen- 
tado con tal carácter de Secretario la providencia de 2 de Septiembre 
de 1890, dictada por D. José María Martínez Rábago, en funciones de Al- 
calde de dicha localidad, referente á la retención y venta en enbasta pú- 
blica de un caballo prendado de la pertenencia de D. José Gutiérrez, es 
evidente el error de derecho en que incurrió la Audiencia al determinar 
el concepto de la participación del Secretario, porque limitadas las atribu- 
ciones é intervención legal de este funcionario á lo dispuesto en el art. 125 
de la ley Municipal de 2 de Octubre de 1887, el acto de extender y re- 
frendar la mencionada providencia sólo implica el cumplimiento de una 
estr y no la cooperación consciente y voluntaria á una resolución 

njusta: 

Considerando que, esto snpuesto, la Audiencia provincial de Santander 
incurrió en el error de derecho atribuido, infringiendo las disposiciones 
legsles que se invocan en e) recurso; 

Fallamos que dehemos declarar y declaramos haber Ingar al recurso 
interpuesto por D. Eulogio Moya Gómez contra la rentencia dictada por 
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-la Audiencia provincial de Santander, la cual casamos y anntamos, decla- 


raodo de oficio las costas; devuélvase el depósito al Procn:a.lor que lo 
ha constituído; lo que con la sentencia que á continuación es dicte se co- 
munique á dicha Audiencia á los efectos procedentes. (Sentencia publi. 
-cada en 25 de Enero de 1898, é inserta en la Gaceta de $ de Septiembre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893).—BSala segnnda.—De- 
Ffraudación. —Ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estadu (Andien- 
cia de Bargos), y se resuelve: 

Que aun cuando por el art. 207 de las Ordenanzas de Aduanas es permiti- 
da la libre circulación de mercancias de procerlencia extranjera por el inte- 
rior del Reino, se exige en ellas la conservación de los marchamos, incurrién- 
dose en otro caso en el delito de defraudación, previsto en el núm. 3.0 del ar- 
-bículo 19 del Real decreto de 20 de Junio de 1853. 

Que cuando se ignora el punto de introducción de Ins géneros 6 mercantías 
de dicha procedencia, es competente para conocer de la causa el Juez del lu- 
gar en donde se verifica la detención, con arreglo al art. 15 de la ley de En- 

Juiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Abogado del Estado contra auto de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Burgos, en causa por defraudación á la Hacienda, iniciada en el Juz- 
£gado de instrucción de Bilbao: 

-Resultando que el expresado auto, dictado el 5 de Noviembre último, 
gontiene el siguiente resultando, aceptado de otro auto de 2 de Septiembre 
anterior, dictado por el Juez de instrucción de Bilbao: 

Que de la copia del expediente formado por la Administración espe- 
-Cial de Hacienda de esta provincia, que encaheza estas diligencias, apa- 
rece que la caja aprehendida y objeto de las mismas procede de la casa 
Madame Ladinat, de París, y facturada en la estación de Irún á esta villa, 
según carta de porte núm. 9.464, gran velocidad: 

Resultando que bel Juez de instrucción de Bilbao se inhibió del cono- 
«cimiento de la causa en favor del de su clase de San Sebastián, y utilizado 
por el Abogado del Estado recurso de apelación contra el auto inhibito- 
rio, la Sala de lo criminal de la Audiencia de Burgos le confirmó por el 
suyo de 5 de Noviembre último: 

Resultando que contra ese auto ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley el Abogado del Estado, autorizado por el art. 850, en re- 
lación con el párrafo sezundo del 848 de la ley de Enjuiciamiento crimíi- 
nal, citando como infringidos el párrafo tercero del art. 14 de la propia 
ley, al confirmar la Sala el auto de inhibición cuando resulta cometido el 
delito en Bilbao, y el núm. 1.0 del art. 15 de la misma ley, pres aunque la 
<aja sprehendida se haya facturado en Irún, no consta por dónde se hizo 
su introducción, y no apareciendo dónde se cometió el delito, es compe- 
tente para instruir el sumario el Juez del partido donde se descubran 
pruebas materiales de aquél, en este caso Bilbao: . 

Resultendo que el Ministerio fiscal impngnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el art. 207 de las Ordepanzas de Aduanas, aun cuan- 
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do permite la libre circulación de mercancías en todo el Reino, exige para 
los tejidos de fabricación extranjera que conservan puesto el marchamo 
colocado en la Aduana de entrada, con el que se acredita el pago de los». 
derechos á la Hacienda, incurriendo, por la sola detención ó conducción: 
de géneros sin este requisito, en el delito de defraudación que define el 
núm. 3.9 del art. 19 del Real decreto de 20 de Junio de 1852: 
. Considerando que del auto reclamado no aparece el punto ó Aduanas 
de la frontera por donde se introdujo la caja que, procedente de París, 
contenía tejidos de seda, y sí sólo que dicha caja se facturó en la estacióxa 
del ferrocarril de Irún para Bilbao, y que en esta última estación fué de- 
tenida por carecer de sello ó marchamo, que acreditaba el pago del adeudo. 
correspondiente: 
A Considerando que, ignorándose si la caja se introdojo por la Aduana 
de Irún ó por otra de la frontera, no puede asegurarse, sin temor de incu- 
rrir en error, el lugar en que el delito se cometió, teniendo, por lo tanto, 
para fijar la competencia del Juez, que atenerse al punto en que fueron 
descubiertas las pruebas materiales del delito, con arreglo á lo dispuesto 
en el caso 1.0 del art. 15 de la ley de Enjuiciamiento crimina), y siendo 
indudable que esto ocurrió en Bilbao, es visto que el Juez de instrucción 
de esta villa es el competente para conocer de la causa, y á no estimarilo - 
así la Sala de lo criminal de la Audiencia de Burgos, ha incurrido en el 
error de derecho é infringido las disposiciones legales que el Abogado del 
Estado invoca en su recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso- 
que contra el auto dictado por la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
Burgos ha interpuesto el Abogado del Estado, y en su consecuencia casa- 
mos y anulamos dicho auto y declaramos las costas de oficio; comuní. 
quese esta resolución y la que á continuación se dicta á dicho Tribunal, 
á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 25 de Enero de 1898, é- 
inserta en la Gaceta de 6 de Septiembre del mísmo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893).—Sala segunda.— Lesio- 
nes.—No ha lugar al recurso interpuesto por Leandro Adillón (Audien- 
cia de Huesca), y se resuelve: 

Que el recurso de casación ha de fundarse siempre en los hechos que como- 
probados consigna la sentencia recurrida, siendo en otro caso inadmisible. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Lean- 
dro Adillón Puyané contra sentencia de la Audiencia provincial de Hues- 
ca, en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado de instrucción de Be- 
nabarre, por lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 18 de Agosto último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el día 29 de Octubre último, Miguel Baró Pallares, ve- 
cino de Colle, estando durmiendo en un pajar, notó que le arrojaban pie- 
dras desde fuera, lo que hizo que se viese en Ja necesidad de pedir auxi- 
lio, á cuyas voces acudió su hijo político Audrés Prast y Pascual, el que 
permaneció en el indicado pajar cosa de un cuarto de hora para ver si 
continuaban tirando piedras; mas como observase que ya no le molesta- 
ban, regresó á su casa, y en el camino, Martín Pallas Prarrall y Leandro. 


RECURSOS Y COMPETENCIAS 89 


Adillón Puyané, la emprendieron contra él á pedradas, causándole dos le- 
siones, una en la región frontal y otra en el dedo pulgar, que para su cu- 
ración necesitaron ochenta y siete días de asistencia facultativa, con 
igual tiempo de privación de trabajo, quedándole deformidad en la frente; 
hechos probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos constitutivos de un delito de lesiones graves, previsto en el núm. 3,0 
del art. 431 del Código penal, de que eran autores, sin circunstancia al- 
frana eximente, atenuante ni agravante, Martín Pallas y Leandro Adillon 
Payané, 6 impuso á cada uno la pena de un año, ocho meses y veintiún 
días de prisión correccional, accesorias, indemnización y mitad de costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Leandro Adillón 
recurso de casación por infracción de Jey, autorizado por el núm. 3.0 del 
art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infracciones 
las de los artículos 481, núm. 8.9, y 435 del Código penal, porque dado el 
sitio de la lesión, no se comprende ni puede sostenerse que al ofendido le- 
haya quedado deformidad en el sentido que quiere el Código penal y de- 
fine el Diccionario, sino una cicatriz, más ó menos visible, que no puede 
equipararse como la ley equipara la deformidad á la pérdida ó imutilización 
de un miembro, y porque no habiéndose determinado quién de los dos 
procesados causó la lesión, que era única y no pudieron hacérsela ambos,. 
hay que aplicar la responsabilidad que alcanza á los que en riña tumul. 
tuaria ejercen violencia sobre las personas que queden heridas: 

Resaltando que admitido el recurso, fué impugnado en el acto de la 
vista por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín. 

Considerando que como en la sentencia cuya casación se solicita ex- 
presamente se declara que Andrés Prats resultó con deformidad en ls 
frente por consecuencia de las piedras que lanzaron contra él Jos procesa- 
dos, y ni en los resultandos ni en Jos considerandos de la misma se con- 
signa dato alguno del que pueda deducirse que aquella apreciación es 
desacertada ó errónes, el recurso no puede prevalecer por este motivo, 
faltando la base ó el fundamento necesario para estimar la infracción que 
se denuncia: 

Considerando que los hechos que como probados se relacionan en el 
resultando primero se oponen también á que prospere el recurso por el 
segundo y último de sus motivos, porque si bien la lesión en la frente 
sólo pudo causarse por uno de los dos agresores, como éstos simultánea- 
mente acometieron al ofendido, quien no opuso resistencia ni consta que 
realizara ningún acto para repeler el inesperado ataque de que fué objeto, 
no puede aceptarse la existencia de la rifa, y en todo caso que concurrieran 
en ella las condiciones que requiere el art. 430, en relación con el 435 del 
Código penal, que con buen acuerdo dejó de aplicar la Audiencia senten- 


Considerando, por lo tanto, que el fallo recurrido no adolece de los 
errores que se le imputan, ni resultan infringidos por el mismo los textos 
legales que se citan en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación, interpuesto contra la expresada sentencia de la Audiencia 
provincial de Huesca por Leandro Adillón Puyané, á quien condena- 
mos en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si me- 
jorase de fortuná; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los 
electos procedentes.—(Sentencia publicada en 25 de Enero de 1893, é in- 
serta en la Gaceta de 6 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893).—Sala segunda.—Mal- 
versarión.—Nou ha lagar al interpuesto por D. Joaquín -Fernándes Vallejo 
(Audiencia de Santander), y ee resuelve: 

Que incurre en la sanción penal del art. 407 del Código, el Alcalde, que 
en vez de ordenar el ingreso en la Depositaría municipal de las cantidades 
que, procedentes de la contribución industrial y de consumos, le fueron entre. 
gadas por el Recaudador, dispone de parte de dichas sumas para usos propios, 
aunque no cause dafio ó entorpecimiento al servicio público: 

Que si bien la ley Municipal no atribuye á los Alcaldes la recaurdación, 
siempre resultaría la comisión del delito con ocasión de ser aquellos funciona. 
riva públicos y hallarse por tal to encargados de la administración de 
los fondos del Municipio, viniendo el delito comprendido en el art. 410, en re 
lación con el 407 ya citado. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Enero de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Joaquín Fernández Vallejo contra sentencia de la Audiencia provincial de 
Santander, en cansa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de To- 
rrelavega, por malversación de caudales: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Noviembre úl- 
timo, consigva los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que encargado D. José María Gato, empleado en la Secrcta- 
ría del Ayuntamiento de Torrelavega, de la recaudación de la contribución 
indcetrial por el rematante de la misma en el ejercicio económico de 1878 
á 79, y á la vez por dicha Corporación, de lo que se percibiese por consu- 
mos, entregaba desde el segundo trimestre del 78 los fondos públicos así 
recaudados á D. Joaquín Fernández Vallejo, Alcalde entonces de dicha 
Corporación, quien hecho cargo de los mismos, verificaba los pagos á que 
estaban afectos en la Diputación y Tesorería de Hacienda de la provincia, 
liquidando, por último, cuentas con dicho Gato, de las que resultó un al- 
cance en contra del procesado de 3.853 pesetas 89 céntimos, de cuya can- 
tidad disponía para sus usos Ó atenciones particulares, y que posterior- 
mente reintegró en la Depositaría del Ayuntamiento donde resultaba aden- 
darse y debía obrar, D. Lorenzo Guerra Centeno, depositario de la Muni.- 
cipalidad, no sufriendo, por tanto, perjuicio alguno por ello la caja de la 
Hacienda municipal; hechos que se declaran probados: 

Resaltando que la Andiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos constitutivos de un delito de malversación de fondos públicos por uso 
. indebido de los mismos, sin dafio ni detrimento del servicio público, pre- 
visto y castigado en el párrafo tercero del art. 407 del Código penal, de 
que era autor, sin circunstancias modificativas de su responsabilidad, el 
procesado D. Joaquín Fernández Vallejo, al que impuso dos años y un día 
de suspensión para el ejercicio de todo cargo concejil y cualquiera otro de 
funciones análogas durante la condena, multa de 175 pesetas y costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto el proos - 
sado recureo de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 
del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infrim- 
gidos: 
).0 El art. 407 del Oódigo penal en su párrafo último, en relación com 
. los artículos 154 y 167 de la ley Municipal, por aplicación indebida, pues 
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eclo es aplicable cuando se trata de distracción de fondos por funcionario 
público que los tuviera á su cargo, circunstancia que no concurre en el 
caso de autos; y 

2.0 El art. 409 del mismo Código, que sólo autoriza el castigo de los 
funcionarios que hubiesen recibido fondos para su custodia 6 administra- 
ción, cuando no los entreguen después de requeridos para ello, en el sen- 
tido de que, habiéndose hecho en el caso actual la entrega sin desobede- 
cer ningún requerimiento, que no consta mediara, el hecho no constituye 
delito de ninguna clase: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que incnrre en la sanción del -núm. 3.0 del art. 407: del 
Código pena! el funcionario público que, sin daño ni entorpecimiento del 
servicio público, aplicare á usos propios ó ajenos los caudales ó efectos 
puestos á su cargo: 

Considerando que este delito cometió D. Joaquín Fernández Vallejo, 
según los hechos declarados probados en la sentencia reclamada, al! reci- 
bir como Alcalde, según se afirma en el primer considerando de aquélla, 
del Recaudador nombrado por el Ayuntamiento, cantidades referentes á 
la contribución industrial y de consumos, correspondientes al afio eco 
nómico de 1878 á 1879, y por lo tanto, al hacerse cargo de las mismas, en 
vez de ordenar su ingreso en la Depositaría del Municipio, y disponer pyra 
-ueos propios de 8.353 pesetas 89 céntimos, en que resaltó alcanzado, ineo- 
rrió ea el expresado delito, si bien sin causar dafio ni entorpecimiento del 
servicio público: : 

Considerando que no deja de constituir tal delito el que la ley Munici 
pal no atribuya á los Alcaldes la citada recaudación, pues aun prescin- 
diendo de esta circunstancia y de la cualidad de funcionario público que 
imprime el cargo que desempefiaba, con motivo del cual pudo cometer el 
delito, estaría comprendido en el art. 410 del propio Código, que hace ex 
tensivas las disposiciones del 407 á los que se hallasen encargados por 
cualquier concepto de fondos, rentas provinciales ó municipales, y por 
ello sería improcedente el recurso, fundado como se halla en el núm. 1.9 
del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que sólo es aplicable 
cuando los hechos probados no constituyen delito ni falta; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por D. Joaquín Fernández 
Vallejo contra la expresada sentencia de la Audiencia provincial de San- 
tander, condenando al recurrente en las costas y á la pérdida del depósito 
de 125 pesetas que ha constituído, al que se dará la aplicación correspon- 
diente; lo que se comunique á dicha Audiencia á los efectos oportunos. — 

tencia publicada en 25 de Enero de 1898, é inserta en la Gaceta de 6 
e Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893).—Sala segunda.—Asest- 
nato.—No ha lugar al interpaesto por Nicolás Ferré y Angel Albadalejo, y 
admitido en su beneficio (Andiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que el estado de imbecilidad de un reo es una cuestión de hecho prina- 
tiva del Jurado, al cual ha desometérsele, para que conindiscutible competen- 
cía la resuelva, limitándose el Tribunal de derecho á aplicar la ley partien- 
do de la contestación afirmativa 6 negativa del veredicto, sin que el no ha- 


y2 | JURIMPRUDENCIA ORIMINAL 
berse sometido al Jurado tal particular pueda alegarse como motivo de ca- 


Que el concepto jurídico de la alevosía se determina por las declaraciones 
del veredicto acerca de lo súbito de la acometida y la imposibilidad en el ofen- 
dido de rechazar la agresión ni causar daño alguno á los agresores al intem- 
tar aquél defenderse. | 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho á beneficio de Nicolás. 
Ferré y Queralt y Angel Albadalejo Cerezo, condenados á la pena de muer- 
te por sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en 
causa seguida á los mismos en el Juzgado de instrucción del distrito de 
San Vicente de la propia ciudad, por asesinato y atentado: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 27 de Octubre últi- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: S 

Primero. Que el Jurado, en su veredicto, ha contestado las preguntas 
que le han sido dirigidas en la forma siguiente: «Primera. Nicolás Ferré 
Queralt, ¿es culpable de haberse arrojado sobre Arturo Plá Beltrán, en 
ocasión que éste paseaba, causándole varias lesiones en la espalda, bra- 
zos y vacío derecho, de cuyas resultas falleció á las pccas horas, cuyo he- 
cho tuvo lugar en la tarde del 29 de Febrero anterior y en el taller de es- 
psrteñias en el penal de San Agustín de esta capital? —8í.—-Segunda. Este- 
hecho, ¿lo ejecutó Nicolás Ferré arrojándose de repente contra Arturo 
Plá, que se hallaba paseando con las manos metidas en el bolsillo del 
pantalón, y sin esperar ni presumir la agresión de que fué objeto?—SÍ. 
-——Tercera. Nicolás Ferró, al realizar el hecho referido, valiéndose de un. 
arma blanca, ¿empleó un medio que tendía directa y especialmente á con- 
sumar la muerte del desgraciado Arturo Plá?—Sí.—Cuarta. La persona de 
Nicolás Ferré, ¿corría en la ocasión expresada en la primera pregunta al. 
gún riesgo que pudiera proceder de la del ofendido Plá?-——No.—Quinta. 
Nicolás Ferré Queralt, ¿fué condenado en 16 de Julio de 1888 por cada. 
uno de tres delitos de estafa á dos afios y cuatro meses de presidio co- 
rreccional, en el miemo día por el de lesiones á cuatro afios y dos meses. 
de prisión correccional, y en 30 de Abril de 1891 4 ocho años de prisión 
mayor por atentado y disparo? —Sí.—Sexta. El expresado Nicolás Ferré, 
en la tarde del 29 de Febrero anterior, ¿se hallaba extinguiendo condena 
por el delito de atentado y disparo en el penal de San Agustín de esta ca- 
pital? —Sí.—Séptima. Al acometer Nicolás Ferré á Arturo Plá en la forma 
que lo hizo, ¿abusó de superioridad ó empleó algún medio que debilitara 
la defensa de óste.—No.—Octava. Nicolás Ferré, ¿realizó con anterloridad 
al 29 de Febrero último algún acto por el que pudiera asegurarse su deli- 
berado y persistente propósito de dar muerte á Artaro Plá?—No.-—No- 
vena. Nicolás Ferré, al herir á Arturo Plá, ¿tuvo intención de causarle 
todo el mal que sobrevino á consecuencia de las heridas que le infirió?— 
S1—Décima. Nicolás Ferré, al realizar el hecho consignado en la primera 
pregunta, ¿lo hizo arrebatado y obcecado?-—No.—Undécima. Nicolás Ferré 
Queralt, ¿es culpable de haberse encerrado en el excusado del penal de 
San Agustín la tarde del 29 de Febrero, y luego que hirió á Plá, emplean- 
do fuerza contra el Director del penal y empleados á sus órdenes cuando. 
éstos trataban de desarmarlo y detenerlo en cumplimiento de los deberes. 
que sus respectivos cargos les imponían?—S1. —Décimasegunda. Angel Al- 
badalejo y Cerezo, ¿es culpable de haberse arrojado sobre Arturo Plá Bel- 
trán, en ocasión que éste paseaba, causándole varias heridas en laespalda, 
brazos y vacío derecho, de cuyas resuitas falleció á las pocas horas, cuyo 
hecho tuvo lugar en la tarde del 29 de Febrero anterior y en el taller de 
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esparteñias del penal de San Agustín de esta capital?-—3í.——Décimaterce- 
ra.—Este hecho, ¿lo ejecutó Angel Albadalejo arrojándose de repente 


-contra Arturo Plá, que se hallaba paseando con las manos metidas en el 


bolsillo del pantalón y sin esperar ni presumir la agresión de que fué ob- 
jeto?—81.-—-—Décimacuarta. Angel Albadalejo, al realizar el hecho referido, 
valiéndose de un arma blanca, ¿empleó un medio que tendía directa y 
especialmente á consumar la muerte del desgraciado Arturo Plá?-—8f. — 
Décimaquinta.—La persona de Angel Albadalejo, ¿corrió en Ja ocasión ex- 
presada en la pregunta primera algún riesgo que pudiera proceder de la 
defensa del ofendido Plá? —No.—Décimasexta. Angel Albadalejo Cerezo, 
¿fuó condenado en 31 de Evero de 1887 á siete años de presidio mayor, 
por robo, en 11 de Enero de 1888 á tres años y siete meses de presidio co 
rreceional por igual delito, en 5 de Abril de 1889 á siete afios de presidio 
mayor por otro delito de robo, y en 29 de Agosto de 1890 á nueve meses 
de recargo por el delito de quebrantamiento de condena? — 81. — Décima - 
séptima. El expresado Angel Albadalejo, en la tarde del 29 de Febreroan- 
terior, ¿se hallaba extinguiendo condena por el delito de robo en el pe- 
nal de San Agustín de esta capital? —Sí.—Décimaoctava. Al acometer An- 
gel Albadalejo á Arturo Plá en la forma que lo hizo, ¿abusó de superio- 
ridad ó empleó algún medio que debilitase la defensa de éste?—No.— 
Décimanovena. Angel Albadalejo, realizó con anterioridad al 29 de Fe- 
brero último algún acto por el que pueda asegurarse su deliberado y 
persistente propósito de dar muerte á Arturo Plá?—No.—Vigésima. An- 
gel Albadalejo, al herir á Arturo Plá, ¿tuvo intención de causarlé todo el 
mal que sobrevino á consecuencia de las heridas que le infirió?—Bí.— 
Vigésimaprimera. Angel Albadalejo, al realizar el hecho consignado en 
la primera pregunta, ¿lo hizo arrebatado y obcecado?—No.— Vigésimane - 
gunda. Angel Albadalejo Cerezo, ¿es culpable. de haberse encerrado en el 
excusado del penal de San Agustín en la tarde del 29 de Febrero, y luego 
que hirió á Arturo Plá, empleando fuerza contra el Director del penal y 
empleado á sos órdenes, cuando éstos trataban de desarmarlo y detenerlo 
€n cumplimiento de los deberes que sus respectivos cargos les imponían? 
1): 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados en 
el veredicto como constitutivos de un delito de asesinato, caracterizado 
por la circunstancia concurrente de alevosía 1.* del art. 418 del Código 
pena), y otro de atentado, cometido á consecuencia del anterior, haciendo 
resistencia grave á los agentes de la Autoridad, negándose los procesador, 
armados, á entregarse al Director y empleados del establecimiento en que 
ocurrió el hecho cuando se hallaban ejerciendo las funciones de sus car- 
gos, sin concurrir ninguna de las circunstancias enumeradas en el art. 264 
del Código penal, de cuyos delitos eran autores los procesados Nicolás 
Ferró Queralt y Angel Albaladejo Cerezo por participación directa en su 
ejecución, con la circunstancia agravante especial para ambos hechos de 
haberlos cometido cuando se hallaban cumpliendo condenas anteriores 
en el penal de San Agustíp de Valencia; concurriendo, respecto á Nicolás 
Ferré, con relación al asesinato y al atentado, la agravante ordinaria du 
reincidencia, por haber sido condenado anteriormente por delito de le- 
siones y otro de atentado; y respecto á Angel Albadalejo, en cuanto al 
delito de asesinato, la agravante ordinaria de reiteración por haber sid: 
eondenado anteriormente por más de dos delitos, á que la ley señala pena 
menor; por todo lo que correspondía imponer á los culpables el grudu 
máximo de la penalidad: y en su consecuencia la Sala condenó, por el 
delito de asesinato, á Nicolás Ferré y Angel Albadalejo á la pena de 
muerte en garrote, que se ejecutará en la ciudad de Valencia, con las ac- 
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cesorias de inhabilitación absoluta perpetua, si fueren indultados de la 
pena principal y no se remitiese expresamente en el indulto la expresada 
accesoria, indemnización por mitad, con responsabilidad subsidiaria de 
1.500 pesetas á los herederos del finado Arturo Plá; y por el delito de 
atentado, á cada uno de dichos procesados, cuatro años de prisión correc- 
cional, accesuriss, multa de 160 pesetas y mitad de costas: 

Resnltando que admitido de derecho en beneficio de los reos Nicolás 
Ferré Queralt y Angel Albadalejo Cerezo el recurso de casación, le ha in- 
terpuesto su defensa por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 del 
art. 819 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos:. 

1.0 El art. 418 del Código penal, porque se ba considerado compren- 
dido en el mismo un hecho que no es delito, por no existir en sus anto- 
res los dos elementos integrantes de la voluntad, la inteligencia y la liber- 
tad necesarias, pues sólo su ignorancia, y más que ignorancia, idiotismo, 
han podido hacer que los procesados no reconocieran que sin agredirles 
el interfecto no han debido herirle, y que no comprendieran que podían 
ocasionar su muerte, lo ate demuestra que en ellos no existía, y ei existía 
había «dlesaparecido, la conciencia del bien y del mal, que no saben Jo que 
se han hecho, y que por todo se hallaron imposibilitados para ser libres, 
y por lo mismo responsables: 

20 El art. 1.0 del propio Código, por la razón aducida: 

3,0 El núm. 1.9 del art. 8.0 del mismo Código, por no haberse aprecia- 
do la circunstancia eximente de imbecilidad que concurre en los proce- 
sados: : 

4.0 El art. 419 de la misma ley penal, por no haberse considerado el 
hecho como constitutivo que es, de homicidio, pues no existe la circunse- 
tancia de alevosía y que realmente el interfecto pudo defenderse; 

Resultando que el Ministerio fiscal ha expuesto en el acto de la 
viata, como antes lo verificó por escrito, no encontrar motivo alguno que 
apoye el recurso de casación, ni porinfracción de ley ni por quebranta- 
miento de forma. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el estado de imbecilidad de un reo es una cuestión 
de hecho privativa del Jurado, al cual se ha de someter para qúus cun su 
indiscutible competencia la decida, limitándose la facultad del T«ibunal 
de derecho á aplicar la ley de conformidad á la afirmativa ó negativa con 
que la baya resuelto: 

Cunsiderando que no habiéndose alegado por las partes ni discutido 
en el juicio, ni por tanto sometido á la deliberación del Jurado, el estado 
de imbecilidad en que, según se supone en el recurso, debieron hallarse 
Ferré y Albadalejo cuando cometieron el delito que dió origen á la pre- 
sente causa, no es legalmente posible discutir ni aun alegar en casación 
esta circunstancia eximente de responsabilidad, por carecer en absoluto 
del necesario fundamento de hecho que le sirva de apoyo, declarado por 
el único Tribunal á quien la ley otorga competencia para bacerlo: 

Considerando que, atendidas las declaraciones que contiene el vere- 
dicto, referentes á la furma en que los procesados dieron muerte á Arturo 
Piá, lo súbito é inesperado de la agresion, la imposibilidad qn que ee ha- 
liaba de impedirla ó repelerla, y pur consiguiente de causar con su defen- 
sa daño alguno á los agresores, determinan el concepto jurídico de la 
circunstancia de alevosía, cualificativa en este caso del delito de asesina- 
to, por cuya razón no ba incurrido la Sala sentenciadora en el error de 
derecho que en el recurso se supone, ni infringido, por no haberlos apli. 
cado, los artículos 419 y 8.0, circunstancia 1.*, del Codigo penal: 

Considerando que examinada la causa á que este rollo se reflere, no 
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contiene defecto en las formas del procedimiento, ni la sentencia infrac- 
ción alguna de ley por la que proceda su casación; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recor- 
S0 QUe contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Valencia ha sido admitido de derecho, 6 interpuesto por Nico- 
lás Ferré Queralt y Angel Albadalejo Cerezo por los motivos alexadus, ni 
por ninguno otro, por quebrantamiento de forma ni infracción de ley, á 
quienes condenamos en las costas; pase esta causa con el rollo al Sr. Fiscal, 
para los efectos del art. 953 de la ley de Enjuiciamiento crimiral, y co- 
muniquese á su tiempo esta resolución al Tribunal sentenciador, con de- 
volución de la causa original, á los efectos oportunos.— (Sentencia publi. 
cada en 25 de Enero de 1893, 6 inserta en ¡a Gaceta de 6 de Septiembre 
del mismo año.) 


35 


RECURSO DE CASACIÓN (25 de Enero de 1893).—Sala segunda.—Com- 
petencia.—Se declara no haber lugar al recurso interpuesto por Antonio 
Sánchez (Audiencia de Almería), y se resuelve: 

Que conforme al núm. 4.0 del art. 7.0 del Código de Justicia militar, co- 
yreaponde conocer á la jurisdicción de Guerra de los delitus de insulto á fuer- 
sa armada militarmente organizada, reputándose como tal á la Guardia civil, 
siempre que vista el uniforme y preste servicio propio de su instituto, aun- 
que lo verifique por mandato ó en auxilio de la Autoridad civil, administra- 
tina 6 judicial; delito expresamente penado, además, en el art. 254 de dicho 
Código militar. 


En la villa y corte de Madrid, 4 25 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por An- 
tonio Sánches Vivas contra auto de la Audiencia provincial de Almería, 
en diligencias sobre que se requiera de inhibición á la jurisdicción militar, 
en causa que sigue dicha jurisdicción contra el Antonio Sáuchez, por le- 
siones á un guardía civil: 

Resaltando que el expresado anto, dictado el 4 de Octubre último, co»- 
signa los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Queen 6 de Junio último, el Juez instructor de esta capital 
comenzó la instrucción de diligencias sumariales con motivo de Jas lenic- 
nes inferidas al guardia civil Rafael Arcos Blesa por Antonio Sánvhez Vi. 
vas, en cuyo sumario se dictó auto con fecha 6 del mismo mes inhibién- 
dose el Juzgado á favor de la jurisdicciones especial de Guerra, á cuya re- 
solución prestó conformidad el Sr, Fiscal de esta Audiencia, remitién- 
dose lo actuado á la Capitanía general de Granada con fecha 8 de di- 
cho mes: 

Segundo. Que el Procurador D. Enrique Salmerón, con poder á nombre 
de Antonio Sánchez Vivas, presentó escrito en 27 de Septiembre último, 
autorizado con firma de Letrado, solicitando de este Tribunal se requiriera 
de inbibición á la jurisdicción de Guerra para que desista de continuar 
entendiendo en la causa que se sigue al Sánchez Vivas por las lesionesin- 
feridas al guardia civil Rafael Arcos Blesa, remitiendo á este Tribunallas 
diligencias instruídas, ó de lo contrario tenga por entablada la compe- 
tencia: 

Tercero. Que oído el 8r. Fiscal, es de dictamen que se deniegne aque- 
la pretensión, por corresponder el conocimiento de la causa á la jurisdic- 
ción de Guerra: : 
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Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó no procedía acceder 
al requerimiento de inhibición á la jurisdicción militar, por ser ésta la 
competente para conocer de los insultos y agresiones á la Guardia civi) 
siempre que sus individuos vistan el uniforme reglamentario y presten 
servicio de su instituto: 

Resultando cue contra dicho auto de inhibición ha interpuesto Anto- 
nio Sánchez recurso de casación por infracción de ley, autorizado por Jos 
artículos 25, 848, núm. 2.0, y 850 de la ley de Enjuiciamiento criminal, cí- 
tando como infracciones: 

1.2 El párrafo cuarto del art. 7.0 del Código de Justicia militar, que 
dispone son de la competencia de la jurisdicción de Guerra los delitos de 
insulto á fuerza armada del Ejército y de cualquier cuerpo militarmente 
o ganizado, reputando como tal á la Guardia civil cuando preste servicio 
propio de su instituto, y como en el caso de autos el guardia Arcos no 
prestaba servicio, ni fué requerido por la Autoridad administrativa para 
que le auxiliase, siendo su actitud la de un particular que se retira á su 
casa, el conocimiento de la causa corresponde á la jurisdicción ordinaria: 
. 2.2 Elart. 254 del referido Código de Justicia militar, que castiga los 
malos tratos de obra á centinela, salvaguardia ó fuerza armada, en el que 
no puede comprenderse el caso de autos, puesto que ni el hecho tuvo Ju- 
gar con ocasión de ir Arcos en servicio de armas, ni como portador de do- 
cumentos, ni puede reputársele como centinela, pues ni siquiera llevaba 
fasil: 

3.2 El art. 10 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que atribuye á la 
jurisdicción ordinaria el conocimiento de todas las causas criminales, con 
excepción de los casos reservados á los Tribnnales especiales; y no lo está 
á éstos el de que se trata: y 

4.2 La jurisprudencia de este Tribunal Supremo, de que en caso de 
duda sobre la competencia de jurisdicción, ha de resolverse en favor de 
la ordinaria, fuente de todas ellas; pues aun en la hipótesis de que fuera 
dudoso que el guardia civil no fué requerido por los agentes municipales, 
debe conocer del hecho de autos la jarisdicción ordinaria: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que corresponde á la jurisdicción ordinaria el Sonoct- 
miento de las causas y juicios criminales, con excepción de los casos reser- 
vados por las leyes al Senado, á los Tribunales de Guerra y Marina, y á 
las Autoridades administrativas ó de policía, conforme á lo prevenido en 
el art, 10 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Considerando que es precepto terminante del núm. 4.*, art. 7.0 del Có- 
digo de Justicia militar vigente, gue corresponde conocer á la jurisdicción 
de Guerra de los delitos de insulto á fuerza armada del Ejército y de 
cualquiera cuerpo militarmente organizado, reputándose como tales la 
Guardia civil, siempre que vistan el uniforme reglamentario y presten 
servicio propio de su instituto, aunque lo verifiquen por mandato ó en au- 
xilio de la Autoridad civil, administrativa Ó judicial: 

Considerando que, según consta en el segundo considerando del anto 
recurrido, como punto esencial de hecho estimado por la Audiencia da 
Almería para denegar la pretensión del recurrente, que en el presente 
caso se trata de un insulto de hecho ó agresión á un "guardia civil, vestido 
con su uniforme reglamentario y armado con el sable, que concurrió á 
prestar auxilio á los guardias municipales; y en tal concepto es evidente 
que, ya fuese ó no requerido por éstos, hallándose en el cumplimiento de 
on servicio propio de su instituto, como lo es prestar auxilio á la Autori- 
dad ó sus agentes, del insulto ó agresión de que faé objeto en aquel acto, 
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- nde conocer á la jurisdicción de Guerra, conforme á lo estable- 
cido en el citado art. 7.%, núm. 4.0, del Código de Justicia militar, y al 254, 
que lo califica y pena, disposiciones ambas que constituyen la excepción 
de que se hace mérito en el referido art. 10 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal vigente: 

Considerando que el recurso interpuesto contra el auto dictado por la 


. Audiencia de Almería declarando no haber lugar al requerimiento de in- 


hibición solicitado á nombre de Antonio Sánchez Vivas carece en abso- 
luto de fundamento, porque dados los hechos en que se apoya aquella re- 
solución, el Tribunal que la dictó no ha incurrido en error de derecho al 
resolver sobre su competencia, ni ha cometido las infracciones legales que 
el recurrente invoca: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar al recur- 
so de casación por infracción de ley que contra el citado auto de la Au- 
diencia provincial de Almería ha interpuesto Antonio Sánchez Vivas, al 
que condenamos en las costas, y al pago de 125 pesetas, por razón de de- 
pósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comunique al Tribunal sen- 
tenciador á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada el 25 de Enero 


- de 1893, ó inserta en la (faceta de 6 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (28 de Enero de 1893).—Sala tercera.— Estafa. 
-—No ha lugar al interpuesto por D. Joaquín Pujol (Audiencia de Tarra: 
gona), y se resuelve: 

Que es atribución de la Sala sentenciadora apreciar la pertinencia de las 
diligencias de prueba propuestas en tiempo y forma por las partes: 

Que la denegación de la suspensión del juicio y de la instrucción suple. 
mentaria propuestas en el acto del juicio, son improcedentes cuando el Tribw- 
nal entiende que ni aquélla ni ésta son de absoluta necesidad para el fallo: 

Que está bien rechazada en el acto del juicio la prueba documental no pro. 

y por consiguiente admitida ó desestimada en su oportunidad: 

Que la sentencia que califica el delito ¿impone la pena á él correspon- 
diente, resuelve sobre todos los puntos que fueron objeto de las conclusiones 
de la acusación y de la defensa, y no incurre en el defecto consignado en el 
nin. 2.0 del art. 912 de la ley Procesal. 


En la villa y corte de Madrid, 4 28 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por D. Joaquín Pujol y Plana, acusador privado, contra sentencia pronun- 
ciada por la Audiencia de lo criminal de Tarragona, en causa procedente 
del Jazgado de instrucción de la misma ciudad contra D. Jos Rivera 
Former, D. Raimundo Sanromá Monserrat y D. José Cirera y Soler, por 
estafa frustrada: 

Resultando que en 28 de Febrero de 1891, José Rivera y Forner, ve- 
cino de Oropesa, embarcó en el puerto de Vinaroz 50 bocoyes de vino, cu- 
yos envases alquiló á la casa Pí y Cantó, de Cette, á la consiguación de la 
misma, en este último puerto, al que llegaron en 7 de Marzo, sin decla- 
rarse en la Aduana, por contener ácido nítrico, dejándolos en el muell 
hasta que, personado Rivera en aquel punto, y después de hablar con e 
representante de la casa consignataria, decidió reimportar el caldo á Es- 
paña, embarcándolo con destino á Tarragona, para donde salió también 

«el citado sujeto, llevando una carta de recomendación, fecha 12 de Marra, 
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para la razón social de la expresada plaza Viuda de Buenaventura Gonsé 
y Compañía, con la que no había tenido hasta entonces relación alguna, 
estando formada dicha razón por una Sociedad colectiva, constituida me- 
diante escritura de 15 de Octubre de 1877, para dedicarse al comercio por 
cuenta propia y á toda clase de comisiones, de la que eran socios colecti- 
vos, Dofía Josefa Cirera Graells, D. Raimundo Sanromá Monserrat y Don 
José Cirera Soler, corriendo á cargo de estos dos últimos la administra. 
ción y dirección, si bien tenían el uso de la firma los tres socios, de los 
que la Doña Josefa hacía largos años que no la ntilizó, ni intervenía para. 
nada en las operaciones de la casa, estando Cirera encargado de Ja caja y 
parte de la correspondencia, y Sanromá era el que dirigía los negocios que 
so realizaban: 

Resultando que llegado Rivera á Tarragona, presentó la carta de reco- 
mendación obtenida en Cette, á Juan Sanromá, hijo de D. Raimundo, y 
dependiente de la citada casa, por hallarse el último ausente, sin que re- 
gresara hasta el 24 de Marzo, y sin enterar al primero de la adulteración 
del vino, le encargó que á su llegada á aquel puerto cuidaran de despa- 
charlo é introducirlo, procurando su venta en comisión, si pudieran reali- 
zarlo, á 24 peeetas carga, y en otro caso, remitieran 20 bocoyes á Narbonne, 
y dejaran los otros 30 en el almacén, de su cuenta, hasta que dispusiera de 
ellos; marchándose Rivera á Oropesa en dicho día, sin ver ni hablar del 
asunto al socio gerente D. José Cirera: 

Resultando que éste en 18 de Marzo, por indicaciones del citado Juan 
Sanroméá, escribió una carta á la casa Pí y Cantó, de Cette, acusando re- 
cibo de la del 12, que entregó Rivera, y manifestando no dudaban que en 
el embarque del vino por devolución mandarían cuatro certificados, doca- 
mentos y demás que previenen las Ordenanzas, como squél les encargó, 
llevando él sus copias en el bolsillo, no fuese que se hallaran allí con al- 
gún contratiempo: 

Resultando que los 50 bocoyes de que se trata continuaron sobre el 
muelle de Cette hasta el 22 de-Marzo, en que fueron embarcados en el va- 
por Tarragona con destino á la misma plaza, donde previo análisis por el 
Ingeniero de la Aduana de la muestra extraída de dos ód tres de aquéllos, 
en la que manifestó no encontrar colorantes artificiales, alumbre, ácido 
salicílico, sales de plomo ni cobre, aunque no analizó si contenía nitratos, 
fueron despachados, quedando sobre el andén del puerto, vigilados cons- 
tantemente por los encargados de este servicio, sin que fueran rellenados 
ni objeto de manipulación alguna, excepto de otra muestra que de varios 
de ellos sacó el encargado de la casa Viuda de Buenaventura Gonsé: 

Resultando que en 28 del propio Marzo, el citado Juan Sanromá, sin 
estar presenten su padre ni el socio Cirera, dió al corredor Baldomero. 
Dilla la orden de que procurase la venta del vino, entregándole una bo- 
tella como muestra, asegurando Sanromá que limitó el encargo á gestio- 
nar la colocación ó despacho, y el corredor por su parte, que aquél ex- 
presó dijera que el vino era Bajo Priorato, estaba en la comarca de Reus, 
y se entregaría al comprador con los envases del propietario, transportán- 
dolo los carros de la casa; y personado dicho corredor en el mismo día en 
el escritorio de D. Joaquín Pujol y Compañiía, manifestó á éste la comi- 
sión que llevaba, enseñándole la muestra, y diciendo ser de la proceden- 
cía indicada, cuyo sujeto, después de examinar aquélla, aceptó la venta. 
ofreciendo el precio de 24 pesetas carga, lo que consultó el corredor con 
Juan Sanromá, quien hallándose en el despacho, á corta distancia de su 
padre D. Raimundo, preguntó á éste si lo parecía aceptara el precio, á lo 
que contestó que podía hacerlo si estaba dentro del límite señalado por 
el propietario; y entonces el primero dió por cerrado el trato con el corre- 
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dor al precio ofrecido, según el que, y siendo las cargas vendidas 221 con 
12 cortes, importaban en junto 5.322 pesetas, que el comprador no había 
Jlegado á satisfacer, slendo transportados los 50 bocoyes en la mañana 
del 1.0 de Abril desde el muelle al almacén de Pujol, por carros de la 
casa de Gonsé, siguiendo en sus viajes la ruta acostumbrada, según dije- 
ron los carreteros, sin que sobre ello se les hiciera indicación alguna por 
los gerentes ó empleados de Ja casa comisionista, vendedora de la mer- 
capcía: 

Resultando que recibido el vino por Pujol, manifestó haber sabido que 
no procedía del Bajo Priorato, por lo que lo hizo analizar en el mismo día 
por el Perito químico del Ayuntamiento, D. Tomás Cuchí, quien expresó 
que estaba limpio de colorantes artificiales, en vista de lo que el citado 
comprador los mezcló en la tina de su propiedad con otros 83, remitiendo 
los 133 resultantes á Cette en 3 de Abril, y reteniendo en su poder los bo- 
eoyes vacíos hasta el día 6, en que, reclamados por la casa vendedora, le 
fueron devueltos y facturados por ésta á Oropesa á nombre del propieta- 
rio Rivera: 

Resultando que llegados á Cette en 6 de Abril los referidos 133 boco- 
yes expedidos por Pajol, faeron detenidos ó arrestados por aquella Aduana, 
por contener, según dictamen pericial, 600 milígramos de ácido nítrico por 
litro, en vista de lo que, el propio Pujol, en escrito de 10 del citado mes, 
denunció los hechos al Juzgado de instrucción de Tarragona, solicitando, 
entre otras diligencias, la ocupación de los 50 bocoyes devueltos al vende- 
dor Rivera, haciéndose constar cuando se cumplimentó el exhortoexpe- 
dido al efecto que aquéllos aparecían lavados de reciente, recogiéndose de 
su interior el residuo posible, como también se ocupó la botella que, como 
muestra, debió quedar en poder del logeniero de la Aduana al reimpor- 
tar el vino desde Cette, si bien la que se presentó como tal estuvo aban- 
donada algunos días sobre la mesa del laboratorio; y sometidos á examen 
pericial los indicados residuos y el vino de la botella, relacionaron los pe- 
ritos que éste contenía 380 milígramos de ácido nítrico anhidro por litro, 
sustancia que también se encontró en las heces y raspaduras de los tone- 
les en cantidad que no podía determinarse, por ignorarse la re'ación entre 
el vino y los residuos depositados, sin que dichos peritos se explicaran la 
diferencia entre el resultado de ambos análisis, cuando la relación entre 
los 50 bocoyes vendidos en Tarragona y los 133 arrrestados en Francia 
debía reducir para éstos el ácido nítrico á 142 milígramos y 7 octavos por 
litro, y teniendo en cuenta la pequeña cantidad de dicho ácido, concep- 
tuaban que el uso para el consumo del vino de que se trata no podía ser 

perjudicial á la salud pública: 

Resultando que otros peritos tasaron en 25 pesetas carga el vino Prio- 
rato corriente para el embarque á Cette, y en 14 pesetas carga el valor del 
adulterado por el ácido nítrico, en el caso de no aceptarse para el con- 
sumo, ni privarle de sus cualidades como primera matería para la destila- 
ción, por lo que la diferencia de precios entre esta última tasación y el de 
Ja venta convenida con Pujol ascendía á 2.217 pesetas 60 céntimos, importe 
de la defrandación en la calidad de la cosa vendida: 

Resultando que seguido el proceso por sus trámites, y abierto el juicio 
oral, el Ministerio fiscal en las conclusiones provisionales calificó los he- 
chos como constitutivos de un delito contra la rnalud pública, por altera- 
ción con mezcla nociva del vino de que se trata, y otro de estafa, previs- 
tos respectivamente en los artículos 356 y núm. 3.0 del 547 del Código pe- 
pal, siendo el primero medio para cometer el último; que de ambos delitos 
debían ser tepatados autores los procesados José Rivera y Forner, y los 
Gerentes de la razón social Viuda de Buenaventura Gonsé y Compañía, ó 
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sean Raimundo Sanromá y Monserrat y José. Cirera Soler, sin circuns- 
tancias agravantes ni atenuantes, procediendo en su consecuencia que, con 
aplicación del art. 90 de dicho Código, se impusieran á cada uno tres años, 
cuatro meses y ocho días de presidio correccional, accesorias, indemniza- 
ción solidaria de 4.329 pesetas un céntimo, en que estimaba el perjuicio 
irrogado á D. Joaquín Pujol, y al pago de las costas por terceras partes, 
cuyas conclusiones modificó en el acto del juicio, consignando en las de- 
finitivas que el hecho referente á la venta de los 50 bocoyes de vino adulte- 
rado constituía un delito frustrado de estafa, con defraudación intentada, 
que excedió de 100 pesetas, sin pasar de 2.500, comprendido en el nú- 
mero 2,0 del art. 547 del Código, sin que resultara probado el delito con- 
tra la salud pública; que eran autores del primero los procesados Rivera 
-y Sanromá, sin que existiera fundamento bastante para apreciar como par- 
tícipe al vtro procesado Cirera, ni tampoco circunstancia alguna modifica- 
tiva, habiendo incurrido los dos primeros en la multa de 1.000 pesetas, in- 
demunización de igual suma por mitad, y solidariamente á la casa Pujol y 
Compañía por los perjuicios irrogados, siendo responsable en su caso sub- 
sidiariamente la Sociedad Viuda de Buenaventura Gonsé y Compañía, y 
al pago cada uno de una tercera parte de costas, debiendo ser absuelto 
D. José Cirera y Soler y declararse de oficio la tercera parte de costas 
restantes: : 

Resultando que el acusador privado D. Joaquín Pujol y Plana, en sus 
conclusiones provisionales, que sostuvo como definitivas, calificó los he- | 
chos en los mismos términos que el Ministerio fiscal en las suyas, también 
provisionales, pidiendo la imposición de las propias penas que aquél se- 
fialó, y ejercitando la acción civil proveniente del delito, fijó en 400.000 
pesetas los perjuicios irrogados á consecuencia del descrédito de su marca 
en los mercados extranjeros, que disminuyó en gran cuantía el número de 
bocoyes que embarcaba, é hizo rescindir diversos contratos con algunas 
casas para el suministro de grandes cantidades de vino, apareciendo de las 
pruebas practicadas sobre el particular que no se justificó la rescisión de uno 
solo de los contratos que se suponían concertados al ocurrir el hecho per- 
seguido; que la marcha comercial de la casa Pujol era entonces algo angus- 
tiosa y hacía tiempo tuvo que suspender pagos, si bien satiefizo á sus 
acreedores la totalidad de sus créditos; que en Diciembre del mismo sño 
1891 solicitó de sus acreedores quita y espera, y celebró con ellos un con- 
venio, cediéndoles la mitad de la suma que alcanzara como indemnización 
en esta causa; y que los testigos suministrados por la misma parte estaban 
conformes en la absoluta imposibilidad de fijar una cantidad, ni exacta ni 
aproximada, de los perjuicios alegados por dicho acusador, sin un examen 
detenido de su contabilidad, referente al negocio de vinos, para deducir si 
éste le reportaba beneficios ó pérdidas, lo cual podía suceder independien- 
temente de la exportación de bocoyes que realizaba: 

Resultando que dicha parte acusadora en sus mencionadas conclusiones 
provisionales solicitó ep lo principal que se impusieran, no sólo á los pro- 
cesados Rivera, Sanromá y Cirera, sí que también 4 Dofia Josefa Cirera y 
Graelle, viuda de Gonsé, como autores de los delitos calificados, las penas 
señaladas por el Ministerio fiscal, habiendo contraído también la respon- 
sabilided civil solidaria, por el importe del perjuicio irrogado en la canti- 
dad de que queda hecha mención; en primer otrosí pro puso, entre otras, 
como prueba para el acto del juicio, la declaración de los procesados. y 
además la de la citada Doña Josefa Cirera; y en segundo otrosí promovió 
incidente para que ne trajera á la causa la escritura social de la casa Viuda 
de Buenaventura Gonsé y Compañía, y justificado en forma que eran tres 
los socios colectivos, se declarase procesada á la referida Cirera, para lo 
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cual se repusiera la causa á sumario, ó se hiciera otro supletorio, ó en otra 
forma adecuada; pero la Audiencia de lo criminal de Tarragona, por pro- 
videncia de 8 de Marzo del año último, tuvo por evacuado el traslado para 
calificación concedido al acusador privado, entendiéndose limitado á Ri- 
vera, Sanromá y D. José Cirera, únicos procesados en esta causa, denenti- 
wándose en cuanto á Doña Josefa Cirera, contra la que no se dirigió el 
procedimiento, y no dió lugar á lo pedido en el segundo otrosí,.de cuya 
resolución suplicó la parte de D. Joaquín Pujol, protestando lo menester 
para los efectos de la casación, en el caso de que no se atendiera aquel re- 
carso, el que fué denegado por auto de 18 de Marzo, teniéndose por hecha 
la protesta: 

Resultando que celebrado el juicio oral, en la primera sesión del mis- 
mo, que tuvo lugar en 2 de Junio de 1892, la representación del acusador 
privado expuso que acababa de recibirse copia del fallo recaído en el pro- 
ceso seguido en Francia á Pajol, y solicitó su lectura, á lo que accedió el 
Tribuna], acordando también que constara en el acta, en la que se insertó 
la parte dispositiva, y que se devolviera al interesado; mas como la propia 
representación pretendiese que se uniera dicho documento á los autos, lo 
denegó el Tribunal por extemporáneo en aque! período del juicio, de cuya 
negativa protestó dicha parte á los efectos de casación: 

Resultando que at examinar en Ja misma sesión al procesado Sanromá, 
dicha arneación privada, en vista de baber manifestado aquél que la So- 
ciedad Viuda de Buenaventura Gonséó y Compañía la constituían Dofia 
Josefa Cirera y Graells, D. Josó Cirera y Soler y el declarante, solicitó, 
conforme á los números 1.0 y 6.9 del art. 746 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, la suspensión del juicio para abrir información supletoria acerca 
de si efectivamente la citada Doña Josefa formaba parte de la Sociedad, 
teniendo también el carácter de Gerente, con objeto de obtener el procesa- 
miento y responsabilidad civil y criminal que á la misma pudiera caber, á 
cuya pretensión se opusieron el Ministerio fiscal y la defensa, y en sa 
vista, la Audiencia de lo criminal de Tarragona, por auto del propio día 2 
de Junio, fundada en que la acusación privada en su primer escrito de 
denuncia designó á D. Raimundo Sanromá y D. José Cirera como repre- 
sentantes de aquella casa, y á ellos se concretó el auto de procesamiento, 
consentido por dicha acusación, la que solicitó también la confirmación 
del de terminación de sumario, entre cuyos procesados no figuraba Dofía 
Josefa Cirers; que según certificación unida á los autos, la Sociedad colec- 
tiva que giraba bajo la razón social indicada, se constituyó por escritura 
de 1. de Octubre de 1877, en que se pactó que su administración y direc- 
ción correría á cargo de los socios Cirera y Sanromá, si blen con el uso de 
firma por parte de éstos y de la otra socia Dofia Josefa; que el hecho de 
formar la misma parte de aquella Sociedad, no producía alteración sustan- 
cial en el juicio ni hacía necesarios nuevos elementos de prueba ó alguna 
sumaria información suplementaria, por no aparecer indicación alguna de 
la eulpabilidad de dicha socia, ni aun de que hubiera tenido la menor par- 
ticipación en el contrato objeto de la causa, y que la acción criminal que 
como derivada de él se deducía contra los procesados, lo era por el con- 
cepto de Gerentes que Sanromá y Cirera ostentaban, cuyos actos persona- 
les en nada afectaban eriminalmente á los demás que pndieran formar 
parte de la Sociedad, no dió lagar á lo solicitado por la acusación privada, 
y mandó continuar el juicio, de cuyo acto protestó aquella parte á los efec- 
tos de la casación: 

Resultando que la propia acusación pidió que los procesados Gerentes 
exbibieran la escritura de Sociedad, para leerla, lo que igualmente denegó 
el Tribunal, protestando aquélla á los efectos antes indicados: 
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Resultando que comenzada en la segunda sesión del juicio la práctica 
de la prueba pericial propuesta, y cuando declaraba el perito D. Tomás 
Cuchí, hizo presente el Letrado del acusador que se ballaba indispuesto 
y pedía la suspensión del acto, á lo que accedió la Presidencia; y al comen- 
zar la tercera sesión, en 4 de Junio, se presentó una certificación de dos 
Médicos, en crédito de que el mencionado perito se hallaba enfermo; en 
uso de sus atribuciones, acordó quedara en suspenso la prueba pericial y 
se comenzara la testifical; pero solicitada por la acusación reforma de este 
acuerdo, y que se suspendiera el juicio hasta que cesara la enfermedad de 
aquel perito, pretensión á que se opusieron el Ministerio fiscal y la de- 
fensa, la Audiencia, por auto del propio día, fundada en que la suspensión 
del juicio sólo puede decretarse en Jos casos que taxativamente señala el 
art. 746 de la ley citada, en ninguno de los cuales se hallaba comprendido 
el alegado, y que además faltaba un considerable número de testigos por 
examinar, y una prueba documental extensísima, cuya lectura era necesa- 
ria para el esclarecimiento de los hechos, en lo que se habrían de emplear 
bastantes días de audiencia, con retardo de los demás señalamientos pen- 
dientes, no dió lugar á la suspensión pedida, de cuyo auto protestó tam- 
bién el Letrado del atusador; constando del acta de la cuarta sesión, cele- 
brada en 6 de Junio, que en ella compareció de nuevo el Doctor Cuchí y 
volvió á reanudarsee la prueba pericial basta su terminación: 

Resultando cue en la expresada sesión tercera, al ser examinado el 
testigo D. Juan Sanromá, la acusación privada le preguntó si reconocía y 
confesaba, como tenía manifestado anteriormente, que todos los actos del 
testigo los practicó ó realizó por sa padre, á nombre de éste y bajo la res- 
ponsabilidad de la casa Gonsé; pregunta que fué rechazada por la Presi- 
dencia, como impertinente, pues se refería á una contestación anterior y 
negativa del testigo, de cuyo acuerdo protestó el referido acusador á los 
efectos ya indicados: 

Resultando que en la sóptima sesión, verificada en 9 de Junio, al leerse 
la prueba documental suministrada por las partes, entre ellas la primera 
copia de una acta extendida en 31 de Marzo de 1862, en el Consulado de 
España en Cette, por la cual dieciséis comerciantes, vecinos de la misma 
ciudad, refirieron el procedimiento que se seguía para la venta de los vinos 
españoles allí importados, documento que acompañó la defensa de Rivera 
á su escrito de conclusiones provisionales; el acusador privado solicitó que, 
conforme al núm. 3.0 del art. 729 de la repetida ley de Enjuiciamiento, se 
admitieran y unieran á los autos tres certificados de comerciantes que pre- 
sentaba, expresando la forma en que se verificaba la venta de vinos en las 
plazas de Niza, París y Perpiñán, una circular en francés de 1. de Octubre 
de 1896, firmada por Joaquín Pujol y Compañía, participando que había 
sido falsificada la marca usada hasta entonces, por lo que, la cambiaba 
por otra, registrada en el Ministerio de Comercio y autorizada por el 
Ayuntamiento de Tarragona, consistiendo en las armas de esta ciudad, y 
una certificación del acuerdo de su Ayuntamiento de 12 de Septiembre del 
citado año, autorizándole para usar el escudo de la ciudad en la bandera, 
rótulos y documentos del vapor de su propiedad, titulado Joaquin Pujol; 
á cuya pretensión se opusieron el Ministerio fiscal y la defensa, y en su 
vista la Sala, teniendo en cuenta que aquélla no se limitaba á acreditar 
una circunstancia que pudiera influir en el valor probatorio de las decla- 
raciones que se prestaron ante el Cónsul españiol en Cette, sino que se 
trataba de impugnar la certeza de lo declarado por aquéllos, y que otros 
documentos se referían á extremos nuevos, declaró no ser admieibles los 
que se presentaban, de cuyo acuerdo protestó la acusación privada á los 


efectos de la casación: 
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Resultando que la Audiencia de lo criminal de Tarragona, por senten - 
«cia de 16 de Junio de 1892, calificó los hechos que declaró probados como 


-constitativos de un delito frustrado de estafa, en cantidad de 2.257 pese- 


tas 50 céntimos, importe del perjaicio ocasionado, comprendido en el nú.- 
mero 2.0 del art. 547 del Código penal, del que era respousable como an- 
tor José Rivera Forner, sin circunstancias atenuantes ni agravautes, y 
sin que apareciera legalmente demostrada en manera alguna la responsa- 
bilidad personal de los otros protesados, Sanromá y Cirera; y en su con- 
secuencia, condenó al primero en la multa de 500 pesetas, abono de otras 
1.250 á D. Joaquín Pujol por indemnización de perjuicios, y una tercera 
parte de costas; y absolvió 4 D. Raimundo Sanromá Monserrat y 4 Don 
José Cirera y Soler, declarando de oficio las dos terceras partes de costas 
restantes: 

Resultandoque contra la anterior sentencia interpueo la representación 
del acusador D. Joaquín Pujol y Plana recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma, y anunció el de infracción de ley, fundando aquél en 
los párrafos primero, tercero y cuarto del art. 911, y primero y segundo 
del 912 de la de Enjuiciamiento criminal, alegando como faltas cometidas: 

1.a Haber denegado el Tribunal los nuevos elementos de prueba ó la 
soamaria instrucción suplementaria, que á tenor de los párratos primero y 
sexto del art. 746 de dicha ley propuso el recurrente en tiempo y forma, 


. á pesar de su evidente pertinencia, hasta el punto de que por tal denega- 


gación era nulo todo lo actuado en el juicio oral; que no obstante haberlo 
solicitado en sumario, no se unió á la causa la escritura de Sociedad mer- 
canti! en que figuraban los procesados, pues el Juzgado lo denegó por en- 


* tender que su unión no esclarecería los hechos denunciados; que en el 
_juicio oral el recurrente presentó el único documento que estaba en su 


mano, ó sea la certificación del Registro mercantil, de la que aparecía que 


- en la indicada escritura de 15 de Octubre de 1877 se estableció la Socie- 


dad colectivd por cuatro años, que terminaron en 1881, sin constar fa- 
cultad de prorrogarla; que, por tanto, no pudo saber durante el sumario 
pi existía Ó no legalmente dicha Compañía, enterándose después de que 
la escritura social estaba caducada, y en su vista, al oir la manifestación 
del procesado Sanromá, de que la Sociedad era colectiva y la formaban 
tres socios, ó sean él mismo y D. José Cirera y Doña Josefa Cirera y 
Graells, aute tal revelación inesperada, ó tal retractación, pidió que se hi- 
ciera uso de la facultad que conceden los párrafos primero y sexto del ar- 
tículo 746 de la ley de Enjuiciamiento criminal, tanto porque respecto de 
la indemnización civil era indudable ya la responsabilidad de la socia 
-Dofñía Josefa Cirera, cuanto porque la criminal podía nacer también de 
los nuevos elementos de prueba; y después de transcribir extensos pá- 
rrafos pronunciados, según se dice en el informe oral, sobre el extremo 
de que se trata, y de copiar á la letra el auto de 2 de Junio de 1892, dene- 
gatorio de la petición del querellante sobre suspensión del juicio para 
abrir información supletoria, acerca de si Doña Josefa Cirera, formaba 
efectivamente parte de dicha Sociedad, y obtener su procesamiento y la 
responsabilidad civil y criminal que pudiera caberle, se termina este fun - 


. damento exponiendo que sele denegaron diligencias de prueba perfec- 


tamente pertinentes, propuestas en tiempo y forma, y que tenían decisiva 
infinencia en el juicio: 

2.28 Haberse denegado la presentación de la escritura social por parte 
de los gerentes procesados, único medio de saver si la Sociedad existía 6 
no legalmente, constando en el acta la protesta para los efectos de la ca- 


.exción, haciéndose en apoyo de este motivo consideraciones análogas 4 


las expuestas en el anterior: 
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8.8 Haberse negado el reconocimiento de las cartas testimoniadas en. 
el samario, confondiéndolo con el cotejo de letras que constaba en el acta. 
Ó por lo menos en las notas taquigráficas; que la Presidencia vreguntó al: 
Secretario si se había solicitado en su día el cotejo de letras, que éste 
contestó negativamente; que se ordenó la lectura de la carta, y que la Sala - 
se reservó proveer sobre el cotejo, sin que, por consiguiente, las cartas - 
fueran reconocidas por los procesados; que tal diligencia, que nada tenía 
que ver con el cotejo, fué propuesta en tiempo y forma por el recurrente, . 
al pedir la lectura de las primeras, y la confesión y declaración de los se- 
gundos, formalizando las oportunas preguntas de reconocimiento, sin que 
pudiera hacerse protesta respecto de tan importante y transcendental di.- 
ligencia de prueba, por haber consignado la Sala que acordaría lo que cre- 
yese oportuno, sín que hubiese dictado todavía su resolución; apareciendo 
acerca de este particular que la representación del querellante, al formu- 
- lar la prueba en el escrito de conclusiones provisionales, pidió, según ya 
se ba dicho, la declaración de los procesados, y entre la documental ja 
lectura de varias cartas tastimoniadas en el sumario, dirigidas por la casa 
de Gonsé y Compañía á Rivera, y Pí y Cantó, de Cette, y alguna de dicho 
Rivera, y presentó otras tres, con sus traducciones, de su corresponsal 
encargado de los negocios de vinos en Francia, cuyas pruebas, y todas 
las demás propuestas, fueron admitidas como pertinentes en auto de 30 de 
Abril del afíio último; pero en Jas actas de Jas sesiones del juicio oral nada 
consta sobre el incidente que se indica en el recurso, y acerca del que se 
reservara el Tribunal resolver á seu tiempo lo que creyera oportuno, y sí 
sólo en la de la séptima sesión, celebrada en 9 de Junio, se dice que se 
procedió á la lectura de la prueba documenta! suministrada por las partes: 

4.* Haber rechazado la Presidencia, como impertinente, la pregunta 
dirigida al testigo D. Juan Sanromá, sobre si reconocía y confesaba, como 
tenía manifestado, que todos sus actos los practicó ó realizó por su padre, 
á nombre de éste y bajo la responsabilidad de la casa Gonséó, á pesar de 
que era perfectamente pertinente y de influencia manifiesta y hasta de- 
cisiva en la cauna: 

5,8 Haber la Presidencia dejado en suspenso la declaración del perito 
D. Tomás Cuchí, por enfermedad, y pasar á la prueba de testigos sin que- - 
rer hacer uso de la facultad que concede el art. 718 de la citada ley de En- 
juiciamiento, constando en el acta la protesta, y se copia á continuación 
el auto de 4 de Junio en que se denegó la suspensión del juicio, que por- 
dicho motivo solicitó la parte querellante: 

6.2 Haber denegado el Tribunal sentenciador la unión del fallo dicta: 
do por los franceses, á pesar de que, como de fecha posterior á los escri- 
tos de conclusiones, no pudo ser presentado antes, cuyo documento tenía 
verdadera importancia y transcendencia, por constar en el mismo el de- 
comiso del vino y de los bocoyes, por lo que ya no cabía sostener que 
aquél pudiera destinarse para el consumo ó la destilación, contra cuya de: 
negación también se protestó: 

7,24 Haber denegado la Sala la unión de los documentos que hizo nece- 
saria la extraña producción por los procesados de una prueba documental, 
que era testifical, ante una autoridad extranjera, acerca de lo que igual- 
mente se protestó; á continuación se copian las alegaciones hechas, según 
se asegura en el acto del juicio, y la parte del acta que contiene la decla- 
ración de no ser admisibles los documentos que para su unión á los autos. 
presentó dicho querellante, después de leerse la extendida en el Consulado. 
de España, en Cette, con lo cual asegura el recurrente que se denegó una 
prueba perfectamente pertinente, absolutamente decisiva y de notoria in- 
fluencia en el juicio: : : 
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$. Resaltar manifiesta contradicción entre los hechos que se declara- 
ban probados, á saber: primera, al decirse en los hechos 1.0, 3,0 y 4,0 que 
los bocoyes quedaron en el muelle de Cette, hasta que Rivera, personado 
en aque! punto, después de hablar con el representante de la casa consig- 
nataria, decidió reimportar el vino á España, embarcándolo con destino á- 
Tarragona, para donde salió también dicho sujeto con una carta de reco- 
mendación de 12 de Marzo, contestada en el 18 después de sa salida del 
último punto, mientras que en el hecho 5.0 se decía que los 50 bocoyes 
de que se trata continuaron en el muelle de Cette busta el 22 de Marzo, 
en que fueron embarcados en el vapor Tarragona con destino á la misma 
plaza; segunda, la había también al declarar probado que el procesado Ri- 
vera marchó á Oropesa el mismo día de su llegada á Tarragona, y que 
llevó en el bolsillo las copias de lo prevenido en las Ordenanzas, pues pre- 
cisamente se suponía que se dirigió 4 D. Juan Sanromá, por estar zusente 
su padre, y haber llegado en la tarde del domingo en que estaba cerrado 
el almacén; de suerte que á Ja mañana siguiente, lunes, fué cuando se 
presentó en el despacho, y más tarde marchó en el tren mixto de Valen- 
cía; tercera, que también existía, entre lo consignado en el hecho 10, de 
que los 133 bocoyes de vino fueron arrestados en la Aduana de Cette, por 
contener ácido nítrico, y lo asegurado en el hecho 165 de que se fijó en 14 
pesetas carga el valor del vino adulterado por aquél ácido, en el caso de 
no aceptarse para el consumo ni privarle de sus cualidades como primera 
materia para la destilación, puesto que decomisados los bocoyes en Cette, 
no había podido utilizarse el vino ni los envases, por ser destruídos allí 
uno y otros; cuarta, que igualmente había contradicción en dar como pro- 
bado que el recurren'e emharcó, desde 1.0 de Mayo de 1890 á A bril del 91, 
13.354 bocoyes, y decir á renglón seguido que la situación de la casa era 
sigo anguetiosa en aquella época; quinta, que del propio modo resultaba 
contradicción manifiesta en declarar probado que los peritos dijeron que 
el ácido nítrico contenido en el vino no era perjudicial á la salud, pues 
solamente lo dijo el químico Cuchf, insistiendo los demás en que no ser- 
vía para el consumo, según las declaraciones consignadas en las actas; 
sexta, que del propio modo la había entre dar por sentado que los carros 
hicieron la ruta corriente, y lo declarado por Mariano Pie, carretero de la 
casa Gonsé, según el acta, de que pasaron por la calle de Castaños, y lo 
que expresó José Baiges, carretero de la misma casa, de que el procesado 
D. Raimundo Sanromá dió la orden de trasladar los bocoyes del muelle á 
la casa de Pujol; y séptima, que la había también manifiesta entre los 
hechos declarados probados y las declaraciones que constaban en las 
actas, incluso la que el Presidente dispuso que se consignara; 

Y 9.4 No haber resuelto en la sentencia sobre todos los puntos que 
fueron objeto de la acusación y de la defensa, pues prescindiendo de la 
ci ras en el delito, se pidió la indemnización civil contra la casa 

juda de Buenaventura Gonsé y Oompañía y contra los dos socios proce- 
sados, y el Tribunal, en todas sus resoluciones y en la sentencia, olvidó 
este punto, y mucho más en el caso actual, en que por culpa del Juzgado 
instructor ó del de Castellón no se pudieron embargar los bienes al pro- 
cesado Rivera, hoy insolvente: 

Resultando que admitido por la Audiencia sentenciadora el recurso en 
la forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, con citación y 
emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que siendo potestativo en la Sala el apreciar la pertinen- 
cía de alguna diligencia de prueba propuesta en tiempo y forma por las 
partes, el denegar el Tribunal la suspensión del jaicio y la sumaria ins- 
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trucción suplementaria, pedidas por el acusador privado para la justifica- 
ción de los hechos que resultaban del proceso, y no creía de necesidad 
absoluta para el fallo, no incurrió en el quebrantamiento de forma á que 
se refiere el núm. 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
alegado como uno de los motivos del recurso: 

Considerando que al denegar la Sala que el testigo D. Juan Sanromá 
contestase á una pregunta de la acusación privada, no incurrió en el que- 
brantamiento de forma comprendido en el núm. 4.0 del art. 911 de dicha 
ley, por ser de todo punto impertinente aquella pregunta, que se refería 
á la participación que en el hecho hubiese tenido el padre del citado tes- 
tigo: 

Considerando que el no haber acordado el Tribunal la suspensión del 
juicio para que declarara el perito D. Tomás Cuchí, que no pudo compa- 
recer por causa de enfermedad, no es motivo de casación por quebranta- 
miento de forma, por ser requisito indispensable para que la suspensió 
proceda que la Sala estime necesaria la declaración mencionada: i 

Considerando que al denegar el Tribunal que se uniese á los autos una 
sentencia extranjera presentada en el acto del juicio oral por el acusador 
privado, no quebrantó la forma del procedimiento, por no haber sido pro- 
puesta y admitida en tiempo dicha prueba, máxime habiéndose dado lec- 
tura de ella, con lo cual dicho Tribunal pudo formar juicio de la misma: 

Considerando que siendo de las facultades del Tribunal la admisión 
de las diligencias de prueba ofrecidas por las partes, según sea el objeto 
á que se dirijan, estuvo en su derecho al denegar las ofrecidas, que ten- 
dían á impugnar la certeza de lo declarado ante el Cónsul de Cette y á 
justificar extremos nuevos: 

Considerando que tampoco es procedente el motivo de casación ale- 
gado, que se funda en el núm. 1.2 del art. 912 de la referida ley; pues en 
la sentencia recurrida se consignan con la debida claridad y précisión los 
hechos que la Sala sentenciadora estima probados, sin existir contradic- 
ción entre los mismos que sirva de fundamento al fallo, cuya casación sa 
pretende por quebrantamiento de forma: 

Considerando que la alegación que aduce el recurrente de no haberse 
resuelto en la sentencia sobre todos los puntos que fueron objeto de la 
acusación y de la defensa es infundada, pues al calificar el delito 6 impo- 
ner la pena que estimó procedente, resolvió todos los puntos que fueron 
objete de aquéllas, no incurriendo en el defecto consignado en el núm. 2. 
del repetido art. 912; y 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpnesto contra la expre- 
sada sentencia de la Audiencia de lo criminal de Tarragona por el acusa- 
dor privado D. Joaquín Pujol y Plana, 4 quien condenamos en las costas - 
y á la pérdida del depósito- de 1.000 pesetas, que conetituyó, al que se 
dará la aplicación legal correspondiente; particípese á dicha Audiencia y 
pase la causa á la Sala sezunda de este Tribunal Supremo, en cuanto al 
recurso anunciado por infracción de ley.—(Sentencia publicada en 28 de 
Enero de 1893, 6 inserta en la (Faceta de 16 de Octubre del mismo año). 
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RECURSO DE CASACIÓN (30 de Enero de 1893).—Sala segunda. —Daños. 
-—No ha lugar al interpuesto por Antonio San Juan Querrero (Juzgado de . 
Jerez de los Caballeros), y se resuelve: 
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Que la posesión, siguiera sea de hecho, de un inmueble, es título bastante á 
val de la ley penal para reputar dueño á una persona, y en tal concep- 
to el hecho de entrar en la finca quienes carecen de autorización, y causar un 
daño inferior á 50 pesetas, es justiciable, conforme al art, 616 del Código 


En la villa y corte de Madrid, 4 30 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio San Juan Guerrero y José Gago Conejo contra sentencia del Juzgado 
de instrucción de Jerez de los Caballeros, en el juicio de faltas procedente 
del municipal de Barcarrota, seguido á los mismos á instancia de Dofíia 
Rosa Sanguino Corrales, por daño en propiedad de ésta: 

Resaltando que en 29 de Agosto último, Dofia Rosa Sanguino Corrales 
demandó á juicio de faltas á Josó Gago Conejo y Antonio San Juan Gue- 
rrero, para que, previo el debido justiprecio, la abonasen el valor del dafio 
causado en el criadero de encinas que tiene en la dehesa de Las Contien- 
das, y comparecidas las partes, la demandantesreprodujo su demanda y 
petición, y justificó su derecho, y los demandados manifestaron que es 
cierto estuvieron rozando por creerse con derecho á ello, y protestaron de 
la nono por creerla improcedente hasta tanto se ventile en juicio 
civil: , 

Resultando que el Juez sentenciador, estimando que la denunciante ha 
justificado plenamente en unión de sus hijos que es dueña de la finca ob- 
jeto de este juicio, sin que los denunciantes hayan podido probar el dere- 
cho que alegan, y que son autores del daño causado José Gago Conejo y 
Antonio San Juan Guerrero; visto el art. 616, libro 3.0 del Código penal, 
condenó á cada uno á la multa de 5 pesetas, á que abonen á la Sanguino, 
como indemnización de perjuicios, 26 y 15 pesetas respectivamente, y en 
las costas: 

Resultando que á nombre de dichos dos penados se ha interpuesto re- 
curso de casación por infracción de ley, fundado en el núm. 1.0 del artícu- 
lo 849 de la de En > rip criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 1.0 del Código penal, por cuanto se penan como falta accio- 
nes que el Código no define ni pena como tales: 

2.0 El art. 22 del mismo Código, porqne el hecho que se pena, no ha- 
biendo causado dañio que haya sido debidamente estimado, no está defini- 
do ni penado en el Código vigente, ni en ley anterior á su perpetración: 

3.0 El 616, por indebida aplicación, puesto que éste castiga el dafio que 
no exceda de 50 pesetas, y en la sentencia no se determina el daño, ni, caso 
de existir, el importe de él: d 

4.0 El 123 del mismo Código, porque se les condena al abono como 
indemnización de perjuicios, sin que se haya valorado la entidad del 
dafio, como este artículo preceptúa para la reparación del causado, que es 
lo que habrá querido decir la sentencia: 

5.0 El 124, pues suponiendo que las cantidades á cuyo pago se les con- 
dena se consideren como indemnización de perjuicios y no como repara - 
ción del daño, que es lo procedente, tampoco se ha hecho la valoración 
y regulación que también exige este artículo: 

Resaltando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que declarado por la sentencia reclamada que Dofñía Rosa 
Sanguino ha justificado ser dueña en unión de sus hijos de la dehesa de- 
nominada Las Contiendas, así como que los recurrentes no han acreditado 
derecho algano para poder sembrar en ella, es evidente que la posesión de 
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la finca, siquiera sea de hecho, corresponde á la Doñia Rosa y á sos hijos, 
y es suficiente para reputarlos como dueños para los efectos penales, y en 
este concepto el hecho realizado por los recurrentes al penetrar en ella, 
rozar un criadero de encinas para después sembrar el terreno, constitnye 
una invasión de la propiedad ajens, que tiene sanción penal en el Código, 
ya como delito ó como falta, según la cuantía del dañio con tal acto causa- 
do, y por consiguiente, improcedente las infracciones alegadas en el re- 
curso de los artículos 1.0 y 22 del Código penal: * 

Considerando, en orden á la infracción que se supone por indebida 
aplicación del art. 616 del mismo Código, que en la sentencia reclamada. 
se parte del supuesto, no contradicho en el juicio de faltas, de la existen- 
cia del dafio causado por los actos que realizaron los recurrentes, ya por- 
que el mero hecho de rozar un criadero de encines supone un daño, por 
pequeño que sea, ya también porque la reclamacion de la interesada en el 
juicio se dirigió principalmente á pedir su indemnización, sin que por los 
recurrentes se negara el hecho ni alegaran otra excepción que la de creer- 
se con derecho para hacenlo, ya también por la condena que como indem- 
nización del causado se hace en la sentencia, reconociendo en el conside- 
rando tercero la existencia del daño; y si bien no se expresa, como debía, 
la cuantía del daño causado para poder con acierto determinar si era infe- 
rior ó enperior á 50 pesetas y estar comprendido, ya como falta en el ar-: 
tículo 616, ó como delito en el 579 del Código, esta omisión debe, según 
las reglas de interpretación en materia criminal, entenderse favorable al 
reo, y por lo tanto, que el daño causado no excedió de 50 pesetas y com- 
prendido como falta en el art. 616, aplicado en la rentencia: 

Considerando que si bien se entienda en concepto de indemnización de 
perjuicios ó de reparación del daño causado la cantidad que en la senter- 
cia se manda abonar á Dofñia Rosa por los recurrentes, como en uno y otro 
concepto su pago es ineludible por ministerio de la ley, y la cuantía del 
daño, por falta de determinación, se entiende inferior á 60 pesetas, no in - 
fringe tampoco la sentencia los artículos 123 y 124 del Código penal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so que contra la sentencia dictada por el Juez de instrucción de Jerez de 
los Caballeros han interpuesto Antonio San Juan Guerrero y José Gago 
Conejo, á quienes coudenamos en las costas y á la pérdida del depósito de 
125 pesetas por cada uno constituído, al que se dará la inversión corres- 
pondiente; comuníquese esta resolución al Juez sentenciador á los efectos 
oportunos, y lo acordado.—(Sentencia publicada en 31 de Enero de 1893, 6 
inserta en la Gaceta de 6 de Septiembre del mismo año.) 
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COMPETENCIA (30 de Enero de 1893).—Sala tercera. — Disparo de arma 
de fuego.—Se declara corresponder á la jurisdicción militar el conoci- 
miento de la causa (Audiencia de Badajoz), y se resuelve: 

Que corresponde á la jurisdicción de Guerra conocer del delito de disparo 
de arma de fuego contra los individuos de la Guardia civil, cuando ésta, vis- 
tiendo el uniforme, presta servicio propio de su instituto, según lo precep- 
tuado en el número 4.9 del art. 7.2 del digo de Justicia militar, en armo- 
nía con la regla 2.2, art. 16 del mismo Código. 


En la villa y corte de Madrid, 4 30 de Enero de 1893: 
Resultando que en la noche del 9 de Septiembre del año último, Don 
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Fernando Gutiérrez David, Teniente de Alcalde de Villafranca de los Ba- 
rros, acompañado de cuatro guardias municipales, se presentó en una ta- 
berna, y ordenó que se retirasen los que allí estaban, por ser ya hora, obe- 
deciendo todos, excepto Manuel Matamoros Sayago, quien se resistió, 
por lo que dicha Autoridad mandó que le detuvieran y le llevaran á la 
cárcel; pero se opuso tenazmente, cayendo á tierra, sujeto por los munici- 
pales, en cuya ocasión hizo varios disparos de revólver, que produjeron 
la muerte instantánea de uno de los citados agentes, llamado Jesús Parra 
Hernández; y atraídas al sitio de la ocurrencia por las detonaciones dos 
parejas de la Guardia civil, el expresado Matamoros realizó otro disparo, 
siendo, por último, detenido y conducido á la cárcel, y como en el trayecto 
intentara fugarse, el Guardia civil, Zacarías Oyola Porrino, le causó una 
p con arma de fuego, en la espalda, de la que curó á los cincuenta y 
os días: y 

Besaltando que comenzado sumario por el Juzgado de instrucción de 
Almendralejo, que lo elevó á sn terminación á la Audiencia provincial 
de Badajoz, y formado otro por un Juez militar sobre los mismos hechos, 
el Capitán general de Extremadara dirigió requerimiento de inhibición, 
primeramente á aquel Juzgado, y después á la Audiencia, en cuanto á los 
delitos de insulto á fuerza armada y lesiones inferidas 4 Manuel Matamo- 

dejando expedita su acción para seguir conociendo del homicidio del 
municipal Jesús Parra, y para ello expuso: que según el número 4.0 del ar 
tículo 7.0 del Código de Justicia militar, la jurisdicción de Guerra co: 
noce de las causas que contra cualquiera persona se inatruyan, por el 
delito de insulto á fuerza armada, reputándose como tal la Guafdia ci. 
vil, cuando vista su uniforme reglamentario y preste servicio propio de 
su instituto, como sucedía en el hecho de que se trata, cayendo dentro de 
las prescripciones del referido artículo el acto de disparar contra una pa- 
reja de aquella fuerza; y que el delito de lesiones causadas por el guardia 
civil Zacarías Oyola, que era un militar en servicio activo, no siendo de 
los exceptuados, debía ser juzgado por el fuero á que dieho individuo per- 
tenecía, conforme el núm. 1.* del art. 5.0 del repetido Código: 

Resultando que la Audiencia provincial de Badajoz accedió á la inhi.- 
bición, en cuanto se relaciona con el guardia civil Zacarías Oyola, y no 
dió logar á ella, respecto al atentado á la misma Guardia, ó insulto á 
fuerza armada, cometido por Manuel Matamoros, apoyada en que el hecho - 
primordial que determinó los otros tres consecutivos fué la desobedien- 
cia al Teniente de Alcalde, y el delito principal el de homicidio; que el 
atentado contra los municipales se ejecutó para procarar la impunidad 
de la desobediencia, por lo que ambos eran conexos, y el que se realizó 
contra la Guardia civil tuvo idéntico fin, y principalmente el de conseguir 
la impunidad del atentado á los municipales, siendo éstos igualmente co- 
nexos; que además lo eran los tres delitos de atentado y desobediencia, 
como imputables á un procesado al incoarse la causa, por tener perfecta 
relación entre sí y no haber sido ninguno objeto de procedimiento ante- 
rior; que el de homicidio era más grave que el de insulto á fuerza armada, 
y siendo ambos conexos, era cuestionable que la jurisdicción común, com- 
petente para conocer del primero, lo era también para el segundo, corres- 
pondiendo al fuero de Guerra entender respecto á las lesiones causadas por 
el guardia civil Oyola: 

Resultando que ambos Tribunales insistieron en sus acuerdos y eleva- 
ron las respectivas actuaciones á este Supremo, en el que el Ministerio Gs- 
cal entiende que corresponde á la jurisdicción de Guerra conocer del delito 
de insulto-á centinelas, de carácter esencialmente militar, y á la ordinaria 
del de al Teniente Alcalde y homicidio del guardia municipal. 
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Siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que habiendo disparado el procesado Manuel Matamo- 
ros Sayago un arma de fuego contra dos parejas de la Guardía civil, en 
el momento en que éstas, vistiendo su uniforme reglamentario, prestaban 
servicio propio de su instituto, á la jurisdicción de Guerra corresponde el 
conocimiento de este delito, con arreglo al núm. 4.0 del art. 7.2 del Código 
de Justicia militar, en armonía con la regla segunda del art. 16 del 
mismo, único hecho de los perpetrados por el Matamoros que ha dado 
lugar al presente conflicto jurisdiccional; 

Se declara que el conocimiento del expresado delito corresponde á la 
jurisdicción de Guerra; y en su consecuencia, con certificaciones de este 
auto, devuélvanse las actuaciones á los Tribunales de que respectivamente 
proceden, los cuales se pasarán recíprocamente los oportunos testimonios 
de lo concerniente á los heehos que fueren de la competencia de cada uno; 
y publíquese dentro de diez días en la Gaceta de Madrid y 4 su debido 
tiempo en la Culección legislativa. —(Auto publicado en 80 de Enero de 1893, 
é inserto en la Caceta de 28 de Febrero del mismo afio,) 
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RECURSO DE CASACIÓN (31 de Enero de 3893).—Sala segunda.—.Homi- 
cidio y lesiones.——Ha lugar al interpuesto por Félix San Miguel y otros (Au- 
diencid de Soria), y se resuelve: 

ue declarada por el Jurado la inculpabilidad de los acusados en cuanto 
á los heslo de disparo de wn arma de fuego y muerte consiguiente del ofen- 
dido, se comete error de derecho al condenar á aquéllos como reos de homi- 


lo; 

Que la falta de datos en el veredicto para poder determinar con acierto 
si hubo d no solución de continuidad entre la riña tumultuaria y el disparo 
que produjo la muerte, y afirmándose en aquél quién sea el autor de las lesio- 
nes menos graves en la persona del interfecto, procede aplicar lo dispuesto 
en el art, 420 del Código penal, por ser conocida la persona que ejerció violen- 
cias en el ofendido 

Que es improcedente el núm. 12 del art. 603 del Código, que se refiere € 


las lesiones menos graves inferidas en riña tumultuaria, cuando el Jurado 


declara quién causó dichas lesiones al ofendido; 

Que á pesar de la afirmación del Jurado, no es de estimarse la circuna- 
tancia 4.2 del art. 9.0, por ser un mero incidente de la riña empeñada, en la 
cual á la vez son contendientes agresores y agredidos. 


En la villa y corte de Madrid, á 31 de Enero de 18983, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Félix 
San Miguel Pastor, Paulino Martínez León y Julián Aragón Luis, contra 
la sentencia pronunciada por la Audiencia provincial de Soria, en causa. 
por homicidio y lesiones: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
20 de Octubre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que constituído en el día de hoy el Tribunal del Jurado 
para contestar á las preguntas formuladas sobre los hechos perseguidos en 
la presente causa, personas que han tenido participación en los mismos y 
circunstancias de su ejecución, ha pronunciado el siguiente veredicto: «A 
la primera pregunta. Fólix San Miguel Pastor, ¿es culpable de haber hecho 
un disparo de arma de fuego, en la noche del 16 de Febrero último, en la 
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plazs de la Herrería de San Pedro Manrique, contra Lorenzo Torres Ma.-. 
durga, causándole la muerte?—No.—A la segunda pregunta. Paúlino Mar- 
tines León, ¿es culpable de haber hecho un disparo de arma de fuego, en 
la noché del 15 de Febrero último, en la plaza de la Herrería de San Pedro 
Manrique, contra Lorenzo Torres Madurga, causándole la muerte?—No,— 
A la tercera pregunta. Julián Aragón Luis, ¿es culpable de haber hecho un 
disparo de arma de fuego, en la noche del 15 de Febrero último, en la. 
plaza de la Herrería de San Pedro Manrique, contra Lorenzo Torres Ma- 
durga, causándole la muerte? —No.—A la cuarta pregunta. ¿Es culpable 
Félix Sen Miguel Pastor de haber ido en compañía de Julián Aragón y 
Paulino Martínez en dirección al pnnto donde estaban los hermanos To- 
rres, con propósito de vengarse de éstos, disputándose la escopeta que uno 
de aquéllos llevaba para hacer el disparo, aque luego se hizo y produjo la 
muerte del Lorenzo?—Sf.—A la quinta pregunta. ¿Es culpable Paulinó 
Martínez León de haber ido en unión de Julián Aragón y Félix San Mi- 
guel en dirección al punto donde estaban los hermanas Torres, con propó- 
sito de vengarse de éstos, disputándose la escopeta que uno de ellos lleva- 
ba para hacer el disparo, que luego se hizo y produjo la muerte al Loren- 
so?—8í.—A la sexta pregunta. ¿Es culpable Julián Aragón Luis de baber 
ido en unión de Félix San Miguel y Paulino Martínez en dirección al pun- 
to donde estaban los bermanos Torres, con propósito de vengarse de éstos, 
disputándose la escopeta que uno de aquéllos llevaba para hacer el dispa- 
yo, que luego se hizo y produjo la muerte al Lorenzo?-— S1.—A la séptima 
pregunta. Cuando Lorenzo Torres Madurga safrió el disparo, ¿se hallaba 
desapercibido y sin poder sospechar extraña acometida?—No.—A la octa- 
va pregunta. El disparo, ¿se realizó á distancia de 16 pasos próximamente 
del punto en que se encontraba el Lorenzo?—Sí.—A la novena pregunta. 
Félix San Miguel Pastor, ¿es culpable de haber herido con arma blanca, 
en la mano y Otras partes del cuerpo, en las primeras horas de la noche, y 
en las inmediaciones de la plazuela de la Herrería de San Pedro Manrique, 
en ocasión en que con otros sujetos se hallaha, á Lorenzo Torres Madurga, 
irrogándole lesiones que debieron haber curado después de los ocho días 
y antes de los treinta? —Sí.—A la décima pregunta. Cuando fué lesionado 
por arma blanca el Lorenzo, ¿había otros sojetos á su alrededor, rifiendo 
todos confusamente y en tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes 
fueran los enemigos?—$81,—A la undécima presunta. Lorenzo Torres Ma- 
durga, ¿acometió navaja en mano á Félix San Miguel, momentos antes de 
ser por éste herido?—S[.—A la duodécima pregunta. Rafael Munílla Gon- 
zález, ¿es culpable de haber herido cou arma blanca, en la mano y otras 
partes del cuerpo, en las primeras horas de la noche, en las inmedisciones 
de la plazuela de la Herrería de San Pedro Manrique, en que con otros suje- 
tos se haliaba, á Lorenzo Torres Madurga, irrogándole lesiones que debie- 
ron haber curado después de los ocho días y antes de los treinta? —81.— A 
la dócimatercera pregnnta. Cuando fué lesionado por arma blanca el Loren- 
zo, ¿había otros sujetos á su alrededor, rifñiendo todos confusamente y en 
tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes fueran los enemigos? — 
81.— A la décimacuarta pregunta. Lorenzo Torres Madurga, ¿acometió na- 
vaja en mano á Rafael Munilla, momentos antes de ser por éste herido? — 
81.—A la décimaquinta pregunta. Jalián Aragón Luis, ¿es culpable de ba- 
ber herido con arma blanca en la mano y otras partes del cuerpo, en las 
primeras horas de la noche y en las inmediaciones de la plazuela de la 
Herrería de San Pedro Manrique, en ocasión en que con otros snjetos se 
hallaba, á Lorenzo Torres Madurga, irrogándole lesiones que debieron ha- 
ber eurado después de los ocho días y antes de los treínta?—No.—A la dé- 
cimasexta pregunta. Cuando fué lesionado por arma blanca el Lorenzo, 
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¿había otros sujetos á su alrededor, rifiendo todos confusamente y en tu- 
multo, hasta el extremo de no saberse quiénes fueran los enemigos? —S1í.— 
A la dócimasóptima pregunta. Lorenzo Torres Madurga, ¿acometió navaja 
en mano á Julián Aragón, momentos antes de ser por éste herido?—No.— 
A la décimaoctava pregunta. Paulino Martínez León, ¿es culpable de ha- 
ber herido con arma blanca en Ja mano y otras partes del cuerpo, en las 
primeras horas de la noche, y en las inmediaciones de la plazuela de la 
Herrería de San Pedro Manrique, en ocasión en que con. otros sujetos se 
hallaba, á Lorenzo Torres Madurga, irrogándole lesiones que debieron ha- 
ber curado después de los ocho días y antes de los treinta?—No.—A la 
décimanovena pregunta. Ouando fué lesionado por arma blanca el Loren- 
zo, ¿había otros sujetos á su alrededor, rifñiendo todos confusamente y en 
tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes fueran los enemigos? — 
S1.—A la vigésima pregunta. Lorenzo Torres Madurga, ¿acometió navaja 
en mano á Paulino Martínez, momentos antes de ser por óste herido? — 
No.—A la vigósimaprimera pregunta. Félix San Miguel Pastor, ¿es culpa- 
ble del hecho de haber lesionado á Manuel Torres Madurga con arma 
blanca en el muslo izquierdo, en el pueblo de San Pedro Manrique, en las 
primeras boras de la noche del 15 de Febrero último, estaudo aquél acom- 
pañado con otros sujetos, teniendo necesidad el Manuel, para la curación * 
de las lesiones, de asistencia médica basta el 14 de Marzo siguiente? — 
Sí.—A la vigósimasegunda pregunta, Cuando fué lesiopado por arma 
blanca el Manuel, ¿había otros sujetos á su alrededor, riñiendo todos con- 
fusamente y en tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes fueran 
los enemigos.—Sí.—A la vigésimatercera pregunta. Manuel Torres Ma- 
durga, ¿acometió navaja en mano á Félix San Miguel, momentos antes de 
ser por éste herido?—8(f.—A la vigésimacuarta pregunta. Rafael Munilla 
González, ¿es culpable del hecho de haber lesionado 4 Manuel Torres Ma- 
durga con arma blanca en el muslo izquierdo, en el pueblo de San Pedro 
Manrique, en las primeras horas de la noche del 15 de Febrero último, 
estando aquél acompañado de otros sujetos, teniendo necesidad el Manuel, 
para la curación de las lesiones, de asistencia médica hasta el 14 de Marzo 
siguiente?—Sf(.—A la vigésimaquinta pregunta. Cuando fué lesionado por 
arma blanca el Manuel, ¿había otros sujetos á su alrededor, rifiendo 
todos confusamente y en tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes 
fueran los enemigos? —Sí.—A la vigósimasexta pregunta. Manuel Torres 
Madurga, ¿acometió navaja en mano á Rafael Munilla, momentos antes de 
ser por éste herido?—Sf.—A la vigósimaséptima pregunta. Julián Aragón 
Luis, ¿es culpable del hecho de haber lesionado 4 Manuel Torres Madurga 
con arma blanca en el muslo izquierdo, en el pueblo de San Pedro Manri- 
que, en las primeras boras de la noche del 15 de Febrero último, estando 
aquél acompañado de otros sujetos, teniendo necesidad el Manuel, para la 
curación de las lesiones, de asistencia médica hasta el 14 de Marzo sí- 
guiente?—No.—A la vigésimaoctava pregunta. Cuando fué lesionado por 
arma blanca el Manuel, ¿había otros sujetos á su alrededor, rifiendo todos 
<onfusamente y en tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes fue- 
ran los enemigos?—Sí.—A la vigésimanovena pregunta. Manuel Torres 
Madurga, ¿acometió navaja en mano á Julián Aragón, momentos antes de 
ser por éste herido?—No.—A la trigósima pregunta. Paulino Martínez 
León, ¿es culpable del hecho de haber lesionado á Manuel Torres Madur 
ga con arma blanca en el muslo izquierdo, en el pueblo de San Pedro 
Manrique, en las primeras horas de la noche del 15 de Febrero último, 
estando aquél acompañado de otros sujetos, teniendo necesidad el Manuel, 
para la curación de las lesiones, de asistencia médica hasta el 14 de Marzo 
siguiente?—No.—A la trigósimaprimera pregunta. Cuando fué lesienado. 
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wpor arma blanca el Manuel, ¿había otros sujetos á su alrededor, rifiendo 
“todos confusamente y en tumulto, hasta el extremo de no saberse quiénes 
fueran los enemigos? —Sí.—A la trigésimaseganda pregunta. Manuel To- 
rres Madurga, ¿acometió navaja en mano á Paulino Martínez, moments 
antes de ser por éste herido?—No.—A la trigésimatercera pregunta. ¿Pre.- 
- cedió el acto de las lesiones inferidas á los Lorenzo y Manuel con arma 
blanca, al de disparo, en tiempo como de siete á quince minutos?—Sí»: 

Resultando que la Audiencia provincial de Soria declaró que los he- 
echos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen un delito de 
homicidio y de dos lesiones menos graves, previstos y penados respectiva. 
vamente en los artículos del Código penal 419 y 433, siendo responsables 
del primero en concepto de autores Félix San Miguel Pastor, Paulino Mar- 
tínez León y Julián Aragón Luis, y de los segundos Félix San Miguel Pas- 
tor y Rafael Munilla, sin que sean de apreciar circunstancias modificati. 
tivas en ninguno de dichos trea delitos, ni en sus autores; y vistos los ar- 
tículos citados y demás concordantes de aplicación del referido Código, 
«<ondenó á Julián Aragón, Paulino Martínez y Félix San Miguel por el de- 
lito de homicidio á la pena de catorce años, ocho meses y un día de reclu- 
sión temporal con sus accesorias, indemnización mancomunada y solida- 
ria de 2.000 pesetas y al pago de una novena parte de costas, desde la 
apertura del juicio oral, y en una décima de las anteriores á cada uno; y á 
dicho Félix San Miguel y Rafael Munilla González, por cada uno de los 
dos delitos de lesiones, á dos meses y un dia de arrestó mayor, también 
con sus accesorias, indemnización en igual forma de 54 pesetas, con el 
apremio personal en su caso, y á que abone este último otra novena y dé- 
cima parte de costas, con otras declaraciones de ley: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de aquélla, por dichos tres penados, que se ha interpuesto 
por parte de Paulino Martínez y Julián Aragón, con el depósito respectivo 
de 125 pesetas, autorizado por los números 1.0 y 4.0 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal y 121 de la ley del Jurado, citando como in- 
fringidos: 

1.2 El art. 1.0 del Código penal, en cuanto se pena á dichos recurrentes 
en concepto de autores del delito de homicidio, sin que aparezcan en el 
veredicto del Jurado datos concretos que determinen la voluntad del 
agente para cometer el delito: 


2.0 El art. 13 del dicho Código, por aplicación indebida, en cuanto no 
se ha tenido presente que dichos dos procesados no se hallan comprendi.- 
dos dn ninguno de los casos que el mismo determina: la responsabilidad 
en contepto de autores: 


Resultando que por parte de Félix San Miruel se ha interpuesto, au- 
torizado por los artículos de la ley de Enjuiciamiento criminal 849, en sus 
múmeros 1.0, 2,0, 8.0, 4,0 y 5.0, y el 121 de la ley del Jurado, citando las in- 
fracciones siguientes: 

1.* El art. 96 de dicha ley del Jurado, en cuanto no se ha pronunciado 
sentencia por la Sección de derecho en relación con el veredicto, en el que 
aparecen que ni Paulino Martínez, ni Aragón, ni Félix San Miguel son cal- 
pables de haber hecho el disparo que produjo el homicidio: 

2.2 Elart. 419 del Código penal, en relación con el núm. 1.* del mismo, 
por aplicación indebida, en cuanto no se ha declarado la inculpabilidad y 
absolución de Félix San Miguel: 

3.2 La del art, 18 de dicho Código, en cuanto al mismo se pena en con- 
-cepto de autor: 

42 El art, 433, en igual concepto de aplicación indebida, y el núm. 12 
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del 603, por inaplicación y en relación con el 420, en cuanto no se han pe-— 
nado las lesiones como producidas en riña tumultuaria: 

5.4 El art. 9.9 de dicho Código, circunstancia 4.8, también por inaplica- 
ción, en cuanto dicha circunstancia no se ha estimado, apareciendo de la 
contestación del Jurado á las preguntas 11 y 23: 

Resultando que en el acto de la vista fueron apoyados los recursos por 
el Ministerio fiscal en cuanto al delito de homicidio, impugnándolos en lo 
que respecta al de lesiones. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que conforme á lo dispuesto en el art. 72 de la ley de 
20 de Abril de 1888, los Jurados son los únicos competentes para declarar 
con absoluta libertad de conciencia la culpabilidad ó inculpabilidad de los 
procesados en el hecho sometido á su deliberación, limitándose la facul- 
tad de la Sección de derecho á dictar la sentenria que corresponda en vis- 
ta de las declaraciones del veredicto, á las que forzosa y necesariamente 
ha de atenerse con arreglo á lo prevenido en el art. 96 de la citada ley: 

Considerando que declarado por el Jurado en la primera, segunda y 
tercera preguntas del veredicto la inculpabilidad de los recurrentes en el 
disparo de arma de fuego que causó la muerte á Lorenzo Torres, es ma- 
nifiesto el error de derecho cometido por la Audiencia de Soria al conde- 
narlos, no obstante tan expresa declaración, como autores del homicidio, 
porque si bien en las preguntas cuarta, quinta y sexta se les declara culpa- 
bles de haberse dirigido con propósito de venganza al sitio en que el ofen- 
dido se hallaba, disputándose la escopeta que uno de ellos llevaba, esta. 
declaración, ni las demás que dicho veredicto contiene, desvirtúa la in- 
culpabilidad en el disparo, afirmada en las anteriores preguntas, porque 
los hechos en aquéllas consignados no tienen relación directa con el delito 
después cometido por medío de un disparo que consta no hicieron los re- 
currentes, y se ignora si fué con la misma escopeta que momentos antce- 
se disputaban: 

Considerando, en cuanto al delito de lesiones menos graves inferidas 
á Lorenzo Torres, y por el que ha sido condenado el recurrente Félix San 
Miguel, que dado el estado de confusión y tumulto en que por efecto de 
la riña se hallaban los contendientes, el poco espacio de tiempo que trans- 
currió entre las lesiones que so causaron con arma blanca y el disparo 
que le ocasionó la muerte, la falta de datos en el veredicto para poder de- 
terminar con acierto si entre las lesiones y el disparo hubo solución de 
continuidad respecto á la pelea, convencen, por no constar lo contrario, 
que la misma rifa confusa y tumultuaria que existía cuando el Torres fué 
herido por arma blanca, continuaba sin interrupción apreciable cuando, 
fué muerto poco después por el disparo, y en este concepto, afirmándose 
por el Jurado en la novena pregunta del veredicto que el autor de las le- 
siones menos graves causadas al interfecto lo fué Félix San Miguel, es de 
estricta aplicación al caso lo dispuesto en el art. 420 del Código penal, por- 
que no constando el autor del homicidio causado en riña tumultuaria, es 
conocida la persona que ejerció violencias en el ofendido, y al no estimar - 
lo así la Audiencia sentenciadora al imponerle la pena correspondiente al 
autor de lesiones menos graves, ha infringido por su no aplicación el ar- 
tículo 420 del Código penal: 

Considerando, en orden al delito de lesiones menos graves causadas á. 
Manuel Torres, que aun cuando fueran inferidas en riña confusa y tumul. 
tuaria, según declara el Jurado en la pregunta veintidós del veredicto, no 
es aplicable el núm. 12 del art. 603 del Código, como con error sostiene 
el recurrente San Miguel, porque esta disposición legal se reflere al caso 
de inferirse lesiones en riña tumultuaria, y no constando su autor, es co- 
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mocida la persona que ejerció cualquier violencia en la del ofendido, lo 

cual no acontece en el presente caso, por ser conocida y determinada por 

expresa declaración del Jurado al contestar á la pregunta veintiuna del 

veredicto, afirmando que el recurrente Félix San Miguel causó las lesío- 

nes que por su duración fueron calificadas de menos graves á Manuel 
Orres: 

Considerando que dada la situación de rifñia en que los contendientes 
so hallaban, no ha infringido la Audiencia sentenciadora, la circunstancia 
4.2 del art. 9.9, al no estimar como motivo de atenuación la provocación 
ó amenaza previa del ofendido, deciarada por el Jurado en la pregunta 
veintitrés del veredicto, por ser éste un incidente propio de la rifia empe- 
fiada, en que á la vez son contendientes agresores y agredidos; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lagar á los recur- 
sos que contra la sentencia dictada por la Audiencia provincial de Soria 
han sido interpuestos por Julián Aragón Luis, Paulino Martínez León y 
Félix San Miguel Pastor, y en 8u consecuencia casamos y auulamos dicha 
sentencia y declaramos las costas de oficio, devolviéndose á los dos pri- 
meros el depósito de 125 pesetas por cada uno constituído; comuníquese 
esta resolución y la que á continuación se dicta al Tribunal sentenciador, 
á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 31 de Enero de 1893, 6 
inserta en la Faceta de 6 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (31 de Enero de 1893).—Sala segunda.—.Dig- 
paro de arma de fuego.—No ba lugar al interpuesto por Narciso Núñez y 
Sánchez (Audiencia de Madrid), y se resuelve: 

Que estimada por la Sala la concurrencia de la agresión ilegítima y la de 
falta de provocación, y no la necesidad racional, que no se desprende de los 
hechos prubados, es improcedente admitir la exención comprendida en el nú. 
wero 4.9 del art. 8.0 del Código penal: E 

Que reconocida la existencia de dichas dos circunstancias, ó sea el 1.0 
y 3.9 de los requisitos que legitiman la propia defensa, no son ya de estimar 
las atenuantes 4.2 y 7.8 del art. 9.9, que se derivan de los mismos hechos que 
aquélla: 

S Que la circunstancia 3.* del art. 9.0 no es apreciable, cuando la falta de 
intención no se deduce lógica y naturalmente de los hechos probados, antes 
bien esa intención aparece demostrada por el empleo de un medio adecuado 
para ocasionar, no el mal producido, sino cualguier olro de mayor gravedad . 
y transcendencia. 


En la villa y corte de Madrid, á 31 de Enero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Nar- 
ciso Núñez y Sánchez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Andiencia de este territorio, en cansa procedente del juzgado de ins- 
aa de Chinchón, seguida al Núñez por disparo de arma de fuego y 

lones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 21 de Octubre último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Probado que el día 30 de Agosto de 1891, al pagar Narciso 
Náñez, capataz que prestaba sus servicios en el ferrocarril de Madrid á 
Arganda, los jornales de los obreros que tenía á sus órdenes, uno de ellos, 
Gerardo Torcal, le reclamó una peseta por el aceite del farol de Jos guar- 
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das de noche, y como el capataz le contestase que á él mólo le correspon- 
dían 25 céntimos, Torcal, que había sido despedido por la Compañía ante- 
riormente por pendenciero, promovió cuestión, la cual dió origen á que am- 
bos lucharan; pero habiendo acudido otros obreros, consiguieron separarine, 
y á poco Torcal cogió una piedra y en actitud hostil se dirigió contra Nú- 
fiez, quien entonces disparó una pistola, produciéndole una herida en el 
tercio inferior del brazo izquierdo, que necesitó asistencia facultativa y le 
imposibilitó para el trabajo durante veintisiete días: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti- 
tuye el delito complejo de disparo de arma de fuego y lesiones menos 
graves, de que es autor Narciso Núñez Sánchez, siendo de apreciar dos de 
los requisitos de la propia defensa, ó sean la agresión ilegítima y la fxlta 
de provocación suficiente por parte del procesado, le condenó á la pena de 
cinco meses de arresto mayor, accesoria, indemnización y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en los casos 1.2 y 5.0 del art. 849 de la ley Je 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 1.0 «el 
Código penal, por aplicación indebida, y 8.9, número 4.0; 9.9, números 3.0, 
4.0, y 7.9, y 82, número 5., por no haberse aplicado siendo aplicables: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Laseus: 

Considerando que si bien se desprende de los hechos que en la sen- 
tencia recurrida se consignan con la expresa declaración de probados, que 
el recurrente obró en propia defensa al repeler una agresión que no había 
provocado, disparando una pistola contra la persona que se dirigía contra 
él en actitud hostil, armado de una piedra, no cabe estimar que el medio 
que empleó fuese proporcionado al ataque ni al riesgo que por semejante 
agresión corriera, y que no constando en dicha sentencia las dimensiones 
de la piedra con que el ofendido le amenazaba, la distancia que separaba 
en aquel momento al agresor del agredido, y si éste procuró contener la 
acción del primero con el arma de fuego de que se valió, como pulo 
hacerlo, antes de realizar el disparo, no hay términos hábiles para apreciar 
en este caso la necesidad racional del medio empleado para la defensa, 
cuyos límites excedió el procesado; y al estimar la Sala sentenciadora 
que no concurrió en el hecho el segundo de los requisitos que para la 
completa exención de responsabilidad exige el núm. 4.0 del art. 8.0 del 
Código penal, no cometió el error de derecho que se señala como primer 
fundamento del recurso, ni aparecen infringidas las disposiciones legalen 
que para este efecto se invocan: 

Censiderando que estimada ya en la sentencia recurrida la concurren- 
cia en el delito del primero y tercero de los requisitos que legitiman Ja 
propia defensa, haciéndose aplicación en ella de lo dispuesto en el art. 87 
del Código penal, no son de apreciar en este caso las demás circunstan- 
cias atenuantes que expresa el recurrente, porque las 4.2 y 7.1 del art. 9.0 
del Código se derivan de los mismos hechos que constituyen la defen=1 
incompleta, y la 3.*, ó sea la de no haber tenido el delincuente iutención 
de causar un mal tan grave como el que produjo, no se deduce lógica y 
naturalmente de los hechos probados, y antes bien, se demuestra esa in- 
tención por el empleo de un medio adecuado para ocasionar, no sólo «1 
mal producido, sino cualquiera otro de mayor gravedad y transcendencia: 

Considerando, por tanto, que la Sala sentenciadora no ha incurrido en 
los errores de derecho que se expresan en el recurso, ni cometido las im- 
fracciones legales que en el mismo se citan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
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de casación por infracción de ley que contra la sentencia dictada por la 
Gala de lo criminal de la Audiencia de esta corte interpuso Narciso Núñez 
y Sánchez, á quien condenamos en las costas y al abono de 125 pesetas 
pr razón de depósito, si mejorase de fortuna; lo que se comunique á 
dicha Bala á los efectos consiguientes.—(Sentencia publicada en 31 de 
Enero de 1893, 6 inserta en la Qaceta de 6 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECUE80 DE CASACIÓN (1.0 de Febrero de 1893).—Sala tercera. — Uso de 
documentos falsos.—No ba lugar al interpuesto por Jenaro Feltrer y Pérez 
(Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que según el núm. 1.0 del art, 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
Procede el recurso de casación por quebrantamiento de forma cuando se haya 
denegado alguna diligencia de da. que, propuesta en tiempo por las partes, 
se considere pertinente: . 

Que la no comparecencia de alguno de los testigos en el acto del juicio oral, 
mo es motivo de suspensión, si el Tribunal, dentro de las atribuciones que le 
elorga el núm. 3.0 del art. 746 de la citada ley de Enjuiciamiento, no estima 
necesaria su comparecencia; y cuando la prue testifical fué oportunamente 
admitida, no es de aplicar á dicho caso el motivo de casación fundado en el im- 
dicado núm. 1.9 del art. 911. 


En la villa y corte de Madrid, á 1.0 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpues- 
to por Jenaro Feltrer y Pérez contra la sentencia pronunciada por la Sec- 
ción tercera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en la 
enusa seguida al mismo y otro en el Juzgado de instrucción del distrito 
del Mercado de la propia ciudad, por uso de documentos falsos: 

Resultando que en 23 de Febrero de 1886, Jenaro Feltrer Pérez, repre- 
sentante en Valencia de la Empresa de quintos de D. Ramón Felip y 8os- 
tre, presentó como recluta voluntario para el servicio militar en Ultramar 
á4 Boque del Poyo Mulió, que entonces tenía dieciocho afios, bajo el nom- 
bre y apellidos de Roque del Poyo Montalbán, expresándose que tenía 
veinticinco años, acompañando ambos una certificación del Alcalde de ba- 
rrio del distrito del Teatro de aquella ciudad con la filiación falsa indicada, 
en la que se decía no haber sido procesado ni sufrido penas de las señala- 
das en la ley de Reemplazo y que observó buena conducta, y otra de iden- 
tidad del voluntario; cuyos documentos aparecían falsificados, sin averi- 
guarse por quién, y sí que Feltrer y Poyo personalmente los presentaron, 
á sabiendas de su falsedad, en la Caja de reclutamiento, firmando los dos 
en la misma oficina la hoja de presentación, la que no salió per motivo al- 
guno de dicha dependencia: 

Resultando que descubiertas las falsedades y remitidos los anteceden- 
tes por la Capitanía general del distrito al Juzgado de instrucción del del 
Mercado de Valeneia, que comenzó sumario contra los mencionados Fel- 
trer y Poyo, en oportuno estado se abrió el juicio oral, y formuladas por 
el Ministerio fiscal las conclusiones provisionales, en las que calificó el 
hecho como constitutivo del delito de haber hecho uso á sabiendas de dos 
certificaciones falsas, en el que tuvieron la participación de autores ambos 
procesados, al evacuar la defensa del Feltrer el traslado de dichas concla- 
siones, no estuvo conforme con el extremo de que los documentos fueron 
presentados por él, pues como en todos los casos, no conocía la documen- 
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tación que reunía y presentaba siempre el corredor ó ganchero, que en este 
caso lo fué Joaquín Ceballos, y por lo tanto, ignoraba si aquéllos eran ó no 
falsos, procediendo, en su consecuencia, la absolución libre; y por medio de 
otrosíes propuso, entre otras, prueba de testigos, acompañando lista de cua- 
tro, dos de los cuales eran Manuel Ros Torres, empleado en la estación de 
los ferrocarriles de Cuenca, y Miguel Ferrer Fayos, preso en las cáreeles de 
San Agustín, los cuales fueron citados oportunamente; pero suspendido el 
juicio por falta de comparecencia de uno de los procesados, y señalado 
otro día para su celebración, aparece de oficio del Jefe del correccional y 
cárceles de Valencia que el preso Ferrer no se hallaba ya en dicho estable- 
cimiento, por haber salido hacía quince días para el penal de Granada, 
según orden del Gobernador de la provincia, por lo cual no pudo ser ci- 
tado, siéndolo en forma debida «el otro testigo Manuel Ros: 

Resultando que en el acto del juicio no comparecieron los repetidos 
testigos Manuel Ros y Miguel Ferrer, por lo que la defensa del Feltrer so- 
licitó la suspensión, por considerar necesario á los intereses de su defen- 
dido el examen del segundo de aquéllos; pero el Tribunal no lo acordó, y 
de ello protestó la misma defensa: 

Resultando que la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Valencia, por sentencia de 28 de Septiembre de 1892, calificó 
los hechos como constitutivos del delito de uso de certificaciones falsas, 
definido y penado en el párrafo segundo del art. 325 del Código penal, del 
que eran responsables, en concepto de autores, los procesados Jenaro Fel- 
trer Pérez y Roque del Poyo Mulió, con la circunstancia agravante de 
reincidencia respecto al primero, ó sea la 18 del art. 10 de dicho Código, 
por haber sido antes condenado ejecutoriamente por otro delito de false- 
dad, sin ninguna modificativa apreciable en cuanto al segundo; y en su 
virtud, condenó á Feltrer en seis meses de arresto mayor, y á Poyo en dos 
Sit y un día de igual pena, accesorias correspondientes y costas por 

tad: : 


Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de 
Feltrer recurso de casación por quebrantamiento de forma, apoyado en el 
caso 1.* del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, por no haberse 
accedido á la suspensión del juicio que pidió á fin de que hiciera compa- 
recer á-dos de los testigos que propuso en tiempo y forma para su defensa, 
cuya prueba admitió y declaró pertinente el Tribunal, y en vista de aque- 
lla negativa, formuló protesta, que constaba en el acta, extendiéndose en 
consideraciones sobre la importancia de las declaraciones de los repetidos 
testigos, de los que dependía el esclarecimiento de la verdad que había de 
proclamar la inocencia del recurrente, en especial la de Miguel Ferrer, que 
aparecía en más de 20 causss seguidas contra el procesado por hechos 
iguales al de que se trata, y que fué siempre el punto de apoyo para el 
óxito favorable: 

Resultando que admitido por la Sala sentenciadora el mencionado re- 
curso, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, con citación y em- 
plazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que, según el núm. 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, procede el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma cuando se haya denegado alguna diligencia de prueba, que, propues- 
ta en tiempo y forma por las partes, se considere pertinente: 

Considerando que el no haber comparecido á declarar en el acto del 
juicio oral dos de los testigos presentados por la defensa, no es motivo de 
la suspensión del juicio cuando el Tribunal no considere necesaria la de- 
claración de los mismos, y como la prueba fuó admitida en tiempo, no en 
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-de aplicación al caso presente el motivo que se alega en apoyo del recurso, 
fundado en el referido núm. 1.0 del art. 911; ] 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recureo 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la sentencia 
pronunciada por la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Audien - 
cia de Valencia por Jenaro Feltrer Pérez, á quien condenamos en las cos- 
tas; y particípese á dicha Sala, con devolución de la causa.—(Sentencia pu- 
blicada en 1.2 de Febrero de 1893, é inserta en la Gaceta de 16 de Octubre 
-del mismo año.) > 
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RECURSO DE CASACIÓN (3 de Febrero de 1893).—Sala segunda. —False- 
-dad y estafa.—No ha lugar al interpuesto por D. Juan Bautista Morera 
(Audiencia de Barcelona), y se resuelve: 

Que es elemento esencial del delito de falsedad, definido en el art. 318 del 
-Código penal, el ánimo de causar perjuicio á tercero, cuyo propósito es evi- 
dente cuando el Cerente de una Sociedad mercantil altera maliciosamente los 
balances con el fin de simular beneficios cuando existen pérdidas, procurando 
inspirar confianza á los comanditarios y estimulándoles á hacer nuevas impo- 
siciones, todo ello al objeto de continuar dicho Cerente con la administración; 
con cuyas falsedades se causó realmente un perjuicio á los socios, siquiera no 
aparezca apreciado: 

Que tratándose de Sociedades mercantiles, la disposición aplicable en rea. 
lidad es el art. 315 del citado Código penal, que castiga las falsedades en do- 
cumentos mercantiles, sin que sea preciso la intención de causar perjuicio á 

Aercero: 

Que constiluye el delito de estafa, previsto en el caso 5.9 del art. 548 del 
Código penal, la pignoración de valores por quien los recibe con obligación de 
tenerlos en caja d disposición de su dueño. 


En la villa y corte de Madrid, á 3 de Febrero de 1893, en el recurso de 
<asación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
-Juan Bautista Morera y Bargalió, contra sentencia de la Sala de lo crimi.- 
mal de la Audiencia de Barcelona, en causa geguida al mismo en el Juz- 
gado de instrucción del distrito del Hospital de dicha ciudad, por falsedad 

estafa: ; 
d Resultando que la expresada sentencia, dictada el 8 de Julio último, 
«onsigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que por escritura pública otorgada en esta ciudad 
ante el Notario de la misma D. Manuel Tobarrell el 23 de Julio de 1883, 
por D. Victoriano Casas y Blay, D. Juan Targos y Bagó, D. Jaime Ferré y 
Rabasa, D. Jaime Rabasa y Barceló, D. Eusebio Pí y Torréns, D. Francisco 
Bate y Ferrá, Dofía Isabel y Doña Dolores Huertas y Delgado, D. Manuel 
Roca y Fiter, D. Antonio María Morera y Colón, D. Juan Bautista Morera 
y Borgalló y Doña Amalia Juliá y Cayol, constituyeron una Sociedad mer- 
cantil en comandita, domiciliada en esta capital, para dedicarse á toda cla- 
se de operaciones de lícito comercio, bajo la razón social J. B. Morera y 
Compañía, por término de diez afios, desde 1.0 de Enero anterior, prorro- 
gables á voluntad de la mayoría de los socios, y con un capital de 400.000 
pesetas, cuyo aumento podría acordarse, como se acordó por unanimidad 
+n el siguiente día, hasta la suma de 1.800.000 de pesetas, de las cuales co. 
«respondían 150.000 á D. Juan Bautista Morera, y 115.000 á su padre Don 
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Antonio María Morera y Colón, reconociéndose y haciéndose constar que- 
todos habían hecho ya efectiva su parte d ingresádola en la caja social. - 
Estipularon en el contrato que tendrían el carácter: de comanditarios, ex- 
cepto D. Juan Bautista Morera, á quien designaron como Gerente, con la 
obligación de responder en este concepto, así con el capital que habían 
aportado como con todos los demás bienes, de la administración de la 
casa, que se le reservaba exclusivamente, prohibiéndole verificar por 
cuenta propia operaciones mercantiles é interesarse en alguna otra Com- 
pañía, debiendo llevar la contabilidad y los libros con las formalidades. 
por la ley prescritos y los demás que estimase necesarios, y practicar en. 
31 de Diciembre de cada año un balance general, sometiéndolo á la apro- 
bación de sus consocios, lo que haría constar en el libro de actas y entre- 
gando una copia á cada uno; que de los beneficios líquidos que resultaran. 
percibiera, en remuneración de sus trabajos, un 15 por 100, repartióndose 
inmediatamente el resto, como también las pérdidas, entre todos los 80- 
cios en proporción á su capital, y éstos en todo tiempo podrían examinar 
Jos libros y documentación de la Sociedad 4 fin de enterarse de su estado. 
Se faculta al Gerente para otorgar poderes á una 6 más personas, á fin de 
que le sustituyeran en sus ausencias y enfermedades, y caso de ocurrir su 
fallecimiento, si optaban los demás socios por la continuación de la Socie- 
dad, nombrarían persona que hubiera de encargarse de la Gerencia como - 
sncio colectivo, continuando los herederos del finado. en concepto de co- 
manditarios, y lo mismo aquéllos que sucedieren á cualquiera de los otros. 
- socios que ostentaran este último carácter: 

Segundo. Probado que en cumplimiento de lo convenido en la escritu- 
ra aludida, el Gerente D. Juan Bautista Morera, entregó á los socios, con: 
fecha 31 de Diciembre de 1884, un balance de la casa, firmado por el mis- 
mo, en concepto de copia, del que debía obrar en el correspondiente libro. 
de inventario que existía, pero en blanco; y cotejadas las partidas de aquél 
con los asientos de los libros Diario y Mayor, aparecían inexactos, obser- 
vándose que, á fin de simular por beneficios durante el año la suma de - 
40.045 duros y 500 milésimas, había alterado arbitrariamente las sumas 
del activo y del pasivo, consignando como saldos deudores por cuentas co- 
rrientes á favor de la Sociedad únicamente 2.802 duros y 531 milésimas, 
cuando del Diario resultaban 68.805 con 365 milésimas, al propio tiempo 
que en el pasivo reducía á 24.950 duros el capital aportado á la Sociedad 
por socios interesados, aparte de los socios referidos, siendo así que en er 
Diario y en el Mayor aparecían por 73.050; designaba al D. Juan Forgas un 
saldo acreedor por cuenta corriente contra la casa de 50.000 duros, y re- 
sultaba de los libros que sacendía á 64.036 con 681 milésimas; fijaba los. 
demás saldos acreedores en 44.618 duros 702 milésimas, cuando en reali- 
dad se elevaban á 50.598 duros y 500 milésimas, y con otras alteraciones,.. 
dirigidas á ocultar su ya considerable deuda para con la Sociedad, y que 
ésta contara con interesados partícipes por tan crecidas sumas, deducién- 
dose del verdadero activo 38.170 duros con 985 milésimas, y del pasivo. 
718.216 duros con 585 milésimas, por aparentar aquella cantidad como be- 
neficios repartibles entre los socios, á razón de un 9 por 100, siendo asé 
que el resultado exacto de las cuentas consistía en un déficit por pérdidas- 
de 1.000 daros y 100 milésimas, proponiéndose, mediante tan engafioso 
procedimiento, no sólo el evitar que los interesadss, al enterarse del ver- 
dadero estado de la casa, retirasen sus capitales, sino al propio tiempo es- 
timularlos con el inventario de ganancias supuestas para que aportaran 
nuevos fondos, como prometió hacerlo hasta en cantidad de 50.000 duros 
el socio Forgas, que figuraba como principal capitalista y acreedor por- 
cuenta corriente entre todos ellos, y por fallecimiento del mismo, su suce- 
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sor y sobrino D. José Gallart, domiciliado, como hoy su causante derecho,, 
en Ponce, Puerto Rico, quien, al enterarse del fingido balance, desde lue- 
go se manifestó conforme en interesar en los negocios de la Sociedad todo- 
el crecido saldo de su cuenta corriente: 

Tercero. Probado que en el año 1885 se trasladó á esta ciudad D. José- 
Gallart, y deseando conocer el verdadero estado de la casa, pidió un in- 
ventario al Gerente Morera, quien se lo entregó después de firmarlo, en 
31 de Octubre de dicho año, para que se enterase y diera cuenta de é] 4. 
los demás socios comanditarioe, en cuyo documento aparentaba, por be- 
neficios sociales hasta aquella fecha, 82.357 duros y 346 milésimas, omi.- 
tiendo también figurar en el activo su propia deuda por cuenta corriente, 
que ascendía por entonces á 41.150 duros y 595 milésimas, y prescindien- 
do en el pasivo de partidas considerables, entre ellas de un crédito del 
«Crédito y Doks de Barcelona», por 44.000 duros; otra suma de 19.000 du- 
roe, representada por el total importe del capital de 165 interesados en la 
Sociedad como socios caducistas por cuentas en participación, cuyos. 
nombres omitió entre los que por dicho concepto comprendía el inventa- 
rio, reduciendo en él 4 11.150 duros lo que se debía á varios por trabajos: 
á bordo del buque Ponce de León, sin referirse á otros debitorios, siendo- 
así que los créditos posteriormente reclamados por gran número de 
saereedores. que no designaban en dicho balance ó inventario, ascendían 
á la suma de 249.419 duros 539 milésimas, observándose también que li-- 
mitaba á 10.000 duros el saldo deudor de la casa á favor de la razón so- 
cial «Juan Gualberto Morera y Compañía», cuando en aquella época pa- 
saba ya de 66.000 duros, y otra que acreditaba el «Banco de préstamos y- 
descuentos» la hacía figurar por 14.026 duros con 738 milésimas, á pesar 
de que importaba, cuando menos, 24.000 duros, proponiéndose, sin duda,. 
con tales inexactítudes, idénticos fines á los ya indicados relativamente 
al balance erróneo de 1884: 

Cuarto. Probado que con motivo de la desconfianza que empezaron á 
demostrarle algnnos de los socios, y de los cargos y recriminaciones que 
le dirigieron, cuando por el examen de los libros pudieron darse cuenta 
del mal estado de la Sociedad, el D. Juan Bautista Morera renunció en 19 
de Noviembre de 1885 la gerencia y administración de la misma con las 
demás atribuciones anejas á dichos cargos por acta notarial que autorizó 
D. Miguel Martí y Sagristá en 19 de Noviembre de 1885, y en su virtud, 
mediante escritura de 21 del mismo mes, ante el "propio Notario, los so- 
cios designaron para la Gerencia y administración á D. Eusebio Pí y To- 
rróns, conviniendo que usaría la firma social E. Pí y Compañía, y en los 
casos de fallecimiento, ausencia ó enfermedad sería sustituido por el 
también socio D. Victorino Casas, otorgándoles' las mismas atribuciones,. 
derechos y emolumentos que tenía el dimisionario, y habiendo concurri- 
do á dicha elección D. Pedro José Roca, como apoderado de los Morera, 
padre é hijo, y de D. Manuel Roca, Cajero que había sido de la Sociedad,. 
hizo entrega en nombre de este último y del Gerente renunciante de las 
dos llaves de la caja que respectivamente poseían, quedando en poder 
del Notario; y en otra escrituza otorgada ante el 'mismo, al siguiente día 
32 y continuada en los 23, 24 y 25 del citado mes, hizo constar dicho 
funcionario que, á requerimiento de D. Eusebio PÍ, en su calidad de Ge- 
rente de la Sociedad E. Pí y Compañía, se había constituído en el domi- 
cilio de la misma para autorizar en debida forma la toma de inventario- 
que por el Pí y Morera, como Gerentes en ejercicio el primero y dimisio- 
nario el segundo de la casa, se llevó á efecto, con asistencia también de 
otros varios socios, entre ellos el D. José Gallart, así de la caja social 
«como de los libros de contabilidad, documentos y demás que creyerore 
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mecesario, comenzáudosa por la entrega que el Notario hizo al Pl de las. 
llaves de la caja; que abierta, resultó contener 30 pesetas y 75 cóntimos; 
en calderilla 2 pesetas 3 céntimos y 13 cuartos, y en moneda fraucesa, 
también de calderilla, un franco y 10 céntimos, sin más valores efectivos, 
Inventariándose como libros de contabilidad de la casa, entre otros, uno 
de inventarios y otro de actas en blanco, un diario desde 1.0 de Julio «le 
1881 hasta 31 de Diciembre de 1884, por haberse continuado en el de 
operaciones de la Sociedad J. B. Morera y Compañía, constituida en 1883, 
aun cuando perteneció á otra auterior que formaron los padre é hijo Mo- 
rera, bajo la misma razón social, la que se disolvió, refandiéndose en la 
posteriormente creada; otro diario desde 22 de Junio solamente, sin gne 
en ól apareciera tirada la suma; uno mayor desde 1.0 de Julio de 1881 hasta 
el 31 de Octubre de 1884 y otro desde el 2 de Enero de 1885 al 31 de Oe- 
tubre siguiente, y una libreta sin foliar que dice ser de cobros y pa- 
gos de la casa. empezando ambos en 21 de Diciembre de 1884 hasta el 
17 de Noviembre los primeros y hasta el 18 los segundos, habiéndose he- 
cho constar en el mismo acto por el socio Gallart, que el Gerente More- 
ra le había confesado quesus descubiertos para con la Sociedad ascendian 
á 180.000 duros, á cuya manifestación asintió implícitamente el aludido, 
haciendo observar tan sólo que materialmente no podía precisar la cuan- 
tía de su saldo deudor, y preguntado entonces por el D. Eusebio PÍ si en 
realidad procedía de jugadas de Bolsa que había hecho por cuenta propia, 
contestó: que en parte sí y en parte de sus gastos personales que cubría 
con fondos de la Sociedad desde su constitución y de cargos que se ha- 
cía en gu cuenta particular con abono á aquélla para aumentar los benefi- 
cios sociales, reconociendo también en el mismo acto que había entregadu 
al José Gallart una nota comprensiva de sus bienes muebles y del capital 
y demás que le correspondía como socio, y cuyo valor total fijaba en ella 
por 119.100 duros, ofreciéndolos de buen grado á la Compañía para euja- 
gar dicho su descubierto: 

Quinto. Probado que D. Eusebio Pf, en su nombre y representación, 
como Gerente de la misma, dedujo en 16 de Diciembre de 1885 ante el 
Juzgado de instrucción del distrito de San Beltrán, hoy del Hospital, la 
oportuna querella criminal contra el D. Juan Bautista Morera y el D. Ma- 
nuel Roca, su apoderado y cajero que había venido siendo de la Sociedad, 
acusándoles por delitos de falsedades, estafa é imprudencia temeraria, 
sin que fundara este último en hecho alguno concreto y determinado, ni 
se ocupara de él más que para calificar de atrevimiento grande el soste- 
ner su existencia, fundado en que los hechos se habían desarrollado sin 
mediar malicia; é instraídas las correspondientes diligencias, se decretó 
el procesamiento de los acusados y la detención del Morera, que no pudo 
por entonces realizarse, por cuanto se fugó á Ultramar, declarándosele en 
x1ebeldía y continuando el procedimiento solamente en cuanto al Roca, 
hasta que por sentencia ejecutoria de 8 de Enero de 1887 fué absuelto por 
falta de prueba de su participación en los delitos de falsedad y estafa ca- 
lificados y probados, declarándosele al propio tiempo de oficio la mitad 
de las costas del sumario y todas las del juicio: 

Sexto. Probado que por escritura pública, también otorgada ante el 
Notario D. Miguel Martí en 20 de Diciembre de 1886, D. Antonio María 
Morera, padre del procesado, después de reconocer que á consecuencia 
de los descubiertos ó desfalcos de este último para con la Sociedad cuya 
gerencia y administración le estaban confiadas, se habían irrogado per- 
juicios y producido pérdidas de consideración, puesto que á él le corres- 
pondían relativamente á su capital social en la cuantía de 16.021 duros, 
según reparto practicado entre los socios y partícipes, consintió de buen 
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grado no sólo que le fuera reducido en la proporción indicada, sino en 
ceder, como cedió desde luego de espontánea voluntad, su saldo restante, 
que ascendía por entonces á 5.583 duros y 783 milésimas, y todos aqne- 
llos otros beneficios á que pudiera tener derecho, impulsado, según dijo, 
de aminorar cuanto le fuera posible los indicados perjuicios, cumpliendo 
un deber de conciencia ó procediendo rectamente, prometiendo nada re- 
clamar en tiempo ni ocasión alguna, por su comandita y beneficios socia- 
les, y en consideración á este digno acto de desprendimiento é hidalguía, 
la Sociedad renunció á continuar como parte acusadora en la causa, re- 
servándose en el terreno civil el ejercicio de la acción procedente, á fin 
de exigir al acusado las responsabilidades en que pudiera haber incurri- 
do; pero como con posterioridad los padre é hijo Morera opusieran difi- 
cultades y reclamaciones respecto á la cesión de bienes que uno y otro 
habían efectaado, alguno de los socios intentó de nuevo intervenir como 
querellante en el procedimiento crimital, y habiéndose dado lugar á su 
solicitud, sólo á condición de que prestare flanza en metálico por 15.000 
pesetas para responder á las resultas del juicio, desistió de su bropósito, 
compareciendo, no obstante, como acusador particular en 1.0 de Febrero 
de 1889 D. Vicente Zaragoza, haciendo suya la querella formulada en un 
principio por la razón social E. Pí y Compañía. 

Séptimo. Probado que D. Juan Bautista Morera, en su calidad de Ge- 
rente de la expresada Socidad, recibió de D, Francisco Prats y Ferriol, 
D. Eusebio Pí y Torréns, Dofñía Rosa Oliver y D. Jaime Ferro en 1.0 de 
Enero, 1.0 de Febrero y 16 de Julio de 1884 y 1.2 de Julio de 1885 varios 
valores, cuyo importe excedía de 2.500 pesetas, teniendo en cuenta el tipo 
de su cotización en Bolsa, consistiendo los del primero en 366 billetes 
hipotecarios del Tesoro de la isla de Cuba, y en 80 los la tercera; en 100 
obligaciones de la Transatlántica los del segundo, y los del cuarto en 12 
títalos de la Deuda exterior del 4 por 100, uno de ellos serie D, haciendo 
<onstar en los resguardos y cartas que les expidiera como comprobantes 
de la entrega que quedaban en la Caja social á su entera disposición, no 
obstarite lo cual los pignoró en garantía de cantidades prestadas al pare- 
cer á la Sociedad por el Banco de Préstamos y descuentos y la Compañía 
Crédito y Doks de Barcelona, cuyas casas enajenaron dichos valores á su 
debido tiempo, con derecho para ello en virtud de lo estipulado en el 
contrato, por no habérseles satisfecho oportnnamente los créditos á que 
respondían. Dicho Gerente ní siquiera les abonó á sas dueños en sus res- 
pectivas cuentas corrientes que tenían en la casa, excepto la Dofía Rosa, 
ai les pagó intereses por los préstamos que garantizaban, como hizo con 
algún otro interesado que consintió en que á sus valores les diese esa 
aplicación, y si bien posteriormente, 6 sea en 23 de Diciembre de 1885, 
convinieron aquéllos con la Sociedad E. Pí y Compañía en la forma de 
ser indemnizados, experimentaron el perjuicio de haber de consentir en 
cobrar sus cróditos en cinco años, sin intereses, ó constituyendo con ellos 
capital social que no podían retirar durante aun término igual, ni percibir 
beneficios hasta que resultasen pagados todos los acreedores: 

Octavo. Probado que D. Juan Bautista Morera libró un pagaré suscri- 
to por él con la firma J. B. Morera y Compañía, y en fecha 14 de Eoviem- 
bre de 1885, á la orden de los Sres. Juan Gualberto Morera y Compañía, 
de 10.000 pesetas pagaderas en 15 de Febrero siguiente por saldo, según 
en el mismo se expresa, de varias letras de cambio sobre Londres toma- 
das en distintas fechas, apareciendo en autos que el pliego de papel tim - 
brado en que iba extendido no se dió Á la venta por la Administración de 
Hacienda hasta el 17 de aquel mes, si bien en los libros de la Sociedad 
acreedora figuraba sentado en 18 del mismo: 
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Noveno. Que el procesado trata de explicar dicha inexactitud atribw- 
yóndola á una involuntaria equivocación del Tenedor de libros, á quien 
encargó al extender, como realmente extendió, el pagaré, que le copiase 
de otros librados en el mismo día 14, sin que se cuidase al verificarlo de 
variar aquélla, y aun cuando tal explicación no parece verosímil, porque 
el contexto de lo que según indica sirvieron para la copia, difiere respecto 
á la procedencia del valor recibido, no refiriéndose á letras, y porque lo 
registró en los libros de la Sociedad J. B. Morera y Compañía, también: 
con fecha inexacta del 14 de Noviembre, y aunque tampoco es frecuente 
en el comercio que éstas se satisfagan con simples debitorios, sino al: 
contado y en efectivo; y si bien además resulta que el aludido pagaré se- 
aplicó por la Sociedad á cuya orden se expidiera, no precisamente á extin- 
guir saldo alguno de la casa libradora por las letras recibidas sobre Lon- 
dres, sino á la cuenta particular del D. Juan Bautista Morera, traspasán-- 
dose luego el saldo de esta última á la Sociedad que administraba, cuyas 
operaciones de contabilidad mercantil acusan en cierto modo irregulari- 
dades, ó al menos informalidades censurables, los Gerentes de la razón 
social Juan Gualberto Morera y Compafiía las explicaron algún tanto 
satisfactoriamente, haciendo ver que la deuda del Juan Bautista Morera 
se derivaba de un préstamo que recibió de ellos en su nombre particular 
realmente; pero para saldar cuentas particulares de su gerencia, y bajo- 
esta persuasión, se determinaron á liquidar definitivamente la suya propia, 
mediante dicho pagaré, y á efectuar el traspaso de saldo indicado, sin que 
por otra parte se revele suficientemente que mediara malicia en la falsedad 
de la fecha referida, ni que le fuese fácil librar el expresado pagaré, 
eomo pudo sospecharse, después de renunciada por él la gerencia; pues 
resultan varias indicaciones verosímiles respecto á que, desde entonces, 
mo le fué permitido volver por las oficinas de la Compañía, en la cual 
continúa el mismo Tenedor de libros que extendiera el documento denun- 
ciado, debido seguramente á la confianza que debió inspirar su conducta á 
la nueva gerencia y asociados: 

Décimo. Probado que el D. Juan Bautista Morera, como Gerente de la 
citada casa, recibió de D. Juan Pesquera en 14 de Noviembre de 1885 la 
suma de 1.832 pesos fuertes en oro de cuñio español para librarlos á Amé.- 
rica, sin que aparezca haber ingresado aquélla en la caja de la Sociedad, 
aunque también es un hecho evidente que sus libros revelaban tales in- 
formalidades y descuido, llevándose los que de ellos no permanecían en 
blanco de una manera tan defectuosa, que hacía difícil, si no imposible, la 
eomprobación, pues los asientos en el mayor se prolongaban á más larga. 
fecha que los del diario, sin que el libro auxiliar de caja respondiese é la 
cuerta de caja en el mayor, arrojando aquél por exceso en los pagos un 
déficit de 234.501 duros 668 milésimas, sin que hicieran figurar como sal- 
dos de caja muchos talones expedidos á cargo del Banco de Préstamos y 
descuentos, demostrando esa especialísima circunstancia de exceso en los. 
psgos por soma tan considerable, que faltaban seguramente asientos por 
cobros é ingresos que no han podido determinarse con precisión, y entre 
los cuales bien pudiera figurar el de la cantidad indicada, pues no existen 
¿tros indicios para suponer que el Morera se los apropiara ó distrajese de 
su legítima inversión: 

Undécimo. Probado que dispuso de fondos sociales en cantidad de 
44.000 duros, destinándolos al pago de unos terrenos adquiridos para sí y 
de otras importantes sumas que empleó en jugadas de bolsa y operaciones 
sobre valores públicos por cuenta propia, pero cargándose todas las indi- 
cadas partidas en la cuenta corriente que llevaba en la Sociedad como los 
demás socios, y aun cuando concluyó por un saldo considerable y en ella 





A E 


RECURSOS Y OOMPETENCIAS 125 


we observasen frecuentes irregularidades, lo mismo que en la contabilidad 
en general de la Compañía, estos defectos por sí solos y sin la concurren- 
cia de otros datos más eficaces 6 inductivos de mala fe, no arguyen cono- 
E malicia ni intención dolosa por parte del cuenta arrendista alu- 

o: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que la suscripción por Mo- 
rera del balance fechado á 31 de Enero de 1884 como Gerente de una 
Sociedad mercantil, constituye un delito de falsificación de documento 
privado, con perjuicio de tercero ó ánimo de causárselo, castigado en el 
art. 318 del Código penal, cuya intención reveló claramente Morera 
omitiendo en el activo su deuda considerable y del pasivo un saldo cre- 
cido por capital de varios interesados por cuentas en participación, con el 
propósito evidente de inspirar confianza á los socios, evitando así que 
retirasen sus capitales y procurando que los aumentaran mediante suvesi- 
vas aportaciones para cortinuar con ellos en provecho propio su desas- 
trosa administración; que el mismo delito conatituía el inventario ó ba- 
lance de saldos que presentó el 31 de Octubre de 1885; que constituía un 
delito de estafa del núm. 5.9 del art. 548 del propio Código el herho de 
haber piguorado Morera, como Gerente de la razón social J. B. Morera y 
Compañía, los valores que recibió en depósito de D. Francisco Prast, Don 
Eusebio Pí, D. Jaime Ferro y Dofia Rosa Oliver, en vez de retenerlos en 
caja á su entera disposición, como lo había prometido y asegurado en los 
resguardos que los librara como comprobantes de las entregas; que el no 
constar el ingreso en la caja social de los 832 pesos en oro español entre- 
gados por D. José Pasapera, por su giro á Ultramar, no demuestra se lus 
apropiara el Gerente Morera, sobre todo teniendo en cuenta el desbara.- 
juste y las omisiones observadas en los libros de contabilidad, y que en el 
de caja aparecían pagos ó salidas por considerablemente mayores que Ice 
ingresos ó cobros, circunstancia que sólo puede explicarse por haberse 
prescindido de registrar estos últimos; que la gestión desastrosa y abusiva 
del Gerente, aplicando para usos particulares crecidas sumas de la Compa- 
fia, y el abuso de confianza que esto revela, no implican, á falta de otros 
indicios de verdadera delincuencia, responsabilidad criminal, porque el 
Código de Comercio da medios civiles para prevenir y remediar tales 
abnsos y negligencias, y que el haber librado Morera con fecha atrasada, 
y por tanto inexacta, el pagaré de las 10.000 pesetas, aunque lo hiciera . 
<onscientemente, no reviste carácter de delito cuando falta prueba que 
permita suponer intención dolosa que determine el elemento esencial de 
la intención de cometer la falsedad, y condenó á Morera, como sutor de 
los dos delitos de falsedad y otro de estafa, sin circunstancias atenuantes 
ni agravantes, á las penas de un afio, ocho meses y veintiún días de pre- 
sidio correccional y multa de 1.000 pesetas por cada uno de los dos deli:os 
de falsedad, y en la misma condena de presidio por el de estafa en canti- 
dad superior á 2.500 pesetas, y por todos en las accesorias correspondien- 
tes y mitad de costas hasta la providencia de 2 de Janio de 1886, y toos 
los restantes con el apremio personal por las multas y costas del acusador 
privado, absolviéndole de los demás delitos calificados por las acusa: io- 
nes pública y privada: 

Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto recurso de 
casación por infracción de ley D. Juan Bautista Morera, autorizado por el 
art. 847 y el núm. 1.0 del art. 348 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
aeñalando como infracciones: 

1.2 El art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, porque alguncs 
de los hechos que en la sentencia se declaran probados son calificados co- 
amo delito no siéndolo, como lo son los referentes á los balances de 1884 
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á 1885, que no pueden calificarse de documentos privados, ni la pignora- 
ción de valores como estafa: 

2.4 El art. $14, núm, 4.*, del Código penal, por cuanto se aplica como 
sanción el 318, suponiendo que en dichos balances se falta á la verdad en 
la narración de los hechos, y en los balances no bay nada con referencia á 
los hechos narrados, y porque el inventario no dice que sea trasunto fiel de 
los libros ni existe firmada la conformidad: 

8.2 El art. 318 del mismo Código, pues no resulta que los documentos 
calificados como falsos hayan causado perjuicio á tercero, ni menos que 
hubiera propósito de causarle, circunstancia imprescindible para que exis- 
ta el delito de falsedad, pues de que Morera se propusiese alentar con los: 
balances á los socios para que no retirasen sus capitales y aportasen más, 
no se desprende el ánimo de perjudicarlos, sino el de que, con fondos de 
po se resarcieran las pérdidas y se sacasen á flote los intereses de 
todos: 

43 El art. 548, núm. 5.9, del Código penal, porque la Sala confunde la 
pignoración de valores, con su distracción, y porque la pignoración no la 
preven los artículos y números citados, y sólo es un abuso de confianza 
productor de acción civil: 

5,28 El art. 144 del Código de Comercio, que determina que los dafñios 
que sobrevinieren á los intereses de una Compañía por uno de los socios, 
aunque hubiera malicia, abusos de facultades ó negligencia grave, sólo dan 
derecho á indemnización, de manera que, aun aceptando que Morera con 
la pignoración hubiera causado perjuicio, no cabría eanción penal: 

6.4 El art. 581 del repetido Código penal, porque aunque los hechos 
probados constituyeran delito, como no medió malicia de Morera ni pro- 
pósito de perjudicar á los demás en derecho propio, envolvería sólo impru- 
dencia temeraria: 

Resultando que por sentencia pronunciada por esta Sala en 30 de Di. 
ciembre último se declaró no haber lugar á la admisión del recurso, por lo 
que toca á los dos últimos motivos del mismo: 

Resultando que admitido por los cuatro primeros, fué impugnado en el 
acto de la vista por el Ministerio fiscal: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que aunque se prescinda de que la copia del balance que 
D. Juan Bautista Morera, como Gerente de la Sociedad mercantil en co- 
mandita J. B. Morera y Compañía, suscribió y distribuyó á los comandita- 
rios el 31 de Diciembre de 1884, en cumplimiento de una cláusula de la 
escritura de fundación de la Sociedad, era supuesta como tal copia, por no 
existir el balance original en el libro correspondiente; tanto en ese docu- 
mento, como en el inventario que el propio Gerente facilitó á D. José Ga- 
Mart el 31 de Octubre de 1885 para que le examinara y diera cuenta de él 
á sus consocios se cometió la falsedad prevista en el núm. 4.0 del art. 314 
los del Código penal, porque en ambos se faltó á la verdad en la narración 
de hechos al alterar Morera maliciosamente las partidas del activo y del pa- 
sivo, y al ocultar lo que á la colectividad debía, que en la fecha del último 
documento llegaba á la suma de 41.150 duros y 599 milésimas; que hechos 
«on los números y cifras que se contienen en los balances, y los conceptos 
á que los propios números se refieren para dar á conocer en un momento 
dado la situación financiera de una persona ó entidad jurídica: 

Considerando que desfigurado de tal modo el estado de la Scciedad, 
con el propósito de simular beneficios cuando existian pérdidas, inspirar 
«»nfianza á los comanditarios, estimularles para que hiciesen nuevas im- 
posiciones como las ofrecidas por uno de ellos, y con el de continuar ea 
desastrosa administración en provecho propio, como textualmente se expre- 
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- sa en el considerando 4.* de la referida sentencia, ocultando además su cuan- 


tioso débito, es evidente que por aquellas falsedades se causó á los socios 
an perjuicio real y efectivo, aunque no aparezca apreciado; porque si!l.ien se 
constituyó la Sociedad por determinado tiempo, esto no era un impedimen- 
to para obtener la disolución de la misma, conforme al art, 218 del Códi- 
go de Comercio vigente, que concuerda con el 326 del antiguo, y en el ejer- 
cicio de tal derecho no podían pensar, con menoscabo de sus intereses, lus 
que vivian en la creencia de una prosperidad ficticia y totalmente supues- 
ta por el Director, á quien la continuación en la Gerencia favorecía tanto 
como perjudicaba á los que habían contribuido á la formación del capital 
social: 


Considerando que de todos modos, si no se causó perjuicio á los socios, 
no puede desconocerse el ánimo de causárselo, por el fin que según la 8a- 
la sentenciadora perseguía el Gerente, y, por lo tanto, no se echa de me- 
nos la concurrencia de este elemento esencial del delito, definido en el 
art. 318, gue por la misma Sala se califica y pena; por más que no exigién. 
dolo el 316, que es propiamente la disposición aplicable, por ser mercanti- 
les, sin duda alguna, los alcances de las sociedades ó Compañías de comer- 
cio, la casación autorizada por el núm. 1.* del art. 849 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal que invoca el recurrente no podría prevalecer, por ser 
en todo caso constitutivos de delito y de un delito más grave los hechos 
que se le imputan: 

Considerando que tampoco es procedente el recurso por el último de los 
motivos que se admitieron, porque la pignoracición de valores por quien 
los recibe, con la obligación de tenerlos en caja á disposición de su dueño, 
constituye, por modo evidente, el delito de estafa previsto en el núm. 5.* del 
art. 548 del Código penal, toda vez que la pignoración implica acto de do- 
minio, y el depositario que da en prenda la cosa depositada, la distrae de 
su verdadero destino, haya ó no dispuesto de ella el tercero, como dispuso 
en el caso actual de los valores, por incumplimiento de la obligación á que 
sirvieron de garantía: 

Considerando que, por las razones expuestas, la Sala sentenciadora no 
ha incurrido en ninguno de los errores, ni cometido las infrácciones que 
se le atribuyen en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación interpuesto contra la expresada sentencia de la Sala de Jo ceri- 
minal de la Audiencia de Barcelona, por D. Juan Bautista Morera y Bar. 
galló, á quien condenamos en las costas y á la pérdida del depósito de 1265 
pesetas, que ha constituído, al que se dará la aplicación correspondient:; to 
que se comanique al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sen- 
tencia publicada en 8 de Febrero de 1893, é inserta en la Gacetu de 17 de 
Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (6 de Febrero de 1893).—Sala segnnda.— Ex 
pendición de billetes falsos. —No ha lugar al interpuesto por Antonio Serrat 
Filella (Audiencia de Barcelona), y se resuelve: 

Que comete el delito previsto en el art. 308 del Código penal, quien entrega 
á su acreedor para extinguir la deuda un billete de Banco falso, sabiendo 
gue lo era, por concurrir el dolo en el acto material de la entrega, y porque se 
entiende que expende una cosa cualquiera, en la acepción usual y forense de 
este vocablo, aquel que la da salida ó se deshace de ella por títulu lucrativo 
ORECFO80. ; 
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En la villa y corte de Madrid, á 6 de Febrero de 1393, en el recurso 
«de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por . 
Antonio Serrat Filella contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
«diencia de Barcelona, en causa procedente del Juzgado de instrucción del 
distrito del Norte, seguida al Serrat por expendición de un billete del 
Banco de España falso: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 26 de Octubre último, 
«contiene el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones son las siguientes: 
«A la pregunta. Antonio Ricardo Serrat Filella, ¿es culpable de haber en- 
tregado en la noche del 29 de Agosto de 1891 á Teresa Suivent, para ha- 
<cerla pagos de una cantidad que le adeudara, y recoger varias alhajas que 
ésta tenía como garantía, tres billetes de Banco de 25, 50 y 100 pesetas, 
aparte de otra cantidad en plata, sabiendo que el último, ó sea el de 100 pe- 
setas, que había adquirido de buena fe, era falso? —Sí»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de expendición de un billete falso del Banco de Es- 
paña, de que es autor Antonio Ricardo Serrat Filella, sin circunstancias 
modificativas de responsabilidad criminal, le condenó á la pena de tres 
años, seis meses y veintiún días de presidio correccional, accesoria, multa 

costas: 

d Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el art. 849, núm. 1.0, de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como intringidos: 

1.0 El art. 1.0 del Código penal, porque el hecho no constituye delito 
sino que es objeto de una acción civil: 

2.0 El art. 306 del mismo Código, por aplicación también indebida, 
porque el procesado, según declara el Jurado, no expendió, sino que dió 
en pago de una deuda, entre otros billetes legítimos, uno de 100 pesetas, . 
que adquirió de buena fe, por lo cual falta uno de los requisitos precisos 
para la calificación jarídica hecha por el Tribunal a guo: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. ) 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que expende úna cosa cualquiera, en la acepción usual 
y forense de ese vocablo, el que le da salida ó se desprende de ella por 
título lucrativo ú oneroso, y por lo tanto, el que entrega á su acreedor 
para extinguir la deuda un billete del Banco falgo, sabiendo que lo era, 
€xpende el billete, cometiendo por el concurso del dolo en el acto material 
de la entrega del efecto falsificado, el delito definido en el art. 306 del Có- 
digo penal: 

Considerando, por consiguiente, que la sentencia reclamada no adolece 
del error que sele atribuye ni ha infringido la ley al calificar y penar 
<omo delito el hecho de que el Jurado declaró culpable al recurrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Antonio Serrat Filella, 4 quien condenamos en las costas 
y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejorase de fortuna; lo 
que se comunique á la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona á 
los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 6 de Febrero de 1893, 
$ inserta en la Gaceta de 17 de Septiembre del mismo año.) 
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- RECURSO DE CASACIÓN (7 de Febrero de 1893).—Sala segunda. —Es- 
tafa.—No ha lugar al interpuesto por Juan Antonio Lacruz (Audiencia de 
Zaragoza), y se resuelve: | 
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Que el art. 133 del Código penal fija el pertodo de diez años para la pres- 
-eripción en los delitos castigados con pena correccional, debiendo contarse di- 
cho tiempo desde la fecha de la comisión del delito, siempre que fuere cono- 
cido, y cuando no lo fuere, desde que se descubra y se empiece á proceder ju- 
dicia e para su averiguación y castigo: 
Que el principio general establecido en el indicado artículo en materia de 
ipción exige como condición ineludible que el delito sea conocido, para 
que la prescripción pueda notarse desde la fecha en que fuese cometido, dando 
lugar, cuando tal circunstancia no concurre, á que el término se compute 
desde el descubrimiento del hecho punible y de su persecución judicial: 
Que á la Sala sentenciadora, como atribución indiscutible, corresponde 
fijar el punto de partida para la computación del lapso del tiempo en la pres- 
cripción. 


En la villa y corte de Madrid, á 7 de Febrero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Juan 
Antonio Lacruz Arnej contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Zaragoza, en causa procedente del Juzgado de instrucción de 
Sos, seguida al Lacruz por estafa: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 28 de Noviembre úl. 
timo, contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Queen fecha que no ha podido determinarse del año de 1876, 
la vecina de Luesia, María Rived Laborda, entregó, por conducto de su 
convecino Anselmo García, 403 pesetas al procesado Juan Antonio Lacrus, 
Alcalde á la razón de dicha villa, con objeto de que consiguiera la compra 
de una casa que se enajenaba en pública subasta por débitos de contribu - 
ción, en favor de Pabla Rived, hermana de la María, cuya finca, si bien 
quedó adjudicada á Lacruz, fué adquirida por éste para sí, otorgándose á 
su nombre la correspondiente escritara, sin que á pesar de las reclamacio- 
nes de la expresada María haya devuelto la indicada cantidad, ni se haya 
prestado al otorgamiento de la escritura en favor de la referida Pabla; 
hechos que se declaran probados: 

Segundo. Que en escrito de 28 de Junio de 1891 denunció los hechos 
anteriormente expuestos la precitada María Rived al Juzgado municipal 
de Luesia, y formada en 5ua virtud la oportuna causa, se decretó el proce- 
samiento del Lacruz, quien manifestó que no había recibido cantidad al- 
guna de parte de la denunciante con el objeto expresado, y que única. 
mente recuerda que recibió en 1875 ó 76 una cantidad, pero que fué en 
paxo del precio de una compra de trigo que hizo para aquélla y que se ha. 
llaba embargada: 

Tercero. Que al conferirse traslado de la calificación á la defensa del 
procesado, formuló artículo de previo pronunciamiento, alegando la pres- 
cripción del delito, caso de que existiera, pues calificado como estafa, y 
habiendo transcurrido más de diez años desde que fué conocido, era evi- 
dente que había prescrito; incidente que se resolvió en auto de 15 de Ju- 
nio último, declarando, de conformidad con el parecer del Ministerio fiscal, 
no haber lugar á la admisión de la excepción de prescripción alegada: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti- 
tuyo el delito de estafa, de que es autor el procesado Juan Antonio La- 
cruz, sin circunstancias modificativas de la responsabilidad penal, y consi. 
derando que no es de admitir la prescripción invocada por el procesado, 

orque debiendo contarse los diez años que aquélla exige desde que el de- 
to fué conocido, en este caso no lo fué hasta el 28 de Junio de 1891, en que 
se presentó la denuncia, condenó al Lacruz á la pena de seia meses de 
arresto ináyor, accesorias, restitución y costas: E 
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Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en los números 1.0 y 7.” del art. 849 de la de- 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el art. 133 del Código 
penal, porque no tratándose de un delito oculto, sino conocido deade el 
primer momento, debe comenzar á contarse el término de la prescripción 
desde que aquél se perpetró, y como desde esta fecha hasta que el delito 
se denunció pasaron con exceso los diez años que señala dicho art. 133, 
es evidente la procedeneia de la excepción alegada: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio flscal impugnó el 
rOcurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

- Considerando que el art. 133 del Código penal fija la prescripción de 
diez años para los delitos castigados con pena correccional, á cuya clase 
corresponde la sefñialada por la ley al de estafa, que se pena en la senten- 
cia reclamada, debiendo contarse dicho tiempo desde la techa de la comi- 
sión del delito, siempre que fuere conocido; y cuando no lo fuere, desde que 
pe meti y se empiece á proceder judicialmente para su averiguación y 
Castigo: 

Considerando que si bien el citado precepto establece como regla ge- 
neral que la prescripción de responsabilidad penal comience á correr des- 
de el mismo día de la ejecución del hecho que la origine; esa regla exige, 
como condición ineludible, que éste fuere conocido en tal fecha, dando 
lugar, cuando esta circunstancia no concurre, á la excepción que el mismo 
articalo establece, según la cual, el tiempo ha de computarse desde el des- 
cubrimiento del delito y de su persecución judicial: 

Considerando que en el caso de autos no puede tener aplicación la re- 

la general sancionada por el legislador, apareciendo, por tante, logitima- 
_ do el caso de excepción, porque, no obstante la naturaleza y circanstan- 

cias que han concurrido en la ejecución de los hechos referidos en el pri. 
mer resultando de la sentencia reclamada, que no excluyen por completo 
la posibilidad de su ocultación, la Sala sentenciadora, apreciando en uso 
de sus atribuciones soberanas este punto de hecho, ha declarado en el con- 
siderando quinto que el delito que castiga no fué conocido hasta el 28 de 
Junio de 1891, fecha de la denuncia, á cuya declaración indiscutible es 
preciso atenerse para hacer la computación del lapso del tiempo, resul- 
tando, en fuerza de aquélla, justa la denegatoria de la prescripción ale- 


8: 

Considerando, además, que aun bajo el punto de vista del recurso 
tampoco éste tiene base sólida, exenta de toda duda, para comenzar 
contar el tiempo desde el año de 1876, porque, sun cuando en el princi. 
pio del resaltando primero se consigna esta fecha como la en que tuvo Ju- 
gar el encargo y entrega del dinero que la denunciante hizo al procesado 
para que adquiriese para su hermana la finca en cuestión, no consta por 
modo terminante, como era menester que constase para servir de punto de 
partida á la computación, cuando se ha negado el procesado á devolver el 
dinero recibido en comisión y á ceder por escritura pública la finca, cuyos: 
hechos son los que, en realidad, integran la comisión del delito, que hasta. 
tanto no podría legalmente declararse consumado: 

Considerando que, por las razones expuestas, el recurso es improce- 
dente, por no contener la sentencia reclamada el error de derecho é infrac- 
ción legal que en 6l se alegan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto á nombre de Juan Antonio Lacrus Arnej, contra la referída senten- 
cia, dictada en 28 de Noviembre de 1892 por la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Zaragoza, condenándole en las costas y 4 la pérdida del de- 
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pósito constituído; comuníquese esta resolución á dicha Sala á los efectos 
consiguientes. — (Sentencia publicada en 7 de Febrero de 1893, é inserta en 
la Gaceta de 17 de Septiembre del mismo afio.) 
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COMPETENCIA (7 de Febrero de 1898).—Sala tercera. — Muerte acciden- 
tal.—8e decide en favor del Juzgado de instrucción de Chinchón la sos- 
tenida por la jurisdicción de Guerra, y se establece: 

Que con arreglo al art. 10 de la ley de Enjuiciamiento criminal, la juris- 
dicción de Guerra es la única competente para conocer de las diligencias d jui- 
cios criminales, mientras de ellos no resulten motivos suficientes para estimar 
el hecho procesal delito, y aparezca responsable alguna persona uforada, sin 
que la circunstancia de ser soldados los fallecidos influya en la resolución del 
conflicto jurisdiccional. 


En la villa y corte de Madrid, á 7 de Febrero de 1893: 

Resultando que en 14 de Diciembre de 1892 fueron encontrados en la 
casa de un Comandante del regimiento Dragones de Montesa, décimo de 
caballería, en Aranjues, los cadáveres de su asistente Juan Juárez Jurado, 
y del soldado Pedro Galán Caballero, tendidos en una cams, bajo de la 
que había un brasero con ceniza y carbones medio encendidos, producién- 
dose la muerte á consecuencia de asfixia, según informe facultativo: 

Resultando que comenzadas diligencias por el Juez de instrucción de 
Chinchón y por otro militar, el primero requirió de inhibición al Capitán 
general de Castilla la Nueva, fandado en que, no apareciendo méritos 
para estimar que el referido hecho conatituyera delito, ni por consiguiente 
que fuera responsable criminalmente persona determinada, la jurisdicción 
ordinaría era la única competente para conocer, según el art. 10 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, aunque los fallecidos fuesen aforados, cuya 
circunstancia, así como la de hallarse los cadáveres en casa de un Oficial, 
no bastabs para surtir fuero á favor de la jariedicción de Guerra, conforme 
á las resoluciones de este Tribunal Sapremo de 28 de Noviembre de 1889 
y 21 de Febrero, 12 de Junio y 28 de Agosto de 1890: 

Resaltando que la Autoridad militar requerida no accedió á la inhibi.- 
ción, exponiendo en su apoyo: qua el hecho no presentaba caracteres de 
delito, y estaba fuera del alcance de las disposiciones que regulan las atri. 
buciones y competencia de los Tribunales en lo criminal, y que daban por 
supuestos hechos de naturaleza penal; que cada Autoridad judicial, á la 
que de algún modo interesara el suceso, podía mandar instruir la sumaria 
ó la información que creyera procedente, sin perjuicio de que si en sy 
curso apareciera persona responsable, ó el hecho con caracteres punibles, 
podía acumaolarse todo en un solo proceso, del que conociera la jurisdic- 
ción competente, conforme á su naturaleza, circunstancias que no apare- 
cían hasta ahora en lse actuaciones practicadas: 

Resultando que ambos Juzgados han insistido en sus acuerdos, y ele- 
vado en su virtud á este Tribunal Sapremo, el de Chinchón, testimonio de 
antecedentes, y el militar, la samaria original; siendo el Ministerio fiscal 
de parecer que se declare competente para seguir conociendo á la juris- 
dicción ordivaria. ] 

Siendo Ponente el Magistrado D. Juan N. de Undabeytia: 

Considerando que de las diligencias hasta ahora practicadas no apare- 
cen méritos para estimar que el hecho constituya delito, ni que nea res- 
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ponsable criminalmente persona determinada, sin que la circunstancia de 
ser soldados los fallecidos deba influir en la resolnción del conflicto: 

Considerando que la jurisdicción ordinaria es por tanto la única com- 
petente, porque la misma debe conocer de las diligencias ó juicios crimi- 
nales, mientras no resulte responsable alguna persona aforada, con arre- 
glo al art. 10 de la ley de Enjuiciamiento criminal; 

Se declara que el conocimiento del hecho relatado compete á la juris- 
dicción ordinaria; remítanse las diligencias recibidas, con certificación de 
este auto, al Juez de instrucción de Chinchón; particípese lo resuelto al 
Capitán general de Castilla la Nueva, y publíquese dentro de diez días en 
la Gaceta de Madrid y su tiempo en la Colección legislativa.—(Anuto fecha 
7 de Febrero de 1893, é inserto en la Faceta de 22 de Marzo del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (7 de Febrero de 1893).— Sala tercera.—Adulte- 
rio.—No ha lugar al interpuesto por la representación del querellante 
(Audiencia de ...), y se resuelve: * 

es improcedente el recurso por quebrantamiento de forma, según el 
núm. 1.0 del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento criminal, cuando en la 
sentencia recurrida se expresan clara y terminantemente los hechos proba- 
dos, y no resulta contradicción alguna entre ellos. 


En la villa y corte de Madrid, á 7 de Febrero de 1893, en el recurso 


de casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, inter-: 


puesto por ..., querellante, contra la nentencia pronunciada por la Sala .., 
de la Audiencia de ..., en la causa seguida á querella del mismo, en el 
Juzgado de instrucción de ... contra su esposa ... y ..., sobre adulterio: 

Resultando que en... de... de... D.... presentó en el Juzgado de... 
querella de adulterio contra su esposa ..., en cuyo escrito afirmó: que su 
esposa le era infiel y sostenía relaciones ilícitas con ... desde... de ... y 
que no se consignó de una manera clara, precisa y terminante, si entre 
ambos acusados existieron actos carnales que determinaran ó no la con. 
sumación del expresado delito, agregando tan sólo por medio de otros: 
que los hechos que se podían relacionar por tenerse conocimiento de 
ellos eran los comprendidos en el primer párrafo, después del encabeza- 
miento, en que se aseguraba la existencia de relaciones ilícitas, los que 
después se precisaban más en el interrogatorio de los testigos, en que se 
mencionaban los de haber sido vistos la ... y ... encerrados en un cuarto, 
y un día abotonándose; él los pantalones, otro día acostados juntos; en 
ofra ocasión, que se besaban; en otra que iban juntos cogidos del brazo, 
y Otros de menor importancia: 

Resultando que comenzada causa por el referido Juzgado, y declara- 
dos procesados la ... y ..., negaron en absoluto la existencia del delito de 
adulterio y de relaciones amorosas ilícitas entre ambos; y en oportuno 
estado formuló el querellante las oonclusiones provisionales, que ratíficó 
como definitivas, consignando que en ... de ... comenzaron relaciones amo- 
rosas entre ambos procesados, cuyas relasiones criminales vinieron sos- 
teniéndose hasta que, conocedora la ... de que su esposo las había averi- 
guado, se marchó de la casa de éste; que tal hecho constituía el delito de 
adulterio, comprendido en el art. 447 del Código penñal, siendo autores de 
ól los procesados, con la circunstancia agravante 1.* del art. 10; y que 
habían incurrido los mismos en la pena de cuatro afios, nueve meses y 
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once días de prisión correccional y accesorias; y la defensa estimó no re- 
sultar probado el delito perseguido, por lo que no cabía imponer pena: 

Resultando que seguido el juicio por sus trámites legales, en oportuno 
estado pronunció sentencia la Sala de ... de la Audiencia de ... en ..., en la 
cual comprendió en 17 resultandos, 10 de ellos con declaración de proba- 

“dos, los hechos que aparecían del proceso, y las conclusiones de las par- 
tes; y estimando que el querellante, ni en su escrito de querella ni en el 
de conclusiones precisó hechos que concretaran determinadamente el 
adulterio consumado, frustrado ó la tentativa, limitándose á asegurar que 
estaba convencido de la infidelidad de su esposa, y que ésta y ... soste- 
pían relaciones ilícitas, extremo vago y que no se ajustaba á los preceptos 
del art. 277 de la ley de Enjuiciamiento criminal, vaguedad aun mayor 
que se advertía en las conclusiones definitivas del propio querellante, 
puesto que debiendo determinar los hechos punibles, según los artículos 
650 y 780 de la ley citada, no lo hacía ni concretaba hecho alguno del 
adulterio legal; y después de apreciar detenidamente el resultado de las 
pruebas practicadas, de lo que deducía que no estaban justificados en 
conciencia hechos característicos y determinados del delito objeto de la 
querella, eoyo autor po aparecía haber obrado con temeridad ó mala fe, 
absolvió 4 Doña ... y á D. ..., declarando de oficio las costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la representa- 
ción del querellante ... recurso de casación por quebrantamiento de for- 
ma, y anunció el de infracción de ley, fundado aquél en la causa 1.2 del 
art, 912.de la ley de Enjuiciamiento criminal, por no expresarse clara y 
terminantemente cuáles eran los hechos que se consideraban probados, y 
por aparecer manifiesta contradicción entre ellos, aunque no se indica en 
qué consista la contradicción, ni entre cuáles hechos we supone existir: 

Resultando que admitido dicho recurso en la forma por la Sala sen- 
tenciadora, elevó á este Tribunal Sápremo testimonio de varios antece- 
dentes de la causa, con citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Evaristo de Cuenca: 

Considerando que en la sentencia recurrida se expresan clara y termi. 
nantemente los hechos que el Tribunal considera probados, sin que tam- 
poco resulte contradicción alguna entre ellos, que no se citan en el re- 
curso, no siendo de estimar por tanto el motivo de casación que expresa 
el núm. 1.9 del art. 912 de la ley Procesal; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la ex- 
presada sentencia de la Sala de ... de la Audiencia de ... por ..., querellan- 
te, 4 quien condenamos en las costas y á la pérdida del depósito de 500 
pesetas qua constituyó, al que se dará la aplicación legal correspondiente; 
particípese á dicha Sala, y pase el testimonio de antecedentes de la causa 
á la segunda de este Tribunal Supremo, en cusnto al recurso anunciado 
por infracción de ley.——(Sentencia publicada en Y de Febrero de 1893, é 
inserta en la Gaceta de 16 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—Es- 
tofa.—No ha lugar al interpuesto por Vicente Pérez Feito (Audiencia de 
a os el pá af do del art. 96 de la ley de Po- 

e según y en el párrafo segun art. ey 
licta de ferrocarriles, el viajero que pasa más allá del punto indicado en su 
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billete y no lo advirtiese previamente al jefe del tren, debe satisfacer el doble 
del importe correspondiente al exceso del trayecto recorrido sin billete: 

no impide ese precepto $ denpinadas que el viojero sea responsable 
del delito de estafa, si Sor falta recursos ó por cualquiera otra causa no 
hace efectiva esa doble cuota, porque unido al perjuicio pecuniario causado á 
la Compañía, el y Ain de aparentar facilidades de pago para el 
pin 4 al que el Código penal sefíala en el núm. 1.9 del art. 848, concurren 
en el hecho las dos notas que integran el expresado delito. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Vi.- 
cente Pérez Feito, contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo crl- 
minal de la Audiencia de Oviedo el 16 de Noviembre último, en la cansa 
que se le siguió por estafa: 

Resultando que en dicha sentencia se contienen los hechos en el re- 
sultando siguiente: 

Resultando que en 7 de Enero del corriente año, el procesado, que se 
proponía venir á esta ciudad, tomó asiento en un departamento del tren 
correo en la estación de Torrelodones, y aunque con billete tan sólo hasta 
el Bargo Ranero, continuó su viaje sin renovarle, ni dar aviso al Inter- 
ventor de la ruta, quien apercibido en la estación de Aloniego, expidió 
un suplemento, cuyo precio de 20 pesetas 60 céntimos el procesado no 
pudo abonar, pretendiendo dejar en prenda la capa; hechos que declara - 
mos probados: 

Resultando que lá Sala expresada calificó los hechos como constituti- 
vos del delito de estafa, definido en el núm. 1.0 del art. 5483 del Código 
penal, y declarando autor del mismo, sin circunstancias modificativas, al 
procesado, le condenó á dos meses y un día de arresto mayor con la sc- 
cesoria correspondiente, indemnización y costas: 

Resultando que contra este fallo se interpuso recurso por Vicente Pé- 
rez Feito, fundándolo en el núm. 1.0 del art, 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, y citando como infringidos los artículos $47 y 548 del 
Código penal, por no ser constitutivos de delito los hechos que dieron su 
origen al procedimiento: 

Resultando que admitido el recurso, fué impugnado en el acto de la 
vista por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que según lo dispuesto en el párrafo segundo del ar- 
tículo 96 de la ley de Policía de ferrocarriles, el viajero que pasa más allá 
del punto indicado en su billete, y no lo advirtiese previamente al Jefe 
del tren, debe satisfacer el doble del importe correspondiente al exceso 
del trayecto que hubiere recorrido sin billete: 

Considerando que este precepto reglamentario no empece para a el 
viajero responda del mismo hecho como conetitativo de un delito de es- 
tafa, sí por falta de recursos ó por cualquiera otra causa no hace efectiva 
la corrección pecuniaria, causando á la Compafiia explotadora del ferro- 
carril un perjuicio efectivo, porque unido el perjuicio al engaño de spa- 
rentar facilidades de pago para el transporte, que es análogo á los que 
especifica el Oódigo penal en el núm. 1.* del art. 848, según lo tiene de- 
clarado esta Sala, se da el concurso de las dos notas ó factores que inte- 
gran aquel delito, estando en el presente caso más caracterizado el engaño 
y mala fe del recurrente por la circunstancia de que habiéndese pro- 
penes ir á Oviedo desde Torrelodones, sólo tomó billete hasta el Burgo 

nero: 


Considerando que, por lo expuesto, la Sala sentenciadora no ha incu- 
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trido en el error de derecho ni infringido los artículos del Código penal 
que se invocan en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al in- 
terpuesto contra la sentencia expresada por Vicente Pérez Feito, á quien 
condenamos en las costas y al pago de 126 pesetas por razón de de- 
pósito, si mejorase de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal 


-sentenciador á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 8 de Fe- 


brero de 1893, é inserta en la Faceta de 17 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Febrero de 1893).—Sala seguuda.—Hon4- 
eidio frustrado.—No ha lugar al interpuesto por Francisco Gomis Aracil 
-(Audiencia de Madrid), y se resuelve: A 

Que en las causas de la competencia del Jurado es conforme á la natura- 
leza del recurso de casación aceptar como indiscutibles los puntos de hecho 
relativos á elementos morales y materiales del delito declarados en el vere- 
dicto, sin que sea lícito desconocerlos, alterarlos ó contradecirlos: 

Que afirmado en el veredicto la intención de matar en el agente, el recurso 
que de esa deolaración hecha por el Jurado, en uso de su competen- 
cia, es de todo punto improcedente ¿ inadmisible. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Febrero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fran- 
cisco Gomis Aracil contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Madrid, en causa por homicidio frustrado: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 15 de Noviembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que sometida la presente causa á conocimiento del Tribu- 
nal del Jnrado, se ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los jurados 
han deliberado sobre las preguntas sometidas á su resolución, y bajo el 
juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: A la pri- 
mera pregunta. Agustín Aparicio García, que en gu casa de la calle del 
Ferrocarril, 10, principal, tenía en calidad de huéspedes á Francisco Go- 
mis Aracil y Carlota Jiménez, quienes tenían relaciones íntimas é ilícitas, 
¿es culpable de haber, entre cuatro y cinco de la mañiaana del día 13 de 
Julio del año pasado, disparado á quemarropa, en la propia casa del Fran- 
cisco Gomis, un pistoletazo, cuyo proyectil lo hirió en la barba y le fué 
extraído por el cuello, de la cual lesión curó por completo después de 
veinticuatro días de asistencia facultativa? - Sí, —A la segunda pregunta, 
Agustín Aparicio García, ¿se propuso matar á Francisco Gomis Araci!?—SÍ, 
-——A la tercera pregunta. Agustín Aparicio García, ¿es culpable de haber, 
en la hora, día y sitio indicados, disparado un tiro de pistola á Carlota 
Jiménez, cansándola en el muslo izquierdo una lesión, de la que curó 
por completo después de haber sido necesaria la asistencia facultativa 
durante veinticinco días, hiriéndola seguidamente con un hacha, y pro- 
duciéndola con la misma una gravísima herida en la frente y otras dog 
en la cara y en la oreja, cuyas tres heridas le produjeron enfermedad 
por espacio de sesenta y cinco días, quedándole la deformidad consi- 
guiente 4 haber perdido el pabellón de la oreja izquierda? -—Sí.—A la 
cuarta. Agustín Apericio García, ¿se propuso cansar la muerte á Carlota 
Jiménez?—No.—A la quinta. Agustín Aparicio García, al entrar en la ha- 
bitación en donde dormían Gomis y la Carlota, á fin de despertar al pri- 
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mero, y al pedirle que pagase parte de la auma que le adeudaba, se vió» 
acometido por dicho Gomis, que con arma blanca le hirió en el vientre á.- 
la par que Carlota se echaba de la cama y le amenazaba con una silla? 
—$í.—A la sexta. La situación creada á Aparicio por la agresión de que- 
era blanco, ¿precisó que para defenderse y rechazar á los que le atacaban 
hiciera uso, como lo hizo, de la pistola y hacha, hiriendo á aquéllos?—-8Í. 
——A la séptima, La conducta de Agustín Aparicio, ¿motivó de un modo bas- 
tante los hechos que se desarrollaron?—No.—A la octava. Agustín Aparicio, . 
¿ha sido condenado en sentencia firme á un año y un día de prisión co- 
rreccional por el delito de lesiones graves?—Sí.—A la novena. Francisco 
Gomis Aracil, es culpable de baber, en la hora y sitio ya indicados, cau- 
sado con arma blanca una muy grave lesión en el vientre á Agustín A parí.- 
cia, de la cual curó sin consecuencia á los ochenta días de haber sido ne- 
cesaria la asistencia médica?—Sí.— A la décima. Francisco Gomis, ¿quiso 
matar á Agustín Aparicio? —Sí.—A la undécima. Encontrándose Francisco- 
Gomis acostado en una misma cama con Carlota Jiménez y sin que mediara 
cuestión, ¿fué acometido por Agustín Aparicio, quien de un tiro de pis- 
tola le hirió, y seguidamente hizo lo propio con la Carlota, disparándole- 
otro tiro y valiéndose de un hacha?—No.—A la duodécima. Francisco 
Gomis, para defender á sí mismo y á su compañiera Carlota, ¿se vió obli. 
gado á herir 4 Aparicio, evitando de esa manera que continuara en sus 
agresiones? —No.—A la décimatercera. Francisco Gomis, con su proce- 
der, ¿dió lugar de modo suficiente á los hechos relatados?—£8í»: 


Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid de- 
claró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, en relación 
al recurrente Francisco Gomis Aracil, constituyen el delito de homicidio 
fustrado, del que el mismo es responsable en concepto de autor, sin cir- 
constancias modificativas; y vistos los artículos 419, 8.0, 422, y demás con- 
cordantes de aplicación, condenó á dicho autor por el expresado delito á 
la pena de tres años de prisión correccional con sus accesorias, indemniza- 
ción de 160 pesetas, con el apremio personal en su caso, y en la mitad de 
las costas, siéndole de abono la mitad del tiempo de prisión sufrida, con. 
otras declaraciones que estimó procedentes respecto de Agustín Aparicio 
García, y las restantes costas: 


Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte de dicho penado, que se ha interpuesto - 
autorizado por el núm. 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi.- - 
nal, citando como infringidos los artículos del Código penal 419 por apli, 
cación indebida, y 431 por inaplicación, siendo el único atinente: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recursa- 
porque se contradicen los hechos probados. 


Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 


Considerando que es conforme á la naturaleza del recurso de casación 
por infracción de ley, en causas de la competencia del Tribunal del Jurado, 
que se acepten para la discusión de las cuestiones jurídicas que se plan- 
tean todos los puntos de hecho relativos á elementos morales y materia- 
les del delito declarados en el veredicto, sin que sea lícito desconocerlos, 
alterarlos ó contradecirlos; y que, fundado el recurrente en el error que 
supone ha cometido la Sala sentenciadora al calificar de homicidio frustra» 
do, y no de lesiones graves, las que aquél infirió en el vientre con arma 
blanca á Agustín Aparicio, porque éstas se aprecian siempre por sus resal- 
tados, y no consta que tuviera intención de matar, afirmación que contra- 
dice abiertamente lo que sobre este extremo hizo el Jurado al contestar, 
+£n uso de su competencia, la pregunta décima del veredicto, el recurso que 
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así prescinde de los hechos probados, y en tales fundamentos se apoya, es 
de todo punto improcedente é inadmisible; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley, que contra la senten- 
cia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte inter- 
puso Francisco Gomis Aracil, 4 quien condenamos en las costas, y al psgo, 
si mejorase de fortuna, de 125 pesetas, por razón de depósito, que no ha 
constituído; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los 
efectos oportunos, y lo acordado.—(BSentencia publicada en 8 de Febrero 
de 1893, é inserta en la Gaceta de 17 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECUESO DE CASACIÓN (8 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—.Lesio- 
rnes.—Ha lugar al interpuesto por Joaquín Ramón Coalla y Benjamín 
Aguirre (Audiencia de Oviedo), y se resuelve: 

no es apreciable la circunstancia agravante de abuso de supertori- 

dad 9.2 del art. 10 del Código, aun declarándose probado que dos personas 

acometieren á un solo individuo, pr ducha agravante implica el empleo 

corriente de algún medio que tienda ¿ inutilizar ó hacer más difícil la de- 

_ Jensa, lo cual no e deducirse del mero accidente de ser dos contra uno los 

agresores, que más bien obraron por impulso aislado, que con intención conve- 
venida litar la resistencia del adversario. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Febrero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Joa- 
quín Ramón Coalla Gabela y Benjamín Aguirre Fernández, contra la sen- 
tencia pronunciada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Oviedo, 
en causa por lesiones: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 27 de Agosto último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que ballándose reunidos, entre ocho y nueve de la noche 
del día 20 de Septiembre del año último, varios vecinos de Grado en 
la taberna del mismo pueblo, titulada el Infierno, y encontrándose entre 
ellos Benjamín Suárez y los hoy procesados Joaquín Coalla y Benjamín 
Aguirre, se suscitó entre el primero y el último una pequeña disputa, y 
saliendo del establecimiento el Suárez, lo hicieron también seguidamente 
Jos encartados, y ya en la calle los tres, ambos procesados acometieron á 
aquél, y dándole diferentes golpes, le causaron una herida en el labio su- 
perior que le interesó la piel y tejidos blandos, cuya herida hizo precisa 
la asistencia facultativa por espacio de diez días, á cuyo término estuvo 
completamente curado, sin producir defecto ni deformidad, y apto el le- 
sionado para dedicarse á sus habituales ogupaciones; hechos probados: 

Resultando igualmente probado que el procesado Joaquín Ramón 
rs ha sido penado con anterioridad al hecho de autos por el delito de 

dnes: A 

Resultando que dicha Sala calificó estos hechos como constitutivos de 
un delito de lesiones menos graves, y declarando autores del mismo á los 
dos recurrentes, con las circunstancias agravantes de abuso de superiorí- 
dad y de reincidencia, aplicable la primera á ambos y la última solamente 
á Joaquín Ramón Coaila, les condenó á cuatro meses y un día de arresto 
mayor con sus accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia se interpuso por la repre- 


a 
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sentación de los procesados recurso de casación, autorizado por el ná- 


.mero 5.0 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como 


infringida la circunstancia 9.8 del art. 10 del Vódigo penal, por su indebida 
aplicación: 

Resultando que admitido el recurso, fué apoyado en el acto do.la vista 
por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que aunque en la sentencia reclamada se consigna como 
hechos probados, que los dos recurrentes acometieron á Benjamín Suarze 
al salir de la taberna, en donde uno de aquéllos disputó con el último, la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de Oviedo no estuvo acertada al apre- 
ciar la circunstancia de abuso de superioridad, porque tal agravaute, como 
lo ha declarado este 'Tribunal Supremo en sentencia de 7 de Febrero de 
1888, implica el empleo corriente de algún medio que tienda 4 inutilizar 
6 hacer más difícil la defensa del agredido, y esto no puede deducirse ra- 
clonalmente del mero accidente de ser de contra uno los agresores, 
cuando de los hechos probados aparece que no obran así con la intención 
convenida de paralizar la resistencia de su adversario, y el más bien por 
el impulso aislado que les mueve á atentar contra su persona: 

Considerando que, en su virtad, el Tribunal sentenciador ha incurrido 
en el error de derecho que se le imputa en el recurso, ei bien éste sólo es 
procedente por lo que toca 4 Benjamín Aguirre, porque siendo reincidente 


Ramón Ooalla, sin que tal motivo de agravación pueda compensarse con . 


ninguno de atenuación, la pena en el grado impuesta no puede variar, y 
es requisito indispensa b 
mente teórico ó doctrinal sin fivalidad en resultados prácticos; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto respecto al procesado Benjamín Aguirre contra la sentencia 
expresada, la cual casamos y anulames, declarando las costas de oficio, y 
no haber Jugar al interpuesto á nombre de Joaquín Ramón Coalia, al cual 
condenamos €n las costas de su recurso y al pago, si mejorase de fortuna, 
de 126 pesetas, por razón de depósito, que ne ha constituído; comunicán- 
dose esta resolución á la Audiencia sentenciadora ú des efectos oportunos. 
—(Sentencia publicada en 8 de Febrero de 1008, 6 inserta en la Gaceta de 
17 de Septiembre del mismo año.) . 
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Recurso DE CASACIÓN (8 de ibi de 1898).—Sala segunda.—4ten- 
tado.—No ha lugar al interpuesto por Francisco Saavedra, y ha dugar 
al” oa por el Ministerio fiscal (Audiencia de Algeciras), y se ro- 
suelve: 


Que es inadmisible el recurso por in racción de , cuando no es 4en 
P ig lA ley apoy 


algún Oy declarado probado 

apreciar la collar ala de reiteración, cuando 
en el fallo no se consignan la naturaleza y gravedad de los delitos anteriores 
porque e recurrente fué penado, sin que el haber sido éste castigado por hurto, 
tan semejante en su materia con el de atentado, baste per sí solo, mé aun pre- 
supuesta la condena por otro delito menor que da del que fué motivo de la 
causa, para formar cabal juicio cemparativo, y estimar, ss más anteceden- 
tes, la agravante prevista en el núm. 17, art. 10 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 3 de Fobrero de 1893, en el «ecurso de 


le de la casación, que no es un remedio mera- 


A 
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casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fran- 
cisco Saavedra Fernández contra sentencia de la Audiencia de lo criminal 
de Algeciras, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de 
San Roque, por atentado: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 20 de Mayo de 1892, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que la noche del 20 de Jalio anterior se hallaba el procesado 
en estado de embriaguez, que le es habitual, promoviendo escándalo en la 
callo de Sevilla, en Jimena, injuriando de palabras á las Autoridades 
Guardia civil, y como pasase por allí el alguacil del Juzgado municipal, 
trató de reducirlo al orden y de que se retirase 4 sn morada; mas el proce- 
sado, en vez de respetarle y obedecerle, se fué hacia 61 lanzándole piedras 
que no le alcanzaron; hechos probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos como constitutivos del delito de atentado á mano armada contra un 
agente de la Autoridad en el ejercicio de sus funciones, puesto que un al- 
guacil de un Juzgado tiene, como funcionario que es de la policía judicial, 
funciones permanentes para amonestar ó detener á cualquiera que pertorbe 
el orden público ó cometa cualquier acto punible, y una falta incidental 
de falta de respeto y consideración debidos á la Autoridad, de que era 
autor el procesado Francisco Saavedra Fernández, con la circunstancia 
agravante de haber sido penado con anterioridad por más de dos delitos 
á que que la ley señala pena menor, uno de ellos de hurto, sin otras ate- 
nuantes ni eximentes, condenando á aquél en la pena de sejs años y un 
día de prisión mayor, accesorias, multa de 300 pesetas y costas por el de- 
lito, y en 15 pesetas por la falta: 

Resaltando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casación 
por intraccion de ley el procesado, autorizado por los números 1.0 y 3.9 
del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido 
el art. 263 del Código penal, y multitud de sentencias, así dice, de este 
Tribunal Supremo, porque para que pueda cometerse el delito de atentado 
contra la Autoridad ó sus agentes se requiere que, tanto la Autoridad como 
sus agentós han de hallaree en el ejercicio actual de sus funciones, ó bien 
que se cometa el atentado con ocasión de ellas, y el alguacil del Juzgado 
municipal contra el que el recurrente dirigió piedras, que no le alcanzaron 
en el acto de ser lanzadas, no se hallaba en el ejercicio de sus funciones, 
ni coneta que hubiera ejercido algunas con dcasión de las cuales eufriera 
la agresión, pues al tratar de reducir al orden al recurrente obró, no como 
funcionario de la policía judicial, eino como un simple particular, sin que 
conste que el alguacil llevara insignia alguna, ni tampoco que le conociera 
de antemano eomo tal funcionario el procesado Saavedra, y los hechos 

Jo más que pueden constituir es una falta de respeto ó malos 
tratamientos, pero no ningún delito: 

Resultando que conterido traslado para instrucción del anterior recurso 
al Ministerio fiscal, á la vez que ese dió por instruido se adhirió al mismo, 
interponiendo el suyo fundado en el núm. 5.0 del art. 849 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, citando como infringidas les circanstancias 17 y 18 
del art. 10 del Código penal, pues en el encabezamiento de la sentencia 

sólo se dice que Francieco Saavedra fué penado con anteriori. 

dad, y en el considerando tercero de la misma se añade que Saavedra su- 
frió pena anteriormente por más de dos delitos, uno de ellos de hurto, á 
que la ley señala pena menor que la del atentado, pues no expresa qué 
delitos son esos, y el de hurto no está compreudido en el :mismo 

título que el perseguido de atentado para que pudiera producir la agravante 
e reincidencia, por lo que ni ésta ni la de reiteración son apreciables; y 
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no habiendo otros que estimar, ha debido aplicarse la pena del atemtado 
en su grado medio, por lo cual pide se imponga al procesado la de cuatro 
años, dos meses y un día de prisión correccional: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso del procesado y sostuvo su adhesión: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que el recurso del procesado se funda en que el alguacil 
del Juzgado municipa), apedreado por aquél, no ejercía en el acto de la 
agresión las funciones propias de su cargo, ni obraba como individuo de 
la policía judicial, sino como un particular, el cual no lleyaba insignia 
alguna ni consta de la sentencia que el recurrente le reconociese de ante- 
mano; cuyas afirmaciones, si bien no están contradichas por ninguna de- 
claración contenida en aquélla, tampoco pueden apoyarse en hecho alguno 
declarado probado por el Tribunal sentenciador: 

Considerando que, por el contrario, aquél al referir los hechos en el 
primer resultando, indica por su cargo al alguacil del Juzgado municipal, 
cuyo nombre no expresa, forma de enunciación que, unida á la circuns- 
tancia de ser el recurrente natural y vecino del mismo pueblo de Jimena, 
aleja todavía más la presunción de que desconocía al referido alguacil; no 
pudiendo aducirse como hecho cierto en apoyo del recurso que éste no 
llevase las insignias de su cargo, porque nada dice en contrario la senten- 
cia, ni que al requerir al procesado para reducirlo al orden no obraba como 
dependiente de la Autoridad é individuo de la policía judicial, puesto que 
aquel requerimiento era propio de su deber, que ha cumplido al ejecutar- 
lo, en vista del escándalo que con su embriaguez estaba produciendo el 
procesado; por cuyas razones la sentencia no contiene el error en Ja calif- 
cación de los hechos, ni la infracción legal que en el recurso se le supone: 

Considerando, en cuanto al recurso del Ministerio fiscal, interpuesto 
por adhesión al anterior que, con efecto, dadas las declaraciones del he- 
cho y las apreciaciones del Tribunal sentenciador, no es procedente esti- 
mar como agravante en el caso de autos la circunstancia de reiteración en 
la delineuencia, porque no se consigna en el fallo la naturaleza y grave 
dad de los delitos anteriores por que el recurrente fué penado, y si bien 
se especifica que uno de éstos ha sido el hurto, tan desemejante en su ma- 
teria con el de atentado, no basta por sí solo, ni aun presupuesta la exio 
tencia de otra condena menor que la del atentado, para formar cabal jui- 
cio comparativo, y estimar, sin más antecedentes, la concurrencia de la 
agravante genórica prevista en el núm. 17 del art, 10 del Código penal, 
cuyo texto, por tanto, al estimarla, ha infringido la Audiencia de Alge- 
ciras: l 

Considerando que, por las razones alegadas, no es procedente el re 
curso de casación del procesado, y sí lo es el interpuesto por el Ministerio 
fiscal en el extremo que comprende; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto á nombre de Francisco Saavedra Fernández contra la senten- 
cía dictada en 20 de Mayo último por la Audiencia de o criminal de Alge- 
ciras, y haber lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal al adherirse á 
aquél contra la misma sentencia, per el motivo único alegado; en cuyo 
extremo casamos y anulamos dicha sentencia, y condenamos al primero 
en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito no constituí- 
do, cuando mejore de fortuna; comuníquese esta resolución, con la que se 
dicte seguidamente, á la Audiencia provincial de Cádiz, por supresión del 
mencionado Tribunal sentenciador, para su cumplimiento y efectos vonsi- 
guientes. —(Sentencia publicada en 8 de Febrero de 1898, é inserta en la 
Qaceta de 17 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURS0 DE CASACIÓN (8 de Febrero de 1893).—Sala negunda.— 4Aten- 
tado.—No ba lugar al interpuesto por Florentino Plaza -Martín (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

Que declarado por la Sala sentenciadora que los diversos hechos motivo de 
la causa constituyen un solo delito de atentado, por formar aquéllos un con- 
junto sin solución de continuidad, empezando en la calle con las amenazas á los 
agentes, y terminando más tarde con avalanzarse al Delegado en su oficina, 
poniendo en él manos, hay que subordinar la calificación jurídica que aquellos 
Pape merecen á la naturaleza del último, como más importante y transcen- 
Que calificado rectamente de atentado, definido en el núm. 2.0 del art. 263 
y castigado en el párrafo final del 264 del Código, el acto de acometer el re- 
currente al Delegado én su oficina, poniendo manos en él, la pena ha de ser 
aplicada en el grado maximo; y dentro de ese grado, en el ménimo si concw- 
rriere alguna atenuante. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Febrero de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Flo- 
rentino Plaza Martín contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de esta corte, en.causa seguida al mismo en el Juzgado de instruc- 
ción del distrito del Centro de la misma, por atentado: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 14 de Noviembre úl- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que en la mañana del 29 de Junio último el proce- 
sado Florentinz Plaza Martín, en estado de embriaguez, penetró en la ta- 
berna del Postigo de San Martín, núm. 19, pidió un vaso de vino, lo bebió 
y rompió el vaso, promoviéndose cuestión con el dependiente Fermín Ló- 
pez por negarse á pagar el precio del vaso, y saliendo á apaciguarle el 
tabernero Benigno Alvarez, le dió un golpe en la cabeza con el bastón que 
llevaba el procesado, causándole una herida contusa en la región occipital, 
que curó á los cinco días, sin quedarle impedimento; que con este motivo, 
un guardia de policía urbana trató de llevarse de allí al Florentino. y como 
no lo pudiera conseguir, acudieron los de orden público Ignacio García y 
Diego Alvaro, que con gran dificultad consiguieron llevarle á la Delega- 
ción, insultando durante la conducción á los guardias, diciendo que eran 
unos ladrones y que al Alvaro le iba á coser á puñaladas, y á quitarlos el 
destino; que llegados á la Delegación, como dijera el vigilante escribiente 
que sería por cuestión de borrachera, el Plaza se abalanzó á él, dándole 
empujones con las manos hasta la pared, en cayo momento le sujetaron 
los guardias y le pusieron en un calabozo, dando el parte correspondiente: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de atentado á los agentes de la Autoridad, por- 
que todos los hechos que le generan forman un conjunto sin solución de 
continuidad, empezándose en la calle las amenazas de las puñaladas y ter- 
minando en la Delegación poniendo manos en un agente que desempeñaba 
aún cargo por delegación, y una falta no incidental, y que del delito era au- 
tor el procesado Florentino Plaza Martín, con la circunstancia atenuante 
de embriaguez, al que impuso tres años de prisión correccional, accesorias, 
multa de 200 pesetas y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado recurso 
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de casación por infracción de ley, autorizado por los casos 1.0 y 3.0 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infriugidos: 

1.0 Los artículos 260, núm. 2.0, y 264, último párrafo de! Código penal, 
por haber considerado el hecho constitutivo de un delito de atentado, 
cuando no lo constituye: 

2.0 El art. 82, caso 2.9, del mismo Código, porque aun cuando existiera 
atentado, se ha impuesto al recurrente la penalidad en el grado máximo en 
lugar de en el medio que correspondía, por no existir circunstancias ate- 
nuantes ni agravantes: 

8.0 El art. 265 del Código penal, que ha debido aplicarse, pues los he- 
chos probados sólo son conetitutivos de delito de resistencia ó desobedien- 
cia á los agentes de la Autoridad, debiendo imponer en virtud de estes ar- 
tícalo el arresto mayor en sa grado mínimo y molta de 125 pesetas: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que cometen el delito de atentado, según el núm. 2.0 del 
art. 263 del Código penal, los que acometieren á la Autoridad ó á sue agen- 
tes, ó empleasen fuerza contra ellos, ó los intimidasen gravemente, ó les 
hicieren resistencia también grave cuando se hallaren ejerciendo las fun- 
ciones de sus cargos ó con ocasión de ellas; cuyo delito, cuando no se co- 
metiere con alguna de las circunstancias enumeradas en el párrafo primero 
del art. 264, se castiga con la pena de prisión correcional en sus grados 
mínimo y medio, y multa de 150 á 1.500 pesetas, la cual se impondrá en el 
grado máximo á los culpables que hubieren puesto manos en las personas 
que aludieren en auxilio de la Autoridad ó en sus agentes, ó en los fan- 
cionarios públicos, según lo dispuesto en el párrafo final del último de los 
mencionados artículos: 

Considerando que estimado por la Sala sentenciadora que los hechos 
que motivaron la causa y que se consignan como probados en el primer 
resultando de la sentencia constituyen un solo delito de atentado á los 
agentes de la Autoridad, porque todos los hechos que lo generan forman 
un conjunto sin solución de continuidad, empezando en la calle las ame- 
nazas de pufialadas, y terminando en la Delegación poniendo manos en un 
agente, que allí desempeñaba un cargo delegado, á la naturaleza de este 
último hecho, como más importante y tranecendenta!, hay que subordinar 
la significación jurídica que aquéllos merecen, y es evidente que los actos 
que en tal momento se atribuyen al procesado, de abalanzarse al agente de 
la Autoridad y darle empujones con las manos hasta la pared, reunen to- 
dos los elementos que caracterizan el delito de atentado, definido en el nú.- 
mero 2.0 del art. 263 y castigado en el párrafo fiual del 264 del Código, 
aplicados con acierto por el Tribunal del juicio, toda vez que el recurrente 
acometió á un agente de la Autoridad y puso mano en él cuando se hallaba 
ri fanciones delegadas y propias de sa cargo dentro de dicha ofl- 

na: 

Considerando que castigado este delito con el grado máximo de la 
pena, compuesta de los grados mínimo y medio de la prisión correccional, 
cuya duración se circunscribe á un período de dos años, ouce meses y once 
días, á cuatro añios y dos meses, que ha de ser dividido en tres iguales 
para la aplicación de las reglas del art. 82 del Código, carece de funda- 
mento el segundo de los motivos en que se funda el recurso, porque 
los tres añios de petición en que se condena sl procesado tocan al límite 
inferior de la pena imponible y están comprendidos en el grado mínimo 
de ésta, que es precisamente la que corresponde por la concarrencia en el 
delito de la circunstancia atenuante de embriaguez: 

Considerando, por tanto, que la Sala sentenciadora al calificar y penar 


es. 
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el delito no ba cometido los errores de derecho sefialados en el recurso, ni 
infringido las disposiciones legales que se invocan; 

Fallames que debemos declarar y declaramos no haber Jugar al recurso 
de casación por infracción de ley que contra la sentencia dictada por la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid ha interpuesto Florentino 
Plaza Martín, á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas, 
por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comunique á 
dicho Tribanal á los efectos oportancs.—(Sentencia publicada en 8 de Feo- 
brero de 1893, ó inserta en la Gaceta de 15 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Febrero de 1898).—Sala tercera. — Homici- 
dio.—No ha logar al interpuesto por Gabriel Lázaro Martí (Audiencia de 
Valencia), y se resuelve: 

Que cuando la redacción dada á una pregunta entrafía la contestación del 
Jurado respecto á la culpabilidad del procesado, cuya pregunta fué consen- 
hida por las partes antes de ser sometida á la deliberación de los jurados, 
y cuando en vista de la respuesta afirmativa dada á la misma el Tribunal de 
derecho impuso la pena que estimó procedente, al denegar la Sala la revisión 
de la causa por otro Jurado no infringió los artículos 111 y 112 de la ley de 
20 de Abril de 1888, ni incurrió en el quebrantamiento de forma á que se re- 
Jere el núm. 2. del art. 119 de aquella ley. 


.En la villa y corte de Madrid, 4 9 de Febrero de 1893, en el recurso de 
casación ln quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Gabriel Lázaro Martí contra la sentencia pronunciada por la Sección 
primera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en causas. 
seguida al mismo y otros en el Juzgado de instrucción del distrito de San 
Ma de dicha ciudad, vista ante el Tribunal del Jurado, por tres homi- 

OS: 

Resultando que en la tarde del 30 de Marzo de 1891 disputaron en las 
inmediaciones de una taberna, en la calle de Cuarte, extramuros de Va- 
lencia, Jos hermanos Miguel y Gabriel Lázaro Martí, con los también her- 
manos Juan y Manuel Vea Navarro, interviniendo además en la cuestión 
Pedro Espada Peres, Miguel Esteban Lorente, Gervasio Valdoras Beltrán, 
Ulpiano Martínez y Josó Vean Navarro; y acometiéndose unos á otros con 
armas blancas y de fuego, aparecieron dichos Juan y Manuel Vea con he- 
ridas que les produjeron la muerte al día siguiente, y Ulpiano Martínes,. 
del propio modo lesionado, falleciendo de sus resultas á los siete días: 

Resultando que formado pumario por el Juzgado de inetrucción del 
distrito de San Vicente de aquella ciudad contra los citados hermanos Lá.- 
zaro y compafiero, y declarados los hechos de la competencia del Tribunal 
del Jurado, éste, al dictar veredicto, que comprendió 26 preguntas, y 
contestar á las señadas con los números 4.9, 5,0 y 6.0, relativas á Gabriel 
Lázaro Martí, afirmó que éste era culpable de haber contribuído con tal 
eficacia en la tarde y lugar expresados, acometiendo á los hermanos Juan 
y Manuel Vea Navarro, prestando ayuda con esto al que causó al primero 
con arma blanca las heridas que le produjeron la muerte, al objeto de que 
realizara esto, cooperando así á la ejecución del hecho por actos sin los 
cuales no se hubiera realizado; que no era culpable de haber cooperado á 
que se causara á Manuel Vea la herida de arma de fuego que le produjo la 
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muerte; que los hechos referidos, ejecutados por Gabriel Lázaro, lo fueron 
á consecuencia de las palabras provocativas 6 insultantes pronunciadas 
por el propio Manuel Vea, de que «tengo más cohetes que tirar y c... para 
reñiir», al ser amonestado por Pedro Espada ó'sus compañeros para que no 
disparara los referidos cohetes, vorque con ello pudiera originarse alguna 
desgracia á las mujeres y niños que allí había; 

Resultando que leído el veredicto en la última sesión del juicio, la de- 
fensa de Gabriel y Miguel Lázaro expuso que habiendo incurrido el Ja- 
rado en error grave y manifiesto al pronunciar aquél, se sometiera la cau- 
sa á nuevo Jurado, á lo que la Sección de derecho acordó no haber lugar, 
y contra ella pidió dicha defensa se hiciera constar su protesta, para en su 
día interponer recurso de casación: 

Resultando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Valencia, por sentencia de 7 de Julio de 1892, calificó los he- 
chos como constitutivos de tres delitos de homicidio en las personas 
Juan y Manuel Véa y Ulpiano Martínez; que dadas las contestaciones del 
Tribunal del Jurado á las preguntas del veredicto, Gabriel Lázaro Martí 
fué autor de la muerte de Juan Vea, por haber cooperado á ella por aetos 
sin los cuales no se hubiera ejecutado; Miguel Lázaro Martí, lo era en 
jgual concepto de la de Manuel Vea, y también era autor de ésta Pedro 
Espada Perea, por haber tomado parte directa en su ejecución, siendo de 
apreciar respecto de los tres la circunstancia atenuante 4.2 del art. 9.0 del 
Código penal, y en su consecuencia les condenó en doce años y un día de 
reclusión á cada uno, indemnización, el primero, de 2.000 pesetas á los he- 
rederos de Juan Vea, y los otros dos por mitad y solidariamente de igual 
cantidad á los de Manuel Vea, y una sexta parte de costas; y en vista de 
las demás contestaciones negativas que contenía el veredicto, absolvió á 
Gabriel Lázaro respecto al homicidio de Manuel Ves; á4 Miguel Lázaro y 
Pedro Espada, en cuanto al de Juan Veá; á Miguel Esteban Lorente y Ger- 
vasio Balderas Beltrán, en cuanto á ambos homicidios; y á José Vea Na- 
varro, respecto del de Ulpiano Martínez, declarando de oficio las tres sex- 
tas partes de costas restantes: 

Resultando que la defensa de Gabriel y Miguel Lázaro Martí interpuso 
contra la sentencia que antecede recurso de casación por quebrantamiento 
de forma, y anunció el de infracción de ley, fundando el primero en el ar-* 
tículo 119, caso 2.0, de la del Jurado, puesto que después de publicado el 
veredicto de culpabilidad, los recurrentes, en virtud del derecho que les 
concedía el art. 112 de la propia ley, solicitaron que se sometiera la causa 
al conocimiento de un nuevo Jurado, por entender que, siendo manifiesta 
por el resultado del juicio, sin que pudiera ofrecerse duda racional en con- 
trario, la inculpabilidad de los mismos, el Jurado les declaró culpables, y 
desestimada su petición por el Tribunal de derecho, preparó el recurso, 
conforme al art. 111 de la propia ley, haciendo la correspondiente protes- 
ta, como constaba en el acta: 

Resultando que la Sección sentenciadorsa, por auto de 15 de Julio, fun- 
dada en que el recurso de casación por quebrantamiento de forma que es- 
tablece el núm. 2 0 del art. 119 de la ley del Jarado, se refiere al 111 de la 
misma, para el caso de que se deniegue la petición de que vuelva el vere- 
dicto al mismo Jurado, pero no al 112, que era el de que se trataba y que 
invocaba la defensa, puesto que en él no autorizaba la ley protestas para 
preparar recurso de casación, ni por tanto cabía el interpuesto, declaró no 
haber lugar á él, y en cuanto al de infracción de ley, mandó entregar á la 
parte la certificación correspondiente: A 

Resultando que la defensa de ambos procesados preparó contra el an- 
terior auto denegatorio recurso de queja, el que sólo interpuso ante esta 
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“Sala tercera Gabriel Lázaro Martí; y sustanciado por sus trámites, en anto 


de 4 de Octubre del año último se declaró desierto el anunciado por Mi. 
guel Lázaro y haber lugar al deducido en nombre de su hermano Gabriel; 


-'en cuya virtud la Sala sentenciadora ha elevado el rollo de juicio oral de 


la causa, con citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que al denegar la Sala sentenciadora la petición de la de- 
fenea de Gabriel Lázaro Martí, de que la causa se sometiera á nuevo Ja- 
rado, no incurrió en el quebrantamiento de forma á que se refiere el nú- 
mero 2.9 del art. 119 de la ley, pues la redacción dada á la pregunta cuarta 
-entrafiaba una contestación referente á la culpabilidad del procesado, que 
fué consentida por las partes, antes de ser sometida á la deliberación del 
-Jurado, y en vista de la contestación afirmativa que á la misma dió, el Tri- 
bunal de derecho impuso la pena que creyó procedente, sin haber infrin- 
gido los artículos 111 y 112 de dicha ley, que se citan en apoyo del re- 
curso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
-de casación por quebrantamiento de forma, interpuesto contra la expresa - 
-da sentencia de la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Valencia por Gabriel Lázaro Martí, 4 quien condenamos en las cos- 
tae; particípese á dicha Sala, y pase el rollo de juicio oral de la causa á la 
segunda de este Tribunal Supremo, en cuanto al recurso anunciado por in - 
fracción de ley. —(Sentencia publicada en Y de Febrero de 1893, ó inserta 
en la Gaceta de 16 de Octubre del mismo año.) 
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RECUR80 DE OASACIÓN (9 de Febrero de 1893).—Sala segunda.— 
Robo frustrado.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal en causa 
contra D. Enrique Ortiz de Zárate (Audiencia de Madrid), y se resuelve: 

Que el hecho de amenazar con un revólver á otra persona para obligarle 
4 suscribir un documento de crédito, constituye el delito definido en el art. 520 
del Código penal: 

Que dicho delito debe estimarse frustrado cuando el culpable practica 
todos los actos de ejecución conducentes á realizar su mal propósito, sin lo- 
grarlo por causas abiertamente contrarias á su voluntad, como lo son la resis- 
tencia del ofendido y el auxilio posterior de otras personas: as 

Que no puede prosperar el recurso, fundado en que no siendo exigibles, por 
falta de obligación, las deudas provenientes del juego, no es posible resulte 
cometida una defraudación, pues siempre constituiría el delito previsto en el 
art. 507 del Código penal el hecho de amenazar y obligar á otro á suscribir 
contra su voluntad un documento de crédito. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Febrero de 1398, en los recursos 
de casación por infracción de ley que ante Nos penden, interpuestos por el 
Ministerio fiscal y D. Enrique Ortiz de Zírate contra sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Madrid, en causa seguida al D. Enrique 
en el Juzgado de instrucción del Este de esta corte por robo frustrado: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 24 de Octubre último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: | 

Primero. Que sometida la presente causa al conocimiento del Tribunal 
del Jurado, se ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los jurados han 
deliberado sobre las preguntas que se han sometido á su resolución, y 
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bajo el juramento que prestaron declaran solemnemente lo signiente:. 


A la primera pregunta, que dice: D. Enrique Ortiz de Zárate, ¿es culpable 
de haberse presentado á las cuatro y media de la tarde del 26 de Julio 
de 1891 en la casa de D. Manuel Fernández y Agúndez, sita en esta ca- 


pital, calle de la Reina, núm. 265, piso tercero, para tratar de transigir un . 


asunto, y colocando un documento sobre la mesa, en el que aparecía Fer- 
nández confesando haber recibido la cantidad de 2.600 francos, que éste 
le reclamaba como encargado de D. Emilio de Siviolt, alias Butfon, le dijo 
el Ortiz: «todavía falta este detalle importante», y sacando un revólver, 
añadió: «firme V. eso, ó le mato», con lo que, sorprendido el Fernández, 
trató de hacerle desistir de su propósito, diciéndole que no tenía medios 
para reponer la cantidad cuyo recibo quería que confesase, y rogándole 
tuviese compasión de él y de sus hijos; pero viendo que sus súplicas eran 
vanas y que Ortiz continuaba apuntándole con el revólver en actitud re- 
suelta y amenazadora, se arrojó sobre él consiguiendo sujetarle, hasta que 
acudiendo la familia á sus voces en demanda de auxilio, fué avisada la po- 
lícla y detenido el Ortiz? —Sí.—A la segunda pregunta, que dice: La can- 
tidad de 2.600 francos á que se refería la transacción, ¿dimanaba de anti.- 
cipos hechos por el Cajero del Casino de Biarritz, Mr. Buffon, al Ortiz de 
Zárate, durante el verano de 1890, y que este último negaba le fueran 
exigibles? —Sí. —A la tercera pregunta, que dice: En la ejecución del 
hecho, ¿ha concurrido la circonstancia de haberse realizado en la morada 
de D. Manuel Fernández Agúndez, sin que éste haya provocado el su- 
ceso? —B8l»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 


constitutivos de tentativa de delito de robo, definido en”el art. 520 del. 


Código penal, de que era autor D. Enrique Ortiz de Zárate, con la circuna- 
tancia agravante de perpetrarle en la morada del ofendido, sin que éste 
hubiera provocado el suceso, y condenó al procesado en ta multa de 150 
pesetas y costas: 

Resultando que contra esa sentencia han interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley el Ministerio fiscal y el procesado, apoyándose 
el del primero en los números 3.0 y 4.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, y en el 121 de la ley del Jurado, citando como infringido 
por no'haberle aplicado el art. 3.0, en su párrafo primero, del Código 
penal, y por aplicación indebida el párrafo segundo del mismo artículo, 
porque el culpable no se limitó á dar principio áÁ la ejecución del delito 
directamente por actos anteriores, sino que practicó todos los que debían 
producirle y no le produjeron por causas independientes de su voluntad, 
como fueron la energía del acometido y sus voces de auxilio, por lo que el 
delito debe considerarse como frustrado y no en el grado de tentativa que 
le aprecia la Sala sentenciadora: 

Resultando que el recurso interpuesto á nombre de D. Enrique Ortiz 
de Zárate se autoriza en el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, y sefiala como infracción la del art. 520 del Código penal, 
que sólo castiga al que por defraudar á otro le obliga con violencia ó 
intimidación á suscribir un documento, y aquí no existió defraudación, 
toda vez que la obligación contraída en Francia por el recurrente en favor 
del Cajero del Casino de Biarritz, según el art. 1985 del Código civil fran- 
cés, es nula, como procedente ostensiblemente del juego, y el recibo que 
violentamente quiso el procesado arrancar á Fernández, ni al uno le fayo- 
recía ni al otro le perjudicaba, por lo mismo que no puede considerarse 
como un documento eficaz en derecho para el efecto de que pueda existir 
el delito perseguido: 
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Resultando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso interpuesto á 
aombre del procesado. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que, según las afirmaciones del veredicto, D: Enrique 
Ortiz de Zárate, armado con un revólver, intimidó y amenazó de muerte á 
D. Manuel Fernández Agúndez, para obligarle 4 suscribir un documento 
que le eximía de la deuda de 2.600 francos, recibidos en Biarritz del 
Cajero del Casino D. Emilio Siviolt: 

Considerando que este hecho comprende todas las circunstancias inte- 
grantes del débito definido en el art. 520 del Código penal, y que el calpa- 
ble practicó todos los actos conducentes á la consecución de su propósito, 
ein lograrlo por causas abiertamente contrarias á su voluntad é intención, 
Ó sean la resistencia de Agúndez y el auxilio que le prestaron primero lo» 
individuos de so familia y después los agentes de la Autoridad: 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala sentenciadora, si bien ha 
procedido con acierto al calificar el delito, ha incurrido en error de dere- 
eho al entender que el proceso de la acción punible quedó limitado al 
grado de tentativa, sin embargo de revestir el carácter de delito frustrado, 
según lo define el párrato segundo del art. 3.0 del precitado Código, cuya 
infracción es indudable, y que por consiguiente debe ser estimado el re- 
curso del Ministerio fiscal: 

Considerando que el interpuesto por D. Enrique Ortiz de Zárate no 
puede prosperar, porque estableciéndose en el mismo que no era exigible 
una deuda proveniente del juego, y que por falta de obligación civil no 
podía resultar defraudación, se funda en un supuesto arbitrario, no conte- 
nido en el veredicto, y porque defendiéndose la tesis de no existir delito, 
invocando para autorizar su reclamación el nam. 1.0 del art. 849 de la ley 
procesal, se apoya en un error manifiesto, pues si no pudiera aplicarse, 
como rectamente se ha aplicado, el art. 520, hubiera incurrido el proce- 
sado en la responsabilidad criminal que señala el art. 607 del Código 
vigente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley, interpuesto por el Ministerio fiscal con- 
tra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta 
corte, que casamos y anulamos, declarando de oficio las costas correspon- 
dientes á su recurso; y no haber luyar al interpuesto por D. Enrique Ortiz 
de Zárate, imponiéndole las costas al mismo correspondientes, y man- 
dando devolverle, por no haber sido preciso que le acompañara, el depó- 
sito de 125 pesetas que ha constituído; comuníquese esta sentencia, con 
la que á continuación se dicte, al Tribunal sentenciador á los efectos 
oportunos.— (Sentencia publicada en 9 de Febrero de 1893, 6 inserta en la 

aceta de 17 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—.Le- 
siones.—Nu ha logar al interpuesto por Francisco Couto Rodil (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

Que cuando el Tribunal estima procedente, á los efectos del fallo, la exis 
tencia de la circunstancia agravante 18 del art. 10 del Código penal, no pro- 
eede el recurso de casación fundado en la indebida apreciación de la reinci- 
elencia del procesado. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Febrero de 1893, en el recurso 
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de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por 
Francisco Couto Rodil contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de esta corte, en causa seguida al mismo en el Juzgado de ins- 
trucción del distrito del Norte, por lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 19 de Noviembre 
último, consigna 1 s hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que Francisco Couto Rodil, anteriormente condenado 
á dos meses de arresto por esta Audiencia por delito de lesiones, estando 
la noche del 11 de Marzo último trabajando en concepto de mozo de pala 
en la tahona situada en la calle del Cardenal Cisneros, núm, 51, donde 
también se encontraban al servicio de dicha tahona Pablo Díaz, Antouio 
Martín, Juan Romero y Ramón Poulla, se hubo de promover riña entre 
aquél, ó sea el procesado Couto y Pablo Díaz, originada por haber Couto 
contestado á Juan Romero cuando éste le alargó un pedazo de masa con 
palabras indecorosas que le rechazó el Díaz, con cuyo motivo, pasando de 
las palabras á los hechos, se arrojaron recíprocamente pedazos de masa y 
se arremetieron, el Couto con una pala y el Díaz con un palo, en cuyo acto 
les separó Poulla; pero reproduciéndose de nuevo la riña, Couto produjo 
con una cuchilla de las que usan los de su oficio para la masa, y que obra 
como pieza de convicción, varias heridas al Díaz en el brazo izquierdo y 
en el mismo lado del cuello, para cuya curación necesitó de asistencia fa- 
cultativa por espacio de veinticinco días, al cabo de los cuales quedó com- 
pletamente curado, sin deformidad, inutilidad ni impedimento para el tra- 
bajo, saliendo también el Couto eon dos lesiones contusas en la cabeza, 
de las que sanó sin necesidad de asistencia facultativa: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos cons- 
titutivos de un delito de lesiones menos graves, de que era autor el proce- 
sado Francisco Couto Rodil, con la circunstancia agravante de reinciden- 
-cia, por haber sido condenado anteriormente por igual delito, y le impuso 
la pena de cinco meses de arresto mayor, accesorias, indemnización y 
O excluyéndole de los beneficios del Real decreto de 9 de Octubre de 
1853: 
Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley el procesado, autorizado por los números 5.0 y 6,e 
de art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infrin- 
gidos: 

1.0 La circunstancia 18 del art. 10 del Código penal, por aplicación in- 
debida, pues no se declara probado que Couto hubiera sido condenado an- 
terior y ejecutoriamente por delito de lesiones: 

2.0 La regla 3.2 del art. 82 del mismo Código, aplicada indebida- 
mente; y 

3.0 La regla 1.2 del mismo artículo, que ha debido ser aplicada: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinoza: 

Considerando que el motivo de casación y las infracciones legales que 
el recurrente alega impugnan la existencia de la circunstancia agravante 19 
del art. 10 del Código penal, bajo el concepto de no haber estimado pro- 
bado el Tribunal sentenciador que el procesado hubiera sido con anterio- 
ridad penado ejecutoriamente por delito análogo al que motiva esta 
Causa: 

Considerando que este supuesto es virtualmente contrario á la realidad 
de los hechos, porque en el primer resultando se declara probado, para los 
efectos del fallo, que el procesado Couto con anterioridad á la presente 
causa fué condenado á la pena de dos meses de arresto mayor por el delito 
Je lesiones, cuya afirmación de hecho, consignada para deducir de ella la 
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existencia de dicha agravante, debe entenderse en sentido recto y natural, 
y por lo tanto que la sentencia que aquella pena impuso fué ejecutoria, 
porque en otro caso no habría necesidad de consignarse este hecho en la 
recurrida: 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala sentenciadora no ha incu- 
rrido en el error de derecho ni infringido las disposiciones legales invo- 
eadas por el recurrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sección tercera de la Sala de lo cri- 
miunal de la Audiencia de esta corte ha interpuesto Francisco Couto Rodil, 
á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de 
depósito, si mejorase de fortana; comuníquese esta resolución al Tribunal 
eentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 10 de Fe- 
brero de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 15 de Septiembre del mismo año). 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—Da- 
fos.—No ba lugar al interpuesto por Casiano Gutiérrez Quintana (Juzga- 
do de instrucción de Torrelavega, y se resuelve: 

Que el hecho de introducir el recurrente ganado vacuno de su pertenencia 
en una finca de los propios de un pueblo, no obstante constarle estar arrendada 
á un particular y el haber sido por igual acto penado, aquél con anterioridad, 
o a é integra la falta definida y sancionada en el art. 612 del Código 
pena o 


En la villa y corte de Madrid, 410 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ca- 
siano Gutiérrez Quintana contra sentencia del Juez de instrucción de To- 
rrelavega, en la apelación de juicio verbal de faltas por daños: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 27 de Septiembre 
último por el Juez de instrucción, consigna los hechos en los siguientes 
resultandos: 

Primero. Que D. Bonifacio Sáiz Baranda presentó al Juzgado municil- 
pal de esta villa denuncia contra Casiano Gutiérrez Quintana y Hermó- 
genes Palacio Balbotín, por haber introducido ganado vacuno en el sitio 
de la Helechera ó Pedrones, que lleva en arrendamiento como propio del 
pueblo de Gauzo, y como en la celebración del juicio alegara el primero 
de los denunciados que lo habían hecho por creerse asistidos de un legí- 
timo derecho, por ser á su vez arrendatario del propio terreno por con- 
trato con la Junta administrativa del pueblo de Gauzo, se suspendió el 
procedimiento criminal, concediéndoles el término de dos meses para que 
hicieran constar en autos haberse intentado la acción civil correspon- 
diente, pasado cuyo término se alzó la suspensión por no haberse promo- 
vido, y siguió el juicio por todos sus trámites, en el que recayó sentencia 
condenando al Casiano Gutiérrez á la multa de tres reales y al Hermóge- 
nes Palacio á la de un real, con imposición de las costas: 

Segundo. Que á virtud de apelación del Casiano Gutiérrez se remitie- 
ron los autos á este Juzgado con emplazamiento de las partes, y en el 
acto de la vista ha solicitado el representante Fiscal que se confirme con 
costas la sentencia recurrida, y el apelante que se revoque y se le absuel- 
vs libremente, alegando que no tuyo intención de delinquir, por conside- 
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rarso asistido de un legítimo derecho al disfrute 6 aprovechamiento de 
los pastos del terreno de que se trata: 

Tercero. Que de las pruebas practicadas aparece que el día 23 de 
Mayo último estuvieron pastando seis reses vacunas de la propiedad de 
Casiano Gutiérrez, y otras dos de Hermógenes Palacio Balbotín, sin que 
conste el dañio que pudieran causar, en el sitio de la Helechera 6 Pedro- 
nes, de cuyos pastos es arrendatario anterior y preferente Bonifacio Sáiz 
Baranda, por contrato con la Junta administrativa de Ganzo, en favor de 
cuyo pueblo se halla el estado posesorio del terreno de que se trata; he- 
chos que se declaran probados: 

Cuarto. Asimismo probado que la introducción de los ganados del Ca- 
siano Gutiérrez en el terreno de que se trata, se verificó de propósito y 
con conocimiento de que las Juntas administrativas de los pueblos de 
Torres y Gauzo se disputan la posesión del terreno, y que la última lo 
tenía arrendado anteriormente al D. Bonifacio Sáiz Baranda: 

Quinto. Que el propio Gutiérrez Quintana ha sido ya ejecutoriamente 
condenado á virtud de denancia del Sáiz Baranda, por introducción de 
o y dafñios causados en el mismo terreno; hecho que se declara pro- 


O: 

Resultando que el Juez de instrucción de Torrelavega, por haber me- 
diado intención criminal, declaró 4 Casiano Gutiérrez Quintana autor de 
la falta comprendida en el párrafo segundo del art. 612 del Código penal, 
en la que era reincidente, y le condenó á la multa de 6 pesetas, una por 
cada res vacuna introducida en el terreno de autos, veinte días de arresto 
menor, costas de la apelación y mitad de las de primera instancia: 

Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto recurso de 
easación por infracción de ley el condenado Gutiérrez Quintana, apoyán- 
dole en el párrafo primero del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, citando como intringidos los artículos 611, 612 y 618 del Código pe- 
nal, en relación con los 1.0, 22 y demás concordantes, pues Oasiano no co- 
metió la falta por que se le castiga, toda vez que obró sin malicia en 
virtud de un contrato de arrendamiento de pastos, que sólo puede moti- 
var una acción civil: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que según estima el Juez sentenciador, el recurrente no 
probó en forma alguna la excepción que propuso en el juicio de haber 
obrado como arrendatario de la finca titulada Pedrones, y, por lo tanto, 
es evidente que los hechos atribuídos á Casiano Gutiérrez, consistentes 
en haber de propósito entrado seis reses vacunas de su pertenencia en la 
citada finca, no obstante constarle estar hecho el arrendamiento de ella 4 
Bonifacio Sáiz, y haber sido penado anteriormente por igual acto, inte- 
gran la falta del art. 612 del Código penal, que con acierto aplica el Juez 
de Torrelavega, sin cometer el error de derecho ni las infracciones legales 
atribuídas en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
de casación por infracción de ley, interpuesto por Casiano Gutiérrez Quin- 
tana contra la citada sentencia del Juez de instrucción de Torrelavega, 
condenándole en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depóst- 
to, cuando mejore de fortuna; lo que se comunique al Juez sentenciador 
para los efectos oportanos.—(Sentencia publicada el 10 de Febrero de 
1893, 6 inserta en la Gaceta de 19 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Febrero de 1893).-—Sala segunda. — Parri- 
-cádio.—No ha lugar al interpuesto por Fermín Flores Huete (Audiencia de 
Madrid), y se resnelve: 

Que es inaplicab.e el art. 438 del Código penal cuando el Jurado declara 

A á la puerta de una casa distinta á 

que el matrimonio vivía, por lo cual, sea cual fuese la conducta moral de 
aquélla, no puede sostenerse que al herirla, causándola la nuerte, la sorpren- 
diese en adulterio; siendo por la ocasión y forma en que el culpable realizó su 
delito, responsable del delito de parricidio, castigado en el art. 417 del mencio- 
sado Código penal; 

Que es inaplicable la circunstancia 4.* del art. 8.0 del citado Código, cuan- 
do el Jurado no declara que al cometer el crimen obrase el procesado en defen- 
sa de su honor, ns se reconocen hechos acerca del acometimiento de la ofendida, 
sei tampoco la necesidad de garantir el ofensor su existencia, ó sus derechos, 

- repeliendo la fuerza con la fuerza. 


Eb la villa y corte de Madrid, á 10 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por 
Fermín Flores Huete, contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instruc- 
ción de Chinchón, por parricidio: 

Resultando que la expresada_sentencia, dietada el 23 de Septiembre úl- 
timo, eonsigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que sometido el conocimiento de la presente causa al Tribu- 
mal del Jurado, ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los jurados han 
deliberado acerca de las preguntas sometidas á su resolución, y bajo el 
juramento que tienen prestado, declaran solemnemente lo siguiente. A la 
primera pregunta. Fermín Flores Huete, ¿es culpable de haber disparado 

.una pistola sistema Lefaucheux contra su mujer, Justa Santa Cruz, entre 
siete y siete media de la.tarde del 25 de Agosto de 1891, causándola una 
herida en la región frontal izquierda, de cuyas resultas falleció el 16 de 
Octubre siguiente, ocurriendo el hecho referido en el pueblo de Valdara- 
cete y hallándose la lesionada á la puerta de la casa de Cayo Suáres, sita 
en la calle de Torre Vieja?—SÍ. —A la pregunta segunda. El suceso objeto 
de este juicio, ¿se efectuó Á consecuencia de las sospechas que el procesa. 

-do tenía de que su mujer le era infiel con Ramón Huelves, que frecuenta- 
ba la casa de aquél, por notar entre éstos ciertas inteligencias que hicieron 
prohibiese el Fermín al Ramón la entrada en dicha casa, sospechas que 

- tomaron más cuerpo desde la noche del 23 del propio Agosto, en que, ha 
biéndose acostado el marido, se sintió enfermo poco después, llamando á 
su mujer, que no le contestó, y levantándose de la cama salió 4_buscarla 
en casa de una vecina, pues no se encontraba en la suya, y como tampoco 
allí la encontrase, se dirigió á la taberna á beber una copa de aguardiente 
para aliviar el dolor de vientre que le aquejaba, viendo en el camino que 
su mujer salía de una cueva abandonada que hay en las afueras del pue- 
blo, y diciéndole un muchacho que de la cueva había salido también Ra- 
món Huelves, entró en ella con varios vecinos y les pareció ver señales de 
su deshonor en el suelo de la misma?—-S1.—A la pregunta tercera. ¿Al en- 
contrar el Fermín á sa mujer, la interrogó, y contestándole de una manera 
poco satisfactoria, se refugió en la casa de Oayo Suárez, donde fué á bus- 
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carla su marido, no permitiéndole entrar, y se pasó toda la noche del 23,- 
todo el día 24 y parte del 25 sin que la Justa volviese á su casa ni la viese 
el Fermín, hasta que en la tarde de este último día se presentó en la calle 
de la Torre Vieja, y hallándola en la puerta de la casa de Suárez con otras 
dos mujeres y un hombre, que creyó era Ramón Huelves, ocurrió el suce- 
so por que hoy se procede?—Bí.—A la pregunta cuarta. ¿Fueron recogidos 
por el Juzgado á Justa Santa Cruz unos polvos venenosos de sulfuro de- 

. arsénico que llevaba en el bolsillo? —$í.——A la pregunta quinta. En la eje- 
cución del hecho, ¿ha concurrido la circunstancia de que teniendo Fermín 
Flores Huete vehementes sospechas de la infidelidad de su mujer, al verla 
momentos antes de disparar el tiro en compañía de dos mujeres y el hom- 
bre que se fivuró era Ramón Huelves, obró en defensa de su honor, que 
consideraba en derecho hollado?—No.—A la pregunta sexta. En la ejecu- 
ción del hecho, ¿ha concurrido la circunstancia de que, dominado Fermín. 
Ficres por las sospechas que abrigaba de que su mujer le era infel con. 
Ramón Huelves, perdió la clara inteligencia y se ofuscó su razón?—No.— 
A la pregunta séptima. Fermín Flores Huete, ¿es culpable de haber dispa- 
rado el tiro contra su mujer porque en el mismo acto la hubiese sorpren- 
dido yaciendo con Ramón Huelves?—No: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos. 
como constitutivos de un delito de parricidio de Justa Santa Cruz, que fa- 
lleció 4 consecuencia de la lesión que la produjo su cónyuge Fermín Elo- 
res Huete, quien al ejecutar el delito obró en vindicación próxima de una 
ofensa grave, que juzgó le había inferido su mujer, circunstancia atenuan- 
te 5.8 del art. 9.0 del Código penal, é impuso al procesado Fermín Flores, . 
como autor del referido delito con la circunstancia atenuante expuesta, la 
pena de cadena perpetua, interdicción civil é inhabilitación absoluta per- 
petua, aunque obtuviese indulto de la pena principal, si no se le remitiera. 
especialmente, indemnización de 1.500 pesetas á los herederos de la inter- 
fecta y pago de las costas, acordando, además, no haber lugar, en atención 
al daño cansado por el delito, á hacer uso de la facultad que concede á los. 
Tribunales el art. 2.0 del Código penal: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso recurso de ca- 
sación por quebrantamiento de forma la defensa de Fermín Fiores,. 
que fué declarada desierta por auto de la Sala tercera de este Tribunal 
Supremo de 23 de Noviembre último, y anunció el por infracción de ley, 
que posteriormente ha interpuesto, autorizado por los números 1.0, 8.9 y- 
5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 116 y 121 de la ley 
del Jurado, citando como infracciones: 

1,8- El art, 438 del Código penal, que no se ha aplicado y es aplicable - 
al caso de autos, pues si bien no se declara probado que Flores sorpren- 
diera á su mujer en acto de yacer con Ramón Huelves, tampoco el Código 
dice que sea preciso, sino que el marido sorprenda á la mujer en aduiterío, 
y este delito existe cuando la mujer casada yace con varón que no sea su 
marido, no siendo necesario, por tanto, encontrar á los adúlteros en acto 
de yacer, y bastando encontrarlos en otros que demuestren las relaciones 
ilícitas, porque éstas implican el ayuntamiento carnal, y son prueba de- 
ellas el estar la interfecta dentro de la cueva de la cual se afirmó al pro- 
cesado había salido Ramón Huelves, los vestigios de adulterio que en. 
la cueva se hallaron, y los polvos venenosos, que sin duda para matar á. 
su marido tenía la adúltera, hechos todos bastante significativos y de la. 
mayor transcendencia, que no pueden estimarse como una circunstancia. 
atenuante, que para el caso no tiene virtualidad alguna, y deben com- 
prenderse en el art. 488: 

. 2,2 El art. 417 del mismo Código, por aplicación indebida; y 


A 
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Sa El art. 8.9, circunstancia 4.*, pues el recurrente obró en defensa de 
su honor, derecho más estimable que el de la vida, sin dar motivo al ata- 
que, y en todo caso sólo faltaría la racionalidad del medio empleado para 
rechazarile: | 

Hesaltando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, asiendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que el art. 438 del Código penal, que como primer mo- 
tivo del recurso de Fermín Flores Huete se supone infringido, no tiene 
aplicación al hecho que ha dado origen á su proceso, porque consistiendo- 
ese hecho, según declara el Jurado en su veredicto, en haber aquél dis- 
parado una pistola contra su mujer, Justa Santa Cruz, cuando en la tarde 
del 25 de Agosto de 1891 se hallaba á la puerta de la casa de Cayo Suárez, 
produciéndola la muerte, efecto de una lesión que la causó en la región 
frontal izquierda, no puede sostenerse que al herirla la sorprendió en el 
adulterio, como terminantemente requiere dicho artículo para que se haga 
efectiva su sanción penal, de modo que sea cual fuere anteriormente la 
conducta relajada y hasta calpable de la Santa Crnz, su esposo, privándola 
de la vide, en la ocasión y del modo que verificó la agresión, se hizo res- 
ponsable como autor del delito de parricidio, comprendido y castigado en 
el art. 417 del mencionado Código penal: 

Considerando que de igual modo es inaplicable al recurrente Flores la 
circunstancia 4. del art. 8.0 de dicho cuerpo legal, según también pretende 
en su recurso, y le es inaplicable, porque aparte de que el Jurado declara 
que al cometer el crimen no obró en defensa de su honor en el concepto de: 
derecho hollado, tampoco existen hechos que por parte de la ofendida de- 
terminen la agresión material ó acometimiento, y por la de su ofensor la 
necesidad de garantir su existencia ó derechos, repeliendo ó rechazando 
racionalmente la fuerza con la fuerza, requisitos sin los cuales no puede 
subsistir y darse por cierta aquella circunstancia; 

Considerando que en las rasones legales expuestas se funda la senten- 
cia oondenatoria reclamada, sin que en ella se hayan infringido los artícu- 
los citados del Código penal, ni incurrido en los errores de derecho invo- 
eados en el recurso; / 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley que contra la citada sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de esta corte ha interpuesto Fermín Flores. 
Huete, á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas, por ra- 
zón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que con devolución de la 
causa se comunique al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes, y 
lo acordado.—(Sentencia publicada en 10 de Febrero de 1893, é inserta en 

la Gacela de 17 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Febrero de 1893).—Sala tercera.—.Robo.. 
-——No ha lugar al interpuesto por Josó Llibrer Barberá (Audiencia de Ma. 
drid), y se resuelve: 

el recurso de casación por quebrantamiento de forma, con arreglo al: 
núm. 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sólo procede cuan- 
do el Tribunal hubiese denegado alguna diligencia de prueba pertinente, pro- 
Juesta en tiempo y forma por las partes: 

Que habiendo la Sala, en uso de las atribuciones que la confiere el núm. 3.0 
dlel art. 729 de la indicada ley, dispuesto la citación para declarar en ed 
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-acto del juicio de wn testigo no propuesto por las partes en el trámite corves- 
pondiente, pudo después, y en vista de las demás pruebas, prescindir de su 
re sin que ello autorice el recurso de casación por quebrantamiesn- 
«to orma. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Febrero de 1893, en el recarso 

-de casación por quehrantamiento de forma que ante Nos pende, interpues- 

to por José Llibrer Barberá contra la sentencia dictada por la Sección se- 

gunda de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, en causa se- 

.guida al mismo en el Juzgado de instrucción del distrito del Sur de esta 
.corte, vista ante el Tribunal del Jurado, por robo: 

Resultando que en la tarde del 7 de Febrero de 1889, José Llibrer Bar- 

berá, en unión con otro desconocido, penetró en la casa habitación de Dofia 
- Juana Lanuza, calle de San lidefonso, mientras se hallaban ausentes sus 
moradores, abriendo la puerta de entrada con llave falsa, y fracturando 
los cajones de una mesa de despacho y de una cómoda, sustrajeron 3.780 
pesetas en metálico y billetes, y varias alhajas, tasadas en 1.489 pesetas, 
unas y otras de la propiedad de la citada Lanuza, de su hija Teresa Lon- 
-garela y de Joaquín Vargas, que habitaban en compañía de aqué!la, ha- 
yendo Llibrer y su compañero por una ventana que daba al patio, y de 
éste á la calle, sin que se les pudiera dar alcance: 

Resultando que comenzado sumario por el Juzgado de instrucción del 
distrito del Sur contra el citado Llibrer y Ramón Cebeira Solas, que tenía 
relaciones de amistad y confianza con Juana Lanuza, cuyo estado de for- 
tuna conocía, y también contra Jerónimo Gómez Zarante y José León Ji. 
ménez, respecto de los cuales aparecieron algunos indicios de participa- 
ción en el delito, en oportuno estado, la Sección segunda de la Sala de lo 
-oriminal de la Audiencia de Madrid, por auto de 16 de Marzo de 1892, 
abrió eljuicio oral respecto de los dos primeros, y sobreseyó provisional- 
mente en cuanto á los dos últimos: 

Resu!ltando que formulado por el Ministerio fiscal el escrito de conclu- 
siones provisionales, en el que acusó á los dos procesados Llibrer y Cebei.- 
ra como autores del delito de robo en casa habitada, sin armas, por valor 
que excedió de 500 pesetas, sin que concurrieran circunstancias modifica- 
tivas, pidiendo que se impusieran á cada uno cinco años de presidio 
correccional, accesorias y costas, se declaró el hecho de la competencia del 
"Tribunal del Jurado, y evacuado por las defensas el traslado de aquéllas 
conclusiones, se señaló día para la celebración del acto público, en 13 de 
Noviembre próximo pasado: 

Resultando que en 10 del propio mes el procesado Llíbrer, preso en la 
cárcel modelo de esta corte, dirigió una instancia al Presidente de la See- 
ción, con fecha 9, manifestando que en el mismo día acababa de recono- 
cer al hombre que solicitó su capa, que fué hallada en la casa habitación 
donde se consumó el hecho perseguido, y le había reconocido en una de 
las celdas destinadas al paseo de los presos afectos á la primera galería, 
en la cual prestaba el exponente el servicio de ordenanza, y dada la trans- 
-cendental importancia de esta novedad, pidió que se revocara la orden de 
señalamiento del juicio, y se mandara devolver el proceso al Juez instrue 
tor, á fin de qne prestara las declaraciones pertinentes el aludido sujeto, 
llamado Eduardo José Aragón; pero la citada Sección segunda, por provi- 
dencia de 14 de Noviembre, después de oir al Fiscal, y de conformidad 
con su dictamen, denegó la anterior pretensión, y haciendo uso de la fa- 
-«cultad que le concedía el núm. 2.0 del art. 729 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, mandó citar al expresado Aragón para que concurriera al acto 
del juicio 4 declarar como testigo, constando por diligencia, extendida al 
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pie dela códula expedida para dicha citación, no haberse podido llevar éste - 
á efecto, porque según manifestación del Oficial de servicio de la prisión 
celular, el repetido Aragón había salido conducido á Mérida el 12 de No- 
viembre, si bien de un volante unido á continuación aparece que lo fué 
por orden gubernativa el 15 del propio mes: 

Resultando que examinado en el acto del juiclo el procesado Llibrer, 
contestando á preguntas de las partes, manifestó, entre otras cosas, que en 
la calle de Santa Isabel, yendo con Ramón Cebeira, dejó, por indicación 
de éste, á un amigo del mismo, su capa, que luego fué hallada en el lugar 
donde se cometió el robo objeto de esta causa; que al sujeto á que aludía, 
amigo de Cebeira, no le conocía más que de haberle visto dos ó tres veces, 
y que ese sujeto, á quien hacía unos días vió y reconoció estando ambos 
presos en la celular de esta corte, era Eduardo José Aragón, el mismo á 
quien se refería en el mencionado escrito que presentó á la Sale; y termi- 
nado el examen de los testigos que comparecieron, las partes renunciaron 
á los demás propuestos, excepto la defensa de Llibrer, que estimó de gran 
importancia para el esclarecimiento de los hechos la declaración de dicho 
Aragón y de otro testigo que mencionó, pidiendo que se suspendiera el 
juicio y se les citara para que comparecieran al día siguiente; sobre cuyo 
extremo la Sección de derecho, después de oir al Ministerio fiscal, acordó 
la suspensión del juicio para el día inmediato, mandando que ne citara en 
forma al segundo de los mencionados testigos, único de los dos que se en- 
<ontraba en Madrid, dejando de hacerlo respecto 4 Eduardo José Aragón 
por haber salido conducido á Mérida en virtad de disposición gubernati- 
va, y teniendo además en cuenta que la Sala acordó que se oyese á dicho 
testigo en el juicio, no á propuesta de ninguna de las partes, sino en virtud 
de la facultad de que queda hecho mérito, y entonces, en vista de las prue- 
bas, consideraba innecesaria su declaración, contra cuyo acuerdo la defen- 
sa de Llibrer formuló protesta, al efecto de recurrir en su caso en la 


forma: 

Resultando que en la segunda sesión del juicio, el Ministerio fiscal re- 
tiró la acusación formulada contra Ramón Cebeira, por estimar que no 
tomó participación alguna en el delito, en vista de lo que, y de que berha 
la pregunta prevenida, ninguno de los presentes sostuvo aquélla, se dietó 
auto de sobreseimiento libre, respecto de dicho procesado, con fecha 19 de 
Noviembre último: 

Resultando que la referida Sección segunda de la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de Madrid, por sentencia de la misma fecha, calificó los 
hechos afirmados en el veredicto del Jurado como constitutivos de un 
delito de robo con fractura de muebles, en lugar habitado, sin armas, y 
por valor que excedió de 500 pesetas, del que era responsable como au- 
tor José Llibrer Barberá, sin circunstancias modificativas, y en su virtud 
le condenó en cinco añios de presidio correccional, accesorias, restitución 
á los perjudicados de las cantidades de su respectiva pertenencia y parte 
de costas, y mandó además que se pusiera testimonio del escrito presen- 
tado por dicho Llibrer en 9 de Noviembre, y de la declaración que prestó 
en el acto del juicio; y cuando fuese firme la sentencia, se remitiera con 
«el sumario al Juez instructor para que procediera al esclarecimiento de 
los hechos denunciados y con arreglo á derecho: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de Jos6 
Llíbrer Barberá recurso de casación por quebrantamiento de forma, y 
anunció el de infracción de ley, autorizado aquél por el art. 119 de la loy 
del Jurado, en relación con el caso 1.0 del911 dela de Enjuiciamiento cri- 
minal, y alegando haberse cometido la falta de denegar uva diligencia de 
pruebe, propuesta por el Fiscal en tiempo y forma, y hecha suya por el 
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recurrente después de acordada por el Tribunal de derecho; que el acto 
punible que resultaba del veredicto fué cometido por el recurrente y poy 
un desconocido, que no se sabía quién era hasta hacía pocos días, en que 
casualmente pudo averiguar su nombre; que fundando su exculpación 
en las declaraciones que dicho sujeto pudiera prestar, logró con sus peti.- 
cionesqueel Tribunal de derecho, por acuerdo firme y consentido, dictado 
en eonformidad con la opinión del Fiscal, mandase citarlo, lo que no se 
efectuó por haber sido el mismo sujeto trasladado á Mérida hacía tres días; 
que por considerar de importancia las manifestaciones del procesado, 
hechas en el acto del juicio, relativas á Eduardo Josó Aragón, se manda- 
ron consignar en el acta, y fundado en ello y en el acuerdo de la Sala, so- 
licitó en el juicio que aquél compareciera y declarase ante los jurados, 
para lo que si era preciso se suspendiera dicho acto, con arreglo al ar- 
tículo 101 de la ley del Jurado, relacionado con el caso 8,0 del 746 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, pretensión que fué denegada, y contra 
ese acuerdo formalizó protesta, como preparación para el recurso; que el 
acuerdo contenido en el mismo fallo recurrido, de que se remita al Juez 
instructor el sumario con up testimonio de lo declarado por el recurrente, 
mo para proceder á una información suplementaria, sino para instruir 
nuevo sumario, del que podía surgir otro proceso y otro juicio por et 
mismo delito perseguido, lo cual prohibía el art. 300 de la última ley 
demostraba la necesidad de que el testigo Aragón hubiera venido al 
juicio, porque del nuevo proceso resultara que realizaron el robo de que 
se trata el mismo Aragón y otra tercera persona que se determinase cla- 
ramente, podría darse lugar á un recurso tan excepcional y extraordins- 
rio como el de revisión, fijado por el caso 1.0 del art. 954 de la citada ley 
de enjuiciar: . 

Resultando que admitida el expresado recurso en la forma por la 
ción sentenciadora, elevó á este Tribunal Supremo el rollo de juicio ora) 
de la causa, con citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Daniel Rodríguez: 

Considerando que el recurso de casación por quebrantamiento de for- 
ma, con arreglo al núm, 1.0, art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminai, 
sólo procede cuando se haya denegado alguna diligencia de prueba perti- 
nente, propuesta en tiempo y forma por las partes: 

Considerando que el indicado como testigo para declarar en el juicio, 
Eduardo José Aragón, no fué propuesto por las partes ni por el Ministe- 
rio fiscal en el trámite correspondiente, y si bien la Sala sentenciadora, 
en uso de la facultad exclusiva que le confiere el núm. 2.0, art. 729 de la 
citada ley, mandó que se le citase para declarar en el acto del jnicio, pudo 
después, y en uso de la misma facultad, prescindir de dicha declaración,. 
eu vista de las demás pruebas, sin que en tal denegación, que no está 
comprendida en el caso citado, pueda fundarse el recurso interpuesto; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la 
expresada sentencia de la Sección segunda de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Madrid por José Llibrer Barberá, á quien condenamos en 
las coatas; particípese á dicha Sala, y pase el rello de juicio oral de la 
causa á la segunda de eate Tribunal Supremo, en cuanto al recurso anun: 
ciado por infracción de ley.-——(Sentencia publicada en 13 de Febrero de 
1893, 6 inserta en la Gaceta de 16 de Octubre del mismo año.) 


AAA 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—Jue- 
prohibidos.—No ha lugar al interpuesto por Venancio Rodríguez Her- 


yes 4 
nándes (Audiencia de Salamanca), y se resuelve: 


Que según el sentido recto y gramatical del art. 358 del Código penal, no 
es necesario para la existencia jurídica del delito de juegos prohibidos que se 
sorprenda en la casa de juego á los jugadores, sino que basta para incurrir 
en sanción penal gue aquélla esté habitualmente destinada á juegos prohibi 
dos, pues lo que la ley castiga respecto á los dueños es dedicar sus habitacio- 
ses á distracciones ilícitas; siendo indiscutibles, á los efectos de la casación, 
Jas declaraciones de hecho que sobre la cualidad de dueño de la casa en el re- 
currente, y el uso ilícito á que la tenía destinada, haga el Tribunal sentencia- 
«dor en uso de sus legítimas atribuciones. 


En la villa y corte de Madrid, 4 14 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ve- 
nancio Rodríguez Hernández contra sentencia de la Audiencia provincial 
de Salamanca, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Béjar, 
seguida al Rodríguez por juegos prohibidos: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 19 de Octubre último, 
contiene los siguientes: 

Primero. Probado que en el número 18 del periódico titulado La Le 
«<omeotora, que sale á la Inz en la ciudad de Béjar, correspondiente al día 25 
de Febrero próximo pasado, aparece publicado el extracto de la sesión ce- 
lebrada por aquel Ayuntamiento en 23 del mismo mes, entre cuyos par- 
ticulares se da cuenta que por el Concejal Sr. Peña se interpeló al Sr. Al- 
<alde respecto de la necesidad de hacer cerrar los cafés y establecimientos 
de bebidas á las horas marcadas por las Ordenanzas municipales, y ejer- 
eer una exquisita vigilancia en ciertos cafés que no se cierran en toda la 
noche, por existir dentro de ellos algunas personas adheridas al tapete 
verde, á lo que contestó el Alcalde que los establecimientos de bebidas se 

bien vigilados, y respecto al último extremo de la interpelación, 
que sus atribuciones eran muy limitadas, y en la población había otras 
autoridades más llamadas que la suya á intervenir en tales asuntos, y no 
le parecía bien invadir las atribuciones de éstas, con las que ofreció po 
nerse de acuerdo: 

Segundo. Igualmente probado que en vista de este incidente de la se- 
sión del Ayuntamiento de Béjar, que publicó el antedicho periódico, el 
Juez de instrucción de la misma ciudad, después de haberse enterado que 
donde se jugaba á los prohibidos era en el café de Venancio Rodríguez, 
situado en la calle Mayor de Pardifias, esquina á la plaza, acordó en auto 
de 25 del precitado mes de Febrero constituirse en el local donde se halla 
instalado el menciónado café, para practicar un detenido reconocimieuto 
y registro, y habiéndolo verificado en la noche del expresado día acompa- 
fiado de una pareja de la Guardia civil, observó, según la diligencia le- 
yantada al efecto, que la casa tiene dos puertas de entrada, una por la 
calle Mayor y otra por la plaza, con escaleras que conducen á las habita- 
<iones altas, sin penetrar en el establecimiento, aunque tiene comunica- 
ceión con él, y al subir el Juzgado al primer descansillo de la escalera re 
encontró con un camarero que bajaba con un servicio, y poco antes de 
llegar al segundo piso se oyó una campanilla, agitada con gran fuerza, y 
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penetrando en la babitación donde había sonado la campanilla, 
puerta estaba sólo cerrada con picaporte, en el centro de ella se halló una 
mesa de tres metros de larga por uno y medio de ancha toda cubierta con 
tapete verde, y en los lados del centro dos huecos semicirculares, cuyos 
pies encajaban en un tablero propio para colocar los braseros; encima de 
esta mesa había una lámpara grande con pantalla de porcelana blanca, vién- 
dose en un rincón un lavabo, y cerca de la pared y á un extremo varias 
sillas, encontrándose también en un rincón una mesa de tresillo, donde 
estaban jugando tres personas, comunicándose dicha habitación con una 
especie de desván; conceptuando el Juez de instrucción por estos efectos 
encontrados en la referida habitación que ésta estaba destinada á juegos 
prohibidos, mandó fuesen ocupadas expresadas mesa y lámpara, que se 
condujeron al local del Juzgado, recogiéndose además de los estantes y 
alacenas del establecimiento cuarenta y ocho barajas nuevas, otras cua- 
renta y ocho en mal uso, y ciento nueve paquetitos, conteniendo cada uno 
una ó dos barajas en regular uso: 

Tercero. Probado en el acto del juicio que de público se decía en la 
cgjudad de Béjar que en el cafó de Venancio Rodríguez se jngaba á los 
prohibidos: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que los hechos 
probados constituyen el delito de juegos prohibidos, de que es autor el 
procesado Venancio Rodríguez, sin circunstancias modificativas de la res- 
ponsabilidad, le condenó á la pena de dos meses y un día de arresto ma- 
yor, accesorias, multa y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el núm. 1.0 del art. 849 de la de Ebjuicia- 
miento criminal, citando como infringido el art. 358 del Código penal, por 
aplicación indebida, pues el hecho de autos no constituye el delito penado 
ni otro alguno, y por no ser el recurrente dueño ni empresario de casa de 
juego, sino de un café público: : 

Resultando que en el acto de la vieta el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando qne castigándose en el art. 358 del Código al dueño de 
una casa de juego de los de suerte, envite ó azar, no es necesario, según 
el recto sentido y construcción gramatical del artículo, que se sorprenda 
en ella á los jugadores, sino que basta para incurrir en la sanción penal 
que establece que aquélla está destinada habitualmente al juego de los 
prohibidos, sean ó no sorprendidos por la Autoridad los jugadores, pues 
jo que la ley castiga respecto á los dueños es el hecho de dedicar la casa 
á esta clase de distracciones ilícitas: 

Considerando que declarados como hechos probados en la sentencia 
reclamada que el recurrente es dueño del café situado en la calle Mayor 
de Pardiñas, en la ciudad de Béjar; que una de sus habitaciones, aunque 
separsda de las demás del establecimiento, se halla en comunicación con 
él, y en la cual, por rumor público, por log timbres y cfmpanillas de aviso 
y enseres que en ella fueron encontrados y demás medios legales de con- 
vicción, afirma el Tribunal sentenciador, en uso de su soberana compe- 
tencia para apreciar las pruebas, que la referida habitación se hallaba ha- 
bitualmente destinada para jugar á los probibidos, es una afirmación de 
hecho indiscutible en casación, y que contiene todos los elementos que 
integran el delito, cuales son la cualidad de dueño de la casa en el reca- 
zrente y el oso ilícito 4 que tenía destinada la habitación: 

Considerando, por lo expuesto, que la Audiencia sentenciadora no ha 
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incurrido en error de derecho ni infringido las disposiciones legales que: 
es saponen por el recurrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Venancio Rodríguez Hernández, al que condenamos en las 
costas y ú la pérdida del depósito constituído de 125 pesetas, al oue se 
dará la distribnción correspondiente; comuníquese esta resolución al Tri. 
bunal sentenciador á los efectos consiguientes.—(Bentencia publicada en 
M4 de Febrero de 1898, é inserta en la Qaceta de 19 de Septiembre del 
miamo año). 


59 


RsCURSO DE CASACIÓN (14 de Febrero de 1893).——Sala segunda.—Abu- 
sos.—No ha lugar al interpuesto por D. Andrés Fernández Puertas (Au- 
diencia de Valladolid), y se resuelve: 

Que para que se estime cometido el delito previsto y penado en el art. 369 
del Código, es necesario que resulte que el acuerdo ó resolución estimados in- 
justos, hayan sido dictados á sabiendas de su injusticia, bien de modo inten- 
cional, 6 bien por negligencia d ignorancia inexcusables, 


En la vílla y corte de Madrid, 4 14 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuasto por Don 
Andrés Fernández Puertas, como parte querellante, contra el auto de so- 
breseimiento libre pronunciado por la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Valladolid, en causa por abusos: 

Resoltando que el expresado auto contiene los resultandos siguientes: 

Resattando que en las cuentas municipales de Alaejos, correspondien- 
tes al ejercicio de 1887 á 88, apareció en 31 de Diciembre de 1888 un su- 
perávit de 10.743 pesetas 83 cóntimos, que no figuraba como primera par- 
tida de cargo en las inmediatas de 1888 á 89: 

Resnitando que el Ayuntamiento de aquella villa, en sesión ordinaria 
de 19 de Octubre de 1890, acordó, á propuesta del Alcalde D. Ma: mel 
Monge, que se procediese á la exacción de aquella cantidad, autorizándole 
para el nombramiento del comisionado ejecutor del ex Depositario de Ica 
fondos municipales D. Andrés Fernández Puertas: 

Resultando que para la ejecución del expresado acuerdo, el Alcalde di.- 
rigió al día siguiente una comunicación al D. Andrés Fernández, previ- 
niéndole que en el término de tercero día ingresara en arcas monicipales 
la sama referida; apercibiéndole que de no verificarlo se procedería contra 
él por la vía de apremio: 

Resultando que el 26 de dicho mes de Octubre, expedida certificación 
por el Secretario del Ayuntamiento, D. Lorenzo de Miguel, en la que se 
hacía constar que repetida cantidad ó superávit del ejercicio del 87 al 88 
no aparece incluída en las cuentas trimestrales del 88 á 89, ni en los años 
sucesivos, se nombró á D. Angel Pérez Alonso comisionado ejecutur de 
apremios para la realización de las 10.742 pesetas 83 céntimos, quien re- 
quirió al efecto por cédula al ex Depositario, concediéndole veinticuatro 
horas para el ingreso de la mencionada suma y costas, bajo el apercibi- 
miento legal; y como no lo verificase, previas las diligencias de instrucción, 
volvió á requerirle el 3 de Noviembre siguiente para que le presentara el 
recibo ó carta de pago justificante de haber entregado en las arcas muni- 
cipales dicha cantidad, con más las costas Ó dietas, y habiendo manifes- 
tado que no podía presentarlo por no haberlo satisfecho, y al procederse 
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al embargo, manifestó tenía ingresada la cantidad que se le reclamaba en 
arcas municipales, pero que no podía presentar las cartas de pago por no 
tenerlas á mano, por lo que la comisión le señaló tres días para que las 
presentase, sin embargo de lo cual, con anuencia del apremiado, y según él 
por puro acatamiento y obediencia á los mandatos de la Autoridad, se hizo 
la traba en porción de muebles y efectos que fueron designados por el mismo, 

después de firmada la diligencia, se consignó que por la razón de ha- 
daros satisfecha la cantidad perseguida, constituía un verdadero atropello, 
y que protestaba enérgicamente, sin perjuicio de exigir las responsabili- 
dades consiguientes á quien correspondiese: 

Resultando que el 7 del mismo mes de Noviembre Andrés Fernández, 
presentó al comisionado ejecutor las dos cartas de pago por valor de las 
10.742 pesetas 83 céntimos, y ambas fechadas en 1.9 de Janio de 1889, 
para que se copiaran, y dado cuenta por el comisionado al Alcalde, éste 
suspendió provisionalmente el 8 el procedimiento de apremio hasta que Ja 
Corporación resolviese, y el Ayuntamiento, en sesión extraordinaria de 25 
de Diciembre, acordó, en vista del escrito presentado al Alcalde el 23 por 
el apremiado y el ex Alcalde D. Manuel! Puertas, levantar el embargo de 
los muebles, que se le entregaron por los depositarios el 5 de Enero de 1891: 

Resultando que el citado 3 de Noviembre del 90, el D. Andrés presentó 
al Juzgado de la Nava del Rey la comunicación que le dirigió el Alcalde 
el 20 de Octubre de aquel añio, célula de requerimiento del 27 del mismo 
mes y las dos certificaciones que el ejecutor le facilitó, la denuncia de fe- 
cha 3 de Noviembre, en la que se ratificó el mismo día, por los abusos que 
supone existen en lo relacionado, y haberse nombrado comisionado ejecu- 
tor á persona distinta del agente ejecutivo del distrito, con cuyo motivo 
se dió principio á la instrucción del sumario, en el que y por orden del 
Juez instructor especificó el delito comprendido en el art. 369 del Código 
penal, como el perseguido, y estimó los perjuicios en 30.000 pesetas, á cuya 
indemnización no renuncis: 

Resultando que las dos cartas de pago referidas, conformes con los 
cargaremes correspondientes, á favor y contra el D. Andrés Fernández, 
en su cualidad de Depositario, y por las 10.742 pesetas 83 céntimos, se 
dicen por la transferencia de crédito verificada, una con cargo al cap. 8.0, 
art. 1. del presupuesto adicional del año 88 á 89, para enjugar el déficit 
que resultó de menos por la modificación del cupo de consumos en este 
- Capítulo, y su art 8.0 del presupuesto ordinario, por 5.680 pesetas 46 cón- 
timos; y la segunda, por 5.062 pesetas 87 céntimos, procedentes del líquido 
á que ha quedado reducida la existencia total, que resultó en 31 de Di. 
ciembre de 1888, á virtud de la transferencia de crédito realizada para en- 
jugar el déficit de menos, que por innovación del cupo de consumos re- 
sultó en el cap. 9.0, art. 8.0 del presupuesto ordinario, los cuatro de fecha 
1.0 de Junio de 1889, y de cuya transferencia no consta en autos existie- 
ran en la Secretaría del Ayuntamiento de Alaejos otros datos que la se- 
sión de 81 de Marzo del 89, en la que, vistos los proyectos de presupues- 
tos municipales, adicional y refandido, de la comisión de su seno al efecto 
nombrada, para que, en unión del ordinario, sigan el ejercicio económico 
corriente, y estimándolos conformes y arreglados á las necesidades de la 
población, como así bien á las disposiciones vigentes, se acordó por unani.- 
midad que, una vez aprobados en forma tales proyectos, se fijen al público 
por espacio de quince días, y transcurridos, y reclamaciones que se pre- 
senten, se sometan á la discusión y votación definitiva de la Junta muni- 
cipal, sin que entre los que tal acordaron figure alguno de los procesados; 
y la Junta municipal por mayoría, en sesión de 19 de Julio de 1290, la 
aprobó, habiéndose opuesto con otros tres Eustaquio Ojeda, constituyen- 
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“bes de la comisión que dió dictamen, y antes se rechazó por citada ma yo- 
ría, ni que conste pedida la autorización á la Superioridad; el folio 19 del 
borrador de ingresos, los asientos de aludidos cargarémes, y según los ¿os 
peritos de nombramiento del D. Andrés, ambas sumas de éstos, fueron 
pasadas al libro Diario, con la misma fecha del Borrador, y al libro auxi- 
liar de ingresos, existiendo en el balance de Junio del 89, la de 5.062 pe- 
setas 37 céntimos, ingresos realizados por el concepto de resultas que no 
aparecen en Mayo, y en la cuenta del cuarto trimestre del referido ejercicio 
se figura como ingresos tal cantidad, y creen que las dos partidas, 5.680 pe- 
setas y 46 céntimos y 5.062 con 37, tuvieron ingreso en las cuentas muni.- 
cipales, que sin documentar, y cumpliendo lo que se halla dispuesto, se 
rindieron en 30 de Junio de 1889, del presupuesto del 88 al 89: 

Resultando que en las cuentas del afio económico de 1888 á 89, obran. 
tes en la Diputación provincial, no existe comunicación alguna del Gober- 
nador civil, si bien en el presupuesto adicional al ordinario de referido 
ejercicio aparece la relación núm. 4.0, que comprende el detalle y porme- 
nor de los calculados por razón de dicho artículo, con expresión de cau- 
sas que apoyan su inclasión en el mismo, expresándose la supresión de 
5.680 pesetas 46 céntimos, por no poderse hacer efectivos en virtud de 
resultar de menos en el presupuesto ordinario del año corriente, con mo- 
tivo de la baja obtenida en el recargo del 100 por 100 en los nuevos cupos 
de consumos y cereales señalados á Alaejos por la ley de Presupuestos de 
7. de Julio de 1888, para la que se transfiere tal cantidad del capítulo 8.0, 
art. 1.? de este adicional, que firma el Gobernador civil: 

Resaltando que en el ordinario de ingresos y gastos, al folio 183, da 
principio el año económico de 1887 á 88, y termina el 70, sin que se hallen 
sumadas las diferentes partidas del dehe y haber, ni cerrado con la debida 
demostración; y por lo que afecta al 88 y 89, comenzaron las operaciones 
de contabilidad al folio 65, siguiendo correlativamente hasta el 83, y á 
eontinuación, en tinta roja, que dice: «Nota», sigue el registro da libra- 
mientos al folio anterior, núm. 64, en el que se lee: «Suma procedente del 
folio 89», varias partidas, y continúa el asiento del libramiento núm. 76, 
que en el siguiente, al terminar el folio 39, y en citado folio 64, se cerró y 
liquidó el presupuesto con certificación de cierre, fecha 80 de Septiembre 
de 1888, en que acaban los asientos; que en el diario horrador de ingre- 
sos, al folio 7, da principio el ejercicio de 1887 á 88, y termina el 14, apa- 
reciendo haberse ingresado en caja 44,221 pesetas 23 céntimos, y haberse 
satisfecho ex dicho período, según resulta del de su clase de gastos al 60, 
30.317 pesetas 46 céntimos, y además, escrito con lápiz, el libramiento nú- 
mero 154, en 23 de Octubre de 1888, 500 pesetas por alumbrado, resto del 
ejercicio anterior, que no está incluído en la suma anterior: 

Resultando que los procesados, en sus declaraciones, sustancialmente 
manifiestan que, por lo oído é informado por el Secretario del Ayunta- 
miento, D. Lorenzo de Miguel, se persuadieron de que el ex Depositario 
D. Andrés Fernández Paertas adeudaba á los fondos municipales la can- 
tidad de 10.742 pesetas 83 céntimos, y que, por el celo sentido en favor 
de los intereses que les estaban encomendados, acordaron que se le exi. 
giera eu ingreso en arcas: 

Resultando que declarado terminado el sumario, y remitido á esta Su- 
perioridad, aprobado que fué el auto de terminación, en el acto de la vista 
por el Ministerio fiscal se solicitó el sobreseimiento libre, y por la defensa 
del querellante particular la apertura del juicio oral: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Andiencia de Valladolid, 
estimando que los hechos que dieron lagar á la formación de esta causa 
»oson constitutivos de delito, porque no resulta que el acuerdo ó provi. 
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dencia de 19 de Octubre de 1890 se dictase á sabiendas de su injusticia y 
ni siquiera por negligencia ó ignorancia inexcusable, sino que fué dictado 
en la persuasión de que el Municipio era acreedor de la cantidad ya refeo- 
rida, persuasión robustecida por la conducta del apremiado, al no exbibir 
las cartas de pago que obraban en su poder, á pesar de las reclamaciones 
que para el ingreso de aquella partida se le hicieron; vistos los artículos 
645 y núm. 2.0 del 637 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sobreseyó 
libremente en dicha causa, declarando las costas de oficio, dejando sin 
efecto el anto de procesamiento dictado por el Juez de instrucción, en 18 
de Abril último, contra Mannel Monge de Castro, Juan Fernández Corral, 
Victoriano Santa Ana Castrejón, Pedro García Rodríguez, Eustaquio Oge- 
da Carbonero, Federico Carretero Fernández, Tomás Martín Aguado y 
Jenaro Martín Belloso, con otras declaraciones de ley: 

Resultando que contra este anto se preparó recurso de casación por in- 
fracción de ley por el querellante D. Andrés Fernández Puertas, que se ha 
interpuesto, acompañado de demanda de pobreza, autorizado por el nú- 
mero 4.0 del art. 848, y 852 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando 
como infringidos el art. 369 del Código pena), por inaplicación, en cuanto 
no se ha penado en concepto de delito el hecho que se persigue: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que el acuerdo tomado por el Aynntamiento de Alaejos, 
en sesión de 19 de Octubre de 1890, para exigir al ex Depositario de los 
fondos municipales, D. Andrés Fernández Puertas, la cantidad de 10.742 
pesetas 83 céntimos, se fundó en no figurar como primera partida la ex- 
presada suma en el libro diario del añio económico de 1888 á 1889, de con- 
formidad con lo dispuesto en el art. 19 de la Circular de la Dirección ge- 
neral de Contabilidad de 1.0 de Junio de 1886, y en los informes del Se- 
cretario de la Corporación, de estar adeudando el D. Andrés las 10.742 
pesetas 83 céntimos, superávit que apareció al cerrarse el ejercicio del 87 
al 88, sin volver á figurar en escritos posteriores: 

Considerando que desde el 20 de Octubre, en que se hizo saber al re- 
currente el expresado acuerdo, al 8 de Noviembre, en que volvió á ser re- 
querido de pago y se procedió al embargo, mediaron catorce días, tiempo 
más que suficiente para presentar las cartas de pago, con lo que hubiera 
evitado toda clase de procedimientos, y que, en vez de hacerlo así, aseguró 
no poderlo verificar, por no tener satisfecha la cantidad que se le reclama- 
ba, no obstante que, en el acto, y posteriormente á la traba, afirmase lo 
contrario y protestara contra ella: 

Considerando que, dados los fundamentos que sirvieron de base al 
acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de Alaejos, los hechos que dieron 
Ingar á la presentación de la querella no revisten los caracteres del delito 
previsto y penado en el art. 369 del Código penal, porque no resulta que 
fuera dictado á sabiendas de su injusticia, ni siquiera por negligencia ó 
ignoraucia inexcusable, y sí en la persuasión racional de que el Municipio 
era acreedor de la cantidad mencionada, persuasión robustecida por la 
conducta del recurrente al no exhibir las cartas de pago que obraban en 
su poder, á pesar do las diversas reclamaciones que de dicha cantidad se 
Je hicieron: 

Considerando que, al estimarlo así acertadamente el Tribunal a quo, 
no ce incarrido en el error que se le atribuye, ni cometido la infracción 
alegada; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley, interpuesto á nombre de D. Andrés Fer 
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nández Puertas contra el auto de sobreseimiento libre dictado por la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Valladolid en 30 de Noviembre último, 
y le condenamos en las costas y al pago de 1.000 pesetas, por razón de de- 
pósito, que no ha constituído, si de la demanda de pobreza que tiene esta- 
blecida no apareciese pobre, y de lo contrario, cuando mejore de furtuna; 
comuníquese esta resolución al Tribnnal sentenciador á los efectos oportu- 
nos.— (Sentencia publicada el 14 de Febrero de 1893, á inserta en la Gaceta 
de 19 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Febrero 
de 1893).—Sala segunda.— Estrfa.—No ha lugar al interpuesto vor Name- 
riano Bunifacio Alagón (Audiencia de Manila), y se resuelve: 

Que en materia de casación, las atribuciones del Tribunal Supremo están 
lentitadas á resolver las cuestiones que se le someten en los términos y dajo el 
aspecto concreto que las planteen los recurrentes. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por 
Numeriano Bunifacio Alagón contra sentencia de la Sala de lo criminal de 
la Audiencia de Manila, en causa seguida al mismo por estafa: 

Resultando que en la expresada sentencia se han aceptado los resul- 
tandos de la del Jaez inferior, en los cuales se consignan los hechos en la 
forma siguiente: 

Primero. Que en testimonio librado por el Gobernadorcillo de Alami.- 
nos en ¿5 de Mayo último, á pedimento del Alférez de la Guardia civil 
del puesto de San Pablo, denunciaron Juan Ercueta, Juan Cailao, Rai. 
mundo Abrenilla y Matías Abrigo, que en unos de los primeros días de 
Noviembre de 1837 estuvieron presos varios días en la cárcel provincial 
como acusados de un delito de robo, y salieron en libertad despuéa de ha- 
ber pagado cada uno la cantidad de cinco pesos y una peseta, en cuyo tes- 
timonio se afirmaron y ratificaron después de iniciada sobre ese hecho 
esta causa, así como dichos Alférez y Gobernadorcillo, y los acompañados 
y testigos presentes en el acto de librarse; hecho probado: 

Tercero. Q:ue en las declaraciones prestadas en este Juzgado por Juan 
Ercueta, Jaan Cailao, Raimundo Abrenilla y Matías Abrigo, al ratificarse 
en el aludido testimonio, y en diligencia de careo entre los tres primeros, 
expusieron unánimes y contestes que no se mostraban parte en la causa; 
que hallándose presos por el delito de robo, fueron llamados al Juzgado 
an día que no señalan para prestar una declaración, y allí les dijo el Oñ- 
cial de mesa, Nameriano, que saldrían en libertad si pagaban cada uno 
por derecho de excarcelación cinco pesos y una peseta, y como no tenían 
en el acto ese dinero, ofrecieron pagarlo pasada una semana, siendo pues- 
tos en libertad inmediatamente; que pasado ese plazo, y no pudiendo 
ellos venir ni hacer el pago, remitieron al Numeriano las cantidades su- 
pradichas, el Ercueta por medio de su hermano Marcos; Cailao y Abre- 
nilla por medio de Julián Cailao, hermano del Juan, viniendo juntos co n 
los comisionados; y Matías Abrigo, por comisión que para ello dió á Mar- 
eslino Tolentino, los cuales en sus declaraciones afirman en todos sus ex- 
tremos esas citas, añadiendo Marcos Ercueta y Julián Cailao que entrega- 
ron las aludidas cantidades á Numeriano Bonifacio en un mismo acto, en 
fecha que no recordaban, en sa propia casa; sin que nadie lo presenciara, 
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y Marcelino Tolentino que entregó el dinero al Numeriano en las oficinas 
del Juzgado, sin que conociera á las personas que estaban presentes; he- 
chos que se declaran probados: 

Cuarto. Que los expresados denunciantes fueron presos en 12 de No- 
viembre último Á resulta de diligencias criminales por robo, y excarcela- 
dos en 19 del mismo mes y año, bajo garantía de obligación apud acta, 
hechos probados: 

Quinto. Que inquirido Numeriano Bonifacio, expuso: que conoció á 
Juan Ercueta, Juan Cailao, Raimundo Abrenillas y Matías Abrigo, por 
haberse tramitado por él al iniciarse unas diligencias por robo en que «s- 
taban acusados como autores, y que en tanto los tramitó se acordó por el 
Juzgado la excarcelación de los citados individuos bajo garantía de obii.- 
gación apud acta, por la que, y como derechos de'la diligencia, les exigió 
á cada uno la cantidad de un peso, según práctica del Juzgado, no eo- 
brando en el acto por no tener fondos los aludidos; que se la enviaron 
pasados unos días por medio de uno de ellos, no recordando quién fuera; 
que no era cierto cobrara á cada uno de los predichos por concento de de- 
rechos de excarcelación la cantidad de cinco pesos y una peseta; que la 
petición y entrega del dinero tuvo lugar en las oficinas del Juzgado, sin 
que recuerde quién lo presenciara; y por último, que no era cierto que re- 
cibiera de Marcelino Tolentino la cantidad de cinco pesos y una pese'a 
por concepto de derechos de excarcelación de Matías Abrigo, pues recibió 
de éste en persona sólo la cantidad de un peso; hechos que se declaran 
probados en lo referente á las cantidades que el inquirido expresa como 
exigidas y cobradas por derechos de excarcelación: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos como constitutivos de cuatro delitos de estafa en cantidad menor 
de 250 pesetas, defraudando á los perjudicados con el engaño de hacer- 
les creer que era necesario el pago de derechos para obtener la libertad, 
de presentarse como legítimo perceptor de esos derechos, no siendo 
el llamado á percibirlos, ni legal su exacción en el estado del procedi- 
miento en que se decretó la libertad de los perjudicados, sin que pueda 
servir de exculpación la de que era la práctica en el Jnzgado, que no 
puede aceptarse por el alusivo engaño, que si no es de los taxativa- 
mente previstos en el art. 535 del Código penal para Filipinas, puede ia- 
cluirse en los que determinadamente señala el núm. 1.0 de dicho artícn!o 
en su última parte, cuyos cuatro delitos, por ser producto de un solo acto 
ó hecho, deben penarse como uno solo, y no separadamente, imponiendo, 
or tanto, la pena correspondiente á cualquiera de ellos, que es para todus 
o mismo, en el grado máximo, de los que era autor, sin circunstanciss 
modificativas de la penalidad, el procesado Numeriano Bonifacio y Ala- 
són, y le impuso cuatro meses de arresto mayor, accesoria3 de suspensión 
e todo cargo y derecho de sufragio durante la condena, indemnización 
de 26 pesetas á cada uno de los perjudicados Juan Escueta, Juan Cailso 
y Raimundo Abrenilla, y de cinco pesetas á Matías Abrigo, y en las costas: 
Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley el procesado, autorizado por el núm, 1.0 de la 
regla 56 de la ley para la aplicación del Código penal en Filipinas, citando 
como infringidos el párrafo final del núm. 1.0 del art, 535 de dicho Código 
y art. 1.0 del mismo, pues las pequeñas cantidades que percibió Numeria- 
no Bonifacio no fueron precio de la libertad de los presos, sino remunera- 
ción de sus oficios por redactar la obligación apud acta de comparecer, 
cobrándolas como escribiente y no como funcionario judicial; y tal hecho 
no es semejante á los del núm. 1.0 del art. 525 citado, ni constituye mate- 
ria de delito: E 
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Resultando que el Ministerio flacal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que las atribuciones de esta Saia en materia de casación 
están limitadas á resolver las cuestiones que se le presentan en los térmi.- 
mos y bajo el aspecto concreto que los recurrentes las someten á su discu- 
sión, á fin de que se declare la existencia ó no existencia de los errores é 
infracciones de ley que se suponen cometidos en las resoluciones judicia- 
les contra las que se otorga el recurso: 

Considerando que la defensa de Numeriano Bonifacio alega, como 
fundamento único para la anulación de la sentencia reclamada, que en ella 
se condena como estafa comprendida en Ja última parte del núm. 1.0 del 
art. 535 del Código vigente en Filipinas los hechos declarados probados, 
siendo así que no revisten las circunstancias que aquel número previene. 
ui constitayen engaño, ni están castigados en el Código penal, por lo cual 
invoca el núm. 1.0 de la regla 56 que cita, la cual autoriza el recurso cuando 
sean penados como delitos ó faltas hechos que no sean punibles, y á re- 
dida este cuestión solamente ha de limitarse la sentencia de este Tri- 

una): 

Considerando que no es exacta la apreciación en que el recurrente 
£POyA SU recurso, porque, aunque no fuera procedente la calificación que 
«dle los hechos probados ha hecho la Sala sentenciadora, al comprenderlcs 
en la última parte del núm. 1.0 del art. 535 del Código penal citado, siem- 
pre resultaría que no eran lícitos y que merecían sanción penal, ora por 
serles aplicable el concepto genérico punible de la defraudación causada 
por cualquier género de engaño no especificamente determinado en dicho 
Código, que preve y pena en su art, 541, ora porque, como exacción ilegal 
de eantidad, tiene corrección efectiva en el mismo, por lo cual la senten- 
cia reclamada no contiene el error de derecho é infracciones legales que, 
£0mo consecuencia de aquél, se le atribuyen en el recurso, cuya improce- 
dencia debe declararse; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto á nombre de Nungeriano Bonifacio y Alagón contra la sentencia 
dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Manila, imponiendo 
al recurrente las costas y condenándole al pago de 200 pesetas, por razón 
de depósito no constituído, cuando mejore de fortuna; comuníquese esta 
resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia 
publicada el 14 de Febrero de 18983, ó inserta en la Gaceta de 19 de Sep- 
tiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (18 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—.Le- 
siones. —No ha lugar al interpuesto por Venancio Muñoz Sierra (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

Que para la admisión en el fondo de los recursos por infracción de ley, es 
preciso se acepten en toda su integridad los hechos declarados probados en la 
sentencia contra la cual se recurre. 


En la villa y corte de Madrid, á 18 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ve- 
mancio Mufioz Sierra contra sentencia de la Sala de lo criminal dela Au- 
diencia de esta corte, en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado de 
instrucción de Alcalá de Henares, por lesiones: E 


. 
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Resaltando que la expresada sentencia, dictada el 19 de Noviembre úl- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que en la noche de 1.0 de Enero último, en ocasión 
de hallarse en la casa de Leonardo Sierra, de Vallecas, Gervasio Pérez y 
sus hermanos Cesáreo y Gregorio, entraron en ella los hermanos Venan- 
cio y Ceferino Muñox, y suscitando cuestión Venancio con su hermana 
Angelt, allí presente, por sostener relaciones amorosas con Gervasio Pé- 
rez, dió á éste el repetido Venancio una bofetada y seguidamente á Cesá- 
reo un golpe con una navaja que le produjo en la región hipogástrica una 
lesión que le causó enfermedad por espacio de veintiséis días, transcurri- 
dos los cuales curó sin ulterior deformidad ni impedimento: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que la lesión causada á 
Cesáreo Pérez constituía un delito de lesiones menos graves, de que era 
autor Venancio Muñoz Sierra, sin circunstancias modificativas de su res- 
ponsabilidad, y le condenó á dos meses y un día de arresto mayor, acee- 
sorias y costas: 

Resultando que contra esa sentencia se ha interpuesto por Venancio 
Muñoz recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el nú- 
mero 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando come 
infringidos los artículos 433 y 603 del Código penal, el primero por apli 
cación indebida y el segundo por inaplicación, pues no habiendo impe- 
dido su herida al Cesáreo para el trabajo ni necesitado asistencia faculta- 
tiva, el hecho constituye una falta; 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que, según repetida jurisprudencia de esta Sala, basada 
en el precepto de la ley, es preciso para la admisión de los recursos de ca- 
sación en el fondo, que se acepten en toda su integridad los hechos decla- 
rados probados en la forma y términos que se consignan en la sentencia 
recurrida, sin cayo requisito no son admisibles: 

Considerando que en el deducido por Venancio Muñoz no se cumple 
con este importante precepto, toda vez que sus alegaciones parten del su- 
puesto de que no consta haber necesitado el lesionado Cesáreo Pérez de 
asistencia facultativa, cuando por el contrario en la sentencia, si bien en 
sitio no adecuado, se afirma y aprecia como hecho probado en el primer 
considerando, que las lesiones inferidas al Cesáreo le impidieron para el 
trabajo por más de ocho días, sin exceder de treinta, ó sea por el tiempo 
y forma que exige el art. 433 del Código penal, y por consiguiente es 
iradmisible el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley que contra la citada 
sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte ha inter- 
puesto Venancio Muñoz Sierra, á quien condenamos en las costas y al 
pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejorase de fortunas; comu- 
níquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. — 
(Sentencia publicada en 18 de Febrero de 1893, ó6 inserta en la Gaceta 
de 19 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (20 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—Ho- 
micidio.—No ha lagar al interpuesto por Rosendo Fernández López (Au- 
diencia de Oviedo), y se resuelve: 
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Que los hechos que aprecia el veredicto del Jurado son indiscutibles, y cuan. 
do en ellos se consignan el insulto y la amenaza recíprocas, sin que conste quién 
acometiera primeramente, es claroque la riña aceptada de modo mutuo por agre. 
sor y agredido excluye el estado jurídico de defensa, y son inaplicables, por 
consiguiente, los artículos 9.0, en relación con el 8.*, y 87 del Código penal. 


En da villa y corte de Madrid, á 20 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ro- 
sendo Fernández y López contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Oviedo, en causa procedente del Juzgado de instrucción de 
Gijón, seguida al Fernández, por homicidio: 


Resntltando que la referida sentencia, dictada en 28 de Octubre último, 
contiene el veredicto del Jurado, el cual declaró: «Primera pregunta. Ro- 
sendo Fernández López, ¿es culpable de haber inferido en la mañana del 
6 de Mayo último, con palo ó piedra, á Manuel Cadavieco Corbato y en 
yifia ó pendencia con éste varias contusiones en la cabeza, una de ellas 
profunda, que habiéndole ocasionado la fractura del cráneo, le produjo al 
Cadavieco la muerte en la noche del mencionado día?—8f.—Segunda. 
¿Existían resentimientos ó enemistad anterior entre las familias de Ro- 
sendo Fernández y de Manuel Cadavieco por cuestiones sobre un muro 
divisorio entre dos fincas colindantes de una y otra familia?-— 81.—Ter- 
cera. Inmediatamente antes del hecho que expresa la pregunta anterior, 
¿aconteció que, hellándose Manuel Cadavieco con su esposa, como á cosa 
de las nueve de la mañiana del expresado día, labrando una finca que cal- 
tiva llamada la Roxal, entró en Ja misma un perro de Rosendo Fer- 
pándes, ladrando, al que Cadavieco arrojó algunas piedras para ahu- 
yentarlo; que entonces Rosendo Fernández, desde ls calleja ó camino 
inmediato á dicha finca, dijo al Cadavieco por qué tiraba pledras al 
perro y no al amo, á lo que el segundo contestó que lo mismo se las tiraba 
-4 uno que á otro, y replicándole el Rosendo, dijo al Cadavieco que saliera 
allí, Ó sea á la calleja ó camino?—$S1.— Cuarta. ¿Aconteció igualmente que 
en seguida de las últimas palabras de Rosendo Fernández, que expresa la 
pregunta anterior, dejando Cadavieco el arado y yunta con que trabajaba, 
ee acercó á la pared ó mauro que limita con el camino, verificándolo tam- 
bién á poco su mujer, y éstos desde allí y el Rosendo desde el camino, se 
ínsultaron y amenazaron recíprocamente; que saliendo seguidamente á la 
calleja ó camino Cadavieco y algo después también su esposa, tuvo allí 
Jugar la lucha entre el Rosendo y el Oadavieco, excitado por su esposa, 
con las guiadas ó aguijadas que llevaban y con piedras, siendo entonces 
<cuando Oudavieco recibió Jas contusiones, y entre ellas la que le produjo 
la muerte, sin que conste de una manera cierta quién de los dos fué el 
primero en acometer?—S[.—Quinta. ¿Sucedió, por el contrario de lo que 
expresa la pregunta anterior, que Manuel Cadavieco fué el primero en 
acometer al Rosendo con la guiada y con piedras al llegar á la calleja? — 
No.—Sexta. ¿Tavo necesidad Rosendo Fernández de emplear los medios 
que empleó para rechazar la acometida de Cadavieco, caso qne la hubiese, 
según lo que Ja razón natural aconseja?—Sí.—Séptima. ¿Hubo falta de 
provocación bastante para motivar el suceso por psrte de Rosendo Fer-. 
nández?—S1.—Octava. Caso de realizarse el hecho que expresa la primera 
pregunta, ¿tuvo intención Fernández de cansar un mal tan grave como el 
que resultó con la muerte de Oadavieco?-——No»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti. 
tuye el delito de homicidio, de que es autor Rosendo Fernández López, 
on la circunstancia atenuante 3.2 del art. 9.0 del Código penal, le condenó 
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á la pena de doce años y un día de reclusión temporal, accesorla, indemni-- 
zación y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por im- 
fracción de ley, fundado en el caso 5.0 del art. 840 (así dice) de la de En- - 
juiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 9.0, párráfo primero, en relación con el 8.0, núm. 4.9, del Có- 
digo penal: : 
2.0 El art. 87 del mismo Código: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
Tecurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que siendo indiscutibles los hechos consignados en el 
veredicto del Jurado, y estableciéndose en ellos que el recurrente es cul- 
pable de haber causado en riña las contusiones que determinaron la 
muerte de Manuel Cadavieco, afirmando además, en la cuarta pregunta, 
que recíprocamente se insultaron y amenazaron, sin constar quién de los. 
dos fué el primero que acometió, es evidente que esta situación de rifía, 
voluntariamente aceptada y empeñada, excluye de modo claro el estado 
de defensa, y por lo tanto, no hay términos hábiles dentro del buen sen- 
tido jurídico para estimar la concurrencia de los requisitos de exención 
que se pretenden en el recurso, ni por consiguiente la aplicación de los 
- artículos 9.0 y 87 del Código penal: 

Considerando que, esto supuesto, no existe en la sentencia el error le- 
gal que se le atribuye, ni la infracción de las disposiciones que se invocan 
en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so interpuesto por Rosendo Fernández y López, al que condenamos en 
Jas costas y al abono, si viniere á mejor fortuna, de 125 pesetas, por razón 
del depósito, no constituído; lo que se comunique al Tribunal sentencia- 
dor á los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 20 de Febrero - 
de 1893, é inserta en la Gaceta de 19 de Septiembre del mismo año.) 
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COMPETENCIA (20 de Febrero de 18393).—Sala tercera.—.Daños.—Se 
decide en favor de la jurisdicción de Marina la sostenida por el Juzgado 
de instrucción del Puerto de Santa María, y se resuelve: 

Que según el art, 347 de la ley provisional orgánica del Poder judicial, 
la jurisdicción de Marina será la única competente para conocer de las cau- - 
sas criminales por delitos cometidos por marinos de todas clases en servicio. 
activo de la Armada: 

Que en el art. 8.9 del Código penal de Marina están comprendidos en la 
frase genérica marinos, el Ministro del ramo, todos los individuos que pertenez- 
can á cualquiera de los cuerpos ó institutos de la Armada, y cuantos de aquel 
Ministerio dependan, sean d no relribuídos por el Estado, á excepción de los: 
operarios eventuales de los arsenales, astilleros, fundiciones, fábricas ú otros- 
establecimientos de la Marina. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Febrero de 1893: 

Resultando que en la tarde del 7 de Noviembre del año pasado iban 
por una calle del Puerto de Santa María, José Ramos Arenilla, marinero 
de la Armada, de servicio en el castillo de San Sebastián, en Cádiz, y otro 
sujeto, y como el primero, por su estado de embriaguez, metiera la mano 
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ó cayera sobre dos canastos de almendrados y rosquetes que llevaba Ger- 
mán Sancho, éste reclamó el abono del dafñio causado, que estimaba en 
unos 10 ó 12 reales, y suscitada cuestión, pidió auxilio á una pareja de 
Guardias municipales, quienes trataron de detener á dichos marineros; 
pero abalanzándose el mismo sobre uno de ellos, llamado Antonio Gonzá- 
lez Marente, le echó mano por detrás al tahalí, rompiéndoselo, y se quedó 
con el sable en la mano, hasta que acudiendo un cabo de la Guardia civil, 
recogió del suelo una navaja que se Je cayó á dicho agresor, y disponién- 
dose para llevarle á la prevención, fué acometido de un síncope, por lo que 
tuvieron que conducirle á su case: 

Resultando que comenzado sumario por el Jaez de instrucción del 
Puerto de Santa María, que declaró procesado al marinero Ramos, dirigió 
comuniesción al Capitán general de Marina del departamento de Cádiz, 
interesando la presentación de aquél para recibirle indagatoria, en vista 
de lo que la expresada Autoridad requirió de inhibición al Juzgado, fun- 
dándose en que era competente para conocer de los delitos de atentado 
contra los agentes, cometidos por marineros en servicio activo, con arre- 
glo á los artículos 350, caso 1.0, de la ley orgánica del Poder judicial, 8.9- 
del Código penal de la Marina de guerra y varias sentencias de este Tri- 
bunal Supremo: 

Resultando que el Juez requerido no dió lugar á la inhibición por con- 
siderarse también competente para conocer de la causa, exponiendo en sit: 
apoyo que, según el párrato tercero, art. 349 de la citada ley orgánica, de- 
ben ser juzgados por la jurisdicción ordinaria los individuos comprendi- 
dos bajo la denominación de gente de mar, por delitos comunes cometidos 
en tierra; que si bien la jurisdicción de Marina es la única competente, . 
conforme al caso 1.0 del art. 350 de la propia leyMbara conocer de las cau- 
sas por delitos cometidos por marinos de todas clases en servicio activo, 
el mismo artículo exceptuaba de tal jurisdicción los delitos comunes co- 
metidos en tierra por la gente de mar, encomendados á la ordinaria, por 
el precepto legal, antes mencionado, y que cometido en tierra el delito 
que se perseguía, y siendo nno de los que la ley atribuye á la última, era 
improcedente la competencia entablada: 

Resultando que el Capitán general de Marina de Cádiz insistió en su 
requerimiento, agregando que, si bien antes de la publicación del Código 
penal de la Marina de guerra podían ser comprendidas de distinto modo 
las frases de gente de mar y marinos de todas clases, en la actualidad no 
existía duda, atendida la definición que la palabra marinos contiene en su. 
art, 8.0 , invocando, por último, lo resuelto por este Tribunal Supremo en 
sentencias de 13 de Marzo y 11 de Diciembre de 1891, y 10 de Febrero 
de 1892: 

Resultando que elevadas por ambas Autoridades contendientes las res- 
pectivas diligencias, y oído el Ministerio fiscal, es de dictamen que el co- 
nocimiento de esta causa corresponde á la jurisdicción de Marina. 

Siendo Ponente el Magistrado D. Evaristo de Cuenca: 

Considerando que, según el art. 347 de la ley provisional sobre orga- 
nización del Poder judicial, la jurisdicción de Guerra y la de Marina serán 
les únicas competentes para conocer respectivamente, con arreglo á las 
Ordenanzas militares del Ejército y de la Armada, de las causas criminales 
por delitos cometidos por militares y marinos de todas clases en servicio. 
activo del Ejército ó de la Armada: 

Considerando que en el art. 8.0 del Código penal de la Marina de gue- 
rra están comprendidos en la frase genérica marinos, el Ministro del ramo,. 
todos los individuos que pertenezcan á cualquiera de los cuerpos ó institu- 
los de la Armada y cuantos dependan del Ministerio de Marina, sean ó no 
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retribuídos por el Estado, á excepción de los operarios eventuales de loss 
arsenales, astilleros, fundiciones, fábricas ú otros establecimientos de la. 
Marina: 

Considerando que el procesado José Ramos Arenilla, al cometer el 
delito que se le imputa, era marinero de la Armada, de servicio en el casti - 
llo de San Sebastián, de Cádiz, y se hallaba, por tanto, sujeto á la juris- 
dicción de Marina, con arreglo á las disposiciones citadas; - 

Se declara que el conocimiento de la expresada causa corresponde á la 
jurisdicción de Marina; en sa consecuencia, con certificación de este auto, 
remítanse todas las actuaciones al Capitán general del Departamento de 
'Cádiz para los efectos procedentes en derecho; póngase lo resueito en co- 
nocimiento del Juez de instrucción del Puerto de Santa María, y publÍ. 
quese, dentro de diez días, en la Gaceta de Madrid y á su tiempo en la 
Colección legislativa.—(Auto fecha 20 de Febrero de 1898, é inserto en la 
Qaceta de 25 de Marzo del mismo año.) 
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RECURSO DB CASACIÓN (21 de Febrero de 1893).—Sala seganda.—1a- 
jurias.—No ha lugar al interpuesto por C. 8. del O y N. 8. del V. (Audien- 
cia de...), y se resuelve: 

Que el recurso de casación por infracción de ley ha de interponerse par- 
tiendo de los hechos que ee declaran probados, y deduciendo de ellos el error 6 
errores que se supongan e da 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por E. 
8. del O. y N. 8. del V. contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de M., en causa por injurias, á instancia de Don 
E. V. A., como marido de Doña A. D.: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 28 de Noviembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que en las primeras horas del 2 de Noviembre del afio prá; 
ximo pasado hallábase á la puerta de su casa, en la villa de T. de A., la 
vecina de la misma Doña A. D. L., y pasando E, $. y su hijo N., éste llamó 
ezorra>» á aquélla, y al decirle Dofia A. que se fuera donde tuviera que 
hacer, E., dirigiéndose á ells, contestó: «haces bien, grandísima tuna, 
zorra y puta», añadiendo que tenía ganas de abrirla de arriba absjo, y 
que si cogía una piedra se la estrellaba en la cabeza; hechos probados: 

Resultando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de M. declaró que los hechos probados conetitayen un delito da 
injurias graves, previsto y penado en el núm. 2.9 del art. 472 del Código 
«penal, en relación con el 471, y penado en el párrafo segundo del 473 del 
mismo, del que son responsables en concepto de autores E. 8. del O. y 
NX. 8. del V., sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos citados 
y demás concordantes de aplicación del referido Código, condenó á cada 
uno de dichos dos autores á la pena de un año y nueve meses de destie- 
rro á 25 kilómetros por lo menos de la villa de T. de A., multa de 126 pe- 
setas y en la mitad de las costas, con el apremio personal en su caso: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por ambos penados, que se ha interpuesto sin depósito, por estar declara - 
do insolvente el N. y en parte E., fundado en el núm. 1.2 del art. 844 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 
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del Código penal 471, 472, núm. 2.9, y 473, párrafo segundo, por aplica- 
ción indebida, puesto que los hechos no constituyen el delito que se cali- 
fica y pena: 

Resultando que instraída la representación del querellante y el Minis- 
terio fiscal, se oponen á la admisión del recurso por no haber cons:ituído 
depósito E. 8. y por fundarse en apreciaciones de la prueba. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Ratael Alvarez: 

Considerando que, según tiene repetidamente declarado esta Sala, el 
recurso de casación por infracción de ley ha de interponerse partiendo de 
los hechos que se declaren probados, y deduciendo de ellos el error ó erro- 
Tres que se supongan cometidos: 

Considerando que siendo un hecho declarado probado por la Sala sen- 
tenciadora, en uso de su exclusiva competencia, que los recurrentes pro- 
firieron las expresiones injuriosas á que se refiere el primer resultando, y 
fandándose el recurso interpuesto en que el dicho de los testigos en el 
acto del juicio oral no fué unánime para deducir la no existencia del de- 
Íito que se castiga, se ataca la apreciación de la prueba, y el recurso es 
notoriamente inadmisible; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad. 
misión del recurso interpuesto 4 nombre de E. $, del O. y N. 8. del V., á 
los que condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas á cada uno, por 
razón de depósito, que no han constituído, si mejorasen de fortuna; y co- 
muníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oporta- 
nos.—(Sentencia publicada el 21 de Febrero de 1893, 6 inserta en la Qace- 
ta de 19 de Septiembre del mismo año, ) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (21 de Febrero de 
189$).—Sala segunda. — Injurias. —Ha lugar al interpuesto por Dofia C. B. 
(Audiencia de...), y se resuelve: 

Que sí bien no hay delito de injuria sin el ánimo 6 el propósito de ofender, 
escarnecer ó desacreditar á una persona, y menos si la deshonra 6 descrédito 
sesultan del uso legítimo que una autoridad hace de sus funciones, cuando el 
uso se convierte en abuso, y se consignan en una resolución judicial conceptos 
efensivos al honor de los particulares; tales eonceptos, por holgar completa. 
sente en aquélla, vienen informados del dolo específico que integra el delito 
de injurias, conforme á los artículos 475 y 478 del Código penal de Cuba: 

Que es de estimarse la circunstancia agravante 12 del art. 10 de dicho Có- 
digo, cuando utilizando un Juez las funciones propias de su cargo, comete el . 
delito de injurias con ocasión de dictar y autorizar una resolución judicial. 


En la villa y corte de Madrid, 4 21 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por- 
Dofñia C. B. y E., contra la sentencia de 8 de Octubre último, dictada por 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de la H., en la causa que se sigue á 
D. G. F. y L. por injurias: 

Resultando que la expresada sentencia contiene los hechos en los re- 
sultandos siguientes: 

Resultando que el Procerador D. A. L. P., á nombre de Dofía C. B. y E., 
promovió en forma ante este Tribunal el antejuicio necesario para exigir 
la responsabilidad criminal al Juez municipal saplente del distrito de Q. 
de esta ciudad, D. G. F. y L., por delito de injurias que había cometido en. 
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el ejercicio de sus funciones; y sustanciado el antejuicio, se admit'ó la que- 
rella y se maudó proceder á la instrucción del sumario, acordándose la 
suspensión del Juez municipal suplente D. G. F. y L.: 

Resultando que la querellante Doña C. B. y E., relacionando circuns- 
tancialmente el hecho punible imputado á D. G. F. y L., expuso: que en 
el Juzgado municipal de G. fué demandada en juicio de desahucio por 
falta de pago de alquiler de la casa núm. 66 de la calle de C., de la propie-- 
dad de D. P. H., y concurrido al juicio, previa la citación que se le hizo 
antes de contestar la demanda, por motivos que estimó legales, recusó al 
Juez que conocía del juicio, y éste, con fecha 7 de Noviembre de 1891, 
dictó auto sobre la recusación, cuyo uno de los considerandos dice así. 
«Considerando que el Juez actuante, etc., etc.; y que además por la posi- 
ción social que ocupa el que habla, no acostumbra tener amistad ni ene- 
mistad con personas que de público están tachadas por la conducta irre- 
gular que observan, en descrédito de la moral pública y en burla de la ley 
y de los Tribunales de justicia»: 

Resultando que en 7 de Noviembre de 1891, ante el Sr. F. y L., Juez 
municipal suplente del distrito de G., y del Secretario D. A. S., compare- 
cieron, á consecuencia de un juicio de desahucio, D. P. H., como deman- 
dante, y Dofía C. B. y E., como demandada, representada esta última por 
su apoderado general D. R. O., y tan luego como se le leyó la demanda 
que el actor reprodujo, contestó O. por la demandada: que acababa de te- 
ner conocimiento de que el Sr. Juez actuante era enemigo manifiesto de 
su poderdante, según lo había manifestado públicamente; que con este 
motivo no lo recusaba, jurando ser cierta la causa alegada, que probaría 
en el oportuno incidente, por lo que se abstenía de contestar á la deman- 
da; que el actor expuso que protestaba contra la nueva recusación que es- 
tablecía el mandatario de la demanda, porque toda vez que la primera que 
intentó no la había justificado, mereciendo la imposición de una molta, 
era de estimarse incierta la causa que se alegaba nuevamente, por lo que 
pidió que se declarara sin lugar la recusación; que en tal estado del juicio 
de desahucio, el Juez municipal suplente de G., D, G. F. y L., dictó el auto 
de 7 de Noviembre, cayos considerandos dicen: «Considerando que no es 
cierto que el Juez actuante tenga enemistad manifiesta con Dofía C. B., á 
quien no conoce ni siquiera de vista, más que la vez que se presentó en 
este Juzgado acompañada del que hoy aparece su apoderado general, Don 
E. O., con el objeto de hablar con el Sr. Juez propietario, D. F. L. de R.; y 
que además, por la posición social que ocupa el que habla, no acostumbra 
tener amistad ni enemistad con personas que de público están tachadas. 
por Ja conducta irregolar que observan, en descrédito de Ja moral pública. 
y en burla de la ley y de los Tribunales de justicia.—Considerando que de 
admitirse el nuevo incidente que se promueve, que no es más que un pre- 
texto para hacer interminable este juicio, se quebrantarían los preceptos 
terminantes de la ley, que no permite que inquilinos temerarios busquen 
defensa para vivir la casa sin pagar sus alquileres, con menosprecio de la 
ja ley y en perjuicio de la propiedad que los Jueces deben amparar»; he- 
<hos probados: 

Resultando que el Tribunal a guo absolvió al procesado, declarando de 
oficio las costas, por estimar que no eran constitutivos de delito de inja. 
rias los hechos expuestos: 

Resultando que contra dicho fallo se interpuso por la parte acusadora 
recurso de casación, fundándolo en los números 2.0 y 5.” del art. 849 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos, en primer lugar, 
los artículos del Código penal de Cuba y Puerto Rico, 475, 476 y párrato 
segundo del 477, toda yes que no se ha calificado y penado como delito 
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an hecho que reviste caracteres de tal; y en segundo lugar, el art. 10, en 
su circunstancia 12, del mismo Código, en relación con la regla 5.* del 80, 
por no haberse apreciado dicha circunstancia: 

Resultando que admitido el recurso, fué apoyado en el acto de la vista 
por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que las frases que ponen término al primero de los fun- 
damentos jurídicos del auto dictado por el Juez municipal suplente de 
G., D. G. F., desestimando la recusación propuesta á nombre de Dofia 
€. B. y E., encierran conceptos gravemente injuriosos, porque tienen tal 
sentido, conforme á lo dispuesto en los artículos 475 y 476 del Código pe- 
nal vigente en Cuba, la imputación que en el mencionado anto se dirigió 
ein género alguno de duda á la recurrente, de estar tachada de público por 
la conducta irregular que observa, en descrédito de la moral pública y en burla 
de la ley y de los Tribunales de justicia: 

Considerando que si bien no hay delito de injuria sin el ánimo ó el 
propósito de ofender, escarnecer ó desacreditar á una persona, y mucho 
menos si la deshonra ó el descrédito resultan del uso legítimo que hace 
ana autoridad de sus funciones propias, cuando el uso se convierte en 
abuso y las ofensas ó atentados contra el honor de los particulares son 
absolutamente innecesarios, como sucedió en el caso actual, en que el pro- 
cesado, para fundar su resolución y rechazar la recusación deducida, na 
tenía para qué calificar la conducta moral de Doña C. B. ni expresar el 
juicio desfavorable que la opinión, en su sentir, hacía de ella, bastándole 
con negar la enemistad alegada y su temerario proceder en el juicio de 
que estaba conociendo, por jas razones que expuso en el considerando si. . 
guiente, conceptos que, por lo mismo que hue!lgan en el auto, no pueden 
menos de estimarse informados del dolo específico que integra el delito 
de injurias, como lo revela también la estructura del primer considerando, 
en el que principia el Juez por declarar que sólo una vez había visto á la 
recurrente, y concluye afirmando que, además, por la posición social que 
ocupa, no acostumbra á tener amistad con personas tachadas por la con- 
ducta irregular que observan, en cuyas frases se auna la ofensa al menos- 
precio: 

Considerando que procede estimar la circunstancia agravante 12 del 
art. 10, siempre que cualquiera persona se sirva del carácter público de 
que se halle investido para cometer un delito, según la significación usual 
y gramatical del verbo prevalerse, y por lo tanto es indudable el concurso 
de esa circunstancia de agravación en el caso actual, puesto que el culpx- 
ble cometió el delito de injurias al dictar un auto utilizando por ende sus 
funciones judiciales en el ejercicio actual de Jas mismas: 

Considerando, en su consecuencia, que la Sala sentenciadora ha inca- 
rrido en los errores de derecho que se le atribuyen é infringido los textos 
legales que se citan en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por Dofñia €. B. contra la expresada sentencia, la cual casamos 
y anulamos, declarando las costas de oficio; comuníquese esta resolución 
al Tribunal sentenciador, con la que á continuación se dicte, 4 los efecton 
oportunos. —(Sentencia publicada en 21 de Febrero de 1893, 6 inserta en la 
Qaceta de 19 de Septiembre del mismo año.) | 
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1 

RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR EN CAUSA DE MUERTE 
(23 de Febrero de 1893).—Sala segunda.— Asesinato.—No ha lugar al ade 
mitido de derecho en beneficio de Jonó Milián y Manuel de Jesús Cepeda 
(Audiencia de Santa Clara), y se resuelve: 

Que en la apreciarión de circunstancias agravantes ha de estarse á lo que 
resulte de los hechos declarados probados en la sentencia recurrida: 

Que es acertada la calificación jurídica de autor moral por inducción,. 
cenando la voluntad del autor material del delito cede exclusivamente á las 
reiteradas instancias y promesas del inductor: 

Que calificado el hecho de asesinato por cualquiera de las agravantes que le 
son cualificativas, las demás circunstancias de agravación deben ser estima- 
das como genéricas, al efecto de determinar la pena aplicable al delito, 


En la villa y corte de Madrid, 4 23 de Febrero de 1893, en el recurso- 
de casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de José 
Milián y Milián y Manuel de Jesús Cepeda contra la sentencia pronuncia- 
da por la Audiencia de lo criminal de Santa Clara, en causa procedente 
del Juzzado de instrucción de Remedios, por asesinato: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 7 de Noviembre ú!- 

timo, contiene los resultandos siguientes: ' 
. Primero. Probado que el procesado José Milián y Milián desde la 
edad de catorce á veinticinco años estuvo indistintamente sirviendo á los 
tres hermanos Salazar en los trabajos de sus respectivas fincas, acomodán- 
dose últimamente con D. Manuel Salazar y García, el cual, como su esposa 
Doña Beatriz Guevara, le distinguían y trataban como si fuera de la pro- 
pia familia, haciéndole partidario y consocio en la mitad de las cosechas 
de la finca que poseía, denominada el Coco, sita en el barrio de Vegas de- 
Palmas, término municipal de las Vueltas, distrito judicial de Remedios, 
y admitiéndole á comer en su mesa y á dormir en la misma casa de 
vivienda, hasta que Salazar tuvo sospechas de que Milián pndiese seducir 
á alguna de sus hijas, por cuyo motivo lo mandó á dormir á la inmediata 
casa del tabaco, sin que esto alterase las relaciones de carifñio y de protec- 
ción que dispensaban á este procesado los dos esposos Salazar: 

Segundo. Probado que achacoso y decrépito D. Manuel Salazar por 
contar más de sesenta y cuatro años de edad y disfrutar de poca salad,. 
Milián concibió el proyecto de darle muerte para sustituirle en todo, es- 
sándose con la viuda, á quien indirectamente requirió de amores, sin ser 
por ella aceptados, ó bien con alguna de sus dos hijas, que á la sazón. 
contalan trece y once años respectivamente, y hallándose enfermo Sala- 
zar de gravedad en el mes de Diciembre último, aprovechando Milián la 
circunstancia de estar trabajando en la misma finca los otros dos procesa- 
dos morenos Manuel de Jesús Cepeda, alias Sagua, y José Candelario Za- 
ineta, alias Pancho Managus, les habló en repetidas ucasiones de dar 
muerte á Salazar, ofreciendo al que lo hiciera dinero, animales y tierras 
que labrar en la finca al hacerse él dueño de ella, cuyas proposiciones no 
está justificado que aceptara Zulueta, pero sí el Cepeda, quien proporcionó 
al Milián unos polvos que éste dió á tomar á D. Manuel Salazar al servirle 
mua medicina, los que sólo produjeron al enfermo náuseas y vómitos: 

Tercero. Probado que tales polvos no produjeron la muerte del enfer- 
mo Salazar, que Milián se proponía, perseverando en su criminal propósito, 
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volvió d insistir sobre Cepeda, visitándole repetidas veces en su. bohío 
contiguo á la finca El Coco, hasta conseguir de ól que en la noche del 15 
de Enero último le acompañase, situándole en un potrerito como á 100 
metros de la casa de vivienda, y dándole para que no desmayase una bo- 
tella con aguardiente de caña y un medio de galletas que compró en la in- 
mediata tienda de D. José Fernández Díaz, cuya botella, con seu resto de 
aguardiente todavía, fué hallada dentro de unos matojos en el sitio que 
señaló el mismo Cepeda al confesar su participación en el delito: 

Cuarto Probado que en la mañana del día siguiente, ó sea el 16 de 
Enero, situado Milián en el platanar inmediato, desde donde animaba á 
Cepeda y vigilaba sin ser visto la casa de vivienda, avisó á aquél que se 
preparase que venía D. Manuel Salazar; el cual á eso de las siete, poco 
más ó menos, convaleciente todavía, salió de su casa á reconocer la nca, 
como lo tenía por costumbre, y al pasar por una hondonada que hace el 
sendero invisible desde la casa de vivienda y acercarse al lugar donde es- 
taba Cepeda, saltó éste la cerca del putrerito, saliendo al encuentro del an- 
ciano, y al darle los buenos días, sin que tuviese tiempo para contestar ni 
sun para speraibirse de la agresión tan inesperada, le descargó en la ca- 
beza un golpe con un tolete ó estaca de guaban, derribándole de espaldas 
al suelo, fracturados los huesos de la parte izquierda y base del cráneo, 
cuya lesión era mortal de necesidad, y saliendo entonces Milián del plata- 
nar donde estaba escondido, se dirigió á Cepeda, diciéndole: «Todavía lo 
dejas vivo»; á lo que Cepeda contestó «que ya no le daba más á Salazar»; 
y entonces Milián cogió grandes piedras sueltas, chinas pelonas que abun- 
daban en el terreno, descargándolas sobre la cara y el tronco de su protec- 
tor y consocio Salazar, desfigurándole el rostro completamente y ma- 
chacándole el pecho, fracturando varias costillas, los pulmones y el cora- 


- zón; separándose en seguida Cepeda hacia el ingenio Fe, y Milián á los 


trabajos de arado, en que se ocupaba, y en los cuales anduvo todo aquel 
día, viniendo á comer con la familia, sin marifestar en todo él, ni por la 
noche, ni en la mañana siguiente, la menor preocupación por las alarmas 
de la familia en la desaparición de Salazar y aun resistiéndose á recorrer 
la finca en su busca, cuando á ello le excitó la esposa de aquél, ya viuda: 

Quinto. Que por la defensa de Cepeda, abierto el juicio oral y en el 
trámite de conclusiones provisionales, se presentó una carta escrita por na 
preso, según éste declaró, á ruego de Milián, en que promete á Cepeda 
que si se declara él solo autor de la muerte de Salazar, Milián recogería y 
mantendría á la mujer de Cepeda y á ól mismo le socorrería durante su 
prisión: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, declarando que los hechos 
probados constituyen el delito de asesinato, por haber concurrido en su 
ejecución tres de las circunstancias cualificativas que lo determinan, según 
el art. 414 del Código penal vigente en Cuba, á saber: la premeditación 
«conocida, la alevosía y el precio ó promesa remuneratoria, de las cuales, 
dos debían estimarse como agravantes genéricas; y que los dos procesados, 
José Milián y Manuel de Jesús Cepeda, son autores, el primero, como in- 
ductor, y el segundo, como ejecutor material del delito; y que además de 
las expresadas circunstancias concurrió la de haber ejecutado el hecho 
con ofensa ó desprecio del respeto que por su edad y estado convaleciente 
y por la consideración de ser protector de Milián y de dar trabajo 4 Ce- 
peda, debiera inspirarles el interfecto, les condenó á la pena de muerte, 
aceesorias correspondientes, indemnización y costas, y absolvió á José Can- 
delario Zulueta: 

Resultando que admitido de derecho el recurso y remitida la causa á 
esto Tribunal Supremo, así el defensor nombrado á los reos como el Mi. 
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nisterio fiscal han manifestado que no encuentran motivos para fundar el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma ni por infracción de ley: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio flscal reprodajo lo 
manifestado por escrito. : 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que las tres circunstancias agravantes cualificativas del 
delito de asesinato que la Audiencia sentenciadora'ha estimado, aparecen 
evidentemente comprobadas por los hechos anteriores al delito y forma 
empleada en la ejecución del mismo, referidos y declarados probados en 
los resultandos de la sentencia que pronunció aquel Tribunal, y que, por 
tanto, no existe error en la calificación hecha por el mismo, puesto que 
cualquiera de las enunciadas agravantes basta para determinar el asesinato, 
conforme al art. 414 del Código vigente en Cuba y Puerto Rico: 

Considerando que los mismos hechos probados justifican de igual modo 
el acierto con que dicho Tribunal ha calificado de autor moral, como indue- 
tor, al procesado Milián, puesto que á sus reiteradas excitaciores y prome- 
sos, extlusivamente, ha cedido la voluntad del ejecutor material del asesi- 
nato, Manuel de Jesús Cepeda, cuya responsabilidad por este concepto es 
también indudable, y á mayor abundamiento lo sería el primero como eje- 
cutor material, porque tomó parte directamente en la ejecución del delito, 
lesionando al interfecto: 

Considerando que, calificado el hecho de asesinato por cualquiera de 
las tres agravantes cualificativas estimadas, las otras dos han sido bien 
apreciadas como agravantes genéricas para determinar la pena imponible 
á los procesados, la cual, aun prescindiendo de la otra agravante que inte- 
gra el asesinato, siempre resultaría ser la de muerte, que es Ja más grave 
de las dos indivisibles con que pena el art. 414 el asesinato, y deberá apií. 
carse cuando, como previene el art. 79, en su regla 1.2, del mismo Código, 
concurra en el hecho alguna circunstancia agravante y ninguna atenuaute, 
que es lo qne acontece en el presente caso, por haber concurrido aden á3 
la agravante de haber ejecutado el hecho con ofensa y desprecio del respeto 
y consideración que por su edad, estado de salud y motivos de gratitud 
debían tener los culpables con el ofendido: 

Considerando, por último, que aparte de los hechos y consideraciones 
legales que la Audiencia de Santa Clara ha tenido presentes para condenar 
.con acierto á la expresada pena á los dos procesados Milián y Cepeda, en 
cuyas apreciaciones no ha cometido error ni infracción legal, niogún mo. 
tivo contiene la causa revisada al efecto por esta Sala en que fundar dichos 
recursos; 

Fallamos ue debemos declarar y declaramos no haber lugar al admi- 
tido de derecho en beneficio de José Milián y Milián y Manuel de Jesús 
Cepeda, y declaramos las costas de oficio; pase esta causa al Sr. Fiscal, 4 
los efectos del art. 9563 de la ley de Enjuiciamiento criminal de Cuba y 
Puerto Rico, y camuníquese á su tiempo al Tribunal sentenciador.— (Sen- 
tencia publicada en 23 de Febrero de 1893, é inserta en la Qaceta de 19 de 
Septiembre del mismo año.) 


67 


RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (23 de Febrero 
de 1893).—Sala segunda.—Estafa.—No ha lugar al interpuesto por Don 
Mannel Ponce de León (Audiencia de Cebú), y se resuelve: 

Que en los recursos de casación por infracción de ley es necesario, para 
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Fi sean admitidos, entre otros requisitos, que las infracciones alegadas se 


senden en los hechos que gonso probados declara el Tribunal sentenciador. 


En la villa y corte de Madrid, á 23 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por 
D. Manuel Ponce de León contra la sentencia pronunciada por la Sala 
de justicia de la Audiencia de Cebú, en causa por estafa: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 15 de Julio último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que habiendo llamado la atención de D. Pedro Cui, Vocal 
de turno de la Junta inspectora y administradora de Cárceles de esta pro- 
vincia, Ja romana, que el contratista de suministros de raciones, Don 
Manuel Ponce de León, venía usando, la recogió en 8 de Junio de 1889, 
y habiéndola llevado á ser confrontada, resultó con una diferencia de seís 
libras de menos, cuyo hecho, puesto en conocimiento del Gobernador de 
la provincia, dió origen á un expediente gubernativo, que se resolvió defi- 
nitivamente, rescindiendo el contrato, declarando una defraudación de 140 
pesos con 40 centavos, pasándose el tanto de culpa á Jos Tribunales ordi- 
narios; que la romana que venía usando D. Manuel Ponce de León, con- 


tratista del expresado servicio, según declaración pericia!, arrojaba cuatro 


libras de menos por cada vez que se hacía uso de ella, de la que no pudo 
incautarse el Juzgado, por haberse extraviado al verificarse el traslado de 
las oficinas del Gobierno de esta provincia; cuyos hechos se declaran pro- 
bados por prueba documental, testifical y pericial: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Cebú declaró 
que los hechos probados. constituyen el delito de estafa, en cantidad ma- 
yor de 250 pesetas y menor de 6.250, definido en el art. 534, caso 2.0, del 
Código penal, del que es responsable en concepto de autor D. Manuel 
Ponce de León, sin circunstancias modificativas; y visto el artículo citado 
y demás concordantes del Código penal aplicable, condenó á dicho autor 
á la pena de cinco meses de arresto mayor con sus accesorias, indemuiza- 
ción de 140 pesos, con el apremio personal en su caso, y al pago de todas 
las costas: 

Resultando que rontra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
<con el depósito de 200 pesetas, autorizado por el párrato segundo de lu 
regla 53, la 54, núm. 1.0 de la 55 y 4.9 de la 56 de la ley para la aplicación 
del Código en aquella Antilla, citando como infringidos: 

1.0 El art. 13 del Código penal aplicable, en cuanto se pena en concepto 
de autor al recurrente, sin hallarse comprendido en ninguno de los casos 
de dicho artículo: . 

2.0 El art. 12 de dicho Código, en cuanto se le declara responsable cri.- 
minalmente, no siendo autor, cómplice mi encubridor: 

Resultando que instruído el Ministerio fiecal, se opone á la admisión 
del recurso, por no aceptarse los hechos que se declaran probados. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que en los recursos de casación por infracción de ley es 
necesario, para que sean admitidos, entre otros requisitos, que las infrac- 
ciones alegadas se fanden en los hechos que como probados declara el 
Tribunal sentenciador: 

Considerando que á este esencial requisito se falta en el interpuesto 
por la representación del recurrente, porque partiendo sus alegaciones del 
sapuesto de hecho de que el procesado no pesó, ni hizo pesar con la ro- 
mana falta las provisiones que como contratista suministraba á la cárcel, 
ni se aprovechó de la utilidad que esta falta pudiera proporcionar, contra: 
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dice el hecho probado en el segundo resultando de la sentencia del Juez, . 
aceptado por la Audiencia sentenciadora, y la afirmación de hecho, con- 
signada en el primero de los considerandos de la sentencia reclamada, de - 
que el contratista usó la romana falta como medio de defraudar, sin que 
en la sentencia se consigne hecho alguno del que pueda deducirse que el : 
beneficio por tal medio obtenido no lo utilizara el recurrente: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso que contra la sentencia dictada por la Audiencia de - 
Cebú ha interpuesto D. Manuel Ponce de León, á quien condenamos en. 
las costas y á la pérdida del depósito constituído de 200 pesetas, al que se 
dará la inversión correspendiente; comuníquese esta resolución al Tribo- 
pal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 23 de: 
Febrero de 1893, é inserta en la GQaceta de 27 de Septiembre del mismo - 
afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (23 de Febrero de 1893). —Sala segunda.— Uesur- 
pación de funciones.—No ha lugar al interpuesto por D. José María Pereira. 
(Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que el delito de usurpación de funciones, definido en el art. 342 del Código 
penal, no se produce por el solo hecho de atribuirse una persona carácter ofi- 
cial, si á la par no ejerce actos propios de una Autoridad d funcionario pú- 
a constituyendo la esencia de dicho delito la concurrencia de ambos ele- 
mentos: 

Que no es factor integrante del expresado delito el que se ocasione un dafio- 
material y efectivo, bastando el mal moral, que para la causa pública resulta 
con que una persona ejerza actos públicos sin título para ello: 

Que si bien el art. 490 de la ley de Enjuiciamiento criminal autoriza á 
cualquier persona para detener al procesado 6 condenado rebelde, no es lícito 
á ningún particular suponerse, al usar de la facultad otorgada en aquella ley, 
autoridad judicial, dar órdenes á los agentes y querer practicar un registro 
en la morada del detenido: 

Que aun cuando la Sala sentenciadora, al aplicar la circunstancia aná- 
loga 8.4 del art. 9.0 del Código, no exprese con cuál de las atenuantes guar- 
daba analogía aquélla, está tal circunstancia bien apreciada si el fin lícito y 
laudable del culpable al detener á un particular produjo ofuscación en su 
mente, precipitando su actividad, sin meditar en la criminalidad del medio 
rn todo lo cual asemeja tal circunstancia á la 7.2 del propio art. 9.0 

e igo. 


En la villa y corte de Madrid, á 23 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Ministerio fiscal y D. José María Pereira Alcántara contra la sentencia 
pronunciada por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia el 22 
de Septiembre último, en causa seguida al Pereira por usurpación de fun- 
ciones; 

Resultando que en dicha sentencia se consignan los hechos en los re- 
sultandos siguientes: E 

Resultando que en 7 de Octubre del año último, el Juez instructor de! 
distrito de la Universidad de Barcelona dirigió al Decano de los de igual! 
clase de esta eapital, un exborto, dimanante del sumario contra Tomás 
Xirán Planadevall y otros sobre estaía á la Sociedad Boura y Compañía,. 
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pera que dispusiera que se procediese á la inmediata detención y conduc- 
ción ante aquel Juzgado de Ramón Meseguer Monforte y SBalvadora Pastor 
Chirivella, Gerentes de la Sociedad comercial Meseguer, Monforte y Com- 
pañía; y que D. Josó María Pereira Alcántara, Abogado de Boura y Cox- 

portador de dicho exhorto para su diligenciamiento, llegó á esta 
capital el siguiente día 8, gestionó lo conveniente al efecto con la Anutori- 
dad gubernativa de la provincia, cuyos agentes detuvieron en el mismo día 
á Ramón Meseguer Monforte y Miguel Jorge, y después presentó el ex- 
horto á las cuatro y media de la tarde al Juez instructor del distrito del 
Mercado y Escribano D. Joaquín de Benavente, que se encontraban de 
guardia, manifestando había sido detenido ya Museguer; y el Juez, en pro- 
videncia de la propia fecha, acordó, y seguidamente pasó oficio al Gober- 
nador civil, 4 Án de que se procediera á la busca y captura de la Salva- 
dora Pastor, y, caso de ser habida, la dejase en la cárcel de mujeres á su 
disposición para su traslación á Barcelona; hechos que se estiman probados: 

Resultando que noticioso D. José María Pereira Alcántara de que la 
expresada Salvadora Pastor se hallaba alojada en el pueblo de Catarroja, 
y casa de D. Joaquín Monforte Blasco, se presentó sobre las nueve de la 
noche del inmediato día al Escribano D. Fernando Muñoz Martí, que en- 
taba de guardia, con objeto de hablar al Juez, á fin de que le concediera 
licencia para ir al inmediato pueblo á detener á la Pastor, y contestándole 
Muñoz que el Juez se había retirado á cenar y era inútil que le hablase, 
pues no le otorgaría tal facultad, la interesó Pereira del Muñoz, quien le 
repuso que no procedía hacer nada y por lo mismo insistía inútilmente en 
sa pretensión, por lo eual aquél se retiró y pidió al alguacil Vicente Páez 
Alcoriza que le acompañase un guardia á Catarroja, facilitándole Páez un 
Municipal, llamado Jaime Samaneta Cortina, de servicio en el Juzgado, 
quien buscó á su compañero Ramón Guillamón, de puesto en la plaza de 
Calatrava, y ambos, juntos con Pereira, fueron en un coche al referido 
pueblo; hechos que también se estiman probados: 

Resultando que Jlegados á Catarroja los guardias municipales Sama- 
neta y Guillamón y D. José María Pereira, éste bajó del carruaje, llamó en 
casa del Alcalde, y no encontráudole, fué á la del Secretario del Ayunta- 
miento y suplente del Juzgado municipal, D. Jenaro Asuis Herbaz, á quien 
«lijo que era el Juez del distrito del Mercado é iba á practicar un registro 
en la morada de D. Joaquín Monforte, donde se escondía una mujer cuya 
captura era may importante, y que le prestase auxilio, pues el Alcalde no 
se encontraba en casa, á lo que Asuís le contestó que no tenía at ibucio- 
unes para lo que le pedía, siendo de la competencia del Juzgado practicar 
el registro, y que ni era el Juez que decía, no necesitaba su autorización 
para ejecutarlo; que entonces, sobre las once y media de la noche, Don 
Josó María Pereira llamó á la casa de D. Joaquín Monforte Blasco, her- 
sano político de Salvadora Pastor, pretextando que iba para evacuar nn 
negocio urgente de familia, y entreabriendo Monforte la puerta, le mani. 
fustó aquél que era el Juez del distrito del Mercado, 6 iba á registrar la 
casa en busca de la Pastor, á lo que contestó dicho Monforte que no es- 
taba en ella, y llamando Pereira á los guardias municipales, les ordenó 
vigilasen la puerta y no dejasen salir á ninguna mujer, requiriendo al 
mismo tiempo el auxilio del Cubo de la Guardia civil, Juan Bautista Pé- 
ris Palomares, que pasó por allí de patruila, manifestándole que iba á 
efectuar la captura de la Pastor, y era el Juez de instrucción del distrito 
del Mercado, con lo que consiguió que Monforte le permitiese la entrada 
en Su Ca89; pero en este estado, y sin que llegase á efectuarse el registro, 
como Monforte, que conocía al Juez del distrito del Mercado, se aperci- 
biese á las luces que se encendieron de que su interlocutor no era tal Juez, 
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se lo dijo así; y como éste repusiera que si no era el Juez era Delegado 
suyo, Monforte le pidió el documento que lo jastificase, y Pereira, después 
de hacer ademán de sacarlo del bolsillo y decir que se lo había dejado en 
esta capital, se marchó con el municipal Guillamón, manifestando que 
dentro de una hora volvería con el justificante y el Juez en persona, y de- 
jando allí al municipal Lamaneta y al guardia civil Péris con el encargo 
de que vigilasen y no permitiesen la salida de ninguna mujer, sin que re- 
gresara ya á aquel pueblo; y que á las seis de la mañana siguiente dicho 
guardia civil, viendo que no comparecía Poreira, se retiró, quedándose 
Lamaneta hasta las doce, que el Juez del distrito del Mercado contestó 
por teléfono que no había autorizado á nadie para practicar el mencio- 
nado registro; hechos que igualmente se estiman probados: 

- Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia ca- 
lificó estos hechos como conetitutivos del delito de usurpación de atriba- 
ciones, definido en el art. 843 del Código penal, y declarando antor del 
misino á D. José María Pereira, con la circunstancia atenuante 8.2 del ar- 
tículo 9.9, en concepto de análoga á las anteriores, le condenó á seis me- 
ses y un día de prisión correccional con sus accesorias y costas, absol- 
viéndole del delito de allanamiento de morada, de que también fué acu. 
sado: 

Resultando que contra este fallo se interpuso por D. José María Perei.- 
ra recurso de casación por quebrantamiento de forma, del que desistió, 
anunciando el de infracción de ley, que preparó también el Ministerio fla- 
cal, y habiéndole ambos interpuesto, le fundó el último en los números 2.*, 
5.9 y 6.2 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infringidos el art. 504 del Código penal, en cuanto fué absuelto el proce- 
sado del delito de allanamiento de morada, que realizó conjuntamente con 
el de usurpación de atribuciones; el 90, porque habiéndose cometido este 
último delito como medio necesario para la ejecución del allanamiento, 
debió haberse impuesto al culpable la pena del más grave en su gra:lo 
máximo, y el 9.9, en su circunstancia 8.2 del propio Código, porque el mó- 
vil de los actos del procesado no constituye un motivo de atenuación aná.- 
logo á los que se especifican en los números anteriores; y D. Josá Marta 
Pereira autorizó el suyo en el núm. 1.0 del art, 849 de la ley de Ebnjuicia- 
miento criminal, denunciando como infringidos el art. 1,0 del Código pe- 
nal, por no haber tenido intención de cometer daño alguno al ejecutar nn 
derecho+que confiere á todo ciudadano el art. 490 de dicha ley de Enjuicia- 
miento, y el 342 del mismo Código, porque no perteneciendo Catarroja á 
la jurisdicción de Valencia, al atribuirse Juez de esta ciudad, no tomó us- 
rácter oficial: . 

Resultando que admitidos ambos recursos, fueron sostenidos y apoya- 
dos en el acto de la vista por sus respectivos autores. 

Visto, siendo Ponente el Presidente de la Sala D, Miguel de Caste!le, 
por la no asistencia del nombrado: 

Considerando que los hechos que se declaran probados en la sentencia 
recurrida constituyen, sin duda alguna, el delito de usurpación de atribn- 
ciones, definido en el art. 342 del Código penal, porque ni es factor inte- 
grante de ese delito un dafio material efectivo, ó la intención de causarlo, 
bastando el moral que para la causa pública resulta de que una persona 
ejerza actos de autoridad ó de funcionario público sin título 6 investidura 
legal para realizarlos, ni la facultad de detener al procesado ó condenado 
rebelde, que el art, 490 de la ley de Enjuiciamiento criminal confiere á 
cualquier persona, autorizaba á D. José María Pereira, aun en el snpueato, 
que no consta en la sentencia, de que Salvadora Pastor se encontrara en 
estado de rebeldía, para presentarse como Autoridad judicial, pedir auxi- 
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Ho y dar órdenes á los agentes de policía, é intentar un registro en la casa 
de un particular: 

Considerando que si Pereira ostentó la cualidad de Juez de! distrito 
del Mercado de Valencia, en el pueblo de Catarroja, que pertenecía al par- 
tido de Torrente, ó sea en un punto en donde aquella Antoridad no ejerce 
jurisdicción, es lo cierto que en dicho pueblo se atribuyó carácter oficial, 
y que por razón de ta: carácter penetró en la morada de D. Joaquíc Mon- 
forte, no llegando á practicar el registro de la misma por haberse descu-: 
bierto el eugaño antes de llevar á cabo su intento, motivo por el cual no 
puedo aceptarse, como sostiene el procesado en su recurso, que la Sala sen- 
tenciadora haya infringido el art. 842 del Código penal por su indebida 
aplicación: 

Considerando, por lo que toca al recurso del Ministerio fiscal, que como 
el delito de usurpación de atribuciones no se genera por el solo hecho de 
atribuirse una persona carácter oficial si á la par no ejerce actos propios 
de noa Autoridad ó funcionario público, constituyendo la esencia de esta 
fignra de delito la suma de ambos elementos Ú factores, es indudable que 
el Tribunal a quo se ha atemperado á la ley al absolver al procesado por 
el supuesto allanamiento, porque el hecho en que se hace consistir este 
delito, ó sea el ingreso del mismo procesado en la casa de D. Joaquín Mon- 
forte, es precisamente un acto propio de Autoridad judicial, que integra Ja 
usurpación de atribuciones, siendo contrario á los buenos principios que á 
un mismo hecho se le dé el doble valor de delito particalarmente conside- 
rado y de coeficiente de otro más complejo: 

Considerando que aunque la Sala sentenciadora, al estimar en favor de 
Pereira la circunstancia genérica 8.2 del art. 9.0, derivándola del móvil de 
su proceder, no expresó con cuál de las concretamente defividas en el 
propio artículo guarda analogía, no puede desconocerse que tuvo acertada 
aplicación ese precepto, puesto que la tiene con la 7.2, sino es ella 
misma el fin lícitó y hasta laudable que aquél persiguió y que ofuscó su 
mente hasta el extremo de precipitar su actividad, sin meditar en la cri. 
minalidad del medio empleado para Jlevar á efecto la detención decretada 
por el Juez del distrito de la Universidad de Barcelona: 

Considerando que, por lo expuesto, el fallo recurrido no adolece de nin- 
guno de los errores que se le imputan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á los re- 
cursos interpuestos por el Ministerio fiscal y D. José María Pereira, á 
quien condenamos en la mitad de las costas, declarando de oficio las res- 
tantes, y devuélvase al Procurador D. Luis Lumbreras el depósito de 125 
pesetas que constituyó, estando relevado de esta obligación conforme á lo 
dispuesto en el penúltimo párrato del art. 876 de la ley de Enjuiciamiento; 
comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos opor- 
tunos.—(Sentencia publicada en 23 de Febrero de 1898, é inserta en la 
Gaceta de 25 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (23 de Febrero de 1893).—Sala segunda.—.Homi- 
ceidio.—No ha lugar al interpuesto por Francisco Carrasco Barba (Audien- 
cia de Madrid), y se resuelve: | ; 

Que no puede ser estimada la circunstancia 4.2 del art. 8.0 del Código pe- 
nal, cuando en el veredicto del Jurado uo se consignan los hechos de donde 
aquélla pueda derivarse: 


ON 
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Que be erica de ca e 1 infracción de la regla 7.2 del 
art. 82 de igo penal, si el grado de la pena impuesta corresponde, según 
la ley, á la calificación jurídica del delito. 


En la villa. y corte de Madrid, á 23 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por 
Francisco Carrasco Barba contra la sentencia de la Sala de lo crimina! do 
la Audiencia de Madrid, en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado 
ce instrucción del distrito del Centro de esta corte, por homicidio y le- 
siones: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 15 de Noviembre 
último, consignó los hechos en el siguiente resultando: 

Primero, Que el Tribunal del Jurado, practicadas las pruebas, dictó el 
siguiente veredicto: «A la primera pregunta. Francisco Carrasco Barba, 
¿es culpable de haber, en la estación del ferrocarril del Norte y al anoche 
cer del 2 de Agosto de 1890, acometido en unión de otro sujeto á Lucio 
Vicente, infiriéndole en el costado izquierdo y en el vientre herider, á 
consecuencia de las cuales falleció el lesionado en la noche del día sí- 
guiente?—$Sí.—A la segunda. Pablo Carrasco Barba, ¿es culpable de haber, 
en el mismo lugar y día, acometido en unión de otro sujeto á Lucio Vi. 
cente, causándole en el costado izquierdo y vientre lesiones que le produ- 
jeron necesariamente la muerte en la noche del siguiente día? —8S1.—A la 
tercera. Francisco Carrasco Barba, ¿es culpable de haber, en la misma 
ocasión, lugar y día, causado una herida en la región epigrástica á Celes- 
tino Vicente, que por consecuencia de tal lesión estuvo enfermo durante 
veintidós días, transcurridos los cuales curó sin ulterior impedimento ni 
deformidad?—Sf.—A la cuarta. Pablo Carrasco Barba, ¿es culpable de ha- 
ber, en el misma día, lugar y ocasión, inferido en unión de otro, una he- 
rida en la región epigrástica á Celestino Vicente, lesión que le produjo 
enfermedad por espacio de veintidós días, transcurridos los cuales curó 
sin ulterior deformidad ni impedimento? Sí.—A la quinta. En la ejecu- 
ción de los hechos expresados en las preguntas segunda y cuarta, ¿concu- 
rrió el de haber sido Pablo Carrasco anterior y ejecutoriamente condenado 
por delito de lesiones? —Sí.—A la sexta. En la ejecución del hecho expre 
sado en la segunda pregunta, ¿concurrió el de haber sido anteriormente 
acometido Pablo Carrasco por Lucio Vicente?—No.—A la séptima. En caso 
afirmativo, ¿faó la agresión de Lucio Vicente contra Pablo Carrasco de tal 
gravedad que racionalmente pusiera al segundo en la necesidad de repe- 
lerla, hiriendo y matando como lo hizo al repetido Vicente?—No.—A la 
octava. En el mismo caso, antes de que Lucio Vicente acometiera á Ca- 
rrasco y éste repeliera la agresión, ¿provocó de manera suficiente Carrasco 
á Lucio? —No.—A la novena. En la ejecución del mismo hecho expresado 
en la pregunta segunda, ¿concurrió el de haber obrado Pablo Carrasco en 
defensa de la persona ó derechos de su hermano Francisco Carrasco, á 
quien en su caso hubiera acometido Lucio Vicente? —8S1.—A la décima. En 
caso de contestarse afirmativamente á la anterior pregunta, ¿fué la agre- 
sión de Lucio Vicente contra Francisco Carrasco de tal gravedad que ra- 
cionalmehte moviera á Pablo Carrasco para repelerla á herir y matar, 
como lo hizo, á Lucio?—No.—A la undécima. En el mismo caso, antes dle 
acometer Lucio Vicente á Francisco Carrasto, ¿provocó á aquél Pablo Ca- 
rrasco en modo suficiente para producir la agresión?—No.—A la duodéei- 
ma. En la ejecución del hecho expresado en la cuarta pregunta, ¿conern- 
rrió el de haber sido inmediatamente antes acometido Pablo Carrasco-por 
Celestino Vicente?—No.—A la décimatercera. En caso afirmativo, ¿fué la 
agresión de Celestino Vicente contra Pablo Carrasco de tal gravedad que 
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1e pusiera racionalmente en la precisión de herir á aquél, como lo ejecutó? 
- —No.—A la dócimacuarta. En el mismo caso, antes de ser acometido Pa- 
-blo Carrasco por Celestino Vicente, ¿provocó aquél á éste en forma bas- 
tante á producir la agresión?—No.—A la décimaquinta. En la ejecución 
del hecho expresado en la cuarta pregunta, ¿concurrió el de haber obrado 
Pablo Carrasco en defensa de la persona y derechos de su hermano Fran. 
cisco, acometidos ó atacados por Celestino Vicente?—No.—A la décima- 
sexta. En caso de contestar afirmativamente á la anterior pregunta, ¿tué 
la agresión de Celestino Vicente contra el hermano de Pablo Varrasco de 
tal gravedad que hiciera necesario repelerla por Pablo, hiriendo 4 Vicente 
como lo ejecutó?—No.—A la décimasóptima. En el mismo caso, antes de 
ser acometido Francisco Carrasco en su persona, ó atacado en sus dere- 
chos por Celestino Vicente, ¿fué provocado éste por Pablo Carrasco, her- 
mano del primero? —No.—A la décimaoctava. Lorenzo José Díaz y Arias, 
¿es culpable de haber en el lugar y día citados inferido con un látigo á 
Justo Alvarez una lesión contusa que exigió asistencia facultativa durante 
nueve días, transcurridos los cuales curó sin ulterior impedimento ni de- 
formidad?—81.—A la décimanovena. En la ejecución del hecho expresado 
en la pregunta inmediata inferior, ¿concurrió el de haber antes acometido 
Justo Alvarez á Lorenzo José Díaz?—No.—A la vigésima. En caso afirma 
tivo, ¿foó la agresión de Alvarez contra Díaz de tal naturaleza que obligara 
racionalmente á Díaz á repelerla, hiriendo, como lo ejecutó, á su agresor? 
—No.—A la vigósimaprimera. En el mismo caso, ¿provocó Díaz á Alvarez 
antes de acometerle éste en forma bastante á producir la agresión? —No.— 
A la vigósimasegunda. En la ejecución de los hechos expresados en las 
preguntas segunda y cuarta, ¿concurrió el de haber obrado Pablo Carrasco 
en la defensa de la persona y derechos de su hermano Francisco, á quien 
en su caso hubiera acometido un grupo de lecheros, en el que se encon- 
traban Lucio y Celestino Vicente?-——81.—.A. la vigósimatercera. En caso de 
contestarse afirmativamente á la anterior pregunta, ¿fué la agresión de 
dicho grupo contra Francisco Carrasco de tal gravedad que racionalmente 
moviera á Pablo Carrasco, para repelerla, á matar, como lo hizo, á Lucio 
Vicente y herir á Celestino Vicente?—No.—A la vigésimacuarte. En el 
mismo caso, antes de acometer dicho grupo á Francisco Carrasco, ¿provocó 
aquél á Pablo Carrasco en modo suficiente para producir la agre- 
-sión?—No»: 
Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados en 
el veredicto, en cuanto envuelven responsabililidad para Francisco Ca- 
rrasco Barba, constitutivos de un delito de homicidio y otro de lesiones 
menos graves, concurriendo en ambos á favor de dicho procesado la cir- 
cunstancia 1.4 atenuante del art. 9.0 del Código penal, y le impuso, por el 
homicidio, catorce años, ocho meses y un día de reclusión y accesorias, y 
por el de lesiones, dos meses de arresto mayor y accesorias, condenándole 
-además en dos quintas partes de costas: 
Regaltando que contra esa sentencia ha interpuesto Francisco Carras- 
- co recurso de casación por infracción de ley, autorizado por los números 
1.0, 5,0 y 6,0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando 
como infringidos: 

1.0 La circunstancia eximente 4.* del art. 8.0 del Código penal, en re. 
lación con el 87, que ha debido aplicarse, pues en la ejecución de los deli- 
tos. de homicidio y lesiones por que se condena á Francisco Carrasco, 
obró éste en propia y legítima defensa, con dos de los tres requisitos que 
dicha circunstancia señala, concurriendo, por consiguiente, además de la 
agresión ilegítima, que como aténuante acepta la Bala, la falta de provo- 
cación suficiente por parte del que se defiende, pues el Jarado no. afirma 
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que Francisco provocara el suceso, y en caso de duda, hay que estar á lo- 
qua favorezca al reo, y falta nada más la necesidad racional del medio em- 
pirado para impedir y repeler la agresión: 

2.0 La regla 2.2 del art. 82 del propio Código, pues concurrió una cir- 
cuustancia eximente incompleta, por lo cual no es aplicable; y 

3.0 La regla 7.2 del propio artículo, pues, aunque no luórk de esti. 
mar la atenuante indicada, su importancia hace preciso que dentro del. 
grado mínimo se determine la pena en su menor extensión, teniendo ade- 
más en cuenta que no se le abona el tiempo de prisión sufrida: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que las infracciones de ley invocadas en el recurso para 
obtener la casación de la sentencia reclamada, se dirigen á suponer que 
concurrió en la acción criminal el tercer requisito del núm. 4.0 del ar- 
tículo 8.0 del Código penal, ó sea la falta de provocación suficiente por 
perte del recurrente: 

Considerando que, estimada por el Tribunal de derecho la concurren- 
cia del requisito de agresión ilegítima, sin haber sido reclamada esta de- 
claración, sería preciso, pera reconocer, como se pretende en el recurso, 
la existencia del tercer requisito del núm. 4.0 del art. 8.” del Código pe- 
na!, que los hechos consiguados en el veredicto del Jurado afirmasen la 
falsa de provocación suficiente por parte del que se defiende; y como del. 
expresado veredicto no consta en ninguna de las preguntas, en forma al- 
guna, si hubo ó no provocación por parte del agredido, ni menos si ésta 
1ué enficiente, no es posible, ni procedente, conceder virtualidad jurídica. 
á un hecho cuya existencia se desconoce, par no ser bastante para esti 
mer este requisito las meras sospechas y conjeturas: 

Considerando que, resuelto el primer motivo del recurso, lo está ast- 
bien el segundo, que es consecuencia del mismo; y en cuanto al tercero, 
que no es facultad exclusiva del Tribunal del juicio señalar dentro del lí- 
mite del grado correspondiente la duración de las penas divisibles, sin 
que pueda pretenderse en casación que se rebaje Y aumente dicha dursa- 
ción, si el grado de la pena impuesta corresponde según la ley á la calif- 
cación aceptuda: 

Considerando, por lo expuesto, que el Tribunal de derecho no cometió - 
en la sentencia recurrida el error atribuído, ni infringió las disposiciones 
legales que se señalan en el recurso; 

Falliamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur 
so de casación por infracción de ley, interpuesto por Francisco Oarrasco- 
Barba contra la expresada sentencia de la Sala de lo criminal de la Au: 
diuncia de esta corte, condenándole en las costas y al pago de 126 pesetas, 
por razón de depósito, si mejorase de fortuna; lo que se comunique al Tri- 
bunal sentenciador á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 
23 de Febrero de 1893, é inserta en la Gaceía de 25 de Septiembre de) 
mismo año.) 
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RECURSO DE OASACIÓN (24 de Febrero de 1893).-—8ala segunda.— Conm- 
trabando.—Ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado (Audiencia 
de Sevilla), y se resuelve: 

Que según lo dispuesto en el art. 25 del Real decreto de 20 de Junio de 
1852, todo reo de contrabando, cuando el género es estancado, incurre en una 
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menila, que no podrá bajar del triplo, mi exceder del séxtuplo del valor de lo 
aprehendido: 

Que según el núm, 2.0 del art. 22 del citado Real decreto, constituye una 
circunstancia agravante el exceder de 500 pesetas el género decomisado; 

Que desconocido por completo el individuo que acompañaba al procesado, 
por haber hutdo al ser éste detenido, no puede dudarse que el segundo es res- 
ponsable en su integridad de la multa correspondiente al delito, según de 
modo constante lo ha resuelto la doctrina del Tribunal Supremo. 


En la villa y corte de Madrid, 4 24 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Ahogado del Estado, contra sentencia pronunciada por la Sala de lo cri. 
minal de la Audiencia de Sevilla, en causa por contrabando seguida á 
Juan Manuel Gordillo Ramíres: 

Resultando que dicha Audiencia, por sentencia de 5 de Octubre últi- 
mo, aceptó la relación de los hechos de la dictada por el Juzgado de Alge- 
cirne en 8 de Octubre de 1890, y que son como siguen: 

Resultando que en la madrugada del 3 de Septiembre próximo pasado, 
haliándose practicando servicio la fuerza de carabineros de infantería en 
el puesto de Santa Bárbara, vieron que procedente de la línea joglesa se 
dirigían á la villa de la Línea dos paisanos con bultos á las espaldas, y 8a- 
liéndoles al encuentro les dieron el alto, á cuya voz se dispersaron en dis- 
tintas direcciones, logrando detener á uno de ellos, llamado Juan Gordiilo 
Ramírez, y practicando reconocimiento en el terreno, encontraron dichos 
dos bultos que porteaban, que contenían tabaco de contrabando, los que 
aprehbendieron y entregaron en la Administración de Adranas de esta ciu- 
dad, donde se procedió á su aforo, dando un peso neto de 74 kilos, y su 
valor oficial 5632 pesetas 80 céntimos; hechos que se declaran y estiman 
probados: 

Resuitando que celebrada la correspondiente Junta administrativa, al 
siguiente día se remitió Á este Juzgado copia del expediente formado, 
acordándose instroir de oficio el oportuno sumario, declarándose proce- 
sado á Juan Gordillo Ramírez, y ratificados en el acta los aprehensores, 
añadieron que el mismo no hizo resistencia ni uso de armas; hechos que 
igualmente se declaran y estiman probados: 

Resultando que recibida la oportuna indagatoria al procesado, 6 inte- 
rrogado á tenor de los hechos origen de esta causa, expuso que la madro- 
gala de autos, al regresar de la Calera, donde había estado paseando, 
como fuera algo embriagado, al llegar á las Banquetas se cayó, quedán- 
dose dormido hasta que le despertó un Capitán de Carabineros y le hizo 
ear gar un bulto de tabaco que momentos antes aprehendieron, sin que su- 
piera á quién pertenecía; hechos que no se declaran ni estiman probados: 

Resuitando que aportados al sumario la partida de bautismo, informe 
de conducta y antecedentes penales del procesado, el Abogado del Estado, 
evacuando el traslado que le fué conferido, formuló acusación, en la que 
refiere los hechos en la forma que se aceptan como probados, los califica 
de un delito de contrabando, con la circunstancia agravante segunda del 
art. 22 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, y de autor responsable á: 
Juan Gordillo Ramírez, é interesando le fuera impuesta la multa de 2.264 
pesctas, quíntuplo del valor oficial dado al tabaco aprehendido, y las cos- 
tas; hechos probados: 

Resultando que elevada la presente causa á plenario, 6 instruido de la 
anterior acusación, el procesado, como no se allanara á ella, evacuó el 
traslado la defensa por medio de Procurador y Abogado, en la que pre- 


tende se le condene al pago de una multa de 1.832 pesetas, quíntuplo- 
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valor de la mitad del género aprehendido, fundándose en que eran dos 
los que conducían el mismo, según se consignaba en el acta de un modo 
claro y terminante, siendo doctrina establecida que la multa se divida por 
igual entre los reos, sin que ses obstáculo para ello la circunstancia de 
haberse fugado ó de hallarse en rebeldía uno ó más, terminando por re- 
munciar á la prueba y ratificación de testigos: 

Resultando que declarada conclusa esta causa, citadas las partes, se 
celebró vista, que tuvo lagar el 30 del pasado, en la que informaron yor 
sa orden lo que á su derecho convino: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla con- 
firmó la referida sentencia del Juez de Algeciras, en que se declara que 
los hechos probados constituyen el delito de contrabando, previsto en el 
caso 4.0 del art. 18 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, del que es 
responsable en concepto de autor Juan Gordillo Ramírez, con la circuns- 
tancia agravante de exceder de 2.000 reales el valor del género apreben- 
dido; y visto el artículo citado y demás concordantes de aplicación, con- 
firmando el comiso, condenó á Juan Gordillo Ramírez á la multa de 
1.832 pesetas, mitad del quíntuplo del valor dado al género, con el apre- 
mio personal en su caso, y al pago de las costas, sobreseyendo respecto á 
-su correo desconocido y que se fugó, hasta tanto que sea habido, impo- 
niendo las costas de la apelación al Abogado del Estado: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de cabación 
por infracción de ley por parte del Abogado del Estado, que se ha inter- 
puesto autorizado por el núm. 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, y párrafo inicial del 96 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, 
citando como infringidos los artículos 25 y 21 de dicho Real decreto, en 
cuanto se impone al Juan Gordillo Ramírez 1.832 pesetas de muita, «dle- 
-biendo haber sido 1.664: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el Mi. 
nisterio fiscal. Mm : 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que aun supuesta la divisibilidad de la multa que la sor- 
tencia reclamada establece, sería en el presente caso procedente el recurso, 
por no estar impuesta en el quíntaplo valor del género que corresponde, 
-atendida la consecuencia de una circunstancia agravante y ninguna ate- 
nuante, porque siendo el quíntuplo correspondiente, según la sentencia, 
de 2.664 pesetas 40 céntimos, é impuesta como mitad de ella 1,832, falta 
“una fracción de 20 céntimos para que, aun bajo el criterio de la Sala sen- 
'tenciadora, esté la pena en el grado correspondiente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la.Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Sevilla ha interpuesto el Abogado del Estado, y en su consecuencia, 
casamos y anulamos la referida sentencia, y declaramos las costas de ofi - 
cio; comuníquese esta resolución y la que á continuación se dicta al Tri. 
bunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada el 24 
-de ri de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre del mis- 
mo afío. 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Febrero de 1893).—Sala segunda.——Pa- 
vricidso.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal en causa seguida 
á José Ramos Villafuerte (Audiencia de Cádiz), y se resuelve: 

Que ya se atienda al recto y gramatical sentido del art. 417 del Código pe- 
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nal, ya al espiritu que le informa y congruencia que guarda con las prescrip- 
ciomes de los artículos 124 y circunstancia 1.2 del 10 del citado Código, la 
esuerte dada al nieto legítimo, Ó ilegítimo, constituye el delito de parricidio; 
porque en ambos casos existen los mismos vínculos naturales que lo determinan 
y los propios elementos que lo caracterizan, sin que sean posibles distinciones, 
que la ley no admite, entre ascendientes y descendientes de una y otra clase: 
Que cuando la muerte de un reción nacido no se realiza con el propósito de 
ocultar la deshonra de la madre, y la víctima :se halla incapacitada por su 
edad para oponer la menor resistencia, lo cual integra la alevosía, el culpable 
es reo del delito de parricidio, y no del de asesinato. | 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Ministerio fiscal contra sentencia de la Audiencia provincial de Cádis, en 
causa procedente del Juzgado de instrucción del distrito de San Miguel, de 
-Jerez, seguida 4 José Ramos Villafuerte, por asesinato: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 22 de Octubre último, 
contiene el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones son las siguientes: 
<Josó Ramos Villafuerte, ¿es colpable de haber dado muerte, enterrándola 
viva inmediatamente después de nacer, á una niña que su hija María de 
las Nieves Ramos Manzano, soltera, y de catorce años de edad, dió á laz 
por el año 1888 en una choza situada en la dehesa del Bollo, del término 
de Jerez, donde habitaba?—No.—La mencionada niña, á la vez que nieta, 
¿era bija del referido José Ramos Villafuerte, procreada por él en virtud 
de unión carnal verificada con su citada hija María de las Nieves Ramos 
Manzano?—81.—José Ramos Villafuerte, ¿mató á dicha niña para evitar 
que tuviera publicidad el hecho de haberla dado á lus su hija María de las 
Nieves Ramos Manzano y que sufriese por tal motivo menoscabo su honra? 
No.-— La criatura recién nacida á que se refieren las anteriores preguntas y 
á la cual dió muerte José Ramos Villafuerte, ¿pudo hacer á éste resistencia 
y por efecto de ella correr algún riesgo la persona de aquél? —No.—José 
Ramos Villafuerte, ¿es culpable de haber dado muerte, enterrándola viva 
inmediatamente después de nacer, á una niña que su hija María de las 
Nieves Ramos Manzano, soltera, de diecisiete años de edad, dió á lux el 
día 24 de Septiembre de 1891, en una choza situada en la1dehesa de los 
Caños, del término de Jerez, donde en dicha época habitaba? —8Í.-— La 
niña á que se refiere la anterior pregunta, á la vez que nieta, ¿era hija del 
expresado José Ramos Villafuerte, procreada por él en virtud de unión 
carnal verificada con su citada hija María de las Nieves Ramos Manzano? 
—No.—José Ramos Villafuerte, ¿mató á dicha niña para evitar que tuviera 
publicidad el hecho de haberla dado á luz su Ejja María de las Nieves Ra- 
mos Manzano, y que sufriera por tal motivo menoscabo sa honra? — No.— 
La criatura recién nacida, expresada en las anteriores preguntas y á quien 
dió muerte Josó Ramos Villafuerte, ¿pudo hacer á éste resistencia y por 
efecto de ella correr algún riesgo la persona de aquél? —No»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que el hecho de 
que el Jurado ha declarado culpable á José Ramos Vilafuerte, constituye 
an delito de asesinato, por la concurrencia de la circunstancia cualificativa 
de alevosía, y que no ha concurrido otra alguna, condenó á dicho proce- 
sado, como autor del expresado delito, 4 la pena de cadema perpetua, acce- 
soria y costas: 

Resultando que el Ministerio fiscal ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, autorizado por los números 3.0 y 5.0 del art. 849 de 
da de Enjuiciamiento criminal, citando como intringidos: 

1.0 El art. 418 del Código penal, por indebida aplicación, y los 417 y 
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82, regla 3.2, que debieron aplicarse, porque el hecho no es simplemente 
asesinato, sino un verdadero perricidio, sin que la circunstancia de legíiti.- 
midad ó ilegitimidad influya en la calificación del delito, no sólo por la 
redacción dada al artícuio, sino por la congruencia que guarda con otros 
del mismo cuerpo legal, debiendo en consecuencia haber impuesto al 
reo la pena de muerte: 

2.0 Aun en el supuesto de no estimarse el anterior motivo, siempre 
resultaría infringido el art. 10, circunstancia 1.*, en relación con el 82, 
regia 3.2, del mismo Código, que dejó de aplicarse, pues es evidente que el 
parentesco que unía al matador con su víctima. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que será castigado como parricida con la pena de cade- 
na perpetua á muerte, según lo dispuesto en el art. 417 del Código penal, 
el que matare á su padre, madre ó hijo, sean legítimos ó ilegítimos, ó 4 
cualquiera otro de sus ascendientes ó descendientes, ó á su cónyuge: 

Considerando que, ya se atienda al recto y gramatical sentido de esta 
disposición legal, ya al espíritu que la informa y á la congruencia que 
gaarda con las prescripciones que contienen los artículos 424 y la cir- 
cunetancia 1.* del 10 del mismo Código, no puede desconocerse que la 
muerte dada por un abuelo á su nieto, sea legítimo ó ilegítimo, consti.- 
tuye el delito de parricidio, porque en ambos casos existen los mismos 
vínculos naturales que lo determinan y los propios elementos que lo ca- 
racterizan y cualifican, y no cabe hacer distinción cuando la ley no distin- 
gue entre ascendientes y descendientes de una y otra clase: 

Considerando que declarado en el veredicto que José Ramos Villa. 
fuerte es culpable de haber dado muerte á una niña que dió é luz su hija 
soltera María de las Nieves Ramos Manzano, enterrándola viva inmedia- 
tamente después de haber nacido, sin que este hecho lo realizara para: 
ocultar la deshonra de la madre, es evidente que cometió el delito de pa- 
rricidio, definido y penado en el art. 417 del precitado Código, con la cir- 
cunstancia agravante de alevosía, que existe siempre que voluntaria y 
conscientemente se produce la muerte á un recién nacido, incapacitado 
ae da ley natural para oponer la menor resistencia á la acción del cul- 
pable: 

Considerando que al apreciar la Sala sentenciadora este hecho como. 
au delito de asesinato, sin circunstancias modificativas de la responsabi- 
lidad criminal, incurrió en Jos errores de derecho que se señalan en el 
recurso, porque aun en el supuesto inadmisible de que el delito no fuese 
ei de parricidio y sí el de asesinato, habría que apreciar necesariamente 
en éste la circunstancia agravante 1.2 del art. 10 del Código penal no es- 
timada en la sentencia, y en ambos casos se han cometido en ella las in- 
fracciones legales que se invocan por el Ministerio fiaca!: 

Considerando que, dada la naturaleza y efectos de este recurso, y 
examinadas atentamente las actuaciones, no aparece en ellas que se hayan 
quebrantado las formas esenciales del juicio, que, previa protesta de al- 
as de las partes, pudiera motivar la casación por quebrantamiento de 

OTrIDA; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por el Ministerio fiscal contra la sentencia dictada por la Au- 
«diencia provincial de Cádiz, la.cual casamos y anulamos, decitrando de 
oficio las costas; lo que con la sentencia que á continuación se dicte se 
eom«aaique á su tiempo á la expresada Audiencia, devolviéndose la causa. 
-—(Sentencia publicada en 27 de Febrero de 1893, é inserta en la Gaceta 
de 25 de Septiembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Febrero de 1893).—Sala segunda.— Inm- 
jurias.—No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), y se resuelve: 

Que es improcedente el recurso que se funda en hechos no admitidos como 
probados por la Sula: 

Que en los recursos de casación es indispensable que guarde congruencia 
la infracción alegada con la cita del artículo de la ley que autorice el recur- 
so, sin lo cual éste no puede ser admitido ni discutido en el fondo. 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Febrero de 1893, en el recures 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por ... 
eontra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de ..., en causa 
procedente del Juzgado de instrucción del ... seguida al ... por injurias é 
un funcionario público: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 16 de Diciembre ú:ti- 
mo, contiene el siguiente: 

Primero. Probado que el procesado ..., que ejercía el cargo de Escri- 
biente en el Registro civil del Juzgado municipal del distrito de ... de ..., 
al ser declarado cesante en dicho cargo, dirigió diferentes cartas al Secre. 
tario de aquel Juzgado, D ..., solicitando en unas la reposición en el per- 
dido empleo, y en otras dinero para sus perentorias necesidades; y er. la 
que aparece fechada en 8 de Abril del afio anterior, suscrita y reconoci«a 
por ei citado ... y comienza con la frase «Sr, Secretario», escrita, dice, en 
los momentos en que recibía la notificación del auto de lanzamiento de la 
caza que habitaba, expresa en ella que reconocía como autor de todas ans 
desgracias al citado Secretario ..., y le amenaza con poner cn conocimierto 
de la Autoridad jadicial los actos de prevaricación que tenía cometidos, 
atribayéndole que durante los años de 1886 á 1889 había cometido el re- 
petido Secretario los delitos de falsedad, defraudación á la Hacienda pú. 
blica y ocultación y desaparición de documentos en juicios de faltas cele- 
brados en las fechas mencionadas: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los conceptos 
expresados en la carta de 8 de Abril constituyen el delito de injurias á nn 
fancionario público, que es autor el procesado ... y que la situación Je 
ánimo en que éste se encontraba al escribir la carta hace necesario apre- 
dar en su favor la circunstancia atenuante 8.2 del art. 9. del Código pe- 
nal, por ser análoga á la del caso 7,0 del mismo artículo, le condenó á la 
pena de un mes y un día de arresto mayor, accesoria y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de cesación por 
iufracción de ley, autorizado por el núm. 6.0 del art. 849 de la de Enjuicis- 
miento criminal, citando como infringido el art. 9.0 del Código penal, por 
la torcida aplicación de la circunstancia atenuante 8.8 de ese artículo, y 
por no haberse aplicado la eximente 9.* del 8,0, como dice la sentencia, 
que se hace necesario apreciar: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
porque ue apoya en supuestos é inexactitudes ó impugna las afirmaciones 
del Tribuna! sentenciador, toda vez que sostiene que éste apreció la con- 
currencia de la circunstancia de exención 9.3 del art. 8.*, cuando no es así, 
ni hay en el fallo hecho alguno probado del que pueda deducirse dicha 
eximente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 
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Considerando que el recurso interpuesto es de todo punto improcedente- 
é inadmisible, ya por fundarse en el supuesto inexacto de atribuir á la 
Sala que dictó la sentencia la apreciación en uno de los considerandos de 
haber concurrido á favor del procesado la circunstancia eximente 9.2 del 
art. 8.0 del Código penal, y en el error de derecho que cometió al es- 
timar tan sólo la circunstansia atenuante 8.* del art, 9.9, afirmación que 
contradice abiertamente el texto del falio recurrido y no se deriva de nin- 
guno de los hechos probados, ya porque la cuestión jurídica que se plan- 
tea, Ó sea la de no haberse apreciado la expresada circunstancia eximente, 
no guarda la debida congruencia con el núm. 6.0 del art. 849 de la ley de- 
Enjuiciamiento criminal, único en que se apoya el recurso, como sería pre- 
ciso para que éste pudiese admitirse y ser discutido en el fondo, según 
tiene repetidamente declarado este Supremo Tribunal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por ..., 4 quien condenamos en las costas y 
al abono, si viniere á mejor fortuna, de 126 pesetas, por rezón de depósito. 
no constituído; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los efec- 
tos consiguientes. —(Sentencia publicada en 27 de Febrero de 1893, é im- 
serta en la Gaceta de 25 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Febrero de 1893).—Sala tercera.—.Ho 
micidio.—No ha lugar al interpuesto por Miguel Báez Pino (Audiencia de 
Málaga), y se resuelve: 

Que según lo dispuesto en el art. 914 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
mal, no es admisible el recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
cuando el motivo se funda en denegación de prueba, si la parte que lo inm- 
tente no hubiese hecho la oportuna protesta al enterarse de dicha denegación; 
siendo procedente el no admitirse el recurso por la Sala sentenciadora, si la 
protesta se presentó por el recurrente dos dias después de notificado el auto de- 
negatorio de la admisión de prueba: E 

Que desestimada por el Tribunal la solicitud de diligencias, formulada en. 
el acto del juicio, y consignadas las protestas oportunas, es preciso para la in- 
derposición del recurso citar los artículos de la ley del Jurado 6 de la de En- 
cierta criminal que lo autoricen, como exige el art. 917 de la última- 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Febrero de 1893, en el recurso 
de casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, inter- 
puesto por Miguel Báez Pino contra la sentencia dictada por la Sección se- 
gunda de la Audiencia provincial de Málaga. en causa seguida al mismo 
en el Juzgado de instrucción del distrito de la Merced de la propia ciudad, 
vista ante el Tribunal de Jurado, por homicidio: 

ae ds como á las siete y media de la noche del 24 de No- 
viembre de 1890, Miguel Báez Pino, en estado de embriagnez no babitua! 
y con la razón algo incompleta, irritado porque Rosalía Mata Sayas, sir- 
vienta del Presbítero D. Antonio París, á la que quería con pasión, se ne- 
gaba á casarse con él, y le había dicho que se marchara á la calle porque 
todo había concluido, la disparó dos tiros de pistola en su casa, calle de 
Jas Beatas, en Málaga, produciéndola con uno de los disparos una herida 
«n el lado izquierdo del pecho, que interesando la pleura, el pulmón, el pe- 
ricardio y el ventrículo del mismo lado del corazón, le causó la muerte 


instantáneamente: 
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Resultando que formado sumario por el Juzgado de instrucción del 
distrito de la Merced de la expresada ciudad contra dicho Báez Pino, y 
abierto el juicio oral, el Ministerio fiscal, en sus conclusiones provisiona- 
les, que sostuvo como definitivas, calificó los hechos como delito de asesi- 
mato, por haber sido ejecutado con alevosía, del que fué autor dicho pro- 
cesado, con la circunstancia atenuante de haber obrado con estímulos po: 
derosos que naturalmente produjeron arrebato y obcecación, y pidió que 
se le impusieran diecisiete años, cuatro meses y un día de cadena, ACCESO- 
rias, indemnización de 1.500 pesetas á la madre de la interfevta y costas; 
y conferido traslado á la defensa de Báez Pino, apreció los hechos como 
constitutivos del delito de homicidio, y alegando la circunstancia eximente 
1.2 del art. 8.9, ó alternativamente las atenuantes 6.2, 7,2 y 8,2 del art, 9.0 
del Código penal, pidió para el primer caso la exención de responsabilidad 
criminal, y en el segundo la pena inmediatamente inferior á la señalada 
al delito, en la extensión que el Tribunal estimara, dada la concurrencia 
de tres atenuantes muy calificadas, sin ninguna agravante, fijándose la. 
indemnización en 500 pesetas, cuyas conclusiones modificó en el acto del 
juicio, solicitando, en vista de las circunstancias apreciadas en el vere- 
dicto, que se le aplicara la pena de prisión correccional, en su grado míni- 
mo, como inferior en dos grados á la fijada para el delito de homicidio en 
el art. 87 del Código referido: 

Resultando que la propia defensa, por otrosí de su primer escrito, pro- 
puso, entre otras, como prueba, la vista ocular del sitio, ó sea el patio y 
corredor de la casa donde ocurrieron los hechos; pero la Audiencia pru- 
vincial de Málaga, por auto de 13 de Agosto del año último, fundada en 
que no era pertinente dicha prueba, toda vez que tratándose del hecho 
que se trataba no podía influir para la acertada resolución del proceso, no 
dió lugar á la práctica de la inspección ocular solicitada por la defensa, sin 
perjuicio de hacer uso el Tribunal de la facultad concedida por el art. 61 
de la ley del Jurado, si lo estimase necesario; cayo auto fué notificado al 
Procurador del acusado en 16 de Agosto, y formulada protesta solemne 
por el mismo, á los efectos del recurso de casación en su día, en su escrito 
presentado el 18 de aquel mes, la Audiencia citada, en providencia del 19, 
acordó unirlo al rollo de su razón, y no estando presentada en tiempo 
oportuno, no dió lugar á tener por hecha la protesta que se formu!aba: 

Resultando que celebrado el juicio oral ante el Tribuna! del Jurado, 
en la primera sesión se practicó la prueba pericial propuesta por las par- 
tes, declarando cinco Médicos, tres presentados por el Ministerio fiscal y 
dos de los comprendidos en la lista de la defensa, acerca de las facultades 
intelectuales del procesado; mas no habiendo comparecido D. Nereo Mo- 
merri, Médico propuesto también por la defensa, ésta, fundada en que el 
mismo había de suministrar datos importantes sobre antecedentes de fa- 
milia del procesado, solicitó la suspensión del juicio, y el Tribunal, te- 
niendo en cuenta que se trataba de un testigo Ú perito, que no había de- 
clarado en el sumario, razón por la cual no sólo se desconocían los extre- 
mos de su declaración ó informe, sino que. por ello no pa ya base alguna 
para apreciar la importancia de su declaración, denegó la súspensión inte- 
resada, de lo que protestó en el acto la defensa á los efectos oportunos: 

Resultando que en la propia sesión, la mencionada defensa interesó 
que, como medio de probar la veracidad del perito D. Manuel García del 
Olmo, Médico de la cárcel, y propuesto por dicha parte, solicitaba la de- 
elaración del Director, Subdirector, empleados de aquélla y encargados úel 
calabozo del procesado; pero la Audiencia, teniendo en cuenta que, según 
el núm. 3.9 del art. 729 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sólo pueden 
ofrecerse por las partes como diligencias de prueba y acordarse por el 
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Tribanal si las considera admisibles las que tiendan á acreditar la veraci- 
dad de un testigo, pero de ninguna manera respecto á un informe pericial» 
denegó la solicitud de la defensa, que consignó protesta para los efectes 
legales: 

Resultando que dictado por el Jurado veredicto de calpabilidad, la 
Sección segunda de la Audiencia provincial de Málaga, por sentencia de 
13 de Diciembre de 1892, calificó los hechos declarados en él como consati- 
tutivos del delito de homicidio, del que fué autor Miguel Báez Pino, con 
las circunstancias atenuantes de haberlo ejecutado en estado de embria 
guez no habitual y obrado por estímulos tan poderosos que naturalmente 
produjeron arrebato y obrecación; y por el mérito de todo le condenó en 
doce años y un día de reclusión, accesorias, indemnización de 1.500 pes:- 
tas á la madre de la finada y costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia interposo la defensa de 
Miguel Báez Pino recurso de tasación por quebrantamiento de forma, y 
anunció el de infracción de ley, fundando aquél en los artículos 917 y Y37 
de la de Enjniciamiento criminal, y alegando como faltas de forma que ¡o 
motivaban las de haberse denegado Jas diligencias de prueba pedidas pc.x 
sa parte, y en virtud de lo que se consignaron las protestas que la ley or- 
dena, á los efectos de dejar preparado el mencionado recurso. 

Resultando que admitido el mismo por la Sección sentenciadora, elevó 
á este Tribuval Supremo la causa original, con citación y emplazamiento 
de las parteg. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Juan N. de Undabeytia: 

Considerando que, según lo dispnesto en el art. 914 de la ley de Ka- 
juiciamiento criminal], no es admisible el recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma cuando el motivo se funde en denegación de pruebes, 
si la parte que intente interponerlo no hubiere hecho la oportuna protesta 
al enterarse de la denegación: 

Considerando que por la defensa del recurrente no se bizo la protesta 
al enterarse de la denegación de la prueba, como exige la disposición le- 
gal que se ha citado, sino dos días despnés, puesto que notifirado el auto 
denegatorio en 16 de Agosto del año pasado, no se presentó la protesta 
hasta el día 183, razón por la cual la Sala sentenciadora no dió lugar á su 
admisión: e 

Considerando, en cuanto á las peticiones de diligencias hechas en el 
acto del juicio oral, desestimadas por el Tribunal, y que motivaron pro- 
testas á nombre del procesado, que no se funda en ellas especialmente el 
presente recurso, ni se citan los artículos de la ley del Jurado ó de la do 
Enjniciamiento criminal que autoricen su interposición, como exiga el ar- 
tículo 917 de Ja últimamente citada: 

Considerando, por tanto, que es improcedente el recurso interpuesto á 
nombre de Miguel Báez Pino; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la 
expresada sentencia de la Sección segunda de la Audiencia provincial de 
Málaga por Miguel Báez Pino, á quien condenamos en las costas; partiwí- 
pese á dicha Audiencia, y pase la causa á la Sala segunda de este Triba- 
nal Supremo, en cuanto al recurso anunciado por infracción de ley.—<(Sun- 
tencia publicada en 27 de Febrero de 1893, é inserta en la Ghaoceta de 16 de 
Octabre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUEBTE (28 de Febrero de 1893). 
—8sta seganda.—Asesinato y robo.—H a Ingar al interpuesto por Autonio 
Graneli Navarrete (Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que cuando el culpable obra con el propósito decidido de matar y robar al 
ofenstida, es reo del delito complejo de robo con homicidio, definido en el 
núm. 1.0 del art. 515 del Código penal: 

Qe carece de aplicación el art. 90 del citado Código, cuando por disposi- 
ción expresa de la ley dos cistintos delitos determinan wn solo acto punible 
porque en aquella disposición se establece una regla general subordinada ¿ 
cada uno de los casos de excepción: 

Que sí bien las circunstancias agravantes 6 atenuantes conservan su 
virtualidad jurídica con relación á los delitos integrantes de otro complejo, 
como el de lesiones no está comprendido en el mismo título que el de robo y 
homicidio, no procede aplirar en este último delito la circunstancia 18 del 
art. 10 del Código, aun cuando el proresado hubiese sido anteriormente con- 
denado comu reo de lesiones. 


En la villa y corte de Madrid, 4 28 de Fubrero de 1893, en el recurso 
de casación qne aote Nos pende, interpuesto y admitido de derecho en 
beneficio «le Autonio Granell Navarrete, alias Ojero, contra la sentencia 
pronunciada pur Ja Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en 
cansa por as+sinato y roho: 

Re-nitando que por diuha Andiencia se dictó la expresada sentencia ou 
10 de N viembre último, consignanrio los hechos en el siguiente: s 

Resutando que el veredicto del Tribunal del Jurado contiene las pre- 
gúntea y contestaciones, que á la letra dicen: «Autonio Granell Nayarrete, 
alias Ojero, ¿-s culpahle de haber matado 4 Antonio Ibars Marín la noche 
de, 28 n! 27 de Maz» último, infrién.lole heridas en el cuello con una 
navaj,? —Sf.—Antonio Gravel!, al matar á Antonio Ibars, ¿lo bizo de ma- 
nera qne tratase de asegurar la ejecución, sin que él corriese riesgo al- 
gono de la defensa que pudiera hacer el Ibars?—Nu.—El Antonio Ibare, 
¿“staba suj-to por un tercero rnando recibió las heridas que Antonio Gra. 
nell le intirió en el cn+llu?—Nu.—TLa noche referida del 26 de Marzo, 
¿ánestinnaron Antonio Granell y Antonio Ibars en la taberna de José 
G ?—Sí.—¿Este echó á la calle al Ibars? -Sí.—Al salir de la taberna 
Antoni G:anell, ¿se encontró en la puerta de la misma á Antonio Ibara, 
y sin que me lisse cuestión, el mismo Grauell le dió de paloe, hayendo 
Juego?—S[.— Después de haberse marchado el Granell y transcurrido al-. 
gún tiempo, ¿se propuso éste matar á Antonio Ibars para que no lo denun- 
ciase por los palos quie le había dado?—Sí.—¿Para llevar á cabo esta reso- 
Jurión, se volvió Áá buscar Á Ihars al sitio que presumía estaría?—Sí,— 
Antoniv Granell Navarrete, ¿fué condenado por sentencia firme de 26 de 
Marz» de 1385 y por el delitu de lesinnes graves, á ocho meses de prisión, 
que snfrió en el penal de Alcalá de Henarer?—S1.—¿El hecho sé ejecató 
sin tener Antonio Granell intención de causar la muerte á Antonio Ibars? 
—N ».-—¿Provocó Antonio Ihars á Antonio Granell antes de recibir las 
heridas en el cnellu?—Nu.—¿Ln provocó después de salir de la taberna? — 
N.».— El becho ¿se ha ejecutado estando Antonia Grauell embriagadu?— 
Nu.—¿3e embriuagaba con frecuencia?—Nu.—¿Se embriagó con el propó- 
sito de agredir ó matar al Ibars?—No.—Antonio Granell Nayarrete, ¿es 
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culpable de haber tomado parte directa en los hechas que dieron por re-- 
soltado el apoderamiento de un reloj, que perteneuía á Antonio Ibars y 
que se le sustrajo la noche del 26 al 27 de Marzo último con el propósito 
de lucro, y empleando tal violencia contra su persona, que murió á couse- 
cuencia de ella? —Sí.—¿Se le sustraja el reloj después de muerto? —Sfí. — 
Antovuio Granell, ¿formó el propósito de quitarle el reloj cuando concibió 
el de matarle, para que no le denunciase? —Sí.—Pedro Muria Déscalzo, ¿-8 
culpable de haber sujetado á Antonio Ibars y Marín la noche del 26 al 27 
de Marzo último, para que pudiera mientras Autonio Granell inferirle las 
heridas en el cuello á consecuencia de las que falleció instantáneamente? 
-——No.—Pedro Muria Descalzo, ¿salió de la taberna de José Gil y pegó «te 
palos á Antonio Ibars? —No.—Deepués de haberse marchado del sitio 
dunde estaba el Ibars, y transcurrido algún tiempo, ¿convino con Granell 
el Pedro Muria, y formó el propósito de matar 4 Ibars, para que no lo 
denunciase por los palos que le había da.lo?—No. - ¿Pura realizar estos 
propósitos, se fueron á buscar á Antonio Ibars?—No.—Pedro Muría Dos- 
calzo, ¿es culpable de haberse apoderado con el propósito de lucro del 
reloj que aquella noche llevaba Ibars en los momentos eu que éste era 
víctima de las violencias que determinaron su muerte? —No.—Pedro Mu- 
ria, ¿formó el propósito de quitarle el reloj cuando se concibió el de ma- 
tarle para que un lo denunciase?—No.—¿Se apoderó del reloj cuando ya 
estaba muerto? —Nu.—Pedro Muria Descalzo, ¿es culpable de haber man- 
dado lavar las ropus qne manchadas de sangre llevaba puestas la noche 
del suceso el Antoniv Grauell, para impedir el descubrimiento del delito 
del que tenía conocimiento? —Sí.—Pedro Muria Descalzo, ¿es culpable de 
haber aceptado de Antonio Granell el reloj que éste sustrajera violenta- 
mente al Antonio Ibars, la noche del suceso, teniendo conocimiento de 
que pertenecía é la víctima?— Si»: 

” Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia de- 
claró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, coostitayen 
un delito de robo con motivo del cual resultó homicidio, comprendido en 
el núm. 1.0 del art. 516, en relación con el 515, ambos del Código penal, 
del que es responsable en concepto de autor Antonio Granell Navarrete, y 
en el de encubridor Pedro Muria Descalzo, concurriendo respecto del pri- 
mero la circonstancia agravante de reincidencia, décimaoctava del art. 10 
de dicho Código; y vistos los artículos citados y demás concordantes de 
aplicación, con la calificación establecida y circunstancia apreciada, con- 
denó á Antonio Granell Navarrete á la pena de muerte, que se ejecutará 
en la ciudad de Valencia, en la forma prevenida por la ley, con la acceso- 
ris de inhabilitación absoluta perpetua para caso de indulto, si no se remii- 
tiera expresamente; y á Pedro Muría Desca!zo, á la de diez afios de presí- 
dio mayor con sus accesorias y las costas de por mitad, abonando ambos 
por indemnización subsidiaria y solidariamente 1.500 pesetas, y el Pedro 
Muria 500, con otras declaraciones de ley: 

Resaltando que remitida la causa á este Supremo Tribunal en virtud 
del recurso admitido de derecho en favor de Antonio Granel! Navarrete y 
el de infracción de ley preparado por el mismo, por el Prourador nombra: 
do de oficio y el defensor de su designación se interpuso el recurso, autort- 
zado por los casos 3.0 y 5.* del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, citando como infringidos: 

1,0 El art. 90 del Código penal, por insplicación, en cuanto arreglado 
á lo que el mismo preceptús, no se ha impuesto la pena del delito más 
grave en su grado máximo, estando demostrado que el agente sólo se pro- 
puso matar, sin que pesase en su ánimo el deseo de robo y el lucro: 

2.0 El art, 10, circunstancia 18, en sa relación con el capítalo 7.0, tita- 
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lo 7.? y 18 de dicho Código, en cuanto se estimó la cirennstencia de rein. 
cideacia, que no puede serio en el delito de robo, y qne únicamente podría 
tener aplicación en el concepto de la anterior infracción: y 

Resaltaa:lo que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el Mi- 
nisterio fiscal en cuanto al segundo de los motivos alegados. 

Visto, siendo Punente el Magistrado D. Rufael Solís: ] 

Considerando que, según las declaraciones terminantes del veredicto, 
el recurrente Antonio Granell Navarrete obró con el propósito é intención 
preconcebida de matar y robar al ofendido Antonio Ibars: 

Considerando que estos hechos constituyen un delito complejo de 
robo y homicidio, conforme al núm. 1.0 del art. 516 del Código penal: 

Considerando que si dos distintos delitos, por disposición expresa de la 
ley, determinan un solo acto punible, con definición y sanción especiales, 
esrece de aplicación el art. 90 del precitado Código (que no ha sido infrin- 
gido, como se alega en el recurso), porque en aquella disposición sólo se 
ro una regla general, subordinada á cada uno de los casos de excep- 

Do. 

Considerando que si bien Jas circunstancias agravantes ó atenuantes 
de la responsabilidad criminal conservan sa propia naturaleza y virtuali- 
dad jarídica con relación á cada uno de los delites integrantes de otro 
complejo, no debe aplicarse esta doctrina al caso procesal, porque la cir- 
cunetancia de reincidencia es positivamente específica, y no puede ser 
apreciada cuando el reo no haya sido anterior y ejucntoriamente conde- 
nado por otro delito comprendido en un mismo título del Código penal: 

Considerando que el Tribunal sentenciador ha infringido por indebida 
aplicación el art. 10 del Código vigente, al estimar, para la determinación 
de la pena, la circunstancia agravante 18, porque el delito de lesivnes no 
está comprendido en el mismo título que el de robo con homicidio, que 
este error es motivo de casación, y que examinada la causa, no resultan 
otros, ni por infracción de ley ni por quebrantamiento de forma; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos baber lugar al recurso de 
casación interpuesto por Antonio Granel! Navarrete contra la sentencia pro- 
nunciada en esta cansa por la Sección segunda de la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de Valencia, respecto al seguado de los motivos del preci- 
tado recurso, en cuyo concepto casamos y auulamos la resolución recla- 
mada, declarando de oficio las costas; lo que con la sentencia que se dicta 
á continuación se comunique al Tribunal a quo para los efectos correspon - 
dientes. — (Sentencia publicada en 28 de Febrero de 1893, 6 inserta en la 
Gaceta de 25 de Septiembre del mismo año.) 
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CoMPETENCIA (1,0 de Marzo de 1893).—Sala tercera.—Estafa.—Se de- 
cide en favor del Juzgado de instrucción del distrito de la Audiencia de 
Valladolid la competencia negativa entre dicho Juzgado y él de La Latina 
de Madrid, y se resuelve: e 

Que conforme al núm. 1.9, art, 18 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
es competente para conocer de las causas criminales el del punto donde se 
hayan descubierto las pruebas materiales del delito, sin que el aparecer fir- 
wmados en otro lugar los documentos por medio de los cuales se intentase rea- 
lizar la estofa, delermins en modo alguno el sitio de la comisión del delito. 


En la villa y corte de Madrid, 4 1,9 de Marzo de 1893: 





y 
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Resultando que el Fiscal de la Audiencia territorial de Valladolid re- 
mitió al Juez de instrucción del distrito de la Audiencia de la misma cia- 
dad varias cartas con sobres cuyos sellos de franqueo aparecían inutiliza- 
dos en la Administración de Correos de esta corte, escritas en italiano, en 
español y en francés, firmadas por Manuel Ramos, fechadas en las Prisio- 
nes militares de Madrid, y dirigidas, según los sobres, unas á Odaseo An- 
tonio, en Italia, Garciso, y á Giufseppe Frasc Gambolatti, en Italia, Tubl- 
no; en las cuales se intentaba cometer estafas por el procedimiento del 
entierro á los mencionados extranjeros, acompañando además cuatro tele- 
gramas dirigidos también al citado Odasso, y dos certificaciones, 21 parecer, 
de las indicadas Prisiones militares, en las que se expresa encontraree en 
ellas dicho Manuel Ramos; encargándose en alguna de las cartes que se 
enviara la contestación á D, Antonio Días, en el Campillo; y comenzado 
sumario por el referido Juzgado de instrucción, se inhibió de sa conocl- 
miento á favor del de esta corte, á quien correspondieran las repetidas 
Prisiones, fundándose en que aparecía claramente que las cartas objeto 
de la causa fueron depositadas en los correos de esta capital, y. muchas 
de ellas fechadas en la misma, siendo, por tanto, único Juez competente 
para conocer del propio sumario el del distrito á que correspondiera: 


Resultando que el del distrito de La Latina de esta corte, á quien es 
remitió lo actuado, lo devolvió á su vez al de la Audiencia de Valladolid, 
porque según aparecía de alguna de las cartas, las cantidades estafadas á 
Antonio Odasso fneron remitidas y recogidas en aquella ciudad, y por 
tanto, la competencia para conocer de la instrucción de la causa corres- 
pondía al Juzgado que primeramente se inhibió, pnes no se había acredi- 
tado que la correspondencia dirigida por Manuel Ramos fuera escrita en 
las Prisiones militares de esta corte: 


Resultando que el repetido Juez del distrito de la Audiencia de Valla- 
dolid insistió en lo acordado, exponiendo: que es primera regla para de- 
terminar la competencia en materia penal la del lugar en que se haya co- 
metido el delito, y sólo cuando por ella no pueda establecerse, ha de acu- 
dirse por eu orden y preferencia á las demás que comprende el art. 15 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal; que en el delito de estafa y sus tenta- 
tivas por el procedimiento del entierro, el lugar del primero era el en que | 
se escribieron las cartas proponiendo el negocio, como también donde se 
pusieron las mismas en el correo para hacerlas llegar al estafado, en el 
que se expidieron los telegramas, y aquel donde se recibieron las mencio- 
nadas cartas, pues todos ellos eran actos externos y de inmediata y nece- 
saria ejecución del delito, habiendo concurrido en los casos objeto de la 
causa; que el hecho invocado por el Juzgado de La Latina para rechazar 
el conocimiento del sumario, ó sea el de no estar acreditado que las cartas 
escritas para cometer el delito lo hubieran sido en las Prisiones militares 
de esta corte, no bastaba en su concepto para fundar la competencia del 
que proveía, porque el averiguarlo correspondía al Juzgado en cuyo tér- 
mino ó distrito se encontraran dichas Prisiones, constituyendo parte inte- 
grante de la investigación sumarial; y que tampoco era motivo de compe- 
tencia para el mismo la expresión que se hacía en una carta de que las 
contestaciones del estafado se remitieran al Campillo y nombre de D. An- 
tonio Díaz, pues aparte de que en otra posterior se designaba la lista de 
Correos de esta corte y personas distintas para recibirlas, el citado pueblo 
de Campillo correspondía al Juzgado de Medina del Campo: 

Resultando que elevado por el repetido Juzgado del distrito de la Au- 
diencia de Valladolid testimonio de los antecedentes relativos á la cues: 
tión de competencia á este Tribunal Supremo, y pasado al Ministerio fis- 
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eal, es de dictamen que corresponde el conocimiento de la causa por ahora 
al propio Juzgado de instrucción. 

Siendo Ponente el Magistrado D. Juan Ignacio de Morales: 

Considerando que el hecho de hallarse firmadas en Madrid las cartas 
citadas, por cuyo medio intentó cometerse el delito de estafa, no deter- 
mina de modo alguno el lugar de la comisión del delito; siendo, en su 
consecuencia, de aplicación para resolver el presente conflirto el núm. 1.0 
del art. 15 de la ley de Enjuiciamiento criminal, á favor del Juzgado de 
Valladolid, en atención á haberse descubierto y hallarse en este partido 
judicial esas mismas cartas, únicas pruebas materiales de la existencia 'del 
dicho delito; 

Se declara que el conocimiento de la mencionada causa corresponde al 
Juez de instrucción del distrito de la Audiencia de Valladolid, al que se 
remitirá certificación de este auto, para los efectos procedentes en dere- 
eho; póngase lo resuelto en conocimiento del del distrito de La Latina de 
esta corte, y publiquese dentro de diez días en la Gaceta de Madrid y 4 
sn tiempo en la Colección legislativa.—(Auto fecha 1.9 de Marzo de 1893, é 
inserto en la Gaceta de 25 del mismo mes y año.) 
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RECURSO DB CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (1.0 de Marzo de 
1893).—Sala segunda.— Parricidio.—No ha lugar al interpuesto por Deo- 
gracias Rojas y Marqués (Au-liencia de Manila), y re resuelve: 

Que establecidas en el art. 80 del Código penal de Filipinas las reglas pre- 
cisas á que los Tribunales han de atenerse en la imposición de la pena, 
cuando ésta se componga de una ó de dos indivisibles, sin darles facultad para 
rebajarla en caso alguno, aun cuando concurrieran dos ó más circunstancias 
atenuantes muy cualificadas, sin ninguna agravante, es claro no puede ha- 
cerse aplicación de la regla 5.2 del art. 81 del propio Código en ese caso espe- 
cial, por limitarse tal facultad únicamente á aquellos delitos á los cuales se- 
fila la ley pena divisible, bien se componga de una sola, ó bien esté constituida 
por tres distintas, cada una de las cuales forme un grado. 


Ea la villa y corte de Madrid á 1.0 de Marzo de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nus pende, interpuesto por Deo- 
gracias Rojas y Marqués contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Manila, en o seguida al mismo en el Juzgado de primera 
instancia de Bataán, por idio: 

Resnltando que outro ate y ocho de la noche del 31 de Mayo de 1891, 
encontrándose durmiendo Deogracias Rojas y Marqués en su casa del ba- 
rriío de Cabcabín del pueblo de Mariveles, provincia de Bataán (Filipinas), 
so despertó, y al notar que no se encontraba en la habitación donde se 
hallaba ni sa majer Gregoria Togino, de quien estaba celoso por haberla 
visto hablar algunas veces con Jorge Solonga, que se marcha dela casa 
cuando él llega, ni su suegra Eulalia Valencia, que con él vivía, salió á la 
azotea, viendo sentada áÁ su esposa hablando con un hombre, que no co- 
noció, y que al verle echó á correr, y tratando de perseguirle, no lo consi- 
guió por baberlo impedido su mujer, que le agarró de la camisa y dádole 
un mordisco en un dedo, por lo que, arrebatado y obcecado, diá varios 
puñetazos á dicha su mujer, la que resultó con una contusión en la espal- 
da y fractura de la última de las costillas del lado izquierdo y otras con- 
tusiones más, falleciendo á los pocos momentos, efecto de esa fractura: 
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Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de parricidio, de qne es autor el procesado Deuogra- 
cias Rojas, con las circuastancias atenuantes de arrebato y obcecación y 
de no haber teuido intención de causar un mal de tanta gravedad como 
el que prodojo, y considerando, además, que no obstante estas dos cir- 
cunstancias, como la pena correspondiente al delito se compone de dos 
indivisibles, no cabe aplicar al caso los preceptos del art. 81, sino los del 
80, le condenó á la pena de cadena perpetua, accesorias, indemnización y 
costas: 

Resultando que á nombre del procesado se ha interpuesto recurso de 
casación por infracción de ley, fundado en el núm. 6.0 de la regla 46 de 
la ley provisional para la aplicación del Código penal en las proviocias 
de Uitramar, citando como infringidos el art. 80 del Código penal, por 
aplicación indebida, y la regla 5,8 del 81 por no haberse aplicado: $ 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el único problema jurídico que se somete á la reso- 
lución de la Sala, sexún los términos en que se ha planteado la cuestión 
en el presente recurso, es el de declarar sí la regla 5.2 del art. 81 del Có- 
digo penal de Filipinas debe aplicarse también á los casos señalados en 
el art. 80 del referido Código: 

Considerando que establecidas en su art. 80 las reglas fijas y precisas 
á que han de atenerse los Tribunales para la imposición de la pena en los 
casos en que la s finlada al delito se componga de una ó dos indivisibles, 
sin darles facultades para rebajarla en ningún caso ni por ningún con- 
"cepto, no puede legalmente hacerse aplicación de las otorgadas en la re- 
gla 5.1 del art. 81 de Bicho Código para degradar en un grado la pena, en 
el caso de conenrrir dos ó más circunstancias atenuantes moy calificadas, 
sin ninguna agravante, por limitaree esta facultad á aquellos delitos para 
los que señala la ley pena divisible, bien se componga de una sola ó ya 
esté formada por tres distintas, cada una de las cuales forma un grado de 
penalidad: 

Considerando, por lo tanto, que compuesta la pena señalada al delito 
de parricidio en el art. 403 del expresado cuerpo legal de dos indivisibles, 
como lo son la de cadena perpetua y la de muerte, ha aplicado rectamente 
la Audiencia sentenciadora el art, 80, y no ha infringido, por consignien- 
te, como en el recurso se sapone, la regla 5.2 del 81, por ser inaplicable a! 
presente caso; 

Fal amos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so interpuesto por Deogracias Rojas y Murqués, al que condenamos en 
las costas y al pago de 200 pesetas, por vía de depósito, si mejorase defor- 
tuna; comuníquese esta resolución al Tribunal senteuciador á los efectos 
oportunos, y lo acordado. —(Sentencia pablicada el 1.0 de Marzo de,1893, 
6 inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DB CASACIÓN (2 de Marzo de 1893).—Sala segunda. —Etafa. 
—No ha lugar al interpuesto por Ambrosio Aldasoro (Audiencia de Ma - 
"> y se resuelve: 

we cuando los hechos probados por el Tribunal sentenciador veunen, no 
sólo los elementos del engaño y de la defraudación á tercero, que integran la 


GAR 
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estafa, sino que el engaño que sirvió de medio para realizar aquélla reviste 


las caracteres del espeiifiramenta determinado en el núm. 1.9 del art. 548 del 
Código penal, es indiscutible que constituyen tales hechos el delito previsto en 
dicho artículo y penado de mudo expreso en el 547. 


En la villa y corte de Madrid, á 2 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Am- 
brosio Aldasoro Puertas contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de esta corte, en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado 

de instrucción del distrito del Sur, por estafa, 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 29 de Noviembre úl- 
timo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que á fines del año 1588 Ambrosio Aldasoro Puer- 
tas, que era entonces Capitán de Infantería, al enterarse en casa de su 
amigo D. Esteban Armitage de que entre éste y su dependiente Juan Mo- 
reno existía un convenio basado en la retención de su sueldo para redi- 
mirle del servicio militar, propuso, como medio mucho menos costoso, 
presentar un prófugo de las anteriores quintas, ofreciéndose á buscar el 
prófugo y á llevar las negociaciones basta su terminación, cuyos ofreci- 
Pros fueron aceptados por Armitage, por Moreno y por el padre de 

e: 

Segundo. Probado qne puestos de acuerdo Aldasoro y su antigno 
amigo de la Academia de Cadetes, Federico Bueno Novella, que era sol- 
dado desertor, para engañar á Juan Moreno, el primero presentó al se- 
gnn lo como el prófugo que se habían comprometido á bnscar, empezando 
desde entonces los dos nna serie de ficciones, por las cuales se hacía creer 
á Moreno que se había hecho la denancia correspondiente, que se estaba 
tramitando el expediente en la Diputación y también en los centros mili. 
tares, y qne, próximo á terminar satisfactoriamente el asunto, había in- 
gresado el prófugo en las prisiones militares y hasta se le había dado el 
uniforme; demostrando á Moreno, con volantes falsos que le enseñaban, 
que eran exactos los extremos supuestos referidos: 

Tercero. Probado que durante ese tiempo Juan Moreno entregó en pe- 
qgu-fins somas la cantidad de 494 pesetas, dedicada 4 consegnir el fin pro- 
puesto ya expresado, recibiendo algonas de aquellas samas Ambrosio Al- 
dasoro, otras Federico Bueno, y empleándose en la alimentación de éste 
también algnnas de dichas somas, hasta que se descubrió el engaño de 
qna era victima Moreno, por haber tenido que ingresar en las filas del 
Ejército, doude ha servido tres años, habiéndosele malogrado la ocasión 
favorable que tavo para redimirse del servicio militar á su tiempo, y ha- 
biendo perdido la colocación que tenía y los sueldos que debía haber per- 
cibido: 

Cuarto. Probado que durante el curso de este procedimiento, Ambro- 
sjo Aldasoro fué expulsado del Ejército por otras faltas, y que la situa- 
ción actual de Federico Bueno es la de soldado de la reserva del arma de 
Artillería: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitativos de un delito deTestafa, consistente en nexociaciones a:1pues- 
tas é imaginarias para encontrar un prófugo y destinarle en sustitución 
de otra persona al servicio militar, previsto en el núm. 1.0 del art. 648 del 
Código penal, de que eran autores, sin circunstancias modificativas de su 
respuusabilidad, Ambrosio Aldasoro Puertas y Federico Bueno, á los que 
impuso seis meses de arresto mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpnesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley el procesado Aldasoro, autorizado por el nú. 
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mero 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como. 
infringido el artículo del Código peoal aplicado por la Bala, pues no exuste 
el delito de estafa cuando se trata de gestionar un asunto y alguno se atri.- 
buye influencia que no tiene: 

Resultando que el Ministerio fiecal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassnus: 

Cunsiderando que comete el delito de estafa, definido en el núm. 1.0 
del art. 548 del Código penal, el que defraudare á otro nsando de nombre 
fingido, atribuyéndose poder, il: fluencia ó cualidades supuestar, aparen- 
tando bienes, crédito, comisión, empresa ó negociaciones imaginarias, Ó- 
valiéndose de cualquier otro engaño semejante que no sea de los expresa- 
Pass A los casos que á continuación se enumeran en Ja misma disposición 

egal: 
Cousiderando que los hechos declarados probados en Ja sentencia re- 
currida, no sólo reunen los elementus que integran el delito de enafa, 
como son la defraudación á tercero y el eugsfñio empleado para realizarla, 
sino que este engañin reviste los caracteres del especificamente determi. - 
nado en el referido art. 548, núm. 1.0, del Código, por cuanto el recurrente, 
de acuerdo con el otro procesado, aparentó negociaciones imagiuarias para 
librar del servicio militar á Juan Moreno, las cuales le bizu creer con fal- 
sos artiticios, para defraudarle, como le defraudó, la suma de 491 pesetas, 
y en tal concepto, al calificar la Andiencia sentenciadora estos hechos 
como comprendidos en el citado artículo y penados en el 547, no incurrió - 
e error alguno de derecho, ni cometió la infraución legal que se le atrí- 

uye; 
Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
de cusación por infracción de ley que contra la sentencia dictada por la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte interpuso Ambrosio 
Aldusoro Puertas, á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pe- 
setas, por razón de depósito, cuando mejore de furtana; lo que se cumuni.- 
que al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. —(Sentencia publi. 
cada en 2 de Marzo de 1893, é inserta en ia Qaceta de 25 de Septiembre. 
del mismo afio.)  ' 
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78 
RECURSO DE CASACIÓN (3 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—.Desor- 


. den público, atentado y lesiones. —Ha lugar, en parte, al interpuesto pur Nor- 


bertu Martínez (Audiencia de Logrofiu), y 88 resuelve: 

Que se comete el delito definido en el art. 272 del Código penal, cuando el 
propósito de los culpables, al amotinarse, es el de turbar gravemente el orden 
público para causar algún mal á personas particulares: 

Que aun cuando sea uno solo de los amutinados el que se distinga en la 
agresión á mano armada contra un agente de la Autoridad, atribuúlos en la 
sentencia á una colectividad los actos constitutivos del atentado, no pueden 
menos de referirse tales actos á todos los que formaban aquélla y se halluban. 
unidos en la misma acción y propósito, perfectamente demustrados cun la in- 
sistenie persecución de que el agente de la Autoridad fué objeto por parte del: 
grupo más ó menos numeroso que le acometía ¿intimidaba, tomando con ello - 
todos los agrupados participación directa y eficaz, que es lo que caracteriza € 
los autores de un delito, según el núm. 1.0 del art, 13 del Córigo penal: 

Que no es autor del delito de lesiones aquel que no ejecuta acto alguno di- 
reclamente encaminado á producirlas, ó sin el cual no se hubiese realizado tal 
delito, ni consta tampoco indujese á otro á cumeterle: 
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Que cuando por concierto expreso ó tácito, y anterior ó de momento, se re- 
unen las voluntades de varios y se auxilian para realizar una agresión, las 
disposiciones generales del art. 13 citudo señalan á todos una responsabilidad 
igual en el delito resultante de la acción cumún que produjo el acto punible. 


En la villa y corte de Madrid, á4 3 de Marzo de 1893, en el recurso de 
easación por infrasción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Pedro 
Sáenz Moreno y Norberto Martínez Martínez contra la sentencia pronun- 
ciada por la Audiencia provincizl de Logroño, en causa por desurden pú- 
blico, atentado y lesiones. 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
37 de Octubre último, consignando Jos hechos en los siguientes: 

Resoltando que habiendo llegado á Calahorra noticias sobre la posibl- 
lidad de la traslación á Logroño de la Silla episcopal de dicha ciulad, se 
alteró en ella el orden público, en la noche del 7 de Junio último, reco- 
rriendo las calles namerosos grapos dando gritos de «¡Viva Calahorra!» y: 
mueras á algunas pereonas pertenecientes al Clero catedral de dicha ciu- 
dad, á quienes saponían afectas ó partidarias de la traslación de la Silla, 
ante cuyas casas se detuvieron, arrojando á ellas piedras que produjeron 
la rotura de cristales y desperfectos; hechos probados: 

Resultando que en la tarde del día siguiente 8 de Junio, ee presentó en 
Calahorra el Inspector Jefe de Orden público de esta provincia, comisio- 
pado por el Sr. Gobernador civil para que atendiera á la conservación 
del orden y procurara evitar excesos, no obstante lo que los desórdenes 
se reprodujeron, y los grupos, con voces de «Mueran los traidures de 
Logrvño, viva Calahorra», y otras proferidas en diferentes sitios de la 
población, acumetieron al Arcediano de la Catedral, D. Juan Francisco 
Ruiz de la Cámara, al intentar ir á la estación del ferrocarril para huir de 
la ciudad, al que maltrataron dándole golpes, injuriándole con Jas frases 
de «Traidor, pillo», pudiendo dicho señor, al ser perseguido, refugiarse en 
la estación telegráfica, á cayo edificio las tusbas empezuron á arrojar pie- 
drss, rompiendo cristales y causando desperfectos, en «uyo sitio permane- 
ció hasta que á la una de la madrugada buyó disfrazado, llegando á Alca- 
nadre sobre las siete; herhos también probadis: 

Resultando que en la misma tarde, al salir el Inspector de Orden pú- 
blico, D, Florencio Franco, de Ja estación telegráfica, en vista del aumento 
que el tumulto adquiría y de que las masas, cuando él estaba dentro de 
aquélla, manifestaban propósitos de subir y pegar fuego, yendo acompa- 
fiado de un sargento y un cabo de la Guardia civil, que iban desarmados, 
fué acometido á las voces de «Muera», por nna turba de personas que le 
maltrató sin piedad con piedras y palos, causándole multitud de heridas y 
eontusiones, persiguióndole hasta la estación del ferrocarril, donde logró 
refugiarse, y en la que la muchedumbre causó destrozos, pudiendo por 
fin meterse en un coche del tren mixto, en que venía una pareja de la Guar- 
día civil, gue cargando las armas y en actitud enérgica contuvo á los agre- 
sores; hechos probados: 

Resultando que las heridas y contusiones que recibió el Inspector 
Franco y á que se refiero el anterior resultando, bicieron necesaria asis- 
tencia facultativa hasta el 22 de Jalio, habiendo estado impedido treinta y 
tres o para dedicarse á sus ocupaciones habituales; lo que se declara 
probado: 

Resultando que entre la muchedumbre que acometió y persegnió al 
lospector Fianeo, iban los procesados Pedso Sáenz Moreno y Norberto 
Martínez Martínes, el primero de Jos cuales se distinguió en las agrenio- 
mes, pegando con piedras y con una vaza ó palo al refesido lospector, di- 
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ciendo al sargento de la Guardia civil que procuraba protegerlo: «Quítese 
uste:1, sargento, y déjele por mi cuenta»; hechos pr-bados: 

Resultando que en la ocasión á que se refieren los dos anteriores resul. 
taendos, fueron también lesionados levemente, sin que conste por quiénes, 
el Teniente de Alcalde de Calahorra D. Angel Gerro y el sargento de Ja 
Guardia civil D. Buenaventura Delgado; lo que se declara probado: 

Resnlitando que al día siguiente de los referidos sucesos, ó rea el 9 de 
Junio último, fueron á Calahorra con fuerzas del Ejército los Gobernado - 
res civil y militar de esta provincia, reproduciéndose los desórdenes y albo 
rotos, siendo durante ellos injuriíado por las turbas el Gubernador civil, 4 
quien se acometió á pedradas, y contra el qne se hicieron disparos de arma 
de fuego, llegándose hasta intentar descarrilar el tren en que había de re- 
gresar la citada Autoridad: 

Resultando qne en 8 de Agosto último se dictó en esta causa auto so- 
breyendo provisivnalmnente por los hechos á que se refleren los resultan - 
dos primero, segundo, sexto y séptimo, por no haber méritos para acusar 
de ellos á Jrterminadas personas, y abriendo el jaicio oral en cuanto á los 
procesados Pedro Sáenz Moreno y Nosberto Martínez, por la parte que 
tomaron en lus desórdenes públicos y agravios al Inspector D. Florencio 
Franco: 

Resnltando que la Andiencia provincial de Logrofio declaró que, aparte 
de los hechos que expresa el resultando sexto y los demás porque se ha 
sobreseído provisionalmente, los que se refieren en los resultandos tercero, 
cuarto y quinto, que son objeto de este juicio, constituyen tres delitos: 
uno de desórdenes públicos, previsto en el art, 272 del Código penal; otro 
de atentado á un agente de la Antoridad, definido en el núm. 2.2 del ar- 
tículo 283 y castigado en el párrafo primero del 264 de dicho Código, y un 
delito de lesivnes graves, previsto y castigado en el núm. 4.0 del 481 del 
mismo, dehiendo hacerse aplicación del art. 90 respecto de los de atentado 
y lesiones; siendo responsables, en concepto de autores, Pedro Sáenz Mo 
reno y Norherto Martínez Martínez, sin circonstancias modificativas; y vie- 
tos lus artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó á 
cada uno de dichos dos autores, vor el delito de desórdenes públicos: 4 la 
pena de dos meses de arresto mayor con sus accesorias, y por el delito de 
atentado y lesiones graves, á siete años de prisión mayor y mnlta de 250 
pesetas, con las accesorias correspondientes, indemnización solidaria de 200 
pesetas á D. Florencio Franco Rodríguez, y al pago por mitad de la cuarta 
parte de las costas, hasta el auto de apertura del juicio oral, y todas las 
atea por mitad, con otras declaraciones de ley que estimó proce- 

entes: 

Resaltando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dichos penados, que se ha interpuesto, 
autorizado por los números 1.0 y 4.0 del art, 849 de la ley de Enjuiciamien- 
to criminal, citando como infringidos: el art, 13 del Código pena!, en cuanto 
se pensn en concepto de antores de los delitos que se califican, á Norberto 
Martínez y á Pedro Sáenz Moreno, que sólo son responsables del de aten- 
tado, y el art. 282 de dicho Código, por aplicación indebida, en cuanto se 
califica y pena el delito de desórdenes públicos, sin reunir el hecho los 
cararteres que lo determinar:: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Laesus: 

Considerando que los hechos tumultuarios ocurridos en Calahorra la 
tarde del 8 de Junio de 1892, de que se hace mérito en el resultando ter- 
oero de la sentencia recurrida, en íntima relación y enlace con los que se 
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expresan en los resultandos primero y segundo, reunen todos los caracte- 
res del delito comprendido y castigado en el art. 272 del Código penal, 
puesto que el propósito de los amotinados, que evidentemente realizaron, 
era el de turbar gravemente el orden público para causar mal á personas 

iculares, Ó sean al Arcediano y otros sacerdotes, á quienes se snponían 
afectos á la traslación de la Silla episcopal; y en tal concepto, al estimar 
la Sala sentenciadora que estos hechos merecían la «a'ifiración indicada, 
aplicó debidamente aquella disposición legal, sin incurrir en el error de de- 
recho á que se refiere el caso 1.0 del art, 844 de la ley de Eujuiciamiento 
criminal, que con relación á este extremo se invoca como base y funda 
mento del recurso: 

Considerando que tanto de este delito como del de atentado son res- 
ponsables en concepto de autores los dos procesados, según declaró el Trí- 
bunal del juicio al apreciar las pruebas en uso de su competencia, porque 
si bien se consigna que sólo uno de ellos se distinguió en la agresión á 
meno armada que los amotinados realizaron en la persona del Iuspector 
Jefe de Orden público de la provincia, comisionado por el Gubernador 
para que atendiera á la conservación del orden y procurara evitar excesos 
como los ocurridos en la noche del día anterior, es lo cierto, y sel se de 


. elara probado, que ambos recurrentes iban entre la muehedumbhre que 


acometió y persiguió al Inspector; y que atribuídos á una colectividad ac- 
tos constitutivos del atentado, no pueden menos de referirse á todos y 
eada uno de los que la formaban y se hallaban unidos en la misma acción 
y propósito, perfectamente demostrado con la persistente persecución de 
que aquel agente de la Autoridad fué objeto por parte del grupo más ó 
menos numeroso que le acometia é intimidaba, y del que ambos procesa- 
dos formaban parte, tomando así en la ejecución de aquellos delitos la 
participación directa y eficaz que ha reconocido la Andiencia seuteuciado- 
rs, ein infringir por ello las disposiciones del art. 13 del Código, que apii- 
có rectamente, ni cometió el error de derecho á que se refiere el núm, 4.9 
del art. 849 de Ja ley de Enjuiciunmiento criminal: 

Considerando, con relación al delito de lesiones graves inferidas sl ci- 
tado Inspector, que si bien no consta que el recurrente Norberto Martínez 
ejecutara acto alguno directamente encaminado á producirlos, ó sin el cual 
no se hubieran realizado, ni que indojese directamente á otros á cometer 
este delito, por lo cual procede la casación de la sentencia reclamada en 
Ja parte que le considera y condena como autor de las lesiones, incurriendo 
en el error de derecho que señala dicho nú.n. 4.0 del art. 819 de la ley Pro- 
cesal, con infracción de lo dispuesto en el art, 13 del Código; no se en- 
cuentra en igual caso el otro recurrente Pedro Sáenz Moreno, porque al 
acometer y pegar con piedras y una vara ó palo al citado Inspector, dis. 
tingniéndose así de la acción del otro procesado, según expresa la senten. 
ela, aunque no consten las personas que causaren las numerosas lesiones 
que se le iufirieron, cooperó á sn ejecnción directa y eficazmente, y según 
tiene declarado este Supremo Tribuna!, cuando por concierto expreso ó 
tácito, y anterior ó de momento, se juntan y reunen las voluntades de va. 
rioe, y se auxilian sus mutuos actos para realizar una determinada agre- 
sión, las disposiciones generales del art. 13 del Código señalan á todoa una 
responsabilidad ignal en el delito resultante de su acción común, y al 
apreciarlo así la Sala sentenciadora, con relación al procesado Sáenz Mo- 
reno, no incurrió en error de derecho, ni cometió la infracción legal que se 
le atribuye, 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación interpuesto por Nurberto Martínez, en cnanto la sentencia reca- 
rrida, que casamos y u4nulamos, locondena como autor del delito de lesio- 
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pes, y que no ha logar al recurso por los demás motivos alegados, ni al 
deducido por Pedro Sáenz Moreno, al que condenamos al psgo de lae cose 
tas de su recurso, y al de 125 pesetas, por rasón de depósito, que no 
ha cunstituído, cuando mejore de furtava; comuníquese esta resolución, 
con la que á continuación se dicte, á la Audiencia sentenciedora á los 
efectos oportunos.—(Sentencis publicada en 3 de Marzo de 1893, 6 inserta 
en la Gaceta de 25 de Septiembre del mismo año.) 
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COMPETENCIA (6 de Marzo de 1893).—Sala tercera.—.Lesiones.—Se de- 
clara que «urresponde á la Autoridad militar, y á la ordinaria respectiva- 
mente, el conoimiento de dos diversos delitos de lesiones, en causa proce- 
dente del J zzado de instrucción de Lugo, y se resuelve: o 

Que las leviones causadas á un paisano, unas por sujetos aforados de Que 
rra, y otras por sujetos no sometidos á tal jurisdicción especial, constituyen 
respectivamente un delito militar y otro común, independientes entre sí, y por 
tanto, con sujeción á la regla 3.2 del art. 16 del Código de Justicia militar, la 
jurisdicción de Guerra debe conocer del primero, y la ordinaria del segundo. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Marzo de 1893: 

Resultando que en la noche del 9 de Agosto de 1842, varios vecinos de 
la parruquia de Santiago de Pingos, en término de Lugo, siguieron como 
en noches anteriores dando una cencerrada á Angela López tired 
promoviendo un fuerte escándalo y alboroto, por lo que se pidió auxilio 
la Guardia civil del puesto de Lugo por un hermano de aquélla, acudiendo 
sobre las doce cinco individuos de dicha fuerza al mando del guardia de 
segunda Jusé López y López; y como entre los paisanos había ocurrido ya 
Incha á palos y pedradas, detuvieron á Francisco López Abeleiras, Manuel 
Teijeiro López. de doce años, Jusé Sotelo, Andrés Otero Garaloces ó Isabel 
Viiar García; de los cuales el primero padeció, entre otras heridas de más 
Óó menos gravedad, una que aseguró baberle cansado el citado guardia 
José López con el fusil; y además los referidus Teijeiro, Sotelo, Otero y 
: la Vilar, sufrieron otras de naturaleza leve; siendo conducidos después á 
la casa cuartel de la misma Guardia, en la capital, dunde, según sfirmaron, 
fueron también objeto de malos tratos por parte de los guardias: 

Resultando que comenzado sumario por el Juzgado de instrucción de 
dicho partido, dictó anto en 23 de Septiembre, por el cual declaró faltas 
los hechos de los malos tratos á los citados Teijeiro y compañeros, man- 
dando remitir testimonio al Juez municipal para la celebración del corres 
pondiente juicio, y se inbibió en favor de la jaorisdicción militar del conoci: 
miento del otro hecho ocurrido en el enartel de la Guardia civil, también 
de malos tratos á los paisanos detenidos, remitiendo otro testimonio de 
resultancia al Capitán general del distrito; y p»r otro anto de 5 de Outubre 
siguiente, declaró procesados como presuntos responsables de las lesiones 
menos graves causadas á Francisco López Abeleiras, al repetido guardia 
rd López y Lópes y á los paisanos José y Angela López y Juan 

chez: 

Resultando que aceptada por la referida Antoridad militar la inhibi- 
ción acordada á eu favor, requirió á su vez en igual concepto al Jnzxado 
de instrucción de Lngo, en cuanto al mismo guardia Lápez, fondada en 
que el delito por que se le acussba no era de lus que pertenecían á la ju- 
risdicción ordinaria, con exclusión de todo fuero, por lo que correspondía 
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su conocimiento á los Tribunales de Guerra, atendiendo al carácter militar 
del procesado, y según lo dispueste en el art, 5.9, núm. 1.9, del Código de 
Justicia militar: 

Resultando que el Juzgado de instrucción de Lugo no dió lugar á la 
inhibición reclamada, exponiendo en su apoyo: que según el párrafo se- 
g£gundo del art. 348 de la ley orgánica del Poder judicial, los individuos de 
los cuerpos que se ballaren en el último «caso á que se contrae el primer 
párrafo, no serán sometidos á la jurisdicción militar en lo que se refiera 
á los delitos ó faltas ue cometiesen como agentes de las Autoridades 
administrativas ó judiciales, respecto á los cuales serán juzgados por la 
ordinarias; que el servicio prestado por la Guardia civil que interviene en 
la disolución de una cencerrada no entrafíia una función cuyo objeto sea 
el cumplimiento de deberes militares y privativo de los institutos arma- 
dose, sino que reviste el carácter de un mero auxilio prestado á las Auto- 
ridades administrativas ó jndiriales; y que á mayor abundawiento, com- 
petía á la propia jnuriedicción ordinaria perseguir y castigar el detito de 
Que se trata, conturme á la regla 2.2 del art. 16 del mencionado Código de 
Justicia militar, por ser eomún, no reservado especialmente á jurisdicción 
determinada vi cometido en territorio declarado en estado de guerra, 
estando comprendidas en el procedimiento personas eujrtas á distinto 
fuero, invocando, por último, la sentencia de este Tribunal Supremo de 
18 de Janio de 18 2: 

Resultando que comunicada la anterior resolución al Capitán general 
de Galicia, insistió en el requerimiento acordado, agrrgandi«: que en el 
caso en cuestión, los guardias prestaban un servicio propio y peculiar de 
sa ne«tiimto, ya se snpusiera su intervención para inpedir la cencerrada, 
ya ¡ara detener á lus-culpables de los hechos por que se proredía, según 
varios artículos de su cartilla y reglamento; que el hechodebía estima; 80 
comprendido en 2 regla 3.2 del art. 16 del Código de Justicia militar, ya 
que la responsabilidad del gnardia Lóp+z había de determinarse con arre- 
gto al núm. 1.? del art. 176 del propio Código, porque Jas lesiones cuya 
responsabilidad se le imputaba fneron ejecutudas en arto del servicio, ó 
habría de atenderse en utro caso á lo que previene el vúu. 3.2 del sriícu- 
lo 334; y que no había temor de que se coufundieran las responsabilida- 
des atribuídus á lus palísanos, que se decía maltrataron también a Fran- 
cisco López Abeleiras, ya que aparecían perfectamente deslindadas, y el 
guardia López y Lópes causó á dicho paisano una lesión en el bruzo iz- 
quierdo, sexún se consignó en el auto del Juzga.lo de Lugo, y por el con- 
trario, para justificar debidamente si dicha lesión puldu ó no cunfundirse 
con el maltrato sufrido por el paisano inmediatamente después en la caga 
cuartel, ó le fué causada dentro de éste, debía conocer la jurislicción de 
Guerra, por perseguirse en la miema causa el maltra.0o menciunado, que 
motivó la inhibición Xecretada en dicho auto de 23 de Septiembre: 

Resultando que la reforida Autoridad militar elevó en su virtud á esto 
Tribaoal Supremo testimonio de los antecedentes relativos á la cuestión 
de competencia, y el Juez de instrucción de Lugo el sumario original; y 
pasado todo al Ministerio fiscal, es de dictamen que se resuelva el con- 
flicto de jurisdicción á favor de la ordinaria. 

Biendo Punente el Magistrado D. Juan N. de Undabeytia: 

Consideranido qne las lesiones causadas al paisano Francisco López 
Abeleiras, unas por el guardia civil José López y Lápez, afurado de Gue- 
rrf, y Otras por algunos paisanos, constituyen respetivamente un de ito 
militar y otro comán, indepemlientes entre sí, y por tanto, con sujeción 
á la regla 3.2 del art. 16 del Código de Justicia militar, la jurisdicción de 
Guerra debe conocer del primero, y la ordinaria del segundo; ; . 
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Se declara que el eonocimiento del delito de lesiones menos graves 
eansadas por el guardia civil José López y López al paisano Francisco 
López Abeleiras corresponde á la jurisdicción de Guerra, y el del comne- 
tidu por los demás paisanos procesados, á la ordinaria; en su eonsecuen - 
cia, remítanse certificaciones de este auto á las Antoridades contendien- 
tes, devolviendo al Juez de instrucción de Lugo el sumario que elevó, 
del que dispondrá se extraiga y«.e remita al Capitán general de Galicia 
el correspondiente testimonio de resultancia acerca del hecho que se ha 
declarado de sn competencia; y publiquese dentro de diez días en la QFa- 
ceta de Madrid y á eu tiempo en la Colección legislativa.—(Auto fecha 6 de 
Marzo de 1893, é inserto en la (Faceta de 25 del mismo mes y año.) 


80 


COMPETENCIA (6 de Marzo de 1893).—S8ala tercera. —Falsedad.—8Se de- 
cide en favor de la jurisdicción ordinaria la sostenida de modo negativo 
entre el Juez de instrucción de Pamplona y la jurisdicción de Guerra, y se 
resuelve: 

Que el núm, 8 0 del art. 13 del Código de Justicia militar, estableciendo 
wnn excepción de lo preucrito en términos generales en igual número del 7.9, 
atribuye á la jurisdicción ordinaria el conocimiento de los delitos sometidos 
con ocasión de aplicarse la ley de Reclutamiento y Reemplazo del Ejército 
hasta la entrega en caja de los reclutas. . : 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Marzo de 1893: 

Resultando que por orden del Capitán general de la ¡ela de Caba, el 
Juzgado de instrucción de Pamplona comenzó cansa, por observarse que 
la licencia absoluta con que el guardia civil de la Comandancia de Vuelta 
Abaj>, en aquella isla, Antonio Sys Rodríguez, ingresó como sustituto 
para Ultramar, era completamente falsa, porque dicho sujeto no sirvió en 
el Cuerpo que en ella se mencionaba; y acreditada tal faleedad, declaró el 
guardia Sos que sirvio en el Ejército de Fitipinas, en la artiliería de 
plaza, dde cayo Cuerpo le destinaron, por enfermo, á la Península, para 
donde se embarcó en Julio de 1891; qne después de presentarse en el Go- 
bierno militar de esta corte, y en el cuartel de San Gil, 4 mediado de Sep- 
tiembre, enfermó é ingresó en el Hospital general, del que fué trasin:iado 
al militar, y á su salida se le entregó en el citado cuartel una licencia ili- 
mitada; pero careciendo de medios de vivir, se ajastó como sustituto para 
Ultramar en una Sociedad de quintas de esta corte, denominada «Las Ca- 
lebras», Ó sea de Higinio Demetrio y otros, uno de los cuales aseguró ha- 
ber recibido como sustituto al referido Sos, previa exhibición de la licen- 
cia y fe de soltería; constando además que e! representante en Pamplona 
de los expresados contratistas aseguró que después de ser admitido el re- 
petido Sos, como sustituto en esta corte, llegó á la indicada población, re- 
cibiendo el primero, por el correo, los documentos que sirvieron para in- 
gresarlo en caja, sin tener qne valerse de ningún otro; informando la Ca- 
pitanía general de este distrito militar, que en el disuelto Depósito de re- 
clutamiento y reserva de Artillería no existía antecedente alguno del su- 
de de que se trata, ni aparecía su nombre en los registros del Hospital 
militar: 

Resultando que dicho Jues de instrucción de Pamplona, por auto de 20 
de Diciembre último, declaró que el conocimiento de la causa, conforme 
al núm. 8.9 del art. 7.0, no exceptuado en el 13 del Código de Justicia mi- 
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lítar, correspondía á la jurisdicción de Guerra, y en su consecuencia, se 
inhibió en favor del Cupitán general de Castilla la Nu-va, al que remitió 
lo actuado, poniendo también Á su disposición al preso Antonio Sos, fun- 
dado en qne los motivos en que se apoyó el Auditor general del Ejército 
de Ultramar para proponer á la Capitanía general del mismo centro la 
inhibición en favor de dicho Juzgado, eran los de que en el hecho perse- 
guido tuvieron participación directa y muy principal otras personas, que 
á su juicio fueron quienes falsificaron la licencia, puesto que el proresado. 
afirmó, que al tratar de ingresar en el servicio, presentó la ilimitada que 
tenía, como regresado de Filipinas; que no se hallaba deniostrado que 
aquél bubiera adquirido en esta corte la licencia de la indicada clase, y 
que ésta fuera precisamente la de que se sirviera psra que los contratis!ag 
le admitieran como sustituto y procuraran su ingreso en caja, circunetaa- 
eia importante y generadora de la competencia; que segúu lo informado 
por la propias Capitanía general, no podía deciree si fué Sol quien utilizó 
la licencia para sa ingreso, ó que si tal documento fué remitido 4 Pamplona 
por los contratistas, sia conocimiento de aquél, y esta falta de justifivación 
de lo alegado por el referido sujeto le hacía aparecer real y efectivamente 
responsable; que aunque al principio pudieron resultar cargos contra to- 
dos ellos, el contrato se llevó á cargo en esta corte, y el representante de 
la Compañía en Pamplona recibió por el correo la licencia fulsa, sin que 
para el ingrso del sustitato en caja fuera necesario ningúa otro dorumen- 
$o; y que si bien, conforme al núm. 8.0 del art. 13 del citado Código de 
Justicia militar, invocado por el Auditor, la jurisdicción ordinaria es com- 
petente para conocer de los delitos cometidos con ocasión de aplicarse la 
ley de Reclutamiento y Reemplazo del Ejército, hasta la entrega en caj», 
corapetencia qne, segúa el art. 18, se refiere á los militares y demás per- 
sonas enumeradas en los 5.9, 6,0 y 10, el art. 7.0 del propio Código pre- 
viene de modo absoluto y sin excepción que por razón del delito cunoce la 
jurisdicción de Guerra de las causas que contra cualquiera persona se ins- 
trayan, por los de falsificación de sellos y insrcas usados en las Oficinas 
militares, y documentos que deban expedirse por las dependencias de 
Guerra; de lo que se infería que cualquiera que fuese el responsable del 
hecho perseguido, como se trataba de falsedad de un documento militar, 
sólo Ja jurisdicción de Guerra era la competente para conocer: 
Resultando que el Capitán general de Castilla la Nuova no aceptó el 
conocimiento del asunto, que deyolvió á su vez al Juzgaio de Pamplona, 
exponiendo: que el Código de Justicia militar establecía en el núm. 8.0, 
del art. 7.9, que corresponde á la jurisdicción de Guerra el conocimiento 
de los delitos de falsificación de documentos que deban expedirse por las 
dependencias de Guerra, y en el número también 8.2 del art. 13, que los 
delitos cometi.los con ocasión de aplicarse la ley de Reclutamiento y 
Reemplazo del Ejército, hasta el ingreso en caja, corresponde á la juris- 
dicción ordinaria; que sí bien el último precepto se reñere á casos de ex- 
cepción en que los militares, perdiendo su fuero, quedan sujetos á la ex- 
presada jarisdicción ordinaria, es evidente que con mayor razón las demás 
personas no aforadas quedan sujetas á los propios Tribunales por los de- 
litos enumerados en el ultimo artícalo citado; que el cap. 5.9, tit, 1.*, tra- 
tado 1.0 de dicho Código, es excepción de todos los artículos anteriores, y 
por tanto, aun cuando el delito de falsificación de documentos militares, 
por su naturaleza, y como regla general, corresponde á la jurisdicción de 
Guerra, cuando se ha cometido con ocasión de aplicarse la ley de Reem- 
plazo, es del conocimiento de la ordinaria, ya sea su autor militar ó paí. 
sano; y que aun en el caso de que correspondiese é la primera, no sería 
competente para continuar la causa la Autoridad judicial militar de este 
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distrito, sino la del de Navarra, porque si bien el contrato de enstitución 
se verificó en esta corte, el ingreso en caja se hiso en Plamplona, dende 
se presentó la licencia absoluta falsificada: 

Resultando que el Juez de instrucción le Pamplona no dió lugar á de- 
sistir de la competencia negativa entablada; en vista de lo que elevó 4 
este Tribnnal Supremo testimonio de los antecedentes relativos á ella, así 
como el Capitán general varias copias de dictámenes y decreto; y pasado 
todo al Ministerio fiscal, es de parecer que se declare que el conocimiento 
.de la causa corresponde á la jurisdicción ordinaria. 

Siendo Ponente el Magistrado D. Federico Melchor y Lamanette: 

Considerando que el núm. 8.0 del art. 13 del Có.digo de Justicia mili.- 
tar, estableciendo una excepción de lo prescrito en términos generales en 
igual número del art. 7.0, atribuye á la jurisdicción ordinaria el conoci.- 
miento de las causas por delitos cometidos con ocasión de aplicarse la ley 
de Reclutamiento y Reemplazo del Ejército hasta la entrega en caja: 

Considerando que esa disposición es perfectamente aplicable al caso 
de que hoy se trata, puesto que se procesa á Antonio Sos Rodríyurs, guar- 
día civil de una Comandancia de Cuba, por presentación de una licencia 
falea para ser a:Imitido como sustituto en el Ejército de Ultramar; y ha- 
biendo ocurrido ese hecho antes de tener lugar la entrega en caja, corres 
ponde entender en el asunto á la jurisdicción ordinaria; 

Se declara que el conocimiento de la referida cauea corresponde á la 
jurisdicción ordinaria; en su consecuencia, remítase certificación de ente 
anto al Juez de instrucción de Pamplona para la continuación del suma- 
rio y demás efectos procedentes; particípese esta resolnción al Capitén 
general de Castilla la Nueva, y nnblíqnese dentro de diez días en la Enceta 
de Madrid y á sa tiempo en la Colección legislativa. —(Auto fecha 6 de Mar- 
zo de 1893, é inserto en la Gaceta de 25 del mismo mes y año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (8 de Marzo de 1893. 
—Sala sexunda.— Homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Lorenso Pe- 
licer (Audiencia de Ponce), y se resuelve: 

Que la naturaleza del recurso por infracción de ley exige que se acepten 
como base para la discusión de las cuestiones jurídicas que se planteen todos 
los puntos de hecho que se hayan estimado probados en la sentencia recla- 
mada, sin adicionarios, modiácarios, wi contradecirlos. 


En la villa y corte de Madrid, 4 8 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Lo- 
renzo Pellicer Figueroa contra sentencia de la Andiencia de lo criminal 
de Ponce, en causa seguida al mismo por homicidio: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 28 de Noviembre 
último, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que el 6 de Agosto último, de paseo el processo por la ca 
rretera qne de Juana Díaz condnce á esta ciudad, observó se daba un baile 
en la casa de D, Acisclo Mercado, al que concurrió, estando en él Nicasio 
Cruz, conocido por Torres, y varios individuos más; conducido el Nicasio 
por el peón caminero de la casilla del Guayabo ante el puesto de la Guar- 
día civil, y á motivo de palabras tenidas entre los dos sobre la detención- 
de un carro, en cuya contienda tomó parte el procesado, al volver el Ni- 
casio aquella misma noche á la casa del baile, á la salida, hubo, de. provo- 
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-car á Lorenzo Pellicer, diciéndole bastaba ser de lado de allá para no tener 
vergúenza, maldiciendo la madre y el pueblo donde había nacido, inten- 
tando también agredirle con una espuela que en la mano tenía, lo que no 
pudo llevar á efecto por la intervención de varias de las personas presen- 
ciales al hecho, logrando apaciguarles; hechos probados: 

Segundo. Que termivada la cuestión habida entre el procesado y el 
obrero á motivo de los insultos y amenazas relatadas en el anterior resul- 
tando, al retirarse para sus respectivas casas en buena armonía, al parecer, 
pues caminaban juntos, al llegar á las márgenes del río Guayo, camino de 
Juana Díaz á Ponce, armado de un cuchillo y una espuela el Nicasio, y de 
un palo ó bastón y un cuchillo el Pellicer, ignorándose la cansa, se fueron 
á las manos, infiriendo el Pellicer con un arma cortante una lesión al Cruz 
en la región del toidea externa del bazo izquierdo, que interesó la piel, 
tejido celular y masa muscular, atravesando sus tejidos hasta el lado 
opuesto, y afectando la arteria humeral, con hemorragia abundante, la 
que ocasionó la muerte del paciente aquella misma noche, no siendo la 
herida mortal de necesidad, y cuya muerte se produjo por no tener auxi- 
tio el herido, no renunciándose la indemnización de perjuicios; hechos 
probados: 

Tercero. Que el procesado al cometer el delito de autos se encontraba 
en estado de embriaguez, vicio en él no habitual, favorecióndole sus bue- 
nos antecedentes, se ha ocupado constantemente en el trabajo y no tiene 
antecedente penal alguno: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó que los hechos que 
se declaran probados constituyen un delito de homicidio, de que era autor 
Lorenzo Pellicer Figueroa, con las circunstancias atenuantes 5.8 y 7.8 del 
art. 9.0 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, por lo que, aplicando la 
regla 65.2 del art. 80 del mismo Código, impuso al Pellicer seis años y un 
día de prisión mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto la defensa de Lo- 
renzo Pellicer recurso de easación por infracción de ley, autorizado por 
los números 1.0 y 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal de 
aquellas islas, citando las infracciones siguientes: 

1.2 El art. 316 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, por aplicación 
indebida, y el núm. 4.0 del art. 8.9, que ha debido aplicarse, pues concu- 
rren á favor del procesado todos los requisitos de exención de responsa- 
bilidad que para legitimar la defensa personal sefialan dichos número y 
artículo, habiendo partido la agresión del interfecto Nicasio Cruz, sin que 
le provocara el recurrente, que empleó un medio racional de defensa, 
puesto que las armas del ofendido y de Pellicer eran análogas; y 

2.2 Subsidiariamente la del art. 9.0, núm. 1.0, y el 85 de la misma ley 
pena), pues si algún requisito faltase á la exención de defensa propia 
hecha por Pellicer, siempre concurriría el mayor número de ellos: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que la naturaleza del recurso de casación por infracción 
de ley y el terminante precepto de ésta imponen la necesidad de que se 
acepten como base para la discusión de las cuestiones jurídicas que se 
plantean, todos los puntos de hecho que se hayan estimado probados en 
la sentencia reclamada, sin adicionarlos, modificarlos ni contradecirlos; y 
que fundado el presente recurso en el hecho de que el procesado fuera 
ilegítimamente agredido por el interfecto en el momento que causó la 
muerte, el cual no es exacto, ni se estima como cierto en la sentencia, 
puesto que ésta declara sólo que ambos vinieron á las manos, ignorándose 
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la causa, no hay términos hábiles para abrir la discusión en el fondo, ba- 
sada en un hecho hipotético, y que no se desprende de los que el Tribu- 
nal del juicio estimó como probados, y el recurso es, por lo tanto, impro- 
cedente é inadmisible: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Ingar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley, que contra la sen- 
tencia dictada por la Audiencia de lo criminal de Ponce interpuso Lorenzo 
Pellicer Figueroa, á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pe- 
setas, por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comuni. 
que al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publi- 


cada en 8 de Marzo de 1893, é inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre- 


del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA (9 de Marzo de 1893).—Sala ter- 
cera, -- Desacato.—Ha lugar, en parte, al interpuesto por José Venancio Ci- 
riaco de la Cruz (Audiencia de art ad se resuelve: 

Que la no suspensión del juicio oral, acordada en uso de sus atribuciones 
por el Tribunal sentenciador, no es motivo de casación, y que una vez admi- 
tida por aquél la prueba, no puede invocarse el núm. 1.* del art. 911 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal como fundamento del recurso, porque en el acto 
del juicio no se creyese indispensable la no comparecencia Papa testigo, y ee 
denegase por innecesaria la ampliación de un informe del Juez instructor, 
siendo, además, indispensable citar el número de la disposición legal en que el 
recurrente comprende la infracción alegada en apoyo del recurso: 

Que se incurre en la infracción que, como causa de casación, señala el mú- 
mero 1.0 del art, 912, cuando, contrariando la doctrina del Tribunal Supremo, 
en vez de copiar en los resultandos de modo literal el escrito que constituye el 
delito denunciado, se extractan tan sólo aquellos conceptos que á juicio del Tri- 
bunal contienen el hecho punible, apareciendo, por lo tanto, que no existe 
la rd precisión necesarias en el resultando que á tal particular se 
contrae. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por José Venancio Ciriaco de la Cruz Ulloa contra la sentencia pronunciada 
por la Audiencia provincial de Guadalajara, en causa seguida al mismo en 
el Juzgado de instrucción de Pastrana, por desacato: 

Resultando que formada cansa en dicho Juzgado de instrucción contra 
el expresado José de la Cruz Ulloa por desacato al Juez del mismo par- 
tido, y seguido el juicio por sus trámites, en oportuno estado pronunció 
sentencia la Audiencia provincial de Guadalajara, en 23 de Noviembre de 
1892, cuyo primer resultando dice literalmente: 

Primero. Resultando que con fecha 5 de Octubre de 1890, José de la 
Cruz Ulloa dirigió un escrito al Juez de instrucción de Pastrana, queján- 
dose de no haber tramitado las tres denuncias que al mismo presentó en 
21 de Octubre de 1889, ni las que le fueron presentadas en 19 de Mayo y 
10 de Junio del siguiente año; de que se había infringido el art. 269 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal; de que se le había constituído en ruina 
por no corregir los hechos denunciados; de que sin motivar oficialmente 
causa legal en ninguna forms, se entregaron sos ganados á D. Enrique de 
la Cruz; de que era muy difícil acudir al Juzgado en súplica de derechos 
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lastimados; de que D. Timoteo Barco mangoneaba en uno de sus asuntos, 
por lo que todo había muerto para que se le hiciera justicia; de que moral 
y físicamente se le tenía álgido, y de que de sus ganados disponía el Juz- 
gado como sí fueran suyos propios: cuyo escrito, firma y rúbrica reconoce 
como suyos el procesado Ulloa; hechos probados: : 

Resultando que abierto el juicio oral, formuló el Ministerio fiscal e 
escrito de conclusiones provisionales, en el que calificó los hechos como 
constitativos de un delito de desacato, definido y penado en los números 
1.0 respectivamente de los artículos 266 y 267 del Código penal, del que 
fué autor José Venancio Ciriaco de la Cruz Ulloz, sin circunstancias apre- 
eiables, por lo que debían imponérsele dos años de prisión correccional, 
accesorias, multa de 250 pesetas y costas; y propuso como prueba, además 
del examen del procesado y de la documental, la de testigos, presentando 
lista de tres, que lo eran D. Eladio Arnáiz de la Bodega, Juez de instruc- 
ción de Pastrana; D. José Antonio Cuadrado, Escribano de dicho Juzgado, 
y D. Timoteo Barco y Barbeitos, Procurador del mismo Juzgado: : 

Resultando que conferido traslado á la defensa de José de la Cruz, al 
evacuario manifestó que aceptaba el hecho en la forma que lo exponía el 
Fiscal, pero que no constituía delito ni procedía imposición de pena, y por 
otrosí estimó pruebas suficientes para la demostración de su inocencia las 
alegadas por dicho Ministerio, las cuales utilizaría en su día: 

Resultando que admitidas como pertinentes por la Andiencia de Gua- 
dalajara las pruebas propuestas, y remitida orden para la citación de los 
testigos, mauifestó el Juez de instrucrión de Pastrana que estimaba con- 
veniente para el mejor despacho del Juzgado, que de otra mansra tendría 
que dejar por cuatro días, informar por escrito con arreglo al párrafo se- 
gundo del art. 703 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y estimado así 
por la Audiencia, formularon ambas partes las preguntas á que había de 
referirse el informe, del que aparece: que al contestar á la tercera y cuarta 
consignó el expresado Juez, que desde que tenía á su cargo el Juzgado se 
habían tramitado todas las denuncias que presentó José de la Cruz, aun- 
que por no tener á la vista el escrito de éste, ní el testimonio que se libró, 
no se podía precisar á cuáles se refería la pregunta, creyendo el informante 
que serían las que á continuación refirió en número de seis, que termina» 
ron, una por sobreseimiento provisional y las demás libres, haciendo mé.- 
rito también de varias pretensiones de distinta naturaleza dedacidas por 
el propio sujeto, al cual fueron ofrecidas todas las causas, y no quiso mos- 
trarse parte en ellas, y en la contestación á la segunda de dichas preguntas, 
insistió en que como no tenía presente el escrito de 5 de Octubre, ni los 
testimonios y certificación que se mencionaban, no le era posible precisar 
lo que se pretendía, ó ses que al presentar dicho escrito había interpuesto 
José de la Cruz las denuncias que en él se expresaban y á que se referían 
los testimonios y certificación; pero si tal escrito era el que el informante 
consideró injurivso, debía mavifestar que anterior á él interpuso la Cruz 
varias denuncias, como se comprobaba por las fechas marcadas en la con- 
testación precedente: 

Resultando que leído el anterior informe en el acto del juicio, la de- 
fensa solicitó la suspensión de éste, para que mediante nueya orden lo 
ampliara el Juez instructor, con más datos que ee le facilitarían, pretensión 
á que la Sala acordó no haber lugar, protestando la defensa; constando 
también que como no compareció el testigo D, Juan Antonio Cuadrado, 
por hallarse enfermo, según certificación unida al rollo, el Fiscal renunció 
á su examen; pero la defensa, alegando que lo había hecho suyo, solicitó 
otra vez la suspeusión del acto, que también desestimó la Sala, protestando 
aquélla de su negativa, ó interesando que se consignara la causa porque 
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"consideraba necesario dicho testigo, pretensión á que igualmente se opuso 
el Fiscal y fué desestimada, formulando la defensa nueva protesta; que 
examinado en forma el testigo D. Timoteo Barco, pidió también la repe- 
tida defensa que fuese careado con el procesado, á lo que se opuso el Fis- 
cal, por entender que no era el careo de relación al hecho que se perseguía, 
y la Sala lo acordó así, declarando no haber lugar á aquella diligencia, sobre 
lo que la defensa hizo constar otra protesta; y que siguiendo et inte 
torio del testigo, fué preguntado por la repetida defensa; «¿A quién p 
el testigo la renta del monte Pinarejo?» pero la Sala, considerando imper- 
tinente esta pregunta, acordó que no fuera contestada, de lo que protestó 
igualmente aquella parte: 

Resultando que la Audiencia provincial de Guadalajara, por sentencia 
.de 23 de Noviembre de 1892, apreció que las frases estampadas en el es- 
-crito del procesado de 5 de Octabre de 1890, revelaban conceptos calum.- 
niosos para la autoridad del Juez de instrucción de Pastrana, imputándole 
hechos que podrían ser delitos de prevaricación, y esta manera de menos. 
preciar á una Autoridad judicial constitaia el delito de desacato, del qne 

fué autor Josó Venancio Ciriaco de la Oruz Úiloa, siendo de apreciar, por 
el tono y extravagante mauera de expresarse, la circunstancia atenuante 
de no haber tenido intención de causar un mal de tanta gravedad, ó sea 
da 3,2 del art. 9.0 del Código penal; y en su consecuencia, le condenó en 
seis meses y un día de prisión correccional, multa de 125 pesetas y costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de 
-D. José de la Cruz recurso de casación por quebrantamiento de forma, y 

anunció el de infracción de ley, por los números 1.0 y 3.9 del art. 911 y 1.6 
del 913 de la de Enjuiciamiento criminal, alegando como faltas de forma 
que suponía cometidas: 

. 1,8 Haberse emitido informe por D. Eladio Arnáiz, Juez de instrucción 
de Pastrana, de una maneras incompleta, por no tener á la vista el escrito 
del recurrente y copias literales de los testimonios y certificación unidos al 
sumario, porque precisándose con toda exactitud que aquél no intervina 
como Juez instructor en todas las denuncias presentadas por el procesado, 
por haberlo sido algunas con anterioridad á la fecha en que se posesionó 
del Juzgado, y esclarecido también él hecho de la presentación de cierta 
denuncia; que por orden suya hizo su hijo D. Enrique de la Cruz, de coya 
presentación se levantó acta notarial, hecho que bajo ningún aspecto 
afectaba al actual Juez, podía asegurarse que acaso el Tribunal hubiera 
dictado otra sentencia más favorable; que de las contestaciones dadas por 
aquel Jues en su informe á las preguntas tercera y cuarta del interroga- 
torio se deducía que ne debió tener presentes los datos necesarios, y na 
habiéndose practicado, como debió hacerse, esta prueba, propuesta en 
tiempo hábil, se infringió lo dispuesto en dicho núm. 1.0 del art. 911, sin 
que por su parte consintiera que dejara de subsanarse tal falta, puesto que 
en la primera sesión del juicio solicitó su suspensión para que el citado 
Juez ampliara el informe, á lo que no accedió el Tribunal, motivando la 
protesta que consignó su Abogado: — , 

2,2 No haber declarado el testigo D. José Antonio Cuadrado, Escribano 
del Juzgado de Pastrana, propuesto por el Fiscal, y que hizo suya la de- 
fensa, á la que hubiera convenido muchísimo la comparecencia de aquél, 
que por razón de su cargo debía tener conocimiento de gran parte de las 
causas incoadas por denuncia del recurrente, Jueces que intervinieron en 
ellas y diligencias que se practicaron; siendo aplicable también á este mo- 
tivo el precepto legal invocado en el anterior: 

: 38 No haberse careado el testigo D. Timoteo Barco con el propio pro- 
cesado, y no haberse estimado pertinente la pregunta de que se ha hecha 


ET AE 


RECURSOS Y COMPETENCIAS 218 


mérito, encaminada Á demostrar que aquél, en diferentes épocas, desde 


1883, introdujo sus ganados en el monte Pinarejo y otros del recurrente, 
diciéndose autorizado por ciertos sujetos, parientes del mismo, y que se 
titulaban Administrador y guardas del monte, á virtud de nombramiento 
oficioso hecho por el Juzgado municipal de Yebra, lo que motivó varias 
denuncias para celebración de juicios de faltas, cuyas diligencias no se sa- 
bía si existían, hallándose apoyado este motivo en el núm. 8.0 del art. 911 
de la ley; 

Y 48 Ser poco explícito el primer resultando dea la sentencia, porque 
sá bien todos los conceptos que contenía estaban extractados del escrito 


que motivó esta cáusa, no aparecía con la claridad necesaria como si se . 
hubieran copiado íntegros los párrafos en que su autor, en medio de la - 
forma confusa empleada para ejercitar lo que creía su derecho, usó pala... 


bras desconocidas y frases ininteligibles, revelando todo su conjunto su 
estado moral de gran ofuscación, que quitaba toda gravedad á los concep- 
tos estampados, aparte de que en dicho escrito sólo se hablaba de la en- 
tidad Juzgado, sin que, á su parecer, se nombrara una sola vez al Juez 
Anrmntis; falta prevista en el núm. 1.9 del art. 912, en relación con la re- 
gta 2.2 del 142 de la ley expresada: 


Resultando que admitido por la Audiencia sentenciadora el recurso en : 
la forma, elevó 4 este Tribunal Supremo la causa original, con citación y .. 


emplazamiento de las partes. 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Juan Ignacio de Morales: 
Considerande que si bien el recurrente cita en apoyo del recurso los 
artículos 911, en sus números 1.0 y 3.2, y 912, núm. 1.0, de la ley de En- 


juiciamiento criminal, al exponer en el mismo los motivos de casación, no . 


designa el número del artículo en que lo comprende; respecto al informe 
diminuto dado á su juicio por el Juez instructor de Pastrana, y á la de- 
claración del testigo, Escribano D. José Antonio Cuadrado, que no compa- 


reció en el acto del juicio por enfermedad justificada, mediante la opor- - 
tana certificación facultativa, y que el Tribunal no consideró de impor- . 


tancia para el resultado del juicio, como tampoco la ampliación de aquel 


imforme del Juez, no pueden comprenderse en el núm. 1.9 de dicho ar- : 


tículo 911, pues fué admitida la prueba, y como el recurrente, en los dos 
casos, no la suspensión del juicio al objeto indicado, no constituyendo 
CAUSA 


e casación la no suspensión del juicio, acordada por el Tribunal en . 
el ejercicio de sus facultades, es improcedente el recurso en los dos extre- - 


mos ó puntos expresados: 
Considerando con relación á los dos particulares referentes al testigo 
D. Timoteo Barco para que éste fuera careado con el reo y contestara á la 


pregunta que le hizo la defensa de «¿á qué persona pagaba la renta del : 


monte Pinarejo?» negada por el Tribunal por impertinente la pregunta, 


eomo lo es evidentemente, en una causa por desacato cometido en un es- .. 


erito dirigido por el recurrente al Juzgado, y así igualmente, y sin impor- 
tancia alguna para el resultado del juicio, el careo indicado, siendo en su 


consecuencia asimismo improcedente el recurso por estos motivos, que ca- - 


recen de apoyo legal, pues no son de aplicación los invocados por el recu- 
rrente: | 


Considerando en el primer resultando de la expresada sentencia recu- | 


gvida, la Sala sentenciadora, sin tener en cuenta la jurisprudencia de este 
Tribunal Supremo para esta clase de delitos, sólo comprende los concep- 
tos del escrito citado, que, á su juicio, envuelven ó demuestran el delito 


por que la causa se instruye, sin copiarlo literalmente íntegro, para que el, 
*Túbunal Saperior pueda apreciar con toda exactitud el sentido y signi-.: 


ficación completa de los indicados conceptos, en relación con los antece- 


a 
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dentes y consiguientes; apareciendo, por lo tanto, que no existe la precl- 
sión y claridad necesarias en los hechos consignados en el resultando, y 
que ha incurrido la Sala en la infracción que, como causa de casación, se- 
fala el núm. 1.0 del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento criminal, siendo 
procedente por este motivo el presente recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar por el último 
de los motivos alegados, y no haber lugar por los demás, al recurso de ca- 
sación por quebrantamiento de forma interpuesto por D. José Venancio 
Ciriaco de la Cruz Ulloa contra la expresada sentencia de la Audiencia 
provincial de Guadalajara, la cual casamos y auulamos; y con certificación 
de la presente, devuélvasele la causa, para que, reponiéndola al estado de 
dictar el fallo, lo pronuncie de nuevo con arreglo á derecho.-——<(Sentencia 
publicada el 9 de Murzo de 1893, é inserta en las Gacetas de 16 y 17 de Oc- 
tubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (9 de Marzo de 
1893).—Sala segunda.—Rifas sin autorización. —No ha lugar al interpuesto 
por José María Sastre (Audiencia de Ponce), y se resuelve: 

Que según el precepto terminante del art. 874 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal para Cuba y Puerto Rico, debe en los recursos citarse el artículo de 
la ley que expresamente los autorice, cuyo precepto no puede estimarse cune- 


plido cuando las citas legales son incongruentes con la cuestión que en aqué- . 


llos se plantea. 

En la villa y corte de Madrid, á 9 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por José 
María Sastre y Rodríguez contra sentencia de la Audiencia de lo criminal 
de Ponce, en causa seguida al mismo y otro por rifa no autorizada: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 8 de Octubre últi- 
mo, consigna los hechos en el siguiente resnltando: 

: 1,0 Que según consta de la papeleta unida al folio 1.0, se hacía la ven- 
ta por acciones de una leontina y una sortija de oro al que obtuviera el 
dicta premio de la Lotería nacional del segundo sorteo del mes de Fe- 

rero del año último, cuyas papeletas se vendían sin autorización legal á 
50 centavos, siendo dueño de las prendas Manuel Alvarez González y 
expendedor de los billetes José María Sastre: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tos constitutivos de un delito de rifa no autorizada, previsto y penado en 
el art. 355 del Código penal vigente en Puerto Rico, de que eran autores, 
sin circunstancias modificativas de su responsabilidad, los procesados 
Manuel Alvarez y José María Sastre y Rodríguez, 6 impuso á cada uno 
dos meses y un día de arresto mayor, accesorias, multa de 1.000 pesetas 
y mitad de costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto José María Sastre 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.9 del 
art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal para Cuba y Puerto Rico, 

. citando como infringidos: 

1.0 El art. 355 del Código penal para dichas islas, pues la rifa no au. 
torizada constituye una defraudación administrativa, por virtud del Real 
decreto de 20 de Abril de 1885, habiendo dejado de ser delito común, y 
hallándose comprendido en el núm, 11 del art. 19 del Real decreto de 20 
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. Jalio 2 1852, que ha debido aplicarse, y no el artículo citado del Có- 
digo pena!; 

Y 2.0 El art. 7.2 del propio Código, que excluye de sus disposiciones 
los delitos que se hallan penados por leyes especiales: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 

ree celebró vista sobre ello. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Monterode Espinosa: 

Considerando que en los recursos de casación en el fondo debe citarse 
el artículo de la ley que lo autoriza, según el precepto terminante del ar- 
tículo 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal para Cuba y Puerto Rico, 
y no se tiene por cumplido este precepto cuando la cita de la ley en que 
el recurso se funda es incongruente en la cuestión que en él se plantea: 

Considerando que en el presente recurso no se ha cumplido con tan 
+sencial requisito, porque fundado en el número 1.0 del art. 849 de la ley 
procesal citada, se trata de demostrar el error cometido en la sentencia al 
penar sl recurrente como autor del delito que castiga el art. 355 del Có- 
digo penal de dichas islas, suponiéndolo comprendido en el caso 11 del 
art. 16 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, siendo así que,. por el 
fundamento en que se apoya, sólo puede legalmente discutirse si el hecho 
procesal es ó no constitutivo de delito ó falta, y de ninguna manera está 
comprendido en una ú otra aanción, reconociéndose «por tanto que el 
hecho es justiciable; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad. 
misión del recurso que contra la sentencia dictada por la Audiencia de lo 
criminal de Ponce ha interpuesto Josó María Sastre y Rodríguez, al que 
condenamos en las costas y al pago de 126 pesetas, por razón de depósito, 
si mejorase de fortuna. Comuníquese esta resolución al Tribunal senten - 
ciador, á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 9 de Marzo de 
1893, é inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Marzo de 1893). —Sala segunda. —Robo. 
—No ba lugar al interpuesto por Hilario Lalinde Poyo (Audiencia de So 
ria), y se resuelve: 

Que no basta por regla general para fundar el recurso de casación por 
infracción de ley, estimar aisladamente el contenido de una d varias pregun- 
tas contestadas por el Jurado en su veredicto, sino que es necesario que éste se 
aprecie en la totalidad de su conjunto y en la relación que guardan los diver. 
sos extremos en él declarados y que integran el hecho justiciable, cuya calif- 
cación está reservada á la Sección de derecho: fire 

Que no es condición inherente al delito de robo con violencia 6 intimida. 
ción en las personas el que aquél se ejecute en la morada del afendido, y 
enando concurre esta cirennstancia, hay necesidad de apreciar la agravante 
9, art. 10 del Código, según ha establecido constantemente la doctrina del 
Tribunal Supremo. 


En la villa y corte de Madrid, 4 9 de Marzo de 1893, en el recurso de 
«asación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Hilario 
Lalinde Poyo contra sentencia pronunciada por la Audiencia provincial 
de Soria, en causa por robo: . 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 17 de Octubre último, consignando los hechos en el sigaiente: 
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Resultando que constitaído en el día de hoy el Tribunal del Jurado- 
para contestar las preguntas formuladas sobre el hecho perseguido en la ' 
presente causa, personas que han tenido participación en el mismo y cír- 
cunstancias de su ejecución, ha formulado el siguiente veredicto: «A la 
primera pregunta. Manuel López Berdences, ¿es culpable del hecho de 
haber entrado, en unión de otro sujeto, en el despacho de D. Pedro María * 


_ del Rey, Abogado, en Agreda, pretextando iban á consultar con él, en la 


mañana del 23 de Enero último, cogiéndole después por la cara, amena- 
zándole con armas cortas de fuego para les diera el dinero, huyendo á las” 
voces de auxilio dadas por D. Pedro?—S1.—A la segunda pregunta. Cuando 
Manuel López Berdences, en unión de otro sujeto, se personaron en el 
despacho de D. Pedro María del Rey, en la mafiana citada, ¿entablaron ' 
lucha con éste para que les diera dinero, terminándola por las yoces de 
auxilio por D, Pedro dadas?—S1.—A la tercera pregunta. ¿Se llevó Ma- ' 
nuel López, en unión de otro sujeto, en la mafiana citada, una navaja que 
arrebataron á D. Pedro y que tendría de valor 75 céntimos de peseta? — 
81.—A la cuarta pregunta. Manuel López, cuando penetró en la casa de 
D. Pedro del Rey, en la referida mañana, ¿lesionó á éste con varias heridas 
que hicieron necesaria la asistencia facultativa por espacio de siete días? 
—S[.—A la quinta pregunta. Manuel López Berdences, ¿ha sido conde- 
nado por sentencia de 30 de Septiembre de 1878, por el delito de hurto, 4 
la pena de dos meses y quince días de arresto mayor?—SÍ.—A la sexta 
pregunta. Manuel López Berdences, ¿ha sido condenado por sentencia de 
17 de Agosto de 1878, y por el delito de estafa, en la pena de seis meses 
y un día de presidio correccional?—SÍ[.—A la sóptima pregunta. Hilario 
Lalinde Poyo, es culpable del hecho de haber entrado, en unión de otros 
sujetos, en la mafiána del 23 de Enero último, en la casa del Abogado de 
Agreda, D. Pedro María del Rey, con el pretexto de consultar los segun- 
dos con éste, quedándose él en las inmediaciones de la cocina, arrojando 
al suelo á la criada Mónica Martínez, amenazándola con un arma de fue- 
go, invitándola á que sacara el dinero que tuviera? —Sí.—A la octava pre- 
gunta. Cuando estuvo en la referida ocasión Hilario Lalinde en la casa de 
D. Pedro María del Rey, en Agreda, ¿se llevó una navaja que á éste había 
sido por ellos arrebatada y cuyo valor era de 75 céntimos de peseta? — No. 
—A la novena pregunta. Hilario Lalinde Poyo, al arrojar:al suelo 4 Mó- 
nica Martínez, en la mañana y ocasión citadas, ¿la lesionó en forma que 
necesitó para su curación de asistencia médica por espacio de siete días? 
—Sí.—A la décima pregunta. Hilario Lalinde, ¿foé procesado y penado en 
causa por delito de robo y por sentencia de 10 de Marzo de 1873, en la * 
pena de diez años de presidio mayor?—£8í»: 

Resultando que la Audiencia provincial de Soria declaró que los he- 
chos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen un delito de ' 
robo, comprendido y castigado en el núm, 5.0 del art. 516 del Código pe- 
nal, del que son responsables en concepto de autores Manuel López Ber- 
dences é Hilario Lalinde Poyo, con las circunstancias agravantes 18 y 20 
del art. 10; y vistos los artículos citados y demás concordantes de aplica-. 
ción del referido Código, condenó á cada uno de: dichos dos autores á la. 
pena de ocho años de presidio mayor, con sus accesorias, indemnización á 
D, Pedro María del Rey de 70 pesetas 75 céntimos y á Mónica Martínez 
de siete pesetas, en una tercera parte de costas hasta la apertura del jui- 
cio oral y en la mitad de las posteriores, con otras declaraciones de ley: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por quebrantamiento de forma por parte de Hilario Lalinde Poyo, anun- 
cilando el de infracción de ley, y habiéndose declarado no haber lugar al 
primero por la Sala tercera de este Supremo Tribunal en sentencia de 27 
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de Diciembre último, se ha interpuesto el segundo, autorizado por los nú- 
meros 1.9, 3.0, 4,0 y 5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
citando como infringidos: 

1.e Los artículos del Código penal 515 y 516, núm. 3.0, en cuanto no se 
ha tenido presente, según el veredicto del Jurado, que Hilario Lalinde no 
es apoderó con violencia en las personas, ni con fuerza en las cosas, de 
objeto alguno, ni se determina su connivencia con López Berdences: 

2.0 El art. 13 de dicho Código, en cuanto se califica de autor al recu- 
rreñte: 

3.0 El art. 3.0 de dicho Código, en cuanto el hecho no se ha penado en 
concepto de tentativa, ó cuando más, en concepto de frustrado. 

40 El art. 67 del mismo, en relación con la anterior infracción: 

5.0 El art, 10, circunstancia 20, en cuanto se estima por la Sala, siendo 
inherente del delito que se pena: 

6.0 Los artículos de aplicación de dicho Código que cita la sentencia, 
en oposición con las infracciones legales: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que para fundar el recurso de casación por infracción de 
ley, no basta, por regla general, que se estime el contenido de una ó de 
varias de las preguntas contestadas por el Jurado en su veredicto, sino 
que es necesario que éste se aprecie en su conjunto y en la relación que 
guardan todos los extremos en él declarados, y que en su totalidad inte- 
gran el hecho justiciable, cuya calificación y castigo corresponde al Tri- 
bunal de derecho: 

Considerando que si bien las preguntas séptima á la décima del vere- 
dicto que sirvió de base á la sentencia recurrida, pudieran parecer por sí 
solas deficientes para declarar la culpabilidad de Hilario Lalindo en el de- 
lito de robo ejecutado por Manuel López Berdences y otro desconocido 
con violencia en la persona del Abogado de Agreda D. Pedro María de 
Rey, en cuyo despacho penetraron con el pretexto de consultarle, cuyo 
robo resultó consumado por la sustracción de un objeto, siquiera fuese de 
escaso valor, no cabe desconocer que el concepto general del veredicto, y 
lu relación de lugar y tiempo que guardan los hechos consignados en la 
primera y séptima de las preguntas, revelan por modo indudable que am- 
bos procesados obraron de consuno en la comisión de aquel delito, ejecu - 
tando actos de cooperación directa, que aunque diferentes por las perso- 
nas contra quienes inmediatamente se dirigían, eran necesarios para su 
común propósito, y que este concurso de voluntad y de acción determina 
en el recurrente su participación como autor del único delito de robo con- 
sumado que se ejecutó en la morada de D. Pedro María del Rey la ma-' 
fiana del 23 de Enero de 1892, con violencia en las personas de aquél y de 
sa criada Mónica Martínez, á quienes causaron lesiones leves: 

Considerando que en tal concepto no se ha incurrido en error de dere- 
cho por la Sala sentenciadora, al estimar la participación del recurrente en 
el delito de robo consumado, que en la sentencia se califica y pena con 
acierto, ni se han cometido, por tanto, las infracciones legales que se citan 
en los motivos 1.0, 2.0, 3,9, 4,0 y 6,0 que para la casación se invocan: 

Considerando, en cuanto al 5.0, que no es condición precisa en el delito 
de robo con violencia é intimidación en las personas, y por lo tanto in- 
herente al mismo, que se ejecute en la morada de los ofendidos, y que 
esando concurre esta circunstancia, sefialada como agravante en el nú- 
mero 20 del art. 10 del Código penal, hay necesidad de apreciarla, según 
tiene declarado esta Sala, como la apreció acertadamente el Tribunal sen- ' 
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tenciador, por la mayor perversidad que revela la violencia del domicilio 
ajeno; 

d Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley que contra la sentencia dictada por la 
Audiencia provincial de Soria interpuso Hilario Lalinde Royo, á quica 
condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, 
que no ha conatitaído, cuando mejore de fortuna; comuníquese esta reso- 
lución al Tribunal sentenciador Áá los efectos oportunos. (Sentencia pu: 
blicada el 9 de Marzo de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre 
del mismo año). 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Marzo de 1893).—Sala segunda. —Homi- 
cidio.—No ha lugar al interpuesto por Constantino López Losada (Audien- 
cia de Soria), y se resuelve: 

Que si bien, por regla general, la circunstancia atenuante de no haber 
tenido intención el culpable de causar todo el mal producido por el delito, que 
es la circunstancia 3.* del art. 9.0 del Código, tiene el carácter de muy cualifi- 
cada, porque afecta á la voluntad del culpable, que es un elemento esencial en 
el delito, no puede otorgarse á aquélla más virtualidad que la de una atenuan- 
te genérica, cuando consta la malicia del acto por el empleo voluntario en el 
agente de elementos adecuados y naturales para producir todo el mal causado: 

Que cuando del veredicto no resulta umi la situación en que los conten- 
dientes se encontraban, ni tampoco los móviles que impulsaron al ofendido 
á dar un palo á su ofensor, antes de que éste le acometiera, no hay términos 
suficientes para estimar ó no como muy cualificada la circunstancia d.a del 
art, 9.9 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Ministerio fiscal en beneficio de Constantino López Losada contra sen- 
tencia de la Audiencia provincial de Lugo, en causa procedente del Juz- 
gado de instrucción de Sarriá, seguida al López por homicidio: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 14 de Noviembre úl- 
timo, contiene el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones son las si.- 
guientes: «A la primera pregunta. Constantino López Losada, ¿es culpa- 
ble de haber asestado á Camilo García, en la mafiana del día 26 de Marzo 


último, una puñalada en el vientre, que perforando los intestinos, causó la . 


muerte al lesionado en el mismo día? —Sí.—A la segunda. Al ejecutar el 
hecho anterior, ¿tuvo Constantino Lópes Losada intención de causar mal 
tan grave como el que produjo?—No.—A la tercera. Constantino López 
Losada, ¿obró sin malicia, pero sí con descuido ó negligencia graves al 
ejecutar los relacionados hechos?—No.—A la cuarta. Inmediatamente gn- 
tes de recibir la puñalada, dió el finado un palo al Constantino López Lo- 
-sada, sin que éste le hubiese agredido?-—8Í»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
chos constituyen el delito de homicidio, del que es autor el procesado 
Constantino López Losada, y que concurren las circunstancias atenuantes 


de no haber tenido intención de causar un mal tan grave y preceder in-- 


mediata provocación, á las que no puede rectamente darse el carácter de 
muy caalificadas, le condenó á doce afios y un día de reclusión tempora), 
accesoria, indemnización y costas: ; 
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Resultando que el procesado preparó recurso de casación por infrac - 
«ción de ley, y no habiéndole estimado procedente tres Letrados que suce- 


-má wamente se le nombraron, lo ha interpuesto en su beneficio el Ministe- 


rio fiscal, autorizado por el núm. 5.0 del art, 849 de la ley de Enjuicia- 
umnienlo criminal, citando como infringida la regla 6. del art. 82, en rela- 
ción con las circanstancias 3.2 y 4,2 del art. 9.0 del CJdigo penal, porque 
«siendo muy calificadas dichas circunstancias atenuantes, la Audiencia in- 
<urrió en error legal al no asignarles ese carácter, al objeto de imponer al 
culpable la pena inmediatamente inferior á la señalada al delito. 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa. 
Considerando que la única cuestión que en el recurso se plantea, y 80- 
bre la cual ha de resolver esta Sala, se limita á determinar si las circans- 
tancias 3.2 y 4.2 del art. 9.0 del Código penal, apreciadas por el Tribunal 
sentenciador, ha debido estimarlas como muy calificadas para los efectos 
de la regla 5.* del art. 82 de dicho cuerpo legal: 
Considerando que si bien, por regla general, la circunstancia atenuante 
«de no haber tenido el culpable intención de causar todo el mal producido 
por el delito, tiene el carácter de ser muy calificada, porque afecta á la 
voluntad del agente, que es el elemento esencial del delito, puesto que sin 
ella no hay acto punible, en el presente caso no puede concedérsele más vir- 
tualidad que la de una circunstancia genérica, atendido el grado de malí- 
<ia que supone en el autor del hecho justiciable el empleo voluntario de 
-+elementos adecuados y naturales para producir todo el mal que causó: 
Considerando que no resulta del veredicto ni la situación en que los 
contendientes se hallaban, ni tampoco los móviles que impulsaron á Ca- 
milo García á dar un palo al procesado antes de ser herido por éste, lo 
Cual impide apreciar, por falta de datos suficientes, si esta circunstancia, 
«estimada también en la sentencia como genérica, merece el concepto de ser 
muy calificada: 
Considerando, por lo expuesto, que la Audiencia sentenciadora no ha 
incurrido en error de derecho ni infringido disposición legal alguna; 
Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 


-que en beneficio de Constantino López Losada ha interpuesto el Ministe- 


rio fiscal, y declaramos las costas de oficio; comuníquese esta resolución 

al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos, —(Sentencia publicada el 
10 de o de 1893, é inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre del mis- 
mo año. 
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RECURSO DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (11 de Marzo de 1893).— 
Sala segunda. —Bobo y homicidio.—No ha lugar al interpuesto y admitido 
de derecho en beneficio de Salvadora Gil Coloma y otros (Audiencia de Se- 
govia), y se resuelve: 

Que al establecer el art. 97 de la ley del Jurado que en la sentencia de la 
Sección de derecho se transcriban las preguntas y respuestas contenidas en el 
veredicto, no impone á dicha Sección el deber de ordenar diligencia ni gestión 
alguna que tienda á dar seguridad á las partes de la exactitud con que aqué- 
llas se hallan copiado en la sentencia, por rse suficientemente garantida la 

_fidelidad en la transcripción dentro de la misma ley con lo ordenado en sis 

artículos 77, 78 y 90, pudiendo en su oportunidad las partes reclamar y pro - 

testar en su caso, y cuando no se emplea ni la reclamación ni la protesta, que - 

a entre reconocida la exactitud con que el veredicto se transcribió ú 
SENTEROLA: 


Que afirmándose en el veredicto que la muerte del ofendido se produjo por- 
consecuencia de la conmoción cerebral consiguiente á una confusión que á 
aquél le fué causada en el acto de robarle, el delito cometido es el complejo de 
robo con homicidio, pues aun cuando los malhechores se convinieran previa- 
mente tan sólo para robar sin causar dafío á las personas, como todos los cul- 
pables contribuyeron al ejecutarlo á las violencias que uno de ellos realizase, 
produciéndose así el delito complejo ya indicado, su calificación jurídica y su 
pena ha de corresponder á los efectos producidos por la violencia en las per- 
sonas con ocasión ó motivo del rodo: 

Que reconociéndose por el Jurado el concierto de los culpables para come- 
ter el delito de robo al amparo de la noche, consta el aprovechamiento de ella 
para la mayor facilidad y posible impunidad, y es, por tanto, de apreciar la. 
circunstancia agravante 15 del art. 10 del Código penal: 

Que en el delito de robo caracterizado por la violencia en las personas, 
so es un factor exigido por el Código penal para que aquél se produzca el es- 
calamiento, y en ss consecuencia, como el delito puede cometerse sin que tal 
particular concurra, tiene que producir, si concurriese, sus efectos, debiendo 
entonces ser apreciada la circunstancia agravante 21 de dicho art. 10 del Có- 


. Que cuando al delito de robo ha precedido una larga, refleziva y hábil me- 
ditación, y actos preparatorios ordenados y deliberados, mayores que los pre- 
cisos para la resolución previa indispensable en todo proyecto de delinguir, es 
a en el hecho la circunstancia agravante 7.2 del art. 10 del citado 
Código: 

Que como el delito de robo con violencia ó intimidación puede cometerse 
fuera de la morada del agraviado, cuando, sin que el ofendido provoque el su- 
ceso, se realiza en su propio domicilio, como demuestra con ello el culpable 
mayor perversidad Y menor respeto á la santidad del hogar doméstico, deberá 
ser estimada en el delito la circunstancia 20, art. 10 del Código penal: 

Que el delito de robo con homicidio es complejo é indivisible, alcanzando 
toda la responsabilidad á cuantos hayan cooperado á su ejecución, aun á aque- 
llos que no hubiesen de modo material contribuido al homicidio ni concebido el 
propósito de causarle, bastando sólo que resulte la muerte con mofivo del robo 
para que, según la letra y el espíritu del art. 516 del Código, sean todos igual 
mente responsables: 

Que como la voluntad no es factor esencial en cuanto al homicidio, com 
ocasión del robo, no puede nunca ser aprecsada la circunstancia atenuante de 
falla de intención de producir aquél, siendo inaplicable por ello la atenuan- 
SE art. 9.0 del Código, ni la 8,8, aun en el supuesto de ser análoga á 
a z 
Que cuando del veredicto no aparecen los móviles que impulsaron la vo- 


iwuntad del agente á cometer el delito, no es de tenerse en cuenta la circunstan- 


cia atenuante 7.2 del citado art. 9.0 del Código. 


En la villa y corte de Madrid, á 11 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de Salva- 


dora Gil Coloma, Gregorio Martín Gil, Francisco Arranz Benito, Carlos. 
Pastor Sancho y Paulino Martín Gil, condenados á la pena de muerte por” 
sentencia de la Audiencia provincial de Segovia, en causa seguida á los 


mismos en el Juzgado de instrucción de Riaza por robo y homicidio: 
Resultando que la expresada sentencia, dictada el 11 de Agosto último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 


Primero. Que el Jurado ha pronunciado en esta causa el veredicto, que * 
á la letra dice tsí: «Los Jurados han deliberado sóbre las preguntas que se' 
han sometido á su resolución, y bajo el juramento que prestaron declaran 
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solemnemente lo siguiente: Primera. Salvadora Gil Coloma, ¿es culpable 
de haberse apoderado en la noche del 15 de Diciembre del año último y en 
la casa de D. Pedro Sanz Lorenzo, Cara párroco de Saldaña, de cierta can - 
tidad en metálico perteneciente á óste? —Sí.—Segunda. Gregorio Martín 
Gil, ¿»s culpable de haberse apoderado en la noche del 15 de Diciembre 
del año último y en la casa de D. Pedro Sans Lorenzo, Cura párroco de 
Saldaña, de cierta cantidad en metálico perteneciente á éste? Sí. —Tgr- 
cera. —Francisco Arranz Benito, ¿es culpable de haberse apoderado eu la 
noche del 15 de Diciembre del año último y en la casa de D. Pedro Sanz 
Lorenzo, Cura párroco del pueblo de Saldaña, de cierta cantidad en metá- 
lico perteneciente á éste? —SÍ.—Cuarta. Paulino Martín Gil, ¿es culpable 
de haberse apoderado en la noche del 15 de Diciembre último y en la casa 
de D. Pedro Sanz Lorenzo, Cura párroco del pueblo de Saldaña, de cierta 
cantidad en metálico perteneciente 4 éste?—81.—Quinta. Carios Pastor 
Sancho, ¿es culpable de haberse apoderado en la noche del 15 de Diciem- 
bre último y en la casa de D. Pedro Sanz Lorenzo, Cura párroco del pue- 
blo de Saldaña, de cierta cantidad en metálico perteneciente á éste? —8I. 
—Sexta, En fecha anterior al día 13 del expresado mes de Diciembre, 
¿propuso Salvadora Gil 4 Carlos Pastor Sancho robar á D. Pedro Sans?— 
8í—Séptima. ¿Estuvo Carlos Pastor Sancho perplejo en aceptar ó no tal 
proyecto? —No. —Octava. ¿Hizo Salvadora Gil igual proposición, antes 
también del día 13 de Diciembre, 4 Gregorio Martín Gil?—Sí. — Novena. 
¿Se la hizo también por la misma época á Paulino Martín Gil? —Sí.—Dé- 
cima. ¿Aceptó Gregorio Martín Gil la indicada proposición?—8í. —Undé- 
cima. ¿La aceptó Paulino Martín Gil? —S1.—Duodécima. El domingo 13 
del repetido mes de Diciembre, ¿estuvo Salvadora Gil Coloma en Ja casa 
de Carlos Pastor Sancho, en el pueblo de Castillejo de Robledo? —81.— 
Décimatercera. ¿Se reunió en ella con el Carlos Pastor?—SÍ. —Décima- 
cuarta. Asistió á esta reunión Gregorio Martín Gil?—Sí.—Décimaquinta. 
¿Asistió también Paulino Martín Gil? —Sí. —Décimasexta. En la reunión 
de gue se trata, ¿convino la Salvadora Gil en realizar el robo á D. Pedro 
Sanz?—S([. —Décimaséptima. ¿Convino lo mismo Carlos Pastor Sancho?— 
Si. —Décimaoctava. ¿Convino también Paulino Martín Gil?—SíÍ. —Décima- 
novens. ¿Convino de igual modo Gregorio Martín Gil? —Sí.—Vigésima. 
¿Propuso además Salvadora Gil dar muerte por sí misma á D. Pedro Sanz, 
si se le sojetaban? —Sí.—Vigésimaprimera. ¿Rechazó Carlos Pastor Sancho ' 
la propesición de dar muerte á D. Pedro Sanz?—8í.—Vigésimasegunda. 
¿La rechazó Paulino Martín Gil? —81.—Vigésimatercera. ¿La rechazó Gre- 
gorio Martín Gil?—Sí. —Vigésimacuarta. ¿Se opuso también á esta propo- 
sición, cuando posteriormente se la hizo, Francisco Arranz Benito?—-Si 
—Vigésimaquinta. En la misma reunión, ¿resolvió Salvadora Gil buscar 
tra persona que los ayudase?—S[.—Vigésimasexta. ¿Estuvo conforme 
con esta resolución Carlos Pastor? —Sí.— Vigésimaséptima. ¿Lo estuvo 
Paulino Martín Gil?—S[.—Vigésimaoctava. ¿Lo estuvo Gregorio Martín? 
—S1f. —Vigésimanovena. ¿Se encargó Paulino Martín de buscar esa perso. 
na auxiliar? —Sí.—Trigésima. Con tal objeto, ¿estuvo Paulino Martín en 
la casa de Francisco Arranz Benito, en Castillejo, en la noche del 14 de 
Diciembre antes citado? — 8í. — Trigésimaprimera. En aquella ocasión, 
¿propuso el Paulino Martín á Francisco Arranz la comisión del robo en la 
casa de D. Pedro Sanz.—Sí.—Trigésimasegunda. En la misma noche del 14 
de Diciembre, ¿fuó Francisco Arranz á la casa de Carlos Pastor?—SÍ.— 
Trigósimatercera, ¿Se hallaba 4 la sazón en ella su dueño Carlos Pastor? 
—81. - Trigésimacuarta. ¿Estaba también allí Salvadora Gil?—Sí.—Trlgé- 
simaquinta. ¿Estaba además Paulino Martiín?—8S1. —Trigésimasexta. ¿Es 
faba asimismo Gregorio Martín?—8i. —Trigésimaséptima. ¿Se convino en 
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esta reunión en realizar el robo la noche inmediata del 15 de Diciembre? 
—S81.—Trigésimaoctava. ¿Se convino, además, en que dicho día, después 
de anochecer, se reunirían los cinco en el sitio conocido por el Páramo, 
entre los pueblos de Aldealengoa y Castillejo, y en que Carlos Pastor lle- 
varía un macho mular, Gregorio Martín un escoplo y Francisco Arranz. 
un hacha y unos pentalones?—Sí.—Trigésimanovena. ¿Acudieron al lugar 
de la cita los cinco procesados.—81.—Ouadragósima. Una vez reunidos, 
¿marcharon juntos en dirección á Saldaña, cerca de cuyo pueblo, en una 
pradera, se puso Salvadora Gil los pantalones que había llevado Francisco 
Arranz.—Sí.—Cuadragésimaprimera. Llegados á la casa de D. Pedro 8anz, 
apoyándose en la canal de un fregadero, ¿subió ¡Salvadora Gil hasta la 
ventana de la cocina de la misma cass, rompiendo de un puñietaño el cris- 
tal que cerraba aquélla? —81.—Cuadragésimasegunda. Viendo Salvadora 
Gil que no cabía por la ventana, ¿se bajó al objeto de que Paulino Martín 
quitase con el escoplo parte del marco de ella?—8f.—Cuadragósimaterce- 
ra. ¿Realizó esta operación Paulino Martín? —S1.— Cuadragésimacuarta. 
¿Volvió á subir Salvadora Gil 4 la ventana y penetrando por ella en la 
casa de D. Pedro Sanz, abrió la puerta principal de la misma?>—S(.—Cua- 
dragósimaquinta. ¿Entró por dicha puerta Paulino Martín Qi1?-—Sí.— 
Cuadragésimasexta. ¿Entró también Carlos Pastor Sancho.—Sí. -- Cuadra- 
gésimasóptima. ¿Entró además Gregorio Martín Gil?—8Sí.— Cuadragésima- 
octava. ¿Entró asimismo Francisco Arranz Benito?—Sí. — Cuadragdósi- 
manovena. ¿Ató Paulino Martín Gil las manos de la criada de D. Pe- 
dro Sanz?—8í.—Qnuincuagésima, ¿Puso el mismo Paulino Martín á la 
Irene ua pañuelo ea la boca? —S[.—Quincuagésimaprimera. En estas ope- 
raciones, ¿fué ayudado Paulino Martía por Francisco Arranz?—$81,— 
Quincuagésimaseyunda. ¿Entró Paulino Martín en la babitación de la 
Irene Martía con la cara tapada?-—Sí.—Quincuagésimatercera. ¿Entró 
Francisco Arranz en la misma habitación, con la cara tapada?—SÍ. — 
Quincuagésimacrarta. ¿Se quedó Gregorio Martín á la puerta de la alcoba 
de la Irene, para evitar, sín duda, que ésta pudiera salir de la casa en de- 
manda de auxilio?—Sí.—Quincuagésimaquinta. Paulino Gil, ¿ató por las 
manos á D. Pedro Sanz á los extremos de la cama en que éste último se 
encontraba? —Sí, - Quincuagésimasexta. El mismo Paulino Martío, ¿puso 
á D. Pedro Sans una almohada sobre la cara?—$Sí.—Quincurngésimasópti 
ma. Para ejecutar los hechos á que se contraen las dos anteriores pregun- 
tas, ¿fué ayudado Paulino Martín por Francisco Arranz? —Sí.—Quincuagó- 
simaoctava. Mientras se realizaron estos hechos, ¿estuvo alumbrando 
Carlos Pasto:?—S[.— Quincuagésimanovena. ¿Dió Salvadora Gil á Don 
Pedro Sanz, cuando ya estaba atado, algunos golpes con escoplo ú otro 
instrumento análogo? —Sí. —Sexagésima. ¿GFHolpeó al mismo D. Pedro Sans 
Francisco Arranz Benito? —No. — Sexagésimaprimera. ¿Le golpeó cual. 
quiera otro de los procesados ?-—No, —Sexagésimasegundá. Los golpes 
recibidos por D. Pedro Sanz, ¿le ocasionaron una herida incisa en el pe- 
ricráneo, otra de la misma naturaleza en la frente, otra igual en la región 
superciliar derecha, otra en el labio superior y otra en la comisura interna 
del ojo derecho, que fueron calificadas de leves? —8f.—Sexagésimatercera. 
Esos wuismos golpes ¿causaron al ofendido una terrible contusión en el ojo 
izquierdo?—8/.—Sexagésimacuarta. El estado general del herido D. Pedro 
Sanz, ¿fué considerado grave desde los primeros momentos por la excita- 
ción nerviosa en que se encontraba y so avanzada edad de sesenta y ocha 
añios?—No.— Sexagésimaquinta. La contusión de que se hace referencia 
en la pregunta sexagésima tercera, ¿produjo á D. Pedro Sanz conmoción 
y congestión cerebrales? —8í.—Sexagésimasexta,. Esta congestión, ¿oca 
aionó la muerte de D. Pedro Sanz el día 18 del mes de Diciembre ya 
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eltado?—Si.—Sexagésimasóptima. Carlos Pastor, empleando el escoplo y 
el hacha de que antes se ha hecho mérito, ¿descerrajó an armario pupitre 
que había en una de las habitaciones de la casa de D. Pedro Sanz.—SÍ.-— 
Sexagésimaoctava. ¿Descerrajó el mueble expresado en la anterior pre- 
gunta Pauliuo Martín Gil?-— No. —Sexagésimanovena. ¿Le descerrajó 
Balvadora Gil? —No.—Septuagésima. ¿Fracturó Carlos Pastor una arqueta 
que en la misma habitación estaba?—No.—Septuagésimaprimera. ¿Frac- 
turó esta arqueta Salvadora Gil?—No.—Septuagésimasegunda. ¿La frac- 
taró Paulino Martín Gil?—Sí. —Septuagésimatercera. De los referidos 
muebles, ¿fueron sustraídos tres sacos con calderilla antigua y algunas 
monedas sueltas? - Sí. —Septuagésimacuarta. Después de realizados estos 
hechos, ¿ee dirigieron los procesados al Páramo y allí distribnyeron á 
puñiados el dinero sustraído de la casa de D. Pedro Sanz? —81.— Septuagó- 
simaquinta, La cantidad sustraída en la referida casa, ¿fué cuando menos 
de 116 duros, Ó sean 580 pesetas? —Sí.— Septuagésimasexta. De esta can- 
tidad, ¿se han recuperado 502 pesetas 75 cóéntimos?— Sí.—Septuagésima- 
séptima. ¿Estuvo Salvadora Gil sirviendo como ama de D. Pedro Sanz 
un poco tiempo, hasta el 4 de Diciembre del año próximo pasado? —Sf. — 
Septnagésimaoctava. Durante ese tiempo ¿trató mal D. Pedro Sanz á Sal- 
vadora Gil, hasta el punto de no darla lo necesario para: su preciso sun- 
teuto?—No.—Septuagésimanovena, El mismo D. Pedro Sans, ¿retuvo 4 
Salvadora Gil un documento Ó pase que tenía para ir desde su pueblo á4 
Madrid?—No.—Octogéósima. Después de la rennión del 13 de Diciembre, 
¿persistió Gregorio Martín en el propósito de que no se causara daño 
alguno al D. Pedro Sanz?-— Sí. —Octogésimaprimera. ¿Persistió en este 
mismo propósito Paulino Martín ? — Sí.—Octogésimasegunda. ¿Persistió 
también Carlos Pastor?— Sí. —Octogésimatercera, ¿Penetró Gregorio 
Martín en casa de D. Pedro Sanz convencido de que no había de causársele 
á óste daño alguno?—Sí.—Octogésimacuarta. En aquella ocasión, ¿estaba 
convencido de lo mismo Paulino Martín Gil?—Sí.—Octogésimaquinta, 
¿Tenía igual convencimiento Carlos Pastor?—Sí. —Octogésimasexta. Los 
que se hallaban al lado de D. Pedro Sanz, ¿pudieron impedir que Salva- 
dora Gil diera á aquél los golpes que le ocasionaron las heridas que pade- 
ció? —Sí. —Octogésimasóptima. ¿Estuvo Gregorio Martía remiso y perplejo 
en las reuniones de los días 13 y 14 de Diciembre, y aun en el Páramo, 
para ejecntar el robo en casa de D. Pedro Sanz?—-Sí. —Octogésimaociava. 
Gregorio Martín Gil, ¿obró con descuido ó negligencia grave en Jos hechos 
que dieron lugar á la muerte de D. Pedro Sanz?—S[.—Octogésimano- 
vena. Al atar á D. Pedro Sanz, ¿hubo otro propósito que el de verificur el 
robo?—No.—Nonagésima. ¿Sea opuso materialmente Francisco Arranz á la 
proposición de Salvadora Gil de matar á D. Pedro Sanz? —Sí.—Nonagési- 
maprimera. ¿Se opuso de este mismo modo á dicla proposición Paulino 
Martín?—Sf. —Nonagésimasegunda. ¿Se opuso de igual manera á la repe- 
tida proposición Carlos Pastor?—Sí.—Nonagésimatercera. ¿Se comprome- 
tió Salvadora Gil, por palabra que dió á los demás acusados, de no hacer 
daño alguno á las personas que hubiera en la casa de D. Pedro Sanz y sí 
sólo á ejecutar el robo?—Sí»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos afirma. 
dos en el yeredicto, constitativos de un delito de robo con violencia en las 
personas, con ocasión del cual resultó homicidio, de que eran responsa- 
bies, en concepto de autores por ejecución directa,:los cinco procesados 
Salvadora Gil Coloma, Gregorio Martín Gil, Freáfeisco Arranz Benito, 
Carlos Pastor Sancho y Paulino Martín Gil, siendo inditerenta, para que 
que todos respondan del homicidio de D. Pedro Sanz, que solamente Bal- 
vadora realizara lcs actos productores de su muerte, toda vez que se trata 
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de un hecho complejo constituyente de un solo delito y no de dos, por lo 
que basta para que respondan los cinco procesados de dicho homicidio 
eu concurrencia á la perpetración del robo, .previo concierto y con actos 
integrantes de él, mucho más declarándose probado en el veredicto que 
Salvadora Gil concibió y manifestó con anterioridad á los demás reos el 
propósito de matar al Párroco de Saldafia, Sr. Sans, aunque le rechazaron, 
y algunos, pudiendo evitar la muerte, no la evitaron, siendo igual la rea- 
ponsabilidad de Gregorio Martín que la de los otros procesados, aque 
concurriera al delito con conocimiento de que no causaría dafio al robado 
y no tomara parte en los hechos productores de la muerte del Sr. Sana, 
porque no puede esto constituir imprudencia temeraria, causante del ho 
anicidio, dado que no es posible separar este hecho sangriento del robo 
que le dió ocasión, y declarando que no es apreciable la circunstancia de 
alevosía, ni la de que los procesados usaran disfraz, que no lo constituye 
el que Salvadora llevase al delito pantalones de hombre; que no eran tan» 
poco de estimar las circunstancias atenuantes de no haber tenido los reos 
intención de causar un mal de tanta gravedad como el producido, y de 
haber obrado Salvadora Gil por estímulos ten poderosos que naturalmente 
produjeran en su ánimo arrebato y obcecación, y que era de apreciar en 
contra de todos los procesados las circunstancias agravantes de premedi.- 
tación conocida, buscar y aprovechar la noche de propósito para realizar 
el delito y ejecutarle con escalamiento y en la morada del perjudicado, 
ofendiendo la dignidad y respeto que por su carácter sacerdotal merecía, 
sin ninguna atenuante, aplicando el máximum de la penalidad señalada al 
delito perseguido, la referida Audiencia condenó á Salvadora Gil Coloma, 
Gregorio Martín Gil, Francisco Arranz Benito, Carlos Pastor Sancho y 
Paulino Martín Gil, á la pena de muerte, que se ejecutará en la villa de 
Riaza, y para el caso da que fueran indultados de esta pena, á la accesoria 
de inhabilitación absoluta perpetua, si no se les remitiese especialmente 
en el indulto, indemnización de 2.500 pesetas por iguales partes á los he- 
rederos de D. Pedro Sanz, restitución y una quinta parte de costas: 

Resaltando que admitido de derecho en beneficio de los reos contra la 
expresada sentencia el recurso de casación, se elevó la causa á esta Sala, 
donde se ha utilizado por las defensas de los procesados, interponiendo la 
de Gregorio Martín el de quebrantamiento de forma, y la misma y las de 
los otros reos el de infracción de ley por los motivos que se expresarán: 

Resultando que el recurso por quebrantamiento de forma interpuesto 
á nombre de Gregorio Martín Gil se autoriza en el párrafo primero del ar- 
tículo 119 de la ley de 20 de Abril de 1888, y se funda en el defecto de no 
constar en la sentencia transcrito literalmente el veredicto en la forma que 
determina el art. 97 de dicha ley, pues si bien aparece en el rollo de la 
causa un acta titulada «Veredicto», en la que se contienen 93 preguntas, 
que deben ser copia de las formuladas por el Presidente, éstas no aparecen 
unidas al rollo, ni la certificación de las mismas sacada por el Secretario, 
con las cuales, si obraran en autos, se sabría si el titulado veredicto fir- 
mado por los jurados contenía Jas mismas preguntas que se sometieron á 
su decisión, y si eran ó no éstas las transcritas á la sentencia, por lo qua 
y no apareciendo de la sentencia que las 93 preguntas del resultando pri- 
mero sean las que el Presidente de la Sección de derecho formaló, se han 
infringido el art. 97 citado y los 83, 84, 85, 87 y otros de la ley del Jurado, 
cuyo quebrantamiento de forma no han podido advertir los procesados 
para preparar con la aportuna protesta el recusso de casación por él, en 
razón á que tampoco se ha camplido la ley notificándoles la sentencia, por 
lo que la protesta, necesaria en dicho caso, no ha podido hacerla el recu- 
rrente Gregorio Martín: l ; 
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Resultando que los recursos de casación por infracción de ley se han 
interpuesto por el orden siguiente: primero, á nombre de Salvadora Gil 
«Goloma, autorizado por los números 3.9 y 5.0 de la ley de Enjuiciamiento 
<riminal, citando como infringidos: 

1.0  £l núm. 1.0 del art. 516 del Código penal, pues en el robo de autos 
resultó levemente lesionado D. Pedro Sanz, y el hecho queda comprendido 
-en el núm. 5.0, ó cuando más en el 4.*? del propio artículo, infringidos por 
po haberse hecho aplicación de ellos: 

2. Las circunstancias agravantes 7.*, 15 y 21 del art. 10 del mismo Có- 
digo, que no han debido apreciarse, por inherentes al delito de robo, de 
tal modo que sin sn concurrencia no se hubiera podido cometer: 

3. Las circunstancias atenuantes 3.* y 7.2 del art. 9.0 del propio Oódi- 
go, de indudable aplicación al caso de autos, y que no se aprecian en la 
sentencia: 

4.” La regla 5.1 del art. 82 del Código penal, aplicable por la no exis- 
tencia de circunstancias agravantes y concurrir las atenuantes dichas, y 
en todo caso la regla 4.2 del propio artículo, porque han debido compen- 
sarse estas atenuantes con la agravante de nocturnidad, única que riguro- 
samente se podía apreciar; 

Y 5,0 La regla 5.* del citado art. 82, pues aun considerando el delito 
como le califica la Audiencia, por la compensación explicada la pena pro- 
<cedente sería la menor de las dos indivisibles que señala la ley: 

Resultando que el recurso de casación á nombre de Gregorio Martín 
Gil por infracción de ley se autoriza en el núm. 5.0 del art, 849 de la ley 

de Enjuiciamiento criminal, y en él se alegan las siguientes infracciones: 

1.2 La circunstancia agravante 7.2 del art. 10 del Código penal, por 
aplicación indebida, pues no resulta del veredicto la determinación reflexi- 
va, meditada y persistente que caracteriza dicha circunstancia, que además 
en los delitos de robo, como inherente á ellos, no puede apreciarse: 

2,2 La circunstancia agravante 15 del mismo artítalo, también por apli- 
cación indebida, pues no declara el veredicto que la noche fué buscada ó 
aprovechada de propósito para la más fácil realización del delito: 

8,2 La circunstancia agravante vigésima primera del repetido artien!o, 
que no es estimable en los delitos de robo, pues la ley la expresa al des. 
cribirlos y penarlos: 

4,2 La circunstancia 20, también agravante, del propio artículo, porqe 
aunque el ofendido tuviera la dignidad sacerdotal, los reos no se propusie- 
ron escarnecerla, sino obtener el lucro que esperaban, y tampoco el ejecu- 
tar el delito en la morada del perjudicado implica ofensa, aparte de que os 
inherente al delito de robo: 

5,2 La ciscunstancia 8.* del art, 9. del Código penal, en analogía eon 
la atenuante 3.*, porque al Gregorio le faltó la intención de dar al delito 
la extensión y transcendencia que tomó con el homicidio; 

Y 6.2 La regla 3.2 del art, 83 de la misma ley penal, pues debiendo to- 
marse en cuenta la circunstancia atenuante citada, y no procediendo esti- 
anar ninguna otra agravante, ha debido imponerse á Gregorio Martín la 
pena de cadena perpetua: 

Resaltando que la defensa de Paulino Martín Gil, Francisco Arranz 
Sauz y Carlos Pastor Sancho ha interpuesto el recurso de casación por in- 
£racción de ley, apoyado en los námeros 4.0, 5.” y 6.0 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 516, núm. 1.9, del Código penal, por aplicación indebida, por 
las razones expuestas por la defensa de Salvadora Gil, aparte de la contra- 
dicción que hay entre las preguntas 62 y 63 del veredicto, relativas Á las 
inferidas al Párroco de Saldaña: o. 
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2.0 El art, 9.9, núm. 8.9, de dicho Código, pues son hechos probados 
que no hubo intención de matar al «fendido, y que á la propuesta de. 
darle muerte hecha por Salvadora, los tres recurrentes citados contestaron 
rechazándo!a, y hasta la Salvadora se comprometió á no hacer daño á su 
antixuo amo, por la actitud en que vió á sus correos: 

8.0 El art. 96 de la ley del Jurado, en su primera parte, por la contra- 
dicción que hay entre las preguntas 62 y 63 y siguientes, donde se con- 
funde la palahra heridas con la palabra contusión, como si además de las. 
cinco heridas bubiera recibido D. Pedro Sanz una terrible contusión, lo 
que se da por afirmado en el considerando primero de la sentencia de la 
Audiencia: | s 

4.0 También hay manifiesta contradicción en el tercer considerando 
de la sentencia, que sienta como probado que, pudiendo los correos de 

Salvadora Gil evitar la realización del homicidio, no lo hicieron, cuando 
consta que los tres citados Francisco Arranz, Carlos Pastor y Paulino- 
Martín se opusieron á la proposición de muerte é hicieron lo posible para 
evitar que se realizase: 

5.0 Los artículos 78, 79, párrafo segundo, 80 y 81, núm. 4.0, del Cóádigo- 
penal, pues la Audiencia debió tener en cuenta la atenuante 3.2 del ar- 
tículo 9.0 y Ja agravante á lo sumo de nocturnidad, y no cabía imponer la 
misma responsabilidad á Salvadora Gil que á los otros procesados: 

6.0 El art. 64 del propio Código, porque ha debido penarse un delito 
de robo, del que resultaron lesiones, y no de robo con homicidio; 

Y 7,0 El art. 10, circunstancia 7.*, 20 y 21 de la misma ley penal, pues 
no ha debido apreciarse ninguna, toda vez que la premeditación no consta 
y es inherente al delito de robo; el delito no pudo cor eterse sino en la 
morada del ofendido, cuya dignidad sacerdotal no ofendieron; el escala- 
miento fué elemento preciso á la ejecución del robo, y aun es dudoso si 
la noche fué buscada de propósito por los criminales, y aunque la eligie- 
ron, compensando esta agravante, como debe hacerse, con la atenuante 
explicada, la pena de muerte impuesta á los tres nombrados no ha sido 
la procedente, mucho menos tratándose de un robo en que resultan lesio- 
nes, no de un robo con ocasión del que se produjera homicidio: 

Resultando que celebrada la vieta del recurso, han mantenido los suyos 
respectivos los defensores de los reos y los ha impugnado el Ministerio 
fiscal, haciendo presente además no haber hallado fundamentos de caea- 
ción por otros motivos contra la repetida sentencia, ni por qnebranta- 
miento de forma ni por infracción de ley. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando, en ordena al recurso por quebrantamiento de forma in- 
- terpuesto por la representación de Gregorio Martín Gil, que el art. 97 de 
la ley de 20 de Abril de 1888, al establecer que en los juicios con inter- 
vención del Jurado se transcriba en la sentencia las preguntas y respues- 
tas del veredicto, en ves de la narración y calificación de hechos proba- 
dos exigida para las demás causas, no impone á la Sección de derecho el 
deber de ordenar diligencia ni gestión alguna que tienda á dar seguridad 
á las partes de la exactitud con que se hayan copiado, por hallarse sufi- 
cientemente garantizada por la misma ley, puesto que disponiéndose en 
su art. 77 que las preguntas formuladas con arreglo al 70 se lean por el 
Presidente en alta voz y en el acto, y por lo tanto, en presencia de las. 
partes, se entregan al Jurado, como dispone el 78, quien por conducto de 
su Presidente las ha de leer, también en alta voz, con las contestaciones 
dadas, según ordena el 90 de dicha ley, que es lo qne constituye el vere- 
dicto que se ha de insertar en la sentencia, la que se lee y publica antes 
de terminar la sesión del juicio, tienen entonces las partes medios para 
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subsanar cualquier error cometido al transcribirse, bien reclamándolo en 
el acto ó protestando en caso de negativa, y cuando ninguno de los dos 
medios se emplea, esta conformidad demuestra la exactitud con que el 
veredicto ee ha transcrito á la sentencia: 

Considerando, en cuanto á los recursos por infracción de ley inter- 
puestos por los recurrentes en lo relativo al error en la calificación del 
hecho procesal, que el delito por ellos cometido es el de robo con violen- 
cla en las personas, pues si bien el convenio previo fué sólo el de robar al 
Cura párroco de Saldaña, sin causar dañio á las personas, todos aceptaron 
y contribuyeron en el acto de ejecutarlo á la violencia de atar á la criada 
y después al Párroco para realizar el robo, y siendo este delito complejo, 
sa calificación y su pena ha de corresponder á los efectos producidos por 
las violencias, determinándose en el presente caso de un homicidio, y no 
de lesiones más 6 menos graves, como con error pretenden Jos recurren- 
tes, puesto que la muerte del Cura párroco, según el Jurado afirma en las 
preguntas 63, 665 y 66 del veredicto, fué por efecto de la conmoción y con- 
gestión cerebral que le produjo la terrible contusión que recibió en el ojo 
isquierdo por consecuencia de los golpes que Je dió la Salvadora Gil, 
cuando para robarlo le habían atado á la cama en que estaba acostado; 
din que esta afirmación del Jurado se halle contradicha ni desvirtuada 
por la que se consigna en la pregunta 62, porque en ésta sólo se asevera 
que las lesiones incisas que la misma Sulvadora le causó con un escoplo 
en la cabeza y varios sitios de la cara eran leves, lo cual no excluye ni 
contradice que la contusión, única que la víctima recibió en el ojo is- 
quierdo, fuera la causa determinante de la muerte, y por lo tanto, está 
bien calificado por la Audieucia sentenciadora el hecho procesal como 
constitutivo de delito de robo, con ocasión del cual resaltó un homicidio: 

Considerando, en orden á las circunstancias agravantes apreciadas 
por el Tribunal a quo y combatidas por los recurrentes, que la nocturni.- 
dad es indiscutible en el caso presente, por afirmar el Jurado, al absolver 
la pregunta 37 del veredicto, el convenio de los culpables en realizar el 
robo de noche, circunstancia, por lo tanto, elegida y buscada, ó cuando 
menos aprovechada por los criminales para el mejor logro de sus propó- 
sltos y la mayor facilidad en la impunidad; y en cuanto á las de premedi- 
tación conocida y escalamiento, si bien la primera cuando se circunscribe 
á la resolución previa de delinquir y 4 la adopción de medios más ó me- 
nos eventuales en sus resultados, puede ser en algunos casos inherente 
al delito de robo, su influencia en el caso de autos debe ser como agra- 
vante de culpabilidad, porque, según el resultado que ofrece el veredicto, 
ha ejecución del robo fué precedida de larga, reflexiva y hábil imedita- 
ción, desde que se concibió el proyecto por la Balvadora hasta que se 
realizó la noche del 16 de Diciembre, y de actos preparatorios ordenadcs- 
y deliberados, mayores que los precisos para la resolución previa, indis- 
peneable en todo proyecto de delinquir; y con respecto á la circunstancia 
agravante de escalamiento, como se trata de un delito de robo con violen: 
da en las personas, para el cua] no exige el Código como factor el esca.:a- 
miento, según acontece en el robo en lugar habitado, sino que puede 
cometerse con independencia de aquella circunstancia; y cuando concurre, 
la mismo que la de premeditación conocida, tiene que producir sus efec- 
tos legales, agravando la responsabilidad «de los culpables: 

Considerando que la circonstancia 20 del art. 10 del Código penal, 
también apreciada por el Tribunal sentenciador como concarrente en el 


delito, aun cuaudo del veredicto no resulte hecho alguno que revele en . 


los culpables el propósito de ejecutar el delito con desprecio del respeto 
que por su edad y. dignidad merecía el ofendido, es indudable que se 
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realizó en su morada, sin que provocara el suceso, y como el delito de 
robo con violencia en las personas se puede cometer fuera de la morada 
del agraviado, cuando se verifica en ella, como demuestra más perversi- 
dad en los culpables y produce mayor alarma la falta de respeto á la san- 
tidad del domicilio, agrava por ello sa responsabilidad: 

Considerando, respecto á las infracciones alegadas por no haberse 
apreciado en la sentencia las circunstancias atenuantes que los recurren- 
tes suponen debieron estimarse, que tratándose de un delito complejo é 
indivisible, como es el de robo con ocasión del cual resulta homicidio, en 
responsabilidad alcanza á todos y cada uno de los que han cooperado á la 
ejecución del robo, aun los que no hubieran contribuido con actos mate- 
riales al homicidio, ni concebido el propósito de causarlo, bastando sólo 
que resulte con ocasión ó motivo del robo, para que todos, según la letra 
y espíritu del art. 516 del Código, sean responsables de él, y en este con- 
eepto, como el elemento de la voluntad en cuanto al homicidio no es fac- 
tor para el delito complejo, de aquí el no apreciarse como circunstancia 
atenuante de éste la falta de intención en causar aquél, y por lo tanto, 
inaplicable á este caso la circunstancia 3.2 del art. 9.0 del Código, ni la 
8.2, aun en el supuesto de ser análoga á aquélla; y en cuanto á la de arre- 
bato y obcecación, alegada también por la representación de Salvadora 
Gil, como del veredicto no aparecen los móviles que la impulsaron á co- 
meter el delito, y el hecho de que se hace derivar esta circunstancia de 
haber dejado el servicio de la casa del Cura días antes del suceso, no 
consta si esto ocurrió por su voluntad ó por ser despedida, y en este caso 
las causas que lo motivaran, para así apreciar si fueron bastantemente 
poderosas para producir en su ánimo el estado excepcional que se re- 
quiere cuando el arrebato y obcecación es causa de atenuación de la res- 
ponsabilidad: 

Considerando que examinada la causa á que este rollo se refiere, re 
existe quebrantamiento en las formas del procedimiento, ni en la senten- 
cia infracción alguna de ley que dé motivo á la casación; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á los re- 
cursos que contra la sentencia dictada por la Audiencia de Segovia han 
sido admitidos de derecho é interpuestos por Salvadora Gil Coloma, Gre- 
gorio Martín Gil y Francisco Arranz Benito, Carlos Pastor Sancho y Pau- 
lino Martín Gil, á quienes condenamos en las costas por quintas partes; 
pase esta causa con el rollo al Ministerio fiscal, á los efectos del art. 953 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, y á su tiempo comuníquese esta 
resolución, con devolución de la causa original, á la Audiencia sentencia- 
dora, á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 11 de Marzo 
de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 25 de Septiembre del mismo añio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Marzo de 1893).—Sala tercera.—Ingw- 
rias á la Autoridad.—Ha lugar al recurso interpuesto por el Ministerio fis- 
cal, y se resuelve: 

Bue al preguntar la Sección de derecho al Jurado si el culpable calumnis, 
injurió d insultó á la Autoridad hallándose ésta en el ejercicio de sus funcie- 
nes, se formula una pregunta indebida, que motiva el recurso por quebranta- 
ocios ed dd: señalado en los artículos 77 y núm. 2.* del 119 de la ley del 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Marzo de 1893, en el recurso de 
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casación por quebrantamiento dé forma que ante Nos pende, interpuesto 
por el Ministerio fiscal contra la sentencia dictada por la Sección primera 
de la Sala de lo criminal de la Audiencia de ..., en causa seguida en el Jus- 
gado de instrucción del distrito de ... de la propia ciudad, á D. ..., vista 
ante el Tribunal del Jurado, sobre injurias por medio de la imprenta al 
Delegado de Hacienda de aquella provincia: 

Resultando que en un suplemento del periódico ..., que se publica en ..., 
correspondiente al día ... de ... de ..., se insertó un artículo, titulado ..., en 
el cual, ocupándose su autor de las quejas formuladas por la prensa y por 
algunos particulares en asuntos administrativos de Hacienda de la provin- 
cia contra ciertos funcionarios, y especialmente contra el Delegado D. ..., 
acerca de los abusos, incompetencia, infracciones legales y demás defectos 
que constituían el estado anormal de tales oficinas, se dirigen al expresado 
funcionario, entre otras expresiones, las de que estaba considerado como 
una nulidad, y en cambio tenía en la Inspección á sus parientes; al frente 
de la Sección de recaudación otro pariente; en la Empresa de consumos 
colocados otros, y en esta corte á su hermano D. ..., para que le sostenga 
á todo trance, apurando los elementos de su gran influencia; que cuando 
le cogen el genio al Delegado de Hacienda, lo mismo los interesados que 
los subalternos, encuentran el mejor camino para explotar una situación 
como la presente, entregada á camarilla familiar; ..., que los derechos rea- 
les no los pagaba más que el que quería, según pública versión; ..., que la 
justicia administrativa no andaba con mejores pies, y que lo dijera, sí era 
menester, el que la pidiera por vías de rectitud á dicho Delegado; ... que 
en cualquier parte que se hablara de algún asunto pendiente en aquellas 
oficinas, no se oiría decir otra cosa mejor que la necesidad de estimular 
metálicamente á los empleados más allegados al califa, para asegurar de 
este único modo el éxito de las pretensiones más justas; ... con otros con- 
ceptos más ó menos ofensivos para el funcionario de quien se trata; copián- 
dose, por último, párrafos de otros periódicos de la misma ciudad sobre 
quejas producidas por abusos en varios ramos de la Administración, espe- 
cialmente en el de consumos: 

Resultando que remitidos ejemplares del mencionado suplemento por 
el Delegado de Hacienda y por la Presidencia de la Audiencia de ..., al 
Juez de instrucción decano de la misma ciudad, comenzó sumario el del 
distrito de ..., quien examinó á D. ..., Director de ..., asegurando éste en su 
primera declaración, con juramento, ratificada en la indagatoria, que no 
podía precisar quién fuera el autor del artículo mencionado, pero procura- 
ría averiguarlo y revelaría sa nombre, si el que lo fuere quisiera aceptar 
la responsabilidad de su escrito, la que entretanto hacía suya el declarante, 
y que al insertarlo en el periódico no tuvo otro propósito que el que se 
manifestaba en el mismo de llamar la atención de los Poderes públicos 
para que se acudiera á remediar los males de que en él se trata, y no hizo 
otra cosa que ejercer la acción fiscalizadora que la prensa tiene al servicio 
del interés general: 

Resultando que abierto el juicio oral y declarado el hecho de la com- 
petencia del Tribunal del Jurado, en el estado correspondiente formuló el 
Presidente de la Sección de derecho las preguntas para el veredicto, con- 
signando en la primera si el procesado D. ... era culpable de haber publi. 
cado en el suplemento de ..., correspondiente al día ... de ... del año úl- 
timo, el citado artículo, titulado ..., que se copió literalmente á continua- 
ción, y redactó la segunda en los tórminos siguientes: «El expresado D. .... 
¿es culpable de haber calumniado, injuriado ó insultado, con las frases 
consignadas en dicha publicación, al Sr. Delegado de Hacienda pública 
de esta provincia, hallándose esta Autoridad en el ejercicio de funcio- 
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nes y con ocasión de éstas?» Y leída dicha segunda pregunta, el Ministe- 
rio fiscal se opuso á que se hiciera al Jurado, acordando el Tribunal, des- 
pués de oir á la defensa, que quedara consignada en el veredicto; en vista 
de lo que el expresado Ministerio formuló protesta, que se hizo constar 
en el acta, á los efectos de la ley: 

Resultando que contestadas negativamente las dos preguntas indiea- 
das y en sentido afirmativo la tercera, comprensiva del hecho de haber 
sido el procesado condenado anteriormente por el delito de rebelión, la 
Sección primera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de ..., por sen- 
tencia de ... de ... de ..., absolvió á D. ..., declarando su insolvencia y de 
oficio las costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto el Ministe- 
rio fiscal recurso de casación por quebrantamiento de forma, autorizado 
por el art. 77 de la ley del Jurado, por haber formulado el Presidente, en- 
tre las preguntas que aquél había de contestar, la segunda de que se ha 
hecho nuérito, la cual era indebida, por contener un concepto esencial- 
mente jurídico, cuya apreciación correspondía exclusivamente á la Sección 
de derecho, á la que incumbe, según la ley, hacer las calificaciones corres- 
pondientes de los hechos que los jurados conceptúen probados, debiendo 
éstos limitarse á declarar la culpabilidad ó inculpabilidad del procesado 
respecto del hecho, que en el caso actual consistía en que se declarase ei 
era ó no antor del artículo publicado, y que en el acto del juicio reclamó 
Sid la expresada pregunta, y protestó por no haberse admitido su pre- 
tensión: 

Resultando que admitido por la Sala sentenciadora dicho recurso, 
elevó á este Tribunal Sapremo la causa original, con citación y emplaza- 
miento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Francisco Toda: 

Considerando que procede el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma cuando se formule una pregunta indebida á los jurados, á tenor 
de lo prescrito en los artículos 77 y núm. 2.0 del 119 de la ley del Jurado: 

Considerando que la segunda pregunta del veredicto de que se trata 
envuelve realmente un concepto jurídico, cuya apreciación es de la com- 
petencia del Tribunal de derecho, y por tanto, merece la calificación de 
indebida, dirigida á los jurados, constituyendo el quebrantamiento de 
forma, señalado en el precitado art. 77; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma, interpuestbh por el Ministerio 
fiscal contra la expresada sentencia que dictó la Sección primera de la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de ..., la cual casamos y anulamos; y 
con certificación de la presente, devuélvasele la causa, para que, reponión 
dola al estado que tenía cuando se cometió la falta que ha motivado la 
casación, proceda con arreglo á derecho y sucesivamente determine.— 
(Sentencia publicada en 13 de Marzo de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 17 
de Octubre del mismo afio.) ) 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Marzo de 1893).—Sala segunda.— Hurto. 
No ha lugar al interpuesto por.Cosme Francisco Gil y otros (Audiencia de 
Ciudad Real), y se resnelve: 

Que es inadmisible el recurso por infracción de ley, cuando contrariando 
lo dispuesto en el art. 874 de la de Enjuiciamiento criminal, no se citan al 
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interponer la casación los artículos que autorizan el recurso; cuyas omisiones 
impiden discutir las infracciones alegadas por no haberse requerido en forma 


-la jurisdicción del Tribunal Supremo. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Cosme 
Francisco Gil Rodríguez y Nicanor Ruiz Bueno contra la sentencia pro 
nunciada por la Audiencia provincial de Ciudad Real, en causa por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 24 de Noviembre 
último, contiene los hechos en los resultandos siguientes: 

Resultando que entre diez y media y once de la noche del día 25 de 
Octubre del pasado año de 1889, los tres procesados Angel Saldaña Ca- 
srión, Nicanor Ruiz Bueno y Cosme Francisco Gil Rodríxuez salieron de 
la casa del vecino de Puertollano, Obdulio Gijón, en cuya compañía ha- 
bían estado cenando y bebiendo después de jugar un truque, y ya en la 
ealle el Angel, propuso al Nicanor y á Cosme Francisco robar mercancías 
de alguno de los trenes de la vía férreas, siendo por éstos aceptada la idea; 
y para ponerla en ejecución, dirigiéronse los tres á la vía férrea, acor 
dando que el Angel marchara á la estación de Puertollano, próxima al si- 
tio en que estaban, y donde oyeron la llegada de un tren de mercancias, 
con objeto de que, aprovechando la oscuridad de la noche, pudiera me- 
terse sin ser visto en un vagón, y los otros dos quedarse en aquel sitic, 
inmediato al cementerio, para retirar de la vía los bultos que el Angel 
arrojara. Así convenido, fuése éste á la estación, y al momento de po- 
deree en marcha con dirección á Veredas el tren de mercancías núm. 226, 
entre once y once y media de la noche, cortó la cuerda del precinto del 
vagón J núm. 499, por la puerta del lado opuesto a! andén, y subió al min 
mo, y á unos 500 metros de la estación, donde aquél llevaba todavía cs 
casa velocidad, arrojó á la vía un fardo de curtidos, otro de tejidos, una 
eaja de tabaco y una maleta ó caja con ropas, é inmediatsmente lo veri- 
ficó el Angel, sufriendo á la caída un golpe que, según su dicho, le privó 
de sentido durante un rato, que calcula en media hora, notando, al volver 
en sí, la ausencia de Nicanor y Cosme Francisco, los cuales, sin que se 
sepa cuándo ni por qué motivo, se marcharon al pueblo. En vista de ésto, 
el Angel Saldaña se dirigió á cusa del procesado Pedro Pascual González, 
y le propuso le acompañara á recoger Jos bultos de la vía, enterándole de 
lo qne acababa de hacer, y como éste se negara á ello, ssí como á avisar á 
Nicanor Ruiz, hiso la misma proposición á la madre del Pedro Pascual, Ja 
también procesada Juliana Mora, enterándola, como lo había hecho á su 
hijo, de la procedencia de los bultos; y aceptada por la Juliana, marcha- 
ron los dos á la vía, escondieron varios efectos en un estercolero próximo, 
pur haberse roto la maleta ó caja con ropa que los contenía, y llevaron loe 


-Otros tres bultos á la casa de la Juliana, en la que á la noche siguiente no 


repartieron su contenido entre ésta, el Angel y Nicanor Ruiz, sin interver- 
ción ni conocimiento del hijo de la primera, Pedro Pascual González, y 
sin que ee haya justificado en ninguno de los hechos referidos tuviera 
participación directa ni indirecta el procesado Juan Antonio Rodríguez 
Guzmán; hechos que declaramos aprobados: 

Resultando también probado que Nicanor Ruiz y Juliana Mora vendie- 
ron efectos de los que, procedentes de los fardos, les tocaron en el reparto 
á los procesados Francisco Alonso Caso y Pedro Dueñas Rivilla, sin que 
nada les dijeran ni éstos preguntaran acerca de la proredencia de los mis- 
mos, así como que la Juliana, tiempo después del hecho, y con motivo 
de la boda de sa hijo Pedro Pascual González, entregó á éste, sin decirle 
cómo había llegado á su poder, una elástica ó chaleco de punto que del 
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fardo de tejidos le había tocado, la cual fué ocupada y figura en el pro- 
ceso como pieza de convicción: ; 

Resultando que la Compañía del ferrocarril del Mediodía entregó como 
indemnización de perjuicios 163 pesetas 50 céntimos 4 D. Fernando Sara - 
bia, dueño del fardo de tejidos, que, según factura, valía 134 pesetas corr 
75; 250 pesetas á D. Manuel Balmaseda, gue lo era de la caja de tabaco, 
apreciada en dicha suma, y 93 á D. Juan Platard, dueño de la caja ó ma- 
leta con ropas, además de haberle sido entregados por el Juzgado varios 
de los efectos que aquélla contenía, y que fueron encontrados en el ester- 
eolero, no constando que haya sido indemnizado D. José López Corchado; 
dueño del fardo de curtidos, cuyo valor estima en 267 pesetas 25 cénti.- 
mos, habiendo sido prudencialmente apreciado por peritos en 260 á 270” 
pesetas; siendo, por tanto, el valor de los efectos sustraídos el de unas 800 
pesetas, y siempre superior á 500 pesetas, sin exceder de 1.000; hechos que - 
igualmente declaramos probados: 

Resultando que la Audiencia de Ciudad Real calificó estas hechos- 
como constitutivos del delito de hurto, previsto en el núm. 2.0 del art. 531 
del Código penal, y declarando autores del mismo 4 Angel Saldaña, Nica- 
nor Ruiz y Cosme Francisco Gil, con la circustancia agravante de noctur- 
nidad, y encubridora á Juliana Mora y Rodríguez, sin circunstancias. 
apreciables, condenó á los dos primeros á tres años y cuatro meses de - 
presidio correccional; á Cosme Francisco Gil, á dos aos, once meses y 
once días de igual presidio, y á Juliana Mora á la multa de 125 pesetas, y 
á los cuatro al pago de la indemnización correspondiente y de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación. 
á nombre de los penados Cosme Francisco Gil y Nicanor Ruiz Bueno, sin 
citar el artículo y número de la ley de Enjuiciamiento criminal que lo au- 
toriza, y denunciando como infringidos los artículos del Código penal 13,. 
núm. 3.9, 11, núm. 1.* del 16, 69, 18, 28, 58 y núm. 2.9 del 531, toda ves: 
que Cosme Francisco Gil no tuvo participación alguna en el delito de- 
hurto, y Nicanor Ruiz sólo la tuyo como encubridor: 

Resultando que celebrada vista sobre admisión, tuvo efecto sin asis-- 
tencia de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que el presente recurso adolece del defecto de no ha-- 
berse citado el artículo de la ley que le antorice, como lo requiere el 874- 
de la de Enjuiciamiento criminal, defecto que impide discutir las infrac- 
ciunes denunciadas y resolver sobre ellas, por no haberse requerido en 
forma la jurisdicción de esta Sala; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del interpuesto contra la sentencia expresada por los penados 
Come Francisco Gil y Nicanor Ruiz Bueno, á quienes condenamos en Jas - 
costas y al pago de 125 pesetas á cada uno, por razón de depósito, si me- 
jorasen de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentencia- 
dor, á los efectos oportanos.—(Sentencia publicada en 13 de Marzo de - 
1893, ó inserta en las (acetas de 25 de Septiembre y 1.0 de Octubre del. 
mismo año.) 
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RECURSN DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (13 de Marzo de 1893). — 
Sala segunda.— Asesinato.—No ha lugar al admitido de derecho en bene- 
ficio de Valentín Berrade Castillo (Audiencia de Pamplona), y se resuelye: - 

Que la circunstancia agravante de alevosía se caracteriza por los , 
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seientos empleados para la comisión del delito, directamente encuminados á su 
ejecución, sin riesgo para +7 do del agresor que proceda de la defensa 
que pudiera hacer el agredido: 3 

Que cuando un solo hecho procesal constituye tres delitos ejecutados por 
sena misma persona, deberá, conforme al art. 90 del Código penal, imponerse 
la pena correspondiente en su grado máximo: 

Que al declarar el veredicto del Jurado que con anterioridad al suceso ha- 
bía el agresor manifestado su! propósito de matar á los ofendidos, bajo un plan 
trazado de antemano, es evidente la concurrencia de la agravante 7.2 del ar- 
tículo 10 del Código. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, interpuesto y admitido de derecho en bene- 
ficio de Valentín Berrade y Castillo, contra la sentencia pronunciada por 
srt de justicia de la Audiencia de Pamplona, en causa por triple ase: 
sinato: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictá la expresada sentencia 
en 19 de Noviembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que en el día 16 del actual, previo el acto del sorteo efec- 
tuado con estricta sujeción á la ley, se constituyó el Tribunal del Jurado 
para contestar á las preguntas formuladas, con arreglo á las conclusiones 
definitivas de las partes, sobre los hechos origen de la causa presente y la 
culpablilidad de los procesados, pronunciaron los jurados el veredicto en 
la forma siguiente: A la pregunta primera. «¿Es culpable Valentín Be- 
rrade y Castillo de haber disparado un trabucazo entre diez y medía 4 
once menos cuarto, del reloj de Sada, en la noche del 7 de Junio del pa- 
sado año, desde la esquina de la casa de Joaquín Castillo, en aquella villa, 
hasta la esquina de la casa de enfrente, de Domingo Mateo, donde acaba- 
ban de pararse Agustín Sagúés, Zacarías y Julián Castillo y Juan Sos, hi- 
riendo los proyectiles ó parte de ellos al Sagiés con cinco heridas pene- 
trantes en las tres cavidades, mortales de necesidad, de las que falleció 4 
los pocos instantes; al Zacarías, con uno que, penetrando en la clavícula 
derecha, quedó incrustado en el vértice del pulmón del mismo lado y le 
causó la muerte á las tres horas, y al Sos, con una quemadura y escoria- 
ción en la región lumbar izquierda, de la que se curó á los seis días de 
asistencia ó6 impedimento para el trabajo.—Sí.—A la pregunta segunda, 
¿Es culpable Alejandro Gofií, de haber también disparado su trabuco ú 
otra arma de fuego, al mismo tiempo y ocasión que Valentín, causando los 
proyectiles, ó parte de ellos, á los sujetos ya referidos, las heridas que an- 
teriormente se relacionan?-——No.—A la pregunta tercera. De no haber dis- 
psrado sirma alguna Alejandro Goñií en la noche referida, ¿tuvo conoci- 
miento de los propósitos de Valentín Berrade, viniendo con él desde 
Oyera á Sada, preparándose á esperar á las víctimas en actitud agresiva, 
estando junto á él en el momento de disparar, huyendo después con él 
amismo, y finalmente, demostrando en todos sus actos intención de coad- 
yuvar física y moralmente al mejor éxito del delito?—S1.—A la pregunta 
cuarta. El hecho ¿se ejecutó, cuando Agustín Sagúés, Zacarías y Jalián 
Castillo y Juan Sos volvían de una reunión tranquila y amigablemente,. 
desapercibidos de toda agresión y de que corrieran el menor peligro, por- 
que los tiros se dispararon súbitamente y sin que precediera aviso alguno,, 
ruido ni cuestión, ni por lo tanto les fuera fácil defenderse?—Sí.—A la. 
pregunta quinta. Con anterioridad á la noche del suceso, Valentín Barra- 
de y Castillo, ¿había manifestado su propósito de matar á los Sagúés, Cas- 
tillo y Sos, con firme resolución de ejecutarlo como un plan trazado de an- 
¿emano?—8B81.—A la pregunta sexta, Con anterioridad á la noche del su- 
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ceso, Alejandro Gofif y Sola, ¿había manifestado su propósitó de matar ál 
los Sagúés, Castillo y Sos, con firme resolución de ejecutarlo como un plax 
trazado «de antemano?—No.—A la pregunda séptima. Valentín Berrade, 
480 aprovechó de la noche para realizar con el mayor éxito el herho de la 
primera pregunta, siéndole así más fácil no ser visto, ni conocido, y de 

este modo asegurar la impunidad?—$1.—A la pregunta octava. Alejandro 
Goñíí, ¿se aprovechó de la noche para realizar con el mayor éxito el he- 
cho referido en la primera pregunta, siéndole así más fácil no ser visto moi 
conocido, y de este modo asegurar la impunidad?—Sí»: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Pamplona decla- 
ró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen 
tres delitos de asesinato, previstos y penados en el art. 418 del Código 
penal, y que cualifica la circunstancia primera del mismo, habiéndose 
consumado dos en las personas de Agustín Sagilés y Zacarías Castillo, y 
frustrado el otro en la de Juan Sos, que resultó lesionado levemente; que 
de dichos tres delitos es responsable en concepto de autor con participa- 
ción directa, Valentín Berrade y Castillo, y en el de cómplice Alejandro 
-Goñil y Sula, concurriendo respecto del autor, en concepto de genérica, la 
cirennetancia agravante de premeditación conocida, 7.2 del art. 10; y via- 
tos los artículos citados, el 90 y demás concordantes de rplicación del re- 
ferido Código con la calificación establecida, condenó á Valentín Berrade 
y Castillo, como autor de doble asesinato y otro frustrado, á la pena de 
mnerte, que se ejecutará en la forma prevenida por la ley, con la accesoria 
de inhabilitación absoluta perpetna para caso de indulto, si no se remitie- 
ra expresamente; y á Alejandro Goñí Sola, á dieciséis años de cadena tem- 
poral con sus accesorias; á ambos, al pago de 5.400 pesetas por iguales 
partes, en concepto de indemnización, solidaria y maencomunadamente; al 
pago de una décima parte de costas cada uno hasta la apertara del joicio, 
y en las restantes de por mitad, con otras declaraciones de ley: 

Resultando que remitida la causa á este Supremo Tribunal por minis- 
terio de la ley, por la representación y defensa de Valentín Berrade y Cas- 
tillo se ha interpuesto recurso por infracción de aquélla, autorizado por 
los números 3.9 y 5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, ci- 
tando como infringidos: 

1.0 El art. 418 del Código penal, por aplicación indebida. 

2.0 El art, 10, circunstancia 2.8, del mismo Código, en ignal concepto. 

3.0 Dicho art. 10, circunstancia 7.2%, también por indebida aplicación. 

4.0 El art. 419 de dicho Código, por no haberse aplicado: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal reprodujo sus 
conclusiones presentadas por escrito, entendiendo que no existe para la 
casación de la sentencia motivo alguno, ni por quebrantamiento de forma, 
ni por infracción de ley: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que la circunstancia agravante de alevosía, ya como ge- 
nérica, ya como cualificativa, se determina por los procedimientos emplea- 
dos para la comisión del delito, directamente encaminado á asegurar su 
ejecución sin riesgo para la persona del agresor que proceda de la defen- 
sa que en otro caso pudiera hacer el agredido; y es indudable que esta cir- 
-cunstancia concurre en los hechos atribuídos al recurrente de haber dispa- 
rado un trabuco contra el grupo que formaban Agustín Sagiiés, Zacarías y 
Julián Castillo y Juan Sos, que desapercibidos del riesgo que les amenaza- 
ba, acababan de pararse en la esquina de la casa de Domingo Mnñioz, esa- 
sando la inmediata muerte á los dos primeros y lesiones leves al último, 
sin que á éstos les fuera posible defenderse, porque aprovechándose aquél 
de las sombras de la noche para realizar con mayor éxito su criminal pre- 
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pósito, se colocó silenciosamente en la esquina que hacía frente á la en 
que aquéllos se hallaban, y sin que precediera cuestión, ni aviso alguno, 
realizó in agresión súbita é inesperadamente, empleando por tanto cuan- 
tos medios estuvieron á su alcance para consumar aquellos delitos sin 
riesgo alguno pera su persona procedente de la defensa que pudieran ha- 
<er los ofendidos: 

Considerando que el estimarlo así la Audiencia sentenciadora, califican- 
do el hecho único atribuído al recurrente como constitutivo de dos delitos 
de asesinato consumado y otro frustrado, no incurrió en error alguno de 
derervho, ni cometió las infracciones legales que se le atribuyen en el 1.0, 
2.0 y 4.9 de los motivos que para la casación se invocan: 

Considerando que, no obstante la necesidad de aplicar en este caso en 
su grado máximo la peña señalada por la ley al delito de asesinato, según 
lo dispuesto en el art, 90 del Código penal, por constituir tres delitos el 
hecho ejecutado por el procesado, y que en tal concepto resalta proceden- 
te la gue impone la sentencia recurrida, aunque no existieran otras cir- 
<cunsiancias agravantes de la responsabilidad criminal, y no debiera pros- 
perar por esta razón el recurso por el tercero de los motivos alegados, la 
circunstancia agravante 7.8 del art. 10 del Código ha sido bien apreciada 
por la Sala, por cuanto habiéndose declarado en el veredicto que con an- 
terioridad á la noche del suceso había manifestado el recurrente su propó- 
sito de matar á los dos interfectos y á Juan Sos, conforme resolvieron de 
ejecutarlo y como un plan trazado de antemano, es evidente que procedió 
con meditación reflexiva y voluntad persistente á la ejecución de aquellos 
delitos, concurriendo todos los elementos que caracterizan la circunstancia 
de premeditación conocida, y que al estimarla en este caso, no se cometió 
el error de derecho señialado en el núm. 5.0 del art. 849 de la ley de Enjui- 
£iamiento crimínal: 

Considerando que, examinada atentamente la causa, no aparecen méri- 
tos legales para que proceda su casación por quebrantamiento de forma 
ni por infracción de ley en beneficio del reo condenado á la última pena; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación admitido de derecho contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de Pamplona, ni al interpuesto por infracción de ley á nombre de 
Valentín Berrade y Castillo, á quien condenamos en las costas; comunfqne- 
se á sa tiempo esta resolución al Tribunal sentenciador, con devolución de 
la causa, á los efectos oportunos; y pasen los autos con urgencia al señor 
Fiscal, á los efectos prevenidos en srt. 958 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal.—(Sentencia publicada en 13 de Marzo de 1898, ó inserta en la 
Gaceta de 1.2 de Octubre siguiente.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—Sus - 
tracción de menores y asesinato.—No ha lugar al interpuesto por Teresá 
Gustamante y Motos (Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

. Que el apoderamiento de un nifio menor de siete años, sin consentimiento 
de la persona encargada de su custodia, integra y caracteriza el delito de sus- 
tracción de un menor, sancionado en el art. 498 del Código penal; sin que el 
móvil interesado que impulsó á la culpable de reanudar por ese medio las ve- 
laciones ilícitas que sostenía con el parre de dicho menor, desvirtúe en lo más 
seínimo la responsabilidad criminal contraída: 

Que los estímulos que determinaron al agente á realizar la muerte del 
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nifio, consistentes en el abandono del amante y la falta de medios para sub- 
sistir en que éste la dejara, no son suficientemente poderosos 4 producir ra- 
turalmente el arrebato y obcecación á que se refiere la circunstancia 7.2 del 
art. 9.9 del Código, porque ni tuvieron su origen en una causa próxima, ná 
guardan el menor enlace y congruencia entre el delito y la persona que com 
sus actos los produjo. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Te- 
resa Gustamante y Motos, contra sentencia de la Sala de lo criminal de 
la Audiencia de Valencia, en causa seguida á la misma, en el Juzgado Je 
instrucción de Liria, por sustracción de un menor y asesinato: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 3 de Diciembre úl- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: : 

Primero. Que sometida la presente causa á la deliberación del Jurado, 
ve ha pronunciado por éste el siguiente veredicto: «Los jurados han deli.- 
berado sobre las preguntas que se han sometido á su resolución, y bajo el 
juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: A la pre- 
gunta, ¿Teresa Bustamante ó Gustamante y Motos, apodada la Picanta, es 
culpable de haber sustraído el día 80 de Marzo último al niño Emilio San- 
tiago Escudero, de cinco meses de edad, de la casa de Josefa Quiles, que 
lo criaba, y se lo llevó sin consentimiento de ésta? —81.—A la pregunta, ¿Se 
llevó la Teresa el niño con el propósito de vengarse de los desvíos de Pas- 
cual Santiago Mufñioz, padre de la criatura, y con quien había tenido amo- 
res ilícitos viviendo maritalmente con é61?—No.—A la pregnnta. La pro- 
cesada Teresa, ¿se llevó al nifñio con objeto de atraer al padre á que rea- 
nudara con ella las relaciones antedichas?—81.—A la pregunta, Teresa 
Bustamante ó Gustamante y Motos, ¿es culpable de haberse llevado el 
niñio á la ciudad de Liria, donde llegó de noche, y al poco de llegar, en las 
afueras de la población, le infirió al Emilio, con una navaja, una herida en 
el cuello, que le produjo la muerte, dejándole medio envuelto en un es- 
tercolero?—S1.—A la pregunta, El niño Emilio ¿tenía de cuatro á cinco 
meses de edad?—$Sí.—A la pregunta, ¿Ejecutó el hecho de la muerte la 
procesada Teresa, sin peligro ó riesgo de la defensa que pudiera hacer la 
víctima? —81,—A la pregunta, El hecho de dar muerte al niño Emilio San- 
tiago Escudero, ¿se ha ejecutado habiéndolo pensado fríamente y con bas- 
tante anterioridad al hecho la Teresa Gustamante, mostrando su voluntad 
deliberada de realizarle por todos los hechos que ejecutó? —No.—A la pre- 
gunta, ¿Buscó de propósito la procesada, ó esperó que entrara la noche, 
para ejecutar la muerte del niño sin peligro de ser vista?—No.—A la pre- 
gubta, La procesada, al ejecutar la muerte del niño, ¡obró violentada por 
fuerzas fisiológicas y morales, dependientes de su raza gitana, edad, tem- 
peramento, ignorancía, carencia de sentido moral y otros análogos que ce- 
garon su conocimiento y la privaron de voluntad?—No.—A la pregunta, 
La procesada, al ejecutar la muerte del niño Emilio, ¿nbró con desprecio 
de la edad de la víctima?—Sí.—A la pregunta, Al realizar la muerte del 
niño, ¿obró la procesada violentada y obcecada por los estímulos que le 
produjeron el abandono de su amante y la falta de medios de subsisten- 
cia en que la dejó aquél? —81.—A la pregunta, ¿Obró la Teresa al cometer 
el delito movida por la falta de sentido de moralidad y responsabilidad 
propia de su raza? —No.—A la pregunta, ¿Obró la Teresa por empobreci- 
miento de su constitución fisiológica y consigniente debilidad de espírita, 
por causas no dependientes de vicios morales?—No.— A la pregunta. ¿Obró 
la o por tener temperamento nervioso, excesivamente impresio- 
mable?—Sí»: > 
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Resaltando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados en 
el veredicto constitutivos de un delito de sustracción de menores, castigado 
en el art. 498 del Código penal, con un fin que no tenía carácter alguno de 
moralidad y que podría comprometer la responsabilidad de la guardadora 
del menor, y otro de asesinato de dicho niño, caracterizado por la circuns- 
tancia concurrente de alevosía, pues la corta edad de la víctima la impo- 
sibilitaba de todo medio de defensa, de cuyos delitos era autora la proce- 
esda Teresa Gustamante y Motos, sin que fueran de estimar las circune- 
tancias declaradas por el Jurado de haber cometido la Teresa su delito 
con desprecio del respeto que por su edad merecía el nifio Emilio Ban- 
tiago, porque ya se tuvo en cuenta al apreciar la alevosía, ni la de haher 
obrado la expresada con arrebato y obcecación, porque haciéndose partir 
los estímulos poderosas del abandono de su amante y de la falta de me- 
dios de subsistencia en que éste la dejó, ambos hechos, el uno por su cs- 
sácter ihmoral, y el otro por lo ilegítimo, no pueden abonar dicha ate- 
nuante, aparte de que los mismos hechos no fueron tan próximos que na- 
taralmente dieran lugar á aquellos estímulos; y por no concurrir otras 
circunstancias modificativas, pues tampoco cabía dentro de las atenuantes 
de analogía la declaración del Jurado de que obró Josefa por tener un 
temperamento nervioso demasiado impresionable, condenó á la Teresa 
Gustamente, por el delito de sustracción del menor, que no constaba se 
realizara con el propósito de quitarle la vida ni era medio necesario para 
asesinarle, á diez afios de reclusión temporal, en vez de los catorce años, 
ocho meses y un día que se le debían imponer, con la accesoria de inha- 
bilitación absoluta en toda su extensión durante dichos diez años, que se 
la imponen con arreglo al Código, para que todas las penas no pasaran de 
cuarenta años, y por el de asesinato á las de reclusión perpetua, sunque 
se la indulte de la pena principal, si la de inhabilitación no se la remitiera, 
y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley la defensa de la procesada, autorizado por los nú- 
meros 1.0 y 5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando 
las infracciones siguientes: 

1,2 Del art. 498 del Código penal, pues habiendo declarado el Jurado 
que la recurrente al sustraer al niño Emilio Santiago no se propuso nin- 
gún fin criminal, no existe el delito que pena dicho artículo: 

2.2 Las circunstancias 7.* del art. 5.0 del propio Código, que han de- 
bido apreciarse, pues el Jurado declara su existencia; y 

8.2 La regla 2.s del art. 82 del mismo Código, aplicable por existir «sa 
causa de atenuación: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que los hechos declarados probados por el Jurado en su 
veredicto, al contestar afirmativamente las primera y tercera preguntas, 
son constitutivos del delito de sustracción de menores, definido en el ar- 
tículo 498 del Código penal, por haber concurrido todos los elementos qne 
le integran y caracterizan, ó sea el apoderamiento del nifñio menor de siete 
años sin consentimiento de la persona encargada de su custodia, sin que 
el móvil interesado que impulsó á la procesada á perpetrarle, de reanudar 
por este medio los amores ilícitos que venía sosteniendo con Pascual San- 
tiago Mufñioz, padre del niño, desvirtúe en lo más mínimo la responsabi!i- 
dad criminal en que incurrió: 

Considerando que los estímulos que determinaron á la procesada á 
realizar la muerte del nifio, consistenles en el abandono de su amante y 
la falta de medios de subsistencia en que la dejó, no son lo suficientemente 
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poderosos para que naturalmente produjeran en sa ánimo el arrebato y 
obcecación á que se refiere la circunstancia atenuante 7.* del Código penal, 
porque ni tuvieron su origen en un móvil próximo que diera lugar á él, 
ni tienen el menor enlace y congruencia entre el delito y la persona que 
con sus actos los produjo, respecto del que únicamente pudiera discutirse 
la apreciación ó no apreciación de dicha circunstancia: 

* Considerando que al estimarlo así la Sala sentenciadora, no ha incu- 
rrido en el error de derecho que se le atribuye, ni infringido los artículos 
del Código penal á que el recurso se reñere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto contra la sentencia de la, 
Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia á nombre de Teresa Gue- 
tamante y Motos, á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pe- 
setas, por razón de depósito, que no ha constituído por su insolvenci 
cuando mejore de fortuna, comunicándose esta resolución al Tribun 
sentenciador á los efectos procedentes.—(Sentencia publicada en 14 de 
Marzo de 1393, 6 inserta en la Gaceta de 1.2 de Octubre del mismo afio.) 
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RE-URSO DE CASACIÓN (14 de Marzo de 1893).—Sala segunda.— Pa- 
rricidio.—Ha lugar al interpuesto por Ana Arribas y Luis Hernández (Au- 
diencia de Soria), y se resuelve: 

Que la muerte violenta de un recién nacido debe calificarse jurídicamente 
de asesinato con relación á las personas que no resulten ligadas con aquél en 
grado bastante á determinar el delito de parricidio, ya porque tal cali 1Ón 
de asesinato viene atribuida en el último párrofo del art. 424 del Código pe- 
mal, ya también porque la imposibilidad física de toda defensa en el nsño 
mantiene al culpable en situación permanente de obrar de modo alevoso, cuya 
circunstancia, buscada ó simplemente aprovechada por el culpable, integra la 
agravante cualificativa del hecho procesal, definida en el núm. 2.9 del art. 20 
del Código: 

Que los hechos imputados en el veredicto del Jurado de haber los procesa 
dos convenido con la madre del niño la muerte dada á éste, presenciando ade- 
más su ejecución, sin que conste tomasen en ella parte directa, ni indujesen á 
la parricida ú realizar su mal propósito, excluyen la calificación de autores y 
sólo es procedente la de cómplices, según el art. 15 del citado Código penal, 

el convenio criminal y la presencia de los culpables en el delito consti- 
tuyen el concepto jurídico de la delincuencia en tal concepto, Ú sea la concu- 
rreñcia mutua de las voluatades en la acción y sus r 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Marzo de 1893, en los recursos 
de casación por infracción de ley que ante Nos penden, interpuestos por 
Ana Arribas Tobajos y Luis Hernández Martínez contra sentencia de la 
Audiencia provincial de Soria, en causa seguida á los mismos y otra en 
el Juzgado de instrucción de la propia ciudad, por parricidio, asesinato é 
inbumación de cadáver contrariando las leyes: 

Resultando que la elpresada sentencia consigna los hechos en el si. 
guiente resultando: 

Primero. Que constituído en el día de hoy el Tribunal del Jurado nara 
contestar las preguntas formuladas sobre los hechos perseguidos en la 
presente causa, personas que han tenido participación en los mismos y 
circunstancias de su ejecución, ha pronunciado el siguiente veredicto: «A 
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la primera pregunta. Juana Arribas Tobajos, ¿es culpable de haber dado 
muerte violentamente, á mediados del mes de Diciembre de 1891, y en su 
propio domicilio, en la villa de Deza, á una criatura que la misma había 
dado á luz, asfiziándola mediante compresión del cuello con las manos 
y separándole la cabeza del tronco, valiéndose al efecto de un instrumento 
cortante? —Sí.—A la segunda pregunta. Ana Arribas Tubajos, ¿es culpable 
del hecho de haber intervenido en la muerte violenta dada á mediados 
del mes de Diciembre de 1891, y en su propio domicilio, en la villa de 
Deza, á una criatura que había dado á luz so hermana Juana, en cuya 
compañía vivía, conviniendo con ésta en la muerte de aquélla, alumbran. 
do eon un candil, mientras su hermana antedicha asíixiaba dicha criatura, 
camprimiéndola con las manos el cuello y cuando con iustrumento cor- 
taeute la separaba la cabeza del tronco? —Sí.—A la tercera pregunta. Luis 
Hernández Martínez, ¿es culpable del hecho de haber convenido con su 
esposa Ana Arribas Tobajos y con la hermana de ésta y cufñiada suya, 
Juana Arribas, Ja muerte que esta última dió,á mediados del mes de Di.- 
ciembre de 1891, en sa propio domicilio en la villa de Deza, á una cria- 
tura que había dado á luz la expresada Juana, ballándose además presente 
á la ejecución del hecho mientras aquélla asfixiaba á dicha criatura, com- 
primiéndola el cuello con las manos y la separaba con un instrumento 
cortante la cabeza del tronco?-—$Sf.— A la cuarta pregunta. El mismo Luis 
Hernández Martínez, ¿es culpable del hecho de hecho de haber enterrado 
en el campo, término jurisdiccional de Deza, y sin dar parte de la defun- 


* ción al Juzgado municipal, á mediados del mes de Diciembre de 1891, el 


cadáver de una criatura que sa cuñada Juana Arribes Tubajos había dado 
á loa?—Sí.—A la quinta pregunta. Ana Arribas Tubajor, ¿-s culpable del 
hecho de haber convenido con vu marido Luis Hernández Martínez y 
con su hermana Juana Arribas Tobajos, á mediados de Diciembre de 
1891, en la villa de Deza, el enterramiento en el campo y sin la correa- 
pondiente licencia del Juez municipal del cadáver de una criatura, que 
había dado á luz su citada hermana Juana, cuyo enterramiento se llevó 4 
cabo por aquél en virtud de dicho convenio?—81.—A la sexta pregunta, 
Juana Arribas Tobsjos, ¿es culpable del hecho de haber convenido con 
su hermana Ana Arribas Tobajos y su cuñado Luis Hernández MaurtÍ- 
pez, á mediados de Diciembre de 1891, en ja villa de Deza, el enterra- 
miento en el campo y sin licencia del Juzgado municipal del cadáver de 
ana criatura que había dado á luz, cuyo enterramiento se llevó á cabo por 
aquél en virtud de dicho convenio? —S[.—A la séptima pregunta. La cria- 
tura que dió á luz Juana Arribas Tobajos, á mediados de Diciembre de 
1891, á la que hacen referencia las anteriores preguntas, ¿nació viva? —SíÍ. 
—A la octava pregunta. La expresada criatura, ¿vivió más de tres días? — 
Sí.—A la novena pregunta. La miema Jnana Arribas Tobajos, ¿se hallaba 
separada de su marido desde algunos años antes del suceso de autos?- Sí. 
—A la décima pregunta. El mismo día del suceso de autos, ¿vivía la men- 
cionpada Juana Arribas Tobajos en compañía de su hermana Ana y de su 
cuñiado Luis Hernández Martínez?—Sí.—A la undécima pregunta, La ex- 
presada Juana Arribas Tobajos, ¿dió muerte á la criatura que había dado 
á luz, impulsada por el deseo de ocultar su deshonra? - Sf.—A la duodéci- 
uma pregonta. Cuando Luis Hernández Martínez enterró en el monte la 
criatura que había dado á lus su cufiada Juana Arribas, ¿tenía conoci. 
miento de que aquélla había sido muerta por su propia madre?—Sí.—A la. 
décimatercera pregunta, Dicho Luis Hernández, ¿llegó á enterrar la cria- 
tura indicada con objeto de hacer desaparecer. ú ocultar el cuerpo del de- 
Jito, para ver de lograr que éste no se descubriese?—Sí»: 
Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
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tos constitutivos de un delito de parricidio, con relación á Juana Arribas 
Tobajos; otro de asesinato, caracterizado por la circunstancia de alevosía, 
que no puede menos de concurrir cuando se da muerte á una criatara de 
pocos días, que ningún peligro ofrece á sus agresores, por carecer de me- 
dios materiales y morales de defensa, con relación á los procesados Aus 
Arribas Tobajos y Luis Hernández Martínez, y otro delito de inhumación, 
previsto en el art. 369 del Código penal, y declarando autores: del parrici- 
dio, 4 Juana Arribas; de) de asesinato, á Ana Arribas Tobajos y Luis Her- 
nández Martínez, y de la inhumación contraria á las leyes, 4 los tres nom- 
brados, sin concurrir, respecto á los dos últimos procesados circanstan- 
cias modificativas de su responsabilidad, y estimando en favor de Juana 
Arribas una circunstancia análoga á la 7,2 del art. 9.* del Código, y la 
agravante de alevosía en cuanto al delito de parricidio, condenó á Juana 
Arribas Tobajos á reclusión perpetua y accesorias por el parricidio; á Ana 
Arribas Tobajos, á las mismas penas por el asesinato; á Luis Hernández 
Martínez, á cadena perpetua por el mismo asesinato, y á los tres á dos 
meses y un día de arresto mayor, multa de 150 pesetas y arcesorias por 
el de inbumación contraria á las leyes y reglamentos; y, finalmente, á cada 
uno, además, en una tercera parte de las costas causadas: 

Resultando que contra esa sentencia han interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley Ana Arribas y Luis Hernández, autorizado el 
de la primera por los números 4.0, 2.0 y 5.0 del art. 849 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art.:13 del Código penal, pues Ana Arribas, ni tomó parte di- 
recta en la ejecución del hecho ni forzó ni indujo á su hermana á efec- 
tuarlo, por lo que no puede ser tenida como autora del mismo, sino como 
cómplice, porque cooperó á su ejecución con un acto simultáneo: 

2.0 El caso 2.0 del art. 10 del propio Código, pues no cabe apreciar en 
el de autos la alevosía, toda vez que si una criatura de pocos días no pne- 
de ofrecer riesgo á quien le agrede, ni defenderse tampoco, el reo puede 
incurrir en dicha circunstancia agravante; 

Y 3,0 Por el fundamento anterior, el art. 418 del Código penal, pues 
habiendo servido la alevosía para elevar la muerte de dicha criatura á la 
categoría de asesinato, y no existiendo alevosía, el delito cometido es sóla 
el de homicidio, penado en el art. 419, y de cómplice de este delito es la 
responsabilidad que alcanza á Ana Arribas: 

Resultando que el recurso interpuesto á nombre de Luis Hernández 
se apoya en el núm. 4.” del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
y cita como infracciones las de los artículos 13 y 15 del Código penal, el 
primero por aplicación indebida y el segundo por no haberle aplicado, 
toda vez que, si bien declaró el Jurado que Luis convino con su esposa y 
cuñiada la muerte de la criatura, que esta última había dado á laz en Di.- 
ciembre del 91, no resulta que aquél tomase parte directa en la ejecución 
del hecho, pues sólo la presenció, ni que forzara ó indujera á su cuñiada 4 
ejecutarla, y únicamente lo convino, siendo él tal vez el forzado é indu- 
cido directamente á la ejecución de los actos que realizó, que fueron el 
convenio anterior y estar presente al delito, los cuales sólo envuelven 
complicidad, pero no la respopsabilidad de autor que le atribuye la Aa- 
diencia: 

Resultando que admitido el recurso, lo apoyaron los defensores de los 
recurrentes y le coadyuvó el Ministerio fiscal en el acto de la vista, en 
cuanto al grado de responsabilidad de éstos. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas. 

Considerando que hay alevosía, según el núm. 2.0 del art, 10 del Códi- 
go penal, cuando el culpable comete cualquiera de los delitos contra laa 
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personas, empleando medios, modos ó formas en la ejecución que tiendan 
dlirecta y especialmente á asegurarla, sin riesgo para sa persona, que pro- 
ceda de la defensa que pudiera hacer el ofendido. 

Considerando que la muerte violenta de un reción nacido debe calif - 
carse jurídicamente como asesinato, con relación á las personas que, sien- 
do responsables por cualquier concepto, no resulten ligadas con aquél por 

tesco en el grado que eleva el delito 4 la categoría de parricidio, 
porque no sólo atribuye la expresada calificación al hecho el último pá- 
rrafo del art. 424 del Código penal, sino porque debe estimarse siempre 
ejecutado con alevosía, puesto que la imposibilidad física absoluta de toda 
defensa por parte del nifio mantiene al culpable en una situación perma- 
nente de poder obrar sobre seguro, sin riesgo ni temor de ningún género 
que pudiera provenir de la defensa de la víctima; cuya situación de hecho, 
a por medios ó modos directos, ó aprovechada por el agresor, cons- 

tituye el elemento sustancial de la alevosía: 

Considerando que, conforme al art. 13 del mismo Código, se conside 
ran autores responsables criminalmente: primero, los que toman parte di. 
recta en la ejecución del hecho; segundo, los que fuerzan ó inducen direc- 
tamente á otros á ejecutarlo; y tercero, los que cooperan á la ejecución del 
hecho por un acto sin el cual no se hubiere efectuado: 

Considerando que los hechos imputados por el veredicto á Jos recu- 
rrentes, de haber convenido con la madre del nifio la muerte dada por 
aquélla á óste y haber presenciado su ejecución en la forma y circunstan- 
cias de lugar y tiempo que el veredicto consigna, - no están comprendidos 
en ninguno de los tres taxativos casos que determina dicho art. 18: 

Considerando que no lo están en el primero, porque tales hechos no 
pueden calificarse de participación directa en la ejecución del hecho eon- 
sumado por la parricida, porque, consistiendo éste en las violencias morta- 
les causadas por la madre al recién nacido, para que pudiera afirmarse que 
los recurrentes habían tomado parte directa en la consamación de aquél, 
era preciso que su intervención hubiere sido material en el hecho físico, 
lo cnal no tuvo efecto, según el mismo veredicto, y no ser de esta índole 
el convenio criminal, ni la mera presencia de los recurrentes al hecho de 
la.ejecución del delito convenido: 

Considerando que tampoco pueden estimarse como constitutivos ni 
demostrativos de la inducción ó fuerza, no menos directas, que el citado 
artículo exige en su núm, 2.0, para originar la misma responsabilidad penal 
de los autores materiales, porque presuponiendo dichas cansas de imputa- 
bilidad la determinación de la persona que fuerza y la del forzado, ó del 
inetigador- y del inducido, así como de los medios puestos en juego al 
efecto, no sólo no se ha declarado en el veredicto que se haya empleado 
por los recurrentes fuerza alguna sobre la parricida para que consumase 
el hecho, ni de quién partió la iniciativa, sin cuya determinación no es 
posible apreciar la eoncurrencia de la inducción ni de la fuerza, sino que, 

el contrario, la naturaleza del motivo probado, personalísimo, impul- 
sor del delito, consiste en la ocultación de la deshonra de la madre, per- 
siste creer, racional y lógicamente, que en el pensamiento de ésta germinó 
la idea criminal, porque en su favor redundaba toda la utilidad moral de 
la realización sigilosa del crimen: 

Considerando que es igualmente inaplicable al caso de autos el nú- 
mero 3.0 del art. 13, porque los precitados convenio y presencia de los re- 
currentes en el lugar del delito no son hechos de cooperación de tal entidad 
que sin ellos el parricidio no se hubiera cometido, una vez que, dada la 
poca edad del niño y estando, como estaba, á disposición de su madre, 
pudo ésta matarlo en cualquier tiempo, hora y Ingar, y en las mismas cir - 
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eunstaneias con que lo realizó, sin necesidad del consentimiento y presen-- 
cia de los recurrentes, y aun sin que éstos tuvieran conorimiento anterios- 
ni coetáneo de la muerte: 

Considerando que si bien los recurrentes no están comprendidos en 
ninguno de los tres casos del art. 13, por lo cual no deben ser considerados 
como autores, es indudable que deben ser eastigados como autores, es in- 
dudable que deben ser castigados como cómplices del delito de asesinato- 
del expresado niño, porque los dos repetidos hechos que el Jurado les im- 
puta, el convenio criminal y el haber presenciado la escena del delito, 
alumbrada por la luz que sostenía la Ana, constituyen los dos elementos. 
moral y material que, unidos por vínculo de solidaridad en la intención, 
integran el concepto jurídico de la delincuencia, ó sea la concurrencia de 
voluntades y de acción, con cayos actos alentaron el ánimo de la parricida, 
cooperando á la consamación del delito y avaloraron su culpable resola- 
ción con la fundada esperanza de la impunidad, basada en el concierto del 
enterramiento furtivo del cadáver del niño y la consiguiente desaparición 
del cuerpo del delito: 

Considerando que, por las razones expuestas, la sentencia reclamada 
ha infringido los citados artículos 13, por haberlo aplicado, y 15, por su 
inaplicación, pero no el núm. 2.0 del 10, ni el 418 del mismo Código; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de- 
casación interpuesto á nombre de Ana Arribas Tobejos y Luis Hernández 
Martínez contra la expresada sentencia, dictada en 10 de Octubre último 
por la Audiencia provincial de Soria, la cual casamos y anulamos, decla- 
rando de oficio las costas; comuníquese la presente, con la que á seguida se 
dicte, á dicho Tribunal, para su cumplimiento y efectos consiguientes. — 
(Sentencia publicada en 14 de Marzo de 1803, é inserta en la Qacela de 
1,0 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Marzo de 1893).— Sala segunda.—AÁse- 
sinato.—No ha lugar al interpuesto por José López Palpeiro (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

rmándose en el veredicto del Jurado que el agredido no pudo pre- 
ver el ataque del cual de modo rápido é inopinadamente fué víctima, en 00a- 
sión de hallarse recostado dormitando sobre un arca, sin que le fuese posible 
repeler ni evitar tal agresión ni apercibirse á la defensa, es evidente la com- 
eurrencia de la circunstancia de alevosía, tal como la define el art. 10 del CS- 
digo penal, consistente en el empleo de medios, modos ó formas en la ejecución 
del delito que tiendan directa y especialmente á asegurarla, sin riesgo para el 
culpable proveniente de la defensa que pudiera hacer el ofendido. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por José 
López Pulpeiro contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Madrid, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción del 
distrito del Sur por asesinato: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 9 de Diciembre úl- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que sometida la presente causa á conocimiento del Tribunal 
del Jurado, se ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los jurados han 
deliberado sobre laa preguntas que se han sometido á su resolución, y bajo 
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el juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: A la 
primera. José López Pulpeiro, ¿es culpable de haber inferido con arma 
blanca á Juan Sánchez López una herida en el hipocondrio izquierdo, de 
cinco centímetros de extensión y 25 de profundidad, que Je produjo la 
muerte en la noche del 25 de Diciembre último, en la madrugada de cuyo 
día ocurrió el hecho expresado, que tuyo lugar en una tahona de la calle 
de Canarias, núm, 4, de la que ambos eran dependientes? —Sí.— A la se- 
gunda. Josó López Pulpeiro, que diez minutos antes había tenido una cues- 
tión con Juan Sánchez López, por la forma en que aquél había despertado 
á óste, apaciguada ya por completo, y en momentos en que Sánchez esta- 
ba recostado sobre un arca dormitando, ¿le acometió de improviso, cau- 
sándole así la herida que motivó su muerte? —Sí.—A la tercera. José Ló- 
pes Palpeiro, ¿estaba embriagado cuando acometió é hirió á Juán Sánchez? 

— No.—A la cuarta. Si no estaba embriagado José López Pulpeiro, ¿obró 
exasperado por palabras insultantes que en son de desafío le dirigió Juan 
BSánches?—No»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito ds asesinato, caracterizado por lá circunstan- 
cia concurrente de alevosía, de que, sin otras modificativas de su res- 
ponsabilidad, era autor José López Pulpeiro, al que impuso la pena de 
cadena perpetua, accesoria de interdicción civil, indemnización y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 5.0 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos la 
circunstancia 2.2 del art, 10 del Código penal, por aplicación indebida, 
pues de la contestación afirmativa del Jurado á la seganda pregunta no 
se desprende la realidad ó existencia de dicha circunstancia, y el art. 418 
del Código penal, que no siendo, por tanto, aplicable, se ha aplicado: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que, según el art. 418 del.Código penal, es reo de asesi.- 
nato el que mata á una persona que no sea de las comprendidas en el ar- 
tículo 417, concurriéndo entre las eircunstancias que enumera la de aleyo- 
sía, que consiste, conforme la define el art. 10, núm. 2.0, en emplear me- 
dios, modos ó formas en la ejecución del delito que tiendan directa y es- 
pecialmente á asegurarla, sin riesgo para el culpable que proteda de la 
defensa que pudiera hacer el ofendido: 

Considerando que, según los hechos afirmados en el veredicto, no pue- 
de dudarse que la agresión realizada por José López reune los caracteres, 
alevosos, por cuanto, sin poder el agredido Juán Sánehez prever ataque. 
alguno, fué objeto de él de improviso é inopinadamente, en ocasión en que 
se hallaba recostado dormitando sobre un arca, y sin poder repeler ni 
evitar la agresión, ni apercibiree á la defensa; medios y formas que deter- 
minan la concurrencia de la circunstancia de aleyosía, que con acierto es- 
tima el Tribunal, sin cometer el error de derecho atribuído en el recurso, 
ni la consiguiente infracción legal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
curso de casación por infracción de ley interpuesto por José López Pul- 
peiro contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Madrid, condenando al recurrente en las costas y al pago de '125 pese- 
tas, por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comuni- 
que al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes. —(Sentencia pu- 
blicada en 14 de Marzo de 1893, é inserta en la Gaceta de 1.9 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Marzo de 
1893).—Sala segunda.—Falsedad por imprudencia.—No ha lugar al inter. 
puesto por D. José Laureano Guitart (Audiencia de la Habana), y se re- 
suelve: ; 

Que el hecho de expedir un Registrador de la propiedad una certificación 
de gravámenes sobre fincas inscritas en los libros del Registro puesto á su 
cargo, omitiendo al hacerlo la hipoteca que gravaba á cierto inmueble, consti 
tuye, si el indicado funcionario no con intención deliberada de dañar, 
un acto punible de imprudencia temeraria, siendo como era deber suyo no 
Faltar á la verdad al certificar de lo que resultase en el Registro, incurriendo 
por tanto en la sanción del art. 592, en relación con el 310, del Código penal 
de Cuba y Puerto Rico, 


En la villa y corte de Madrid, 4 14 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
José Laureano Guitart y Alvarez contra sentencia de la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de la Habana, en causa procedente del Juzgado de ins- 
trucción del distrito de la Audiencia, seguida al Guitart por falsedad, á 
instancia de Doña Josefa Hernández: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 29 de Agosto último, 
contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Probado que D. Laureano Guitart, Registrador de la propie- 
dad de esta ciudad, á instancia de D. Arturo Boniche, con fecha 13 de 
Mayo de 1881, expidió certificación en relación por la que aparece que Ja 
casa núm. 81 de la Calzada del Monte constaba inscrita á nombre de Don 
Ramón Avila, quien la hubo por compra de D. Lorenso Gómez, no recono- 
cía otros gravámenes que el que pesaba sobre esa finca, y otra contigua, 
por 271 escudos y 250 milésimas, á favor del Ayuntamiento de esta ciudad, 
por el uso del porta), y una hipoteca á favor de Doña María de Jesús Va- 
rela, por 16.000 pesos en billetes, por el término de un afñio, sin que apa- 
rezca ningún otro asiento vigente: 

Segundo. Probado que utilizando esa certificación D. Arturo Boniche, 
fingiendo como apoderado de D. Ramón Ayila y Rodríguez, tomó en prés- 
tamo á Doña Josefa Hernández y Aguiar, viuda de Serra, la cantidad de 
8.000 pesos en billetes del Banco Espafñiol, dándole en garantía la hipoteca 
de la casa Calzada del Monte, núm. 81, declarándose en la escritura que 
al efecto se otorgó en esta ciudad ante el Notario D. Oarlos Amores y Sáis, 
en 30 de Mayo de 1881, que la casa no tenía otros gravámenes que la ci. 
tada imposición á favor del Ayuntamiento por el uso del portal, pues la 
hipoteca eu favor de Dofíia María de Jesús Varela había sido cancelada 
por escritura otorgada ante el propio Notario, en el día 25 del propio mes 
y añio, todo lo que aparecía de la certificación expedida por el Registrador 
de la propiedad, que se agregó á la escritura y en la misma á que se reflere 
el primer resultando: 

Tercero.' Probado que en 12 de Septiembre de 1879 otorgó en esta ciu- 
dad ante el Notario D. Joaquín Abenoa, D. Arturo Boniche, como apode- 
rado general de D. Ramón Avila y Rodríguez, escritura de préstamo con 
hipoteca, en la que consta que recibió de D. Cándido Rubio y Luna la 
suma de 9.000 pesos en oro en calidad de mutuo, constituyendo en garan- 
tía de ese préstamo hipoteca especial sobre la casa de su poderdante, sita 
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en esta ciudad, Calzada del Monte, núm. 81, constando asimismo en nota 
inserta al margen de la matriz que esa hipoteca se anotó en 22 de Octubre 
de 1879, al folia 674, del libro 108 de fincas, lo que también consta por 
certificación del Registro traída á esta causa: 

Cuarto. Que el acreedor hipotecario D. Cándido Rubio, por falta de 
eamplimiento del deudor, estableció juicio ejecutivo en que obtuvo el re- 
mate de la casa, no alcanzando el precio de la finca para cubrir otras res- 
ponsabilidades que las que nacían del primer gravamen y la hipoteca en 
a del Rubio, cancelada como lo había sido la de Doña María de Jesús 

arela: 

Quinto. Probado que en la certificación extendida por el Registrador 
Quitart en 13 de Mayo de 1881, se omitió hacer referencia del gravamen 
constituido á favor de D. Cándido Rubio, por la suma de 9.000 pesos; cuyo 
gravamen estaba vigente al expedirse ese atestado, lo que dió ocasión 
ps que fuese sorprendida y perjudicada Doña Josefa Hernández y 


guiar: 

Sexto. Que D. Arturo Boniche ha fallecido, motivo por el qne no se 
había dirigido contra él procedimiento criminal alguno, por virtud del 
hecho que dió ocasión á este proceso: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho de ha- 
ber omitido Guitart en la certificación que expidió el gravamen inscrito, 
constituye la imprudencia temeraria que preve y pena el art. 592 del Có- 
digo, por no haberse justificado que obrara con malicia ó intención críimi.- 
nosa, y apreciando que no concurren circunstancias modificativas, condenó 
al D. Josó Laureano Guitart y Alvarez, como autor de dicho delito, á la 
pena de cuatro meses y un día de arresto mayor, accesoria, indemnización 


y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por los números 1.0 y 3.0 del art. 849 de la 
pe erro criminal para Cuba y Puerto Rico, citando como in- 

i 08: 

1.0 Los artículos 1.0 y 592, en relación con el 310 del Código penal de 
Cuba y Puerto Rico, por haberse aplicado indebidamente, puesto que los 
hechos probados no constitayen imprudencia temeraria ni ningún otro 
delito ni falta; y 

3.2 Para el caso de no estimarse infringido el art. 1.* y sí el 5932, cita 
subsidiariamente como infringido, por no haberse aplicado, el núm. 5.0 del 
art. 613 del mismo Código, que castiga como falta la simple imprudencia 
Ó negligencia, cuando por ella se causa un mal que, si mediase malicia, 
constituiría delito ó falta: 

- Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
TOCUrBO. 

.Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que al expedir una certificación en relación á lo que 
constara en los libros del Registro de la propiedad de la Habana, respecto 
á los gravámenes que afectasen á determinada finca, y al omitir el Regis 
trador D. José Laureano Guitart y Alvarez en esa certificación la hipoteca 
que radicaba sobre dicha finca en favor de D. Oándido Rubio, y por valor 
de 9.000 pesos, si no obró ese funcionario, hoy recurrente, con malicia é 
intención deliberada de dañar, según así se declara en el fallo reclamado, 
sí lo hiso con marcada imprudencia temeraria, siendo deber suyo, impuesto 
principalmente á su cargo, no faltar á la verdad de lo que resultase en el 
citado Registro; así es que la sentencia de la Audiencia de la Habana en 
que se le condena, conforme á lo dispuesto en el art. 599, en relación con 
el $10 del Código penal, aplicable á aquella Antilla, es justa y procedente, 
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sia que en ello se haya infringido ley alguna, ni incurrido en los errores 
de derecho invocados en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no baber lugar al recurso 
interpuesto por D. Jovó Laureano Guitart y Alvarez, al que condenamos en 
las costas y á la pérdida del depósito eonstituído, al que se dará la aplica- 
ción prevenida en la ley; y comuníquese esta resolución á la Sala sentew 
ciadora á los efectos procedentes. —(Sentencia "publicada en 14 de Marzo 
de 1393, é inserta en la Qaceta de 1.0 de Octubre del mismo año.) 


94 


RECURSO DE CASACIÓN (14 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—4ten- 
tado.—No ha lugar al interpuesto por Gaspar Sardina y Díez-(Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

que ya se estime como acometimiento el hecho de abalanzarse á un sereno, 
arrebatarle el chuzo y golpearle con él, ya como resistencia á aquél y á los 
que en su auxilio vinieron, siendo la resistencia grave la forma en que 
aparece realizada, siempre resulta acertada la calificación jurídica de aten- 
tado, á tenor del art. 263 del Código penal, que declara reos de tal delito á lus 

ue acometieren á.los agentes de la Autoridad, emplearen fuerza contra ellos, 
intimidaren gravemente Ú hicieren resistencia, también grave, en el ejer- 
cicio Ó con ocasión de las funciones de su cargo: 

Que la responsabilidad criminal en los delitos viene sujeta áú las modifica- 
ciones que en la criminalidad imprimen las circunstancias eximentes, atenuan- 
tes ó agravantes; pero es preciso que ante el Tribunal de casación se planteen 
legalmente las cuestiones jurídicas, motivadas por la concurrencia de tales 
circunstancias, ei han de ser debidamente resueltas: 

Que según reiterada doctrina del Tribunal Supremo, el resultado del aco- 
metimiento consumado por el culpable á la Autoridad ó sus agentes, no forma 
parte integrante del atentado, bastando para que este delito exista el simple 
acometimiento, cualguiera que sean sus consecuencias, en la persona del ofen- 
dido, consecuencias que constituyen á su vez un delito 6 una falta, según la 
gravedad de las mismas, independientemente del atentado: 

- Queen concordancia con esta doctrina, el castigo anterior de las lesiones 
leves, constitutivas de falta, causadas por el culpable en eu lucha eon los 
agentes de la Autoridad, no excluye la calificación y castigo del alentado, 
porque de lo contrario resultaría la impunidad del delito más grave. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Gaspar 
Sardiva y Díez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Al. 
opt Henares, seguida sal Sardina por atentado á un agente de la Auto- 


Resultando que la referida sentencia, dictada en 236 de Diclermbre úl- 
timo, contiene el siguiente: 

Primero. Que en la noche del 16 de Enero último, Francisco Martín, 
sereno del barrio de Nueva Numancia, en el pueblo de Vallecas, dejó arri- 
mado á aun poste del telégrafo, á á una tapia, el chuzo y el farol, y pasando 
por allí Gaspar Sardina, que se hallaba embriagado, sin que conste que le 
ses este vicio habitual, pegó un palo al poste, diciendo á voces que dónde 
estaban las Antoridades, y acercándose el Martín, dijo aquél á éste que es 
hubiera llevado el chuzo si hubiese querido, y negándolo el serena, des 
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«<coslgó el farol del chuzo, cuyo acto interpretó Sardina en el sentido de que 
aba á pegarle, y abalanzándose al sereno, le quitó el enuzo dándole un golpe 

een ól, agarrándose ambos, y cayendo al suelo se dieron golpes, causando 
ana lesión á dicho sereno el Sardina que no necesitó más que la primera 
eurs; y acudiendo entonces los otros serenos Claro Muñoz y Vidal Seguido, 
sesultó también lesionado levemente el primero con el chuzo al tratar de 
-quitárselo al Sardina, y éste por haberle dado palos con su chuzo el Vidal 
para separarlo de su compañero Martín, habiéndose castigado en juicio de 
faltas las dos lesiones leves causadas por Sardina á los serenos; hechos 
probados: ' 

Resaltando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos re- 
feridos constituyen el delito de atentado á un agente de la Autoridad en 
el ejercicio de las funciones de su cargo y á mano armada, y que es autor 
de él el procesado Gaspar Sardina Díez, con la circunstancia atenuante de 
embriaguez no habitual, le condenó á la pena de dos años, cuatro meses y 
en día de prisión correccional, accesoria, multa y costas, no haciendo de- 
oa respecto á las lesiones por haber sido castigadas en juicio de 

tas: 


Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, 
saúmeros 3.0 y último inciso del núm, 1.?, citando como infringidos: 

1.0 El art. 263 en su relación con el 264 del Código penal, por aplica- 
ción indebida al heeho de autos, puesto que éste no puede calificarse de 
sientado: concepto jurídico que implica acometimiento brubco y grave, lo 
<ual no ha acontecido en el hecho de autos, puesto que, todo lo más grave 
que con él pudo suceder, constitairía la resistencia castigada en el 265 del 
mismo Código: 

2* El 589, en su núm. 6.%, por no haberse aplicado, si bien no debía 
tampoco aplicarse por haber sido ya castigado el hecho en el juicio de fal- 
tas por lesiones: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal coadyuvó el 
Terurso por el primer motivo alegado, impugnándolo por el segundo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que ora se estime como verdadero acometimiento á un 
agente de la Autoridad en funciones de su cargo el hecho de abalanzarse 
el recurrente al sereno y arrebatarle el chuzo, con el que le golpeó, la. 
ehbando ambos después en el suelo, ora como resistencia á aquél y los 
otros dos que vinieron en su auxilio, la cual ha revestido el carácter de 
grave por haberla efectuada armado ya con el chuzo y en los términos que 
4l primer resultando de la sentencia reclamada expresa, siempre resulta 
acertada la calificación de atentado que á tales hechos ha dado el Tribunal 
sentenciador, porque así los califica el art. 263 del Código penal, al decla- 
rar que consuman este delito los que acometieren á la Autoridad ó á sus 

_Sgentes, Óó emplearen fuerza contra ellos, ó les intimidaren gravemente ó 
lei hicieren resistencia, también grave, cuando se hallaren ejerciendo las 
funciones de su cargo ó con ocasión de ellas: 

Considerando que la responsabilidad criminal -de este delito, como la 
que originan todos los hechos criminosos, está sujeta á las modificaciones 
que en la imputabilidad imprimen las circunstancias eximentes, atenusn- 
tes é agravantes de aquélla, y por tanto, si bien pudiera constituir una 
ttenuante, acaso muy especial, el hecho declarado probado en la sentencia 
de que el recurrente ejecutó el delito por haber creído que iba á ser mal- 

por el sereno, cuya cresncia pudiera legitimar en parte el derecho 
de propia defensa; esta cuestión no puede resolverse por este Tribunal, 
porno haber sido planteada legalmente en el recurso; y en todo caso nunca 
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Hegaría á justificar la exención de responsabilidad, porque no sólo nada 
hay que demuestre que no obró con intención de acometer y maltratar al 
sereno, sino que los hechos comprueban que aquél fué su intento, sin que 
tuviera necesidad racional de maltratarlo de obra, cuando ya estaba sin el 
chuzo, y no se afirma que continuase la actitud agresiva del mismo, su- 
puesta en su imaginación por el recurrente, ni hecho alguno que pudiera 
hacer presumir su continuación: 

Considerando que, según doctrina reiterada recientemente por esta 
Sala, el resultado del acometimiento consumado por el culpable á la Auto- 
ridad Ó sus agentes, no forma parte integrante del delito de atentado, 
puesto que para que éste se complete basta que el acometimiento se efec- 
túe con ó sin consecuencias físicas en la persona del acometido, constitu- 
yendo aquéllas un delito ó una falta, según la gravedad resultante de las 
mismas, independiente del atentado: 

Considerando que, por virtud de esta doctrina, el castigo anterior de 
lesiones leves constitutivas de falta causadas por el recurrente en la lucha 
que sostuvo con los expresados serenos, no excluye la calificación y cas- 
tigo del atentado, cuya contraria doctrina implicaría la impunidad del de- 
lito más grave, no siendo por ello aplicable al caso el último inciso del 
núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que autoriza la 
casación de las sentencias por hechos posteriores á las mismas que impi- 
dan legalmente el penarlos: l 

Considerando que por los fundamentos que quedan expuestos, la sen- 
tencia no ha cometido los errores é infracciones de ley que se le atribuyen 
en el recarso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al inter- 
puesto á nombre de Gaspar Sardina y Díez, condenando al recurrente al 
pago de las costas y á la pérdida del depósito constitaído; comuníquese 
esta sentencia al Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes, y lo 
acordado.—(Sentencia publicada el 14 de Marzo de 1893, é inserta en la 
Gaceta de 1.0 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (16 de Marzo de 18393). 
—Sala segunda.—Parricidio.—No ha lugar al admitido de derecho en be- 
neficio deJosé Pérez Molina (Audiencia de Albacete), y se resuelve: 

Que según el art. 417 del Código penal, será castigado, como reo de parri- 
cidio, con la pena de cadena perpetua á muerte, el marido que mata á su me- 
jer, debiendo imponerse esta última pena cuando concurriese una circunstan- 
cia agravante, conforme preceptúa el art. 81, regla 1.*, del citado Código: 

Que consignándose en el veredicto que el eslpable fué anterior y ejecuto- 
riamente penado por homicidio, es de estimarse la agravante de reincidencia, 
definida en el núm. 18 del art. 10 del Código penal: 

Que es ajeno á la competencia del Jurado la calificación jurídica de los 

8 que sirvan de fundamento á las circunstancias atenuantes ó agravan- 
tes, siendo realmente viciosas las preguntas en las cuales no resulien a 
dos hechos, sino consignados conceptos jurídicos extraños á las atribuciones 
propias del Jurado. 


En la villa y corte de Madrid, á 16 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de José 
Pérez Molina, contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
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de Albacete, en causa procedente del Juzgado de instrucción de dicha 
ciudad, seguida al Pérez por parricidio: O 
Resultando que la referida sentencia, dictada en 17 de Enero último,. 
eontiene el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones soy las siguientes: 
«Primera. Jos6 Pérez Molina, entendido por Guijas, ¿es culpable de haber 
inferido con una navaja á su mujer Juana Rodríguez Plaza, á la hora de 
entre cinco y seis de la tarde del 23 de Septiembre último, tres lesiones, 
la una en la región glútea, otra en el brazo izquierdo, éstas dos de escasa 
importancia, y la tercera en el vientre, que perforó algunas asas intesti.- 
nales y el peritoneo, produciéndole gran hemorragia y peritonitis traumá.- 
tica, á consecuencia de la que falleció á las cuatro de la madrugada del 
día siguiente; cuyo hecho tuvo lugar en la casa del procesado, situada en 
la calle del Cid, núm. 34, de esta ciudad?—8S1.—Segunda, José Pérez Mo- 
lina, ¿fué penado por sentencia que causó ejecutoria de 23 de Junio de 
1873 á reclusión temporal, como autor del delito de homicidio, ó sea de 
la muerte violenta de José Arrojo?—81.—Tercera. El haber ayudado José 
Pérez Molina momentos antes del hecho expresado en la pregunta pri- 
mera á descargar el carro de patatas que su mujer había conducido á su 
casa, ein demostrar disgusto, las amenazas que con anterioridad le había 
dirigido en alguna ocasión acometiéndola con navaja, y haber demostrado- 
de palabra propósitos de matarla, ¿son hechos que demuestran que el 
procesado había meditado con anterioridad y de una manera notoria ma- 
tar á su mujer?—8í.— Cuarta. El haber cerrado José Pérez Molina la puer- 
ta de la casa antes de acometer á su mujer, el sacar de improviso la nava- 
ja del bolsillo, el aprovechar la ocasión de que en la casa, además de ellos, 
sólo estaban sus hijos Teresa y Antonio, niños de trece y catorce años, ¿son 
hechos que acreditan que aquél al lesionar mortalmente á su mujer, usó 
de medios ó actos que, asegurando su propósito, no produjesen para él pe- 
ligro pcr la defensa que la Juana Rodríguez pudiera hacer? —81.—Quinta. 
* La forma en que se infirieron á Juana Rodríguez las tres lesiones, y el 
estar unida con José Pérez Molina por el vínculo del matrimonio, ¿son 
hechos que demuestran que éste no tuvo intención de matar á aquélla? — 
No.—Sexta. La separación del matrimonio y las reyertas anteriores que 
mediaran entre marido y mujer, el haberse celebrado entre ellos un juicio 
de faltas por malos tratamientos á ósta, el haber llevado la Juana á casa 
de su marido las patatas que tenían arrancadas en el campo, y lo que el 
procesado expresa de que creía que su mujer le había contagiado de en- 
fermedad secreta, ¿son hechos que acrediten que Josó Pérez Molina, al 
matar á su mujer, obró por impulsos tan enérgicos que de un modo na- 
tural le produjeran acaloramiento y perturbación en su ánimo?—No»: 


Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de parricidio, de que es autor José Pérez Molina, con 
las circunstancias agravantes de reincidencia, premeditación conocida y 
alevosía, le condenó á la pena de muerte, á la accesoria de inhabilitación 
absoluta perpetua, caso de indulto, si en éste no se remitiera expresa- 
mente dicha accesoria, y las costas: 

Resultando que admitido de derecho el recurso, y remitida la causa 
á este Tribunal Supremo, tanto el defensor del reo como el Ministerio 

han manifestado no encontrar motivos de casación en la forma ni 
en el fondo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que según el art. 417 del Código penal, será castigado, 
semo reo de parricidio, con la pena de cadena perpetua á muerte el marido 
que mate á su mujer, debiendo imponerse al culpable la última cuando én 
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€el hecho haya concurrido solamente una circunstancia agravante, confor- 
me preceptúa el art. 81, regla 1.2, del Código penal: 

Considerando que en este delito incurrió el reo José Pérez Molins, 
alias Guijas, según la pregunta primera del veredicto, al afirmar éste que 
en la tarde del 23 de Septiembre de 1892 causó la muerte de su mujer 
Juana Rodríguez con las heridas que le infirió con navaja: | 

Considerando que constgnándose en la segunda pregunta del veredicto 
que el reo José Pérez Molina fué ejecutoriamente penado por el delito de 
homicidio, es incuestionable que, al ser juzgado por el de parricidio, con- 
curre en la comisión de este delito la circunstancia agravante de reinci- 
dencia, definida en el núm. 18 del art. 10, porque ambos delitos se hallan 
comprendidos en el mismo tít. 8.0 del Código, que es lo que caracteriza 
esta circunstancia: 

Considerando que aunque se prescinda de las circunstancias agravan- 
tes de premeditación conocida y alevosía, apreciadas por el Tribunal sen- 
tenciador, por la forma de redacción de las preguntas 3.5, 4.8 y 5,2 del ve- 
redicto, de las que no resultan afirmados por el Jurado los hechos que á 
dichas agravantes sirven de fandamento, sino la calificación jarídica de 
los mismos, ajena á su competencia, la pena imponible á José Péres Moli. 
na es siempre la de muerte, conforme al art, 417 y regla 1.* del 81 del men- 
cionado Código, ya que no es estimable la atenuante 7.% del art. 9.0, me- 
diante la contestación negativa de la pregunta 6.2, porque si bien esta 
pregunta es tan viciosa en su redacción como las tres anteriores, se afir- 
ma claramente en ella que el culpable no obró con acaloramiento al co- 
meter el parricidio: 

Considerando que del examen de la causa no resultan motivos algunos 
de casación en la forma ni en el fondo que pudieran favcrecer al reo; A 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recar_ 
so admitido de derecho en beneficio del reo José Pérez Molina, alias Gai_ 
jas, ni por quebrantamiento en la forma, ni por infracción de ley, decla 
zando las costas de oficio; pase la causa al Sr. Fiscal, á los efectos del ar 
tí:ulo 953 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y lo acordado.—(Senten- 
cia publicada en 16 de Marzo de 1893, 6 inserta en la Qaceía de 1.2 de Os- 
tubre del mismo año.) 
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REOURSO DE CASACIÓN EN OAUSA DE MUERTE (17 de Marzo de 1893). 
—Sala segunda. —Asesinato.—No ha lugar al admitido de derecho en be- 
nendO de Sebastián López Martín (Audiencia de Santander), y sa re- 
suelve: 

Que el acometimiento al ofendido causándole con arma blanca doce heridas 
y produciéndole la muerte cuando se hallaba descuidado, asomado á una ven- 
tana, ó vuelto de espaldas, y sin que pudiera apercibirse ni rechazar tal agre- 
sión, integra por modo cierto é indudable la circunstancia de alevosía que 
a constituye el asesinato, definido en el art. 418 del Código 
penal: 

Que no es de estimar la circunstancia atenuante 7.* del art. 9.9 del propio 
Código, cuando no se consigna en la sentencia hecho alguno de que pueda 
aquélla derivarse, porque la enemistad profunda, cuando no se concen 
motivos, wo puede por sí servir de fundamento aceptable de atenuación: 

Que la circunstancia específica de haber delinguido el culpable halléndose 
cumpliendo condena, aun prescindiendo de otras agravantes, por sí sole. 
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pura aplicar la en el grado máximo, conforme á la regla 1.* del art. 131 
del repetido Código. dá d 5 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de Sebas- 
tián López Martín, condenado á la pena de muerte por la Audiencia pro- 
vincial de Santander, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrue- 
ción de Santofía, por asesinato: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 30 de Noviembre 
último, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que por el Tribunal del Jurado se dictó en esta causa el ve 
redicto siguiente: «Los jurados han deliberado sobre las preguntas que se 
han sometido á su resolución y bajo el juramento que prestaron declaran 
solemnemente lo siguiente. A la primera pregunta. El procesado Sebastián 
López Martín, ¿es calpable de haber acometido con una navaja el 12 de 
Junio del corriente año á Fulgencio Sánchez Gómez, en la cárcel de En- 
trambasaguas, donde se hallaban con otros confinados del penal de San- 
toñia de regreso de un juicio oral, causándole doce heridas, dos de las que 
eran mortales de necesidad por seccionarle el corazón, que causaron instan- 
táíneamente qa muerte? —SÍ.—A la segunda pregunta. Dicho procesado, 
¿realimó su agresión cuando el Falgencio se hallaba descuidado y con la 
meyor confianza asomado en una ventana de la mencionada cárcel, ó 
vuelto de espaldas á él, y por consiguiente, sin que pudiera apercibirse ni 
defenderse de tan inesperada acometida?-—8S[.—.A la tercera pregunta. ¿Se- 
bastián López, efecto de la profunda enemistad que profesaba al interfeo- 
to, concibiera anteriormente y resolviera mstarle, realizando entonces sus 
propósitos por encontrar oportuna la ocasión de eonsamarlos?—81.—A la 
«sarta pregunta. Quando el procesado ejecutó los hechos expuestos en la 
primera pregunta, ¿se hallaba cumpliendo condena en el establecimiento 
ponal de Santofia?—S1.— A laquinta pregunta. Esta, ¿era consecuencia de 
un delito de homicidio por el que fuera condenádo en 22 de Noviembre 
de 1983 á sufrir la pena de trece afios de reclusión temporal, inhabilita- 
ción absoluta temporal y costas? —Sí.—.A la sexta pregunta. La agresión 

) por el acusado, ¿fué consecuencia de una riña suscitada en dicha 
ocasión por el interfecto, que después del profundo rencor que entre uno 
y otro existía, se propesó á injuriar á aquél diciéndole se c..... en su ma- 
dre, le dió una bofetada y aun le tiró un cántaro, por todo lo que el pro- 
cesado frente á frente le ocasionó las heridas que produjeron su muerte? 
—No.--A la séptima pregunta. Sebastián López, ¿obró sin darse cuenta 
de lo que bacía, y acaloradamente ó impulsado por la provocación ú ofen- 
sa de que fuese objeto? —No.»-— Cuyo veredicto, firmado por todos los se- 
fiores jurados, fué leído en alta voz en sesión pública por el jarado Don 
Angel Blanco Sánches, que desempeñó las funciones de Presidente: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues 
tos constitutivos de un delito de asesinato, caracterizado por la cireuns- 
tamcia concurrente de alevosía, de que era autor, sin ninguna atenuanto y 
con las agravantes de premeditación conocida y reincideneia, y la especial 
de hallarse cumpliendo cendena el procesado Sebastián López Martín, al 
que impuso la pena de muerte, que se ejecutaría en Santofía, con la acce- 
sovia, para caso de indalto y de que no le fuera expresamente remitida, 
de inhabilitación a«bsoluta perpetua, indemnización y costas: 

Resultando que elevada la causa á esta Sala, en virtud del recurso de 
casación admitido de derecho en beneficio del reo, le han interpuesto por 
infracción de ley sus defensores, citando las infracciones siguientes: 

118 De.los artículos YO y 77 de la ley del Jurado, por no haberse he- 
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cho la pregunta de que la celebración y vicisitudes del juicio que se vert- 
ficó por lesiones del después interfecto al hoy procesado, pudo producir 
en.éste arrebato y obcecación, productores de la muerte de Fulgencio 
Sánchez, y de la causa de atenuación 7.* del art. 9.0 del Código penal, 
pregunta que se deducía de las conclusiones de la defensa: 

2.* Dela circunstancia 2. del art. 10 del Código penal, porque el Ja- 
rado nada declsra respecto á los medios, modos y formas de ejecución 
empleados por Sebastián López al cometer el delito que tendieran á ase- 
gurarle: 

3.2 Del art. 79 del mismo Código, al apreciarse conjuntamente con la 
alevosía la premeditación, toda vez que esta circunstancia es constitu- 
yente del delito penado y está expresada en el art. 418 del mismo Có- 
digo al describirlo y penarlo; y 

42 La del artículo tres (así dice) en la circunstancia séptima, pues de- 
bió tomarse como atenuante el arrebato y obcecación que en un joven 
produce el recuerdo de haber sido atropellado y acuchillado antes por 
aquel á quien da muerte, cuya circunstancia debe compensarse racional- 
mente con la agravante: 

Resultando que en el acto de la vista el Miuisterio fiscal impugnó el 
recurso de la defensa, é hiso presente no haber hallado otros motivos en 
que apoyarle en beneficio del reo, ni por quebrantamiento de forma ni 
por infracción de ley. - 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que es de estimarse Ja circunstancia de alevosía cuando 
el culpable comete un delito contra las personas empleando medios, mo- 
dos ó formas en la ejecución que tiendan especialmente á asegurarila sin 
riesgo para su persona que proceda de la defensa que -pudiera hacer el 
ofendido; y como el procesado Sebastián López Martín, según declara el 
Jurado en su veredicto, acometió á Fulgencio Sánchez Gómez, causán. 
dole con arma blanca doce heridas y produciéndole la muerte cuando se 
hallaba descuidado asomado á una ventana, ó vuelto de espaldas, y sin 
que pudiera apercibirse ni defenderse de la inesperada agresión, por 
modo cierto resulta que semejante circunstancia, aunque se alegue lo con- 
trario en el recurso, concurrió en el hecho que se persigue, constituyendo 
el mismo un asesinsto, comprendido y castigado con la pena de cadena 
temporal en su grado máximo á muerte en el art. 418 del Código penal, 
y del que se hace responsable como autor al mencionado López Martín: 

Considerando que en el recurso se sostiene también que López Martín 
obró, al ejecutar el crimen, por estímulos tan poderosos, que le produje- 
ron arrebato y obcecación; pero aparte de la enemistad profunda que se 
dice profesaba á Sánchez, lo cual, y sin conocer la razón de esa enemis- 
tad, no puede ser motivo aceptable de atenuación, no hay hecho ninguno 
en la sentencia recurrida de la que legal y legítimamente se derive la cir- 
cunstancia 7.2 del art. 9.9 del citado Código penal: 

Considerando que, aunque pudiera discutirse, ni el procesado Lópes 
Martín pensó en dar la muerte á Fulgencio Sánchez con aquella reflexión 
de juicio y frialdad de pensamiento en el crimen que revelan la circuns- 
tancia agravante de premeditación conocida, y aunque se discutiera igual- 
mente si en el caso actual puede ó no apreciarse la reincidencia en dafñio 
suyo, siempre hay que estimar la circunstancia específica de que delinguió 
cuando se hallaba cumpliendo condena; y como la pena ada al delito 
de asesinato, según ya se ha visto, es la decadena temporal en sua grado 
máximo á muerte, esta última es aplicable á Sebastián López Martín, eon- 
forme á la regla 1.* del art. 131 del expresado Código: 

Considerando que condenado justa y legalmente Sebastián López Mar- 
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tín por la Audiencia de Santander á la pens de muerte, sin que se hayan 
infringido las leyes que se citan en el recurso, esta Sala, en cumplimiento 
del art. 951, párrafo segundo, de la ley de Enjuiciamiento criminal, ha exa- 
minado el proceso, y no encuentra en beneficio de aquél motivo alguno 
aprovechable, ni por quebrantamiento de forma ni por intracción de ley; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber al recurso de 
casación sdmitido de derecho en beneficio de Sebastián López Martín, ni 
al interpuesto por infracción de ley por su defensa, condenándole en las 
¿ostas; lo que á su tiempo se comunique al Tribunal sentenciador á los 
efectos procedentes, y lo acordado.—(Sentencia publicada en 17 de Marso 
de 1893, é inserta en la Gaceta de 1.0 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Marzo de 1893).—Sala segunds.-—Lesio- 
nes.—Ha lugar al interpuesto por Francisco Egipciano Arroyo (Audiencia 
de Jaén), y se resuelve: 

Que cuando la agresión es ilegítima y racional el medio empleado para 
repelerla, sin que sea de estimar la falta de provocación por parte del que se 
defiende, resulta la concurrencia en el hecho del 1.0 y 2.0 de los requisitos del 
art. 8.0 del Código penal, y procede aplicar la pena conforme á lo prevenido en 
el art. 87, en relación con el núm. 1.0 del art. 9.0, ambos del citado Código. 


En la villa y corte de Madrid, 4 17 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fran- 
eisco Egipciano Arroyo contra la sentencia pronunciada por la Audiencia 
provincial de Jaén, en causa por lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia refiere los hechos en la forma 
siguiente: 

Resultando que el 17 de Enero último, yendo Marcos Martos en estado 
de embriaguez por Torre del Oampo, recibió del procesado bromas de mal 
género, por lo que el Martos dió á éste un golpe en la cabeza, producién- 
dole una lesión leve, sobre cuyo hecho se resolvió en el trámite correspon- 
diente; y al sentirse herido el procesado Arroyo, en estado de arrebato y 
obcecación, producidos por el golpe sufrido, dió al Martos un palo en la 
cabeza, causándole una heridas, para cuya curación necesitó veintitrés días 
ó igual tiempo de asistencia facultativa, sin quedarle defecto ni deformi.- 
dad alguna; hechos probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Jaén declaró que los hechos 
probados constituyen el delito de lesiones menos graves, previsto y pena- 
do en el art. 433 del Código, del que es responsable, en concepto de autor, 
Francisco Egipciano Arroyo, con la circunstancia atenuante 7.2 del artícu- 
lo 9.9, por haber obrado con arrebato y obcecación, y le condenó á la pensa 
de un mes y un día de arresto mayor con sus accesorias, indemnización 
de 48 pesetas, y al apremio personal en su caso, y pago de las costas co- 
srespondientes: : 

Resultando que contra la anterior sentencia se interpuso recurso da 
casación por infracción de ley, por parte de dicho penado, fundado en el 
núm. 1.0 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infringidos: 

1.0 El citado art. 433 del Código, por aplicación indebida: 
2.0 El art. 8.2 de dicho Código, en su caso 4.9, por no haberse aplicado, 
puesto que no se ha tenido presente, y no se ha declarado la exención de 
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responsabilidad criminal del recurrente, á pesar de haber obrado en justa 
defensa: 

Resultando que el Ministerio fiscal se ha instruído del recurso, habién- 
dolo impugnado oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luís Lamas. 

Considerando que si bien no han concurrido en la ejecución del hecho 
de autos los tres requisitos que exige el núm. 4.2 del art. 8.0 del Código 
penal, para eximir de toda responsabilidad al que obra en defensa de su 
persona, puesto que la agresión material del recurrente al berido Marcos 
Martos fué provocada por las bromas de mal género que el primero diri- 
gía al segundo, cuyo hecho impide reconocer que ha habido falta de pro- 
vocación suficiente por parte de aquél, es indudable que la agresión refe- 
rida no fué legítima, así como que el medio empleado por Arroyo para 
repelerla fué racionalmente necesario, por lo cual resulta la concurrencia 
en el hecho punible de dos de los tres indicados requisitos, ó sea el prime- 
ro y segundo del núm. 4.0 del expresado art. 8.”, cuyo texto ha sido infrin- 
gido, en cuanto no se ha aplicado en relación con el núm. 1.* del art, 9.0 
del mismo Código: 

Considerando que demostrada esta infracción, y siendo aplicable al 
recurrente el art. 87, consecuencia de aquélla, según el cual se impondrá 
al autor del hecho punible la pena inferior en uno á dos grados á la seña- 
lada por la ley, por falta de alguno de los requisitos que se exigen para 
eximir de responsabilidad criminal, siempre que concurra el mayor núme- 
ro, resulta evidente que la situación del procesado, creada per la. aplica-, 
ción de estos artículos, es menos grave que la estimada por la sentencia 
reclamada, por lo cual, y pox haberse citado como infringido el núm, 4.0 
del art. 8.9, el recurso es procedente, y procede la aplicación al procesado 
de una pena menor que la á que le ha condenado el Tribunal sentenciador: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lagar al recurso de 
casación interpuesto á nombre de Francisco Egipciano Arroyo, contra la 
referida sentencia, dictada por la Audiencia provincial de Jaén en 22 de 
Noviembre último, la cual casamos y anulamos declarando las costas de 
oficio; comuníquese la presente con la que se dicte á continuación $ dicho 
Tribunal, para su cumplimiento y efectos consiguientes.—(Sentencia pu- 
blicada en 17 de Marzo de 1893, é inserta en la Gaceta de 1.0 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—.AÁsesi-. 
nato.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Pascasio Goñi (Audiencia de 
Pamplona), y se resuelve:. 

Que la imbecilidad que exime de responsabilidad criminal ha de ser com- 
pleta, según se deduce de los términos claros del núm. 1.9 del art. 8,0 del Có- 
digo penal, por lo que dicha eximente de la imputabilidad no es aplicable al 
easo en que el Jurado declara que el culpable no realizó el asesinato en aquel 
estado de degeneración intelectual absoluta, exigida por el citado artículo del 


0: 
Que el art. 87 del Código penal, que manda imponer la pena inferior en: 
«no ó dos grados á la señalada por la ley al delito, cuando el hecho no fuese 
del todo excusable por falta de alguno de los requisitos en los respectivos casos 
previstos en el art. 8.0, siempre que concurra el mayor número, no es aplicable 
ul de la imbecilidad, como no lo es al de la locura, respecto de cuyas causas 
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de exención no exige el Código la concurrencia de circunstancias tawativas y 


Que la imbecilidad no es, cuando no resulta absoluta, más que una cir 
eenstancia alenuante genérica, pero no eximente de responsabilidad criminal 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Pedro 
Pascasio de Gofñii y de Sarratea contra la sentencia pronunciada por la Sala 
de justicia de la Audiencia de Pamplons, en causa por asesinato: 

Resaltando que en la expresada sentencia se inserta el siguiente vere: 
dícto del Jurado que ha conocido de la causa: 

Resultando que celebrado el juicio objeto de la presente causa, y reci. 
bidas las pruebas en el mismo suministradas, se dictó por el Jurado el ve- 
redicto del tenor siguiente: «Primera pregunta. ¿Es culpable Pedro Pasca- 
sio de Gofñii y de Sarratea de haber penetrado la noche del 31 de Julio 
de 1891 en la choza en que se albergaba el carbonero Martín Elizagoyen, 
en el monte de Bertiz, con propósito de apoderarse del comestible que en 
ella tuviera y satisfacer el hambre que sentía, y haber inferido al Elizago- 
yen una lesión con un cuchillo en el pecho, de la que murió aquella misma 
noche, tomando y llevándose Gofñii, á continuación de causar la herida, una 
torta de maíz perteneciente 4 Elizagoyen?—-No.—Segunda pregunta. ¿Es 
enlpable Pedro Pascasio Grofii y Sarratea de haber penetrado la noche del 
31 de Julio de 1891 en la choza en que se albergaba el carbonero Martín 
Elizagoyen, y haberle inferido á éste, sin motivo ó causa conocidos, una 
lesión en el pecho, de la que murió aquella misma noche? —Sí.—Tercera 
HO En la ejecución del hecho, ¿concurrió la circunstancia de estar 

ormido el Martín cuando el procesado Pedro Pascasio Goñi le infirió la 
herida que le produjo la muerte? —81.—Cuarta pregunta. En la ejecución 
del hecho, ¿concurrió la circunstancia de haberse cometido de noche, para 
asegurarlo y procurar el delincuente su impunidad?—No.—Quinta pre- 
gunta, En la ejecución del hecho, ¿concurrió la circunstancia de haberse 
cometido en lugar destinado y ocupado por la víctima para sa morada y 
albergue? —Sí. —Sexta pregunta. ¿Es despoblado el lugar en donde ocurrió 
el suceso?—SÍ.—Séptima pregunta. En la ejecución del hecho, ¿concurrió 
la circunstancia de haberlo cometido Pedro Pascasio Goñi á influjo de 
cierta debilidad y limitación que se observa en sus facultades mentales, y 
que le constituyen en estado de casí imbecilidad ó imbecilidad incompleta? 
—SY(.—Octava pregunta. En la ejecución del hecho, ¿concurrió la circuns- 
tancia de haberlo cometido el acusado Gofii en estado de imbecilidad com- 
pleta?—No»: : 

Resultando que el Tribunal de derecho declaró que los hechos proba- 
dos, según expresado veredicto, constituyen un delito de asesinato, pre- 
visto en el art. 418 del Código penal, por haber concurrido la circunstan- 
cía de alevosía, del que es responsable en concepto de autor Pedro Pasca- 
sioGoñi y Sarratea, con las circunstancias agravantes 15 y 20 del art. 10, 
y la atenuante 1.2 del art. 9.0, en relación con el núm. 1.0 del art, 8.0 del 

igo, por haber delinquido en estado de imbecilidad incompleta; y vis- 

tos los artículos citados, la regla 4.2 del 82, en relación con el 98, párrafo 

primero, y demás concordantes de aplicación general del referido Código, 

condenó á dicho procesado á la pena de dieciocho años de cadena tempo- 

ral con sus accesorias, indemnización de 2.000 pesetas y al pago de una 

peca parte de costas hasta el auto de su procesamiento y todas las pos- 
iores: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por quebrantamiento de forma, anunciando el de infracción de ley, por el 
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procesado, y habiéndose declarado desierto el primero por la Sala tercerá 
de este Supremo Tribunal en auto de 13 de Diciembre último, se ha inter- 
puesto el segundo, autorizado por los números 1.0 y 5.0 del art. 840 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 1.0 del Códigu penal, en cuanto se califica y pena en con- 
cepto de delito una acción no voluntaria, puesto que la ley no distingue 
estados en la imbecilidad, como en la locura: 

2.0 El art. 8.2 de dicho Oódigo, en su párrafo primero, en cuanto no se 
ha estimado y declarado la exención de responsabilidad criminal, 4 pesar 
de la imbecilidad del recurrente: Ñ 

3.0 El art. 87 de dicho Código, por no haberse tenido presente para la 
aplicación de la pena, que ha debido rebajársele en uno ó dos grados: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso oralmente, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que la imbecilidad que exime de responsabilidad crimi- 
nal ha de ser completa, según se deduce de los términos claros del náú- 
mero 1.0 del art. 8.0 del Código penal; y habiendo declarado el Jurado que 
el recurrente no ejecutó el asesinato por que se le pena en aquel estado de 
degeneración intelectual absoluta, claro resulta que no le es aplicable la 
expresada causa de imputabilidad: 

Considerando que el art. 87 del Código, qhe manda imponer la pena 
inferior en uno ó dos grados á la señalada por la ley, cuando el hecho no 
fuese del todo excusable por falta de alguno de los requisitos que se exigen 
para eximir de responsabilidad criminal en los respectivos casos de que 
se trata en el art. 8.0, siempre que concurra el mayor número, no es apli. 
cable al de la imbecilidad, como no lo es al de la locura, respecto de cuyas 
causas de exención no exige el citado artículo, para que sean estimadas, 
la concurrencia de requisitos especiales, como lo hace al tratar de la de- 
fensa de la persona ó derechos del autor del hecho punible y de su fami.- 
lia, y del que causa daño en propiedad ajena para evitar un mal mayor: 

Considerando que por las razones indicadas se demuestra que la sen- 
tencia reclamada no contiene los errores ó infracciones de ley que se le 
atribuyen en el recurso, al estimar como circunstancia atenuante genérica, 
y no como eximente, el estado de imbecilidad incompleta del recurrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
pueato á nombre de Pedro Pascasio Gofii y Sarratea contra Ja referida sen- 
tencia, dictada en 8 de Noviembre último por el Tribunal del Jurado, cons- 
titaído en la Audiencia de Pamplona, y condenamos á aquél en las costas 
y al pago de 125 pesetas, por depósito no constituído, cuando mejore de 
fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efee- 
tos oportunos.—(Sentencia publicada el 17 de Marzo de 1898, 6 inserta en 
la Gaceta de 5 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (18 de Marzo de 1893).—Sala segunda—-Lestones. 
—No ha lugar al interpuesto por José López Páramo (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: 

que es inadmisible el recurso de casación en el fondo cuando las infraccio- 
nes de ley alegadas se fundan en supuestos de hecho contrarios á los declara- 
dos probados en la sentencia recurrida, ó se discute la apreciación de la 
prueba que el Tribunal sentenciador ha hecho en uso de su exclusiva compe 
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En la villa y corte de Madrid, 4 18 de Marzo de 1893, en el recurso de 
«casación por infracción de ley que antes Nos pende, interpuesto por José 

López Páramo contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de este territorio, en causa procedente del suprimido Juzgado de instrac 
ción del Este, seguida al López y otro, por lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 14 de Diciembre últi- 
mo, contiene el siguiente: 

Primero. Que en la noche del 19 de Marzo último, los procesados José 
López Páramo y Vicente Gabaldá Lodazabal se hallaban trabajando en la 
tahona de la calle de Hermosilla, y á consecuencia de una disputa se aco- 
metieron mutuamente, el primero con una pala de artesa, y el segundo 
con un cuchillo de partir masa, infiriendo el José al Vicente una contusión, 
y el Vicente al José una herida incisa, cuyas lesiones necesitaron asisten: 
cia facultativa con impedimento para el trabajo hasta el 16 de Abril si- 
guiente; hechos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos vons- 
tituyen dos delitos de lesiones, siendo responsables, de uno José López 
Páramo y de otro Vicente Gabaldá, sin circunstancias modificativas de la 
penalidad, condenó á cada uno á tres meses de arresto mayor, acoesorizs, 
indemnización y costas: 

Resultando que el procesado López Páramo ha interpuesto recurso de 
casación por infracción de ley, autorizado por los números 1.0 y 6.0 del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 433 y demás del Código penal, de que habla la sentencia re. 
corrida, por aplicación indebida, porque se le considera autor de un delito 
que no existe, pues si López causó lesiones á Gabaldá lo hizo para defen- 
derse de las que antes le infirió éste: 

2.0 El núm. 4.2 del art. 8.9, por no haberse aplicado: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
porque impugna la apreciación de la prueba hecha por la Sala sentencia- 
dora, y para fandamentar las infracciones que se slegan se parte de en- 
puestos arbitrarios y de afirmaciones que no se derivan de ningún hecho 
aceptado por el Tribunal a quo, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que no es admisible el recurso de casación en el fondo 
cuando las infracciones de ley que se slegan se fundan en supuestos de 
hecho contrarios á los declarados probados en la sentencia, ó se discute 
la apreciación de la prueba que el Tribunal sentenciador ha hecho en uso 
de su exclusiva competencia: 

Considerando que de estos dos defectos adolece el recurso interpuesto 
por la representación de José López, porque no sólo se funda en el su- 
puesto arbitrario de que su defendido ni provocó la riña ni fué el primero 
en agredir, limitándose á defenderse de su adversario, con lo cual contra: 
dice la afirmación de la Sala sentenciadora de que los dos contendientes 
mutuamente se acometieron, sino que también supone justificado su aver- 
to por la prueba testifical practicada en el juicio, y caya prueba, easo que 
se hubiera practicado, no resulta de la sentencia que fuera estimads' por 
el Priíbunal en ese sentido; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por José López Páramo, al que condema- 
mos en las costas y ai pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejo- 
rase de fortuna; comuníquese esta resolución si Tribunal sentenciador á: 
los efectos ovortunos.—(Sentencia pablicada el 19 de Marto de 1893, é in- 
serta en la Gaceta de 5 de Octubre del mismo año). Eo : 


Tomo 50 17 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—Aten- 
tado.—No ha lugar al interpuesto por José Naredo Baturones (Audiencia 
de Sevilla), y se resuelve: 

Que conforme al último párrafo del art, 264 del Código, á los reos del 
delito de atentado á los agentes de la Autoridad se les impondrá el grado 
máximo de las penas de prisión correccional en sus grados mínimo y medio y 
mr de 150 á 1.500 pesetas, cuando los culpables hubiesen puesto manos ex 
aquéllos: 

a Que el grado máximo de la pena señalada al delito de atentado con la 
circunstancia de haber puesto manos en la Autoridad d sus agentes, com- 
prende desde dos años, once meses y once días, á cuatro años y dos meses, por 
lo cual, concurriendo una circunstancia atenuante, está en su lugar la pena 
de dos afios, once meses y once días, que es donde comienza el grado mínimo 
de la expresada penalidad. 


En la villa y corte de Madrid, á4 21 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Jos6 
Naredo Baturones contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Sevilla, en causa procedente del Juzgado de instrucción del distrito 
de sen Vicente, seguida al Naredo por atentado á un agente de la Auto- 
ridad: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 10 de Diciembre úl- 
timo, contiene el siguiente: 

Primero. Que entre once y doce de la noche del 6 de Febrero del co- 
rriente año, y en la casa núm. 8 de la calle de Gerona de esta ciudad, en 
donde se encontraba establecida la Sociedad titulada Emancipación Social, 
se promovió escándalo entre dos de sus socios, y como fueran inútiles to- 
das las excitaciones de los demás compañeros, por el Presidente de la So- 
ciedad, en evitación de peores consecuencias, se mandó avisar al guarda 
y sereno de dicha calle, José Sánchez Borrego y Juan Prado Cano, los 
que al penetrar en la referida casa fueron increpados por José Naredo Ba- 
turones, que se encontraba embriagado, diciéndoles que allí no hacían 
falta Autoridades militares ni civiles; y como el Sánchez Borrego le recon- 
viniera excitáudole á que dejara de escandalizar y se marchara, el Nareda 
se abalanzó al referido sereno, cogiéndolo por el cuello y causándole ero- 
siones en dicha parte, de las que no necesitó asistencia facultativa ni es- 
tuvo impedido para el trabajo; en vista de cuya actitud y para repeler la 
acometida de que era objeto, el Sánchez Borrego, haciendo uso del chuzo, 
le descargó un golpe con el mismo, causándole una herida contusa con 
anatema, situada en la perte anterior de la región occipital, de la que es- 
o impedido con asistencia diecinueve días; hechos que declaramos pro- 

OS: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos. 
constituyen un delito de atentado á los agentes de la Autoridad y otro de 
lesiones menos graves, que de aquél es autor José Naredo Baturoues, y 
de éate José Sánchez Borrego, y apreciando en cuanto al primero la cir- 
cunatancia atenuante de embriaguez no habitus!, y respecto del segundo 
todos los requisitos de la propia defensa, absolvió al Sánchez y condenó 
al Naredo á dos años, once meses y once días de prisión correccional, ac- 
cesoria, multa y costas: 


RECURSOS Y COMPETENCIAS 259 


Resultando que á nombre de Naredo se ha interpuesto recurso de ca- 
sación por infracción de ley, autorizado por el caso 6.* del art. 849 de la 
de Enjuiciamiento criminal, citando como infringida la regla 4.2 del ar- 
tículo 81 del Código penal, porque habiendo concurrido la atenuante que 
se aprecia, debe imponerse Ja pena en el grado medio: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que conforme al párrafo último del art. 264 del Código, 
se impondrá á los culpables que pongan manos en los agentes de la Auto- 
ridad, cuando ejerzan sus funciones ó con ocasión de ellas, el grado má.- 
ximo de las penas de prisión correccional en sus grados mínimo y medio, 
y multa de 150 á 1.500 pesetas: 

Considerando que el grado máximo de la pena correccional antes se- 
fialada, comprende desde dos años, once meses y once días, á cuatro años 
y dos meses, de modo que, impuestos á José Naredo Baturones por la An- 
diencia de Sevilla y como autor de atentado, poniendo Jas manos en un 
agente de la Autoridad al ejercer sus funciones, dos años, once meses y 
once días de prisión correccional, que es donde comienza el grado mínimo 
de la señalada al delito, no ha omitido dicha Audiencia la estimación de 
la circunstancia atenuante de embriaguez no habitual que se aprecia en 
favor del reo, ni ka incurrido en el error de derecho que sin fundamento 
se alega en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por José Naredo Baturones, al que condenamos en las costas 
y al abono, si viniere á mejor fortuna, de 125 pesetas, por razón de depó- 
sito no constituído; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los 
efectos procedentes.— (Sentencia publicada en 21 de Marzo de 1893, é in- 
serta en la Gaceta de 5 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (22 de Marzo de 1893).—Sala segunda.— Ásesi- 
sato.—No ha lugar al interpuesto por Cándido Fornés Laguía (Audiencia 
de Ciudad Real), y pe resuelve: 

Que estimando el Jurado que el culpable disparó el arma de fuego que 
produjo la muerte al agredido detrás de una tapia, introduciendo el cafión 
por un agujero de la misma, hallándose el ofendido de espaldas y en la acts- 
twd de abrir la puerta de su casa, es indudable la calificación jutídica de ase- : 
sinato, sancionada en el art. 418 del Código, por la concurrencia de la agra- 
vante cualificativa de alevosía, 2.2 del art. 10 del citado Código, pues lo 
inesperado de la agresión y los accidentes aceptados como ciertos en el vere- 
dicto, revelan que el culpable aseguró la ejecución de su mal propósito sin 
riesgo alguno para su persona, dimanante de la defensa del ofendido, 


En la villa y corte de Madrid, á 22 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Cán- 
dido Fornés Laguía contra la sentencia dictada por la Audiencia provin- 
cial de Ciudad Real el 4 de Noviembre último, en la causa que á dicho re- 
currente se le sigaió, por asesinato: , 

Resultando que la expresada sentencia contiene el resultando si- 
guiente: ! E PA 

Resultando que en el día de hoyel Jurado ha dictado el siguiente ve- 


260 JURISPRUDENCIA CRIMINAL 


_ redicto: «Los jurados han deliberado sobre las preguntas que se han so- 
metido á su resolución, y bajo el juramento que prestaron, declaran so- 
lemnemente lo siguiente: Primera. Cándido Fornés Laguía, ¿es culpable 
de haber disparado un tiro á su convecino Juan Hernández Moreno, en el 
momento que iba á abrir la puerta de su casa, ocasionándole con los pro- 
yectiles con que estaba cargada el arma diferentes heridas, que interesán- 
dole partes del cuerpo esenciales para la vida, fueron causa de la muerte, 
ocurrida el día 10 de Marzo de 1891, teniendo lugar el hecho como á la 
una de la madrugada del día 3 del propio mes en la calle de Roque, de la 
villa del Tomelloso? —Sf.—Segunda. ¿Ha concurrido la circunstancia de 
haber hecho el Cándido Fornés el disparo al Juan Hernández, cuando 
éste se hallaba desprevenido abriendo la puerta de su casa y estando 
aquél detrás de una tapia separada unos diez metros de dicha puerta?— 
S(.—Tercera. El Fornés, ¿hizo el disparo introduciendo el cañón del arma 
de fuego en un agujero de la expresada tapia? —Sí,—Cuarta. ¿Hizo el For- 
nós el referido disparo al Hernández, estando éste vuelto de espaldas á 
aquél? —S1.—Quinta. En la ejecución del hecho, ¿ba concurrido la circuns- 
tancia de haber sido buscada por el culpable la noche como medio de rea- 
lizar su propósito y asegurar la impunidad?—No»: 

Resultando que aquel Tribunal calificó el hecho de asesinato, mediante 
la concurrencia de la circunstancia cualificativa de alevosía, y declarando 
autor de este delito al Fornés, sin circunstancias modificativas genéricas, 
le condenó á la pena de cadena perpetua con sus accesorias, indemniza- 
ción y costas: 

Resultando que á nombre de dicho procesado se ha interpuesto recurso 
de casación, fundándole en el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, y citando como infringidos los artículos del Código pe- 
nal 418, circunstancia 1.?, y la 2.2 del art. 10, por su indebida aplicación, 
y los 419, 22, 64 y demás concordantes, por no haberlos aplicado, toda 
yez que estando mal apreciada la alevosía, debió haberse calificado el he- 
cho de homicidio: 

Resaltando que admitido el recurso, faé impugnado en el acto de la 
vista por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que si el que mata á otro aprovechándose del estado de 
indefensión de la víctima, por hallarse ésta desprevenida, procede por 
modo indudable con alevosía, según la definición legal de éste concepto, 
con mayor razón debe afirmarse el concurso de semejante circunstancia, 
impugnada por el recurrente, cuando á lo inesperado de la agresión se 
agrega que el culpable, como así lo estimó el Jurado, disparó el arma de 
fuego con que cometió el delito detrás de una tapia, introduciendo el esn- 
fión por un agujero de la misma, y estando el ofendido de espaldas en la 
actitud de abrir la puerta de su casa, porque tales accidentes revelan, con 
la claridad de la evidencia, que aquél aseguró la ejecución de su propósito 
sin riesgo alguno para su persona, dimanante de la defensa del ofendido: 

Considerando que por la razón expuesta la Audiencia sentenciadora 
calificó acertadamente de asesinato el hecho que dió origen al procedi- 
miento, y que por lo tanto no ha incurrido en el error de derecho que se 
le atribuye, ni infringido los textos legales que se citan en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto contra la sentencia expresada por Cándido Fornés Laguía, á 
quien condenamos en las costas y á la pórdida del depósito que ha cons- 
tituído; y comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efec- 
tos oportunos, — (Sentencia publicada el 22 de Marzo de 1893, 6 inserta em 
la Gaceta de 5 de Octubre del mismo afio.) : 
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RECURSO DE CASACIÓN EN OAUSA DE MUERTE (22 de Marzo de 1893).— 
Sala segunda.—Asesinato.—No ha lugar al interpuesto y admitido de de- 
recho en beneficio de Mariano Grau Rodríguez (Audiencia de Valencia), 
y se resuelve: 

Que los párrafos tercero y cuarto del art. 119 de la ley del Jurado auto- 
rizan la casación por quebrantamiento de forma, euando la sentencia 6 el ve- 
redicto hubieren sido dictados por menor número de Magistrados ó jurados 
qu el exigido por dicha ley, ó cuando hubieren concurrido á dictarlo alguno 

dichos funcionarios, enya recusación, motivada ó intentada en tiempo y 
Jorma, ue hubiese desestimado sin sustanciarla, ó, finalmente, cuando se des- 
estima trdebidamente alguna de las recusaciones sin causa que perentoria- 
mente pueden proponer las partes contra los jurados: 

Que awn admitido que un testigo que no declaró en el sumario esla misma 
persona que actuó como jurado en el juicio, y aun cuando su nombre figurase 
en las listas de los presentados por la defensa del acusado, como ésta renun- 
ció á su presentación, desapareció con tal renuncia la incompatibilidad á que 
alude el núm. 1.%, art. 12 de la ley del Jurado, incompatibilidad que por otra 
parte ha de alegarse en el momento de la constitución del Tribunal y nunca 
después, conforme á los párrafos quinto y último del art. 44 de aquella ley: 

Que el acto de hacer el culpable, en unión de otro sujeto desconocido, dos 
disparos de arma de fuego que produjeron la muerte de una persona, sin 
riesgo ó peligro alguno procedente de la defenea que el agredido pudiera ha- 
cer, constituye una forma de ejecución que entraña el concepto de la alevosía, 
definida en el núm. 2.9 del art. 10 del Código y cualificativa del delito de 
asesinato, sancionado en el 418. 


En la villa y corte de Madrid, á 22 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de Mariía- 
no Grau Rodríguez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Valencia, en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado de 
instrucción de Alberique por asesinato: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 25 de Enero últi. 
mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el Jurado en su veredicto ha contestado las preguntas 
que le han sido dirigidas en la forma siguiente: «Primera. Mariano Gran 
y Rodríguez, alias Noluda, ¿es culpable de haber disparado en unión de 
otro un arma de fuego contra Patricio Verdeguer Calatayud en 21 de Oc. 
tabre de 1891, causándole heridas, de las que falleció 4 los poros momen- 
tos? —Sí.—Segunda. Mariano Grau, ¿hizo un segundo disparo contra el 
Verdeguer cuaudo le sostenían sus hijas, produciéndole con él una herida 
en la espalda?—Sí.—Tercera. El hecho, ¿se ha ejecutado por el Mariano 
Grau empleando medios que tendían directamente á asegurar la muerte 
del Verdeguer?—Sí.—Cuarta. Al ejecutar los referidos hechos, ¿corrió 
riesgo ó peligro alguno el Mariano Grau, que procediese de la defensa 
que pudiera hacer Patricio Verdeguer?—No.—Quinta. Estos hechos, ¿se 
ejecutaron por Grau en la casa morada de Patricio Verdeguer? —Sí.—B8ex- 
ta. ¿Provocó éste ó sea Verdeguer los sucesos que dieron por resultado su 
muerte? —Ne.—Séptima. Mariano Grau Rodríguez, ¿faó condenado por el 
delito de homicidio frustrado y sentencia firme á doce afios de prisión 
mayor, que ha cumplido"ya?-—8í»: 
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Resultando que en el período de calificación de los hechos del proce- 
so, al formular sus conclusiones provisionales la defensa de Joaquín Ma- 
teu Alapont, incluyó en la lista de testigos para su prueba á Eusebio Oan- 
tos Torres, el cual formó parte del Tribunal como jurado, sia que ninga- 
na de las partes le haya recusado, y que practicada parte de la prueba 
testifical propuesta por dicha defensa, renunció al examen de los demás 
testigos, entre los cuales figuraba Eusebio Cantos Torres, cuya .renuncia 
fué admitida, y por no haber mantenido el Fiscal ni ninguno de los pre- 
sentes al juicio la acusación contra Joaquín Mateo, la Sección de derecho 
dictó auto sobreseyendo libremente en cuanto al mismo: 

Resultando que después de leído el veredicto, el Abogado defensor de 
Mariano Grau solicitó se sometiera la causa á nuevo Jurado por concep- 
tuarlo injusto, sin que conste en el acta el motivo ó fundamento de esta 
apreciación, lo que desestimó el Tribunal de derecho, protestando el Le- 
trado, y no admitiéndole la Sección la protesta formulada: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos afirma 
dos en el veredicto como constitutivos de un delito de asesinato, caracte- 
rizado por la circunstancia de alevosía, de que era autor sin ninguna ate- 
nuante y con las agravantes de reincidencia y haberse perpetrado el suce. 
so en la morada del ofendido, sin que éste le provocara, el procesado Ma- 
ríano Grau Rodríguez, al que condenó á la pena de muerte, accesoria, 
para caso de indulto y de que no se le remitiera especialmente, de inhabi- 
litación absoluta perpetua, indemnización y costas: 


Resultando que contra dicha sentencia interpnso Grau ante la Au- 
diencia recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el 
de infracción de ley, y elevada la causa original á esta Sala á virtud del 
admitido de derecho en beneficio del reo, ze ha interpuesto por los defen- 
sores de Mariano Grau por ambos conceptos, autorizado el de quebranta- 
miento por los articulos 917 y párrafo segundo del 912 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, y los casos 8.0 y 4.0 del art. 119 de la ley del Jara - 
do, y fundado: primero, en que se persigue y condena á Grau como autor 
material de un delito que se supone cometió por inducción de Josquín 
Matéu, según manifestó la familia de la víctima y han dicho otros testi- 
gos, punto muy debatido por las partes en el acto del juicio, y respecto de 
cuyo extremo se hace caso omiso en la sentencia; y segundo, por haber 
concurrido á dictar el veredicto menor número de jurados que los exigi- 
dos por la ley, por cuanto uno de ellos tenía el carácter de testigo y era 
incapaz conarreglo á derecho, siendo aquél el jurado Eusebio Oantos, de 
cuya incompatibllidad no se apercibió la defensa de Mariano Grau hasta 
después de que se dictó el veredicto, en cuyo acto solicitó pasase la causa 
á conocimiento de nuevo Jurado, lo que le fué denegado, sin admitirle 
la protesta que por ello hizo: 


Resultando que el recurso por infracción de ley se autoriza con el nú- 
mero 5.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, y en él se citan 
las siguientes infracciones: 


1.2 Del art. 10 del Código penal, en su circunstancia 2,8%, por haberse 
estimado en contra de Mariano Grau la de alevosía, respecto á la que, 
aunque el Jurado afirma que concurrió, no señala los medios y formas 
alevosas que tendieron especialmente á asegurar el delito para poderse 
estimar dicha agravante: 

2.2 Como consecuencia de la infracción anterior, la del art. 418 del 
Código penal, toda vez que el hecho no puede calificarse de asesinato, y 
sólo constituye homicidio: 

Resultando que el Ministerio fiscal ha hecho presente en el acto de la 
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"vista, como antes lo verificó por escrito, no encontrar motivo ninguno 


-que apoye el recurso de casación, ni por quebrantamiento de forma. 


Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que los párrafos tercero y cuarto del art. 119 de la ley 
que regula el juicio por jurados autorizan la casación de la sentencia por 
quebrantamiento de forma, cuando aquélla ó el veredicto hayan sido dic- 
tados por menor número de Magistrados o jurados que el exigido por lo 
ley, y cuando hayan concurrido á dictarlo alguno de dichos funcionarios, 
coya recusación, motivada ó intentada en tiempo y «forma, se hubiese 
desestimado sin sustanciarla, ó cuando hubiese sido desestimada indebi. 
damente alguna de las que perentorizmente pueden proponer las partes. 
contra los jurados sin alegar causa: 

Considerando que la mera enunciacion de estos precepto s legales cita 
dos como infringidos por la defensa de Mariano Grau, persuade de la 
inaplicación de los mismos á los hechos en que se funda su recurso por 
quebrantamiento de forma; porque el veredicto pronunciado en la pre- 
sente causa no lo fué por menor número de 12 jurados, que es el qua 
exige la mencionada ley, ni contra ninguno de los que intervinieron en el 
juicio, incluso el mismo Eusebio Cantos, á quien se refiere el recurrente, 
se propuso recusación, por lo cual es evidente que el Tribunal sentencia: 
«dor no ha infringido los números 3.0 y 4.0 del art. 119 de la citada ley 
del Jurado: 

Considerando que si bien las razones expuestas bastarían para demos- 
trar la improcedencia del indicado recurso, á mayor abundamiento se co- 


* rrobora su improcedencia, teniendo presente que Eusebio Cantos, el cual 


actaó en el juicio como jurado, aun cuando se suponga que es la misma 
persona designada como testigo, no declaró en el sumario, y si bien se es- 
sima que su nombre estaba en la lista de los presentados para el juicio 
por la defensa del penado Grau, ésta renunció expresamente á su declara- 
ción en el período de prueba, con cuya renuncia ha desaparecido todo mo- 
tivo de dada respecto á la eficacia de la incompatibilidad legal que existe, 
según el núm. 1.0 del art. 12 de la precitada ley del Jurado, entre el testi- 
go y el cargo de jurado; incompatibilidad que, por otra parte, es preciso 
alegar en el momento de la constitución del Tribunal, y nunca después, 
«conforme á los párrafos quinto y último del art. 44 de la misma: 

Considerando, por úkimo, que la omisión que el recurrente nota en la 
“sentencia reclamada, relativa al hecho que dice haberse discutido, de ha- 
ber obrado Grau al cometer el delito por inducción de Joaquin Matén, so- 
bre no ser de importancia para determinar la situación legal de aquél ni 
su culpabilidad nacida de los disparos que hizo contra Verdeguer, resulta 
que el recurrente no ha citado en su recurso el núm. 2.* del art. 912 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, como era necesario para que ese motivo de 
casación, consistente en no haber resuelto la sentencia todos los puntos 
que fueron objeto de la. acusación y de la defensa, fuera estimable, y no 
consta además que tal extremo haya sido objeto de la acusación y de la 
defensas, según la sentencia reclamada: 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por infracción de ley, 
que tampoco es procedente, puesto que de las preguntas primera, segunda 
y tercera, combinados racional y lógicamente su contexto, aparece demos- 
trado que Mariano Grau, en unión de otra persona desconocida, hizo dos 
disparos de arma de fuego contra Patricio Verdeguer, sin riesgo ó peligro 
alguno procedente de la defensa que pudiera hacer el segundo, lo cual 
constituye una forma de ejecución del delito que entrafia el elemento sus: 
tancial de la alevosía, tal como la describe el art. 10 del Oódigo penal en 
£u núm. 2.*, por cuya razón la Sala sentenciadora, al estimar la concurren- 
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cia de aquella circunstancia cualificativa del asesinato y calificar el hecho 
de autos en este concepto, no ha infringido la citada disposición legal, 
ateniéndose, por el contrario, á su verdadero sentido jurídico, ni consi- 
guientemente el 418, que la toma en cuenta para penar como reo de dicho 
delito al que mató á un extraño en la expresada forma alevosa: 

Considerando que examinada la causa por esta Sala, no ha encontrado 
motivos de casación ni por quebrantamiento de formas procesales ni por 
infracción de ley, que justifiquen Ja anulación de la sentencia reclamada;- 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Valencia ha sido admitido de derecho é interpuesto por Mariano Grau 
Rodríguez por los motivos alegados, ni por ningún otro, por quebranta- 
miento de forma ni por infracción de ley, á quien condenamos en las cos- 
tas; lo que á su tiempo se comunique al Tribunal sentenciador á los efec-- 
tos procedentes, y lo acordado.—(Sentencia publicsda en 22 de Marzo de- 
1893, 6 inserta en la Gaceta de 5 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (22 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—False- 
dad electoral.—No ha Ingar al interpuesto por D. Juan Perera (Audiencia 
de Las Palmas), y se resuelve: 

Que el hecho de haberse figurado á sabiendas en el acta para la elección 
de Diputados provinciales y en la lista á ella adjunta de votantes, varios elec- 
tores que no emitieron su sufragio, constituye el delito de falsedad en docw- 
mento oficial, definido en el párrafo 2.9 del art. 314 del Código penal, sin que: 
á ese caso sea aplicable el núm. 4.0 del art. 92 de la ley Electoral, que castiga 
al que á sabiendas consienta que un elector vote dos veces ó con nombre ajeno, 
caso bien distinto de la consignación en las actas de individuos que se supore 
votaron sin haberlo verificado, sin que pueda tampoco admitirse lo hicieraw 
otros por ellos, que es precisamente la falsedad, sancionada en el número y ar- 
tículo citados del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, 4 22 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Juan Perera Rodríguez contra sentencia de la Sala de justicia de la Au- 
diencia de Las Palmas, en causa procedente del Juzgado de instrucción de 
Guía, seguida al Perera y otros por falsedad electoral, á instancia de Don 
Josó Rodríguez Alnteida. 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 24 de Octubre último, 
contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Que el 20 de Diciembre de 1870 compareció D. José Rodrí- 
guez Almeida, vecino de Guía, ante el Juez de instrucción de dicha ciudad, 
á denunciar que había vehementes indicios, si no una prueba plena, de 
haberse cometido un delito de falsedad en el acta de la elección para Di.- 
putados provinciales, verificada el 14 del citado mes, en la sección única 
del pueblo de Artenara, puesto que al hacerse el escrutinió general de los 
votos emitidos en todas las secciones del distrito, se observó que no te- 
niendo la mencionada de Artenara más que 177 electores, y no pudiendo 
cada nno, según la ley, votar más que á tres candidatos, era imposible que 
excediese de 531 el número de sufragios emisibles, aun en el caso invero. 
símil de que votasen todos los electores; y que esto no obstante, y á pesar 

de no consignarse en el acta que no votaron los 177 electores, nino 


a. 
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aolamente 165, exrojaba un total de 538 la suma de todos los votos que en. 
la misma figuran como obtenidos por los siete candidatos que tomaron 
parte en aquella lucha electoral, saponiéndose, por lo tanto, emitidos 43 
más de los que los 165 votantes. pudieron emitir: 

Segundo. Que en virtud de la referida denuncia se incoó la presente 
eausa, en la que se mostró parte, como acusador particular, el expresado 
Rodríguez Almeida; que á instancia, tanto del Ministerio fiscal, como de la 
acusación particular, fueron declarados procesados D. Juan Perera Rodrí- 
guez, D. Juan Dolores Benítez Quintana, D. Juan Zacarías Hernández Pe- 
rera, D. Ciriaco Rodríguez Arencibía, D. Manuel Sánchez González, Don 
Sinforiano Medina Perera, D. Cristóbal Perera Rodríguez, D. Juan Quin- 
tana Henríquez y D. Ceferino Quintana, Presidente é Interventores res- 
pectivamente de la mesa electoral de la sección única de Artenara, y en 
este concepto firmantes del acta denunciada, y que habiéndose en su opor- 
tunidad acordado la apertura del juicio oral y que se comunicase el proce- 
so á las acusaciones para la calificación provisional, el Ministerio público 
evyacuó este traslado, manifestando sustancialmente que el hecho, tal como 
queda expuesto en el anterior fundamento, es constitutivo del delito de 
falsedad electoral, previsto y penado en el art. 86 de la ley de 26 de Junio 
de 1890, en relación con el art. 314 del Código penal, del que son respon- 
sables criminalmente todos los procesados; exponiendo á su vez en resu- 
men la representación del acusador particular que aquéllos, no sólo come- 
tieron el delito á los mismos imputado por el Ministerio fiscal, sino ade- 
más otro, también de falsedad, consistente en haber hecho figurar como 
votantes á varios individuos que no emitieron su sufragio, entre otros, An- 
tonio Cano Domínguez, Miguel Carrillo Sánchez, José Vega Carrillo, 
Juan Medina y Medina, Francisco Tadeo González y Juan Rodríguez Ma- 
cías: 


Tercero. Que en el acto del juicio oral se practicaron las pruebas por 
las partes, apareciendo en cuanto al hecho relatado por Rodríguez Almei- 
da al formular la denuncia origen de esta causa, que en efecto en el acta 
ya mencionada de la sección única del pueblo de Artenara consta que 
concurrieron á votar 165 electores; que concluída la votación y recontadas 
las papeletas no hubo diferencia entre su número y el de votantes, y que 
sin embargo de estos datos suman los votos con que figura en dicha acta 
eada uno de los siete candidatos que hubo 538, ó sea 43 más de los corres- 
pondientes al expresado número de votantes; hechos probados, 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho probado 
de haber figurado, á sabiendas, en el acta referida y en la lista de votantes 
adjunta á la misma, que votaron varios electores que en realidad no con- 
currieron á emitir su sufragio, constituye el delito de falsificación en do- 
cumento oficia), que define el párrafo segundo del art, 314 del Códixo pe- 
nal, y que, entre otros, es autor el procesado recurrente D. Juan Perera 
Rodríguez, sin circunstancias modificativas, le condenó á seis meses y un 
día de presidio correccional, multa, accesoria y novena parte de costas, y 
le absolvió por el hecho de haber consignado en el acta que los candida- 
tos obtuvieron 43 votos más de los que pudieran emitirse, porque este 
hecho, como debido á un simple error materia], no puede legalmente esti- 
marse como una alteración voluntaria de la verdad constitutiva del delito 
de falsedad: 

Resultando que á nombre de D. Juan Perera Rodríguez se ha inter- 
puesto recurso de casación por infracción de ley, fundado en los números 


_Lo y 3,0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como in- 


fyimgidos: 
1 El axt, 314, núm. 2.9, en relación con el 1.o, y el 13 del Código pe- 
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nal, y con los 85, 86 y 97 de la ley Electoral de 26 de Junio de 1890, por 
indebida aplicación de ellos al caso de autos, y el 29 del Real decreto de 
adaptación de 5 de Noviembre de 1890, que debió tenerse presente: * 

2.0 El art. 92, núm. 4.0, de la ley Electoral, en relación con los 1.0, 7.0 y 
13 del Código penal y los demás citados en el motivo anterior, porque el 
hecho que se castiga no constituye sino el delito definido y previsto en 
dichos núm. 4.* y art. 92: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recargo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que el hecho declarado probado en la sentencia reecu- 
rrida de haberse figurado á sabiendas, por los procesados, en el acta para 
la elección de Diputados provinciales, verificada en 14 de Diciembre de 
1890, en la Sección única del pueblo de Artenara, y en la lista de votan- 
tes adjunta á la misma, que votaron varios electores que en realidad no 
concurrieron á emitir su sufragio, constituye el delito de falsificación co- ' 
metida en documento oficial, definido en el art. 314 del Código penal, por 
haberse supuesto la intervención en la elección de personas que no la tu- 
vieron, caso previsto en el párrafo segundo del mismo: 

Considerando que fundándose el primer motivo de casación alegado y 
las infracciones que se suponen cometidas, en la posibilidad de que otros 
electores tomaren el nombre de los enfermos impedidos de presentarse á 
votar, posibilidad que bastaría para excluir la comisión de dicho delito, 
tal aseveración, no sólo no encuentra apoyo en la sentencia, sino que con- 
tradice el tercer considerando, en que se rechaza de una manera explícita 
y terminante por el Tribunal sentenciador esta exculpación, como invero- 
símil y desprovista de toda prueba: 

Considerando, respecto del segundo motivo alegado, que nq es aplica- 
ble al presente caso el núm. 4.0 del art. 92 de la ley Electoral, que castiga 
al que á sabiendas consienta, sin protesta, pudiendo hacerla, la emisión 
del voto en los casos del núm. 3.*, ó sea, que un elector vote dos veces ó 
tome nombre ajeno para verificarlo, lo que no ha tenido lugar en el pre- 
sente caso, y sí, según los hechos probados, que á sabiendas se consignó 
en el acta que votaron individuos que no lo realizaron, sin que pueda 
admitirse que lo hicieran otros por ellos, que es precisamente lo que cons- 
tituye el delito de falsedad citado: 

Considerando que al estimarlo así la Sala sentenciadora no ha inco- 
rrido en el error de derecho que se la atribuye, ni infringido los artículos 
del Código penal á que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto á nombre de D. Juan Perera Rodríguez, al que condenamos 
en las costas y á la pérdida del depósito constituído, y líbrese certificación 
de esta sentencia á la Sala de justicia de la Audiencia de Las Palmas á los 
efectos correspondientes.—(Sentencia publicada el 22 de Marzo de 1893, é 
inserta en la Gaceta de 5 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (22 de Marzo de 1893).—Sala segunda. -—Fal- 
sedad electoral. —Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencias 
de Palencia), y se resuelve: 

Que el delito de falsificación de documentos oficiales queda consumado 
cuando en ellos se verifica cualquiera de las ficciones enumeradas en el artícu - 
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lo 314 del Código penal, haya ó ne logrado el culpable el propósito que per - 
siguiera, porque de no lograrlo, lo que se frustra es el Ain, no el delito, que se - 
gún el expresado artículo integra su total esencia jurídica por la alteración 
material de la verdad: 

Que conforme á esta doctrina, desde el momento en que las actas de una 
sección electoral que habían de remitirse á las Juntas central y municipal, se 
extendieron atribuyendo maliciosamente 4 un candidato más votos y á otro 
menos de los en realidad obtenidos, se consumó el delito de falsedad, sin que 
el accidente de no haberse computado en el escrutinio general tales votos por 
no haber llegado á su destino el acta dirigida 4 la cabeza del distrito, inftw- 
yera para nada en la acción punible ya consumada: 

Que la intervención del culpable no sólo en los actos preparatorios de re- 
cabar de los Interventores la firma en blanco de las actas, sino también en los 
actos de ejecución del delito, tales como las de escribir de su puño y letra los 

, Salseando el resultado del escrutinio por indicación y de acuerdo 
con el Presidente de la Mesa y entregando, finalmente, en persona en el co- 
rreo los dichos documentos, excluye la idea de complicidad é integra la de aw- 
tor, según el núm. 1.0, art. 13 del Código penal: 

Que en virtud de lo dispuesto en el art. 97 de la ley Electoral, es pena co- 
min á los delitos de esa especie la de inhabilitación temporal 4 perpetua, si el 
culpable fuese funcionario público, y con arreglo al art. 100 de la expresada 
tey, los elarios de Ayuntamiento, por serlo de la Junta municipal, que es 
uno de los organismos del sistema electoral vigente, se hallan comprendidos en 
aquel precepto. 


En la villa y corte de Madrid, á 22 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
misterio fiscal contra la sentencia dictada en 5 de Diciembre último por la 
Audiencia provincial de Palencia, en la causa que se siguió á D. Pedro Ca- 
rrancio Martínez y otros sobre falsedad en documento electoral: 

Resultando que la expresada sentencia contiene los hechos en los re- 
sultandos siguientes: 

Resultando que el día 1.0 de Febrero de 1891 se constituyó la Mesa 
electoral en la única sección de Villoldo, compuesta, como Presidente, de 
D. Pedro Carrancio, Alcalde de la localidad, y como Interventores Don 
Fernando Carrancio, D. Eugenio Martínez, D. Leandro Ramírez y D. He- 
liodoro Antón, con el fin de verificar la elección de Diputado á Cortes, la 
cual tavo lugar con el mayor orden y legalidad, sin que por ninguno de 
los electores se formulase protesta ni se hiciera reclamación alguna; ter- 
minada la cual se hizo el escrutinio, del cual resultó, según manifestación - 
que en el acto hizo solemnemente y en alta voz el Alcalde D. Pedro Ca- 
rrancio, como Presidente de la Mesa, que el candidato D. Demetrio Bete- 
gón había obtenido 107 votos y D. Cristóbal Botella 82, habiendo tomado 
parte en la elección 189 electores, solicitando en el acto D. Celestino Ra- 
mírez certificación dé su resultado, la que se le expidió y obtuvo firmada 
por el Presidente y los cuatro Interventores, con el resultado anterior 
puesto en guarismo, que entrecomó dicho 8r. Presidente, extendiendo así 
bien á continuación el documento necesario con el mismo resultado, y que 
tambión firmaron todos para exponerla al público á la puerta del local y 
en el sitio de costumbre; hechos probados: 

Resultando que después de verificado el escrutinio y extensión de di.- 
chas certificaciones, el Presidente de la Mesa, D. Pedro Carrancio, pretex- 
tando que había que extender muchas certificaciones, que era tarde y te- 
nía que venir á esta capital para asuntos urgentes, exigió á los Interven- 
tores que firmasen en blanco todas las actas, y como observara que éstos 
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vacilaban, les contestó que no abrigasen ningún temor, toda vez que había 
sido firmada la'certificación expedida al Sr. Ramírez y la que babía de ex- 
ponerse al público, accediendo por fin á lo pretendido por el D. Pedro, á 
pesar de no merecerle la menor confianza en materias electorales, puesto 
que al constituirse la Mesa, Heliodoro Antón le interrogó, diciéndole: 
«Mira, Pedro, deseamos que la elección se haga con toda formalidad; no 
vayas á hacer alguna de las tuyas»; frases pronunciadas por Heliodoro en 
razón á que, según su propia manifestación, no contradicha en el acto del 
juicio, el Pedro estaba muy acostumbrado á los chanebullos electorales; 
bechos igualmente probados: 

Resultando que en ocasión de que sucedió lo expuesto en el hecho an- 
terior, se presentó el Secretario del Ayuntamiento D. Julián Lozano, y to- 
mando parte en la cuestión, interesó también de los Interventores que fir- 
masen en blanco dichas actas, y haciéndolo así, las recogieron el Presi- 
dente y Lozano, y se vinieron al siguiente día de madrugada á esta ciudad, 
depositando dichas actas para los Centros respectivos en la Administra- 
ción de Correos de la misma, á las nueve de la noche de dicho día, de las 
que aparece que D. Demetrio Betegón figura en ellas con 157 votos y 82 
el 8r. D. Cristóbal Botella, puesta de puño y letra del Sr. Lozano, á indica- 
ción y de acuerdo con D. Pedro Carrancio, quitando, por tanto, 50 votos á 
dicho Sr. Botella, que agregaron al Sr. Betegón,.no obstante tener el se- 
fior Lozano conocimiento exacto de la elección, tanto por baber asistido 
al escrutinio, como por haber oído de público el resultado de la misma; 
hechos asimismo probados: 

Resultando que noticiosos los Interventores de la alteración referida: 
en el hecho anterior, se personaron inmediatamente en esta capital, con. 
el objeto de manifestar al Gobernador la verdad de todo lo ocurrido, con 
el noble propósito de que dicha alteración no causara perjuicio alguno; y 
dando después cuenta al Juzgado de instrucción de Carrión de los Con- 
des, esta Autoridad se incautó del acta dirigida al Presidente de la Junta 
municipal de la cabeza del distrito electoral, que le había sido remitida, 
previa incoación de este proceso, sin que por tanto dicha acta fuera objeto 
del escrutinio general, ni se computasen los votos obtenidos por cada uno 
de los candidatos; hechos también probados: 

Resultando que no ha podido comprobarse en el acto de los debates 
si se expuso ó no al público el resultado de la elección, ó sea la certifica- 
e Pd aparece firmaron el Presidente y los Interventores con esa 
objeto: 

Resultando que en el acto del juicio, y al practicarse la prueba testiS- 
cal interesada por las partes, se presentó el testigo Francisco Caminero, 
presentado por la defensa de D. Pedro Carrancio, manifestando en su de- 
claración «que era enemigo de D. Pedro, y que éste, como Presidente de 
la Mesa electoral, conclaído que fué el escrutinio, dijo en alta voz que Don 
Demetrio Betegón había obtenido 157 votos y D. Cristóbal Botella 32», 
cuya manifestación se hizo constar á instancia del Ministerio fiscal; he- 
chos probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Palencia calificó estos he- 
chos de un delito voluntario de falsedad de documento electoral en grado. 
de frustración, definido en el núm. 4.0 del art. 314 del Código penal, en 
relación con los 85 y 87 de la ley Electoral de 26 de Junio de 1890, y de 
una imprudencia temeraria, penada en el art. 681 del mismo Código, y 
declarando autor y cómplice, respectivamente, del primer hecho punible 
á D. Pedro Carrancio y D. Julián Lozano, y autores de la imprudencia á 
los otros cuatro procesados, sin circunstancias modificativas, condenó $ 
D. Pedro Carrancio á cuatro meses de arresto, multa de 500 pesetas y ocho 
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años y un día de inhabilitación especial del derecho de sufragio: á D. Ju- 
tián Lozano á la multa de 150 pesetas y un afío de suspensión, y á low otros 
procesados á la multa de 125 pesetas y seis años y un día de inhabilita- 
ción especial del propio derecho, condenando además á los seis al pago 
de las costas y á sufrir por defecto del pago de las multas y de las costas 
del acusador privado, en caso de insolvencia, el apremio personal corres- 
pondiente: 

Resaltando que contra este fallo se interpuso por el Ministerio fiseal 
recurso de casación, fundándolo en los números 8.*, 4,0 y 6.0 del art. 849 
de la ley de Enjuiciarmiento criminal y citando como infringidas las dis- 
posiciones siguientes: 

1.* El párrato segundo del art. 3.0 del Código penal, en relación con 
el 85 de la ley Electoral, toda vez que el delito de falsedad no quedó en 
grado de frustración, sino que se consamó: 

2.2 Los artículos 13 y 15 del mismo Código, puesto que Jalián Lozano 
ps haber sido penado como autor y no como cómplice del expresado 

elito: 

8.2 Los artículos 64 y 82, regla 1.2, del Código, en relación con los ar- 
tículos 85 y 86 de la expresada ley y 70 del Código, por la misma razón; y 

44 El art. 97 de la ley Electoral, en relación con los 29, párrafo cuarto, 
y 87 del Código, por no haber impuesto á Lozano la pena de inhabilita- 
ción temporal especial á perpetua de derecho de sufragio: 

Resultando que admitido el recurso, fué apoyado ín voce en el acto de 
la vista por el Ministerio fiscal 6 impugnado por la representación de On- 
rrancio y Lozano. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que el delito de falsificación de documentos oficiales 
llega á su consumación cuando en un escrito de esta clase se verifica cual- 
quiera de las ficciones enumeradas en el art. 314 del Código penal, haya 
ó no logrado el culpable el propósito que por tan reprobado medio persi- 
guiera, porque de no lograrlo, lo que se frustra ó malogra es el in, pero no 
el delito, que según el texto expresado integra su total esencia jarídica 
por la alteración material de la verdad: 

Considerando que, conforme á esta doctrina, desde el momento en que 
Jas actas de la sección electoral de ViMoldo, que habían de remitirse 4 la 
Junta central y á la municipal de la cabeza del distrito, se extendieron 
atribuyendo en ellas maliciosamente á un candídato 50 votos más y á otro 
$0 votos menos de los que en realidad alcanzaron, se consumó el delito, 
sin que el accidente de no haberse computado los votos de dicha sección 
en el escrutinio general, por no haber llegado á su destino el acta que se 
dirigió á la cabeza del distrito, influyera para nada en el proceso, ya termí.- 
nado, de la acción punible; y por lo tanto, el Tribunal sentenciador, al esti- 
ficar de frustrada la falsedad, ha incurrido en el error de derecho 4 que 
alude el núm. 8.9 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, in- 
£ringiendo por su indebida aplicación el art. 3.0 del Código penal: 

Considerando que son cómplices, á tenor de lo dispuesto en el art. 15 
del mismo Código, los que no hallándose comprendidos en el 13, cooperan 
á la ejecución del hecho por actos anteriores ó simuitáneos, y como Don 
Julián Lozano no sólo tomó parte en los actos preparatorios del delitn, 
recabando de los interventores de la mesa electoral que firmasen en bian- 
co las actas referidas, sino que además recogió les hojas ya firmadas, es- 
cribió de su puño y letra los documentos, falseando el resultado del escra- 
tinio, por insinuación del Presidente y de acuerdo con el mismo, y se tras- 
ladó á Palencia con el propio Presidente, en cuya Administración de Oo- 
zveos hicieron los dos entrega de los pliegos que las contenían, es evidente. 
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que, conforme al núm. 1.0 del art. 13, 4 dicho procesado alcanza la respor- 
sabilidad de autor, quedando por ella excluída la de cómplice, declarada 
«con error en la sentencia recurrida, por consistir precisamente en esos he- 
chos el delito imputado ó los actos ejecutivos del mismo: 

Considerando que, á tenor de lo dispuesto en el art. 97 de la.ley de 26 
de Junio de 1890, son penas comunes de los delitos electorales, las de in- 
habilitación especial temporal á perpetua del derecho de sufragio, cuando 
el culpable sen ó tenga el carácter de funcionario público, y la de suspen- 
sión del mismo derecho cuando sea particular, y disponiéndose en el 300 
que para los efectos de dicha ley se reputan fancionarios públicos los de 
nombramiento del Gobierno y los que por razón de su cargo desempeñan 
alguna función relacionada con las elecciones, es claro que los Secretarios 
de Ayuntamiento se hallan comprendidos en este precepto, siéndoles aplí- 
eabie por los delitos electorales que cometan la inhabilitación expresada, 
toda vez que por razón de su cargo desempeñan la Secretaría de la Junta 
municipal, que es uno de los organismos del sistema electoral vigente: 

Considerando que la Sala sentenciadora ha infringido, por lo tanto, el 
art. 97 de la expresada ley al imponer á Lozano la pena de suspensión del 
derecho de sufragio, cuando por razón de las funciones electorales que 
ejercen los Secretarios de Ayuntamiento debió imponérsele la de inhabi- 
litación temporal á perpetua del mismo derecho; habiendo infringido tam- 
bién las disposiciones que se citan en el tercer motivo del recurso, y que 
son una consecuencia de los errores denunciados en los anteriores moti- 
vos, relativos al grado del delito y á la participación en el mismo de Don 
Julián Lozano; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación inferpuesto por el Ministerio fiscal contra la mencionada sen- 
tencia, declarando las costas de oficio; £omuníquese esta resolución con la. 
que á continuación se dicte al Tribunal sentenciador, á los efectos opor- 
tunos.—(Sentencia publicada el 22 de Marzo de 1898, 6 inserta en la Ga- 
ccta de 5 de Octubre del mismo año.) 
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RECUESO DE CASACIÓN (23 de Marzo de 1893).—Sala tercera.—Robo.— 
No ha lugar al interpuesto por Francisco García Rodríguez (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

Que para ser procedente el recurso de casación, motivado en el núm 1.0 
del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento criminal, es preciso que exista con- 
tradicción entre los hechos admitidos como probados en los resultandos de la 
sentencia, y no entre éstos y la apreciación que de los mismos se haga en los 
considerandos: 


Que la sentencia que absuelve ó condena, resuelve por regla general todos 
los puntos del debate. 


En la villa y corte de Madrid, á 23 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Francisco García Rodríguez contra la sentencia dictada por la Sección 
segunda de la Sala de vacaciones de la Audiencia de Madrid, en causa se- 
guida al miemo y otros en el Juzgado de IIatEneción del distrito del Este, 
por robo en la Caja general de Depósitos: - 

- Resultando que de dos á tres de la tarde del 10 de: Diciembre de 1888, 
los tres Ciaveros de la Caja. general de Depósitos, situada en la: calle del 
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Turco, que lo eran el Subdirector segundo de la Deuda D, Andrés Caama- 
fio Pérez, por delegación del Subdirector primero; D. Al+jandro García. 
Palazuelos, con el carácter de Contador, y D. Enrique Morales y Gutié- 
rrez, con el de Tesorero, se reunieron con sus llaves respectivas en la ha- 
bitación de la Caja reservada de valores, para practicar las últimas opera- 
ciones ordinarias del día, de recibir y guardar los depósitos hechos y sa- 
car los pedidos que debían devolverse, y al coger el Tesorero el cajón de 
madera que contenía el metálico, colocándolo, según costumbre, sobre la 
mesa, alrededor de la cual estaban los otros funcionarios, y descorrer la 
tapa que lo cubría, se vió que estaba yacío, faltando los fajos arreglados 
y ordenados de billetes del Banco de España que debía contener, y casi 
lo llena«ban, en suma de 1.275.000 pesetas, que había sido sustraida, la cual 
quedó en Caja el día anterior de oficina, 7 de Diciembre, por haber sido 
festivos el 8 y el 9, al practicarse la última operación de ingreso y custo- 
día, con los demás fajos de 25.000 pesetas enviados de la caja corriente, 
sin que á primera vista se notara señal alguna de fuerza para realizar la. 
sustracción: 

Resultando que puesto el hecho en conocimiento del Juzgado de ins- 
trucción del distrito del Este de esta corte, comenzó sumario, en el que 
hizo constar que la habitación destinada á Caja reservada, situada en el 
piso principal del edificio, tenía acceso por la escalera principal ó por otra 
más pequeña, no muy separada, estando defendida, después de pasar un 
corredor, por una primera puerta de hierro, con llave y picaporte, seguida 
de un pequeño espacio, llamado biombo, cuyo fondo, de forma semicir- 
cular, también de planchas de hierro, tenía dos rejas muy espesas y una 
puerta de tres cerraduras de llaves desiguales, dos de ellas borjas y la 
otra española, dando paso al local, de forma cuadrilátera, cubierto igual- 
mente de plauchas de aquel metal, donde se hallaba la esiantería en que 
se custodiaban los depósitos de efectos públicos y la caja de metálico, con 
tres cerraduras borjas, diversas y numeradas, conteniendo en su interior 
diversos cajones, con llaves más comunes, puestas de ordinario en loa 
más usados, por no ser las que constituían las garantías de seguridad; 
sin que del detenido reconocimiento practicado apareciera señal alguna 
de fuerza ó de violencia ejercida, ni tun de haberse intentado en las pare- 
des, cubierta y piso de la habitación, en las -cerraduras de las puertas, ni 
en las interiores de las cajas, deduciendo los peritos que, para realizar la 
sustracción, debió hacerse uso de las llaves legítimas ó de otras semejan- 
tes, bien falsificadas y exactas á la medida, impidiendo la complicación y 
lo delicado de los muelles abrir las cerraduras con ganzúa ó gancho de 
cerrajero, ni sacar, sin arrancarlas, moldes de las mismas para hacer llaves 
nuevas sin tener otra á la vista; calculando los peritos cerrajerós ser ne- 
cesarias acaso tres horas para obtener dichos moldes, punto que no pudie- 
ron precisar los ingenieros, haciéndolo depender de la habilidad y de la 
perfección de los medios que se emplearan: 

Resultando que cada Clavero tenía una de las tres llaves de la segunda 
puerta y de las dos cajas de efectos y metálico; el Tesorero ademáa las 
pequeñas de los cajones interiores, y el portero mayor la de la primera 
puerta, que solía quedar en la Conserjería, á disposición del portero á 
quien tocaba relevarle en el servicio de noche, siendo el citado mayor, 
por razón de su cargo, y por la confianza que de antiguo merecía á sus 
Jefes, el encargado de la limpieza del local reservado de la Caja y de abrir 
sas puertas y prepararlo, cuando había que practicar operaciones en él, 
para lo que recibía de los Claveros las Jlaves respectivas, habiendo tenido 
en su poder en distintas ocasiones todas ellas, inclusas las de la caja de 
metálico, lo cual debió suceder más especialmente en Junio y Jalio del: 
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mismo aflo, por la».ocupaciones de dos de los Claveros de entonces, y mal 
estado de salud del tercero, que les impedían á veces asistir personal 
mente á la Caja, enviando sus llaves respectivas el que faltaba al que de- 
bía sustituirle por personas de entera confianza, como la merecía el por- 
tero mayor, quien conocía el cajón que guardaba el metálico por haberlo 
visto varias veces al entrar y salir en la Caja durante las operaciones; y 
como complemento de seguridad había en'el edificio guardia permanente 
de relevo diario, compuesta de un cabo comandante y cuatro individúos 
de la Guardia civil; debiendo, con arreglo á las últimas instrucciones yi- 
gentes del Director, colocadas en un cuadro á la vista, ponerse un centi. 
nela en el biombo que precedía á la Caja, entre las dos puertas, desde que 
se acabara la oficina por la tarde hasta las nueve de la mafisna siguiente, 
en que se hacía cargo de nuevo el portero mayor, siendo permanente el 
centinela noche y día en los festivos; precepto que en los de trabajo no se 
cumplía por el expresado portero, que de acuerdo con los Jefes de la 
guardia, no colocaba el centinela hasta que era ya denoche y se encen- 
dían las luces, retirándolo de seis á siete de la mañiana, por lo que la Caja 
quedaba sola y sin custodia vi garantía de seguridad en las horas en que 
las dependencias no funcionaban: 

Resaltando que el citado día 7 de Diciembre, por ser de arqueo, ter- 
minó antes que de ordinario el trabajo de oficinas, retirándose los emplea- 
dos cuando aún había bastante luz solar, y al llegar al edificio, sobre las 
seis, el portero José Casanova, que estaba de guardia aquella noche, halló 
á oscuras y sola la Caja, encendiendo entonces las luces, é hizo colocar el 
centinela del biombo, que permaneció allí, relevándose durante los dos sí- 
guientes días festivos, en coyo espacio de tiempo, desde la salida de los 
empleados hast< la llegada del referido portero, y aprovechando la soledad 
de la Caja, el mayor, que lo era hacía tiempo Francisco García Rodríguez, 
habitante con su familia en el mismo edificio, valiéndose ó facilitando su 
propia llave para abrir la primera puerta, y empleándose para las cerra- 
duras restantes otras llaves que no eran las legítimas, puesto que éstas 
se hallaban en poder de los respectivos Claveros, tomó parte directa y vo- 
luntaria en la sustracción que á seguida se realizó de los fajos ó paquetes 
de billetes del Banco, por la suma artes expresada, contenidos en el cajón 
de madera destinado 4 guardar los fondos de la Caja general de Depósitos, 
el cual le era conocido y se encontró después vacío, saliendo á seguida del 
edificio para poner la cantidad sustraída en lugar más seguro y lograr me- 
jor sus fines, y á cubierto de toda contingencia, regresando más tarde á su 
habitación: 

Resultando que á pesar de no habérsele concedido la licencia que para 
ausentarse durante los dos días festivos pidió el portero mayor al Subdiree- 
tor Caamaño, á las ocho de la mañana del sábado 8 de Diciembre salió del 
edificio, y luego de esta corte en la diligencia, con dirección 4 Valdetorres, 
llevándoss un banquillo de madera de cuatro piés, que en su doble fondo 
y entre las dos tablas del asiento, ocultaba envuelta en periódicos parte 
de los billetes del Banco sustraídos; que al Jlegar á dicho pueblo marchó 
á casa de José Acebedo, casado hacía algunos díás con Balbina Ochoa, 
parienta de García Rodríguez, con quien tenía trato constante largos años, 
y allí fué conducido el banquillo, eonservándolo en distintos lugares, 
hasta que por fin el citado Acebedo lo rompió é hizo desaparecer después 
de sacar los billetes; de cuya suma se empleó parte en los gastos de la 
boda de la hija de Balbins, en la compra de un censo y en préstamos, en- 


-contrando la Guardia civtl en la cueva de la misma casa, un bote de hoja: 


de lata que contenía 46.000 pesetas en billetes, cantidad que se devolvió 
á la Caja de Depósitos para las resultas de la causa: 
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Resultando que dirigido el sumario al principio contra los tres Clave- 
08, como presuntos responsables de la sustracción, más tarde se dejó sin 
«efecto su procesamiento y el de otras personas, fueron declaradas rebel. 
des otras tres, se sobresoyó provisionalmente respecto de dos, y se abrió - 
el juicio oral contra los reos presuntos Francisco García Rodríguez, los 
hermanos José y Juan Acebedo y Acebedo, la esposa del primero de éstos, 
Balbina Ochoa Suárez, José Nebot y Solano, Francisco García Ortega y 
Manuel Zanón Gian: E 

Resultando que el citado Francisco García Rodríguez, que comenzó 
por negar en absoluto, manifestó después que compró el banquillo al paso 
en la calle sin saber lo que contenía, y por último aseguró haberlo reci- 
bido con los valores de los que realizaron el robo, en recompensa de ha- 
berlo presenciado y para que callase, obrando engañado, y después cohi- 
bido y amenazado, indicando en una de sus declaraciones que de los dos 
que entraron en la Caja, el que llevaba las llaves se perecía al procesado 
Nebot, aunque sin poder asegurarlo, y cuando éste fué aprehendido, ase- 
veró que la persona á quien se refería era el Subdirector ó Tesorero Mo- 
rales, ya difunto, afirmación que sostuvo en el aeto del juicio: 

Resultando que el Ministerio fiscal y el Abogado del Estado en sus 
respectivas conclusiones, modificadas en parte en el acto del juicio, cali 
ficaron los hechos de dos delitos, uno de robo en edificio público por can- 
tidad mayor de 500 pesetas, sin armas y con empleo de llaves falsas, del 
que eran responsables como autores Francisco García Rodríguez, con la 
circanstancia agravante de abuso de confianza, José Nebot y Francisco 
García Ortega, con la de ser ambos reincidentes, y Manuel Zanón Glan, y 
encobridores José Acebedo y Acebedo y Balbina Ochoa, pidiendo que se 


. impusieren á eada uno de los cuatro primeros ocho años de presidio ma- 


yor, y á los dos últimos la multa de 400 pesetas, indemnización de la can- 
tidad no reintegrada, y parte de costas; y que se absolviera libremente á 
Juan Acebedo y Acebedo; y otro delito de uso de nombre supuesto, del 
que era responsable también como autor el referido Zanón, incurriendo 
por eilo en la pena de tres meses de arresto mayor, multa de 150 peseias 
y accesorias; y las defensas solicitaron la absolución libre, y además la 
de los Acebedo que se calificara el delito de hurto; las de García Rodrf- 
guez, Nebot y García Ortega, de malversación, y en último caso la del 
primero de hurto, siendo de advertir que la representación del mismo Gar- 
cía Rodríguez, en la segunda de sus conclusiones provisionales, después 
de ealificar el hecho perseguido en la forma que estimó procedente, aña. 
dió que, sin perjuicio de que la Sala y el Ministerio fiscal estimaran el de 
haberse apropiado José Acebedo y dispuesto en su provecho con fuerza 
en las cosas y contra la expresa voluntad del que exponía del depósito que 
éste le confió; y en la sexta sesión del juicio, celebrada en 23 de Julio, la 
propia defensa presentó escrito adicionando las anteriores conclusiones 
y pidiendo en el extremo seguudo que se le reservaran en todo caso los 
derechos y acciones que pudieran corresponderle contra José Acebedo, por 
el hecho de haber éste roto el banquillo que le entregó y disponer contra 
su voluntad del dinero que contenía el mismo, de cuyo dinero ignoraba 
Aquél la procedencia: 

Resaltando que dnrante el período del juicio oral, y con fecha 20 de 
Julio de 1892, Dofia Piácida Blanco y Chico, viuda de D. Enrique Mora.- 
les y Gutiérrez, Tesorero que fué de la Caja general de Depósitos, pre- . 
sentó á la Sala sentenciadora una solicitud, obrante al folio 847 del rollo 
de Audiencia, para que la autorizase á fin de proceder criminalmente con- 
tra Francisco García Rodríguez por la injuria y calumnia que constituían 
las imputaciones dirigidas por el mismo á su referido difunto esposo en , 
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la primera sesión del juicio, á lo que se acordó que se tuviera presente É 
en tiempo: 

Bescltando que la repetida Sección segunda de la Sala de vacaciones: 
'de la Andiencia de este territorio, por sentencia de 3 de Agosto de 1892, 
calificó los hechos probados como constitutivos de un delito de robo en 
edificio público en cantidad de 1.275.000 pesetas, introduciéndose en la. 
dependencia reservada destinada á guardar los valores, por medio de lla. 
ves faleas, cometido sin armas, del que era responsable como autor Fran-- 
cisco García Rodríguez, con la circuatencia agravante de abuso de con- 
fianza, y encubridores, sin circunstancias apreciables, Josó Acebedo y 
Acebedo y en mujer Balbina Ochoa y Suárez, porque con conocimiento de 
la perpetración del delito se aprovecharon de sus efectos y ocultaron parte 
de ellos y el mueble que los contenía, que dicho José inutilizó ó hizo des 
Aparecer; que apreciadas por el Tribunal, según su conciencia, las pruebas 
practicadas, no las estimaba bastantes para establecer como seguros he- 
chos concretos que determinaran la participación de los procesados Ne- 
bot, Zanón y García Ortega en la perpetración del mencionado delito de 
robo, ni, por tanto, para adquirir la evidencia necesaria de su culpabili- 
dad; que retirada la acusación respecto de Juan Acebedo, procedía absol- 
verle; y que además el citado Mavuel Zanón era también responsable 
como autor del delito de 1so de nombre supuesto; y por el mérito de 
todo, condenó á Francisco García Rodríguez en siete años de presidio ma- 
yor, accesorias, á la restitución á la Caja general de Depósitos de la canti- 
dad robada, deducidas las cantidades ocupadas, que serán devueltas á la 
misma Caja, y parte de costas, á Joeé Acebedo y Acebedo y Balbina O.:hosa. 
Suárez á la multa de 400 pesetas cada uno, y otra euarta parte de costas, 
siendo responsables subsidiaria y mancomunadamente entre sí de la in- 
demnización ó restitución de 200.000 pesetas á la citada Caja; y á Manuel 
Zanón Glan, por el delito de uso de nombre supuesto, en tres meses de 
arresto mayor, accesoria, multa de 150 pesetas y parte de costas; absolvió 
al indicado Zanón y á Nebot, García Ortega y Juan Acebedo por el delito 
de robo; siendo de oficio las partes de costas correspondientes á los mis- 
mos, y de oficio todas las demás; reservó al Estado, como parte perjudica- 
da por el delito, las acciones civiles que le competen y demás procedentes, 
y después de otros pronunciamientos, acordó, por último, en cuanto á la 
solicitud del escrito del foliv 347 del rollo de Bala, no haber lagar por 
ahors: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpudo la defensa de 
Francisco García Rod:íguez recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, y anunció el de infracción de ley, fundado el primero en los nú» 
meros 1.0 y 2.0 del art. 912 de la ley de Procedimientos en tnateria crimi.- 
nal, y alegando como faltas de forma cometidas las siguientes: 

1.2 La preexistencia en caja de la cantidad eustraída, declarada hecho 
probado con la misma sustracción, se expresaba de una manera tan vaga 
que no resnltaba clara y terminantemente que existiera aquella suma, 
cuando se decía cometide el robo, ó sea entre cuatro y cinco de la tarde 
del 7 de Diciembre, puesto que si bien se decía en el primer resultando 
que la última operación practicada en dicho día consistió en el ingreso y 
custodia con los demás fajos de billetes de 25.000 pesetas, enviadas de la 
caja corriente, en el sóptimo se decía que el propio día 7, por ser de ar- 
queo, terminó antes que de ordinario el trabajo de oticinas, lo cual de- 
mostraba que la última operación verificada en la caja reservada no pudo 
ser el ingreso antes indicado, sino el arqueo, al que precede la suspensión 
de todos los actos y el cierre de todos los asientos de los libros, con el fia 
de contar las existencias y confrontar su resultado eon el que arrojan die 
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ehos libros; que al decir que quedó en Caja la cantidad robada al in- 
gresar 25.000 pesetas, y no afirmar que quedaron cuando se hizo el ar- 
qaeo, que necesariamente fué pusterior á aquel ingreso, se oscurecía el 
hecho de la preexistencia, porque pudo ocurrir que estuvieran entonces y 
ss sacaran después ó al practicarse el arqueo, y no quedaran en la caja $ 
la bora en que terminó la oficina: 

2.* Uno de los puntos discutidos en el juicio, de infiuencia decisiva 
para la calificación del hecho, fué: el de si la sustracción se verificó ó no 
por medio de llaves faleas, y como consecuencia, si fué posible y se reali- 
só la falaificación de las mismas; que en el resultando tercero se decía, en- 
tro otras cosas, que según el dictamen de los peritos, fueron necesarias 
sezso tres horas para sacar los moldes de las llaves, teniendo á la vista d 
valiéndose para ello de las legítimas; que como el tiempo del moldeado se 
selacionaha íntimamente con el que una persona extrafia á los Claveros 
hubiera tenido en sa poder simultánea ó sucesivamente las llaves de de 
dos, para la debida claridad debía concretarse si las tres horas se necesita: 
ban para moldear una sola llave ó todas las precisas para la falsificación; 
y como los peritos en el acto del juicio contestaron categóricamente que 
para moldear la llave que tenían á la vista se necesitaban tres horas, in- 
eurrió la Sala en los defectos de oscuridad y de vagnedad al no expresar 
elara y terminantemente qué era lo declarado probado sobre este extremo 
esencial: 

3,8 Los hechos declarados probados en el resultando cuarto, de que 
eada Clavero tenía una de las tres llaves de la segunda puerta y de las dos 
esjas de efectos y metálico, y además el Tesorero las pequeñas de los cajo- 
nes interiores, y que entregaban las expresadas llaves al portero mayor 
para abrir el local reservado y limpiar y preparar cuando había que practl- 
esz operaciones, además de estar expuestos en forma oscura y que nada 
voncretaba, estaban algunos en contradicción con los consignados en otros 
resuitandos, pues en el primero que se decía que el día diez de Diciembre 
(pal dice), de dos á tres de la tarde, los tres Claveros se reunieron cada 
amo provisto de sus respectivas lluves; y por tanto, si las entregaban al 
portero mayor para el objeto antes expresado, no se comprendía por qué 
la única vez que se describía en la sentencia la entrada de los Ciaveros 
en la caja no tenía las llaves el citado dependiente, que por razón de su 
Esrgo y por la confianza que de antiyuo merecía á sus Jefes era el encar- 
gado de abrir, actu que no practicó en aquella ocasión, diciéndose que el 
Tousorero abrió la caja de metálico; que si aquel día se hicieron las opera- 
ciones como todos, debiá figurar el repetido portero, y de lo contrario, 
para conciliar amboa hechos, debía consignarse claramente por qué no 
intervino ni tomó la participación que de ordinario, y por qué no se le en- 
tregaron las llaves como se hacía por regla general, extremo de tal impor- 
tancia, que en tanto pudo el portero mayor cometer la sustracción valién- 
does de l!laves faleas, en cuanto que puto falsificarlas Ó mandar hacerlas 
por haber tenido las legítimas en su poder el tiempo necesario; que ada- 
más no se consignaba en el mismo resultando cuarto clara y terminante- 
mente, sino con vaguedad y confusión, el hecho importantísimo de que el 
securrente hubiera tenido en su poder todas las llaves de la caja, sin con- 
sigaarse por cuánto tiempo, en qué fechas ni con qué motivo, ni tampoco 
se decía que los Claveros las enviaran á sus sustitutos por medio del mit- 
wo, y sí tan sólo que las mandaban con personas de su confianza, como él 

era: 


48 Al referirse en el resultando quinto las prevenciones acordadas por 
el Director sobre colocación de un centinela en el biombo deade que ter- 
Mminaba la oficina por la tarde hasta las nueve de la mañana siguiente, lo 
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que no cumplís, el portero mayor penetró en la caja, conceptos que no se 
conciliarían ei se hubiera transcrito íntegra la prevención de que se tratx, 
que se copia á continuación, y que como era de suma importancia que se 
consignaran con claridad y precisión las obligaciones del recurrente sobre 
tal extremo, lo cual no se hacía, sino que se confundían con las del co- 
mandante de la guardia, como igualmente el deber que tenía el primero 
de encargarse á las nueve de la mañana, en la parte referente al servieto 
dle la caja, con la guarda ó custodia de ésta, debía consignarse Integra en 
la sentencia la disposición aludida, como medio de que desapareciera la 
confusión en que incurrió la Sala: 

5,4 El hecho expuesto en el resultando octavo, de que el recurrentes, 


valiéndose ó facilitando su propia llave para abrir la primera puerta y em-- 


pleándose para las cerraduras restantes otras llaves que no eran las legftÍ- 
mas, porque éstas se encontraban en poder de los respectivos Claveros, 
tomó parte directa y voluntaria en la sustracción que á seguida se realizó 
de los fejos ó paquetes de billetes de Banco contenidos en el cajón de ma- 
dera que conocía, y luego se halló vacío, hecho fundamental del fallo en 
cuanto servía de base á la calificación del delito y determinación de Ja 
responsabilidad del recurrente estaba redactado con la mayor confusión y 
términos tan contradictorios que lo hacían inverosímil; que no era lo mis- 
mo valerse de una llave para abrir una puerta, que facilitar aquélla para 
este objeto, pues lo primero llevaba aparejada la acción de abrir quien 
tiene la llave, y lo segundo demostraba que abrió, no la persona que la 
facilitó, sino aquella á quien fué entregada; que siendo preciso para la 
sustracción de los billetes abrir la puerta de la primera canoela, lo era 
también determinar quién lo ejecutó, pero la Sala no lo decía, demostran- 
do, por el contrario, que no estaba probado, pues no afirmaba si el-reca- 
rrente se valió de su llave y abrió con ella, ó ei la facilitó á otra persona 
para que la ejecutase; que tampoco se decía quién empleó ó se valió de las 
otras llaves, que no eran las legítimas, ni quién abrió las cerraduras res- 
tantes, y siendo indispensable para calificar el hecho de robo deelarar pro- 
bado que su autor empleó llayes falsas, era lógico consignar quién las usó 
y abrió con ellas, y al no bacerlo así no se exponía con claridad y prect- 
sión el hecho constitutivo del delito, puesto que sólo es autor aquel á 
quien se prueba que lo comete; que la razón alegada de que tuvieron qué 
emplearse llaves falsas porque las legítimas estaban en poder de los Cia- 
veros, no era decisiva y absoluta, puesto que pudo ocurrir que estuvieran 
abiertas la puerta y la cajs, que se abrieran con llaves duplicadas, legíti- 
mas, ó que el Clavero encargado de abrir y cerrar la caja, que era el Teso- 
rero, dejara abiertas las cerraduras de los otros dos y abriese las suyas 
con sus propias llaves, deviendo disiparse todas estas dudas y concretarse 
cómo y por quién fueron abiertas la puerta interior, el armario de metáli- 
co y hasta el cajón que lo contenía; que si el recurrente, como se asegura- 
ba en el mismo resultando, tomó parte directa y voluntaria en la sustrao- 
ción que á seguida se realizó, era señal evidente de que no fué él úánica- 
mente quien entró y sustrajo, pues el que toma parte en un hecho no lo 
ejecuta el solo; que no se expresaba la participación que tomó, calificán- 
dose más bien sue actos, sin expresar cómo se realizó el hecho, ni por 
quién, incurriéndose en mayor confusión y oscuridad por no declararse 
probado, con las circunstancias que determinaban la calificación del deli- 
to, la participación que en él tuviera dicho procesado, sin decirse tampoco 
ai la tuvo por au propia determinación ó por actos sin los cuales no se hu- 
ar podido realizar, ó si sólo sirvió de instrumento material é incons- 
ciente: 

6,4 Enel resultando décimo se declaraba probado que con conoci- 
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miento ó intervención de los esposos Acebedo, el banquillo que con parte 
del dinero sustraído les entregó el recurrente para su custodia, se colocó 
en los primeros momentos en el grauero, y más tarde, cuando ya era pú- 
blico el robo y la formación de la causa, se trasladó al pajar, rompiéndolo 
al fla el José, añadiéndose que obraron al gastar ese dinero con conoci- 
miento de su ilegítima procedencia y de la perpetración del delito; que la 
defensa de dichos consortes sentó como término de discusión en sus con- 
clusiones, que ignoraba la procedencia del dinero, porque jamás se lo ma. 
nifestó el resurrente, y fundado éste en la certeza de tal hecho, solicitó 
que se le reservara an acción para perseguir el robo del banquillo y diue- 
ro sustraído, que entregó para su custodia á los mencionados consortes, 
en cuanto le perjudicó, por no poder devolver el objeto á quien se lo ha- 
bía confiado; que se confundía el conocimiento que los esposos Acebedo 
tenían del hecho cuando ya habían gastado parte del dinero, con la noti. 
cia del robo ó sustracción de los valores cuando el José rompió el banqui.- 
Ho y empezó á disponer del metálico; que de la publicidad del suceso y 
de que aupieran la sustracción de valores de la caja, no se desprendía que 
el matrimonio de que se trata tnviera noticia qne el dinero fuese de tal 
procedencia, y como tampoco se precisaba la fecha en que fué roto el 
banco, existía gran confasión y oscuridad, que desvirtuaban el hecho cri- 
minoso de haberse apropiado Acebedo de lo que no le pertenecía contra 
la voluntad del que se lo entregó en depósito, habiéndole sido preciso 
Yair violencia en la cosa depositaria, caracteres constitutivos del delito 
e robo; * 

7.2 Según el núm. 3.0 del art. 142 de la repetida ley de Enjuiciamiento 
eriminal, se consignarán en la sentencia las conclusiones definitivas de la 
acusación y de las defensas, á cuyo precepto se había faltado abiertamen- 
te en el caso ac ua), porque en el resultando vigésimo, relativo á este par- 
ticular, no se consignaron las conclusiones del recurrente, ni de la acusa- 
ción, limitándose la Sala á expresar la calificación hecha por cada parte y 
la petición fiscal, y de modo tan imperfecto, que no se mencionaba que el 
dicente solicitó la reserva de derechos objeto del motivo anterior; que el 
gecurrente no negó en absoluto los hechos, ni su participación en ellos; 
pero al formular las conclusiones, propuso en la primera que se aceptaran 
como probados hechos que no lo eran; ni los alegados por las acusaciones, 
mi los declarados probados en la sentencia, deduciendo, como era conei- 
guiente, una calificación distinta, y atribuyendo al mismo procesado una 
participación también diversa de la que le imputaban aquellas acusacio- 
nes y la Sala, y solicitando en definitiva que se aceptaran cireunstancias 
eximentes, determinantes de la absolución; que si según sus conclusiones 
tomaron parte en el hecho personas no mencionadas en la sentencia, y 
respecto de cuya culpabilidad no se hacía declaración alguna, no podía 
formarse idea de la congruencia ó incongruencia del fallo, vi decirse que 
se resolvían en ól todas las cuestiones que fueron objeto del juicio, sin re- 
lacionarse cuáles fueran óstas, tanto de hecho como de derecho, y que por 
todo ello entendía que era motivo de casación el no haberse consignado 
en la misma sentencia las conclusiones definitivas de las acusaciones y de 
la defensa del recurrente, conforme al núm. 1.* del art. 912 de la ley, pues 
el extracto que se hacía de la calificación no expresaba con claridad y ter- 
minantemente cuáles fueron las cuestiones debatidas en el juicio: 

8.8 El último pronunciamiento de la sentencia, de no haber lugar, por 
abora, á la solicitud del escrito del folio 347 del rollo de Sala, demostraba 
que la misma dejó de resolver una de laa cuestiones objeto de las acusa- 
ciones ó de las defensas; que la sentencia no decía á qué se refería tal eo- 
kcitud, pues no la mencionaba en los resultandos y considerandos, y por 
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tanto, no podía afirmarse si envolvía alguna cuestión esencial para la ab- 
solución ó condena de los procesados, ni si afectaba ó no al recurrente, 
apareciendo sólo como cierto y evidente que en una sentencia definitiva 
se declaraba no haber lugar por ahora 4 una solicitud consignada en au- 
tos, iznorándose cuándo y por quién se habría de resolver, ya que la ja- 
risdicción del Tribunal terminó con la publicación del fallo, motivo de ca- 
sación comprendido en el núm. 2.0 del mencionado art. 912: 

Y 9.* La petición del escrito que se acaba de indicar no podía referirse 
en modo alguno é la defenea del recurrente, pues si bien modificó las con- 
clusiones provisionales, lo hizo mediante escrito en que pidió que se tu- 
vieran como definitivas, adicionadas con la pretensión de que se apreciara 
en favor suyo otra circunstancia eximente, además de las alegadas, y que 
se le reservara su acción para perseguir á José Acebedo, por haberse 
apropiado contra la volontad del recurrente, 6 ignorado su procedencia, el 
banquillo y dinero que contenía, el cual entregó en concepto de depósito; 
que si la sentencia se refiriese á este escrito, diría que no había lugar por 
ahora á resolver sobre las conclusiones definitivas del recurrente, lo cual 
por absurdo era increíble; pero como tampoco se decía nada en el fallo 
respecto á la indicada reserva de derechos, no se había resuelto esta cues 
tión, discutida por la defensa del que hablába, y por tanto alegaba este 
motivo de casación comprendido en el mismo número y artículo citados 
en el anterior: 

Resultando que admitido por la Sección sentenciadora el mencionado 
recarso en la forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original con 
citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Evaristo de Cuenca: 

Considerando que los siete primeros motivos del presenté recurso de 
casación por quebrantamiento de forma se refieren, unos á la falta de cla- 
ridad y precisión con que, según se alega, aparecen consignados los hechos 
que se consideran probados en la sentencia, y otros á la contradicción ma- 
nifles'a que se supone resulta entre ellos; viniendo en conclusión á dedu- 
cir que procede dicho recurso á tenor de lo dispuesto en el caso 1.0 del 
art. 912 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Considerando que la sentencia recurrida expresa clara y te:minante- 
mente los hechos que se declaran probados, guardando perfecta confor- 
midad con las resultandos que en aquélla se consiguan, sin que resulte 
tampoco la contradicción á que se refiere en su última parte el citado 
núm. 1.0 del art. 912 de la ley, pues para que pueda estimarse como base 
del recurso tiene que existir entre los hechos que se declaran probados en 
los resultandos de la sentencia, y no entre éstos y la apreciación que de los 
mismos se haga en los considerandos; siendo por lo tanto de desestimar el 
recurso fandado en dicho precepto legal: 

Considerahdo que en la sentencia recurrida se condena á Francisco 
García Rodríguez por el delito de robo, que fué objeto de la acusación y 
de la defensa, apreciando los hechos esenciales que motivaron aquél, sien- 
do jurisprudencia de este Tribunal Supremo que la sentencia que absuelve 
Ó condena, resuelve por regla general todos los puntos del debate; care- 
ciendo por lo tanto de fundamento legal el presente recurso, por no ser de 
aplicación al caso citado en los motivos 8.0 y 9.0, el núm, 2.0 del expresa- 
do art. 912 de la ley, invocado en su apoyo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la expre- 
sada sentencia de la Sección segunda de la Sala de vacaciones de la Au- 
diencia de Madrid por Francisco García Rodríguez, 4 quien condenamos 
en las costas; particípese al Tribunal sentenciador, y pase la causa á la Sala 
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segunda de este Supremo, en cuanto al recurso anunciado por infracción 
de ley.—(Sentencia publicada en 23 de Marzo de 1303, 6 inserta en la Gace- 
-ta de 17 de Octubre del mismo año). 


106 


RECURSO DE CABACIÓN (24 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—Znf- 
delidad en la custodia de documentos.—Ha lugar al interpuesto por D. Oons - 
tantino Sapena (Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que el delito de imprudencia temeraria se deep val la falta de 
intención en el acto justiciable que realiza el agente, $ cua el hecho Pes 
ble se comete por simple imprudencia ó negligencia, con infracción de Begla- 


mentos: 

Que ei bien los Notarios, por razón de su cargo y de los deberes que les 
impone el Reglamento de 9 de Noviembre de 1874, responden de la conserva- 
ción y custodia del protocolo puesto á su cuidado, sólo se produciría el delito 
gor im a, caso de E de aquél, ei estuviere probado que ésta 
sobrevino por gruve descuido del Nutario, ó por otra causa acredita tiva de 
no haber adoptado dicho funcionario las debidas precauciones que exige la 
eustodia de todo archivo ú oAcina. 

Que la terminante afirmación del Tribunal sentenciador de ignorarse quién 
Suese el autor de la sustracción del documento, excluye toda participación 
directa ná cooperativa del Notario que lo tenia bajo sw custodia, sin que sea 
admisible jundar en meras hipótesis y sin concepto alguno de acción ú onsi- 
sión una sentencia condenatoria, ni por tanto calificar los hechos así aprecia- 
dos por el Tribunal a quo como constitutivos de wn delito de infidelidad, co- 
smetido por imprudencia temeraria. 


En la villa y corte de Madrid, á 24 de Marzo de 1893, en el recurso de 
<asación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Constantino Sapena Carrión contra la sentencia pronunciada por la Sála 
de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en causa por infidelidad en 
la custodia de documentos: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 14 de Enero último, consignando los hechos en el siguiente; 

Resultando que del protocolo de instrumentos públicos del Notario de 
este Colegio D. Constantino Sapena y Carrión, vecino y residente en Be- 
.naguacil, en cuya morada lo conservaba, correspondiente al año 1891, se 
hizo desaparecer, sin duda arrancando sus hojas y sin que se sepa quión 
lo verificara, la escritura:que llevaba el núm. 41, otorgada en 28 de Fe- 
brero del mimo año contra D. Blas López Ortiz, apoderado de su herma- 
no D. Dionisio, y Pascual Montón Galdut, por sí y en representaciónde 
sas hermanos Salvador y Miguel, según la cual se obligaron éstos á fabri- 
car y entregar cajas para la conducción de cebollas, recibiendo la canti- 
dad de 5.250 pesetas; escritura que figura en el índice puesto al final del 
protocolo referido, y de la que se había expedido una copia simple por el 
dicho Notario, sin que aparezca que por el extravío del mencionado do- 
-cumento hayan ó no sufrido daño grave 6 leve un tercero ó la causa pú- 
blica, salvo la falta de este documento en el protocolo, pues no ha sido 
hallado; hechos probados: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia 
declaró que los hechos probados coustitayen el delito de infidelidad en 
la custodia de documentos, cometido por imprudencia temeraria, y que se 
halla previsto en el núm. 2.0 del art. 976 del Código, en relación con el 
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581 del mismo, del que es responsable en concepto de autor D. Constan- 
tino Sapena Carrión, que con descuido ó negligencia ha cooperadoá la 
ejecución del hecho * por un acto sin el cual no se hubiera ejecutado; y 
vistos loa artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó 
á dicho autor á la pena de cuatro meses y un día de arresto mayor con 
sus accesorias, en una quinta parte de costas hasta la apertura del juicio 
oral y en todas las posteriores: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casa- 
ción por infracción de ley por parte del procesado, que con el depósito de 
125 pesetas se ha interpuesto, autorizado por los párrafos tercero, prime- 
ro y cuarto del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando. 
como infringidos: 

1.* El art. 578 del Código penal, por inaplicación, siendo el único ati- 
nente que califica y pena el delito que se persigue, y por aplicación inde- 
bida el art. 681, en relación con el párrafo segundo del 375 y primero de 
dicho Código: 

2.2 Elart. 13 del mismo, en cuanto se le califica de autor del delito que 
se pena, sin constar que tomase parte directa en la ejecución del hecho, 
ni que cooperase con actos sin los cuales no se hubiera ejecutado: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el Mi. 
nisterio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Solís: 

Considerando que el delito de imprudencia temeraria se caracteriza 
por la falta de malicia en el acto justiciable que realiza el agente, ó el que 
con infracción de reglamentos cometiere un delito por simple imprudencia 
ó negligencia: 

Considerando que si bien el Notario D. Constantino Sapena Carrión, 
por razón de su cargo y deberes que le impone el Reglamento de 9 de No- 
viembre de 1874, responde de la conservación y custodia del protocolo- 
puesto á su cuidado, el hecho probado en la sentencia reclamada de ha- 
berse hecho desaparecer, sin saberse por quién, la escritura matriz nú- 
mero 41 del protocolo perteneciente al año 1891, constituiría el delito ca- 
lificado en la sentencia, si en ésta se afirmase Ó consignase hecho alguno 
por razón del que se demostrara que la desaparición del documento sobre- 
vino por negligencia, por grave descuido del Notario, por abandono de la 
oficina ó por otra causa acreditativa de no adoptar las debidas precaucio- 
nes que exige la custodia de todo archivo ú oficina: 

Considerando que la terminante afirmación del Tribunal a guo, de igno- 
rarse quién sea el autor de la sustracción de la escritura, excluye toda 
participación directa ni cooperativa por parte del Notario recurrente, y no 
siendo suficientes por meras hipótesis fundamentar sentencias condena- 
torias, sin concepto alguno de acción ú omisión que la determine, es evi. 
dente que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, al calificar y 
penar como autor del delito de infidelidad en la custodia de documentos 
cometido por imprudencia temeraria, incurrió en los errores de derecho 
aos se le atribuyen en el recurso y en las consiguientes infracciones le- 
gales; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Valencia ha interpuesto D. Constantino Sapena Carrión; y en su conee- 
cuencia, casamos y anulamos la referida sentencia, y declaramos las costas 
de oficio, con devolución al recurrente del depósito constituído; comuní- 
quese esta resolución y la que á continuación se dicte al Tribunal senten- 
ciador, á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 24 de Marzo de 
1893, é inserta en la Gaéeta de 5 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—Falso 
Jestimonio.—No ba lugar al interpuesto por Ruperto Santiago Núñez (An- 
diencia de la Coruña), y se resuelve: 

Que constituye ws delito de calumnia dirigida contra un Juez de instruc- 
ción, el afirmar bajo juramento un testigo en el acto del juicio oral, no haber 
decho lo que en otra declaración del sumario y bajo igual forma consta como 

por aquél, aseverando asimismo, que ss bien el Juez le recibió ju- 
ramento, no presenció su declaración; puesto que, sin que conste la intención 
de no calumniar, se atribuye á un funcionario judicial la falsedad punible 
eegún el art. 314 del Código penal: 

Que comete el delito de falso testimonio en causa criminal, el testigo que 
ai declarar en el juicio oral afirma bajo juramento que nada sabía del hecho- 
de la causa, porque dada la certeza de la declaración del sumario, en la que 
confiesa haber presenciado los hechos que la misma contiene, al insistir en el 
Juicio en lo declarado ante el Juez municipal, es evidente la comisión del ex- 


Que es aplicable el art. 90 del Código, cuando un mismo hecho consumado 
en um solo acto da lugar á dos distintos delitos, lo cual ocurre siempre que el 
testigo al declarar en el juicio oral comete falso testimonio, imputando ade- 
más falsamente wn delito al Juez que intervino en el sumario. 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ru- 
perto Santiago Núñez contra sentencia de la Sala de lo críminal de la Au- 
diencia de la Coruña, en causa seguida al mismo por falso testimonio: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 10 de Noviembre 
áltimo, contiene los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que en el sumario instruído en el Juzgado de esta 
capital contra Juán Pau Teigido, alias Prim, por lesiones á Amadeo Lau- 
reiro, compareció como testigo el hoy procesado Ruperto Santiago Núñez 
Souto el día 3 de Junio de 1891 ante el Juez municipal de Oza, declarando 
que no se halló en el baile celebrado en el lugar, ni sabe nada respecto de 
la lesión que se dice recibió Amadeo Laureiro: 

- Segundo. Probado que en 10 de dicho mes volvió á comparecer ante 
el Juez de instrucción el procesado Santiago Núñez á declarar respecto de 
los hechoa que fueron objeto de la expresada causa, y en declaración 
autorizada por el Juez, el actuario y el mismo testigo, hoy procesado, cuya 
firma reconoció, dijo: que se halló en el baile; que en él se armó un albo- 
roto, por lo que tuvo que suspenderse; que entre Amadeo Laureiro y 
Jaán Pau se trabara una disputa, á consecuencia de la que el Pau lesiona- 
ra en la cabeza al Laureiro; que más tarde, marchando para su casa, sin- . 
tiera voces pidiendo auxilio, y acercándose al sitio de donde salían, vió 
que la madre de Laureiro era quien las daba, por lo que entró en su casa 
y vió al Laureiro tirado en el suelo y sín conocimiento; que éste llevaba 
an sombrero que no era el suyo, el cual le pareció que era del hijo de Juan 
Pau, y le recogió, y llevándole al día siguiente al Juzgado municipal por 
orden de la madre del Laureiro, se lo devolvieran, y entonces le llevó á. 

«Su capa, donde aún lo conservaba; que si bien después lo llevó á casa de 
Juán Pau, éste no le quisiera recibir, porque no le reconocía como sayo: 
Tercero. Probado que el hoy procesado Santiago Núñez compareció 
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ante esta Sala á declarar en el juicio oral celebrado con motivo de la causa 
mencionada, y juramentado en forma, declaró: que nada sabía de lo ocu: 
rrido entre Pau y Laureiro, viniendo á insistir en la declaración prestada 
an'e el Juez municipal de Oza el 3 de Junio de 1891; y como estas decla- 
raciones eran completamente contradictorias á la prestada en 10 de diche 
mes ante el Sr. Juez de instrucción, el Sr. Presidente dispuso que diese 
lectura de ella el Secretario, á fin de qne el procesado explicase diehban 
contradicciones, y hecho así, dijo: que él no había dicho lo que de su de- 
claración conste; que no era cierto que el hubiese declarado tal y 
que si bien el Juez le babía tomado juramento, que su declaración la dió 
ante nn escribiente del Juzgado, llamado Muñoz: 

Cuarto. Que el Ministerio fiscal calificó provisionalmente estos hechos 
como constitutivos de un delito de calumnia á la Autoridad, con ocasión 
de eus funciones y fuera de su presencia, previsto en el art. 269 del Có- 
digo penal; de autor al procesado Santiago Núñez Souto, sin concurrencia 
de circunstancias modificativas de la responsabilidad, concluyendo con 
solicitar se le impustera la pena de dos meses y un día de arresto mayor, 
accesorias y costas; cuyas conclusiones modificó en el acto del juicio, es 
tableciendo como definitivas: primera, que las pruebas practicadas en el 
juicio han puesto de manifiesto de un modo ostensible que el procesado 

uperto Santiago Núñez, al afirmar en su declaración sumarial no era en 
parte la prestada por él en el Juzgado, no lo hizo con ánimo de imputar 
.al Juez que la recibió una falsedad cometida en dicha declaración, á que 
alude en la conclusión correlativa de su anterior escrito de calificación; 
segunda, que en tal concepto, el hecho que se persigue no constituye de- 
lito de calumnia á la Autoridad, ni otro alguno; y tercera, que en su con- 
secuencia procede absolver libremente al procesado, declarando de oficio 
las costas: 

Quinto. Que la defensa se conformó con las conclusiones definitivas 
del Ministerio fiscal, interesando por tanto igual pretensión: 

Sexto. Probado que en vista de las conclusiones del Fiscal y de la de- 
fensa, el Tribunal, haciendo uso de las facultades que le conflere el ar- 
tículo 733 de la ley de Enjuiciamiento criminal, el Sr. Presidente, dirigién- 
dose á las partes, expuso: «Sin que sea visto prejuzgar el fallo definitivo, 
sobre las conclusiones definitivas establecidas por la acusación y defensa, 
el Tribunal desea que, tanto el Ministerio público como el defensor del 
procesado, le ilustren acerca de si el hecho justiciable constituye el delito 
de calumnia á la Autoridad ó el de faleo testimonio, que no favorece ni 
perjudica al reo»; y que en su vista, y habiendo tanto el Ministerio pábli- 
co como la defensa hecho uso de la palabra, como insistieran en mante- 
ner sus conclusiones, se dió el juicio concluso para sentencia: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos que declara 
probados como constitutivos de dos delitos, uno de calumnia al Juez ins- 
tructor de la Coruña, y otro de falso testimonio, ni favorable ni perjadi- 
-cial al reo, comprendido en los artículos 269 y 374 del Código penal; el 
primero, porque de ser cierto que el procesado no había declaraJo lo oon- 
signado en su declaración ante dicho Juez, éste habría cometido un delito 
de falsedad en documento público, perseguible de oficio; y el segundo, 
porque faltó á la verdad en el juicio oral, asegurando que no declaró lo 
que consta probado, que ha declarado sin perjudicar ni favorecer al reo; 
cuyos dos delitos, como producto que son de uno mismo, hechos y ejeca- 
tados en un solo acto, debían penarse con arreglo al art. 90 del Código, 
imponiendo la pena señalada al más grave en su grado máximo, 6 impuso 
al autor de los mismos, Ruperto Santiago Núfiez, por no haberse probado 
«ue no tuvo intención de delinquir y no conearrir circunstancias atenuan- 
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tes, agravantes, ni eximentes, cuatro meses y veintiún días de arresto ma- 
yor, accesorias y costas: 

Resultando que contra dicha sentencia ha interpuesto el procesado re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el nám. 1.0 de! ar- 
tículo 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido 

1.0 Los artículos 1.0, 269 y 334 del Código penal, el primero, porque 
los hechos declarados probados en la sentencia son perfectamente lícitos 
y no caen dentro de las prescripciones penales; el 269, porque de aquellos 
hechos sólo se deduce la contradicción entre dos declaraciones, y está 
clara la falta de intención del recurrente de imputar ningún delito al Juez 
instructor, pues sin él cabe perfectamente que en las declaraciones suma- 
riales no se exprese fielmente el pensamiento del testigo por culpa de éste 
Óó de las personas que intervienen en las mismas, y por eso la ley faculta 
a! testigo para que explique la contradicción ó diferencia, sin lo cual éste 
carecoría de la libertad necesaria en el juicio oral, y el art. 334, porque en 
los resultandos de la sentencia recurrida no se consigna que Ruperto San- 
tíago faltare á la verdad en el juteio oral; y 

20 El art. 9 del Código penal, pues sólo puede tener aplicación cuan- 
do existan dos ó más delitos, y en el caso actual no se ha cometido nin- 
£UnNO: 

Resultándo que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Lules Lamas: 

Considerando que al manifestar el testigo recurrente, bajo juramento, 
en el juicio oral, no haber dicho lo que en otra declaración del sumario 
prestada en la misma forma consta, que no era cierto que él hubiera de- 
ctarado tal eosa; y que si bien el Jues le había tomado juramento, no hs- 
bía presenciado su declaración, la cual prestó ante un escribiente del Juz- 
gado, constituye un delito de calamnia dirigida contra el Juez de instrue- 
ción de un sumario, sin que conste que su inteneión no fuera calumniarle, 
porque, según esta Sala ha declarado en casos análogos, aquellos asertos 
entrañan, con efecto, imputaciones de hechos que revisten los caracteres 
de delito de falsedad, pues suponen que el Juez instructor, cuya presencia 
al acto se afirma por el actuario, redactó la declaración del recurrente, 
consignando hechos no declarados por éste, faltando por consiguiente, si 
fuera clerto, á la verdad en la narración de los expuestos por el testigo, 
ana de las formas que pudo revistir la falsedad punible, según el art. 314 
del Código penal: 

Considerando que también es indiscutible el falso testimonio cometido 
por el recurrente en el juicio oral, porque, dada la certeza de la declaración 
sumarial, en donde confiesa haber presenciado los hechos que la misma 
contiene, al declarar en el juicio que nada esbía del hecho sumariado á que 
en ta anterior se refería, insistiendo en lo declarado por él ante el Juzgado 
municipal, el falso testimonio es evidente, porque, según el mismo Tribu- 
nal sentenciador declara en el primer considerando de la sentencia recla- 
zada, el Núñez faltó á la verdad en el acto del juicio oral: 

Considerando que el art. 90 del Código penal, que invoca la Sala sen- 
tenciadora para determinar la pena, es perfectamente aplicable al caso de 
autos, porque un mismo hecho consumado en un solo acto ha dado lugar 
á los dos delitos penados, y á mayor abundamiento, de no aplicarse, pu- 
diera resultar perjudicado el reo, porque tendría que sufrir dos penas de 
arresto, en cuyo caso no procede la casación: 

Considerando que por las razones expuestas no es procedente el recurso, 
por no contener la sentencia reclamada los errores é infracciones legales 
Que se le atribuyen; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 


puesto á nombre de Ruperto Santiago Núñez contra la referida sentencia, 

dictada en 10 de Noviembre último por la Sala de lo criminal de la Audien- 

eia de la Cornñfia, condenando al recurrente en las costas y al pago de 125 

pesetas, por razón de depósito no constituído, coando mejore de fortuna.— 

y rro publicada en 27 de Marzo de 1893, 6 inserta en la Caceta de 5 
Octabre del mise añio.) 
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COMPETENCIA (27 de Marzo de 1893).—Sala tercera.—.Estofa,—8Se de- 
cide en favor del Juzgado de instrucción de Cervera la sostenida entro 
dicho Juez y el del distrito del Parque de Barcelona, y se resuelve: 

Que según lo dispuesto en el núm. 2.*, art. 14 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, cuando la ejecución de los actos que pudieran constitusr delito tiene 
lugar en un punto que es conocido, son competentes para la instrucción del 
sumario los Jueces del partido en que el delito se indique cometido. 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Marzo de 1898: 

Resultando que en 1.0 de Octubre de 1892, D. Jaime Marsal y Mas, 
vecino de Barcelona, presentó denuncia escrita al Juzgado de instrucción 
del distrito del Parque de dicha ciudad, manifestando que los hermanos 
D. José y D. Francico Reull y Carne formaron Sociedad mercantil para 
la explotación y fabricación de géneros de punto, y á fin de obviar el 
conflicto creado por sus acreedores, le propusieron que aportara 5.000 
pesetas á otra Compañía que trataban de conetitnir con igual objeto, y ne 
le tendría como socio, lo que aceptó, formalizando escritura, en la que se 
<estipuló que el primer balance de las operaciones se pasaría del 1.0 al 
10 de Julio del citado año último; que aunque la Sociedad tenía su domi: 
cilio en Barcelona, la fábrica se hallaba en Tárrega, y como llegada la 
época del balance no lo consiguiera de sus consocios, inspirándole sospe: 
cha sn conducta, se enteró de los libros y notó que las operaciones se 
efectuaron irregularmente, sin llevarse aquéllos en la forma debida, y 
que había desaparecido todo el capital social; que los hermanos Reull, al 
verse descubiertos, abandonaron la fábrica y su domicilio en Tárrega, 
ignorándose su paradero; yque entendiendo que el hecho era constitutivo 
de delito, lo ponía en conocimiento de los Tribunales, á cuya denuncia 
acompañó dos libros de la mencionada Sociedad: d 

Resultando que el referido Juez de instrucción del distrito del Parque 
se inhibió del conocimiento de la causa á favor del de igual clase de Cer- 
vera, á cuya demarcación corresponde el pueblo de Tárrega, fundándose 
en que el hecho denunciado, caso de existir en la forma expresada, se 
cometió en dicho pueblo, domicilio de los hermanos José y Francisco 
Reull, de donde desaparecieron: 

Resultando que el Juez de instrucción de Cervera se inhibió también 
del conocimiento de la causa á favor del del distrito del Parque de Bar- 
eelona, apoyado en que no era el abandono de Tárrega por los citados 
sujetos lo que Marsal denunció como acto constitutivo de delito, sino el 
de estafa al suponerse engañiado por aquéllos para apoderarse de las 5.000 
pesetas que afirmaba haber aportado á la Sociedad Reull y Oompañía; y 
que teniendo ésta su domicilio legal en Barcelona, donde se entregó tam- 
bién la referida suma, correspondía conocer al mismo Jusgado del Par- 
que, porque de existir el delito denunciado se habría cometido precisa: 
mente en su demarcación: 
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Resultando que el referido último Juzgado insistió en su acuerdo y 
tavo por entablada la cuestión de competencia, exponiendo: que los:her- 
manos Reul!, después de constituida la Sociedad, tenían la fábrica y do 
micilio en Tárrega, de donde desaparecieron dejándola cerrada, y por 
tanto, se alzaron con los bienes pertenecientes á ella, originándose así la 
estafa, pues en otrc caso, para que existiera, tendría que preceder una 
liquidación del capital efectivo y créditos contra la Compañía, y que ni 
la constitución de la misma, ni el caso de haberse entregadojen Barcelona 
las 5.000 pesetas, que se suponían estafadas, eran fundamentos bastantes 

a determinar que el domicilio legal de los autores del hecho denun- 
ciado fuese la misma ciudad y que en ella se hubiera cometido el delito, 
paes esto sólo sería aplicable en un procedimiento civil, donde las partes 
contratantes se sometieran á la jurisdicción del lugar en que se hubiera 
contraído: 

Resultando que elevado por el repetido Juez de instrucción del dis- 
trito del Parque á este Tribuual Supremo testimonio de lo relativo á la 
contienda de jurisdicción, y pasado al Ministerio fiscal, es de dictamen 
que el del partido de Cervera debe instruir el sumario en cuestión. 

Siendo Ponente el Magistrado D. Daniel Rodriguez: 

Considerando que para la instrucción de las causas son competentes 
los Jueces instructores del partido en que el delito se haya cometido, se- 
gún lo dispuesto en el núm. 2.9, art, 14 de la ley de Enjuiciamiento eri. 


Considerando que la ejecución de los actos que pudieran constituir el 
delito denunciado, si éste existiere, tavo lugar en Tárrega, partido judi- 
o? Cervera, y en tal concepto, en dicha jarisdicción se ha cometido 

elíto; . 

Se declara que el conocimiento del referido sumario corresponde al 
Juez de instrucción de Cervera; en su consecuencia, remítase certificación 
de este auto al del distrito del Parque de Barcelona para que remita to- 
das las diligencias al citado de Corvera vara su continuación con arreglo 
á derecho; y publíquese dentro de diez días en la Gaceta de Madrid y á su 
tiempo en la Colección legislativa.—< Anto fecha 27 de Marzo de 1893, é in- 
eerto en la Qaceta de 56 de Abril del mismo año.) 
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RE0URS0 DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893). —Sala segunda.—Jaju- 
rias. — Ha lugar al interpuesto por la representación del querellante (Au- 
diencia de ...), y se resuelve: , 

Que es calumnia, conforme al art. 467 del Código penal, la falsa tmputa- 
ción de un delito perseguible de oficio, la cual se entienda hecha por escrito y 
con publicidad, cuando se propaga por cualquiera de los medios enumerados 
en el artículo citado: 

Que imputándose falsamente un delito á una Empresa industrial y á un 
Funcionario público en un solo núnsero de un periódico, que reprodujo la caluns- 
sia de otro, lo cual mo altera la responsabilidad contraída por quien se limita 
á reproducir el escrito calumnioso, resulta cometido un delito de calumnia 
eow todos los caracteres que le integran, sin que desvirtúe su naturaleza el ha- 
derse hecho uso de la misión de la prensa, que es la de ejercer la censura de los 
actes y servicios públicos, porque esa misión está limitada por las prescripcio- 
nes de la moral y del derecho. l 
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En la villa y corte de Madrid, á 27 de Marzo de 1893, en el recurso de 
ensación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por la So- 
ciedad ... para el alumbrado por gas, contra sentencia de la Sala de lo eri- 
minal de la Audiencia de ..., en causa seguida á ... por calumaia: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 5 de Noviembre úl- 
timo, consigna los hechos en los siguientes resaltandos: 

Primero. Que el periódico que con el título ... ve la luz pública en esta: 
capital, el día 4 de Octubre del año último publicó en la sección que lleva 
por epígrafe «Tiroteo» varios sueltos, al parecer copia de otros periódicos, 
y entre ellos, en la primera columna de la segunda plana, dos insertados, 
el uno á continuación del otro, qne textualmente dicen: El primero: «Y 
después de estereotipados el Alcalde y Comisión, formala el colega una 
serie de denuncias gravísimas sobre multitud de sbusos que viene come- 
tiendo la Empresa del gas (empresa tenía que ser), en lo que respecta al 
alumbrado público y á los servicios anejos al mismo. Vean ustedes cómo 
só explica el diario: «Si en vista de nuestra denuncia se bubiera hecho uns: 
visita de inspección á los almacenes de la fábrica del gas, se hubiera visto 
que el combustible que se emplea es hulla de inferior calidad, mezclada 
con una ínfima parte de otra mejor; se hubiera visto que sólo funcionan 
dos depuradores; que la llave general se acorta 5 grados á las nueve de la 
noche; que los faroles del alumbrado tienen en la llave un regulador que 
cierra su orificio é impide la salida del fluído; que las boquillas de los fa- 
roles son de 2, de 3 y de 4 grados ó roscas, en ves de ser de 5; que el alum- 
brado no empieza en los cabos de barrio hasta las siete y media de la no- 
che, y el apagado se efectúa á las diez de la misma. El Ayuntamiento page 
una cantidad alzada muy respetable por jos trabajos extraordinarios de 
poner y quitar los aparatos en las iluminaciones públicas, ferias, vela- 
das, etc., y In Empresa hace este servicio con sus operarios, sin darles un 
céntimo por estos trabejos, y así se nota tantas rotaras en bombas, crista- 
les y aparatos, que cuestan al Municipio un dineral. No cabe más.» El se- 
gundo. «Pero los...., teniendo en cuenta que el Ayuntamiento paga con un 
erecido sueldo á un Ingeniero industrial para que inspeccione este servi: 
cio, se preguntarán: ¿Qué hace ese caballero que no pone correctivo al es 
candaloso proceder de esta Empresa que con tan cínico descaro abusa?» 
Mas el mismo periódico de quien cortamos se encarga de decir lo que hace 
el Ingeniero industrial. Oíganlo ustedes de su propia baca. «El análisis 
químico del gas, que debiera hacerse diariamente por el Ingeniero que tan 
esplóndidamente paga el Ayuntamiento, no se hace; y buen cuidado tiene 
la Empresa de que no se haga, influyendo muy eficazmente en el ánimo 
de su amigo el Ingeniero municipal, de quien recibe una visita quincenal 
muy afectuosa. Estos abusos, que por ser conocidos de todos, y por consi.- 
guiente probados, esperábamos que fuesen corregidos por el Alcalde, con- 
tinúan en aumento, y el público sigue siendo humilde tributario de una. 
Empresa que le estafa en el precio del género, en la calidad y en la cantidad 
del mismo, y se ríe á mandíbula batiente de Alcalde tan ené»gico, tan ce- 
doso y tan recto, celebrando sus triunfos en compañía de sa compadre el 
Ingeniero municipal, que con una mano cobra del Ayuntamiento su sueldo 
de Obispo, y con la otra... cuenta el dinero por si falta algo.» «Conque ya 
saben ustedes lo que hace el empleado municipal que paga el Ayunta- 
miento para que inspeccione este servicio»; hechos probados: . 

Segundo. Que por D. ..., representante de la Empresa del gas titulada 
...y Que es la que sarte de dicho fluído á esta capital, se demandó de con- 
ciliación al Director de la citada publicación ..., D. ..., cuyo acto tuvo lugar 
en 12 del referido mes de Octubre de aquel año, y en el que el ... se negó 
4 dar satisfacción á la mencionada Empresa respecto de las frases y con- 


| 


A A A E A E O 


RNCUDMIOS Y COMPRISIMOLAS 287 


ceptos contenidos en los dos sueltos á que hace referencia el resultando 
anterior; que el .., estima ofensivos é injuriosos para aquélla, por creer el 
demandado que no lo eran y ser copia del periódico que también se pu- 
blica en esta capital con el título ..., el que no había sido objeto de denun- 
cia vor ello, y porque dicha parte, al transcribirlo á su periodico, no tuyo 
intención de injuriar ni calumniar á su contrario; sin que resultase aye- 
asacia en el expresado jaicio; hechos probados: 

Tercero. Que en 20 del antedicho mes de Octubre se presentó escrito 
de querella á nombre de D. ..., como representante de la referida Empresa 
del gas, titalada ... y contra el ... por las injurias y calumnias contenidas 
en los sueltos de referencia: 

Cuarto. Que incoada la causa, al prestar su inquíisitiva el ..., ee confesó 
autor de la trauscripción de los sueltos denunciados, añadiendo que, como 
tiene manifestado en el acto conciliatorio, al hacerlo no tuvo intención de 
injuriar ni ofender con ello en lo más mívbimo á la Empresa del gas, de la. 
que es representante el actor; hechos probados: : 

Quinto. Qne dictado auto de terminación del sumario y venida la causa 
á esta Audiencia, por la parte acusadora se ha formulado escrito de con- 
elasiones en el sentido de constituir los bechos objeto de esta querella el 
delito de calumnia, previsto y castigado en los artícnlos 461 y siguientes 
del Códisxo penal; autor de dicho delito al procesado D. ..., para el que pide 
la pena de seis meses de arresto mayor, multa de 2.000 pesetas, accesorian 
y pago de todas las costas del proceso, y la defensa del procesado solicita 
le libre absolución de su patrocinado, por no conetituir delito los hechos 
que se le imputan: 

Sexto. Que el procesado en el acto del juicio oral ha reproducido las 
manifestaciones buchas en el sumario respecto á que su objeto al tranacri- 
bir los sueltos no fué el de injuriar ni ofender á la Empresa arrendataria 
del gas en esta capital, y sí el de llamar la atención de las Autoridades 
soerca de los abusos que en el alumbrado venía cometiendo dicha Em. 
presa, para que se corrigiese, lo que cree que, dado su carácter de perio- 
dista, era en óál un deber: 

Séptimo. Que las partes en dicho acto han reproducido sus respectivas 
peticiones, adicionando la suya la defensa con la pretensión de que se ina. 
pongan las costas al querellante: 

Resultando que la Sala sentenciadora, considerando que las frases y 
conceptos contenidos en los sueltos transcritos que han dado origen á la 
querenla, si bien pueden ser más ó menos ofensivos é injuriosos para la 
Empresa arrendataria del alumbrado público en..., no constituyen el de- 
lite de calumnia calificado, pues que no se imputa concreta y determina- 

nte la perpetración de uno de los delitos que dan luyar á procedi- 

miento de oficio, absolvió al acusado, por no ser la acción ejercitada la 

er : ente, y condenó á la parte querellante en las costas pur su teme- 
ad: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto la Sociedad... para 
el alumbrado por gas recurso de casación por infracción de ley, autorizado 
por el núm. 2.9 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando 
como motivos de casación las infracciones siguientes: 

1.2 El art. 4:7 del Código penal, en relación con el 547 y 470, pues el 
suelto en que se dice que el público sigue siendo humilde tributario de 
una Empresa que le estafa en el precio del género, en la calidad y en la 
cantidad del mismo, imputa á la Sociedad arrendataria del gas un delito 
preciso de estafa, respecto á cuya verdad ninguna prueba ha hecho el pro- 
cesado y constituye por tanto el delito de calumnia, y la hay embozada al 
Segurar que cla Sociedad se río á mandíbula batiente de Alcalde tan enér-. 
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gico, tan celoso y tan recto, celebrando sus triunfos en compañía de su 
compadre el Ingeniero municipal, que con una mano cobra del Ayunta- 
miento su sueldo de Obispo y con la otra... cuenta el dinera por sí falta 
algo»: * 

2,2 El citado art. 477 del Código, en relación con los 402 y 478, pues 
en las frases citadas referentes al Ingeniero se imputa calumniosamente 
un delito de cohecho; 

Y 3,8 Los artículos 471 y 472 del propio Código, que define el delito 
de injurias, y el 473, que le castiga, en razón á que al absolver la Sala al 
procesado, reconociendo que los sueltos son injuriosos, y al dejar de pe- 
narlos, se apoya en que la acción ha sido de calumnia, y no es la acción 
la que legalmente engendra el delito, sino el acto que le produce, y la par- 
te recurrente demandó de injurias y calumnia: 

Resultando que en el acto de la vista sostuvo la procedencia del re- 
curso el Abogado defensor de la Sociedad recurrente, le coadyuvó el se- 
fior Fiscal y le impugnó el defensor del recurrido. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que es calumnias, conforme al art. 487 del Código penal, 
la falsa imputación de un delito de los que dan Jugar á procedimiento 
de oficio, la cual se reputará hecha por escrito y con publicidad, según lo 
dispuesto en el art. 477, cuando se propagase por medio de papeles impre- 
sos, litográficos y otros qua se enumeran en esta disposición legal: 

Considerando que los sueltos insertos en el número del periódico titu- 
lado ...., correspondiente al día 4 de Octubre del año último, de que se ha- 
ce mérito en el primer resultando de la sentencia recurrida, contienen evíi- 
dentemente imputaciones calamniosas no probadas en el juicio, dirigidas 
á la Empresa querellante, porque al afirmarse en dichos sueltos oue la re- 
ferida Empresa venía cometiendo numerosos abusos que se señalan en el 
servicio de alumbrado por gas que tenía contratado, y que el público se 
guía siendo humilde tributario de ella, la cual le estafaba en el precio del 
género, en la calidad y en la cantidad, la atribuye especial, concreta y de- 
terminadamente un delito que da lugar á procedimiento de oficio, previsto. 
en el artículo 547 del Código, que castiga con las penas en él señaladas al 
que defraudase á otro en la sustancia, cantidad ó calidad de las cosas que 
le entregase en virtud de un título obligatorio, delito que el mismo suelto 
califica con su propia denominación jurídica, y cuya significación y alcan- 
ce no podía ignorar el procesado, conocedor del derecho, á quien incunn- 
bíá la prueba de la certeza de tan grayes imputaciones para eximirse de 
toda pena, conforme á lo dispuesto en el art. 470 de dicho Código: 

Considerando que igualmente calumniosas son las frases que, aunque 
de un modo reticente, encubierto ó equívoco, se refleren en el segundo de 
los sueltos á las relaciones de la Empresa con el Ingeniero municipal ex- 
cargado de vigilar el cumplimiento de sus obligaciones, porque después 
de afirmarse que este funcionario no cumplía con sus deberes por influen- 
cias muy eficaces de la Empresa, de la que recibía una visita quincenal 
muy afectuosa, se afirma que uno y otro celebraban sus triunfos, mien- 
tras aquél recibía con una mano del Ayuntamiento un crecido sueldo de 
Obispo, y con la otra... contaba el dinero por sí le faltaba algo; y no cabe 
desconocer que semejantes imputaciones, sobre las cuales no se han dado 
explicaciones satisfactorias por el procesado, contienen un concepto mani. 
fiestamente calumnioso, no probado en el juicio, atribuyendo á la Em- 
presa el delito perseguible de oficio, definido en el art. 402 del mencionado 
Cuerpo legal, que castiga con las penas en él señaladas á los que con dé- 
divas, presentes, ofrecimientos ó promesas corrompieran á los funcions 
rios públicos, y este carácter revestía el Ingeniero industrial, nombrado y- 
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pagado por el Ayuntamiento, que tenía el deber de inspeccionar el servi. 
<io contratado con la parte querellante, y á cuyo deber se indica que fal. 
tara por las supuestas corruptoras influencias y dádivas de la misma Em. 
presa: 

Considerando que contenidas ambas imputaciones en un solo número 

- del periódico ..., si bien tomadas de otro diario, circunstancia qne no altera 
la responsabidad contraída por e) que los ha reproducido, sexún declara- 
ciones coustantes de este Supremo Tribunal, constituyen un delito de ca- 
lumnia con todos los elementos que lo integran y caracterizan, sin que 
pueda desvirtuar sn naturaleza el haberse hecho uso de la misión que á la 
prensa pueda corresponderlá de censurar los actos y servicios públicos, 
¿porque esta misión está limitada por las prescripciones de la moral y del 
derecho, infringidos en este caso, y al no haberlo estimado así la Sala sen. . 
tenciadora, absolviendo al procesado por no constitnir delito de calumnia 
los conceptos y frases que se contienen en los sueltos á que la sentencia 
se refiere, incurrió en el error de derecho señalado con el núm. 2.0 del ar. 
tículo 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal y cometió las infracciones 
legales que en el recurso se citan;  ' 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso «de 
casación por infracción de ley interpuesto por el Procurador D. Lnis de 
Figuerola, en nombre y representación de la Sociedad ... para el alumbrado 
por gas, contra la sentencia dictada por la Audiencia de ..., la cual casa. 
mos y anulamos, declarando de oficio las costas del recurso; devuélvase el 
depósito de 500 pesetas que se ba constituído, y comuníquese esta senten- 
-cia y la que á continuación se dicta al Tribuna! sentenciador á los efectos 
-«consignientes. —(Sentencia publicada en 27 de Marzo de 1898, é inserta en 
las Qaceltas de 5 y 12 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segunda.—Exac- 
-ciones ilegales. —Ha lugar al interpuesto por D. Antonio Fernández Nava- 
rrete (Audiencia de Logroño), y se resuelve: 

según el párrafo último del art. 3.0 de la Constitución del Estado, 
madie está obligado á pagar contribuciones no votadas por las Cortes 6 por 
las Corporaciones legalmente autorizadas para imponerlas: 

Que si bien los Ayuntamientos se hallan facultados por la ley Municipal 
para incluir en sus presupuestos ciertos tributos, recargos y arbitrios, para 
que su exacción y cobro sean licitos, es preciso estén aprobalos por la Junta 
municipal y se comuniquen, además, los presupuestos al Gobernador civi', á los 
Ls de los artículos 147 y 150 de la citara ley Municipal, sin cuyas forma- 

dades la cobranz:1 de cualquier impuesto consfituye una exacción de lus cas- 
tigardas en los artículos 224 y 225 del Código penal vigente: 

Que incurre en dicha sanción el Alcalde que como tal funcionariq exige 
determinados derechos por expedición de wn certificado relativo á determinada 
sesión del Ayuntamiento, aun admitiéndose que su exacción lo fuese por el 
concepto de arbitrio muwnicipal, pues no figurando éste en el presupuesto, n+ 
silo aprobado por la Junta, el establecimiento de dicho arbitrio y la exigen- 
cia de su pago sin tales requisitos, constituyen las indica las exacciones ilega- 
Jes, pes en el art. 198 de la ley Municipal y castigadas en el Código 


Que los conceptos económicos de impuestos, contribuciones, recargos y ar- 
bitrios, contienen la misma idea de tributación para el sostenimiento de seros- 
Tomo 50 19 


290 JURISPRUDENCIA ORIMINAL 


cios y atenciones públicas, diferenciándose tan sólo en que los primeros son de 
enrácter genérico, y específico los últimos, sin que lor arbitrios puedan dejar 


de comprenderse en la denominación de impuestos que en el primer sentido 


emplean los artículos 224 y 225 del Código: 

Que la costumbre admitida en la localidad de abonar una pequeña suma 
por la expedición de certificaciones, no sólo no puede afectar á la naturaleza 
punible del hecho de la exacción, aun cuando pudiera modificar los efectos de 
su imputabilidad, sino que, como cuestión de hecho, y no habiendo sido resuelta 
por el Jurado, á quien sobre ello no se hizo pregunta alguna, es ajeno tal 
particular á la apreciación del Tribunal sentenciador. 


En la villa y corte de Madrid, 4 27 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. An- 
tonio Fernández Navarrete, acusador privado, contra sentencia dictada 
por la Audiencia provincial de Logrofio, en causa contra D. Enrique 
Guardia y Angulo, por exacciones ilegales: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 2 de Diciembre diti- 
mo, consigna los hechos en el siguiente renltando: 

Primero. Qne constituído el Tribunal del Jurado para contestar á las 
preguntas formuladas sobre los hechos que motivan esta causa, personas 
responsables de los mismos y circunstancias, ha pronunciado en el día 
de hoy, y después de deliberar, el siguiente veredicto: «A la primera pre- 
gunta. D. Enriqne Guardia Angulo, ¿es culpable de haber acordado como 
Alcaide de Abalos, en providencia de 20 de Junio de 1890, el cerramiento 
de un pozo llamado de la Paz, sito en término del indicado pueblo, de la 
pertenencia de los Sres. Fernández de Navarrete, de haber conminado á 
D. Marcos Oñate, apoderadc de los expresados sefiores, con una multa de 
15 pesetas si en el término de ocho días no procedía al cierre de dicho 
pozo, haciendo efectiva la multa en 12 de Jalio siguiente?-——No.—A la se- 
gunda. ¿Es culpable el mismo D. Enrique Guardia y Angulo de haber 
acordado, como tal A'calde, sacar á subasta el cierre del repetido pozo 
para los días 9, y por falta de postores para el 13 del expresado Julio, y 
por no haber habido postores, de haber procedido á esa operación en 31 
de Diciembre siguiente, á pesar de haberse alzado el Sr. Oñate de un 
acuerdo de 20 de Junio, en 19 de Julio siguiente, y haber remitido el ex- 
pediente al Sr. Gobernador civil de la provincia en 28 del mismo Jalio, 
sin que se hubiera resuelto á la indicada fecha de 4 de Diciembre, impor- 
tando las obras efectuadas para el cierre 34 pesetas? —No.—A la tercera. 
¿Es igualmente culpable el mismo D. Earique Guardía Angulo de haber 
acordado exigir, y de haber exigido como tal Alcalde, al Sr. Oñiate las 34 
pesetas indicadas, á pesar de haberle ordenado el Sr. Gobernador de la 
provincia en 5 de dicho Diciembre suspendiese todo procedimiento con- 
tra dicho señor hasta que se resolviera el recurso de alzada antes men- 
cionado, siendo el expresado acuerdo posterior al recibo de la orden del 
8r. Gobernado:?—No.—A la cuarta. ¿Es también culpable el propio Don 
Enrique Guardia y Angulo de haber, con el propio carácter de Alcalde, á 
pesar de la orden antedicha del Sr. Gobernador, despachado con fecha 22 
de Febrero de 1891 mandamiento de apremio contra el Sr. OBate para la 
exacción de las 34 pesetas ya expresadas, procediendo por sí miamo á 
embargar trigo, mandando al efecto descerrajar un granero y vendiendo 
el grano hasta hacer efectiva dicha cantidad y costas? —No.—A la quinta. 
¿Es culpable asimismo D. Enrique Guardia y Angulo de haber exigido 
como tal Alcalde al Sr. Oñate en 21 de Julio de 1890, al pedir éste certi- 
ficación de lo acordado por el Aynntamiento de Abalos en sesión de 14 
de dicho mes y año, una peseta y 50 céntimos por derechos de expedición, 
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sin que tales dérechos figuren como arbitrio en el presupuesto de aquel 
afio, haciéndose efectiva dicha suma?—Sf.—A la sexta. ¿Es culpabie el 
D. Eorigque Guardia y Angulo de que por sn culpa no ingresara la expre- 
sada cantidad en las arcas municipales? —No.—A la sóptima. Los hechos 
expuestos en las cuatro primeras preguntas, ¿los verificó el D. Enrique 
Guardia y Angulo después de acuerdos del Ayuntamiento ordenando el 
cierre de los pozos, de haberse cumplimentado dichos acuerdos por todos 
los vecinos que estaban en las circunstancias de los Sres. Fernández Na. 
varrete, excepto por éstos, y teniendo en cuenta el largo tiempo transcu- 
rrido sin resolverse por el Sr, Gobernador civil de la provincia el recurso 
de alzada, á pesar del informe de la Comisión provincial favorable á la re- 
solación del Alcalde, creyendo é-te de su deber proceder el cierre del pozo 
por creer peligroso á la salud del vecindario que continnara abierto, y 
creyendo asimismo que la orden de suspensión del Sr. Gobernador de 5 
de Diciembre de 1890 se refería únicamente á la del cierre del pozo que 
suspendió, y no á la referente al pago de los jornales que hasta entonces 
sr habían devengado en la obra?—Sí.—A la octava. Resuelto en 30 de 
Mayo de 1891 por el Sr. Gobernador el repetido recurso de alzada á favor 
del Sr. Oñate, ¿está siendo en la actualidad tal resolación objeto de recur- 
so contencioso administrativo?-—Sí»: 

Resultando que la Andieucia sentenciadora, por ser de inculpabilidad 
el veredicto respecto á las preguntas primera, seyunda, tercera, cuarta 
y sexta, y pórque, si bien en la quinta se declara que el procesado Don 
Enrique Guardia es culpable de haber exigido al Sr. Oñate una peseta 50 
céatimos por derechos de expedición del certificado que en dicha pre- 
gonta ss menciona, este hecho na cae bajo ja sanción del art. 224 del 
Có.tigo penal, que sólo trata de impuestos provinciales y mnnicipales, 
mas no de arbitrios, y además porqué, según las pruebas del juicio, había 
en Abalos una costambre admitida de abonar dicha peqnefía cantidad 
por las certificaciones expresaias, absolvió 4 D. Enrique. Guardia y An- 
gulo, declaraudo que tales hechos no constituyen «delito y las costas de 
oficio, alzando la suspensión que de los cargos de Cuncejal y Alcalde ve- 
nía safrieando el procesado: 

Resultando que contra esa seutencia ha interpuesto la representación 
del acusador privado D. Antonio Feraáadez Navarrete, recurso de casa- 
ción por infracción de ley, autorizado por el núm. 2.0 del art. 849 de la 
ley de Enjaiciamiento criminal, citandu eomo infracciones las siguientes: 

1.2 El art. 1.? del Código penal, pues no se pena como delito un hecho 
que lo es, y sobre el que el Jurado ha dado contestación afirmativa en la 
preguata quinta del veredicto, y la Audiencia se apoya, para apreciar que 
el hecho afirmado no es delito, en que tal exacción venía cobrándose por 
costambre, según resulta de la prueba del juicio, y el veredicto nada dice 
de esto, ni la costumbre contra la ley penal tiene ninguna validez: 

2,2 El art. 22t del mismo Código, según el cual la Autoridad que man- 
de pagar ua impuesto provincial ó munivipal no aprobado legalmente por 
la respectiva Diputación provincial 6 Ayuntamiento, será cástigado con 
la pena que señala, y los arbitrios, como otras formas de tributación, cons- 
titayen impuestos, y se usa genéricamente y sin distinción la palabra ar- 

itrios y la de impuestos en las leyes municipales, y es evidente su siro- 
mimia, por lo que la cobranza de los derechos antes citados, sin figurar 
como arbitrio del Ayuntamiento, ni estar autorizada su exacción, conS- 
tituye el expresado delito; ) 

Y 3,2 El art. 189 de la ley Municipal, que determina las declaraciones 
que los Tribunales han de hacer, sin perjuicio de lo dispuesto en el Códi- 
go penal, cuando los Alcaldes. se hayan hecho culpables de exacciones 
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ilegales en el establecimiento, distribución y recaudación de los arbitrios 
ó impuestos: 


Resultando que el recurso fué impugnado oralmente por la represen- 
tación del procesado y por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que, según el último párrafo del art. 3.0 de la Constitu- 
ción del Estado, nadie está obligado 4 pagar contribuciones que no estén 
votadas por las Cortes, ó por las Corporaciones legalmente autorizadas 
para imponerlas: 

Considerando que, si bien los Ayuntamientos están facultados por la 
ley Municipal para incluir en sus presupuestos ciertos impuestos, recargos 
y arbitrios, para que su exacción y cobro sean lícitos, es preciso que están 
aprobados por la Junta muicipal y se comuniquen los presupuestos al 
Gobernador para el solo efecto que se determina en el art. 150 de la mia 
ma, dle conformidad con lo prevenido en el 147: 

Considerando que, cusndo faltan estas formalidades esencialos, la 
cobranza de cualquier impuesto constituye una exacción de las penadas 
en los artículos 224 y 225 del expresado Código, porque en éstos se cas- 
tiga á la Autoridad que mandare pagar, y á los fancionarios públicos que 
exigieren el pago de impuestos no aprobados legalmente por las Corpora- 
ciones á quienes corresponda su aprobación: 

Considerando que el procesado D. Enrique Guardia y Angulo ha exi- 
gido, como Alcalde de Abalos, á D. Marcos Oñate, apoderado del recu- 
rrente, una peseta y 50 céntimos por derechos de expedición de un certifi.- 
cado relativo á4 determinada sesión celebrada por el Ayuntamiento que 
presidía, sin que tales derechos figurasen como arbitrio municipal en el 
presupuesto; cuyo hechq no puede estimarse lícito bajo ningún aspecto, 
cuando se ejecuta en los términos y circunstancias en que el Jarado de- 
clara que se efectuó el presente, porque revistiendo su exacción el earác- 
ter de generalidad que le atribuye implícitamente la pregunta quinta del 
veredicto, al decir que se exigieron por derechos de expedición, lo cual. 
presupone el concepto de arbitrio municipal, resulta claro que ese arbi.- 
trio no estaba legalmente creado, y sí no podía exigirse, puesto que no 
figurando, como no figuraba en el presnpuesto de aquel año, es evidente 
que no había sido establetido conforme á la ley, ni aprobado por la Junta 
municipal, sin cayos requisitos el establecimiento del arbitrio y la exi- 
gencia de su pago constituyen las indicadas exacciones Y pao que preye 
el art. 198 de la ley Municipal y castiga el Código penal vigente: 

Considerando que las razones alegadas pur la Audiencia sentencia - 
dora para declarar que el referido hecho no constituye delito se fundan 
en errores de apreciación jn1ídica, puesto que los conceptos económicos 
de impuestos, contribuciones, recargos y arbitrios, son de igual naturaleza 
y contienen la misma idea de tributacion para atenciones públicas, difes 
renciándose tan sólo en que los primeros son de carácter genérico y loa 
segundos específico, y por tanto no pueden dejar de comprenderse éstos 
en la denominación de impuestos que en el primer sentido emplean los ar- 
tículos 224 y 225; y porque la costumbre invocada en el considersndo, 
no sólo no puede afectará la naturaleza punible del hecho denunciado, 
aunque pudiera modificar los efectos de su imputabilidad, sino que no 
ha podido ser materia de apreciación del Tribunal sentenciador, porque, 
como cuestión de hecho, era de la competencia exclusiva del Jarado, y 
nada dice respecto á tal costambre el veredicto por no haber sido objeto 
de pregunta, como debería haberlo sido: 

Considerando que, atendido el texto del art. 224, que pena á la Auto- 
ridad que mandase pagar un impuesto provincial ó municipal no apro- 
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bado legalmente por la respectiva Diputación provincial ó Ayuntamiento, 
no tiene perfecta aplicación al caso de autos, porque no consta que Don 
Eurique Guardia fuere la Autoridad que mandó pegar el repetido arbitrio 
ilegal, sino que fué quien exigió su pago á Oñate, cuyo hecho se ajusta 
con más exactitud al caso previsto en el 225, que casti;ra al funcionario 
público que exigiere á los contribuyentes para el Estado, la Provincia y 
el Municipio el pago de impuestos no autorizados, según su clase respec- 
tiva, por las Cortes, la Diputación provincial ó el Ayuntamiento: 

Considerando que por los razonamientos anteriores se demuestra el 
error cometido por la Audiencia sentenciadora al declarar que los hechos 
consignados en la pregunta quinta del veredicto no son conatitutivos de 
delito, y que ee ha infringido, si no el 224, el 225 del Código penal, por 
no haberlo aplicado; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación interpuesto á nombre de D. Antonio Fernández Navarrete, 
acusador privado, en la causa á que dicho recurso se contrae, y que, en 
sa consecuencia, casamos y anulamos la sentencia reclamada, dictada 
por la Audiencia provincial de Logrofio en 2 de Diciembre último, decla- 
rando de oficio las costas y mandando que se devuelva al recurrente el 
depósito constituído; comuniquese esta resolución, con la que se dicte á 
seguida, á dicho Tribunal para eu cumplimiento y efectos consiguientes. 
—(Sentencia publicada en 27 de Marzo de 1898, 6 inserta en la Gaceta 
de 12 de Octubre del nismo año.) 


111 


RECURSO DE CABACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segunda. — Coaccio- 
nes.—No ha lugar al interpuesto por D. Luis Arana Dulunia contra un 
anto de sobreseimiento libre (Audiencia de Sevilla), y se resuelve: 

Que la prohibición impuesta por el denunciado al querellante de no entrar 
en su establecimiento, ni que en él se le diera de comer, requiriéndole para 
que se marchara, sin emplear para ello fuerza ni violencia, son actos que no 
revisten caracteres de delito, y hacen improcedente la apertura del juicio 
oral, afirmando, como la Sala afirma, no haber justificado el querellante ser 
dueño, arrendatario d gerente del establecimiento de que se suponía consocio, 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Luis Arana Dulunia contra el auto de sobreseimiento libre pronunciado 

la Sala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla, en causa seguida á 

. Quintín Sáenz Pozas y otros, por coacciones: 

Kesaltando que el referido auto, dictado en 29 de Noviembre último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Que instruída esta causa por supuestas coacciones á D. Luis 
Arana Dulunia contra D. Quintín Sáenz, D. José Lapuente Dofiate y An- 
tonio Ortáús Abril, sirviendo como fundamento para la imputación de di- 
chas coacciones, el supuesto de que, siendo dueño ó consocio el Arana en 
un establecimiento de comestibles, llamado el Dos de Mayo, situado en la 
Plaza de la Gavidia de esta población, se le había amenazado ó coartado 
por Lapuente y Ortús, movidos ó mandados por Sáenz, para que se fuera 
de dicho establecimiento y casa, aparece que no está demostrado el dere- 
cho de jefe que dice ó indica tener el Arana en la referida tienda de co- 
mestibles, ni que tuviese arrendado el local, hallándose declarado por el 
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contrario por sentencia en autos civiles, en que ha sido parte el Arana, no 
haber justificado éste el carácter de gerente de una Sociedad llamada 
«Arana y Sáenz» ó sea una Suciedad de Arana y un sobrino, ya difanto, 
del D. Quintío, existiendo también en este proceso numerosas indicacio- 
nes, entre ellas la declaración del Tenedor de libros de la tienda, de que 
D. Quintín Sáens, dueño de la casa, era el verdadero duefñio del estableci- 
miento; que las referidas coacciones consisten en prohibir 4 Arana entrar 
en la tienda, el que se le diese de comer y requerirle para que se marcha. 
ra, sin emplear, sin embargo, fuerza alguna, siendo Arana el que quiso em- 
plearla, llamando á agentes de vigilancia para aprehender al encargado de 
Sáenz: 

Resultando que la Sala sentenciadora sobreseyó libremente declarando 
todas las costas de oficio, fundándose en que los hechos denunciados, se- 
gún la comprobación sumarial, no constituyen delito y no existe más que 
una cuestión civil, la de determinar quién tiene título de dueño en la tien- 
da de comestibles, y quién es inquilino del piso, y sólo cuando estuviese 
evidenciado ser Arana el dueño ó inquilino, lo que de ningún modo apa- 
rece, podría examinarse si los actos denunciados revestían carácter de de- 
lito, y en que la misma obediencia de los dependientes y sirvientes de la 
casa á las indicaciones del representante de Sáenz, en cuanto á no darle 
de comer á Arana y demás disposiciones del mismo, es un dato que de- 
muestra, entre otros, quien era el jefe de aquella casa: 

Resultando que á nombre de Arana se ha interpuesto recurso de casn- 
ción por infracción de ley, fundado en el caso 4.0 del art, 848, y en el 8652 
de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 510 del Código penal y la sentencia de 7 de Abril de 1876, 
porque obligado Arana sin razón alguna á salir de la casa que habitaba, 
contra sa voluntad, siendo esta violencia de tal índole que tuvo que im- 
petrar la protección de la Autoridad, se cometió contra él un delito de 
coacción: . 

2.0 El art. 852, en su relación con el 637 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, porque el acto de arrojar á Arana del establecimiento reviste 
indicios, no remotos, sino muy racionales del delito del art. 610 del Código 
penal, y por tanto no ha debido sobreseerse sino abrirse el juicio oral, por 
haber un acusador privado dispuesto á sostener en él la acción correspon- 
diente; doctrina consignada en la sentencia que se cita: 

8.0 La regla 2.2 del art. 142 de la misma ley, al no citar los hechos que 
estaviesen enlazados con las cuestiones que hayan de resolverse en el 
fallo, como ocurre eon los datos que el recurrente express: 

4.0 La regla 4.2 del art. 152 de la propia ley, por no hacerse en la parte 
dispositiva del fallo declaración alguna sobre el delito de allanamiento de 
morada, por el cual, además del de coacción, ae incoó este proceso: 

5.2 El art. 637 de la citada ley Procesal, y el 504 del Código penal, por 
que al omitirsé en los resultandos los antecedentes de enlace que existen 
entre la prueba del pago de la contribución del establecimiento y el inqui- 
únato, habría que suponerse indicios racionales de la existencia de alla: 
namiento de morada, y no sería procedente el auto recurrido: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. . 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que las afirmaciones contenidas en el auto recurrido de 
no haber justificado el querellante ser dueño de la tienda, ni tener arren- 
dado el local que ocupaba; de haberse declarado en autos civiles no tener 
carácter de gerente en la Sociedad, y la manifestación de numerosos testi- 
gor, entre ellos el Tenedor de libros, de que el dueño del establecimiento 
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y la casa lo era el denunciado D. Quintín Sáenz, limitándose las coaccio- 
nes que se suponen cometidas á haber prohibido á Arana la entrada en la 
tienda y que se le diera de comer, requiriéndole para que se marchara, 
sin emplear para ello fuerza ni violencia, son actos que no revisten carac- 
ps de delito, y que por lo tanto no es procedente la apertura del juicio 
oral: 

Considerando que al estimarlo así acertadamente el Tribunal senten- 
ciador, no ha incarrido en el error de derecho que se le atribuye ni come- 
tido las infracciones alegadas: 

Considerando que las demás infracciones alegadas referentes á que- 
brantamiento de las formas del procedimiento no pueden ser invocadas ni 
resueltas en este recurso sobre infracción de ley; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por D. Luis Arana Dulonia; al que condenamos en las costas 
y al pago, por razón de depósito, de la cantidad de 1.000 pesetas, si no 
fuere declarado pobre en la pieza que al efecto se suetancia, y si lo fuere, 
cuando mejore de fortuna; lo que se comunique al Tribunal sentenciador 
á los efectos consiguientes.— (Sentencia publicada en 27 de Marzo de 1893, 
6 inserta en la Gaceta de 12 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO 'DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segunda. —.De- 
Ffraudación.—Ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado (Au- 
diencia de Pamplona), y se resuelve: 

Que es doctrina del Tribunal Supremo que el Renl decreto de 20 de Abril 
de 1875, que tiene fuerza legal por la ley de 17 de Junio de 1876, suprimió 
en su árt. 9.9 el delito común de rifas no autorizadas, a en el art. 359 
del Código penal, para dar lugar al de defraudación, definido en cl núm. 11 
del art. 19 del decreto-ley de 20 de Junio de 1832: 

Que conforme á este último decreto-ley, se halla establecido para la perse- 
cución del expresado delito un doble procedimiento administrativo y judicial, 


-siendo competentes los Tribunales ordinarios en el conocimiento de las causas 


por dichos delitos, con independencia de las facultades atribuidas á la Admti- 
nistración para corregirlos ante la Junta correspondiente: 

Que incurre en el error de derecho á que se refiere el art. 850 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, el Tribunal que alega incompetencia para conocer 
del delito de defraudación. | 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Marzo de 1883, en el recurso de 


-casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 


Abogado del Estado contra el auto pronunciado por la Sala de justicia de 
la Audiencia de Pamplona, en causa procedente del Juzgado de instruc- 
ción de dicha ciudad, seguida á Santos Lafuente y Martínez, por defrau- 
dación á la Hacienda: 

Resultando que el 18 de Septiembre de 1890, y en virtud de denuncia, 
Iné detenido en Pamplona un caballo que, legalmente autorizado, rifaba 
D. Santos Lafuénte, por no haber éste cumplido con los requisitos del 
Real decreto de 20 de Abril de 1875, dejando de satisfacer el 25 por 100 
-como derechos del Estado, y celebrada la Junta administrativa, castigó 
al Lafuente con una multa del cuádraplo' del derecho defraudado, ha- 
biendo el Abogado del Estado pretendido el procesamiento de dicho d3- 
npunciado: : 
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Resultando que el Juez de instrucción de Pamplona, declarando que- 
ei hecho, cuyo conocimiento corresponde á la Administración, se había. 
por ésta oportunamente castigado, acordó no haber lugar 4 decretar dicho 
procesamiento, á reserva de proveer, cuando sea firme esta resolución, lo 
demás procedente, fundandola en que un hecho no puede castigarse por 
dos distintas Autoridades, y en que no es aplicable al caso ninguna de las 
reglas del art. 19 del Real decreto de 20 de Junio de 18652: 

Resultando que denegada la reforma que de este auto solicitó el Abo- 
gado del Estado, y admitida en ambos efectos la apelación que interposo,- 
la Sala de jneticia de la Audiencia de Pamplona, por auto de 15 de Di- 
ciembre último, confirmó los dos del Juzgado, cuyos fundamentos de hecho 
y de derecho aceptó, citando además el art, 9.0 del Real decreto de 20 de - 
Abril de 1875, según el cual, las rifas que se celebren contraviniendo sus- 
disposiciones constituyen el delito de defraudación, que se castigará ad- 
ministrativamente, por lo que la Administración es la competente y la. 
Jlamada á conocer y aplicar el castigo pur el hecho de que se trata, y que 
no puede ser objeto de juicio criminal; cuya doctrina la confirma el Real 
decreto de 22 de Mayo próximo pasado: 


Resultando que el Abogado del Estado ha interpuesto recurso de ca” 
sación por infracción de ley, autorizado por los púmeros 2.0 y 5.0 del ar- 
tículo 848 y el art. 850 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como in- 
fringidos: 

1,0 El art. 9.0 del decreto de 20 de Abril de 1875, según el cual no- 
podrá celebrarse rifa alguna sin abonar á la Hacienda el derecho corres- 
raid y la omiaión de este precepto constituye el delito de defrau:- 

ación: 


2.0 El núm. 11 del art. 19 del decreto de 20 de Junio de 1852, en el sen”: 
tido de la perpetración del propio delito; 

Y 3,0 El art. 64 del citado decreto de 20 de Abril de 18765, que auto- 
riza la instrucción del procedimiento judicial á más del gubernativo, 
según doctrina sentada por esta Sala en varias sentencias, y entre otras; 
las de 4 de Euero de 1884 y 24 de Noviembre del año próximo pasado: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal coadyuvó eb 
recurso, , 

os siendo Ponente el Sr. Presidente de la Sala, D. Miguel de Cas- 

tells: 


Considerando que es doctrina sancionada por este Tribunal Supremo 
en repetidas sentencias que el Real decreto de 20 de Abril de 1876, que 
tiene fuerza de ley por habérsela dado la de 17 de Junio de 1876, supri- 
mió el delito común de rifas no autorizadas, previsto en el art. 369 del 
Código penal, para dar lugar, conforme á lo dispuesto en el 9.0 de aquel 
Real decreto, al delito de defraudación, comprendido en el núm. 11 del 
art. 19 del decreto-ley de 20 de Junio de 1852: 

Considerando que, esto supuesto, y establecido por este último decreto 
para los delitos de contrabando y defraudación el doble procedimiento ad- 
ministrativo y judicial, es indudable que á los Tribunales ordinarios co- 
rresponde el conocimiento de las causas que se instruyan por tales delitos, 
con independencia de las facultades que á la Administración competen 
para corregirlos también por la Junta de funcionarios públicos determi- 
nada en el mismo: 

Considerando, por lo tanto, que la Audiericia de Pamplona, al declarar 
no haber lugar al procesamiento de D. Santos Lafuente por falta de con- 
petencia para conocer del delito de defraudación que á éste se imputa, ha 
incurrido en el error de derecho á que alude el art. 850 de la ley de Enjui- 
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ciamiento efiminal, cometiendo las infracciones legales que se citan en el 
recurso; E 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al inter- 
puesto por el Abogado del Estado contra el auto reclamado, el cual casa. 
mos y annlamos, declarando de oficio las costas del recurso; lo qne con el 
que á continuación se dicte se comunique á Ja Sala de justicia de la Au- 
diencia de Pamplona, á los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada 
en A a Marzo de 1848, ó inserta en la Gaceta de 12 de Octubre del mis-: 
mo año. % e 
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RxYCURSO DE OASACIÓN (27 de Marzo de 1898).—Sala segunda.— Ásesi- 
nato.— Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal en causa seguida á 
Mateo Laso y otro (Audiencia de Guadalajara), y se resuelve: 

Que el acto de disparar de improviso y traidoramente un tiro á un cabo 
de serenos, privándole de la"vida, cuando aquél, por razón de su cargo, vigi- 
laba de noche la conservación del orden público, constituye dos delitos, el de 
asesinato y el de atentado á mano armada á un agente de la Autoridad, pe- 
nables, según dispone el art. 90 del Código; con la pena de: delito más grave 
en su grado mínimo, y siendo ésta la de muerte, que es de naturaleza indivi 
sible, deberá ser aplicada sin mérito á circunstancias ordinarias atenuantes. 
ni agravantes. 

Que determinándose el delito de atentado, conforme al párrafo 2.9 del ar- 
Heulo 268 del Código penal, por el acometimiento 4 la Autoridad ó sus agen- 
tes, al ejercer las funciones que la tey les encomienda, con ocasión de ellas, no 
desaparece dicho delito, aun cuando resulte que poco tiempo antes el agente de 
la Autoridad en el ejercicio también de su cargo acometió con un palo al pro- 
cesado, al ordenarle no cuestionase y se retirase á sucasa, porque éste, lejos de: 
rerhazar en el acto tal agresión, se entró en su casa, y después de armarse, 
salió á la calle en espera del agente, disparándole de modo inesperado un tiro, 
que le ocasionó la muerte: 

Que si bien el Jurado contestó afirmativamente la culpabilidad de un 
procesado respecto á los hechos de haber acompañado al autor de los delitos 
de asesinato y atentado en la noche del suceso, presenciando sin oposicion el 
disparo contra el agente de la Autoridad y huyendo con aquél á seguida de 
tal agresión, es aventurado y expuesto 4 error suponer su participación en el 
delito por tales hechos, ni como autor, ni como cómplice, cuando no hay datos 
que revelen el concierto de ambos procesados, ni aun consta la existencia de 
resentimiento alguno anterior entre el agente de-la Autoridad y el utro sujeto- 
que acompañaba á quien le disparó el tiro. 


En la vílla y corte de Madrid, á 27 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Non pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal y María Mínguez, como querellante, contra la sentencia 
pronanciada por la Audiencia provincial de Guadalajara, en causa por: 
asesinato, seguida á Mateo Laso España y José Reguera Fernández: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 18 de Junio último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que constituido en el día de hoy el Tribunal del Jurade- 
para conocer de la presente causa, personas que han tenido participación 
en el hecho y circunstancias de sa ejecución, ha pronunciado el siguiente 
veredicto: «Los jurados han deliberado sobre las preguntas sometidas á 
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su resolución, y bajo el juramento que prestaron, declaran solemnemente 
lo siguiente: A la primera pregunta. Mateo Laso España, ¿es culpable de 
haber disparado una escopeta contra Vicente Montero Osona á dos pasus 
de ól, y produciéndole una herida mortal en la región maxilar izquierda, 
de la que falleció á las sesenta y tres horas, cuyo hecho tuvo lugar sobre 
las once de la noche del día 10 de Enero último. —Sf.—A la segunda pre- 
gunta. Mateo Laso España, ¿ejecutó este hecho de improviso, sin que pu: 
diera hacer uso de la pistola que llevaba enfundada Vicente Montero Ogo- 
na?—Sí.—A la tercera pregunta. Mateo Laso España, ¿se aprovechó de la 
circunstancia de ser de noche para ejecotar con mayor impunidad el he- 
cho referido en la pregunta primera?—No.—A la cuarta pregunta. Mateo 
Laso España, ¿ejecutó el hecho consignado en la primera pregunta, en 
virtud de resentimiento que le produjo el palo ó palos que le diera Vi.- 


cente Montero Osona?—Sí.—A la quinta pregúnta. Vicente Montero Oso- , 


na, ¿era cabo de serenos en la noche expresada? —S[.—A la sexta pregun- 
ta. Poco tiempo antes, y cuando cuestionaban Mateo Laso España y José 
María Reguera Fernández á la puerta del café de España, ¿les exhortó 
Vicente Montero Oaona á que se retiraran á sus casas? —SÍ.—A la sépti- 
ma pregunta. Mateo Laso España, al ser exhortado, ¿dijo á Vicente Mon- 
tero Osona, «quién eres tú para mandarme eso»? —Si.—A la octava pre- 
gunta. Mateo Laso, ¿agarró también á la vez del capote a Vicente Montero 
en el momento á que se refiere la anterior pregunta.—No.- A la novena 
pregunta. Acto seguido, Vicente Montero Osona ¿acometió á Laso con el 
palo qué llevaba, cuya agresión evitó con el brazo donde recibió el gol- 
pe?—S1.—A la décima pregunta. José María Reguera Fernández, ¿es cul- 
pable de haber intervenido con su presencia en todos los actos consigna- 
dos en la pregunta primera, acompañando á Laso en la calle, huyendo 
después con 6.?—Sí»: 

Resultando que la Audiencia de lo criminal de Guadalajara declaró 
-que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen el de- 
lito de asesinato, previsto y penado en el art. 18 del Código penal, cualifi- 
cado por la circunstancia de alevosía, primera del mismo, del que es res- 
ponsable en concepto de autor Mateo Laso España, con la circunstancia 
atenuante quinta del art, 9.0, sin que pueda apreciarse el delito de atenta- 
do, según solicita el Ministerio fiscal y la parte querellante, porque el 
cabo de serenos Vicente Montero Oaona perdió el carácter de Autoridad 
al excederse en el ejercicio de sus funciones apaleando á Mateo Laso sin 
ser acometido por éste, ni la complicidad de José María Reguera Fernán- 
dez, por no ser actos bastantes para determinar dicho concepto el presen- 
ciar la ejecución y accidentes del delito; y vistas los artículos citados y 
demás concordantes de aplicación, condenó al Mateo Laso España á la 
pena de veinte años de cadena temporal, con gus accesorias, indemuiza- 
ción de 2.500 pesetas, y al pago de una tercera parte de costas; absolvien- 
do á José María Reguera Fernández, con otras declaraciones de ley que 
creyó procedentes: ) 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de cesación 
por quebrantamiento de forma por parte del Ministerio fiscal y por María 
Mínguez Muñoz, acnsadora particular, anunciando ambos el de infracción 
de ley; y habiéndose declarado no haber lugar al primero por la Sala ter- 
cera de este Supremo Tribunal, en sentencia de 21 de Noviembre del afio 
próximo pasado, se ha interpuesto el anunciado por el Ministerio fiscal 
para ante esta Sala segunda, fundado en el artículo de la ley de Enjuicia- 
miento criminal 849, números 2.” y 8.0, citando ccmo infringidos los del 
Código penal 263, núm. 2.0, 264, núm. 1.9, 90 y sus concordantes, en cuan- 
to no se ha calificado y penado el delito de atentado á mano armada con- 
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tra un agente de la Autoridad en el ejercicio de sus funciones, ó con oca- 
vión de ellas, aplicándose la pena en el grado máximo del delito más gra- 
ve, sin tener presente que si el agente de la Autoridad había perdido por 
algunos momentos la representación de su cargo, la volvió á recobrar 
cusndo nada justificaba ya la agresión que el procesado ejecutó á impul- 
sos tan sólo de un sentimiento de odio y venganza: 

Resultando que por parte de María Mínguez Muñoz se ha interpuesto 
dicho recurso de infracción de ley, autorizado por el expresado art. 849 
de la ley de Enjuiciamiento triminal, en sus números 3.0 y 4.0, designando 
como infringidos: 

3.0 Los artículos del Código penal que cita el Ministerio fiscal, repro- 
duciendo los fundamentos de las infracciones alegadas por el mismo: 

2.0 Los artículos del Código penal 15, 68 y sus concordantes, en cuan- 
to no se ha calificado y penado en concepto de cómplice la participación 
de actos ejecutados por José María Reguera, que presenció los ejecutados, 
y que lejos de procurar evitarlos, acompañó á recoger el arma, mantenien- 
do vivo Laso el recuerdo de la ofensa, y manteniendo la fuerza moral que 
en último momento pudo faltarle: 

30 El art. 96 de la ley del Jurado, en cuanto no ha tenido presente la 
Sala la declaración de culpabilidad del Jurado respecto de José María Re- 
guera. : 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que alegan en sus recursos, así el Ministerio fiscal como 
la representación de la querellante María Mínguez Muñoz, que el hecho 
inmpatado á Mateo Laso España, y que ha dado origea á su proceso, cons- 
titaye dos detitos, el de asesinato, cuya estimación en derecho, dadas las 
declaraciones del Jurado, no se ha contradicho ni podido contradecir con 
esperanzas de éxito, y el de atentado á mano armada á los agentes de la 
Autoridad; concepto legal que. es necesario aceptar, porque determinándo- 
se este delito, conforme al párrato segundo del art. 263 del Código penal, 
cuando se acomete á la Autoridad ó á sos agentes al ejercer sus funciones 
ó con ocasión de ellas, dicho Laso agredió disparándole un tiro y. eausán- 
dole la muerte á Vicente Montero Osona, cabo de serenos de Guadalajara, 
cenando éste, por razón de su cargo, vigilaba de noche el orden público; y 
si bien resulta que Montero poco tiempo antes, al ejercer ignalmente su 
cargo y ordenar á aqué! se retirara 4 su casa y no cuestionara, sin motivo 
ni razón fundada le acometió con un palo, cuya agresión evitó Laso po- 
miendo el brazo, donde recibió el golpe, aparece igualmente que éste no 
rechazó semejante ofensa en el acto é inmediatamente de recibirla, sino 
que, sin necesidad ya de defenderse, Jlevado del resentimiento é impulsado 
por la ira y deseo de venganza, se fué á su casa, cogió una escopeta, y sa: 
lHiendo en una de las calles de la ciudad al encaentro del agente, de impro- 
viso y traidoramente le disparó un tiro, y cometió en rigor de derecho los 
dos delitos de que se le acusa, el de atentado y el de asesinato: 

Considerando que en el caso de que un solo hecho constituye dos ó 
más delitos, ó cuando uno de.ellos sea medio necesario para cometer cl” 
otro, se impondrá la pena del delito más grave en su grado máximo, según 
dispone el art. 90 del citado Código, y como el grado máximo de la pena 
del asesinato, que es el delito más grave de los imputados á Laso, es la de 
muerte, por su naturaleza indivisible, esta es la que hay que aplicarle sin 
mérito á circunstancias ordinarias atenuantes ó agravantes: 

Considerando que si la Audiencia de Guadalajara en el fallo reclamado 
mo ha estado acertada en cuanto á das apreciaciones jurídicas antes ex. 
puestas, dando lugar al recurso por infracción de los artículos del Código 
citados, interpuesto en perjuicio de Matéo Laso por el Ministerio fiscal y 
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la parte querellante, no ha sucedido lo propio respecto á no estimar como 
cómplice en uno y otro delito, según pretende dicha parte querellante, á 
José Reguera Fernández, porque limitada la conducta de éste, según de- 
clara c! Jurado en el veredicto, á acompafñiar en la noche del suceso á dicho 
Laso, á presenciar sin oponerse al mismo el acto del disparo que éste hizo 
al sereno Montero, y Áá hnir uno y otro una vez verificado ese disparo, ya 
que no hay dato alguno que revele concierto 6 acuerdo entre ambos, y 
toda vez que no resulta que Reguera estuviera también resentido con el 
ezente de la Autoridad, parece aventurado y expuesto á error el suponer 
que tuvo participación en el hecho, ni como antor ni como cómplite, y en 
ese concepto no se han infringido al no aplicarlos los artículos 15 y 68 del 
Código, ni el Y6 de la ley del Jurado, como sin razón fundada se sostiene 
en el recurso: 

Considerando que una vez que, con arreglo á los hechos estimados y á 
la aplicación del derecho á los mismos, debe imporerse á Mateo Laso Es- 
paña la última pepa, esta Sala ha examinado el proceso y no halla en be- 
neficio del reo motivo alguno de casación ni por quebrantamiento de for- 
ma ni por infracción de ley; l 

Fallamos que debemos declarar y declaramos baber lugar 2! recurso de 
casación interpuesto por el Ministerio fiscal y María Mínguez Muñoz, par 
te querellante, contra la sentencia pronunciada por la Audiencia de jo cri 
mival de Guadalajara, la cual casamos y anulamos, declarando las costas 
de oficio; comuníquese eata resolución, con la que á continuación se dicte, 
al Tribunal sentenciador, á su tiempo, con devolución de la cansa, á los 
efectos oportnnos.—(Sentencia pub'icada en 27 de Marzo de 1893, é inser- 
ta en la Gaceta de 12 de Octubre del mismo afin.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (28 de Marzo de 1893).—Sala segunda. —PFalse- 
dad.—No ha Ingar al interpuesto por Antonio Sarifiena Gracia (Audiencia 
de Zaragoza), y se resuelve: 

los efectos del art. 315 del Código penal, en relación con el 311, es 
documento oficial toda información que se practique ante Jueces y Tribuna 
les dentro del límite de sus atribuciones; cuyo carácler tiene una información 
de soltería hecha ante un Juez municipal, cuya falsedad es evidente al afir- 
marse en el veredicto del Jurado que el procesado se hallaba casado canónica- 
mente, sin que sea de aplicarse á ese caso el art. 339 del citado Código, que se 
refiere á la presentación en juicio de testigos 6 documentos falsos: 

Que es autor, según así lo define el art. 13 del Código penal, quien toma 
en la falsedad una participación tan directa, que el documento falso no hw 
biese existido sin su intervención y cooperación consiguiente. 


En la villa y corte de Madrid, á 28 de Marzo de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio Barifiera Gracia contra la sentencia de la Sala de lo criminal de la Au» 
diencia de Zaragoza, en causa procedente del Juzgado de instrucción del 
distrito de San Pablo, seguida al Sarifiena por falsificación de un docu- 
mento púhlico; 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 14 de Diciembre úl- 
timo, contiene el veredicto del Jurado, cuyas declaraciones son las siguien- 
tes: «A la primera. Antonio Sarifiena Gracia, ¿es culpable de haber com: 
parecido el día 4 de Febrero de 1891 ante el Juez municipal de San Pablo, 
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de esta ciudad, ofreciendo información testifical al extremo de identificar 
en persona y estado de soltería, al objeto de obtener la sustitución para 
Ultramar del recluta Joaquín Mairal Lauda, correspondiente á la zona de 
Zaravoza en el sorteo de 1890, como obtuvo, utilizando certificación de 
aquélla para presentarla en las oficinas y centros militares, ingresando 
<on ella en la Caja de Zaragoza, hasta quedar en situación de embarque, 
declarándose con posterioridad nula aquella sustitución?—Sí.—A la se: 
gunda. Antonio Sarifiena Gracía, ¿al ejecutar el hecho expuesto en la an- 
terior pregnnta, ee hallaba desde el 12 de Enero de 1884 casado canónica- 
mente con Petra Ferraz, sin haber inscrito su partida de casamiento en el 
Registro civil hasta el 15 de Octubre del presente afio? - Sí.—A la tercera. 
Faustino Julián Aso Morala, ¿es culpable de haber intervenido en la in- 


” formación como testigo, asegurando en la declaración jurada con descuido 


ó negligencia grave que Sariñena era soltero, deduciendo esa afirmación de 
lo que el mismo Sarifiena le mavifestara y de haber visto su licencia y cer- 
tificación de soltería dada por el Coronel, á cuyas órdenes había servido 
anteriormente?—No.—A la cuarta. Juan Antonio Claver, ¿es igualmente 
culpable de los mismos hechos atribuídos á Faustino Julián en la anterior 
pregunta, con descuido ó negligencia grave?—No»: 

Resultando que la Sala seutenciadora, estimando que estos hechos cons - 
tituyen el delito de falsificación de un documento público y que de él es 
autor Antonio Sarifiena Gracia, sin circunstancias modificativas de la res- 
ponsabilidad, le condenó á ocho años y un día de presidio mayor, acceso- 
ria, multa y costas, y absolvió á los otros dos procesados: 

Resultando que á nombre de Sarifñiena se ha interpuesto recurso de ca- 
sación por infracción de ley, autorizado por los números 1,0 y 3.0 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como ¿nfringidos: 

1.0 El caso 4.9 del art, 314, en relación con el 315 del Código penal, 
por aplicación indebida, porque el Jurado no declaró que el recurrente na- 
rrase en documento alzuno algo que fuese contrario á la verdad: 

2.0 Los artículos 335 y 339 del mismo Código, por falta de aplicación, 
porque aun considerando como delito los hechos probados, sólo podría 
exigirse responsabilidad criminal á Sarifiena por la presentación de testi. 
gos faisos en el expediente de información: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que es documento oficial toda información que se prac- 
tique ante los Jueces y Tribunales dentro del límite de sus atribuciones; 
que este carácter tiene la que promovió el recurrente ante el Juzgado mu- 
nicipal de San Pablo, de Zaragoza, con el propósito de hacer constar obcial- 
mente que rennía el requisito de soltería necesario para sustituir en la 
suerte de soldado para Ultramar, y que, por consiguiente, al afirmarse en 
el veredicto que Antonio Sarifiena se hallaba canónicamente casado con 
Petra Forraz, evidentemente faltó á la verdad en la narración ó manifesta- 
ción que hizo en la referida información, incurriendo, por lo tanto, en la 
sanción del art. 315 en relación con el 314, que acertadamente aplica el 
Tribunal a quo: 

Considerando que la participación del recurrente en los hechos proce- 
sales no es otra sino la de autor, según define el art, 13 del Có:ligo, puesto 
que sin su intervencion y cooperación el documento no habría existido, y, 
por consiguiente, los actos realizados determinan este carácter; 

Considerando que el Tribunal sentenciador, al aplicar el art. 315 y no 
el 339 en su relación con el 335, no incurrió en el error de derecho qne se 
le atribuye, ni ivfringió los artículos del Código que se citan en el recurso, 
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porque el que se pretende subsidiariamente se refiere á la méra precisión 


á sabiendas de documentos ó testigos falsos en juicio, caso completamente : 


distinto del del presente recurso. 

Fallamos que debemos dec:arar y declaramos no haber Jugar al recurso 
interpuesto por Antonio Sariñena Gracia, al que condenamos en las cos 
tas, y al abono, si viniere á mejor fortuna, de 125 pesetas, por razón de 
depósito no constituído; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á 


los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 28 de Marzo de 1893, 


é inserta en la Gaceta de 12 de Octubre del mismo afio.) 


115 


RECURSO DE CASACIÓN (28 de Marzo de 1893).—Sala segunda. — Lesio- 
nez.—No ha lugar al interpuesto por Fernanda Moreno (Audiencia de Ma- 
drid). y se resnelve: 

Que los hechos declarados probados en la sentencia recurrida han de ser 
aceptados en los términos en que se aprecian y consignan por la Sala senten- 
ciadora, en uso de su exclusiva competencia, para que pueda prosperar el re. 
curso por infracción de ley. 


En la villa y corte de Madrid, 4 28 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación pur infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fer 
nanda Moreno Madrid contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instrucción 
del Hospicio, seguida á la misma por lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 4 de Enero último, 
contiene el siguiente: ! 

Primero. Probado que en la tarde del 27 de Junio del afio próximo 
pasado, las vecinas de la casa núm. 75 de la calle del Cardenal Cisneros, 
Andrea Rivero, Fernanda Moreno Madrid y la madre de ésta, tuvieron 
cuestión de palabras porque un hijo de la primera, que estaba jugando en 
la escalera, tiró un metro al sótano donde vivían las otras dos, terminan- 
do la cuestión por haberse encerrado en sa cuarto la Andrea; y como á 
las seis y media de la misma tarde fuera á la casa una hermana de la An- 
drea y oyera en la puerta que la Fernanda y su madre hablaban mal de 
su citada hermana, y las reconviniera, se agarraron, en cuyo momento 
bejó la Andrea, y al tratar de separarlas, la Fernanda la dió con una llave 
que tenía en Ja mano, causándola una herida contusa en la parte izquier- 
da de la región frontal, que necesitó asistencia facultativa, con impedi- 


mento para el trabajo, hasta el día 22 del siguiente mes de Julio, quedando - 


curada sin resultado ulterior; resultando la Fernanda Moreno con erosio- 
nes en la cara y en la mano izquierda, que curaron sin necesidad de asis 
tencia facultativa: . 
Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho probado 
constituye el delito de lesiones menos graves, y que es autora Fernands 
Moreno Madrid, sin circunstancias modificativas de la penalidad, la eon- 
denó á dos meses y un día de arresto mayor, accesorias, indemnización y 
costas: . 
Resultando que la procesada ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el art, 849, números 5.0 y 6.9, de la de En: 
juiciamiento criminal, citando como infringidos: 
1,0 El art. 433 del Código penal, por aplicación indebida, pues aunque 
las lesiones tardaron en-curar más de ocho días y menos de treinta, el he 
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cho, según aparece de la sentencia, no debe considerarse como delito, por- 
que no fué su propósito cometerle, sino como una imprudencia: 

2.0 El art. 581 del mismo Código, que ha debido aplicarse, porque las 
lesiones las causó por iraprudencia temeraria: 

3.0 El 9.0, cirennstancia 7.2, que tampoco se ha aplicado, porque dados 
los hechos probados concurrió dicha circunstancia atenuante: 

4.0 La regla 2.2 del art. 82, que se ha debido aplicar, porque habiendo 
veranda la atenaante expresada, debió imponerse la pena en el grado 
mínimo: > 

Resultando que el Ministerio fiscal se ¿pone á la admisión del recurso, 
porque se apoya en hechos y afirmaciones contrarios á los que la senten- 
cia recurrida declara probados. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que, según tiene repetidamente declarado este Tribunal 
Supremo, los hechos declarados probados en la sentencia, han de ser acep- 
tados en los términos en que se aprecian y consignan por la Sala senten. 
ciadora, en uso de su exclusiva competencia, y que en el presente caso, de 
los relacionados con el indicado carácter en el fallo recurrido, no se de- 
duce eun manera alguna que la lesionada Andrea Rivero fuera la que 
promovió la cuestión que dió lugar á la comisión del delito, y que en 
tal concepto no son admisibles los motivos 3.0 y 4,0 alegados por la recu- 
rrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haher lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por Fernanda Moreno Madrid, en cuanto 
al tercer y cuarto motivo, y respecto dal primero y segundo, se declara ad- . 
mitido y concluso para la vista. —(Sentencia publicada en 28 dle Marzo de 
1893, 6 inserta en la Gaceta de 12 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (29 de Marzo de 1898).-- Sala segunda.—A ten- 
tado.—No ha Ingar al interpaesto por Juan González Márquez (Audiencia. 
de Mad cds, y se resnelve: 

Que el hecho de acometer á un agente de la Autoridad y prorucirle lesio- 
nes, constituye el delito complejo de atentado y lesiones, seyún lo resuelto en 
reiterada doctrina del Tribunal Supremo, cuyo delito viene castigado con la 
pena seññaluda al de atentado en su grado máximo, y no el de carácter muy 
distinto que prevé y pena el art. 434 del Córigo: 

Que el estado de embriaguez del culpable no modifica la naturaleza juri- 
dica del delito complejo de atentado y lesiones, porque dicha circunstancia 
afecta tan sólo al grado de responsabilidad del agente, pero no á la califica. 
ción legal del hecho justiciable, que debe ser, como complejo, castigado confor- 
me á lo dispuesto en el art. 90 del citado Código penal. 


En /Ía villa y corte de Madrid, á 29 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Juan 
González Márquez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de esta corte, en causa segnida al mismo por atentado: 

Resultando que la indicada sentencia, dictada en 21 de Enero último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que en la nocbe del 13 de Julio último, Juan Gon- 
záloz se hallaba en estado de embriaguez en la puerta del salón de baile 
establecido en la calle del Rey, Real Sitio de San Lorenzo, promoviendo 
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escándalo y desafiando á otro sujeto que estaba dentro del local, y ha- 
biendo acudido-el cabo de serenos Nicasio Sánchez, le ordenó que se re- 
tirase, no siendo obedecido, tratando entonces dicho cabo de retirarle de 
aquel logar, en cuyo momento el González le infirió con un arma blanca 
una herida en el muslo izquierdo, que necesitó asistencia facultativa por 
tiempo de treinta días: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos como consti. 
tutivos de un delito de atentado á mano armada contra un agente de la 
Autoridad en el ejercicio de su cargo, y otro de lesiones menos graves, 
conjunto del primero, de los que era autor Juan González Márquez, con la 
circunstancia atevuante de embriaguez no habitual, y aplicando el art. 90 
del Código penal, le condenó á seis años y un día de prisión mayor, acce- 
sorias, multa de 250 pesetas, indemnización y costas: 

Resultando que contra la referida sentencia ha interpuesto recurso de 
casación el procesado Juan González, autorizado por el núm. 3.0 del ar- 
tículo 844 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos 
los artículos 263 y 264 del Código penal por aplicación indebida, y el 434 
por no haber sido aplicado; pues para que exista atentado preciso es que 
el ofensor reconozca en el ofendido el carácter de agente de la Autoridad 
con que obre, y una persona óbria no puede conocer que el ofendido está 
revestido de dicho carácter de Autoridad, por lo cual varía la naturaleza 
del delito dicha circunstancia y le hace recaer en el art. 434: 

Resultando que el Sr, Fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el hecho de acometer á un agente de la Autoridad y 
producirle lesiones, constituye el delito complejo de atentado y lesiones, 
según reiterada doctrina de este Tribunal, que se castiga con el grado má 
ximo de la pena señialada al atentado, y no el de carácter tan distinto que 
preve y pena el art. 434 del Código, como pretende el recurrente: 

Considerando que es un hecho declarado probado en la sentencia re- 
clamada que Juan González acometió con arma blanca á un agente de la 
Autoridad en el ejercicio de sus funciones, y le causó una lesión menos 
grave, lo cual, conio queda visto, constituye el delito de atentado y lesio- 
nes ejecutado en un solo acto, sin que se modifique la naturaleza del de- 
lito por hallarse el recurrente en estado de embriaguez, por afectar esta 
circunstancia el grado de responsabilidad del agente, y no como se pre- 
tende á la naturaleza y calificación legal del hecho justiciable: 

Considerando que, esto supuesto, la Sala sentenciadora, al calificar y 
penar el delito con aplicación del art. 90 del Código, no ha incurrido en 
error de derecho, ni cometido infracción legal alguna; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Ingar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sección cuarta de la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de esta corte ha interpuesto Juan González Már- 
quez, á quien condenamos en las costas y al pago «le 125 pesetas, por razón 
de depósito, si mejorase de fortuna; comuníquese esta resolución al Tri- 
bunal sentenciadlor á los efectos oportunos.—(Senteucia publicada en 29 
de Marzo de 1893, é inserta en la GQaceta de 12 de Octubre del mismo 
año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (29 de Marzo de 1893).—Sala segunda. —Lesio- 
nes.—No ha lugar al interpuesto por Julián Vázquez (Audiencia de Ma- 


drid), y ee establece: - 
Que no es admisible el recurso de casación por infracción de ley, cuando 
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para fundar las infracciones alegadas se impugnan los hechos que el Tribw.- 
nal sentenciador declara probados, ó se parte de otros que no resultan de la 
sentencia recurrida, Ó se omite, finalmente, alguna de las formalidades exi. 
gidas en el art. 8741 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 29 de Marzo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Julián 
Vázquez Sánchez contra la sentencia -pronuúuciada por la Sala de lo ceri- 
minal de la Audiencia de Madrid, en causa por lesiones: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 18 de Enero último, consignando los hechos en los siguientes; 

Resultando probado que al oscurecer del día 10 de Mayo del pasado 
afñio de 1891, los procesados, en unión de otro tercer sujeto, después de 
haber bebido varias copas hasta ponerse embriagados en la taberna de 
Jacobo Rodríguez, Carranza, 7, promovieron cuestión con éste, marchán- 
dose en tal acto el tercero, y en la que el Julián Vázquez le produjo al 
Jacobo con una piedra que le tiró las dos lesiones que ha padecido, en la 
región frontal una, y otra en la ceja izquierda, y de las que curó á los 
catorce días de asistencia facultativa, sin haberle quedado deformidad, 
inutilidad ni impedimento alguno para el trabajo, sacando además un 
corte en la camisa y chaleco que vestía, producido por una cochillada que 
en el referido acto de la cuestión le dió Anastasio Cubas, sín otras conse- 
cuencias que la del daño producido en dichas prendas, que fueron ocupz- 
das, y que ha sido valorado en 2 pesetas: 

Resultando probado que el dicho Anastasio ha sido condenado ante- 
riormente en sentencia que fué firme por el delito de resistencia á los 
agentes de la Autoridad: 

Resultando que la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen el delito 
de lesiones menos graves, previsto y castigado en el art. 433 del Código, 
del que es responsable en concepto de autor Julián Vázquez Sánchez, con 
la circunstancia atenuante 6.2 del art, 9.0; y vistos los artículon citados y 
demás concordantes de aplicación de dicho Código, condenó al Juli4n 
Vázquez Sánchez á la pena de un mes y quince días de arresto mayor, con 
sus accesorias, indemnización de 28 pesetas, con el apremio personal en 
su caso, y en la mitad de las costas, absolviendo al otro encartado con los 
demás pronunciamientos que estimó procedentes: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
autorizado por los artículos de la de Enjuiciamiento criminal 848, núme- 
ro 1.0, y 849, números 1.0 y 5.0, citando como infringidos: 

1.0 El art. 433 del Código, por aplicación indebida: 
2.2 Elart. 9.9, circunstancia 8.2, por inaplicación: 

Resultando que instruído el Fiscal, se opone á la admisión del recur- 
BO, porque se contradicen los hechos probados. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que no es admisible el recurso de casación por infrac- 
ción de ley cuando para fandar las infracciones alegadas seimpugnan los 
hechos que el Tribunal sentenciador estimó probados, se parte de otros 
que no resultan de la sentencia, Ó se omite alguna de las formalidades 
exigidas en el art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Considerando que de estos tres defectos adolece el interpuesto por la 
representación de Julián Vázquez, porque en sus alegaciones para demos- 
trar la infracción que supone del art. 433 del Código penal, no sólo im. 
pugna la posibilidad de que el recarrente con una sola piedra pudiera 
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eausor dos lesiones al ofendido, como expresamente se declara probado 
en la sentencia, sino que además parte del hecho que no consta en la 
misma de haber estado el ofendido sólo tres días en el Hospital, pudien- 
do desde los primeros momentos dedicarse á sus ocupaciones, cuando en 
el fallo recurrido se afirma que las lesiones tardaron catorce días en 
sanar, durante cuyo tiempo necesitó el paciente de asistencia facaltativa; 
y en el segundo motivo del recurso se falta á lo dispuesto en el citado ar- 
tículo 874, que impone el deber de exponer las razones ó fundamentos 
de cada una de las infracciones que se alegan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso que contra la sentencia dictada por la Sección tercera 
de la Sala de lo criminal de esta corte ha interpuesto Julián Vázquex 
Sánchez, al que condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas, por 
razón de depósito, si mejorase de fortuna; comuníquese esta resolución a! 


. Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 


29 de Marzo de 1893, é inserta en la (Qaceta de 12 de Octubre del mis- 
mo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (1.0 de Abril de 1893). 
—Sala segunda.— Asesinato.—No ha lugar al admitido de derecho en be- 
neficio de Antonio Tosco y Félix Gaitán (Audiencia de la Habana), y se 
resuelve: 

Que la sentencia que absuelve d condena resuelve virtualmente todas las 
cuestiones que han sido objeto de la acusación y de la defensa: 

Que no procede la admisión del recurso por quebrantamiento de forma, 
con arreglo á la regla 62 de la ley provisional para la aplicación del Código 
de Cuba y Puerto Rico, cuando la sentencia ha sido dictada por suficiente 
número de Magistrados, sin haber sido recusados por las partes, siendo pre- 
ciso para la procedencia del recurso por quebrantamiento de cualquiera de 
las causas 2.2, 5,8, 6,2 y 7.2 enumeradas en la regla 61 de la citada ley provi- 
sional, que las faltas ú omisiones hayan sido reclamadas en tiempo, y pre- 
parado además la oportuna protesta: 

Que el hecho de amarrar al ofendido, 6 aconsejarle que se deje amarrar, 
haciéndole que marchara delante, disparando en tal situación el agresor e 
arma de fuego, constituye el empleo de los medios, modos y formas que imte- 
gran el concepto jurídico de la alevosta: 

Que conforme á los arts. 12 y 13 del Código penal de Cuba, los actos atri- 
buídos al culpable de haber tomado parte en la muerte violenta de una perso- 
na intimando á la víctima para que se dejase sujetar, entregando, una vez 
muerto el ofendido, un cuchillo al otro correo para que seccionase la oreja de 
aquél, envolviéndola en un papel que á prevención llevaba, constituyen la par- 
ticipación directa en concepto de autor y no de cómplice en el delito de ase- 
sinato. 


En la villa y corte de Madrid, á 1.0 de Abril de 1893, en los recursos- 
de casación qne ante Nos penden, admitidos de derecho en beneficio de 
Antonio Tosco y González y Félix Gaytán Cardefiosa, é interpuesto por 
los mismos por infracción de ley, contra la sentencia pronunciada por la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de la Habana, en cansa seguida en el 
Juzgado de primera instancia de Gúines, por asesinato: 

Resultando que Antonio Tosco y González, Alcalde que era de barrio, 
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que tenía resentimientos con D. Florencio de la Rosa, porque éste fací- 
litó á un hijo de aquél tres onzas y una yunta de bueyes para que pudie- 
ra contraer matrimonio, al cual se había opuesto su padre, formó una lista 
de sospechosos de cometer hurtos de distintas clases, incluyendo en ella 
los nombres de los hermanos Rosa y de D. Francisco Miranda, sobrino de 
éstos, y el día 8 de Agosto de 1887, teniendo que recorrer el barrio para 
requerir á los vecinos á fin de que chapeasen el camino y limpiasen las 
cercas, pidió, y ne le facilitaron, los guardias civiles Félix Gaytán Carde- 
ñosa, Francisco Pujol Olavería y Bernardo Martínez Casanova, con quienes 
salió, y llegados al punto en que D. José Velázquez llenaba una pipa de 
agua, viendo pasar á un hombre á caballo, le preguntaron quién era, con- 
testándoles que D. Florencio de la Rosa, y entonces Tosco y Gaytán pu- 
sieron sus caballos al galope dejando atrás á los otros dos guardias, y al 
llegar al callejón que se dirige á la finca del Manco, se separó Tosco y si. 
guió Gaytán hasta dar alcance al Rosa, á quien exigió los documentos, y 
como éste manifestara que no los tenía, le hizo volver hasta el punto don- 
de se había quedado Tosco, quien se presentó como si llegase por casua- 
lidad y saludó al Rosa, á quien entonces dijo Gaytán que le acompañara, 
como práctico, á la casa del Manco López, y se apeó al llegar á los límites 
de la finca de Padrón, haciendo también desmontar al Rosa, quitándole el 
machete y d cióndole que le iba á echar un lazo para que contestara la 
verdad á las preguntas que le iba á hacer; y habiendo entonces solicitado 
de Tosco que intercediera para que no lo atasen, y contestándole éste que 
*se dejara amarrar, como lo efectuó, haciéndole andar hacia adelante, á 
unos treinta pasos de distancia Gaytán disparó su tercerola, sobre Rosa, 
que cayó muerto en el acto por efecto de la herida que le causó en la parte 
posterior de la cabeza y á dos traveses de dedo de la oreja lia 
mortal por necesidad; y como los Guardias Pujol y Martínez se negaran 
recoger el cadáver, que estaba en medio de la carretera, para colocarlo en 
la cerca del Potrero, lo hicieron Gaytán y Tosco, que se apeó de su caba- 
lio, pidiendo Gaytán á los guardias un cuchillo, que también se negaron á 
entregar, y Tosco se lo facilitó, cortando con él la oreja, que entregó al 
Tosco, quien, sacando un papel del bolsillo y diciendo que le traía para 
aquel objeto, la envolvió y guardó en el bolsillo; todos cuyos hechos se 
declaran probados por testigos fidedignos é indicios graves y conclu- 
rentes: 
d Resultando que promovida prueba en segunda instancia por la repre- 
sentación del procesado Gaytán, y abierta la causa á ese trámite, no llegó 
á practicarse por no haber gestionado el promovente dentro del término 
eoncedido para ello: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los hechos cons- 
tituyen el delito de asesinato, por concurrir en su ejecución la circanstan- 
ela de alevosía, y que son autores, por participación directa, comprobada 
por testigos é indicios graves y concluyentes derivados de los hechos pro- 
bados, los procesados Tosco y Gaytán, y apreciando, además, la agravante 
de haberse prevalido éstos del carácter público que tenían, les condenó é 
la pena de muerte, con las accesorias correspondientes, caso de indulto, si 
en éste no se remitieran especialmente, indemnización y costas, y absolvió, 
por falta de prueba, á Pujol y á Martínez: 

Resultando que la representación de Tosco preparó recurso de casación 
por infracción de ley, y la de Gaytán le interpuso por quebrantamiento de 
forma, y anunció aquél, fundando el de quebrantamiento de forma en las 
esasas 2,2, 5,2, 6,2 y 7,2 de las enumeradas en la regla 61 de la ley para la 
aplicación del Código de Cuba, y exponiendo que concurre la causa 2.2 
porque en la sentencia nada se ha resuelto respecto á una de las conclu- 
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siones alternativas formuladas en Ja defensa oral, sobre que en el caso de 
estimarse que el guardia Gaytán había tenido participación en los hechos, 
se declarase que había obrado en cumplimiento del deber que por sa ins 
tituto tenía de obedecer las órdenes del Comandante del puesto, como me- 
didas extraordinarias para la extinción del bandolerismo; que concurren 
las causas 6.2 y 6.2, porque no se ratificaron las declaraciones de los testi. 
gos del sumario, á pesar de haberlo así pedido, y porque no se practicaron 
las diligencias de prueba pedidas en primera y segunda instancia, á pesar 
de haberse insistido en esta última en que se subsanan esos defectos; y 
que concurre la causa 7.2, porque la sentencia se ha dictado por menor 
número de Magistrados de planta que el señalado en el Real decreto de 
7 de Diciembre de 1888, que modificó el art. 146 de la vigente ley de En- 
juiciamiento criminal, ya porque se ha completado el número con Magis 
trado» de la Sala civil habiéndolos de la criminal, ya porque entraron á 
formar parte de la Sala dos Magistrados suplentes que, según el citado 
Real decreto, sólo deben ser llamados para formar Tribunal en causes de 
muerte, cuando el número de los de planta fuese menor de cinco, lo cual 
no ocurre en la Audiencia de la Habana: — : 

Resultando que remitida la causa á este Tribunal Supremo, la represen- 
tación de Tosco ha interpuesto recurso de casación por infracción de ley, 
que apoya: primero, en el art. 797, párrafo primero, de la de Enjuicia- 
miento criminal de 1872, por tratarse de una sentencia definitiva; segundo, 
en la regla 56 de la ley para la aplicación del Código penal en Cuba, ba- 
sando su procedencia en los números 8.0 y 4.0 de la citada regla, por en- 
tender que se ha cometido manifiesto error de derecho al calificar y pens? 
el delito que se persigue, y cita como infringido el art. 414 del Código pe 
nal de Cuba, en relación con el núm. 3.9 del 10, toda vez que el hecho se 
califica de asesinato, por la circunstancia de alevosía, la cual no resulta 
perfectamente clara, por lo que debía penarse como simple homicidio: 

Resultando que la representación de Gaytán también ha interpuesto 
recurso de casación por infracción de ley, que funda: primero, en el 197, 
párrafo primero, de la de Enjuiciamiento criminal de 1872, por tratarse 
de una sentencia definitiva; segando, en la regla 56 de la ley para la apli- 
cación del Código penal en Cuba, basándose su procedencia en los núme 
ros 3,0 y 4.0 de la citada regla, por entender que se ha cometido error de 
derecho al hacer la calificación del delito y al apreciar las circunstancias 
modificativas de la responsabilidad, y cita como infringidos: y 

1.9 El art. 414 del Código penal, en relación con el núm. 8.0 del art. 10, 
por apreciarse la alevosía sin estar suficientemente probada; y 

2.0 El art, 8.9, núm. 12, del mismo Código, porque no se ha apreciado 
la eximente de que Gaytán obró cumpliendo el deber de obedecer las ór- 
denes del Comandante de su puesto para la persecución del bandole- 
rismo, y de ir en actos de servicio y á las órdenes del Alcalde de barrio: 

Resultando que el Ministerio fiscal se ha instruído de los recursos in- 
terpuestos y se adhiere al de Tosco por el cuarto motivo de la regla 58, 
por entender que se han infringido los artículos 12 y 183 del Código de 
Pates que Tosco no puede ser considerado autor, sino todo lo más 
cómplice. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafae! Alvarez: 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto á nombre de Félix 
Gaytán por quebrantamiento de forma, fundado en las causas 2.2, 5.2, 6.2 
y 7.2 de las enumeradas en la regla 61 de la ley provisional para la apli- 
cación del Código penal de Cuba y Puerto Rico: primero, que la senten- 
cia que absuelye Ó condena, resuelve virtualmente tedas las cuestiones 
que han sido objeto de la acusación y de la defensa, según repetidamente 
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tiene declarado esta Sala; segundo y tercero, que la causa ha sido recibida 
á prueba-en primera y segunda instancia durante el término legal, sin 
«haber sido, por lo tanto, denegada; y cuarto, que la sentencia ha sido dic- 
tada por suficiente número de Magistrados, sin ser recusados por los pro- 
cesado», sin haber reclamado en tiempo la subsanación de las faltas que 
se invocan, ní hecho la oportuna protesta, requisitos indispensables para 
ser admisible dicho recurso, de conformidad con la regla 62 de dicha ley: 

Considerando, respecto á los recursos interpuestos á nombre de los 
procesados Antonio Tosco y González y Félix Gaytán, por infracción de 
ley,que los actos ejecutados por los culpables al quitar el machete á Don 
Florencio de la Rosa, aconsejar el uno que se dejara amarrar, efeciuán- 
dolo el otro, haciéndole marchar delante, disparando Gaytán sobre él su 
tercerola por la espalda, como. lo demuestra la herida, dejándole muerto 
en cl acto, constituyen medios, modos y formas empleados en la ejecu- 
ción del delito: que tendían directa y especialmente á asegurarlo sin riea- 
£O para sus personas que procediera de la defensa que pudiera hacer el 
ofendido y obrado en su consecuencia con alevosía: 

Considerando que en el presente caso no ha incurrido para poder ser 
apreciada en favor del recurrente Félix Gaytán la circunstancia eximente 
de haber obrado en cumplimiento de su deber de obedecer las órdenes 
del Comandante del puesto para la persecución del bandolerismo y de ir 
en actos del servicio, porque ni el hecho era lícito, ni D. Florencio de la 
Rosa hizo la meuor resistencia que justificara el proceder con él obervado: 

Considerando, respecto de la adhesión del Ministerio fiscal, que los 
anteriores resentimientos de Antonio Tosco con D. Florencio de la Rosa, 
las órdenes de aquél para que éste se dejase amarrar, la circunstancia de 
hacerlo andar delante, la entrega del cuchillo para que Gaytán le cortase 
una oreja después de haberle óste inferido la muerte, y el hecho de en- 
volverla en un papel que llevaba á prevención, según su propia manifes- 
tación, son actos de participación directa en la ejecución del hecho que 
merecen, por lo tanto, la calificación de autor: 

Considerando que, estudiado el proceso, tampoco hay motivos de ca- 
sación, vi por quebrantamiento de forma, ni por infracción de ley; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
admitido de derecho en beneficio de los reos Antonio Tosco y González y 
Félix Gaytán Cardeñosa, é interpaesto por éstos, á quienes condenamos 
en las costas, ni tampoco á la adhesión del Ministerio fiscal; lo que á su 
tiempo se comunique á la Sala de lo criminal de la Audiencia de la Ha- 
bana; y pase la cansa al 8r. Fiscal, á los efectos del art. 932 de la Com- 
pilación reformada de disposiciones sobre el Enjuiciamiento criminal.— 
(Sentencia publicada en 1.0 de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 12 
de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (1.0 de Abril de 1893).—Sala segunda.— Esta- 
Ja.—No ha lugar al interpuesto por Gabino Nistal Canseco (Audiencia de 
León), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso por infracción de ley, enando los supuestos 
de hecho en que aquél se funde pugnen con los hechos que el Tribunal del jui- 
cio estimó como ciertos. 


En la villa y corte de Madrid, á 1.0 de:Abril de 1893, en el recurso de 


$10 JURISPRUDENCIA CRIMINAL 


casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ghabíi- 
no Nistal Canseco contra sentencia de la Audiencia provincial de León, en 
causa procedente del Juzgado de instrucción de dicba ciudad, seguida at 
Nistal por estafa: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 9 de Enero último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Que en el sorteo de la Loteria Nacional, celebrado el día 30 
de Mayo último, fué agraciado en Bilbao el núm, 26.747 con el segundo 
premio, siendo poseedor de un décimo el Antonio González, residente en 
dicha población, y que tomara al parecer en unión de otro compañero, 
también botero; que al indicado décimo le correspondió la suma de 4.000 

tas, cobradas por el Antonio en la Administración correspondiente el 
día 1.0 de Janlo próximo pasado con la rebaja de 100 pesetas, emprendien- 
do en seguida el viaje á esta ciudad, á la que llegó el día 4 del propio rr. 
yendo á hospedarse al Parador de Silverio Nistal, desde donde marchó 
salodar á los padres de éste, á quienes conocía por ser del pueblo de Villa- 
mafián, que viven en el cruce, cerca de la estación; y ya en casa de Jos 
padres de Silverio Nistal, se reunió con el procesado, hermano del Silverio, 
viniendo juntos á la eiudad, donde permanecieron hasta las tres de la 
mañana, hora en que regresaron á casa del Gabino, albergándose en la 
cuadra por estar cerrada la casa, siendo entonces cuando por primera 
yez el Antonio hiso confidencia al Gabino acerca de haberle tocado la 
lotería, con cuyo motivo éste le propuso dedicarse al comercio comprando 
y vendiendo cebada, negocio que aceptó el Antonio, diciendo que al efec- 
to él pondria 2.000 pesetas. Que á cosa de las nueve de la mañiana del sl- 
guiente día, ó sea el 5 de Junio, el Antonio subió desde la cuadra á una 
habitación de la casa y se acostó en una cama, y notada su ausencia por 
el procesado, y estando aquél durmiendo, se acostó á su lado; que después 
de comer juntos en dicha casa, vinióronse á la ciudad, habiendo tomado 
caté en el Iris; que al pasar jantos por la calle de San Marcelo, el Antonio 
faéó detenido por la policía en virtud de un telegrama procedente de Bil- 
bao, en que se interesaba su captura por haberse fugado con 16.000 rea 
les que no eran suyos; diciéndole al Nistal los agentes de la Autoridad 
que se retirase, no obstante lo qne el procesado siguió al Antonio, quien 
con disimulo le entregó un revólver con encargo de que lo guardase, cre- 
yendo que la posesión del arma pudiese comprometerlo; que el Gabino 
siguió detrás de la policía y del Antonio, y cuando éste subía detrás de 
los agentes las escaleras de la Inspección, el Nistal le dijo con disimulo, 
«dame también la cartera», y el Antonio se la entregó, conteniendo en 
billetes del Banco de España la cantidad de 14.000 y pico de reales, y 
marchándose seguidamente el Nistal; que interrogado el Antonio en la 
Inspección por el dinero procedente de la lotería, manifestó lo había en- 
tregado al procesado, quien requerido á las cinco ó seis horas por la car- 
tera y el dinero que contenía, entregó dicha cartera diciendo que sólo con- 
tenia un billete de 50.pesetas y otro de 25, que tambien entregó: hechos 
que se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he 
chos constituyen el delito de estafa, definido en el núm. 5.* del art. 548 y 
penado en el 3.0 del 547 del Código, de que es autor Gabino Nigtal, sin 
circunstancias modificativas de la penalidad, le condenó en un afio ocho 
meses y 21 días de presidio correccional, accesorias, restitución de 3.525 
pesetas al González y en las costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el caso 1.0 del art. 849 do la de Enjuiciamien- 
to criminal, citando como infringidos: 
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1.0 Los artículos 1.0 y párrafo quinto del 548 del Código penal, porque 
«el procesado no tuvo intención de defraudar, ni consta que haya causado 
perjuicio alguno, pues, por el contrario, según dice la sentencia, el proce- 
sado y González habían convenido en formar sociedad para la compra y 
venta de cebada, comprometiéndose el último á poner 2.000 pesetas de 


- capital: 


2.0 El art. 547, párrafo tercero, porque se le impone pena á pesar de 


-que el hecho no constituye delito de estafa: 


Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
porque contradice los hechos probados. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que, como resumen de los hechos consignados en los 
resultandos de la sentencia recurrida, expresó el Tribunal sentenciador en 
el primero de los considerandos que, apreciando el Tribunal, segun su 
conciencia, las pruebas practicadas en el juicio y las razones expuestas 
vor las partes, había declarado probado que el procesado Gabino Nistal 
recibió en las escaleras de la Inspección de vigilancia de manos de Anto- 
nio González una cartera que contenía en billetes del Banco de España la 
cantidad de 14.000 y pico de reales, de los cuales solo devolvió 75 pese- 
tas, negando que contuviese más, segun se afirma en el primer resultando, 
con lo cual defraudó al González el resto hasta aquella cantidad que reci.- 
bió para guardarla y con obligación de devolverla: 

Considerando que debiendo reconocer estos hechos el recurrente y 
fundar en ellos su recurso, los desconoce y altera, suponiendo que él re- 
cibió y González le entregó aquellos fondos para negociar en cebada, y 
que, por consiguiente, no fueron distraídos ni defraudados: y como seme- 
jante supuesto pugne con' los hechos que el Tribunal del juicio estimó 
como ciertos, el recurso que en tales fundamentos se apoya es improce- 
dente 6 inadmisible; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por Gabino Nistal Canseco, á quien conde- 
namos en las costas y al abono, si viniese á mejor fortuna, de 125 pesetas, 
por razón de depósito no constituído: lo que se comunique al Tribunal 
sentenciador á los efectos consiguientes.—(Sentencia publicada en 1.0 de 
Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 13 de Octubre del mismo afio). 
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RECUESO DE CASACIÓN (3 de Abril de 1893).—Sala segunda.—JLesio- 
nes.—Ha lugar al interpuesto por Angel Ontiveros (Audiencia de Madrid), 
y se resuelve: 

Que según el núm. 4.9 del art. 8.0 del Código penal, no delingue, y está por 
.ello exento de responsabilidad criminal, el que obra en defensa de su persona 
concurriendo las tres circunstancias que en dicha disposición legal sc re- 

uieren: 

: e infersda al procesado una lesión con un rodillo, cuya agresión rechazó 
aquél con una alcotana, empleó el acometido un medio adecuado y racional, 
sin que la manifestación que hiciese á los canteros para que éstos dejasen ter- 
minar á los albañiles el trabajo que estaban haciendo, constituya provocación 
alguna que justificase lo ilegítimo de la agresión de que fué objeto por parte 
de uno de dichos canteros; concurriendo, en su consecuencia, en el hecho los 
tres requisitos que integran la exención de responsabilidad criminal. 


En la villa y corte de Madrid, 4 3 de Abril de 1893, en el recurso de 


312 JURISPRUDENOIA CEIMIMAL 


casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Angel 
Ontiveros Piquenque contra sentencia de la Sala de lo criminal de la. 
Audiencia de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instruc- 
ción del distrito del Este, seguido al Piquenque y otro, por lesiones: 
Resultando que la referida sentencia, dictada en 6 de Diciembre últi. 
mo, contiene el siguiente: 
Primero. Probado que sobre la una de la tarde del 27 de Febrero últi. 
mo, entre varios albañiles y canteros que trabajaban en las obras de la 


Biblioteca Nacional, se suscitó una cuestión derivada de que los canteros, . 


que empezaban su trabajo á aquella hora, por haber sido lluviosa la ma- 
fiana, se encontraron con que los albañiles, que trabajaban desde temprano 
por hacerlo en locales cubiertos, habían tomado unos tablones para for- 
mar andamios, que venían utilizando los canteros para mover las piedras, 
lo cual irritó á éstos, porque no podían continuar sus tareas, ya mermadas 
aquel día por efecto de la lluvia, irritación que aumentó en el cantero 
Crispín Redondo Muñoz, cuando al ruído de las voces, Angel Ontiveros 


Piquenque, que encargado del tajo de albafiiles, acudió en defensa de - 


éstos, manifestando que se les dejase terminar el trabajo que estaban 


haciendo; por lo que, arrebatado y ofuscado el Crispín al ver entorpecido - . 


el trabajo suyo, ya retrasado por el temporal, pegó con un rodillo de los 


que en las obras había para rodar las piedras un golpe en el pabellón de 


la oreja derecha al Angel, necesitando asistencia facultativa y teniéndole 
impedido para dedicarse á sus ocupaciones habituales hasta el día 16 de 
Marzo, sin haberle quedado defecto ni deformidad alguns, y viéndose éste 
así lesionado, repuesto algo del golpe que acababa de recibir, cogió una 
alcotana de las que allí estaban, y causó con ella tres heridas contusas en 
la cabeza al Crispín, que exigieron asistencia médica y le impidieron de- 
dicarse á sus tareas ordinarías hasta el 19 de dicho mes de Marzo, de las 
que quedó curado sin defecto ni deformidad: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen dos delitos de lesiones menos graves, que cada uno de Jos 
procesados Crispín Redondo y Angel Ontiveros es autor de las inferidas 
al otro, y que en el primero es de apreciar la circunstancia atenuante de 
arrebato y obcecación y en el segundo la de igual clase, por haber obrado 
en vindicación próxima de ofensa grave, condenó á cada uno á un mes y 
un día de arresto mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que 4 nombre de Ontiveros se ha interpuesto recurso de 
casación por infracción. de ley, autorizado por el núm. 5.0 del art. 849 
de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

10 El núm. 4.2 del art. 8. del Código penal, por no haberse aplica- 
do, pues concurrieron todos los requisitos para la exención de responsa- 
bilidad criminal: 


2.0 El núm. 5.9 del art. 9.9, en relación con el art, 433, por haberse : 


aplicado indebidamente la circunstancia en vindicación próxima de ofensa 


ve: 

Resultando que en el acto de la yista el Ministerio fiscal coadyuvó el 
r8CUrso. E 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que, según el núm. 4. del art. 8.0 del Código penal, no 
delinque y está exento de responsabilidad criminal el que obra en defensa 
de su persona, siempre que concurran las tres circunstancias de agresión 
ilegítima , necesidad racional del medio empleado para impedirla ó 
repelerla y falta de provocación suficiente por parte del que se defiende: 

Considerando que la manifestación del recurrente de que los canteros 
dejasen terminar el trabajo que estaban haciendo á los albañiles, no cons- 
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fitaye provocación alguna contra aquéllos para la agresión ilegítima de: 
que faó objeto por parte del Crispín, al inferirle la lesión que ha padecido, 
y porque el medio empleado para impedirla ó repelerla valiéndose de una 
alcotana era adecuado y racional, concurriendo en su favor los tres requi- 
sitos mencionados y, en su consecuencia, la exención alegada: : 

Considerando que al no estimarlo así la Sala sentenciadora, ha incu- 
srido en el error de derecho que se le atribuye 6 infringido los artículos 
del Código penal á que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por Angel Ontiveros Piquenque contra la expresada sentencia 
de la Audiencia de esta corte, la que casamos y anulamos, declarando las 
costas de oficio; remítase á dicha Sala certificación de esta sentencia y de 
Ja que á continuación se dicte, á los efectos procedeutes.—(Sentencia pu- 
blicada en 3 de Abril de 1893, ó inserta en la Gaceta de 13 de Octubre del 
misino año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (3 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Apropia 
ción de valores.—No ha lugar al interpuesto por D. Ramón Planas Socías- 
(Audiencia de Barcelona), y se resuelve: 

Que el recurso de casación por infracción de ley, fundado en el caso 8.0 
del art. 848 de la de Enjuiciamiento criminal, sólo procede contra los autos 
de carácter definitivo, respecto de los cuales aquél se otorgue expresamente; y 
como no es de esa clase el auto denegatorio de la admisión durante el sumarso 
de una cuestión prejudicial, ni en el capítulo 2.0 de la citada ley de Enmjuicia- 
miento se dispone cosa alguna sobre el particular, es inadmisible el recurso de 
casación contra los autos que recaigan acerca de las cuestiones prejudiciales. 


En la villa y corte de Madrid, á 3 de Abril de 1898, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Ramón Planas Socías contra el auto pronunciado por la Sala de lo crimi- 
nal de la Audiencia de Barcelona, en causa por apropiación de valores á: 
querella de Doña Teresá Santos de Lamadrid y Ribaita: 

Resultando que el expresado auto, dictado en 21 de Diciembre último, 
contiene los resultandos siguientes: 

Resultando que los herederos de D. Tomás Ribalta, fallecido en 12 de 
Abril de 1887, dedujeron querella criminal contra su albacea D. Ramón 
Plunas y Socías, acusándole de haberse apropiado parte de los cuantiosos 
bienes que constituían la herencia, por lo menos de 25.000 pesetas efecti- 
vas, importe de un título amortizado de la Deuda española del 4 por 100 
y otros 10 de la misma clase, que sumaban en junto 92.500 pesetas no- 
minales, con más el importe de los cupones de todos ellos, vencidos en 1,0 
de Abril de 1887, que ascendía á 1.175 pesetas, y en justificación de su 
o dijo el acusado que le habían sido regalados dichos valores por 

Ribalta: 

fiesultando que por aparecer la existencia de un delito é indicios ra- 
cionales de criminalidad contra el Planas, se le declaró procesado, enta- 
blan:lo por su parte con posterioridad una demanda ante el Jusgado de 
primera instancia del distrito del Norte de esta ciudad contra dichos he- 
rederos, en solicitud de que se declarasen como de su propiedad tales bie- 
nes y se les condenara á abstenerse de dirigirle reclamación alguna rela- 
tiva al particular: 
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Resnltando que, no obstante referirse en dicha demanda al sumario 
pendiente y de afirmar que su interposición había de servirle de base para 
proponer una cuestión prejudicial en la causa aludida, el Juez la admitió 
y dispuso se le expidiera el oportuno testimonio, para que pudiese hacerlo 
constar con dicho objeto: 

" Resultando que con él presentó escrito propeniendo ante esta Sala la 
que calificó de cuestión prejudicial, en solicitud de que le fuera admitida 
y se mandase suspender el curso de la causa criminal hasta la resolación 
definitiva del pleito promovido, fundándose en que se discutía por dos ja- 
risdicciones diversas la cuestión de pertenencia de dichos valores, y sien- 
do ésta determinante de su culpabilidad ó de su inocencia, debía resolver- 
se por el Juez ó Tribunal civil, teniendo en cuenta que revestía este ca- 


ter: 

Resultando que el Ministerio fiscal y la parte querellante solicitaron se 
desechara como improcedente la cuestión propuesta, por cuanto su reso- 
lución correspondía á este Tribunal, y se requiriese al Juez que venía co- 
eE del pleito, á los efectos del art. 114 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona de- 
claró no haber lugar á admitir como cuestión civil prejudicial la propues- 
ta por el procesado, ni á suspender, por consiguiente, el curso de la causa 
hasta la resolución del pleito promovido, haciéndose saber al Juez de pri- 
mera instancia del distrito del Norte la existencia de aquélla, para que 
cumpla, como debió haberlo verificado, con lo dispuesto en el art. 114 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Resultando que interpuesto recurso de súplica por la representación del 
procesado D. Ramón Planas Socías en 4 de Enero último, se declaró por 
la Sala no haber lugar á suplir el mencionado auto de 21 de Diciembre úl- 
timo, con las costas: 

Resultando que por parte de dicho procesado se preparó recurso de ca- 
sación por infracción de ley, que con el depósito de 125 pesetas se ha in- 
terpuesto, autorizado por el núm. 8.0 del art. 848, en relación con el apar- 
tado 2.0 del art. 853 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infringidos: 

1.0 El art. 4.0 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en cuanto no ad- 
mite la cuestión prejudicial y no la declara determinante de la inocencia 
del procesado, y además no suspende el procedimiento hasta la resolución 
de aquélla por el Juzgado de primera instancia del distrito del Norte que 
-conoce del juicio civil, para resolver la cuestión acerca de la propiedad de 
los valores, cuya apropiación se persigue en esta causa: 

2.0 El art. 3.0 de la ley de Enjuiciamiento criminal, aplicado indebida- 
mente, en cuanto no se ha entendido limitada la competencia de la justi- 
cia penal al caso de que las cuestiones civiles se hallen tan íntimamente 
ligadas al hecho punible que sea racionalmente imposible su separación: 

Resultando que instruida la representación de Doña Teresa Santos de 
Lamadrid y Ribalta, en concepto de recurrida, como heredera de D. To- 
A Ribalta, se opone á la admisión del recurso, por fundarse en hechos 

que no constan en el auto recurrido, y no autorizar las infracciones que se 
alegan los artículos citados ni otro alguno, así como el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que los recursos de casación por infracción de ley quese 
fundan en el núm. 8.0 del art. 848 de la de Enjuiciamiento criminal han 
de interponerse contra autos definitivos, respecto de los cuales se otorgue 
expresamente dicho recurso, y como no es de esta clase aquel en que se 
deniega en un sumario la admisión de una supuesta cuestión prejudicial, 
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ya que nada se dispone contra el mismo en el capítulo 2.0 de la mencio- 
nada ley procesal, que trata de esas cuestiones, el recurso de Planas y So- 
cías no puede discutirse y es inadmisible; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
sión del recurso de casación interpuesto contra el auto pronunciado por la 
Sala de Jo criminal de la Audiencia de Barcelona, á nombre de D. Ramón 
Planas Socías, á quien condenamos en las costas y á la pérdida del depó- 
sito constituído, al cual se dará la inversión correspondiente; comuníquese 
esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. —(Semten- 
cia publicada en 3 de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 13 de Octu- 
bre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (3 de Abril de 1893).—Sala segunda.—Sustrae- 
ción de aguas públicas.—No ha lugar al interpuesto por el Ayuntamiento 
de Igualada (Audiencia de Barcelona), y se resuelve: 

no procede el recurso de casación por infracción de ley contra los aw- 
tos de sobreseimiento libre, cuando el Tribunal a quo no acordó el procesa- 
miento de persona alguna, sin cuyo pronunciamiento previo no puede acor - 
darse la apertura del juicio oral. 


En la villa y corte de Madrid, á 3 de Abril de 1893, en el recurso de ca- 
eación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Ayun- 
tamiento de Igualada contra auto de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Barcelona, en causa instruída en el Juzgado de Igualada por sus- 
tracción de aguas públicas: 

Resultando que el expresado auto, dictado en 21 de Diciembre último, 
contiene los siguientes resultandos: 

Primero. Que en 10 de Agosto último el Ayuntamiento de Igualada 
dedujo querella denunciando que el vecino José Valls y Cartelltort sus 
traía aguas públicas por medio de una cañiería que empalmaba con la del 
Ayuntamiento para conducir el agua sobrante de una fuente pública 4 un 
Aabrevadero, ó instruídas diligencias aparece que José Valls poseía la casa 
que compraron sus antepasados con la mina de agua, la cual mina, según 
dictsmen pericial, contaba una existencia de más de cuarenta años: 

Segundo. Que terminado el sumario sin dirigir el procesamiento con- 
tra persona determinada, el Ministerio fiscal ha pedido en el acto de la. 
vista el sobreseimiento libre, y la acusación particular solicitó la apertura 
del juicio oral: 

Resultando que la Sala de lo criminal estimó que la posesión de las 
aguas durante un largo período de tiempo por el denunciado, sin que 
fuera él quien mandase construir la mina ó cafiería para su conducción, 
excluye la idea de criminalidad por sa parte, y por ello, y no poder abrirse 
el juicio oral euando no hay procesado, sobreseyó libremente en la causa, 
declarando de oficio las costas: 

Resaltando que contra ese auto ha interpuesto el Ayuntamiento de 
Igualada, como parte querellante, recurso de casación por infracción de ley, 
autorizado por los artículos 848, núm. 4.*, y 852 de la ley de Enjuiciamiento 
eriminal, citando como intringidos los artículos 1.9, 13, núm. 1.0, y 530, 
núm. 1.9, del Código penal, y el 384 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, porque la apropiación de aguas sin la voluntad de su dueño no 
puede ser más voluntaria y está comprendida en la denominación de hurto, 
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que no ha prescrito, puesto que ha estado oculto hasta reciente fecha, y 
porque existiendo indicaciones racionales de criminalidad contra D. José 
Valls, no se le ha procesado, á pesar de solicitarlo la parte querellante: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal 4 la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que no hahiendo encontrado méritos el Tribunal a quo 
para acordar el procesamiento del denunciado Valls, en uso de sa exolu- 
siva competencia, no procede la apertura del juicio oral, según tiene esta 
Sala repetidamente declarado, y que por lo tanto el recurso es inadmi- 
sible; 

Fallamcs que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley interpuesto 4 nombre 
del Ayuntamiento de Igualada contra el auto de la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de Barcelona, condenándole en las costas y á la pérdida 
del depósito de 1.000 pesetas, que ha constituído, al que se dará la aplica- 
ción correspondiente; y comuníquese esta decisión al Tribunal senteucia- 
dor á los efectos procedentes. — (Sentencia publicada el 3 de Abril de 1693, 
6 inserta en la (faceta de 13 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1893).—Sala segunda.— Hurto. 
-—No ha lugar al interpuesto por Joaquín García Ballesteros y Jou6 He- 
rrero (Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que al interponer ante el Tribunal Supremo el recurso de casación per 
infracción de ley, es indispensable citar la disposición legal que se supone ún- 
_ Jringida, sin cuyo requisito es inadmisible el recurso, conforme lo ordena el 
párrafo primero del art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á $ de Abril de 1893, en los recursos de 
casación por infracción de ley que ante Nos penden, interpuestos por Joa- 
quín García Ballesteros y José Herrero Solar contra sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en causa seguida á los mismos. 
en el Juzgado de instrucción de Chelva, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 13 de Diciembre ú!- 
timo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

- Primero. Que por escritura de 29 de Enero de 1881, el Juez de primera 
instancia del distrito del Mercado, de esta capital, en nombre de la Na- 
ción, vendió á D. Gil Roger Duval un campo de 720 hectáreas 42 centiá- 
ress de tierra de secano en la partida de Los Llanos, del término de la 
Jera, procedente de los propios de dicho pueblo, dividido en varios peda- 
zos, en su mayor parte incultos y con pequeños lotes roturados, dedica- 
dos unos á tierras de pan llevar y algunos á plantaciones de viñedos, cuya. 
finca se hallaba atravesada por varios caminos y lindaba con terrenos que 
pertenecían á la propiedad particular, que quedó obligado á respetar el 
comprador, así como las servidumbres que constituían los caminos expre- 
sados, habiendo sido con posterioridad deslindada la mencionada finca; 
que cuando ésta pertenecía á los propietarios del pueblo de la Jera, el 
Ayuntamiento cedía varios trozos en cultivo á los vecinos mediante el 
pago de cierto canon, recogiendo aquéllos sus frutos, y desde que la com- 
pró D. Gil Roger, también por cesión de éste se había seguido cultivando 
en la propia forma, siendo uno de los que habían cultivado algunos trozos 
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Joaquín García Ballesteros y Josó Herrero Solar; y que éstos, en 14 de 
Octubre de 1891, cuando ya hacía algún tiempo que había dejado de cnlti- 
var en el panto denominado La Jarilla, enclavada en la finca Los Llanos, 
haciéndolo el encargado de D. Gil Rogel, y no pagaban por consiguiente 
merced alguna, cogieron de dicho punto el García 17 arrobas de uva y el 
Herrero 41, tasadas en 62 cóntimos de peseta cada arroba, siendo sorpren- 
didos con dicho fruto, que les fué ocupado y entregado al representante 
de su dueño por la Guardia civil; hechos que se declaran probados: 

Segundo. Asimismo probado que el Joaquín García ha sido antes con- 
denado por delito de hurto á las penas de arresto mayor y el José He- 
rrero por disparo y lesiones á la de prisión correccional: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que los hechos declarados 
probados constituían dos delitos de hurto de uvas, uno en cantidad me- 
nor de 20 pesetas y otro en cantidad mayor de 20 y menor de 100; que del 
primero era autor Joaquín García Ballesteros, y del segundo Jusé Herrero 
Solar, sin circunstancias modificativas de su responsabilidad, y condenó 


á Ballesteros en la pena correspondiente y á Herrero á dos meses y un. 


día de arresto mayor, accesorias y mitad de costas: 

Resultando que contra esa sentencia han interpuesto Joaquín García 
Ballesteros y José Herrero Solar recurso de casación por infracción de loy, 
autorizado el del áltimo por el núm. 3.9 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, apoyándose en que, por la ambigiúedad de la sentencia, 
se comprende que el hurto de uvas no debió consumarse y ha de conside- 
rarse frustrado, alegación que no se apoya en la cita del artículo ó artíca- 
los que considera infringidos: 

Resultando que celebrada vista sobre admisión de dichos recursos, 
tuvo efecto con asistencia de las partes. 

Vistos, siendo Ponente el Sr. Presidente de la Sala, D. Miguel de Cas- 


Considerando que al interponer un recurso de casación por infracción 
de ley, es indispensable citar la que se supone infringida, según ordena 
la de Enjuiciamiento criminal en el párrafo primero del art, 874: 

Considerando que la omisión de este requisito esencial determina la 
inadmisibilidad del recurso, y que en ella ha incurrido la representación 
del procesado Herrero; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por José Herrero Solar contra la citada sen- 
tencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, condeván- 
dole en las costas al mismo correspondientes, y al pago de 125 pesetas 
para cuando mejore de fortuna, en equivalencia del depósito que ha de- 
jado de constituir; lo que á sa tiempo se comunique al Tribunal senten- 
ciador; y en cuanto al recurso de Joaquín García Ballesteros, admitido y 
concluso para la vista—(Sentencia publicada en 3 de Abril de 1893, é in- 
eerta en la Gaceta de 13 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (5 de Abril de 1843).—Sala segunda. — Disparo 
y lesiones. —No ha lugar al interpuesto por Antonio González Gurrido 
(Audiencia de Málaga), y se resuelve: e e 

Que conforme al art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en Ta 
; ición del recurso de casación por infracción de ley han de corsty- 
maros en párrafos numerados, de modo claro y conciso, los fundamentos que 
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sirvan de apoyo á las infracciones alegadas, sin que sea bastante limitarse á 
la cita de los textos legales, y menos cuando éstos no se apoyan en los hechos 
que como ciertos admile el Tribunal sentenciador. 


En la villa y corte de Madrid, á 5 de Abril de 1893, en los recursos de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuestos por el 
Ministerio fiecal y Antonio González Garrido, contra sentencia de la An- 
diencia provincial de Málaga, en causa procedente del Juzgado de ins- 
trucción de Ronda, seguida al González por disparo de arma de fuego y 
lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 31 de Octubre último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Que en la mafiana del 2 de Euero último, Antonio Gonzá- 
lez Garrido, guarda jurado del cortijo denominado el Turco, encontró den- 
tro del terreno que guardaba las cabras que apacentaba el pastor Juan 
Flores Moreno, con quien ya anteriormente había tenido cuestiones por 
igual motivo, y como el Flores se negara á entregarle una prenda, para 
con ella fundar la denuncia, tuvieron un altercado, del cual resultó que el 
guarda González disparó al Flores una escopeta que llevaba cargada con 
munición menuda, ocasionando al repetido Flores lesiones en el pecho, 
causadas con los perdigones, de las que curó á los veintiocho días, sin 
quedarle deformidad; hechos probados: + 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
chos constituyen un doble delito de disparo de arma de fuego y lesiones 
menos graves, de los que es autor Antonio González Garrido, con la cir- 
cunstancia atenuante de arrebato y obcecación, le condenó á la pena de 
un afñio, ocho meses y veintiún días de prisión correccional, accesorias, 
indemnización y costas: 

Resultando que el Ministerio fiscal ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, autorizado por el núm. 6.0 del art. 849 de la de En- 
jaiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 43%, 433, 90, 
83 y demás concordantes del Código penal, porque tratándose de dos de- 
litos ejecutados en un solo acto, ha debido imponerse la pena del más 
grave en su grado máximo, con arreglo al precepto del citado art. 90: 

Resultando que el procesado ha interpuesto igual recurso, autorizado 
por el art. 849, caso 1,9, de la de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infringidos los artículos 1.0 y 8.9, casos 8.0 y 11 del Código pénal, porque 
sa reputa como voluntario un acto que no lo es, y porque no se aprecia 
ninguna de las circunstancias citadas: 

Resultando que la representación del procesado se opone á la admi.- 
sión del recurso del Ministerio fiscal, porque la sentencia está ajustada á 
las prescripciones legales, y no ha cometido las infracciones que alega, y 
á su vez el Ministerio fiscal se opone á la del interpuesto por González, 
porque con respecto al primer motivo no reconoce como base los hechos 
probados, y en cuanto al segundo, aun cuando se comprende que la cues- 
tión que quiere plantearse es la de exención de responsabilidad, no ex- 
pone razón alguna, ni fundamenta, como es necesario en casación, los 
motivos alegados, limitándose á la cita de los textos legales que considera 
infringidos. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que es requisito indispensable, según el art. 874 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, que en la interposición del recurso de ve- 
sación por infracción de ley ee consignen en párrafos numerados con Ja 
mayor concisión y claridad los fundamentos que sirvan de apoyo á las 
infracciones alegadas, y que en el interpuesto 4 nombre de Antonio Gon- 
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zález Garrido se ha faltado á esta terminante prescripción, limitándose á 
. la cita de los textos legales que no encuentran base ni apoyo en los he- 
chos declarados probados por el Tribunal sentenciador en el fallo recu- 
rrido, defectos que impiden la admisión de dicho recurso; 

Faliamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por Antonio González Garrido, al que con- 
denamos en las costas, comunicándose á su tiempo esta resolución al Tri- 
bunal sentenciador á los efectos procedentes, y respecto al recurso del 
Ministerio fiscal, admitido y concluso para la vista. —(Sentencia publicada 
en EN Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 13 de Octubre del mismo 
año.) . 
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RECURSO DE CASACIÓN (5 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Lesiones, — 
No ha lugar al recurso interpuesto por Casta Blas Serrano (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

Que cuando el recurso de casación se funda en el núm. 3.0 del art. 849 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, sólo puede ser discutido en casación si el 
delito ha sido bien ó mal calificado, pues para la estimación procedente ó im 
procedente de circunstancias modificativas de la criminalidad, debe citarse el 
núms. 5.2 de aquel artículo, sin cuya formalidad existe en la interposición del 
recurso un defecto sustancial que impide sea admitido, por no ajustarse á lo 
dispuesto en el art. 874 de la repetida ley de Enjuiciamiento. 


En la villa y corte de Madrid, á 5 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Casta 
Blas Serrano contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de 
la Audiencia de Madrid, en causa por lesiones: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia eu 
26 de Diciembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando probado que en el día 27 de Mayo próximo pasado, Hilaria 
Mínguez, que tenía aversión á Casta Blas Serrano porque su hermana le 
había criado mal un bijo, la dirigió palabras insultantes al encontrarla en 
Ja calle del Mesón de Paredes, por lo que, exasperada la segunda, se agarró 
á la primera, la golpeó y la derribó al suelo, causándola lesiones en la ro- 
dilla y en el codo, que hicieron necesaria la asistencia facultativa durante 
diez días: 

Resultando que la Sección segunda de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen un delito 
de lesiones menos graves, previsto en el art. 433 del Código, del que es 
responsable en concepto de autor Casta Blas Serrano, con la circunstancia 
atenuante séptime del art, 9.0 del mismo; y vistos los artículos citados y 
demás concordantes de aplicación, condenó á dicha autora á la pena de un 
mes y un día de arresto mayor con sus accesorias compatibles, 18 pesetas 
«le indemnización, con el apremio personal en su caso, y al pago de las 
costas, siéndole de abono la mitad del tiempo de prisión sufrida: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicha penada, que se ha autorizado por 
los artículos de la ley de Eujuiciamiento criminal 848 y 849, núm. 3.0, ci- 
tando como infringidos: 

1.0 El art. 9.0 del Código penal, en sus circunstancias 4.2, 7,4 y 3,2, en 
cuanto á la primera y última no se han estimado por la Sala: 
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2.0 El art, 82 en su núm, 5.0, como consecuencia de la anterior infrae- 
ción. 

Visto, siendo Pouente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que fundado el recurso de casación admitido por Casta 
Blas Serrano en el núm. 3.9 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento erimi- 
mal, sólo podría discutirse por virtud del mismo si el delito por el que se 
la condena está bien ó mal calificado; pero no si en su favor, según se pre- 
tende, deben estimarse cireunstancias modificativas de la penalidad, por- 
que para sostener esta tesis debió citarse el núm. 5.0 de dicho artículo, «le- 
fecto sustancial que impide el que se admita semejante recurso, porque no 
se ajuata á lo prescrito en el art. 874 de la mencionada ley, ni á lo 
constante y repstidamente por esta Sala en casos análogos: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi. 
sión del recurso de casación interpuesto contra la sentencia pronuneia- 
da por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, á nombre de Cas- 
ta Blas Serrano, á quien condenamos en las costas, y al pago, si mejorase 
de fortuna, de 126 pesetas, por razón de depósito, que no ha constituído: 
comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos opor: 
tunos. —(Sentencia publicada en 5 de Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta 
de 13 de Octubre del mismo año.) 


126 


RECURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1898).—Sala segunda.— Desacato. 
-—No ha lugar al interpuesto por Victorio Gómez González (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso de casación por infracción de ley, cuando 
los razonamientos en que se funda no tienen apoyo en la sentencia recurrida, 
sino en meras suposiciones; pues sólo los hechos admitidos como probados por 
da Sala sentenciadora constituyen la verdad legal resultante de la apreciación 
de la prueba, y á aguéllos ha de referirse precisamenie la demostrarión de los 
bl ai legales que se atribuyen á las resoluciones judiciales 
reclamadas. 


En la villa y corte de Madrid, á 5 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Vieto- 
rio Gómez González contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 4u- 
diencia de esta corte, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrue- 
ción de Getafe por desacato á la Autoridad: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 5 de Diciembre di- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que en la noche del Y de Marzo último, el Alcalde 
del pueblo de San Martín de la Vega mandó salir del local donde ne cele 
braba un baile á Victorio Gómez González, que estaba óbrio é incomodaba 
á los concurrentes, y al salir dicho Gómez se dirigió á su casa, cogió una 
escopeta que usaba sin licencia, la disparó al aire sin producir alarma, y 
dirigióndose en busca del Alcalde le insultó al encontrarle, llamándole co- 
chino y ladrón, y si bien dicha Autoridad logró quitarle la escopeta y ocu- 
parle más tarde un cuchillo que también llevaba, no consiguió detenerlo 
porque apeló á la fuga: : 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos como 
constitutivos de un delito de desacato, previsto en los párrafos segundos 
de los artículos 266 y 267 del Código penal, de que era autor el p 
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“Victorio Gómez Gonzáles, con la cireunstancia atenuante de embriaguez, 
y le condenó á seis meses y un día de prisión correccional, accesorias, 
mnlta de 150 pesetas y costas; y además á la multa de 16 pesetas por la 
fsita incidental de uso de ármas sin licencia: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Victorio Gómez 
-secorso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.* del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el 
art. 266 del Códixo penal, que no ha debido aplicarse, en sa opinión, por 
enanto la Autoridad que se supone injuriada no se hallaba en el ejercicio 
de sns funciones, sino qne acudió al baile como un convidado particular, 
sin bastón ni insignia alguna y como amigo íntimo del recurrente, y que 
no obró como Autoridad cuando pidió la escopeta al procesado y éste le 
iusn!tó, hnyendo despnés: 

R-sultando que el Mibisterio fiscal se opuso por escrito á la admisión 
del recurso, habiendo sostenida su oposición oralmente. 

Visto, siendo Ponente e! Magistrado D. Lnis Lamas: 

Cansiderando que los razonamientos en qne funda el recurso la defensa 
de Viriorio Gámez no tienen apoyo en la sentencia reclamada, pues en 
ella nada se dice respecto á que el Alcalde desacatado estaba en el baile 
como particular convidado; qne no llevaba bastón, ni siquiera insignia 
alguna; que no invocó su carácter de Autoridad, y que entre el procesado 
y aquél -xistieran relaciones de franca amistad, supuestos arbitrarios qne 
hace dicha defensa para demostrar que los hechos imputados á su defen- 
dida no son punibles: 

Considerando que los recursos de casación no pueden fundamentarso 
en meras suposiciones, sino exclusivamente en los hechos declarados pro- 
bados en las sentencias cuya anulación se pretende, porque tan sólo á 
aquéllos, que son Jos qne constitnyen la verdad legal resultante de la 
apreciación de las pruebas, han de referirse las demostraciones de los 
errores 6 infracciones legales que se atribuyen á las resoluciones judicia- 
des rerlamalas: 

Considerando que por tan poderosa razón el recurso presente es in. 
admisible, presto qne adolece del defecto sustancial indicado; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Ingar á la admi. 
sión del recurso de casación interpuesto á nombre de Victorio Gómex 
Gunzá'ez contra la sentencia dictada en 5 «de Diciembre último por la Sec- 
ción segunda de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte, con- 
denándule en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, 
£uantlo mejore de fortuna; lo que se comunique al Tribanal sentenciador 
4 los ufectos procedentes. —(Sentencia publicada en 5 de Abril de 1893, 6 
Ánserta en la Gaceta de 13 de Octubre del mismo afío.) 
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RxCURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1893).—Sala tercera. — Lesiones. 
-——Ha lugar, en parte, al interpuesto por Francisco Ferreñ Pedreira (Au- 
lencia de la Coruña), y se resuelve: 

Que reproduci-lla por la defensa en eu escrito de calificación la prueba 
Propuesta por el Fiscal, y admitida por la Sula, debió practicarse oportuna 
mente, sin que á ello obutuse la renuncia hecha por aquél, ni la frase consig- 
sala por la defensa de reproducirla al efecto de ser intervenida, frase inefi- 
eng, purstu que aun sin que se exprese, tiene la parte la intervención en la 
Prucha contraria, debiendo estarse al sentido y significado de la repruducción 
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de la prueba, que no es otro Herald ad tire ue, renúnciese ó no 
por quien la propuso, incurrundo al denegarla el Tribuual, una ves consig- 
sada la protesta, en el quebrantamiento de forma, comprendido en el núme- 
ro 1.9, art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 


no se incurre en el qe rantamiento de forma señalado en el caso se-- 
y 


gunda el art. 912 de dicha ley de Enjuiciamiento, cuando se pena en la sen- 
tencia el mismo delito motivo de la causa. j 


En la villa y corte de Madrid, á 5 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Francisco Ferreño Pedreira contra la sentencia dictada por la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de la Corafia, en la causa seguida al mismo y 
otro en el Juzgado de instrucción de aquel partido, por lesiones ménos 


graves: 

Resultando que en la tarde del 29 de Mayo de 1892 se promovió cues- 
tión entre Manuel Martínez Seoane y Gabriel Mateos Ballado, de sesenta 
y ocho añios, dependiente de consumos, sobre si éste tenía ó no derecho á 
atravesar una finca del primero en el lugar de Santa Margarita, cercano á 
la Corufía, con cuyo motivo se agarraron y cayeron al suelo, acudiendo á 
los gritos que daba el segundo el cabo del resguardo Francisco Ferrefio 
Pedreira, quien, con un estoque ú otro instrumento semejante, infirió á 
Martinez dos lesiones leves en los dedos medio derecho y pulgar izquier- 
do, que no exigieron asistencia facultativa, 6 instantáneamente después 
el citado Ferreño trató de apoderarse de nna pistola perteneciente 4 Ma- 
teos, que se hallaba en manos de Martínez, cuando ambos estaban de pió, 
disparándose dicha arma en la lucha; y así que Ferreño se apoderó de 
ella, golpeó en la cabeza con la misma al propio Martínez, causándole una 
herida contusa en la parte posterior, para cuya curación necesitó asisten- 
cia facultativa hasta el 18 de Junio siguiente, durante cuyo período de 
veinte días estavo imposibilitado para el trabajo. 

Resultando que formado sumario por el Juez de instrucción de la Co- 
ruña contra los expresados Gabriel Mateos y Francisco Ferreño, y abierto 
el juicio oral, el Ministerio fiscal, al formular las conclusiónes provisio- 
nales, calificó los hechos como constitutivos de un delito de lesiones me- 
nos graves, del que aparecían autores ambos procesados, sin circunstan- 
cias atenuantes ni agravantes, procediendo imponer á cada uno dos meses 
y un día de arresto mayor, indemnización mancomunada de 40 pesetas al 
ofendido y parte de costas, proponiendo por otrosí la prueba que creyó 
conducente, entre ella, la de testigos, acompañando lista de ocho: 

Resultando que la defensa de los procesados, al evacuar el traslado de 
las anteriores conclusiones, sostuvo que no existía ningaua clase de de- 
lito imputable á los mismos, y si, por el contrario, uno de atentado á mano 
armada, perfectamente definido, cometido por Manuel Martínez, pues 
aquéllos no hicieron más que defenderse de una agresión violenta é in- 
justa cuando se hallaban cumpliendo con su deber y en el ejercicio de sus 
funciones como empleados del resguardo, y, por tanto, con el carácter de 
agentes de la Autoridad, procediendo su absolución; y en cuanto á la 
prueba, reprodujo la propuesta por el Ministerio fiscal, con el in único 
de intervenir en ella, ampliándola con otras documenta! y pericial en los 
términos que manifestó: 

Resaltando que admitidas como pertinentes por la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de la Coruña todas las pruebas propuestas, y celebrado 
el juicio oral, aparece del acta de la sesión del mismo que, examinados 
como testigos el lesionado Manuel Martínez y otros dos de la lista que 
presentó el Ministerio fiscal, y llamados los restantes, antes de compare- 
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eer cada uno de ellos, manifestó aquél que renunciaba á su examen, en 
vista de lo que el defensor pidió que, siendo suya también la prueba pro- 
puesta por el citado Ministerio, se leyesen las declaraciones sumariales 
de dichos testigos ó se acordara el examen de los mismos, pretensión que 
desestimó el Tribunal, porque si bien la defensa reprodajo la prueba pro- 
puesta por la acusación pública, lo hiso para el solo efecto de intervenir 
en ella, contra cuya negativa el Letrado formuló protesta, que se mandó 
consignar: 

Rosultando que la mencionada Sala de lo criminal de la Audiencia de 
la Coraña, por sentencia de 31 de Diciembre de 1892, calificó los hechos 
como constititutivos de un delito de lesiones menos graves, del que fué 
autor único Francisco Ferreñio Pedreira, el cual no obró en defensa de su 
persona ú de sa derecho, ni tampoco en la de Gabriel Mateos, puesto que 
la herida causada á Martinez en la cabeza, que era la que constituía el 
delito, se la infrió cuando aquél no luchaba ya con Mateos, y se hallaba 
completamente desarmado por haberse apoderado Ferrefio de la pistola 
que el lesionado había quitado en la brega al repetido Martínez, siendo de 
apreciar en favor de dicho procesado la circunstancia atenuante de haber 
obrado con arrebato y obcecación, 7.* del art. 9.* del Código penal, porque 
acometió y ofendió á Martínez irritado al ver rodar por el suelo á un de- 
pendiente del Cuerpo de que él era cabo, y persona deedad bastante avan- 
sada, y en sa consecuencia, condenó al expresado Ferrefío en un mes y 
un día de arresto mayor, accesoria, indemnización de 40 pesetas 4 Marti. 
nez y parte de costas, y absolvió á Gabriel Urbano Martínes Ballado por 
no haber tenido participación en dicho delito, declarando de oficio las 
costas restantes: 

Resaltando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de 
Francieco Ferrefio recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
anunciando al mismo tiempo el de infracción de ley, autorizado aquél 
por los números 1.* del art. 911 y 2.0 del 912 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, porque propuesta por el Ministerio fiscal en el escrito de califi- 
cación la prueba de testigos, fué reprodacida ésta por la defensa, pero en 
el acto del juicio sólo se recibieron los testigos que convenían á la acusa - 
ción, prescindiéndose de los demás que interesaban á aquélla, á pesar de 
las reclamaciones y protestas del Letrado, sólo porque el Fiscal renunció 
á los testigos restantes, algunos de los cuales eran importantísimos para 
esclarecer la verdad, con lo cual se denegó una diligencia de prueba pro- 
puesta en tiempo y forma por las partes y considerada pertinente, y que 
no se hacía mención en la sentencia del punto esencial propuesto por la 
defensa en sus conclusiones provisionales y debatido en el juicio, de que 
el hecho, lejos de ser ua delito de lesiones cometido por los procesados, 
constituía el de atentado á mano armada, ejecutado por el lesionado con- 
tra los mismos, y presentando la cuestión en diferente aspecto, porque de- 
mostraba que el saopuesto ofendido era el verdadero ofensor, no fué re- 
suelta en los hechos ni en las consideraciones de aquel fallo: 

Resultando que admitido por la Sala sentenciadora el recurso por que- 
brantamiento de forma, elevó á este Tribanal Supremo la causa original, 
con citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, sieudo Ponente el Magistrado D. Francisco Toda: 

Considerando que reproducida por la defensa en su escrito de califica- 
ción la prueba propuesta por el Ministerio fiecal, y admitida por el Tribu- 
nal, debió practicarse oportunamente, sin que á ello obstara la renuncia 
hecha por aquél, ni la frase consignada por la defensa de reproducirla 
al efecto de ser intervenida, frase ineficaz, puesto que aun sin que se ex- 
preso tiene la intervención en la prueba contraria, debiendo estarse al 
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sontido y significado de la reproducción de la prueba, que no es otro que 
el derecho á que se practique, renúnciese ó no por el que la propuso; y 
que, por tanto, al denegarse por el Tribunal en la forma que lo hizo, y 
hecha en tiempo la protestas, está el caso comprendido en el núm. 1.0 del 
art. 411 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Considerando, respecto al seguudo motivo, que seguida la causa por 
el delito de lesiones, penado en la sentencia, no se ha incurrido en la fal- 
ta comprendida en el núm. 2.0 del art. 912 de la citada ley: 

Fallamos qne debemos declarar y declaramos haber lugar por el pri- 
mero de los motivos alegados, y no haber lugar por el segundo, al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por Francisco Fe. 
rreño Pedreira cuntra la sentencia expresada de la Sala de lo criminal de 
la Audiencia de la Couraufia, la cual casamos y anulamos; y con certifica- 
ción de la presente devuélvase la causa para que, repoviéndola al estado 
que tenía cuando se cometió la falta que ha motivado la casación, proceda 
con arreglo á derecho, y nuevamente determine. —(Sentencia publicada 
en 5 de ll de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 17 de Octubre del mis- 
mo afio. 
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RECUR30 DE CASACIÓN (6 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Lesiones. 
Ha lugar al interpuesto por Eustasio Martín del Valle (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: 

we admitiendo como fundamentos los hechos probados de la sentencia 
recurrida, usa del derecho de defensa de su persona, quien, para rechazar una 
agresión violenta y armada, infiere con sólu las manos y la , Y desprovisto 
de armas, lesiones menos graves al agresor, si lejos de provocar por su parte 
el suceso se vió artera y súbitamente acometico; sin que pueda dectrse resultase 


exceso en la defensa, pues aunque guien acometía fué despojado del estoque 


con que había lesio á su contrario, no consta hubiese sulución de continut- 
dad entre uno y otro acto; y rechazándose, finalmente, la agresión de wn modo 
adecuado, pues aun sin armas, podía creer el que se vió acometido que el 


agrenor persistiese en su actitud agresiva; concurrieron de modo evidente to- : 


das las circunstancias que integran la eximente 4.2 del núm. 4.9, art. 8.* del 
Código penal. : 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Abril de 1893, en el recurs, de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Eus- 
tasio Martín del Valle contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencía de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instrucción 
del distrito del Norte, seguida al mismo y otro por lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 5 de Enero último, 
contiene los siguientes: 

Primero. Probado que á la una del día 16 de Mayo del afio próximo 
pasado, las vecinas de la casa núm. 17 de la calle de Panaderos, Francisca 
Méndez y Guadalupe Cuadrado, tuvieron cuestión de palabras por si la 
hija de una escuopía á la de otra, interviniendo para separarlas Eustasio 
Martín 'del Valle, marido de la primera; y marchándose la Guadalupe'á 
decir á un guardia de seguridad que la habían maltratado, sé presentó 
óste en el taller de cerrajero del Eustasio, y cuando ambos hablaban sobre 
lo ocurrido entre las mujeres, llexó Santiago Mofñiibas Durango, que vivía 
maritalmente con la Guadalupe, y colocándose detrás del guardia, alargó 
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el brazo armado de un estoque 6 infirió al Eustasio Martín dos heridas, 
una en la parte media de la región pertoral derecha, otra en la parte me- 
día del borde anterior de la axila, y una puntura en la parte anterosupe- 
rior 4 interna del brazo derecho, y agarrándose ambos, después de haber 
el guardia de seguridad quitado el estoque al Moñibas, cayeron al suelo, 
y el Eustasio Martín causó al repetido Moñibas erosiones en el lado dere- 
cho de la cara, párpado inferior y pabellón de la oreja izquierda y morde- 
dura en la piel de la tercera falange del dedo mefiique izquierdo, con aval- 
sión de la uña, necesitando ambos lesionados asistencia facultativa, con 
impedimento para trabajar hasta el día 12 de Junio siguiente, en que que- 
daron curados sin resultado n!terlor: 

Segundo. Probado que la Guadalupe Cuadrado y la Francisca Méndez 
sufrieron contusiones y lesiones que no necesitaron asistencia: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen dos delitos de lesiones menos graves, siendo autores de cada 
ano de ellos los procesados Santiago Muñibas y Eustasio Martín del 
Valle, y que en la ejecución del cometido por ¿ste es de apreciarse la cir- 
cunetancia atenuante 1.2 del art, 9.0 del Código, por haber sido agredido 
por el Santiago, condenó á éste á tres meses de arresto mayor y al Eusta- 
sio á uno y un día de igual arresto, con las accesorias ambos, á que se in- 
demnicen mutuamente y en las costas: 

Resultando que el procesado Martín del Valle ha interpuesto reeurso 
de casución por infracción de ley, autorizado por los números 1.9, 5,0 y 
Pe del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infrin- 
gidos: 

1.0 La circunstancia eximente 4.2 del art. 8.0 del Código penal, con 
todos sus requisitos, por no haberse aplicado: 

2.0 La misma circunstancia, en relación con la 1.2 del art. 9.0 y con el 
art. 87, si no se estimara que concurre el requisito de la racionalidad del 
medio empleado: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal coadyuvó el 


recurso. 
Visto, slendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 
Considerando que no delinque, y por lo tanto está exento de respon- 
sabilidad criminal, el que en el caso del núm. 4.0 del art. 8.0 del Código 
obra en defensa de su persona ó derechos, si concurren todas las circuns- 
tancias expresadas en dicho número, y según los hechos declarados pro- 
bajos en la sentencia reclamada, no cabe duda que al inferir Eustasio - 
Martín con sólo las manos y la bora, desprovisto de toda clase de armas, 
lesiones menos graves á Santiago Moñiibas, lo hizo para rechazar la vio- 
lenta agresión armada de éste, sin que por su parte provcara el suceso, 
antes por el contrario, se vió artera y súbitamente agredido, sín que tam- 
o resulte acreditado exceso alguno en la defensa, porque si bien Mofñi.- 
as faó despojado del estoque con el que había ocasionado, tres lesiones 


-21 recurrente, no hubo, ó al menos no consta de la sentencia, solución de 


continuidad entre uno y otro acto, y rechazó, por lo tanto, de uu modo 
adecuado la agresión, que aun cuando ya sin armas podía racionalmente 
ereer que el agresor persistiese en ella, y al no estimarlo así la Sala sen- 
tenciadora, ha incurrido en error de derecho é infringido las disposiciones 
legales que se invocan por el recurrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sección tercera de la Bala de lo cri- 


'minal de la Audiencia de esta corte ha interpuesto Eustasio Martín del 


Valle, y en su consecuencia, casamos y anulamos dicha sentencia y decla- 
ramos las costas de oficio; comunfquese esta resolución y la que áÁ conti: 
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nuación se dicte á la expresada Sala 4 los efectos oportunos. (Sentencia 
publicada en 6 de Abril de 1898, 6 inserta en la Qaceta de 13 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1893).—Sala segunda.—LEstafa. — 
No ha luxar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Málaga), 
y se resuelve: , 

constituye el delito de estafa, definido en el núm. 5.0 del art. 548 del 
Códig»» penal, el hecho de apropiarse un comisionista de parte de las cantida- 
des recibidas del comitente para la compra de cojas de limones, no verificando, 
sin embargo, la totalidad de dicha compra, á pesar de haber recibido fondos 
con exceso, bajo pretextos inciertos, puesto que dicho comisionista remitió de 
su cuenta al extranjero gran número de cajas de aquel fruto, con lo cual dejó 
de cumplir la comisión y se apropió de las sumas á tal propósito recibidas del 
comitente. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Abril de 1893, en el recurso de 
caración por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nieterlo fiscal en beneficio de D. Juan Casermeiro Hidalgo contra la sen- 
tencia pronunciada por la Audiencia provincial de Málaga, en causa poz 
estafa: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
16 de Diciembre último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que por dos documentos privados de fecha 3 de Marzo de 
1891, D. Juan Casermeiro Hidalgo vendió á D. Juan 8. Macdongall 8.000 
medias cajas de naranja china y 5.000 de naranja agria al precio sobre va- 
gón en el puerto de Sevilla de 26 reales caja la primera y parte de la se- 
gunda, y al de 28 reales las restantes, obligándose Cagermeiro á enviárae 
las desde el 18 de Octubre hasta el 31 de Diciembre de aquel mismo año, 
y Macdoogall á pagarlas al terminar la entrega total, deduciendo entonces 
los adelantos y portes que el vendedor tuviera adeudados, así como la can- 
pra de 17.159 reales que había ya recibido; hechos que declaramos pro- 
-bados: 

Resultando que por carta de fecha 1.0 de Junio del citado afio, D. Juaa 
8. Macdongall dió encargo á D. Juan Casermiero de que comprase 23.500 
medias cajas de limones, contestándole óste desde Pizarra en 7 del mismo 
mes, que se hacía cargo de la compra y que creía que en breve la tendría 
realizada; hechos que igualmente declaramos probados: 

Resultando que con objeto de cumplir los referidos contratos, Caser- 
meiro, durante los meses de Mayo, Junio y Julio de dicho afio compró 4 
los dueños de varias huertas de Alora y de Pizarra el fruto pendiente de 
limón y de naranja, anticipándoles algunas cantidades de dinero, del que 
le iba remitiendo Macdonga!l, á cuyo efecto daba cuenta á éste de las corn- 
pras realizadas, enviándole algunos de los documentos justificativos de las 
mismas; hechos que también declaramos probados: - 

Resultando que desde el mes de Septiembre, en que comenzó la reco- 
lección del limón, hasta fin de Diciembre en que debía de estar concluida 
la entrega de la naranja, Casermeiro escribió diversas cartas á D. Juan 8, . 
Macdongall reclamándole fondos, y como éste al enviarlos le mostrase ex- 
trafieza por la lentitud con que se le remitían los frutos, aquél le coutes- 
taba unas veces que las grandes lluvias le impedían mandarlos con mayor 
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«celeridad, y otras que en las estaciones del ferroearril no le facilitaban el 
número de vagones necesários, apareciendo que no hizo por este motivo 
teclamación alguns, y en el tiempo que tales excusas daba efectuó embar- 
ques de naranjas y limones por sa cuenta en el puerto de esta ciudad para 
«diversas casas extranjeras en cantidad de unas 6 ó 7.000 cajas, llegando el 
.de Enero, en que se incoó la presente causa por virtud de querella de Mac- 
dongall, sin haber enviado á éste la totalidad del fruto que estaba obligado 
á remítirle, sin embargo de tener recibido con notable exceso el precio to- 
tal del mismo; hechos que también declaramos probados: 

Resultando que, según liquidación que aparece en el libro de cuentas 
-de Casermeiro, practicada de conformidad con él por un dependiente suyo, 
y aceptada en el acto del juicio oral por D. Rafael Oliva, con poder de Don 
8. Macdongall, aquél tenía recibidas de éste para compra de los referidos 
frutos 579.831 reales con 50 céntimos, y le había enviado 823 medias cajas 
de limones, 2.075 cuarterones del mismo fruto, 8.876 medias cajas de na- 
-ranja china y 3.167 de naranja agria, y consignándose, además, en la data 
de di.ha cuenta, la de 87,884 como bonificación, queda un saldo á favor de 
Macdongall de 174.230 reales con 50 céntimos; lo que igualmente declara- 

mos probado: 

Resultando que D. Eduardo Gálvez León, con conocimiento de los con- 
“tratos existentes entre Macdongall y Casermetro, intervino como corredor 
-€n los embarques de las 6 ó 7.000 cajas que óste hizo por su cuenta, y le 

facilitó la madera y papel necesario para llevarlos á efecto, no apareciendo, 
sin embargo, que obtuviese otra utilidad que el de los derechos correspon- 
dientes 4 la comisión que desempeñaba; y verificados dichos embarques 
-cuidaba de recoger los conocimientos que entregaba, unas veces á Caser- 
-meiro, y otras, por orden suya, á D. Jerónimo Díaz Navarro; hechos que 
asimismo declaramos probados: 

Resultando que D. Jerónimo Diaz Navarro, dedicado desde bastantes 
años úá la exportación de frutos para el extranjero, entregó á Casermeiro 
durante el año de 1891, diversas cantidades de dinero, á cuenta de las que 
-éste embarcaba, con arreglo al valor con que aparecían en los conocimien- 
tos que les eran entregados, sin que conste, ni se haya demostrado que 
obtuviese otro lucro más que el importe de los cambios en las plazas ex- 
tranjeras; hechos que también declaramos probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Málaga declaró que los he- 
chos probados conatituyen el delito de estafa, comprendido en el núm. 5. 
del art. 548, en relación con el 3.0 del 547 del Código, en cantidad de 43.572 
pesetas con 50 céntimos, del que es responsable, en concepto de autor, 
D. Juan Casermelro Hidalgo, sin circunstancias modificativas; y vistos los 
artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó á dicho au- 
tor á la pena de un afio y nueve meses de presidio correccional con sus 
accesorias, á que abone á D. Juan S. Macdongall 43,572 pesetas con 50 cén- 
«timos, con el apremio personal en sú caso, y al pago de una tercera parte 

«de costas, declarando de oficio las restantes con la absolución de los otros 
-encartados, y que 6e proceda á la averiguación de el hay falsedad en el 
documento privado, según sapone el procesado Casermeiro , con otras de- 
-Claraciones de ley: : 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Ministerio fiscal y de D. Juan Caser- 
meiro, habiéndose interpuesto por el primero autorizado por los artículos - 
347, 848 y 840, en su núm. 1.0, citahdo como infringidoe: 

10 El art. 1.0 del Código penal, por aplicación indebida, porque el he- 
<ho no constituye acción ú omisión penada por la ley, constituyendo úni. 
-¿amente un contrato civil: l 
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2.0 Los artículos 548, en su núm. 5.%, y 547, núm. 8.0, -también por apli.- 
cación indebida, y en relación con la anterior infracción: 

Reen!ltando que por parte de D. Juan Casermeiro se ba fundado el re- 
curso en el número de los artículos antes citados por el Ministerio fisca),,. 
alegando las mismas infracciones, por entender que en derecho sólu pue- - 
den derivarse acciones civiles. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Solís: 

Considerando que es un hecho declarado prubado en la sentencia re- 
clamada que D. Juan Caseymeiro Hidalgo recibió de D. Juan $. Macdun- 
gall la corvisión de adquirir para éste 3.000 medias cejas de limones, para 
cuyo encargo le fué entregado con exceso el importe tutal de la comisión, 
y sin embargo, bajo pretextos no ciertos, sólo lu hizo de 823 medias cajas- 
y 2.056 cuarterones, pudiendo verificarlo de la totalidad en razón á que 
por su cuenta remesó al extranjero gran número de cajas de este írut.; y 
como en Jogar de cumplir esta comisión se apropió de las cautidades xe- 
cibidae, según estima la sentencia, es indudable que cometió el delito de- 
estafa que define el núm. 5.0 del art. 648 del Código penal, cuyos hechos 
son losrelementos que caracterizan este delito: 

Considerándo que, de todos modos, fundado el recurso en el núm. 1.2 
del art. €49 de la ley de Enjuiciamiento criminal, bajo supuesto que k a 
hechos probados no constituyen delito, el recurso es improcedente, porgne 
sin género de duda son constitutivos de delito los referentes al contrato 
de comisión, aunque no tenga igoal carácter respecto al de compraventa. 
de naranjas á que se reflere el primer resultando: 

Considerando que, por lo expuesto, la Sala sentenciadora no incurrió 
en error de derecho, ni ha infringido las dispusiciones que se invocan «n 
el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Ingar á los re- 
cursos de casación interpuestos por el Ministerio fiscal y D. Juan Caser- 
meiro Hidalgo contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provincial. 
de Málaga, condenando al último al pago de las costas del suyo; cumuní- 
quese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunus.— 
(Sentencia publicada en 6 de Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 13 de- 
Octubre del mismo añio.) 


130 


RECURSO DE CASACIÓN (7 de Abril de 1393).—Sala segunda. — Dispareo- 
y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Eudaldo Poncio García (Au- 
diencia de Zamora), y se resuelve: 

Que estimada por el Tribunal sentenciador la circunstancia 7.2, art. 9.0- 
del Código penal, mediante haber obrado el cwlpuble con arrebato y : 
ocasionados por la provocación y desafio que le hiciera el ofendido, no es po- 
sible deducir de este hecho, único probado en la sentencia, otro motivo de ate- 
nuación que el indicado ó el que se expresa en la circunstancia d.a del propio- 
art. 9.0, pero nunca ámbas circunstancias, según lo ha resuelto la doctrina 
constante de la Sala de Casación al establecer que us hecho único no puere: 


ser generador de dos ó más distintos motivos de atenuación de la responsabi- 
lidad criminal. | 


En la villa y corte de Madrid, á 7 de Abril de 1893, en el recurso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Eu- - 
daldo Poncio García Fernández contra la sentencia pronunciada por la Au-— 
diencia provincial de Zamora, en causa por disparo y lesiones: 
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Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 27 de Octabre último, consignando los hechos en el siguiente: | 
Resoltando que la noche del 2 de Enero del corriente se encontraron 
en una de las calles de San Agustín de Campos los jóvenes Hilario Do- ' 
míngnez Merino y Eudaldo Poncio García Fernández, con Francisco San- 
tiago Rodríguez, y al dar los dos primeros las buenas noches al último, . 
éste replicó dirigiéndose al Eudaldo, «y á tí, ¿qué te importa que sean 
buenas ó malae?», con cuyo motivo se suscitó entre ambos una dispota,. 
éndose á las manos, y siendo separados por las personas que presencia- 
la cuestión; pero el Francisco desafió al Eudaldo y éste siguió á aquél, 
volviendo los dos á lnchar hasta ser de nuevo separados; repitió de nuevo 
el Francisco el desafío, y cnando se disponían á luchar por tercera vez, 
sacó el Eudaldo Punriv García una pistola, y con ella hizo un disparo con- 
tra eu contrincante, producióndole cen el proyectil una herida en la supra 
clavicular derecha, que exigió asistencia facultativa por espacio de diecí- 
ocho días; hechos que se declaran probados: 

Resujtando que la Audiencia provincial de Zamora declaró que los he- 
chos probados constituyen los delitos de disparo de arma de fuego contra 
persona determinada, y lesiones menos graves ejecutados en un solo acto,. 
definidos y penados en los artículos 423 y 438 del Código, del que es res- 
ponsable en concepto de autor Eudaldo Ponclo García Fernández, con la 
circunstancia atenuante 7.* del art. 9.0; y vistos los artículos citados, el 90 
y demás concordantes de aplicación, condenó á dicho autor á la pena de 
dos años, once meses y once días de prisión correccional con sus acceso- 
rias, indemnización de 18 pesetas y al pago de las costas, con el apremio. 
persona! en su caso: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de Jey por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
autorizado por el núm. 5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi.- 
nal, citaudo como infringidos el art, 9.0 del Código penal, circonstan- 
cia 4.2, por inaplicación, y el 82, regla 5.2, como consecuencia de la ante- 
rior infracción. 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el ' 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Solís; 

Considerando que estimada por el Tribunal a guo la circunstancia 7.8 
del art. 9.0 del Código, por haber obrado el recurrente Eudaldo Poncio 

con arrebato y obcecación, ocasionados por Ja provocación y desa- 
fío que le hiciera Francisco Santiago, no es posible de este mismo hecho, 
único probado en la sentencia, que pueda ser apreciado otro motivo de 
atenuación que la circunstancia 7.* ó la 4.8 del art, 9.9, pero nunca ambas 
circunstancias, por ser contraria esta pretensión á la ley y á la constante 
doctrina de esta Sala,.de que un sólo hecho no puede ser generador de dos : 
distintos motivos de atenuación de responsabilidad criminal: 

Considerando que resuelto el primer motivo en el sentido expresado, 
no hay para qué discutir el segundo referente á que debieran ser estima- 
das ambas circunstancias como muy cabficidas; 

Fallamos que debemos declarar y decizramos no haber lugar al recurso 
de casación interpuesto contra la sentencia pronunciada por la Audiencia 
provincial de Zamora, á nombre de Edualdo Poncio García Fervández, á 
quien condenamos en las costas, y al pago, si mejorase de fortuna, de 126 
pesetas, por razón de depósito, que no ha constituído como insolvente; co- 
muníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oporta- 
no0s.—(Sentencia publicada en 7 de Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta ' 
de 13 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (7 de Abril de 1899).—Sala sexunda.—Atenta- 
do.—No ha lugar al interpuesto por Santiago Suane de la Villa (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: 

Que constituye el delito de atentado el acto de acometer y lesionar á un 
peón conservador del Oanal de Isabel II, atendido el cargo que le había sido 
conferido por la Dirección de Obras públicas, y teniendo en cuenta, además, 
que se hallaba revestido de las insigntas de su cargo y en el ejercicio de ses 

funciones al ser agredido, puesto que cumplía con su deber al impedir la en- 
trada de un coche en sitio prohibido, según lo demostraba el rótulo oportuna- 
mente colocado; 

Que es inadmisible el recurso por infracción de ley cuando se apoya en el 
núm. 1.9 del art. 849 de la ley de Enjusciamiento criminal; referente al caso 
en que sean calificados Asis hechus como delitos ó faltas, no siéndolo, por 
su naturaleza, si el hecho procesal declarado probado en la sentencia recurri- 
da, ya que no delito, constituiría siempre una falta. 


En la villa y corte de Madrid, 4 Y de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Santia- 
.go Suane de la Villa contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Madrid, en causa por atentado: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
27 de Enero último, consignando Jos hechos en el siguiente: 

Resultando probado que en la mañana del 18 de Julio del año próximo 
pasado, Santiago Suane de la Villa penetró con el coche de punto que 
guiaba en un camino del Canal de Jsabel II, en cuya entrada existía un 
rótulo prohibiendo el paso de carruajes, y al verle el peón conservador de 
dicho Canal, Víctor Martínez, que llevaba puesta la gorra, distintivo de su 
cargo, que ejerce por nombramiento de la Dirección de Obras públicas, le 
intimó se retirara, parando el coche el conductor, bajándose los dos indí- 
viduós que iban en el coche, con los que tuvo algunas palabras por no 
-querer pagar; y poniéndose después de cobrar á apretar los tornittos de 
una rueda con una Jlave inglesa, por lo que el Martínez le amonestó para 
que se retirase, y contestando el Santiago Suane con palabras indecorósass, 
dió con la llave que tenía en la mano al Víctor Martínez, causándole una 
contusión en la región parietal izquierda, que curó sin necesidad de asis- 
tencia facultativa: 

Resultando que la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen un delito 
de atentado, definido y penado en el último párrafo del art. 264 del O6di- 
go, pues si bien no son agentes de la Autoridad los empleados en el Canal 
de Isabel II, son funcionarios públicos; y una falta incidental de lesiones, 
definida y penada en el núnm. 1.0 del art, 603 del Código penal; que de dicho 
delito y falta es responsable en concepto de autor Santiago Suane de la 
Villa, sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos citados y de- 
más concordantes. de aplicación, condenó á dicho autor por el delito de 
atentado á la pena de tres añios y cinco meses de prisión correccional, con 
sus accesorias, multa de 150 pesetas, con el apremio personal en su caso, 
y por la falta incidental de lesiones leves, á ocho días de arresto menor y 


de las costas, sirviéndole de abono la mitad del tiempo de prisión 
SBUirida: Í 
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Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del procesado, que se ha interpuesto auto- 
rizado por el núm. 1.0 del art, 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citan- 
do como infringidos: 

1.0 El art, 268 del Oódigo penal, por aplicación indebida, por no reunir 
el hecho ninguno de los caracteres que determina el delito de atentado: 

2.0 El 264, en relación con el 263, que-es el que define el delito que 

indebidamente se pena con la establecida en aquél: j 

3,0 El art. 416 de dicho Código, en cuanto se atribuye á Víctor Martí- 
nuez e! carácter de funcionario público: 

Resultando que en el acto de la vista faó impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que ya se conceptúe á Víctor Martínez como funcionario 
público ó agente de la Autoridad, cuyo carácter no puede desconocerse, 
atendido el cargo que le había side conferido de peón conservador del Ca- 
nal de Isabel Il por la Dirección de Obras públicas, el acto de ser agredido 
llevando las insignias que le daban á conocer como tal por el recurrente 
causándole una contusión en la región parietal izquierda, estando aquél 
ejerciendo sus funciones por haberle intimado en camplimiento de su de- 
ber que no penetrase con el coche de punto que guiaba en un camino cuya 
entrada estaba probibida, según lo demostraba el rótulo que así lo expre- 
saba, constituye el delito de atentado, acertadamente calificado por la Sala 
sentenciadora: 

Considerando, además de lo expuesto, que citado para autorizar este 
recurso tan sólo el núm. 1.0 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi.- 
nal, referente al caso que sean calificados y penados como delitos ó faltas, 
mo siéndolo, los hechos que en la sentencia se declaran probados, aun pres- 


«cindiendo del carácter de que Víctor Martínez estaba investido, el hecho 


constituiría una falta, y en su consecuencia, no procede la casación del 
fallo recurrido; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley contra la sentencia pronunciada por la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte, interpuesto por Santiago 
Suane de la Villa, al que condenamos en las costas, y si mejorase de for- 
tuna, al vago de 125 pesetas, por razón de depósito; comunicándose esta 
resolución al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes. —(Sentencia 
publicada en 7 de Abril de 1843, 6 inserta en la (Faceta de 13 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1893).—Sala segunda. —1njurtas. 
-——No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), y se resuelve: 

Que constituyen el concepto jurídico de injurias manifiestas y no encubier- 
tas las dirigidas á una persona conecida en la localidad por el apodo emplea- 
do en el escrito ofensivo, cuando así expresamente lo declara prubado la Sala 
sentenciadora; 

Que se revela perfectamente la intención de injuriar si el articulista hace 
pr una alegoría á sw artículo, y después de describir en tono de mofa 

personalidad y cualidades del ofendido y su falta de aptitud para el cargo 
de Concejal, le atribuye haber cobrado el importe de adoquines y losas que 
había contratado y no colocó en las calles y casas, todo lo cual cede en des- 
crédito del agraviado y perjudica considerablemente á su fama. 
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En la villa y corte de Madrid, á 8 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por ... com- 
tra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de ..., en causa pro- 
cedente del Juzgado de instrucción del ... distrito del ..., seguida al ... por 
injnriss á querella de D. ...: 

Resultando que la indicada sentencia, dictada en 3 de Enero último, 
contiene los siguientes: 

Primero. Probado, y así se declara, que en el núm. 1.2 del semanario 
satírico ilustrado, denominado ..., correspondiente al día 5 de Julio de 
1890, redactado y poblicsdo en ..., siendo su Director D, ..., se insertó un 
artícnlo denominado Caparrot 1.0, encabezado con un dibujo figurando 
un hon:bre con traje de pueblo, con una banda en que se lee: «Concejala, - 
el cual proyecta la sombra de un asno, cuyo artículo empieza: sExisten 
Ayuntamientos de nna suerte endiablada, el de ...», pongamos por c280, 
y aludiendo á que en él figura un sujeto llamado Caparrot, se habla en 
tono irónico de su saber, agregando: «En lo que anda un poco torpe es en 
lavarse la cara. Caparrnt tiene un sucio sabido que le asemeja á un basu- 
rero en día de trabajo. Caparrut lleva siempre la camisa fuera de los pan- 
talones». —Nuestro Concejal, en su alta sabiduría, no ba llegado nunca á 
comprender para qué sirve un baño, le da un miedo feros el aa y el 
jabón la produce nánseae; y continuando en el mismo tono burlesco 
acerca de la capacidad de Caparrut, dice también que apoyará una propo- 
sición para que se imponga un fuerte tributo á las planchadoras y lavan- 
deras por cunsiderarlas industria de lujo, y que se ha batido en duelo con 
varios qnitamanchas, y está dispuesto á romper la cabeza á cualquiera 
que le sostenya que la Jegía sirve para algo en este mundo: 

Segundo. También probado que en el segundo número del mencions- 
do semanario, correspondiente al 12 del mismo mes y año, apareció un 
nuevo ariículo encabezado «Otra vez Caparrut», en el que se le lama 
terror de la gente iinstrada y hazme reir de los tontos, y en el mismo es 
tilo burlesco se le acons:ja que baga que le proclamen Diputado, agre- 
gando que saben eu afición al arroz por ciencia propia, y luego dice: «La 
«. £brirá una suscripción para erigirle una estatua en uno de los barrios 
de las afueras de ...; el pedestal lo formarán aquellas piedras que sobra- 
ron cuando .eetuviste encargado de los passos adoquinados de algunas 
-calles de la población, pasos que debían constar de cuatro hileres en 
logar de tres que pusiste, habiéndose pegado, por supuesto, á razón de 
evatro; las losetas para la rotulación de casas y calles que no pusiste, pero 
cobrasete, servirán de adorno al monumento y de emulación á Jos construe- 
tores venideros»; y acaba: «Para consuelo tuyo, te participamos que en el 
próximo número aplicaremos algunas duchas al 8r. ..., Alcalde de ..., y sl 
Br. ..., Secretario de ídem»: 

Cuarto. Resultando como hecho que por el resultado del juicio ese de- 
claran prohados: que á la publicación del repetido artículo era D. ... Con: 
cejal del Ayuntamiento de ...; que tanto allí como en los demás pueblos 
comarcanos, era conocido por la generalidad de las gentes por el apodo 
de Cnparrut; que cuando se dieron á lux dichos números de La ..., fueron 
publicados á voces, como es costumbre, por unos muchachos vendedores, 
así por tudo ... y demás pueblos vecinos, como muy especialmente en la 
calle donde habitaba ..., en la cual no había entonces más casa que la suya 
y otra; que el acusado D. ... conocía perfectamente al D. ... por concurrir 
ambos á nn círculo político, del cual aquél era Secretario; que en el expe 
diente sobre rasante de la calle de San José y otras del pueblo de ..., obra . 
una nota de precios para la construcción de aceras suscritas por ... como 
znaestro albañil, conformándose con las condiciones impuestas por el 
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Ayuntamiento, y que en varias sesiones se tomaron acuerdos sobre el 
pago de obras en calles y aceras á ..., como constructor: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los dos artículos 
denunciados aluden de ua modo claro y preciso á D. ..., que constitayen 
dos delitos «Je injurias graves, y que es autor de ellos el procesado ..., sin 
circunstaucias modificativas de la responsabilidad, le condenó por cada 
uno de dichos dos delitos á las penas de tres años y siete meses de des- 
tierro, multa y costas: 

Resultando que á nombre del procesado se ha interpuesto recurso de 
casación por infracción de ley, fundado en los párrafos primero y tercero 
del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos 
los artículos 472, 473 y 474 del Código penal y las sentencias que express, 
porque se han calificado y penado como graves uoas injurias que sólo 
pueden reputarse, y en su caso castigarse, como leves; y el art, 478, y las 
sentencias que señala, porque las injurias son encubiertas ó equívocas, y 
no manifiestas, como se han apreciado, y de ellas dió explicaciones satis- 
factorías el querellado: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso, 

Visto, slendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Lióbana: 

Considerando que conocido en la localidad de ... D. ... con el apudo de 
Caparrat, y declarado además como hecho probado en la sentencia recla- 
mada que los conceptos injariosos consignadus en los «los nú:nerus «del 
semanario «La ...», publicados en ..., se refieren al querellante ..., se hace 
indiscutible el concepto jurídico de ser manifiestas y no encubiertas las 
injurias dirigidas en dichos artículos periodísticos: : 

Considerando que la alegoría que precede al primer artículo, los cou- 
ceptos todos con que el autor describe fa personalidad y cualidades del 
querellante ..., son, sia género de duda, gravemente injuriosos, tuda vez 
que el articulista revela de modo indudable el propósito é intención de 
menospreciar al ... ante la opinión pública, que es lo qne caracteriza el 
delito, sin que otra calificación corresponda, el describir en forma de 
mota, burla y desprecio las cualidades que le atribuye de faltas de apti- 
tud para el cargo de Concejal, y de pulcritud en su persona, así como 
cede en deshonra y descrédito del agraviado y perjudica consi:lerable- 
mente su fama y crédito al atribuir al querellante haber cobrado el im- 
porte de adoquines y losas de rotulación de las calles y casas que había 
contratado, y no colocado: 

Considerando, por lo expuesto, que el Tribuna! sentenciador no comé- 
tió los errores de derecho que se le atribuyen en el recurso, ni infringió 
disposición alguna legal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpresto por ..., al que condenamos en las costas, y al abono, si mejo- 
rase de fortuna, de 125 pesetas, por razón de depósito no conetituí.a; lo 
que se comunique al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes. — 

Sentencia publicada en 8 de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 13 
e Octubre del mismo afio.) 
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Recurso DE-CAsación (8 de Abril de 1893).—Sala seguurs.— Disparo 
y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Gaspar Aparici Lorente (Aa- 
diencia de Valencia), y se resuelve: 


A y 
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Que ni del hecho de cuestionar el procesado con el ofendido por haberle 
hallado hablando con su hija y no aprubar semejantes relaciones amorosas, mi 
del de haber aquéllos reproducido más tarde la cuestión al encontrarse nueva- 
mente, se origsnan, sin otros antecedentes, estimándolos bastante poderosos á 
producir la circunstancia 7.2 del art. 9.9 del Código, ó sea la de obcecación y 
arrebato en el ánimo del culpable. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Gas- 
par Aparici Lorente contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Valencia, en causa procedente del Juzgado de instrucción de 
Játiva, seguida al Aparici por disparo de arma de fuego y lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 26 de Enero último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Que sobre las once de la mañana del 81 de Julio último, y en 
ocasión en que se encontraba hablando á la puerta de una sastrería de la 
calle de Costa, en la ciudad de Játiva, Vicente García Clímeut con Nieves 
Aparici Franzo, pasó por dicho punto el padre de ésta, Gaspar Aparici 
Lorente, quien, sin duda por no estar conforme con aquellas relaciones, 
cuestionó con aquél, sín otras consecuencias por entonces; pero después 
volvieron á encontrarse el Gandía y el Aparici en Ja puerta de San Mi- 
guel, y se suscitó de nuevo cuestión, á consecuencia de la cual el Apariei 
hizo un disparo de arma de fuego contra el Gandía, con el que le oca- 
sionó escoriaciones levísimas en el braso izquierdo, de las que curó sin 
asistencia facultativa; hechos qne se declaran probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando qne estos hechos 
constituyen el delito de disparo de arma de fuego y la falta incidental de 
lesiones leyes, de los que es autor Gaspar Aparici Lorente, y que no son 
de estimar circunstancias modifícativas de la penalidad, le condenó por 
el disparo á un año y nueve meses de prisión correccional, accesoria y 
costas, y por la falta, á cinco días de arresto menor: 

Resaltando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el caso 5.0 del art. 849 de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 9.0, circunstancia 7.2 del Código penal, porque concurrió y 
no se ha apreciado la circunstancia atenuante de arrebato y obcecación: 

2.0 La regla 2.* del art. 82, porque por la concurrencia de esa circuns- 
tancia ha debido imponerse la pena en el grado mínimo: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el, 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que ni del hecho de cuestionar el procesado G 
Aparici Lorente Clíment por hallar á su hija Nieves Aparici hablando con 
éste y no aprobar semejantes relaciones, ni del haberse ambos encontrado 
más tarde y reproducido entre ellos la cuestión, se originan, sin otros da- 
tos conocidos, sin más antecedentes consignados en el fallo recurrido, es- 
tímulos tan poderosos que arrebataran y obcecaran al primero para dis- 
parar contra el segundo un arma de fuego, causándole las lesiones leves 
que ha padecido; de modo que carece de apoyo legal el recurso deducido 
por la representación de dicho Aparici, pues no se han infringido en la 


sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, los ar- * 


tículos del Código penal, 9.9, circunstancia 7.8, y 82, regla 2.2, ni incu- 
rrido en el error de derecho invocado en dicho recurso; 

Fallamos que debemos declarar y deciaramos no haber lugar al re- 
curso interpuesto por Gaspar Aparici Lorente, al que condenamos en las 
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costas, y al abono, si viniere á mejor fortuna, de 125 pesetas, por razón de 
deposito, no constituído por sn insolvencia; lo que se comunique á la Sala. 
sentenciadora, á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 8 de 
Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 189%).—-Sala segunda. —Homici- 
dio.—No ha lugar al interpuesto por Pedro José Cayetano Portabella (Au- 
diencia de Barcelona), y se resuelve: 

Que del solo hecho de llamar el agredido al agresor maricón, por grande- 
mente ofensiva que semejante palabra sea, no pueden derivarse tres distintas 
circunstancias, á saber: la de provocación, la de vindicación de una ofensa, y 
la obcecación y arrebato, porque todas tres tienen el mismo origen y son 
causa Veja de un hecho único, tendiendo á perturbar la inteligencia del 
culpable, excitando su ira; así es que no merecen rarional y moralmente otra 
importancia que la de un motivo legal de atenuación, y munca habrán de te- 
ner virtualidad jurblica para ser apreciadas como muy cualificadas y produ- 
cir el efecto de rebajar la pena á la inmediatamente wmferior de la seftalada 
por la ley al delito. 


Ea la villa y corte de Madrid, á 8 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nus pende, interpuesto por Pedro 
Josó Cayetano Portabella y Albert contra sentencia de la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Barcelona, en causa procedente del Juzgado de 
ao del distrito de la Barceloneta, seguida al Portabella por ho- 
m o: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 14 de Enero último, 
contiene el signiente: 

Primero. Que los jurados, contestando las preguntas formuladas, han 
dictado el siguiente veredicto: «Primera pregunta. Pedro Josó Oayetano' 
Portabelia, Aibert, conocido por Tanet, ¿es culpable de haber ocasionado 
á Carmen Reixach en la noche del 28 de Mayo de 1892 una herida incisa 
con arma blanca en la región abdominal, que interesando el epipión, la 
vena caba y terminando en el pilar derecho del diafragma, produjo una 
gran hemorragia, y por consecuencia el fallecimiento de aquélla momen- 
tos después? —Sí.—Segunda pregunta. Al dirigir. el acusado Portabella el 
golpe al vientre 4 Carmen Reixach, que produjo la lesión descrita en la 
pregunta anterior, ¿puso por su parte medios suficientes para producir 
uba de tanta gravedad y resultado?—Sf.—Tercera pregunta. ¿Obró Pedro 
Portabella al ejecutar el hecho relacionado en la primera pregunta, á se- 
guida en que la Carmen acababa de llamarle maricón? —Sí.—Cuarta pre- 
gunta. Pedro Portabella, al lesionar á la Carmen Reixach, ¿lo hizo impe- 
lido por dicho calificativo de maricón, que produjo en su ánimo verdadera 
excitación y le estimuló á obrar violentamente?—S1.—Quinta pregunta. 
La frase de maricón dirigida por la Carmen Reixach á Pudro Portabella, 
dadas las relaciones que entre ambos existían, el no haberlo sido á pre- 
sencta de tercera persona, y el carácter y modo de vivir de aqué!la, ¿debe 
apreciarse como una ofensa grave?—Sí»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los hechos cons- 
tituyen el delito de homicidio, de que es autor Pedro Portabella Albert, y 
apreciando la concarrencia de las circunstancias atenuantes 5.2 y 7.2, las 
cuales, dada la naturaleza del delito y el modo como se realizó, no pueden 
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estimarse como muy calificadas, tanto más cuanto que tienen el mismo 
origen y fueron propuestas en sentido alternativo, le condenó á doce años 
y un día de reclusión, accesoria, indemnización y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el núm. 5.? del art. 849 de la de Eojaui- 
ciamiento criminal, citando como infringidos el art. 9.0, circunstancia 4.8, 
y el 82, regla 5.1 del Código penal, porque debió apreciarse esa circuns- 
tancia, y en sa consecuencia, imponerse seís años y un día de prisión 
mayor: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impuguó el 
Tecurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que del solo hecho de llamar á uno maricón, por grande- 
mente ofensiva que sea semejante palabra, no pueden derivarse, según 
pretende en el recurso la representación de Pedro José Cayetavo Porta- 
bella, tres cireanstancias atenuantes: la de haber obrado éste por provo- 
<cación de la víctima, la de haber ejecutado el delito en vindicación próxima 
de una ofensa grave, y la de hacerlo impuleado por estímulos tan podero- 
sos que le produjeron arrebato y obcecación, porque Jas tres tienen el 
mismo origen y son causa eficiente de un mismo hecho, tendiendo todas 
á perturbar la inteligencia del culpable, excitando su ira; así es que no 
merecen racional y moralmente otra importancia jurídica que la de un mo- 
tivo legal de atenuación, según así lo ha resuelto en su fallo la Audiencia 
-de Barcelona, quien, al no apreciarlas como muy calificadas y con virtus- 
lidad jurídica para rebajar la pena á la inmediatamente inferior á la seña- 
lada por la ley al delito de homicidio, de que se hace responsable como 
autor dicho Purtabella, no ha infringido los artículos del Código penal, 
9.9, circunstancia 4.2, y 82, regla 5.2, ni incurrido en el error de derecho 
que se cita en el recurso; E 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Pedro José Cayetano Portabella y Albert, al que condena- 
mos en las costas y al abono, si mejorase de fortuna, de 125 pesetas, por 
razón de depósito no constituido; lo que se comunique á la Sala senten- 
ciadora á los efectos consiguientes.—(Sentencia publicada en 8 de Abril 
de 1893, é inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1893).—Sala segunda.— Atentado 
y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Anselmo Valenzuela (Audien. 
cia de Zaragoza), y se resuelve: : 
Que el acto voluntario ejecutado por dos sujetos de manifestar á un vigi- 
lante nocturno cuando se hallaba ej=rciendo las funciones propias de su cargo 
we tentan ganas de dar de bufetadas á una Autoridad, por cuyo motivo aquél 
dos reprendi0, y al pedirle uno de dichos sujetos explicaciones al encontrar 
en la taberna cuatro días después al indicado vigilante, diciéndole que entonces 
ue no tenía chuzo mi farol saliera con él á la calle, dándole cuan:lo se retira- 
á su quehacer un golpe con el puño, causándole lesiones leves, constituye el 
delito de atentado definido en el núm. 2.2 del art. 263 del Código penal, y una 
Jalta incidental de lesiones, toda vez que el desafío y sus consecuencias fueron 
con motivo de la reprensión duda por el sereno, y por tanto, con ocasión de 
las funciones propsas de su cargo. 


En la villa y corte de Madrid, 4 8 de Abril de 1893, en el recurso de | 
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«easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Anseh 
ano Valenzuela Moreno contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Zaragoza, en causa seguida al mismo y otros en el Juzgado 
e instracción del distrito del Pilar de dicha ciudad, por atentado y le- 
siones: 

Resaltando que la expresada sentencia, dictada el 9 de Enero último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que en la noche del 31 de Julio último, en ocasión de diri- 
girse los hermanos Anselmo y Francisco Valenzuela Moreno de la estación 
de Barcelona á esta ciudad, y al entrar en ella por el puente de Piedra, 
como se encontraran con el vigilante nocturno Justo Pérez, que prestaba 
allí servicio, manifestaron en voz alta que tenían deseos de dar de bofeta: 
das á una Autoridad, y dándose por aludido el Pérez les reprendió, consi- 
guiendo que se retiraran, sin otras consecuencias, hasta que en la tarde 
del 4 de Agosto siguiente, "encontrándose el Justo Péres en la taberna de 
la callo del Pilar tomando una copa de aguardiente con otros compañeros, 
y hallándose también en dieho establecimiento los hermanos Valenzuela, 
el Anselmo se acercó al Justo, y pidiéndole explicación sobre lo ocurrido 
en la noche del 31 de Julio, le manifestó que «ahora que no tenía chuzo 
ni farol, saliera con él á la calle á reñir», negándose á ello; y cuando se 
diepuso á marchar para ir á sus quehaceres, ya en la calle, el Anselmo 
acometió á Justo, dándole con el puñio un golpe en la cabeza, agresión 
que rechazó también con los puños el Justo, acudiendo cuando ambos lu- 
chaban los demás que en el repetido establecimiento había, que los sepa- 
raron, saliendo Justo Pérez con varias contusiones en la cara y cuello, de 
las cuales sanó á los seis días, y el Anselmo Valenzuela con diferentes 
erosiones en la cara, dos contusiones en el hombro izquierdo, una herida 
contusa en el antebrazo izquierdo y otra incisa cerca de la articulación del 
codo del mismo brazo, sanando de las primeras á los once días y de la 
última á los veintisiete, sin quedarle impedimento ni deformidad; hechos 
que en la forma expuesta se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues- 
tes, en cuanto afectan á la responsabilidad de Anselmo Valenzuela, como 
constitutivos de un delito de atentado al sereno Justo Pérez con ocasión 
de sus funciones, previsto en el núm. 2.9 del art. 263 y castigado en los 
párrafos segundo y último del art. 264 del Código penal, y una falta inci- 
dental de lesiones al mismo de que era autor el Anselmo, sin circunstan- 
cias modificativas de su responsabilidad, y le impuso por el atentado tres 
años, cuatro meses y un día de prisión correccional, accesorias, multa de 
150 pesetas y tercera parte de costas, y diez días de arresto menor por la 
falta: 


Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto Anselmo 
Valenzuela recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el 
rúm. 1.0 del art, 849 de la de Enjuiciamiento criminal, y citando como 
infracciones: 

“18 El art. 1.9 del Código penal, porque falta en el recurrente la inten- 
ción de delinquir, no estando probado que antes del delito dijera él las 
palabras «que tenía ganas de dar de bofetadas á una Autoridad», ni que' 
óstas se refirieran al sereno, que sólo es agente de la Autoridad y no fun- 
ciona más que durante determinadas horas de la noche; y 

2.2 Por iguales razones los artículos 263, núm. 2.0 y 264, párrafos se- 
gundo y último del referido Código; 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que, según el núm. 2.* del art. 263 del Código penal, 
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cometen el delito de atentado los que acometen á la Autoridad Ú sus 
agentes, ó emplean fuersa contra ellos, ó los intimidan gravemente, ó los 
hacen resistencia también grave, hallándose ejerciendo las. funciones de- 
sa cargo, ó eon ocasión de ellas: ; 

Considerando que el acto voluntario ejecutado por los hermanos Va. 
lenzuela de manifestar al vigilante nocturno Justo Pérez, cuando se balla. 
ba ejerciendo las funciones de su cargo, que tenían ganas de dar de bofe- 
tadas á una Autoridad, con cuyo motivo les reprendió, y el pedirle el reeu- 
rrente explicaciones cuatro días después al encontrarle en la taberna. 
sobre lo ocurrido, diciéndole que en dicha ocasión que no tenía chuzo ni 
farol saliera con él á la calle, dándole, cuando se retiraba á su quehacer, 
un golpe eon el puño, causándole varias contusiones en la cara y cuello, 
constituyen el expresado delito, toda vez que el desafío y lesiones causa- 
dos por Anselmo Valenzuela al Pérez fueron con motivo de la expresada 
reprensión, y por tanto con ocasión de las funciones de su cargo, y la falta 
incidental debidamente apreciada por la Audiencia sentenciadora: 

Considerando que al estimarlo así acertadamente no ha incurrido en 
el error de derecho que se le atribuye, ni infringido los artículos del Có- 
digo penal.4 que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por infracción de ley contra la citada sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Zaragoza, interpuesto por Anselmo Va- 
lenzuela Moreno, al que condenamos en las costas, y si mejorase de fortu- 
na al pago de 125 pesetas por razón de depósito; comanicándose esta sen- 
tencia al Tribuual sentenciador á los efectos procedentes.—(Sentencia 

ublicada en 8 de Abril de 1893, ó inserta en la Gaceta de 21 de Octubre 
el mismo afñio.). 
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.__ RECURSO DE CASACIÓN 8 de Abril de 1893).—Sala segunda.— Prevarica- 
ción.—Ha lugar al interpuesto por D. Serafín Puig y Arbura (Audiencia de 
Tarragona), y se resuelye: 

Que para que exista el delito de prevaricación definido en el art. 370 del 
Código penal, es requisito indispensable que el funcionario público á quien 
aquél se atribuye, faltando á la obligación de su cargo, deje maliciosamente 
de promover la persecución y castigo de los delincuentes: . 
we no incurre en la sanción del expresado art. 370 del Código, el Juez 
municipal que en el mismo día de serle denunciado un delito, y tan luego como 
se le presentó el atestado formado por la Guardia civil, instruyó las corres- 
pondientes diligencias dando conocimiento al Juez del partido á quien opor- 
tunamente le fueron remitidas: 

Que siendo necesario.el transcurso de un periodo más ó menos largo que de- 
muestre el retardo malicioso en. perjuicio de la administración de justicia, no 
puede sostenerse la existencia del delito previsto en el ar!. 378, último párra- 
fo del Código penal, cuando no consta que el Juez dejase transcurrir para la 
rr be bo causa un intervalo de tiempo racionalmente bastante á produ- 
cir dicho delito. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Abril de 1893, en el recurso de ca 
sación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. Sera: 
fín Puig y Arbura contra sentencia de la Audiencia provincial de Tarra- 
gona, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de Gandesa 


por prevaricación: 
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: Resultando que la expresada sentencia, dictada el 17 de Enero último, 
eonsigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que D. José Ballester, vecino de Mayals, avisó por escrito 
que llevó su hijo Estanislao al cabo de la Guardia civil, José Pueyo, eo- 
mandante del puesto de Ascó, que en su finca llamada Eitas, del término 
de Ribarroja, se estaban recogiendo las aceitunas sín su consentimiento; 
y en sa virtud, dicho cabo, con dos guardlas y el referido Estanislao, se 

maron en la expresada finca en la mañana del 5 de Noviembre de 
1890, y encontrando en ella 4 Antonio García con aus dos hijos de oorta 
edad, seis y nueve afios respectivamente, quien en calidad de jornalero y 
por orden de su amo D, Mariano Puig Arbura, que pretende ser el dueño 
de la finca, estaba efectivamente recogiendo acejtunas, ocupó éstas en can- 
tidad de cuatro fanegas y cuatro cuartos, llevándolas á la Casa de Villa de 
Ribarroja, y poniéndolas con dicho jornalero García, á quien había dete- 
nido, á disposición del Juez municipal de aquel pueblo, D. Serafín Puig y 
Arbura, quien, enterado previamente del hecho y de que su hermano Ma- 
siano era el que había mandado recoger las aceitunas, al presentarle el 
Íruto se mostró muy enfadado, diciéndole ante el Alcalde, Secretario y 
otras personas que allí se encontraban, que no había prestado ningún ser- 
vicio, que lo que había hecho era un atropello á la propiedad y un perjul- 
cio al detenido, cuya detención no tenía derecho de hacer, ni ocupar las 
aceitunas, y dirigiéndose después al García, le dijo: «Ya puedea volver á 
la finca donde te han detenido y puedes continuar cogiendo aceitunas»; 
hecho probados: y 

Segundo. Que el referido Jues municipal, D. Serafín Puig, si bien dió 
al cabo de la Guardia civil recibo de las aceitunas ocupadas, no prauticó 
ninguna diligencia para la comprobación y esclarecimiento de los hechos 

anteriormente, en lo que á la sustracción de las aceitunas se re- 
flere, hasta algunas horas más tarde, ó sea después del medio día, en que 
el referido cabo le entregó el atestado que había formado sobre dicho par- 
tfícular de la sustracción, instruyendo las que creyó convenientes para su 
averiguación, dando parte aquel mismo día el Juez instructor de Gandesa, 
al que á su tiempo le fueron remitidas; hechos probados: 


Cuarto. Qne el procesado manifestó en su indagatoria que, como en- 


tendía que la finca Eitas era propiedad de su hermano Mariano, se proda- : 


jo una disputa entre él y el cabo, sin recordar, dice, las palabras que se 
eruzaron entre ellos en aquel acto: 
Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos declara- 
probados constitativos de un delito de prevaricación, comprendido 
en el art. 370 del Oódigo penal, de que era autor el procesado, puesto que, 
como Juez municipal de Ribarroja, teniendo obligación de formar las 
primeras diligencias en comprobación de los delitos cometidos en su te- 
rritorio y de promover la persecución y el castigo de los culpables, dejó 
maliciosamente de investigar, siquiera fuese sólo por algunas horas, la de- 
nuncia de sustracción de aceitunas, evidenciando la malicia de su proceder 
el hecho de haber soltado el detenido, diciéndole podía volver á la finca y 
continuar cogiendo el fruto, y el de saber que por orden de su hermano 
Mariano Puig, como jornalero de éste, las estaba recogiendo; y declarando 
no era de apreciar circunstancia alguna modificativa de la personalidad de 
D. Serafín Puig Arbura, le condenó á once años y un día de inhabilitación 
pepora! especial para el cargo de Juéz municipal y otros análogos, y en 
costas: 


Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto D. Serafín Puig 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por los números 1.9 
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y 2.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como intrin- 
idos: 

h 1.0 El art. 870 del Código penal, porque la malicia evidente, condición 
“esencial del delito que define este artículo, no resulta de los hechos pro - 
«bados ni presumible siquiera, pues aparte de que ningún Juez está obli- 
'gado á perseguir á los que no cree delincuentes, el municipal recurrente 
instruyó diligencias y dió parte de su incoación al Juez de instrucción; y | 

' 2,0 El art. 368 del propio Código, que en todo caso sería el aplicable; 
pero como no lo es, ni el 370, el fallo castiga un hecho que la ley penal no 
ha definido como delito: 

Resultando que el Ministerio fiscal apoyó oralmente el recurso, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que para que exista el delito de prevaricación, previsto 
y penado en el art. 870 del Código penal, es requisito indispensable que el 
funcionario público á quien se atribuya, faltando á la obligación de su car- 
"go, deje maliciosamente de promover la persecución y castigo de los delin- 
cuentes; y que lejos de haber tenido así lugar en el presente caso, el Jues 
municipal D. Serafín Puig, algunas horas después y en el mismo día en 
que el hecho le fué denunciado, tan luego como se le presentó el atestado 
formado por la Guardía civil, instruyó las correspondientes diligencias en 
eu averiguación, dando parte al Juez de instrucción de Gandesa, al que á 
su tiempo le fueron remitidas: 

, Considerando que tampoco hubo en el presente caso el retardo mali.- 

cioso en la administración de justicia á que se refiere el art, 878 en su úl- 
timo párrafo, puesto que, como queda expresado y se consigna en el ap- 
gundo resultando de la sentencia recurrida, se instrayeron las primeras 
diligencias y dió parte al Juez instructor en el mismo día en que el hecho 
tuvo lugar, sin que obsten para ello las reconvenciones dirigidas por el re- 
carrente al cabo de la Guardia civil José Pueyo, á que se refiere el primer 
resultando del fallo recurrido, en la creencia, más ó menos justificada, de 
que la finca donde el jornalero Antonio García faé sorprendido recogienilo 
las aceitunas fuera de la pertenencia de su hermano, toda ves que, para 
incurrir en el expresado delito era preciso además que hubiera transcu- 
rrido un período de tiempo más 6 menos largo, que demostrará el retardo 
malicioso en perjuicio de la administración de justicia, lo que no ha ocu- 
rrido en el presente caso: 

Oonsiderando que al no estimarlo así la Audiencia sentenciadora, ha 
incurrido en el error de derecho que se le atribuye, 6 infringido los artícu- 
los del Código penal á que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación por infracción de ley interpuesto por D. Serafín Puig Arbura 
contra la citada sentencia de la Audiencia provincial de Tarragona, que 
casamos y anulamos, declarando las coslas de oficio, y mandando que se 
devuelva 'al recurrente el depósito de 125 pesetas que ha constituído; lo 
que con la sentencia que Á continuación se dicta se comunique al Tribu- 
nal sentenciador á los efectos correspondientes, y lo acordado.—(Senten- 
cia publicada en 8 de Abril de 1893, 6 inserta en la faceta de 21 do Octa- 
bre del mismo afio.) 


137 


. RECURSO DE CASACIÓN (10 de Abril de 1893).—Sala segunda.—-Com.- 
trabando.—No ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado (Audian- 
cia de Palma), y se resuelve: AA 
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Que no procede el reoweso de casación contra los autos de sobrescimiento 


po porque éstos no revisten el carácter de resolución definitiva, toda 
$ que no ponen [órmino al juicio, el cual puede abrirse siempre que nuevos 
inóritos puedan esclarecer hechos hasta entonces ignorados, ó cuando se com 
sigue el desembrimiento de los autores responsables del delito: : 

Que cuando la Sala sobresee provisionalmente por estimar los hechos pro- 
eesales constitutivos del delito de contrabando, pero cuyos autores son descono- 
cidos, es incongruente fundar el recurso de casación por infracción de ley en 
el xám. 2.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, porque el error 
de derecho que dicha prescripción legal señala, se comete emando el Tribunal 
derlara que los hechos que consigna en su resolución como probados no son 
constitutivos de delito ni falta, siéndolo por su naturaleza, lo cual es in- 
aplicable al sobreseimiento provisional definido en el caso 2.2 del art. 741 de 
la citada ley de Enjuiciamiento, que parte siempre del supuesto de existir 
un delito cuyas personas responsables son por entonces desconocidas. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto pox el Abo- 
gado del Estado contra el auto de sobreseimiento provisional pronun- 


. eiado por la Sala de justicia de la Audiencia de Palma de Mallorca, en 


causa procedente del Juzgado de instrucción del distrilo de la Lonja, por 
aprehensión de tabaco de contrabando: 

Resultando que el indicado anto, dictado en 27 de Enero último, aceptó 
los signientes resultandos, del queen 4 de Abril de 1889 pronunció el Juez 
del distrito de la Lonja: 


Primero. Resultando del acta de aprehensión, debidamente ratificada, 
qua la fuerza de Carabineros de servicio en las inmediaciones de Sanse- 
llas, á eso de las seis de la tarde del día 25 de Marso del año último, ob- 
servaron allado de la carretera de Caseaná una choza abierta, é infun- 
diéndoles sospecha la reconocieron y encontraron dos pequeños bultos de 
tabaco del llamado argelino y un paquete del llamado pota, de cuyo gé- 
nero hicieron aprehensión y entrega en los almacenes, en donde pesado 
arrojó en limpio cinco kilogramos de tabaco, valorado en junto en 36 pe- 
seas 45 céntimos, acordando el comiso la Junta administrativa: 


Segundo, Resultando que al declarar posteriormente los aprehensores, 
manifiestan que la choza donde se encontró el tabaco está situada á unos 
cien pasos de distancia de la carretera, y que el terreno en donde existe 
es llano, descubierto de pared por todas partes, destinado á la recoleción 
de trigos, sin cerradura ni puerta alguna; que no inquirieron la pertenen- 
cia de dicha choza, la cual está distante unos cien pasos de la casa más 
próxima, y que no observaron transitar á persona alguna: 


Tercero. Resultando que recibida declaración á Isabel María Bergues 
y Moll, dueñia de la choza indicada, manifestó que ignoraba la proceden- 
cia del tabaco encontrado en aquélis; que únicamente utiliza la choza re- 
ferida en la temporada de secar los higos; que los vecinos más cercanos 
están distantes unos 60 metros, y no sospecha de ellos; que la finca está 
cercada de pared, de unos dos decímetros de altura, y por la parte que 
linda con la carretera es mueho más baja y cómodamente puede entrarse 
en ella hasta llegar á lu mentada choza, haciendo iguales manifestaciones 
su hija Catalina Aloy y Bergues; ignorando el hecho de autos los dos ve- 
eluos más inmediatos á dicha choza: 
_ Cuarto. Resultando que recibida información de testigos acerca de la 
tondocta de la Bergues, manifestaron acordes que ésta no es tenidas por 
contrabandists, y que nunca han oido decir se haya dedicado al tráfico de 
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contrabando, informemdo el 'Alcalde de Sansellas que nada consta desfa- 
vorable con respecto á la conducta de la propia Bergues: + ñ 
Resultando que el mismo Juez sobreseyó provisionalmente en la-causa, 
fundado en que el hecho constituye el delito de contrabando de tabaco 
pero que no existen méritos para proceder contra determinada persona, 
ues por el hecho de haberse encontrado el tabaco en la choza situada en 
a finca de Isabel! María Bergues, no puede presumirse que ésta sea autora, 
cómplice ó encubridora, toda vez que consta que la finca, por sus condí- 
ciones, es muy accesible y se pueda llegar cualquier persona á la indicada 
choza sin dificultad alguna, distando unos cien pasos de la carretera de 
Sansellas, porla cual pueden y deben pasar distintas personas, y porque 
además consta de la información de testigos é informe de conducta del 
Alcalde de Sansellas, que la Bergues gosa de buena fama, y que jamás 
so ha dedicado al contrabando, circunstancia que robustece las demás 
que O para no determinar á la Isabel como autora 6 complicada en 
el hecho: 


Resultando que la Sala sentenciadora aceptó también estos fandamen- 
tos de derecho del auto del Juez, y le confirmó, declarando, como aquél, 
las costas de oficio: 

Resultando que el Abogado del Estado ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley, y manifestando que la sentencia recurrida (así 
dice) se halla comprendida en el número 1.0 del art. 848 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, y que la interposición del recurso la autoriza el pá- 
rrafo segundo del 849 de la misma ley, cita como infringido el núm. 3,9 
del art. 18 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, porque la Sala no ha 
tenido en cuenta esta disposición al reconocer como probados los hechos: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del 
porque el auto recarrido no tiene el carácter de definitivo, pues cuando la 
ley en su núm. 4.* del art. 848 habla del recurso de casación en los autos 
de sobreseimiento, se entiende del sobreseimiento libre, ó sea del defini- 
tivo que pone término al juicio, pero en manera alguna del provisional 
que da lugar á que pueda abrirse la causa si nuevos datos ó pruebas dan 
lugar e ello. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Oonsiderando que el recurso de casación por infracción de ley sólo pro- 
cede contra las resoluciones definitivas de los Tribunales, y no pertene- 
cen á esta clase los autos de sobreseimiento provisional, porque no po- 
nen término al juicío, el cual puede abrirse siempre que nuevos méritos 
puedan esclarecer hechos hasta entonces ignorados, y el descubrimiento 
de los autores responsables: — * 


Considerando que'á esta clase de resoluciones corresponde el auto re- 
clamado, y por lo tanto es inadmisible el recurdo interpuesto por el Abo- 
gado dl Estado, no sólo por carecef de carácter definitivo, sino también 
por la manifiesta incongruencia al caso presente del núm, 2.2 del art. 819 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, que cita para autorizar el recurso, 
porque el error de derecho que este rúmero sefiala se comete cuando el 
Tribunal declará qué-los hechos que consigna como orobados no soñ 
constitutivos de delito ní falta, siéndolo, y el ato contra el cual se inter- 
pone el recurso no hace semejante declaración, antes por el contrario, 
los estima «constitativos del delito de contrabando, y por eso acuerda al 
comiso del tabaco encontrado en una choza deshabitada, y sobreses pro- 
vislonalmente respecto á sus autores, por ser hasta shora igborados; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por el Abogado del Estado, al que conde- 
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narmos en Jas costas; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador 
á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 10 de Abril de 1843, $ 
inserta en la Caceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE 0ALACIÓN (10 de Abril de 1893).—Sala segunda.-—.Díispa- 
ro de arma de fuego y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Domingo 
Cobo Ortiz y Manuel! Caño (Audiencia de Santander), y se resuelve: 

Que el acto de disparar un arma de fuego, penado con el grade ménimo y 
medio de la prisión correccional por el art. del Código, constituye un de 
lito especial ¿ independiente de las lesiones que con el disparo puedan prodw- 
cirse, las cuales constituirán á su ves otro delito de mayor ó menor 
según la naturaleza é importancia de las mismas, debiendo, como regla gene 
ral, aplicarse, cuando concurran ambos delitos, las prescripciones del arf. 90 
pop l dejará de aplicarse dicho art. 423, cuando la 

esa regla general de según dicho art. A 3 
circunstancias del hecho Ú sus resultados iuatifquen la calificación de un de- 
úl roo reglada superior á la señalada para el hecho del disparo: - 

Que las lesiones graves comprendidas en el núm 3.0 del art. 431, tienen 
indicada una penalé o arma de fuego, 
por lo cual procede aplicar dicho art. 90, y mo comprender dicho caso en la 
excepción del repetido art. 423, 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Abril de 1898, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Do- 
mingo Cobo Ortiz y Manuel Cano Cobo contra sentencia de la Audiencia 
provinejlal de Santander, en causa seguida á los mismos en el Jusgado de 
instrucción de Santofía por disparo de arma de fuego y lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 18 de Noviembre 
último, consigna los hechos en el siguiente resaltando: 

Primero. Queen la noche del 8 al 9 de Mayo último, hallándose Al. 
berto Fernández acostado ya, dentro de su cabaña, al sitio del Oastel ó 
Cobero, término de Liérganes, sintió ladrar un perro de su propiedad, 
asomándose á la ventana vió tres personas en las inmediaciones de otra 
cabaña que posee en dicho sitio, por lo que salió afuera, siendo acometido 
entonces por los procesados 4 pedradas, que le persiguieron en la fuga 
que emprendió, disparándole un tiro 6 hiriéndole en la parte interna de la 
región anterior de la rodilla derecha, de la que curó el 26 de dieho mes, 
pudiendo dedicarse á sus ocupaciones habituales de labranza, y. quedán- 
dole una ligera cojera é impedimento. para hacer marchas forzadas y tra: 
bajos violentos que requieran una posición vertical; hechos que se decla- 
ran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó que los hechos ex- 
puestos eran constitutivos de un delito de lesiones graves, previsto en el 
púm. 3.0 del art. 431 del Código penal, y otro de disparo de arma de fue- 
go contra determinada persona, de los que eran sutores, por mutua acción, 
los dos procesados Manuel Cano Cobo y Domingo Cobo Ortiz, sin circuns- 
tancias modificativas de su responsabilidad, debiendo imponerles, con 
po al qn pe de es ES la pena en el grado máximo; y ns 

2 UNO os á tres años de prisión correccional, accesorias, m- 
nización y mitad de costas: ' , 
. Resultando que contra esa sentencia han interpuesto los procesadoa 
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recurso de easación por infracción de ley, autorizados per los números 1.” 
y 8.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infrin- 
gidos el art, 1.0 del Código penal, en relación con "los 428 y 431, por ha- 
berse aplicado las disposiciones del art. 90 al determinar la penalidad ina- 
ponible á los procesados, cuando no puede entenderse que el delito de 
disparo de arma de fuego fuese distinto del de lesiones, sino medio de- 
ejecución de éste, y por tanto constitutivos los hechos de un solo delito 
de lesiones: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Viato, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que esta Sala ha declarado reiteradamente que el acto. 
de disparar un arma de fuego contra cualquiera persone, penado eon el 
grado mínimo y medio de la prisión correceional en el art, 423 del Código 
constituye un delito especial, independiente de las lesiones que puedan 
causarse á la persona á quien se dirija aquél, las cuales constituirán á su 
vez otro delito de mayor ó menor gravedad, según la naturaleza 6 impor» 
tancia de las mismas, para cuya represión deben tenerse presente las pres- 
cripciones del art. 90'del mismo Código: 

Considerando que esta regla general dejará de aplicarse, según aquel 
artículo, tan sólo cuando las circunstancias del heckho ó sus resultados. 
justifiquen la calificación de un delito castigado con pena saperior á la 
que en la misma disposición legal se señala para el hecho del disparo: 

Considerando que calificadas de lesiones graves comprendidas en el 
núm. 3.+ del art. 431, las causadas á Alberto Fernández por el disparo, mo 
es mayor la penalidad con que las castiga el Código que la señalada ai 
acto de disparar, sino perfectamente igual á ésta, pues ambos delitosestan 
penados con la prisión correccional en sus grados mínimo y medio, por lo 
cual no es aplicable al caso la indicada excepción: 

Considerando que el art. 90 del Código no se ha infringido por la Au- 
diencia sentenciadora, porque el disparo y las lesiones consiguientes son 
dos delitos originados por un mismo hecho debiendo -castigarse con tma 
sola pena, como el mismo ordena, consistente en el grado máximo de la. 
señalada más grave, y en el caso presente á cualquiera de los dos por ser 
Ja misma para ambos, como lo ha hecho acertadamente dicho Tribunal: 

p Considerando que, por las razones expuestas, el recurso es improce- 
ente; 

-Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar. al inter. 
puesto á nombre-de Domingo Cobo Ortiz y Manuel Oano Cobo contra la 
referida sentencia dictada el 18 de Noviembre último por la Audiencia 
provincial de Santander, condenándoles en las costas y al pago de 125 pse- 


- setas, por razón de depósito, á cada uno cuando mejoren de fortuna; oomt- 


níquese esta resolución á Ja expresada Audiencia á los efectos consi-- 
zuientes. —(Sentencia publicada en 10 de Abril de 1898, é inserta en la 
Gaceta de 21 de Octubre del mismo afio.) 


139. a 
. RECURSO DE CASACIÓN (13 de Abril de 1898). —Sala. segunda, —Hurto.. 


| —Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Alicante),. 


y se 1esuelye; 

Que para apreciar el carácter ¿ importancia. jurídica del abuso. de .con- 
fianza en los delitos de hurto, es menester tener en-ouenta la naturaleza. y por- 
menores del hecho procesal; y consistiendo éste en la sustracción de ropas y 
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efectos que pertenecian -á un compañero de servicio del procesado, aprove- 
chando al efecto su ausencia, es evidente que, si bien en el hurto imtervino 


abuso patente de confianza, al efecto de la circunstancia agravante 10 del ar- . 


dícwlo 10 del Código penal, no revisie, sin embargo, el carácter del grave abs: 
so que cualifica el delito, porque el mero accidente de servir juntos el culpa. 
ble y el perjudicado y ocupar ambos la misma habitación en que los efectos. 
sustraídos se hallaban, no implica por sí que se confiriera al proecsado encar- 


go de vigilancia ó custodia especiales que lo demuestre, y, por lo tanto, no. 


puede agravarse la delincuencia para apreciar como «“ualificativa una cir- 
cunstancia que sólo merece el concepto de agravante genérica. 


En la villa y oorte de Madrid, á 13 de Abril de 1983, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi.- 
nisterio fiecal en beneficio de José Jover Pozuelo contra sentencia de la. 
Audiencia provincial de Alicante, en causa procedente del Juzgado de 
instrucción de Dolores, seguida al Jover por hurto. 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 15 de Diciembre úl- 
timo, contiene el siguiente: 


Primero. Que el procesado José Jover Pozuelo y Joaquín Cnliañies. 


Nortes, servían como mozos de labranza en casa del vecino de Dolores, . 
Jceé Navarro, viviendo ambos y durmiendo en la misma habitación, y 
aprovechándose el primero de la ausencia de su compañero, que se halla- 
ba dedicado á- sus faenas agrícoles, ocultó y sustrajo después varias pren - 
des de vestir de. la propiedad de Culiañes, prendas que, con excepción de- 
una faja, fueron recogidas por la Guardia civil en casa de la lavandera. 
Dolores Marroquí, á cuya casa las había llevado José Jover, siendo todas 
e en ¡a cantidad de 3 pesetas 85 cóntimos; hechos que se declaran . 
probados: —. 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
chos constituyen -el delito de hurto, de que es autor el procesado José Jo- 
ver Pozuelo, con la circunstancia agravante de abuso de confianga, que: 
cualifica el delito, le condenó á la pena de un añio y un día de presidio 0o- 
rreccional, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que el procesado preparó recurso de casación por infrac 
ción de ley, y estimado improcedente por tres Letrados que sucesivamente 
se le nombraron, le ha interpuesto en su beneficio el Ministerio fiscal, au- 
terizado por los números 3.2 y 5,0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento- 
criminal, citando como iufringidos: , 

1.0 El art. 588, núm. 2.9, del Código penal, por aplicación indebida, 
pues que el hurto ni fué doméstico, ni en él intervino grave abuso de con- 
3a:; > 
2.0 Los artículos 531, núm. 5.0, y 10, núm. 10, pot no haberlos aplica- 
cado, pues ha dedido estimarse como simple abuso de confianza la oir-- 
cunstancia agravante apreciada. —- 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafel de Solís Liébana: . 

Considerando que el problema sometido á la resolución de la Sala se- 
limita á determinar si en el hurto cometido por el procesado José Jover- 
intervino ó no grave abuso de confianza: . 

Considerando que para apreciar el carácter é importancia jurídica del 
2buso de confiansa, es menester tener en cuenta la naturaleza y pormeno- - 
res del heeho procesal, y consistiendo éste, según la sentencia reclamada, 
+n haber sustraído Jover ropas y efectos por valor de 3 pesetas 85 cénti- 
mOs, que pertenecían á sua compañero de servicio Joaquín Culiafies, apro- 
vechando al efecto la ausencia de éste, es evidente que, si bien en el de- 
lito de hurto intervino patente abuso. de conflanza al efecto .del núsa.,.10- 
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del Código penal, no reviste, sin embargo, el carácter de grave abuso que 
Ja sentencia reclamada estima con error de derecho, porque el mero acci- 
dente de servir juntos y ocupar ambos la habitación en que los efectos 
sustraídos se hallaban, no implica por sí que se confiriera al procesado 
encargo de vigilancia ó custodla especiales que lo demuestre, y, por lo 
tanto, no puede agravarse la delincuencia para apreciar como cualificativa 
una circunstancia, que sólo merece el concepto de agravante genérica: 

. Considerando que, al no estimarlo así el Tribunal sentenciador, come 
tió el error de derecho atribuído en el recurso, infringiendo el art. 10, nú: 
mero 10, y 533, núm. 2.9, por aplicación de éste é inaplicación de aquél: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por el Ministerio fiscal en beneficio de José Jover Pozuelo 
contra la expresada sentencia de la Audiencia provincial de Alicante, que 
casamos y anulamos, declarando de oficio las costas del recurso; lo que 
gue con la sentencia que á continuación se dicte, se comunique á dieha 
Audiencia á los efectos correspondientes. —(Sentencia publicada en 13 de 
Abril de 1893, ó inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DR CASACIÓN (18 de Abril de 1898).—Sala segunda.—Hombé 
cidio.—No ha lugar al interpuesto por Gabriel Lásaro Martí (Audiencia 
de Valencia), y se resuelve: 

Que en las causas con intervención del Jurado, á éste corresponde, con 
arreglo á lo dispuesto en el párrafo 3.0 del art. 72 de la ley de 20 de Abril 
-de 1888, declarar, no tan sólo los hechos referentes á los elementos ya mora, 
les ó materiales del delito, sino también los que hagan relación á la partict- 
pación de los procesados en el mismo, á cuya declaración han de atenerse ne 
cesariamente los Tribunales de derecho; y en este concepto, afirmándose en el 
veredicto que los nctos ejecutados por e e pos Jueron de tan eficas coopo 
nodo dudar que su paran Jud Ta de oda omorma dl má. 30 de 
no su p ] orme .3. 
art. 13 del Código penal vigente, 


En la villa y corte de Madrid, 4 13 de Abril de 1893, en el recarso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Gs- 
-briel Lázaro Martí contra la sentencia de la Sala de lo criminal de la Anu- 
diencia de Valencia, en causa procedente del Juzgado de instrucción del 
distrito de San Vicente, seguida al Martí y otros por homicidio: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 7 de Julio último, 
-consigna el veredicto del Jurado que, va otras, contiene las declaracio- 
nes siguientes: «Primera. Miguel Lázaro Martí, ¿es culpable de haber cau- 
sado con un cuchillo la tarde del 80 de Marzo de 1891, en las inmediacio- 
nes de la taberna de Chimo, extramuros de la calle de Cuarte de esta cin- 
dad, á Juan Vea Navarro, una herida en cada antebrazo y otra penetrante 
debajo del homoplato izquierdo, la cual le produjo la muerte el $1 del 
propio mes? —No.—Segunda. El citado Miguel Lázaro Martí, ¿es culpable 
de haber contribuido tan eficazmente con su presencia en el lugar y día 
.mencionados, acometiendo armado de un cuchillo á los hermanos Manuel 
y Juan Vea Navarro, á que se infiriese por otro al Manuel la herida pro- 
ductora de su muerte, cooperando por aquellos actos á este fin, en forma 
que sin ellos no se hubiera realizado? —8í.—Tercera. Los hechos antes 
referidos ejecutados por Miguel Lázaro Martí, ¿lo fueron á consecuencia 
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de las palabras provocativas é insultantes de que «tengo más cohetes que 
tirar y C..... para reñir», pronunciadas por Manuel Vea al ser amonestado 
por Pedro Espada ó sus compañieros para que no disparara los referidos 
cohetes, porque con ellos pudiera originarse alguna desgracia á las muje 
res y niños que allí había? —81.-—Cuarta. Gabriel Lázaro Martí, ¿es culpa 
ble de haber contribeído con tal eficacia la tarde del 80 de Marzo del año 
último, en el lugar y día expresados, acometiendo á los hermanos Juan y 
Manuel Vea Navarro, prestando ayuda con esto al que causó al primero 
con arma blanca las heridas que le produjeron la muerte, al objeto de que 
realizara esto y cooperando así á la ejecución del hecho, por actos sin los 
cuales no se hubiere realizado?—81.-—Quinta. El referido Gabriel Lázaro 
Martí, ¿es culpable de haber contribuido de tal manera en la fecha y lu- 
gar expresados en la pregunta anterior, acometiendo á los hermanos Jnan 
y Manuel Vea Navarro, haciendo sólo así posible que se causara al se- 
gundo la herida de arma de fuego.que le produjo la muerte, y cooperando 
tales actos á la ejecoción del hecho en forma que sin ellos no se hu- 
iera realizado?—No.—Sexta. Los hechos antes referidos ejecutados por 
“Gabriel Lázaro Martí, ¿lo fueron á consecuencia de las palabras provoca- 
tivas ó insultantes de que «tengo más cohetes que tirar y c..... para refiira 
pronunciadas por Manuel Vea al ser monestado por Pedro Espada ó eus 
compañeros para que no dispararan los referidos cohetes, porque con ello 
yea originarse alguna desgracia á las mujeres y niños que allí ha- 
fa?-——SBí»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que Gabriel Lázaro 
Martí es autor de la muerte de Juan Ves, y apreciando la coneurreneia 
de la circunstancia atenuante de haber precedido inmediata provocación, 
le condenó á la pena de doce años y un día de reclusión, accesoria, in- 
«demnisación y costas, haciendo otras declaraciones respecto á otros pro- 


os: 

Resultando que á nombre de Gabriel se ha interpuesto recurso de cs- 
sación por infracción de ley después de decidido el de quebrantamiento 
«le forma, fundándole en el caso 4.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento 
críúminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 11, caso 1.0 del Código penal, porque se le castiga como 
autor de la muerte de Juan Vea, siendo así que él no fué quien inftirió las 
lesiones, sino que se le castiga por actos ejecutados por otro agente que 
en la sentencia se ignora quien pueda haberlo sido: 

2.0 El art. 12, porque se le considera que cooperó á la perpetración de 
las heridas al Vea, sin expresar cuáles fueron los actos de cooperación: 

3.0 Elart. 64, que pena á los autores de un delito, y no resalta que le 
sen el Gabriel del hecho que se le imputa: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


recurso. 
v siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 
Considerando que son autores de un delito, según lo dispuesto en el 
núm. 3.0 dal art. 13 del Código penal, los que cooperan á la ejecución del 
hecho punible por un acto sin el cual no se hubiere efectuado: 

- Considerando que en las causas con intervención del Jurado, á éste 
corresponde, con arreglo á lo dispuesto en el párrafo segundo del art. 72 
de la ley de 20 de Abríl de 1888, declarar, no tan solo los hechos referen- 
tes á los elementos, ya morales ó materiales del delito, sino también les 
que hagan relación á la participación del procesado en el mismo, á cuya 
declaración hecha por aquél con exclusiva competencia, han de atenerse 
necesariamente los Tribunales de derecho, y en este concepto, afirmán- 
dose en la cuarta pregunta del veredicto que los actos ejecutados por el 
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recurrente fueron de tan eficaz cooperación para causar la muerte á Juan 
Vea, que sin ellos ésta no se hubiese verificado, no cabe dudar que su 
participación en el delito fué la de autor, por estar determinado el con- 
cepto jurídico de tal afirmación de hecho en el núm. 3.9 del citado art. 13 
del Código, y al estimarlo así la Sala sentenciadora, no ha incurrido en 
error de derecho ni cometido infracción legal alguna; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Gabriel Lázaro Martí, al que condenamos en las costas 
y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejorase de fortuna; 
comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos opor- 
tunos, devolviéndose la causa.—(Sentencia publicada en 13 de Abril de 
1893, 6 inserta en Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (15 de Abril de 1893.—Sala segunda. — Atentado. 
—Ha lugar al interpuesto por Daniel Ortiz Bustamante (Audiencia de 
Santander), y se resuelve: . 

Que para apreciar la circunstancia 17 del art. 10 del Código penal, deben 
lenerse en cuenta las condiciones pd lis y la naturaleza y efectos del 
delito, y no existiendo ninguna analogía jurídica entre el delito de hurto, 
por el que el culpable fué dos veces penado con anterioridad, y el de atentado 
quie motiva el recurso, y desconoción dose, de olra parte, las fechas y penas 
sipuestas por los hurtos anteriores, cuyo dato omitido en la sentencia es nece 
sario para apreciar si deben 6 no tomarse en consideración dichos precedentes, 
se incurre por la Sala sentenciadora en error de derecho al estimar como agra- 
Pra en E delito de atentado la expresada circunstancia 17, art. 10, del Có 

penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 15 de Abril de 1898, en el recurso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
misterio fiscal en beneficio de Daniel Ortiz Bustamante contra sentencia 


de la Audiencia provincial de Santander, en causa seguida al Ortiz por: 


atentado: 
Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Diciembre úl)- 
timo, consigna los hechos en los siguientes reultandos: 

Primero. Probado que en la mañiana del 25 de Julio último, el proce- 
sado Daniel Ortiz Bustamante, que estaba embriagado, tuvo una reyerta 
con otro sujeto en un puesto de bebidas de la segunda alameda, y al tra. 
tar de nepsrarlos el guardia municipal Gregorio Cruz, fué abofeteado por 
el Daniel, el cual también agredió á dos guardias, que acudieron en auxi- 
lio del Gregorio, rompiendo á uno de ellos el tabalí del sable, sin que les 
causara lesión alguna: 


Segundo. Probado que el Daniel Ortiz ha sido penado anteriormente 
por dos delitos de hurto: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó la existencia de vn 
delito de atentado á los agéntes de la Autoridad, definido en el párrafo 
segundo del art. 263 del Código penal, y castigado en Jos últimos párra- 
fos del 264, por haber puesto manos en los agentes, de que era autor Da- 
niel Ortiz Bustamante, con la circunstancia atenuante de embriaguez no 
habitual y la agravante de reiteración, y le impuso tres años, cuatro me- 


ses y feed días de prisión correccional, accesorias, multa de 160 pesetas 
y costas: 
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Resultando que preparado por el procesado Ortiz contra la anterior 
sentencia recurso de casación por infracción de ley, los tres defensores 
que se le nombraron sucesivamente le consideraron insostenible, y el Mi. 
nisterio fiscal le ha interpuesto en su beneficio, autorizado por los núme- 
ros 5.0 y 6,0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando 
como infracciones: 

1.8 La del art. 10, circunstancia 17 del Códige penal, pues la misma 
autoriza á los Tribunales para tomarla ó no en cuenta como agravante, 
según la circunstancia del delincuente y la naturaleza y efectos del delito; 
y como la sentencia recurrida sólo consigna que Daniel Ortiz faé conde- 
nado dos veces con anterioridad por delitos de hurto, que ninguna re- 
lación tienen con el de atentado, y el estado de embriaguez en que se 
encontraba Ortiz también indica una circunstancia que en parte exclaye 
la de reiteración, no hay datos bastantes para que esta última se tome en 
consideración; y 

2.2 La regla 2.2 del art. 82 del mismo Código, por no haberse aplicado, 
y por aplicación indebida la regla 1.2 del propio artículo, toda vez que no 
es de apreciar la agravante que señala la Audiencia, y sí la atenuante de 
embriaguez no habitual. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que para apreciar la circunstancia agravante 17 del ar- 
tículo 10 del Código penal, deben tenerse en cuenta las condiciones uUel 
procesado y la naturaleza y efectos del delito, y no existiendo entre el de- 
lito de hurto, por el que fué penado dos veces Daniel Ortiz Bustamante, y 
el de atentado que motiva el recurso ninguna analogía jurídica, descono- 
cléndose, por otra parte, las fechas y penas impuestas á los dos delitcs de 
hurto, la falta de este importante dato, que la sentencia no hace constar, 
necesario para saber si deben ó no tomarse en cuenta esos precedentes, 
son motivo: que implican el error en que incurrió la Audiencia provineial 
de Santander, al estimar en este caso, como circunstancia agravante, la 17 
del artículo citado, que sólo es apreciable, según el último párrafo de la 
miema, infringido por la Audiencia sentenciadora, según las circunstan- 
cias del delincuente y la naturaleza y efectos del delito: 

Considerando que, como consecuencia de la infracción expuesta, inca- 
rrió así bien el Tribunal a gwo en el error de derecho atribuido en el se- 
gundo motivo del recurso al determinar la pena correspondiente, porque 
siendo la calificación aceptada la del delito de atentado á los agentes de la 
Autoridad, penado en el párrafo final del art. 264 del Código, no corres- 
ponde, según la circunstancia atenuante concurrente, otra pena que el 
grado mínimo de la señalada al delito, según el precepto del art. 82, re- 
gia 2.2 de la misma ley penal, que resalta infringido;  ' 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley, interpuesto por el Ministerio fiacal en 
heneficio de Daniel Ortiz Bustamante contra la citada sentencia de la An- 
diencia provincial de Santander, que casamos y snulamos, declarando las 
costas de oficio; lo que, con la sentencia «que á continuación se dicta, «e 
comunique á dicho Tribunal á los efectos procedentes. —(Sentencia pabli- 
cada en 15 de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 21 Octubre del 
mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1893).—Sala segund a.—Robo.-— 
No ha lugar al interpuesto por José Llibrer Barberá (Audiencia de Mu- 
drid), y se resuelve: 
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Que cuando el Jurado admite en su veredicto que la casa en que pestetró 
el culpable al verificar el robo era la habitación de los ofendidos, es tnadmsó- 
pedo recurso dt, qu infracción de ley, según el art. 849 de la de Enjuicia- 

by A 


da era accid Porque tal alegación tiende á impugnar, contra Lo 
la ley dispone, el E indicado du supuesto yreó admitido como cierto, de ses” 
Labitedo el lugar del robo: 
Que es inadmisible también el recurso de casación por infracción de ley, 


cuando se invoca para sosienerle que el delito ha sido mal calificado, y no se 
señala el que debió estimarse y penarse, según previene el art. 874 de la cita- 
da ley de Enjuiciamiento: 

la infracción de los artículos del Código penal, relativos á la repara- 
ción del daño causado por el delito, y las cuotas de responsabilidad civil exi 
qibles A á los procesados, no son motivos que autoricen el re- 
curso por infracción de ley, por no hallarse comprendidos en ninguno de los 
autorizados taxativamente en el art, 849 de la de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 18 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por José 
Llibrer Barberá contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de esta corte, en causa seguida al mismo y otros en el Juzgado de instruc- 
ción del distrito del Sur, por robo: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 19 de Noviembre úl- 
timo, contiene los he-hos en el siguiente resultando: 

Primero. Que sometida la presente causa á conocimiento del Tribunal 
del Jurado, se ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los Jurados han 
deliberado sobre las preguntas que se han sometido á su resolación, y 
bejo el juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: A 
la primera pregunta. Josó Llibrer Barberá, ¿es eulpable de haber penetra» 
do en la tarde del día 7 de Febrero de 1889, en unión de otro desconocido, 
en la casa habitación de Doña Juana Lanuza, calle de San Ildefonso, nú- 
mero 16, principal, en ocasión de hallarse ausentes sus moradores, abrien- 
do la puerta de entrada á la casa con llave falea, fracturando después los 
cajones de una mesa despacho y una cómoda, de los que sustrajeron una 
cantidad en metálico y billetes del Banco y varias alhajas de la propiedad 
de Doña Juana Lanuza, de su hija Teresa Langarela y Joaquín Vargas, 
que habitaban en su compañía, huyendo el Llibrer y el que le acompañia- 
ba por una ventana que da al patio, y de éste á la calle sin que se les pu- 
diera dar alcance?—Sí.—A la segunda. El valor de lo robado, es mayor de 
500 pesetas?-—Sí»: 

Resultando que la Sala sido estimó los hechos afirmados en 
el veredicto constitutivos de un delito de robo en lugar habitado, com 
fractura de muebles, sin armas y por valor que excede de 500 pesetas, de- 
que era autor, sin circunstancias modificativas de responsabilidad, José 
Llibrer Barberá, al que impuso cinco años de presidio correccional, acce- 
sorias, restitución á Doña Juana Lanuza de 469 pesetas, á Teresa Longa- 
rela de 4.470 y 4 Joaquín Vargas de 650, y cuarta parte de costas: 

Resultando que contra esa sentencia, después de declararse por otra 
de la Sala tercera de este Tribunal Supremo, fecha 13 de Febrero último, 
no haber lugar al recurso de casación por quebrantamiento de forma uti- 
lizado por el procesado José Llibrer, la defensa de éste lo ha interpuesto 
por infracción de ley, autorizado por el núm. 8.0 del art. 849 de la de En- 
juiciamiento criminal, citando como intringidos: 

1,0 El art. 521, apartado 2.9, en relación con su primer apartado, y am- 
bos con el art. 523 del Código penal, pe no existe dato alguno para su- 
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pones que la ausencia de los moradores de la casa donde se verificó el 
robo fuese accidental, requisito preciso para considerarla habitada: 

. Y 2.9 Los artículos 123 y 126 del mismo Código, pues el Jurado no ha 
declarado las cantidades en que consistió el robo, sino que éste excedió de 
$00 - 


Resultando que señialada vista de admisión del presente recurso, tuvo 
efecto sin asistencia de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Aleocer: 

Considerando que es un supuesto de hecho, declarado por el Jurado 
en su veredicto, que la casa en que penetro el procesado José Llibrer Bar- 
berá era la habitación de Doña Juana Lanuza, de su hija Doña Teresa Lon- 
garela y de D. Joaquín Vargas, por cuyo motivo es inadmisible el recurso 
interpuesto por la representación de aquél, fundándose en que no se dice 
si la ausencia de éstos de la citada morada era accidental, porque esta ale- 
gación tiende á impoguasr, contra lo que la ley dispone, el supuesto indi. 
cado, y es inadmisible también respecto al mismo extremo, porque soste- 
niendo que se ha califcado mal el delito, no se señala el que debió esti- 
marese, pi se citan los artículos del Código aplicables al mismo, faltando 
en el primer concepto al art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
al 874 en el segundo: ; 

Considerando que el mismo recurso tiene un segundo punto en el que 
ee sostiene que al condenar al procesado Llibrer en la indemnización de 
perjuicios, se han infringido los artículos del Código penal que cita, lo 
cual, aunque fuera cierto, nunca sería motivo especial de casación, porque 
no encaja en ninguno de los tasados que señala el art. 849 de la mencio- 
mada ley de Enjuiciamiento criminal, y es igualmente inadmisible dicho 
recurso en este extremo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley interpuesto por José 
Ltibrer Barberá contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de esta corte, condenando al recurrente en las costas, y al pago 
de 126 pesetas, por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se 
comunique á dicho Tribunal, á los efectos procedentes. —(Sentencia pabli- 
cada en 18 de Abril de 1893, ó inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del 
mismo año.) 
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. RECURSO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1893).—Bala segunda. —.Denun- 
cta falsa.—No ha lugar al interpuesto por Josó Casas Vidal (Audiencia de 
Barcelona), y se resuelve: 

cuando no guardan la necesaria congruencia la cuestión que se plan- 

tea en el recurso de casación por infracción de ley Y el número artículo 

que se invoca como fundamento del mismo, aquél es de todo punto inadmisible, 

£bi enando la casación se interpone por suponer que el hecho no es cons- 

titutivo de delito, fundarse en el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Engjuicia- 

miento criminal, y no en el 2.0, que ss refiere únicamente al error en la cali- 
Acación juridica del hecho procesal. , 


En la villa y corte de Madrid, 4 18 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Josp 
Casas Vidal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
Barcelona, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción del 
distrito del Parque de la propia ciudad, por denuncia falsa: 
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Resultando que la expresada sentencta, dictada el 25 de Enero úli- 
“mo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que en 14 de Marzo de 1891 fué aprehendido por 
los empleados del resguardo de consumos de esta ciudad el carro de Jueéb 
Casas, conduciendo ocultos entre fajos de alfalfa 14 pellejos de vino, que 
trataba de introducir de matute, por lo que se le'condenó oportunamente; 
y al declarar acerca del particular ante la Comisión del ramo, presidida 
por un Teniente Alcalde, manifestó que había verificado aquella introduc- 
ción fraudulenta por estar convenido para ello con el guarda Ciprizno 
Franco, á quien había entregado 4 pesetas por carga, en cuya aserto asin- 
tió después de ser careado con este último, motivo por el cual se dió 
cuenta al Juzgado de instrucción, que procedió criminalmente por el dell- 
to de cohecho, en cuyo sumario, lejos de ratificarse el Casas en la impu- 
tación indicada, se contradijo, asegurando que el vino lo llevaba de tráa- 
sito y que no era cierto lo del aludido convenio, ni la entrega de dinero 
al expresado vigilante: 

Segundo. Probado que por estimarlo así la Sección cuarta de la Sala 
de lo criminal de esta Audiencia, sobreseyó libremente en la causa referi- 
da por auto de 28 de Octubre de 1891, mandando en el mismo proceder 
<riminalmente contra el Casas; 6 instruído el correspondiente sumario, 
persistió en que no era cierto el hecho imputado al empleado Cipriano 
Franco, sin que se haya justificado: lo contrario, ni exista dato algano 
para sospechar de la conducta de este último: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de denuncia falsa imputando un delito de 
cohecho, siendo del primero autor, sin circunstancias modificativas de su 
responsabilidad, Josó Casas Vidal, al que impuso un año, ocho meses y 
veintiún días de prisión correccional, multa de 250 pesetas, secesorisa y 
costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Casas recurso de 
-casación por infracción de ley, aatorizado por el núm. 3.0 del art. 849 de 
la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el art. 340 del 
Código penal, porque para que la denuncia d acusación falsa constituya 
-delito, es necesario que implique perversidad en el agente y la intención 
de causar daño, que no llevaba Casas, puesto que se retractó de su de- 


- muncia desde que vió se perseguía á Cipriano Franco: 


Resaltando que señalada vista sobre admisión del recurso, tuvo efecto 
con asistencia del Letrado del recurrente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que el recurrente se propone demostrar que el hecho 
por que ha sido condenado no reviste los caracteres de delito; y que este 
problema jurídico se halla comprendido en el núm. 1.0 del art. 849 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, y no en el 3.0, que se refiere sólo al error 
en la calificación, y que es el único en que se apoya el recurso: 

Considerando que por no guardar la necesaria congruencia entro la 
cuestión que se plantea y el artículo que se cita para autorizar el recurso, 
éste es de todo punto inadmisible; * 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 

+ misión del recurso de casación por infracción de ley que contra la citada 

sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona interpu- 
so José Casas Vidal, al que condenamos en las costas y á la pérdida del 
depósito de 125 pesetas que ha constituído, y al que se dará la aplicación 
correspondiente; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los efee- 
tos procedentes. —(Sentencia publicada en 18 de Abril de 1893, ó inserta 
en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) : 
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RuCcURSO DE 0ASAMÓN (18 de Abril de 1893).—Sala segunda. Desbr- 
«demes príbiscus.— No ha lagar al interpuesto pur Jueó Majó Cantatinóu 
(Audiencia de Bareelona), y se rerenelve: 
we comeien el delito de desórdenes públicos, previsto y penado en el 
art. 271 del Córdigo, los que causnren tumulto 6 turbaren gravemente el orden 
en algún colegio electoral, en la sanción de ouyo artículo incurren aquéllos 
que con el propósito de impedir fuesen vencidos en la lurha electoral sus par- 
portas realizan dentro del lugar de la elección aztos de violencia y devorden 
iru grave: 
Que si bien el art. 99 de la ley Electoral vigente pena las imfrarcionas 
cometidas em los colegios electoralen 4 que el mismo ee refiere, exuepitún los 
oumprendidos comn delótos en el Código, el owal sanciona expresamente el de- 


finido en su art. 271. 


En la villa y corte de Madrid, á 18 de Abril de 1893, en el recurs de 
casación pur infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto pur José 
3Ainjó Casntarinén, alias Sisó, y Antonio Cot. Toleá, alina S:ntet, coutra la 
sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de Barcelona, en causa 
pur desorden público: 

Resaltando que por dicha Andiencia ee dictó la expresada sentencia en 
13 de Diciembre últivan, consignando los heuhos en el aiguiente: 

Resultando que á las tres y niedia de la tarde del 10 de Mayo de 1891, 
día en que ee verificahan en el pueblo de Arenys de Munt las eleoriones 
de Concejales, como se apercibierau los que pertenerían á la ban:dería del 
Alcalde de que su candidateara iba á ser derrotada por la que apoyaba un 
grupo desafecto á dicha Antoridad, entraron unos cnantos, al frente de los 
cuales iba Jos% Majó Cantarinén, alias Sisó, en el sitio de las Cara= Con- 
sietsriales, donde se hallaba establecida una mesa electoral, y habiendo 
gritado el referido Majá, precisamente cnando tudo el mundo callaba, 
«silencio, qne se altere el orden, -6 que no se altere el orden» Antonio 
Cot Tolsá, Presidente del coleyio, de xenerdo con aquéllos, mandó que se 
despriase el local, y soxiliado por a'gonos interventores de su derecha, 
empujó la mesa pera derribar la urna, y so pndiéndolo conseguir por 
haberls amparado uno de los interventoes de la izquierda, la rompió de 
un campanillazo, hariendo rodar los cristales y las papeletas por el suelo, 
<£on lo que se produjo no fuerte alboroto, durante el cual salieron á 
relucir varias armas, y la onepensión del acto; lo que se declara probado: 

Resultando que la Sección cuarta de la Sala de Jo criminal de la As. 
diencia de Barcelona declaró que los hechos probados constituyen el delito 
de desórdenes públicos, definido y castixvado en el art. 271 del Código 
«pena!, del que son serponsab es en concepte de autores José Mejo Canta- 
Tinéuy y Antonio Cut Tuleá, sia ciecunetencias modificetives; y vistos dos 
artículos citados, el 97 y 100 de la ley del Sufragio de 26 de Jasvio de 1890, 
y demás.corcordantes de aplicarión, condene á cada uno de dirhos dos 
autores á la pena de cuatro meses y un día de arresto masor, eon las acce 
sorias de suepensión de tudo cargo durante el tiempo de la condenn, 
multa de 150 pesetas, ron el apremin personal en en caso, y en la mitad de 

las costas, y á Josó Majo Cantarinén á la susnensión del derecho de suíre 

gio durante dos años, y á Juan Antonio Cut Tuleá á nueve años y un día 

de inhabilitación temputal especial para bl derecho de dicho. sufragio: 
somo 50 23 


A 
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Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de ambos penados, que se ha interpuesto 
autorizado por el núm, 1.0 del art, 849 de la de Enjuiciamiento crimi- 
nal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 271 del Código penal, por aplicación indebida, por no reunir 
el hecho los caracteres que el mismo determina: 

2.0 El 99 de la ley Electoral de 26 de Junio de 1890, en cuanto no se 
ha tenido presente por la Sala, siendo en todo caso el único atinente: 

Resultando que en el acto de la vista fuó impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que cometen el delito de desórdenes públicos. previsto y 
penado en el art. 271 del Código penal, los que causan tumnlto ó tarban 
gravemente el orden en algún colegio electoral, y que el expresado delito 
le constituyen los hechos probados, toda vez que los recurrentes, con el 
único propósito de impedir que fueren vencidos sus partidarios, realizaron 
los actos de violencia referidos, promoviendo el grave desorden público 
que tuyo logar: 

Considerando que si bien el art. 99 de la ley Electoral de 26 de Junio 
de 1890, pena las infracciones cometidas en los colegios electorales á que 
el mismo se reflere, exceptúa los comprendidos como delitos en el Código 
penal, y que en su consecnencia al estimarlo así acertadamente la Sala 
sentenciadora, no ha incurrido en el error de derecho á que el recurse se 
refiere, ni cometido las infracciones alegadas; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto contra la expresada senten- 
cia por José Majó Cantarinóu y Autonio Cot Tolsá, á quienes condenamos 
en las costas y al pago de 125 pesetas cada uno, por rasón'de depósito, sí 
mejorasen de fortuna; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los 
efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 18 de Abril de 1893, 6 in- 
serta en la Gaceta de 21 de Octabre del mismo afío.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1893).-—Sala segunda.—.Homei- 
cidio.—No ha lugar al interpuesto por María de Jesús García (Audiencia 
de Las Palmas), y se resuelve: 

Que la exención de responsabilidad criminal á que se contrae el mm. 9.9, 
art. 8.0 del Código penal, no se determina por el efecto que pueda producir 
en el ánimo del agente del delito, cualquiera influencia, por poderosa que ella 
sea, lps limitar y aun anular su voluntad, sino que es necesario la concurren 
cia de una fuerza material que, privando al agente de toda voluntad, le convier- 
ta en mero instrumento del que la impulsa, á diferencia del que obra bajo la 
presión del miedo, pues entonces basta la coacción moral en grado suficiente 
para que sea insuperable de recibir un mal igual d mayor que el causado: 

Que no es apiscable dicha eximente 9.2 del art. 8.0, euando los hechos com 
signados en el veredicto del Jurado se refieren al "estado de ánimo en que la 
culpable se hallase por efecto de anteriores resentimientos con la victima, sin 
que en dicho veredicto se afirme el hecho de violencia por fuerza natural 
srresistidle, necesario para producir el efecto juridico de la exención de reo 
ponsabilidad criminal. 

En la villa y corte de Madrid, á 18 de Abril de 1893, en el recurso de 
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castición por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por María . 
de Jesús García Rodríguez contra la sentencia pronunciada por la Sala de 
justicia de la Audiencia de Las Palmas, en causa por homicidio: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 26 de Noviembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que sometidas á la deliberación del Jurado las preguntas 
formuladas en el acto del juicio oral, las contestó en los términos siguíeu- 
tes: «Primera. María de Jesús García Rodríguez, ¿es culpable de haber á 
las siete de la mañana del 17 de Diciembre del año último inferido una 
puñalada con una navaja á Martín Delgado sobre la clavícula izquierda, 
que á los pocos momentos la produjo la muerte? —S1.—Segunda. El hecho, 

* ¿se ejecutó por la María de Jesús García aprovechando la ocasión de estar 
de espaldas Martín Delgado con el propósito de que éste no pudiese de- 
fenderse ni ofenderla, asegurando así la realización del delito expresado 
anteriormente? No.—Tercera. María de Jesús García, al ejecutar el hecho 
expresado en la primera pregunta, ¿obró violentada por una fuerza irre- 
vistible, producida en su ánimo á consecuencia de actos llevados á cabo 
por Martín Delgado anteriormente? —Sí.—Cuarta, María de Jesús García, 
¿ejecutó el hecho consignado en la primera pregunta sin el propósito de 
eausar la muerto á Martín Delgado?—81,—Quinta. El referido hecho, ¿le 
eausó la María de Jesús García por haber tratado pocas horas antes Mar- 
tín Delgado de abusar de ella, queriendo la misma vindicar la ofensa?—SÍ. 
Sexta. Al ejecutar María de Jesús García el hecho expresado en la pri- 
mera pregunta, ¿se hallaba en estado de embriaguez?—8í. —Séptima. El 
referido hecho, ¿se ejecutó por María de Jesús por obcecación y arrebato 
que le produjeron las ofensas recibidas por Martín Delgado? —81.— Octava. 
El hecho realizado por María de Jesús, ¿se llevó á cabo á consecuencia de 
estar sufriendo el mal periódico de las mujeres?-—SÍ»: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Las Palmas de- 
claró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen 
el delito de homicidio previsto y penado en el art. 419 del Código, del que 
es responsable, en el concepto de autora, María de Jesús García Rodríguez, 
con las circunetancias atenuantes 3.2, 5.2 y 6,2 del art. 9.0 del Código pe- 
nal, que deberán estimarse como muy calificadas; y vistos los artículos ci- 
tados y demás concordantes de aplicación del referido Código, condenó 
á dicha autora á diez años de prisión mayor, con sas accesorias compati- 
bles, indemnización de 1.500 pesetas, con otras declaraciones de ley: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicha procesada, que se ha interpuesto, 
autorizado por el núm. 1.9 del art. 489 de la de Enjuiciamiento criminal, 
eltando como infringidos el art. 8.0 de dicho Código, con su circunstan- 
cla 9.2, en cuanto no se ha estimado por la Sala, y declarado la exención 
de responsabilidad criminal: 

Resultando que en el acto de la vista fuó impugnado el recurso por el 
Ministerio fiecal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que limitado el problema jurídico que se plantea en el 
presente recurso á la infracción de la circunstancia 9.2 del art. 8.0 del Có- 
digo penal, por no haberse aplicado en la sentencia, queda circunscripta 
la competencia de esta Sala á declarar si la sentenciadora ha incurrido en 
el error de dereeho que señala el núm. 1.0 del art, 489 de la ley de Eojui- 
ciamiento criminal, por no haber declarado á la recurrente exenta de res- 
ponsabilidad crimina!, como violentada á la comisión del delito por una 
fuerza irresistible: 

Considerando que la exención de responsabilidad que señala el art. 8.9 


del Código penal, en su circonetancia 9.2, no se determina, por el efecto 
que pueda pro.lucir en el ánimo del agunte de: delito, caalquier 11. »eacia 
por poderusa que ses, para limitar y aun anular su voluntad, sino que es 
necesario, según el textu de la ley, la violación de una fuerza materia! que, 
privando al agente de toda voluntad, le convierta en Mhero instromente 
del que la impulea, á diferencia del que obra bajo la i: fuencia del miedo, 
que basta la coscción moral en grado saficiente para que sea insuperablW 
de recibir un mal igual ó mayor que el causado: 

Considerando que, esto supuesto, y aceptando como indiscutibles los 
hechos que declara el Jurado en la tercora pregunta del veredicto, que 
sirven de fundamento á la infracción alegada, no ha cometido la Audien- 
cia sentenciadora el error que se snpone, purque los móviles que impulea 
ron Ja comisión del delito, segón los hechus que dicha pregunta declara, 
se refieren al estado de ánimo en que la recurrente se hallaba, por efecto 
de actos anteriormente realizados por la víctima, sin qne en dicha pregunta 
pi en ninguna otra del veredicto se afirme por el Jurado el hecho de vio- 
Jencia por fuerza batnral irresistible, necesario para que prolujera el 
efecto jurídico de la exención de responsabilidad que se pretende; 

Fallamos que debemos dec:arar y declaramos no haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Audiencia de Las Palmas ha inter 
puesto María de Jesús García Rodríguez, á quien condenamos en las cos 
tar, y al pago de 126 pesetas, por razon de depósito, si mejorase de for: 
tana; comuniguese esta resolución al Tribnnal sentenciador á los efectos 
O0portunos, —(Sentencia pablicada en 18 de Abril de 1893, ó inserta en la 
Qaoeta de 21 de Outubre del mismo afio.) . 
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RECURSO DE CARACIÓN (18 de Abril de 1893).— Sala segunda, —-Ertnfa. 
—No ha lugar al interpuesto por Ramón Gómez Gil y Valero Gumues Gar- 
cla (Audiencia de Valencia), y re resuelve: 

Que el delito de estafa que define el núm, 2.9 del art. 551 del Código pe 
nal, requiere como elementos indispensables que el contrato que se celebre sea 
simulado, y que cun la simulación se cuuse perjuicio á tercero; y ambas notas 
concurren en lu venta fugada hecha para obtener la declaración legal de po- 
dre en un litigio, pues con ello, á más de la simulación de contrato, ve perjw- 
dica al colitigante y á los derechos de la Hacienda pública. 


En la villa y corte de Madrid, 4 18 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley qna ante Nos pende, interpuesto por Rw 
món Gómez Gil y Valero Gómez García contra la sentencia pronunciadá 
Do la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, en causa pur es 
taífa: 3 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 19 ¡e Euero último, consignando los hechos en el signiente: : 

Resultando que en 8 de Euero de 1892, D. Ramón Argente Fernándes 
interpuso demanda de tercería de dominio contra Ramón Gómez Gil y 8al- 
yador Pujades Liud, sobre varias fincas que á instancia del Fámez faeron 
embargardas al Pujades, y repastida la indicada demanda en 12 del referido 
mes de Enero, fayron emplazados los demandados en 4 de Febrero el- 
guiente, apareciendo que por escritura pública de 1.0 del mismo mes de 
Febrero, otorgada ante el Notario de Auna, D. José Stiss Jaime, Remón 
Gómez Gil, vendió á su hijo Valero Gómez García, una casa y tres fiacas 
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rásticas por presio 1.500 pesetas, que confesó el vendedar haber recibido 
de) comprador, con cuyos antecedentes en el primer he::ho del escrito que 
presentó el Ramón Gómes al Juzgado en 23 le Marzo último, ssegnró que 
esa pahre por carecer en absoluto de bienes, habiéndose demostrado 4 jui. 
cio del Tribunal y como resultado de las pruebas practica.las en el acto «tel 
jaigio, que Ramón y Valero Gómez, con noticias de la demanda ya presen- 
tada y repartida en el Juzgado de Enguera, poco antes de ser el primero 
emp'aza:do, convinieron en simnlar la venta entre el Ramón y el Valero de 
las fiucas que el primero poseía, para lograr por este medio que el Ramón 
Gómez pudiera articolar y obtener declaración de pobreza en dicho pleito 
de tercería con perjuicio del demandante D. Ramón Argente y del Estado, 
que el Tribunal estima en 400 pesetas; heuhos que se declaran probados: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia de- 
claró que los hechos probados constituyen un delito de estafa, definido y 
penado en el núm, 2.0 del art. 551 del Código, causán:iole nn perjuirin de 
400 pesetas, siendo responsables, en concepto de antores, Ramón Gómez 
Gil y Valero Gómez García, sin circunstancias modificativas; y vistos los 
artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó á cada uno 
de dichos dos autores á la pena de dos meses y no día «de arresto mayor, 
con sus accesorias, multa de 400 pesetas, oon el apremio. personal en su 
caso, y en la mitad de las costas: 

Resaltaudo que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infrarción de ley por parte de los dos penados, que se'ha interpuesto, 
antorizado por el núm. 1,0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, 
citando como infringidos, el art. 561 del Codigo penal, núm. 2.0, y el art. 1.0 
. de dicho Cádixo, pues ni el hecho reune los caracteres del delito que es 
califica y pena, bi constituye acción ú omisión voluntaria penada por la ley, 
tiendo, por el contrario, un acto perfectamente lícito: 

Resultando que en el acto de la viata fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Vieto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el delitv de estsfa que drfine el núm. 2.0 drl art, 651 
del Código penal, requiere como elementos indispensables, que el contrato 
que ae celebre, adumás de ser simulado, se cause con el perjuicio á ter- 
cero: 

Considerando que es na hecho indiscutihle, por declararse probado en 
la sentencia que el contrato de venta otorgado en 1.0 de Febrero pur Ra- 
món Gil en favor de sa hijo Valero fué simulado y con el nbjeto de obte- 
ner una declaración de pobreza para litigar en este concepto en la tercería 
de dominio interpuesto por D. Ramón Argenta, y en este supuesto, es in- 
dudable que el herho procesal reune los elementos que determinan el de- 
lita de estafa, porque declarada la simulación del contrato el perjnicio, aun 
euando no estuviera, como lo está, declarado por el Tribunal a qn, es no- 
torio, no sólo para el demandante que indebidamente se le obliga á litigar 
eon un pobre, sino también para la Hacienda, que. deja de percibir el im- 
.porte del papel, que sin aquella cuaiidud tendría que satisfacer, sin que 
esta perjuicio se desvirtúc bujo el supuesto de no irrogarse basta tanto que 
por el Tribunal se acceda á la declaración de pubre, porque autorizado el 
litigante para disfrutar de sue beneficios con sólo la interposición de la 
demauda, desde aquel punto y sin esperar á eu resolución, se principian á 
irrogar, alguno de los que no pueden subsanarse vi anu en el caso de ser 
desfavorable la resolución de la demanda de pobreza: | 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala sevtenciadora no ha inca- 
rrido en error de derecho, ni cometido infracción legal alguna; ) 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 


A 


358 JURISPRUDENCIA CRIMINAL 


ue Contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia 

e Valencia ha interpuesto Ramón Gómez Gil y Valero Gómez García, á * 
quienes condehsmos en las costas, y al pago á cada uno ' de 125 pesetas, por 
razón de depósito, si mejorasen de fortuna; comuníquese esta resolución 
al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada 
en 18 de Abril de 1998, ó inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mis 
mo afia.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (20 de Abril de 1893).—Sala segunda.— Diéparo 
de arma de fuegn.—No ha lugar al interpuesto por José Sánchez Gismero 
(Audiencia de Madrid), y se resuelve: 

Que conforme á lo dispuesto en el art. 874 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, es inadmisible el recurso de casación por infracción de ley cuando 
la cuestión jurídica que se plantee no guarda congruencia con el número del 
art: 849 de aquella ley en que se apoye; debiendo, además, citarse las leyes 
penales que se estimen infringidas. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Abril de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Josó 
Sánchez Gismero contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cía de Madrid, en causa seguida al mismo en el Jusgado de instrucción de 
Alcalá de Henares, por disparo de arma de fuego: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Enero último, 
consigna lus hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el 24 de Abril del año último se suscitó en una taberna 
del pueblo llamado Pozuelo del Rey una cuestión con motivo de casa en- 
tre Faustino Sevilla y José Sánchez Gismero, y como aquél preguntara al 
segundo, en tono de broma, si había cazado lobo ó zorra, se mostró ofen- 
dido Sánchcz, quien, á pesar de aquél indicarle que no se molestara por 
tales palabras, dichas sin ánimo de mortificarle, disparó contra Sevilla 
una pistola, cuyo proyectil no le causó lesión alyuna; hechos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos del delito de disparo de arma de fuego, y condenó, como -* 
autor del mismo sin circunstancias modificativas de su responsabilidad á 
José Sánchez Gismero, á un afioo, ocho meses y un día de prisión correc- 
ciopal, accesorias y costas: 

Resultando que dicho procesado ha interpuesto contra esa sententis 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 6.0 del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el * 
art. 82, en sus casos 1.0 y 2.0, del Código penal, pues es de apreciar en fa- 
vor del recurrente la circunstancia atenuante de falta de provocación, que 
implícitamente declara la Sala probada en el primer resultando: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que para que sea admisible el recurso de casación por 
infracción de ley, «es de todo punto necesario que Ja cuestión jurídica que 
se plantee guardo congruencia con el número del art. 849 de la ley de En- ' 
juiciamiento criminal en que se apoy+, y que se citen además las leyes 
penales que se consideren intringidas, conforme á lo terminantemen 
prevenido en el art. 474 de la misma ley: ) 
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. Considerando que á este precepto legal y á aquella doctrina, declarada 
-son repetición por este Supremo Tribunal, se opone el recurso interpuesto 
por Josó Sánchez Gismero, porque pretendiendo que se derive de los he- 
ehos estimados como ciertos en la sentencia reclamada la existencia de 
una circanstancia atenuante no apreciadá por el Tribunal del juicio, ó sea 
la de falta de provocación por parte del recurrente, que á su vez no había 
sido provocado ni agredido, ha debido citar el número del art. 9.0 del Có- 
digo penal en que esté comprendida, pues de semejante infracción, en su 
caso, podría derivarse la del art. 82 en sus números 1.9 y 2.9, única que en 
el recurso se supone cometida, y se plantea además una cuestión jurídica 
que no guarda la necesaria congruencia con el caso 6.0 del art. 849 de la 


ley Procesal en que el recurrente se apoya para determinar el error de 


derecho que se atribuye á la Audiencia sentenciadora; 
Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la adui- 


: sión del recurso de casación que contra la sentencia dictada por la Sala de 


lo criminal de la Audiencia de esta corte interpuso José Sánchez Gismero, 
á quien condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de 
depósito, si mejorase de fortuna; lo que se comunique al Tribunal senten- 
ciador á los efectos oportunos. —- (Sentencia publicada en 20 de Abril de 
1993, 6 inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (21 de Abril de 
1893).—Sala segunda.—Lesiones.——Ha lugar, en parte, al interpuesto por 
el Mivisterio fiscal (Audiencia de Puerto Pray , y de resuelve: 

- Que declarado por la Sala sentenciadora que el autor de las lesiones por 
efecto de las cuales perdió el ofendido dos dientes incisivos lo fué wn agente 
de la Autoridad, el hecho está previsto y penado en el núns. 3.0 del art. 429 
del Código penal de Cuba y Puerto Rico como lesiones graves: 

Que la pérdida de dos dientes incisivos constituye, según doctrina cons- 
faute del 7ribunal Supremo, deformidad en el ofendido: 

lejas de estimarse la circunstancia 1.2, art. 9.9, en relación con la 12 
del 8.0 del Código Pa constituye wn verdadero abuso el acto de golpear 
innecesariamente á un detenido un agente de la Autoridad, 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende», interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal en beneficio de José Herrera Valecillo, contra la sentencia 
pronunciada por la Audiencia de lo criminal de Puerto Príncipe, en causa 
por lesiones y otros delitos: Ñ 

Resultando que por dicha Audiencia.se dictó la expresada sentencia 
en 23 de Diciembre último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que el día 21 de Mayo último Francisco Rodríguez Marin 
se hallaba en estado de embriaguez, escandalizaudo, por lo que el guar- 
dia José Herrera Valecillo trató de conducirlo al cuartelillo, pero el es- 
tado de Marín era tal, que cayéndose y negándose por su estado á segutr 
«al guardia, óste le empujaba con las manos y los pies, dándole ligeros 
golpes, hasta qne al fin logró llevarlo al punto indicado; hecho probado: 

Resultando yue á los pocos momentos de entrar en el cuartelillo Fran- 
cieoo Rodríguez ee presentó D. Miguel Neira á enterarse del motivo por 
que se conducía á Rodríguez, por quien se interesaba, por tenerlo como 
Padre, y habiendo mediado algunas palabraó.entre Neira y el guardia, 
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que no pudieron determinarse, pero que debieron ser algw inconvenijen-- 
tes, pues el guardia tumo la determinación de detener á Neira, maudán- 
dule entrar en dicho Joca), en donde permaneció eumo dos horas y medina; 
hecho probado: 

Resultado que D. Francisco Rodríxnez y D. Miguel Neira fueron de- 


tenidos nuevawente por la misma «»ú0es v por rasón del delito dp 34 de - 


Mayo último, por el Juez municipal, á consernracia del parte dado, ha- 


biéndose recibido declaración instructiva al Neira, la que fué ampliada . 


en la misma forma por el Juez de instrucción de Moron, quien por mo 
aparecer méritos contra dicho individuo, lo descartó del procedimiento, 
ratificándose su declaración con juramento, mandándulo puaer en liber 
tad el 27: 

Resultando que cuatro días después de la ocurrencia el Juez munici. 
psl, por manifestar el Rodriguez al declarar que el guardia Herrera lo 
había lesionado, mandó fuese reconocido por facultativos, y así ee efee 
tuó, manifestando éstos que presentaba nna erosión de la plel en la re- 
gión escepuiar derecha de 16 centímetros; dos equimosis en vías de reso- 
lución, una de cinco centímetros y otra de tres, en la parte anterior y su- 


Y 


perior derecha del tórax, otra en el lado inferior, inflamado, con erceióm * 


de un centímtro de Jongitud, habiendo perdido dos incisivos inferiorem, 
lateral y central izquierdo; que el central dere: ho estaba bastante blando, 
y probablemente lo perdería, y que la mucnea y alvéolos correspondientes 
estaban juflamados, covas legis es fueron hechas por un cuerpo contun- 
dente, como las manos ó los pirs, y de carácter leve, quedando al paciento 
el defecto físico de la pérdida de dos dientes á consecuencia de dichas 
contnsiones; hecho probado: 

* — Resaltando que la Audiencia de lo criminal de Puerto Príncipe declaró 
que lus hechos probados constituyen un delito de lesinnes graves, previsto 
y penado en el caso 3.9 del art, 429 del Código, no existiendo méritos para 
apreciar el de detención ilegal, ni desobediencia alguna grave ni teve á un 
agente de la Antoridad, siendo respunsable del «de lesiones en nuncepto 
de autor José Herrera Valecillo, con lee circunstancias atennantes 1.9 
y 3.2 del art. 9.0 de dicho Código, en relación aquélla con la 12 del 8.9, 
debieudo estimarse como muy calificadas; y vístus los artícalos citados y 
demás cuncordantes de aplicación, condenó á dicho autor á la pena de 
dos meses y un día de arresto mayor, con sus accesorias y 6n una tercera 
parte de costas, absolviéndole por el delito de detención ilegal; y al Fran-- 
cisco Marín, por el de desobediencia, con las r-stantes costas de oficio: 

Resultandu que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Ministerio fiscal, que es ha interpuesto 
fundado en los námeros 3.0 y 5.2 «del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, citando como infring:dus: 

1,0 El art. 429, núm, 3.9, y 611, núm, 1.0, aquél por aplicación indebi.- 
da, y óste por inaplicación, siendo el atinente: 

2.0 El núm. 1.0 del art, 9.9, en relación con el 12: del 8.2 y regla.5,2 
del 8.0, en cuanto se estiman por la Sala: 

Resultando que instsoída la defensa del procesado, se adhirió al ve- 
curso interpuesto por el Ministerio fiscal, impuguaado la seguada Ín- 
fracción, 

Vista, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que declarado por la sentencia recurrida que el autor 
de las euntuaiones y erosiones inferidaa á Frareieco Rodrígnes Marín, 
por efecto de Jas que perdió dos dientes ¡ncieivos, defectu físico qne 
coustitaye deformid 
Sué el guardia José Horrera Vaiccillo, el hecho se halla provisto y penado 


a), según tiene declarado este Tribunal Supremo, le - 
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en el núns, $. del art. 429 del Código penal de Coba y Puerto Rico, y que ' 
el delito, en su cousecuencia, ha sido debidamente calificado de lesiones 
graves por la Audiencia de lo eriminal de Puerto Príncipe: 
Cobsiderando qne no es de estimar en el presente caso en favor del. 
proresudo la ejrenvetancia núm. 3.9 del art. 9.9, en relación con la 12 del 
$.9 del. mismo Codigo, de haber vbrado en cumplimiento de un deber ó 
en el ejercicio legítimo de su cargo, porque no puede califiearae de tal, y ' 
sí de vn abuso lus st0b por 6) «jecurados, productores de dichas lesiones; 
Fellamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso * 
de esseción por jufracrión de ley interpuesto por el Ministerio fiscal en 
bene rio del reo Jusó Herrera Valecillo, contra la sentencia pronunciada 
por la Audienria de lo criminal de Puerto Principe en 23 de Diciembre 
de 1892, en evuauto el prinier motivo; y hsber lugár al segundo, respecto. 
del que Ja casamos y snolamos, declarando las costas de oficio; remitase 
certifiración de esta sentencia y de la que á continuación se dicte al Tri. 
buna! sentepeiador, á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 21 
de Abril de 1868, 6 inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del miamo año.) - 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Abril de 1899).—S8ala segunda. — Conccio- 
ses.— Ha lugar al recuiso de easación interpuesto por Emilio Gurdillo y 
Manue! Gurdiilo O.:hos (Audiencia de Sevilla), y se resuelve: 

Que la cobranza de la contribución de:consumns, ast como la de las demás 
impuestos del Estado, es una función propia de la Autoridad pública, que 
sólo por delegación de ella puere ser ejercida, y an en este enso el cesionario- 
se subrroga en la personalslad del cedente, por lo cual no puede menos de re- 
putarse agentes de la Autoridad, pará los efectos penales, á los funcionarios 
que intervienen en la administración y cobranza del impuesto de comemos, 
siendo uno de sus principales deberes el impedir que se cometa el f aude; 

Que eunalquiera que sea la inteligencia que se dé al párrafo segundo del 
art. 332 del Heglantento de consumus de 21 de Junio de 1889, y aun en el su- 
puesto de no entenderse por él que queda limitada al caso que la Harienda 
administre por sí el impuesto, la necesidad de que les deprntientes en el ejer- 
cicin de sue funciones lleven las insignias que previene el Reglumento de 29 : 
de Septiembre de 1885 para ser considerada agentes de la Autoridad, siempre 
resultarán que los vigilantes de consumos, an cuando la falta de lus insignias 
les privase de aquél carácter, munca tal cireunxtancia les despojaría del de 
Juncionarios públicos, que por ed urigen de su nombramiento, debido al Muni- 
cipio, y por la naturabrza del impuesto ostenta, siendo igual uno ú otro raráe- 
ter para los efectos de la penalidad establecida en el último párrafo del ar- 
tículo 264 del Código; 

Que no puede prosperar el recurso por infracción de ley, aun habiéndose 
cometido error de derecho en el fallo reclamado, euando para subranarlo hay 
que penar' al culpable por un delito más grave que el que fué objeto de la acu” 
sación y de la drfensa, 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Emilio 
Gurditdo Gurcía y Munuel Gordiilo O.-hos eontra sentencia de la Bala de 
lo eriminal de la Andiencia de £evilla, en causa seguida á los mismos y 
otros en el Insgado de instrucción del distrito del Salvador de la miswa 


ciudad, por coacción: 
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Resultando que la expresada sentencia, dictada el 3 de Diolembre álti-> 
mo, coneigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que la tarde del 21 de Noviembre del año anterior los expre- 
sados Emilio Gordillo García, Manuel Gordillo Ochoa, Juan Chaparro 
Otero y Francisco Crespo Pervira trataron de introducir en esta dicha cla- 
dad cinco vejigas de alcohol, que ocaltaron entre la faja, sin pagar los de- 
rechos de consumos correspondientes, y al llegar al punto llamado Tejar 
del Malagueño, en las inmediaciones del barrio de Triana, fué detenido el 
Juan Chaparro, que iba delante, por el vigilante del Resguardo del ramo 
Manuel Sevilla González, que prestaba seryicio en dicho sitio, aunque no 
tenía Jas insignias propias de su cargo, ó sea la chapa con las iniciales re- 
glamentarias R, C. y el núm. 178, que le correspondía en el Resguardo ex- 
presado, cuyo vigilante trató de ocoparle, como decomisadas, dos de las 
referidas vejigas de alcohol que llevaba, á lo que se opuso el Chaparro, 
pugnando por desasirse del Sevilla, que le tenía aujeto, y acudiendo en 
auxilio de aquél sue compañeros Emilio y Manuel Gordillo empujaron al 
vigilante Sevilla, derribándolo al suelo, y le golpearon y arrastraron un 
pequefio espacio, para impedir que ocupase el alcohol dectomisado y lograr 
que dejase libre al Chaparro, lo cual no consiguieron porque se acercó 
otro vigilante á las voces del repetido Sevilla, y aquéllos huyeron, lleván- 
dose las otras vejigas de alcohol en unión de Francisco Crespo Pereira, 
que no se ha demostrado que tomase parte en la agresión contra Manuel 
Sevilla, al cual causaron Emilio y Manuel Gordillo en la refriega una 
herida contusa en la frente y varias contusiones y arañiszos en la ro- 
dilla derecha y en el dorso de la mano izquierda, para cuya curación ne- 
cesitó de asistencia del Médico y estuvo impedido para su ocupación ha- 
bitual durante seis días, y sanó por completo de dichas lesiones á los dies, 
sin que le quedase deformidad ni impedimento alguno; hechos que decla. 
ramos probados: 

, Resultando que la Sala sentenciadora calificó los hechos expuestos de 
un delito de coacción y una falta incidental de lesiones, de que eran auto- 
res Emilio Gordillo García y Manuel Gordillo Ochoa, sin circunstancias 
modificativas de eu responsabilidad, 6 impuso á cada uno por el delito 
tres meses de arresto mayor, accesorias, multa de 150 pesetas y parte de 
costas, y por la falta, quince días de arresto menor, 6 indemnización: 

Resultando que contra esa sentencia han interpuesto los Gordillo re. 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por los números 1.0 y 
3,0 del art, 819 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infrin- 


gidos 
1.0 El art. 510 del Código penal, aplicado indebidamente por la Sala, 
pues considerado por la misma el vigilante Sevilla como un particular, por 
no tener las insigoias que el Reglamento del Cuerpo de consumos le obli- 
gaba á llevar, no estaba autorizado para decomisar á Chaparro las vejigas 
del alcohol, y al impedírselo los recurrentes no cometieron delito de coac- 
ción, siquiera emplearan violencia: 
Y 2.0 El núm. 5.0 del art, 604 del Código «citado, pues la falta que el 
mismo preve es la que constituyen los bechos perseguidos: 
Resultando que el Ministerio fiscal apoyó oralmente el recurso. — - 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 
Considerando que la cobranza de la contribución de consumos, así 
como la de los demás impuestos del Estado, es una función propia de la 
Autoridad pública, que sólo por delegación de ella puede ejercerse, y sun 
en este caso el cesionario ee subrroga en la personalidad del cedente, por 
lo que no puede menos de reputarte agentes de la Autoridad, para los 
efectos penales, á los funcionarios que intervienen en la administración y 
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cobransa del impuesto, siendo uno de sas principales deberes el de impe- 
dir que se cometa el fraude: 

Censiderando que cualquiera que sea la inteligencia que se dé al pá- 
rrafo segundo del art. 332 del reglamento de consumos de 21 de Junio de 
1899, y aun en el supuesto de no entenderse por él que queda limitada al 
caso que la Hacienda alministre por sí el impuesto, la necesidad de que 
los dependientes en el ejercicio de eus funciones, para ser considerados 
como agentes de la Autoridad lleven las insignias propias del mismo que 
previene el reglamento de 29 de Septiembre de 1886, se entienda extensivo 
este deber en todos los casos, pues sun así, si la falta de insiguias les pri- 
vare de la cualidad de agentes de la Autoridad, no les quita el carácter de 
funcionarios públicos que tienen, atendido á que su nombramiento en el 
presente caso se hizo por el Ayuntamiento, y el carácter público del im- 
puesto, cuya recandación les está confiada, siendo igual para los efectos de 
la penalidad, que teugan uno ó otro. 

Considerando, en virtud á lo expuegto, que declarándose probado en la 
sentencia objeto del presente recurso que Manuel Sevilla era vigilante de 
consumos, y que al cumplir un deber propio de sa cargo, como lo es el 
impedir que los recurrentes introdujeran, según pretendían, especies gra- 
vades con el impuesto sin pagar el adeudo, fué por éstos maltratado de 
hecho, no cabe duda de que, ya obrase el Sevilla como agente de la Auto- 
ridad, ó sólo con el carácter de funcionario público, el hecho procesal se 
halla comprendido en el último párrafo del art. 264 del Códizo penal, cas- 
tigado con la pena de prisión correccional en su grado mínimo al medio y 
multa de 160 á 1.500 pesetas imponible en el grado máximo por haber 
puesto los enipables manos en el agente de la Autoridad, ó en el funeio- 
nario público ofendido: 

Considerando que no obstante el error de derecho que en la califica. - 
ción del hecho procesal ha incurrido la Sala sentenciadora, no puede pros- 
perar el recurso interpuesto, porque para enbsanarlo habría que castigar á 
los recurrentes por un delito más grave que el que ha sido objeto de la 
acusación y de la defensa, ó imponerles mayor pena que la impuesta en la 
sentencia, lo cual no es posible en casación; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Sevilla han interpuesto Emilio Gordillo García y Manuel Gordillo Ochoa, 
á quienes condenamos en las costas y el pago cada uno de 125 pesetas por 
razón de depósito, si mejorasen de fortana; comnníquese esta resolución 
al Tribunal sentenciador á los efectos oportnnos.—(Sentencia publicada 
en 21 de Abril'de 1893, ó inserta en la Gaceta de 21 de Ostubre del mis- 
mo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Abusos 
deshonestos y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por el procesado ... (Au- 
diencta de ...), y se resuelve: 

Que declarado en el veredicto del Jurado que el culpable, al abusar des- 
onestamento de una nifia, inoculándola, á sabiendas, el pus sificitico que la pro- 
dujo wn padecimiento de setenta y cuatro días de duración, ye propuso ejecu- 
tar el hecho con todas tus consecuencias, se determinan con aquella declaración 
independientemiente y con existencia propia dos delitos, á saber: el de abusos 
deshonestos uno, y el de lesiones graves otro, de los cuales se hizo responsable 
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enmo autor el procesado, siendo de aplienros el art. SO del Código en cuento á 
la penalidad correspundiente á ambos delitos. : 


. Enla villa y corte de Madrid, á 21 de Abril de 1893, en el recureo de 
casac ón por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por. 
co:.tra sentencia de la Audiencia previncial de ..., en causa seguida al 
memo en el Juzgado de instrucción de ..., por abusos deshonestos y le 
tivnes: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 18 de Febrero él- 
timo, cr sigoa lus hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que remitida esta caues al Tribunal del Jurado, éste ha emi- 
tido el signiente veredicto: «Los juradus han delibesado sobre las pregun- 
tas que se han sometido á su resclución, y bajo el juramento gue peste 
ron, declararon sulemnemente Jo siguiente: A la primesrapregunta. ¿Es cul 
pable ... de haber abusado deshonestemente de la niña de cuatro años ... 
suzándole el pene en sus partes genitales? —8S1.—A la segunda pregunta, 
¿En asimiemo culpable el citado ... de haber contagiado á la repetida niña 
lu afec:ón venéreas que padecía, estando enferma de sus resultas setenta 
y cuntro «días? — Sí»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos síirma- 
dos en el veredicto constitutivos de un delito complejo de abusos desbo- 
nest. s y lesioves graves del núro. 4.0 del art, 481 del Código, del que era 
antor el procesado, sin circunstancias agravantes ni atenuantes, y aplican 
do el art. 90 del mismo Código, condenó á ... ácinco años de prialón eo- 
rrecrional, aeresorias, indemnización de 200 pesetas y costas: 

Re«ultaodo que rootra la auterior sentencia ha interpuesto ... racurso 
de cxración por infracción de ley, autorizado por el uúm. $.0 del ast, 849 
de la de Enjuiciamiento eriminal, citando como infringidos: 

1,0 El art. 90 del Código penal, pues el herho sólo constituye delito de 
a2b:s0a derhonestos, y consecuencia de ellas es la enfermedad inficcionada 
á la niña ..., sia propósito del recurrente, faltando el que mo puede existir 
el de itu de lesiones; y 

2.0 El núm. 4.2 del art. 421 del Código penal, pues la enfermedad su- 
frita por la niña es elemento integrante del delito de abusos deshonestos, 
que no sólo envuelve el dafio moral, sino el material que pueda causarse 
á la víctima: 

Resultando que el Ministerio fiscal impnegnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Punente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que es de aplicarse el art. 90 del Código penal cuando un 
solo heho constituye dos ó más delitus,-ó cuando uno de ellue sea medio 
necesario para cometer el otro, imponiéndobe en uno y otro caso la pena 
del más grave en el grado máximo: 

Considerando que á este precepto legal ha ajustado acertadamente su 
fallo condenatorio la Audiencia de ..., porque declarado en el veredicto del 
Jnrado que ... abusó de una nifía de cuatro años y rozándola el pene en sus. 
partes genitales la contaxió, inoculándola el pus venóreo y ocasionándola 
un pallecimiento que la duró setenta y custro días, resulta de un mudo 
cierto que, á sabiendas, intencional y maliciosamente, se propuso ejecutar 
el hecho con todas sue consecuencias, y como éstas determinan indepen- 
dientrmente y con existencia propia dos delitos, et de abusos deshovestos 

el de Jesiunes graves, dicho ... ee hizo de ambos responsable como autor, 

ncorriendo en la responsabilidad del más grave, en su grado máximo; 

Y considorando, en razón á lo expuesto, que la Audiencia de ... no ha 
. Infringido el mencionado artículo del Código ni los demás que se citan en 
el recurso, ni incurrido en el error de derecho que le sirve de apoyo; 
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Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar al rerurao 
de essación por infracción de leg interpuesto por... Cuntra ia expresara 
sentencia de la Audiencia proviacial de ..., condenando al recurrente en 
las costas y al payo de 125 pesetas por razón de depósito, cenando mejore 
de fortaes; lo que se. comunique al Tribunal sentenciador á los efectos 
oportunos. -—(Sentencia publicada en 21 de Abril de 1843, 6 inserta eu la 
Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE UC TRAMAR (21 de Abril de 
1898), —Sala segunda. —Desubediencia.— No ha loyar al interpuesto por 
D. Manuel Pérez Fernández (Audiencia de Puerto Rico), y ee reeneive: 

Que lus recursos de casación para ser admisibles han de fundarse sobre 
los mismos hechos probados que consigne la sentencia reclamada, porque cave. 
ce el Tribunal Supremo de comprtencia pura aceptar hechos wuevos ó distintos 
de los establecidos en el fallo reclamad»; 

Que como el art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal establece varias 
errores que pueden servir de fundamento al recurso de casación, es necesario 
al interponer éste concretar el número de aquella dinporición leyal, debiendo 
existir congruencia entre dicha cita y la cuestión jurídica que en aquél se 
plantea. 


En la villa corte de Madrid á 21 de Abril de 1893, en el rerurso de ca- 
sación por infracción de loy que ante Nue pende, interpuesto D. Manuel 
Pérez Fernández contra la sentencia p.onuociada por la Sala de justicia 
de la Audiencia de Puerto Rico, en cansa por desobediencia: | 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
18 de Abril de 1893, consiguando los hechos en lus siguientes: 

Resultando que nombrado D, Manuel Pérez depositarin de los bienes 
embargados á D. Manuel García Méndez, por virtud de juicio verbul, se» 
guido por la Sociedad Serra y Compañía en cobro de pesos, y remuvido 
que fué de dicho cargo, se dispuso pur el Juzgado municipal de Bayamón 
la entrega de. los bienes deposita:los, Áá cuvo eferto se requirió a D. Ma- 
nuel Pérez para ello, quien manifestó estaba dispuesto Á hacer la entrega, * 
siempre que se le abonasen los gastos que le habían ocasiouado el cui- 
do de los efectos embargados; hechos probados: 

Resultando que hecho un segundo requerimiento á D. Manuel Pérez 
para la entrega al nuevo depositario nombrado, con apercibimiento en 
Otro caso de procederse á lo que hubiere luzar, reiveró de ixnal mo lo su 
manifestación anterior, por lo cual se acordó la formación de esta causa; 
hechos probados: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Puerto Rico de- 
elaró que los hehos probados constituyen un delito de desobediencia 
grave á la Autoridad en el ejercicio de sus atribucionea, previsto y prmndo 
en el art, 261 del Oódigo peval, del que es responsable en oonrepto de 
autor Mannel Pó-ez Fernández, sin cirenustancias moditicativa»; y vistos 
los artículos citados y demás concordantes de aplicación del referido Có- 
digo, condenó á dicho autor á la pena de dos mesea y un día de arres a 
mayor, con sus accesorias, multa de 325 pesetas, con el apremio personal . 
en su ezso, y al pago de las costas: 

- Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por quebrantamiento de forma por parte de dicho penado, anunciando el 
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de infracción de ley; y habiéndose declarado el primero desierto eon las 
costas por la Sala tercera de este Supremo Tribunal, en auto de 2 de Mar- 
so último, se ha interpuesto el segundo, autorizado por el caso 1.2 del ar- 
tículo 849 de lu ley de Enjuiciamiento criminal, citando como intringidos 
el art. 261 del Oódigo penal de Onba y Puerto Rico y sus concordantes 
que cita la sentencia, por aplicación indebida, por no reunir el hecho los 
caracteres del delito que se se califica y pena, no apareciendo que el requ 

rimiento fuera hecho por Autoridad competente ó sus agentes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 
. Considerando que los recursos en casación tienen que fundarse en los 
mismes hechos que se consignan como probados en la sentencia reclama- 
da, pues de otra suerte no procede su admisión, porque falta á este Tri- 
bunal Sapremo competencia para aceptar hechos nuevos ó distintos de 
los que se establecen en el fallo, siendo tambien requisito indispenss- 
ble que exista congruencia entre la cita del artículo que autoriza el recur: 
so y la cuestión que en él se plantea, lo cual no se cumple, sino citándose 
tambien el námero correspondiente en que se balla comprendido el error 
que se invoca, puesto que el art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal 
establece varios errores, que pueden dar lugar á la casación, y por esto es 
necesario concretar el número en que esté comprendido, señaladamente el 
que ha de ser objeto de discusión, y cuando no es congruente, no procede 
la admisión: 

Considerando que á estos preceptos falta el interpuesto por la repre- 
sentación de Mannel Pérez, porque fundado en el núm. 1.0 del referido 
art. 849, esto es, que los hechos no son constitutivos de delito ni falta, re: 
conoce por fin que puedan constituir ésta, y consiguientemente infringido 
por inaplicación el art. 597 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, con 
Jo cual se patentiza la incongruencia del núm. 1.0 en que apoya el recareo; 
y además, para justificar la no existencia del delito, supone que el reque 
rimiento no consta por quien se hizo, cuando en el primer resultando se 
afirma que fué decretado por el Juez municipal, y adiciona caprichos» 
mente que dicho auto fué apelado, y por lo tanto carecía de jurisdicción 
el Juez municipal para llevarlo á efecto, cuando tal hecho no resulta en 
la sentencis; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso que contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
Puerto Rico ha interpuesto D. Mannel Péres Fernández, al que condena: 
mos en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejo- 
rase de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador 4 
los efectos oportunos. —(Sentencia publicada el 24 de Abril de 1893, ó in- 
serta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DB CASACIÓN (21 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Delito 
electoral.—No ha lugar al interpuesto por Carlos Ulauxet Cuchillo (4%: 
diencia de Tarragona), y se resuelve: d 

Que en los recursos infracción de ley han de aceptarse en toda su tN- 
tegridad los hechos declarados probados por el Tribunal venteciador en 190 
de sus atribuciones exclusivas. 


En la villa y corte de Madrid, 4 21 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Carlos 
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Glauxet Cuchillo, contra la sentencia pronunciada por la Audiencia pro- 
vineial de Tarragona, en causa por delito electoral: 

Resultando que por dicba Audiencia se dictó la expresada sentencia 

en 11 de Febrero último, consignando los heehos en el siguiente: 
: Resultando que entre dos y tres de la tarde del 10 de Marzo de 1898 
se presentó, en compañía de otros vecinos, en Ja Mesa electoral estable- 
cida en la Escuela de niñas de la villa de Cambrils, el elector Miguel Pi- 
joán Catfrella, conocido por Samá, y acercándose á la mesa para ejercer su 
derecho en las elecciones municipales que aquel día se celebraban, en- 
tregó al Presidente de la Mesa, Aleside á la sazón de Cambrile, Carlos 
Clauxet Cuchillo, una papeleta doblada; pero notando el Interventor Don 
Salvador Sedá que la papeleta introducida por dicho Presidente en le urna. 
no era la misma que le había entregado el elector Pijoán, reconvino al 
Carlos Clauxet por el cambio que babía hecho, en virtud de lo cual el 
mismo Presidente, aunque protestando de que la introducida era la entre- 
gada por el elector, abrió la urna y extrajo y rompió en pedazos, sin leerla, 
la papeleta que acababa de depositar en aquélla, y la reemplazó por otra 
que en el acto proporcionó el Interventor D. Ramón Oriol, en la creencia 
de que contenía la candidatura que prefería el Miguel Pijoán; hechos que 
se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Tarragona declaró que los 
hechos probados constitayen el delito previsto y penado en el núm, 5.0 
del art. 88 de la ley del Sufraglo universal de 26 de Junio de 1890, 
aplicable á las elecciones municipales, según el art. 58 del Real decreto. 
de 5 de Noviembre del propio afio, del que es responsable, en concepto 
de autor, el Alcalde de Cambrils y Presidente de la Mesa, D. Carlos Clau- 
xet Cuchillo, sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos cita- 
doa y demás concordantes de aplicación del Código penal, condenó á di- 
cho autor á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, con sus a£008- 
sorías, multa de 500 pesetas, á once añios de inhabilitación especial tem- 
poral para el derecho de sufragio, al pago de una octava parte de costas 
hasta el auto de 5 de Mayo próximo pasado y en todas las posteriores, con 
el apremio personal en su caso: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho procesado, que con el depósito 
de 126 pesetas se ha interpuesto, autorizado por los números 1.”, 3.0, 4.0, 
Pel 2d del art. 8949 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como 

ngidos: . 
1.0 El art. 88 de la ley del Sufragio de 26 de Junio de 1890, por apli- 
cación indebida, pues el recurrente no ejecutó el hecho que se le atribuye: 
2.0 El art. 98 de dicha ley: 
3.0 Los artículos 11 y 13 del Código penal, en cuanto se le pena en 
concepto de autor: E . 

Resultando que instruido el Ministerio fiscal, se opone á la admisión 
por los motivos 1.2 y 3.9, que contradicen la prueba. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael! Alvarez: 

Considerando que, según tiene terminantemente declarado este Tribu- 
nal Supremo, los hechos declarados probados en la sentencia recurrida 
han de ser aceptados como se aprecian y consignan por la Sala sentencia- 
dora en uso de su exclusiva competencia, y que en el presente caso de los 
relacionados con el indicado carácter por el fallo recurrido, no se deducen 
de maneras alguna las circunetancias que han servido de fundamento al 
recurso de casación interpuesto por la representación del Oarlos Clauxet 
Cuchillo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
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misión del recurso de casación por infracción de ley, interpuesto contra la 
sentencia dictada por la Audiencia provincial de Tarragona por Carlos 
Clauxet Cachillo, en cuento al primer y tercer motivo de does alegados, y 
respecta del segundo, es deciara admitido y concluso para la vista. — 
(S-ntencia poblicada en 31 de Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 21 
-de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Ahril de 1893).—Sala segunda. — ¿L-si0- 
nes.—Ha lugar sel interpuesto por el Ministerio scal (Audiuncia de Zara- 
guxa), y se resnelve: 

(Que la agresión simuliánen y colectiva contra una perreona no demuestra 
por sí sola la concurrencia de la cireunstancia agravante de abuso de supevio- 
ridad en la ejecución del delito; porque esta circuastancia, prevista enel nú 
mero 9.0 del art. 10 del Código penal, no tiene por base única el meyar sí. 
mero de los agresores, ni la mayor vantidard de fuerza efestiva que pr 
éste, sino el concierto previo, expreso Ó tácito, prestado en el momento de le 
acción por todos los culpables para cometer el delito, enenminándolo á «un 
mismo fin y á la mayor confianza y fucilidad en el Exsto criminal, arí como é 

la elección de los mertios emleados al efecto, comparados con los de resistencia 
que pueda usar en tal momento el ofendido. 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley gne ante Nos pende, interpuesto por el Mi 
nisterio fiscal en beneficio de Lézsro Calvo Casas y Emeterio Embid 
Laueín contra seotencia de ls Sala de lo criminal de la Audiencia de Za 
regoza, en causa procedente del Jusgado de instrucción de La Almunia, 
seguida á los mismos por lesiones nenos graves: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 17 de Enero último, 
contiene el signiente: 

Primero. Probado, y así se declara, qne sobre las doce de la noche 
del «día 15 de Junio de 1891, al venir de Ricla Pascual Lópes Ayarza, es 
diriyía bacia el puente de la acequia de Calatorao, y hallándose en este 
punto un grupo de ganaderos bábiando de los pastos de las hierbas de la 
vega, se acercó á ellos y tumó parte en la conversación, y metiaudo pala- 
bras más ó menos fuertes, fué herido simaltáneamente por Lázaro Galvo 
con un palo que de dió en la cabeza, y por: Emeterio Embid con un es- 
Chillo, con que le hirió en la región costumamaria entre la séptima y oc 
tava costillas; cuyas heridas curaron por cumpleto y ein dejar deforuidad 
ni impedimento físico á los veintidos días de inferidas, habiendo recomo- 
eido «omo suyo el cuchillo con que produjo esta herida el Emeterio: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti. 
tuye el delito de lesiones menos graves, de que son autores lus procesa 
dos Lázaro Calvo Casas y Emeterio Embid Laneín, con la circunetancia 
agravante de abuso de anperioridad, por haber acometi.do ambus á la vez 
al lesiunado, condenó á cada uno de aquéllos á cuatro meses y un día de 
arresto mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultaudo que los dos penados prepararon recurso de casarión por 
infracción de l-y, y estimado improcedente por tres Letrados que se les 
nombró de ofivie, lo ha interpnesto en sa beneficio el Ministerio fiscal, 
autorizado por los números 5.0 y 6.0 del art, 819 de la ley de Eajutcia 
ihiento criminal, citando como infrinyidos: NA 
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1. El art, 10, en su circunstancia 9.2 del Código penal, por indebida 
aplicación, pues, según los hechos probados, no debe estimarse la exis- 
tencia de la agravante del abuso de superioridad, por constituir un mero 
accidente el ser dos los agresores, los cuales no aparece que obraron con 
intención convenida: 

2.0 La regla 1.2 del art. 82, por omisión; y la tercera del propio ar- 
tículo, por aplicación indebida; porque no habiendo concurrido circuns- 
e agravantes ni atenuantes, debió imponerse la pena en el grado 

io: 

Resultando que admitido el recurso fué apoyado oralmente por el Mi- 
nisterio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que la agresión simultánea y colectiva contra una per- 
soná no demuestra por sí sola la concarrencia de la circunstancia agra. 
vante de abuso de superioridad en la ejecución del delito, porque esta 
esusa de agravación, prevista en el núm. 9.0 del art. 10 del Código penal, 
no tiene por base única el mayor número de los agresores ni la mayor 
cantidad de fuerza efectiva que presupone éste, sino el concierto expreso 
previo ó bien tácito, prestado en el momento de la acción por todos para 
cometer el delito, encáminándolo á un mismo fin y á la mayor facilidad y 
confianza en el éxito criminal, así como á la elección de los medios em- 
pleados al efecto, comparados con los de resistencia que pueda usar en 
tal momento el ofendido: 

Considerando que de los hechos declarados probados en la sentencia 
reclamada no se deduce que los dos procesados se pusieran de acuerdo ni 
antes ni en el momento de la acción, expresa y tácitamente para maltratar 
de obra á Pascual López, pudiendo acontecer que los dos agresores proce- 
dieran en ella solicitados por la misma causa determinante de su voluntad, 
nacida de la cuestión de palabras que se afirma precedió á las agresiones 
pero sin el vínculo moral que crea el mútuo consentimiento, por lo cual 
no debe estimarse en el presente caso la precitada agravante de abuso de 
superioridad, á pesar de ser dos los agresores y haber acometido simultá.- 
neamente sl agredido: 

Considerando, por consiguiente, que la Sala sentenciadora, al estimar 
esta circunstancia, ha cometido el error de derecho é infracción de ley que 
se alega por el Ministerio fiscal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por dicho Ministerio contra la referida sentencia dictada par 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de Zaragoza, la cual casamos y anu- 
Jamos, declarando de oficio las costas del recurso; comuníquese esta reso- 
lución con la que á continuación se dicte á dicho Tribunal, para su cum- 
plimiento y efectos consiguientes. —(Sentencia publicada el 21 de Abril de 
1893, 6 inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (24 de Abril de 1893).—Sala segunda.—Alen- 
tado.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Sevi. 
la), y se resuelve: e 

ue el impuesto de consumos se realiza por encabezamiento, siendo 

el Alcalde 6 el Municipio quien nombra á los empleados, deben los vigilantes 

reputarse agentes de la Autoridad, y si son desacatados, ú objeto de restelem: 

cia ó atentado en el ejercicio, ó con ocasión de sus funciones, incurren los cul 
romo 50 | 24 


«? 
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pables en la sanción del múm. 2.0 del art. 263 y párrafo 9.2 del 264, ambos- 
Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 24 de Abril de 1893, en el recurso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nisterio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Sevilla, en causa iostruída en el Juzgado de Morón contra Francisco 
Caracciolo Isaso, conocido por Francisco Reina Fernández, por atentado: 


Resultando que la expresada sentencia, dictada el 16 de Enero último, . 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 


Primero, Que en la villa de Morón de la Fronteras, la noche del 15 de 
Julio del añio que pasó, los dependientes del impuesto de consumos, Juan 
Ortiz Gutiórres y Juan Hernández Vel, encontrábanse prestando servicio 
al sitio Puente de Sevilla, y sospechando que la vecina Dolores Aranda. 
trataba de introducir fraudulentamente un cántaro de aguardiente, como 
con frecuencia lo hacía, por estar dedicada á la venta por menor de este 
líquido, cuando vieron venir á dicha Dolores, acompañada de Francisco 
Caracciolo Isaac, conocido por Francisco Reina Fernández, en dirección 
Á su casa, se aproximaron para reconocer el cántaro que llevaba, en cuyo 
acto, habiendo llegado al postigo de su misma casa, el Francisco Reina 
se opuso, y empujando á la Dolores la hizo entrar en ella, sacando á se- 
guida una pistola con la que hizo un disparo, que no causó dafio alguno,. 
y acabando de cerrar el postigo inmediatamente; hechos probados: 


Resultando que la Sala sentenciadora declaró que no habiéndose acre- 
ditado que los dependientes del resguardo de consumos, antes nombrados, 
hubieran prestado el oportuno juramento, ni llevaran, cuando ocurrió el. 
hecho, el distintivo que previene el art, 31 del reglamento de 29 de Sep- 
tiembre de 1885, no podía considerárseles como agentes de la Autoridad; 
y en cuanto al disparo, que no aparecía le dirigiese el procesado contra 
determinada persona, por lo cual no podían estimarse los hechos de autos 
coustitativos de atentado á mano armada contra sgentea de la Autoridad, 
y absolvió á Francisco Caracciolo lesac Expósito, conocido por Francisco 
Reina Fernández, con las costas de oficio: 


Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el Ministerio fiscar 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 2. del 
art. 949 de la de Eojuiciamiento crimina), citando como infringidos el nú.- 
mero 2.9, en relación con el párrafo segundo del art. 264 del Código pe- 
nal, pues concurrieron todas las condiciones necesarias para constituir el 
delito de atentado, como son la de que los dependientes del ramo de con- 
sumos de Morón de la Frontera, Ortiz Gutiérrez y Hernández Vel, lo eran 
en el momento del suceso, y ejercían las funciones de sus cargos, no ha- 
biéndose presentado por las partes ni discutido en el juicio el carácter - 
de legalidad y autoridad de aquéllos, por lo que no es lícito á la Audien- 
cia estimar oficiosamente, caso de ser en la actualidad necesario, que los. 
dependientes del resguardo de consumos citados no constaba hubieran. 
jurado ni ostentasen las insignias de su cargo, requisitos que se entienden 
cumplidos cuando nada consta en contrario, según doctrina de este Tri- 
buna! Sopremo; y, además, la disposición del art, 232 del reglamento de 21 


de Junio de 1889, sólo declara vigente el reglamento de 29 de Septiembre 


de 1885, cuando el impuesto de consumos se administre directamente por 
la Hacienda, y estando esta facultad delegada en el Ayuntamiento de Mo - 
són, los agentes por él nombrados hacer la cobranza é impedir el 
fraude, agentes son. de la Autori que auxilian, á los que se intimidó- 
gravemente por un disparo de arma do fuego: 
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Resaltando que el defensor del procesado impugnó oralmente el re- 


curso, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que no consta que en el pueblo de Morón de la Frontera 
ve administre directamente por la Hacienda pública el impuesto y exat- 
ción de la contribución de consumos, para que á los encargados de su vi- 
gilancia y cobro se les aplique, según dispone el párrafo segundo del ar- 
tículo 332 del reglamento de 21 de Junio de 1889, las disposiciones dél 
reglamento de 29 de Septiembre de 1885; y en este concepto, y toda vez 
que dicha población no es capital de provincia, se hace forzoso suponer 
que en ella se realiza el impuesto por encabezamiento, siendo, ya el Muni- 
cipio, ó bien el Alcalde, en conformidad á lo que dispone el núm. 2.0 del 
art. 74 de la ley de Ayuntamientos, el llamado á nombrar los dependien- 
tes y vigilantes de dicho impuesto: 

Considerando que dado por cierto que los vigilantes de consumos, Juan 
Ortiz Gutiérrez y Juan Hernández Vel, fueron al objeto nombrados por 
uaa de aquellas Autoridades, ora el Ayuntamiento ó bien el Alcalde, para 
los efectos del Código penal, y en todo lo que se relaciona con el ejerci- 
cio de las funciones de su cargo, deben reputarse como agentes de la 
Autoridad, según con repetición, en casos análogos, ha declarado eata 


Considerando que es un hecho indiscotible consignado en el fallo re- 
earrido, que los dos vigilantes prestaban su servicio en la noche del 165 de 
Jalio, y cuando Dolores Aranda trataba de introducir fraudulentamente 
un cántaro de aguardiente, y que al impedirlo se ejerció contra ellos, por 
parte del procesado Francisco Caracciolo Isaac, conocido por Francisco 
Reina Fernández, resistencia 6 intimidación graves, ya que, no sólo 
ayudó á la defraudación para realizar su intento, sino que sacó una pistola 
que disparó en el acto, de modo que cometió el delito de atentado, definido 
en el núm. 2.0 del art. 163 y castigado en conformidad al párrato segundo 
del 264, ambos del Código penal, de loa cuales ha prescindido en su fallo 
absolutorio la Audiencia de Sevilla, infringiéndolos 6 incurriendo 'en el 
error de derecho en que apoya su recurso el Ministerio fiscal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal con- 
tra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla, 
que casamos y anulamos, declarando las costas de oficio; y comuníquese la 
presente, con la que á continuación se dicte, á dicho Tribunal, á los efec- 
tos oportunos.——(Sentencia publicada en 24 de Abril de 1893, ó inserta en 
la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EM ASUNTO DE ULTRAMAR (24 de Abril de 1893). 
—Bala segunda. —.Desórden público.—No ha Jugar al interpuesto por Ju- 
lián Martínez Barreda (Audiencia de Puerto Rico), y se resuelve. 

incurre en la sanción del art. 269 del Código penal de Cuba y Puerto 
Rico, el que en una calle pública, y oídos por varios vecinos y un Inspector 
de vigilancia, dió los gritos provocativos de «viva Cuba libre», «viva to 
Rico lidre», «viva la República» y «mueran los españoles», ú otros análogos, 
srovocativos de rebelión ó sedición. 


En la villa y corte de Madrid, 4 24 de Abril de 1893, en el recurso de 
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casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Jaliám 
Martínez Barreda contra sentencia de la Sala de justicia de la Audiencia 
de Puerto Rico, en causa seguida al mismo en el Jasgado de instrucción 
de esta capital por desorden público: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 5 de Julio último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que Julián Martínez, hombre de mala conducta y que ha side 
detenido varias veces por la policía por embriaguez y escándalo, ee en- 
:contraba en la tarde del día 16 de Agosto de 1890 en la calle del Sol, es- 
“quina á la de San Justo de esta ciudad, y sin hallarse ebrio, pero sí al pa- e 
recer algo excitado por las bebidas alcohólicas, dió gritos de «viva la Ke- 
pública», «viva Caba libre», «viva Puerto Rico libre», «mueran los espa 
'fioles», cuyos gritos oyeron varios vecinos inmediatos á aquel logar, y un 
Inspector de policía que lo detuvo; hechos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que los gritos proferidos 
“por el procesado eran provocadores de rebelión y sedición en las islas de 
Cuba y Puerto, los unos por atentatorios á la unidad nacional, y los otros 
como concitadores del odio contra los españoles peninsulares, y constita- 
tivos, por tanto, del delito de desorden público,condenó á Julián Martínez 
Barreda, como autor de dicho delito, sin circunstancias modificativas de su 
responsabilidad, en cuatro meses de arresto mayor, accesorias y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 del ar 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal de Cuba y Puerto Rico, citan- 
do como infringidos: 

- 1.0 El art. 269 del Código penal de dichas islas, porque aquellos gri- 
tos no son provocativos de rebelión ni sedición, ni se dieron con ese pro- 
pósito; y 

2.0 El art. 1.0 del propio Código, porque si al proferirlos Jalián Marti- 
nex estaba excitado por bebidas alcohólicas, no tuvo intención ó voluntad 
de cometer el delito de desorden: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

: Considerando que comete el delito á que se refiere el art. 269 del C6- 
digo penal aplicable á Cuba y Puerto Rico, el que en lugar público ó en 
los demás sitios que señala dicho artículo, diere gritos provocativos de 
rebelión ó sedición. 

Considerando que en la sanción penal del mencionado artículo ha im. 
currido el procesado Julián Martínez Barreda, porque voluntariamente, y 
sin que se ofrezcan datos de los que legalmente se deduzca lo contrario, 
en una calle pública, oídos por varios vecinos y por un Inspector de vi. 
gilancia dió los gritos provocativos á la rebelión y sedición de «viva Cuba 
libre», «viva Puerto Rico libre», «viva la República» y «mueran los espa- 
fioles»: 

Considerando que en el concepto indicado ha estado acertada en su 
sentencia condenatoria la Audiencia de Puerto Rico, sin qué haya infrim 
gido el expresado artículo del Código ni el primero del mismo, ni incurrÍ- 
do en el error de derecho que sin razón fundada se sostiene en el recurso, 
el cual tampoco podría estimarse, porque siendo el hecho perseguido pe- 
nable, se sostiene en dicho recurso que no lo es, fundado sólo en el ná- 

mero 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por infracción de ley que contra la citada sentencia de la 
Sala de jasticia de la Audiencia de Puerto Rico ha interpuesto Jnlián 
Martínez Barreda, á quien condenamos en las costas, y al pago de 125 pe- 
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setss, por razón de depósito, si mejorase de fortuna; lo que se comunique 
al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes.—(Sentencia publicada 
el E de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo. 
año. . 


156 


RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA (24 de Abril de 1893).—Sala ter-. 
eera.—Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Eladio Rodríguez Cañadas 
(Audiencia de Cáceres), y se resuelve: a 

Que si bien conforme á lo dispuesto en el art. 911, en su párrofo primero, 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, puede interponerse el recurso de casa- 
ción da quebrantamiento de forma cuando se haya denegado alguna diligen- - 
cia de prueba, que propuesta en tiempo se estime pertinente, cuando esa dene- . 
gación tiene lugar, no en el período de calificación del delito, sino en el acto del 
juicio oral, por estimarla el Tribunal improcedente en virtud de la facultad 
que le otorga el caso 3.9 del art. 729 de la citada ley, no se incurre en quebran- 
tamsiento de forma, ni, por tanto, es admisible el recurso. 


¡ En la villa y corte de Madrid, á 24 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Eladio Rodríguez Cañiadas contra la sentencia dictada por la Sección 
tercera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Cáceres, en causa 86: 
guída al mismo en el Juzgado de instrucción de Jarandilla, por hurto: 

Resultando que en Febrero de 1892, Eladio Rodríguez Cañadas, vecino 
de Jarandilla, sustrajo de la dehesa boyal del mismo pueblo 80 trozos de 
leña verde, de roble, tasados en 15 pesetas, los que con el fin de aprove- 
charlos colocó en el sitio que le pareció oportuno fuera de dicha dehesa, 
siendo después ocupados por la Guardia civil: 

Resultando que formado sumario por el Juzgado de instrucción del ci- 
tado partido de Jarandilla contra Eladio Rodríguez, y celebrado juicio oral 
ante la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Cáceres, 
fué examinado el procesado, quien manifestó que los vecinos de la referida 
población estaban autorizados para ir por leñas á la dehesa boyal, según 
acreditaba un documento que tenía en su poder, é'invocando la defensa lo 
dispueste en el núm. $.0 del art. 729 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
solicitó que para comprobar las manifestaciones del procesado, se le admi- 
tiera una certificación que acreditaba su exactitud; pero la Sala, oído el 
Ministerio fiscal, que se opuso á la admisión del documento, desestimó la 
petición de la defensa, atendiendo á la recta interpretación de la disposi. 
ción legal citada, contra cuya negativa formuló aquella parte protesta, que 
se consignó en el acta: 

Resultando que dicha Sección tercera de la mencionada Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Oáceres, por sentencia de 30 de Enero de 1893, 
calificó los hechos probados como constitutivos de un delito de harto en 
cantidad que no excedió de 20 pesetas, del que fué autor Eladio Rodríguez 
Cañadas, sin circunstancias apreciables, y en su virtud, le condenó en dos 
meses y un día de arresto mayor, accesorias y costas: : 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa del 
procesado recurso de casación por quebrantamiento de forma y anunció 
el de infracción de loy, autorizado aquél por el núm, 1.0 del art. 911 de la . 
de Enjuiciamiento criminal, exponiendo en su apoyo: que al ser interro- . 
gado dicho procesado en el acto del juicio, manifestó que si había cortado 
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la leña era debido á que tenía la idea de que existía dereche para ello: 
órque todo el pueblo la extraía de la dehesa boyal, habiendo sabido eon 
ha reciente que en el Archivo municipal existía un documento en que : 
constaba el referido derecho del vecindario; que en vista de ello, y const: 
derando la defensa comprendido el caso en el núm. 3.0 del art. 729 de 
aquella ley, solicitó que se trajera á los autos certificación del indicado 
documento, pero la Sala lo desestimó y en el acto formuló protesta; que no 
podía desconocerse la transcendencia jarídica del particular que se preten- 
día probar, pues si la concesión del derecho al 'vecindario de Jarandilta 
fuese exacta y tan extensa como el procesado aseguraba, la presentación del 
documento hubiera determinado la concurrencia de la circunstancia exi- 
mente 11 del art. 3:0 del Oódigo; si la concesión era exacta, pero no tan ex-. 
tensa como se suponía, sería competente la Administración para apreciar 
las infracciones cometidas, conforme á varios Reales decretos que se citan; 
y si la repetida concesión no resultara exacta, procedería entonces la imposi. 
ción de la pena por el delito que la Sala estimaba perpetrado; y que lo ale- 
gado bastaba para determinar lo que hubiera podido influir en el valor 
probatorio de la declaración del procesado, acreditar dicha cireunstancix, 
y como ofreció la presentación del documento en el acto, era procedente er 
petición, y del todo aplicable el repetido art. 729: — - 
Resultando que admitido por la Sección sentenciadora el recurso en Ja 
forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, con citación y em- 
plazamiento de las partes. 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Juan N. de Undabeytia: 
Considerando que, con arreglo á lo dispuesto en el art. 911 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal y su núm. 1.”, puede interponerse recurso de ca- 
sación por quebrantamiento de forma, cuando se haya denegado alguna 
diligencia de prueba, que propuesta en tiempo y forma se considere perti- 
nente: 
Considerando que la diligencia de prueba cuya denegación motiva el 
resente recurso, no se propuso en el tiempo y forma determinados por la 
ey; es decir, en el período de calificación del delito, sino en el acto del 
pa oral, como comprendida en el caso 3.0 del art, 729 de la ley, y hs 

iendo desestimado el Tribunal la petición formulada en uso de la facul- 
tad que le concede el mismo artículo, no cometió el quebrantamiento de 
forma en que se funda el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto contra la expresada sentencia de la Sección tercera de la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Cáceres por Eladio Rodríguez Oafiadas, á quien 
condenamos en las costas; particípese á dicha Sala, y pase la causa á la se- 
gunda de este Tribunal Supremo, en cuanto al recurso anunciado por in- 
fracción de ley. —(Sentencia publicada en 24 de Abril de 1893, 6 inserta en 
la Gaceta de 17 de Octubre del mismo atfío.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Abril de 1893).—Sala segunda. —£Lesio 
nes.—No ha lugar al interpuesto por Fernanda Moreno (Audiencia de Ma- 
me las poros isiones salvo prweb 

a es ú om penadas la ley se reputan, salvo a 
en contrario, intencionales, y no Pesultando de hy bed admitidos en la sen- 
tencia que el culpable obrase por imprudencia temeraria, no es admisible 
el recurso por infracción del art. 581 del Código penal vigente. 
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En la villa y corte de Madrid, á 25 de Abril de 1093, en el recarso de 
«casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fer- 
manda Moreno Madrid, contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instruc- 
-ción del Hospicio, seguida á la misma por lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 4 de Enero último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Probado que en la tarde del 27 de Junio del año próximo 
pesado, las vecinas de la casa núm. 75 de la calle del Cardenal Cisneros, 
Andrea Rivera, Fernanda Moreno Madrid y la madre de ésta, tuvieron 

<cuestión de palabras porque un hijo de la primera, que estaba jugando en 
la escalera, tiró un metro al sótano donde vivian las otras dos, terminan. 
do la cuestión por haberse encerrado en su cuarto la Andrea, y como á las 
-sels y media de la misma tarde fuera á la casa una hermana de la Andrea 
y oyera en la puerta que la Fernanda y su madre hablaban mal de su ci. 
tada hermana y las reconviniera, se agarraron, en cuyo momento bajó la 
Andres, y al tratar de separarlas, la Fernanda la dió con una llave que 
tenía en Ja mano, causándola una herida contusa en la parte izquierda de 
la región frontal, que necesitó asistencia facultativa, con impedimento 
para el trabajo hasta el día 22 del siguiente mes de Julio, quedando cura- 
de sin resultado ulterior, resultando la Fernanda Moreno con erosiones 
en la cara y en la mano izquierda, que curaron sin necesidad de asisten- 
-cia facultativa: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho probado 
<constituye el delito de lesiones menos graves y que es autora Fernanda 
Moreno Madrid, sin circunstancias modificativas de la penalidad, la con- 
denó á dos meses y un día de arresto mayor, socesorias, indemnización y 
-COStAas: 


Resultando que la procesada ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en los números 5.0 y 6.0 del art, 849 de la de 
Enjuiciamiento criminal, citando varias infracciones, y que por sentencia 
de esta Sala de 28 de Marzo último sólo se admitió por las siguientes: 

1.2 El art. 433 del Código penal, por aplicación indebida, pues aunque 
las lesiones tardaron en corar más de ocho días y menos de treinta, el he- 
cho, según aparece de la sentencia, no debe considerarse como delito, por- 

-que no fué su propósito cometerle, sino como una imprudencia: 

2.2 El art. 681 del mismo Código, que ha debido aplicarse, porque las 
lesiones lee causó por imprudencia temeraria: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


TOCurso. 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 
Considerando que no resulta de la sentencia recurrida hecho alguno 
-del que pueda deducirse que la procesada obró con imprudencia temera- 
ria, por no haber tenido, según se afirma en el recurso, el propósito de 
causar á la ofendiáa el daño que la produjo con Ja lesión inferida, y que 
las acciones y omisiones penadas por la ley deben reputarse siempre vo- 
lantarias é intencionales, á no ser que conste lo contrario; en cuyo 
concepto, al calificar la Sala sentenciadora de delito de lesiones menos 
graves los actos ejecutados por Fernanda Moreno Madrid, no ha incarri- 
do en el error de derecho que se la atribuye, ni infringido los artículos del 
«Código penal á que el recurso se refiere; 
Faltamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
-curso interpuesto por Fernando Moreno Madrid, á quien condenamos en 
las costas y al pago de 125 pesetas, si mejorase de fortuna, por razón del 
-depósito que debió haber constituído si no hubiese sido insolvente; coma: 
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píquese cata resolución á la Sala sentenciadora á los efectos procedentes.- 
— (Sentencia publicada en 25 de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de- 
21 Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (25 de Abril de 1893). 
—Sala segunda.—.Homicidio.—No ha lagar al interpuesto por Bartolomé- 
Pérez (Audiencia de Matanzas), y se resuelve: 

las acciones ú omisiones penadas en la ley se reputan siempre inten- 
cionales en toda la extensión del mal que producen, salvo demostración com- 
traria, y cuando en la sentencia reclamada no hay hechos de donde se deduzca 
que la intención del culpable fué sólo maltratar pero no causar la muerte al 
maltratado, es improcedente la apreciación de la atenuante 3.2 del art. 9.2 
del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Barto- 
lomé Pérez, alias Bartolo, contra la sentencia pronunciada por la Sala de- 
justicia de la Audiencia de Matanzas, en causa por homicidio: 
es que la expresada sentencia contiene el resultando síi- 

ente: 

Resultando probado que el 15 de Octubre de 1891 el moreno Bartolomé- 
Pérez, alias Bartolo, trabajador del ingenio Minas, pidió su cuenta al asiá. 
tico Cipriano Afrent, y como sobre ella tuvieran algunas diferencias y me-- 
diaran palabras, intervino en la cuestión otro asiático llamado José María. 
Afont, el cual, apoderándose de una guataca Ú% azadón que había en el 
suelo, dió con él un golpe en la cabeza á Bartolomé, ocasionándole una: 
herida que se curó sin necesidad de asistencia médica y sin impedimento - 
para el trabajo ningún día. Después de este suceso, el moreno Bartolomé 
se retiró de la finca dirigiéndose al ingenio Dolores; mas encontró por el 
camino, y á pocos pasos del batey del referido ingenio Minas, á Josó Ma- 
ría Afont que iba por agua para los trabajadores, 6 indignado por la he- 
rida que éste le acaba de causar, se enfrentó con él, y con el palo que lle- 
vaba le dió un golpe en la cabeza en la parte media del coronal, causán- 
dole una lesión que le produjo una conmoción cerebral y derrame, á con- 
secuencia del que falleció á las pocas horas: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Matanzas declaró- 
que los hechos probados constitayen un delito de homicidio, previsto y 
penado en el art. 416 del Código penal aplicable, del que es responsable 
en concepto de autor Bartolomé Pérez, con la circunstancia atenuante 8.2 
del art. 9.9, y vistos los artículos citados y demás concordantes de aplica- 
ción, condenó á dicho autor á la pena de doce años y un día de reclusión. 
Ea con sus accesorias, indemnización de 5,000 pesetas y al pago de 


Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por infracción de ley por parte del procesado, autorizado por el núm. 65.0: 
dei art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como intringidos: 

1.0 El art. 9.9, en sa núm. $.9, del Código penal, por inaplicación,. 
puesto que no tuyo intención el recurrente de causar un mal de tanta gra- 
bp como el que produjo, dada el arma que empleó, y la no repetición. 

golpes: 

20 El art, 80 de dicho Código, regla 5.2, en su relación con el 416, en. 
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igual concepto de inaplicación, porque la referida circunstancia y la esti- 

mada por la Sala debían ser apreciadas como muy calificadas, y motivar 

la rebaja de la penalidad: 
3.0 Dicho art. 80, regla 2.2, en su relación con el 416, por aplicación in- 

debida, como consecuencia de la no aplicación de la anterior: 

qe nt a que admitido el recurso, lo impugnó oralmente el Ministe-- 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que las acciones ú omisiones penadas por la ley se refu- 
tan siempre intencionales en toda la extensión del mal que producen,. 
mientras no conste lo contrario, y no constando en la sentencia reclamada. 
que la intención del recurrente fuere de maltratar, pero no de matar á. 
José María Afont al golpearle con el palo, ni consignándose en ella hechos 
suficientes para deducir satisfactoriamente que no fué su ánimo causar un: 
mal de tanta gravedad como el que produjo, claro resulta que no puede 
apreciarse en favor del recurrente la circunstancia atenuante expresada,. 
que, como de excepción .modificativa de la responsabilidad penal, ha de. 
constar por modo claro y convincente: 

Considerando que no apreciado el primer motivo del recurso, cuya no. 
estimación constituye dicha circunstancia, falta la base para discutir y re- 
solver las demás alegadas como consecuencia de aquél, las cuales presn- 
ponen necesariamente la concurrencia de dos atenuantes, por lo cual aun 
cuando pudiera estimarse como muy ealificada la de arrebato y obcecación. 
admitida por la Sala sentenciadora, atendida la importancia del hecho que 
los produjo, no babría términos hábiles para aplicar al caso de autos la. 
regla 5.* del art. 80 del Código penal vigente de Cuba y Puerto Rico: 

Considerando que, por las razones expuestas, se demuestra que la re- 
solución reclamada no contiene el error ni infracciones legales que se le. 
atribuyen; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso. 
de casación interpuesto á nombre de Bartolomé Pérez, alias Bartolo, contra. 
la referida sentencia dictada en 26 de Noviembre último por la Sala de 
justicia de la Audiencia territorial de Matanzas, y le condenamos en las 
costas y al pago de 25 pesetas, por razón de depósito no constituído, cuando- 
mejore de fortuna; comuníquese esta resolución á dicho Tribunal á los- 
efectos consiguientes.—(Sentencia publicada el 25 de Abril de 1893, 6 in- 
sexta en la Gaceta de 21 de Octubre del mismo año.) 


e 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Abril de 1893).—Saia segunda.— Preva- 
ricación.—No ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal contra el auto: 
denegatorio de la admisión de la querella presentada contra el Juez de 
instrucción de Celanova (Audiencia de Orense), y se resuelve: 

Que según lo dispuesto en el art. 277 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, es reguisilo esencial en toda querella la relación circunstanciada del 
hecho objeto del procedimiento, y que sin la determinación de los actos ú. 
omisiones que puedan ser constitutivos de delito, no es posible admitirla, ni - 
demostrar en casación que el Juez ó Tribunal que declararon su inadmisión 
hayan incurrido en error de derecho: 

Que cuando ninguna de las afirmaciones de la querella asevera que el 
Jues contra quien se formula cometiese actos ú omisiones penados en el ar-, 
tículo 90 de la ley Electoral vigente, y cuando las manifestaciones de aquélla. 


S18 JURISPRUDENCIA ORIMINAL 


se contraen al delito pepa ed mi fut objeto del recuroo ni era 
por entonces perseguible, con arreglo á lo prevenido por lus urticulos 758 
y siguientes de la ley Procesal, no incurre en error de dereóho el Tribunal 
que rechaza la quereila en tales términos propuesta. 


En Ha villa y corte de Madrid, á 25 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nisterio fiscal contra el auto pronunciado por la Audiencia provincial de 
«Orense, en la querella formulada por dicho Ministerio contra el Juez de 
primera instancia de Celanova, D. Julio Martínez Jiménez, en causa se 
guida al Alcalde y Concejales de dicha villa, sobre desobediencia y pro 
longación de funciones: 

: Resultando que dicho auto, dietado en 27 de Febrero último, contiene 
1os resultandos siguientes: 

Resultando que el Ministerio fiscal en escrito de querella presentado 
en el día de ayer hábil contra el Juez de primera instancia 6 instrucción 
de Celanova, D. Julio Martínez Jiménez, en la causa que instraye en ave- 
riguación de los delitos de desobediencia y prolongación de funciones por 
él Alcalde y Concejales del Ayuntamiento de aquel término municipal, 
OA que se declarase procesado y suspenso de su cargo al expresado 
-Juez: 

Resultando que los hechos de la querella formulados son en síntesis 
-que el precitado Juez no ha declarado procesados ni suspensos del cargo 
de Alcalde y Concejales denunciados, á pesar de haber transcurrido nueve 
días desde la incoación del sumario, ni resuelto el recurso de reforma, 
y subsidiariamente el de apelación que por su parte interpuso el 21 de este 
mes de la providencia del día anterior, que acordó, de conformidad con el 
.art. 486 de la ley Procesal, oir al Alcalde y Concejales indicados con la 
mira de que continúen en sus cargos el día 5 del próximo mes de Marzo y 
presidan las mesas electorales respectivas, utilizando el recurso de refor- 
ma para que á los miemos se les declare procesados y suspensos: 

Resultando que de la certificación acompañada á la querella, resulta 
que el día 11 del mes actual remitió el Ministerio fiscal al Jues instructor 
los antecedentes facilitados por el Sr. Gobernador para que procediesa á 
incoar el sumario indicado en el resultando primero, y así lo acordó el 
instructor al siguiente día 12, teniendo lugar desde entonces varias provi- 
dencias y diligencias encaminadas á la justificación de les hechos y res- 
ponsabilidad judicial, sin interrupción de días, figurando entre las dili- 
gencias practicadas compulsas y cotejos de documentos y el examen delos 
testigos, como también varias certificaciones de los adelantos del sumario 
remitidas al Ministerio fiscal, ocupando la última 13 folios: 

Resultando que de la comunicación acompañada también al escrito de 
querella, aparece que con fecha de 24 se puso en conocimiento del vefior 
Fiscal no haberse dictado resolución en el recurso de reforma por su parte 
interpuesto, por personarse acusador privado y solicitar el término de dos 
días para presentar escrito con referencia á dicho recurso: 

Resultando que para acreditar Ja parcialidad 6 intervención del Juez 
-€n la lucha electoral para Diputados á Oortes, el Ministerio fiscal propuso 
el examen de 16 testigos, y .pidió que se compulsen varios particulares 
* del testimonio que se remita á la Audiencia para la sustanciación del 
cia de apelación, subsidiariamente interpuesta de la providencia del 
. 20: 

Resultando que la Audiencia provincial de Orense, estimando que el 
delito que se imputa al Juez de Celanova requiere que el fancionario pá 
blico «deje maliciosamente de promover la persecución y castigo de los- 
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delincuentes, circunstancias que no concurren en las resoluciones y dili- 
gencias acordadas por dicho funcionario en la causa que motivó el cargo, 
y al contrario, han sido aceptadas por el querellante, basta la providencia 
de 20 de Febrero, contra la que utilisó los recursos legales, sin que proceda 
el intentado po la querella; que la malicia atribuída en orden á las dili- 
gencias acordadas y practicadas, es opuesto al fin que se han dirigido y 
autoriza la ley, y que en todo caso contra las mismas se dan recursos ordi.- 
marios; que la parcialidad é intervención atribuida al Juez de Celanova 
en la locha electoral, puede constituir la simple infracción del núm. 5.9 
del art. 7.0 6 del núm. 4.0 del art. 784 de la ley orgánica del Poder judicial, 
declaró no haber lugar á admitir la querella y declarar procesado y sus- 
penso del cargo de Juez de primera instancia é instrucción de Oelanova á 
D. Julio Martínez Jiménes; y que por las manifestaciones hechas en el 
escrito de querella, referentes á la infracción del núm. 4.9 del art. 7.2 de la 
ley orgánica, pase lo actuado al Sr, Fiscal, por si entiende acertado intere- 
ser sa ministerio para la corrección disciplinaria: 


Resaltando que contra este auto se propuso recurso de casación por 
infracción de ley por parte del Ministerio fiscal, que se ha interpuesto 
autorizado por el núm, 5.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, citando como infringidos el art. 90 de la ley Electoral de 26 de Junio 
de 1890, en cuanto no se ha tenido presente por la Salasentenciadora para 
su aplicación. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 


Considerando que el Ministerio fiscal señala como único motivo de ca- 
sación la supuesta infracción del art, 20 de la ley Electoral de 26 de Junio 
de 1890, limitándose á exponer que las afirmaciones de la querella, respec- 
to al Juez de Celanova, envuelven la presunta existencia del delito im- 
putado; 

Considerando que, según lo dispuesto en el art. 277 de la ley de Enjui- 
<lamiento criminal, es requisito esencial em toda querella la relación cir- 
eunstanciada del hecho que ha de ser objeto del procedimiento, y que sin 
esta determinación de los actos ú omisiones que puedan ser constitutivos 
de delito ó falta, ó que presenten caracteres de tales, no es posible admi- 
tirla ni demostrar en casación que el Juez ó Tribunal que declaró su 
inadmisión hayan incurrido en el error de derecho á los mismos im- 
putado: 

Considerando que, aparte de las manifestaciones de hechos exclusiva - 
mente referentes al delito de prevaricación, el cual no ha sido objeto del 
recurso, ni es perseguible en la actualidad por el estado que alcansan las 
diligencias judiciales en que se supone cometido, conforme á lo dispuesto 
en los artículos 758 y siguientes de la citada ley Procesal, que son de rigu- 
rosa aplicación en este caso, ninguna de las afirmaciones que contiene la 
querella establece ni asevera que el Jaez de Celanova incurriera en acto 
de omisión ó manifestación contrarias á la ley Electoral ó 4 disposiciones 
de caracter general dictadas para su ejecución con objeto de cohibir 6 
ejercer presión sobre los electores para que usasen de su derecho ó le 
abandonasen contra su voluntad, que son los casos taxativos á que se con- 
trae el precitado art. 90, cuya infracción se invoca: | 

Considerando que al declarar la Audiencia provincial de Orense inad- 

misible la querella en tales tórminos propuesta contra el Juez de Celanova, 
no incurrió en el error de derecho sefialado en el recurso; 

' Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal 
contra el auto dictado por la Audiencia provincial de Orense, y declara- 
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mos de oficio las costas; comuníquese esta resolución á la Audiencia sen-. 
tenciadora á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 25 de Abril 
de 1893, 6 inserta en la Qaceta de 24 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Abril de 1898).—Sala segunda.— Lesiones. . 
—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Granada),. 
y se resuelve: 

Que están exentos de responsabilidad criminal, según el núm. 11 del ar- 
tículo 8.9 del Código penal, los que obran en el cumplimiento de un deber d en. 
el legítimo ejercicio de un derecho, oficio Ó cargo, en cuya exención está com- 
prendido el vigilante de consumos y como tal agente de la Autoridad, que 
ante los insultos y amenaza con una pistola de quien pretendía entrar objetos 
sujetos al impuesto, rechaza tal agresión hiriendo al agresor, y obrando, no 
sólo en defensa de su persona, sino en cumplimiento del deber de defender los 
intereses que le estaban encomendados. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal en beneficio de Juan Barrionuevo Hernández y Miguel Pé- 
rez García contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
Granada, en causa procedente del Juzgado de instrucción del distrito del 
Campillo, seguida á los mismos y otros por lesiones graves: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 23 de Noviembre úl- 
timo, contiene los siguientes: | 

Primero. Que en la mañana del 12 de Septiembre de 1891, al pasar por 
el fielato de Genil Antonio y José Beltrán Guindos, acompañando á su ma- 
dre Francisca Guindos Fernández, verificándolo esta última subida en una : 
caballería con serones, se acercaron á ésta los guardas de consumos Mi. 
guel Pérez García y Juan Barrionuevo Hernández, pretendiendo regia. : 
trar los serones de la referida caballería, á lo que se oposo el Antonio- 
Beltrán Guindos, dirigiendo para ello frases de provocación á los referi- 
dos guardas y promoviendo cuestión entre ellos con tal motivo; comu el 
Antonio Beltrán sacara una pistola pretendiendo hacer uso de ella, el Mi-- 
guel Pérez García y Juan Barrionuevo Hernández con los bastones de es- 
toque que usaban como tales guardas, produjeron al Antonio Beltrán dos 
heridas incisas, una en el brazo derecho y otra en el dedo índice de la 
miena mano y varias contusiones en el cuerpo, de cuyas lesiones quedó - 
curado, sin deformidad ni impedimento para el trabajo, en 17 de Octubre 
siguiente, ó sea á los treinta y seis días; y apercibidos de la referida oues-- 
tión los empleados de dicho ramo Eugenio Medina Muñoz y Miguel Gua- 
mán Esquenbrí, acudieron al referido sitio cuando ya estaba lesionado el. 
Antonio Beltrán, mediando en aquélla, ocupando al José Guindos un cu. . 
chillo y una pistola de dos cañiones; cuyos hechos, por el resultado del jui. . 
cio oral, declaramos probados: 

Segundo. Resultando de las actnaciones que el procesado Juan Barrio-- 
nuevo Hernández ha sido anteriormente penado por disparo de arma de 
fuego y lesiones, en sentencia de 22 de Julio de 1881, á cuatro años de- 
prisióncorreccional; lo que también declaramos probado: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de lesiones graves, de que son autores los procesados 
Juan Barrionuevo Hernández y Miguel Pérez García, con la circunstancia. 
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atenuante respecto de los dos de haber procedido inmediata provocación 
6 amenaza adecuada de parte del ofendido, y además en cuanto al Barrio- 
nuevo la agravante de reincidencia, condenó al primero á un año y un día 
de prisión correccional, y al segundo á cuatro meses y un día de arresto 
mayor, y á ambos en la accesoria correspondiente, indemnización y costas: 

Resultando que dichos penados prepararon recurso de casación por in- 
tracción de ley, y estimado improcedente por tres Letrados que se les 
nombró, el Ministerio fiscal lo ha interpuesto en su beneficio autorizado 
por el núm. 1.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infracción única la del art. 8. en su circunstancia 11.4 del Oódigo penal, 
por no haberse aplicado, y el art. 431 en su núm. 4.0 del mismo Código, 
por indebida aplicación, puesto que los procesados obraron en campli- 
miento de su deber y en el ejercicio legítimo de sa cargo y están exentos 
de responsabilidad criminal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que, según el núm. 11 del art. 8.* del Código penal, no 
delinquen y están exentos de responsabilidad criminal los que obran en 
cumplimiento de un deber ó en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio 
Ó cargo: 

Considerando que por los hechos que consigna como probados la sen 
tencia reclamada se demuestra que los actos realizados por Juan Barrio- 
nuevo y Miguel Pérez reunen todos los elementos de exención que pretep- 
túáa la citada disposición, toda vez que, reconocido el carácter de vigilan- 
tes de consumos que tenían y por ello el de agentes de la Autoridad, el 
pretender reconocer los serones que llevaba la caballería, era, no sólo en 
cumplimiento del cargo, sino del deber de evitar que se introdujera objeto 
alguno sin el pago de derechos, y por consiguiente, al oponerse á esta le- 
gítima exigencia insultando y tratando Antonio Beltrán de hacer uso de 
una pistola, no sólo se legitimó con tal agresión y atentado el medio que 
“emplearon en defensa de su persona, sino que, además, lo ejecutaron en el 
deber de defender los intereses que le estaban encomendados: 

Considerando que al no estimarlo así la Audiencia de Granada, incu- 
rrió en el error de derecho que se le atribuye en el recurso, infringiendo 
el art. 8.9, núm. 11, del Código, por inaplicación; ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por él Ministerio fiscal contra la sentencia de la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Granada, la cual casamos y anuleamos, declaran- 
do de oficio las costas del recurso; lo que con la sentencia que á continua- 
ción se dicte se comunique á dicha Sala á los efectos consiguientes-—(Sen- 
tencia publicada en 25 de Abril de 1898, 6 inserta en la Gaceta de 31 de 
Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (26 de Abril de 1893).—Sala segunda.—Injurias. 
—No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), y se resuelve: 

Que no es admisible el recurso por infracción en el fondo, cuando en el es- 
crito en que se interponga no se observan todas las formalidades establecidas 
en el art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Que la cuestión sobre si la sentencia reclamada resolvió ó no todas las com- 
clusiones del juicio, es materia del recurso por quebrantamiento de forma, por 
no estar aquélla comprendida en ninguno de los números del ar. 849 de la leg 
Procesal que autorizan el recurso por infracción de ley. JN 
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En la villa y corte de Madrid, 4 26 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por ... con- 
tra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de ..., en causa sb- 
guida á la misma por injurias: pe 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 2 de Diciembre últi- 
mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: : 

Primero. Que en la mafiana del 29 de Enero último ..., fué á casa de ..., 
alias ..., en ..., término de esta ciudad, para coser una camisa, y habiendo 
ido tambien á dicha casa una hija de ..., tuvieron las dos algunas palabras 
sobre el sombrero y vestido que una hermana de la ... llevaba el día de 
Reyes, y en esta ocasión, dirigiéndose la... á la referida hija de la...., la 
llamó chuetona y añadió que tenía la cara de putona y la sangre sucis, y 
como la niña marchase á referir lo ocurrido á su madre, la memorada ..., 
ésta se presentó en la casa del ..., y preguntando por unos delantales, le 
contestaron que aun no estaban arreglados, diciendo la ... que no iba pre- 
cisamente por ésto, sino para decir á ... que era una... que había parido 
dos criataras y que había convertido su domicilio en una casa de p..., 
añadiendo que su hija no volvería á aquella casa mientras se permitiese la 
entrada en ella á la ... porque ésta había perdido la vergúenza y la conduc-  : 
ta; hechos que se declaran probados: | 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de injurias graves, hechas de palabra, de que 
era autora la procesada ..., con la circunstancia atenuante de arrebato y 
obcecación, la condenó á seis meses y un día de destierro, muita de 123 | 

y costas: | 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto la procesada re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por los números 2.2 
y 5.9 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infraccio- 
nes las siguientes: 

1.4 Del art. 472, núm. 2.0 y del art, 473, núm. 2.9, ambos del Código pe- 
na), porque: se dejan de resolver todos los hechos que han sido objeto del 
juicio y que se declaran probados, siendo más graves las injurias que la 
ao anto dirigió á la hija de la: procesada que las de ésta contra la que- 
rellante; e- 

Y 2.2 Delos artículos 4.* y 5.9 del propio Código, porque al injuriar la. 
recurrente á ..., obró en defensa de su hija con todos los requisitos para 
que se la declare exenta de responsabilidad criminal: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente la admisión del 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinose: 

Considerando que no es admisible el recurso de casación en el fondo 
cuando en el escrito en que se interpone no se observan todas las forma- 
lídades establecidas en el art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

Considerando que por esta razón no es admisible el interpuesto por la 
representación de ..., porque además de no citar el artículo de la ley Pro- 
cesal que lo autoriza y no ser congruentes al csso que discute los artículos 
4.9 y 5.9 del Código penal que se suponen infringidos, se plantea en él la 
cuestión de que en la sentencia reclamada no se han resuelto todas las 
cuestiones del juicio, lo cual sería objeto, caso de que así aconteciera, del 
recurso por quebrantamiento de forma, pero no del de infracción de ley, 
por no estar comprendido en ninguno delos números en que el art. 849 de 
la ley Procesal autoriza el recurso; | 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar á la admi- 
sión del recurso que contra la sentencia dictada por la. Sala de justicia de 
la Audiencia de ..., ha interpuesto ..., 4 quien cendenamos en las costas y 
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al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejorase de fortuna; co- 
muníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oporta- 
nos, —(Sentencia publicada en 26 de Abril de 1898, ó inserta en la Gaceta 
de 24 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE 0ASACIÓN (26 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Parri- 
cidio.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Olarte López (Audiencia de 
Logroño), y se resuelve: 

Ea hechos consignados en el veredicto de haberse levantado de la cama 
el efendido, padre del agresor, ante los insultos de éste, llegando á ponerle las 
manos E hiriéndole ligeramente, no constituyen la agresión ilegítima á los 
efectos de determinar la existencia jurídica de la circunstancia 1.2 del art. 8.0 
del Código penal, porque insultado en la forma más irrespetuosa hiso aquél 
uso de su autoridad paterna: 

Que la legítima reprensión del padre al hijo, que gravemente le ofende € 
snsulta, no determina los estímulos poderosos y lícitos que exige la ley para la 
apreciación de la circunstancia 7.3 del art. 9.9 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 26 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Pedre 
Olarte López, conocido por Pablo, contra sentencia de la Audiencia pro- 
vincial de Logroño, en causa procedente del Juzgado de instrucción de 
Haro, seguida al Olarte por parricidio: 

Resaltando que la referida sentencia, dictada en 23 de Noviembre 
último, consigna el veredicto del Jurado, el cual declaró: «A la primera 
presunta. Pedro Olarte López, conocido por Pablo, ¿es culpable de haber 
imferido con arma blanca la noche del 4 de Febrero del año actual una 
gravísima lesión á su padre legítimo, Antonio Olarte, por consecuencia de 
Ja que falleció al siguiente día, y cuyo hecho tuvo lugar en la casa habita- 
ción de Antonio Olarte?—Sí.—A la segunda pregunta. El hecho anterior- 
unente relatado, ¿tuvo lugar á consecuencia de que llegando el Pedro en 
ocasión de estar ya en la cama su padre, le dijo éste que en aquella no- 
che no había cena ni al otro día comida? —SÍ.—A. la tercera pregunta. ¿Le 
contestó entonces el Pedro á su padre llamándole vaina, títere y cochino? 
—Sí.—A la cuarta. ¿Se levantó entonces el Antonio á castigar á su hijo, 
lMegando á ponerle las manos? —Sí.—A la quinta. ¿Le hirió aunque ligera- 
rente el Antonio á su hijo?-—Sí»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de parricidio, de que es autor el procesado Pedro 
Olarte López, conocido por Pablo, sin circunstancias modificativas de la 
respon sabilidad, le condenó á la pena de cadena perpetua, aceesoria, in- 
dAlemnización y costas: 

Resultando que el procesado interpuso recurso de casación por que- 
brantamiento de forma y anunció el de infracción de ley, y resuelto aquél 
por la Sala sentenciadora, ha interpuesio éste, fundado en el caso 5.0 del 
srt, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1,0 La circunstancia atenuante privilegiada que señala el núm. 1.2 del 
. sart. 1.0, en relación con la cuarta del art. 8.0 del Oódigo penal, por no har 
berse aplicado, puesto que hubo agresión ilegítima: 

2.0 Bubsidiariamente el art. 9.0 en sus casos 4.” y 7.0, el primero de és 
tos por la concurrencia de dicha circunstancia, y el segundo porque obró 
eon obcecación y arrebato: . 
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Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D, Rafael de Solía Liébana: 

Considerando que no existe el error de derecho atribuído en el primer 
motivo del recurso, al no estimar el Tribunal la existencia de la cireuns- 
tancia atenuante 1.2 del art. 9.9, en relación con el núm. 4.0 del art. 8.9 del 
Código penal, porque los términos del veredicto no la permiten, en razón 
á que pretendiendo deducirla del acto realizado por Antonio Olarte, padre 
del recurrente, de haberse levantado de la cama para castigar, como lo 
hizo, hiriéndole ligeramente, no constituye en este caso la agresión ilegí- 
tima á los efectos que se pretende, porque insultado en la forma más 
irrespetuosa, hizo uso legítimo de su autoridad paterna: 

Considerando que no concurre en la perpetración del delito la circuna- 
tancia 7.53 del art. 9.0, ó sea de haber obrado en estado de arrebato y obcs- 
cación, porque la legítima reprensión del padre al hijo que gravemente le 
insulta y ofende, no determina los estímulos poderosos y legítimos que 
exige la ley para poder ser estimada, y además en el presente caso carees 
de eficacia y de aplicación práctica, toda vez que, ya se tome:ó no en con- 
sideración, no modifica la responsabilidad de la pena de cadena perpetas 
que prefija el art. 81, en relación con el 417 del Código penal; y 

Considerando, por lo expuesto, que la Audiencia provincial de Logrofio 
no cometió los errores de derecho que se atribuyen en el recurso, ni in- 
fringe disposición alguna; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Pedro Olarte López, conocido por Pablo, al que condena- 
mos en las costas y al abono, ei viniere á mejor fortuna, de 125 pesetas, 
por razón de depósito, no consatitaído por su insolvencia; lo que se comu- 
nique al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes, devolviéndosa 
la causa.—(Sentencia publicada el 26 de Abril de 1893, 6 inserta en la Qa- 
ceta de 24 de Octubre del mismo año.) 
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REOUES0 DE CASACIÓN (27 de Abril de 1893).—Sala segunda. — Hurto. 
-——No ha lugar al interpuesto por Joaquín García Ballesteros (Audiencia 
de Valencia), y se resuelve: 

Que el elemento esencial de la reincidencia consiste en el hecho de haber 


. En la villa y corte de Madrid, á 27 de Abril se 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos de, interpuesto por Jos- 
quín García Ballesteros contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Valencia, en causa seguida al alamo y Otro en el Juzgado 
de instrucción de Chelva, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia consigna los hechos en los aí.- 
guientes resaltandos: 

Primero. - Que por escritara de 29 de Enero de 1881, el Juea de pri. 

mera instancia del distrito del Mercado de esta capital, en nombre de la 
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Nación, vendió 4 D. GH Roger Drval un eampo de 190 hectáreas, 4% cen- 
biáreas de tierra de secano en la partida de Los Llanos, del término de la 
Yera, procedentes de los Propios de dieho pueblo, diridido en varios pe- 


-dazos, en su mayor parte incultos y con pequeñus lutes roturados, dedi: a. 


dos anos á tierras de pan dlevar y otros á plantaciones de viñedo, cuya 
finca eo hallaba atravesada por varios caminos, y lindaba con terrenos 
que pertenecían á la propiedad particular, que quedó obligado á reapetar 
el comprador, así como las eervilambres yue constituían los caminas ex- 
preswilos, habiendo sido con posteriorida:] destindada la mencionada ánea; 
que cuando ésta pertenecía á los propietarios del pueblo de la Yera, el 
Ayantamiento cedía varios trozos en cultivo á los vecinos, mediante el 
pago de cierto canon, rerogiendo aquéllos sus frutos, y desde que la cun 
pró D, Gil Roger, también por cesión de óste, ee había seyuido cultivando 
en la propia forma, siendo unos de los que habíaa cultivado algunos tro. 
sos Josquía García Ballesteros y José H-rrero Sular, y que éstos, en 14 de 
Outabre de 1891, cuando ya liacía algún tiempo que habísa dejado de cul- 
fivar el punto denominado La Jarilis, enclavado en la finca Los Llanos, 
hariéudolo ei encargado de D. (Gl Roger, y no pagaba, por consiguiente, 
merced alguna, cogieron de dicho punto el García 17 arrobas de uva y el 
Herrero 41, -tasadas en 62 cóntimos de peseta cada arroba, siendo sorpren- 
didos con dicho trato, que les fué ocupado y entregado al representante 
de eu dueño por la Guardia civil; hechos que se declaran probados: 
Segundo. Asimismo probado que el Juaquín García ha sido antes con- 
denado por delito de hurto á las panas de arresto mayor, y el Josó H.rrero 
por «lieparo y lesiones á la de prisión correuciona!: 
Resaitando que la Sila sentencia-lora estimó qne los hechos denlara- 
dos probados, en oasuto afectan á la respensabilidad de Joaquín García 
Ballesteros, eran coustitativos «de un delito de hurto de uvas en cantidad 
menor de 20 pesotas, de que era autor, sin otras cirenastaucias que la es 
porial de ser dos veces reincidente, y rcormienáé al Ballesteros á un año 
y un día de presidio correccional, accesorias y mitad de contas: 
Resailtando que contra esa sentencia ha interpuesto el García Bulleste- 
tos recurso «de casación por infracción de tey, autorigado por el ubin. 5.2 
del art. 849 de la loy de Eajruiriamiento criminal, citando como infeinxido 
el núm. 3. del art. 533 del Oódixo penal, por haberse penado al Bulteste- 
ros como si faera dos Ó más veces reincidente, cuando «de la sentencia sólo 
resulta que ha sido penado anteriormente por «un delito de hurto y le es 
PAra la cirouastancia genórica agravante 18 del art. 10 del propio 


go: 
Rsenltando que el Ministerio fiscal cosdyavó el recurso en el acto de 
vista 


Visto, siendo Ponente, por no asistencia del nombrado, el Magistrado 
D. Laia L«mas: 

Orusiderando qne, según dontrina de esta Sala, el elemento esencial 

la reincidencia cvesiete en el hechu de haber silo condenado eje :uto- 
riamente el culpable por un delito comprendulo en el mismo título eá 
Que está rastigado el segnndo ó tercero «le que se le acusa, y por el cual 
va á sor juzgado, sin que ses obstáculo, por tauto, para estimar la dobie $ 
triple reinuidencia, q 10 resulte penudo el deliacuente en una misma sen. 
tenria por dos ó más de tales delitus, siempre que aequétla hubiese cau 


¿tado ejecutoria: 


iderau do que, el bien en ta rerlamada no se determina sí el recu- 
trente condenado «antes ú das penas de arresto mayor por el delito de 
harto, lo fné en una Ó varias sentencias, esta falta de determinación no 
+xelaye la concarentia de la circanstancia especiliva de la dubie reénci- 
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dencia, porque basta para estimarla, según la doctrina expuesta, qué re 
sulte castigado el procesado por más de un delito de hurte, como así lo 
declara la sentencia al afirmar que fué condenado antes de la fecha reco- 
rrida á las penas de arresto mayor por el repetido delito: 
Considerando que, por estas razoues, es improcedente el recurso 
mo contener la sentencia reclamada el error jurídico é infracción legal que 
se le atribaye;. 
Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re 
curso interpuesto á nombre de Joaquín García Ballesteros contra la refo- 
rida sentencia dictada el 13 de Diciembre último por la Sala de lo erimi, 
nal de la Audiencia de Valencia; le condenamos al pago de las costas y 
de la suma de 125 pesetas, en concepto de depósito no constituido, cuando 
mejore de fortuna; comuníquese al Tribunal sentenciador á los efectos 
rocedentes. —(Sentepcia publicada en 27 de Abril de 1893, é inserta en 
Qaceta Je 24 de Octubre del mismo año.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (27 de Abril de 1893).—Sala segunda. —Cempo 
tencia.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Va- 
lencia), y se resuelve: 

Que el establecimiento de las Audiencias de lo criminal hizo necesaria la 
publicación de la ley de 14 de Octubre de 1882, adicional á la orgánica de 
Tribunales, para facilitar las funciones de aquellos organismos; y fijados en 
eu art. 4.9 los términos de la oompetencia jurisdiccional, hay que acudir para 
resolver tales cuestiones á dicha ley adicional y no al art. 276 de la de 1870, 
gue respondía á otros principios y distintos Tribunales, y que debe conside 
rarse derogado por el precitado art. 4.9 adicional: 

Que el dicho precepto legal sienta como regla que las Salas y Audiencias 
de lo criminal conocerán de todas las causas por delitos cometidos en el terr+ 
torio de su circunscripción, y entre las excepciones de aquella regla no lo están 
los delitos cumetidos por los Ayuntamientos en geñeral, sino únicamente por 
los que lo sean de capital de provincia ó de Audiencia, de los cuales compete 
conocer á las Salus de lo criminal respectivas: 

Que en las causas contra los Ayuntamientos, no exceptuados expresamente 
por la ley adicional, es competente el Juez de instrucción del partido, á me 
na que el hecho estuviere encomendado por la ley á determinados Tribw 
males, 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Abril de 1803, en el recurso de 
casación por infracción de ley que aute Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal contra auto de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Va- 
lencia, dictado en diligencias sumariales instruídas á virtud de denuncia 
formulada contra el Alcalde y varios Concejales del Ayuntamiento del 
Pueblo Nuevo del Mar, y resolviendo la declinatoria promovida por dicho 
Ministerio: 

. Resultando que en la expresada resolución, su fecha 9 de Marzo último, 
se consiggan los hechos en los siguientes resultandos: . 

Primero. Que remitida á esta Audiencia por el Gobernador civil de 
esta provincia la denancia presentada al mismo por tres Concejales del 
Ayuntamiento de Pueblo Nuevo del Mar, y varios documentos de los que 
se estimó que se desprendían méritos pare atribuir al Alcalde y á la me 
yoría de dicha Corporación la comisión de delitos de malversación y des 
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obediencia, y pasadas Jas actuaciones al Ministerio fiscal, éste propuso se 
remitieran al Juzgado de instrucción del distrito de Mar, de esta ciudad, 
al que pertenecía dicho pueblo, para que, como único competente, vbrara 
eon arreglo á derecho: 

Seguado. Que esta Sala, por auto de 28 de Febrero último, fundado en 
el último párrafo del núm. 3.9 del art. 276 de la ley orgánica del Poder 
judicial, que estimó vigente en cuanto no había sido modificado por el 4,0 
de la adicional de 14 de O:tubre de 1882, se declaró competente para co- 
nmocer de las diligencias 6d instruir en su caso el oportuno sumaxjo, y 
maodó pasear las actuaciones al Ministerio público para que formulara que- 
rella crimina!, si agí lo estimaba, en uso de sus facultades, ó en otro caso 
lo mani festara á la Sala para acordar lo gue correspondiere: 

Tercero. Que en 3 del corriente mes el Ministerio fiscal ba presentado 
eserito en el que, invocando los artículos 19, 26, 45, 238, 237, 666 y 676 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, y considerando que el auto de la Sala 
infringe los preceptos del art, 14 de dicha ley, el 276 de la orgánica y el 4.2 
de la adiciona! á ésta, ha solicitado que la Sala decline el conocimiento de 
esta denuncia á favor del mencionado Juez instructor para que resuelva 
eon arreglo á derecho, ó en otro caso, que se sustanciara en forma este in- 
eidente y se resolviera como creyera procedente, dando por entablada la 
declinatoria de jurisdicción, y haciendo presente que por su parte no ne: 
cesitaba señalamiento de día para la vieta, ni proponía prueba alguna, y 
manifestando por otrosí, que aute todo debía ventilarse la cuestión de 
gompetencia para instruir el sumario en artículo previo, sin entrar en la 
enestión de fondo, respecto á la que expondría después lo procedente: 

Cuarto. Que por providencia de 6 del corriente mes, el Tribunal tuvo 
poe nc el anterior escrito y por propuesta la declinatoria, man- 

suspender todo procedimiento en estas diligencias y que se trajera 
á la vista el incidente, señalándose el día de ayer, cuyo acto se celebró sin 
que asistiera el Minieterio fiscal: 

Resultando que la Sata de lo criminal de la Audiencia de Valencia, por 
estimar vigente el art. 276 de la ley orgánica del Poder judicial de 1870 y 
mo moldifivada por el art. 4.0 de la adicional Je 14 de Octubre de 1882, ni 
por la de Eojuiciamiento eriminal de 14 de Septiembre del mismo año, 
que juzga subordinada á dicha ley orgánica, declaró que conforme al nú- 
mero 3.9 del citado art. 276, era de su competencia conocer de las expre- 
sadas diligencias, y que además, no tratándose de Jueces del mismo or- 
den, sino de una cuestión acerca de la instrunción de aquellos entre una 
Audiencia y un Jazxado de instrucción de su territorio, la presente no en- 
volvía verdadero conflicto de competencia y sí sólo de procedimiento, el 
cual debía decidirse expeditamente, por cuyas razones resolvió no haber 
lagar á la declinatoria de jurisdicción propuesta por el Ministerio fiscal, 
declarándose de nuevo competente para conocer de la causas 6 instruir en 
sa caso el oportano sumario: 

Resultando que contra ese auto ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley el Ministerio fiscal, autorizado por los artículos 848, nú- 
mero 2.0, y 850 de la de Ebjuiciamiento. criminal, citando como infrac- 
ciones: 

1.2 Los artículos 14, en su núm, 2.9, y 303 de la ley «dle Enjuiciamiento 
crimina!, y el 4.9 de la e-dicional á la orgánica del Poder judicial,-que dero- 
garon el 276 de la ley Orgávica de 18,0, en euwante respecta á la insteucción 
del sumario de que se trata, atribuía al Juez del distrito á que corresponde 
el Pueblo del Mar por las disposiciones legales citadas, sin que el Tribunal, 
que en su día ha de conocer del juicio, pueda inmiscuizee en la instrucción 
sumarial, pues la causa que haya de formarse por la denuncia expuesta no 
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es de las espectalmente encomendadas por un precepto de ley á determi. 
nado Tribanal con facultad para ello, para nombrar un Juez especial 6 ar» 
torizar al ordinario del partido para la instrucción ; y 

2.2 El art. 276 de la ley orgánica del Puder jadicial de 1870, que es de 
todo punto inaplicable y no puede invocarse como base de competencia, 
por estar deroyade por una ley posterior, como queda dicho: : 

Resultando que admitido el recurso fué apoyado oralmente por el Me 
nisterio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: a 

Considerando que el establecimiento de tas Audiencias de lo criminal, 
hizo necesaria la publicación de la ley adicional á la orgánica del Poder 
judicial de 14 de O.:tabre de 1883, para facilitar las fanciones propias de 
aquellos nuevos organismos, determinando al efecto en su art. 4.0 los limi. 
tes de la competencia de éstos y las excepciones que ha tenido por conve: 
niente establecer el legislador, por lo cual, á los preceptos terminantes que 
dicho artículo contiene hay que atenerse para resolver «ovílictos que acerca 
de la competencia de dichas Audiencias y de lus Salas de lo criminal de 
las territoriales ve remiten, y no al art. 276 de la ley provisional sobre 
organización del Puder judicial de 1870, que respondía á otros principios 
y distiutos Tribunales”, y que deben considerarse derogados por el precí- 
tado 4.0 adicional, según ha dectarado esta Sala repetidas veces: , 

Considerando que si bien la presente contienda de jurisdicción no pueda 
decirse en rigor técnico que reviste los caractefes esenciales de un verda: 
dero conflicto de competencia, puesto que el Juzgado de instrucción á 
quien, según el Ministerio fiscal, corresponde la del sumario en cuestión, 
está bujo la dependencia jerárquica de la Sala de lo criminal que dictó el 
auto reclamado, no puede desconocerse que hay materia para el presenta 
recurso, que debe decirir esta Sala, porque se trata de resolver si la forma- 
ción del expresado sumario corresponde por derecho propio al Juez de 
instrucción del lugar en que se realizaron los hechos denunciados, si- 
guiendo la regla primordial de toda competencia, ó sí por ser caso excep- 
tuado en la ley, por razón de los funcionarios páblicos contra quienes se 
dirige, corresponde formularlo por medio de un Juez especial ó delegada 
de la referida Sala: 

Considerando que el art, 4.0 de la ley adicional invocada antes, sienta 
como regla general que las Salas y Audiencias de lo criminal conocerán 
de todas las causas por delitos cometidos dentro de sus respectivas pro- 
vincias ó circunscripciones que competan á la jurisdicción ordinaria, sin 
exceptaadr más que aquellas causas de que actualmente conoce el Tribunal 
Sapremo, y salvo lo dispresto va la misma ley ó en otras especiales, entro 
cuyas excepciones no están los delitos cometidos en el ejercicio de sus 
cargos por los Concejales de Ayuntamientos en general, sino tan solo lay 
que pudieran cometer los de los Municipios de capitales de provincia ó de 
poblaciones donde haya Audiencia de lo criminal, cuyo conocimiento atri- 
buye á las Salas de lo criminal circuustancias que no concurren en el Pue- 
blo del Mar, á que pertenecen los Cuncejales acusados: 

Considerando que, no exceptuados éstos, debe determinarse la compe- 
tencia para la instrucción del enmario, ateudiendo á lo preceptuado en el 
wúm. 2.” del art, 14 y en el 303 de la ley vigente de Enjuiciamiento crimi- 
nal, los cuales, sancionando el principio del sistema acusatorio de la sepa- 
ración entre las funciones del Juez iustractor del sumario y las del Tribu. 
nal del juicio, ordenan que la formación de aquél correeponde á los Jaeces 
de instrucción del partido en que el delito se hubiere cometido, á menos 
que el hecho á la causa estuviere encomendada especialmente por la ley á 
determinados Tribunales, caso de excepción que, según queda dicho, no es 
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aplicable al de autos, y por tanto, resulta justificada la competencia del 
Juzgado de instrucción para conocer de las diligencias sumariales que mo- 
tivaron el presente recurso; 
- Cunsiderando, por último, que los razonamientos expuestos demuestran 
las infracciones de ley que se alegan como fundamento del recurso; 
Fallamos que debemos declarar y declaramos haber Ingar al interpuesto 
por el Ministerio fiscal contra el auto dirtado el 9 de Marzo último por la 
flala de Jo criminal de la Audiencia de Valencia, cuya resolación casamos 
y anulamos, declarando de oficio las costas; comuníquese la presente con 
la que á continuación se dicte á dicho Tribunal, pera su cumplimiento y 
efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 21 de Abril de 1893, é in- 
serta en la (faceta de 24 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE 0A*ACIÓN 27 de Abril de 1893).—Sala segunda.—Coaceio- 
ses.— Ha lugar al interpuesto por Wenceslao Fernando Guijarro (Audien- 
cía de Granada), y se resuelve: 

Que el acto de detener y registrar á un particular, realizado por wn guar- 
día municipal sin motivo bastante justificado, por no serlo las noticias de que 
aquél recoyia firmas para una exposición contra el Alvalde, constituye el de- 
líto prevista en el art. 210 del Codigo penal, no el definido en el 510; pues 
para que este último ve produzca, es preciso que quien lo cometa impida á 
otro con violencia y sin autorización legí/ima, hacer lo que la ley no prohibe, 
á le compela á ejecutar lo que no quiera, sea justo ó injusto, circunstancias 
distintas de las que informan el delito de detención reahzado por un funcio 
nario público en la persona de un purticular sin cuusa de delito. 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Abril de 1898, en el recuren de 
Ón por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Wen- 
ceslao Fernando Guijarro Fodán contra la sentencia provunciada por la 
fala de lo criminal de la Audiencia de Granada, en causa por coacejones: > 
Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 26 de Euero último, consignando los hechos en el siguiente: 
Resultando que el Jurado ba dado el veredidcto, que copiado á la letra 
dire así: «Los jurados han deliberado sobre las preguntas sometidas á su 
resolución, y bajo el juramento prestado, declaran solemnemente lo ai. 
guiente: A la primera, ¿Es culpable Francisro Galera Martínez, guardia 
municipal de Pneblo de Don Fadrigne en 1890, de haber registrado y de- 
tenido el día 80 de Julio de dicho año á D. Jueó María Martínez Vivo, por 
tener noticias de que recogía firmas para una exposición contra el Alcalde 
de squel pneblu?-S1.—A la segunda. ¿Es culpable Wenceslao Fernando 
Guijarro Fodán, guardía municipal también de Puebla de Don Fadrique 
en 3890, de haher registrado y detenido el miemo día á la misma hora, á 
D. Josó María Martínez Vivo, por Ja misma cause á que se refiere la pre-. 
ta anterior? Sí.,—A la tereera. ¿Es culpable Wenceslao Fernando Gui. 
rro Fodán de haber hecho uno ó due disparos contra D. José María Mar- 
tínez Vivo, el día y hora á que se hace referencia en la pregunta anterior, 
y en el momento en que éste se cayó a) suelo al hnir de los qne le perse- 
guían?—No.—A la cuarta. ¿Es colpable Francisco Galera Martínez de ha- 
ber hecho uno ó dos dispuros contra D. Josó María Martínez Vivo en el 
miemo dis, á la misma hura y en el mismo momento á que se refería la 
pregunta anterio1?—No,-— A la quinta, Wenceslao Fermando Guijarro, ¿88 
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aprovechó del carácter de guardia municipal cuando realizara los hechos 
que se contienen en las preguntas segunda y tercera?—S1.—A la sexta. 
Francisco Galera Martínez, ¿se aprovechó del carácter de guardia munici. 
pal cuando realizara los hechos á que se refieren las preguntas primera 
y cuarta?—8í.—A la séptima. Los hechos relatados en las preguntas se- 
gunda y tercera, ¿fueron realizados por Wenceslao Fernando Guijarro en 
el cumplimiento de un deber como agente de la Autoridad y para impe- 
dir la comisión de un delito?—No.—A la octava. Francisco Galera Martl- 
tínez, ¿realizó los hechos contenidos en las preguntas primera y cuarta en 
el cumplimiento de un deber y como agente de la Autoridad? —No.-—A la 
novena. Wenceslao Fernando Guijarro Fodán, ¿fué condenado en 14 de 
Agosto de 1886 por el delito de lesiones á la pena de nn mes y un día de 
arresto mayor?—81.—A la décima. Francisco Galera, ¿puso á disposición 
del Tribunal competente á D. Josó6 María Martínez Vivo? —Sí.—A la nn- 
décima. Wenceslao Fernando Guijarro Fodán, ¿puso á diaposición del Tri. 
bunal competente á D. Josró María Martínez Vivo?—-Si: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada de- 
claró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado constituyef 
un delito de coacciones, previsto y penado en el art, 510 del Código penal, 
del que son responsables en concepto de autores Fernando Galera Martí: 
nez y Wenceslao Fernando Guijarro Fodán, con la circunstancia agra- 
vante 11 del art, 10. y respecto del Wenceslao la 18 de dicho artículo; y 
vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó 
á cada uno de dichos dos autores á Ja pena de seis meses de arresto ma- 
yor, con sus accesorias, multa de 500 pesetas y al pago de una tercera 
parte de costas, con el apremio personal en su caso, absolviéndoles en 
cuanto al delito de disparo de arma de fuego; y sobreseyendo libremente 
respecto de D. José María Martínez por haber retirado la acusación res- 
pecto al mismo, y declarando de oficio las restantes costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de Wenceslao Fernando Guijarro Fodán, 
ra se ha interpuesto autorizado por el núm, 3.0 del art. 849 de la de En- 

uiciamiento criminal), citando como infringidos: 

1.0 El art. 510 del Código penal, por aplicación indebida, en cuanto no 
se ha tenido presente por la Sala el carácter especial de quien lo cometió, 
re autorizado para el acto que ejecutaron por ser agente de la Au- 

ridad: 

2,0 El art. 210, por inaplicación, y que en el caso más perjudicial sería 
el único atirente: 

Resultaudo que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el Mi. 
nisterio fiscal, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que para incurrir en el delito de coacción previsto en 
el art. 510 del Código penal, es requisito esencial que le cometa el que sin 
estar legítimamente autorizado impidiese á otro con violencia lo que la 
ley no prohibe, ó le compeliese á efectuar lo que no quiera, sea junto ó ín- 
justo, cuyas circunstancias no han concurrido en el presente caso, aten- 
dido el carácter de agente de la Autoridad de que el recurrente se hallaba 
investido: 

Considerando que los setos ejecutados por el procesado de haber regis- 
trado y detenido á D. Josó María Martínez eran propios de las funciones 
de su cargo, si bien los llevó á cabo sin motivo legal que lo jastificase, 
por no serlo las noticias de que recogía firmas para una exposición contra 
el Alcalde del pueblo, y que por lo tanto se hallan comprendidos en el ar- 
tículo 210 del Código penal, que castiga al funcionario público que deta- 
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"viene 4 un ciudadano á no ser por razón de delito, no estando en suspenso 
las garantías constitucionales: 

Considerando que al no estimarlo así la Sala sentenciadora, ba incu- 
rrido en el error de derecho que se le atribuye, 6 infringido los artículos 
del Código penal á que el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 


casación por infracción de ley, interpuesto á nombre de Wenceslao Fer- 


nando Guijarro Fodán, contra la expresada sentencia de la Sala de lo cri- 


aminal de la Audiencia de Granada, que casamos y anulamos, declarando 


las costas de oficio; la cual con la que á continuación se dicte sé comuni. 
cará al Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes.—(Sentencia pa- 
-blicada en 27 de Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 24 de Octubre 
del raismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Abril de 1893).—Sala segunda.— Robo, — 
No ha lugar al interpuesto por Antonio Jiménez y Jiménez (Audiencia de 
Sevilla), y se resuelve: ] 

Que admitidos en el veredicto del Jurado los hechos de haber contribuido 
el cuspable á la ejecución del delito, acudiendo con los demás delincuentes y 
de acuerdo con éstos al lugar del robo, permaneciendo fuera de la casa en que 
éste se verificaba, espiando y al cuidado de toda sorpresa, constituyen tales 
hechos actos de cooperación, directamente encaminados á la ejecución del de- 
lito, siendo el culpable autor y no cómplice del robo, como repetidamente ha 
establecido la doctrina del Tribunal Supremo. 


En la villa y corte de Madrid, 4 27 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio Jiménez y Jiménez contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo 
crimipal de la Audiencia de Sevilla, en causa por robo: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
5 de Diciembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que después de deliberar los jurados sobre las preguntas . 
sometidas á su resolución, y bajo juramento que prestaron, declararon 
solemnemente lo siguiente:—A la primera pregunta. Manuel Otón García, 
¿es culpable de haber entrado en la noche del 3 de Febrero de 1891 en la 
casa de D. José Calvillo, en la villa de Arahal, calle del Pozo dulce núme- 
ro 3, con Diego Gallego, y Francisco Jiménez, hoy difuntos, apoderándose 
-de 11.230 pesetas en metálico, alhajas y efectos, justipreciados prudencial- 
mente en 2.041 pesetas? —Sí.—A la segunda pregunta. Para penetrar en 
dicha casa los expresados individuos, ¿rompieron ó violentaron uno de los 
hierros de una reja que defendía una ventana de una habitación baja, que 
da á la calle, rompiendo también Jos cristales?—8í.—A la tercera pregun- 
ta. El expresado Otón García, ¿llevaba armas al penetrar en dicha casa?-— 
Sí.—A la cuarta pregunta. Josó María Jiménez, de acuerdo con dicho Otón 
y los dos que con éste penetraron en la citada casa, ¿quedó fuera de ella 
espiando ó cuidando de evitar fueran éstos sorprendidos ínterin realiza- 
ban el robo?—Sí.—A la quinta pregunta. Antonio Jiménez y Jiménes, 


¿quedó igualmente que el José María, fuera de la casa, de espía ó cuidando 


de evitar fueran sorprendidos los que se encontraban dentro de ella, y de 
acuerdo con éstos? —S1.—A la sexta pregunta. Manuel Otón García, ¿h8 
sido condenado en 10 de Diciembre del 85 por tentativa de robo; en 13 de 
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Febrero del 86 por burto, y por otras distintos delitos en distintas ecasio- 
nes?—81.—A la séptima pregunta. Ejecutado el delito de noche, ¿fué ésta 
elegida de propósito par los culpables para no ser vistos, y por tanto, ase- 
goror su impunidad?—SL—A la octuva pregunta. Josó María Jiménez, al 
ejecutar Jos hechos de autos, ¿era menor de diez y ocho añus?—SÍ. 
Resnitando que la Secrión segnnida de la Sula de lo criminal de la An- 
dieniia de Sevilla declaró que los bechus probados, según el veredicto del 
Jurado, constituyen un delito de rubo en casa habitada, con as:mas y en 
cantidad que exeede de 500 pesetas, previsto y penado en el párrafo prí- 


mero del art. 521 del Código, del que son responsables en conoupto de- 


autores Manue! Otón García, Antonio y José Jiménez, con la circunstantía 
sgravunte 15 del art. 10 de dicbu Código; en relación á Otón Gurcía, la 18 
de dicho art, 10, y en cuanto á Jueó María Jiménez la 2.8 del art. 9.0; y 
vistos los va citadoa y demás concordantes de aplicación, condenó á Mu- 
nue) Otón García á la peva de catorre años y ocho meses de cadena tem- 
pora!; á Antonio Jiménez y Jiménez á due afñus y un día de igual pena, 
con sus arcesorias de interdá:ción civil é inhabilitación abeoluta perpetua; 
y á José María Jiménez á seis años y un día de presidio mayor é inhabili- 
ción abeuluta temporal en toda su extensión, abonando los tres por terce- 
ras partes, por jiudemnización solidaria y mancomunada, 10.944 pesetas 50 
cóntimos, con otras declaraciones de ley: 

Resaltando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de Antonio Jiménez y Jin:iénez, que se ha 
interpuesto autorizado por el núm. 4.* del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, citando come intringidos: 

1.0 El art. 13 de dicho Código peual, por aplicación indebida, en cuan- 
to se pena al recurrente en concepto de autor: 

2.0 El art. 16 de dicho Código, por inaplicación, pues los actos del re- 
currente sólo le hacen responsable en concepto de cómplice: 

3.0 El art. 68 del mismo, en cuanto no se ha impuesto la pena inme- 
diatam» nte inferior en grado á la señalada por la ley para los autores del 
delito consamado: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que los hechos declaradus por el Jurado de haber eon- 
tribaído el recurrente á la ejecución del delito, acudiendo con lus demás 
delincuentes, y de acuerdo con éstos, 4 la casa en que se realizó, y perma- 
neciendo fuera de ella espiando y al cuidado de evitar que fueran sorpren- 
didos los que con fractura de una ventana penetraron en el edificio y se 
apoderaron de varios valores en metálico, alhajas y efectos, constituyen, 
según doctrina constante de esta Sala, actos de cooperación directamente 
encaminados á la ejecución del delito de robo que consumaron, y al con- 
denarle la Sula sentenciadora en concepto de autor del expresado delito, y 
no en el de cómplice, no inenrrio en el error de derecho que se supone en 
el recnrso, ni cometió Jas infracciones legales que en él se invocan; 


Fallamos que debemos declarar y declaranios no haber lugar al recuer- 


vo de casación por infracción de ley que contra la sentencia dictada por la 
Bala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla interpuso Antonio Jiménez 
y Jiménez, á quien condenamos en las costas, y al pago, si mejorase de 
fortuna, de 326 pesetas, por razón de depósito, queno ha constituído por su 
insolvencia; comuníquese esta resolución al Tribuna! sentenciador á los 
efectos oportunos.— (Sentencia publicada en 27 de Abril de 1893, 6 inserta 
en la Qaceta de 24 du Oetubre del mismo año.) ' 
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RECPERO DE. CAFACIÓN EN ASTETO DE ULTRAMAR (28 de Abril de 1898). 
Sala segunds.— Falp ficación y estafa.— Nu ha lugar al interpuesto por 
Prudencio Qiáñe $ (Audirncia de la Huhava), y se resuelve: 

, Que incurren en la sanción del art. 313 del Código penal de Cuba, los fun- 
etonarivs públicer del servicio de trlégrafi.s que supusiesen Ó Jaulsificaren un 
desyacho telegráfico, y avinmiemo. sen autores de tal delito lus que, con inten- 
ción de lucro, Ó yruposito de perjudicar, hicier on uso del telegrumo falso: 

Que cuando el culpable vbra de acuer do y concierto con los demás proce 
sados pura ejecutar la falsedad y la estafa, se dedure forzusamente que su 
oomperación fué directa al fin propues o y necesoriomente encuminada á la rea- 
lización de ¡us delitos, por lo cual su prrticipación en ellos fué de autor y no de 
cómplice, sea 6 no funcionario yúblico, yues la penalidad aplicable al que hi 
cieve uso del desyarho falsificado, es igual en ambos casos. 


En la villa y corto de Madrid, 4 28 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley qne ante Nous pende, interpuesto por Pru- 
denric Oráñies y Echarri contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de la Hahabps, en canas seguida al O:ábez y otros en el Juzga- 
do de primera insiancia de la Catedral, por estafa y falsificación: 

Resultando que en 34 de Diciembre de 1881 de presentó Ricardo Bra- 
sola en la casa comercio de J M. Borges y Compañía, de la Hahana, pro- 
poniendo á D. Jusquín Marías Borges la negociación de seis déc:mos del 
billete núm. 4.746 del sorteo extraordinario celebrado en Madrid el día 
anterior, premiado con 600.000 pesos, y manifestando que tenía eu eu po- 
der el reeto del billete, el cual se le había regalado Prudencio Otáñes, 
quíen había comprado nuo para onda uno, que guardó en sobres con el 
nombre respertivo, hasta que, celebrado el surteo, le entregó el que á él 
babía dedicado, sin que, 4 pesar de sus instancias, quisiera recibir la mi- 
tad que le ofreció, pues llegó hasta amensazarle con quemar el billete sí 
insistía en que adwmitieso algo; y negándose Borges á la negociarión solí- 
citada sin tener antes la ratificación del premio de ese púmero, Brusola le 
propuso temara anngue fuera una fraceión, pues se acercaban las Puscnas 
y quería ebsequias á algunos amigoa, á uno de los cnales deseaba dar 
15.000 pesos, á lo eua) se negó también Burgos por la misma causa: 

Resuhando que éste, el mismo día 24, dirigió un telezrama al Sr. Gjro- 
na, une de les Directores del Banco de Castilla en Madrid, preguntáudole 
cuál) eya el número que había obtenido el premiv. mayor en el referido sor- 
tes, y el 26, aomo á las doce del día, le fué entregada la contestación en 
estos términos: «cuatro, siste, euatro, ciento, medio millón»; pero, al.ob- 
servar que la palabra «ciento» no concorduba con el número que se decía 
premiado, pasó su socio é la estación telegráfica para ratificar la contesta- 
ción, y allí le dieron otro parte en. que aparecía, en vez de la palabra 
«cientoxz, una qne decía <ciuco»; en vista de lo cual Brusula, avisado por 
Borges, se presentó en casa de éste y recogió con él dichos seis décimos, 
entregando á Brusola tres mandatos conira el Banco Lodustria!, por valor 
cada uno de 102.000 pesos orn, por haberse heuho Ja operación con el 2 
por 104 del premio, y pedido Brusola que le diera, nn sólo un mandato, 
sino dos ó tres, recibiendo de RBrusela, como comprobante de caja, un re- 
cido que explicaba la operación; y volviendo al día siguiente Brneola Á 
cesa de Borges solicitando que pualera á su disposición por aviso telegrá- 
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fico un millón de francos en París, dando en pago los cuatro décimos res 
tantes, se hizo la operación, y previo aviso de Borges á la casa Maranard 
Auché, de París, ésta contestó 4 Brusola poniendo á su disposición el mi.- 
llón de francos: dE 

Resultando que con noticias la policía de que en la negociación del 
billete se había cometido una estafa, se puso un telegrama al Ministro de 
Ultramar, y éste contestó que el número premiado era el 17.057, y de 
tenidos Brusola y Otáfiez, se ocupó al primero el telegrama de Paris 
referente al millón y 1.900 pesos en billetes, y en su domicilio varias 
prendas de oro, expresando que los 300.000 pesos de la negociación los 
depósitó en el Banco Industrial, y que la libreta y el cuaderno de cheques 
se hallaban en la caja de Otafiez, en cuya casa, en efecto, se ocuparon di- 
<hos libreta y cuaderno, varias cantidades en oro y billetes y prendas, un 
papel escrito con lápis, que trató de hacer desaparecer y que hubo que 
quitársele de las manos por la fuerza, varios escritos en papel del que se 
usa en las oficinas de telégrafos, - un papel en inglés quae dice: « León. 
New York. Price, Four seven focer fire Gómez», otro que empieza. Tigre. 
New York» y termina con la firma «Gómez», y un recibo de la estación 
del cable de la Habans, de haber satisfecho 4 pesos por el telegrama nú- 
mero 4, dirigido de la Habana á Nueva Yoyk en 23 de Diciembre de 1881: 

Resultando que formada causa, se probó, además de estos hechos, que 
al telegrama de la Prensa asociada, que de Nueva York se dirigió al .agen- 
te en la Habana el 23 de Diciembre de 1881, se sgregó á las noticias que 
contenía la siguiente: «Lotería Navidad de Madrid sacó primer premio me- 
dio millón de pesos cuatro, siete, cuatro, cinco»; que el telegrafista D. Ra- 
fnel Obregón prestó el servicio en la estación del cable sin interrupción 
desde las siete de la msñana del 28 de Diciembre hasta las diez de la no- 
che del 27; que en la estación de Nueva York, en el registro practicado ex 
la línea, se encontró un telegrama dirigido á Borges por el Banco de Cas- 
tilla en 25 de Diciembre, comunicándole que el número premiado era el 
17.057, cuvo telegrama, marcado con el núm. 14, se comunicó de la Re 
City en la Habana en dicho dia; que el que decía: «cuatro, siete, cuatro, 
cinco, medio millón. Banco Castilla», no fué tramitado por la Re City en 
Fiorida á la Habana, ni á ninguna otra estación; que Obregón reconóce 
como suya la letra del recibido por Borges del mismo-Banco, y en que se 
fijaba el núm. 4.745, rectificado, como el premiado; que reconocidos por 
peritos caligratos los papeles en forma de telegrama qe poned á Otafñiezs 
y el escrito con lapiz que fué roto por éste, dijeron que estaban he- 
chos por la miema mano, y confrontados con letra indobitada de Obregón 
fueron de parecer que todos habían sido suscritos por él; que Otáfiez y 
Obregón convinieron en las dádivas que hicieron á varias personas; y que 
de la cantidad que importó la negociación del billete, se han recoperado, 
además del millón de francos girado sobre París, la de 120.376 pesos un 
centavo, que se hallan en poder de Borges y Compañía: 

Resultando que la Sala sentencisdora, estimando, por su sentencia de 
4 de Septiembre de 1884, que de los bechos probados se deduce la coml- 
sión de los delitos de suposición y falsificación de dos telegramas, y.es- 
tata, medio aquél de cometer éste; que son autores Obregón, Otáfñicz y 
Brusola por prueba indiciaria, el primero por participación directa y los 
otros por haber inducido directamente á ejecutarlos, fundándose en que 
Ja criminalidad de Otéñez se deriva de los importantes documentos ha- 
lladus en su poder, uno de los cuales trató de hater desaparecer, y que le 
relacionaban estrechamente con el delito de falsificación; del hecho de ha- 
ber sido el comprador del billete que se supuso premiado; de haberes apro- 
vechado de los delitos, puesto que en su caja se encontró la libreta de in- 
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gresos en el Banco Industrial de los 300.000 duros hecho por Brusola, de 
que éste y Otáfiez dispusieron por medio de mandatos y donaciones, y re- 
solviendo sobre su distribución de un modo inexplicable, como lo es la 
generosidad de Otáñez regalando el billete á Brussola después de saber 
qué estaba premiado, y cuaudo éste aun ignoraba el intento del regalo, re- 
velando todo la solidaridad de intereses en que se ve á ambos después del 
delito; y considerando que no concurrieron circunetencias modificativas 
de la responsabilidad, condenó á cada uno de los tres á la pena de cinco 
años, dos meses y ocho días de prisión correccional, accesoria, restitución 
de la cautidad estafada, y en las costas: , 

- Resultando que el procesado Otáfies ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley, autorizado por la regla 56, en sus números 1.s, 
3.0 y 4,0 de la ley provisional para la aplicación del Úódigo penal en Cuba 
y Puerto Rico, citando como infringidos: 

- 1.0 El párrafo primero del art, 1.0 del expresado Código, porque los 
actos ejecutados por Otáfies no constituyen acción ni omisión justiciables: 

2,0 El art, 12, por aplicacion indebida, y el 18, por no haberse aplicado, 
porque se le ha considerado autor en ves de cómplice. 

hr El 62, párrafu primero, y el 66, como consecuencia del motivo an- 
terior: 

4.0 El 313, párrafo primero, que en nada es de aplicar á los actos eje: 
cutados por Otáfiez, dados los hechos probados: 
5.0 El núm. 1.0 del 569, por la misma razón: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


Y90. ñ 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana, 

Considerando que según el art. 813 del Código pena! de Cuba y Puerto 
Rico, incurren en la pena de prisión correccional en sus grados medio y 
máximo los fenciomarios públicos encargados del servicio de Telégratos 
que sapusieren ó falsificaren un despacho telegráfico, y también, según el 
párrafo segundo 'de este artículo, serán castigados como autores de este 
delito los que hicieron uso del despacho falso con intención de luero ó de- 
seo de perjadicar: — 

Considerando que establecido en la sentencia reclamada como indiscu- 
tible que D. Prudencio Otáfiez, en todos los actos que se le atribuyen en 
la misma sentencia, bubía obrado de acuerdo y concierto con Jos demás 
procesados para la comisión de los delitos de falsedad y estafa, se hace 
forzoso admitir, como consecuencia necesaria, que eu cooperación fué di.- 
recta al fin propuesto, y sin la que los delitos no se habrían verificado, y 
por Jo tanto, que su participación en los delitos fué la de autor y no de 
cómplice, como se pretende en el recurso: 

Considerando que no deja de ser responsable como tal autor de los cl- 
tados delitos por la circunstancia que se invoca de po ser funcionario pú- 
blico el recurrente, por cuanto el art. 313 impone igual penalidad que al 
autor de la falsedad a! que hiciere uso del despacho falsificado con ánimo 
de lucro; responsab'lidad que alcanza al recurrente por el acuerdo con los 
correos en los actos que cada cual practicó encaminados al mismo 6a; 

. Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar a) recurso 
interpuesto por Pradencio Otáfies y Echani, al que condenamos en las 
costas y 4 la pérdida del depósito constituído; lo que se comunique al Tri- 
buna! sentenciador á los efectos consiguientes, y lo acordado.— (Sentencia 
publicada en 28 de Abril de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 24 de Octubre 
del misnio año.) , 
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RFCURSO DB CASACIÓN (28 de Abril de 1893).—Sala segunds.-—Estra- 
908.—No ba lugar al. interpuesto por Luis Murtínea Tavars (Audiencia 
de Badajez). y se resuelve: 

Que consignando de modo afirmativo el Jurada en su veredicto que el enl- 
. pable colucó en el tejado de la cava del perjudicado dos cartuchos de dinamita, 
causando la explosión de uno de ellos que dejó encendido, dofive tarados en 2 
pauelan 50 céntimos, constituyen tales hechos, tin género de duda, el delito de 
estrayos definido en.el art. 572 con referencia á los 563 y 564 del Código 
penal, y no la falta sancionada en el 616, porque duta se comete siempre que 
en lus duños nu interviene el elemento del incendio ó del estrago, y aquél, 
euando «e sirva el culpable, de modo intencional y malicioso, de wm elemento 
poderoso de destrucción. 


En la villa y corte de Madrid, á 28 de Abril de 1898, en el rerurao de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpresto por Luis 
Martíuez Tavares contra la sentencia pronunciada por la Audiencia pro- 
vincial de Budajos, en cansa por estragos; , 

Re snltando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
el 8 le Febrero último, consignando los he-hos en el signiente: 

Resultando que incoada causa en 11 de Junio de 1891 por el Jusgedo 
mnnicipal de la Codosera, sobre asesinato frnetrado y estragos, y declara» 
dos procesados Francisco Zacarías Blanco y Luis Martínez Teveres, y tra: 
mitsdo el juieío en forma, el Jurado ha pronnaciado.el sigulente veredieto: 
—«A la primera pregunta, Luis Martínez Tavares, ¿es culpable de haber 
colocado nn cartucho de dinamita encendido en la poehe del +0 al 11 de 
Junin de 1891 en el tejado de la Casería de Buenavieta, verifirándose la 
explosión en ocasión en quese hallaban dentro D. Joaquín Sular y eu la- 
milin? — Sí, -Segnunda. El hecho á que se refiero la pregunta suterior., ¿lo 
verificó Luis Martínez porque Zacarías Blanco le ofreció hacerlo guardía 
municipal y darle 7 ú 8.000 ra?—No.—Tercera, Zucaríaa Blanco Rebollo, 
¿es enipable de haber acompañado á Luis Martívez á la Caserta de Bue- 
navista eon el propósito de eolorar en el tejado de la casa el carturho an- 


teriormente aludido? —No.—Cuarta. ¿Otreció Zacarías Blanca é Luis Mar- 


tínex la eoloeseión de yuardia y dinero porgne colocara el eartuvho en el 
sitio” indicado? —No.— Quinta. Pour la explosión, ¿se produjo un daño ta- 
sado en 2 pesetas 50 cóntimos?—8Í.—Sexta. Lnia Martínez Tavaren, ¿un: 
bla qne D. Joaquín Solar estaba en la casa con su familin? —No,—Séptima, 
¿Snbía esto mismo Zacarías Blanco Rebollo? —No.—Octava. Zuesrías Blan- 
co, con la coloración del petardo, ¿tnvo ónimo decidido de matar á Don 
Joaquín del Solar?—No.—Novens. Lnis Martínez Tavares, ¿tnvo ánimo 
decidido de matar á D. Jusaquín Solar con la coloeación de divho petardo? 
—No.-—Décima, El petardo, ¿ee noloró de nohe? - Sí. —Undécima. ¿Fné 
ésta buscada de propásito por Zacaríaa Blanco?—Nou.—Duedécima. ¿Lo 
faé por Luis Martínes Tavaree? —Sí.—Décimatercera. Zucarías Blanco Re- 


bollo, ¿tenía proyectado con anterioridad á la noche en que ocnrrió el he- 


cba de antos la ejecución de éste proponiéndolo á otras personan? - No.-— 
Décimacnarta. Zacarias Blunco, ¿amenazó ron un revólver á Lnie Martínez, 
obligándole á colocar el cartneho encendido? —No,—Dérimaquinta, -Laia 
Martínez, ¿recibió dos cartuchos encendidos de Zacaríua Blaneo? —No.— 
Décimasexta, Luis Martínez, ¿apagó voluntariamente la mecha de uno de 
los des cartuchos que colocó?—B8f: 
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Eosultando que la Andisacia provincial de Badajoz declaró qne los 
hechos probados, sexún el vere:lirto del jurado, constituye el delito de 
estragos, comprendido en el art. 572 con referencia á los 663 y 544, núme- 
ros 1.9 y 2.9 respectivamente del Código peual, por haberse causado da- 
ños por valor menor de 2.500 pesetas en casa habitada, ignorándose si ha. 
bía gente deatro, valióudose de la dinamita, dul que es responsable en 
coacepto de autor Luis Martíaes Tsvares, cou la circunstancia agruvente 
15 del art. 10 de dicho 0ó ligo; y vistos los artículos citados y demás con- 
cor.lautes de aplicarión del:Códiwo pena!, condenó á dicho autor á la pena 
de diez añios y un día de presidio mayor, con sas accesorias, in:lemniza- 
ción deu 2 pesetas 50 cóntimos y en la mitat de las costas, declarando de 
ofi sin la otra mita l coa la absolución de Francisco Zacarías Blanco: 

E senltando qe contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, que se ha interpuesto, aa- . 
torizado por el núm. $ 2 del art. 849 de la lev de Eujaiciamianto criminal, 
citando como intriaxidos los artícnlos del Código penal, 572, en rela ión 
con el 563 y 564, númoros 1.0 y 2.0 respectivambate, por aplicación inide- 
bida, ea cuanto se calítica y pena el hecho de autos en concepto de delito 
de estragos, caando en reslidad sólo constituye el de daño, previsto en el 
616 le dicho Código, infringido también por inaplicación: 

R «sultando que en el acto de la vists fué impugnado el recurso por el 
Minieterio fiscal. 

. Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Ratael de Solís Liébana: 

Consideran to que el problema jurídico llamado á resulverse se limita 
á saber sí el Teibuual sentencia. lor cometió ó no error de derecho al cali: 
ficar y penar como delito los hechos que á juicio del recurrente merecen 
sólo la calificación de falta: 

C msiderando que las añirmaciones del veredicto del jarado, consisten- 
tes ea haberle el procesado colocado la noche del 11 de Junio de 1891 dos 
cartachos de dinamita en el tejado de la casa de Solar, cansanilo la explo- 
sión del cartucho que dejó encendido dafiva y desperfectos justiprecia los 
en 2 pesetas 50 éntimos, coustitayea sia rónero de da:la el delito califil -a- 
do con acierto por el Tribunal senteaciadur, y no la falta del art. "l6, 
porque cometiéndose ésta siempre que en los dafivs no interviene el ele- 
meato del iaceadin ó del estraxo, y aquél cuando se empleo valiéndose de 
ua elemeato poderoso de destrasción, que por sa fadole y naturaleza cau- 
sau estragos, cual está reconocido ea la dinamita, no ofrece «Inda que el 
recurrente en los actos qne intenciona! y maliciosamente ejecutó, cometió 
el delito de que se le hace responsable, y no la falta; v 

Considerando, por lo expuesto, que no cometió el Tribunal los errores 
de derecho atribaílos en el recurso, ni iafringido las disposiciones lega- 
les quie con acierto se aplicau; 

Falismos que debemos declarar y declaramos no haber lagar al 'recur- 
so de casación por infracción de ley interpuesto contra la sentencia pro- 
nanciada por la Auldiencta provincial de Badajoz á nombre du Luis Martí- 
nez Tavares, á quien condenamos en las costas, y al pago, si mejorase de 
fortana, de .125 pesetas, por razón de depósito, que no ha constituído; co- 
munígrese esta resolirión al Tribunal senteacria lor á los efectos onortr- 
nos. —(Sentencia pablica:la en 28 de Abril de 1893, ó inserta en la Gaceta 
de 94 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (28 de Abril de 1893).—Sala seguada.— Parrici- 
dio y asesinato.—No ha lugar al interpuesto por Adolfo Pereira y Juana 
Riera (Audiencia de Barcelona), y se resuelve: , 

Que es doctrina constante, fundada en la presunción de intencionalidad 

ue establece el art. 1.0 del Código penal, que las circunstancias modificativas 
le la responsabilidad, como constitutivas que ellas son de situaciones juridi- 
cas excepcionales, han de resultar suficientemente comprobadus en la senten- 
pa pida, según el resultado de la prueba de conciencia apreciada por los 

¡bunales: 

"Que la circunstancia eximente d.* del art. 8.0 del Código penal exige como 
elemento sustancial, entre otros, la falta de provocación suficiente por parte 
de quien se defiende, cuyo requisito ha de constar declarado expresamente en 
la sentencia, ó cuando menos, deducirse de los hechos admitidus como probados; 
por lo cual, sosteniéndose en el veredicto que el procesado tuvo cuestión con el 
interfecto antes de la pelea entre ambos, y como en aquél no se determina, 
como debiera determinarse, la naturaleza del acto ó de las palabras constitu. 
tivas de la provocación, esta deficiencia en los elementos de derecho impide 
apreciar aquella circunstancia al efecto jurídico de ser ó no enficiente para pro- 
ducir la agresión ilegítima, que á juicio del Jurado fué repetida por modo y 
medio racionalmente necesario: E A 

Que la cooperación en el delito anterior d simultánea á su ejecución puede 
tener efecto por actos materiales 4 morales, los cuales constituyen el concepto 
de complicidad punible, siempre que no determinando la responsabilidad de 
los autores se contribuye con ellos á la consumación del acto castigado por la 
ley, ya auxiliando materialmente al autor con el concurso de su acción, ya 
aumentando la voluntad de aquél, mediante la concurrencia de la del cómpli- 
ce por medio de excilaciones directas y efectivas que obren eficazmente subre 
aquélla, pues entonces se convierte la complicidad em verdadera inducción 
rayana en la que la ley reconoce como causa eficiente para equiparse al induc- 
tor con el autor material del hecho punible. 


En la villa y corte de Madrid, á 28 de Abril de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Adol. 
fo Poreira Fontela y Juava Riera Bassa contra sentencia de la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Barcelona, en causa seguida á los mismos en 
el Jusgado de instrucción del distrito de la Universidad de dicha capital, . 
por muerte violenta de Jaime Fité: 

Resultando que la expresada sentencia consigna los hechos en el si.- 
guiente resultando: le 

Primero. Que en oportuno trámite, los jurados han dado su veredicto. 
en los siguientes términos: «Primera pregunta, Adolfo Pereira Fontela, 
yo culpable de haber en la noche del 1v de Diciembre de 1891, acometido 

Jaime Fité, armado de un cuchillo de grandes dimensiones, causándole 
diferentes lesiones en la cabeza, tres de ellas con el carácter de, mortales, 
por necesidad, que produjeron su fallecimiento trea días después, resultan.. 
do herido asimismo el Pereira, que necesitó de asistencia facultativa por 
espacio de catorce días? —Sí.—Segunda pregunta. Adolfo Pereira Fontela, 
al realizar el hecho expresado en Ja pregunta anterior, ¿lo hizo al verse 
agredido por detrás por Jaime Fité, que con un cuchillo Je produjo las le- 
siones que sufriera? —Sí. —Tercera pregunta. Adolfo Pereira Fontela, ¿pro- 
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vocó y sostuyo cuestión alguna con Jaime Fité autes de la pelea de que 
ambos resaltaron lesionados? —8S1.— Cuarta pregunta. Adolfo Pereira Fon- 
tela, ¿al verse herido y al hacer uso del cuchillo que llevaba y dirigir los 
golpes que en número de nueve aparecen sufriera el Fité en diversas par- 
tes del cuerpo, y principalmente en la calx za, se vió obligado á rechazar 
el acometimiento de que era objeto de una manera análoga á la que aquel 
tenía Inga:?—Sí.—Quinta preguuta. Juana Elvira Teresa Riera Baeen, ¿es 
culpable de haber en la noche ya citada del 19 de Diciembre de 1841, y en 
los momen'os en que luchaban Adojío Pereira y Jaime Fitó, animado al 
primero para que continuase en los golpes que diriyía al Fit6 y que oca- 
sionaron sa muerte, insultando á óste con las palabras de gos (perro), pres- 
tando después sus socorros al Pereira, y designando á su marido con el ca- 
lificativo de pillo, como el que hiriera á dicho Pereira?—Sí.—Sexta pre- 
gunta. Juaua Elvira Teresa Riera Bassa, ¿se hallaba en la noche «n que 
deld el suceso descrito en la primera pregunta, casada con Jaime 
ité? — Sí»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados por 
los jurados como constitutivos de un solo delito, que en cuanto á la pro- 
cesada Juana Riera debía calificarse de parricidio por ser esposa del in- 
terfecto, y en cuanto á Adolfo Pereira, sólo de homicidio, de cuyo delito 
son responsables, la primera en concepto de cómplice del parricidio, por 
haber cooperado á la ejecución del misino por actos simaltáneos, y el se- 
gundo como autor material del homicidio, y por apreciar en favor de Pe- 
reira el primero y tercero de los requisitos que exige el núm. 4.0 del ar- 
tícalo 8.0 del Código penal para eximir de responsabilidad, y ninguna 
circanstancia atenuante ni agravante genérica relativas á Juana Riera, con- 
denó á ésta á catorce afios, ocho meses y un día de reclusión, inhabilita- 
ción absoluta por igual tiempo y mitad de costus; y 4 Adolfo Pereira Fon- 
tela á ocho años y na día de prisión mayor, accesorias é indemnización de 
1.500 pesotas á los herederos de Jaime Fité y otra mitad de costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto la defensa 
de ambos penados recureo de casación por infracrión de ley, autorizado 
por lus números 4.0 y 5.0 del art. 819 de la de Eujniciamiento criminal, y. 
el 121 de la ley del Jurado, citando como infringidoe: 

1.0 El núm, 4.0 del art. 8.* del Código peual, pues concurren an favor 
de Adolfo Pereira todos los requisitos de exención que dicha circunstan- 
cia señala, sin que obste que el Jurado declare que el recurrente provocó 
al interfecto, puesto que no dice que esta provocación fuere suficiente, sin 
lo que tal declaración no perjudica al Pereira: 

2.0 El art. 15 del Código penal, en cuanto á la participación que se 
atribuye en el desito Á Juana Riers, pues ni los insultos dirigidos por ella 
á sa marido en el momento de la lucha, ni el haber animado al Pereira 
Dear la misma, son actos de coopecaión y ayuda constitutivos de com- 

del 
E Resultando que admitido el recurso, fué apoyado por el defensor de 
los recurrentes 'é impugnado por el Ministerio fiscal oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Cousilerando, en cuanto al recurso de Adolfo Pereira, que es doctrina 
constanteinente recordada por esta Sala, fundada en la presunción de in- 
tencionalidad que establece el art. 1.0 del Código penal en todo delito, 
que las circanstancias modificativas de imputabilidad penal, como consti- 
tutivas de situaciones jurídicas excepcionales, han de resultar suficiento- 
mente comprobadas en la sentencia reclamada, según el resultado de la 
apreciación de la prueba que en conciencia hagan 108 ed á quien 
nes Ja ley ha conferido esta facultad: 
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Considerando qte la circunstancia eximente 4* del art. 8.0 de dicho 
Oódigo, qne se supone infringida por inaplicación, exija eorma elemento 
sustancial de la miema, entre otros, la fulta de provocación suficiente por 
parte «del que se defiende, cuya falta ha de conetar declarada expresamenté 
en la sentencia, ó cuando menos ha de deducirse de los hechos consigas: 
dos como probados en la misma, y en el caso actual, no sóto no dice el ve- 
redicto que el recurrente no huya provocado el suceso, sino que, por el 
contrario, se sfirma que lo provocó y sostuvo cuestión con Jaime Fité mn- 
tes de la pelea; y como no se determina, como debiera haberse determi- 
nado, la naturaleza del acto ó de las palubras constitutivas de la provoca. 
ción, esta deficiencia en los elementos de hecho impide poder apreciar 
aquélla en el grado correspondiente de su mayor ó menor graveded, al 
efecto jarídico de ser ó no suficiente para producir la agresión ilegítima 
que el Pereira repelió por modo y con medio racionalmente necesario, á 
juicio de los jnrados: 

Considerando, por lo que resvecta al recurso de Juana Riera, que la 
cooperación en el delito anterior ó simultánea á su ejecución, puede tener 
efecto pur actos materiales Ó morales, los cuales constituyen el concepto 
de la complicidad punible, siempre que no determinando la responsabili- 
dad de los autores, se contribuya con ellos conscientemente á la consuma. 
ción del auto castigado por la ley, ora anxiliando materialmente al autor 
con el cuncurso de sn acción, ora aumentando la energía de la voluntad 
de éste con el eoncurso de la del cómplice por medio de excitaciones di- 
rectas y efectivas que vbren eficazmente sobre aquélia: 

Cunsiderando que los actos ejecutados por Juana Riera en el momento 
de la lucha en que fué herido su marido, merecen jurídicamente la catifi- 
cación de actos de cooperación moral directa en el delito, porque el suimar 
á Pereira para que continuase dando golpes á su esposo, presenciando 
impasible el hecho, y los insultos é injurias que dirigía al segundo, 1.0 
obstante el vínculo sacramental que: con él le unía, debieron produár en 
el ánimo de Pereira mayor resolución y energía para consumar el homici- 
div al ver unidos á eu voluntad la del recurrente, por eer aquellas excita- 
ciones hechas en tales circunstancias medios eficaces de verdadera indwe- 
ción, rayana ya con la que la ley reconoce como causa suficiente para 
eqnipararse en responsabilidad al inductor con el autor materia! del he- 
€£€ho punible: 

Cunsiderando que, por las razones expuestas, se demuestra que:los re- 
cursos son improcedentes por no contener la sentencta reclamada los erro- 
ros ó infracciones de ley que se le atribuyen; 

Fallamos que «lebemos declarar y deciaramos no haber lagar 4 los in- 
terpuestos en un mismo escrito á nombre de Adollo Poreira Fontela y 
Juaua Riera Bises contra la reforida seatencia dictarla en 390 de Enero á+ 
timo pur la Sua de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, condenáa- 
doles en las custas por mital, y al pago de 125 pesetas á cada uno, por 
razón de depósito, para cuanto mejuren de furtana; comuníquese la pre- 
sente al Tribunal seatenciador á lue efectes oportauos, y lo acordado, — 
(Sentencia publica:la en 28 de Abril du 1898, ó inserta en la Qaceta de 24 
de Octubre del mismo afñio.) | 
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RE7URSO DE CASACIÓN (2% de Abril de 1893).—Sals segunda. —PFalos - 
dad. —N., ha lazar al interpuesto por D. José España y de Orton (Audien- 
cia de Barcelona), y se resuelve: : 
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Que no procede el recurso de casación contra los autos de sobreseimiento, 
«acordados por los respectivos Tribunales, cuando en la causa no ha y 


procesado, 
_pues siendo la consecuencia de la casación de tales autos la apertura de! juicio 


oral, no existen términos hábiles para acordarla sin que haya una persona 
previamente sometida al procedimiento. d 


En la villa y corte de Madrid, á 29 de Abril de 1893, en el recurso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por 
D. José España y de Orten, contra aato de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Barcelona, en causa seguida en el Juzgado de instrucción de 
Igualada, por falsedad: 

Resultando que el expresado auto, dictado el 28 de Enero último, 
contiene | as siguientes resultandos: 

Primero. Que D. José María España y de Orten, debidamente repre- 
sentado, dedujo querella ante el Juzgado de Igualada, con fecha 24 de 
Enero del año último, contra D. Salvador Junquet, Antonio Rovira Jorba, 
Isidro Grifol, Juan Fló y Brós, Casimiro Moro y Salvador Ferrer, vecinos 
de Piera, por el delito de falsedad en que habían incurrido como síndicos 
del gremio de líquidos de Piera, durante los ejercicios económicos de 1890 
á 91 los tres primeros, y 1889 á 90 los tres últimos, al afirmar en los infor- 
mes que elevaron á la Dirección general de Contribnaciones que la cuota 
que fué asignada al querellante en el encabezamiento de consumos por 
dícho pueblo, lo fué en relación á los líquidos de su cosecha, que de ordi- 
nario dedica al consumo de la localidad, y á los que dedica al consumo de 
sus dependientes, criados y demás personas que trabajaban en las tres 
grandiosas propiedades que posee en aquel término, durante la vendimia 
y elaboración de los vinos, lo cual no era cierto, por cuanto la cosecha de 
los referidos años la había vendido en conjanto, y porque Jos colonos, 
parceros y demás que trabajaban en la recolección tampoco consumían 
vino del suyo, sino del que ellos se proporcionaban: 

Segundo. Que instruido en su virtud el oportuno snmario y recibida 
deelaración á los querellados, excepto al Salvador Ferrer por baber fallecj- 
do, manifestaron lo mismo que varios testigos, que tal afirmación la habían 
hecho porque les constaba que los colonos, parceros y demás personas 
empleadas en vendimia y elaboración del vino bebían de éste en la bode- 
ga y durante los trabajos, creyendo que efectivamente era del que perte- 
necía al Sr. de España: 

Tercero. Que terminado-el sumario, el Ministerio fiscal ha pedido en 
el acto de la vista el sobreseimiento libre: 


Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, 
por considerar el hetho querellado comprendido en el núm. 2.2 del ar- 
tículo 637 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sobreseyó libremente en las 
diligencias, declarando las costas de oficio: * * 


Resultando que contra ese anto ha interpuesto el querellante España 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el párrafo cuarto 
del art, 848, en relación con el 852.de dicha ley, citando como infringidos: 

1.0 El párrafo cuarto del art. 314, en relación con el 315 del Oódigo' 
penal, pues no se considera como delito la falsedad cometida por los sín- 
dicos clasificadores de un gremio, que sirvió de base para señalar la cuota 
de contribución al recurrente, confesando los mismos síndicos que su in- 
forme es falso y apoyándolo los testigos examinados, sin que pueda admi- 
tirse á aquéllos la excusa de que se equivocaron: 

2.0 El art. 1.0 del mismo Oódigo, porque ha de considerarse yoluntaria 
la comisión de dicho delito: —- | . EX | E 
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3.0 - El art, 11 de la propia ley penal, que define quiénes son autores. 
-de delito: 

Y 4.0 El núm. 2.2 del art. 637 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
aplicado por la Sala, estimando que los hechos referidos no son constitu- 
tivos de delito, cuando evidentemente constituyen el de falsedad: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso 
se celebró vista sobre ella. . 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que, según tiene repetidamente déclarádo esta Sala, no- 
procede Ja casación de los autos de sobreseimiento acordados por los res- 
pectivos Tribunales, cuando en la causa no hay procesado, pues siendo la 
consecuencia de la casación del auto de sobreseimiento la apertnra del 
juicio, no existen términos hábiles para acordaria sin que haya persona 
sometida al mismo: 

Covsiderando que por resultar acreditado que en la causa que motivó 
el auto de sobreseimiento contra el que recurre, D. José de España y de 
Orten, no hubo procesado, no procede, según lo expuesto, la admisión de 
este recurso; 

Faliamos que debemos declarar y declaramos no haber logar á la ad- 
misión del recurso de casación que contra el indicado anto de la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de Barcelona ha interpuesto D, José de Espa- 
fia y de Orten, á quien condenamos en las costas y á la pérdida del depó- 
sito de 1.000 pesetas constituído, al que se dará la aplicación correspon- 
diente; lo que se comunique á dicho Tribunal á los efectos procedentes.— 

Sentencia publicada en 29 de Abril de 1893, é inserta en la Gaceta de 24 

e Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (3 de Mayo de 1898).—Sala segunda. — Disparo 
y lesiones.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audienciá de 
Málaga), y se resuelve: 

Que calificados los hechos como constitutivos de doble delito de disparo de 
arma de fuego y lesiones menos graves, ejecutados en wn solo acto, la pena eo- 
rrespondiente es la del más grave aplicable en su grado máximo, de conformi- 
dad á lo dispuesto en el art. 90 del Código penal: 

Que la pena del disparo, que es el delito más grave cuando concurre con el 
de lesiones menos graves, es la de prisión correccional en sus grados mínimo y 
medio, que comprende desde dos años, cuatro meses y un día, á cuatro años y 
dos meses, la cual habrá de dividirse en tres grados y aplicarse en el mínimo 
cuando sea de estimarse alguna circunstancia atenuante, cuyo grado ménimo 
pd o desde dos años, once meses y once días, á tres años, cuatro meses y 

e días. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nisterio fiscal contra sentencia de la Audiencia provincial de Málaga en 
causa procedente del Juzgado de instrucción de Ronda, seguida á Antonio 
Gonzáles Garrido, por disparo de arma de fuego y lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 31 de Octubre último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Resultando que-en la mafiana del 2 de Enero último Antonio 
Gonzáles Garrido, guarda jurado del cortijo denominado el «Turco» en- 


x . 


RECURSOS Y COMPETENCIAS 408 


eontró, dentro del terreno que guardaba, las cabras que apacentaba el pas- 
tor Juan Flores Moreno, con quien ya anteriormente había tenido cuestio- 
nos por igual mótivo, y como el Flores se negara á entregarle una prenda 
para con ella fandar la denuncia, tuvieron un altercado, del eual resultó 
que el guarda González disparó al Flores una escopeta que llevaba carga- 
da con munición menuda, ocasionando al repetido Flores lesiones en el 
pecho causadas con los perdigones, de las que curó á los veintiocho días, 
sin quedarle deformidad; hechos probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
ehos constituyen an doble delito de disparo de arma de fuego y lesiones 
menos graves, de los que es antor Antonio Gonzáles Garrido, con la cir- 
cunastancia atenuante de arrebato y obceecación, le condenó á la pena de un 
año, ocho meses y veintiún días de prisión correccional, accesorias, indem- 
nización y costas: 

Resultando que el Ministerio fiscal ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, antorizado por el húm. 6.9 del art. 849 de la de En- 
jniciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 1423, 433, 90, 
83 y demás concordantes del Código penal, porque tratándose de dos deli- 
tos ejecutados en un solo acto, ha debido imponerse la pena del más gra- 
ve en su grado máximo, con arreglo al precepto del citado art. 90: 

Resultaudo que en el acto de la vista la defensa del procesado impng- 
nó el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que califi:ados los hechos por la Audiencia sentencia- 
dora de doble delito de disparo de arma de fuego y lesiones menos gra- 
ves, ejecutados en un mismo acto, ha debido imponerse la pena del más 
di en su grado máximo, de conformidad con el art. 90 del Código 


al: 

Considerando que siendo en el presente caso el delito más grave el de 
disparo de arma de fuego, penado con prisión correccional en sus grados 
mínimo y medio, que comprende desde dos años, cuatro meses y un día á 
cuatro años y dos meses, divididos en tres grados, la pena imponible, por 
eoncarrir en favor del procesado la circunstancia atenuante de arrebato y 
ebcecación, es la de dos años, once meses y once días, á tres años, cuatro 
meses y siete días, en cuyo periodo no está comprendida la pena im- 

uesta: j 
Ñ Considerando que al no estimarlo así la Audiencia sentenciadora ha 
incurrido en el error de derecho que se le atribuye por el Ministerio flecal 
en su recurso, ó infringido los artículos del Código penal á que el mismo 
we refiere; > 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por el Ministerio fiscal contra la expresada sentencia de la Au- 
diencia provincial de Málaga, que casamos y ánulamos, declarando las cos- 
tas de oficio; comuniquese esta resolación y la que á continuación se dic- 
te á la expresada Audiencia, á los efectos procedentes.—(Sentencia publi- 
cada en 3 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta de 11 de-Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—Alenta- 
de.—No ha lugar al interpuesto por D. Gerardo Campo Yagúe (Audiencia 
de Madrid), y se resrelve: ! : 

Que los tres requisitos que determinan la existencia jurídica del delito de 
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atentado á que se refiere el núm 2.0 del art. 263 del Código penal, son: que ee 
acometa á una persona ó se empleo fuersa contra ella 6 se le resista E intumide 
gravemente; que esa persona sea Autoridad ó agente de la Autoridad, y, por 
último, que se le ofenda en el ejercicio de sus funciones Ó con ocasión de las 
mismas; 

Que aunque tiene repetidamente declarado el Tribunal Supremo que las 
Jueces, ya municipales, ya de primera instancia, ejercen, por virtud de la ja- 
risdicción que les está encomendada, funciones permanentes, estas funciones 
no son otras, ni pueden serlo si se ha de atender á la ley penal que en su san- 
ción las diferencia, que aquellas Ja se originan y nacen del cargo ó represen- 
tación de que dichos Jueces se hallan investidos. 


En la villa y corte de Madrid, 4 3 de Mayo 1893, en el recurso de casa- 
ción por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D, Gerardo 
Campo y Yagúe, y al que se adhirió el Ministerio fiscal, contra sentencia 
de la Sala de Jo criminal de la Audiencia de este territorio, en causa pro- 
cedente del Juzgado de instrucción del Sar, seguida á D. Eduardo García 
Rodríguez por atentado: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 18 de Octubre último, 
contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Probado que D. Gerardo Campo Yagúe, que había sido nom- 
brado Juez municipal del distrito de la Inclusa de esta corte para el bienío 
de 1891 á 1893, tomó posesión de dicho cargo el día 1.0 de Agosto del añio 
próximo pasado, cesando dos días después en el ejercicio del mismo por 
pasar á regentar el de instrucción del distrito del Sur por ausencia del 
Juez propietario, quedando encargado del Juzgado municipal de la laciu. 
sa el Jaez municipal suplente D. Federico Izquierdo Cassá, quien sizuió 
al frente del mismo sin interrupción hasta los primeros días de Outubre 
siguiente, en que, previa comunicación oficial del Juez de instrucción in- 
terino Sr. Campo Yagúe, cesó á su vez en el ejercicio del cargo de Jues 
municipal de la loclasa, del cual aquél volvió entonces á posesionarse: 

Segundo. Probado que en el día 24 de Septiembre del año último, en 
la creencia los Sres. Campo Yagúe é6 Izquierdo de que el día inmediato el 
Juez de instrucción propietario regresaría á esta capital, dirigió el últime 
al primero una carta en la que se ponía á su disposición por si quería en- 
cargarse del Juzgado municipal de la Inclusa, y Campo Yagúe mandó al 
Secretario de este Juzgado, D. Eduardo García Rodríguez, un volante, en 
el que en sentido familiar le indicaba que no se celebraran en dicho día 
25 los juicios ya señalados por el Sr. Izquierdo hasta que él fuera á enecur- 
garse del Juzgado municipal, y que sí iban, los interesados les manifestara 
que volvieran á las dos de la tarde, hora en que conceptuaba podía ir 4 
hacerse cargo de aquél Juzgado, y si no querían volver que se mar:hasen; 
pero como quiera que en la mafiana de ese día 25 se supiera que el Juez 
propietario del Juzgado de instrucción del Sur demoraba su regreso á esta 
capital, Campo Yagúe continuó al frente de aquél ó6 Izquierdo al del muvi- 
cipal de la Inciusa, despachando los asuntos peculiares á sus respectivos 
cargos, y una vez terminados los del Sr. Izquierdo, éste se retiró del local 
del Juzgado manicipal, que está situado en la calle de la Esgrima, y «Jdes- 
pués, siendo ya las dos de la tarde, terminó García Rodrígues sus tareas 
de Secretario, cerrándose aquellas oficinas, marchándose varios de sus de- 
pendientes y disponiéndose á hacerlo los otros: 

Tercero. Probado que á las dos y media de la tarde del expresado día 
25 de Septiembre del año anterior, D. Gerardo Campo Yagde, que sey: ía 
siendo Juez de instrucción del distrito del Sur, se presentó en el local del 
Juzgado municipal de la Inclusa, sin que á él le llevara asunto aligano 
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concerniente al Juzgado de instrucción de que estaba encargado, y pene. 
trando en su local de audiencia, que estaba solitario, Hamó á un depen- 
diente, á quien entregó su sombrero y el bastón de autoridad que llevaba, 
á fin de que los guardase en otra de las habitaciones; se sentó en el sillón 
presidencial destinado al Jues municipal, 4 bizo que se le presentara e) 
8rcretario D. Eduardo García, á quien, estando los dos solos, preguntó si 
se habian celebrado los juicios aquella mañana, disgustándose por las con- 
testsciones afirmativas que recibió de García, disgusto que se acentuó al 
negarse éste, por no reconocerle facultades para ello, á darle cuenta deta- 
Jlada de aquellos juicios; originándose entonces una cuestión que degene- 
ró en altercado, 'profiriéndose altas voces, rodando por el suelo algunos de 
los papeles que había sobre la mesa y el timbre, y terminando esa lamen- 
table escena por abalanzarse García Rodríguez a0bro Campo Yagúe y dar- 
le varios golpes con un bergajo que le vino á las manos, causándole lesio- 
nes en la cabeza, mano derecha y brazo izquierdo, de todas las que curó 
por completo á los seis días de asistencia facultativa, habiendo por en 
parte García Rodríguez resultado con contusiones en la cara y manos, de 
Er que curó asimismo dentro de los cinco primeros días de asistencia mé- 
102: 

Cnarto. Probado que al ruido que se produjo acudieron diferentes per- 
sonas, y el Sr. Campo Yagúe, recogiendo y exhibiendo entonces el bastón 
de autoridad, manifestó que era el Jues de instrucción del distrito del 
Sur, y mandando que todos se descubriesen, fué obedecido desde luego, 
quedando el orden restablecido: 

Resultando que la Sala sentenciadora absolvió á D. Eduardo Gartía 
Rodríguez con las costas de oficio, fundándose en que cuando tuvo lugar 
Ja agresión 4 Campo, éste no se hallaba revestido del cargo judicial que 
Je estuba confiado, por cuanto no iba á realizar acto alguno propio del 
Jues de instrucción ni que se relacionara con los practicados con tal carác- 
ter, ni tampoco ejercía funciones de Juez municipal, por ser incompatible 
á la par el ejercicio de ambos cargos, y además el Juzgado municipal le 
desempefñiaba otra persona, por lo que encontrándose Campo en el local 
en que no se celebraba ya andiencia pública ni funciones judiciales, cerra- 
das las oficinas y llevado allí por asuntos para él en dichos instantes me- 
ramente privados y de particular interés, los hechos probados se reducen 
á un altercado éntre dos individuos que, aunque funcionarios públicos, no 
obraron como tales, y no se ha cometido el delito de atentado: 

Resultando que á nombre de Campo Yagúe se ha interpuesto recurso 
de casación por infracción de ley, fundado en el párrato segundo del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento eriminal, citando como infringidos: 

1.0 Los artículos 263, párrato segundo, y el 1.0 del Código penal, por- 
que los hechos constituyen el delito de atentado: 

2.0 Los artículos 11 y 13 del mismo Código, por no haber considerado 
autor de ese delito al procesado: 

Resultando que el Ministerio fiscal, dentro del término del traslado de 
éste recurso y al instruirse de él, y utilizando el derecho que le concede 
el segundo párrafo del art. 878 de la ley de Enjuiciamiento criminal, ha 
interpuesto otro por adhesión, autorizado por el núm. 2.0 del art. 849 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1,0 Los artículos 263, núm. 2.0, en relación con el 264, en su circuns- 
tancia 1.8, del Código penal, por no haberse aplicado, toda vez que en el 
cago eS autos concurrieron todos los elementos que integran e] delito de 
atentado: 

2.0* Los artículos 13 y regla 1:* del 82 del propio e porque cons- 
tando la comisión de ese delito y reconocido su autor, ebió declararse 
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la responsabilidad criminal de éste 6 imponérsele la pena señalada por 
la ley: 

Resultando que en el acto de la vista la defensa del recurrente y el Mi. 
nisterio fiscal sostuvieron sus respectivos recursos, impugnándolos el de 
fensor del recurrido. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de aleocer: 

Considerando que son tres los requisitos qne determinan el delito de 
atentado á que se refiere el núm, 2.0 del art. 263 del Código penal; que se 
acometa á una persona óú se emplee fuerza contra ella ó se le resista ó6 in- 
timide gravemente; que esa persona ses Autoridad ó agente de la Autori. 
db y que se la ofenda en ejercicio de sus funciones ó con ocasión de las 
mismas: : 

Considerando que se reputa autoridad, conforme al art. 277 del men- 
cionado Código, al que por sí sólo ó como individuo de alguna Corpora- 
ción ó Tribunal ejerciere jurisdicción propia, y aunque tiene con repeti- 
ción declarado esta Sala que los Jueces, ora municipales 6 bien de instruc- 
ción y de primera instancia, por virtud de esa jurisdicción que se les 
tiene encomendada ejercen en todo caso y circunstancias funciones per- 
manentes, estas funciones no son otras, ni pueden serlo, si se ha de aten- 
der á la ley penal que en su sanción las diferencia, que aquellas que se 
originan y nacen del ejercicio del eargo ó representación de que se hallan 
investidos: 

Considerando que, aunque se desatienda por envolver en cierto modo 
an concepto de derecho, la declaración consignada en un resultando del 
fallo recurrido, respecto á que D. Gerardo Campo Yagúe cuando se pre- 
sentó en el local del Juzgado municipal de la Inclusa en la tarde del su- 
ceso, no le llevó asunto alguno concerniente al Juzgado de instrucción de 
que estaba encargado, y aunque se prescinda de que no consta quién fué 
el primero, si dicho Campo Yagúe ó el Secretario del. Jusgado municipal 
de la Inclusa, D. Eduardo García Rodríguez, el que desde el terreno de las 
palabras pasó al de los hechos, y violentamente acometió á su contrario, 
la verdad es que el primero, cuando fué desobedecido y después golpeado 
y lesionado por el segundo, no ejercía acto alguno propio y peculiar de la 
jurisdicción que como encargado del desempeño del Juzgado de instruc 
ción del Sur tenía confiada, y no ejercía acto alguno concerniente á ella, 
porque sólo en alzada ó apelación y previos los trámites legales, mas no 
en otra forma, podía conocer de los juicios verbales ó criminales, si.ea que 
eran de esta clase, que tampoco se sabe aquellos de que con empeño inusi- 
tado quería que le diera cuenta faltando á las obligaciones de absoluta re- 
serva que la ley impone al cargo, el Secretario del Juzgado municipal, y 
no las ejercia tampoco de inspección, según sin razón se sostiene, porque 
aunque Campo Yagúe, como Juez de instrucción del Sur, fuera superior 
jerárqnico del Juez municipal de la Iaclusa, él por sí, y sin que se le con- 
flara expresamente esa inspección, según así lo ordena el art. 716, de la 
ley Orgánica de Tribunales, no podía llevarla á efecto ni cabe realiaarls 
de la manera que se intentaba, porque rayaba á tal extremo la informalidad 
del supuesto Inspector, que ni siquiera le acompañaba persona algana con 
fe judicial, demostrando así que su presencia en el Juzgado municipal res. 
pondía al Ínterós particular que revelaba el volante de que se hace men- 
ción en el resultando segundo de la sentencia; —. 

Considerando que, en el concepto expuesto, y toda vez que Campo Ya- 
gúe no fué agredido y lesionado en funciones de Juez de instrucción del' 
distrito del Sur, ni con ocasión de ellas, su ofensor D, Eduardo García Ro- 
drígnez no ha cometido el delito de atentado antes definido, y al decla- 
rarlo así la Audiencia de esta corte en la sentencia absolutoria reclamada, 
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no ha infringido los artículos del Código penal que se citan, ni incurrido 
-en el error de derecho en que se apoyan el recurso de dicho Campo Ya- 
gús y la adhesión al mismo del Ministerio fisca); 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por D, Gerardo Campo y Yagile, ni.al que por adhesión for- 
muló el Ministerio fiscal, condenando en las costas á dicho Campo Yagúe 
y á la pérdida del depósito constituído, al que ne dará la aplicación pre- 
venida en la ley; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los eleo- 
tos consiguientes. —(Sentencia publicada en 3 de Mayo de 1893, é inserta 
en la Gaceta de 11 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (4 de Mayo de 1893).—Sala tercera. — Asesinato. 
Ha lugar al interpuesto vor Jacinta Esteban Romo y otros (Audiencia de 
Toledo), y se resuelve: 

Que acordada por la Sala la apertura del juicio oral y solicitada la ab- 
solución de los procesados en el escrito de conclusiones provisionales, no cabe 
retroceder al trámite del sobreseimiento provisional, debiendo terminar el ¿ui- 
cio por sentencia, a A la pena que fuere aplicable al delito, ó bien con arre- 
glo al art. 69 de la ley, estableciendo el juicio por jurados. 


En la villa y corte de Madrid, á 4 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma qne ante Nos pende, interpuesto 
por Jacinta Esteban Romo Jaro, Vicente Romo Jaro Sánchez, Mariana 
Aguado y Recio l Gabriel Martín Díaz, contra el auto de sobreseimiento 
provisional que dictó la Audiencia provincial de Toledo, en causa seguida 
4 los mismos en el Juzgado de instrucción de Torrijos por asesinato: . 

, Resultando que instruída causa en el Juzgado del partido de Torrijos 
por asesinato de D. Pedro Prisco López y Fernández, vecino de Rielves, 
y penado en ella por la Audiencia de lo criminal de Toledo el procesado 
Domingo Pantoja, hizo óste nuevas revelaciones, atribuyendo responsabi- 
lidad en el indicado delito á otras personas, y mandado formar sumario 
para su averiguación, fueron declarados igualmente procesados Jacinta 
Esteban Romo Jaro, Vicente Romo Jaro Sánchez, Mariano Aguado Recio 
y Gabriel Martín Días: . 

Resultando que declarado terminado dicho sumario y eleyado á la ex- 
presada Audiencia provincial, se mostró parte en él D. Mariano Moreno 
López, como tutor de Doña María Paz, Dofía Eladia y Doña Engracia Ló- 
pez y Miguel, hijos del asesinado, y confirmado el auto de terminación de 
aquél, se celebró la vista previa, en la que el Ministerio fiscal interesó el 
sobreseimiento provisional, conforme al núm. 2,0 del art. 641 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, y el acusador particular solicitó que se abriera 


-el juicio oral: 


Resultando que acordado este trámite por la Audiencia de Toledo y 
comunicada la causa al Fiscal para calificación, expuso que, no spare: 
ciendo hasta entonces cargos imputables á los referidos procesados, ni, 
por tanto, méritos en que fundar su acusación, sin perjuicio de formular 
conclusiones definitivas en el acto del ue ei por el resultado de la 
prueba hubiese motivos para ello, pedía la absolución de aquéllos, decla: 
rándose de oficio las costas: > : 

Resultando que entregada la causa al acusador privado, presentó es. 
erito manifestando que, en cumplimiento estricto de las instrucciones de 
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su cliente, desistía y se apartaba de la acción que venía ejercitando, y pi- 
dió que se dictara auto de sobreseimiento provisional, según pretendió el 
Ministerio fiscal en la vista celebrada: : 

Resultando que la Audiencia provincial de Toledo, por auto de 18 de 
Noviembre de 1892, expuestos los hechos y considerando que apurados 
los medios de investigación, y no existiendo motivos bastantes para acu- 
sar á determinadas personas como autores, cómplices ó encubridores de 
la muerte directa de D: Pedro Prieco López, procedía acordar el sobreseí.- 
miento provisional, con arreglo al núm. 2,0 del citado art. 641, y que ha- 
biendo retirado la acusación la única parte que la sostenía, carecía de base 
la celebración del jaicio, sobreseyó provisionalmente en las indicadas di- 
higencias, declarando por ahora de oficio las costas, mandó archivar la 
causa por el Juez instructor, basta que nuevos datos hicieran necesaria su 
apertura, ponióndose en libertad á los procesados, y tuvo por desistida de. 
su acción á la parte acusadora privada: 

Resultando que las representaciones de los procesados presentaron es- 
crito exponiendo: que una vez abierto el juicio oral y formuladas conclu- 
siones, cualquiera que éstas fuesen, sobre las que tenían que verse en la. 
dirección de las partes la causa de referencia, no había podido concluirse 
por un sobreseimiento provisional, lo cual era retrotraer squélla al pe- 
ríodo anterior á la zpertura del juicio oral, sino por sentencia definitiva 
después de dar el correspondiente traslado á las defensas; que aunque 
conformándose con las conclusiones formuladas por el Ministerio fiscal.,. 
quizá hubieran solicitado en las suyas algo que mereciera la atención de 
ser discutido por las partes; y que para remediar esta incorrección en el 
procedimiento, se hacía necesario que la Sala decretara que volviese la 
causa al estado que tenía antes de dictarse dicho auto de sobreseimiento 
provisional, y que se procediera con arreglo á derecho, á fla de dictar la 
correspondiente sentencia definitiva; y en su virtud, pidieron que te- 
niendo por solicitada la subsanación de la falta antes referida y por for- 
mulada la más respetuosa y solemne protesta en preparación del recurso 
de casación por quebrantamiento de forma, para el caso en que no e ac- 
cediera á su pretensión: . 

Resultando que la propia Audiencia, por auto de 22 de Noviembre del 
mismo año, fandada en que desistido de su acción el querellante particua- 
lar, única parte acusadora, y única también que solicitó la apertura del 
juicio, era indudable que carecía de base la celebración de éste, que nadie 
pretendía ya, y que ni siquiera existía acusación en que fundarlo; que se- 
gún el art. 645 de la ley Procesal, cuando no se acuerda el sobreseimiento 
libre, fundado en el núm. 2.0 del 637, se abrirá el juicio oral si se presen- 
tase querellante particular dispuesto 4 sostener la acción; pero cnando- 
pote! en uso de su derecho, se aparta y desiste del procedimiento, falta la 
condición necesaria para la apertura M continuación del juicio, tanto más, 
cuanto no habiendo escritos de conclusiones del Fiscal y del querellante, 
no había traslado que dar á los procesados ni cargo formulado á que con- 
testar, ni prueba propuesta ni nada que revelara la existencia del sistema 
acusatorio, quedando todo reducido y sacrificado al rigor artificioso de 
un solo trámite, y, por tanto, la Sala acordó el sobreseimiento provisio- 
nal por conceptuarlo procedente con arreglo á su conciencia, basada en 
la resultancia de la causa; que cualquiera que fuese la procedencia de di- 
cha resolución, no podía accederse á la reposición pedida, porque' según 
el art. 886 de dicha ley, contra los autos de sobreseimiento no procede más 
recurso que el de casación en su caso, y aun cuando el de que se trata 
fuera suplicable, tampoco podría accederse á la subsanación de la falta 
por no estar comprendida en ninguno de los casos de los artículos 811 y 
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912, y que á mayor abundamiento, contra los autos de sobreseimiento - 
provisional no procede el recurso de casación por quebrantamiento de- 
forma, segúa los artículos 910 y 848, y, por consiguiente, tampoco podía- 
concederse los elementos necesarios para la preparación de lo que legal- 
mente no podía existir, no dió lugar á la solicitud autes indicada: 

Resultando que, en su vista, la misma representación de los procesa-: 
dos interpuso contra el auto de sobreseimiento de que se trata recurso de- 
casación por quebrantamiento de forma, sutorisado por el núm. 23.0 del 
art. 912 de la citada ley de Enjuiciamiento, exponiendo en su apóyo: que- 
con el último auto se había sancionado el defecto de forma en que incu- 
raió el primero, sin que para ello obstara que, como se afirmaba, el Fiscal 
no hubiera formulado conclusiones, pues una yes abierto el juicio oral y 
dado traslado para ese solo objeto, según el art. 049, debió hacerlo en for- 
zha que al evacuar aquél algo diría, por lo menos, que no encontraba mé- 
ritos para acusar, lo cual equivaldría á unas conclusiones provisionales en 
que se solicitara la absolución de los procesados, punto concreto que los. 
recurrentes entendían debió tratarse en una sentencia definitiva y no. 
en un auto de sobreseimiento provisional que causaba un estado de- 
derecho muy diverso del que era aplicable á los mismos, mediante la dis- 
cusión y resolución sobre la absolución solicitada por una de las partes, á: 
la que prestaban tácitamente su asentimiento: 

Resultando que la Audiencia de Tuledo no dió lugar á la admisión de 
dicho recurso, é interpuesto ante esta Sala tercera el de queja, se declaró- 
haber logar á él y se ordenó al citado Tribunal que elevara la pieza co- 
riespondiente de la causa con las certificaciones prevenidas y emplaza- 
miento de las partes, como así lo ha ejecutado, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Francisco Toda: 

* Considerando que acordada la apertura del juicio pedida por parte le- 
gítima, y solicitada la absolución de los procesados en el escrito de con- 
clusiones, no cabe retroceder al trámite de sobreseimiento provisional y 
sí debe terminar el juicio por sentencia, según la pena que fuere aplica- 
ss E delito, ó bien con arreglo al 69 de la ley, estableciendo el juicio por 

urados; - 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por Jacinta Este 
ban Romo y Jaro, Vicente Romo Jaro Sánches, Mariano Aguado Recio y 
Gabriel Martin Díaz contra el expresado auto de sobreseimiento provi- 
sional que dictó la Audieneia provincial de Toledo, el cual casamos y 
anulamos, y con certificación de esta sentencia, devuélvasele el rollo de 
juicio oral de la causa para que, réponiendo el procedimiento al estado. 
que tenía antes de dictarse la resolución casada, proceda y determine nue-- 
vamente con arreglo á derecho.— (Sentencia publicada en 4 de Mayo de 
1893, é inserta en la Gaceta de 17 de Octubre del mismo año.) 
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Rxcurso DE casación (4 de Mayo de 1893).— Sala segunda.— Hurto. 
—No ba lugar al interpuesto por Petra Jiménez Tejeiro (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: ' á 

' Que cuando del contexto de uno de los resultandos de la sentencia se des- 
de que la comprobación de alguno de los hechos se refiere, no al delito, 
sino á las exculpaciones de la recurrente relativas ú su retractación, es claro 
gue no se aceptan los hechos en su integridad, siendo, por tal razón, inadmér 
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sible el recurso de casación por infracción de ley, el cual ha de fundaree en 
los a probados de la sentencia reclamada, sin tergiversarlos mi modif 
carlos. 


En la villa y corta de Madrid, á 4 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpnesto por Petra 
Jiménes Tejeiro contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de esta corte, en causa seguida á la misma en el Juzgado de instrucción 
del distrito del Oeste por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 28 de Febrero últi- 
mo, consigua los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el día 14 de Abril del año último, Petra Jiménez Tejeiro, 
que¡había servido como criada durante tres años á D. Juan Manuel Váz- 
quez, Presbítero, y que á la sazón iba con frecuencia á la casa del misme 
para peinar á en sirviente, y solía comer y quedarse con ella todo el días, 
sustrajo de un cajón de una mess, sin que conste que empleara fuerza al- 
guna, la cantidad de 1.435 pesetas en billetes del Banco y metálico, perte- 
necientes á dicho señor, con cuya cantidad se lucró aquélla, entregando 
50 á en dueño cuando éste notó la faltas y habiendo confesado Petra el 
hecho en la Delegación, si bien lo negó posteriormente, manifestando que 
había recibido aquella suma de su antiguo amo para que volviera á su 
servicio y á reanudar Jas antiguas ilícitas relaciones que ambos babían te 
nido; rob hechos no han tenido comprobación alguna en el acto del jal- 
cio oral: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de hurto mayor de 500 pesetas y menor de 
2.500, de que sin circunstancias apreciables era autora Petra Jimónes Te- 
jeiro, á la que impuso un año y nueve meses de prisión correccional, acce- 
sorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto la procesada re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el caso 1.9 del ar- 
tículo 849 de la da Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los 
artículos 530, 531 y demás que aplica la sentencia del Código penal, puesto 
que la Sala declara que no han tenido comprobación en el juicio oral los 
-hechos imputados á la recurrente: de 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista »obre ella. , 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solía: 

¿Considerando que los recarsos de casación por infracción de ley tie 
nen, para ser admitidos, que fundarse en los hechos probados ds la sen- 
tencia recurrida, sin tergiversarios ni modificarlos, anceptándolos en toda 
su integridad: 

Considerando que en el interpuesto por la representación de Petra Ji- 
ménez no se llenan las condiciones de admisibilidad, toda ves que su 
único fundamento le basa en la suposición de no haber tenido comproba- 
ción en el juicio los hechos atribuídos á la recurrente respecto al hurto de 
metálico, siendo así que, según la sentencia realizó la sustración y lucro 
de 1.435 pesetas, de las que devolvió 50 al ser notada la falta, y á mayor 
abundamiento, se da por aprobado en el primer considerando el hecho de 
apoderamiento de la citada suma: e 00 : 

Considerando que siendo notorio que la declaración de no comprobe- 
ción de algunos de los hechos, se refiere, según el resultando primero, no 
al delito sino á las exculpaciones de la recurrente relaíivas su retrac 
ción, es claro que el recurso no los acepta en su integridad, y por cpnst- 
guiente es inadmisible;  .  . , , E 
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Yallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
ejón del recurso de casación por infracción de ley, interpuesto contra la 
citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte 
por Petra Jiménez Tejeiro, á quien condenamos en las costas y al pago de 
125 pesetas por rasón de depósito, si mejorase de fortuna; lo que se comu- 
mique á dicho Tribunal á los efectos procedentes.—(Sentencia publicada 
en o Mayo de 1893, 6 inserta en la (Qaceta de 24 de Octubre del mismo 
año. a 
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RECURSO DE CASACIÓN RN ASUNTO DR ULTRAMAR (4 de Mayo de 1893). 
-—flala segunda.— Delito contra los derechos individuales. —Ha lugar al in- 
hon td por el Ministerio fiscal (Audiencia de Pinar dei Río), y ee re- 
suelve: E 

Que se comete la infracción de ley prevista en el art. 852 de la ley de En- 
juiciamiento criminal de Cuba y Puerto Rico, cuando el auto de sobrescimien- 
to libre se funda, no en que los hechos no sean constitutivos de delito, sino en 
el apuesto de que la omisión determinante de la culpabilidad del Juez al no 
ratificar en lérmino un auto de prisión no es punible en el caso de no haber 
sido voluntaria: E : 

Que presumiéndose siempre voluntarias las acciones y omisiones penadas 
en la ley, mientras no conste lo contrario, según el texto del art. 1.9 del Cód - 
go penal de Cuba y Puerto Rico, se impone la necesidad de la apertura del 
juicio oral para demostrar debidamente si existió ó no la falta de voluntad, 
pues como excepción ha de probarse cumplidamente la carencia de intención 
en el presunto culpable. . 


En la villa y corte de Madrid, á 4 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de loy que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nisterio fiscal contra el auto de sobreseimiento libre dictado por la Au- 
diencia de lo criminal de Pinar del Río, en causa contra D. Teótimo La- 
calle y Gómez, Juez de primera instancia 6 instrucción de San Oristóbal, á 
«querella de D. Angel y D. Luia Báez y Sosa, por delito contra el ejercicio 
de los derechos individuales: 

Resultando que el referido auto, dictado en 11 de Febrero último, con- 
tiene los resultandos siguientes: 

Resultando que iniciada esta causa por querella establecida á nombre 
de D. Angel y D. Luis Báez y Sosa contra el Juez de primera instancia 6 
instrucción de San Cristóbal, D, Teótimo Lacalle y Gómez, de ella aparece 
que el 16 de Julio de 1892, y en causa por hurto de cerdos, dictó el Juez 
citado auto de proceder contra los hoy querellantes D, Angel y D, Luie 
Báez y Sosa, en el cual, además de acordar la práctica de las diligencias 
que éreyó oportunas y declararles procesados, decretó su Hbertad provisio- 
usa! si prestaban fianza por valor de 2.000 pesetas cada uno antes de selir  - 
de la cárcel, en cualquiera de las formas que el derecho reconoce, obli 
gándose también á comparecer los días 1.0 y 16 de cada mes; y.que en 23 
del.mismo mes y año, previa prestación de la fñansa, fueron puestos en li- 
bertad, sin que en el intermedio de ambas fechas aparezca resolución ja- 
dicial alguna que afecte á la situación de ambos procesados; ' 

Resultando que el Juez querellado, Sr. Lacalle, explica los hechos antes 
referidos afirmando que vesó la fórmula antes transcrita porque se ofrecía 
+el oftorgamiento inmediato de la fianza, y nunca entendió que la detención 
vudiera exceder de las setenta y dos horas que la ley fje, teniendo em 
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cuenta sobre todo la obligación directa que la ley impone al Alcaide de 
poner en libertad al detenido que en ese plazo no haya sido constituido en 


ón: 

Resultando que el actuario D. Julián J. Zárraga afirma que el Juez se- 
Sor Lacalle le había ordenado dar cuenta dentro del término lega!, y que 
si no lo hizo fué debido 4 que le ofrecieron el otorgamiento inmediato de 
la Baoza: 

Resultando que declarado concluso este sumario, la acusación privada 
solicita el sobreseimiento libre, conforme al núm. 3,0 del art. 637 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, y el Ministerio fiscal pidió la apertura del 
juicio oral: E 

Resultando que la Audiencia sentenciadora sobreseyó libremente en 
esta causa, con las costas de oíicio, fundándose en que ei bien es induda- 
ble que los hermanos Báez estuvieron en concepto de detenidos sin ver- 
dadero auto de prisión más de las setenta y dos horas que la ley fija, no lo 
es menos que la omisión imputable al Juez querellado no fué volunta- 
ria y excluye toda idea de imputabilidad, con relación al mismo Juez por 
lo menos, y en que cuando el hecho procesal no constituye delito, el Tri- 
buna!l puede acordar el sobreseimiento libre, á pesar de que el querellante 
particular ó el Ministerio público entiendan procedente la apertura del 
juicio oral: 

Resultando que el Ministerio fiscal ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, autorizado por el núm. 4.0 del art. 848, en relación 
con el 852 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos el 
art. 1.9, en relación con el 203, núm. 2.0, del Código penal de Cuba, por no. 
haberlos aplicado, pues en el auto recurrido no aparece demostración al- 
guna contraria á la voluntad y libre albedrío del Jues Lacalle en Ja omi- 
sión que padeció, y cuyo cumplimiento le incumbe exclusivamente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el auto de sobreseimiento libre dictado por la An- 
diencía de lo criminal de Pinar del Río en esta causa no se fanda en que 
los hechos en el mismo consignados no revistan caracteres de delito, sino 
en el supuesto de que la omislón determinante de la culpabilidad del Juez 
de San Oristóbal por no ratificar un auto de prisión dentro de las setenta y 
dos horas que previene la ley, no es punible en este caso por no haber 
sido voluntaria: 

Considerando que los hechos expuestos en el referido auto, además de 
presentar manifiestamente caracteres de delito, no revelan falta de volun- 
tad en su autor, y como el art. 1.9 del Código penal de Cuba y Puerto Rico 
supone ejecutadas con voluntad las acciones y omisiones penadas por la 
ley cuando no contte lo contrario, de aquí la necesidad en este caso de la 
apertura del juicio para que en él con más amplitud en el período de prue- 
ba se pueda justificar si ha existido falta de voluntad en la omisión deter- 
minante del delito, pues como excepción que es de la regla general, para 
poderla estimar ha de resultar plenamente probada: 

Considerando, por consiguiente, que la Audiencia sentenciádora ha 
cometido la infracción de ley que sefíala el art. 852 de la de Enjuictamien- 
to criminal de Cuba y Puerto Rico; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
que contra el auto de sobreseimiento libre dictado por la Audiencia de lo 
criminal de Pinar del Río ha interpuesto el Ministerio fiscal, y en su con- 
secuencia, casamos y anulamos dicho auto y declaramos las costas de ofl- 
elo; comuniquese esta resolución y la que á continuación se dicte á dicha 
Audiencia 4 los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 4 de Mayo 
- ¿e 1898, ¿ inserta en la Gaceta de 11 de Enero de 1894.) 
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CowmrPrrexcia (5 de Mayo de 1898).—Sala teroera.— Detención arbitra- 
ria.—8e declara en favor de la jurisdicción ordinaria la promovida entre 
el J sde de instrucción de Vivero y la Oapitanía general de Galicia, y se 
resue! ve: ] 

Que conforme al art. 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal, la jurio- 
dicción ordinaria es la única competente para conocer de las causas por kechos 

spa caracteres de delito ni faltas comprendidos en el Código de 

wsticia m : 


En la villa y corte de Madrid, 4 5 de Mayo de 1893: 

Resaltando que en la tarde del 22 de Enero de este año, el paisano 
Juan Gómez Tato, en estado de embriaguez, promovió escándalo en la 
feria de Vivero, cuestionando con una mujer y algunos vendedores, por 
lo que el guardia encargado del puesto de Muras, con una pareja á sue 
órdenes, trataron de apaciguar los ánimos, exasperándose el referido Gó- 
mez Tato, hasta el punto de decir que no les obedecía y sólo respetaba al 
Jaez municipal, al Alcalde y al Secretario del Ayuntamiento, amenazando 
á dichos guardias con los puños cerrados y resistiéndose á seguirlos. 
hasta que se vieron precisados á amarrarle con el laso de seguridad y le 
pusieron á disposición del mencionado Juez municipal: 

Resultando que al día siguiente 23 de Enero, el citado Gómez Tato 
denunció por escrito al propio Juzgado municipal de Muras, que había 
sido detenido arbitrariamente por la Guardia civil, é incoado sumario por 
el de instrucción de Vivero en averiguacion del indicado hecho, así como 
del escándalo promovido en la feria y de la desobediencia leve á la men- 
cionada fuerza, y también por un Juez militar respecto al delito de insulto 
á la misma, atribuída al paisano Gómez Tato, el primero requirió de inhi- 
bición al Capitan general de Galicia, fundado en que de las diligencias 

icadas no aparecía que el repetido paisano hubiera opuesto resisten- 
cia grave á la fuerza de la Guardia civil que le detuvo en ja feria. del Vi- 
vero, ni menos que la hubiera insultado de palabra ni de obra, infirión- 
dose que si medió alguna resistencia por parte del primero, debió ser de 
carácter leve y de escasa importancia; y que bajo tal supnesto, no revis 
tiendo el hecho los caractéres del delito de insulto á centinelas, salva- 
guardias y fuerza armada del Ejército 6 de cualquier Cuerpo militarmente 
organizado, ni tampoco el de atentado y desacato á las Autoridades mili- 
tares, á que se refieren los números 4.9 y 7.0 del art. 7.0 del Código de 
Justicia militar, era indiscatible que los techos atribuidos á Juan Gómes 
Tato, no eran de la competencia de la jurisdicción de guerra, correspon: 
diendo su conocimiento á la ordinaria, conforme al art. 14 de la Jey de 
Enjuiciamiento criminal: 

Resultando que el Capitán general de Galicia se declaró competente 
para conocer de la causa seguida contra el referido sujeto por insulto á la 
Guardia civil, y requirió 4'su vez de inhibición al Juzgado de Vivero por 
el citado hecho y por la detención arbitraria, fundado en que por deciara- 
ciones de los guardias del puesto de Muras y de seis testigos no militeres, 
estaba justificado que el procesado Gómez Tato promovió el 22 de Bnero 
ana cuestión en la feria con algunos vendedores de maís, y que al inter- 
venir aquéllos para hacer cesar el escándalo que causaba, desobedeció las 
advertencias que le hicieron en buena forma y les amenazó coñ los puñica. 
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cerrados; que este hecho se hallaba comprendido en el art. 2585 del Código 
de Justicia militar, y atribuído por el número 4.0 del 7.0 á la jurisdicción 
de guerra, la que era también competente para conocer de la conducta de 
los guardias en el desempeñio del servicio particular de su instituto, si se 
estimara delito de detención ilegal la del acusado, según el número 1.0 de] 
art. 5,0 del Código expresado y falta comprendida en el 8.9; y. que respecto 
al escándalo y alboroto promovido por el mismo paisano, era un' hecho 
perfectamente distinto y separado de los anteriores, del que no pretendía 
conocer la jurisdicción de guerra, ápesar de que si se considerase delito, 
sería de aplicación el párrafo segundo, regla 4.?, art. 16, según el auto de 
esto Tribunal Supremo de 20 de Diciembre de! afio último: 

Resultando que el Juez de instrucción de Vivero mantuvo sa compe- 
tencia para conocer del hecho de la desobediencia de carácter leve en que 
pudiera haber incurrido el paisano Juan Gómez Tato, respecto á la fuerza 
de la Guardia civil que le detuvo, reproduciendo sustancialmente los fan- 
damentos anteriormente expuestos, y seinhibió á favor de la jurisdicción 
de guerra, respecto al delito de detención arbitraria en que pudieran ha- 
ber incurrido los guardias civiles que arrestaron al repetido paisano, en 
razón áÁ tratarse de un hecho imputado á militares en servicio activo y del 
cual era competente para conocer la mencionada jurisdicción especial, á 
tenor del núm. 1.0, art, 5.2 del Código citado: 

Resultando que elevadas por ambos Tribunales contendientes las res- 
pectivas actuaciones á este Supremo, y pasados al Ministerio fiscal, es de 
dictamen que procede resolver á favor de la jurisdicción de guerra la com- 
petencia de que se trata. 

Siendo Ponente el Magistrado D. Daniel Rodríguez: 

Considerando que los hechos por los cuales se procede contra Juan 
Gámez Tato, no revisten el carácter de delito ni de falta, comprendidos en 
el Código de Justicia militar, siendo, por lo tanto, la jurisdicción ordinaria 
la única competente para conocer de la causa que sobre ello se instruye, 
en eb de lo que dispone el art, 14 de la ley de Enjuiciamiento eri- 
minal; 

Se declara que el conocimiento de la expresada causa corresponde á la 
jarisdicción ordinaria, y en su consecuencia, con certificación de ese auto, 
remitanse todas las diligencias al Juez de instrucción de Vivero, quien 
enviará testimonio de resultancia sobre el hecho respecto del cual se inhi 
Dió en favor de la jurisdicción de guerra, al Capitán general de Galicia, 4 
quien se participará esta resolución, y publíquese dentro de diez días en 
la Gaceta de Madrid y á sa tiempo en la Colección legislativa.—(Auto fecha 
5 de Mayo de 1893, é inserto en la Gaceta de 15 de Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (5 de Mayo de 1893).—Bala tercera.—Calunmnia 
é imjueria.—No ha lugar al interpuesto por el querellado ... (Audiencia 
de ...), y ee resuelve: 

Que no procede el recurso por quebrantamiento de forma, con arreglo al 
rán. 1.9 del art. 912 de la ley de Enjuiciansiento criminal, contra la'senten- 
cía que consigna con la debida claridad en los resultandos los hechos que se 
kan estimado prebados, los cuales tienen el debido enlace con las cuestiones 
resueltas en el fallo: y E 

Que la sentencia: que condena al acusado, especificando el delito por éste 
aometido y la pena -que se le impone, llenando, además, cuantos requisitos 
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picada A la acusación y de la de- 
Jensa, sin que exista, por tanto, el motivo de casación oensignado en el as 
veero 2.2 del art. 912 de la citada ley de Enjuiciamiento. 


En ye villa y corte de Madrid, á 5 de Mayo dé 1893; en el recargo de 
easación por quebrantamiento de forma que ante Nos peude, interpuesto 
r D. ... conocido por ... contra la sentencia dictada por la Sala de-lo cri- 
minal de la Audiencia de ..., en la causa seguida al mismo en el Juzgado 
e instrucción del distrito de ..., 4 querella de D. ..., por calumnias é in- 
arias: 

Resultando que en el periódico que se publica en ..., titulado ..., y nú- 
mero correspondiente al ... de ..: de ..., se insertó un comunicado ó artícalo, 
con fecha del día anterior, suscrito por ..., en el que se comienza pregur- 
tando: «¿Quién es D. ...?» y ocupándose de la intervención y actos ejecute- 
dos por el mismo como Abogado director que fué de las testamentarías de 
D. ... y del supuesto difunto, el comunicante, se le dirigen conceptos y expre- 
siones ofensivas y calumniosas, entre ellos los de que habiendo contraído 
matrimonio mientras se practicaban las operaciones de cuenta y partición, 
con Doña ..., viuda de D. ..., se adjudicó á la misma, para pago de un le- 
gado de su primer marido, la dehesa titulada ... en 25.000 pesetas menos 
que figuraba en el inventario; gue presentada la división á la aprobación 
judicial, observo el Ministerio fiscal que se había dejado de hacer refe- 
rencia de 46.985 pesetas 31 céntimos, importe de los bienes adjudieados á 
D. ... por herencia de su abuela, cuya omisión reconocieron los testamen- 
tarios, como originada de un error material de copia, que se subsanó; qué 
asimismo se le adjudicó á la viuda otra dehesa titulada de ... en 1.760 y 
pica de pesetas, menos de lo que costó, aunque de conformidad con el ya- 
lor dado en el testamento; que como perito tasador no tenía precio, pues 
consentía que á un coche de cuatro asientos se le diera el valor de 6 pese- 
tas, y á un anillo de oro con un solitario, el de 15 ó 17, con lo cual quedaba 
rasgueado el refinado escrúpúlo del Abogado director D. ..., su buena fe, 
en inteligencia y celo por llenar dignamente sua cometido, que s-gún el 
testamento del padre del incapacitado, correspondían á éste además 22.700 

etas por el producto de los bienes de su propiedad, que aquél admini3- 
tró, cantidad que no se sabía que se hizo, y que D. ... podría decir dónde 
fuó á parar, pues no constaba en ninguna de las hijuelas de los heredero», 
al menos en las que vió el comunicante, constituyendo una ocultación que 
no dejaba bien parada su administración, y convenía que los Tribunales 
averiguaran; que en caso análogo se encontraba el proBucto de los bienes 
patrimoniales que el mismo D. ... confesaba importaban 431,869 pesetas, 
que sólo al 5 por 100 habían debido producir 17.500 pesetas anuales, que 
no podían consumirse en la pensión que te pagaba por el comunicante y 
demás gastos ordinarios; que el testador dispuso que los sobrantes de la 
renta se colocaran con seguridad en los establecimientos Ó personas que 
garantizaran sos productos, pero esta cláusula la hizo ilusoria D. ... supo- 
niendo un negocio de 2.000 duros anuales aproximadamente, que por ey- 
pacio de unos siete años que mediaron desde la muerte del testador hasta 
la «opuesta del comunicante, componían un “total de 14.000 duros, que 
con los 5.000 menos un pico, ya citados, ascendían á unos 19.000, cuyo 
a no se sabía dónde había ído á parar; y concluye invitando al mis 

. 4 que se esclarecieran en discusión rasonada y sin pasión los ho» 
pra indicados, y cuantos re relacionaran con su debatida personalidad; 
pero que si prefería estimar calumniosas sus afirmaciones y quería ir á 
los Tribunales, podía hacerlo, para que cada cual quedara en el lugar que 
de correspondía: 
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Resultando que, previo acto de conciliación sin avenencia, el citado 
PD. ... presentó querella en el Juzgado de instrucción del distrito del ... 
de ... contra el autor del comunicado referido, por los delitos de injuria y 
calumnia que en el mismo se le inferían; y dirigido el procedimiento eon- 
tra el que aseguró llamarse .., reconoció en sa indagatoria, y en el acto 
del juicio, ser antor del artículo de que se trata, sin dar explicación alga- 
ma satisfactoria para el querellante de las frases y conceptos que le diríi- 
gía, antes bien se ratificó en su contenido, ofreciendo justificar lon hechos 
que en él se consignaban: 

Resultando que abierto el juicio oral, la parte querellante en su escrito 
de conclasiones provisionales, que elevó á definitivas, después de referir 
en la primera los hechos objeto de la querella en la extensión y términos 
que creyó conveniente, consignó en la segunda y siguientes que aquellos 
eonstitoían cinco delitos de calumnias graves, propagadas por escrito y con 
publicidad, previstos y penados en los artículos 467 y 468 del Código pe 
nal; y además ó un sólo delito de injurias graves, por considerarse todo el 
artículo manifiestamente injarioso, ó bien tantos delitos de injurias como 
expresiones injnriosas se encontraban en él, previstos y penados en los 
artículos 471, 472 y 473 de dicho Código, sin que pudieran considerarse 
encubiertas, pues eran por su naturaleza claras y explícitas, y además, ni 
en el acto de conciliación, ni en las declaraciones prestadas por el proce- 
sado, dió explicaciones satisfactorias, sino que se ratificó en el artículo, 
sosteniendo que eran ciertos los hechos consignados en él, y que dicho 
procesado tuvo la participación de autor, sin circunstancias modificativas, 
habiendo incurrido en las penas de dos afios, once meses y días (así dice) 
de prisión correccional y multa de 5.000 pesetas por cada una de las cinco 
calumnias; y en cuatro años, nueve meses y diez días de destierro, y multa 
de 2.500 pesetas por cada una de las injurias graves; proponiendo por 
otrosí la prueba que estimó conducente: l 

Resultando que la defensa de..., en sus conclusiones provisionales, 
también sostenidas como definitivas, refirió los hechos en la primera, y 
expuso en la segunda y siguientes: que aquéllos no eran constitutivos de 
los delitos que la acusación particular determinaba, ni de otro alguno, 
tanto porque eran exactos, cuanto porque no constituían ninguno que pu 
diera perseguirse de oficio, y si, como la acusación soaponía, existiera una 
injuria encubierta ó equívoca, ésta no tenía razón de ser, desde el mo- 
mento en que en el acto conciliatorio dió explicación satisfactoria sobre 
ella; que el autor del comunicado fué el mismo procesado; que no eran de 
apreciar circunstartias que modificaran la penalidad, y que procedía en 
derecho la libre absolución de ..., con imposición de costas al querellante; 
proponiendo asimismo la prueba que creyó conveniente: 

Resultando que seguido el juicio por sus trámites, pronunció sentencia 
la Sección tercera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de .... en ... 
de ... de ..., en la cual, después de insertar á la letra el comunicado á que 
se refería la querella, y de hacer mérito de los demás hechos conducentes 
para el fallo, refirió en el resultando noveno las conclusiones de las partes, 
expresando en cuanto á las de la defenea, que ósta pretendió la absolución 
del procesado con imposición de costas al querellante, por entender que los 
hechos no eran constitutivos de delito; y calificando aquéllos como uno de 
calumnia propagada por escrito y con publicidad, imputando el de:ito 
grave de falsedad, y otro de injurias, también graves, inferidas igual- 
mente en aquella forma, los cuales, como consecuencia de un solo acto, 
debían castigarse conforme al art. 90 del Código penal, siendo respones- 
ble como autor el procesado, sin circunstancias modificativas, condenó á 
D. ..., antes conocido por ..., en tres años de prisión correccional, acceso 
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vias, multa de 4.000 pesetas y al pago de todas las costas; Je absolvió por 

los demás delitos de calumnia 6 injuria, de que se le había acusado, y que 
SE y lo pretendía, se publicara la sentencia en los periódicos 
oficiales: 

Resultando que la defensa del procesado interpuso contra el fallo que 
antecede recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el 
de infracción de ley, autorizado aquél por los números 1.9 y 2.0: del art. 912 
de la de Enjuiciamiento criminal, en cuanto que no se expresaba termi- 
nantemente uno de los hechos que se consideraban probados, cual era el 
de hacer constar las conclusiones de la defensa, y existiendo esta omisión, 
no era posible juzgar acerea de si se habían resuelto todos los puntos ob- 
jeto de la acusación y de aquélla, infringiéndose el núm. 3,0 del art. 142 de 
dicha ley; y que en la sentencia de que se trata, aunque se consignaban al 
detalle las conclusiones de la acusación, nada se decía en cambio de las de 
la defensa del recurrente, pues á nada equivalía decir que ésta pretendió 
su absolución por entender que los hechos no constituían delito, y le in- 
tereeaba que se cumpliera la ley, y se consignaran terminantemente dichas 
conclusiones de la defensa en el juicio oral, á fin de que, en su día, en el 
recurso por infracción de ley, la Sala de este Tribunal Supremo tuviera 
conocimiento de cuáles eran las indicadas conclusiones. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Federico Melchor y Lamanette: 

Considerando que sólo da lugar á casación, con arreglo á lo dispuesto 
en el núm. 1.0 del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento criminal, el no ha- 
berse expresado en la sentencia clara y terminantemente cuáles son los 
hechos que se consideran probados, ó resultar manifiesta contradicción 
entre ellos: 

Considerando que lejos de haber incurrido en esos defectos la Sala 
sentenciadora, aparece, por el contrario, haberse consignado en los resnl- 
tandos, con la debida claridad, los hechos que se han estimado probados, 
y que tienen el debido enlace con las cuestiones resueltas en el fallo: 

Considerando, con respecto al núm. 2.0 del artículo ya citado, que ha. 
biendo condenado la Audiencia al recurrente D. ..., especificando el delito 
por el mismo cometido, y la pena que se le impone, llenando además cuan- 
tos requisitos exige la ley en esos casos, han quedado resueltos todos loa. 
puntos que fueron objeto de la acusación y de la defensas: 

Considerando, por tanto, no haber sido quebrantadas las formas del 
procedimiento á que se refiere el recurso de que se trata; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la expresada 
sentencia de la Sección ... de la Sala de lo criminal de la Audiencía de ..., 
por D, ..., conocido también por ..., 4 quien condenamos en las costas; par- 
ticipese á dicha Sala, y pase la causa á la segunda de este Tribunal 8u- 
premo en cuanto al recurso anunciado por infracción de ley, —(Sentencia 
publicada en 5 de Mayo de 1893, é inserta en la Qaceta de 17 de Octubre 
del mismo año.) 
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COMPETENCIA (5 de Mayo de 1893).—Sala tercera. —L-siones.—8e de- 
clara en favor de la jurisdicción ordinaria la promovida entre el Juzgado 
de instrucción de Estepona y la Capitanía general de Granada, y ne re- 
suelve: : 

Que de las faltas no militares, cuyo carácter revisten las lesiones inferi- 

Tomo 50 27 
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das á un Carabinerc y á varios paisanos, corresponde conocer en su respecti- 
va esfera jerárquica á los Tribunales ordinarios, conforme á lo dispuesto en: 
el núm. 12, art. 13 del Código de Justicia militar. 


En la villa y corte de Madrid á 5 de Mayo de 1893: 

Resultando que en la tarde del 10 de Enero de este año, al pasar los: 
hermanos Ramón, Vicente y Joaquín Oncina Díaz, por el sitio llamado 
Paerta del Mar, en Manilva, se acercaron al carabinero Cándido Alvarez 
Fernández, que se hallaba conversando con otro sujeto, y sin mediar pa- 
labras, uno de los primeros dió un golpe en la cars, con un pescado, á di- 
cho earabinero, quien trató. de defenderse, arrojándose entónces sobre él 
dichos paisanos y entablándose lucha, por lo que acudió la pareja que se: 
hallaba de servicio en aquel punto, formada por José Fernández Moreno 
y Emilio 'Trevejo Fernández, produciéndose los tres carabineros y los pai- 
sanos, que al parecer estaban embriagados, lesiones mutuas, de las cuales 
curaron antes de los siete días: 

Resultando que comenzados sumarios por el Juzgado de instrucción de 
Estepona, y por otro militar, el Capitán general de Granada requirió de 
inhibición al primero, fundado en que la competencia del asunto, bajo 
caalquier aspecto que se la considerase, era exclusiva de la jurisdicción 
de guerra, pues en cuanto al delito de insulto á fuerza armada, de que 
aparecían presuntos responsables los paisanos Oncina, era indudable, con 
sajeción al caso 4.0, art, 7.0 del Código de Justicia militar, y por lo rela- 
tivo á las contusiones que los carabineros les produjeron, ya revistieran 
caracteres de delito ó ya constituyeran solamente falta, correspondía de 
lleno su conocimiento á la misma jurisdicción, con arreglo al art. 8.0 del 
propio Código, por tratarse de militares en servicio activo y de faltas co- 
metidas en el ejercicio de sus funciones: 

Resultando que el referido Juez de instrucción de Estepona, dictó anto 
inhibiéndose del conocimiento de las diligencias por lo relativo al delito 
de agresión á la fuerza armada, á favor de la jurisdicción de guerra, á la 
que mandó remitir testimonio de lo concerniente al mismo, y mantuvo la 
competencia de la ordinaria, en cuanto á las faltas de malos tratamientos 
de obra, cuusados al carabinero Cándido Alvarez y á las lesiones leves sa- 
fridas por los paisanos Joaquín, Vicente y Ramón Oncina, de cuyo cono- 
cimiento mandó requerir al Capitán general, exponiendo en su apoyo: que 
los golpes sufridos por el primero eran constitutivos de una simple falta, 
y el ofendido no se hallaba en acto del servicio en el momento de la agre- 
sión, por lo que la competencia de este hecho correspondía á la jurisdic- 
ción ordinaria, según el párrafo segundo del núm. 4.0, art. 7.*, en armonía 
con el núm. 12 del art. 13 del Código de Justicia militar; que las lesiones 
safridas por los paisanos eran también constitutivas de falta, por no ha- 
ber excedido.sa curación de siete días, correspondiendo igualmente en 
conocimiento á dicha jurisdicción ordinaria, por no tener la falta carácter 
militar ni estar penada en aquel Código especial; y que la agresión á los 
carabineros que iban de servicio y acudieron en auxilio del agredido, es- 
taba comprendida en el núm. 4.0 del art. 7.0 del precitado Código, por lo 
que su competencia correspondía á la jurisdicción de guerra: 

Resultando que ambos Tribunales contendientes han elevado las dili- 
gencias originales á este Supremo, y oído el Ministerio fiscal, es de dicta- 
men, que de las faltas, por ser una de ellas realizada por palsanos, y con 
aplicación, respecto de la otra del núm. 12 del art. 13 del antedicho Códi- 
go, debe conocer la jurisdicción ordinaria, así como la de guerra, del de- 
lito de insulto á centinelas. 

Siendo Ponente para este acto el Magistrado D. Daniel Rodriguez: 
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Considerando que los golpes dados al carabinero Cándido Alvarez, así 


- como las lesiones inferidas á los paisanos Joaquín Vicente y Ramón On- 


cina Díaz, úzicos hechos sobre que versa la contienda de jurisdicción pen- 
diente, son faltas no militares y de las-cuales corresponde conocer en su 
respectiva esfera jerárquica á los Tribunales ordinarios, conforme á lo 
dispuesto en el núm. 12, art. 13 del Código de Justicia militar: 

Se declara que el conocimiento de las faltas expresadas corresponde á 
la jurisdicción ordinaria; y en su consecuencia, remítanse todas las actua- 
ciones, con certificación de este auto, al Juez de instrucción de Estepona, 
para los efectos procedentes en derecho; y remisión del testimonio, tanto 
de culpa, sobre el delito de que el mismo se inhibió á favor de la 
jurisdicción de guerra, al Capitán general de Granada, á quien se partici- 
pará también esta resolución; y publíquese dentro de diez días en la Qa- 
ceta de Madrid, y á sa tiempo en la Colección legislativa.— (Auto publicado 
el5 > Mayo de 1893, 6 inserto en la Gaceta de 16 de Agosto del mismo 
año. 
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REOURSO DE CASACIÓN (6 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Compe- 
tencia jurisdiccional.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Aa- 
diencia de Valencia), y se resuelve: . 

Que el establecimiento de las Audiencias de lo criminal hizo necesaria la 
publicación de la ley adicional de 14 de Octubre de 1882 para facilitar las 
Junciones de aquellos nuevos organismos, determinando en su art. 4.0 los lí- 
weites de la competencia de tales Audiencias y las excepciones consignadas por 
el legislador, por lo cual, dá los terminantes preceptos que dicho artículo con- 
tiene, y no al 276 de la ley orgánica de 1870, hay que atenerse para resolver 
los conflictos jurisdiccionales, pues el precitado art. 4.0 es derogatorio del ci- 
tado 276, según jurisprudencia repetida del Fribunal Supremo. 

Que tratándose de resolver si la formación del sumario y el auto de pro- 
ersamiento corresponde acordarlos por dererho propio al Juez de instrucción 
del lugar del delito, ó á la Sila de la Audiencia por merio del Juez especial ó 
delegado, si bien tal cuestión no puede decirse en rigor técnico revista caracte: 
res de un verdadero conflicto de competencia, no puede dudarse hay materia 
adecuada para el recurso por infracción de ley: 

Que no hallándose exceptuados de la regla general de competencia pref- 
jada por el art. 4.0 de la ley de 14 de Octubre de 1882 atros Concejales que 
lus que lo fueren de capital de provincia ó Audiencia, debe aquélla determi.- 
narse en cuanto 4 la instrucción del sumario por lo dispuesto en el núm. 2.0 
del art. 14 y el 303 de la ley de Enjuiciamiento criminal, los cuales sancio- 
nan la separación de funciones del Juez instructor y las del Tribunal del 
juicio, y ordenan la formación del sumario á los Jueces de instrucción fuera 
de los casos exceptuados, entre los cuales no lo está el que ha servido de mo- 
tivo al recurso. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nieterio fiscal contra el auto dictado por la Sala de lo criminal de la An- 
diencia de Valencia, en causa procedente del Juzgado de instrucción de 
Enguera, seguida al Ayuntamiento de Jarafuel por desobediencia: 

Resultando que el referido auto, dictado en 7 de Marzo último, con- 
tiene los siguientes: 
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Resultando que el Juez instructor del partido de Enguera, practicadas 
diligencias á consecuencia de un oficio del Gobernador civil de esta pra- 
vincia acompañando antecedentes para que procediese á lo que hubiera 
lugar contra el Ayuntamiento de Jarafuel por su marcada desobediencia 
á las órdenes en que le reclamaba cumpliera varios servicios administra 
tivos, las remitió 4 este Tribunal como competente para conocer del he- 
cho, á tenor de lo dispuesto en el art. 276 y el 4.9 adicional de la ley orgá- 
nica del Poder judicial: 

Resultando que el Ministerio fiscal, después de manifestar que no exis- 
tía el menor indicio que pudiera inducir á creer que se trataba de desobe- 
decer órdenes superiores, y que el Juez de Enguera es competente para 
instruir en su caso el correspondiente sumario, conforme con lo diepuesto 
en el núm. 2.* del art. 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal y 4.0 de la - 
adicional á la orgánica del Poder judicial, propuso se le devolvieran las 
diligencias para que dictase en las mismas la resolución que estimase 
procedente: 

Resultando que la Sala, por auto de 24 de Febrero próximo pasado, no 
dió lugar á lo que se interesaba por el Ministerio fiscal, declaró terminado 
el sumario y mandó se citase á dicho Ministerio para la vista, señalando 
el día 4 de los corrientes para que tenga lugar: 

Resultando que el Ministerio fisca), en su anterior escrito, teniendo en 
cuenta lo dispuesto en los artículos 19, 26, 45, 236, 237, 666 y 676 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, y por considerar que el auto de la Sala 
infringe los preceptos del art. 14 de dicha ley, el 276 de la orgánica y 
el 4.0 de la adicional á éstos, pide que Ja Sala decline el conocimiento de 
esta denuncia en favor del Juez de Enguera para que resuelva conforme 
á derecho, ó en otro caso, suatancie en forma este incidente y resuelva 
como crea procedente, dando por entablada la declinatoria de jurisdicción, 
teniendo en cuenta que no solicita señale día para la vista, ni propane 
pruebá alguns, por no estimar necesarias una ni otra diligencia: 

Resultando que la Sala, con suspensión de todo procedimiento, señaló 
día para la vista, en euyo acto el Ministerio fiscal ha insistido en la deoli- 
natoria en favor del Juez instructor del partido de Enguera: 

Resultando que la Sala sentenciadora se declaró competente para cono- 
cer de la causa, y acordó que luego que el auto sea firme se dé cuenta para 
proveer lo que corresponda: 

Resultando que el Ministerio fiscal ha interpuesto recurso de casación 

or infracción de ley, autorizado por los artículos 848, núm. 2.”, y 850 de 
a ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 Los artículos 14, núm. 2.9, y 303 de la misma ley, y el 4.0 de la 
adicional á la orgánica del Poder judicial, porque, según estas disposicio- 
nes, el Juez de instrucción de Enguera es el competente para la instruc- 
ción y terminación del sumario: . : 

2.0 Porla misma razón, el art. 276 de la ley orgánica, que está dero- 
gado por una posterior, y es, por lo tanto, inaplicable: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que el establecimiento de las Audiencias de lo criminal 
hizo necesaria la publicación de la ley adicional á la orgánica del Poder 
judicial de 14 de Octubre de 1882 para facilitar las funciones propias de 
aquellos nuevos organismos, determinando al efecto en su art. 4.0 los limi- 
tes de la competencia de éstos, y las excepciones que ha tenido por conve- 
niente establecer el legislador, por lo cual á los preceptos terminantes que 
dicho artículo contiene hay que atenerse para resolver los conflictos que 
acerca de la competencia de dichas Andiencias y de las Salas de lo crimi.- 
nal de las territoriales se susciten, y no al art, 276 de la ley provisional 
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sobre organización del Poder judicial de 1870, que respondía á otros prin- 
cipios y distintos Tribunales, y que debe considerarse derogado por el 
precitado art. 4.0 de la adicional, según ha declarado esta Sala repetidas 
voces: 

Considerando que si bien la presente contienda de jurisdicción no 
puede decirse, en rigor técnico, que reviste los caracteres esenciales de un 
verdadero conflicto de competencia, puesto que al Juzgado de instrucción, 
á quien según el Ministerio fiscal corresponde la del sumario y el auto de- 
clarándole terminado, está bajo la dependencia jerárquica de la Sala de lo 
criminal que dictó el auto reclamado, y ante la que entabló la declinato- 
ria de jurisdicción, no puede desconocerse que hay materia para el pre- 
sente recurso que debe decidir esta Sala, porque se trata de resolver si la 
formación del expresado sumario corresponde por derecho propio al Juez 
de instrucción del lugar en que se realizaron, siguiendo la regla primor- 
dial de toda competencia, ó si por su caso exceptuado en la ley, por ra- 
xzón á los fancionarios públicos contra quienes se dirige, corresponde for- 
marla, por medio de un Juez especial ó Delegado, á la referida Sala: 

Considerando que el art. 4.0 de la ley adicional, invocado antes, sienta 
como regla general que las Salas y Audiencias de lo criminal conocerán 
2e todas las causas por delitos cometidos dentro de su respectiva provin- 
cis ó circunscripción que competan á la jurisdicción ordinaria, sin excep- 
tuar más que aquellas causas de que actualmente conoce el Tribunal Sa- 
premo, y salvo lo dispuesto en la misma ley, ó en otras especiales, entre 
cúyas excepciones no están los delitos cometidos en el ejercicio de sus 
cargos por los Concejales de Ayuntamiento en general, sino tan sólo los 
que pudieran rométer los de los Municipios de capitales de provincia ó de 
poblaciones donde haya Audiencia de lo criminal, cuyo conocimiento atri- 
buye á las Salas de lo criminal, circunstancias que no concurren en el 
partido de Enguera Á que corresponde el de Jarafuel y los Concejales 
acusados: 

Considerando que, no exceptuados éstos, debe determinarse la compe- 
tencia para la instrucción del sumario, atendiendo á lo preceptuado en el 
núm. 2.? del art. 14 y en el 803 de la ley vigente de Enjuiciamiento crimi.- 
nal, los cuales, sancionando el principio del sistema acusatorio de la sepa- 
ración entre las funciones del Juez instructor del sumario y las del Tribu- 
nal del juicio, ordenan que Ja formación de aquél corresponde á los Jue- 
ces de instrucción del partido en que el delito se hubiese cometido, á 
menos que el hecho ó la causa estuviese encomendada especialmente por 
la ley á determinados Tribunales, caso de excepción que, según queda di. 
cho, no es aplicable al de autos, y por lo tanto resulta justificada la com. 
potencia del Juzgado de instrucción para conocer de las diligencias su- 
mariales que motivaron el presente recurso: 

Considerando, por último, que los razonamientos expresados demues- 
tran las infracciones de ley que se alegan como fundamento del recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al inter- 
puesto por el Ministerio fiscal contra el auto dictado por la Sala de lo cri- 
minal de la Audiencia de Valencia, el que casamos y anulamos, declarando 
de oficio las costas; comuníquese la presente, con el auto que á continua- 
ción se dicte, á dicho Tribunal para su cumplimiento y efectos consiguien- 
tes. —(Sentencia publicada en 6 de Mayo de 1893, 6 inserta en la CFaceta 
de 11 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1893).—Bala segunda. — Usurpa- 
ción de funciones, — Ha lugar al interpuesto por Andrés García Zamorá 
(Audiencia de Tarragona), y Se resuelve: 

Que el hecho de cobrar dinero en concepto de derechos devengados en los 
expedientes de defraudación á la Hacienda por atrasos ó débitos en la contri- 
bución industrial, no constituye el delito de ejercer sin titulo, Ú cawsa legúts- 
ma, actos propias de una autoridad d funcionario público, atribuyéndose para 
ello carácter oficial, sancionado en el art. 342 del Código penal; porque la 
exacción de esos derechos no es acto propio de tales funcionarios, y porque el 
haberse atribuido el culpable indebidamente cargo público es uno de los medios 
de realizar el delito de estafa, previato en el núm. 1.0 del art. 548 del referido 
Código, y que fué consumado sirviéndose para ello del engaño de fingíree, sim 
serlo, comisionado oficial para investigar el pago de los impuestos. 


En la villa y corte de Madrid, 4 9 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por An- 
drés García Zamora contra la sentencia pronunciada por la Audiencia pro- 
vincial de Tarragona, en causa por usurpación de funciones: 

Resultando que en dicha sentencia se consignan los hechos en la for- 
ma siguiente: - 

Resultando que noticioso el Sr. Delegado de Hacienda de esta provin. 
cia de que los procesados -Andrés García Zamora, Felipe Benicio de Arizón 

Ráfecas y Antonio Noria y Anguers, recorrieron los pueblos de Alfara, 
la Galera y Aldover, pertenecientes al partido de Tortosa, titalándose el 
primero y tercero Inspectores ó Comisionados de la Administración subal- 
terna de Hacienda de dicho partido, y el segundo Secretario de dicha Ad- 
ministración, puso el hecho en conocimiento del Juzgado de Instrucción, 
á los efectos que en Justicia procediesen: 

Resultando que dicho Andrés García y Zamora en Diciembre del año 
1888 se presentó en la taberna que los consortes Manuel Ouartí y Josefa 
Oarbó tienen en la ciudad de Tortosa, y fingiéndose Comisionado de dicha 
subalterna, preguntó sí pagaban por dicho establecimiento la correspon- 
diente contribución, y como obtuviera contestación negativa, para noser 
sun alta en la matrícula del subsidio cobró 10 pesetas en concepto dede- 
rechos que dijo devengados en el expediente al efecto instruido, sinha- 
de librado recibo alguno de dicha suma; cuyos hechos se declaran pro- 

OS: 

Resultando probado que Felipe Benicio de Arizón y Ráfecas, á últimos 
del año 1888 y.principios de 1889, se tituló en alguno de los pueblos del 
partido de Tortosa Secretario de la Administración subalterna del propio 
partido, cuyo cargo no existía en la plantilla de empleados de dicha de- 
pendencia, sin constar que hubiese ejercitado acto alguno propio de una 
Autoridad ó funcionario público: 

Resultando que en cuanto 4 Antonio Noria y Anguera no consta tam- 
poco probado que al recorrer algunos pueblos del indicado partido se ha- 
biere atribuído el cargo de Inspector, ni otro alguno de dicha dependen- 
cia del Estado y hubiere practicado acto alguno de los antes expresados: 

Resultando probado que el propio Andrés García y Zamora fuó penado 
anteriormente por el delito de lesiones, siéndole impuesta la pena de un 
mes y un día de arresto mayor: 
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Resultando que la Audiencia provincial de Tarragona declaró que los 
hechos probados constituyen un delito de usurpación de funciones, pre- 
visto y penado en el art, 342 del Código penal, del que es responsable en 
concepto de autor Andrés García Zamora, sin circuntancias modificativas, 
y vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó 
4 dicho autor á la pena de un año, ocho meses y veintiún días de prisión 
correccional, con sus accesorias, indemnización á Manuel Curtí de 10 pe- 
setas, con el apremio personal en su caso, y al pago de una tercera parte 


-de costas, declarando de oficio las restantes, con la absolución de los otros 


dos encausados: ] 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, autorizado por el núme- 
ro 3.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como intrin- 


086: 

1,0 El art. 342, por aplicación indebida, pues los hechos ejecutivos no 
fueron actos propios de un funcionario público, sino verdaderos fraudea 
constitutivos de estafas: 

2.0 El art. 648, núm. 1.0 de dicho Código, por inaplicación, siendo el 
-ánico atinente, porque el procesado, suponiéndose lo que no era, aparentó 
auna comisión que no tenía, por medio de la cual defraudó á Mannel 


-Curtl: 


Resultando que admitido el recurso, fué apoyado oralmente por la de- 
fensa del recurrente y por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Lnis Lamas: 

Considerando que el art, 342 del Código penal, aplicado en la senten- 
cia reclamada, castiga al que sin título ó causa legítima ejerciera actos 
propios de una Autoridad ó funcionario público, atribuyéndose carácter 
oficial, cuyo hecho no ejecutó el recurrente, porque si bien se atribuyó ra- 
rácter oficial al suponerse Comisionado de la Administración subalterna 
de Tortosa, el cobrar dinero en conceptos de derechos devengados en los 
expedientes que se instruyen por defraudación á la Hacienda en la con- 
tribución industrial, no es acto propio de tales funcionarios, aun cuando 
fuera cierto que su exacción estuviera autorizada por la ley: 

Considerando que el referido hecho tiene su sanción en el núm. 1.0 del 
art. 548 del referido Código, que pena al que defraudara á otro de varios 
modos, y entre ellos el de atribuirse poder, ó aparentar comisión que no 
tenía, ó valiéndose de cualquier engaño semejante, todo lo cual efectuó 
Andrés García Zamora al fingirse Comisionado oficial con comisión y 
atribuciones por tal concepto para investigar el pago de los impuestos pú- 
blicos, y cobrar esos fingidos derechos de expedientes, con cuyo engaño 
consumó la defraudación denunciada: 

Considerando que, por consiguiente, el Tribunal sentenciador ha incu- 
srido en el error de calificación y cometido las infracciones de ley que se 


.Atribuyen por el recurrente al aplicar el primero y no el segundo de los 
-expresados artículos; 


Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto ¿nombre de Andrés García Zamora contra la referida senten- 
cia dictada en 13 de Febrero último por la Audiencia provincial de Tarra- 
gona, la cual casamos y anulamos, declarando las costas de oficio; comu- 


. níquese la presente con la que á continuación se dicte á dicho Tribunal 


para su complimiento y efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 
9 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta de 24 de Octubre del mismo 


. AÑO.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1893).—Sala segunda. — Disparo 
y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Manuel Ramos Péres (Audien- 
cia de Logrofio), y se resuelve: 

Que es de apreciarse la agravante 9.2 del art. 10 del Código penal, cuando» 
relacionando el momento en que el agente verificó la agresión con la fuerra - 
moral que le daba el formar parte de un grupo armado, se demuestra que el 
culpable se utilizó de medios de notoria desigualdad de defensa, que es lo que 
conslituye y determina dicha circunstancia agravante: 

Que cuando de los hechos probados no se revela, directa ni indirectamente, . 
cual fuera el estado de ánimo del culpable, mi constan otros motivos de obce- 


cación que la rivalidad existente entre dos pueblos, no cabe apreciar la cir- . 


cunstancia 7.2 del art. 9.9 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Mayo de 1898, en el recurso de - 


casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ma- 
nuel Ramos Pérez Escudero contra la sentencia pronunciada por la Au- 
diencia provincial de Logroño, en causa por disparo y lesiones: 
Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia. 
en 25 de Enero último, consignando los hechos en el siguiente: 
Resultando que con motivo de las fiestas que en los días 8 y 9 de Bep- 
tiembre de 1891 se celebraban en Grávalos, acudieron á ellas varios veci- 
nos de Igea de Cornago, y como se suscitaran alganas cuestiones en la an- 
tedicha localidad, la Autoridad municipal acordó varias detenciones, or- 


denando á la vez que por aquéllos se abaudonase la población, y cuando . 


se disponía Claudio Hu tado y Saturnino Arnedo á cumplir con el expre- 
sado mandato, á las primeras horas de la noche se vieron detenidos por 
un grupo de personas armadas en una calleja á la salida del citado Grá- 
válos, entre los que se encontraban Santos Jiménez y Manuel Ramos, y 
dando éstg la voz de «¡Altol», le contestó el Arnedo: «Ramos, ¿no me co- 
noces?» y entonces el referido Manuel disparó un arma de fuego contra 
el citado Arnedo, infiriéndole heridas que hicieron precisa la asistencia 
facultativa y le impidieron dedicarse á su trabajo durante ocho meses, ha- 
biendo quedado á consecuencia de ellas inutilizado del brazo derecho 6é- 
izquierdo para dedicarse en lo sucesivo á su habitual ocupación, y el San- 
tos hizo también un disparo contra el mencionado Claudio Hurtado, cau- 
sándola lesiones de las que, y sin deformidad ni impedimento para el tra- 
bajo, quedó curado á los cuarenta y un días de la referida asistencia mé- 
dica y de dicho impedimento, habiendo el Juzgado instructor acordado la 
. detención de Manuel Ramos, Calixto Martínez y Marcelino Cordan; y ha- 
llándose éstos como tales detenidos en el local destinado á cárcel en Gré- 
valos, se presentó en la mañana del 10 del mencionado Septiembre un 


grupo numeroso, que en actitud tumultuaria reclamaba la libertad de - 
aquéllos, proyecto que realizó Manuel Ruiz y Galán, apoderándose de las-. 


llaves con el falso pretexto de que el Juzgado había acordado dicha liber- 
tad; hechos que se declaran probados: 


Resultando que la Audiencia provincial de Logroño declaró que los: 


hechos probados, en relación al hoy recurrente Manuel Ramos Pérez Es- 
cudero, constituyen un delito de lesiones graves, previsto y castigado en 
el núm, 2.0 del art. 431 del Código penal; en relación á las inferidas á Sa- 
turnino Arnedo, del que dicho recurrente es responsable, en concepto de: 
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autor, con la circunstancia sgravante de abuso de superioridad 9. del 
art. 10; y vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación» 
condenó á dicho autor á la pena de cuatro afios, once meses y once días 
de prisión correccional, con sus accesorias, indemnisación de 1.000 pese- 
tas y al pago de una quinta parte de costas, con otras declaraciones que- 
estimó procedentes respecto de los demás encartados y restantes costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, que se ha interpuesto- 
autorizado por el núm. 5.0 del art, 549 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
na), citando como infringidos el art. 10, circunstancia 9.2, por aplicación. 
indebida, y el 9.9, circunstancia 7.2, por inaplicación: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el. 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Solía: 

Considerando que, según los hechos probados, la Audiencia provincial 
de Logrofío apreció con acierto la circanstaucia agravante de abuso de su- 
perioridad con que procedió Manuel Pérez al disparar el arma y lesionar 
á Arnedo, porque el momento en que realizó Ja agresión, apoyado además 
en la fuerza moral que le daba el formar parte de nn grupo armado, cons- 
tituyen medios de notoria desigualdad de defensa, que es lo que deter- 
mina esta circunstancia agravante: 

Considerando que no es de estimar la circunstancia atenuante 7.2 
del 9.9, porque debiendo surgir ésta de los hechos probados en la senten- 
cia recurrida, de ninguno de ellos, directa ni indirectamente, se revela cuál 
fuera el estado de ánimo del recurrente al cometer el delito, ni constan 
otros móviles productores de la obcecación y arrebato que la rivalidad 
que existía entre los dos pueblos, y no es posible aprecia: ésta como mo- 
tivo de atenuación, favoreciendo el móvil ilegítimo del rencor ó de la 
VODERDES; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lagar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto contra la sentencia pronun- 
ciada por la Audiencia provincial de Logrofio, 4 nombre de Mannel Ra- 
mos Péres Escudero, al que condenamos en las costas, y al pago, si mejo- 
rase de fortana, de 125 pesetas, por razón de.depósito, que no ha consti- 
tuído como insolvente; comuníquese esta resolución al Tribunal senten- 
ciador á los efectos oportunos. — (Sentencia publicada en 9 de Mayo- 
de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 24 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1898).—Sala segunda.—.Homáici- 
dío.—No ha lugar al interpuesto por Miguel Báez Pino (Audiencia de Mé- 
laga), y se resuelve: 

Que el precepto del art. 87 del Código penal es aplicable 4 las cireunstan- 
cias eximentes que sean susceptibles de grados 6 requisitos para formar su 
conjunto, pues sólo en ese caso pueden apreciarse los que faltan y los que con- 
curren en el hecho justiciable: 

Que las prevenciones de dicho artículo 87 mo pueden aloanzar á aquellas: 
circunstancias de exención tan concretas y absolutas que no divi- 
sión por no de diversos requisitos, como acontece, entre otras, con 
la imbectlidad y la locura, en cuyo estado no cabe término medio; y, en su. 
consecuencia, aun cuando el Jurado afirme la locura incompleta, tal afirma- * 
ción de hecho exclseye en adeóluto el concepto jurídico al efecto de no ser aqué- * 
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lla apreciable como circunstancia atenuente; pues la imbecilidad y la locura 
han de ser siempre completas, y en tal sentido aparesen ya negadas en otras 
preguntas del veredicto: ¿ 

Que apreciadas en el veredicto las circunstancias de embriaguez y la de 
obcecación y arrebato (6.2? y 7.2 del art. 9.2 del Código) no pueden ser las des 
estimadas como muy cualificadas; porque, aun suponiendo que la perturba - 
ción se produjo en el ánimo del culpable por efecto del alcoholismo, y el arre- 
bato mediante el estado pasional del agente, si bien por distintas causas, es 
innegable que ambas circunstancias producen el mismo resultado y obedecen 
á la misma razón de la ley al establecerlas, á saber: la ofuscación en la inte 
ligencia del sujeto responsable. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción*de ley que ante Nos pende, interpuesto por Miguel 
Báez Pino contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provincia! de 
Málaga, en causa por homicidio: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 18 de Diciembre último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando probado que las preguntas y respuestas contenidas en el 
veredicto del Jurado, son las siguientes: «Primera. Miguel Báez Pino, ¿es 
culpable de haber disparado dos tiros de pistola como á las siete y media 
«dle la noche del día 24 de Noviembre de 1890, á Rosalía Mata Layas, sir- 
. vienta del Presbítero D, Antonio Paris, en su casa calle de las Beatas, 
número 14 de esta población, uno de cuyos disparos le ocasionó una herí- 
da en el lado izquierdo del pecho que, interesando la pleura, el pulmón, 
el pericardio y el ventrículo del mismo lado, le produjo la muerte instan- 
táneamente?—+8(1, — Segunda. En la ejecución del hecho, ¿ocarrió que es- 
tando hablando Miguel Báez Pino con Rosalía Mata, á quien requería de 
amores, como ésta le dijera que todo había concluído y que se marchase 
á la calle, el referido Báez Pino, repentinamente y de una manera inespe- 
rada para aquélla, hizo los disparos de pistola sin darla tiempo para evi- 
tar tan súbita agresión, ni tener tampoco tiempo y medios para defender- 
se? —No.—Tercera. ¿Ocurrió también que Miguel Báez Pino, hizo los dis- 
paros irritado porque la Rosalía Mata, á quien quería con pasión, se ne- 
gaba á casarse con él, y por haberle dicho que se marchase á la calle 
porque todo había concluído?—Sí.—Cuarta. Si se contestara afirmativa: 
mente la primera pregunta, ¿Miguel Báez Pino estaba loco al realizar los 
los hechos consignados en dicha pregunta?—No.—Quinta. Si se contes 
tara negativamente la anterior pregunta, ¿Miguel Báez Pino, estaba imbé- 
cil al realizar los hechos consignados en la primera pregunta?—No.— 
Sexta. Al ejecutar el hecho Miguel Báez Pino, ¿estaba embriagado?—8L. 
—Séptima. ¿Acostumbraba á embriarse Miguel Báez Pino?—No.—Octavs. 
Si se contestara negativamente la cuarta y quinta pregunta, Miguel Báez 
ele ¿se encontraba al realizar los hechos con la razón algo incompleta? 
Resultando que la Audiencia de Málaga declaró que los hechos pro- 
bados, según el veredicto del Jurado, constituyen un delito de homicidio, 
previsto y penado en el art, 419 del Código, del que es responsable en 
concepto.-de autor Manuel Báez Pino, con las circunstancias atenuantes 6.2 
y 7.2 del art, 9.0 del mismo, sin que puedan estimarse eomo muy calífica- 
das, y vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación del 
referido Código, condenó á dicho autor á la pena de doce añios y un día 
-«de reclusión temporal, con sas accesorias, indemnización de 1.500 pesotas 
y al pago de las costas: ; 

Resultando que contra esta sentencia ge interpuso recurso de sagación. 


RECURSOS Y COMPETENCIAS 437 


po quebrantamiento de forma por parte del procesado, anunciando el de 
fracción de ley; y habiéndose declarado por la Sala tercera de este Sy: 
premo Tribunal no haber lugar al primero en sentencia de 27 de Febrero 
último, se ha interpuesto el segundo autorizado por los casos 5: y 6.0 del 
Pira 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infrin- 
gidos: 

1.0 La circunstancia primera del art. 9. del Código, en relación con la 
primera del art. 8.0, y, como consecuencia, el 87,en cuanto no se ba te- 
nido presente por la Sala la imbecilidad incompleta del procesado: 

2.0 El art. 82 del referido Código, en su regla 5.*, en cuanto no se han 
pe como muy calificadas las atenuantes 6.* y 7.* que aprecia la sen- 
tencia: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que en orden al primer motivo de casación alegado, que 
el precepto del art. 87 del Código pena] es aplicable, según con repetición 
tiene declarado este Supremo Tribunal, á las circunstancias eximentes 
que sean susceptibles de grados ó requisitos para formar su conjunto, 
pues sólo en este caso puede apreciarse los que faltan y los que concurren 
en el hecho justiciable, pero no puede alcanzar la disposición legal á aqué- 
llas tan concretas y absolutas que no permiten división por no formarse 
de diyersos requisitos, como acontece, entre otras, la que se refiere al loco 
ó imbécil, pues no caba legalmente término medio entre imbecilidad ó lo- 
cura y el estado normal de la inteligencia y de la razón, sin que importe 
que el Jurado en la pregunta 8.2 del veredicto afirme que Báez Pino, al 
cometer el delito, tuviera algo incompleta su razón, porque la limitación 
de la voluntad que tal afirmación supone se refiere á otro género de cir- 
cunatancias modificativas de la responsabilidad que ya ha estimado la 
Sala sentenciadora, M aun en el caso de que el Jurado se refiera en ella á 
la locura ó imbecilidad incompleta del recurrente, como quiera que tiene 
declarado en las preguntas cuarta y quinta que ni estaba loco, ni era im- 
bécil, esta afirmación, por las razones antes dichas, excluye en absoluto 
el concepto jurídico de esta circunstancia para atenuar, como se pretende, 
la responsabilidad criminal: 

Considerando, en cuanto al segundo motivo del recurso, que tanto la - 
eircunstancia 6.2 como la 7.* del art. 9.0 del Código penal obedecen Á la 
misma razón de la ley. al establecerlas, cual es la ofuscación que una y 
otra suponen en la inteligencia del agente del delito, y por lo tanto el que 
una se. produzca por los efectos del alcohol y la otra se deba al estado 
pasional en que se halla el que se arrebata ú obceca, no varía su naturale- 
za propia; y como las dos, aunque por distintas causas, producen el mismo 
efecto en el ánimo, no pueden reputarse muy calificadas, y por lo tanto ine- 
ficaces para rebajar en un grado la pena señalada por la ley al delito: 

Considerando, por lo expuesto, que la Audiencia sentenciadora no ha 
incurrido en error de derecho, niinfringido disposición legal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recarso 
que contra la sentencia dictada por la Audiencia provincial de Málaga ha 
interpuesto Miguel Báez Pino, á quien condenamos en las costas y al pa 
go, si mejorara de fortuna, de 125 pesetas por razón de depósito; comunf- 
quese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. — 
(Sentencia publicada en 9 de Mayo de 1893, ó inserta en la Gaceta de 2% 
de Octubre del mismo año). ; : 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1893).—Bala segunda. — Falsedad. 
-—Ha lugar al interpuesto por Vicente Cnbero Jiménez (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: ; 

we contestada negativamente por el Jurado la pregunta relativa á si uno 
de los procesados se presentó con otros sujetos en una Notaría, yd acuerdo 
con ellos y con intención de lucro, manifestando ser hijo de uno de los compa- 
recientes para dervir de voluntario en el Ejército de Ultramar, sin designarse 
el nombre del supuesto padre del sustituto y demás sujetos que con él contri- 
duyeron á la redacción del acta notarial, y aun suponiendo por meras deduc- 
ciones que el recurrente figurara en aquélla como testigo de conocimiento, no 
es lícito en materia criminal basar una condena en meras conjeturas, mucho 
más cuando se trata de la sustitución de una persona por otra, suposición que 
so es posible acreditar si no se averigua antes la identidad ó xo identidad de 
la persona que se supone sustituida con la del que la sustituyó; desapareciendo, 
cuando esto ocurre, el delito de falsedad previsto en el núm. 2.* del art. 314 
del Código penal. 


Ea la villa y corte de Madrid, á 9 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Vicente 
Cabero Jiménez contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo crimina! 
de la Audiencia de Madrid, en causa por falsedad: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 21 de Febrero último, consignando los hechos en el siguiente: di 

Resultando que el veredicto del Jurado contiene las preguntas y con-- 
testaciones siguientes: «Primera. Ricardo Manuel Alonso Bermúdez, ¿es 
culpable de haber el 21 de Diciembre de 1891, presentándose en la Notaría 
de D. Mariano Demetrio de Ortis en unión de otros sujetos, con quienes 
estaba de acuerdo, y de haber, con intención de lucro, manifestado que era 
hijo de uno de los comparecientes, quien con la códula que aquél le entregó 
de su padre, y manifestando tener tal parentesco, dió al citado Bermúdez. 
licencia necesaria para poder ingresar en el Ejército de la Península ó de Ul- 
tramar como voluntario ó sustituto, todo lo cual se extendió en un acta no- 
tarial?—No. —Segunda. Vicente Cubero Jiménez, ¿es culpable de haber en 
dicha acta sido, con intención de lucro, testigo de conocimiento del supuesto 
padre de Alonso Bermúdez, con conciencia de que no lo era, para que se ex: 
tendiese el documento en que se concedía licencia á dicho Alonso para el 
objeto antes expresado? —8fí.-—Tercera. Mínguez García Nayasquilto, ¿es 
culpable de haber, con iguales circunstancias á las expresadas en la pregunta 
segunda, sido testigo de conocimiento en el acta repetida?—No.—Cuarts. 
Cano de contestarse negativamente á la primera pregunta, Ricardo Manuel 
Alonso Bermúdez, ¿es culpable de haber ejecutado los hechos que en aqué- 
Jla se expresan con imprudencia grave y temeraria?—No.—Quinta. Caso de 
contestarse negativamente á la segunda pregunta, Vicente Cubero Jiménez, 
¿es culpable de haber ejecutado Jos hechos que en aquélla se expresan con 
impradencia grave y temeraria? —No.—Sexta.—Caso de contestarse nega: 
tivamente á la tercera pregunta, Miguel García Navasquillo, ¿es culpable 
de haber ejecutado los hechos que en aguélla se expresan con imprudencia 
grave y temeraria? —No.—Séptima. Caso de contestarse negativamente á 
la segunda y quínta preguntas, Vicente Oubero Jiménez, ¿es culpable de 
haber ejecutado con simple negligencia ó descuido los hechos relacionados 
en la referida pregunta segunda?—No»; 
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Resultando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au. 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados, según el veredicto del 
Jurado, constituyen el delito de falsedad cometido por un particular en 
«locumento público, previsto en el núm. 2. del art. 814 del Código penal, 
y penado en el $15, del que es responsable, en concepto de autor, Vicente 
Cubero Jiménez, sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos 
citados y demás concordantes de aplicación, condenó á dicho autor á la 
pena de ocho afios y un día de presidio mayor, con sus accesorias, multa 
de 500 pesetas, indemnización de 94,60 á D, Diovisio Ocafía y en una ter- 
cera parte de costas, declarando de oficio las restantes con la absolución 
de los demás encartados: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
autorizado por el núm. 1.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, 
citando como infringidos el art 315 del Código penal, en relación con el 
núm. 2.” del 314, por aplicación indebida, pues no habiendo habido perjui- 
cio, no reune el hecho los caracteres del delito que se califica y pena: 

Resultando que en el acto de la vista faé impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafáel Alvarez: , 

Considerando que siendo el hecho procesal á que se refiere la prinera 
pregunta del veredicto, la extensión de un acta otorgada por el Notario 
D. Mariano Demetrio Ortís en 31 de Diciembre de 1891, mediante la pre 
sentación de Ricardo María Alonso Bermúdez, en unión de otros sujetos 
que no se designan, con quienes estaba de acuerdo, expresando que era 
hijo de uno de los comparecientes, quien, con la cédula que aquél le en- 
tregó de su padre, le otorgó la licencia necesaria para poder ingresar en 
el Ejército de la Península ó de Ultramar como voluntario ó sustituto, y 
que contestada negativamente por el Jurado la inculpabilidad de Ricardo 
Manuel Alonso Bermúdez, á quien se atribuía una participación tan directa 
6 importante, sin designarse el nombre del supuesto padre y demás sujetos 
que con él contribuyeron á la confección del expresado documento, es des- 
conocido su verdadero contenido para poder deducir lógicamente la false- 
dad que se persigue: 

Considerando que aun suponiendo por medio de deducciones más ó me- 
nos probables que intervinieron en el otorgamiento del acta otras personas 
distintas contra quienes no se ha dirigido el procedimiento, y que Vicente 
Cubero Jiménez figuraba en ella como testigo de conocimiento del supuesto 
padre, cuyo hecho es preciso aceptar por afirmarle el Jurado en la segunda 
pregunta del veredicto, no determinándose la forma á que se refería, no 
hay términos hábiles para deducir la falsedad cometida por él como tes- 
tigo de conocimiento, ni es lícito en materia criminal basar una condena 
en meras presunciones y conjetaras, mucho más cuando se trata de la sus- 
titución de una persona por otra, para suponer en un acto la intervención 
que no ha tenido, suposición que no es posible acreditar si no se averigzna 
antes la identidad ó no identidad de la persona que se supone sustitoída, 
con Ja del que la sustituyó: 


Considerando que al no estimarlo así la Sala sentenciadora, ha incn- 
rrído en el error de derecho que se le atribaye, 6 infringido los artículos 
del Código penal á que el recurso se refiere; 


Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por Vicente Cnbero-Jiménez 
contra la expresada sentencia, que casamos y anulamos, declarando Jas 
costas de oficio; la que, con la que á continuación se dicte, se comunique 
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al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes, y lo acordado. — 
tencia publicada en 9 de Mayo de 1893, ó inserta en la Gaceta de 24 de Oc- 
tubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Mayo de 1893).—Sala segunda. —Malver- 
sación.—No ha lugar al interpuesto por el Alcalde de Sayalonga en repre- 
sentación del Ayuntamiento (Audiencia de Málaga), y se resuelve: 

Que los autos de sobreseimiento provisional no son definitivos, por lo cual 
debió el Tribunal a quo negar la certificación para preparar é interponer el 
recurso de casación, como prescribe el núm. 3.9 del art. 862 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, siendo por modo evidente inadmisible el recurso, á te- 
nor de lo que ordena el núm. 2.* del art. 849 de la citada ley. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Al. 
“calde de Sayalonza, en representación del Ayuntamiento de dicho pueblo, 
parte querellante, contra auto de la Audiencia provincial de Málaga, en 
enusa instruída en el Juzgado de Torrox contra D. Rafael Gordilio y otros, 
por malversación de fondos públicos y otros delitos: 

Resultando que el expresado auto, dictado el 25 de Febrero último, 
consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que por el Fiscal de la Audiencia de lo criminal de Véles 
Málaga fueron remitidas al Juez de instrucción del distrito de Torrox las 
diligencias ó expediente administrativo que lo remitiera y formara por sí 
mismo el actual Ayuntamiento de Sayalonga, sobre descubiertos del mis- 
mo con la Hacienda pública por el concepto de cédulas personales corres- 
pondientes á los diversos ejercicios económicos de 1881 á 82, y de 1883 4 
89, ambos inclusive, y recibidas por el Juzgado, se procedió á incoar, com 
fecha 21 de Abril de 1891, el presente sumario, en el que se presentó como 
parte querellante el Alcalde de Sayalonga, D. Josó Díaz Martín, y con pos- 
terioridad, y en su nombre y representación, el Procurador judicial Don 
Ramón A. Urbano, apareciendo procesados en dicho sumario por el ius- 
tructor, el Alcalde de varios y pasados ejercicips D. Rafael Gordillo y Gor- 
dillo, y los Concejales correspondientes á varios Ayuntamientos, D. José 
Gordillo y Gordillo, D. Antonio Gordillo y Gordillo, D. Rafael Guerra 
Sánchez, D. Rafael Parra Santaolalla, D. Antonio Fernández Ariza, Don 
José Parra Santaolalla, D. Francisco Sánchez Martín, D. Rafael García 
Lara, D. Gonsalo Martín Sánchez, D. José González Parra, D. Francisco 
Gordillo Baeza, D. José Martín Alolapio, D. José Fernández Fernández, 
D. Rafael Gordillo Baeza, D. Rafael Alcoba Gordillo, D. Antonio Camacho 
Navas, D. José Sánchez Fernández, D. Francisco Ariza García, D. Fran- 
cisco Ariza Martín, D. Manuel Ariza Moreno, D., Rafael Sánchez Sánchez, 
alias Requisa, y D. Josó Fernández Zorrilla, los que quedaron en libertad 
bajo fianza ó6 con simple obligación apud acta: 

Segundo. Que de las diligencias sumariales practicadas, y de las comu- 
nicaciones y relaciones suministradas por la Administración de Contribu- 
ciones de esta capita), con referencia á los datos existentes en la misma 
sobre el cargo y data particular formados por el concepto de cédulas per- 
sonales al Ayuntamiento de Sayalonga, aparecieron, durante los ejercicios 
económicos de 1881 á 82 hasta 1888 á 89, ambos inclusive, distintos sal- 
dos ó descubiertos por total concepto á favor de la Hacienda publica, que 
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forman un descubierto ó deuda total contra dicho Ayuntamiento de Saya- 


longa por todos los expresados ejercicios, de 5.169 pesetas, sin que apa- 


rezea por dato alguno que se haya formalizado por la Administración pú- 
blica la liquidación de la cuenta, ni promovido ni ultimado expediente 
alguno ejecutivo y de apremio para saldarla y hacerla efectiva: 

Tercero. Que de las diligencias sumariales incoadas, aparecía inciden- 
talmente y como contestación dada á uu servicio reclamado por el inetruc- 
tor, la comunicación del Alcalde del pueblo de Sayalonga, fecha 6 de No- 
viembre de 1591, que obra al folio 149 del sumario, en la que hace constar 
el Alcalde no poder facilitar los antecedentes reclamados por el Juez, por- 
que los libros de Depositaría y da Intervención no habían sido entregados 
por el Depositario ni Ayuntamiento que cesaron en 20 de Febrero ante- 
rior, cuyo extremo queda olvidado en la instrucción sumarial; sin que 
acerca del mismo se haya practicado diligencia alguna, por lo que es im- 


posible determinar si el carácter de estos hechos, completamente distintos: 


é independientes de la materia de este proceso, pueden ó no constituir 
delito, ni menos determinarse, caso afirmativo, la persona ó personas res- 
ponsables: 

Cuarto. Qne igualmente, como otra incidencia sumarial, aparece al fo- 
lio 183, y declaración de D. José Gordillo y Gordillo, empleado ó escri- 
biente que fué de la Secretaría del Ayuutamiento de Sayalonga, que éate 
afirma que durante el año 1887 en adelante, por encargo del Alcalde, ex- 
pendió algunas cédulas, cayo importe entregó á dicho Alcalde, quien lo 
dedicó á los gastos del material de la Secretaríe; lo que confirma cumpli-. 
_ damente el Alcalde D. Rafael Gordillo, quien asegura, al folio 191, que los 
ingresos por cédulas se los entregaban al mismo, los que ingresaban en 
Tesorería cuando había recaudación suficiente, y otras veces se veía en la 
necesidad de comprar material para Secretaría, por no desatender el ser- 
vicio, siempre apremiante, de las oficinas; y para el complemento de la 
apreciación jurídica, referente á este extremo, que también queda como 
incidental del sumario, al folio 150 del mismo, aparece una certificación 
suscrita por el Alcalde y Secretario del Ayuntamiento de Sayalonga, con 
fecha 5 de Noviembre de 1891, en la que se hace constar que en los presu- 
puestos de dicho Ayuntamiento, correspondientes á los ejercicios de 1881 
á 82 y 1882 á 83, no figuran ingresos por el concepto de recargo munici- 
pal por cédulas personales; pero que en todos sus presupuestos municipa- 
lea, desde 1883 á 84, hasta 1889 inclusive, se consigna el 50 por 100 de re- 
cargo municipal sobre dichas cédulas: 

Quinto. Que declarada, por auto de 28 de Diciembre último, la rebel. 
día de los procesados D, Francisco Ariza García, D. Francisco Ruiz Mar- 
tín, D. Manuel Ariza Moreno, D, Rafael Sánchez Sánchez, alias Requisa, 
y D. Francisco Fernández Zorrilla, y la conclusión del sumario, por auto 
de 2 de Julio del añio anterior, remitido y confirmado este último en el 
acto de Ja vista previa, por el Fiscal se solicitó el sobreseimiento provisio- 
nal, y por la acusación privada se interesó la apertura del juicio ora: 

Resaltando que la Audiencia provincial de Málaga, por no hallarse li- 


quidada la cuenta correspondiente al Ayuntamiento de Sayalonga, relativa : 


ai descubierto por cédulas personales, no haberse justificado debidamente 
la perpetración de otros delitos y proceder perseguirlos en procesos sepa- 
rados, por el referido auto sobreseyó provisionalmente en la causa, man- 
dandando deducir testimonio para el proceso separado que había de se- 
guirse, y aprobó la declaración de rebeldía hecha respecto de algunos de 
los procesados: 

Resultando qué contra el repetido auto ha interpuesto el Alcalde Pre- 
sidente del Ayuntamiento de Sayalonga, con poder de esta Corporación, 
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recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm, 4.2 del 
art. 848 y 852 de la ley de Enjuiciamiento crimina!, citando como intrin- 
£gidos los artículos 405 y 408 del Código penal, y 645 de la ley procesal, 
porque los hechos demostrados en el sumario constitayen los delitos que 
los artículos citados del Código penal castigan, y el art. 646 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal obliga en este caso á la apertura del juicio oral 
necesariamente, artículo que es de naturaleza sustantiva y no objetiva: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó por escrito y oralmente la 
admisión del recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que el auto de sobreseimiento provisional contra el que 
interpone recurso de cesación por infracción de ley el álcalde de Sayalonga, 
en representación del Ayuntamiento de dicho pueblo, como que puede de- 
jarse sin efecto en cualquier tiempo y siempre que se ofrezcan nuevos da- 
tos que esclarezcan la verdad del hecho perseguido en el sumario á que 
se refiere, no es resolución definitiva y contra la que se dé dicho recurso, 
debiéndose haber negado por el Tribunal a guo la expedición de la certi- 
ficación, en conformidad á lo dispuesto en el núm. 3.0 del art. 862 de la 
loy de Enjuiciamiento criminal, y correspondiendo hoy á esta Sala, ya que 
no se denegó la certificación, declarar dicho recurso inadmisible, al tenor 
de lo que ordena el 2.0 del art. 848 de la misma ley, y conforme á la repe- 
tida jurisprudencia de esta Sala; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley, interpuesto por el 
Alcalde de Sayalonga, en representación de sa Ayuntamiento, contra el 
referido auto de la Audiencia provincial de Málaga, condenando á la parte 
recurrente en las costas, y á la pórdida del depósito de 1.000 pesetas, quae 
ha constituído, al que se dará la inversión correspondiente; lo que se co- 
munique á dicho Tribunal 4 los efectos oportunos.—(Sentencia publicada 
en 10 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta de 24 de Octubre del 
mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Dis- 
paro y lesiones. —No ha lugar al interpuesto por Arturo Torrecilla Hey 
(Audiencia de Madrid), y se resuelve: 

Que la exención de responsabilidad que señala el núm. £.0 del art. 8,9 
del Código penal, requiere como elemento principal una agresión, y que 
ésta sea ilegítima, sin la cual no se concibe el coneepto de la defensa completa 
ni incompleta por estar subordinada á aquélla las otras dos condiciones que 
exige la ley, y que de seguro faltan cuando no concurre la primera. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Arturo 
Torrecilla Rey contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de esta corte, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción del 
distrito de Palacio, por disparo de armas de fuego y lesiones: | 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 15 de Febrero último,. 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que en la noche del 21 de Junio último se hallaban 
en la calle de los Reyes, Ramón Agustí y Arturo Torrecilla, y al pasar en 
un coche, D. Darío Vilches y D. Mariano González, que sospechaban que 
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-l primero era sutor de una sustracción de 1.000 pesetas, verificada aque- 
lla mafñiana al Sr. Vilches, se bajaron del vehículo con propósito de dete- 
ner á Agustí, que fué perseguido por Vilches, y como á su vez también 
huyera en la misma dirección Torrecilla, perseguido de cerca por Gonzá.- 
lez, aquél hizo á éste, cuando ya había sido alcanzado, un disparo de arma 
de fuego, produciéndole una lesión en la parte anterior de la región malar 
izquierda, que tardó en curarse veintinueve días, los cuales hicieroñ ne- 
-cesaria asistencia facultativa: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
-constitutivos de un delito complejo de disparo de arnra de fuego y lesio- 
nes menos graves, de que era autor Arturo Torrecilla Rey, con la circuns- 
tancia atenuante de arrebato y ubcecación, y le condenó á dos años, onge 
meses y once días de prisión correccional, accesorias, indemnización y 


Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casa- 
ción por infracción de ley el procesado, autorizado por los námeros 5.0 y 
6.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como intrin- 
-gido el art. 87 del Código penal, en relación con las cireunstancias 1.£ y 3.2 
del núm. 4.0 del art. 8.0 del propio Código, pues medió por parte del ofem- 
dido agresión ilegítima á Torrecilla, que ignoraba sus propósitos, persi- 
-<quiéndole de noche, sin que el recurrente le provocara de ningún modo, 
y sólo faltá para la exención completa de responsabilidad del Torrecilla, 
por obrar en defensa propía, la racionalidad del medio empleado para re- 
peler ug agresión, siendo, por tanto, de perfecta aplicación al caso el citado 
art. 97: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D, Diego Montero de Espinosa: “ 

Considerando que la exención de responsabilidad que señala el núme- 
ro 4.0 del art. 8.0 del Oódigo penal, requiere como requisito principal el 
elemento de una agresión, y que ésta ses ilegítima, sin lo cual no se con- 
cibe el concepto de la defensa completa, ni intompleta, porestsr subordi 
nadas á aquéllas las otras dos condiciones. que exige la ley, y que de segur) 
faltan cuando no concurre la primera: 

Considerando que aun en el supuesto de: que pueda estimarse cono 
un acto agresivo la persecución que D. Meriano González hizo al recurren- 
te con el único propósito, según se afirma en la sentencia, de detenerlo, 
por el temor que pudiera abrigar de que le causara un dafñio en su persona, 
faltaría á esta agresión la cualidad exencial de ser ilegítima, puesto que:se 
realizaba en la racional creencia de que era partícipe en la sustracción de 
1.000 pesetas, cometida aquella mafisna por Ramón Agustí, sospecha tanto 
más fundada al emprender la huída cúando lo hizo el Agustí, sin otro mo: 
tivo que el ver que perseguían á éete: ] 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala sentenciadora no ha incu 
rrido en error de derecho, ni cometido las infracciones que se suponén en 
el recurso: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Sección cuarta de la Sala de lo eri- 
minal de la Audiencia de esta eorte ha interpuesto Arturo Torrecilla Rey, 
al que condemamos en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de 
depósito, si mejorase de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal 
sentenciador á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 10 de Mayo 
de 1893, é inserta en la Gaceta de 24 de Octubre del'mismo año.) 
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RECUESO DE CASACIÓN (10 de Mayo de 1898).—Sala segunda.— Hurto.. 
—No ha lugar al interpuesto por Manuel Serrano Martín (Audiencia de 
Mad» id), y se resuelve: : 

Que es inadmisible el recurso de casación por imfracción de ley, cuando no 
se ajusta á los hechos consignados como ciertos en la sentencia reclamada, má 
por tanto á lo prescrito en el art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
y constante jurisprudencia del Tribunal Supremo: 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Mayo de 1893, en el recurso de 
vesación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Mannel 
Serrano Martín contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo crimi- 
nal de la Audiencia de Madrid, en causa por hurto: 

Resultando que por dicha Andiencia se dictó la expresada sentencia 
en 13 de Febrero último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que en Ja noche del 14 de Junio del año último, Manuel 
Berrano Martín sustrajo de un campo de Victoriano Gómez, contiguo á la 
carretera de Campo Real á Carabaña, en término de Valdilecha, tres ba- 
ces de mies de cehada que puso en el carro que guiaba y condujo á su 
domicilio, donde se ocupó un haz incompleto de dicha mies, habiendo 
sido estimada la sustraída en una peseta 76 céntimos; hechos probados: 

Resaltando probado que Manuel Serrano Martín ha sido anterior y eje- 
cutoriamente condenado por los delitos de hurto y de lesiones: 

Resultando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen un delito 
de hurto en cantidad menor de 10 pesetas, previsto y penado en los artí- 
culos del Código penal 530 y 531, núm. 5.9, del que es responsable en con- 
cepto de autor Manuel Serrano Martín, con la circunstancia agravante 18 
del art. 10; y vistos los ya citados y demás concordantes del expresado 
Código, condenó á dicho antor á la pena de tres meses y un día de arresto 
mayor, con sus acces5rias, y al pago de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
autorizado por los números 1.0 y 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1.09 El art. 607 del Código penal, en su núm. 1.9, por inaplicación: 

2.0 El 531, en sunúm. 5.9, en relación con el núm. 1.0 del 530, en cuan- 
to no se ha estimado por la Sala que no existiendo ánimo de lucro, el he- 
eho no reune los caracteres del delito que se califica y pena: 

Resultando que instruído el Ministerio fiscal, se opone á la admisión 
del recurso, vor fundarse en las apreciaciones de la prueba, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

. Considerando que no hay hecho alguno consignado en el fallo reca- 
rrido, del que se deduzca que el procesado Manntel Serrano Martin echó 
á las caballerías qne tirabaa del carro que guiaba, los dos haces de 
mies dé cebada de los tres que cogió en heredad: ajena; ssí es que 
el recurso de casación que interpuso sua representación, fundándose úni- 
eamente en que aquél, dando la cebada al ganado no tuvo objeto de lucro 
mi cometió más que una falta, es inadmisible, porque no se ajusta á lo 
prescrito en los números que se cita del art, 849 de la ley de Eojuicia- 
sjento criminal, ni á la jurisprudencia repetida y constante de esta Sala; 
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Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar á la admi- 
slón' de recurso de casación interpádesto contra la sentencia pronunciada 
por la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte á nombre de Ma- 
mue! Serrano Martín, á quien condenamos en las costas y al pago, si 
mejorase de fortuna, de 128 pesetas por razón de depósito, que no ha cons- 
titnido, como insolvente: comuníquese esta resolnción al Tribunal senten- 
eiador á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada el 10 de Mayo de 
1993, 6 inserta en la Gaceta de 24 de Octubre del mismo año). 
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RECURSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1893). Sala 'segunda,—Fulse- 
dad.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: 

Que la ley estableciendo el juicio por jurados, como complementaria de la 
de Eajuiciamiento criminal, sólo ha deroyado á ésta en aquello que se opone á4 
sus preceptos setalada y determinadamente: 

(Jue aparte de las disposiciones contenidas en lo» artículos 1.0, 2.0 y 4.9 de 
la ley del Jurado, en los que se enconiendan á éste los hechos constitutivos de 
delito, y de lo que á su v:x ordenan el 75 y 76, consigna explicitamente el 99 
que mi los jurados, ni la Sección de derecho podrán abstenerse de pronunciar 
veredicto y sentencia respectivamente, aunque las derlaraciones del primero se 
refieran d delitos que no sean de la competencia del Tribunal de hecho, dedu- 
ciéndose de tales artículos y del contexto general de la ley de 20 de Abril de 
1888, que no debe reproducirse un juicio oral allí donde con el Jurado haya 
un Tribunal de derecho que por sí solo, 6 en nión de aquél, tenga competen- 
cía para apreciar un delito, sea cual fuere su naturaleza jurídica: 

Que cuando el hecho procesal resulta ser una falta, como el juicio para 
pereryuir y castigar tales infracciones es verbal y distinto del oral, el Juez 
municipal es el único competente, según el núm. 1.9, art, 14 de la ley de En- 
juiciamiento crisirinal, debiendo la Sección de Magistrados mandar remitir al 
Jusgado municipal el oportuno tanto de culpa, absteniéndose de penarla por 
sí en la sentencia. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Mayo de 1898, en el recnrso de 
essación por infracción de ley que snte Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nisterio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Andiencia 
de esta corte, en causa seguida á D. Jusó Estanislao Martínez y otros, por 
falsedad: ] 

 Resaltando que la expresada sentencia, dictada el 29 de Noviembre 
último, eonsigoa los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que sometida la presente causa al conocimiento del Tribunal 
del Jurado, se ha pronunciado el siguiente veredicto: «Los juredos han de- 
hiberado sobre las preguntas que se han remitido á su resolución, y bajo 
el juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: A la pri- 
era pregunta, que dice: D. José Castro Amoseótegui de Saavedra, ¿es 
culpable de haber autorizado y firmado como Secretario 'del Juzgado mu- 
Micipal del distrito de Buenavista de esta corte, cuyo cargo desempeñaba, 
una diligencia con fecha 1.2 de Septiembre de 1891, de notificación al de- 
mandado D. Aureliano Pérez, y en su nombre y su domicilio á un sapues- 
te dependiente suyo, con el nombre de Francisco Fernández, de la senten- 
cia recaída en juicio verbal á instancia de D. Manuel Cea sobre pago de 43 
pesetas, por la que se condenaba á aquél al pago de esta suma y de las 
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costas, realizando Castro este hecho con conocimiento de:que la exfiresa- 
da diligencia, que dió lugar á que se declarase firme ese fallo, no sé- había 
ejecutado?—No,.—A la segunda pregunta, que dice: D. Jue6 Vastro Ammo- 
seótegui de Saavedra, ¿es culpable de haber. autorizado y firmado la dili- 
gencia de notificación á que se refiere la preganta anterior, sin intención 
dañada, pero con descuido ó negligencia graves? —No.—A la tercera pre- 
gunta, que dice: D. José Castro Amoseótegui de Saavedra, ¿es culpable de 
haber autorizado y firmado la miema diligencia por simple negligenela 6 
descuido?—S1.—A la cuarta pregunta, 'que dice: Josó Martínez Gabriel, 
¿es culpable de habe extendido y firmado como testigo la diligencia de 
notificación Á que se refiere la pregunta primera, con conocimiento de que 
no se había realizado? —No.—A la quinta pregunta, que dice: Josó Martinez 
Gabriel, ¿es culpablede haber extendido y firmado la expresada diligencia 
ignorando que.no se había realizado, pero con negligencia ó descuido gra- 
ves?—No.—A la sexta pregunta, que dice: Josó Martínes Gabriel, ¿es eal- 
pable de haber extendido y autorizado la misma diligencia de notiticación 
con simple negligencia ó descuido? —8(1.-—A la sóptima pregunta, que dice: 
Pedro Cela Torres, ¿es culpable de habes firmado como testigo la diligem- 
cia de notificación á que se refiere la preguata primera, con conocimjemto 
de que no se había realizado? —No.—A la octava pregunta, que dice: Pedro 
Cela Torres, ¿es culpable de haber firmado como testigo la expresada dili- 
, gencia, ignorando que no se había realizado, pero con descuido ó negligen- 
cia graves? —No,—A la novena pregunta, que dice: Pedro Cela Torres, ¿es 
culpable de haber firmado como testigo la misma diligencia con. simple ne- 
gligencia ó6 descuido? —Sí.—A la décima pregunta, que dice: Pedro Cela 
Torres, ¿obró por obediencia debida?—-Sí»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que el hecho perseguido 
en la causa, conforme á la contestación afirmativa de las preguntas terce- 
ra, sexta y novena del veredicto, constituía una falta que debía jas 
por la Sala, y respecto á la cual concurría en el procesado Pedro Gela To- 
rres la circunstancia eximente de obediencia debida, y le.absolvió, por.ra- 
zón del delito perseguido, condenando á D. José Castro Amoseótegni y 
D. José Martínez Gabriel, por la falta, á cada uno á la mults.de 20 pesetas, 
repreusión y costas correspondientes á un juicio verbal, absolviendo por 
A misma falta á Pedro Cela Torres, y declarando de oficio las costas »es- 

antes: 

Resultando que contra esa sentencia interpuso el Ministerio .fiscal re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma, del que después ha de- 
sistido, y anunció el por infracción de ley que ha interpuesto, autorizado 
por el art. 850 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como. infrae- 
ción la de los artículos 1.0, 2.9, 4.0 y otros de la ley del Jurado, pues lo 
mismo en ellos que en los 72, 76 y demás, se habla siempre de delitoé sin 
mencionar las faltas; de manera que al condenar y absolver por una falta 
el Tribunal sentenciador, se ha extralimitado en sus atribuciones é inva- 
dido las del Juez municipal respectivo, á quien el núm. 1.0 del art. M de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, también infringido, atribuye el como 
pd de las faltas, sin que la ley del Jurado establezca limitación 
alguna: . i 
Resultando que el Ministerio fiscal y las defensaa de los procesados 
Martínez y Castro sostuvieron oralmente la procedencia del recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: : 

Considerando que la ley de 20 de Abril de 1888 en que se establece 
Tribunal del .Jurado, complementaria de la de Enjuiciamiento criminal 
vigente, sólo ha derogado á ésta en las disposiciones que se oponen á sus 
preceptos y en aquellas en que señalada y terminantemente. la modifican: 
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. Considerando que aparte de los preceptos que contienen los artículos 
1.*, 2.9 y 4.2 de -la mencionada ley de 20 de Abril de 1888, en los que se 
encomienda al conocimiento del Jurado los hechos justiciables en el con- 
cepto expreso de ser delitos y de lo que ordenan el 72 y 76, citados por el 
Ministerio fiscal en el recurso que por infracción de los mismos aduce, 
consigna el 99 que ni los Jurados, ni el Tribanal de derecho podrán ábs- 
tenerse de pronunciar respectivamente veredicto y sentencia, aunque las 
declaraciones del primero se refieran á delitos que no fueran de la compe- 
tencia del Jurado, deduciéndose del contexto literal de las disposiciones 
legales citadas y de toda la economía de dicha ley de 20 de Abril, que no 
debe ciertamente reprodueirse un juicio oral, tal ves por los inconvenien- 
tes y dificultades de sus múltiples diligencias y mayores' dilaciones allí 
donde con el Jurado haya un Tribunal de. derecho que por sí sólo, ó en 
unión de éste, tenga competencia para apreciar y castigar un hecho que 
conetituye delito, sea de la figura ó clase que fuere, pero no cuando ese 
becho determina una falta no ineidenta!, porgue entonces, como el juicio 
para corregirla es vesbal y sumario. distinto del oral, no debe ni puede 
sustraerse del eenocimiento del Juez municipal respectivo, en cumpli- 
miento de lo que ordena el núm. 1.0 del art. 14 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, citada igualmente como infringido: 

Conahderando que en repetidas resoluciones de esta Sala en casos como 
el presente, en que se ha necesitado la declinatoria de jurisdicción por 
incompetencia del Juez ó Tribunal que conocía del hecho justiciable, si 
ésto determinaba una falta y se ha declarado así en casación, se ha man- 
dadoremitir el tanto de cnipa al Jusgado munietpal correspondiente para 
que la castigue, como el único á quien en primera instancia compete su 
conocimiento; lo enal, absteniéndose de penarla, debió acordar la Sección 
de derecho .de esta Audiencia después que hubo dictado la: sentencia eti 
que absolvía á los acosados por el delito origen y fandaraento del juicio 
oral, y al na hacerlo así, infriogió las disposiciones legales citadas en su 
reeurmo por el Ministerio fiscal, é incurrió en el error de derecho que le 
sirve de apoyo; ' : . 

Fallamas que debemos declarar y deelaramos haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Minísterio fiscal con- 
tra la citada sentencia de la Sala de lo criminal'de la Audiencia de esta 
Corte, cuya resolución casamos y anulsmos, declarando las costas de oficio; 
y comuníquese la presente con la que-4 continuación se dicto 4 dicho 'Pri- 
bunal á los efectos oportunos.—(Sentemeia publicada el 12 de Mayo de 1998, 
é inserta en la. Geceía de 24 de Octubre del miemo afio.) | 
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. COMPETENCIA (12 de Mayo de 1898).-—Sada tercera.—Uso' de nombre 
.—Se declara en favor dela jurisdicción ordinaria la promovida 
entre el Juez de instrucción de Almagro y el Capitán general de Castilla : 
la Nueva, y es requelve: - AS 
Que por prescripción terminante del núm. 8.0, art. 18 del Código de Jus- 
ticía wilitar, quedan sometidos á la juriedicción ordinaria los militares por 
los.delitos cometidos con- ocasión de aplicarse la ley de Reclutamiento y Re. 
emplaso del Ejército hasta su entrega en Caja, lo oual- ocurre euando el pro- 
ecsado da otro nombre que el suyo propio para ingresar como sustituto em el 
Ejército. y E r : . . a o ayd Có 


Ena ville y eoria,de Madrid, 4:12 de Meyo de 1898; 
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Resultando que formada causa en Marzo de 18% por el Jusgado de 
instrucción de Almagro contra Vicente Fernández Calleja y otros, por le- 
siones, y abierto el jaicio oral, como, según noticias, el referido sujeto se 
hallaba sirviendo en Ultramar como sustituto de un recluta por el cupe 
de Cabezarados, habiendo ingresado en la Caja de la zona militar de Cia- 
dad Real, la Audieneía de lo criminal del mismo distrito dirigió exhorto 
al Capitán general de la isla de Cuba para que ordenara la prisión y con- 
ducción á dicha ciudad del referido soldado, para asistir á las sesiones de 
aquel juicio: E Ñ 

Resultando que el referido Capitán general ordenó la traslación del el- 
tado individoo, y participó al de Castilla la Nueva que no pado ingresar 
en el servicio como sustituto, por hallarse procesado, con arreglo á la vi.- 
gente ley de Reclutamiento y Reemplazo del Ejército; en vista de lo que 
la última Autoridad militar, fundada en que el repetido Fernández Ca- 
lleja acreditó en el expediente de sustitución no hallarse sujeto á proce- 
dimiento criminal, demostrando maliciosamente lo contrario de la reali- 
dad, por lo que aparecían méritos bastantes para. estimarle responsable 
de un delito de falsedad, y en que el conocimiento de todos los cometidos 
con ocasión de la ley antes citada para eludirla hasta el ingreso en Caja, : 
según su art. 167, á la jurisdicción ordinaria, con exclusión de todo fuero, 
lo puso todo en conocimiento del Juez de instrucción de Ciudad Real: 

Resultando que invocado sumario por el mismo, al examinar al indivi. 
duo que con el nombre de Vicente Fernández Calleja servía como soldado 
sustituto en el regimiento de María Cristina, núm. 63, con residencia eh 
Matanzas, manifestó que no se:llamaba así, y por el contrario era Feli- 
ciano Guzmán Morales, natural de Mengíbar y habitante en Valdepeñas, 
habiendo sustitaído al quinto del reemplazo de 1890, Juan Lozano Mones- > 
cillo, sin que estuviera nanca en Almagro, donde se decía cometió el de * 
lito de lesiones por que se le citaba, y que sí se filió bajo el nombre de - 
Vicente Fernández Calleja, lo hizo por consejo de un agente de quintas, 
habiendo respondido siempre 6 ido á Ciudad Real con el nómbre y apelli- 
dos indicados, constando de la partida de bautismo y antecedentes pens- > 
les aportados al sumario, llamarse Julián Feliciano Guzmán Morales, y 
qué fué penado anteriormente por cuatro delitos de hurto: : ; 

Resuitando que el Juez de instrucción de Ciudad Real, por auto de $ - 
de Diciembre del año último, se inhibló del conocimiento del sumario, en 
favor del Juzgado de guerra de la Oapitanía general de Oastitla la Nueva, 
al que lo remitió, poniendo á. su disposición al preso, fundado en que el 
hecho de filiarse un sujeto eon nombré supuesto, cometido- en el acto de * 
ingresar en el Ejército, podía constituir un delito de carácter puramente 
militar, puesto que se consumaba al firmar la filiación, desde cuyo mo- 
mento pertenecía al Ejército, según doctrina sentada por este Tribunal 
Supremo en 11 de Septiembre de 1878 y 25 de Abril de 1882: 

Resultabdo-que el Capitán general no aceptó el conotímiento'de Aa 
causa, que devolvió al Juagado remitente; apoysdo en que, según el núb-* 
meto 8.0 del art, 7.0_ del Código de Justicia militar, vs atribuyo: á la jurio- 
dicción de guerra el conocimiento de los delitos de faleiftcación dy docu- ' 
mentos que deban expedirse por .las dependencias militares, y con arre- 
glo al núm. 8.2 del art. 13, los delitos cometidos con ocssión de aplicarse ** 
la ley de Reclutamiento y Reemplazo'del Ejército hasta el ingreso en Ceja; * 
corresponden á la jarisdicción ordinaria; qae aunque pudiera ereores que; * 
con arreglo á la primera disposición, correspondería este delito al fuero * 
de guerra, y que la competencia que determinaba la segunda era sólo en. - 
cuanto á los militares y demás personas enumeradas en los artículos 5.0 
y. 10, como el repetido art. 13 ne refiere á oaeos de exespción em quesqué- 
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-1Hos pierden su fuero, quedando sujetos al ordinario, era evidente que »eon 
«wmmayor razón las demás personas no aforadas debieran quedar sometidas . 


á la propia jurisdicción, por los delitos enumerados en el último artículo 
citado; y que el cap. 5.”, tít. 1.9, tratado 1.0 de dicho Código, era excep- 
ción de todos los artículos anteriores, y por tanto; aunque el delito de fal. 
sificación de documento militar, por su naturaleza y como regla general, 
corresponde á la jurisdicción de yuerra cuando ha sido cometido con oca- 
sión de aplicarse la ley de Reemplazos, es del conocimiento de la ordina- 
ría, ya sea el autor militar ó paisano: 

Resultando que el Jnez de instrucción de Ciudad Real insistió en su 
anterior acuerdo, y elevó el sumario original á este Tribunal Supremo, en 
el que el Ministerio fiscal es de dictamen que se resuelva la competeania 
á favor de la jarisdicción ordinaria. . 

Siendo Ponente el Magistrado D. Juan Ignacio de Morales: 

Considerando que por prescripción terminante del núm. 8.0 del art, 13 - 
del Código de Justicia militar, quedan sujetos los militares 4 la jurisdic- 
ción ordinaria por los delitos cometidos con ocasión de aplicarse la ley 
de Reelutamiento y Reemplazo del Ejército, hasta su entrega en Caja, 
como sucede en' el presente caso, en que el procesado dió otro nombre 
que el suyo propio para ingresar como sustituto en el Ejército; 

Se declara que el conocimiento del delito de que se trata corresponde 
á la:jurisdicción ordinaria, y en sa consecuencia devuélvase el sumario, - 
con certificación de este auto, al Juez de instrucción de Ciudad Real para 
los efectos procedentes; participese lo resuelto al Capitán general de Cas- 
tilla la Nuevas, y publíquese dentro de diez en la Gaceta de Madrid y 4 su - 
tiempo enla Coleceión legislativa.—(Auto fecha 12 de Mayo de 1893, 6 in- - 
serto en la.(Faceta de 16 de Ao del mismo año.) 
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COMPETENCIA (12 de Mayo de 1893).—Sala ira Deal y y lesio- 

nes. —Se declara en favor de la jurisdicción de Guerra la pi entre , 
el Juzgado de Valencia de Alcántara y el Capitán general de Extremadu- 
ra, y se resuelve: 

Que dos Alcaldes pedáneos, en 3u carácler de agentes de la Astoridad, no. 
se hallan: comprendidos entre las Autoridades no militares á que se refiero el 
núne. 1.9, art. 13 del Código de Justicia militar: 

- Que los. carabineros se repwtan como fuerza armada en actos del servicio 
cuando prestan el propio de su instituto, y es de -la competencia de la jurts- 
dicción de Guerra, conforme al art, 7.2 del citado Código, conocer de las cau: 
sas por insulto á centinelas, salvaguardias y fuerza armada, cualquiera que 
seg la persona acusada: 

Que de los delitos de. lesiones causadas á un paisano por militares en ser- 
vicio activo, conoce la juriedioción de (uerra com arreglo á lo dispuesto en el 
núss. 1.0 del art. 5.* del Código. citado: 

Que las faltas cometidas per los carabineros en actós pios del se 


pro ruicto, 
no pueden repularse comunes; a por tanto, la falta de lesiones leves inferídas 


cuando aquellos cuneplian los deberes de.su instituto, no surte desafuero 4 los : 
efectos del ús. 12. 12.del art. 13 del codigo de Justicia militar, . 


En la villu y corte de Madrid, á 19 de Mayo de 1893: - 
Resditando que enla noche del 81 de Enero de este año, Frantitco : 
Hurtado Parado, cabo de carabineros, con los individuos del mismo Ouer- . 
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po, desás Vizeaino Cardenal y Pedro Gareía Lafranca, del puesto de las> 
Tinsjas, sacaron de su casa al paisano Vital González María, domiciliado - 
en el barrio de Jola, de Valencia de Alcántara, y le apalearon por sospe- 

chas de que había introducido contrabando de Portugal; y como á los gri-. 
tos que daba su mujer salieran á la calle los consortes Manuel Ramilo 
Picado y Catalina Bermejo Veigas, el citado cabo y uno de los carabineros . 
los apalearon también, basta que el primero pudo evadirse, y se metió en. 
su casa, sufriendo de sus resultas los mencionados paisanos varias heri- 

das contusas y contusiones, de las cuales curaron González y la Bermejo 

á los cinco días, y Ramilo á los veintiocho: 

Resultando que durante la expresada ocurrencia, acudió el Alcaide del - 
barrio, D. Pedro Seco González, con el bastón de Autoridad, y reclamó 
auxilio de los carabineros; pero uno de éstos le apuntó con el fusil, inti- 
mándole que no siguiera hacia el sitio donde apalesaban á Ramilo, y le 
amenazó: con darle cuatro tiros, preguntáudole qué iba á hacer allí con 
aquel cacho de palo negro; después de lo que le obligaron á que hiciera 
salir al repetido Ramilo, á quien maltrataron nuevamente: 

Resultando que incoado sumario por el Juzgado de instrucción de Va- 
lencia de Alcántara, y también por un Juez militar, contra los paisanos 
González y Ramilo, por amenazas á los carabineros, el primero se declaró 
competente para »u instrucción, por los delitos conexos de lesiones á di- 
cho Ramilo, y atentado y desacato al Alcalde del barrio de Jola, por el 
cabo y pareja de carabineros de la caseta de Tinajas; y en su consecuen- 
cia, requirió de inhibición al Capitán general de Extremadura, invocando- 
en su apoyo Jo establecido en los artículos 10, 11, 16 y 17 de la ley de En» 
juiciamiento criminal, y exponiendo además: que de lo actuado aparecían. 
cometidos los delitos de atentado, desacato y resistencia al Alcalde de la 
barriada de Jola, del término municipal de Valencia de Alcántara, por un 
cabo y dos carabineros, y conexo con el mismo el de lesiones á Manuel 
Ramilo; que según el párrafo primero del art. 13 del Código de Justicia. 
militar, serán juzgados por los Tribunales ordinarios los militares en las 
causas por atentado y desacato á las Autoridades que no sean de aquel 
fuero; y que, según. el art, 17, el Tribunal que conozca del delito princel- 
pal, conocerá de los conexos, siendo éstos los cometidos por dos á más-- 
personas. simultáneamente: o 

Resultando que la expresada Autoridad militar no accedió á la inhi- 
bición Fequerida, fundada en que la jurisdicción de guerra iustruía causa 
por insulto á fuerza de carabineros, en la que aparecían dos distintas ver- 
siones de los hechos, pues según una, el cabo Francisco Hurtado y los 1M- 
dividuos Vigenino y García, al verificar, según órdenes recibidas, un ro 
cuento del ganado cabrío de Vital González, éste les avometió con una nf 

vaja, y Manuel Ramilo intentó desarmar al carabinero Viscaino, cuando 
iba Á solicitar el auxilio del Alcalde pedáneo para sl restablecimiento del 
orden, resultando lesionado el paisano Ramilo en la lucha sostenida, Y 
según la otra, no kubo alteración del orden ni oposición al recuento, Dl 
ajrresión á-1s fuerza de carabineros, y sí sólo que éstos, sin motivo, apales” 
ron á dichos paisanos y sua mujeres, y desacataron y amenazaron con las 
carabinas al citado pedáneo; que dicho Alcalde de la barricada de Jola BO 
era Autoridad, y sí tan sólo un agente. de la municipal del pueblo, á q80 
portenecía el barrio; y aun admitiendo que en ios hechos. perseguidos exis 
tiera el delito de atentado y desacato al mismo, no produeiría desafuaro,. 
debiendo los aforados de guerra, culpables de él, ser juzgados por los Tr1- 
bunales de sa fuero, y que an la causa ingtruída existían grares indicios 
de la comisión del delito dy insulto á fuerza armada, del que únienmente 
podía conocer la jurisdicción de Guerra, según el núm. 4.0 del art. 7.9 del. 
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Código de Justicia militar, aungue hubiera otros conexos; apareciendo 
también. indicios de que las lesiones se produjeron al realizar la agresión 
fi la fuerza armada, siendo imposible separar el conocimiento de ambos 
por la íntima conexión entre ellos, y el peligro de injusticia, caso de divi- 
dir la continencia de la causa: 

Resultando que ambas Autoridades han insistido en sus resoluciones, 
y elevado las diligencias originales á este Tribunal Supremo, en el que el. 
Ministerio fiscal es de dictamen que se resuelva el conflicto 4 favor del 
Capitán general de Extremadura. 

Siendo Ponente el Magistrado D. Evaristo de Cuenca: 

Considerando que el núm. 1.0 del art, 13 del Código de Justicia mili.- 
tar, en que se funda el Juzgado de instrucción de Valencia de Alcántara. 
para reclamar el conocimiento de la causa de que se trata, no tiene aplica- 
eión en el presente caso, puesto que los Alcaldes pedáneos, en su carácter 
de agentes de la Autoridad, no se hallan comprendidos entre las Autori- 
dades no militares á que se refiere el citado artículo: 

Considerando que según lo dispuesto en el 7.0 del mismo Código, es 
de la exclusiva competencia de los Tribunales de guerra, conocer, cual- 
quiera que sea la persona acusada, de las causas que se instruyan por in- 
sulto á centinelas, salvaguardias y fuerza armada en actos del servicio, 


reputándose como tal fuerza á los carabineros, cuando prestan el propio. 


de sa institnto: 

Considerando, respecto al delito de lesiones menos graves causadas al 
paisano Manuel Ramilo por los carabineros referidos, que siendo éstos 
militares en servicio activo, y no estando aquél exceptuado en el art. 13 
del repetido Código especial, corresponde su conocimiento á la jurisdic- 
ción de Guerra, según el núm. 1.* del art. 5.0 de dicho Código: . 

Considerando que las taltas de lesiones leves inferidas á Vital Gonzá- 
lez y Catalina Bermejo, atribuidas igualmente á los repetidos carabineros, 
fueron inferidas cuando los mismos cumplían los deberes de su instituto,. 
y mo pneden reputarse de carácter común para los efectos del desafuero 
que establece el núm. 12 del art. 13; 

Se declara que el conocimiento de todos los hechos perseguidos en los. 
referidos sumarios corresponde á la jurisdicción de Guerra; y en su conse- 
cuencia, remitanee todas las diligencias al Capitán general de Extremadu- 
ra, para los efectos procedentes en derecho; particípese esta resolución al 
Juez de instrucción de Valencia de Alcántara, y publiguese dentro de diez. 
días en la Gaceta de Madrid y á su tiempo en la Colección legislativa.— 
(Auto fecha 12 de Mayo de 1893, 6 inserto en la Gaceta de 16 de Agosto 
del mismo año.) 
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COMPETENCIA (12 de Mayo de 1893). Sala tercera. —Injurias al Ejér- 
cito.— Be declara corresponder á la jurisdicción de Guerra la promovida 
enjre el Juzgado de instrurción de Villafranca del Panadés y el Capitán. 
General de Cataluña, y. se resuelve: —.'. : 

Que los a pertenecientes á las reservas están sujetos á la Fla 
dicción especial de Guerra por las delitos militares, aunque éstos ae hayan 
cometido por medio de la imprenta, conforme á lo dispuesto en los arts, 6.0 Y 
sesos. 7,9 del 13, ambos del Código de Justicia militar; y que los delitos de: 
injuriga:al Ejérgjta y de provocación, qa cambiar. .la forma de gobierna es 
Hán previstos en los artículos 258 y 265 del referido Código. . . . . 
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En Ja villa y corte de Madrid, á 12 de Mayo de 1898: : 
Resultando que en el periódico republicano democrático federal que 
se publica en Villafranca del Panadés y número correspondiente a! 11 de 
Marzo de este año, se insertó un artículo con el epígrate «El principio del 
fin», en el cual se dirigen conceptos ofensivos é injuriosos para el Ejór- 
cito, y se provoca directamente á cambiar ó reemplazar, fuera de las vías 
legales, la forma de gobierno actual por la republicana, apareciendo al pie 
del mismo la firma de su autor Julián Juliá: ¡ 
Resultando que comenzado sumario por el Juzgado de Iinetrueción de 
la referida villa contra el autor de dicho artículo, Julián Juliá y Vía, se 
hizo constar que éste ingresó en caja, por el reemplazo de 1890, y pasó á 
la Mayoría del cuadro de reclutamiento de Barcelona, como sujeto á revi.- 
sión por enfermedad, quedando al efecto en su casa, y disuelta la zona 
-militar núm. 10, fué alta en la de Villafranca del Panadés, núm. 17, en 
1.0 de Julio del año pasado, hallándose en libertsd provisional con fianza: 
Resultando que incoado también sumario por un Juzgado militar, y 
acordada en él la prisión del procesado Juliá, que so llevó á efecto, acudió 
el mismo al Juzgado de instrucción en escrito de 27 de Marzo último, so- 
licitando que sostuviera su competencia y jurisdicción para perseguir el 
delito de que se trataba; en vista de lo cual, dicho Juzgado de Villafranca 
del Panadés requirió de inhtbición al Capitán general de Cataluña, por - 
el delito de injurias al Ejército, antes mencionado, fundado en que nc'ez- - 
bía entender que correspondiera á la jurisdicción de Guerra el conoci- 
miento del delito indicado, porque faltaba la condición ó requisito que 
como esencial é indispensable exige el núm. 7.0 del art. 7.0 del Código de 
Justicia militar, ó sea, que el atentado, ó desacato, ó la injuria y calumnia, 
se refieran al ejercicio de destino ó mando militar, tiendan á menosczbar 
sun prestigio, ó á relajar los vinculos de disciplina y subordinación en los 
organismos armados, para que por tal condición se' determine la compe- 
tencia de la jurisdicción de Guerra; y que del atento examen del artículo ' 
de que se trata, ya apreciadas por separado sus diversas partes, ya en su 
conjunto, no se desprendía el convencimiento, ni aun la potibitidad de ' 
que el delito cometido por medio del mismo tuviera por objetivo directo 
el que se exigía en los citados número y artículo del Código de Justicia 
militar, siendo muy de atender la declaración qne $e hace en el túm. 5.0 : 
del art. 13, que evidencia, que por: razón dé la persóna del calpable- y nd-* 
obstante el texto de los 258 y-285 del propio Código, que debían artucni- 
zarse y suborjdinarse al 7.0, támpoco se determinaba la'tompetencia de la 
jurisdicción de Guerra; > ds | 
Resultando que el Capitán general de Cataluña se declaró á su vexr' 
competente para conocer de los delitos militares de ofensas á superior y 
al Ejército, cometidos por el reservista Juliá, y rechazó el requerimiento 
de inhibición formulado, exponiendo en su apoyo: que la transcendencia 
y alcance de las expresiones contenidas en el artículo, por nadie podía ser 
mejor apreciada que por personalidades doctas en la materia, y encarga- 
das de robustecer la disciplina, para estimar si esos hechos inferíañ per- 
juicio 4 una colectividad que tenía por lema el honor, la subordinación y * 
la délicadeza de sus acciónes; que los Oficiales'de la guarnición de “Villk: ? 
franca del Panadés, examinados en el sumario militar, declaraban, como ” 
cnalesquiera otros á quienes se hubiera oído, que no sutamente conside- 
raban ofensivos los conceptos y frases consignados en el artículo, etuo ca- ** 
lumnfosoé y depresivos en alto grado pers cuantos visten el uuttorore" ' 
militar, é injuriosos además para una elevada jerarquía de la milicta, 4 * 
quieh el autor trataba de desprestigiar para ton' ens subordinados, de-* 


-mostrando aquellas opiniores que se habían cubierto én el escrito: de-.: 


RECURSOS Y COMPETENCIAS - 448 


naunciado, los fines á que alude el núm. 7.0 del art. 7.0 del Código de Jus- 
ticia militar;-que lo más importante de todo estaba en que Julián Jaliá 
Vía, era individuo de la reserva, porque fué filiado según las leyes «de 
Reemplazo, y pertenecía al cuadro de reclutamiento de la tona militar nú- 
mero 17, en coneepto de recluta en depósito ó condicional, según los ar- 
tículos 12 y 66 de la ley de 11 de Julio de 1885, que era la cuarta situación 
del artículo segundo; que los hechos perseguidos: presentaban caracteres 
- de los delitos de ofensa al Ejército por medio de la prensa, comprendido 
en el art. 258 del Código ya citado, y de ofensa á un superior en empleo 
y mando, fuera de actos del servicio, definido en el art, 265, siendo ambos 
delitos militares, porque así los calificaba el segundo período del art. 6.0; 
y además el delito común de provocación por medio de la prensa para 
cambiar, fuera de las vías legales, la forma actual de gobierno, reempla- 
zándola por la República; que la competencia del fuero de guerra para eo- . 
nocer de los dos primeros delitos, era indudable, porque en razón de la 
materia, aunque hubieran sido cometidos por medio de la imprenta, eran: 
militares por tener su sanción expresa en los artículos citados del Código 
especial, sin que pudieran estimarse exceptuados por el núm. 7.” del ar- 
tículo 13, que establece como excepción la razón de materiá, mas no la del * 
medio de delincuencia; que en cuanto á la persona del culpable, se tra- 
taba de un procesado que era militar, como lo consideraba el art. 6.0 de 
dicho Código, babiendo declarado este Tribunal Supremo, en resoluciones 
de 23 de Octubre de 1891 y 27 de Septiembre del año siguiente, que los 
reservistas delincuentes por medio de la prensa están sujetos al fuero de 
guerra por los delitos de injuria á colectividades del Ejército, como tem- 
bién los filiados que no hayan recibido su licencia absoluta, y ofendan 4 
superior en empleo ó mando, de palabra, por escrito 6 en otra forma equi- 
valente; que sun estimando que la redacción de! escrito encerrase un solo 
hecho constitutivo de dos transgresiones militares y una común, como las 
primeras-tenían señaladas respectivamente las penas de prisión corréccio- 
mal y prisión militar mayor, correspondiendo á la última la de arresto, 
siempre sería competente la jurisdicción de guerra para juzgar al reo por 
la mayor gravedad de la pena, conforme al párrafo último del art. 16 del 
:Código mencionado; y que eran perfectamente separables por su natura- 
lesa; los delitos militares del común, disponiendo la regla $.* de dicho ar- : 
tículo 16, que-cuando los culpables hubieren cometido un delito común y 
otro militar, independientes entre sí, la jurisdicción ordinariz conocerá del 
primero, y la de Guerra del segundo: — : | 
Resultando que ambas Antoridades contendientes han insistido en sue 
resoluciones: y elévado los sumarios originales á este Tribúnal Supremo, 
en el que el Ministerio fiscal es de dictamen que se resuelya á favor de la . 
jurisdicción de Guerra. : a: 
Siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: - * - ” de 
Considerándó que según el'art. 6:0 del Código de Justicia militar, tos 
individuos perténecieñtes á las resérvas están sujetos á la jurisdicción de 
Querra por los delitos militares, aunque éstos se hayah cometido por me- 
dle de la imprenta, conforme se excepciona en el art. 13, núm. 7.9 det 
Considerando que los hechos origen de esta contienda aparecen 'por * 
ahora con carsecterés constitutivos de los delitos previstos y penados en 
los artículos 358 y 265 del 'referido Código de Jueticta militar: - - | 
-Qonsiderando que'él: procesado Jutián Juliá y Vía es individuo de las - 
reservas del Ejército, porque ha sido filiado con arreglo á las leyes de Reét.-** 
plazos y pertenece al vuadro de reclutañsiénto dela sona mHitar núm. 17, 
en eoncepto de réetuta en depósito ó condicional; E eS 
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Se declara que el conocimiento de la expresada causa corresponde á Ta 
jurisdicción de Guerra; y en su consecuencia, con certificación de este auto, 
remítase todas las diligencias al Capitán general de Cataluña para los 
efectos procedentes en derecho; particípese lo resuelto al Juez de instrue- 
ción de Villafranca del Panadés, y publíquese dentro de dies días en la 
Gaceta de Madrid y $ su tiempo en la Colección legislativa. —(Auto fecha 12 
de Mayo de 1898, publicado en la Gaceta de 15 de Agosto del mismo afio.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—.Zam- 
jurias.—No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), y se resuelve: 
Que cuando del contexto general del artículo periodístico, y muy especial. 
mente de las frases que califican de inepto como gobernante á una Autoridad 
militar, se deduce la intención manifiesta en el articulista de menoscabar el 
prestigio de aquélla, se incurre en el delito de injurias, tal como á éstas define 
el art. 475 del Código penal, porque no obstante las salvedades al militar y al 
caballero, se tiende ¿ producir el descrédito y menosprecio de la persona á 
uien el escrito va dirigido, y siendo ésta una Autoridad en el ejercicio de sua 
wnciones, se comete el delito sancionado en el art. 269 del citado Código 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. ... 
contra sentencia de la Audiencia de lo criminal) de ..., en causa procedente 
del Juzgado de instrucción de dicha ciudad, seguida al ... por injarias 
graves á la Autoridad: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 12 de Norjembre últi- 
ma, contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Que en el periódico que se publica en esta ciudad, titulado 
El! ..., y en el núm. 71, correspondiente al día 25 de Marzo del presen te 
año, aparece inserto como artículo de fondo uno que dice: «Al General .... 
Es la primera vez que esta humilde publicación se atreve á dirigirse 4 
vuestra excelencia. £l ..., dada la afmóstera en que vive, se ha sostenido 
siempre á honesta distancia, que diría Martos, de las esferas del Poder, 
así como el movimiento activo de la política. Se ha resignado á sufrir 
cuanto del Poder emana, y en política se ha contentado con echar su ehi. 
níta cuando otra cosa no ha podido hacer, pero envuelta en algodón paras 
que no biciera dañio; tal vez dependa de esta conducta, nacida más bien 
de amargos desengaños que de profundas convicciones, el que esta publi. 
cación, si no prósperamente, se sostenga empero con un tanto de desahogo. 
Ya sabemos que á V. E. le tiene perfectamente sin. cuidado la conducta 
que observamos, porque de ella depende nuestra tranquilidad, ni le preo- 
cupa poco ni mucho nuestra manera de ser en política, porque eso corre 
también de nuestra cuenta.—Pero he aquí, Excmo. Sefior, que den- 
tro de todo eso se nos ocurre que estamos obligados á salir alguna vea 
de nuestro mutismo, y atrevernos, no hay más remedio, atrevernos, eso sí, 
con mucho respeto, 4 V. E. ¡Ay, Excmo. Señor! Se han camplido y con 
ventaja dos añios de vuestre maudo en esta desdichada tierra, y 4 no ser 
por las pasadas elecciones para Diputados á Cortes y alguno que etro. 
funesto y mal aconsejado nombramiento de Alcalde, la verdad que vuestro 
estadio gubernamental hubiera pasado, ni que siquiera .se os hubiera 00 
mócido, aunque bien es cierto que más vale eso que cenocaros para Juego 
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recordaros con tristeza. Hay que haceros honor en esto. Durante vuestro 
mando no ha habido atropellos dignos de mención; no habéis infamado al 
pueblo y á vuestro nombre con infamias como las del 87, simpatizando 
<on la trewpe que para negocio propio espitanes; no habéis maltratado 4 
los liberales. Todo esto es tan cierto como que sois uno de los militdres 
que tiene más limpia historias, y lo que es mejor, que nó la debéis á nadie. 
En el terreno militar sois una figura. Nadie lo discutirá. Pero, ¡ay, Exce- 
lentísimo Señor! no basta ser un valiente militar y un correctísimo eaba- 
llero para siquiera ser un mediano gobernante. Como gobernante, creedlo, 
sois una perfecta nulidad. Será una desgracta, será que no habéis podido, 
será lo que se quiera, Excmo. Señor; pero cuando cumplidos vuestros tros 
años retornéis á vuestro hogar con treinta y sels meses más de edad, algú- 
nos hilos de plata más de los que tenfaia en vuestra cabellera, no | 
decir.he gobernado tres años una tierra infeliz, sumien, adicta al pabellón 
nacional, y vengo contento porque durante mí mando he hecho algo por 
aquella región. A mí se me debe tal camino, á mis gestiones se debe el 
que el país goce hoy de eéta ó aquella ventaja; yo resolvá por fin lo otro. 
Nada, Excmo. Sefior, no habéis hecho nada. Vuestras complacencias 
con ... 0s comprometieron un tanto cuando las elecciones de Diputados 
$ Cortes, y ya sabéis que á poeo tenéis que retornar sin siquiera estar 
conforme con el Gobierno de la Nación, ni tampoco contando con el sgrtt- 
decimiento del ... No volveréis como vinísteis con vuestro Secretario, 
porque ese sí, os lo debéis llevar, no lo dejéis. Ya sabemos que bascando 
an Marcial, os dísteis con un César de Madrid. El talento del dramaturgo 
se da de trompicones con el Secretario del Gobierno. Oréanos V. E., hasta 
en esto habéis sido desagraciado. Os equivocásieis lamentablemente, 
aunque no lo entiendan así los ..., y otros Infiesta. ¿Qué llevaréis en vueer- 
tra cartera digno de'anotarse durante vuestro mando? ¿Qué se ha jugado 
siete horas menos que en los tres afios anteriores? Porque no os hagáis 
ilusiones, pensando que habéis extirpado el juego, no habrá diferencia en 
siete horas de lo que se jugaban antes de venir V. E. Se había jugado de 
la misma manera, aunque más económica para los banqueros. En cambio, 
señor, ya que no os debemos nada bueno y de que no habéis hecho nada 
por el país ni en el país; en cambio, señor, en las postrimerfas de vuestro 
mando, designáis para vuestros Delegados en algunos pueblos hombres 
sin prestigio, desacreditados por su conducta entre sus propios vecinos, 
calificados sin honor por el país entero y como una vejación para el pobre 
y humilde pueblo digno de más consideración. Y á vuestro nombre, señor, 
se atropella á la sociedad, y bajo el escudo de la delegación del Gobierno 
general se cometen arbitrariedades sin nombre. Ya que nada bueno, ro 
hagáis nada malo; cumplid vuestro mando entre la indiferencia del país, 
que más vale ésta que las maldicfones, regresando á vuestra amada Espa- 
fia, y en un destino militar sed lo que siempre fuísteis, un modelo. Pero 
no 06 ocurra aceptar más nunca el Gobierno general de ... Creedlo, Exce- 
lentísimo Señor, no es. lo mismo mandar un regimiento que gobernar y 
dirigir un país, aunque éste sea .. Nada dejáis aquí, ni odios ni cariño 
Vuestro mando va pasando cual ligera llovizuilla de verano, que hume- 
dece, pero que no enloda. Más vale así ..., que muy poco vale.»—De cuyo 
artículo asume la responsabilidad el procesado, aun cuando no manifiesta 
no estar escrito por el mismo, por no poder justificar quién sea su autor; 
hecho probado: 

Segundo. Que el procesado ha sufrido la pena de cuatro meses y un 
día de arresto mayor, impuesta por lá Audiencia territorial de ..., por deli- 
to de injurias á la Autoridad en escrito no dirigido á ella: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que extos hechos. 
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constituyen el delito de injurias graves á la Autoridad es escrito no diri. 
gido á ella, ni en su presencia, del que es autor ..., y que han concurrido 


.Jas circunstancias agravantes de haberlo cometido por medio de la im- 


prenta, y ser reincidente, le condenó á cuatro meses y un día de arresto 


.mayor, accesorlas y costas: , 


,. Resultando que el. procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 del art. 849 de la de Enjui- 
siamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 .El art. 476 del Código penal de ..., por aplicación indebida, porque 


"los hechos no constituyen el dejito que se pena: 
.. 2.2 Los 475 y 478 del mismo Código, también por aplicación indebida, 


pucs que tampoco debe eonsiderarse el recurrente como autor de injurias 
leves, ni de ninguna elase de injurias: 

Resultando que en el acto de la yista el Ministerio fiscal impuguó el 
r8Curso. - a Co 

Vieto, tiendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que es injuria, según el art. 435 del Código penal de..., 
foda expresión proferida ó acción ejecutada en deshonra, descrédito ó me- 
vosorecio de otra persona; 

Considerando que, no obstante las frases laudatorias para el militar y 
el caballero que contiene el artículo inserto en el periódico El ..., publica- 
do en ..., de que se bace mérito en el primer resaltando de la sentencia 
reclamada, en concepto general de dicho artículo, y muy especialmente la 
frase que califica de perfecta nulidad eomo gobernante al Capitán general 
de ..., Ó lo que es lo mismo, de incapaz ó inepto para el desempeño de su 
alto cargo, con la intención manifiesta de menoscabar su prestigio, «ontie- 
ne una verdadera injuria, por euanto tiende á producir el descrédito y 
menosprecio de.la persona á quien se dirige, y siende ésta una Autoridad 
en el ejercicio de sus funciones, constituye el delito que la Sala sentencia 


* dora califica y pena con acierto, sin incurrir en el error de derecho que en 


Pe recurso se supone, ni cometer las infracciones legales que el recurrente 
voLa;  - . o . 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por D. ..., 4 quien condenamos en las. costas y al abono, si vi- 
niere á mejor fortuna, de 125 pesetas por razón de depósito; lo que se co 
munique al Tribunal rentenciador á los efectos procedentes. —(Jentencia 
rea en 12 de Mayo de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 11 de Enero 

1894. 
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RECURSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1893.—Sala segunda.— Lesio 
nes.—No ha lugar al interpuesto por Apolinar de la Quintana (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: l 

Que la naturaleza del recurso de casación por infracción de ley y el pre- 
cepto terminante de ésta exigen que para la discusión de los problemas jurt 
dicos que se planteen, se acepten en toda su integridad los hechos que hubiese 
estimado ciertos el Tribunal del juicio, sin que sea lícito adicionarlos, mud+ 
Aicarlos, ni contradecirlos. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por A poli- 
naf de la Quintana y Martínez contra sentencia de la Bala de lo criminal 
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de la Audiencia de este territorio, en causa procedente del Juzgado de ina- 
truerión del Hospicio, seguida al Quintana por lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 22 de Febrero último, 
contiene el sigojente: 

Primero. Probado que en la madrugada del 9 de Julio último, en oca- 
sión en que José Bardullas y Bardullas, en unión de Clemente Fernán- 
dez García, se encontraban en el estanco del primero de éstos, se presentó 
el sereno de la Glorieta de San Bernardo, diciéndole al Bardullas que en 
la esquina de la inmediata calle de Sandoval le aguardaba un administra- 
dor,-el procesado Apolinar de la Quintanas, y marchándose aquéllos á di- 
echo sitio, y sin que pueda determinarse quién lo iniciara, trabaron cues- 
tión y la consiguiente riña, de la que salió lesionado Clemente Fernández, 
con Ja que ha padecido y necesitado de asistencia facultativa hasta .el 
día 30 del expresado mes, en que quedó curado sin deformidad ni impe- 
dimento alguno; habiéndole sido producida por un golpe que le dió Apo- 
li me de la Quintana con un bastón que llevaba y obra como pieza de con- 
vicción: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los hechos cons- 
titeyen el delito de lesiones menos graves, de que es autor el procesado 
Apolinar de la Quintana, sin circnnstancias modificativas de la penalidad, 
le condenó á dos meses y un día de arresto mayor, accesorias, Índemniza- 
ción y costas: 

Resultando que el procesado ba interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en logs números 1.9 y 5.0 del art. 810 de la de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art, 8.9, núm, 4.*, del Código penal, por no haberse apreciado ia 
eximente de defensa propia: 

- 2.” La primera del art. 6.0, porque en otro caso debió apreciarse dicha 
eximente como incompleta: 

3.2 La séptima del mismo art. 9.9, que también debió apreciarse par 
haber concurrido en la ejecución del hecho; y 

4.0 Como consecuencia de las anteriores infracciones, la de los ar- 
tícalos 433, 82, regla 5.2, y el 87, por cuanto se ha aplicado una pena que 
no debió imponerse: . 

Resoltando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
porque se fnuda en hechos supuestos que se hallan en abierta oposición 
á los que se declaran probados en la sentencia. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que la naturaleza del recurao de casación por infracción 
de ley y el precepto terminante de ésta exigen que para la discusión de 
los problemas jurídicos que se plantean se acepten en toda su integridad 
lcs hechos que hubiese estimado como ciertos el Tribunal del juicio, sin 
que sea lícito adicionarlos, modificarlos ni contradecirlos: 

Considerando que reconociendo el recurrente la eficacia de esta doc- 
trina tan repetidamente declarada por este Supremo Tribunal, se separa 
de ella, deduciendo de los hechos que el Tribunal a quo declaró probados 
otros nuevos no consignados en la sentencia recurrida, tales como los de 
que el procesado llamó á Fernández y su compañero José Bardullas para 
hablarles, y no para pegarles, y que éstos le agredieron ilegítimamente, 
sin provocación alguna de su parte, y de una manera alevosa, de cuyos 
hechos, no aceptados como ciertos por la Sala sentenciadora, se pretende 
deducir las infracciones legales que se citan en el recurso, el cual es, bajo 
tal concepto, de todo punto inadmisible; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por Apolinar de la Quintana y Martínes, 4 
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quien condenamos en las costas, y al pago, si viniere Á mejor fortuna, 
de.125 pesetas, por razón del depósito, que no ha constituído por sa insol- 
vencia; lo que se comunique á la Sala sentenciadora á los efectos proce- 
dentes.—(Sentencia publicada en 12 de Mayo de 1893, 6 inserta en la 
Gaceta de 11 de Enero de 1894.) 
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- RECURSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1893).—Sala segunda. —Eetofa. 
No ha logar al interpuesto por Teresa Fernández Zafra (Audiencia de 
Alicante), y se resuelve: 

Que según doctrina constante del Tribunal Supremo, los hechos probados 
en la sentencia reclamada han de aceptarse en los términos en que los apre- 
cia y consigna la Sala sentenciadora, sin que, de lo contrario, pueda ser ad- 
mitido el recurso de casación por infracción de ley. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Dofia 
Teresa Fernández Zafra, contra sentencia de la Audiencia provinelal de 
Alicante, en causa procedente del Juzgado de instrucción de dicha ciudad, 
seguida á la Fernández por estafa: : 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 17 de Febrero últitno, 
contiene los resultandos siguientes: 

Primero. Que el día 27 de Octubre último, Dofía Hilaria Venero de 
Porras, viuda, vecina de esta ciudad, compareció ante el Juez de instruc- 
ción de la misma, y le denunció el hecho de que en el día 4 de Agosto 
próximo pasado, con motivo de la muerte de su esposo, D. Galo Sana, Ma- 
gistrado que fué de la Audiencia de esta capital, ocurrida aquélla en el 
día 1.0 del mes últimamente citado, la compareciente, sa madre Doña Ma- 
ría Porras y su hermana Doña Petra Venero, hubieron de guardar cama 
afligidas por la indicada desgracia; que al levantarse notaron que les ha- 
bía faltado un bastón de mando de sa citado marido, y por esto, y te- 
miendo que pudiera ocurrirle igual con ciertas alhajas que tenía, y en- 
contrándose solas en casa y sin ningún hombre, resolvieron depositar!las 
en una casa de confianza, y al efecto, su citada madre puso las indicadas 
alhajas dentro de una caja de madera, la que cerró cón llave, quedando 
ésta en poder de la denunciante, y tomando una docena de cobiertos de 
plata rayados á gallones con las iniciales M. P., y un cucharón del mismo 
metal sin iniciales, los envolvió con una colcha de damasco, juntamente 
con una porción de ropa blanca de mesa y cama, y por la mafisna:fué á 
depositarlo todo á casa del Magistrado Sr. Lecía, al que no encontró en la 
misma ni á su familia, por lo que se lo llevó á la Dofiz Teresa Fernández 
de Ogeda, mujer de D. Enrique Ogeda, Capitán de Carabineros, que vive 
en la calle Máyor de esta ciudad, cuyo sefior se encontraba á la sazón au- 
sente en Panticosa; que encontrando á la mencionada Dofía Teresa en su 
casa, la madre de la denunciante le hizo entrega de las expresadas alhajas 
y ropas sin abrir él arca, quedando todo en poder' de aquélla; que anos 
días después de haber regresado el Sr. Ogeda de Panticosa, la compare: 
ciente con su madre fueron á casa de la mencionada Doña Teresa á decirle 
que le faltaban alhajas, cubiertos y cucharón de los que le- había tenido 
en depósito, y que pocos días antes de venir el Sr. Ogeda'de 'Panticosa, 
una noche el asistente de dicho señor, de parte de sa ama la Dofta Teresa 
le había devtielto las alhajas con la ropa blanca, y como lo hxbía devuelto 
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:Á casa de la dentnciante todo metido en un saco, no se echó de ver en el 
-"omento la falta de las sihajas, pues el talego no se vació á presencia del 
asistente, ni mueho menos se revisaron todas y cada una de las cosas que 
contenía; que pocos días después de haber regresado el mencionado se- 
flor Ogeda, fueron la compareciente y su madre á casa de Doña Teresa 
Fernández á hacerle presente que faltaban alhajas, los cubiertos y el cu- 
charón; que tal vez el asistente que los había traído no fuera de confianza; 
que al oir esto la Doñia Teresa, se puso muy incomodada, diciéndolas que 
iba á llamar al casino á su esposo, por lo que la compareciente y sa madre 
al veria de tal manera se retiraron; que la dicente había tenido noticia de 
que las alhajas habían sido empeñadas en la Caja de Ahorros de esta cin- 
dad en 16 de Agosto último, y desempeñadas en 12 de Septiembre si. 
guiente por la cantidad de 2.600 reales á nombre de Dofía Gumersinda 
Osona, habitante en la calle de las Navas, núm. 8; que fija en la idea de 
recobrar las alhajas y de no perjudicar en su fama ni intereses á la señora 
Fernández ni á su esposo Ogeda, antes de denunciar el hecho al Juzgado 
«creyó conveniente el ponerlo en conocimiento del Sr. Coronel de Carabi- 
neros, Sr. Castro, como lo puso, y el cual, con la caballerosidad que era 
de esperar, le dijo que por todos los medios que sa autoridad le da- 
ban, procuraría esclarecer los hechos á fin de lograr que le restituye- 
ran las alhajas, 4 cuyo objeto, después de conferenciar sin resultado al- 
guno con el 8r. Ogeda, llamó al Sr. Teniente Coronel Jefe de la Coman- 
dancíia de esta provincia, el Sr. Nanetti, y tres Capitanes compañeros del 
Ogeda, y todos los Jefes y Capitanes, con el mayor interés y actividad, 
habían practicado las diligencias para averiguar el paradero de las repe- 
tidas alhajas, logrando saber que éstas habían sido empeñadas en la Caja 
de Ahorros de esta ciudad; que habían llevado los cubiertos á casa del 
grabador López Vázquez de la calle de San Francisco de esta capital, á fin 
de quiterle las iniciales que tenían y ponerles las de E. O., que son las de 
Enrique Ogeda; que dichos Jefes y Oficiales le dijeron á la compareciente, 
que persuadidos que la acusación contra el Ogeda y sa mujer estribaba 
en hechos ciertos, era preciso denunciar el hecho al Juzgado, como lo de- 
nunciaba: | 

Tercero. Que se ha acreditado en el acto del juicio oral que la mencio- 
nadas Dofñía María Porras entregó á la procesada Dofñia Teresa Fernández 
en calidad de depósito, en el día 4 de Agosto último, en casa de la misma, 
alhajas, cubiertos y cucharón de plata, las primeras en un cofrecito ó arca 
cerrada, y los cubiertos y cucharón cubiertos ó envueltos en una colcha 
de damasco; hechos que se estiman y declaran probados: 

Cuarto. Que se ha acreditado igualmente en el seto del juicio oral, que 
al devolver la procesada por eonducto de su asistente á Doña Hilaria Ve- 
nero y Porras las alhajas y demás prendas que de ésta tenía en depósito, 
no le entregó lo siguiente: un reloj de oro de sefiora, esmaltado en negro, 
con chispas de diamantes en la tapa superior, con su caja de concha y 
leontina; una sortija de tres brillantes, montados al aire, con aro doble de 
oro; un collar de perlas, con un par de pendientes con dos perlas grandes 
como las del collar, con dos turquesitas encima de la perla; un par de pen- 
dientes antiguos de diamantes, con un colgante de tres diamantes, todo 
ello montado en oro; una sortija de oro, de caballero, con una esmeralda 
en medio y un brillante á cada lado; unos pendientes de oro con una fila 
de perlitas pequefias; un rosario con engarce de oro y cuentas de lo mis- 
mo, con cruz de nácar y oro; un alfiler de oro moderno, con una chispita 
en el centro de diamantes, de caballero; una docena de cubiertos de plata 
rayados de gallón; con las iniciales: M. P., con un cucharón sencillo, de 
plata doble, que hace juego con los mismos cubiertos, pero sin iniciales, 
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cuya preexistencia en poder de Doufía Hilaria Venero se ha justificado; he. 
chos que también se estiman y declaran probados. 

Quinto. Que los peritos plateros nombrados por el Juzgado han apre- 
ciado prudencialmente, por los datos que existen en la causa y por los que 
en el acto del justiprecio les proporcionó Dofia Hilaria Venero, el valor de 
las alhajas que se expresan en el resultando que inmediatamente precede, 
y cuya sustracción motivó la presente causa, en 3.632 pesetas, cuya rela- 
ción de los peritos en el acto del juicio oral se ha propuesto y suministra- 
do como prueba documental; hecho que del mismo modo se estima y de- 
clara probado: 

Octavo. Que en €l acto del juicio oral se ha justificado que la procesa- 
da, por más que ésta lo ha negado, fué en el mes de Septiembre á la Caja 
de Ahorros de esta ciudad á empeñar unas alhajas, que eran las mismas 
que en la caja de madera le entregó Dofia María Porras, y cuya procesada 
ha sido reconocida en el acto de dicho juicio por el Director de dicha Caja 
como la misma que en dicho establecimiento empeñó varias alhajas; hecho 
que se estima y declara probado: 

Noveno. Que se ha probado igualmente en el acto del juicio oral, por 
más que también lo ha negado la procesada, que ésta fué al establesimien- 
to del grabador López Vázquez de esta ciudad y le dió 12 cubiertos de 
plata rayados, agallonados, que tenían unas iniciales, para que las borra- 
rran y pusieran las de E. O., que son las del nombre y apellido del esposo 
de dicha procesada, y que el mencionado grabador se los devolvió marca- 
dos con las iviciales E. O., habiendo entregado á éste 23 pesetas por el. 
importe de dicho trabajo, y que el grabador fué á casa de la procesada á 
devolverle los mencionados cubierto y cucharón; hechos que también se 
estiman y declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que estos he- 
chos constitayen el delio de estafa, definido en el art, 547 y penado en el 
núm. 8.0 del mismo, con relación al párrafo quinto del 548, y que es anto- 
ra la procesada María Teresa Fernández Zatra, sin circunstancias modifi- 
cativas de la responsabilidad criminal, la condenó á la pena de un afio,, 
ocho meses y veintitrós días de prisión correccional, accesorias, indemni.- 
zación y costas: 

Resnltando que la procesada ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el núm. 3. del art. 849 de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1,0 El art, 547, núm. 3.0, en relación con el párrafo quinto del art. 548, 
porque si bien es hecho probado que la tasación de las alhajas estafadas 
es superior á 2.500 pesetas, también es probado que en otra tasación lo 
faeron en 750, y por esto debió aplicarse la pena señalada en el núm. 2,* 
y no en el 3.0 del art. 547. 

2.0 El núm. 2.* del art. 547, con relación al párrafo quinto del 548, por 
la razón alegada: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
porque en sus dos motivos contradice el hecho que se declara probado en. 
el quinto resultando de la sentencia recurrida: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez. 

Considerando que es doctrina repetidamente establecida por esta Sala. 
que Jos hechos declarados probados en la sentencia recurrida han de ser 
aceptados en los términos en que se aprecian y consignan por la Sala sen- 
tenciadora en uso de su exclusiva competencia, y que en el presente caso, 
de los relacionados con el indicado carácter en el fallo recurrido, no se 
- declaren en manera alguna las circonstancias que han servido de funda 
jnapte al recurso de casación interpuesto por la representación de la pro- 
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cesada Teresa Fernández Zafra, toda vez que lo apoya en no exceder la 
tasación delas alhajas estafadas de 2.500 pesetas, siendo así que la Sala, 
apreciando Jas pruebas, declara en el primer considerando que el valor de 
las alhajas excede de 2.500 pesetas; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por Teresa Fernández Zafra, á quien con- 
denamos en las costas y pago de 125 pesetas en concepto de depósito, que 
satisfará cuando mejore de fortuna; comunicándose esta resolución á la 
expresada Audiencia á los efectos correspondientes.—(Sentencia publicada 
en 12 de Mayo de 1898, é inserta en la (aceta de 11 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Mayo de 1893).—Sala segunda, —Estafa, 
—No ha lugar al interpuesto por Lorenzo Brindis Suáres (Audiencia de 
León), y se resuelve: 

Que es condición exigida por la ley que para la solución de los problemas 
Jurídicos que en el recurso por infracción de ley se plantean, han de aceptar- 
pe en toda su integridad los hechos que el Tribunal del juicio estima probados 
em la sentencia recurrida. 


En la villa y corte de Madrid, 4 138 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Loren- 
so Brindis Suárez Santín contra sentencia de la 4udiencia provincial de 
León, en causa seguida al mismo y otros en el Juzgado de instrucción de 
Villafránca del Bierzo, por estafa: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 27 de Febrero úl. 
timo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que con motivo de las elecciones de Concejales que habían 
de tener lugar para la renovación bienal del Municipio en el Ayuntamien- 
to de Balboa en los primeros días de Mayo de 1891, los procesados, Con- 
cejales entonces, Francisco y Ramón Cerezales Crespo con el Secretario 
que era de la Corporación Brindis Suárez Santín, concertaron entre sí per- 
cibir de varios vecinos de dicho Concejo ciertas cantidades por eximirles 
de ser elegidos para el cargo de Concejal! en dicha elección, atribuyéndose 
para ello poder é influencia bastante en el Cuerpo electoral, de la que ca- 
recían, á fin de que resultara elegido el que ellos desigosran, y con el fin- 
gido pretexto que las sumas que recaudasen habían de ingresar en la De- 
positaría municipal para aminorar el déficit en que se hallaba el Ayunta- 
miento por contingente carcelario correspondiente á los ejercicios econó- 
micos del 1889 al 90 y de éste al 91, pusieron en ejecución su proyecto ha- 
ciendo figurar en candidatura para Concejal á Manuel Núñez Rodríguez, 
á quien exigleron 200 pesetas por eliminarlo de la candidatura, quien te- 
meroso de ser elegido Concejal por el estado lamentable en que se encon- 
traba la gestión administrativa del Municipio, entregó dicha cantidad por 
medio del Sr. Cura Párroco, D. Pelegrín del Valle, que dió al Brindis Suá- 
res un abonaré por cuenta de mayor suma que éste debía á aquél, y de 
cuya cantidad reintegró el Núñez al D. Pelegrín en el mes de Noviembre 
siguiente, en virtud de lo que que quedó eliminado de ser elegido Conce- 
jal el referido Núñez; que en análoga forma, y valiéndose de igual proce- 
dimiento, exigieron dichos tres procesados á Francisco Gallardo, vecino 
de Balboa, 125 pesetas para ser asimismo eliminado de la candidatura dé 
Concejal, y como les contestase que carecía de recursos, otorgó una obli- 
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gación con fecha 10 de dicho mes de Mayo á favor del procesado Francis- 
co Cerezales, que óste y el Ramón su hermano dieron á susoribir al Gallar- 
do, en la que se consignaba que éste era en deber al Francisco Ceresales 
la expresada cantidad en concepto de préstamo ó suma que le suministra- 
ra el Francisco Cerezales para urgencias «lel Gallardo, y como éste repli- 
case que lo consignado en el documento no era cierto, por ser la deuda 
contraída para ser excluído de la candidatura de Concejal, debiendo apli- 
carse la cantidad á los gastos carcelarios, contestaron los procesados 
Cerezales que el documento no podía otorgarse en otra forma que la ex- 
puesta, en cuya virtud lo suscribió el Francisco Gallardo, quien fué des- 
pués condenado al pago de dicha cantidad y costas causadas en 4 de Ju- 
nio siguiente, por resultado de juicio civil que le propuso Francisco Ce- 
rezales, á quien el Gallardo entregó dichas 125 pesetas; que asimismo An- 
tonio Cerezales Gómez, vecino de Chan de Vilar, fué llamado el día antes 
de la elección al Consistorio de Balboa, en donde los procesados le exi- 
gieron 100 pesetas para librarse de ser Concejal, y como le pareciera exco- 
aiva la cantidad al Antonio, Brindis Suárez la rebajó á 80 pesetas, por las 
que otorgó entonces una obligación privada con testigos el deudor mien- 
tras no pagara dicha cantidad, la cual hizo efectiva posteriormente entre - 
gándosela al procesado Francisco Cerezales; que del propio modo el ante- 
dicho procesado exigió, de acuerdo con sus consortes, á Francisco Gonzá.- 
les Santín por librarse de ser Concejal 40 pesetas, las que entregó al Cere- 
sales, 25 pesetas el día que le fueron reclamadas, poco antes de la eleec- 
ción, y las 16 restantes el día siguiente de entregar las primeras; que 
igualmente el mismo día de la votación el Francisco Cerozales, Presidente 
de la Mesa, y en concierto con sus consortes, exigió 4 Vicente Martínez, 
vecino de Chan de Vilar, que si le daba 200 pesetas para extinguir el dé- 
ficit del Ayuntamiento le eximiría para la candidatura de Concejales, y no 
accediendo á ella el Vicente, convino al fiu Francisco en excluirio median- 
te un mazo de 30 cigarros comunes que á éste le dió, su valor 90 céntimos; 
que, finalmente, 4 Ramón Cerezales, de la vecindad que los anteriores, le 
exigieron dos mazos de cigarros del precio de 3 céntimos uno, para ex- 
cluirlo de ser Concejal, no obstante resultar ya elegido, y aun cuando en- 
tregó aquéllos al Francisco Cerezales hubo de tomar posesión de su cargo; 
de cuyas cantidades y efectos se lucraron los procesados en perjoicio de 
los referidos interesados, valiéndose del engaño que se deja relacionado; 
cuyos hechos todos se declaran probados: 

Quinto. Que á petición de la defensa de Brindis Suárez, se trajó á la 
causa, y fué leída durante las sesiones del juicio oral, una certificación ex- 
pedida por el Depositario de fondos carcelarios del partido de Villafranca, 
en la que se hace constar que el Ayuntamiento de Balboa adeudeba en 
Mayo de 1891, y por contingente carcelario de los añios 1889 al 91, 397 pe- 
setas, de las que se ingresó en 29 de Mayo de 1891, 347 pesetas 75 cónti- 
mos, sin que se haga expresión de la procedencia del ingreso y cómo se 
arbitró la cantidad dedicada á la extinción de dicho contingente; hecho 
que se declara probado en la forma que se relaciona: 

Resultando que la Audiencia provincial estimó la existencia de seie de- 
litoa de estafa, previstos todos en el núm. 1.0 del art 548 del Código penal, 
dos por cantidad que excede de 100 pesetas y no pasa de 2.500, y los cusa- 
tro restantes por cantidad menor de 100 pesetas, de que eran autores los 
tros procesados que se apropiaron las.sumas estafadas, sin que hayan jus 
tificado su inversión, y por no apreciar otras circunstancias que la de ha- 
berse prevalido los culpables del carácter público que tenían, que preve 
el art. 414 de dicho Código, condenó á los tres procesados, uno de ellos, el 
recurrente Lorenzo Brindis Suárez Bantín, á cuatro meses y un día de 
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arresto mayor por cada uno de los dos delitos de estafa, mayores de 100 
pesetas; y por los cuatro delitos menores de la citada sama á dos meses y 
un día del propio arresto, sin que todas estas penas pudieran exceder de 
un año y tres días, á la inhabilitación especial temporal para el ejercicio 
de su cargo de Secretario de Ayuntamiento por tiempo de once años y un 
día, indemnización y costas por terceras partes: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Lorenzo Brindis 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 548, núm. 1.0 del Código penal, porque no se ha probado 
que Brindis percibiese ninguna cantidad de las que voluntariamente en: 
tregaron los perjadicados, ni'tavo ánimo de defraudar, y lo que los perja- 
dicados dieron se empleó en reducir el déficit que por contingente carce- 
lario tenía el pueblo de Baiboa; 

Y 2.0 Elart. 547 del mismo Código, pues el recurrente no tuvo parti- 
cipación en el recibo de las cantidades que dieron los perjudicados por 
excluirles de la candidatura para Concejales, ni en su exacción: — . 

Resultando qué el Ministerio Fiscal impugnó la admisión del recurso, 
por apoyarle en hechos contrarios á los que se declaran probados. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassos: 

Considerando que es condición exigida por la ley y por la constante 
doctrina establecida por este Supremo Tribunal, que para discutir los pro- 
blemas jurídicos que se plantean en el recurso de casación por infracción 
de ley, se acepten, sin slteración alguna, los hechos que el Tribunal del 
juicio hubiese estimado probados: di 

Considerando que á esa ineludible condición se opone el recurso deda- 
cido por Lorenzo Brindis Suárez Santín, porque, fundado en que no de- 
fraudó á los perjudicados ni exigió y percibió cantidad alguna, y que lxs 
que aquéllos entregaron voluntariamente á los otros dos procesados, en 
virtud de un contrato lícito, fueron aplicadas á reducir el déficit del con- 
tingente carcelario á que se destinaban; estos supuestos están en contra- 
dicción manifiesta con los hechos que en la sentencia se declaran como 
ciertos, pues se afirma en ella que tres procesados, entre los cuales se com- 
prende al recurrente, obraron de común acuerdo; que los tres exigieron 
das cantidades defraudadas, con las que se lucraron, valiéndose del enga- 
fioso y fingido pretexto de que las sumas que recaudaron habían ingresado 
en la Depositaría municipal, sin que conste ni se haya estimado probado 
que en realidad las entregaron para tal objeto: | 

Considerando que apoyado en tales supuestos, que contradicen abier- 
tamente los hechos que el Tribunal a quo estimó como ciertos al apretiar 
las pruebas en uso de su exclusiva competencia, el recurso es de todo 
punto inadmisible; 

Fallanros que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad. 
misión del recurso de casación por infracción de ley interpuesto contra la 
citada sentencia de la Audiencia provincial de Leén por Lorenzo Brindis 
Suárez Santín, al que condenamos en las costas y á la pérdida del depósito 
de 125 pesetas, que ha constituído, y al que se dará la aplicación correspon-: 
diente; lo que se comunique á dicho Tribunal á los efectos vportunos.-— 
(Sentencia publicada'en 13 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta de 9% 
de Octubre del mismo afio). 
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- RECURSO DE CASACIÓN (16 de Mayo de 1893).—Sala segunda. —.Hurto. 
—-Ba lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Sevilla), 
a on lific l delito de h: buso de confianza, penado 

ebe calificarse el delito de hurto con grave abuso nza, 
en el núm. 2.9 del art. 533 del Código, cuendo el culpable es guarda del oor- 
tijo del perjudicado y como tal sirviente asalariado de éste; pues el abuso 
grave existe en el acto con que el procesado faltó á esa confianza, y en la se- 
guridad que inspiraba á su principal al encargarle de la custodia y cuidado 
de la finca y de los efectos que de la misma sustrajo. 


En la villa y corte de Madrid, á 16 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Sevilla, en causa seguida á Jonó María Rangel Alcázar y otro en el Jaz- 
gado de instrucción de Osuna, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 19 de Febrero últi- 
mo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que en uno de los primeros días del mes de Junio último, 
del cortijo llamado del Angel que en el término de Osuna posee D. Diego 
Joaquín Zamora, el procesado José María Rangel, que era guarda de Ja 
expresada finca, de acuerdo con su consorte Diego Guillén Berdejo, sus- 
trajo de la misma ocho fanegas de trigo, que entregó á éste, y el Guillén 
Berdejo las condujo al domicilio en que viven en la misma villa, de donde 
fueron recogidas por orden judicial seis, que se encuentran depositadas, 
resto de aquéllas; hechos probados: 

Segando. Que valorado judicialmente el trigo sustraído, á razón de 12 
pesetas fanega, forman las ocho un total de 96 pesetas; hechos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de burto del núm, 4.0 del art. 531 del Código 
penal, del que eran autores, por participación directa, los procesados José 
María Rangel y Alcázar y Diego Guillén Berdejo, con la circunstancia 
agravante, en cuanto al Rangel, décima del art. 10 del propio Código, de 
abuso de confianza, puesto que era sirviente asalariado del perjudicado; 6 
impuso á Guillén tres meses de arresto mayor y á Rangel cinco meses, y 
á los dos las accesorias correspondientes, restitución, indemnización y 
costas por mitad: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el Ministerio fiscal 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 3.2 del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el ar- 
tículo 5338, núm. 2.0 del Código penal, por no haberse aplicado en relación 
con los 530 y 531, núm. 4.0, pues siendo Rangel guarda del cortijo de 
donde sustrajo el trigo, al verificar la sustracción obró con gran abuso de 
confianza en él depositada por el perjudicado, incurriendo en la sanción 
penal del primero de los artículos citados y no del último, que ha de im- 
ponerse en el grado medio, por no concurrir circunstancias modificativas 
de la responsabilidad: 

Resultando que el Ministerio fiscal sostuvo oralmente su recurso y le 
impngnó la parte recurrida. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcooer: 

Considerando que en el mero hecho de ser el procesado Josó María 








RECURSOS Y OOMPRIENCIAS 465 


Rangel guarda del cortijo que en el término de Osuna poses D. Diego Jos- 

uín Zamora, y sirviente asalariado de éste, el hurto de las ocho fanegas 

e trigo, que en anión de Diego Guillén Berdejo cometió en dicha finca, 
al objeto de la penalidad, y por lo que á Rangel se refiere, no puede menos 
de estimarse como realizado con grave abuso de conflansa, pues existe 
éste en el actó con que faltó á esa confianza y en la seguridad que inspiró 
á Zamora para que entregase á su custodia y dejase á su guarda y cuidado 
la finca y los productos ó efectos que sustrajo de la misma; así es que la 
Audiencia de Sevilla, que supone en el fallo que ha dictado que el abuso 


es solo simple, ha cometido la infracción del art. 533, núm. 2.9 del Código - 


penal y demás que se citan en el recurso del Ministerio fiscal, incurriendo 
en el error de derecho que en el mismo se invoca; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurse 
interpuesto por el Ministerio fiscal contra la citada sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Sevilla, que casamos y anulamos, decla- 
rando de oficio las costas, y mandando se comunique la presente, con la 
que á continuación se dicto, á dicho Tribunal para los efectos oportanos. 
—(Sentencia publicada en 16 de Mayo de 1893, é inserta en la Qaceta de 
24 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (16 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—Estafa. 
—Ha lugar al interpuesto por Miguel Domenech Ballés (Audiencia de Ló- 
rida), y se resuelve: 

Que no deben estimarse los hechos admitidos en la sentencia como consti. 
tubivos del delito de estafa, castigado en el núm. 1.0 de los artículos 547 y 548, 
en relación con el 414 del Código penal, cuando de los términos de la propia 
sentencia no se deducen motivos y elementos suficientes para declarar que el 
inculpado usó de las funciones del cargo de Alcalde, suponiéndose investido 
de facultades que no tenía; ó, por el contrario, que dada la naturaleza de ta- 
les hechos, puedan éstos estimarse como un pretexto para eludir el pago de 
sina compra al fiado, cuyo contrato debía regwlarse sujeto á la ley civil, en 
<uanto yq su cumplimiento y consecuencias. 


En la villa y corte de Madrid, á 16 de Mayo de 1893, en el recurso de 
<asación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Miguel 
Domenech Ballés y el Ministerio fiscal contra la sentencia pronunciada 
por la Audiencia provincial de Lérida, en causa por estafa: 

Resultando que en la referida sentencia se consignan los hechos en los 
términos siguientes: 

Resultando que en el día 29 de Agosto próximo pasado, el Alcalde de 
Benavente de Lérida, D. Miguel Domenech, acompañado de otros indivi- 
duos recorría las calles de la población para atender á la conservación del 
orden público, y al llegar al sitio en donde se encontraba Francisca Donéós 
expendiendo en la vía pública turrones, ordenó al alguacil del Ayunta- 
miento reclamase de la Donés y de la otra vendedora Rosa Montaña la en- 
trega de una papeleta de almendras cada una, y como la Donés preguntase 
si también había de incluir turrones, le contestaron afirmativamente, in- 
cluyendo dos cajitas de turrón de valor 2 pesetas 50 céntimos, y la Mon- 
tafía almendras y turrón por valor de 2 pesetas, todo lo cual recibió el ex- 
presado Alcalde Domenech, y dirigiéndose con los individuos que compo- 
nían la ronda destinada á la conservación del orden á una taberna de la 
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población, se comieron las almendras y turrones mencionados; hechos que- 
se declaran probados: S E 

Resultando que las vendedoras Donés y Montaña al día siguiente, ó 
sea el 30 de Agosto reclamaron .el pago de los efectos entregados a! algun- 
cil el día anterior, negándose el Alcalde Miguel Domenech á satisfacer 
cantidad alguna por las almendras y turrones recibidos, bajo pretexto de 
haber sido una broma, y por creer tenía facultad de exigir á las vendedo- 
ras de la vía pública los efectos reclamados, en virtud de un acuerdo ver- 
bal que con algunos Concejales había tomado, sin que conste justificado 
el acuerdo, ni hallarse debidamente autorizado para exigir tributo alguno; 
hechos que igualmente se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Lérida declaró que los he- 
chos probados constituyen un delito de estafa, definido y castigado en el 
núm. 1.0 de los artículos 547 y 548, en relación con el 414 del Código pe- 
na), por valor de 4 pesetas 50 céntimos, siendo responsable en concepto 
de autor D. Miguel Domenech Ballés, sin circunstancias modificativas; y 
vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó 
á dicho autor á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, eon sus 
accesorias, inhabilitación absoluta temporal durante diez años y un día 
para el cargo de Alcalde, y al pago de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recarso de casación. 
por infracción de ley por parte de dicho penado, previo el depósito de 
125 pesetas, fundado en los números 1.0 y 4.0 del art. 843 de la de Enjui- 
- clamiento criminal, citando como infringidos: 

. 1.0 El art. 1.9 del Vódigo penal, porque el hecho de autos no constitu y e 
acción ú omisión penada por la ley; 

2.0 El art, 648, en su núm. 1.0, en relación con el 1.9 del 547, per apli- 
cación indebida, porque el hecho no reune los caracteres del delito de es- 
tafa que en ellos se pena: 

3,0 El art. 414 de dicho Código, en cuanto se ha entendido que el Al- 
calde obró en el ejercicio de sus facultades gubernativas. 

4.0 En igual concepto de insaplicación, y como consecueneia de las in- 
fracciones anteriores, los demás artículos que cita la sentencia relativos ú 
la responsabilidad civil y criminal: 

Resultando que el Fiscal se adhiere al recurso, autorizado por los pú- 
meros 3.0, 5.9 y 6.* del referido art. 849 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, y cita como infringidos igualmente: 

1,0 El art. 548, núm. 1.9, en relación con el 1.2 del 647, en igual con- 
cepto de aplicación indebida: 

2.0 El 414 en el mismo concepto, con idéntica alegación que el recu- 
rrente: 

3.0 El art. 82, regla 1.s, porque en el cago de entenderse que aquél 
obró en el ejercicio de sus funciones, ha debido imponérsele la pena con- 
junta de inhabilitación en su grado medio y no en el mínimo como lo hace - 
Ja Sala sentenciadora: 

Resultando que admitido el recurso y la adhesión del Ministerio fia- 
cal, fueron sostenidas oralmente por éste y el defensor del procesado: 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que si bien en el resultando primero de la sentencia se 
afirma que el Alcalde Domenech ordenó al alguacil que reclamase de las 
perjadicadas las almendras, forma que parece indicar que obraba aquél 
como Autoridad, en el primer considerando se dice, por el contrario, que 
pidió á las vendedoras las referidas almendras, palabra que excluye aque- 
lla presunción, poniendo cuando menos en duda el concepto de la deman- 
da de almendras, dando origen á que las perjudicadas entendiesen que 
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ásta respondía 4 uma compra al fiado de diche articulo, y no como exac- 
ción obligatoria con carácter de impuesto municipal, como lo demuestra 
el baber afiadido á las almendras los turrones no pedidos por el Alcalde, 
y haber reclamado de éste el importe de todo al día siguiente: 

Considerando que las razones alegadas por el procesado para no pa- - 
garlo como posteriores al hecho, no deben influir en la natoraleza de 
éste, porque pueden considerarse como pretextos para evitar el pago, 
dada su misma contradicción, puesto que si el Alealde se hubiese consi- 
derado autorizado para exigir tan anómalo impuesto, ó fingido esa auto- 
rización, no podía decir como dijo, que todo había sido una broma, por- 
que ambas excusas implican ideas contradictorias: 

Considerando, por tanto, que de los términos de la sentencia no se de- 
dacen motivos y elementos saficientes para declarar que el recurrente al 
ejecutar los hechos que el Tribuna! sentenciador le atribuye, usó de las 
funciones del cargo de Alcaide, suponiendo facultades que no tenía, por 
lo cual no deben estimarse tales hechos como criminosos, según los esti- 
man con error de derecho dicho Tribunal, y sí de carávter puramente ci. 
vil, eujetos á la ley que regula los contratos; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación interpuesto á nombre de Miguel Domenech Ballés, así como á 
Ja adhesión del Ministerio fiscal contra la sentencia pronunciada en 16 
de Febrero último por la Audiencia provincial de Lérida, la cual casamos 
y annlamos, declarando de oficio las costas; y mandamos devolver el de- 
pósito consstitaído; comunicándose estas resoluciones con la que á conti- 
nuación se dicte á la Audiencia sentenciadora para su camplimiento y 
efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 16 de Mayo de 1893, é 
inserta en la Gaceta de 25 de Octabre del mismo año.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (16 de Mayo de 1893). —Sala segunda.— Hurto.. 
—No ha lugar al interpuesto por Antonio Sánchez Fernández (Audiencia 
de Granada), y se resuelve: 

Que los recursos por infracción de ley han de apoyarse en los hechos pro- 
dados admitidos por el bunal sentenciador, único modo de apreciar, 
sí existe, el error de derecho que se supone cometido, y en su consecuencra, 
cuando se alega que el hecho no es delito de hurto, sino falta de dafio penada 
en el art. 617 del Código, por no haber existido intención de lucro, oon lo cual 
as contradice la afirmación contraria del Tribunal a quo, el recurso es de 
todo punto inadwisible. 


En la villa y corto de Madrid, 4 16 de Mayo de 18983, en el recurso de 
essación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio Sánchez Fernández contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo 
eriminal de la Audiencia de Granada, en causa por hurto: 

Resaltando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
7 de Febrero último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que en 28 de Noviembre de 1890, los procesados Juan Mena 
Peláez y Antonio Sánchez Fernández penetraron en el monte comunal de 
la villa de Gor, cortando el primero tres pinos en el sitio llamado Colar 
de los Tobal, y el segundo, otro en el paraje de Pocico Frías, cuyos ár- 
boles, que han sido valorados en 6 pesetas, trataron aquéllos de sustraer- 
los para leña, más antes de que lo realizaran fueron sorprendidos por la 
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Guardia civil y denunciados al Juzgado; cuyos hechos, por el resultado 
del juicio oral, declaramos probados: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada de- 
claró que los hechos probados constituyen un delito de hurto frustrado em 
esntidad menor de 10 pesetas, previsto y penado en el núm. 5.0 del ar- 
tículo 531 del Código penal, del que son responsables en concepto de au- 
tores Juan Mena Peláez y Antonio Sánchez Fernández, sin circunstan- 
cias modificativas; y visto el artículo citado y demás concordantes de apli- 
cación del referido Código, condenó á cada uno de dichos dos autores á 
la multa de 125 pesetas, con el apremio personal en su caso, con las costas 
de por mitad: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de Antonio Sánchez Fernández, que se ba 
interpuesto autorizado por el núm. 3.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento 
criminal, citando como infringidos: 

. 1,0 El núm. $.0 del art. 580 del Código penal, en su relación con el pé- 
rrafo segundo del 617 del mismo, en cuanto no se ha estimado que no 
hubo ánimo de lucro: 

2.0 El núm. 5.0 del 531 de dicho Código, por aplicación indebida: 

3.0 Y en relación con la anterior infracción, el art. 66 del mismo Có- 
digo, en cuanto se pena al recurrente como autor de un delito frustrado 
-qne no existe: 

4.0 El art, 617 del referido Código, en cuanto no se absuelve al recu- 
rrente, declarándose comprendido el hecho en el párrafo segundo del men- 
cionado artículo, á fin de que entienda en él el Juez correspondiente: 

Resultando que instruído el Ministerio fiscal, se opone á la admisión 
del recurso, en cuanto á los tres primeros motivos que contradicen los he- 
chos probados. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que en los recursos de casación en el fondo, es indispen- 
sable, para ser admitidos y poderse discutir las infracciones alegadas, que 
éstas se apoyen en los hechos que el Tribunal sentenciador ha declarado 
probados, porque es el único modo de apreciarse, si existe, el error de de- 
recho que se supone cometido: i 

Considerando que á este necesario requisito se falta en el interpuesto 
por la representación de Antonio Sánchez Fernández, puesto que para 
demostrar que el hecho no es constitutivo de delito, sino de falta por daño, 
que pena el art, 617 del Código, parte del supuesto de no haber tenido el 
culpable intención de lucro, con lo cual contradice la afirmación del Tri- 
bunal a quo, de que el propósito é intención del recurrente al cortar loa 
pinos para sustraerlos y utilizarlos como lefía, y por consiguiente, ya los 
dedicara á su consumo, como sin fundamento de hecho en la sentencia se 
afirma en el recurso, ó bien se propusiera utilizarlos en cualquier otra 
forma, la existencia del lucro es clara, y manifiesta la contradicción con 
los hechos probados de la sentencia; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
sión del recurso que contra la sentencia dictada por la Sección tercera de 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada ha interpuesto Antonio 
Sánchez Fernández, al que condenamos en las costas y al pago de 125 pe- 
sotas, por razón de depósito, si mejorase de fortuna; comuníquese esta re- 
solución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. — (Sentencia 
publicada en 16 de Mayo de 1893, é inserta en la (QFaceta de 25 de Octubre 
-del mismo afio.) 
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RBCURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (17 do Mayo de 1893). 
Sala seguunda.— Lesiones. —No ha lugar al interpuesto en juicio verbal de 
faltas por D. Manuel Negre Ubanell (Juzgado de instrucción de Pinar del 
Río), y se resuelve: 

Que no es admisible el recurso por infracción de ley cuando para soete- 
ser las que se suponen cometidas no se acepta, ó se desvirtúa el hecho que sir- 
vió de fundamento al Tribunal para dictar el fallo; cuando se discute una in- 
Fracción que no guarda congruencia con la cita de la ley Procesal, que en 
apoyo del recurso se invoca, ó cuando, supuesto el error de derecho, no puede 
surtir efecto la casación, por no ser aplicable la disposición legal que resul. 
tare infringida: 

Que encaminado el recurso á demostrar la no intervención en el hecho jus- 
ticiable del recurrente, en concepto de autor por inducción, en ves de diri- 
girse aguél á evidenciar que el hecho procesal no era constitutivo de falta, 
único punto que permite discutir el múm. 1.9, art. 849 de la ley Procesa!, el 
recurso es TIRE y en todo caso debió fundarse en el múm. 4.* de la ci- 


legal; 

Que no son aplicables á las faltas las disposiciones que se refieren á las 
circunstancias atenuantes ó agravantes; sino que pueden los Tribunales, se 
gún el art. 648 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, imponer la pena se- 

en la ley, cuya extensión están autorizados para recorrer á su pru- 
dente arbitrio, por lo cual, cuando la ón que se supone ¡ufringida no 
es aplicable al caso, no hay infracción de ley que permita autorizar el re- 
CuYIO. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Mayo de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Manuel Negre Ubanell contra la sentencia dictada por el Juez de instruo- 
ción de Pinar del Río en la apelación de juicio de faltas, seguido contra 
el Negre y otro por lesiones leves: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 13 de Enero último, 
consigna los hechos en los siguientes resultandos, aceptados de la apelada 
que dictó el Juez municipal de Viñales: 

Primero. Que á la una y media de la tarde del referido día 17 de Octa- 
bre último se presentó en el Juzgado D. Hipólito Pino y Calero, denun- 
ciando verbalmente que como á las once de la mafiana de ese día fué herido 
su hermano D. José Pino y Oalero por D. Francisco Pifiero en la vega que 
aquél tenía arrendada en el barrio de Guajaní y en el momento que sepa- 
raba unos perros que estaban peleando, sin poder dar otros detalles por 
no haber presenciado el hecho; y en su virtud, constituyéndose el Juaz- 
gado en la vega La Lima, residencia de D. José Pino, encontró á éste.acos- 
tado boca abajo y desnudo de la cintura arriba en un catre de viento, en 
su cuarto, á ls izquierda, y al pie de dicha cama á los Facultativos D. José 
Morales y D. Donato Suárez preparando vendas, ventosas, bistarís y aga- 
jas, presentando el referido Pino en el costado izquierdo, y en el sentido 
oblicuo de arriba á abajo, una herida como de 16 milímetros de abertura, 
producida al parecer por instrumento perforocortante; hecho que es de de- 
clararse y se declara probado por inspección ocular, manifestando el le- 
sionado que la herida se la produjo D. Francisco Piñero, partidario de 
D. Manuel Negre, entre diez y media y once de la mañana en dicha vega 
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cerca de una casa de curar tabaco y próximo al camino que hace lindero 
con la vega de dicho Negre, por haberse opuesto á que Pifiero le mataso 
un perro que había hecho presa á los de Negre cuando se pasaron á la 
vega, fojas 1.2, 2.2 y 3.2; 

Segundo. Que en vísta de lo relatado, se previno á los Facultativos 
procediesen á la cura del lesionado y se presentaran á sumivistrar el co- 
rrespondiente informe, y se dió orden á una pareja de la Guardia civil 
para la busca y detención del Piñero, y se extendiese la diligencia de ins- 
pección para recibir declaración en forma al indicado lesionado: 

Tercero. Que éste, después de curado, en su declaración de fojas cua- 
tro á las seis, manifestó que, después de las faenas de la mañanas y de al- 
morsar, se foé á sestear á una de las casas de tabaco de la vega, y sin- 
tiendo á uno de sus perros trabajando con uno de sus bueyes, be levantó. 
para separarlos, en cuyos momentos penetraron de la vega de D. Manuel 
Negre unos cochinos de D. Andrés Pérez, que eran perseguidos por los 
perros de dicho Negre, los que también penetraron en su vega, y al divi- 
var al perro del declarante dejaron los cochinos y se Je abalanzaron, fiján- 
- dose entonces y haciendo presa el del declarante en uno de los de Negre, 
fuó á separarlos con un palo, y en esa diligencia penetró en su vega Don 
Francieco Pifiero, partidario de Negre, con un cuchillo en ademán de 
darle al perro del declarante una puñalada, á lo que se opuso y á lo que. 
contestó Piñero que á él también se la daba, por lo que tuvieron unas pa- 
labras, y por lo que Piñero le tiró nn golpe con el cuchillo, que por haber 
salido en ay vaina no le hizo daño, y por lo que le dió con un palo, al que 
contestó con el que había cogido para espantar los perros; que á la repe 
lión que hizo con el palo á Piñero, éste sacó su cuchillo, y como le viera 
sin la vaina, huyó, y ya separado dirigióse á los perros para separarlor,, 
pues continuaban peleando, y en esos momentos oyó la voz de D. Manuel 
Negre, que decía: «Piñiero, mata á ese cabrón», y al mirar vió á Negre pa- 
rado en el lindero de la vega y sintió una punzada en el cestado izquierdo, 
cayendo al suelo, y al pararse vió llegar 4 D. Mauricio Pérez, D. Vicente 
Acosta, D. Francisco López, D. Aniceto Hernández, D. Hilario Pinillos y 
otros que no recordaba, los que con su presencia impidieron que Pifiero- 
le diese otro golpe; que salió para su casa, y Negre gritaba: «Córrele, má- 
talo...» oyendo que Piñiero se quedó disputando con los que llegaron; que 
no había tenido disgustos con Piñero y sí con Negre por cuestiones de 
linderos y por los animales sueltos, y que cree que si Negre no hubiese 
ordenado á Piñero que lo matase, éste no le hubiera dado con el cuchillo, 
no renunciando la indemnización de perjuicios: 

Cuarto. Que citados inmediatamente los testigos D. Vicente Acosta, 
D. Francisco López, D. Hilario Pinillos, Dofia María Péres y D. Amjceto 
Hernández Lorento, se les recibió declaración en forma y convienen haber 
visto á Pino y á Piñero junto á unos perros que estaban peleando, y que 
Piñioro le infirió vna herida á Pino con un cuchillo; hecho que es de decla- 
rarse y se declara probado por testigos fidedignos, los que vieron en el 
lindero á D. Manuel Negre que gritaba á Piñiero, en los momentos en que 
estaba con Pino, que matase: Acosta, á ese cabrón bueca; López, á ese pe- 
rro; Pinillos, á ese perro bueca; la Pérez, á esos cabrones tarrudos; y Her- 
nández, mátalo, que para un perro hay otro perro; hechos que también son. 
de declarar y se declaran probados por dichos testigos, fojas 6 vuelta, 8,. 
11, 12 y 13: 

Quinto. Que después de curado el lesionado D. José Pino y Calero, se 
presentaron Jos Facultativos D. José Morales y D. Donato Suárez, infor- 
mando que el referido lesionado tenía una herida producida por inetru- 
mento perforocortante en la parte latero-posterior del costado izquierdo, 
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en el espacio intercostal 8.0 y 9.0, dirigida de atrás á adelante, de arriba 6 
abajo, y de fuera á dentro, y la abertura de entrada medía 15. milímetros 
de longitad, estando los bordes un poquito algo separados, con una pro- 
fundidad que iba en disminución de tres centímetros, que interesaba loa 
músculos intercostales, perforando la pleura y algo del tejido pulmonar 
eorrespondiente, herida que tardaría en cicatrizar, y por consiguiente, de 
estar curada de cinco á siete días, á no ser que sobreviniera la inflamación 
traumática de la pleura ó el pulmón, en cuyo caso el pronóstico sería re- 
servado; hechos que son de declararse y se declaran probados por juicio 
pericial, fojas 9 y 10: 

Sexto. Que practicándose un reconocimiento en el lugar del hecho, se 
observó que éste tuvo lugar en la yega de D. José Pino, pues á 40 varas 
del lindero que divide la vega de Pino con la de D. Manuel Negre, y á 81 
de la casa de curar tabaco, sita en la de aquél, en un espacio de ocho veras 
de largo por cinco de ancho, en- forma de círculo, apareció la hierba rayada 
y dos palos, deduciéndose por ello que en dicho punto hubo lucha; hecho 
e de declarar y se declara probado por inspección ocular, fojas 14 
vuelta: : 

Séptimo. Que conducido ante este Juzgado D. Francisco Felipe Pérez, 
«onocido por Francisco Pifiero, fojas 15, se le examinó instructivamente, 
y declaró que fué detenido en la vega de D. Manuel Negre por una trage- 
dia con'D. José Pino, hecho que se declara probado por confesión; que 
Pino le cayó á Palos llamándole adulón de Negre, y que esos hechos los 
presenciaron los partidarios de Pino y de D. Manuel Negre, siendo la causa 
el haberse opuesto á que Pino matase á un perrito de un hijo de Negre; 
que no sabía que estuviese herido Pino; que no le infirió ninguna herida, 
y sólo le dió con un palo, y que cuando Pino le daba de palos, Negre le 
gritó que dejase matar los perros y que huyese, y no que matase á Pino, ' 
fojas 17 4 11: 

Octavo. Que D. Manuel Negre, en su declaración de. fojas 19 á la 21, 
manifestó que estando en su vega vió unos cochinos, á los que le salieron 
sas perros é hicieron salir dichos coebinos al camino, donde se presentó 
D. José Pino con un perro grande y lo atojó á sus perros, y no contento con 
ello, fué á darles con un palo, en cuyo momento se le acercó Piñero y dijo 
á Pino que dejase pelear los perros y no les diese con el palo; que á eso 
Pino dió con el Palo á Piñero; siendo todo lo que vió, que no sabía que 
infiriera puñialada á Pino por no haberla visto dar, ni sabía que se encon- 
trase herido, y que no era cierto que gritase á Piñero que matase á Pino, 
sino que le gritó que se retirase y que dejase á Pino que matase los perros, 
y que sólo había tenido palabras con Pino por tener sueltos los animales 
en su vega; por lo que es de declararse y se declara probado el hecho de 
estar D. Manuel Negre en el lindero de la vega y gritar 4 Piñero mientras 
estaba en palabras con Pino: 

Noveno. Que practicadas las diligencias más urgentes por virtud de la 
denuncia de D. Hipólito Pino, y toda vez que del informe facultativo se 
desprendía que el hecho presentaba los caracteres de una falta contra las 
personas, se acordó esperar la sanidad del lesionado para señalar día para 
la celebración del correspondiente juicio, previniéndose á los Facultativos 
participasen el estado del lesionado cada quinto día, y se encargó al Doctor 
Morales de la inspección y vigilancia que la ley previene á los foren:es; 
fojas 21: : 

DO Que á los seis días del hecho, y por la comunicación de fojas 
22, dichos facultativos participaron que el lesionado D. Josó Pino se ha- 
Haba completamente curado, cuya sanidad atestaron, fojas 29 4 la 30 vuel- 
ta, informando que por consecuencia de la lesión no había quedado á Don 
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José Pino deformidad ni impedimento alguno para el trabajo, habiendo 
necesitado de asistencia módica seis días, los mismos que estavo impedi- 
do de dedicarse á sus ocupaciones habituales; hecho que es de declararse 
y se declara probado por juicio pericial: 

Resultando que el Juez de instrucción de Pinar del Río, confirmando 
dicha sentencia apelada, declaró los hechos expuestos constitutivos de 
una falta prevista en el art. 610 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, 
de que eran autores por ejecución directa Francisco Felipe Pérez, cono- 
eido por Francisco Piñero: por inducción directa D. Manuel Negre Uba- 
nell, óste con la circunstancia tercera agravante del art. 10 de dicho 
Código, y condenó á Pérez á veinte días de arresto menor, y á Negre á 
treinta días del mismo arresto, y á los dos en la indemnización y costas 
por mitad: 

Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto Negre re- 
curso de.-casación por intracción de ley, autorizado por los casos 1.0 y 5,0 
del art. 849 de la de Bojaiciamiento criminal, citando como infringidose: 

1.0 El art. 12, caso 2.2 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, puesto 
que la inducción á que el mismo se refiere ha de ser directa, determinante 
del heeho, que en otro caso no se hubiera cometido, y anterior á dl, y el 
recurrente no indujo así al autor de las lesiones leyes sufridas por D. José 
Pino: 

2.0 El art. 10, circunstancia $.2 de dicho Código, que define la alevo- 
Sía, y no puede ésta consistir en los mismos hechos calificativos de la in- 
ducción, ni por tanto, debió apreciar el Juez esta circunstancia agravante: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella. | 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que no es admisible el recurso de casación por infrae- 
ción de ley cuando para sostener las que se suponen cometidas no se 
acepta ó se desvirtúa el hecho que ha servido de fundamento al Tribunal 
sentenciador para dictar el fallo; cuando se discute una infracción que no 
guarde congruencia con la disposición de la ley procesal que se cita para 
autorizar el recurso, ó cuando supuesto cometido el error de derecho ale- 
gado, no puede producir efecto la casación de la pentencia, por no ser 
aplicable ta disposición legal que resultaría infringida: 

Considerando que en el recurso interpuesto por la representación de 
D. Manuel Negre para sostener la inexistencia de la falta por que ha sido 
condenado, además de omitir el hecho fundamental de que sin la ex- 
citación del recurrente no hubiera Francisco Pifiero causado á José Pino 
la lesión leve que le produjo, según se declara probado en el tercer resul- 
tando de la sentencia, en relación con el cuarto y el primer considerando, 
sus alegaciones, en vez de dirigirse 4 demostrar que los hechos no son 
constitutivos de falta, único punto que puede discutirse con arreglo al nú- 
mero 1.0 del art. 849 de la ley Procesal que invoca para autorizar este mo- 
tivo, se encaminan á demostrar en falta de intervención en el hecho jus- 
ticiable en contepto de autor por inducción, cuya discusión sólo se halla 
os por el núm. 4.0 del citado art. 849, no invocado por el recu- 
rrente: 

Considerando, en cuando al segundo motivo de casación alegado, que 
aun supuesto que el Juez sentenciador haya cometido error de derecho al 
apreciar la circunstancia agravante que en el recurso se combate, tampo- 
co sería admisible por este motivo, porque no siendo aplicables á las fal- 
tas las disposiciones que se refieren á las circunstancias atenuantes ó 
agravantes, sino que pueden los Tribunales, según dispone el art. 648 del 
Código penal de Cuba y Puerto Rico, imponer la pena señalada por la Jey, 
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cuya extensión pueden recorrer según su prudente arbitrio, no hay infrac- 
ción de ley cuando la disposicion que se supone infringida no es aplicable 
al 


Caso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso que contra la sentencia dictada por el Juez de instruc- 
ción de Pinar del Río ha interpuesto D. Manuel Negre Ubanell, al que 
condenamos en las costas y á la pérdida del depósito constituído de 125 
pesetas, al que se dará la inversión correspondiente; comuníquese esta re- 
solución al Juez sentenciador á lus efectos oportunos— (Sentencia pubica- 
da el 17 de Mayo de 1893, é inserta en la (faceta de 25 de Octubre del 
mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—Contra- 
dando.—No ba Jugar, en parte, al interpuesto por el Abogado del Estado 
(Audiencia de Valencia), y se resuelve: 

Que los hechos consignados como probados en la sentencia reclamada han 
de ser aceptados al interponer el recurso de casación por infracción de ley en 
los términos que se establecen por la Sala sentenciadora, sin que pueda pros- 
perar el recurso contra la apreciación de la prueba hecha por aquélla en el 
Jallo recurrido, en uso de su exclusiva competencia. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Abogado del Estado, contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Valencia, en causa por contrabando contra 
José Roig Valero: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 6 de Febrero último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que á cosa de las ocho de la noche del 8 de Enero de 1887 
los carabineros Josó Bon, Jacinto Martínez, José Maner y Pedro Alba en 
la carretera de Valencia á Castellón, junto al puente llamado Los Arena- 
les, aprebendieron un carro tirado por dos caballerías, que venía en di- 
rección de la primera de dichas ciudades, en el cual se conducían seis 
bultos con tabaco en hoja, y dos en algarrobas, 6 iba montado en él Joa- 
quín Antón Villagrasa, cuyo sujeto y objetos, con el acta correspondiente, 
fueron puestos á disposición del Delegado de Hacienda de esta provincia, 
spareciendo que era el peso sucio del tabaco 856 kilogramos, y limpio de 
341, tasado por asimilación con el de la clase más inferior que se expende 
en los estancos nacionales á 7 pesetas el kilogramo, 6 importaba el tabaco 
ocupado 2.387pesetas; y que celebrada la oportuna Junta administrativa 
el 11 del propio mes, oyendo sólo como interesado al citado Joaquín 
Antón, en ellase acordó el comiso del tabaco, carro y caballerías aprehen- 
didos, la declaración de que el detenido no había incurrido en pena per- 
sonal, y que se remitiera copia de las diligencias al Juzgado correspon- 
diente, lo que así se ejecutó, y en su virtud se instruyó la presente causa; 
hechos que se declaran probados: 

Resultando que según el Joaquín Antón Villagrasa, alias el Churro, 
hoy procesado, venía á pie desde su pueblo 4 Busot, y en Torres Torres, 
encontrándose el carro citado, pidió al joven que lo guiaba le dejara subir 
en aquél; así lo hizo, y se enteró en el camino de que el cargamento que 
conducía era de algarrobas, acerca del cual no tenía otra noticia; que el 
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mencionado joven huyó en cuanto se presentaron los carabineros, sa- 
biendo luego, aquella misma noche, en la posada de Rafael Asenjo, en los 
Rortalets de Busot, que el carro y caballerías pertenecían á un posadoro 
de Nules, llamado el Nano, así como después del 22 de Jatio de dicho año 
que el joven referido era hijo del citado Nano, y que tenía éste en su poder 
el carro y las caballerías decomisados, por haberlos adquirido cuando se 
subastaron; que Jos carabineros exponen haber oído al Joaquía cuando lo 
detuvieron, lo que éste dice acerca de los motivos de ir en el carro, así 
como que el duefio: de éste, aludiendo á su conductor, era un joven que 
estaba en la carretera; sin que dicho procesado opusiera resistencia á ser 
detenido, ni á que se registrara el carro, y que Josó Valero Estella, tam- 
bién procesado y conductor de aguél en la ocasión referida, conviens en 
que si iba en el carro el Joaquín era por haberle dado él permiso para 
ello; hechos que igualmente se declaran probados: 

Resultando que según el Valero Estella, de diecinueve afios de edad, 
en el día del suceso de autos, estando en Nules en la posada de su padre 
José Valero Roig, alias Nano, llegaron dos desconocidos solicitando que 
guiase una carretada hasta Valencia, y por el mandato de su padre fué con 
ellos á transportar algarrobas que decían habían de llevar á dicha ciudad, 
los cuales se marcharon tan luego trasladaron la carga al carro que lleva- 
ba, y le dijeron le esperarían; se enteró luego que llevaba tabaco de con- 
trabando en el carro, por lo que dijo en esto el Joaquín Antón cuando en 
Los Arenales se presentaron los carabineros; y luego, temeroso de que 6s- 
tos le maltrataran, de cuyos hechos, el de llevar el carro de su padre el 
procesado, el de conducir éste dicho tabaco sabiendo era de contrabando, 
A el de huir aquél cuando se presentaron los carabineros, se declaran pro- 

dos: 

Resultando que José Valero Roig, alias Nano, también procesado, eon- 
viniendo por lo dicho por su hijo, acerca de la presentación en su casa de 
los dos sujetos desconocidos, añadiendo que le propusieron condujara él 
en su carro una algarrobas á Busot, y por encontrarse enfermo les dije 
iría su citado hijo, como sucedió á la madragada siguiente, refiere que éste 
regresó á las nueye de la noche del mismo día con el carro, diciendo que 
a, salir de cass, y por orden de los sujetos mencionados, fueron en direc- 
c'ón de Vall de Urxó, y media hora después de este pueblo pararon en una 
flinca lindante con el camino, donde le mandaron cargar el carro de fardos 
de tabaco, al parecer; continuaron el camino para Buxot, separándose di- 
chos sujetos al llegar á Torres Torres, donde un hombre le pidió permiso 
para subir en el carro, y poco antes de llegar á Buxot le hicieron parar 
unos carabineros, subiendo en el carro, y él se volvió en seguida; vuelve 
luego á describir el regreso de su hijo medio muerto, solo, y sin que le 
pudiera decir nada hasta la mañana siguiente, que estaba tranquilo, erz 
que le contó lo mismo ya descrito, con la diferencia de que al ir el Valero 
Estella con los citados sujetos, encontraron un carro cuyo género trasla- 
daron al suyo; al separarse aquéllos le mandaron seguir, pues ya le alcan- 
zarían ellos; subido al carro el que le pidió permiso para ello, lo hizo él 
también, notendo que entre las algarrobas iban bultos de tabaco, por lo 
que le entró algo de miedo, y en estos momentos se presentaron los cara- 
bineros, detuvieron el carro y él le abandonó con todo lo quellevaba y se 
fué á casa; y confiesa, en fin, dicho Valero Roig, que al día siguiente de 
todo esto vino á Valencia, contó á un posadero de esta ciudad, el cual cita, 
lo que le sucedía, y por medio de él adquirió en 255 pesetas el carro y ca- 
ballerías cuando se subastaron; y que propuestá prueba por la defensa de 
los procesados, encaminada á demostrar la certesa de haber propuesto al 
Valero Roig dos sujetos desconocidos que les alquilase el carro para chr- 
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á averiguar euándo y en qué punto se enteraron el Joaquín 


gar 
Antón y el Valero Estella de que en el carro iba tabaco, sal como para que 


el posadero indiegdo de esta ciudad dijera lo que oyó y observó en el Va- 
lero Roig en la ocasión que éate dice, loa dos testigos qne declaran acerca 


-del primer particular confisman el mieho, pesa refirióndesa el uno al mes 


de Agosto de un añia que no recuerda, el otro á dicho mea ó al de Sep- 
tiembre de 1885; el Joaquín Antón asegura que él no se enteró hasta que 
le prendieron los csrabineros de que en el carro iba contrabaado, y el úl- 
timo posadero mencionado se limita á decir eyó en su posada á na sujeto, 
que sólo conoce de vista, y en fecha que no recuerda, quejarse de que los 
esrabineros le habígn decomisado un carro por conducir contraban:lo, la- 
mentándose de que le habían engañado dos sujetos desconocidos al alqui: 
larle el carro para conducir algarrubas, y en ves de éstas cargar coentra- 
bando, y que en Ja actitud de dicho sujeto comprendió él que efectiva- 
mente había sido engañado en el hecho de que se trata: de cuyos hechos 
se declaran probados el de haber salido de casa del Valero Roig «on su 
consentimiento el hijo llevando el carro y caballerías, haber adquirido él 
dicho vebículo y estar cuando, se subagtaron; 

Resaltando probado por los carabiaeros que el carro y caballerías ci- 
tados se vendieron en subasta pública, recibiendo cada cual la parte que 
les correspondió dul precio de dicho vehículo y caballerías, el cnal fué el 
de 200 pesetas, según uno de dichos carabineros, único que le fija: 


Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia de” 
claró que los hechos probados constituyen el delito de contrabando, pre: 
visto en el art. 18, caso 4.0, del Rual decreto de 20 de Junio de 1882, del 
que es responsable en concepto de autor José María Estella, con la cir- 
cunstancia agravante segunda del art. 22, sin que aparezca en realidad 
prueba suficiente para atribuir varticipación criminal en Jusé Valero Roig 
y Joaquín Antón Villagrasa; y vistos los artículos citados y demás con- 
cordantes de aplicación, condenó á dicho autor á la pena de mu ta de 
11.936 pesetas, con el apremio persoval en su caso, y una tercera parte 
de costes, sbsolviendo al José Antonio Rouig y Foaqnín Antón Viila- 
grasa, sieudo responsable el Roig qubsidiariamente de las pevas pecunia- 
rias impuestas á su hijo, mandando alzar el comiso del carro y caballerías 
de aquél, y confirmando el comiso del tabaco aprehendido, con las res- 
tantes costas de oficio: 


Resn!itando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte del Abogado del Estado, que se ha inter. 
puesto antorizado por los números 2.0, 3.0 y 4.0 del art. 819 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, citando coma infringidos los artículos 82 y 24, 
número 4.0 del Real decreto de 20 de Junio de 1882, toda vez que de log 
hechos declarados probados se desprende que Valero Roig tnvo partici- 
pación como autor en el delito, facilitando su earro y. caballerísa y dando 
orden á su hijo, menor de edad, para que cargara el tabaco de contraban- 
do, y el artícalo y nú:nero citado en segundo lugar, en cuanto se supone 
que la tercera parte del valor á que el número citado se refi.re, es el de 
Jas caballerías, carruajes y buques de transporte, cuando sin ningún gé- 
nero de duda se refiera al valor de los géneros de contrabando conduci- 
dos, y que siendo en este cago contrabando toda la carza, en medio de 
transporte íntegro, sea el que quiera su valor, era m ¡teria de comiso: 

Resultando que instruída la representación du Jusóé María Roig y el 
Ministerio fiacal, el primero se opone á la admión del recurso por fundar- 
se en las apreciaciones de la prueba, y porq te la segunda información na 
£stá incluída en ninguno de los siete casos taxativos del art. 849 de la ley 
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de Enjuiciamiento criminal, y el Ministerio fiscal en cuanto al primer mo 
tivo por idéntica razón. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando, respecto al primer motivo de casación alegado, que se- 
gún repetidamente tiene resuelto esta Sala, los hechos declarados proba- 
dos en la sentencia recurrida, ban de ser aceptados en los términos en que 
se aprecian y consignan por la Sala sentenciadora en uso de su exciosiva 
competencia, y que en el presente caso de los relacionados con el indica- 
do carácter en el fallo recurrido, no se dednce en manera alguna que Va 
lero Roig diese orden á su hijo menor para que cargase tabaco, único fun- 
damento del recurso, afirmándose en el fallo recurrido que no exietía 
prueba suficiente para atribuirle participación criminal en el delito, im- 
pugnándose, por tanto, la apreciación de la prueba; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del primer motivo del recurso de casación por infraccion de ley, 
interpuesto contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Valencia por el Abogado del Estado, y en cuanto al segun: 
do, admitido y concluso para la vista.— (Sentencia publicada en 17 de 
Mayo de 1893, 6 inserta en la (faceta de 25 de Outubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Estafa. 
—No ha lugar al interpuesto por Eugenio Valmaña Rosell (Audiencia de 
Barcelona), y se resuelve; 

Que el hecho de distraer el recurrente ropas qu se le entregaron para su 
confección y con la consiguiente obligación de devolverlas, empeñándolas y 
privando de ellas á su dueño, constituye por modo evidente el delito de estafa 
definido en el núm. 5.0 del art. 548 del Código penal, sin que el acto posterior 
al procesamiento de haber entregado al dueño las papeletas del empeño, ni el 
de haber éste percibido de tercera persona cantidades que comp-etaban la en 


_ que las prendas fueron empeñadas, modifiquen la naturaleza de la estafa E 


consumada, ni su importancia, que ha de estimarse por el valor tatal de 
prendas distraídas y no por el de su rescate. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Euge: 
nio Valmaña Rosell contra sentencia de la Sala de lo criminal! de la Au- 
diencia de Barcelona, en causa procedente del Juzgado de instrucción del 
distrito del Parque, seguida al Valmaña por estafa: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 24 de Enero último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Que Eugenio Valmafia Rosell, que trabajaba en su casa para 
la sastrería de los Sres. Puigbert Hermanos, recibió de dichos sefiores pará 
su confección en 23 de Febrero último ocho americanas de lanilla, valora- 
das en 186 pesetas, las que debía devolverle tan luego estuvieran confec- 
cionadas, y en vez de verificarlo, las empeñó por 40 pesetas, no pudiéndo- 
las, por tanto, entregar, á pesar de los requerimientos amistosos de Puig: 
bert Hermanos, á quienes facilitó la papeleta de empefió después de co- 
menzadas. las diligencias, entregándoles más tarde una tercera persona 
16 pesetas, que con las 24 que importaba la confección, forman las 40 pe- 
setas del empeño; q probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
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eonstituyen el delito de estafa por valor de 176 pesetas y que es autor Eu- 
genio Valmaña Rosell, sin circunstancias modificativas de la responsabili. 
dad criminal, le condenó á cuatro meses y un día de arresto mayor, acce- 
vorias y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infración de ley, fundado en el núm. 3.0 del art, 849 de la de Enjuiciamien- 
to criminal, citando como infringido el núm. 5.0 del art. 518, en relación 
eon el 2.0 del 547 del Código penal, por aplicación indebida, puesto que 
los hechos probados no deben tener otra calificación que la de estafa en 
enntidad menor de 100 pesetas: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


recurso. . 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus 

Considerando que al distraer el recurrente las ocho americanas que se 
le babían entregado para su confección, y con la consiguiente obligación 
de devolverlas, enpeñándolas y privando á su dueño de ellas cuando con 
repetición fué requerido amistosamente para que las entregase, cuyo total 
importe se apreció según la sentencia reclamada en 176 pesetas, quedó 
consumado con todos los elementos que lo constituyen el delito definido 

* en el núm. 5.0 del art. 548 del Código penal y penado en el núm. 2.0 del 
547, por exceder de 100 pesetas el importe de la defraudación cometida: 

Considerando que el hecho posterior al procesamiento de haber entre- 
gado el recurrente al dueño de las prendas la papeleta de empeño, ni el de 
haber percibido después éste de una tercera persona 16 pesetas, que con 
las 24 que importaba la confección de las citadas prendas comp!etaban las 
40 pesetas en que fueron empeñadas, en nada modifica ni altera la natura- 
leza y la importancia del delito ya consumado, que debe graduarse en este 
caso, á los efectos del art. 547, por el importe tota! de las prendas distraídas 
y no por los desembolsus que en último término, y por virtud de tales rein- 
tegros, tuviera que hacer el defraudado para rescatarlas: 

Considerando que, en tal concepto, la Sala sentenciadora no ha jucurri. 
do en error de derecho al aplicar en este caso lo dispuesto en el búm. 5.0 
del art. 548, en relación con el núm. 2.* del art. 517 del Código penal, cu- 
yos preceptos nu han sido infringidos; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Eugenio Valmañia Rosell, á quien condenamos en las cos- 
tas y al pago de 125 pesetas, por razn de déposito, si mejorase de fortana; 
do que se comunique al Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes, 
—(Sentencia publicada en 17 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta de 
11 de Eneró de 1894). 
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"RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—Ame- 
»azas.—No ha lugar al interpuesto por Josó Martínez Galiana (Audiencia 
de Valencia), y se resuelve: | 
Í el hecho de exigir cantidades á una tercera persona con la amenaza 
escrito de causar al que debía entregarlas un mail que constituye delito, 
rewne todos los elementos que caracterizan al que define y sanciona el nú- 
mero 1.9, art. 507 del Código penal, y no el de estafa, cuyo carácter y na- 
Der excluyen toda idea de violencia ni coacción por parte del cul- 
pable. 


Eb la villa y corte de Madrid, á 17 de Mayo de 1893, en el recurso de cs 
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sación por infracción de lay que ante Nos pende, interpuesto pas Jos6 
Martínez Galiana, conocido por Joaquía, contra sentencia de la fala de lo 
criminal de la Audiencia de Valencia, en cansa procedente del Jusgado' 
de instrucción de Onteniente, seguido al Martínez por smenusesg de 
muerte: 

Resultando que la referida sentencia, dictada el 23 da Noyiembra úl- 
timo, contiene sel siguiente: 

Primero. Que José Martínez Galiana, conocido por el nombra de Joa- 
quía, hoy procesado, la noche del 13 de Febrero de este año se presentó 
en la villa de Oateniente y casa de su tío Joaquín Calatayud Albert, di- 
ciéndole: eun mal recado traigo para Ud.,» añadiendo al entregarle un pa- 
pel escrito con lápiz; que cerca de la alquería de Calvo le había dado el 
alto un hombre, del que huyó, pero que alcanzado por éste le tiró ua golpe 
con un pufíal, rompiéndole la capa, cuyo hombre le sujetó y llevó donde 
había otros seis armados de escopetas, pistolas Ó revólvers dentro de na 

inar allí inmediato; le entregó dicho papel, á fin de que lo llevase 4 Ca- 
atayud, para que éste diers al Martínez la cantidad que se dirá, y á 
su vez óste se la llevase á ellos con reserva en todo, porque si no le 
matarían; que enterado el Cslatayud del contenido del citado papel, 
que es, «necesito 10.000 reales ó el pellejo; se los entregarás al dador; ua 
tintero y una pluma para hacerte un recibo; te lo pido á buenas. —Firma- 
do, Camilo el de Albaida, ó el bandido; y alerta, que si no, veremos. —Ca- 
milo», se negó á dar el dinero, diciendo que poco valía en pellejo, pero que 
fueran con él y verían qnién lo dejaba, á lo que calló el Martínez; que deg- 
pués apareció haber escrito el dicho papel y no ser cierto cuanto refirió 
acerca de su encuentro con los bandidos, pues todo ello lo hizo con el ob- 
jeto de conseguir que eu tín Calatayud le diera los 10.000 reales para en- 
learlos en casarse y establecerse en su oficio; hechos que se declaran pro» 
ados: 

Resaltando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hachos 
constituyen el delito de jpmenazaes condicionales de muerte, exigiendo 
cantidad, de que es autor José Martínez Galiana, conocido por Josquín, 
sin circunstancias modificativas de la responsabilidad, le coudenó á la 
pena de cuatro años, nueve meses y once días de prisión correccional, ac: 
cesorias y costas: 

Resultando que el draga ba interpuesto recurso de caserión por 
infracción de ley, fundado en el caso 3.0 del art. 849 de la de Enjuicia- 
miento criminal, citendo como infringidos: Ñ 

1,0 El art. 507, apartado 2.2 del núm. 1.0 del Código penal, por es 
ción indebida, porque los hechos probados no constituyen el delito de 
AMENAZAS: 

2.0 El art. 3.0, caso 3.9, en relación con el caso 1.0 del 518 del mismo 
Oódigo, por no haberse aplicado, pues los hechos constituyen una tenta- 
tiva de estafa: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
X9CUrSO0, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrigne Lassus: 

Considerando que aun en el supuesto afirmado por el recurrente de 
que éste solo se propusiera realizar el delito de estafa, defraulando por 
medio de la ficción ó engaño una cantidad que no llegó Á percibir por 
causa ó accidente que no fuera sa propio y voluntario desistimiento, es ly 
cierto que el medio que empleó para realizarlo, exigiendo la cantidad á una 
tercera persona, con la amenaza por escrito de causar al que debía entre- 
garla un mal que conatituye delito, reune todos los elementos que carac- 
¿erizan el que se califica y pena en el párrafo segundo, núm. 1.0 del ar- 
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tícuto 507 del Oódigo penal, que es el que en realidad cometió el procesa. 
do con atos emanados de su propia volantad, que tendían á obtener la 
enma de 3.800 pesetas por medio de la intimidación que había de produeir 
en el ánimo de la persona amenasgila, y no el de estafa, cuyo carácter y 
naturalexa exclaye toda idea de violencia ni de coacción moral: 

Considerando que al estimarlo así la Bala sentenciadora calificando el 
herho en concepto de delito de amevazas de muerte por escrito exigiendo 
determinada cantidad, y no como tentativa de estafa, procedió acertada- 
mente, ein incurrir en error alguno de derecho ni cometer las infracciones 
legales que el recurrente invoca; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Josó Martínez Galiana, á qnien.condenamos en las costas, 
y ml abono, el viniere Á mejor fortuna, de 125 pesetas, por razón de depósi. 
to, que no ha constituído por su insolvencia; lo que se comunique al Tri- 
banal sentenciador 4 los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 
17 de Mayo de 1898, é inserta en la (faceta de 11 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1893).—Sala segunda. — Adulto 
rio.—No ha lugar al interpuesto por... (Audiencia de...), y se resuelve: 

Que los recursos de casación por infracción de ley han de fundarse nece- 
sariamente en los hechos que la sentencia estime probados, sin ser lícito discw- 
tir la apreciación de la prueba hecha por el Tribunal sentenciador, por ser 
tula inalterable y de su exclusiva competencia. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D... 
contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de..., en causa 
proredente del Juzgado de instrucción de dicha ciudad, seguida 4 Dofñia... 
y D... por adulterio: 

Keeultando que: la referida sentencia, dictada en 3 de Agosto ' último, 
contiene los siguientes resultandos: 

Primero. Que el 18 de Marzo del corriente año, D..., de sesenta afíos 
de edad, casado con Dofia..., expósita, de treinta y dos años de edad, for- 
muló por medio de otro Prucurador querella de adulterio contra su citada 
esposa, y D..., yerno del mismo querellante, por estar casado con una hija 
legítima suya habida en otro matrimonio anterior; hecho probado el de la 
interposición de la querella y los parentescos debidamente acreditados: 

Segundo. Que dicho D... afirmó en la querella que su esposa le era in- 
fiel y sostenía relaciones ilícitas con D... desde los primeros meses del 
año 1891; pero aunque esto aseguró en aquel escrito, no consignó en el 
mismo de la manera clara y precisa y terminante, que en sa caso debió 
haberlo hecho, si entre su esposa y... llegaron á existir actos de coito que 
determinaran ó no la consumación del deiito de adulterio de que se que- 
rellaba, y únicamente agregó por otrosí «que los hechos que se pueden re- 
lacionar por tenerse conocimiento de ellus son los comprendidos en el 
primer párrafo después del encabezamiento de este escrito (en el que se 
asegura la existencia de relaciones ilícitas), los que después se precisan 
más en los interrogatorios de loa testigos», y en aquellos interrogatorios 
se menciona haber sido vista Doña... y... encerrados en un cuarto, y un día 
abotonándose él los pantalones; otro día acostados juntos; haberse visto 
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en otra ocasión que se besaban; en otra que iban juntos cogidos del brazo, 
y otros hechos de menos importancia: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que no resultan jueti. 
ficados en conciencia hechos caractesísticos y determinados del delito de 
adulterio consumado, frustrado ó en grado de tentativa, absolvió 4 Doña... 
conocida por..., y á D..., declarando de oficio las costas: 


Resultando que D... interpuso recurso de casación por quebrantamien- 


to de forma y anunció el de infracción de ley, y resuelto aquél por la Sala 
tercera, ha formalizado éste fundado en el caso 2.0 del art. 849 de la ley de 
Enjniciamiento criminal de Cuba y Puerto Rico, citando como infringidos 
el art. 448 del Código penal, que define y pena el delito de adulterio, por- 
que éste, según los hechos probados, aparece con toda evidencia cometido 
por la... y el...; y el caso 2.0 del art. 3.2 del mismo Código, porque, según 
los mismos hechos, los referidos procesados practicaron todos los actos 
que debieron producir como consecuencia el delito, y el no producirlo fué 
por causas independientes de la voluntad de los agentes, como se eviden- 
cia por las cartas presentadas y demás pruebas practicadas sobre los he- 
chos que la sentencia declara probados: 

Resultando que las representaciones de los procesados y el Ministerio 
fiscal se oponen á la admisión del recurso, porque todas sus alegaciores 
ir ION la apreciación de la prueba estimada por el Tribunal senten- 
ciador. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que Jos recursos de casación han de fundarse niecesaria- 
mente en los hechos que en la sentencia se estiman probados, sin sér líci- 
to discutir la apreciación de prueba hecha por el Tribunal sentenciador, 
por ser ésta inalterable y de su exclusiva competencia: 

Conaiderando que en el recurso interpuesto á nombre de D... se parte 
en sus alegacionea de supuestos no reconocidos por el Tribunal a quo y en 
oposición á lo que establece en el penúltimo considerando, en que expresa 
que anulada la prueba testitical porque no merecen crédito gran parte de 
los testigos y carecer otros de importancia, queda reducido á las cartas, 
que por sí solas no justifican el delito de adulterio, de lo cual se deduce 
que, apreciando las pruebas y las razones alegadas por las partes y lo ma- 
nifestado por los procesados, no.resultan justificados en conciencia hechos 
característicos y determinados del delito de adulterio consumado, frustra- 
do ó en grado de tentativa, y esto supuesto, al fundar el recurrente el re- 
curso en hechos para él indurtivos de la existencia del delito de adulterio, 
contradice abiertamente la afirmación consignada por la Audiencia de... y 
discute y analiza la apreciación de prueba, siendo por este concepto inad- 
misible el recurso; A 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la sd- 
misión del recurso interpuesto por D..., al que condenamos en las costas y 
á la pérdida del depósito constituído, al que se dará la aplicación preveni- 
da en la ley; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los efectos 
consiguientes. — (Sentencia publicada en 17 de Mayo de 1893, ó inserta en 
la Gaceta de 11 Enero de 1894.) 
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RECUR80 DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTBAMAR (18 de Mayo 
de 1893).—Snmla segunda.—Allanamiento y coacción.—Ha Jugar al inter: 
ad por Ciriaco Arango y Rigalos (Audiencia de la Habana), y 40 
resuelve: 
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Que tscurre en el delito castigado en el art. 515 del Código penal de Cuba 
"y Puerto Rico, el que sin estar leyitimamente autorizado impidiese á otro con 
violencia lo que la ley no prohibe, ó le compeliere úá efectuar lo que no 
«quiera, sea justo d injusto, cuya sanción no es aplicable al acto de introdu. 
cirse el acusado en una casa poseida á la sazón por otro, y exigir de éste, 
essando de reflexiones y palabras, qae abandonara el edificio y sacase de él los 
caballos que tenía en el mismo, como lo consiguió, sin que conste el empleo de 
violencias, ni que se prevaliera de una manifiesta intimidación para realizar 
Su propósito, circunstancias que en su caso determinartin la coacción antes 
de fintla; viniendo castigado como faita en el art. 612, núm. 5.9, del citado 
Código penal, el hecho de causar á una persona vejaciones injustas, no com- 
prendidas en el libro 2.0 de aquel Código, pues vejación injusta es obligar al 
poseedor legal de una casa á salir de ella sin derecho, y conseguir que sacara 
también sus caballos. 


En la villa y corte de Madrid, á 18 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ciriaco 
Arango y Rigalos contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo crimi- 
ns! de la Audiencia de la Habana, en causa por allanamiento de morada y 
coarción: 

Resultaudo que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
9 de Diciembre último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando probado que el ingenio demolido Peñas Altas fué sacado á 
remate por la Hacienda y adjudicado á D. Clemente García Almares pre- 
vio el pago del valor de la finca, cuya posesión provisional se le dió, y en 
virtud de ese título, arrendó dicho fundo García Alvecos á D. Antonio 
Torres Bermúdez en 3 de Febrero último por contrato verba!, desde cuya 
fecha venía el arrendatario disfratando de los terrenos y haciendo en la 
casa las necesarias reparaciones para trasladarse á ellas: 

Resultando probado que el día 3 de Abril por la tarde se retiró Don 
Autonio Torres de la finca, según costambre, con el propósito de llevar al 
día siguiente puertas para cerrsr la casa y muebles para vivir en ella, y al 
“verificarlo, encontró unas puertas cerradas y que se había apoderado del 
edificio D, Ciriaco Arango, el cual le negó la entrada, exigiéndole que se 
llevara de allí sas caballon, todo lo cual exigía á título de duefio, y como 
durante la cuestión surgida por este motivo se retiró el Arango en busca 
de algo y volviera enseguida, supneo el Torres que fuese por alguna arma, 
gne en efecto le fué encontrada por la pareja de guardias civiles, que le 
ocupó más tarde un revólver: 

Rosultando probado que dicha pareja entró en la finca por haber oído . 
al pasar por el camino las voces de Torres y Arango, y llegado á poco el 
Juez municipal, dispuso que se sacaran de la finca los caballos del Torres, 
por encontrar justa en este punto la pretensión del Arango: 

Resnltando probado que D. Ciriaco Arango aprovechó la ausencia del 
Torres 6 hizo conducir y colocar puertas en la casa, que cerró para impedir 
la entrada á éste: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de la Habana 
declaró que los hechos probados constituyen el delito de coacciones, pre- 
visto y penado en el art. 515 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, sin 
circunstancias modificativas; y vistos los artículos citados y demás concor- 
dantes de aplicación, condenó á Ciriaco Arango y Rigalos en concepto de 
autor á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, con sus accesorias, 
multa de 325 pesetas, con el apremio personal en su caso, y al pago de las 
costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recarso de casación 
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por Infracción de ley por parte de dicho penado, que eon el depósito de - 
126 pesetas se ha interpuesto autorizado por los números 1.0 y $0 del ar- 
tículo 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: - 

10 El art. 515 del Código penal, por no reunir el kecho los caracteres 
del delíto que se califica y pena: 

2.0 El art, 1.9 del mismo, porque el hecho ne constituye acción ú omi- 
sión penada por la ley: 

80 El art. 612 de dicho Código, en su núm, 5.9, que en el cago más 
perjudicial sería el único atinente: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el 
Ministerio fiecal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que incurre en la iufracción que castiga el art. 515 del 
Código jenal vigente en Cnba y Puerto Rico, el que sin cetar legítima 
mente autorizado impidiere á otro con violencia á hacer lo que la ley no 
frobihe, ó le compeliere á efectuar lo que no qniera, sea justo ó injusto, 
disposición legal no aplicable al recurrente Ciriaco Arango y Rigalos, 
porque limitsda la acción que se le impata á introducirse en una casa po- 
eeída á la rezón por otro, y á exigir de éste, usando de reflexiones y pala- 
brrs que abandonara el edificio y sacara de él los caballus que tenía en el 
miemo, ccmo lo consiguió, no se ve que empleara violencia, ni que se 
prevaliera de una manifiesta intimidación para realizar su propósito, cir- 
couetancias que en su eaño determinarían la coacción antes defivida: 

Considerando que dicho Código peval dispone, también en el náme- 
ro 5 9 del art. 612, que incurre en la falta que castiga quien causa á otro 
una vejación injusta mo comprendida en el Hbre 8.2 del nmiemo cuerpo 
legal, la cual cometió el recurrente Arango y Rigalos, porque vejeción in- 
juata ejerció contra el poseedor legal de la casa D. Antonio Turres al 
AS sin derecho salir de ella, y al conseguir que sacara también sus 
caballos: 

Considerando que de las razones jurídicas expuestas ha presciadido en 
sa fallo condenatorio la Audiencia de la Habana, y ba infringido los ar- 
tículos del Códixo penal citados, incurriendo en el error de derecho que 
en segundo lugar se invoca en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso. 
de casación por infracción de ley, interpuesto por Ciriaco Arango y Rige 
Jos contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de la Habana, la cual casamos y anulamos, declarando las costas 
de oficio; comuníquese esta resolución con la que continuación se dicte al 
Tríbunal sentenciador á los efectos oportunos, y devuélvase el depósito 
constituído, — (Sentencia publicada en 18 de Mayo de 1893, 6 inserta en la. 
Gaceta de 25 de Octubre del mismo año.) 
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, RECURSO DE CASACIÓN (18 de Mayo de 1893).—Sala segunde.—Jnju- 
rias á la Autoridad.—No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), 
y se resnelve: 

Que los estímulos que constituyen la circunstancia atenuante 7.2 del ar- 
térulo 9.9 del Código penal, han de tener alguna justificación moral, sin que 
hayan de estimarse como tales los simples impulsos de la ira, ni las excitacio- 
nes que pueda producir la contradicción en el ánimo del que acomete á agro, 
según ha establecido con stantemente la doctrina del Tribunal 
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En he vilis y corto de Madrid,:Á 18 de Mayo de 1203, en el recurso de 
casación gor infracción «de ley 'que ante Mos pende, interpuesto por ... con- 
tra sentencia de la Bula de lo criminal de la Audiencia de ..., en cansa pro- 
cedente del Jasgado de instrucción del dicha ciudad, seguida al ... por in- 
juriao 4 la Antoridad: 

Resultando que la referida sentezicia, dictada en 7 de Enero último,. 
contiene los resultandos signiente: 

Primero. Prubado que el 16 de Enero de 1892, entró ... persegnida por 
el hoy procesado ... en la caca del «Alcalde del distrito núm. 9.0 de esta 
capital, con objeto de ealtrataria por ura cuestión sobre salarios que, 
como nodriza decía se le debía, sontaviera con Ja madre y esposa de dicho 
procesado; nas como le ... pudo escapar de la csea Alcaldía y refugiarse 
en la de un contercio inmediato, al salir tras ella el procesado ... fué re- 
prendido por ..., por cuya reprensión, ó por la forma en que lo hizo, le des- 
cargó el ... una bofetada que produjo el barnilo y concurrencia de gentes 
consiguiente en tales casos: «omo todo lo «Xpuesto tuvo lugar en presen- 
cia del referido Alcalde de barrio ..., intervino como tal á fin de evitar el 
escóndalo, y al efecto, cogió al procesado pera contenerle dicióndole que 
se dicos ¡reso á la Autoridad, y como es negase á reconocerle como tal 
mientras mo presentara alguna insignie, le cogió ¡por un brazo para lle. 
varle á la Inspeeción de la Guardia municipal, y cuando llegaban á las es- 
calerss que den psooá le ple de Abastos, se le fugó el ..., siguiendo 
el... y ln ... á der cuenta de lo sucedido 4 di: ho Jefe de vigilancia: 

. Fembién probado, que 4 los pocus moumentos de llegar el Al. 
calde de barrio y la... 4 la repetida Inspección, y cuundo sun estaba aquél 
dando conocimiento de lo sucedido al luspector, se presentó de nuevo 
el ..., acompañado de su padre político D. ..., y que éste empezó á reconve- 
mir con formas descompuestas al Alcalde de barrio ... quien le contestó 
que lo que había hecho era porque tenía atribuciones para hacerlo, y que 
de él no se reirían como de ...; tomó entonces parte otra vez el procesado... 
llamando al ... cenalla, miserable, cochina, cofre pirata y otras frases por e 
estilo, concluyendo por la intervención del Inspector, quien les exigió que 
callaran, y obedecieron: 

Tercero. MAsimiemo probado, que el procesado es periodista conocido 
del Alcalde ..., vecino de la casa inmediata á la que éste habita, y la cnal 
ostenta en un balcón de Ja fachada la chapa con la inscripción que dice: 
«Alcaldía de barrio del 9.0 distritos; todo lo que, unido á presentarse como 
Aatoridad 4 deteneria, demuestea evidentemente que dicho procesado no 
ignomba ni podía iguosar el casácior de agente de la Autoridad con que 
el ... le detenía: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los hechos cons- 
tituyen el delito de imjurias 4 la Auteridad, de que es autor el procesado..., 
sin circunstancies modificativas de la responsabilidad, le condenó á la 
pena de dos meses y un día de arresto mayor, acoerorias y costas: 

Resaltando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por in- 
fracción de ley, fundado en el núm. 6.2 del art. 819 de Ja de Eujuiciamiento 
criminal, citando como infringidan: 

1.0 El art. 9.9, núm. 7.2 del Código penal, por no haberse estimado la. 
atenuante de arrebato y obeecación: 

3.0 El art, 82, regla 2:2 del mismo Código, por no haberse impuesto la 
pena en el grado correspondiente: , 

- Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


recurso, 
Visto, siendo Ponente el Magistsado D. Enrique Lessus: 
Considerando que losactos realizados por el Alcalde de barrio en cum- 
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plimiento de su deber á consecuencia del escándalo que en público pro- 
dajo el procesado, persiguiendo á ... en la Alcaldía para maltratarla, por 
la disputa que había tenido momentos antes cun su madre y esposa por- 
salarios que reclamaba, sin que conste el derecho ó sinrazón con que lo 
hacía, y dando una bofetada á ... que le reconvino por su agresiva con- 
ducta, no pudieron producir, ni deben por consiguiente apreciarse como 
estímulos poderosos de arrebato y obcecación para atenuar la responsabi- 
lidad criminal que contrajo dicho procesado al cometer el delito de inmja- 
rías contra acuel agente de la Autoridad, porque los estímulos que cons- 
tituyen la circunstancia 7,8 del art. 9.0. del Código han de tener alguna 
justificación moral, sin que pueden ertimarse como tales los simples im- 
pulsos de la ira, ni las exaltaciones que pueda producir la contradicción 
en el ánimo del que acomete á otro, según tiene declarado este Supremo 
Tribunal, y sólo por exaltación semejante, y obedeciendo á tales impulsos, 
dirigió al Alcalde de barrio que le detuvo las expresiones que fueron ca- 
lificadas de injuriosas en la sentencia reclamada: 

Considerando que al no estimar la Sala sentenciadora en el presente 
caso la circunstancia atenuante expresada, no incurrió en error alguno de 
derecho, ni cometió las infracciones legales. que el recurrente invoca; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al re- 
curso de casación interpuesto por ..., á quien condenamos en las costas y 
al abono, si viniese á mejor fortuna, de 125 pesetas por razón del depósito, 
que no ha constituído por su insolvencia; lo que se comunipue al Tribu- 
nal sentenciador á los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 18 
de Mayo de 1843, é inserta en la (aceta de 13 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (19 de Mayo de 1898).-—Sala segunda. — Hurto. 
—No ha lugar al interpuesto por Catalina Amórós y Balart (Audiencia de- 
Barcelona), y ve resuelve: : 

Que para ser admitidos los recursos por infracción de ley han de acep- 
tarse, sin adicionarlos ni tergiversarlos, los hechos consignados en la senten- 
cia reclamada: 

Que cuando en el recurso se pretende discutir el supuesto error en la cali. 
Ficación jurídica del delito por no haber sido debidamente comprendido en el 
artículo correspondiente del Código penal, es preciso citar el múm. 3.0 y no el 
1.9 del art. 849 de la ley de Enjuiciumiento criminal. - 


En la villa y corte de Madrid, á 19 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Cata- 
lina Amorós y Balart contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Barcelona, en causa seguida á la misma y otros en el Juzgado 
de instrucción del distrito del Parque de la misma ciudad, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, fecha 21 de Diciembre último, 
consigna Jos hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Queen 17 de Enero del año último, la procesada Catalina 
¿Amorós y Balart, por mediación de Teresa Germá entró al servicio de Pa- 
blo Carreras, que vivía en la casa de su propiedad sita en el núm. 26 de la 
, calle de Prim, de la villa de Barcelona, en cuyo servicio estuvo hasta el 9 
de Abril de 1891, en que aquél! fulleció; hechos probados: 

Segundo. Que dicho Carreras otorgó testamento en 4 de Febrero de 
1891 ante D. Antonio Llampallas, Notario de Badalona, y en ól legó á Ca- 
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talina Amorós y Balart los muebles'y ropas de la casa en que habitaba 
y además el usufructo de aquella casa, sita en la misma villa, calle de 
Prim, núm. 26, cuyo usufructo tendría por durante su vida, é instituyó 
heredera universal de sos bienes á su hija lués Carreras, de cuyo testa- 
mento estaba enterada Catalina Amorós, guardando en su poder una copia 
en papel comúa del mismo; hechos probados: 

Tercero. Que hahiendo tenido noticia del fallecimiento de su padre la 
Inés Carreras, se constituyó en el pueblo de Badalona, junta con su mari- 
do D. Primitivo Sans, y sabiendo que eu padre tenía oro escondido, prac- 
ticaron dos reconocimientos en todus los muebles de la casa y sitios de la 
misna donde pudieron sospechar existía aquel metal, á coyos registros 
estuvo presente la Catalina Amorós, y los cuales no dieron apenas resul- 
tado, puesto que se encontraron pocas monedas de oro; hechos probados: 

Cuarto. Que sospechando los consortes Carreras y Sans que eu padre, 
ó ellos, después del fallecimiento de aquél, podían haber silo víctimas de 
UDA sustracción, denunciaron el hecho al juzgado, instrnyénduse cun tal 
motivo este proceso, en méritos del cual fué detenida Catalina Amorás, 
que negó en un principio haber recibido cantidad alguna de Pablo Carre- 
ras, confesando en 28 de Abril, ó sean diecinueve días después de la muer- 
te de aquél, y cuyas declaraciones ban sido leídas en el juicio oral, que 
dicho Carreras le había entregado 40 onzas que hubía cambiado en bille- 
tes, y que junto con otras del mismo Carreras que encontró en un cajon ó 
armario del comedor, los había escondido en la carbonera, y reconocido 
dicho sitio, se encontraron un billete de 1.000 pesetas, 11 de 500, 12 de 100 
y 9 de 5o, que forman en conjunto un total de 8.150 pesetas; hechos pro 
bados, excepto la entrega de las 50 onzas: 

Quinto. Que de los billetes sustraídos por Catalina Amorós á Pablo 
Carreras, entregó aquélla dos á Teresa Germá, que lus aceptó, constándule 
su procedencia; hechos probados: 

Octavo. Probado que la cantidad de 8.150 pesetas fué entregada á Inés 
Carreras durante el sumario, sin que á ello se haya opuesto ninguna de las 
partes: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos en 
cuarto afectan á la responsabilidad de Catalina Amorós y Balart, constitu- 
tivos de un delito consumado de hurto comprendido en el núm. 1.2 del ar- 
tícalo 631 del Código penal, y castigado en el núm. 2.0 del art. 533, 
por la calidad de sirviente del perjudicado que tenía dicha Catalina, 4 la 
que impuso, como autora, siete años, cuatro meses y un día de prisión 
mayor, accesorias y parte de cos'as: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Catalina Amorós 
recurso de casación por infracción de ley, autorizada por el núm. 1.2 del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citaudo como infringido el 
art. 3.2 del Código penal, porque no hay delito consumado, ni frustrado, 
ni tentativa puoible respecto 4 toda la cantidad que se dice hurtada, y en 
cuanto á la que la recurrente entregó á Teresa Germá, el hecho está com- 
prendido en el núm. 3.0 del art, 631 del citado Código, sin que pueda cali. 
ficarse como hurto duméstico, porque dicha suma de 200 pesetas fué en- 
tregada después de muerto el perjudicado, y cuando, por consiguiente, la 
Amorós no estaba á eu servicio: 

Resultando que impugnada por el Ministerio flscal la admisión del re- 
curso se celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Consideraudo que es requisito indispensable, según la ley, para que 
puedan ser admitidos los recursos de esta clase, que en sus fandamentos 
se acepten los hechos declarados probados en la sentencia recurrida, sin 
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alterarlos, adicionarlos ni tergiversarios, citando el número y artícalo que 
autoricen los motivos de casación alegados: 

Consideraudo que en el séptimo motivo del interpuesto Á nombre de 
Catalina Amorós y Balart, se afirma que el único becho qué puede constí- 
tnir delito es la entrega que hiso ésta de dos billetes de Banco de 100 pe- 
setas á Teresa Germá, que los recibió sabiendo su legítima procedencia, 
hecho que tuvo lugar después del fallecimiento de Pablo Carreras, coyo 
dato no se consigna en la sentencia revurrida, cifándose tan sólo para au- 
torizar el recurso el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crí- 
minal, que se refiere únicamente á cuando se pena como delito ó falta lo 
que no lo es, no siendo eso lo que de pretende discutir en dicho motivo, 
sino el errer que se supone cometido en la calificación por no haber sido 
comprendido el hecho procesal en el núm. 3.0 del art. 531 del Código pe- 
nal, y por haberlo sido como hurto cealifrado doméstico, para cuya dis- 
cusión era preciso haber citado el núm. 3.0 del art. 849 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal; 

. Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lagar á la admi- 
sión del recurso de casación que contra la expresada sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Barcelona ha interpuesto Catalina Amo- 
rós y Balart, en cuanto al séptimo motivo, y en cuanto á los demás, admi- 
tido y concluso para la vista.—(Sentencia publicada en 19 de Mayo de 
1893, 6 inserta en Ja Gaceta de 25 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (20 de Mayo de 1803).—Sala segunda. —Contra- 
bando.— Ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado (Audiencia de - 
Valencia), y ee resuelve; 

Que según el art. 23 del Real decreto de 20 de Junio de 1853, en los deli- 
tos definidos y penados por dicho decreto son circunstancias atenuantes, ade- 
más de las que enumera, cualquiera otra que no determine, tiempre que evi- 
dentemente disminuya de manifievto lu malicia del culpable y el dato 
del delito, según el recto criterio de lus Tribunales: 

Que da circunstancia de ser ciego el culpable no disminuye manifiesta 
mente la malicia del penado, ni inAnye en lo neáo nuinimo en la consumación 
del delito em los términos y modo de su <jecución. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Abogado del Estado contra sentencia de la Audiencia de Valencia, en causa. 
seguida por el Juzgado de instrucción del distrito de Serranos de dicha 
ciudad contra Vicente Navarro Garrigues, por contrabando: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 4 de Febrero último 
consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Queen la tarde del 20 de Diciembre del año 1890, fué apre- 
hendido en la calle de Serranos de esta ciudad, por un sgente de vigilan- 
cia, el ciego Vicente Navarro Garrigues vendiendo fracciones de la tercera 
décima parte del billete núm, 10.331 de la Lotería Nacional, que se babía 
de sortear el 23 de dicho mes, oeupáundosele doce de aquellas fracciones, 
cuyo comiso, lo mismo que el del citado décimo, se acordó en la Junta ad: 
mivittrativa celehrada, así como, entre otras cosas, que á juicio de la Junta 


Da incurrido el reo en pena personal; bechos que se declaran pro- 
a0d08: 
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Segundo. Que el número mencionado no obtuvo premio alguno en el 
sorteo; que el valor del dógima era el de 50 pesetas; que procesado el Vi. 
cente, confesó haber comprado el décimo en la Administración de Loterías 
de la Plaza de la Constitución de estas ciudad, y vendía por su cuenta, para 
ganar de comer, las citadas participaciones en el décimo, á cayo fin mandó 
hacer 50 impresos de fracciones de peseta y los vendía en la vía públicas 
por yu precio, recibiendo únicamente de las peraonas que se quedaban con 
ellos una limoaana de 5 céntimos; y finalmente, que carecía de nombra- 
miento ó autorización para dedicarse á la venta de billetes, y que ignoraba 
fuese nepesario aquel requisito para esto; hechos todos, excepto el último, 
que se declaran probados: 

Tercero. Que Vicente Navarro Garrigues ba sido condenado ejecuto- 
riamente por un delita de lesiones menos graves, por otro de atentado á 
an agente de la Autoridad y por otro de estafa en causas falladas por esta 
Audiencia; hechog que asimismo se declaran probados: : 

Resultando que tg Sala sentenciadora, por estar equiparada la Lotería 
Nacional á las Rentas Estancadas del Estado, según el art. 2.0 de la Ins- 
trucción del ramo de 3 de Marzo de 1883, y prohibida la reventa de bille- 
tes por quien no tenga título expedido por los Delegados de Hacienda, 
estimó los hechos probados como constitutivos de un delito de contraban- 
do, previsto en el art. 18 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, puesto 
que se revendió el billete por persona sin título que le autorizase para ello 
y con un fin conocidamente lacrativo, y declarando autor de este delito á 
Vicente Navarro Garrigues, sin ninguoa circunstancia agravante, pues el 
haber sido condenado Navarro por tres delitos comunes no constituye 
reincidencia, ni la malicia especial ó transcendencia grave en el delito á 
que se reflere el núm. 9.0 de aquel artículo, y apreciando en su favor la 
circunstancia atenuante comprendida en el núm, 8.9 del art. 22, por la con- 
dición del procesado que disminuye maniflestamente su malicia, y te- 
niendo, además, en cuenta que no causó daño alguno, condenó á aquél á 
la multa de 150 pesetas y costas, con la responsabilidad personal subsidia- 
ria 4 razón de un día por cada 10 reales que deje de satisfacer: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el Abogado del Es- 
tado recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 5.0 
del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el 
núm. 3.” del art, 23, en relación con el 21 y 25 del Real decreto de 1852 
Citado al apreciar en la sentencia la referida circunstancia atenuante, la 

cual no es de estimar, á juicio del recurrente, toda vez que la fal:a de vista 
del procesado no pnede infuir en la responsabilidad del mismo, ni la falta 
de dafio causado es motivo bastante para suponer la atenuante citada, 
cenando, por el contrario, el baber sido condenado anteriormente por tres 
delitos comunes, si no implica reincidencia para el contrabando, ex-laye 
la disminución de malicia del procesado, no declarándose además probado 
que Navarro no supiera que necesitaba autorización para vender billetes 
de Lotería; por todo lo cual entiende la representación del Estado que ha 
debido imponerse al delincuente la pena en el grado medio: 

Resultando que admitido el recurso señalado para la vista, en cuyo acto 
de apoyaron oralmente el Abogado del Estado y el Ministerio fiscal, impug- 
nánrdole la defensa del procesado. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que, según el art. 23 del Real decreto de 20 de Junio de 
1852, que define y pena los delitos de contrabando, son circunstancias ate- 
nuantes, además de las que enumera, cualquiera otra que no determina, 
siempre que disminuya manifiestamente la malicia del calpable y el daño 
del delíto, cuya apreciación queda, por tanto, al criterio de los Tribunales: 
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Considerando que sí bien en el caso de autos no se ha justificado que 
so haya causado daño alguno, según afirma el Tribunal sentenciador en el 
cuarto de sus considerandos, no resalta que haya concurrido ninguna cir- 
ennetancia especial en Ja comisión del delito que disminuya manifiesta. 
mente, como dice el art. 23, la malicia del penado, puesto que la de ser ciego 
éste no afecta en lo más mínimo, por sí sola, al grado de malicia necesario 
para consumar el hecho punible en los términos y modos en que lo ejecutó, 
los cuales revelan, por el contrario, toda la precisa para realizarlo en las 
condiciones en que se propuso llevarlo á efecto con intención de lucro: 

Considerando, por consiguiente, que al estimarse en la resolución re- 
clamada la referida circunstaucia atenuante, se han cometido las infraccio- 
nes legales que se aducen en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al interpuesto 
por el Abogado del Estado contra la referida sentencia dictada el 4 de Fe- 
brero ú'timo por la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Audier- 
cia de Valencia, la cual casamos y anulamos, declarando de oficio las cos- 
tas; comuníquese la presente, con la que se dicte á continuación, á dicho 
Tribuna), para su cunocimiento y efectos consiguientes. —(Sentencia publi- 
cada en 20 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta de 25 de Octubre del 
mismo año.) 
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RE-URSO DE CASACIÓN (20 de Mayo de 1898).—Sala segunda. —Lesio 
nes.—No ha lugar ai interpuesto por Domingo Verges Esteban (Audiencia 
de Mu. irid), y se resuelve: 

Que es legalmente imposible discubir en los recursos de casación las infrac- 
ciones le ley alegadas, cuando éstas se apoyan en hechos que no resultan de 
la sentencia reclamada, ó cuando la cita del número del articulo en que el re- 
Ped se funda, no guarda congruencia con las cuestiones que en el mismo se 
plantean. P 


En Ja villa y corte de Madrid, 4 20 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Do- 
mingo Verges Esteban contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Madrid, en causa por lesiones: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 7 de Marzo último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando probado que en la tarde del día 19 de Abril áltimo, el pro- 
cesado Domingo Verges, que había vivido maritalmente con Manuela 
Pastor, vió á ésta en la plaza de Oriente que estaba en compañía de Rai- 
mundo de la Merced, con quien se había puesto en relaciones, y siguiendo 
4 ambos, al llegar á la calie de la Ese, esquina á la de Serrano, sostuvie- 
ron una cuestión, en la que Domingo arrojó tuna piedra ó canto al Rai.- 
mundo, con la cual le produjo las heridas contusas que éste ha padecido, 
y para cuya curación necesitó asistencia facultativa por espacio de cus- 
renta y seis días, sin haberle quedado por su consecuencia deformidad nt 
impedimento algupo para el trabajo: 

Resultando también probado que el procesado ha sido anteriormente 
condenado por igual delito de lesiones por sentencia firme: | 

Resultando que la Sección tercera de la Sala de lo criminal de Ja Au- 
diencia de Madrid declaró que los hechos probados constituyen un delito 
de lesiones graves, previsto y penado en el núm. 4,0 del art. 481 del Có- 
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digo, del que es responsable, en concepto de autor, Domingo Verges Este- 
ban, con la circunstancia agravante 18 del art. 10, y la atenuante 7.2 del 
art. 9.9 de dicho Código; y vistos los artículos citados y los demás concor- 
dantes de aplicación, condenó á dicho autor á la pena de un año y un día 
de prisión correccional, con sus accesorias, indemnización de 92 pesetas, 
con apremio personal en su caso, y al pago de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
autorizado por el núm. 6.* del art. 849 de la de Enjuiciamiento crimíi- 
mal, citando como infringidos los del Código penal 431, en su núm. 4.0, 
por aplicación indebida, y el 433, por inaplicación, siendo el único atinen- 
ro eii que sólo permaneció en el hospital el lesionado diecisiete 


Resultando que el Ministerio fiscal se opuso al recurs) por impugnarse 
la prueba y por incongruencia del núm. 6.0 del art. 849 con las infraccio- 
nes alegadas. | 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que es legalmente imposible en los recursos de casación 
discutir en el fondo las infracciones alegadas cuando éstas se apoyan en 
hechos que no resaltan de la sentencia, ó cuando la cita del número del 
artículo de la ley procesal en que el recurso se apoya no guarda congruen- 
cía en las cuestiones que en el mismo se plantean: 

Considerando que dirigidos los razonamientos del interpuesto por la 
representación de Domingo Verges á demostrar el error de derecho en que 
á su juicio ha incurrido la Sala sentenciadora calificando el hecho proce- 
sal como delito de lesiones graves, cuando sólo merecía el de menos gra: 
vos, además de que dicho razonamiento parte de supuestos de hecho que 
no resultan de la sentencia, y que por sí solo bastaría para no admitir el 
recurso, adolece también de incongruencia en la cita de la disposición le- 
gal que lo autoriza, por fundarse en el núm. 6.9 del art. 849, según el cual 
sólo es posible discutir el error cometido por la Sala sentenciadora cuando 
el grado de la pena impuesta no es el que señala con arreglo á la califica- 
ción aceptada respecto al hecho justiciable, á la participación del poe 
sado ó á las circunstancias agravantes ó atenuantes apreciadas en la sen- 
tencia, según los hechos que en la misma se declaran probados: 

Considerando, por lo expuesto, que faltándose en el presente recurgo 
á las prescripciones del art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal, no 
es admisible; a : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
sión del recurso que contra la sentencia dictada por la Sección tercera de 
la Sala de lo criminal de Ja Audiencia de esta corte ha interpuesto Do- 
mingo Verges Esteban, al que condenamos en las costas y al pago de 125 
pesetas, por razón de depósito, .si mejorase de fortuna; comuníquese esta 
resolución al Tribunal sentenciador. 4 los efectos oportunos. Sentencia 
publicada en 20 de Mayo de 1893, é inserta en ¡a Gaceta de 25 de Octubre 
del mismo año.) : : 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—Mal- 
versación.—Ha lugar al interpuésta por Ramón Penalba Martínez (Audien- 


cia de Alicante), y se resuelve: — antics: 
procede el recurso de casación por infracción de ley, según el art. 852 
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de la de Enjuiciamiento oviminal, onando en los autos de sobreacimiento mo 
se estimase cumo delito 6 falta, siéndolo, á presenbaadu enxaciores de bnlea los 
ps consignados en dicho. arto, sin. quo. oljecunstancias pusteiioses impidan 
penarlos: 

we conforme á lo preceptuado. en. eb aut. Gá5 de. la. citada bey, cualquiera 
a la colanió que el Tribunal a quo haya fren acerca de los he- 
chos sumariales, basta que los densnciados.en la querella presenten caracleres 
de delito, y que haya parte dispuesta á sostener la la coacción para que pro- 
<eda la apertura del juicio oral. 


En la villa y corte de Madrid, 4 22 de. Maxo de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley, iuterpueaio por Ramón Penalba contra auto 
de la Audiencia provincial de Alicante, en causa contra el Ayuntamiento 
de Sax y otros, por malversación y otros delitos: 

Resultando que el expresado auto, dictado el 28 de Enaro último, con- 
tiene Jus siguientes resolrandous: 

Primero. Que en 7 de Abril de 1800, el Gokbernados civil de esta pro- 
vincia acordó que se practicase una visita de inspección 6 la Administra- 
eión municipal de la villa de Sax, nombrando á este 8n un Delegado, el 
cual, una vez personado allí, instrayó ciertas diligencias de que, según su 
infos me, resultaban cargos contra el Ayunigmiente de le reserida villa por 
faltas cometidas en el número de assiones que con arreglo á. la ley debía 
celebrar; por no haberse ocupado en la formación del presupuesto del año 
próximo venidero; no haber exigido la constitución de su fianza $ los 
arrendatarios de consumos; tener abandonado y en desorden el archivo, y 
no haber inxresado el total de lo recaudado por el referido impuesto, toda 
yez que aparecía un ingreso de menos de 222 pesetas con 50 céntimos, di- 
ferencia entre lo percibido y lo ingresado, sin haberse, por último, podido 
comprobar tampoco la verdadera existencia en caja, en la que no habían 
entrado 3.183 pesetas en que superaban los ingresos á loa gastos: 

Segundo. Que á consecuencia de dicho expediente, el Gobernador 
acordó la suspensión de) Ayuntamiento de Sax en 10 de Abril del citado 
año 90, que fué confirmada por Real orden del Ministerio de la Goberns- 
ción de 29 de Mayo siguiente: 

Tercero. Que una vez suspendido el Ayuttamiento, y mientras so en- 
contraba en el Ministerio el expediente inatrnido par el Delegado del Go- 
bernador, el Ayuntamiento interino de Sax formó nuevo expediente con- 
tra el Alcalde y Concejales propietarios, el cual, una vez cunciuao, fué re- 
mitido al Sr. Fiscal de eanta Audieneía:  - 

Cuarto. Qne el Ministerio fiacal presentó. ante este Tribunal el 9 de 
Mayo del repetido afiv querella contra el Alcalde, Concejales, Junta peri: 
cial, Depositario y Secretario del Ayuntamiento de Sax, aduciendo como 
Lechos los que se desprenden anstgncialmente del expediente instruido 
por el Ayuntamiento ioterino, y son los sigalentes: primero, por haberse 
alterado las cuotas en el repartimiento de contribución territorial, rústica 
y urbana y pecuaria correspondiente al año económico de 1888 4 1889, sin 
haberse variado el líquido imponible con que cada contribuyente Aynraba 
en el amillaramiento y sus apéndices; segundo, que segúo los arqueos del 
fondo del Púsito, celebrados en 31 de Marzo del mencionado añu y 12 de 
Abril del mismo, "debían existir 6,268 pesetas 45 céntimos, que se ignoraba 
dónde estuviesen, por no existir caja para eu custodia; tercero, que en se- 
sión de 6 de Abril, el Ayuntamiento acordó repartir 9.700 pesetas del 
fondo del Pósito entre onve individuos, que al parecer lo solicitaron, con 
la particularidad de no haberse arzuaizdo al público, como previ la 
ley, y ser iadores de algunos de uichós prestatarios el primer Teniente 
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zAlcalde D. Francisco Esteban Mira, D. Pedro López, padre del Alcalde 
saspeneo; D. José Soriano Barceló, Depositario de fondos, y su hermano 
-el Concejal D. Pedro Soriano, figurando también como testigo de una de 
las obligaciones el Médico D. Bernardo Pérez Bernabé; notándose, por úl- 
timo, que faltan las firmas de algunos testigos y el sello de la Alcaldía en 
muchas de las obligaciones; cuarto, que el acta de la indicada sesión de 8 
de Abril aparece extendida en un pliego de papel sellado de 2 pesetas, nú- 
mero 359.829, que se vendió en la Administración subalterna de Villena 
€l día 8, 6 sean dos días después de celebrada la sesión; quinto, que con 
«arreglo á los arqueos de fondos municipales verificados en 31 de Marzo y 
11 de Abril, y teniendo en cuenta los ingresos y pagos verificados, se no- 
taba la falta de 1.815 pesetas con 13 céntimos, habiéndose presentado tam- 
bién tres libramientos por diversas atenciones, acordados en el mes de Fe- 
brero y no datados hasta el 9 de Abril, y para cuyo pago no se sabe de 
dónde pudo sacarse el dinero; sexto, que los libramientos números 68, 61, 
132 y 141 están mal sentados en los libros de contabilidad, con diferencia 
de más ó de menos; séptimo, que habiendo reintegrado el Maestro de ins. 
trucción primaria 300 pesetas que se le dieron de más, la cual suma reco- 
gió D. Pedro Soriano, no fué ingresada en las arcas municipalés; y octavo, 
que al hacer el repartimiento sobre la riqueza para subvenir á la guarde- 
ría rural, se gravó ósta con un 2,80 céntimos por 100, que excede á lo que 
A la loy de Presupuestos del añio 78, y Real orden de 5 de Abril 

el 89: 
Quinto. Que admitida la querella y dada comisión al Juez de primera 
instancia de Villena para la instrucción del proceso, éste procedió á la 
de las diligencias solicitadas y demás que creyó oportunas, dic- 


> 77 28 de Mayo auto de procesamiento contra D. Antonio López Ibá- 
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de de Sax; D. Francisco Esteban Mira, D. Bartolomé Martínez 
, Miguel Torreblanca Barceló, D. Bernardo Péres Bernabé, Don 
riano Barceló, D. José Esteban. Carrión, D. Josó Bruno Hellín, 
sco Martínez Hellín, D. Diego Torreblanca Hellín, D. Vicente 
an, D. Tomás Senalle Calatayud, D. José Navarro Uñada y Don 
ín Hernández, Concejales é individuos de la Junta pericial, y 
o, contra D. José Soriano Barceló y D. Jogsó María Torreblanca, 
do y Secretario del repetido Ayuntamiento, á todos los cuales 
» por auto de 31 de dicho mes de Mayo de 1890: 

Que de las diligencias practicadas, declaraciones recibidas y 
ones y documentos aportados á los sutos, aparece que los repar- 
de contribución correspondientes á los años económicos del 88 
' al 90, fueron aprobados por la Administración de COontribucio- 
provincia, por estar hechos con arreglo á instrucción; que no 
fel Ayuntamiento de Sax caja especial para los fondos del Pó- 
se guardaban en el arca destinada á los fondos municipales, la 
e algún tiempo antes ofrecía alguna resistencia para ser abierta, 
) lIngar á que se autorisase al Depositario para que, con sus pro- 
os hiciese los pagos, y en su domicilio guardase los ingresos que 
an realizando; que dicho Sr. D. José Soriano quiso entregar al día 
'Ó á los dos días de suspendido el Ayuntamiento, seis mil y pico 
ertenecientes al Pósito, las cuales no fueron recibidas hasta al- 
po después en que se hizo cargo de ellas el Depositario entrante; 
que la existencia en caja al verificarse el último arqueo, lejos de ser deá- 
ciente, era excesiva, puesto que le fueron entregadas al Dapositario : So- 
riano 800 pesetas; que era acreedor al hacer la cuenta de los ingrebos y 
pagos hechos con la autorización que le faera conoedida,. y datándole los 
trés MWbramientos á que se refidre uno de los hechos de la. querella, que dé 
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presentaben págos beches por tonsumos, gastas «de primera enseñanza y 
contingente provincial; qué según declaraciones de aigunos de dos indivi. 
duos suspensos, los préstamos del Pósito se hicieron públicos por medio 
de bando; que la sesión en que se acordó la distribución de las 9.700 pese- 
tas de dicho establecimiento no se extendió en 6 de Abril, pues en dicha. 
Veasión sólo se tomaron notas para la confección de la misma, que faéó es- 
erita alganos días después, y por tanto, serle en papel expedido el día 8 
del citado mes; que el Maestro de instrucción primaria entregó al efecto á 
D. Pedro Soriano 300 pesetas que aquél recibiera de más, y que el Soriano 
no ingresó en las arcas municipales, porque al cumplir dicho servicio se 
excedió del presupuesto en las referidas 800 pesetas que el Ayuntamiento 
no le abonó, y que al ser devueltas retuvo como sayas, una vez que en su 
propio perjuicio redundaba Ja equivecación; por último, que el gravamen 
sobre la riqueza para la guardería rural fué aprobado en sesión de:14 de 
Enero de 1890, con arreglo al presapuesto municipal, en que se consigna- 
ban 3.325 pesetas con dicho fio, si bien se repartieron, y así se hacía cont- 
tar en el acta, 14 pesetas más, mandando al propio tiempo que se hiciese 
público por medio del Boletín, sin que conste que contra el citado reparti- 
miento se hiciese reclamación alguna: 

Séptimo. Que conciusa la causa por el Juzgado de Villena y remitida 
á esta Audiencia, fué devuelta con nuevo expediente administrativo que 
anté la misma se presentó, formado también por el Ayuntamiento inte- 
rino de Sax, del que aparecían como cargos contra alganos de los Regido- 
res propietarios los hechos siguientes: primero, haber satisfecho fuera de 
presupuesto dos libramientos de 625 y 1.678 pesetas respectivamente, en 5 
de Septiembre y 26 de Diciembre del año 86, para obras realizadas en el 
cementerio de la villa de Sax; segundo, ser falso ua libramiento expedido: 
á favor de D. José Gómez, Secretario del Juzgado muntcipal; tercero, hs- 
berse abonádo 307 pesetas 50 cóntimos, fuera también de presupuéstos, 
por mejoras en las obras del Matadero; y cuarto, haberse satisfecho por 
obras ejecutadas -en los puentes llamados de María y Picayo, ein verificar- 
las por medio de subasta, 1496 pesetas con 75:véntimos en 26 de Octubre 
del 85; 495 con 75 en 23 de Noviembre; 495 en 30 del propio mes; 409 pe- 
saetas en igaal fecha, y 226 pesetas en 30 de Abril de 1886: 

Octavo. Que de Jas diligencias practicadas para el esclarecimiento de 
estos nuevos hechos, aparece, en efecto, que en 30 de Mayo del 85 acordó 
el Ayuntamiente de Sax aprobar un proyecto de mejoras en las obras del 
cementetio, que le fué presentado por el contratista, mandando que se le 
tabonase la diferencia de precio; en cuya virtud se expidieron los libra- 
mientos que se indican en el expediente, y que por cierto suman una can- 
tidad casi igual á la estimada por los peritos como valor de dicha mejora; 
que no consta que las referidas obras fuesen recibidas después de termi. 
nadas con ninguna formalidad, y que D. José Gómez, Secretario del Juz- 
gado municipal, reconoció como suya la firma del libramiento expedido 4 
en faver, manifestando que si no recibió la cantidad fué porque siendo 
«eudor de mayor suma al Ayuntamiento, se le compensó en parte con seta 
deuda el importe del referido libramiento: 

Noveno. Que la expedición de los dos libramientos extendidos por 
mejora de obras en el cementerio faeron acordados, el de 625. pesetas en. 
sesión á que asistieron D. Miguel Torreblanca, D. Josó Esteban, D. Barto- 
lomé Mertínes, D. Joaquín Carrión, D. Joaquín Esteban, D. Joaquín Chico 
y D. José Maríá Torreblanca, como Secretario, y el de 1.678 pesetas por 
D. Miguel Torreblanca, Alealde; D. Pascual Carrión, D. Antonio G4!, Dom 
José Esteban, D.. Diego Torreblanca, D. Jaequía Carrión, D. Bartolomé 
A y elrppetido. D. José María Torreblanca, Sr Don 
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Miguel y D. Diego Torreblanca, D. José Esteban, D. Barlolomé Martínez, 
y Secretario D. Josó María Torreblanca, están por otros hechos sujetos á 
dste procedimiento: 

Décimo. Que no ha recaído aprobación respecto á las cnentas del 
Ayuntamiento de Sax correspondientes al afio económico del 88 al 89, en- 
contrándose del mismo modo en la Diputación provincial las que se refie- 
ren atafio 8586 y siguientes, puesto que de dicho eentro hubieron de 
aportarse los documentos originales que las justificaban y fueron necesa- 
rios á este proceso: 

Dérimoprimero. Que señalada la vista previa y celebrada ésta, el Mi. 
nisterio fiscal solicitó el sobreseimiento libre en esta causas, por no set 
constitutivos de detito los hechós que se persiguen, que caen exclusiva- 
miente, en en sentir, bajo la esfera administrativa, interesando el defensor 
del acusador privado, Ramón Penalba Martínez, la apertura del juicio, por 
reyestir los hechos caracteres de delito:  ' 

Resultando que la Audientía sentenciadora, por estimar que los hechos 
origen del sumario, puesto que respecto de algunos se han desvirtuado 
los cargos, y otros sólo revisten carácter administrativo para subsanatlos, 
no eran constitutivos de delito, además de no conétar aprobadas las cuen- 
tas del Ayantimiento de Sax desde el año económico de 1885 al 86, por lo 
qe falta la base para exigir responsabilidades referentes á la distribución 

inversión de fondos de dicho Ayuntamiento, sobreseyó libremente en la 
causa, con las costas de oficio, alzando la snspensión acordada por el Juex 
de Villena dontra el Alcalde, Concejales, individuos de la Junta pericial, 
Depositario y Secretario del repetido Ayuntamiento, en Abril de 18v0, 
mándando reponer 'á dichos procesados én sos fanciones y alzando los 
embargos practicados en sus bienes: 

Resultando que contra el auto anterior ha interpuesto el acusador pri- 
vado Ramón Penalba Martínez recurso de casación por infracción. de ley, 
autorizado por los artículos 849, caso 2.0, y 852 de la de Enjuiciamiento 
criminal, citando como infringidos: . 

1,0 Las artículos 407 y 410, pues el Ayuntamiento propietario de Sax 
ha incurrido-en el delito de aplicar á otros dsos que los debidos, tanto los 
fondos del Pósito como los del Municipia, lo que se demuestra por la serie 
de arqueos reálizados sin encontrar en ninguno de ellos la existencia co- 
rrespondiente; los asientos de los libros de contabilidad que no se hallan 
conformes con los libratmientos; el repárto de 9.700 pesetas de fondos del 
Pósito, sin ninguna formalidad, y los pagos de los libramientos por canti- 
dades no presupuestadas, siendo lo procedente que si el arca ofrecía resla- 
tencia para ser abierta, se lhmase á un cerrajero, y que el Depcsitario 
presentara las cantidades que tenía antes de ser suspendido el Ayunta- 
miento y no después, distracción que envuelve caracteres de delito, según 
exige el art, 852 de la ley procesal: i . 

Y 2.0 Los artículos 224 y 225 del Código penal, por la alteración de las 
cuotas eri el repartimiénto de la contribución territorial de 1888 á 89, sin 
haberse variado'el ifquido imponible de cada contribuyente,. y el auménto 
de un 2,80 céntimos por 100 sobre lo que autoriza la lay de Presupuestos 
de 1878 y la Real orden de 5 de Abril de 1889 en el repartimiento sobre 
la riqueza para subvénir á la guardería rural, sin que importe que el Ayun- 
tamiento aprobase el reparto, aprobación que es el cargo mayor para el 
Manicipto, puesto que la exacción se ba verificado sin que precediera au- 
torización de ningún Centro superfor administrativo, todo lo que descubre 
lá comisión de on delito: O AO 
:  Rescltando que'adinitido 'el recurso, se cblebró su vista con asistencia 
del Ministerio fisca), que le ooadyuvó. 
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Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís:  : 

" Considerando que según el art. 852 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, procede el recurso de casación por infracción de ley cuando en los 
autos de sobreseimiento se infringe ésta, no dro ed como delito 6 falta, 
siéndolo, ó presentando caracteres de tales los hechos consignados en di. 
cho auto, sin que circunstancias posteriores impidan penarlo: 

Considerando que, conforme á lo preceptuado en el art. 645 de la cita- 
da ley, cualquiera que sea la apreciación que el Tribunal a guo haya for- 
mado acerca de los hechos sumariales, hasta que los denurtciados en la 
querella presenten raracteres de delito, y que haya parte dispuesta á sos- 
tener la acción, para que proceda la apertura del juicio: 

Considerando que según las disposiciones legales expuestas, la Audien- 
cia provincial de Alicante incurrió en el error de derecho atribuído en el 
recurso al dictar el auto de sobreseimiento reclamado, porque revistiendo 
caracteres de delito la mayoría de los hechos fijados en la querella, debió 
el Tribunal a guo no prescindir de la apertura del juicio, desde que la par- 
te querellante particular expresó su resolución de sostener la acción con- 
tra las declarados procesados; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber Ingar al recurso de 
casación por infracción de ley, interpuesto por Ramón Penalba Martínez 
contra el referido auto de la Audiencia provincial de Alicante, cuya reso- 
lución casamos y anulamos, declarando de oficio las costas, y mandando 
devolver al recurrente el depósito de 1.000 pesetas que ha constituído; lo 
que con la resolución que á continuación se dicta se comunique á dicho 
Tribunal á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada en 22 de Mayo 
de 1893, 6 inserta en las Gacetas de 25 y 26 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (22 de Mayo de 1898).—Sala segunda. —Robo.— 
No ha lugar al interpuesto por Vicente Congost Flores (Audiencia de Va- 
lencia), y se resuelve: 

ue el recurso de casación en el fondo se da únicamente contra sentencias 
" 6 autos definitivos, y sólo según los seis primeros números del art. 849 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal por infracción de alguna ley penal; siendo 
en su consecuencia inadmisible cuando la ley, cuya transgresión se supone, mo 
tiene tal carácter: 

Que conforme á esa doctrina carece de condiciones de viabilidad el recurso 
por infracción de ley, apoyado en la infracción del art. 3.* de la ley del Ju- 
rado. qe no es ley penal sino procesal, y á la vez orgánica de los Tribunales 

cho: 


Que existe evidente incongruencia entre la supuesta infracción de la ley del 
Jurado y el núm. 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal en 
se se apoya el recurso, y que en efecto, lo autoriza cuando se cometa error 

derecho en la calificación del delito, Porque dentro de estos moldes mo cabe 
abrir discusión sobre si la Sección de derecho al dictar la sentencia ye eocgdió 
de los límites de su competencia invadiendo las atribuciones del Jurado. 


En la villa y corte de Madrid, á 22 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Vicente 
Congost Flores, contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de Valencia, en causa seguida al mismo en el Juzgado de inatrucción de 
Torrente por robo: Ed j l 


? e. 3 
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Resultando que la expresada sentencia, dictada el 11 de Marzo último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el Jurado en su veredicto ha contestado las preguntas 
que le han sido dirigidas en la forma siguiente: Primera. Vicente Congost 
Flores, ¿es culpable de haberse ocultado como á las once de la noche del 
12 de Agosto anterior en el sitio nombrado Garroferal dels Lladres, en la 
carretera de esta ciudad á Madrid, saliendo al encuentro de Tomás Martí. 
vez Catalá, al que exigió el dinero que llevaba, dándole éste 42 pesetas 50 
céntimos? —Sí.—Segunda. ¿Concurrió la circunstancia de haber esperado 
la noche el Vicente Congost para 'apostarse en la carretera y realizar el 
hecho mencionado en la pregunta anterior?—Sí.— Tercera. Congost, en la 
ocasión referida en la primera pregunta, ¿iba armado de una pistola?—-8Í. 
— Cuarta. El propio Vicente Congost, ¿es culpable de haberse apostado en 
el referido sitio la noche del.20 del repetido mes de Agosto, y al pasar por 
alií conduciendo su carro José Castells Catalá y Martín Cubells Campos, 
les exigió el dinero que llevaban, entregándole 50 céntimos? —$Sí. —Quinta, 
Vicente Congost, ¿esperó la noche para realizar el hecho mencionado en 
la pregunta anterior—81.—Sexta. ¿Intimidó ó amenazó Vicente Congost 4 
José Ma y Martín Cubells para que le entregasen el expresado di- 
nero?— No. E 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados en 
el veridicto constitutivos de dos delitos de robo definidos en el art. 516 y 
penados en el núm. 5.0 del art. 516 del Código penal, ejecutados con inti. 
midación en las personas, concepto que, á pesar de la contestación nega- 
tiva á la pregunta sexta, implican la hora, sitio y demás circunstancias 
del suceso, de cuyos dos delitos considera autor al procesado Vicente 
Congost Flores, con la circunstancia agravante de nocturnidad, á quien 
impaso por cada uno de ellos seis años, diez meses y un día de presidio 
mayor, inhabilitación temporal en toda su extensión, indemnización y 
costas: 


Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto el procesado 
Congost recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el nú: 
o del art. 849 de la de Enjuicigmiento criminal, citando como in- 

ngidos: : y 

1.0 El art. 3.9 de la ley del Jurado, porque la sentencia recurrida en el 
primer considerando declara existente un hecho que fué negado por el 
Jurado al contestar la pregunta sexta; y 

2.0 El art. 515 del Código penal, pues en los hechos de autos no hubo 
violencia ni intimidación en las personas ni fuerza en las cosaa, condicio- 
nes que caracterizan el delito de robo: 

Resultando que impugnada por el Ministerio fiscal la admisión del re- 
curso, se celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que el recurso de casación en el fondo contra sentencias 
definitivas se da únicamente según los seis primeros números del art. 849 
de la ley de Enjuiciamiento criminal por infracción de alguna ley penal, 
siendo inadmisible, por lo tanto, cuando citándose para subsanarla cnal- 
quiera de aquellog números, la ley cuya transgresión se denuncia no tiene 
tal carácter: l 

Considerando que conforme á toda doctrina carece de condiciones de 
viabilidad el interpuesto por Vicente Congost, en cuanto al primero de sus 
dos motivos, por alegarse la infracción del art, 3,0 de la ley del Jurado, 
o es ley penal sino procesal, y á la ves orgánica de los Tribunales de 


o: : es 
Considerando que existe además notoría incongruencia entre esa su- 
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puesta infracción y el núm. 3.0 del art. 849 en que se apoya el recurso, y 
que lo autoriza cuando se cometa error de derecho en la califiración del 
delito, porque dentro de estos moldes no cabe abrir discusión sobre ei la 
Sección de Magistrados que dictó la sentencia reclamada se excedió de loa 
limites de su competencia invadiendo dan atribuciones del Jurado; 
Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi 
sión del recurso interpuesto por Vicente Congost Flores contra la citada 
sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia, respecta 
al primer motivo, y en cuanto al segundo, admitido y coneluso para la 
vista.—(Sentencía publicada en 22 de Mayo de 1893, 6 inserta en la (aceta 


de 26 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Robo 
Sfrustrado.—Ha logar al interpuesto por el Ministerio fistal (Audiencia de 
Barcelona), y se resuelve: 

Que en el delito de robo, definido en el párrafo último del art. 821 del C6- 
digo penal, el grado mínimo de la pena inmediatamente inferior es conforme 
á la escala núm. 1.9 del art. 92, en relación con el caso 4.9 del 76, el presidio 
correccional en su grado medio, y la inmediatamente inferior á ésta lo es á 
sy vez el grado medio del arresto mayor, si bien cuando concurren circunstan- 
cias agravantes deberá ser impuesta en el máximum de dicho grado. 


En da villa y corte de Madrid, á 238 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infratción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal en beneficio de Antonio Puig contra la sentencia pronun- 
ciada por la Sala de lo criminal de la 'Audiencia de Barcelona, en causa 
por robo frustrado: 

Resultando que pór dicha Audienciá' se dictó la expresada sentencia 
en 27 de Febrero último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que 8l Jurado emitió el siguiente veredicto: «Los jurados 
han deliberado sobre las preguntas sometidas á su resolución, y bajo el 
juramento que prestaron declaran solemnemente lo que sigue: "<A la pri- 
mera. Antonio Paig y Batxeras, ¿es culpable de haberse introducido du- 
rante la noche del 3 al 4 de Octubre de 1891 en el terrado de, la casa nú- 
meros 20, 22 y 24 de la calle de la Merced, de esta ciudad, y de haber ene- 
traído algunas alfombras, valoradas en 200 pesetas, que D. Manuel Lópex 
Baello, inquilino de dicha casa, guardaba en un cuarto, sito en el terrado, 
sin que aquél! pudiera HNevárselas por haber sido sorprendido y detenido 
cuando se preparaba para marcharse con ellas? —Sí.—A la segunda. Para 
introducirse en el terrado, ¿hubo dé forzar con las menos ó con una ps- 
lanqueta que llévaba, la cerradura de la puerta que la ponía en comunica- 
ción con la escalera de la casa?—Sí.—A la tercera, ¿Forzó también de la 
mismá manera la cerradura del cuarto en donde se guardaban las alfom- 
bras y de otros sithados en el mismo terrado?—Sí.—A la cuerta. ¿Fué ya 
condenado por hurto de otras alfombras en 4 de Abril del mismo año? — 
S1.—A ;a quinta. ¿Buscó la noche de propósita como medio de ejecutar 
más fácilmente la sustracción expr a?—S(—A la sexta. ¿Se limitó el 
Antonio Putg á descerrajar la puerta que ponía en cómunicación á la es- 
calera de la gasa con el terrado, sin llegar 4 sustraer dichas alfombras del 
cuárto en dobde se guardaban?—No»: * * A e 

_Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona 


—a A Ar ” 
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ARCURIOS Y GCOMPREENCIAS 487 
«Aleclaró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, constita- 


yen un delito de robo frustrado en dependencia de casa habitada, sia ar- 


mas, y en cantidad menor de 500 pesetas, previsto en los artículos 616, 
5621 y 523, núm. 3.0 del Código, del que es responsable en concepto de am 
tor Antonio Puig Baixeras, con las circunstancias 15 y 18 del art. 10; y via- 
tos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó 4 
dlicho autor á la pena de dos añios y cuatro meses de presidio correceio- 
ns), con sus accesorias, y al pego de la mitad de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 


- por infracción de ley por parte del Ministerio fiscal, que se ha interpuesto 


autorizado por el núm. 6.” del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
. mal, citando como infringidos los artículos 521 y 66 y sus concordantes 
del "Código pena], en cuanto no se ha impuesto la pena de arresto mayor 
en su grado medio, comó exige la recta aplicación del art. 521 en su pá- 
-rrato último, toda vez que para el delito frustrado se sigue la misma gra- 
duación que se establece para el consumado. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Sólis Liébana: 

Considerando que en el delito de robo, según el último párrafo del ar- 

*tienlo 521 del Código penal, cuando los malbechores no llevaren armas, 

ni el valor de lo robado excediese de 500 pesetas, se impondrá á los cul 
pables la pens señalada en los dos párrafos anteriores en su grado míÍ- 
mimo: 

Considerando que el grado mínimo de la pena inmediatamente infe- 
rior de presidio mayor en su grado medio, á la de cadena temporal, el mí- 
nimo que fija el art, 521 lo es, según la escala gradual, núm. 1. del ar- 
tícalo 92, en relación con el caso 4.0 del art. 76, la de presidio correceio- 


_ nal en a grado medio, así como la inmediatamente inferior á esta última, 


por igual graduación y aplicación del art. 66 del Código penal, lo es el 
-arresto mayor en su grado medio: 

Considerando que siendo la calificación aceptada la del delito de robo 
frustrado en dependencia de casa habitada, sin armas, por cantidad infe- 
rior á 500 pesetas, la pena procedente que debió imponerse á Antonio 
Puig, según las rolciociones legales, es la de arresto mayor en en grada 
medio, si bien aplicable en el máximom por resultar estimadas circuns- 
tancias agravantes; y esto supuesto, la Audiencia de Barcelona incurrió en 
el error de derecho que señisla el núm. 6.9 del art. 839 de la ley, al penar 
el delito en dos afios y cuatro meses de presidio correccional, por ser 
pena soperior á la que ha debido aplicarse: 

Fallamos que debemos declarar. y declaramos haber loger al recurso 
de casación por intraeción. de ley interpuesto por «el Mivisterio fiscal en 
beneficio de Antonio Puig Buixeras contra la sentencia pronunciada por la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, la cual casamos y anu» 
Jamos, declarando las costas de oficio; comuniquese esta resolución al Tríi- 
banal septenciador, con la que á continuación se dicte, á los efectos opor- 
tanos. —(Sevtencia publicada en 28 de Mayo de 1893, 6 inserta en la Qa.-. 
cota de Ss ER DES de mismo año.) : 
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RECURSO DR CASACIÓN (23 de Maya de 1893). —8ala tercera. Aborto 
y homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Manuel BOS Prada (Au- 


dlspeja de Zamora), y po resuelve; - 
: . Que habiendo donuelto la Sección de derecho dl Jurado gov des veces el 
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veredicto, estimando la petición formulada por el Fiscal, é insertando ex lar 
sentencia el último veredicto reformado, único eficazmente legal, es improce 
dente el recurso fundado en el art. 111 de la ley del Jurado, en relación cor 
el 110, que solo autoriza el dicho recurso cuando el Tribunal desestóme la - 
pretensión de cualquiera de las partes para devolver el veredicto al Jurado, 
que es precisamente el caso contrario al invocado por el recurrente. 


En la villa y corte de Madrid, á 23 de Mayo de 1893, en el recurso de- 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Manuel Blanco Prada contra la sentencia dictada por la Audiencia. 
provincial de Zamora, en causa seguida al mismo en el Juzgado de ins- 
truceión de de Alcañices, vista ante el Tribunal del Jurado, por aborto y 
homicidio: : 

Resultando que comenzada causa en el Jasgado de instrucción de Al- 
cañices contra Manuel Blanco Prada por homicidio de Manuela Martín. 
Fernández, y aborto, y declarada del conocimiento del Tribunal del Jura- 
do, fueron redactadas por el Presidente de la Sección de derecho las pre- 
guntas del veredicto en los términos siguientes: —«Primers. Manuel Blan- 
co Prada, ¿es culpable de haber causado á Manuela Martín Fernándes,- 
entre diez y once de la noche del 5 de Julio del añio último, en el sitio y 
calle del Cotorrico, del pueblo de Samir de los Cafios, asestándola un 
golpe con un palo grueso, una contusión en el vientre que originó la pe- 
ritonitis y produjo el aborto de un nifñio de seis meses próximamente, y 
no viable, muerto á los pocos minutos de ser expelido, ocasionando tam- 
bién la muerte de la madre á consecuencia de dicha peritonitis traumá-- 
tica, la tarde del 8 del mismo mes de Julio?-—Segunda. Al ejecutar el he-- 
cho en la pregunta anterior relacionado, ¿obró el Manuel Blaneo volunta-- | 
riamente, después de pegar con la mano en una mejilla á la Manuela Mar-- 
tín, y amenazarla porque ella le reconvino por haberle dado otro golpe 
con el mismo palo á su marido, sin causarle lesión que exigiese asistencia. 
médica, sin más motivo que el de negarse éste, aconsejado por la Manuela, 
á acompañar al agresor aquella noche al pueblo de Fornillos, como lo exi- 
gia? —Tereera. El golpe que produjo la contusión, causa de la peritonitis, 
aborto y muerte de la Manuela Martín, ¿fué dado involuntaria y casual. 
mente, ó sin intención ni propósito de parte de Blanco, al soltar de re- 
pente dicho instrumento el marido de la interfecta, Roque Fernández, que- 
le tenía asido por un extremo, para evitar que Manuel Blanco le pegase, 
é ignorando este último que la Manuela estuviese detrás de él, por no ha- 
berla visto?-—Cuarta. El tantas veces nombrado Manuel Blanco Prada, al 
ocasionar la contusión que produjo el aborto y muerte, ¿obró solo con- 
simple negligencia ó descuido, con infracción de reglamentos? —Quinta.. 
El propio Blanco Prada, al realizar los actos de que se ha hecho mérito 
contra la Manuela, ¿tuvo intención de causar un mal tan grave como el 
que produjo? Sexta. El hecho principal de darla con el palo y maltra- 
tarla, ¿ocurrió inopinadamente, sin antecedentes de rencor entre el agre- 
sor y la víctima, ni otra pasión ó motivo que pudiera impulsar el ánimio- 
de Blanco á ejecutarle? —Séptima. La interfecta Manuela Martín Fernán: 
dez, de treinta y siete años de edad, de estado casada y con hijos, ¿era 
hermana de la mujer de Manuel Blanco Prada, y por consiguiente cuñada 
de éste, cuando ocurrió el suceso á que las preguntas anteriores aluden? 
—Y octava. Manuel Blanco Prada, antes de ese suceso, ¿había ya sido 
a coo ceneds en una sola sentencia por dos delitos de le- 

onts?: —' : 
Resultando que contestadas las anteriores preguntas por el Jurado 
en sentido negativo las tercera, quinta y sexta; y afirmativo todas lag de- 
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más, y leído el veredicto, que resultó ser de culpabilidad, pero con con- 
r ones entre las tres primeras preguntas y la cuarta, cuya contesta- 
eión afirmativa no guardaba congruencia con las anteriores, que invalida- 
Da el Tribunal de derecho á solicitud del Fiscal, determinó que fuera de- 
vuelto dicho veredicto al Jurado para que lo reformase, y habiendo imanl- 
festado el defensor que no encontraba en él contradicción ni incongruencia, 
por lo que se dponía á su devolución al Jurado, la Bala no accedió á su . 
pretensión, por lo que aquella defensa formuló protesta que se consignó. 
en acta á efectos legales; que retirados los Jurados para reformar el vere- 
dicto, de vuelta á la Sala apareció contestado en la misma forma que la 
anterior, por lo que el Tribunal les ordenó que se retirasen de nue- 
vo con el mismo objeto de armonizar las contestacions dadas á las tres. 
primeras preguntas, con:la cuarta, ó vicoverea, explicándoles el Presiden- 
te en que consistía la contradicción, y previniéndoles, conforme á los pá- 
srafos segundo, tercero y cuarto del art. 110 de la ley del Jurado que 
sien la tercera deliberación tampoco resultara veredicto, su Presiden- 
te, antes de volver á la Sala del Tribunal, hiciera constar el voto emitido 
por cada uno en un acta especial que firmarán todos; apercibidos de 
que ósta se remitiría al Juez de instrucción competente para proceder con- 
tra los jurados responsables, según el párrafo segundo del art. 883 del Có- 
digo penal; y que vueltos á la sala por tercera vez, resultó veredicto, en 
que fué contestada negativamente la pregunta cuarta, que en los dos ante- 
riores lo fué en sentido afirinativo, reservándose la defensas usar del de- 
recho que le daban las protestas consignadas, para entablar en su día el 
recurso correspondiente: > 
Resultando que la Audiencia provincial de Zamora, por sentencia de 8- 
de Marzo de 1893, calificó los hechos declarados en el veredicto como 
constitativos de un delito de homicidio y otro de aborto, cometidos en un 
solo acto, de los que era responsable como autor Manuel Blanco Prada, 
con la circunstancia atenuante de no haber tenido intención de causar: 
un mal tan grave, tercera del art. 9.0, y la agravante de reincidencia die- 
ciocho del 10, compensables entre sí, debiendo estimarse también como 
atenuante en este cuso, la del parentesco de afinidad entre el procesado y 
la ofendida; y con aplicación del art. 90 del Código penal, condenó á dicho- 
Manuel! Blanco en diecisiete años, cuatro meses y un día de reclusión, ao- 
eesorias, indemnización de 1.500 pesetas á Róque Fernández Calvo, viudo 
de Manuela Martín, y álos hijos de ésta, por mitad, y en todas las 
costas: 


Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa del 
procesado recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció- 
el de infracción de ley, fundando aquél en la causa primera del art. 119 de 
la del Jurado, en combinación con los 917 y 936 de la de Enjuiciamiento 
criminal, por considerar que el veredicto contestado en las dos primeras. 
deliberaciones de aquél, era el valedero, según la protesta que en el acto 
se hizo, y de consiguiente, la necesidad de la inserción de los mismos en. 
la sentencia: : 

Resultando que admitido por la Audiencia sentenciadora dicho recurso 
en la forma, elevó 4'este Tribunal Suprémo la causa original, con citación 
y emplazamiento de las partes. : Ñ 

Visto, sisndo Poxiente el Magistrado D. Juan Ignacio de Morales: 

Considerando que no es de aplicación al caso el núm. 2.9 del art. 119 
de la ley del Jurado, con relación al 111 de la misma, en que el recurso se- 
apoyó; pues resulta que Tribunal de derecho devolvió por dos veces el 
veredicto al Jurado, estimando la petición al objeto, del Ministerio pábli- 
ed, 6 inpertó en la fentencia el último promunciado, único que:adquirió. 
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eficacia y valor legal; y que en esta atención no existe causa de casación 
por quebrantamiento de forma, con arreglo al dicho art, 111, que sólo la 


establece en el concepto contrario, ó sea cuando el Tribuval de derecho. 


desestime la petición de cualquiera de las partes para devolver el vere- 
dicto al Jurado, y se hubiera hecho en el acto la correspondiente pre- 
testa; 
Ballamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur: 
so de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la expre- 
sada sentencia de la Audiencia provincial de Zamora por Manuel Blanco 
Prada, á quien condenamos en las costas; participese á dicha Audi.ncia, y 
pase la canes á la Sala segunda de este Tribunal Supremo, :én cuanto al te- 
curso anunciado por infracción de ley.—(Sentencia publicada en 23 de 
Mayo de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 17 de Octubre del mismo afro.) . 
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RECURSO DE CASACIÓN (238 de Mayo de 1893.-—Sala segunda. — Lesiones. 
-—No ha lagar al interpuesto por Francisco Romero Leiva (Audiencia de 
Córduba), y se resuelve: / . 

Que no puede estimarss en un delito la cireunstancia de arvebato y obceca- 
ción, cuando de la sentencia reclamada no constan los pormenores de los he- 
chos, á estímulos de los cuales obra el culpable, para juzgar si fueron éstos 
bastante eficaces á producir el estado excepcional de ántmo que aquella cireuma- 
tancia requiere. 


En la villa y corte de Madrid, á 23 de Mayo de 1893, en. el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpresto por Fran» 
cisco Romero Leiva contra sentencia de la Andiencia provincial de Córdo» 
ba, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Aguilar, segnida al 
Romero por lesiones: | 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 30 de Febrero último, 
contiene el siguiente; . ; 

Primero. Queel día 29 de Marzo del pasado año de 1891, encontrándosa 
resentido Francisco Romero Leiya. de oficio molinero y. vecino de Aguilar, 
cooñ su prima hermano Francisco Trenas Romero, de la misma profesión y 
domicilio, por haber llegado á sus noticias que éste lo desacreditaba con el 
propósito de retirar los parroquianos y atraerlos á su artefacto, se dirigió 
á su casa llevando una escopeta; y llamando al Francisco Trenas desde la 
puerta de Ja calle, al salir ósto y presentársele comenzó á reconvenirlo por 

ql motivo indicado, y en la disputa qne entablaron, exasperado el Francisco 
Romero Leiva, cogió de la blusa al Francisco Trenas, que intentó retirarse, 
y con la escopeta que llevaba le dió un golpe en la cabeza, con que le pro- 
dujo una herida en la parte media de la oreja isqnierda y otra sobre la 
apófisis mastoide del hueso temporal del mismo lado adyacente á aquélla, 
en cuya completa curativa, con asiotencia facultativa que necesitó en todo 
tu período, se invirtieron cincuenta días, habiendo estado imposibilitado 
el paciente para dedicarse á sus trabajos habituales los treinta y cinoo pri. 
meros, y quedándole una pequeña imperfección por falta de sustancia en 
el pabellón dela oreja lesionada, que no constituye deformidad apreciable; 
hechos probados: o pe N 

Resultando que la Audiencia sentenciadors, estimando que estoa he- 
chos constituyex un delito'de lesiones graves, de que .es autor Francises. 

| Leiva, eín cirenpstancias modificativas de la,responsabilidad. csi- 





RECURSOS Y. OOMPRENNCIAS 491 


mipal, le condenó á la pena de un aña y un día de prielón correcociomal, 
accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de essación por im- 
fracción de ley, y sin citar concretamente el artículo del Código penal in- 
fringido, ni el de la de Enjuiciamiento criminal que autoriza el recurso, 
solicita que se case la sentencia y se dicte la que corresponda con arreglo 
al párrafo primero del art. 848, y tercero y quinto del 849 de la ley de JEn- 
juiciamiento crimina!, y caso 7.2 del artículo (no dice cuál), regla 2.2 del 82, 
en relación con el 83 y tabla demostrativa del 97 del Código penal, alegando 
que debió apreciarse la eircunstancia atenuante de arrebato y obcecación: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fecal coadyuvó el 


LOecúrso.. : 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 
Considerando que la única cuestión que se plantea en este recurso, y 

obre la cual ha de resolver el Tribunal, se circunscribe á determinar si, 

conforme á los hechos qne en la sentencia reclamada se declaran proba- 

dos, ha infringido la Audiencia de Córdoba la circunstancia 7.* del art. 9.0 

del Código penal, por no haberla apreciado en favor del recurrente: 
Considerando que no puede estimarse 'en un delito Ja circunstancia 

atenuante de arrebato y obcecación, cuando de la sentencia reclamada no 
consten los pormenores de los hechos á estímulos de los que obra el cual. 
pable, para juzgar por ellos si fueron de eficacia bastante poderosa que 
naturalmente habían de prodacir el estado excepcional del ánimo que re- 
quiere esta circunstancia para que surta efectos legales; y como en la ses - 
tencia que motiva el presente recurso no se expresan detalles de lo ocu- 
rrído en la disputa provocada por el recurrente, desprendióndose de ellos 
más bien un acto de venganza por resentimientos anteriores, como lo re- 
vela el haber sojetado por la blusas al ofendido cuando trataba de retirarse 

y poner fin á la cuestión, y darle entonces el golpe con la escopeta que le 

cansó las lesiones graves que ha sufrido : 

Considerando, por lo expuesto, que la Audiencia sentenciadora no ha 
incurrido en error de derecho ni cometido infracción legal alguns; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recarso 
interpuesto por Francisca Romero Leiva, al que condenamos en las costas 

y al pago de 1265 pesotas, por razón de depósito, si mejorase de fortuna; co- 

muníquese esta resolución al Tribanal sentenciador á los efectos oporttt- 

nos. —(Sentencia publicada en 28 de Mayo de 1893, 6 inserta en la Qacets 

de 12 de Enero de 1894.) a 
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RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1893).—Sala segunda. — Robo.--- 
No ha lugar al interpuesto por Francisco Oonde Pedrax (Audiencia de 
Salamanca), y so resuelve: 

Que para apeeciar la significación y alcance de las declaraciones hechas 
por el Jurado, na basía examinar aisladamente una ó varias preguntas del 
veredicto, sino que es preciso además estimar. éste en em conjunto y en la vela- 
ción que entre sí guarden las diversas afirmaciones que aquel contenga para. 
determinar acertadamente la naturaleza jurídica de los actos justiciables 
sus circunstancias modificativas, la participación que tunieran los procesadua 
en el delito y la respectiva responsabilidad oriminal en que, hubieran tmcm- 


Que debe ser calificado el culpable de autor. del delito de.robo, ouando, si 
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bien de la contestación dada á una pregunta del veredicto en que se refieren 
los actos por aquel ejecutados, pudiera aparecer deficiencia, el concepto ge- 
neral del veredicto y otras afirmaciones que contiene revelan por indu 
dable el concierto del recurrente con los otros procesados para ejecutar el 
robo, eligiendo de propósito la noche, y disfrazándose para no ser conocidos; 
actos que implican la participación directa y eficaz en el delito, en concepto de 
autor: 


Que es de estimarse la agravante 8.2 del art. 10 del Código penal, cuando 
el culpable se cubre la cara y parte del cuerpo para no ser conocido: 

Que la circunstancia de haberse ejecutado el rodo en la morada del ofem- 
dido no es inherente al delito, cuando este se cualifica por violencias en las per- 
sonas 6 intimidación empleada para realizarlo, estando en otro caso bien apre- 
ciada la agravante 20, art. 10, del Código penal. 

En la villa y corte de Madrid, á 23 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fran- 
cisco Conde Pedras contra sentencia de la Audiencia provincial de Sala- 
mancs, en causa procedente del Juzgado de instrucción de dicha ciudad, 
seguida al Conde por robo: z 


Resultando que la referida sentencia, dictada el 7 de Febrero último, 
consigna el veredicto del Jurado, y las preguntas sometidas á la resola- 
ción de éste, relativas al recurrente, son las siguientes: 


«A la tercera preganta: Francisco Conde Pedras, ¿es culpable de haber 
penetrado á las ocho de la noche del 27 de Marzo del año anterior, en 
unión de otros, en un corral de la casa de D. Pedro Sayagaes, vecino de 
Pedrosillo de Ralo, y sorprendiéndole y luchando en el mismo corral cor» 
aqué!, hasta que le hiso caer en tierra, permaneció á su lado cnstodiándolo 
ínterin otros de los que le acompañaban se dirigían á una sala de la casa 
donde se había refugiado Doña Rosa de Dios Santos, esposa del D. Pedro, 
y la obligaron con amenazas de muerte á que les entregara el dinero que 
tenía, ld que verificó aquélla frangueándoles los muebles'em que lo guar- 
daba, y de ellos sustrajeron y se llevaron para su casa la suma de 6.268 pe- 
sotas 98 céntimos en billetes del Banco de España, oro, plata y cobre? — 
Si.—A la octava pregunta. El hecho á que se refiere la pregunta tercera, 
¿se ejecutó saltando Francisco Conde Pedraz las tapias de una cortina 
propia de D. Pedro Sayagues, desde donde penetraron por la puerta en el 
corral de éste? —S1.—A la undécima pregunta. El hecho á que se refiere la 
pregunta tercera, ¿se ejecutó por Francisco Conde Pedraz cubriéndose 
rostro y parte del cuerpo con algunas ropas para evitar que fuese recono- 
cido?—S1.—A la dócimacuarta pregunta. El hecho á que se refiere la pre- 
gunta tercera, ¿se ejecutó en la casa que habitaba D. Pedro Sayagues?— 
SL—A la dócimanovena pregunta. El hecho á que se reflere la pregunta 
tercera, ¿se ejecutó buscando la noche de intento.-para procurar la impuni- 
dad?—Sí.—A la vigésimasexta pregunta. El hecho á que se reflere la pre- 
gunta tercera, ¿lo ejecutó Francisco Conde Pedras porque á ello le obliga: 
ron con amenasds Simón González y Prudencio Rome?—No»: 


Resultando que la Audiencia sentenciadorsa, estimando que los hechos 
constituyen el delito de robo con violencia ó intimidación en las personas, 
comprendidas en el art. 516, núm. 5.0 del Código penal, y que, entre otros, 
es autor Francisco Conde Pedraz, con las circunstancias agravantes de 
haberse ejecutado el delito de noche, en la morada del otendído, con es' 
calamiento, fractara de puertas y disfraz, condenó ai.Conde á siete años 
de presidio mayor, accesorias, indemnización y costas: | 

Resultando que el procesado Conde interpuso recurso de casación por 
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infracción de ley, autorizado por los números 10, 4.9 y 5.0 del art. 849 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: : 

1.0 Elart. 515, en relación con el 516, núm. 5.0 del Código penal, por- 
que en los hechos probados no hay elementos para apreciar al recurrente 
autor del delito de robo; 

2.0 Los artículos 13 y 15 del mismo Código, por cuanto ae le considera 
tal autor, cuando de tener alguna participación en el hecho punible. sería 
como cómplice: 

8.0 El art. 68 del propio Código, porque siendo cómplice ha debido 
imponérsele la pena inmediatamente inferior á la de los autores del delito 
consumado: 

.? El art. 10, en sus números 8.0 y 20, por aplicación indebida de las 
agravantes que estos números señalan; y 

6.0 Las disposiciones legales que cita la sentencia recurrida, porque 
siendo improcedente el fallo dictado, aquéllas no ban debido aplicarse: 

Besultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que para apreciar la significación y alcance de las decia. 
raciones hechas por el Jurado no basta examinar aisladamente una ó va- 
rias de las preguntas del veredicto, sino que es preciso además estimar 
éste en su conjunto y en la relación que entre. sí guarden las diferentes 
afirmaciones que contenga, para determinar la naturaleza jurídica de los 
actos justiciables, sus circunstancias modifcativas, la participación que en 
ellos tuvieran todos y cada uno de los procesados y la responsabilidad 
criminal en que respectivamente hubiesen incurrido: 

Considerando que si bien la pregunta tercera, en que se refieren los 
actos ejecutados por el recurrente con relación al robo realizado en la casa 
de D. Pedro Sayagues, pudiera parecer deficiente para determinar la par- 
ticipación que la sentencia le atribuye en la ejecución del delito, el con- 
cepto general del veredicto y las afirmaciones que contiene revelan por 
modo indudable que este procesado se concertó con los que en el roba 
tomaron parte, y que eligiendo de propósito la noche para asegurar la 
impunidad, y cubriéndose con algunas ropas el rostro y parte del cuerpo 
para no ser conocidos, asaltaron las tapias de una cortina del mismo due- 
fio, y de acuerdo con un criado de la casa, que les facilitó la entrada por 
una puerta del corral, ejecutaron los demás hechos que el veredicto afirma, 
con las circunstancias que determina: 

Considerando que tales actos implican la participación directa y eficas 
que el recurrente tomó en el delito de robo con violencia é intimidación 
en las personss, definido en el art. 515 y penado en el núm. 5,0 del 616 
del Código, y por consiguiente, al estimarlo como autor de este delito 6 
imponerle en tal concepto la pena señalada por.la ley, no cometió la 
Audiencia sentenciadora los erroreg de derecho de que se hace mérito 
en los casos 1.0 y 4.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, ni 
las infracciones legales que se citan en los motivos 1.0, 2.9, 3,0 y 5,9 del 
TOCUYSO: e ; E 

Considerando que, además de otras circunstancias agravantes que 
fueron apreciadas en la sentencia recurrida, concurrieron en el robo la 8.* 
y 20 del art. 10 del Código pena], que an el recurso se combaten por apli- 
cación indebida, toda ves que el recúrrente se cubrió la cara y parte del 
cuerpo con algunas ropas para no ser conocido, y usó, por consiguiente, de 
diafras, y que la circunstancia de haberse ejecutado el robo en la morada 
del "ofendido, no es inherente al delito cuando éste se cualifica por violen- 
cia en las pereonsa ú intimidación empleada para realizarlo, y que en tal 
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concepto no se há cometido en'la sentencia él error de derecho á que se 


refiere el número 5.0 del precitado art. 849 de la ley procesal, ni la in- 
fracción señalada en el cuarto mótivo del recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so interpuesto por Francisco Conde Pedraz, á quien condenamos en las 
costas, y al abono, si viniese á mejor fortuna, de 1265 pesetas, por razón de 
depósito, que nó ha coustituído por sa insolvencia; lo que se comunique al 
Tribuna! sentenciador á los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada 
en 23 de Mayo de 1843, é inserta en la Gaceta de 12 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo' de 1893).-——Satla tercera. -- Parrici- 
dío.—No ha lugar al interpuesto por María Noguera Camprubí (Audiencia 
de Barcelona), y se resuelve: 

Que si bien el art. 743 de la ley de Enjuiciamiento criminal establece que 
el Secretario del Tribunal extenderá acta de cada sesión haciendo constar yu- 
cintamente en ella cuanto de importancia hubiese ocurrido, la expresión más 
6 menos detallada d¿ deficiente del resultado de las pruebas pratticadas no 

ser motivo de nulidad ni de cusación por quebrantamiento de forma, 
wi cabe equiparar tampoco ese caso con el de denegación de álguna diligencia. 
die prueba, que, propuesta en tiempo y forma, se hubiese desestimado: 

Que cuando el vererlicto del Jurado expresa con claridad los hechos que" 
admite probados y no hay contradicción entre las contestaciones á las diver- 
Sas preguntas que contiene, no se incurre por la Sala en el caso 1.*” del as- 
tículo 912 que pudiera servir de fundamento al recurso, el So? a otra par- 
te, ho de ser suficientemente preparado de la matiera prevenida por el ar- 
tículo 914 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 111 de la del Jurado: 

Que la circunstancia agravante 7.2 del art. 10 del Código penal, está bien 
apreciada cuando de la contestación d varias preguntas del veredicto se des- 
prende que la procesada obró con meditación reflexiva, haciendo tomar repe-- 
tidamente á su'marido el veneno que le produjo la muerte: 

Que la circunstancia atenuante 3.2 del art. -9.0 del Oódigo penal, está ex- 
chida por incompatible, una vez apreciada la de premeditación conocída,, 


mucho más cuando el eulpable emplea, sirviéndose del veneno, wn medio ade- 


cuado á producir, como produjo, la muerte de la víctima. 


En Ja villa y corte de Madrid, á 28 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de María 
Noguera Camprubí é interpuesto por ésta: por quebrantamiento de forms 
é infracción de ley, contra sentencia de la Sala de lo criminal de la An- 
diencia de Barcelona, en'causk procedente del Juzgado de instracción de 
Berga, seguida á la misma por parricidio: —“ | 

Resaltaudo que la referida sentencia, dictada en 24 de Febrero vltl- 
mo, contiene los siguientes: Sl 

: Primero. Resultando que el Jurado formuló el siguiente veredicto: «A 
la primera pregunta, María Noguera Camprubí, ¿es culpable de Máber 
¡puesto en unas sopas con un huevo que condimentó para sa marido Ra- 
món Elías, el día 27 de Febrero de 1883, una vantidad de venerio, cou la 
que produjo un envenenamiento que le ocasivnó la muerte ol día 1.0 de 
Marxo de dicho año?-—S1.—A da segunda, María Noguera Caniprubf, ¿en 
«culpable de haber echado en la comida que condimentó para +u marido 


Ramón Hitas y dos hijos de:óste, el día 26: de Febrero de 1992, uta cantt. - 
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dad de estrienina?—S1.—A la tercera. A consecuencia de lo que condi- 
meotó la Mería Noguera, á que se refiere la anterior pregunta, ¿se sintie- 
ron indispuestos el Elías y sus dos hijos, no habiendo tenido necesidad 
de asistencia facultativa?—Sí.—A la cuarta. María Noguera Camprubí, 
- para llevar á cabo su realizado propósito de producir la muerte de su ma- 

tido, ¿empleó la estricnina ú otro veneno?-Sí.—A la quinta. María No- 
guera Camprubí, antes de dar el veneno á su marido, ¿trató de procurarse 
por tercera persona con más de un mes de antelación -15 aludida sustan- 
cia? —S1.—A la sexta. Ramón Elías, antes de ser envenenado por María 
Noguera, ¿maltrató á ésta de obra basta el extremo de producirle una en- 
faermedad en la vista?—No.—A la séptima. Estos hechos, ¿precedieron in- 
mediatamente al del envenenamiento de Ramón Elías? —No.—A la octa- 
va. María Noguera, ¿echó en las sopas que en 27 de Febrero sirvió á su 
marido toda la cantidad de veneno que tenía en su poder?—No.—A la 
novena. María Noguera Camprubí, ¿quiso envenenar psulatinamente á su 
marido, suministrándole en distintas ocasiones varias dosis de veneno? 


»: i 
.. Cuarto. Resultando que el Ministerio público, en vista del veredicto, 
solicitó que se dictase sentencia imponiendo la pena solicitada; y que la 
defensa, alegando que en el veredicto se había incurrido en error de he- 
cho, pidió que la causa fuese sometida á nuevo Jurado, y como la Sala no 
secediese á dicha solicitud, el aludido defensor, después de haber formn.- 
do la correspondiente. protesta, manifestó que no tenía nada más que 
ar: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constitoyen el delito de parricidio y dos faltas incidentales, y que de uno 
y de otras es autora la procesada María Rodríguez Camprubí, con las cir- 
eunstancias agravantes de haberse ejecutado el delito per medio de vene- 
Bo y de haber obrado la culpable con premeditación conocida, la condenó 
por.el delito ú la pena de muerte, á la accesoria. correspondiente en su 
caso, y en el de no serle expresamente remitida, indemnización y costse; 
y por cada.una de las dos faltas á diez días de arresto menor y repren- 
sión; : 

Resultando que admitido de derecho el recurso y remitida la causa á 
este Tribunal Supremo, la representación de la reo en lo principal de su 
escrito solicita que se declare la nulidad de todo lo actuado desde la ex- 
tensión del acta del juicio oral, porque en ésta se hace por completo omi- 
sión del resultado que ofrecieron las pruebas, tanto pericial como testifi- 
eal, con notoria infracción de lo dispuesto en el art. 743 de la ley de En. 
juiciamiento criminal, porque priva al Tribunal de conocer en toda su in- 
tegridad los hechos procesales, cuya omisión, si no se apreciara como vi- 
cio de nulidad, solicita se estime como defecto de forma que da lugar á 
recurso, á tenor del caso 1.0 del art. 911 de la expresada ley, puesto que 
equivale á denegar una diligencia de prueba considerada pertinente: 

Resaltando que la misma representación, por el primer otrosí de su ci- 
tado escrito, formula también, para el case de denegarse el anterior mo- 
tivo, recurso de casación por quebrantamiento de forma, autorizado por el 
caso 1.2 del art. 912 de la roferida ley de Enjuiciamiento criminal, y por 
el art. 111 de la del Jurado, porque no se expresan con claridad y de un 
modo preciso y terminante cuáles son los hechos que se declaran proba: 
dos, y porque existiendo contradicción en las contestaciones del Jurado, se 
pidió la reforma de su veredicto; y por un segundo otrosí, para el caso de 
no estimarse todos estos motivos, alega como de infracción de ley, com- 
prendido en el caso 5.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, la 
dle los artículos 9 y 10, circunstancias 3.* y 7.2, en relación con el 417 y 
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demás concordantes del Código penal, porque se ha estimado la cireuns- 
tancia agravante de premeditación conocida, y no la atenuante de no haber 
tenido intención de causar un mal de tanta gravedad que aparece haber 
sido apreciado por el Tribunal de hecho: 

Resultando que el Ministerio fiscal, al instruirse de los recursos inter- 
puestos, manifestó no encontrar motivos de casación por infracción de ley 
ni por quebrantamiento de forma que alegar en favor de la procesáda. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que si bien el art. 743 de la ley de Enjuiciamiento erí- 
minal establece que el Secretario del Tribunal ante quien se celebre el 
juicio extenderá acta de cada sesión, haciendo constar sucintamente en 
ella cuanto importante hubiere ocurrido, la expresión más ó menos deta» 
Jlada ó deficiente del resultado que hubiesen ofrecido las praebas practi- 
cadas, no puede ser motivo de nulidad ni de casación por quebrantamiento 
de forma, que sólo procede en los casos taxativamente señalados en los 
artículos 911 y 912 de la referida ley procesa!, ni cabe equipararlo, como 
la recurrente pretende, con el caso de que se hubiese denegado alguna di- 
ligencia de prueba, que propuesta en tiempo y forma por las partes, se con- 
stidere pertinente: 

Considerando que, aparte de que el recurso de casación por el segundo 
de los motivos que se invocan no fué suficientemente preparado para que 
pudiera ser admisible en la forma prevenida por el art. 914 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal y 111 de la de 20 de Abril de 1888, es evidente 
que el veredicto recaído en esta causa no contiene contradicción alguna 
entre les diferentes contestaciones dadas por el Jurado, y que en ellas se 
expresan con claridad y precisión los hechos que estima probados, eu. 
cuyo concepto no se ha incurrido por la Sala senteneiadora en el caso del 
núm. 1.0 del art. 912 de la ley procesal, que sirve de fundamento á esta 
parte del recurso: 

Considerando, en cuanto al interpuesto por infracción de ley, que la 
circunstancia agravante 7.* del art. 10 del Código penal ha sido bien aprt- 
ciada por la Sala sentenciadora, porque las contestaciones dadas por el 
Jurado á las preguntas 2.*, 3.2, 5,1 y 9.* del veredicto revelan por modo 
evidente que la procesada obró con meditación reflexiva haciendo tomar 
repetidamente á su marido el veneno que le ocasionó la muerte, y que 
esta circunstancia de premeditación conocida excluye la concarrencia en 
el delito de la atenuante 3.2 del art. 9.0 que en el recurso se invoca, por no 
haber sido aplicada, puesto que deliberadamente procuró la consumación 
del parricidio, y que para conseguirlo se emvoleó un medio suficientemente 
adecuado para producir, como produjo, la muerte de su cónyuge: 

Considerando que el proceso no contiene vicio alguno que pueda dar 
lugar á la casación por quebrantamiento de las formas esenciales del jui- 
cio, ni existe motivo alguno para que proceda por infracción de ley en be- 
ñeficio del reo condenado á la última pena; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación admitido de derétho contra la sentencia dictada por la Au- 
diencía de Barcelona en beneficio de María Noguera Oamprubí, declarando 
de oficio las costas; comuníquese á sa tiempo esta decisión al Tribunal 
sentenciador, y pase la causa al Sr. Fiscal á los efectos del art. 953 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal.—(Sentencia publicada en 23 de Ma 
de 1893, 6 inserta en la Caceta de 12 de Enero de 1894.) ( 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Injurias. 
—NÑo hs lugar al interpuesto por Manuel Alyares Rivera (Audiencia de 
Oviedo), y se resuelve: ! 
; la imputación de wn abandono culpable de los deberes que la natura- 
leza y las leyes imponen al jefe de la sociedad doméstica, y los conceptos que 
afectan á la buena fama y opinión del ofendido, constituyen wn delsto de in- 
Jurias, sin que tal calificación desaparezca porque el suelto publicado en el po- 
riórlico que contenía tales imputaciones, se redactara con el propósito de con- 
testar á otro suelto publicado en distinto periódico de la localidad. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Manuel 
Alvarez Rivera y García contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Oviedo, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instruc- 
ción de Avilés, por injurias: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 1.0 de Febrero últi- 
mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que en el núuz. 24 del periódico semanal titulado Ei Trévole, 
pablícado en la villa de Avilés, correspondiente al 20 de Enero de 1893, 
y de que era Director Manuel Alvarez Rivera, se lee en su plana segunda, 
celamna segunda, un saelto cuyo autor se desconoce, y que dice así: «Pero 
aquí está lo más sabroso. Estos comentarios no tienen miga que perder. 
He ahí á Manin deshecho de todo, de esposa, hijos. Ni soltero, ni casado, 
ni viudo. Eu efecto; nuestro Director, en el acto de cubrir el padrón, tenía 
á su familia ausente de paseo, porque su posición desahogada le permite 
gestar esos lujos. En idénticas condiciones está Florentino Mesa,—el que, 
revólver en mano recorrió la calles de A vilós en 16 de Septiembre último, 
que tiene á su familia por el' mundo, sia que nos importe si. la mandó á 
freir espárragos á an bodegón, ó á comer bellotas al Parde. Floro, Caballi- 
tos te alude iufelible»; hechos que declaramos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los conceptos transcriton 
eomo constitutivos de un delito de injurias graves á D. Florentina Alvares 
Mesa, conforme el núm. 2.0 del art. 472 del Código penal, de que era anu: 
tor el procesado Manuel Alvarez Rivera García, sin circunstancias modi- 
ficativas de la penalidad, y le impuso tres años, seis meses y veintiún 
días de destierro, multa de 250 pesetas y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado re- 
eurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm, 1.9 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento eriminal, citando como infrivngidos: 

- 1.0 Los artículos 1.0, 471 y 472 del citado Código penal, por haberse es 
timado eomo constitutivas de injurias graves frases consignadas en un 
suelto periodístico que no las constituyen; 

Y 2.0 El art. 578 del mismo Código, por la propia razón: 

Resultando que admitido el recuso, fué impugnado en el acto de la 
vista por el Mioisterio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que aun euando el suelto denanciado del semanario de 
Avilés, El Trévole, ue redactara eon el propósito de contestar á otro publi. 
eado en distinto periódico de la misma localidad, es lo cierto que la frase 
*n aquél estanipada de que el quexelliante tenía á su familia por el mundo, 
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sin que importase al autor del suelto si la mandó á freir espárragos á un 
bodegón ó á comer bellotas al Pardo, constituye un delito de injurias, sean 
éstas graves ó livianas, porque semejante frase implica la imputación de 
un abandono culpable de los deberés que la naturaleza y las leyes impo- 
nen al jefe de la sociedad doméstica, que afecta á su buena reputación y 
fama: 

Considerando que autorizado únicamente el recurso interpuesto por 
Manuel Alvarez Rivera en el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, y siendo punibles los hechos declarados probados en la 
sentencia reclamada, la casación de la misma no es procedente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lagar al recurso 
interpuesto por Manuel Alvarez Rivera y García contra la citada sentencia. 
de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Oviedo, condenándo al recn- 
rrente en las costas, y al pago de 135 pesetas, por razón de depósito, sl me- 
jorase de fortuna; lo que se comunique á dicho Tribunal á los efectos 
procedentes.—(Sentencia publicada en 26 de Mayo de 1893, ó inserta en. 
la Gaceta de 26 de Octubre del mismo afio.) 
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. RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Delé- 
tes electorales. —No ha lugar al interpuesto por Carlos Clauxet Cuchillo 
ao de Tarragona), y se resuelve: 
Que el acto de cambiar el Presidente de la mesa, para la elección de Com- 
cejales, una papeleta al depositarla en la urna, constituye el delito electoral 
evisto en el núm. pto 88 de la de 26 de Junio de 1890, aplicable á 
elecciones municipales el decreto de adaptación de 5 de Noviembre del 
ps dd año, siendo dicho Presidente funcionario público, según el art. 100 de 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Carlos 
Olauxet Cachillo contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provin- 
cial de Tarragona, en causa por delito electoral: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 11 de Febrero último, consigando los hechos en el siguiente: 

Resultando que entre dos y tres de la tarde del 10 de Marzo de 1891 
se presentó, en compañía de otros vecinos, en la mesa electoral establecida 
en la Escuela de niñas de la villa de Cambrils, el elector Miguel Pijoám 
Capella, conocido por Samá, y acercándose á la mesa para ejercer su de- 
recho en las elecciones municipales que aquel día se celebraban, entregó 
al Presidente de la mesa, Alcalde á la sazón de Oambrils, D. Carlos Clauxet 
Cachillo, una papeleta doblada; pero notando el Interventor D. Salvador 
Sedó que la papeleta introducida por dicho Presidente en la urna no era 
Ja misma que le había entregado el elector Pijoán, reconvino al Carlos 
Clauxet por el cambio que había hecho, en virtud "de lo cual el mismo 
Presidente, aunque protestando de que la introducida era la entregada por: 
el elector, abrió la una y extrajo, y rompió en pedazos sin leerla, la pape- 
leta que acababa de depositar en aquélla, y la reemplazó por otra que en 
el acto proporcionó el Interventor D. Ramon Orio), en la creencia de que 
contenía la candidatura que prefería el Miguel Pijoán; hechos que se de 
claran probados: - 

Resaltando que la Audiencia provincial de Tarragona declaró que los 
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bechos probados constituyen el delito previsto y penado en el núm. 5.0 
del art. 82 de la ley del Sufragio universal de 26 de Junio de 1890, aplica- 
ble á las elecciones municipales, según el art. 58 del Real decreto de 5 de 
Noviembre del propio afío, del que es responsable en concepto de autor el 
Alcalde de Cambrils, Presidente de la Mesa, D. Carlos Olauxet Cuchillo, 
sin circunstancias modificativas; y vistos los artículos citados y demás 
concordantes de aplicación del Código penal, condeuó á dicho autor á la 
pena de dos meses y un día de arresto mayor, con sus socesorias, multa 
de 500 pesetas, á once años de inhabilitación especial temporal paras el 
derecho del sufragio, al pago de nna octava parte de coatae hasta el auto 
de 5 de Mayo próximo pasado, y en todas las posteriores, con el apremio 
personal en su caso: 


Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del procesado, que, cou el depósito. de 
125 pesetas se ha interpuesto, autorizado por los números 1.0, 3.0, 4,0 y 
6.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como in- - 
fringidos: 

- 1,0 El art. 88 de la ley del Safragio de 26 de Junio de 1890, por apli- 
cación indebida, pues el recurrente no ejecutó el hecho que se le atribuye: 
2.0 El art, 38 de dicha ley: l 


3,0 Los artículos 11 y 13 de dicho Código, en cuanto se le pena en 
concepto de autor: : 


Resultando que por sentencia de esta Sala, de 21 de Abril último, se 
declaró no haber lugar á la admisión del recurso, en cuanto á los moti- 
vos 1.0 y $, que cita, admitiéndose respecto del 2.9, el cual fué impug- 
nado en el acto de la vista por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando, en cuanto al tercer motivo de casación alegado, único 
admitido por esta Sala, que, según el núm. 5.0 del art. 88 de la ley Electo- 
ral de 26 de Junio de 1890, aplicable á las elecciones municipales por el 
art. 58 del Real decreto de adaptación de 5 de Noviembre del propio afio, 
en relación con el 97 de la misma, constituye delito el acto de cambiar 6 
alterar la papeleta de votación entregada por un elector al ejercitar su de- 
recho, ú ocultaria á la vista del público antes de depositarla en la una: 

'«Considerando que declarándose hecho probado en el primer resul- 
tando de la sentencia recurrida, confirmado en el segundo y tercer consi- 
derando de la misma, que el procesado Carlos Clauxet Cuchillo, como Pre- 
sidente de una de las secciones de la villa de Cambrils constituida para la 
elección de Concejales, y por tanto con el carácter de funcionario que le 
confiere el art. 100 de dicba ley, cambió, al depositarla en a ur na, la pa- 
peleta que le fué entregada por el elector Miguel PijoániCapella, incu- 
rriendo, al realizar este acto, en el expresado delito: 

Considerando que al estimarlo así acertadamente la Sala sentenciadora, 
no ha incurrido en el error de derecho que se le atribuye, ni infringido 
las disposiciones á que el recurso se refiere al calificar el hecho de delito 
cuyo conocimiento corresponde á la jurisdicción ordinaria, de conformi.- 
dad con lo dispuesto por el art. 101 de la ley Electoral vigente, y no de 
falte, como se pretende en el recurso, único caso en que corres pondería 
sa corrección á la Junta del Censo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
por infracción de ley interpuesto contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia provincial de Tarragona, á nombre de Carlos Olauxet Cuchillo, al 
que condenamss en las costas y á la pérdida del depósito constituído, al 
que se dará la aplicación correspondiente; comuníquese esta resolución al * 
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Tribenal sentenciador á los efectos procedentes. —(Sentencia publicada em 
26 de Mayo de 1893, é inserta en la Quceta de 26 de Octubre del mismo 
afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Sala segunda. — Homi- 
cidio.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Fernández Rifón (Audiencia 


de Lugo), y sé resuelve: 
Que en los casos de exención de responsabilidad criminal, establecidos em 


ción del art. 1.9, párrafo segundo del citado Código y : en 
él consignado, y porque sólo probándolos puede ser remitida d moderada la 
imposición de la pena: 

Que admitida en el veredicto del Jurado la circunstancia 1.2, pero na 
la 2.8 y 3.8 del núm. 4.9 de dicho artículo, sólo puede la Sección de 
erstes existencia de la circunstancia atenuante 1.2 del art. 9.0 del U6 

igo penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto per Pe- 
dro Fernándes Rifón ontra la sentencia pronunciada por la Audiencia pro- 
vincial de Lugo, en causa por homicidio: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 9 de Febrero último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que por el referido Juzgado de instrucción se inició la pre- 
sente causa, en la que se han declarado procesados los aludidos Pedro y 
Manue!, y sustanciada por sus trámites legales, el Jurado ha pronunciado 
el veredicto en los términos siguientes: «A la primera preguntas. Pedro 
Fernández Rifón, ¿es culpable de hnber dado, en la noche de 25: de Mayo 
último, y lugar de Romesn, en ocasión en que allí tenía lagar una me- 
rienda con motivo de una boda, un palo en la cabeza 4 Manue! Seijas, que 
fracturándole el cráneo, provocó una fnerte congestión cerebral y causó 
la muerte del Seijas al siguiente día?—S[.—A la segunda. El finado Ma- 
nuel Seijas, ¿lescargó un palo, ó intentó seguidamente descargar Otro eo- 
bre el Pedro Fernández?—81.—A la tercera. Al amagar con el seguudo 
palo al Seijas, ¿descargó sobre éste el Pedro el palo que fractaró el cráneo 
y determinó la congestión y muerte subsiguientes? —Si.—A la cuarta. Po 
dro Fernández, ¿había agredido de algún modo al finado Manuel Seijas 
antes de que éste le diera unn, y amenazase con otro de los dos palos re- 
feridos?—No.—A la quinta. El referido procesado Pedro Fernández, al ser 
acometido por el interfecto con el palo, ¿se vió precisado á descargarlo el 
golpe que le produjo la muerte, para evitar tal agresión?—No.—A la sexta. 
El mismo Fernández Ritón, con antelación, ¿insultó y provocó en aquella 
merienda á los consortes de la misma, entre los que se hallaba el desgra- 
ciado Manuel! Seijas Vieito? —8[.—A la séptima, Manuel Sajilde Cartedo, 
¿es, así bien, culpable de haber en la fecha, lugar y ocasión dichas, des- 
cargado un palo en la cabeza de Gregorio Torrán, con el cual infirió á éste 
una herida que curó á los diecinueye días? —SI»: 

Resaltando que la Audiencia provincial de Lugo declaró que los he- 
chos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen, en relación al 
hoy recurrente Pedro Fernández Rifón, el delito de homicidio, previsto y 
penado en el att. 419 del Código, del que él mismo es responsable, en con- 





RABROURSOS Y COMFETENMCIAS $01 


espto de sator, con la circunstancia atenuante 1.* del art. 9.0, en relación 
econ la primera del núm. 4.0 del art. 8,0; y vistos los ya citados y demás 
concordantes de aplicación, condenó 4 dicho autor 4 la pena de doce años 
y un día de reclusión temporal, con sus accesorias, indemnización de 
1.500 pesetas y en la mitad de las costas, con otras declaraciones que es- 
timó procedentes respecto al otro encartado, y restantes costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de Pedro Fernández Rifón, que se ha in- 
terpuesto autorizado por los números 1.9, 5.0 y 6.* de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, art. 849, citando como infringidos: 

1,0 El art. 8.0, núm. 4.0 del Código penal, en cuanto no se han esti- 
mado las euatro circunstancias que el mismo exige para la exención de 
responsabilidad criminal: E 

2.0 Dicha circunstancia, en relación con el art. 9., número 1.* y el 87: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siende Ponente el Magistrado D. Rafael Solís: 

Considerando que si bien se halla exento de responsabilidad criminal, 
según el púm. 4.2 del art. 8.9 del Código penal, el que se defiende de una 
agresión ilegítima, no provocada por su parte, y haciendo uso de un me- 
dio racionalmente necesario para rechazarla ó repelerla, no concurren to- 
dos estos requisitos en el hecho imputado á Pedro Fernández Rifón, por- 
que, según el veredicto, ni fué racionalmente necesario el medio que em- 
pleó para defenderse, ní hubo falta de provocación por su parte, pues el 
mismo Fernández ocasionó y provocó suficientemente el hecho procesal, 
injuriando ó insultando sin motivo alguno á las personas reunidas tran- 
quilamente en la merienda: 

Considerando que en los casos de exención de responsabilidad crimi.- 
nal deben resultar probados todos y cada uno de los requisitos estableci- 
dos por la ley, porque constituyen verdadera excepción del principio ge- 
neral establecido. en el art. 1.0, párrafo segundo del Código vigente, y por- 
3 sólo probándolos, pueda ser remitida ó moderada la imposición de 

pena: * * 

Considerando que de las tres condiciones prefijadas en el núm. 4.0 del 
precitado art. 8.9, sólo puede ser estimada la primera como circunstancia 
atenuante, pues la segunda ha sido negada por el Jurado, y la tercera, 
además de no estar probada, resalta impugnada por los hechos que dieron 
origen y ocasión al delito: 

Considerando, por lo expuesto, que la sentencia reclamada es conforme 
á los hechos; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
curso de casación por infracción de ley, interpuesto contra la sentencia 
pronunciada por la Audiencia provincial de Lugo á nombre de Pedro Fer- 
nández Rifón, á quien condenamos en las costas, y al pago, si mejorase de 
fortuna, de 125 pesetas, por razón de depósito, que no ha constituído; co- 
munígnese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportu- 
nos. —(Sentencia publicada en 25 de Mayo de 1893, é inserta en la Gaceta 
de 26 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Bala tercera, — Usurpa- 


ción de atribuciones. —No ba lugar al interpueste por D. Pedro Caatillo Pe- 
fafiel (Audiencia de Logroño), y se resuelve: 
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Que la negativa del Tribunal á que el testigo conteste una pregunta 


gue 
en realidad no es pertinente ni podía ejercer manifiesta influencia en la caw- 


sa, no constituye el tamiento de forma previsto en el núm. 3.2, artícu 
lo 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal; 

Que tampoco procede el recurso por quebrantamiento de forma cuando la 
sentencia consigna debidamente los h probados, y contiene todo lo esen- 
cial y referente á las cuestiones que en ella se resuelven. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por D. Pedro Castillo Peñaflel contra la sentencia dictada por la Sección 
primera de la Audiencia provincial de Logrofio, en causa seguida al mis- 
dd bn al Juzgado de instrocción de Haro, por usurpación de atribuciones 

udiciales: 

Resultando que en la tarde del 24 de Junio de 1892, D. Matías Castre- 
jana, Juez municipal de Briones, ordenó la detención de lidefonso y Cas- 
tor Loza, Pedro García, Marcelo Dominguez y Nicanor Martínes, por ha- 
berle denunciado Eduardo Pérez que los expresados sujetos le habían des- 
trozado una planta de claveles que tenla en un tiesto en una ventana de 
su casa, y que el Alcalde, á quien dió conocimiento del hecho, desatendió 
la denuncia, viéndose' obligado el referido Juez á ejecutar la detención, 
con auxilio del sargento de la Guardia civil, por haberse negado aquéllos 
á cumplir la orden que se les comunicó; y que sobre las diez de la noche, 
el Alcalde, D. Pedro Castillo, se presentó á dicho Juez con el propósito de 
averiguar si tenía intención de poner en libertad á los detenidos; mas 
como á las preguntas é inconvenientes manifestaciones que con tal moti. 
vo hizo el primero, contestara el segundo que ya vería al día siguiente lo 
que aparecía de las diligencias, replicó el Alcalde que si no ve les ponía en 
libertad lo verificaría él, como así lo realizó momentos después, dando or- 
den para ello al alguacil encargado de su custodia, no obstante haberle 
expuesto la Autoridad judicial referida que, si ejecutaba su proyecto, es 
atendría á las consecuencias: A 

Resultando que denunciados los anteriores hechos por el citado Jues. 
municipal, formó sumario el de instrucción de Haro, declarando procesado 
al Alcalde D. Pedro Castillo; y celebrado juicio oral, al ser examinado el 
Juez municipal D. Matías Castrejana, le preguntó el Letrado defensor en 
qué cantidad habían bebido vino los que se habían reunido á merendar 
en casa de Francisco Gutiérrez; pero el Presidente, considerando imperti- 
nente dicha pregunta, no admitió que se hiciese, de lo que protestó dicha 
defensa, la cual solicitó además que se consignara en el acta la declaración 
prestada en el juicio por el alguacil Faustino Salinas, que no estaba en 
contradicción con lo que manifestó en sumario, y denegada esta solicitud, 
la propia defénsa formuló nueva protesta: 

Resultando que la Sección primera de la Audiencia provincial de Lo- 
grofio, por sentencia de 20 de Febrero de 1893, calificó los hechos proba- 
dos como constitutivos del delito de usurpación de atribuciones judiciales, 
definido y castigado en el párrafo segundo del art. 889 del Código penal, 
del que fué autor, sin circunstancias modificativas, D. Pedro Castillo Pe- 
fiafie), porque como Alcalde de Briones, y como tal, funcionario del orden 
administrativo, al disponer por sí la libertad de unos detenidos por man- 
dato de la Autoridad judicial, se arrogó las atribuciones que sólo ésta te- 
nía para resolver con arreglo á la ley lo que procediera respecto á las de- 
tenciones realizadas; y en su virtud, le condenó en dos años y un día de 
suspensión del cargo de Alcalde, y al pago de las costas: ] 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso D. Pedro Casti- 
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llo recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el de 
infracción de ley, fundando el primero en los artículos 911 y 9132 (sin ci- 
tar los números) de la de Enjuiciamiento criminal, y alegando en su apo- 
yo: que entre las pruebas más importantes, eran las que pendían de la de- 
claración de D. Matías Castrejana, Juez municipal denunciante, y como el 
hecho punible denunciado se hallaba en abierta discordancia con manifes- 
taciones hechas al parecer, y según el resultado del sumario, por el referí. 
do sujeto, quien expresó que, tanto 6l como otros testigos, que representa- 


-ban el csereo contra el recurrente, se encontraron á raíz del suceso meren- 
«dando en casa de Francisco Gutiérrez; que algunos dijeron ser taberna, y 


siendo frecuente que en tales actos los comensales se entreguen á libacio- 
nes extraordinarias, la defensa, para depurar el alcance y significación de 
los hechos denunciados sobrevenidos á continuación, y en el momento de 
terminarse dicha merienda, creyó conveniente preguntar al testigo Castre- 
jana en qué cantidad habían bebido vino él y los demás concurrentes, 
todos los que habían depuesto contra el procesado; que en su concepto, 


«Aquella pregunta estaba lejos de ser impertinente, pues las. causas del pro- 


¿eso surgieron inmediatamente después de la merienda, concediéndose 
escasa importancia á los actos que se realizan en tales condiciones, por la 
presunción muy fundada de que los que intervienen en las indicadas di- 
versiones carecen, por lo común, del ánimo sereno y necesario para regu- 
-lar su conducta; mas ello, no obstante, el Presidente de la Sala la declaró 
impertinente, de cuya resolución protestó la defensa, como también por 
habérsele denegado la petición dé que se consignara en el acta la declara- 
ción del testigo Faustino Salinas; y que al declarar la sentencia hecho 
pS que el recurrente dió orden al alguacil encargado de la custodia 

e los detenidos de que los pusiese en libertad, no expresaba clara y ter- 
minantemente si la orden fué verbal ó escrita, 6 invocando ó no su auto- 
ridad como funcionario público, circunstancias que, consignadas en la 
Jorma que.!la ley establece, pndieran haber modificado la apreciación de 
los conceptos jurídicos: l 

Resultando que admitido por. la Seeción sentenciadora el recurso en la 
forma, elevó á este Tribunal Supremo la causas original, con citación y em- 
plazamiento de las partes. : 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Federico Melchor y Lamanette: 

Considerando que el haberse négado que se contestara la pregunta he 
£ha al testigo de cargo D. Matías Castrejana, relativa á la merienda que 
había tenido.lugar con anterioridad al suceso de autos, y cantidad de vino 
£onsuamido en la misma, no constituye el quebrantamiento de forma pre- 
visto en el núm. 3.2 del art, 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, por- 
que na era en realidad pertinente aquélla, ni podía ejercer manifiesta in. 
fluencia en la causa, por no conducir á resultado alguno de útil interés: 

Considerando que tampoco tienen importancia alguna los detalles é 
-particulares que el recurrente. echa de menos en la sentencia dictada por 
la Audiencia de Logroño, pues contiene ésta todo lo esencial y referente á 
las cuestiones que en ella. se resuelyen, consignando en debida forma los 
hechos que estima probados; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de: foraia interpuesto contra da expresa- 
da sentencia de la Sección primera de la Audiencia provincial de Logroño 
por D. Pedro Castillo Peñafiel, á quien condenamoa en las costas; particl- 


- pese á dicha Audiencia, y pase la causa á la Sala segunda de este Tribunal 


Supremo, en cuanto al recurso anunciado por infracción de ley.—(Senten- 
cia publicada en 25 de Mayo de 1893,.é inserta en la Qaceta de 17 de Oc- 
tubre del mismo afio.) E 
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RECURSO DE 0ASBACIÓN (25 de Mayo de 1898).—Sala segunda. Esta 
fa.—Ha lugar al interpuesto por Josó Corominas Rivera (Audiencia de 
Barcelona), y se resuelve: 

el de mo devolver el comprador de una fábrica la fiansa que un 
empleado conetituyese ante el vendedor de aquélla, de la cual. por virtud de 
una subrrogación se constituyó deudor, como no recibió la suma en que consia- 
tía la fansa directamente de la persona que le enajenó la fábrica, mi consta 
que se la apropiara 6 distrajera, ni aun sí la repetida fianza estaba ó no libe- 
rada de la obligación para que fué constituida, no existe el delito de estafa: 


Que el haber el deudor en duda la forma del dooumento privado y 
la certeza de la ra sustraerse del procedimiento ejecutivo, no es la 


negativa rotunda que el núm. 5.0 del art. 548 del Código penal requiere para 
O la apropiación ó distracción indebida á los efectos de la ley. 
penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 25 de Mayo de 1893, en el recurso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por José- 
Corominas Rivera, contra sentencia de Ja Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Barcelona, en causa procedente del Juzgado de instrucción del dis- 
trito del Parque, seguida al Corominas por estata: 

Resultando que la expresada sentencia dictada en 24 de Febrero último,. 
contiene el siguiente: 

Primero. Probado que José Arias y Balada estaba empleado como. en- 
cargado del personal y géneros existentes en una fábrica de cerlilas fosfó- 
ricas que poseía Luis Serra en San Gervasio de Casaolas, y 4 in de ga 
rantir sus buenos servicios, depositó en poder de este último 1.000 peso- 
tas mediante contrato privado, en el cual estipularon que al mes de cesar 
en su cargo le sería deyuelta dicha fianza; que algún tiempo después com 
pró la fábrica con sus artefactos el José Corominas, y previamente de 
acuerdo cón aquéllos convino en reconocerse depositario de la indicada 
«uma en las mismas condiciones, suscribiendo al efecto. en favor del depo- 
nente un documento privado en 26 de Octubre de 1888, cuya circunstan-- 
cia debía de influir en el precio de la enajenación; pero en 3 de Septiexa- 
bre del siguiente año despidió al Arias, quien por más que reiteradamente 
le reclamó la cantidad depositada, no pudo obtenerla, llegando el Coro- 
mína hasta poner en duda ante el Juzgado de primera instancia su firma 
y la certeza de la deuda para evitar la ejecución que intentó preparar sía. 
éxito el perjudicado: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti- 
tuyo el delito de estafa, de que es autor el procesado José Coraminas Ri- 
vera, sin circunstancias modificativas de responsabilidad criminal, le con- 
denó á la pena de cinco meses de arresto mayor, accesorias, restitución de 
las 1.000 pesetas al Arias, y en las costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 del art, 849 de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos el art. 1.0 y el 548, núm. 5.0, del 
Código penal, porque los actos atribuídos al Corominas no son acciones 
penadas por la ley: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal ecadyuvó al 
FóCurso. 
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Vieto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que sl bien José Corominas, al adquirir por compra la 
fábrica de cerillas de Luis Serra, se subrrogó en la obligación de éste de 
devolver á José Arias la sama de 1.000 pesetas que el último entregó al 
Serra para garantir sue buenos servicios como empleado de la fábrica, al 
mes de cesar en el cargo, y que. por virtud de tal subrrogación, que debió 
infivir en el precio de la venta, según se expresa en la sentencia recla- 
mada, Corominas se constituyó en deudor de la expresada suma, ni éste 
la recibió directamente de Aries, mi consta que se la apropiara d diestra 
:jera, por no tener tal alcance la circunstancia de no haber logrado el acres 
dor la devolución de la fianza, no obstante sus reiteradas reclamaciones,. 
tanto més, cuanto que se ignora si estaba ó no liberada de Ía obligación 
para que fué constituida: 

Considerando que el haber puesto en duda Corominas ante el Juzgado 
de primera instancia la forma del documento privado en que tal obliga- 
ción se consignó y la certeza de la denda, no es la negativa rotunda que 
el núm. 6.0 del art. 548 del Código penal exige para equipararla con la 
apropiación ó digtracción indebidas á los efectos penales, y menos si so 
tiene presente que Corominas obró así para sustraerse al procedimiento 
ejecutivo que contra él intentaba José Arias: 

Considerando, en su virtad, que los hechos imputados al recurrente no 
revisten los caracteres del delito de estafa definido en aquel texto ni otro 
alguno de los comprendidos en los libros 2.0 y 3.0 del Código citado, por 
lo que Ja Sala sentenciadora, al calificarlo y penarlo como tal, ha incurrido 
en error de derecho subsanable en casación, á tenor de lo dispuesto en el 
núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por José Corominas Rivera contra la expresada sentencia de 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, la cual cásemos y a£nu- 
James, declarando de oficio las costas del recurso, y mandamos se devuelva 
el depósito al Procurador que lo ha constituído; lo que, con la sentencias 
que ú contiuuasción se dicte, se comunique á dicha Bala á los efectos con- 
siguientes. —(Sentencia publleada en 26 de Mayo de 1893, é inserta en la 
LSacela de 11 de Enero de 1804.) 
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RECURSO DB CASACIÓN (25 de Mayo de 1898).—Sala segunda. — Hurto, 
—No ha lugar al interpuesto por Juan José Maldonado (Audiencia de Se- 
a dl peto de penal ó del rebafío con propósito de 
Que el pastor de g que sustrae ó separa del r con de. 
lucro algunas reses, comete el delito de hurto definido en el art. 530 del Código 
penal, y no el de estafa, porque como dependiente asalariado del dueño del re- 
Kio, no lo recibe por un título traslativo de la posesión, sino para su conser- 
vación y custodia. 


En la villa y corte de Madrid, 4 £6 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Juan 
José Maldonado Lebrón y Manuel Rois Jaén contra sentencia de la Sala 
de Jo eriminal de la Audiencia de Sevilla, en causa procedente del Juzgado 
de instrucción de Oeuna, seguida á los mismos y otro por hurto: 

Resultando que la referida sentencia, dictada el 5 de Enero último, 
eentiene el siguiente: 


De 
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Primero. Que á principios del verano del año 1891, 6n un día que no 
se ha podido hacer constar determinadamente cuál fuera, Juan José Mal- 
donado, pastor de una manada de ovejas de la propiedad de D, Antonio 
Castro, vecino de Osuna, puesto de acuerdo con Manuel Ruiz Jaén, que 
guardaba también ganado de la misma clase, se reunieron en los terrenos 
del sitio conocido con el nombre de la Alvina, de aquel tórmino, y aparta- 
ron 63 ovejas y dos carneros del rebaño del Castro, que se llevó el Ruiz 
Jaén, quien alteró la señal que tenían en las orejas, añadiendo una mosca 
más de la que llevaban de antiguo y remarcó el sello que acostumbra á 
usar aquel señor en sus ganados con un hierro candente de su hermano 
Francisco, que á la sazón en sa poder tenia, borrando de este modo el pri- 
snitivo, trasladándolas poco tiempo después á poder de su mencionado 
hermano Francisco Ruiz Jaén, que las recibió y tuvo algunos días en su 
robaño, desconociendo lo ocurrido; mas advirtiendo y comprendiendo que 
pudieran ser de ilegítima procedencia, exigió 4 su repetido hermano Ma- 
nuel se las llevase, lo eual éste realizó, conducióndolas y entregándolas á 
Salvador Gutiérrez Leiva, que las aceptó, agregándolas á su ganado, no 
obstante saber enanto había sucedido, y las tayo hasta que, buscadas por 
la Guardia eivil, foeron halladas en su poder con algunas más ovejas en la 
misma forma de alteración de sefiales hasta el número de 90, ereyéndose 
por el perjudicado que esta diferencia ú exceso de 25 de las que entonces 
fueron sustraídas, sería procedente de otro heche punible de la misma na- 
turaleza, cuya existencia, sin embargo, no aparece debidamente justificada, 
habiendo sido ocupadas é intervenidas todas ellas y algunas de la perte- 
nencia del Gutiérrez Leiva, hasta el número de 186; y justipreciadas pori.- 
cialmente aquéllas en 15 pesetas cada oveja y 25 cada uno de los carnerosa, 
asciende el total valor de las 65 reses sustraídas á 995 pesetas; enyos he- 
chos en la forma expuesta se declaran probados: O AN 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de hurto, de que son autores Juan José Maldouado 
Lebrón y Manuel Ruiz Jaén por participación directa, y Salvador Gatié - 
rrez Leiva como encubridor, con la circunstancia agravante, en cuanto el 
Maldonado, de abuso de confianza, condenó á este procesado á dos años, 
once meses y once días de presidio correcelonal; á Rojz á un año, ocho 
meses y veintiún días de igual pena, accesorias á ambos, y costas; y al Gu- 
tiérrez en la multa de 125 pesetas y costas: 

Resultando que á nombre de Maldonado y Ruiz se ha interpuesto re- 
curso de casación por infracción de'ley, fundado en el núm. 3.0 del art, 849 
de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido el núm. 5.0 del 
art. 548 del Código penal, que debió apMcarsi, porque los hechos constito- 
yen deMto de estafa -y no de hurto: e 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal. impugnó. el 
recurso. o? A : 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavím  . - : 

Considerando que el pastor de un rebaño que sustrae ó separa del 
misme con ánimo de lucro varias cabezas de ganado, comete un delito de 
hurto y no el de estafa, previsto en el núm. 5.0 del art. 548 del Oódigo pe- 
nal, como con error sostienen los recarrentes, porque esta disposición es 
sólo nplicabte al que se apropia ó distrae cosas muebles que recibe por un 
título que produzca la obligación dé devolverlas, y el.pastor como depen- 
diente asalariado del dueño del rebafío para la conservación y custodia del 
mismo, no lo recibe propiamente por un título trasistivo de la posesión, 
cometiendo, por lo tanto, al despojar de ella á su principal el delito defl- 
nido en el núm. 1.0 del art. 530 del referido Código: 

Considerando, en su consecuencia, que la Sala sentenciadora, al penar 
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ml recurrente ¿omo autor de un delito de hurto cualificado por el grave 
abuso de óorifianza, se ha atemperado á las prescripciones de la ley y á la 
doctrina de este Sapremo Tribunal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
interpuesto por Juan Josó Maldonado Lebrón y Manuel Ruiz Jaén, á quie- 


nes condenamos en las costas y al pago de 125 pesetas cada uno, si mejora- : 


sen de fortuna, por razón de depósito, que por sa insolvencia no han tons 
tituído; lo que se comunique al Tribunal sentenciador á los efectos conai- 


guientes. —(Sentencia publicada en 25 de Mayo de 1803, é inserta en la - 


Gaceta de 12 de Enero de 1394.) 
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RECURS0 DE CASACIÓN (36 de Mayo de 1893).—Sala segunda. —Jmpri- 
dencia.—No ha lugar al interpuesto por Gabriel García Casado (Audiencia 
de Palencia), y se resuelve: 

según la doctrina constante del Tribunal Supremo, no se cumplen las 
Formalidades del art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal, cuando al ín- 
terponerse el recurso no se cita el número del artículo que lo autorice, expre- 

sando además el caso congruente con la infracción denunciada; 
Que el núm. 3.0 y no el 2.* del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento cri. 


minial, es el atinente á las cuestiones relativas á la calificación de hechos cuya 


penalidad se considera indiscutible. 


En la villa y corte de Madrid, 4 26 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Gabriel 
García Casado contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provin- 
cial de Palencia, en tausa por homicidio por imprudencia: 

Resaltando que la expresada sentencia, dictada en 10 de Febrero últi- 
mo contiene los hechos en el resultando siguiente: . 

Resultando que constituido en el dia de hoy el Tribunal del Jurado 
para conocer la presente causa, ha pronunciado el siguiente veredicto: 
«Los Jurados han deliberado sobre las preguntas que se han sometido á 
su resolución, y bajo el juramento que prestaron, declaran solemnemente 
lo siguiente: Primera. Gabriel García Oasádo, ¿es culpable de haber produ- 
cido con un disparo de una escopeta cargada con perdigones una lesión 
en el costado derecho á su compañiero Augusto González, en la tarde del-8 
de Agosto anterior, á consecuencia de la que falleció instantaneamente? 
'—81.—Segunda.—La escopeta, ¿la llevó á Ja panera Augusto, y con ella, en 
broma, habías apuntado al Gabriel, diciéndole: que te mato, que te mato? 
—S81.—Tercera.—Gabriel García, ¿al coger'Ja esvopetá que tenía el Augus 
to, le dijo: que has de matar tú, collón, y disparó hácia éste? —81.—Cuarta. 
El Augusto, ¿había tenido igual broma con la escopeta, apuntando É otro 
de sus compañeros?—81.—Quinta.. Gabriel García y Augusto González, 
¿tenían entre sí íntiroa amistad. y se ocupaban dicho día en estrujar grano 
en las psneras de su amo D. Severino Mata? —Sf.—Sexta. Gabriel García, 
al disparar sobre el ¿Augusto lo hizo sin intención ó sin malicia?—SÍ.— 
Séptima. ¿Disparó con imprudencia simple ó descuido? —Sí»: 

Resultando que la Audiencia provincial de Palencia calificó estos: he- 
chos coto constitutivos de un delito de homicidio, cometido por impra-. 
dencia temeraria, y declarando autor del mismo al procesado Gabriel Gar- 
cía Casado, le condenó á la pena de cuatro meses y un día de arresto ma: 
yor, con sus accesorias, indemntzación y-costas: '» 
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Resultando que contra esta sentencia se interpuso por el penado recur 
so de casación, fundándole ea los números 1.* y 3.9 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, y citando como infringidos los artículos 581, 
párrafo primero y 605 núm. 8.0 del Código penal, aquél por su indebida 

aplicación y éste por haber sido aplicado: 
; Resultando que el Ministerio fiscal só opueo á la admisión del recurso, 
por ho ser congruentes las infracciones que se citan en las prescripciones 
de la ley procesal en que se apeya el recurso. 
- Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que el error único imputado en el presente recurso al 
Tribunal sentenciador, consiste en haber éste calificado como delito un he- 
cho que reviste los caracteres todos de una falta, cuyo problema no guar- 
da la debida congruencia con los números 1.0 y 3.0 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal que invoca el recurreute, toda vez que estos 
preceptos autorizan la casación cuando se califiquen y penén como delitos 
Ó faltas hechos que no lo sean, ó cuando no se califiquen al penen como 
tales siendo lo uno ó lo otro, debiendo haberse invocado en su lugar el 
número 3.0 del mismo artículo, que es el atinente á las cuestiones re- 
sr de á la calificación de hechos cuya penalidad se censidera indis- 
evtible: 

Considerando que segun la constante jurisprodencia de esta Sala, no se 
cumple con las formalidades del art. 874 de la citada ley en la interposi- 
ción del recurso, siendo éste, por lo tanto, inadmisible cuando al citarse el 
artículo que lo autoriza no se hace expresión del caso congruente con la 
infracción denunciada; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar.á la admi- 
sión del interpuesto por Gabriel García (¿asado contra le sentenela pronun- 
ciada por la Audiencia provincial de Palencia, condenándole en las costas 
y al pago de 126 pesetas, por razón de depósito, que no ha constituído; 
comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportu- 
nos. —(Sentencia publicada en 28 de Mayo de 1893, 6 inserta en la Qaceta 
de 26 de Octubre del mismo año). -* 


222 


RECUR80 DE 0A8ACIÓN (26 de Mayo de 1893).—Sala segunda.— Aborto. 
Ear a al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de ...), y se 
resuelve: 

Que el delito de aborto, en sus dos aspectos, de intencional d ein ósito 


de causarle, se castiga, según los casos, en los articulos 425 y 436 yo 
penal, y hay que atenerse á su texto para deserminar la y bilidad 
exigible á las persoñas que hayan tomado parte en la ejecución del hecho 


punible 6 cooperado de algún modo á su consumación, á no ser que tales ao- 
tos estón especial y expresamente previstas en otros artículos del Código: 

Que el art. 427, que castiga á la mujer que causare un aborto ó consiente 
ue otro lo produzca, así como el 428 que pena á los que cooperaren á tal 
elito, eon aplicables exclusivamente á las personas á quienes de modo expreso 

se refieren, y por tanto improcedentes en su aplicación á otras personas que, 
aun ligadas por parentesco á la mujer embarazada, no son de las taxabiva- 
mente enumeradas en ambos artículos: 

Que procurado el aborto por la madre de la embarazada, es aplicable al 
caso el art. £25 del Código penal, en relación com los artículos 13 y 18 del 
momo, y no el 427, que determina la penalidad correspondiente cuando el 
aborto lo causase ó consintiess la misma mujer embarazada. 
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En la villa y corte de Madrid, á 26 de Mayo de 1803, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Ministerio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de..., en causa seguida á ... y otras en el Jusgado de instrucción del dis- 
trito del ... de diehs ciudad, por aborto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 28 de Febrero últi- 
amo, consigna los hechos en el siguiente resaltando: 

Primero. Que el Jurado formuló el siguiente veredictó: «A la pregunta 
primera. La procesada... ¿es culpable de haber requerido los auxilios de 
una tercera persona sin titulo para procurar el aborto de su hija soltera ... 
embarazada de tres meses?—81.-——A la segunda. La procesada ..., ¿es cul- 
pable de haber consentido en recibir el abortivo, y en este caso de haber- 
se dejado inyectar á los fines proprestos?—S1.—A la tercera. La propia 

da ..., ¿acodió simplemente á los auxilios de esa tercera persona, 
para calmar dolores de vientre que debía sentir, á consecuencia de una 
caída dos días antes recibida de operarse y abortar?—No.—A la cuarta. 
La misma procesada, en el caso de consentir en provocar el aborto, ¿lo 
hiso por ocultar su deshonra?—81.—A la quinta. La procesada ..., ¿fué la 
tercera persona que, titulándose ayudanta de eomadrona y por precio de 
165 pesetas, provocó y realizó el aborto de ..., propinándola como medio 
directo una inyección vaginal? —Sí.—A la sexta. La procesada ..., madra 
de la operada, ¡acudió sl medio del aborto, por ocultar también la ver- 
gtensa que pudiera alcansarla de la solución natural del embarazo? -—-8Í:» 

Resultaudo que la Sala sentenciadora calificó los hechos afrmados en 
el veredicto como constitutivos de un delito de aborto, compreudido en 
cuanto á ... en el núm. 3.0 del art. 425 del Código penal, y en cuanto á ... 
y ... por haber cooperado direetamente é inducido 4 la primera á que se 
perpetrase, en el art. 427 del mismo Código, estimando en favor de la úl- 
£ima la circunstancia atenaante 8.2 del art. 9.0, análoga á la 7.2 del propio 
artículo, por haber obrado por estímulos que naturalmente la obeecaron, 
declarados en la pregunta sexta del veredicto, por lo eual impuso en el 
expresado concepto á ... tres años, seis meses y veintiún días de prisióm 
eorrecciona!, y á.... y su hija ... un año, echo meses y veintiún días de la 
miema prisión, condenando á las tree en las accesorias correspondientes 
aplicables, y pago de costas por terceras partes: 

Resultando que contra esa sentencia, solamente en cuanto afecta á 
responsabilidad de ..., ha interpuesto recurso de casación por infracción 
de ley el Ministerio fiscal, autorizado por el núm. 8.0 del art. 849 de la ley 
de Eajaiciamiento criminal, citando como infringido, por aplicación inde- 
bida en lo tocante $4 dicha procesada, el párrato segando del art. 427 del 
Código penal, y por no haberle aplicado, el núm, 3.2 del art. 425 del mis- 
mo Códiyxo, entendiendo que el art. 427 sólo dice relación á la mujer que 
causare su propio aborto ó.consienta que otra persona se lo cause, y no á 
las demás personas que en el hecho intervengan, siquiera sea la propia 
madre de la abortada, la cual ha incurrido en la sanción del núm. 3.0 del 
art. 4265, sí bien con la atenuante 7.2 del art. 9.0: 

Resultando que la defensa de ... al instruiree no se ha opuesto al re- 
curso, manifestando por el contrario que le encuentra fundado, y que en 
todo caso la pena procedente es la misma impuesta por la sentencia á su 
defendida, cuyas respectivas opiniones sostuvieron ambas oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luís Lamas: 

Considerando que el delito de aborto, en sue dos aspectos jurídicos, de 
intencional ó sin propósito de eausarlo, se castiga, segúa los casos, en los 
artículos 425 y 426 del Código penal, y por consiguiente á su texto y pe- 
nalidad hay que atenerse para determinar la participación y responsabi- 
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lidad criminal exigibles á las' personas que hayan tomado parte en la 
ejecución del hacho punible, 6 cooperado de algún modo á sa consuma- 
ción, 4 no ser cuando sus actos estén especial y expresamente previstos y 
corregidos por el mismo Código en otros artículos: - 

Considerando que, no estándolo los que el veredicto imputa á ..., ma- 
dre de la joven ..., debe apreciárseles para su calificación jurídica, eon- 
forme á los conceptos generales que dicha ley penal establece en sus ar- 
tículos 18 y 16, en relación con el precitado art. 425, por no ser con- 
gruente al caso de autos el 426, que castiga el aborto ocasionado violen- 
tamente sin propósito de prodacirio: . 

Considerando que el art. 427, que-castiga 4 la mujer que causase su 
aborto ó consienta que otra persona se lo cause, así como el 428, que 
pena al Facultativo que, abusando de su arte, causase ó cooperasp á tal 
delito, y al Farmacéutico que sin la debida prescripción facultativa expi- 
diese un abortivo, son aplicables exclusivamente á las personas á quienes 
se refiere de modo expreso, por ser determinantes de la penalidad concre- 
ta con que el legislador ha querido castigar los hechos taxativos con que 
las mismas han intervenido en la ejecución del aborto, -y por tanto, im- 

rocedente sa aplicación á otras personas distintas de aquellas que hu- 

iesen también cooperado conscientemente al delito, aun cuando resulten 
ligadas á la mujer embarazada con vínculos inmediatos de parentesco, 
eomo acontece en el presente caso: - 
« Considerando, por consiguiente, que al declarar la Sala sentenciadora 
comprendida á ..., como coautora en la responsabilidad penal del artícu- 
lo 427 antes mencionado, que castiga concreta y exclusivamente á la mu- 
jer que causase ó consintiese su aborto, y. no en el 425, que prefija en 
general la penalidad correspondiente á ese delíto, cuando lo causa otra 
persona no expresamente determinada en los siguientes, ha incurrido en 
el error de derecho y cometido las infracciones de ley que se alegan por 
el recurrente; . 

Fallamos que debemos declarar y declaramos -haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal con- 
tra la sentencia dictada el 28 de Febrero último por la Sala de lo criminal 
de la Audiencia de ..., declarando de oficio las costas; comuníquese al 
presente, con la que sedicteá continuación á dicho Tribunal, para su cum 
plimiento y efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 26 de Mayo 
de 1893, é inserta en la (Jaceta de 26 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (26 de Mayo de 1393).—Sala segunda.— Estafa. 
-—No ha lugar al interpuesto por Juan Juncosas Subirana (Audiencia de 
Barcelona), y se resuelve: | 

Que los recursos de casación en el fondo contra sentencias definitivas, han 
de fundarse en los hechos que en ellas se declaran probados, sin que sea Hcito 
morificarlos ó sustituirlos con otros, como expresamente lo dispone el artícs. 
lo 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, siendo en otro caso inadmisibles. 


En la villa y corte de Madrid, 4 236 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Juan 
Juncosas Sabina contra sentencia de la Bala de lo criminal de la Audiencia 
de Barcelona, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instracción de 
Villafranca de Panadés, por estafa: ! ; 
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- Resultando que la expresada sentencia, dictada el 24 de Diciembre úl- 
timo, consigoa los hechos en los siguientes resultandos: 

- Primero. Que vegún documento que obra en autos, Mariano Bosch con- 
fiesa haber recibido de P. Garrigués 180 bocoyes vacios en las estaciones 
de Martorell, Gélida y San Sadurni-de Noya, consignados al portador, que 
el mismo Bosch se comprometió á llenar de vino y devolverlos llenos al 
Garrigués; hecho probado: ; 

Segundo. Que el Mariano Bosch encargó de llenar dichos 180 bocoyes 

al hoy procesado Juan Jancosas Subirava, para que los llenara de vino y 
los reintegrara á P. Garriguós é hijo, sin que el Juncosas cumpliese su 
compromiso, pues, lejos de ello, vendió los expresados 180 bocoyes, que: 
dándose su importe, que asegura el procesado fué el de 20 pesetas cada 
envase, ó sean 3.600 pesetas el total, por mas que se hayan justipreciado 
debidamente; hecho probado: E 

. Peroero. Que el Juncosás manifestó que la venta de los bocoyes la ha- 
biía efectuado por orden de Bosch, á quien entregó la totalidad del precio 
en billetes de Banco: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos co- 
nao constitutivos del delito de estafa, definido en el núm. 5.9 del art. 548 
del Código penal, de que era autor, sin cireunstancias modificativas de su 
respousabilidad, el procesado Juan Juncosas Subirana, al que condenó á 
un afio orho meses y veintiún dias de presidio correccional, indemnización 
de 8.500 pesetas, accesorias y costas: 

Resoltando que contra esa sentencia ha interpuesto Juncosas recurso 
de casación por infracción de ley, autorizado por los números 1.0 y 6.0 del 
art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infracciones: 

1,4 La del art. 548; núm. 5.0 del Código penal, puesto que el revurren- 
te no se apropió dinero, ni hizo más que cumplir órdenes recibidas: 

2.8 El mismo artículo en cuanto á la penalidad, pues señala la pena de 
prisión, y no la de presidio, impuesta al recurrente; y 

8,8 Por igual razón el art. 547, núm. 3.9, del Código citado: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opuso á la admisión del recurso 
por contradecir los hechos, y porque la pena señalada al delito de estafa 
es la de presidio y no la de prisión, como supone el recurrente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrad . D. Pedro Lavín: 

Considerando que los recursos de casación en el fondo contra senten- 


- cias definitivas, han de fundarse en los hechos que en ellas se declaren 


como expresamente se dispone en el art. 849 de la ley de Enjui. 
ciamiento criminal, sin que sea lícito, por tanto, modificarlos ó sustituirlos 
otros: 

Considerando que el interpuesto por la representación de Juan Junco- 
sas adolece, en cuanto á:su primer motivo, de este defecto sustancial, 
puesto que, desentendiéndose de los hechos relacionados en los resultan, 
dos primero y segundo de la sentencia reclamada, en los que se afirma la 
apropiación por el mismo del precio de los bocoyes que recibió para que 
los llenara de vino y los entregara á su dueño, vendiéndolos en su lugar, 
acepta como probado, sin estarlo, á juicio del Tribunal a quo, lo que en el 
tercero se expresa como excnipación del recurrente, ó sea que recibió 
los bocoyes para venderlos, y que entregó el precio al que le dió tal en- 
Cargo: 

Considerando que cuando se falta á las prescripciones de -la ley en la 
interposición de los recursos de casación, son éstos inadmisibles, como así 
repetidamente !o tiene declarado esta Sala; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi. 
sión del interpuesto por Juan Juncosas Subirana contra la citada sentencia 
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de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, respecto al primo 
ro de sus motivos, y en cuanto á los restantes, admitido y concluso 

la vista; comuníquese á su tiempo esta resolución á dicho Tribunal á los 
efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 26: de Mayo de 1893, 6 inserta 
en la Gaceta de 28 de Octubre del mismo añi:»). 
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RECURSO DE CASACIÓN (26 de Mayo de 1893).—Sala segunda.—.Lesio- 
-nes.—No ha lugar al interpuesto por Joaquín Martín Gallazdo (Audiencia 
de Sevilla), y se resuelve: 

Que los recursos de casación por infracción de ley tienen precisa y mece- 
aariamenta que fundarse en los hechos que la sentencia recurrida acepte cómo 
probados, sin que sea lícito contrariarles, mi ann modificarlos en lo más s6- 
nimo. 


En la villa y corte de Madrid, 4 26 de Mayo de 1893, en el recurso de 
essación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Jon- 
quín Martín Gallardo contra sentencia de la Sala de lo eriminal de la An- 
diencia de Sevilla, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instruc- 
ción del distrito del Salvador de dicha ciudad, por lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia, dietada el 3 de Diciembre úl- 
timo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que á las nueve y media de la noche del 1.9 de Agosto últi - 
mao entró Joaquín Martín Gallardo, en estado de embriaguez, en la ealle 
Industria, núm. 2, de esta ciudad, donde vivía, dirigiéndose 4 % habita- 
ción de la vecina Nieves Sánchez, con la cual tenía cierta amistad, y como 
ésta, para eludir conversación con el primero, sé refugiara en la de Fran- 
cisca Jiménez, el Martín maltrató 4 smbas de palabra; en cayo acto Negó 
Juan Carbajo, marido de la Francieca, y enterado de las causas que ha- 
bían producido el estado de sobreexcitación en que la misma se encon- 
traba, bajó.al patio de la casa, donde ya se hallaban el Joaquín y la Nie- 
ves, con ánimo de reconvenirlo; pero al tratar de hacerlo, sacó el primero 
uns navaja 6 infirió una herida punzada á Carbajo en el lado derecho de 
ha región abdominal, de la que quedó completaménte curado á los treinta 
y nda días, sin haberle quedado defecte ni deformidad alguna; hechoa 
probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de lesiones graves del núm. 4.2 del art. 431 del 
Código penal, del que era antor, con la circunstancia atenuante de em- 
briaguez no habitual, Joaquin Martín Gallardo, al que impuso cuatro me- 
ses y un día de arresto MIRYOr, ACCesorias y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 3.9 del 
art. 849 de la de Eojuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 481, núm. 4.9, del Código penal, por aplicación indebida, y 
por no haberle aplicado el 488, pues al afirmar la sentencia que á los 
treinta y cuatro días estuvo completamente curado el herido, reconoce 
que antes de los treinta días hubo otro estado menos perfecto de eura- 
sion, y sólo existe el delito de lesiones menos graves: 

2,0 Los mismos artículos, porque á los veintiocho días la herida del 
ofendido se hallaba cicatrizada casi por ici que desde entonces 
necesitase asistencia médica ni estuyiera impedido para trabajar: 
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3.0 Los articúlos citados por estos mismos argumentos: 

Resultando que impugnada por el Ministerio fiscal la admisión del re- 

<eurso, se celebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que los recursos de casación por infracción de ley tie- 
nen que fandarse precisa y necesariamente en los hechos que en la sen- 
tencia recurrida se acepten ó consignen como probados, sin que sea lícito 
<ontrariarlos, ni aun modificarlos en lo más mínimo: 

Considerando que todos los razonamientes del recurrente tienden á 
demostrar que el Tribunal sentenciador cometió error de derecho en la 
eatificación del delíto, por cuanto no expresa clara y terminantemente si 
el lesionado necesitó asistencia facultativa ó estuvo impedido para el tra- 
bajo por más de veintiocho días, siendo así que en el primer resultando 
y considerando de la sentencia recurrida se afirma que lan lesiones le 
produjeron enfermedad por más de treinta días, quedando completamente 
euradas á los treinta y cuatro, sin dejarle defecto ni deformidad, y.que, 
por lo tanto, las infracciones alegadas en el recurso descansan en supues- 
tos arbitrarios que contradicen las declaraciones de hecho que la Sala 
sentenciadora consigna en uso de sa facultad soberana, y le hacen noto- 


- ríamente inadmisible; 


Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación que contra la citada sentencia de la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Sevilla ha interpuesto Joaquín Martín 
Gallardo, 4 quien condenamos en: las costas, y á satisfacer, si mejorase 
de fortuna, 125 pesetas por razón de depósito; lo que se comunique á 
dicha Sala á los efectos procedentes. —(Sontencia publicada en 26 de 
Mayo de 1893, ó inserta en la Gaceta de 26 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (27 de Mayo de 1893). 
-—Sala segunda.—Parricidio.—No ha lugar al admitido de derecho en 
hop de Santos Rodríguez Gómez (Audiencia de Madrid), y su 
resuelve: 

Que es de aa circunstancia agravante 10, art. 10.* del Código 
penal, cuando de las condiciones personales del matador y su víctima, pe 
madas por el Jurado, se desprende que aquél era de cuarenta y nueve años y 
fuerte de complexión, y éste de setenta y cinco años, debil, casi ciego y tardo 
de oídos, colocando al agresor tales condiciones favorables á atenuar la de- 
fensa del ofendido, en la situación legal que caracteriza á la indicada agra- 
vante: N 


Que las circunstancias atenuantes, lo propio que las eximentes, han de de- 
rivarse de los hechos admitidos por el Jurado en su veredicto, y cuando del 
contexto de las preguntas no se desprende que el ofendido excitara á su otro 
hijo para que maltratase al procesado, ni que á éste antes de ser agredido le 
dsrigiese aquél palabras de amenaza, no es dable estimar, bajo tales supuestos, 
la circunstancia 7.2 del art. 9.0 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 27 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de Santos 
Rodríguez Gómez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Madrid, que le condena á muerte, en causa seguida al mismo en el 
Juzgado de instrucción de Getafe, por parricidio: : 
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Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Marzo último,,. 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Los Jurados han deliberado sobre las preguntas que se han 
sometido á su resolución, y bajo el juramento que prestaron, declaran so- 
lemnemente lo siguienie: «A la primera pregunta, que dice: Santos Ro- 
dríguez Gómez, ¿es culpable de haber arrojado-al suelo de un empujón áé 
su padre Jalián Rodríguez, de setenta y cinco años de edad, y de haberle 
golpeado con Jos pies, con los puños y con una piedra, causándole graves 
lesiones en la parte superior y posterior de la cabeza, lados de ambos ojos, 
en la clavícula derecha, en el brazo y en las manos, cuyas lesiones produ- 
jeron una conmoción cerebral que motivó su muerte dos horas y media 
después, habiéndose realizado estos hechos en la madrugada del día 7 de ' 
Junio, en el patio de la casa que en Móstoles habitaba Julián con su mu- 
jer, Santos y otro hijo llamado Gabino?—Sf.—A la segunda pregunta, que 
dice: Santos Rodríguex, que es de fuerte complexión y contaba cuarenta 
y nueve años de edad, ¿se prevalió de sus fuerzas para amenguar la de- 
fensa que pudo oponerle su padre Julián, de setenta y cinco años de edad, 
de debil naturaleza, y que apenas veía, siendo muy torpe de oídos? —8f. — 
A la tercera pregunta, que dice: Santos Rodríguez Gómez, ¿ha sido conde- 
nado ejecntoriamente una vez por el delito de lesiones y otra por los de 
atentado y lesiones? —81.—A la cuarta pregunta, que dice: Santos Rodrfí- 
guez Gómez, ¿es culpable únicamente de haber maltratado á su padre en 
el día y sitio expresados, causándole lesiones, que sin otras consecuencias 
hubieran curado después de treinta días y antes de noventa, á no haber 
sobrevenido su muerte, que fué completamente independiente y extrafia 
á aquellos malos tratos y lesiones? —No.—A la quinta pregunta, que dice: 
Santos Rodríguez Gómez, al ejecutar los actos determinados en la primera 
pregunta, ¿se proponía tan sólo causar á su padre heridas que no le cau- 
sasen la muerte?—No.—A la sexta pregunta, que dice: Santos Rodríguez, 
¿agredió á su padre Julián porque éste excitó á su otro hijo Gabino para 
que le maltratase, y al mismo tiempo dirigió palabras amenazadoras con- 
tra dicho Santos en la madrugada del 7 de Junio último?—No.—A la 
séptima pregunta, que dice: Santos Rodríguez Gómez, que estaba disgus- 
tado porque su hermano Gabino sostenía, con anuencia de sus padres 
relaciones amorosas con una mujer casada, ¿ee irritó en la madrugada del 
referido 7 de Junio porque al entrar en la habitación en que dormían sus 
padres, vió que en una cama próxima estaban acostados su hermano Ga- 
bino y la mujer casada aludida, realizando momentos después la agresión 
contra su padre, dominado por la indignación que le causó la escandalosa 
condescendencia de éste?—No.—A la octava pregunta, que dice: Santos 
Rodríguez Gómez, ¿estaba embriagado cuando en el referido día acometió 
á eu padre Julián?—No.—A la novena pregunta, que dice: Santos Rodrl- 
guezs Gómez, ¿acostumbraba á embriagarse frecuentemente, y en tal estado 
se enfurecía tanto que su familia y los vecinos de Móstoles huían al 
verle?—8(»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados en 
el veredicto constitutivos de un delito de parricidio, de que era autor, con 
las circunstancias agravantes 9.* y 18 de notorio abuso de superioridad y 
reincidencis, y sin ninguna atenuante ni eximente, Santos Rodríguez 
Gómez, al que condenó á la pena de muerte con la accesoria de inhabili- 
tación absolnta perpetua "para caso de indalto, si no le fuera especial- 
mente remitida, indemnización y costas: 

Resaltando que elevada la causa á esta Sala, 4 virtud del recurso de 
casación admitido de derecho en beneficio del reo Santos Rodríguez, le ha 
interpuesto su defensa por infracción de ley, autorizado por el núm. 5.9, 
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del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como in- 
fracciones: 

1.2 El art. 10, circunstancia 9.8 del Código penal, que ha apreciado la 
Blala indebidamente, y no es apreciable, porque no hubo uso de armas, ni 
extrangulación, ni auxilio persona!, ni otro medio que la demuestre: 

2.2 El art. 9.9, circunstancia 7.*, por no haberse apreciado como estí- 
mouúlos poderosos que produjeron en el ánimo del reo arrebato y obcecación, 
Jas excitaciones que el padre dirigió á su otro hijo Gabino para que le 
maltratara, y las amenazas que el interfecto profirió contra Santos Rodrí- 
gues, su hijo, que se afirma mediaron en la pregunta sexta del veredicto, 
pues la negativa cou que está contestada esta pregunta se refiere á si esas 
yazones fueron el móvil del delito; pero de todos modos, las razones exis- 
ten y son suficientes á producir el arrebato y obcecación; 

3,2 El art, 81, núm. 4.9, del repetido Código, por no haberse compen- 
sado esta circunstancia con la agravante de reincidencia ó las dos agra- 
vantes: 

Resultando que comunicada la causa al Ministerio fiscal, la deyolvió 
dándose por instruído del recurso interpuesto y manifestando que no en- 
contraba motivo de casación por quebrantamiento de forma ó por intrac- 
ción de ley que alegar en fayor del penado. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que las circunstancias personales del matador y su víc- 
tima, afirmadas por el Tribunal del Jurado al contestar la segunda pre- 
gunta del veredicto, aquél de cuarenta y nueve años de edad y de com- 
plexión fuerte, y éste de setenta y cinco añios y de naturaleza debil, casi 
sin vista y tardo de oídos, y el haberse prevalido el primero de sus con- 
diciones favorables para atenuar los medios de defensa del segundo, apro- 
vechándose por tanto de ellas, colocan al procesado en la situación jurÍ- 
dica que ha previsto la ley para agravar la culpa del que delinque, abu- 
sando de su reconocida saperioridad sobre el ofendido, y en su consecuen- 
cia, al estimar la Sala esta causa legal de agravación, no ha incurrido en 
error de derecho, cual sin fundamento se supone en el primer motiyo del 
rOCurso: 

Considerando que lo mismo las circunstancias atenuantes que las que 
modifican en sentido contrario ó extinguen la imputabilidad penal, ban de 
derivarse de hechos cuya certeza se declare por el Tribunal que tenga 
competencia para ello, y como ni del contexto de la pregunta sexta, que 
el Jurado negó, ni de otra alguna se desprende que el ofendido excitara 
á sa otro hijo Gabino para que maltratase al procesado, ni que dirigiera á 
éste palabras amenazadoras antes de la agresión de que fué víctima, no 
es dable invocar, bajo la base de tales supuestos, la circunstancia ate- 
nuante 7.2 del art, 9.0 del Código penál, haciendo por la omisión de la 
misma un cargo gratuito al Tribunal sentenciador: 

Consideraudo que afirmada en el veredicto la culpabilidad de Santos 
Rodríguez Gómez en el hecho de haber puesto manos en su propio padre, 
arrojándole al suelo y dándole repetidos golpes con los pies, con los pa- 
fos y con una piedra, hasta producirle graves lesiones que le ocasionaron 
una congestión cerebral, y dos horas y media después la muerte, y decla- 
rándose en el mismo que se aprovechó de la superioridad de sus energías, 
y que anteriormente fué condenado por dos delitos de lesiones, es incon- 
cuso que la Sala sentenciadora al condenar á dicho procesado á la pena 
capital, como autor de un delito de parricidio, sin circunstancias atenuan- 
tes y las agravantes de abuso de superioridad y de reincidencia, se ajustó 
estrictamente á las prescripciones legales: 

Considerando, por lo tanto, que no es procedente la casación de la sen- 
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tencia reclamada, por los motivos que alega el procesado en su recurso, ni 
por otro alguno que pueda estimarse en beneficio del reo, por intración de 
ley Ó por quebrantamiento de forma; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto, ni al admitido de derecho en beneficio de Santos Rodríguez 
Gómez, contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de esta corte, condenándole en las costas; pasen los autos al se- 
fior Fiscal á los efecto del art. 953 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
comuníquese á su tiempo esta resolución al Tribunal sentenciador á los 
fines procedentes, y lo acordado.—(Sentencia publicada en 37 de Mayo 
de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 26 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (29 de Mayo de 1893).—BSala segunda. —LEstofa. 
—Ha lugar, en parte, al interpuesto por Joaquín Pujol y Planas (Audien- 
cia de Tarragona), y se resuelve: 

Que se comete el delito castigado en el art. 356 del Código penal, cuan- 
do con cualquier mezcla nociva para la salud se alteran las bebidas $ co- 
mestibles destinados al consumo público, cuando se vendieren géneros corrom- 
ra ó cuando se fabricasen ó expendiesen objetos cuyo uso perjudique á la 


Que no es aplicable dicha sanción penal al hecho de vender vino contenien- 
do ácido nitrico-anhidro, puesto que, según dictamen pericial y declaración ezc- 
presa de la Sala, tal sustancia no perjudicaba á la salud, ni alteraba la bebi- 
da, faltando, por tanto, el requisito esencial en el delito sancionado en el ar- 
tículo 356 del Código, de ser la alteración 4 mezcla nocivas á la salud pública; 

Que no constituye delito de estafa la venta por comisionista del vino mez- 
clado con sustancias Split á la salud, cuando el comprador mud 
las muestras antes de ultimarse el contrato y queda tan complacido que 
envuelve con otro vino de su propiedad, no resultando aquél tampoco defraw. 
dado ni en la cantidad, por ser la misma convenida, ni en la calidad y sus- 
tancia, que, como se ha indicado, eran perfectamente conocidas del compra- 
dor antes de consumarse la venta. 


En la villa y corte de Madrid, 4 29 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Joaquín Pujol y Plana contra la sentencia pronunciada por la Audiencia 
provincial de Tarragona, en causa por estafa frustrada, seguida á D. José 
be Forner, D. Raimundo Sanromá Monserrat y D. José Cirera 

oler: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
18 de Junio último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando que en 28 de Febrero de 1391, José Rivera Forner, por 
mediación de la casa Redó y Rodríguez embarcó en el puerto de Vinaros 
$50 bocoyes vino, cuyos envases había alquilado á la casa Pí y Cantó en 
Oette, y les remitió á la consignación de la misma casa del expresado 
puerto de Cette, al que llegaron el día 7 de Marzo, sin declararse á la Adua- 
na por contener ácido nitrico, dejándolos en el muelle hasta que el Bive- 
ra, personado en aquel punto, y después de hablar con el representante de 
la casa consignataria, decidió reimportar el vino á España embarcándolo 
con destino á este puerto, para el que salió también Rivera, trayendo una 
carta de recomendación fechada en 12 de Marzo para la razón social de 
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esta plazas Viuda de Buenaventura Gonsé y Compafiía, con la que no ha- 
bía tenido hasta entonces relaciones de ningún género; hechos que se de- 
claran probados: 

Resnitando que la casa comercial que domiciliada en esta plaza gira 
bajo la razón social Viuda de Buenaventura Gonsé y Compañía, la forma 
una Sociedad colectiva constituída por escritura pública de 15 de Octubre 
de 1877, que tiene por objeto dedicarse al comercio por cuenta propia y á 
toda clase de comisiones, de la que son socios efectivos Dofia Josefa Ci. 
rera Graells, D. Raimundo Sanromá Monserrat y D. José Cirera Soler, co- 
rriendo á cargo de estos dos últimos la administración it si bien 
teniendo el uso de la firma los tres socios, de la que la Doña Josefa Otrera 
desde hace largos años, no ha hecho uso de la firma ni interviene para 
nada en las operaciones de la casa; el Cirera está encargado de la caja y 
parte de la correspondencía, y Sanroma es el que dirige las operaciones 
que se realizan; hechos también probados: 

_ Resultando que llegado José Rivera á esta capital, presentó la carta de 
recomendación que le había facilitado Pí y Cantó, de Cette, á Juan San- 
romá, hijo de D,. Raimundo, y dependiente de la casa Viuda de Buenayen- 
tura Gonsé, por hallarse su padre ausente en Madrid, de donde no regresó 
hasta el 24 de dicho mes, y sin enterar al expresado Juan Sanromá de la 
adulteración contenida en el vino, le encargó que á su llegada á este puerto 
cuidase de despacharlo é introducirlo, proponiendo su venta en comisión, 
siempre que pudiese realizarse al precio de 24 pesetas carga, y en otro 
caso remitieran 20 de dichos bocoyes á Narbonne, y los otros 30 los deja- 
ran en almacén por su cuenta, hasta que de ellos dispusiera, marchando 
Rivera á Oropesa el mismo día sin ver ni hablar tampoco del asunto al 
socio gerente D. José Cirera; hechos también probados: 

Resultando que con fecha 18 de Marzo, el expresado José Cirera, si- . 
guiendo las indicaciones de Juan Banromá, escribió una carta á los Sres. Pí 
y Cantó, de Cette, acusando el reeibo de la del 12 que había entregado 
Rivera, y manifestando no dudaban que en el embarque del vino por de- 
volución mandarían cuantos certificados, docamentos y demás que prevle- 
nen las ordenanzas como dicho sefior les había prevenido, que ya llevaba 
él sus copias en el bolsillo, no se hallasen aquí con algún contratiempo; 
hechos ssimismo probados: | 

Resultando que los 50 bocoyes de qué se trata continuaron en el mue- 
lle de Cette hasta el 22 de Marzo, en que faeron embarcados en el vapor 
Tarragona con destino á esta plaza, donde se despacharon, previo análisis 
por el Ingeniero mecánico de la Aduana encargado de los análisis de la 
muestra extraída de dos ó tres de dichos bocoyes, en cuya muestra ma- 
nifestó no encontrar colorantes artificiales, alambre, ácido salicílico, sales 
de plomo ni cobre, si bien no analizó si contenían nitro, quedando 'sobre 
el andén del puerto vigilados día y noche por los encargados de este ser- 
vicio, ni que fuesen rellenados ni objeto de manipulación alguna, excepto 
de otra muestra que de varios de ellos sacó el encargado de la casa Viuda 
de Buenaventura Gonsé; hechos también probados: 

Resultando que el 28 del propio Marzo, Juan Sanromá, sin hallarse 
presertés ni su padre ni el otro socio D. José Cirera, dió al corredor Bal- 
domero Dilla la orden de procurar la venta, entregándole una botella como 
muestra, expresando el primero que limitó el encargo á gestionar la reso- 
lución ó despacho, y sosteniendo el corredor que aquél afíiadió dijera 
que el vino era baja Priorato, estaba én la comarca de Reus, y se entre- 
garía al comprador con los envases del propietario transportándolo los 
cárros de la casa: 

Resultando que personado el corredor Dilla en el escritorio de D. Jóa- 
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quín Pujol y Compañía el 28 de Marzo, manifestó á éste la comisión que 
llevaba, ensefíándole la muestra, expresando ser procedente del bajo Prio- 
rato, y que facilitarían envases trayéndolo al almacén los carros de la casa 
Gonsé; y después de examinada por Pujol la referida muestra, aceptó la 
venta, ofreciendo como precio el de 24 pesetas carga, ofrecimiento que el 
corredor consultó con Juan Sanromá, quien hallándose en el despacho y á 
corta distancia de sa padre D. Raimundo, preguntó á éste si le parecía 
aceptase el precio, y contestándole D. Raimundo podía hacerlo si estaba 
dentro del límite que le había señalado el propietario, dió aquél por ce- 
rrado el trato con el referido corredor al expresado precio de 24 pesetas 
carga, con arreglo al cual, y siendo 221 con doce cortes las cargas vendi- 
das, importan el precio un total de 5.322 pesetas, que el comprador no ba 
llegado á satisfacer; hechos probados: 

Resultando que en la mafíana del día 1.* de Abril, desde las ocho á las 
doce, tres carros de la casa Viuda de Buenaventura Gonsé, transportaron 
desde el muelle al almacén de D. Joaquín Pujol, haciendo varios viajes, 
: los 60 bocoyes vendidos que ostentaban las marcas J, R, y Pí y Cantó, si- 
guiendo en sus viajes la ruta que loe carreteros expresan ser la ordinaria 
y que hacen siempre, lo mismo ellos que los del propio Pujol, y sin que 
acerca de la misma se les hiciera indicación alguna por los Crerentes ni 
empleados de la casa comisionista vendedora de la mercancía; hechos 
probados: | . 

Resultando que una vez en poder de Pujol la totalidad del vino com 
prado, por expresar que había sabido no procedía del bajo Priorato, lo hizo 
analizar el mismo día 1.0 de Abril al perito y químico del Ayuntamiento 
D. Tomás Cuchi, quien expresó que estaba limpio de colorantes artificia- 
. les, y en su vista Pajol mezcló dichos 50 bocoyes en la tina de su propie- 
dad con otros 83, remitiendo los 133 resultantes á Cette el día 3, y rote- 
niendo en su poder los bocoyes vacíos hasta el 6 en que, reclamados poz 
la casa vendedora, le fueron devueltos y facturados por ésta á Oropesa á 
nombre del propietario D. José Bivera; hechos también probados: 

Resultando que llegados á Cette el mes de Abril los 133 bocoyes expo- 
didos por D. Joaquín Pujol, fueron detenidos ó arrestados por aquella 
Aduana por contener, según dictamen pericial, 600 milígramos de ácido 
nítrico por litro, en virtud de cuya noticia formuló Pujol ante el Juzgado 
de esta capital un escrito, fecha 10 del propio Abril, la correspondiente 
denuncia, solicitando la práctica de diligencia, una de las cuales fué librar 
un exhorto al Juzgado de Castellón para la ocupación de los 50 bocoyes 
devueltos á D. Juan Rivera, vecino de Oropesa; al cumplimentar, cuyo 
exhorto, el día 12 del referido mes, se hizo constar que aquéllos aparecie- 
ron lavados de reciente, habiéndose desfondado por el actuario acomps- 
fiado de toneleros, y de su interior, rascándoloe, se extrajo el resíduo po- 
sible, que fué empaquetado y presentado, formalidad que se llevó también; 
hechos probados: 

Resultando que al propio tiempo acordó el Juzgado ocupar la botella 
que como muestra de vino había debido quedar en poder del Ingeniero 
de la Aduana de esta capital al reimportar la mercancía de Cette; y hecho 
el oportuno requerimiento, presentó una botella que el expresado funcio- 
nario manifestó había estado abandonada encima de la mesa laboratorio , 
de su despacho desde el día 1.0 de Abril al 11, en que tenía lagar la dili- 
gencia, durante cuyo tiempo dejó de concurrir algunos días á la oficina 
por enfermedad, y acerca de la autenticidad de la referida muestra añade 
que no le consta más que por manifestación de Pujol, el cual, acompañado 

el corredor José García, la había estado manipulando, vertiendo parte . 
del contenido en una taza de plata que vació de nnevo en la botella, lo 
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que contradicen los referidos Pajol y García, que afirman les designó aquél 
la botella como la que buscaban, y que el resíduo de la taza de plata en 
que lo miraron lo arrojaron al suelo sin volverlo á la misma botella: 

Resultando que al tener conocimiento D. Raimundo Sanromá de las 
diligencias que se practicaban por el Juzgado y por D. Joaquín Pujol para 
la ocupación de los bocoyes y muestra de la Aduana, mandó el mismo día 
11 un dependiente á Oropesa para que, avistándose con D. José Rivera, le 
hiciera venir inmediatamente á esta ciudad y recabar de él las explicacio- 
nes necesarias respecto al asunto, por cuyo motivo aquél en el acto ne 
puso en camino para Tarragona, no faé hallado en sa domicilio al presen- 
tarse el Juzgado en virtud del exhorto recibido; hechos probados: 

Resultando que sometido al examen pericial el vino de la botella ocu- 
pada en la Aduana y de los resíduos de los bocoyes remitidos desde Oro- 
pesa, relacionaron los peritos que el expresado vino contenía por litro 380 
miligramos de ácido nítrico anhidro; que se encontró también en las heces 
y raspaduras de los toneles, en cantidad que no podía determinarse por 
ignorarse la relación en que se encuentran el vino y los resíduos que depo- 
sita en los toneles, añadiendo dichos peritos que no se explican de ningún 
modo la diferencia entre los 380 miligramos por litro que arroja el análi- 
sie aquí y los 600 mllígramos encontrados en Cette, cuando la relación en- 
tre los 50 bocoyes vendidos en Tarragona y los 133 arrestados en Francia 
debía reducir para estos últimos la existencia de ácido nítrico á 192 milí- 
gramos, siete octavas por litro, sin que pueda esta diferencia ser producto 
del empleo del ácido nítrico ó anhidro; hechos también probados: 

Resultando que los mismos peritos expresaron á la vez, que teniendo 
en cuenta la pequeña cantidad de ácido contenido en el vino, conceptua- 
ban que el uso para el consumo del indicado caldo no puede perjudicar á 
la salad pública; heeho que se declara también probado: 

Resultando que á su vez otros peritos, después de tasar en 25 pesetas 
-CArga al vino Priorato, conveniente para el embarque á Cette, fijaron en 
14 pesetas carga el valor del adulterado por el ácido nítrico en el caso de 
no aceptarse para el consumo ni privarle de sus cualidades como primera 
materia para la destilación; hecho probádo: 

Resultando que ejercitando el acusador privado la acción civil prove- 
niente del delito denunciado, fijó en 400,000 pesetas los perjuicios irroga- 
dos que deriva del descrédito de su marca en los mercados extranjeros, 
que ha hecho disminuir en gran cuantía el número de hocoyes que embar- 
caba, y rescindir diversos contratos con diferentes casas por el suministro 
de grandes cantidades de vino durante tiempo determinado, con arreglo 
á una muestra tipo aceptada de antemano: 

Resaltando que de las pruebas respecto á este particular practicadas, apa- 
rece que desde 1.2 de Mayo de 1890 á 80 de Abril del 91, embarcó D. Joa- 
quín Pujol 13.354 bocoyes, que se redujeron á 5.151 desde Mayo del 91 á 
Noviembre del mismo año; que la venta del vino en el extranjero se verl- 
ficó por medio de muestra que analiza el comprador y comprueba con las 
partidas que le son entregadas; que no se ha justificado la rescisión de uno 
solo de los contratos que suponía Pujol tenía concertados al ocurrir el 
hecho origen de este procedimiento; que la marcha comercial de la casa 
era algo angustiosa en aquella fecha; que hace tiempo tavo que suspendex 
pagos, si bien satisfizo á sus acreedores la totalidad de sus créditos; que sa 
1.0 de Diciembre de 1891 solicitó quita y espera de sus acreedores, cele- 
brando un convenio oon ellos, en virtud del cnal les cedía la mitad de la 
suma que como indemnización aleanzara en esta causa; y que los testigos 
$ sa propia instancia suministrados han convenido en la absoluta imposi- 
bilidad de fijar una cantidad, ni exacta ni aproximada de los perjuicios 
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que alega el acusador, sin un examen detenido y minucioso de los libros 


y documentos todos de contabilidad referentes al negocio de vinos, para. 


deducir si en éste obtenía beneficios Ó reportaba pérdidas, lo cual podía 
suceder independientemente de la exportación de bocoyes que realizaba; 
hechos todos que declaramos probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Tarragona declaró que los. 
hechos probados constituyen un delito frustrado de estafa comprendido 
en el núm, 2.9 del art. 549 del Código, del que es responsable en concepto 
de autor José Rivera, sin cireunstancias modificativas, sin que aparezca 
responsabilidad respecto á la Sociedad colectiva, Vinda de Buenaventura 
Gonsé y Compañís, ni la de los Gerentes socios D. Raimundo Sanromá y 
D. José Cirera, sin que D. Joaquín Pujol haya justificado las pérdidas su- 
fridas, ni con la revisión de sus libros ni con la rescisión del contrato; y 
vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, condenó á 
D. José Rivera Forner á la multa de 500 pesetas, á que abone á D. Joaquín 
Pujol la suma de 1.250 pesetas por indemnización y al pago de una tercera 
parte de costas del proceso, con el apremio personal en su caso, absolviendo 
4 D. Raimundo Sanromá y á D. José Cirera, declarando de oficio las res- 
tantes costas con otras declaraciones de ley: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por quebrantamiento de forma por parte de D. Joaquín Pajo!, anunciando. 
el de infracción de ley, y habiéndose declarado no haber lugar al primero 


por la Sala tercera de este Supremo Tribunal en sentencia de 28 de Enero. . 


último, se ha interpuesto el segundo con el depósito de 1.000 pesetas, au- 
torisado por el artículo de la de Enjuiciamiento criminal 849, en sus nú-- 
meros 2.0, 3,0, 4,0 y 6.9, citando como infringidos: 

1.0 El art. 856 del Código penal, por inaplicación, en cuanto se declara. 
que el hecho no constituye el delito que el mismo define y pena: 

2.0 El 547, núm. 2.0 de dicho Código, por aplicación indebida: 

8.0 El art. 547, en relación con el 8.2 y con el 66, en cuanto el hecho. 
se califica de delito frustrado: 

4.0 El art. 76 de dicho Código, en su regla 4.2, y el 32, en cuanto se- 
impone la pena de multa, inferior á la señialada por la ley: 


5,0 El art. 13 del referido Código, en relación con el 356 y 547, en 
cuanto se absuelve á los procesados Raimundo Sanromá y José Cirera: 

6.0 Los artículos 18, 121, 148, 124 y 126 del Código penal, en cuanto- 
we fija la indemnización de perjuicios en 1.250 pesetas, y en relación con. 
aquellos artículos, el art, 1.0 del referido Código: 


7.0 El art. 21 del mismo, en cuanto no se ha hecho extensiva la res-- 
a subsidiaria que establecen y que no se ha tenido presente 
por la Sala: 


Resultando que instruído el recurso, D. José Rivera Forner se adbirió- 
al miemo, fundado en el núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento. 
criminal), citando como infringidosn: 


1.o El art. 1.0 del Código penal, en cuanto se declara que el hecho 
constituye delito, apareciendo probado que no ha mediado engaño, por 
lo que si hubiera perjuicio, sería reclamable sólo en la esfera civil, sin 
que pueda dar vida al delito de estafa la adulteración, si mediaron mues- 
tras en el contrato y en ellas existió dicha adulteración: 

2.0 El art. 547, núm. 2.0, en relación con el 648, en cuanto no se ha te- 
nido presente que no hubo engaño, y por consiguiente que el hecho no 
reune los caracteres del delito que se pena: 

Remultando que en el acto de la vista fué impugnado el recarso por el 
Ministerio fiscal, así como por la defensa de los recurridos, sosteniendo 
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la casación, según sus pretensiones, la del querellante D. Joaquín Pajol. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que se comete el delito que castiga el art. 356 del Códi- 
go penal, cuando eon cualquiera mescla nociva á la salud se alteran las 
bebidas ó comestibles destinadas al consumo público, cuando se vendie- 
ran géneros corrompidos ó cuando se fabricasen ó vendiesen objetos cuyo. 
uso sea necesariamente nocivo á la salud: ; 

Considerando que no era aplicable dicha sanción penal al hecho que 
ha dado origen al proceso, porque consistiendo éste en la venta de 50 bo- 
ecoyes de vino que contenía cada litro 380 miligramos de ácido nítrico an- 
hidro, sin que su consumo, según dictamen pericial y declaración expresa 
de la Sala, perjudicara á la salud, falta la circunstancia de que tal mescla 
fuera dañina ó nociva y que alterara la bebida, como requiere el mencio- 
nado artículo del Código, para que por el concepto expuesto se incurra en. 
el delito que pena: 

Considerando que hay la estafa á que se refiere el art. 547 del mismo 
cuerpo legal, cuando se defrauda á otro en la sustancia, calidad ó canti. 
dad de las cosas que le entregare en virtud de un título obligatorio, y st 
bien es cierto que por un título de esta clase, no por sí propio, sino por 
corresponsal, cuya inocencia en el hecho nadie la ha puesto en duda, ven- 
dió D. Josó6 Rivera al querellante D. Joaquín Pajol y Plana el vino de que. 
antes se ha hecho mérito, también lo es que no le defraudó ni en la canti. 
ded ni en la sustancia y calidad del mismo, porque 50 fueron los bocoyes. 
convenidos y entregados, y la sustancia y calidad del caldo que contenían 
la conocía perfectamente el comprador, toda vez que antes de aceptar la 
mercancía y realizar el contrato había recibido y examinado á su satistac- 
ción las muestras de ese vino, quedando tan complacido de todo el género 
que lo mezcló con otro suyo: 

Considerando que las razones expuestas demuestran de un modo con- 
eluyente la improcedencia del recurso de casación por infracción de ley,. 
deducido por la representación del querellante D. Joaquín Pujol y Planas. 
en todos los extremos que comprende, siendo, por el contrario, justá y 
arreglada al resnitado de autos, la adhesión que al mismo ha hecho el .pro- 
cesado D. José Rivera, ya que al ser condenado como culpable del delito 
de estafa en la sentencia recurrida se ha intringido el art. 647 del Dódigo 
peual y demás que en ella se citan, inourriendo en el error de derecho-de- 
apreciar eomo delito un heoho que no-lo es, invocado en la mencionada 
adhesión; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación interpuesto por Joaquín Pujol y Planas contra la sentencia 
pronunciada por la Audiencia provincial de Tarragona, al que condens- 
mos en las costas y á la pérdida del depósito constituido; declaramos hs- 
ber lugar á la adhesión de José Rivera Fornés, sacando y anulando en lo 
que respecta á ella dícha sentencia y declarando laa costas de oficio; co- 
rannicándose estas resoluciones, con la que á continaación se dicte, á la 
Avdientia sentenciadora, con devolución de la causa, á los efectos oportu- 
nos. — (Sentencia publicada en 29 dé Mayo de 1893, é inserta en la Qaceta 
de 26 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (29 de Mayo de 1893).-—Sala segunda.— Parrioi 
dio.—No ha lagar al admitido de derecho en beneficio de Dolores Grases 
Padró (Audiencia de Tarragona), y se resuelve: . 


” 
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Que reclamada la revisión de la causa ante nuevo Jurado, y aun consig 
nada la oportuna protesta por no haber accedido á ello la Sala, no se da con- 
tra tal resolución el recurso de casación por quebrantamiento de forma, pues 
el artículo 112 de la ley del Jurado no concede tal recurso. 


En la villa y corte de Madrid, á 29 de Mayo de 1893, en el recurso de 
casación preparado y admitido de derecho en beneficio de Dolores Grases 
Padró que ante Nos pende, é interpuesto por quebrantamiento de forma 
por José Farré Abella, contra la sentencia pronunciada por la Audiencia 
provincial de Tarragona, en causa por parricidio: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 4 de Marzo último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que los jarados, contestando á las preguntas sometidas á 
su deliberación, han pronunciado el siguiente veredicto: «Los jurados 
han deliberado sobre las preguntas que se han sometido á su resolución, 
y bajo el juramento que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: 
Primers. Dolores Grases Padró, ¿es culpable de haber suministrado úá aa 
merido José Casals Teixedó, con el propósito de causarle la muerte, una 
sustancia venenosa capaz para conseguirla, hecho que tuvo lugar en los 
días del 20 al 24 de Febrero de 1892, en ocasión de hallarse el Casals en- 
fermo en cama?—-$S8í.—Segunda. La muerte de José Casale Teixedó, fué 4 
consecuencia de la sustancia venenosa que le diera su mujer Dolores Gra- 
ses? —S1.—Tercera. José Farré Abella, ¿es culpable de haber inducido re- 
petidas veces á su sobrina Dolores Grases á realizar la muerte de su es- 
poso, ofreciéndola una parte de sus bienes y amenazándola con echarla á 
ella y su familia de la casa de Farré, en que todos vivían?-—Sí.—Cuarta. 
Manuel Castro Pascual, alias Pipas, ¿es culpable de haber proporcionado 
á la Dolores Grases Padró cierta cantidad de polvos venenosos, no igno- 
rando que ésta los quería para dárselos á sa marido José Casale Teixedó? 
—8(1.-—Quinta. Francisca Llibern Mercadi, ¿es culpable de haber expen- 
on sustancias nocivas para la salud, sin estar autorisada para sa venta? 
——No»: E 

Resultando que la Audiencia provincial de Tarragona declaró que los 
hechos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen el delito de 
parricidio respecto á la procesada Dolores Grases Padró, previsto y pensa 
do en el art, 417 del Código, y el de asesinato por lo que respecta á los 
procesados José Farré Abella y Manuel Oastro Pascual, y que califica la 
circunstancia agravante 3.* de dicho artículo en relación con la 4.2 del 10; 
siendo responsable del primero, en concepto de autora, la referida Dolores 
Dolores Grases Padró, y del asesinato José Farrés Abella y como cómplice 
Manuel Castro Pascual, concurriendo respecto de la Dolores la 'circuns: 
tancia genérica agravante 4.2 del art, 10, apareciendo la inculpabilidad de 
Francisca Llibern Mercadi; y vistos los artículos citados y demás concor- 
dantes de aplicación del referido Código, con la calificación establecida y 
circunstancias apreciadas, condenó á Dolores Grases Padró ála pena de 
muerte, que se ejecutaría en la forms prevenida por la ley, con las ncce- 
sorias de inhabilitación absoluta perpetua para caso de indulto, si no se 
remitiera expresamente; á Josó Farré Abella á la de cadena perpetus con 
sus accesorias, y á Manuel Castro Pascual á la de doce años y un día de 
cadena temporal, también con sus accesorias, y á dichos tres penados á 
que abonen por indemnización á los herederos de José Casals Teixedó la 
suma de 5.000 pesetas, en la proporción de 2.000 pesetas Grases, 2.000 el 
Farré y 1.000 el Castro, solidaria y subsidiariamente:en su ca80, con arre- 
glo á lo que determina el art. 127 del expresado Oódigo, y en una sexta 
parte cada uno de las costas causadas hasta la apertura del juicio oral y 
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uns cuarta de las posteriores, declarando de oficio las restantes, con la 
absolución de Francisca Llibern Mercadi: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de Dolores Grases Padró, interponióndose 
el de quebrantamiento de forma por José Farré Abella, y remitida la cau- 
sa á este Supremo Tribunal en virtud del referido recurso y el admitido 
de derecho por la representación y defensa de Dolores Grases, se mani.- 
festó entender que la sentencia estaba ajustada á derecho, y por suto de 
esta Sala de 20 de Abril último, se declaró desierto con las costas el de 
quebrantamiento de forma interpuesto por José Farré Abella, en atención 
á no haber comparecido; instruyéndose el Ministerio fiscal, que manifestó 
no hallar motivo de casación, ni por quebrantamiento de forma ni por in- 
fracción de ley que poder alegar en favor del procesado. ] 

Visto, siendo Ponente el Magislrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que por parte de Dolores Grases Padró se preparó re- 
curso de casación por infracción de ley, y remitida la causa á este Tribu- 
nal Supremo en virtud de dicho recurso y el admitido de derecho, ni el 
Abogado defensor nombrado de oficio, ni el Ministerio fiscal, en vista de 
dicho proceso, han hallado motivo de casación, ni por quebrantamiento 
de forma ni por infracción de ley. 

Considerando que los hechos declarados probados en el veredicto 
constituyen respecto á la procesada por haber dado muerte á su marido 
José Casals Teixedó, el delito de parricidio previsto y penado en el ar- 
tículo 417 del Código penal, habiendo concurrido en su comisión, además 
del parentesco que la cyalifica, la cireunstanciasgravante 4.4 del art. 10 
de haberlo ejecutado por medio de veneno, sin ninguna otra modificativa- - 
que poder apreciar: | 

Considerando que su participación ha sido en concepto de autora por 
haber tomado parte directa en sa perpetración, y que el. responsable cri-- 
rs de un delito lo es también civilmente y de las costas proce- 

es: ds E 7 

Considerando que si bien se reclamó la revisión ante nuevo Jurado, 
consignándose la correspondiente prótesta por no haberse accedido 4 esta. 
pretensión, el art. 112 de la ley del Jurado, único aplicable, no da contra. 
esta resolución recurso de casación: . , 

Considerando que esta Sala, después de un estudio meditado del resul . 
tado que ofrece el proceso, tampoco encuentra, ni en el fondo, ni en la 
forma, motivo alguno que autorice dicho recurso; . . 

Fallamos.que debemos declarar y declaramos no haber lugar, ni por. 
quebrantamiento de forma, ni por infracción de ley, al recurso de casación 
admitido de derecho en beneficio de Dolores Grases Padró, á la que con- 
denamosa en las costes; y pase la causa al Sr. Fiscal á los efectos del ar- 
tículo 253 de la ley de Enjuiciamiento criminal, comunicándose esta re- 
solución á su tiempo, con devolución de la causa al Tribunal sentencia- 
dor, á los efectos. oportunos.—(Sentencía publicada én 29 de Mayo de: 
1893, 6 inserta en la Gaceta de 26 de.Oetubre del mismo año.) E 
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RECURSO DE CASACIÓN (80 de Mayo de 1898).—Sala segunda.—D :K03. 
—No. ha lugar. al interpuesto por. Gabriel Oatena Moreno (Audiencia de 


y y so resuelvo: Es ¿ 
Mos um principio inoludible an materia de casación, que los recursos yor: 


. 
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infracción de ley han de fundarse en los hechos probados de las resoluciones 
reclamadas, sin ser lícito alterarlos, adicionarlos, ni tergiversarlos: 

Que la infracción alegada del art. 10 del Real decreto de 3 de Marzo 
de 1877, por carecer de carácter adecuado á las leyes penales sustantivas, no 

ser materia de casación: 

Que cuando el recurso de casación se funda en supuesto error de califica 
ción de los hechos probados, la omisión del núm. 3.9 del art_ 849 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal al ser interpuesto el recurso, impide entrar es esa 
cuestión, por no citarse la ley que permite sea aquélla debi te discutida. 


En la villa y corte de Madrid, á 30 de Mayo de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. Ga- 
briel Catena Moreno, contra la sentencia pronunciada por la Audiencia de 
Jaén, en causa por dafios: 

Resultando que en la expresada sentencia se consignan los hechos en 
los siguientes términos: que en 2 de Febrero de 1885, D. Simón Sánchez, 
Visitador de Ganaderías, dirigió comunicación al A!calde de la Villa de 
Albánchez, expresándole haber practicado la visita que le encomendó He- 
vase á cabo en dicho término municipal el Visitador general de la provin- 
cia, y como hubiese observado hallarse obstruídas en su mayor parte las 
veredas pecuarias, requería á dicha Autoridad para que se nombrara la 
Comisión que había de acompañarle en el deslinde y amojomamiento que 
pensaba realizar de dichas servidumbres, y designada que fué la Comisión, 
luego de eumplidas algunas formalidades establecidas en el reglamento 
para el régimen de la Asociación general de ganaderos de 3 de Marzo 
de 1877, se procedió á verificar las insinuadas reparaciones, consignándose 

en el expediente de referencia haberse realizado, entre otras intrusiones, 
ha de seis celemines por LásaroPereira y dos y medio por Juan Fernán. 
dez en el abrevadero denominado El Molinillo, cuyos apoderamientos im- 
debidos fueron demarcados, así como las demás intrusiones, con el opor- 
tuno amojonamiento; hechos que se declaran probados: 

: Resultando que el día 8 de Agosto del expresado año 1885, D. Gabriel 
Catena, Alcalde á la sazón del Ayuntamiento de Albánchez, bajo el su- 
puesto de que en las huertas de Lázaro Pereira y Juan Fernández habían 
desaparecido los mojones colocados por la Comisión, ordenó verbalmente 
á los guardas municipales Bartolomé Martínez Catena y Baldomero Oa- 
tena Muñoz, reunieran y entraran en la expresada finca el ganado que 
encontraran para que se comieran las plantaciones existentes en dichos 
predios, á consecuencia de cuyo mandato los referidos guardas recogieron 
el ganado de cerde; vacuno y cabrío que les fué posible encontrar el día. 
antes referido y en algún otro sucesivo, é introduciéndole en dichas suer- 
tes destruyeron las siembras de patatas, maíz, habichuelas y otras horta- 
lizas, desgarrando árboles frutales y destruyendo sus frutos los expressa- 
dos animales, sin que á dicha resolución abusiva precediera la formación 
de expediente alguno administrativo para proveer el paso y servicio de la 
ganadería, ni se notificase, por consiguiente, á los interesados la providen. 
cia que en su caso debiera haber recaído acuerdo apelable ante el Gober- 
nador de la provincia dentro del término de quince días, según lo deter- 
minado en el art. 75 del reglamenta anteriormente citado, ocasionándose 
á virtud de las expresadas denunciás-un dafio importante 119 pesetas en 
la propiedad de Lázaro Pereira, y otro de 67 pesetas en la de Juan Fer 
nández, habiendo quedado los terrenos objeto de la pertarbación indicada, 
después de len auterióres hechos, á-la libre disposición de sus poseedores . 
Pereira y Fernández, en cuyo disfrute continúan; hechos que so declaran 
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. Resaltando que la Audiencia provincial de Jaén declaró que los hechos 
probados constituyen un delito de perturbación en la posesión de sus bie- 
nes á particulares, sin que haya mediado para ello mandato judicial, eje- 
<cutado por fancionarios públicos, y sin los requisitos prevenidos en las 
leyes, cuya determinación arbitraria es notoriamente injusta ó ilegal, por- 
que atenta á la inviolabilidad de la propiedad, consagrada par el art. 10 de 
la Constitución, cuyo delito está previsto y penado en el art, 228 del Có- 
digo penal, de que son autores D. Gabriel Catena, Alcalde que fué de Al- 
bánchez, Bartolomé Martínez Catena y Baldomero Catena Muñoz, sin cir- 
cunstancias modificativas respecto del primero, concurriendo respecto de 
los segundos la circunstancia eximente de responsabilidad, 12 del art. 8.*, 
por haber obrado en virtud de obediencia debida; y vistos los artículos 
citados y demás concordantes de aplicación general, condenó á Gabriel 
Catena Moreno á la pena de tres años, cuatro meses y un dis de suspen- 
sión para el cargo de Alcalde y á 250 pesetas de multa, con el apremio 
personal en su caso, indemnización de 119 pesetas á dárselas á Pereira, 
y 67 á Juan Fernández, y al pago de una tercera parte de costas, decla- 
rando de oficio las restantes y la libre absolución de Bartolomé Martínez 
Catena y Baldomero Catena Muñoz: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, por parte de dicho penado, que ha interpuesto, pre- 
vio el depósito de 125 pesetas, autorizado solamente por el núm. 3.0 del 
art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidor 

1.0 El art. 218 del Código, por aplicación indebida, puesto que el te- 
Treno en que se dice causado los dados, había sido usurpado á la vía pe- 
cuaria, amojonado después finalmente y quitados los mojones por los pro- 
pietar ios: 

2.0 El núm. 11 ¿el art. 8.9, por inaplicación,. pues que aun en el caso 
de que el ganado hubiese causado los dafios en terrenos que estuvieran 
fuera de la vía pecuaria, esto habría ocurrido por abandono de los guardas, 
mas no por esto dejaría de existir la circunstancia de exención indicada, 
por haber obrado el Alcalde en cumplimiento de sa deber y en el ejercicio 
legítimo de su cargo, mandando que el ganado pasara ocupando la vereda 
usurpada: 

$.0 El art. 10 del Real decroto de 3 de Marzo de 1877, en cuanto no se 
ba tenido en cuenta las facultades que comete á los Alcaldes para la con- 
servación y establecimientos de las servidumbres y vías pecuarias: 

4.0 El art. 74 del reglamento de la misma fecha, en igual concepto: 

5.0 El art. 611 del Código penal, que en el caso más perjudicial sería 
el único atinente, pues de definitiva los hechos probados sólo pueden ser 
constitutivos de la falta que en dicho artículo se castiga: 

Resultando que instruído el Ministrio fiscal, se opuso por escrito á la 
admisión del recurso, por contradecir los hechos probados y no haber ei- 
tado el núm. 3.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en el 
caso supuesto Á que se refiere la infracción señalada con el núm. 5.0, cuya 
oposición sostavo también oralmente. ] 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que es un principio ineludible en casación que los recar- 
sos han de ajustarse estrictamente á los hechos declarados probados en las 
resoluciones reclamadas, Jos cuales no pueden alterarse, adicionarse ni ter- 
giversarse al fundamentar aquéllos, constituyendo estos defectos funda- 
mento legal suficiente para, que los recursos sean inadmisibles: 

Considerando que aparte de que en la sentencia reclamada no se de- 
clara expresamente probado que los mojones colocados por la Comisión 
de deslinde en las fincas de Lázaro Pereira y Juan Fernández, hubiesen 
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sido arrancadas por éstos, como dice el recurrente, puesto que en el se- 


gundo resultando se consigna tan sólo que el Alcalde, «bajo el supuesto de 
que en las huertas de aquéllos habían desaparecido» (lo cual no es un con- 
cepto afirmativo, sino meramente supositivo), ordenó la intrusión de los 


ganados, no resulta probado que los daños causados por éstos hubiesen 
tenido efecto únicamente en el terreno usurpado á la vía pecuaria, sino 


que, por el contrario, del contenido del resultando citado se deduce que se 
eausaron en la totalidad de las fincas en cuestión, uná vez que la orden 
dada á los guardas municipales por el recurrente, consistió no en que se 
limitasen á pasar por la zona de terreno usurpado, sino que reuniesen y 
entrasen en la finca expresada el ganado que encontrasen para destruir 
todas sus plantaciones, lo cual es un hecho distinto de aquel que sirve de 
base al primer motivo del recurso, que lo hace inadmisible: 
Considerando que el segundo motivo es también inadmisible, por ado 
lecer del mismo defecto, puesto que parte del supuesto no cierto de que el 
daño causado fuera de la referida zona ha debido su origen al abandono 


de los indicados guardas, encargados de la ejecución de la orden del Al. . 


calde, siendo así que aquéllos se ajustaron perfectamente al cumplimiento 
de sus términos, no circunscrito, como queda expuesto, al mero paso de 
los ganados por el terreno usurpado, sino á la intrusión de aquéllos en 
toda la finca para destruir los sembrados: : 

Considerando que las disposiciones citadas como infringidas en los 
números 3.9 y 4.0 del recurso, se refieren al Real decreto y su reglamento 
sob:e asociación y régimen general de los ganaderos, conservación y res- 
tablecimiento de las vías pecuarias, los cuales, por su carácter y carecer de 
propio de leyes sustantivas penales, no pueden ser motivo de casación, 
habiendo sido, además, alewados, como consecuencia de los primeros, para 
demostrar el ejercicio del supuesto legítimo derecho del«A Icalde recurrente 
al dictar la orden que fué causa de los hechos sumsriados, por lo cual á 
dichos dos motivos les son aplicables, 4 mayor abundamiento, los consi 
derandos anteriores, para demostrar su inadmisibilidad: 

Considerando, en cuanto al quinto y último motivo de casación alegado, 
que para ser admisible sería menester que el recurso se autorizase con el 
núm. 3.2 del art. 849 de ley de Enjuiciamiento criminal, porque entrafiando 
tal motivo, según el recurrente, un error en la calificación jurídica de los 
hechos probados, por creer que, á lo sumo, debían ser calificados de falta 
y no de delito, la omisión de aquel número del citado artículo impide le 
galmente poder entrar en esa cuestión, por no citarse ley que autorice 82 
discusión; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
sión del recurso interpuesto á nombre de Gabriel Catena Moreno contra la 
referida sentencia dictada en 3 de Marzo último por la Audiencia provin: 
cial de Jaén, condenándole en las costas y á la pérdida del depósito cons 
tituido, al cual se dará la aplicación correspondiente: comuníquese esta 
resolución á dicho Tribunal, á los efectos consiguienter.—(Sentencia pu: 
blicada en 80 de Mayo de 1893, ó inserta en la Gaceta de 26 de Octubre 
del mismo año.) i 
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RECURSO DE CASACIÓN (30 de Mayo de 1893).-——Sala tercera. — Palse- 
da d.—No ha lugar al interpuesto por Dofñia Carmen y Doña Soledad Es- 
pi no (Audiencia de Badajoz), y se resuelve: 

Que cuando el Tribunal, en uso de su derecho, y visto el resultado de los 
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8, no cree necesaria la comparecencia de un brad en el acto del juicio 

oral, acordando la continuación de éste, no es aplicable como fundamento 

del recurso por quebrantamiento de forma el núm. 1.0 de: art. 911 de la ley 

de Enjuiciamiento criminal, porque con lo resuelto no se ha denegado diligen 

cia alguna de prueba, ni tampoco se esiá en ninguno de los casos señalados 

E los artículos 911 y 912 de dicha ley, como determinantes de la procedencia 
el recurso. 


En la villa y corte de Madrid, á 30 de Mayo de 1893, en el recurso de- 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Doña Carmen y Dofia Soledad Espino Llovet, acusadoras privadas, 
contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provincial de Badajoz, 
en causa seguida en el Juzgado de instrucción de la propia ciudad á Don 
José Vázquez Hidalgo y D. José Mata Lobo, por falsedad en un testa- 
mento: 

Resultando que D. Vicente Espino Rubio. vecino que fué de Badajoz, 
otorgó testamento nuncupativo en 1.0 de Marzo de 1883 ante el Notario 
D. José Vázquez, en el que instituyó heredera á su esposa Doña Manuela 
Silva Regalado, haciendo constar dicho Notario que el otorgamiento se 
hizo ante los testigos D. Josó Mata Lobo, D. José Rey y D. Amador Gi.- 
iró, que como tales suscribieron la matriz de aquel documento: 

Resultando que en 23 de Septiembre de 1890, Dofñia Carmen Espino, 
vecina de Cabra y sobrina del eitado testador, denunció al Fiscal de la 
Audiencia de lo criminal de Badajoz que existian graves sospechas de 
que el referido testamento fuera falso ó nulo por la no asistencia del ten- 
tigo Mata; y remitida al Juez de instrucción del partido, comenzó suma- 
rio, en el que se mostraron parte la expresada Dofia Carmen y su herma- 
na Doña Soledad Espino, dirigiéndose el procedimiento contra el Notario 
Vázquez y el testigo D. José Mata, y como responsables civilmente, con- 
tra los herederos abintestato de Doña Manuela Silva, como poseedores 
por sucesión de ésta de los bienes procedentes de D. Vicente Espino: 

Resultando que abierto el juicio oral, al formular el Ministerio fiscal 
las conclusiones provisionales y proponer prueba, presentó lista de tenti- 
gos, en la que eoinprendió á D. Juan Lozano Pinna; la representación de 
las acusadoras Doña Carmen y Doña Soledad Espino, en igual trámite, 
adujo también lista de testigos, que además de los comprendidos en la 
del Ministerio fiscal habían de declarar á su instancia, expresando des- 
pués del nombre y apellidos de uno de ellos, que era confinado en el pe- 
nal de Granada, como lo estaban D. Juan Lozano y otro, comprendidos 
en dicha lista del Fiscal, que reproducía en todas sus partes; y las defen- 
sas de ambos procesados repródujeron é hicieron suyas las pruebas pro- 
puestas por una y otra acusación, siendo admitida como pertinente por 
auto de 29 de Septiembre de 1892 la testifical de que queda hecho mérito: 

Resultando que citado en forma D. Juan Lozano Pinna, residente en 
esta corte, donde cumplía condena de destierro, por la aus fué conmutada 
otra más grave, para su comparecencia al acto del juicio oral señalado 
para el 5 de Diciembre, presentó á la Audiencia provincial de Badajoz, 
con fecha 20 de Noviembre, una instancia haciendo presente su situación 
en esta corte, y el conflicto entre la prohibición que se le impuso en el 
Real decreto de conmutación de la pena de residir en Badajoz, y un radio 
de 25 kilómetros, y la citación que se le hacía para su asistertia al indi- 
cado juicio; en vista de lo que, la repetida Audiencia, por proveído de 28 
«le Noviembre, y de conformidad con lo propuesto por el Fiscal, autorizó 
al expresado testigo para comparecer al acto del juicio, dirigiendo al efec- 
to comunicación al Alcalde constitucional de esta corte, cuya providencia 
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tiene á continuación nota de cumplimentada, sín constar más anteseden- 
tes sobre este extremo: 

Resultando que, según el acta de la primera sesión del juicio, el Mi- 
-nisterio fiscal renunció el examen del testigo D. Juan Lozano, pero intere- 
só la lectura de sus declaraciones sumariales, y la defensa de la parte que- 
rellante expuso la necesidad de que compareciera aquél; resolviendo la 
Sala, con arreglo al art. 746 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que 
conforme con el Fiscal y las defensas, se leyeron las indicadas declaracio- 
nes sumariales del citado testigo, visto el resultado de las pruebss, y por 
no creer necesaria la comparecencia del mismo, según solicitó la defensas 
de la parte querellante, que protestó de este acuerdo: 

Resultando que la Audiencia provincial de Badajoz, por sentencia 
de 9 de Diciembre de 1892, expuestos los hechos y estimando que los da- 
tos aducidos en el sumario y reproducidos como pruebas de cargo en el 
juicio oral no eran bastantes para formar la convicción necesaria, con el 
fin de declarar la existencia de un delito y au corrección, absolvió á4 Don 
José Mata y D. José Vázquez Hidalgo del delito por que se les acusó, no 
habiendo lugar á exigir la responsabilidad civil que se pretendió de Don 
Vicente Silva, D. Francisco, Soledad y María Regalado Barrena, Domingo 
y María Regalado Blanco, y Mónica Regalado Córdoba, declarando las 
«costas de oficio: 

Resultando que la representación de las querellantes Doña Carmen y 
Doña Soledad Espino y Llovet interpuso contra la anterior sentencia re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el de infrse- 
ción de ley, autorizado aquél por el núm. 1.0 del art. 911 de la de Enfuicia- 
miento criminal, y en su apoyo expuso: que se le denegó en el acto del 
juicio la compareceneia del testigo D. Juan Lozano, que como diligencia 
de prueba propuso en tiempo y forma, y que fué admitida y declarada 
pertinente; que siendo dicho testigo de cargo uno de los más importantes 
de la causa, su declaración en el acto del juicio la consideraba indispensz- 
ble, porque si los datos aducidos al sumario pudieron hacer dudar de la 
veracidad del Notario, en cuanto afirmó que D. José Mata presenció el 
acto de otorgar el testamento de Espino, era evidente aque la roproducción 
del más importante quizá de esos datos, ó sea de lo declarado por Lozane, 
y las manifestaciones que pudiera hacer ante el Tribunal, hubieran veni- 
do en su concepto á robustecer la prueba de la existencia del delito y res. 
ponsabilidad de sus autores, y que al denegar la Sala la reclamación de las 
recurrentes sobre la comparecencia del expresado testigo, dió lugar al re- 
curso que formulaban, no sólo por analogía con el párrafo cuarto del ar- 
tículo 659 de la ley citada, sino por el precepto invocado para fundarlo: 

Resultando que admitido por la Audiencia sentenciadora el primero 
de los indicados recursos, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, 
con citación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado, D. Evaristo de Cuenca: 

Considerando que no es de aplicación en el presente recurso el núme- 
ro 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en que se apoya, 
porque no ha tenido lugar la denegación de diligencia alguna de prueba, 
y al no comparecer en el acto del juicio oral el testigo D. Juan Lozano, el 
Tribunal, en uso de su derecho, visto el resultado de las pruebas, y no 
, Creyendo necesaria la comparecencia de aquél, acordó Ja continuación del 
juicio, lo que no constituye ninguna de las causas que taxativamente se 
fialan los artículos 911 y 912 de dicha ley, como determinantes de la pro- 
cedencia de los recursos por quebrantamiento de forma; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la expre- 
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sada sentencia de la Audiencia provincial de Badajoz por Doña Carmen y 
Dofía Soledad Espino y Llovet, á las que condenamos en las costas y á la 
"pérdida del depósito de 1.000 pesetas, que constituyeron á las resultas del 
mismo, y al que se dará la aplicación legal correspondiente; comuníquese 
á la indicada Audiencia, y pase la causa á la Sala segunda de este Tribn- 
nal Sapremo, en cuanto al recurso anunciado por infracción de ley.—(Sen- 
tencia publicada en 30 de Mayo de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 17 de 
Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (30 de Mayo de 1893).—Sala tercera. —Robo.— 
No ha Jugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Zaragoza), 
y se resuelve: 

q. conforme al art. 718 de la ley de Enjuiciamiento criminal, la parte 
que haya presentado un testigo podrá hacerle las preguntas que juzgue opor- 
tunas, siempre que sean declaradas pertinentes: 

Que por el art. 416 de dicha ley están dispensados de declarar los herma- 
nos del procesado; y advertidos de ese derecho por el Presidente, si se abstuvie- 
ren de prestar declaración, no se comete el quebrantamiento de forma á que 
se refiere el núm. 1.0 del art. 911, pues no se deniega diligencia alguna de 
prueba, sino que se usa de una excepción establecida por la ley: 

pu estando ligada la responsabilidad del procesarlo, hermano del testigo, 
con la de los otros co-procesados, no es posible obligar á declarar á aquél sin 
que su testimonio afecte á su propio hermann, que es de ln que la ley le exime, 
estando dentro de las facultades de la Sala denegar la admisión de la decta- 
ración de dicho testigo. 


En la villa y corte de Madrid, 4 30 de Mayo de 1893, en el recarso de 
casación por qhebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por el Ministerio fiscal contra la sentencia dictada por la Sala de lo crim: 
nal de la Audiencia de Zaragoza, en causa seguida en el Juzgado de ins- 
trucción del distrito de San Pablo, de aquella ciudad, contra Alfredo Pons 
Navarrete, José Robles Pastor y Santiago Millán Bienzobas, vista ante cl 
Tribunal del Jurado, por robo; 

Resultando que en la noche del 7 de Agosto de 1892, Alfredo Pons Na. 
varrete, después de babor sido condenado quince veces por hurto, se in- 
trodujo en el corral de la casas que habitaba Magdalena Blánquesx, calle 
del Serón, en Zaragoza, saltando su tapia, de más de tres metros de alta, 
cuyo corral estaba adosado al edificio, formando an solo todo y en coma- 
nicación con él, y sustrajo tres gallinas, un gallo y un conejo, valorado 
todo en 16 pesetas 50 céntimos, llevándose las gallinas de la misma casa, 
por haberlas recogido en ella la dueña temiendo la lluvia que amenazaba: 

Resultando que formado sumario por el Juzgado de instrucción del 
distrito de San Pablo contra el citado Alfredo Pons y contra José Robles 
Pastor y Santiazo Millán Bienzobas, respecto de loa cuales aparecieron al 

"principio indicios de varticipación en el hecho, en oportano estado se abrió 
el juício oral, y se declaró el proceso del conocimiento del Tribunal del 
Jurado, constando del acta de la sesión celebrada que al comparecer la. 
testigo Marcelina Pons, propuesta por el Ministerio fiscal, el Presidente 
de la Sección de derecho le advirtió que podía abstenerse de declarar como 
hermana del procesado Alfredo, derecho de que usó, retirándose; y como 
el citado Ministerio solicitara que aque!la testigo declarase respecto de los 
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otros dos procesados de quienes no era pariente, la Sala acordó no haber 
lugar, y mandó que se consignara en el acta la protesta formulada contra 
su resolución: 

Resultando que dictado por el Jurado veredicto de culpabilidad res- 
pecto de Alfredo Pons, y de inculpabilidad en cuanto á los otros dos pro- 
cesados, la Sala de lo criminal de la Audiencia de Zaragoza, por sentencia 
de 3 de Marzo de 1893, condenó al primero, como autor de un delito de 
robo en casa habitada, sin armas, en cantidad que no excedió de 500 pe- 
setas, y con la circunstancia agravante de reincidencia, en cuatro años de 
presidio correccional, accesorias, indemnización de 9 pesetas 50 céntimos 
á la perjudicada, y tercera parte de costas; y absolvió Áá Santiago Millán 
Bienzobas y José Robles Pastor, declarando de oficio las costas restantes: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso el Ministerio 
fiscal recorso de casación por quebrantamiento de forma, fundado en el 
núm, 1.9 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y en su apoyo 
alego: que entre las pruebas propuestas y declaradas pertinentes figuraba 
el examen en el acto del juicio de Marcelina Pons, hermana del procesado 
Alfredo, que declaró en sumario; y enterada en aquel acto del derecho 
consignado en el art. 416, manifestó que no quería declarar, disponiendo 
el Presidente que se retirase, sin verificarlo, á pesar de la observación he- 
cha por el recurrente, de que había dos procesados con quienes no tenía 
parentesco, por lo que formuló protesta; que el citado artículo dispone de 
manera clara, que la testigo en las circunstancias de la Marcelina tiene 
obligación de declarar respecto á los demás procesados, á no ser que su 
dicho pudiera comprometer á un pariente, caso que no concurrió en la 
ocasión de que se trata, puesto gne el procesado Alfredo Pons en el sa- 
mario y en dicko acto del juicio se confesó autor del delito por que ee le 
acusaba; de suerte que su hermana la testigo Marcelina no podía en ms 
nera alguna comprometerle con su declaración, proponiéndose el Fiscal 
interrogarla sobre la participación de los otros dos acusados en el delíto: 

Resnitando que admitido por la Sala sentenciadora ej expresado re- 
curso, elevó á este Tribunal Supremo el rollo de juicio oral de la causa, 
con citación y emplazamiento de las partes. 

, Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que, conforme á lo dispuesto en el art. 718 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, la parte que haya presentado un testigo podrá 
hacerle las preguntas que tenga por conveniente, siempre que se conside- 
ren Oportunas y fueren pertinentes: 

Considerando que estando dispensados de la obligación de declarar, 
según lo preceptuado en el art. 416 de dicha ley, los hermanos del proce- 
sado, al advertirle el Presidente del Tribunal á la testigo Marcelina Pons 
del derecho que la ley le daba y optar ésta por no declarar, no se incurrió 
en el quebrantamiento de forma á que se refiere el núm. 1.9 del art. 911, 
pues no se denegó diligencia alguna de prueba, sino que se usó de una 
excepción establecida por la ley: 

Considerando que estando tan ligada la culpabilidad del procesado 
Pons con la de los otros dos correos, no era posible obligarla á deponer 
respecto á estos solos sin que dejase de afectar á su hermano, que es de 
lo que la ley le exime, estando en las facultades exclusivas de la Sala 
el denegar, como ha denegado, la admisión de la declaración de dicha 
testigo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por el Ministerio 
fiscal contra la expresada sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
ddiencia de Zaragoza, á la que se comunicará esta resolución, devolviendo 
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Ma piesa de sutos que elevó, para los efectos en derecho procedentes. — 
(Sentencia publicada en 80 de Mayo de 1893, é inserta en la Qaoeta de 17 
de Octubre del mismo año.) 
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RREOURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1893.—Bala segunda.—Aserina- 
do.—Ha luyzar al admitido de derecho en favor de José Balsell y Martí 
(Audiencia de Huesca), y se resuelve: 

procede el recurso de casación por quebrantamiento de forma, confor- 
me á lo dispuesto en el art. 77 de la ley de 20 de Abril de 15888, cuando el 
Presidente de la Sección de derecho no accede á formular una pregunta pro- 
eedente al Jurado, y por tal debe estimarse la encaminada á Áijar los hechos 
que sirvan de antecedente para apreciar los elementos materiales y morales, y 
por por otra parte se inspira en el concepto que ofrecían las conclusiones de- 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Junio de 1898, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de José 
Balsell y Martí, condenado á muerte por la Audiencia provincial de Hues- 
es, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de dicha ciu- 
dad por asesinato: : 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 28 de Marzo último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que sustanciada la causa referida hasta el trámite del juicio 
público ante el Tribunal del Jurado, pronunció éste el veredicto del tenor 
siguiente: «Los Jurados han deliberado sobre las preguntas que se han so- 
metido á su resolución, y bajo el juramento que prestaron, declaran solem- 
nemente lo siguiente: A la primera pregunta: José Balsell Martí, ¿«s cul- 
pable de haber disparado á las doce de la noche del 22 al 23 de Agosto 
último un tiro de escopeta cargada con perdigones á su amigo y convecino 
Jusé Carcasona Graells, cuyas heridas le cubrieron la región anterior late- 
ral derecha del torax é hipocondrio derecho, penetrando en las cavidades 
la mayor parte de aquellos proyectiles, fracturando completamente la 
sexta costilla, que ofrecía una herida de forma circular, por la que fácil- 
mente se introducía el dedo índice en'la cavidad torácica, y también se 
notaban tres ó cuatro perdigones enclavados en la cara anterior del brazo 
derecho, causándole todas ellas la destrucción casi completa del pulmón 
derecho y del hírado, que debieron producir, junto con la lesión en el 
cayado de la aorta, una rápida y considerable hemorragia que le causó la 
muerte casi instantáneamente? —Sí.—A la segunda pregunta: José Balsell, 
¿hizo el disparo puesto de acecho tras un ventanillo, distante del suelo 
cosa de un metro, de una puerta que da á un patio descubierto situado en 
el centro de la casa horno que habitaba el Carcasona?—8f,—A la tercera 
preguntas: Dieho ventanillo, ¿enfilaba casi de frente y á la distancia de 7 
metros 76 centímetros con nna puerta que da acceso á las habitaciones 
superiores de Carcasona, y salida también al referido patio central, y por 
la que pasaba todas las noches Carcasona, á igual hora de las doce de ella 
euando se levantaba de descansar, especialmente durante los quince días 
anteriores al suceso, después de haberle llamado, según costumbre diaria, 
uno de los mozos, y se dirigía al horno y amasadero para emprender él 
trabajo, á cuyas dependencias se entraba por una puerta que también da 
£l patio central, inmediata á la primers, y á su derecha, formando angulo 
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con ella? - 81,—A la pregunta cuarta: Carcasona, ¿recibió desprevenido, in- 
defenso y de una manera inesperada el disparo que le ocasionó la muerte 
en la noche antes referida, en el momento de aparecer en el umbral! de la 
puerta descrita en la anterior pregunta y tomar la dirección hacia la del 
amasadero, llevando una lleve en la mano izquierda y una candileja en la 
derecha para alumbrarse, que cayó en el mísmo sitio, yendo á desplomar- 
se su cuerpo, muerto ya, unos pasos, no sin dar antes de caer tres ayes, 
diciendo «adiós, hijas mías»? —8Sf.-— A la pregunta quinta: ¿El sitio donde 
we hallaba el Balsell de acecho, es un cuarto oscuro, que comunica con el 
depósito de la leña, y éste con un corralillo cercado por un muro de tapia 
que tiene un boquete por donde fácilmente puede saltarse á las huertas de 
San Francisco, y de este sitio á las afueras de la población?—Sí.—A la 
- pregunta sexta: En la situación escogida por Balsell para hacer el disparo 
contra Carcasona, ¿podía su persona correr algún peligro de poderse ver 
«sorprendido por este último y apelar á algún medio de defensa para recha- 
.zar el ataque y cubrir su cuerpo?—No,—A la pregunta sóptima: Balsell, 
antes de las diez de la mañana del día 22 de Agosto del año último, en 
cuya noche del mismo día, hacia la madrugada del 23 tuvo lugar el delito, 
¿se dirigió á Bolea á casa de su amigo Pedro Zapater, yendo con dicha. fa- 
milia á su huerta, de la que regresó al oscurecer, cenando luego, no sia 
tomar antes billete en el ordinario que hace el viaje á esta ciudad? -—8f. — 
A la pregunta octava: ¿En lugar de irse á descansar Balsell, ya entrada la 
noche, poco más ó menos, á Jas ocho de la misma, se dirixió á esta ciudad 
para cometer el delito, regresando á Bolea luego de realizado y en compa- 
fiía de Pedro Zapater que le esperaba en el límite del camino de dicho 
pueblo, por encargo que le hizo el día antes, volvieron al mismo á la ma- 
drugada, dirigiéndose á la casa de dicho Zapater, donde despertaron á su 
mujer, simulando Balsell que acababa de levantarse, pidiéndole agua para 
lavarse, y emprendió á las cuatro ó cuatro y media de dicha madrugada 
.de nuevo su regreso á Huesca en el ordinario de Juanillo, siendo detenido 
en Alerre por la Guardia civil? —SÍ.—A la pregunta novena: ¿Los viajes de 
Balsell á Bolea en la mañana del 22 y madrugada del 23 de Agosto, de 
que se hace mérito en la anterior pregunta, obedecían al plan reflexivo, 
madurado y perssistente desde su priocipio de realizar el delito y prepa- 
rar al propio tiempo la coartada para el caso de sospecharse de él, esto es, 
simulando que había pasado la noche del 22 al 23, durante los momentos 
en que se consumó el crimen, durmiendo en casa de su amigo Zapater de 
dicha villa de Boles? —8í.—A. la pregunta décima: El delito antes descri- 
to, ¿se cometió por Balsell durante la noche del 22 al 23 de Agosto últi- 
mo? —Sí.—A la pregunta undécima: Balsell, ¿buscó de intento la noche 
para encontrar en sus sombras y en la soledad de la hora la mejor realiza 
ción del delito y la más completa impunidad?—-Sí»: 

Resultando que en la cuarta sesión del juicio oral, la defensa de José 
Balsell solicitó se incluyera entre las preguntas que había de contestar el 
Jurado la correspondiente para determinar que Balsell había obrado por 
móviles tan poderosos como la excitación pasional persistente de la com 
petencia industrial que el interfecto se propuso hacerle, de lo que se ocu- 
paba la acusación, petición á que el Presidente de la Sección de derecho 
declaró no baber lugar después de oir á sus compañeros, y habiendo 
expuesto la defensa que tal resolución competía á la Sección y no á su 
Presidencia, pe mantuyo el acuerdo por ésta, consignándose la protesta 
del letrado defensor por la inadmisión de la pregunta y por haberla dene. 
gado el Presidente de la Sección de derecho, y no esta Sección: 

Resultando que Ja Audiencia calificó los hechos afirmados en el vere- 
dicto constitutivos de un delito de asesinato caracterizado por la circuns- 
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tancia concurrente de alevosía, de que, con las agravantes de premedita- 
ción y nocturnidad y sin ningún atenuante ni eximente, era autor José 
Ba'sell y Martí, y le condenó á la pena de muerte, indemnización, acceso- 
rias para caso de indalto, y costas: 

Resultando que por haberse admitido el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma, interpuesto ante la Audiencia por la defensa del 
reo, y á virtud del admitido de derecho en su beneficio, se elevó la causa 
á este Supremo Tribunal, donde los defensores de Balsell le han inter- 
puesto por dicho concepto y por infracción de ley, fundando el de que- 
. brantamiento de forma en iguales motivos que los alegados ante la An- 

diencia, ó sea en la infracción de los artículos 75 y 77 de la ley del Jurado 

pues no hay en las preguntas del veredicto ninguna que indique el móvil 
del delito, á lo que tendía la que en tiempo hábil se solicitó se hiciese $ 
los Jueces de hecho, que envolvía también la atenuante de arrebato 
obcecación, y que contestada afirmativamente, pues es cierto que Balsell 
mató á Carcasona arrebatado y obcecado por la competencia industrial 
que en su oficio de panadero se proponía hacerle, hubiera decidido y sal- 
vado la vida de un hombre, respecto de cuya pregunta por su denegación 
y porque declaró indebidamente no haber lugar á dirigirla á los Jurados 
el Presidente del Tribunal de derecho y no la Sección, se hizo en forma 
la correspondiente protesta: 

Resultando que el Ministerio fiscal apoyó el recurso de casación por 
«quebrantamiento de forma en el acto de la vista. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que cuando el Presidente de la Sección de derecho no 
ha formulado al Jurado una pregunta que procediese, si la parte que la ha 
reclamado y le ha sido denegada, hace la correspondiente protesta, habrá 
lugar al recurso de casación por quebrantamiento de las formas del proce- 
a conforme á lo dispuesto en el art. 77 de la ley de 20 de Abril 

1888: 

Considerando que dados los antecedentes que mediaban entre el pro- 
cesado José Balsell y Martí y el ofendido José Carcasona y Graells, sus 
relaciones comerciales, sus respectivos oficios y aspiraciones, era en ver- 
dad procedente, para conocer mejor los elementos materiales y morales 
del delito, que se hubiera dirigido al Jurado la pregunta á que aludía la 
«representación de Balsell, formulada de un modo claro y concreto 6 inspi- 
rándose en el concepto que ofrecían las conclusiones definitivas, y al no 
hacerlo asf, la Audiencia de Huesca ha qnebrantado la forma del procedi- 
wiento, conforme á lo dispuesto en dicho art. 77, y según se alega en 
primer lugar en el recurso interpuesto por dicho Balsell, admitido de de- 
recho también en beneficio suyo; 

Faliamos que debemos declarar y declaramos haberlugar al recurso de 
casación por quebrantamiento de forma, interpuesto á nombre de José 
Balsell y Martí, y admitido de derecho en beneficio del mismo contra la 
citada sentencia de Ja Audiencia provincial de Huesca, que casamos y 
anulamos, declarando las costas de oficio, y mandando se devuelva la 
causa á dicho Tribunal para que, roponiéndola al estado de dirigir al Ju- 
rado la oregunta que pidió se le hiciera la defensa de José Balsell, que 
queda admitida y formará parte integrante del veredicto, la continúe por 
tedos sus trámites con arreglo á derecho.—(Sentencia publicada en 6 de 
Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 25 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE OASACIÓN (6 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Homeici- 
dio.—No ha lugar al interpuesto por el Mivisterio fiscal en beneficio de 
José González Pañeda (Audiencia de Oviedo), y se resuelve: 

Que las circuntancias atenuantes merecen el concepto de muy cualificadas 
cuando se originan de un impulso pasional que limita en el mayor grado la 
volun'ad del agente, disminuyendo su responsabilidad moral, y privándole en 
parte de la conciencia de sus actos; y si bien es de esa clase la atenuante 1.8 
del art. 9.* del Código, según los hechos que el veredicto consigna, no lo es la de 
embringuez, cuando se desconoce la intensidad de la perturbución intelectual 
ocasionada por aquélla en el ánimo del culpable, y ss había fundado moti- 
vo ó no para suponer á éste contra su voluntad en tal estado. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisteriío fiscal en beneficio de José González Pañeda contra sentencia de 
la Sala de lo criminal de la Audiencia de Oviedo, en causa seguida al 
mismo en el Juzgado de instrucción de dicha ciudad, por homicidio: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 21 de Febrero últi- 
mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el veredicto del Jurado dice así: «Los jurados han delibe- 
rado sobre las preguntas sometidas á su resolución, y bajo el juramento 
que prestaron, declaran solemnemente lo siguiente: Primera. Josó Gonzá- 
lez Pañeda, ¿es culpable de haber inferido á Justo Alvarez, en la noche 
del 26 de Mayo del añio último y cerca de la casa de José Díaz, en el lugar 
de Brafñias, una herida penetrante en el vientre que horadando el intestino 
ciego y produciendo considerable hemorragia, le ocasionó Ja muerte en el 
siguiente día 27?—81.-—Segunda. En la ocasión á que la pregunta anterior 
so reñere, ¿se impuso Justo Alvarez al procesado José González Pañeda 
porque le reconvino cuando intentaba maltratar 4 Manuel Vito?-—No.— 
Tercera. ¿Se arrojó además Justo Alvarez sobre González á quien él y otros 
daban palos, persiguiéndole después y volviendo á golpearle? —S1.—Cuarta. 
El medio empleado por José González Pañeda, ¿tué proporcionado al ata- 
que de que fué objeto por parte de Justo Alvarez? —No.—Quinta. Al herir 
José Gonzáles á Justo Alvarez, ¿se ballaba en estado de embriaguez, —SÍ. 
—Sexta. Este vicio, en su caso, ¿es en él habitual? —No.—Oviedo y Fe- 
brero 21 de 1893.—Firmado por todos los individuos que componen el 
Tribunal del Jurado»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó por las afirmaciones del 
veredicto la existencia de un delito de homicidio, de que era autor el pro- 
cesado José González Pañieda, con las circuntancias atennantes 1.* y 6.2 del 
art. 9.0 del Código penal, la primera en relación con el requisito primero 
de la eximente 4. y por no estar muy calificadas, condenó al Pafieda á 
doce años y un día de reclusión temporal, accesorias, indemnización y 


Resultando que contra esa sentencia preparó el procesado recurso de 
casación por infracción de ley, que después de considerarle tres Letrados 
insostenible, ha interpuesto en su beneficio el Ministerio fiscal, autorizado 
po: el núm. 5.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como 

ftringida la regla 6.* del art. 82 del Oódigo penal, que debió aplicarse, 
imponiendo al Pañieda la pena inferior á la señalada al delito por conca- 
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"arir, ein circonstancias agravantes, dos atenuantes muy calificadas, como 

lo son las que aprecia la Sala de embriaguez, y la 1.2 del núm. 4.9 del ar- 
tículo 8.* del Código penal, comprendida en la 1.2 del 9.0, pues todos los 
requisitos de exención de responsabilidad deben considerarse muy califi- 
cados, y en el caso de autoa la agresión al recurrente fué de extraordina. 
ria violencia y llevada á cabo tenaz y persistentemente, no por una sola 
-sino por varias personas que le golpesron y persiguieron. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que las circunstancias atenuantes merecen el concepto 
de ser muy calificadas cuando se originan de un impulso pasional que li- 
mita en el mayor grado la voluntad del agente, disminuye su responsabi- 
lidad moral y le priva en parte de la conciencia de sus actos: 

Considerando que si bien es de esta clase la circunstancia atenuante 1.2 
del art. 9.0 del Código, declarada por el Jurado en su veredicto, al asegu- 
rar que José Gonzáltz Pañeda hirió de muerte á Justo Alvarez, contes 
tando ó repeliendo una agresión ilegítima, no lo es, ni puede estimarse 
con igual virtualidad jurídica, la de embriaguez no habitual en qne aquél 
88 hallaba, declarada igualmente por el Jurado, porque desconocióndose 
la intensidad de Ja perturbación intelectual ocasionada, y si había fundado 
motivo para suponer que contra su voluntad se hallaba el agente en se- 
mejante estado, sus efectos no tienen más importancia que la de una cir- 
cunstancia ordinaria de atenuación: 

Considerando que las razones legales expuestas sirven de base al fallo 
ocondenatorio dictado por la Audiencia de Oviedo y contra el que recurre 
€l Ministerio fiscal, no habiéndose infringido en él la regla 5.8 del art. 82 
del Código penal ni los demás citados, ni incurrido en el error de derecho 
en que se apoya el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal en 
beneficio de José González Pañeda contra la citada sentencia de la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de Oviedo, declarando de oficio las costas; y 
<omuníquese esta resolución á dicho Tribunal á: los efectos procedentes. 
—(Sentencia publicada en 6 de Junio de 1893, ó inserta en la (faceta de 26 
de Octubre del mismo año.) 


233 


RECURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1893).—Sala segunda. —Homáci- 
dio.—No ha logar al interpuesto por Tomás Rodríguez é lidefonso RodrÍ- 
guez Manso (Audiencia de Zamora), y se resuelve: 

Que ofirmándose en el veredicto del Jurado que el culpable acometió al 
interfecto juntamente con otros, armados todos de palos y lesionándole, es evi- 
dente su eb qt como autor en el homicidio, siguiera otro de los agre- 
sores causara al ofendido la muerte, porque las persistentes acometidas de 
todos ellos son actos de cooperación sin los cuales el delito no se hubiera rea- 
lizado, toda vez que la víctima se vió en la imposibilidad de pol E AA 
rl las puñaladas con que otro de los que le agredían le privó de la 
vida; 

Que entendiendo el Jurado que el principal promovedor del suceso lo fué 
el procesado por las palabras y actos ofensivos contra el interfecto y que mo- 
tivaron de parte de éste el dar á aquél una bofetada, no son estimables las 

«circunstancias 5.2 y 7. del art. 9.9 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Junio de 1893, en el recurso de 
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casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Tomás 
Rodríxuez Manso é lidefonso Rodríguez Manso contra sentencia de la Au- 
diencia provincial de Zamors, en causa seguida á los mismos en el Juz 
gado de instrucción de la propia ciudad, por homicidio: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 10 de Marzo último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que instruido sumario á consecuencia de la muerte violenta 
dada á Marceliano Jambrina la noche del 9 de Septiembre del año próximo 
anterior, en el establecimiento de Tomás Varela, en Moraleja del Vino, 
se decretó el procesamiento y prisión provisional de los tres sujetos men- 
cionados, como presuntos autores de tal hecho, y continuado por sus trá- 
mites, se remitió ya conciuso á esta Audiencia, en la que después de eva 
cuados los traslados de calificación provisional por el Ministerio fiscal y la 
defensa, se señaló para dar principio á las sesiones del juicio oral por ju- 
rados el día de ayer, continuando hoy con la práctica"de las pruebas que 
restaban, y de las que hizo el resumen el Presidente del Tribunal de de- 
recho, entregando luego al del Jurado el pliego de preguntas que habían 
de ser objeto de deliberación, y á las que contestaron en el siguiente ve- 
redicto: «Los jurados han deliberado sobre las preguntas sometidas á su 
resolución, y bajo el juramento que prestaron, declaran solemnemente lo 
siguiente: A la primera pregunta. Tomás Rodríguez Manso, ¿es culpable 
de haber acometido, en unión de otros dos, todos provistos de palos, á la 
persona de Marceliano Jambrina, de veintión años de edad, entre nueve 
y diez de la noche del 29 de Septiembre del año último, en un estableci- 
miento billar de Tomás Varela situado en la calle del Pozo, de Moraleja 
del Vino, causándole una contusión en el brazo derecho y dos heridas” en 
los parietales derecho é izquierdo con los golpes de palo que los tres le 
Asestaron, y además otra herida de navaja, de grandes dimensiones, en la 
valga izquierda y otra en el hipocondrio del mismo lado, que interesó el 
peritoneo, las paredes del estómago, bígado, arteria hepática y la vens 
porta, la cual es mortal en la mayor parte de los casos, y le produjo la 
muerte al poco rato de haberla sufrido?—Sí.—A la segunda. Al herir el 
Tomás Rodríguez al hoy interfecto Marceliano Jambrina con la navaja, 
¿lo verificó en el momento en que sus dos compañeros continuaban mal- 
tratando á palos á la víctima, introduciéndose por debajo de los otros 
agresores, sin que de ello se apercibiera el agredido?—8f.—A la tercera. 
Tomás Rodríguez, al realízar los actos á que las dos preguntas anteriores 
se refleren, ¿obró en legítima defensa de su hermano Alfonso, por haber 4 
éste agredido ilegítimamente Marceliano Jambrina, sin que provocará el 
defendido el suceso?—No.—A la cuarta, El repetido Tomás Rodrígues 
Maneo, al ejecutar los hechos relacionados en las preguntas anteriores con- 
tra Jambrina, ¿fué con objeto de causar el mal que produjo?—Sí.—A la 
quinta. En el hecho, ¿ha concurrido la circunstancia de decir Marceliano 
Jambrina, antes de ser herido por el Tomás, que también le pegaba ú él, 
en el momento de pedirle explicaciones del por qué había pegado á su 
hermano?—Sf.—A la sexta. Alfonso Rodríguez Manso, ¿es también culpe 
pable de haber acometido, en unión de su hermano Tomás y otro sujeto, 
simultáneamente, con los palos que llevaban, y de continuar golpeándole 
basta inferirle las heridas de la cabeza y brazo, cuando el Tomás le causó 
con la navaja las dos heridas de la nalga izquierda 6 hipocondrioizquierdo 
que produjo la muerte del Jambrina?—$S1.—A la séptima. El referido A) 
fonso Rodríguez, ¿era menor de dieciocho añios y mayor de quinue al eje 
cutar los hechos cuya participación se le atribuye?—Sí.—A la octava. El 
sismo Alfonso, ¿tuvo por objeto causar un mal tan grave como el que pro 
4ujo, al ejecutar el hecho anterior?—No.—A la novena. ¿Precedió próvo 
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csción inmediata al darle Marceliano Jambrina una bofetada momentos 
antes, sin motivo que pudiera justificarlo?—No.—A la décima. Por el con-- 
trario, ¿fué el Alfonso el provocador al arrojar intencionalmente uvas con- 
tra el Marceliano, que estaba tranquilamente sentado, y le preguntó la ' 
causa de arrojárselas, contestándole que no se las tiraba á él, pero que era 
lo mismo que si se las hubiese tirado?—81.—A la undécima. El tercer pro- 
cesado, Engenio Ramos Jambrina, ¿es culpable de haber acometido igual. 
mente al finado Marceliano Jambrina, al mismo tiempo que los hermanos 
Rodríguez, y continuó golpeándole hasta producirle las beridas de la cabeza 
y contusión ó cardenal del brazo, mientras que Tomás Rodríguez, aprove- - 
chándose de esa agresión, se introducía entre su hermano y el Engenio 
para asestar las dos puñaladas ya descritas en preguntas anteriores? —No. 
—A. la duodécima. Al intervenir en el hecho Eugenio, ¿corría grave riesgo - 
la persona del Alfonso por agresiones que le hiciera el Marceliano Jawm- 
brina?—No.—A la décimatercera. El acometimiento, ¿tuvo lugar de parte 
del Eugenio porque el Alfonso, á quien defendía, había recibido una ho- 
fetada?—No.—A la décimacuarta. Al acometer el Eugenio Ramos con el : 
palo á Marceliano Jambrina, ¿lo hizo para causarle el mal que se produjo 
en el suceso?—No.—Zamora 10 de Marzo de 1893.—Siguen las firmas de 
los doce jurados propietarios»: ? 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos afirma- 
dos en el veredicto constitativos de un delito de homicidio, de que eran 
autores los hermanos Tomás y Alfonso Rodríguez Manso, no concurriendo 
respecto del primero ninguna circunstancia atenuante ni agravante, y de- 
biendo apreciarse en favor del segundo las atenuantes de ser mayor de 
quince años y menor de dieciocho, y de no haber tenido intención de cau- 
sar el mal producido, y condenó al Tomás á quince años de reclusión, ac- 
, cescrias y tercera parte de costas, y á Alfonso á siete años de prisión ma- 
yor con sus accesorias y otra tercera parte de costas, absolviendo al otro 
procesado Eugenio Ramos: 


Resultando que contra esa sentencia han interpuesto recurso de casa” 
ción por infracción de ley los procesados Tomás y Alfonso Rodríguez» 
* fundado en los números 4.0 y 5.0 del art, 849 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, y citando como infracciones: 


1.8 Respecto 4 Tomás Rodríguez, la circunstancia 5.* del art. 9.0 del 
Código penal, apreciable en favor del citado, que ejecutó el hecho en vin- 
dicación próxima de una ofensa grave causada á su hermano legítimo y 
al Tomás, al decirle Jambrina, después de pegar á Alfonso, que también 
le pegaria á él: 

2.2 Respecto al mismo Tomás, la circunstancia 7.2 del art. 9.?, si no se- 
estima la 5.2, pues es evidente había de arrebatarle y obcecarle ver que 
Jambrina pegaba á su hermano y le amenazaba con pegarle á él: 

8,4 En cuanto á Alfonso Rodríguez, el art. 13 del Código penal, por- 
que no hubo unidad de acción ni de tiempo, ni identidad de medios en el 
suceso de autos, y si Alfonso no tavo intención, como declara el Jurado, - 
de matar al interfecto y la tenía su hermano, no pudo haber concierto de 
voluntades, para que sea considerado coautor del homicidio; y 

48 En cuanto al Alfonso, la circunstancia 7.8 del art. 9.9 del mismo 
Código, por no haberla tomado en su favor, constando que agredió á Jam- 
brina después de recibir de éste una bofetada: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: . 

Considerando que és autor de un delito, conforme á lo dispuesto en el 
art. 13 del Código penal, además del que toma parte directa en la ejecn- 
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cución del hecho punible, el que coopera á su realización por actos sin los 
cuales el delito no se hubiera cometido: 

Considerando que, con arreglo á este precepto legal, la Audiencia de 
Zamora ha calificado "acertadamente á Alfonso Rodríguez como coaator 
del delito de homicidio, no sólo porque el hecho qne en el veredicto del 
Jurado se le atribuye de haber acometido, juntamente con otros, armados 
de palos, á Marceliano Jambrina, y descargar varios sobre él hasta cau- 
sarle lesiones, son actos de ayuda eficaz y participación directa en el de- 
lito, por más que fuera otro de los agresores el que con una navaja le 
causara la muerte, sino porque dicho Alfonso, con su agresión persis- 
tente, cooperó á la muerte de la víctima por un acto sin el cual no se hu- 
biera realizado, puesto que teniéndose que defender Marceliano de los 
que con tanta insistencia le agredían con los palos, le imposibilitaban - 
para rechazar y aun para prevenirse de las puñialadas con que Tomás Ro- 
dríguez le privó de la vida 

Considerando, en orden á las circunstancias atenuantes 5.2 y 7.1 del 
art. 9.”, alegadas como infringidas, por no haberse apreciado en la senten- 
cia, que resultando de las afirmaciones del Jurado que el principal pro- 
movedor del suceso fué el Alfonso, por las palabras provocativas que di.- 
rigió á Jambrina después de haberle arrojado unos granos de uvas, no 
puede estimarse que obrara con arrebato y obcecación por la bofetada que 
por tales actos recibiera del Jambrina, ni impulso bastante en Tomás Ro- 
dríguez para obrar en vindicación de la ofensa que con la bofetada se ha- 
bía inferido á su hermano; puesto que le constaba, como testigo presen- 
cial de los hechos, que su dicho hermano lo había provocado; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
que contra la sentencia dictada por la Audiencia provincial de Zamora 
han interpuesto Tomás Rodriguez Manso y Alfonso Rodríguez Manoo, á 
quienes condenanos en las costas, y al pago á cada uno de 125 pesetas, 
por razón de depósito, si mejorasen de fortuna; comuníquese esta resolu - 
ción al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publi. 
cada en 6 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 26 de Octubre del 
mismo año.) 
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RB0Ueso DE CASACIÓN (6 de Junio de 1898).—Sala segunda. — Lesiones. 
-—No ha lugar al interpuesto por Tomasa García y García (Audiencia de 
Salamanca), y se resuelve: 

Que es tnadmisible el recurso por infracción de ley cuando, con omisión de 
las prescripciones del art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal, no se 
hace expresión por el recurrente de los fundamentos del recurso consignándo- 
los en párrafos numerados, ni se razona el problema jurídico que se plantea, 
mi, finalmente, se invoca el precepto del art. 849 de la citada ley, aplicable á la 
cuestión propuesta. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Toma- 
sa García y García contra sentencia de la Audiencia provincial de Sala- 
manca, en causa procedente del Jnzgado de instrucción de dicha ciudad, 
seguida á la García, por lesiones menos graves 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 31 de Enero último, 
contiene el siguiente: 
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Primero. Que como á las siete y media de la tarde del 29 de Julio úl- 
timo, pasó Benito López por la calle de Raspagatos de esta ciudad, encon- 
trando á la puerta de su casa á Tomasa García, alias la Morena, la que al 
verle le escupió, sin contestarla una palabra por tal acción; que sobre las 
nueve de la misma noche volvió á pasar el referido Benito por dicha ca- 
Ue, hallando en la esquina de la misma á la expresada Tomasa, quien al 
verle otra vez le insultó llamándole cabrón, por lo que el Benito se inco- 
modó y empesaron á disputar los dos, y retirándose la Tomasa á su casa, 
salió al balcón y volviendo á insultar nuevamente al Benito, le tiró una 
piedra, con la que le produjo una herida en la parte postero-superior ix- 
quierda de la cabeza, de forma estrellada, que hizo precisa la asistencia 
médica por espacio de diecinteve días para obtener su curación sin defec- 
to ni deformidad; hechos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen el delito de lesiones menos graves, de que es autora la proce- 
sada Tomasa García y García, sin circunstancias modificativas de respon- 
sabilidad criminal, la condenó á la pena de dos meses y un día de arresto 
msyor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que á nombre de la procesada se ha interpuesto recurso 
de casación por infracción de ley, diciendo que autoriza su presentación 
el art. 847 de la de Enjuiciamiento criminal, y sin citar las loyes infripgi- 
das, alega que los hechos sólo constituyen una falta, y que el motivo de 
casación es el consignado en el núm. 1.* del art. 849: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
por no haberse cumplido con los requisitos que establece el art. 974 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, pues ni se consignan en párrafos numera- 
dos sus fundamentos, ni se citan las leyes que se supongan infringidas. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que en el recurso interpuesto á nombre de Tomasa Gar- 
cía, sobre no hacer expresión de sus fundamentos en párrafos numerados, 
ni se razona el problema planteado en el mismo, ni se citan las leyes que 
se suponen infringidas, ni se invoca el precepto del art. 849 de la ley de 
Enjaiciamiento eriminal, congruente con la cuestión propuestas; porque 
atribuyéndose á la Sala sentenciadora error en la calificación de los hechos, 
bajo el supuesto de su punibilidad, debió haberse fundado el recurso en el 
núm. 3.9 y no el 1.9 del referido artículo: 

Considerando, por lo tanto, que dicho recurso es inadmisible, por no 
haberse atemperado la representación de la procesada á las prescripciones 
del art. 874 de la citada ley de Enjuiciamiento en la interposición del 


Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del interpuesto á nombre de Tomasa García y García, á quien con- 
denamos en les costas y al pago de 125 pesetas, si mejorase de fortuna, 
por razón del depósito, que no ha constituído por su insolvencia; lo que se 
comunique al Tribunal sentenciador á los efectos procedentes. —(Sentem- 
cia Sy en 6 de Junio de 1893, ó inserta en la Gaceta de 12 de Ene- 
zo de 1894. 
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RECURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1893).—Sala segunda.—1nfrac- 
ión de la ley de Imprenta.—No ha lagar al interpuesto por D. José Uriba- 
rri Bergel (Juzgado de instrucción de Cáceres), ¿8 se resuelve: Ñ 

Que conforme al art. 19 de la ley de Policía de Imprenta de 37 de Julio 
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de 1883, las infracciones de dicha ley, no constitutivas de delito, serán corre. 
gidas gubernativamente con las penas en aquélla señaladas, otorgándose el 
recurso de apelación para ante el Juez de instrucción por los trámites señala. 
dos á los juicios verbales de faltas, sin que por eso desaparezca el carácter 
gubernativo de tales correcciones; siendo notoriamente improcedente, contra lo 
resuelto por el Juez de instrucción, el recurso de cdsación, tanto porque la ley 
de Policía no le otorga, cuanto porque las infracciones que dicha corrige 
mo forman parte del libro 3.0 del Código penal, no obstante que é se re- 
Jere aquélla al establecer la penalidad gubernativa. 


En la villa y corte de Madrid, á 6 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley “que ante Nos pende, interpuesto por Don 
José Uribarri Bergel contra sentencia del Juzgada de instrucción de Cá.- 
ceres, dictada en el juicio de faltas seguido al mismo por infracción de la 
doy de Imprenta: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 17 de Marzo último, 
contiene los resultandos siguientes: : 

Primero. Que con fecha 7 del actual, el Gobernador civil de esta pro- 
vincia, en uso de las facultades que le confiere la ley de libertad de Im. 
prenta, fecha 26 de Julio de 1883, impuso á D. José Uribarri Bergel, Di- 
rectoy del periódico que con el título de El Gazpacho se publica en esta 
capital, la multa de 125 pesetas por haber dejado de cumplir lo dispuesto 
en el art. 11 de dichadisposición, omitiendo la presentación en el Gobier- 
no de tres ejemplares de un suplemento al citado periódico, publicado en 
$ del actual: 

Segundo. Que no conformándose con esta resolución el precitado Don 
José Uribarri, apeló de ella para ante este Juzgado, y recibidos en él los 
antecedentes necesarios, se convocó á las partes al correspondiente juicio, 
que tuvo lugar en comparecencias celebradas en los días 165 y 17 del ac- 
tual, representando á la Autoridad gubernativa el Fiscal municipal Don 
Juan Hidalgo Viruete y acompañando al denunciado para hablar en sn 
nombre el Letrado D. José Fontán: j 

Tercero. Queen dichas comparecencias, por manifestaciones de las. 
partes y declaración de testigos, hase acreditado cuomplidamente que el 
sábado 4 del actual se presentaron en el Gobierno civil tres ejemplares 
del citado suplemento con fecha del día siguiente, ó sea del 5, y qne ante 
esta consideración, y teniendo además en cuenta que uno de los artículos 
insertos en dicho suplemento, refiriéndose al Gazpacho, se le llama nues- 
tro colega, dando con esto á entender que se trataba de otro periódico di- 
ferente, la Autoridad gubernativa, entendiendo que no se cumplía lo dís- 
puesto en ei art. 11, no se prestó á sellarlos, negando implícitamente su 
autorización para publicarlo: 

Resultando que el Juez sentenciador, fundado en que Uribarri omitió 
la presentación de los tres ejemplares del suplemento al periódico que di- 
rige en el acto de la publicación, como exige el art. 11 de la ley de Im- 
prenta, puesto que llevando fecha del 5 fueron presentados el 4, y en di- 
cho día 5 ni se reprodujo la pretensión ni nadie cuidó de consignar si la 
publicación estaba ó no autorizada, por lo que es manifiesta la infracción 
de aquel precepto, y la Autoridad gubernativa tuvo sobrada razón para 
impedir que circulasen, declaró procedente la multa impuesta, é impuso 
las costas á Uribarri: 

Resultando que éste ha interpuso recurso de casación por infracción 
de ley, fandado en el párrafo primero del art. 8949 de la de Enjuiciamiento 
e<rimina), citando como infringidos: , 

1.0 El art. 19, en relación con el 11 de la ley de Imprenta de 26 de Ja-- 
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lio de 1883, por cuanto en el caso de autos se llenó el requisito de dicho 
art. 11, como lo dice el Juzgado al declarar que se ha justificado cumplida. 
mente la presentación en el Gobierno civil de los tres ejemplares: 

2.0 El art. 11 citado, por cuanto resulta cumplida la exigencia de este 
precepto, aunque la presentación de los ejemplares tuviera lugar veinti- 
cuatro horas antes de su publicación: 

3.0 El art. 1.2 del Código penal, por haber sido penado por una omi- 
sión que no existe: 

4.0 El art. 2.0 del mismo Código, porque si el Juzgado creía que, no 
obstante el cumplimiento del art. 11, debiera ser objeto de sanción penal 
las erratas ó equivocaciones materiales, debió abstenerse de todo procedi- 
miento y limitarse á exponer al Gobernador las razones que le asistían 
para creer que debían ser objeto de sanción penal: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recorso, 
porque se trata de una falta de carácter gubernativo, con respecto á la cual 
no se da el recurso de casación, ni por la naturaleza de la falta ni por ex- 
presa disposición de la ley. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Lnis Lamas: 

Considerando que las infracciones de lo prevenido en la ley de Policía 
de la Imprenta de 27 de Julio de 1883 que no constituyan delito, con arre- 
glo al Código penal, serán corregidas gwbernativamente, dice el art. 19 de 
la misma, cón las penas que aquél señala para las faltas cometidas por me- 
dio de la imprenta, siendo por tanto de carácter meramente gubernativo la 
penalidad especial que á las indicadas infracciones señala la referida ley: 

Considerando que si bien de la imposición gubervativa de tal: as mul- 
tes puede apelarse para ante el Juez de instrucción, previo el depótito del 
importe de aquéllas, cuya Autoridad debe resolver sobre la procedencia ó6 
improcedencia de la condensa, siguiendo la tramitación establecida para 
las alzadas en los juicios verbales de faltas, esta tramitación de la ley 
común, así como la competencia que para resolver la apelación le confiers 
expresamente el precitado art. 19 de la ley antes citada, no altera ni mo- 
difica en lo más mínimo la naturaleza jurídica de la expresada pevalidad, 
que continúa siendo de carácter gubernativo, que por modo expreso y ter- 
Iminante le asigna dicho artículo: 

Considerando que, esto sentado, es notoriamente inadmisible el recurso 
de casación contra las resoluciones que por virtud de-aquel precepto legal 
dicten en esa materia, y con tal objeto, los Jueces de instrucción, puesto 
que la ley especial de Policía de la Imprenta no otorga á los infractores 
de sus disposiciones ese recurso extraordinario, y las infracciones que 
preve y corrige no forman parte del libro 3.9 del Código penal, no obstante 
que á éste se refiera dicha ley al establecer la penalidad de aquéllas para 

castigarlas gubernativamente: 

Considerando, por último, que por las razones expuestas la sentencia 
reclamada no está comprendida en las que taxativamente expresa el ar- 
tícalo 84 de la ley de Enjuiciamiento criminal, contra las cuales procede, 
según el mismo, recurso de casación por infracción de ley; , 
. — Fallamos que debemos declarar y declaramos no baber lugar á la admi. 
sión del interpuesto á nombre de D. José Uribarri Bergel, y le condena- 
.mos en las costas y pórdida del depósito constituído; comaníquese esta 
resolación al Juzgado sentenciador á los efectos consiguientes. —(Senten- 
.cia pnblicada en 6 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta de 12 de Enero 
de 1894.) : 
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RECURSO DE CASACIÓN (7 de Junio de 1893).—BSala segunda.— Contra- 
bando.— Ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado (Audiencia 
de Palma), y se resuelve: 

Que según el núm. 4.0 del art. 22 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, 
en los delitos de contrabando y defraudación es circunstancia agravante la de 
que los delincuentes lleven armas, aun cuando éstas sean de las de uso ne 

ohibido: 

E Que la pena señalada á los delitos de contrabando y defraudación es la de 
multa, mayor del triplo y menor del céntuplo del valor de lo aprehendido 
aplicable en su graduación del máximo al minimo, según el número y enti ¿d 
de las circunstancias agravantes ó atenuantes, debiendo, cuando son varios 
los procesados, estimarse la pena, no e el valor de los géneros ocwpados é 
cada uno, sino vor el total importe la aprehensión, puesto que todos los 
culpables responden en consún como autores del mismo delito. 


En la villa y corte de Madrid, á 7 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el 
Abogado del Estado contra la sentencia pronunciada por la Sala de justi- 
cia en la Audiencia de Palma, en causa por contrabando, seguida á Juan 
Oliver Romaguera y Luis Miranda Alvarez: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Palma, por sen- 
tencia de 10 de Marzo último, aceptó los resultandos y considerandos de 
la dictada en 11 de Abril de 1889 por el Juez de instrucción del distrito de 
la Catedral de aquella ciudad, que consigna los primeros en la forma 
siguiente: 

Resultando que practicando el carabinero preferente José Bernarda 
el servicio de su instituto por la puerta Pintada de esta ciudad, por donde 
transitaba un carro montado por los procesados, 6 infundiéndole sospe- 
chas, lo hizo parar por el carabinero de servicio en la citada puerta, y 
reconocidos que fueron los expresados sujetos, resultó que el conductor 
del carro, ó sea el Oliver, llevaba ocultas bsjo sus ropas siete pastillas de 
tabaco, y el Miranda, que iba con él, una pastilla igual, encontrándose 
además al primero un revólver cargado con una cápsula, cuyo género y 
arma ocuparon, resultando pesar aquél en limpio 500 gramos y valer tres 
pesetas 60 céntimos, cuyo comiso declaró la Junta administrativa: 

Resultando que obtenida la ratificación del acta por los carabineros, 
se dirigió el procedimiento contra los referidos Juan Oliver y Luis Miran- 
ds, y en indagatoria confesaron ser ciertos los hechos consignados en acta, 
si bien ambos alegaron haber adquirido el género de un payés desconoci- 
do, y el Oliver añadió además haber encontrado en medio del camino el 
revólver que se le ocupó: 

Resultando que reclamados los antecedentes penales acerca de los pro- 
cesados, nada aparece en contra de los mismos: 

Resultando que comunicada la cauea al Sr. Abogado del Estado, este 
funcionario formuló su escrito de acusación y calificó el hecho porque se 
procede de delito de contrabando, y pidió que se impusiera á los procesa 
dos como autores del mismo, previa la confirmación del comiso declarado 
por la Administración, al Oliver la multa de 13 pesetas 50 céntimos y pago 
de la mitad de las costas, y al Mirenda la de una peseta 40 céntimos y 
restante mitad de costas, y además al primero la pena personal de un año, 
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cuatro meses y veintidós días de presidio correccional, y á ambos á sutrir 
subsidiariamente la pena personal por insolvencia de la multa: 

Resultando que comunicada la causa á los procesados, ambos, por me- 
dio de sus respectivas defensas, solicitaron su absolución libre con decla- 
ración de las costas de oficio: 

Resultando que en la antedicha sentencia se declaró que los hechos 
probados constituyen un delito de contrabando, del que son respousables 
en concepto de autores Juan Oliver y Romaguera y Luis Miranda Alvarez,. 
que han incurrido en la pena de multa en cantidad del triple al séxtuplo 
del valor del género aprehendido, con la circunstancia atenuante del 
escaso valor de aquél; y vistos los artículos 18, 23, 24, 25 y 83 del Real 
decreto de 20 de Junio de 1882, condenó á cada uno de dichos dos autores 
á la multa de 13 pesetas 50 cóntimos el primero, y una peseta 40 céntimos 
al segundo, y en una mitad de las costas, con el apremio personal en su 
caso, cuya sentencia confirmó la referida Sala de justicia de la Audiencia 
de Palma, reduciendo la pena impuesta á Oliver Romaguera á la multa de 
10 pesetas, en cuyo extremo únicamente la revocó, imponiendo las costas 
de segundainstancia: 

Resaltando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Abogado del Estado que se ha inter- 
puesto autorizado por el art. 96 del Real decreto citado, y los números 
6.0 y 6.9 del art, 849 de la ley de Eujuiciamiento criminal, citando como 
infringidos: 

),0 El art. 25 del expresado Real decreto sobre contrabando, en cuanto 
se ha impuesto la multa, sin atenerse á lo que el mismo preceptúa: : 

2.0 El núm. 4.9 del art. 22 del mismo, en cuanto no se ha estimado la 
A agravante de llevar armas, habiéndose ocupado un revólver 
al Oliver: 

8.0 La regla 4.2 del art. 82 del Código penal, en cuanto no se ha hecho 
Ja compensación entre las circunstancias apreciadas: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el 
Ministerio fiecal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael! Solís: 

Considerando que, según el núm. 4.0 del art. 22 del Real decreto de 20 
deJunio de 1882, es la circonstancia agravante en Jos delitos de contra- 
bando y defraudación, la de que lleven armas los delincuentes, aun cuan- 
do éstas sean de las permitidas por reglamento; y declarándose probado 
en la sentencia reclamada que al reo Oliver le fué hallado una pistola 
cargada con una cápsula cuando los carabineros ocuparon las siete pasti- 
llas de tabaco que llevaba ocultas, siendo evidente que en el delito, ohjeto 
del recurso concurre demostrada esta circunstancia agravante, que debió 
tomarse en consideración por la Audiencia de Palma, y al no verificarlo 
incurrió en el error de derecho que se le atribuye, infringiendo el art. 22, 
núm. 4.0 del citado Real decreto. 

Considerando que de conformidad á lo establecido en los artículos 21 
y 25 del referido Real decreto, las penas señaladas á los delitos de contra- 
bando y defraudación es la de malta que no baje del triplo ni exceda del 
séxtuplo del valor del género aprehendido, aplicándose en mayor ó menor 
graduación desde el máximum al mínimum, según el número y entidad 
de las circunstancias agravantes ó atenuantes concurrentes: 

Considerando que siendo el valor total del género aprehendido el de 
3 pesetas 60 céntimos, y Ja calificación aceptada la de constituir los hechos 
probados un solo delito de contrabando con la participación de autores de 
él los dos procesados y con el concurso de la circunstancia atenuante del 
escaso valor del género aprehendido, es notorio el error de derecho en que 
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4ncurrió el Tribunal a guo en la división y aplicación de la pena de multa 
respecto á Oliver, porque debiendo tener en cuenta el total importe del 
género aprehendido, lo bizo. sólo del ocuopado á cada uno cuando ambos 
sesponden en común como autores del delito, y respecto é Oliver per 
aplicar la pena en el grado mínimo en lugar del medio que le corresponde 
por la compensación de las circunstancias concurrentes; y 

Considerando que por las razones legales expuestas de que prescindió 
la Audiencia de Palma se cometieron por ésta los errores de derecho é$ 
infracciones legales que en el recurso se señalan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recarso 
de casación interpuesto por el Abogado del Estado, contra Ja sentencia 
pronunciada por la Audiencia de Palma, la cual casamos y anulamos, de- 
C<larando de oficio las costas; comuniquese esta resolución con la queá 
continuación se dicta al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.— 
(Sentencia publicada en 7 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta de 26 de 
Octubre del mismo año.) 


237 


ComPETENCIA (7 de Junio de 1893).—Sala tercera, — Lesiones.—Se de 
clara corresponder á la jurisdicción ordinaria la suscitada entre el Capitán 
general de Galicia y el Juez de instrucción de Ortigueira, y se resnelve: 

Que cuando de las actuaciones sumariales no aparecen méritos bastantes 
para estimar que el hecho procesal constituye un delito cuyo conocimiento esté 
reservado á la jurisdicción de Guerra, y que por tal razón el fuero de ésta so 
meta á los paisanos procesados, corresponde conocer de la causa á la jurisdio 
ción ordinaria. 


En la villa y corte de Madrid, á 7 de Junio de 1893: 

Resultando que en 2 de Febrero de este año, Domingo López Bouza, 
Rosendo López Airado y Aquilino Corral Fernández, vecinos de Puentes, 
dirigieron escrito al Juez municipal de la misma villa, manifestando: que 
los dos primeros se hallaban jugando en la noche anterior con otros dos 
enjeton en el café de dicha población, y como á las doce llegó el sargento 
de la Guardia civil del puesto, Vicente Rodríguez Fuentes, con un comi: 
* sionado de apremio contra el Ayuntamiento, entrando á los pocos momer- 
tos Aquilino Corral, y reauidos todos siguieron jugando hasta las cinco de 
la mañiana, y al marcharse pidieron vino, que el mozo no quiso servirles, 
por lu que, á invitación de Domingo López, marcharon á casa de éste, 
donde comieron y bebieron, hasta que después de estar algo contentos, 
principiaron á divertirse, incluso el indicado sargento; que como éste us 
bía bebido mucho se despojó del sable y del correaje, y se agarró al Ro 
sendo López, cayendo el -primero contra un cepo de madera que tenía 
ynnque y causándose en la frente algunas lesiones; mas como no podía 
sostener8a, hubo que llevarlo hacia la cocina, hasta que se presentaron 
dos guardias á buscarlo, siendo después los exponentes detenidos por la 
citada fuerza en la cárcel municipal: 

Resultando que incoado sumario por el Juzgado de instrucción de Or 
tigueira en averiguación de los hechos expresados, como también por un 
Juez militar, contra los paisanos Domingo y Rosendo López y Aquilino 
Corral, como presuntos autores de las lesiones sufridas por el sargento 
Rodríguez Fuentes, el Capitán general de Galicia requirió de inhibición al 
primero, exponiendo en su apoyo: que por el resultado de las diligencias 
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«militares se jastificaba que con motivo de la feria que se celebró en Puen- 
tes de García Paredes en 1.0 de Febrero, para sorprender á la gente sospe- 
<chosa, la Guardia civil del puesto desempefió el servicio que le estaba en- 
comendado, continuándolo por la noche una pareja vigilada por el citado 
sargento, que tuvo con ella tres entrevistas en distintos sitios; que sobre 
las siete de la mañana, al pasar el sargento, con otro sujeto, por delante 
de la casa de Domingo López, salió de ella Manuel Ferro, que invitó al 
compañiero del sargento, como conocido suyo, á que entrara, cogiéndole 
del brazo, para vencer la resistencia que oponía, y quedando fuera el sar- 

to; pero como al poco rato oyera voces, penetró en la casa, donde en- 
contró al dueño de ella, á Rosendo López, Aquilino Corral, José María 
Fernández, Manuel Ferro y su compañero D. Marcelino Martínez, dispa- 
tando sobre quién debía pagar el gasto hecho, concluyendo por insultar al 
último y por lesionar los tres primeros al repetido sargento, que en cum- 
plimiento de un inexcusable deber se había limitado á calmar los ánimos 
excitados, é impedir que se acometieran; que en el hecho de lesionar al 
mencionado sargento estaba bien marcado el delito de insulto á fuerza 
armada, puesto que tenía su uniforme y armas reglamentarias y prestaba 
todavía el servicio de vigilancia, no pudiendo excusar, sin infringir las 
disposiciones de su reglamento, el intervenir en una disputa que alteraba 

-€el orden, estuviera Ó no de servicio; que si bien algún testigo manifestó 
que el sargento se reunió con los procesados en el café, cuando éstos se 
hallaban allí, en la noche del 1.0 de Febrero, las declaraciones terminantes 
de otros, entre ellos el mozo que les sirvió, no permitían atender aquella 
indicación; que, además, aparecía que alguno de Jos azresores tenía resen- 
timientos contra el precitado sargento, porque la Guardia civil prohibió 
una cencerrada que pretendía darse al Secretario del Ayuntamiento; que 
tales hechos constituían el expresado delito de insulto á fuerza armada, 
penado en el art. 264 del Código de Justicia militar, y el núm. 4.0 del ar- 
tículo 7.0, así como igual número del 350 de la Jey orgánica del Poder ju- 
dicial, atribuían privativamente su competencia á la jurisdicción de 
Guerra: 

Resultando que el Juzgado de instrucción de Ortigueira no dió logar 4 
la inhibición propuesta, por ser competente la jurisdicción ordinaria para 
el conocimiento del samario, fundado en que las disposiciones invocadas 
por la Autoridad militar no podían estimarse de aplicación al caso, por 
ecnanto de lo actuado en dicho sumario no resultaba demostrado que el 
sargento Rodríguez Fuentes estuviéra en funciones del servicio cuando 
ocurrió el hecho perseguido, sino que concurrió en la noche del 1 al 2 de 
Febrero, primero al cafó de Puentes, ocupándase en jugar con los allí pre- 
sentes, y marchando después von los mismos á la casa de uno de ellos, en 
la que permaneció comiendo y bebiendo basta el exceso; que la presencia 
del expresado sargento en el café y casa dichos, no cabía apreciarla como 
un acto del servicio, puesto que si bien alegaba que en la noche indicada 
desempeñaba el de vigilar y rondar la población, en virtud de orden del 
Alcalde, tal alegación estaba desvirtuada en contrario por los hechos y 
otras declaraciones obrantes en el samario, que confirmaban los mismos, 
ó6 invocó, por último, la doctrina establecida por este Tribunal Supremo 
en 25 de Octubre de 1882, 19 de Enerpg de 1885 y 22 de Febrero y 4 y 81 
de Mayo de 1886: 

Resultando que ambas Autoridades insistieron en sus resoluciones, y 
elevaron las respectivas diligencias á este Tribunal Supremo, en el que el 
Ministerio fiscal es de dictamen que por el resultado actual de las actua- 
ciones procede resolver el conflicto á favor de la jurisdicción ordinaria: 

Siendo Ponente el Magistrado D. Francisco Toda: 
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Considerando que el resultado de las diligencias hasta aquí practicadas: 
no ofrece méritos bastantes para estimar que el hecho que se persigue 
constituya delito cuyo conocimiento competa á la jurisdicción de Guerra, 
y que el fuero de ésta someta á los paisanos procesados; 

Se declara que el conocimiento de la causa referida corresponde á la 
jurisdicción ordinaria; y en su consecuencia, remítanse todas las actuacio- 
nes, con certificación de este auto, al Juez de instrueción de Ortigueira, 
para los efectos procedentes en dereeho; particípese lo résuelto al Capitán 
general de Galicia, y publíquese dentro de diez días en la Gaceta de Ma- 
drid, y á su tiempo en la Colección legislativa.—(Auto publicado en 7 de Ju- 
nio de 1893, 6 inserto en la Qaceta de 19 de Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (8 de Junio de 1893).—Sala segunda. — Atentado. 
—No ha lugar al interpuesto por Nemesio López Do Pozo (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

la diferencia sustancial entre el delito de atentado definido en el nú- 
mero 2.9 del art. 263 del Código penal, y el de resistencia previsto en el 265 
del propio Código, está en que el primero de dicho delitos se determina por ac- 
tos de aoometimiento; fueria ó intimidación del culpable contra la Autoridad 
ó sus agentes, mientras que el segundo se genera por una situación pasiva 
contraria á la ley, e riego fuerza de inercia que impide ó estorba el 
timo ejercicio de , por lo cual es indiscutible que los actos atribuidos 
al procesado de haber dado un mordisco á un guardia de seguridad y después 
E bofetón á un cabo de la misma fuerza, son constitutivos de atentado y no 

resistencia. 


En la villa y corte de Madrid, á 8 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Neme 
sio López Do Pozo contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo cri.- 
minal de la Audiencia de esta corte, en causa por atentado: 

Resultando que la expresada sentencia contiene los hechos en el re- 
sultando siguiente: 

Resultando probado que en la madrugada del día 10 de Agosto del afio 
último, el procesado Nemesio López, que se hallaba embriagado, y con 
gran excitación, promovió un fuerte escándalo en el almacén de ultrama- 
rinos de la calle de Don Martín, núm. 4, por lo que tuvieron que interye- 
nir los guardias de Orden público, y como se resistiera á obedecerlos, le 
ataron para conducirlo á la Delegación, y resistiendo dió un mordisco en 
un brazo al guardia Menéndez, y una vez llegado á la Delegación y des 
atado, dió una bofetada al cabo de partidas Antonio Elvira, por lo que tu- 
vieron que sujetarle nuevamente y encerrarle, llevándole después á la Oasa 
de Socorro, donde le fué curada una contusión en el parietal izquierdo y 
excitación nerviosa: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte 
calificó estos hechos como constitutivos del delito de atentado, previsto 
en el núm. 2.9 del art. 263 y párrafo último del 264 del Código penal; y 
declarando autor del mismo al procesado Nemesio López, con la circuna- 
tancia atenuante de embriaguez, le condenó á dos años, once meses y Once 
días de prisión correccional, con sus accesorias, multa de 250 pesetas y 
costas, y declerándole con derecho al abono de la mitad del tiempo de pri- 


sión sufrida; 
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Resultando que contra esta sentencia se interpuso por el penado re- 
curso de casación, fundándolo en el núm. 3.0 del art. 849 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, y citando como infringidos los artículos del Código 
penal 263 y 264, por indebida aplicación, y el 263, por no haberse aplicado: 

Resultando que admitido el recurso, fué impugnado en el acto de la 
vista por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: a 

Considerando que entre el delito de atentado, definido en el núm. 3. 
del art, 263 del Código penal y el de resistencia, previsto en el 265 del 
mismo Código, se da la diferencia sustancial, sin otra excepción que la que 
resulta de entrafiar la resistencia gravedad, en cuyo caso se convierte en 
atentado; que el primer delito se determina por actos de acometimiento, 
fuerza ó intimidación del agente contra la Autoridad ó sus delegados; 
mientras que el segundo se genera por una situación pasiva contraria á la 
ley Ó por una fuerza de inercia que impide ó estorba en su ejercicio las 
funciones legítimas de aquéllos: 

Considerando que, según esta doctrina, derivada de los mismos textos 
legales, es inconcuso que el delito cometido por Nemesio López no puede 
ser otro que el de atentado contra agentes de la Autoridad, puesto que, 
según se declara en la sentencia, dió primeramente un mordisco á un guar- 
dia de Seguridad, y después un bofetón á un cabo de la misma fuerza, 
cuando por el escándalo que estaba produciendo en la calle, y por su des- 
obediencia le ató el primero, y cuando fué desatado en el momento de lle- 
gar á la Delegación del distrito: 

Considerando, en su virtud, que la Sala sentenciadora no ha incurrido 
en el error de derecho que se le atribuye, ni cometido las infracciones le- 
gales que se denuncian en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto contra la mencionada sentencia por Nemesio López, á quien conde- 
namos en las costas, y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si 
mejorase de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador 
á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 8 de Junio de 1893, 6 in- 
serta en la (aceta de 26 de Octubre del mismo año). 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Disparo 
Nr ha lugar al interpuesto por Segundo Vigón Palacio (Au- 

iencia de Oviedo), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso por infracción de ley cuando fundado éste 
en error que se supone cometido al estimar los hechos probados como motivo 
de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, no se cumple 
por el recurrente el precepto ineludible del art. 874 de la ley de Enjuicia- 
miento ¿riminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Junio de 1893, en el récurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Se- 
gundo Vigón Palacio contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Oviedo, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instruc- 
ción de Siero por disparo de arma de fuego y lesiones graves: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 28 de Marzo últi. 
mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

: Primero. Que en ocasión de hallarse ambos trabajando en las minas 
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de Sans, la tarde del 29 de Junio del aio último, surgió entre Segundo 
Vigón y Antonio Montes, por insignificante motivo, una disputa en la que, 
después de cruzarse algunas palabras, el último asestó al primero un 
golpe con el candil del trabajo, haciéndole caer al suelo, y levantándose 
Vigón, disparó sobre su contendiente los dos tiros de una pistola, causán- 
dole una contusión en la región parietal izquierda, y en el ojo del mismo 
lado una herida que curó á los veintitrés días, pero con pérdida de la vi- 
sión en el mismo y con imposibilidad de continuar dedicándose á su oficio 
de minero; hechos que declaramos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
como constitutivos de dos delitos cometidos en un solo acto, uno de dis- 
paro de arma de fuego contra determinada persona, y otío de lesiones 
graves comprendido en el núm. 2.0 del art, 431 del Código penal, de los 
cuales es sutor el procesado Segundo Vigón Palacio, y aplicando el ar- 
tículo 90 del mismo Código, y resolviendo la duda que existía acerca de 
quién inició la disputa en favor del reo, apreció por equidad la circune- 
tancia atenuante 7.* del art, 9.0, porque todo hace creer, dice, que sin el 
golpe de candil, imprudentemente asestado por el ofendido al procesado, 
éste no hubiera hecho uso de la pistola, en fuerza de lo cual condenó á 
Vigón á cuatro años, once meses y once días de prisión provisional (así 
dice), debiendo entenderse correccional, accesorias correspondientes, in- 
demnización de 1.000 pesetas y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casa. 
ción por infracción de ley la representación de Seguudo Vigón Palacio, 
autorizado por los números 3.0 y 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art, 423 del Código penal, que no es aplicable, cuando el hecho 
del disparo es constitativo, como en el presente caso, de un delito más 
grave, como lo es el de las lesiones causadas con aquél: 

2,0 Elart. 431, núm, 2.0, del mismo Código, por haberse impuesto al 
recurrente pena mayor que la que señiala, habiendo concurrido una cir- 
cunetancia atenuante: 

3. El art. 9.0 del propio Oódigo, por haberse aplicado indebidamente 
al caso de autos, toda vez que no constituye éste más de un delito; 

Y 4.0 El art, 90 del repetido Código, en sus circunstancias 1.*, 8,2, 4.2 
y 5.2, pues de los hechos declarados probados se deduce que concurrieron 
casi todos los requisitos del núm. 4.9 del art. 8.9, referente á la propia de- 
fensa, siendo también incuestion able que el delincuente no tuvo inten- 
ción de causar un daño de tanta gravedad, que precedió provocación y 
amenaza adecuada de parte del ofendido, y que el agresor obró en vindi.- 
cación próxima de una ofensa grave, cuyos hechos constituyen cuatro 
circunstancias atenuantes muy calificadas, las que deben agregarse á la 7.2 
del mismo artículo que el Tribunal aprecia, y que hacen procedente la 
aplicación de la regla 5.* del art. 82 del Código penal, y consiguiente- 
mente la imposición de la pena inferior en grado á la señalada para el de- 
lito en el grado mínimo: 

Resultando que el Ministerio fiscal no se opuso á la admisión del re- 
curso, no obstante lo cual se ha señalado día para la vista de admisión, 
de conformidad al art. 883 de la ley de Eajuiciamiento criminal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que la defensa del recurrente, no sólo supone en la sen- 
tencia reclamada error de derecho en la calificación jurídica de los he- 
chos declarados probados y en la determinación de la pena impuesta á su 
defendido, sino que alega como cuarto motivo del recurso la intracción 
del art. 9.0 del Código penal, en sus números 1.*, 3.9, 4.0 y 5.0, que preven 
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Hechos constitutivos de otras tantas circunstancias atenuantes, las cuales 
ban concurrido en el delito de autos, á juicio de la parte recurrente, y no 
se estiman en la referida sentencia como han debido estimarse, en su opi- 
mión, al imponer la penalidad: 

Considerando que si bien be citan para autorizar el recurso los núme- 
yOS 3.0 y 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que se re- 
fieren á los dos primeros indicados errores de derecho, ó sea á los come- 
tidos al calificar el hecho y determinar la pena imponible, no se cita el 
núm. 5.0 de dicho artículo, que lo autoriza cuando se suponga error de 
derecho al estimar los hechos declarados probados en concepto de cir- 
eunstancias modificativas de la imputabilidad, cuyo error se atribuye 
también por el recurrente á la sentencia recurrida en el cuarto motivo de 
casación; z 

Considerando, por tanto, que.el recurso es inadmisible por tal motivo 
por no haberse cumplido en cuanto al mismo el precepto i:eludible de 
art. 874 de la expresada ley; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del interpuesto á nombre de Segundo Vigón Palacio contra la 
referida sentencia dictada el 28 de Marzo último por la Sala de lo crimi.- 
nal de la Audiencia de Oviedo, por el expresado cuarto motivo en que el 
recurso se funda; y respecto á Jos otros tres motivos, admitido y concluso 
para la vista.—(Sentencia publicada en 9 de Junio de 1893, é inserta en 
la Gaceta de 26 de Octubre del mismo afñio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893).—Sala segunda.—Rodo y 
Aomicidio.—No ha lugar al admitido en beneficio de Emeterio Salinas Cas- 
tro, Enrique Callejo y otro (Audiencia de Segovia), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso de casación admitido de derecho en beneficio 
de los reos, cuando ni los defensores de éstos, ni el Fiscal, ni la Sala, después 
de examinada la causa, encuentran motivos para casar la sentencia, y tam- 
bién cuando supuesto error de derecho, éste no altera la virtualidad de la pena 


impuesta. 


En la villa y corte de Madrid, 4 9 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación que ante Nos pende, admitido de derecho en beneficio de Eme- 
terio Salinas Castro, alias Bonete, Enrique Callejó Lobo, alias el Lobo, y 
Aquilino Velázquez Marugán, contra la sentencia pronunciada por la Au- 
diencia provincial de Segovia, en causa por robo y homicidios: 

. Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 28 de Febrero último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que el Jurado ha pronunciado en esta causa el veredicto, 
que contiene las preguntas y respuestas sigulentes: «Pregunta primera, 
Emeterio Salinas Castro, ¿es culpable de haber sustraído el 30 de Mayo 
último, de la casa que en esta ciudad, y en compañía de una criada anciana 
habitaba D. Alejandro Babín Masson, de setenta y tres años de edad, la 
cantidad cuando menos de 3.375 pesetas, un reloj de oro, valuado aproxi 
madamente en 70 pesetas; otro de plata, tasado en 10 y unas tijeras sin 
valor apreciable?—S1.—Segunda. Enrique Callejo Lobo, ¿es culpable del 
hecho referido en la pregunta anterior? —S1.— Tercera. Aquilino Veláz- 
quez Marugán, ¿es culpable del hecho á que se refieren las dos preceden- 
tes preguntas? —S1.—Cuarta, Los culpables ó el culpable del hecho á que 
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se contraen las tres anteriores preguntas, ¿dieron muerte darante su per- 
manencia en la casa en que se realizó, á la criada Isabel García, por sofo- 
cación, y á D. Alejandro Bahín, por extrangulación, con un lazo corredizo 
para facilitar la ejecución de aquél y ocultarle?—Si—Quinta. Aquilino Ve- 
lázquez Marugán, ¿es culpable de haberse aprovechado de los efectos del 
delito de que se an teniendo conocimiento de su perpetración, sin ha- 
ber intervenido en ella con actos anteriores Y simultáneos? —No.—Sexts. 
El hecho de que se trata, ¿se ha ejecutado penetrando el culpable ó culpa- 
bles en la casa de D. Alejandro Bahín, poco después de las dos de la ma- 
drugada del referido día 30 de Mayo, saltando la pared de tres metros de 
altura que circula en todo su perímetro el jardín de la misma casa, que 
está contiguo y en comunicación directa en ella?—S1.—Séptima. ¿Salieron 
de la casa los culpables ó el culpable á las nueve de la noche del referido 
30 de Mayo, por el mismo punto que habían penetrado valiéndose de una 
escalera de mano?—81.—Octava. Al penetrar en casa de D. Alejandro Babín, 
¿iba Aquilino Velázquez Marugán armado de un cuchillo?—S(.—Noyena. 
Los culpables ó el culpable, ¿acometieron á Isabel García súbita é inespera- 
damente, cuando entró á cuidar los gatos en una pajera, donde aquéllos se 
hallaban ocultos? —81.-— Décima. ¿Se acometió también inesperada y súbi- 
tamente, por el culpable ó culpables, á D. Alejandro Bahín, en el momento 
en que, habiendo regresado á su casa á las dos de la tarde, bajaba la esca- 
lera llamando á la sirviente? —8í.-—Undécima. Aquilino Velázquez Maru- 
gán, ¿ba sido anteriormente condenado en una sola causa, á un afíio y un 
día de presidio correceional por robo, y á 125 pesetas de multa por tenta.- 
tiva del mismo delito?-—S1.—Duodécima. ¿Concibieron los culpables la 
idea de ejecutar la sustracción de cantidades y efectos de la casa de Don 
Alejandro Bahín, dos meses antes del día en que se verificó, y celebraron 

varias conferencias entre ellos para ponerse de acuerdo? —SÍ —Décimater- 
- Oera. En la ejecución del hecho, ha concurrido la circunstancia de que en la 
noche del 23 de Mayo último, Aquilino Velázquez Marugán y Enrique Ca- 
llejo Lobo, habiendo encontrado á Emeterio Salinas Castro le incitaron á 
que fuese con ellos á la casa de D. Alejandro Bahín, y como rehusara le 
amenazaron gravemente? —No.—Décimacuarta. ¿Le manifestaron también, 
al aconsejarles que desistieran de su propósito, que le matarían si no les 
acompañaba?—No.—Décimaquinta. ¿Le cogieron después entre los dos, ó 
sea entre Aquilino Velázquez y Enrique Callejo, y le llevaren á ejecutar 
el hecho?—No.—Décimasexta. Durante el tiempo que permanecieron den- 
tro de la casa de D. Alejandro Babín, ¿tuvo Emeterio Salinas á un lado á 
Velázquez y á otro á Callejo?—No.—Décimaséptima. ¿Quiso evitar Eme- 
terio Salinas la muerte de D. Alejandro Babín y la de su criada?—No.— 
Décimaoctava. ¿Trató el mismo Emeterio Salinas de huir por la puerta 
principal de la expresada casa, y al intentarlo ató fuertemente Enrique el 
pestillo de la misma? —No.—Décimanovena, En la ocasión á que se. con- 
trae la anterior pregunta, le amenazaren de nuevo con la muerte Aquilino 
Velázquez y Enrique Callejo? —No»: 

Resultando que la Audiencia provincial de Segovia declaró que los he- 
chos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen un delito de 
robo, eon motivo ú ocasión del cual se cometieron dos homicidios, pre- 
visto y penado en el núm. 1.0 del art. 516 del Código, en relación con 
el 515, del que son responsables, en concepto de autores, Emeterio Salinas 

tro, Enrique Callejo Lobo y Aquilino Velázquez Marugán, con las cir- 
cunstancias agravantes 2.*, 7.2, 15, 20 y 21 del art. 10 y la 18 de dicho ar- 
tículo, en relación únicamente á Aquilino Velázquer; J vistos los artículos 
citados y demás concordantes de aplicación del referido pd la ca- 


lMficación establecida y circunstancias apreciadas, condenó á dichos tres 
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autores á la pena de muerte, que se ejecutará en la forma prevenida por 
la ley y en el sitio destinado al efecto, en la ciudad de Segovia, con las ac- 
cesorias de interdicción absoluta perpetua, para caso de ser indultados de 
la pena principal, sí no se remitiera expresamente, y en una tercera parte 
de costas cada uno, restituyendo á la herencia de D. Alejandro Bahín Mas- 
.son la cantidad de 3.445 pesetas, con deducción del importe del metálico 
y reloj ocupado á Emeterio Salinas, lo que con las tijeras también ocupa- 
-das se entregarán á dicha herencia, con otras declaraciones de ley: 

Resultando que remitida la causa á este Supremo Tribunal, en virtud 
del recurso admitido de derecho por la representación y defensa nom- 
brada de oficio á dichos tres penados, se manifestó no encontrar motivo 
para sostener el recurso, ni por quebrantamiento de forma ni por infrac- 

-ción de ley, manifestación que ha reproducido el Ministerio fiscal al ins- 
truirse del recurso, y después en el acto de la vista. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que procede desestimar el recurso dé casación admitido 
de derecho, cuando ni los defensores de los reos, el Fiscal, ni la Sala, des- 
pues de examinada la causa, encuentran motivos de forma ó de fondo para 
casar la sentencia, ó cuando supuesto un error de derecho no altera la vir: 
tualidad de la pena impuesta: 

Considerando que la calificación de delito de robo con violencia en las 
personas, con ocasión del cual resultaron dos homicidios, que el Tribunal 

-sentenciador hace, así como la participación de autores que les atribuye 
á los procesados en esta causa, es acertada y hecha con arreglo á la ley, 
por ser el concepto jurídico que merecen los hechos afirmados por el Ju- 
tado en el veredicto: 

Considerando que de esos mismos hechos declarados por el Jurado se 
desprenden también las circunstancias agravantes 7.2, 15, 20 y 21; y con 
respecto al procesado Aquilino Velázquez, además de las referidas, la 18 
del e 10 del Código penal, apreciadas por la Audiencia provincial de 

a 

Considerando que aun en el supuesto de que pudiera ser motivo de dis- 
cusión y de duda la circunstancia agravante 3,2 del referido art. 10, tam» 
bién estimada en la sentencia que motiva el presente recurso, porque si 
bien en las preguntas novena y décima se afirma por el Jurado la acome- 
tida súbita ó inesperada de los procesados, á la criada primero y al Don 
Alejandro después, no se determina el momento en que se les privara de 
la vida, ni tampoco si fué consecutiva á la brusca 6 inesperada acometida, 
ni las circunstancias con que lo llevaron á efecto, omisiones óstas que en- 
.gendran la duda, si la muerte de ambos se ejecutó con el empleo de me- 
-dios, modos y formas y con las seguridades que requiere la alevosía; pero 
como esta circunstancia en el presente caso, aun supuesta su inexistencia, 
no afectaría á la pena impuesta, atendido el número de agravantes que en 
el delito han concurrido, y en la falta de toda atenuante, es inútil resolver 

- si está ó no debidamente apreciada: 

Considerando que examinada la causa á que este recurso se refiere, no 
aparece cometido defecto de forma, ni en la sentencia infracción alguna de 
ley por la cual proceda an casación; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar 21 recurso 
sdmitido de derecho en beneficio de Emeterio Salinas Castro, alias Bonete, 
Enrique Callejo Lobo, alias Lobo y Aquilino Velázquez Marugán, contra 
la sentencia dictada por la Audiencia provincial de Segovia, y declaramos 
las costas de cficio; pase esta causa, con el rollo de su razón, al Ministerio 
fiscal, á los efectos del art. 953 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y á 
su tiempo comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador, con de- 
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volución de la causa original, á los efectos oportunos.—(Sentencia publ 
cada en 9 de Junio de 1893, ó6 inserta en la Gaceta de 28 de Octubre del 


zaismo año.) 
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RECURSO DE CABACIÓN (9 de Junio de 1893.—Bala segunda.—Robo.— 
Ha lugar al interpuesto por Encarnación Lara Ruiz (Audiencia de San- 
tander), y se resuelve: 

Que es condición esencial á la existencia juridica de todo delito ó falta, 
la libre voluntad del agente, y sin la concurrencia de tal elemento, no puede 
aquél ser responsable en ninguna de las categorías establecidas por el art. 11 
del Código penal: 

Que la voluntariedad en el sujeto responsable es una presunción jnris tan- 
tum, la eual desaparece cuando por modo legal consta lo contrario, dando en- 
tonces lugar á la irresponsablidad absoluta ó relativa, según que las causas 
dejerminantes de la acción justifiquen la exención tutal del agente, ó sola- 
mente atenúen su culpa: : 

Que conforme á esta doctrina y al texto literal del art. 315 del citado Co 
digo, no son responsables del delito de robo, nú como autores ni como cómpli- 
ees, los que no obstante haber tomado parte material en su ejecución, no han 
obrado con voluntad libre, sino cohibidos por una fuerza moral determinante 
del acto ejecutado, sin intención de lucro, ni concierto voluntario para reali- 
sar el delito. 

Que se encuentra en la expresada situación jurídica, quien, sin que conste 
el anterior concierto para el robo, entrega á los malhechores la llave de la 
casa ante las amenazas de muerte que le hicieron aquéllos, lo cual aleja toda 
idea de voluntariedad y de lucro en el amenazado, y le exime de bili- 
dad á pesar de no ser el miedo tan extraordinario que le obligase á acceder 
para poder salvar la vida en peligro, y sin que en la responsabilidad influya 
el hecho de haber presenciado el acto del robo, según ofirma el Jurado en su 
veredicto, porque lo ejecutó sin intención de propio ni de ajeno lucro. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por En- 
carnación Lara y Ruiz. contra sentencia de la Audiencia proyincial de 
Santander, en causa procedente del Juzgado de instrucción de dicha cia-. 
dad, seguida á la misma y otros por robo: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 21 de Marzo último, 
contiene el veredicto del Jurado, cuyas preguntas y respuestas son las 
siguientes: «A la primera pregunta. Florencio Pérez Liaño, ¿es culpable 
de haber sustraído en la tarde del 25 de Abril último de lacasa habitación 
de D. Miguel Gómez un duro en plata del cajón de un entredós y 50 pese- 
tas en metálico de una cómoda, acompañado de otra persona ó personas? 
-—No.—A la segunda. La cerradura del cajón del entredós, ¿fué violentada 
para hacer la sustracción del duro?—Sf.—A la tercera. ¿La cómoda fué 
violentada para hacer la sustracción de las 50 pesetas? —No.—A la cuar- 
ta. El procesado Josó Escobio Ruiz, ¿es culpable de haber sustraído, 
acompañado de otra ú otras personas, en la tarde de 25 de Abril último 
en la casa habitación de D. Miguel Gómez, en esta ciudad, del eajón de 
un entredós una pieza de plata de á duro y de una cómoda 50 pesetas? — 
No.—A la quinta, Dicho Josó, ¿ha sido penado anteriormente por harto? 
-——S1.—A la sexta. Ramón Bodrígues Ruis, ¿es culpable de haberse quedar 
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«do de vigilante en las inmediaciones de la casa habitación de D. Miguel 
Gómez en la tarde del 25 de Abril último de acuerdo con las personas que 
penetraron en ella y sustrajeron 56 pesetas en la ocasión y forma á que 
se refieren las tres primeras preguntas?—No.—A la sóptima. Encarnación 
Lara Ruiz, ¿es culpable de haber entregado á otras personas la llave de 
la habitacion de su amo D. Miguel Gómez, en la tarde de 25 de Abril úl. 
timo, para que entraran á robar en ella? —Sí.-—A la octava. La Eocarna- 
ción Lara, ¿es culpable de haber entrado en la referida tarde del 25 de 
Abril último en la habitación de su amo D. Miguel Gómez con otras per- 
sonas y de haber estado presente 'cuando éstos sustrajeron un duro del 
cajón del entredós, forzando dicho cajón, y 50 pesetas de una cómoda, 
también en metálico? —Sí.—A la novena. ¿La Encarnación entregó la lla- 
ve de la habitación de su amo á las personas aludidas en la pregunta an- 
terior por haberla ofrecido éstas que la darían la mitad de lo que robaran? 
—No.—A la décima. La Encarnación Lara, ¿entregó la llave aludida á re- 
feridas personas por baberla amenazado éstas de muerte si no se la entre- 
gaba?—Si.—A la undécima. Las amenazas de que trata la pregunta ante- 
rior, ¿produjeron en la Encarnación miedo?—81.—A la duodécima. ¿El 
miedo fué tan extraordinario 6 inminente que se consideró obligada á en- 
tregar la llave para que robaran en la habitación de sa amo para salvar 
la vida?—No.—A la décimatercera. La presencia de la Encarnación en la 
habitación de su amo D. Migue) cuando tuvo lugar la sustracción del di. 
nero del entredós y de la cómoda, ¿fué ocasionada por amenazas de muerte 
que se le hicieran?—No,—A la décimacnarta. ¿Esas amenazas produje- 
ron en ella miedo de no acceder á presenciar la sustracción del dinero?— 
No.—A la décimaquinta. ¿El miedo fué tan extraordinario que se consi- 
deró obligada á presenciar aquella sustracción por salvar su vida? —No.— 
A Ja dócimasexta. La Encarnación Lara, ¿vació en 13 de Abril de 1877 y 
vs hallaba en la tarde de 25 de Abril de 1892 encargada por su amo Don 
Miguel Gómez de guardarle su casa?—<Sí»: : 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que los hechos 
declarados probados en el veredicto constituyen el delito de robo en casa 
habitada, y que es autora la procesada Encardación Lara, con las circuns- 
tancias atenuantes 1.2 del art, 9.0 del Código penal, porque obró por miedo 
no insaperable causado por las amenazas de muerte, y 2.2 del mismo ar- 
tículo, por ser mayor de quince y menor de dieciocho años; y la agra- 
vante 12 del 10, por haber abusado de la conflanza que en la recurrente 
había puesto su amo, cuya agravante se compensa con la primera de di- 
chas atenuantes, condenó á la Encarnación á dos meses y un día de arresto 
mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que la procesada ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el núm. 4.0 del art. 849 de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos los artículos 13 y 15 del Codigo 
penal; el primero, por aplicación indebida, pues la entrega de la llave no 
era indispensable psra robar; y el segundo, por no haberse aplicado, 
puesto que el acto de tal constituye solamente una cooperación de mero 
auxilio, por lo cual merece la recurrente tan sólo la calificación de cóm- 
plice de! expresado robo: 

Resultando que admitido el recurso, se sefialó día para su vista, en cuyo 
acto el Ministerio fiscal lo impugnó, habiéndolo defendido el Letrado re- 
currente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que la primera condición de todo acto punible, según el 
art. 1.9 del Código penal, es la libre. voluntad del agente, sin la cual no 
puede éste ser responsable en ninguna de las categorías que establece el 
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art. 11, determinadas y definidas más en concreto por los artículos 13, 15 
y 16 del mismo: 

Considerando que, si bien todas las acciones ú omisiones penadas por 
la ley se reputan siempre voluntarias, esta presunción jurís fantum den 
aparece cuando por modo legal consta lo contrario, dando lugar á la apre- 

ación de la imputabilidad en el sentido de la irresponsabilidad absoluta 
ó relativa, según las causas determinantes del acto justifiquen la exención 
total del agente, ó solamente atenúen eu culpa: 

Considerando que, conforme con esta dootrina el art. 315 del referido 
Código, declara que son reos del delito de robo los que, con ánimo de lu- 
crarse, se apoderan de las cosas muebles ajenas con violencia ó intimida- 
ción en las personas, ó empleando fuerza en las cosas, y que, por consi- 
guiente, no pueden ser responsables de tal delito, ni como autores, ni como 
cómplices, los que, no obstante haber tomado parte material en su ejecu- 
ción, no han obrado con voluntad libre, sino cohibidos por una fuerza mo- 
ral, determinante del acto ejecutado, sin intención de lucro ni concierto 
voluntario para la consumación del robo: 

- Oonsiderando que en esta situación jurídica se encuentra la recurrente 
Encarnación Lara Ruiz, porque no resulta que hubiese convenido en el 
robo en euestión, y consta, por el contrario, que no entregó la llave de la 
casa á los malbechores por haberle ofrecido éstos participación lucrativa 
en el delito, ni voluntariamente, sino por las amenazas de muerte que 
aquéllos le dirigieron al efecto; cuyo hecho, que bien pudiera constituir un 
elemento integrante del delito de robo con intimidación en las personas, 
constituye, sin duda alguna, cuando menos el delito de amenazas condi.- 
cionales, el cual aleja toda idea de voluntariedad y de lucro en la recu- 
rrente amenazada, y la exime de responsabilidad, á pesar de no ser el 

miedo que aquellas amenazas la produjeron tan inminente para salvar su 

vida, y sin que influya en contra suya hasta el punto de hacerla responsa- 
ble el hecho de haber presenciado el robo, porque lo ejecutó sin intención 
de propio ni de ajeno lucro: 

Considerando que, por virtud de estas consideraciones, el recurso es 
procedente, puesto que se ha cometido error de derecho al determinar la 
participación de la procesada en los hechos afirmados en el veredicto, in- 
frigiendo el Tribunal sentenciador, al calificarlos y penarlos, el art. 13 del 
-Código penal, en que los estima comprendidos; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto á nombre de Encarnación Lara Ruiz contra la sentencia dictada 
por la Audiencia provincial de Santander, la cual casamos y anulamos, de- 
clarando de oficio las costas del recurso; lo que se comunique, con la que 
á continuación se dicte á dicho Tribunal, para sua cumplimiento y efectos 

. consiguientes. —(Sentencia publicada en 9 de Junio de 1893, 6 inserta en 
.la Gaceta de 12 de Enero de 1894.) 
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RECARSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893).— Sala segunda. — Expendi 
.Ción de sustancias adulteradas.—No ha lugar al interpuesto por Francisco 
Lizcano Escudero (Juzgado de instrucción de ep nial y se resuelve: 

Que los requisitos evigidos por la ley para que tenga lugar la prescrip 
ción de los delitos y faltas han de juetifcare e e de des rap 
pueda aquélla ser apreciada como caso interesa al cul- 
pable, la extinción de su responsabilidad criminal; y cda dicho e 
.8e funda en el párrafo final del art. 133 del Código penal, es asimiemo pro- 
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«<iso consie probada la isación del procedimiento por espacio de dos me- 
ses sin la práctica de diligencia alguna, ó á lo menos los días en que, caso de 
haberse practicado actuaciones, se interrumpió el lapso de la prescripción. 


En la villa y corte de Madrid, á 9 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fran: 
ciseo Lizeano Escudero contra sentencia del Juzgado de instrucción de 
Getafe, en juicio de faltas procedente del municipal de Carabanchel Alto, 
seguido al Lizcano por expendición de sustancias alimenticias perjudicia- 
les á la salud: ; 

Rerultando que la referida sentencia, dictada en 21 de Febrero último, 
aceptó los resualtandos siguientes, que contiene la del Juzgado municipal 
de Carabanchel Alto: 

Primero. Que en la mafiana de uno de los últimos días del mes de 

Agosto último, que, según consta del acta de la Junta de Sanidad, cuya 
certificación está unida á estos autos, fué el 28 del mismo mes, Gerardo 
Ravaoso Gutiérrez, de este domicilio, de estado soltero, de dieciséis años 
de edad, de oficio albañil, al establecimiento de comestibles de Fran- 
cisco Lizcano Escudero, en esta población, á comprar un panecillo, que le 
costó cinco céntimos, y manifestó á María Salcedo, esposa de Lizcano, 
que fué la que le despachó, le diera algo para comer con el pan, verificán- 
dolo de un pedazo de embutido, por el que, según el dicho del interesado, 
de llevó y pagó 11 céntimos: 
_ Segundo. Que habiéndose marchado á seguida el Gerardo Rabaoso Á 
la taberna de D. Anastasio López Salcedo, y estando comiendo aquél el 
pan y el pedazo de embutido, observó éste que de esta última sustancia 
salían gusanos repugnantes, y habiéndole interrogado acerca del punto ú 
establecimiento donde le comprara, le contestó que de la tienda del de- 
munciante Francisco Lizcano: 

Tercero. Que el D. Anastasio López Salcedo, en vista de ello, y con 
«carácter de Regidor 6 Concejal que es, determinó coger dicho pedazo de 
embutido y exhibírselo al señor Inspector de carnes, D. Manuel Urosa 
Moya, quien en el acto lo reconoció, y manifestó que efectivamente no es 
taba en condiciones para venderse ni comerse, y luego dar conocimiento, 
como lo dió del hecho, al señior Teniente de Alcalde segundo D. Hilario 
Alonso, á quien á la vez entregó la referida sustancia: 

Cuarto. Que el hecho denunciado fué transmitido por el expresado se- 


gundo Teniente de Alcalde al sefior Alcalde D. Ildefonso Fernándes Ca- : 


brera, quien su virtud ordenó en la mañana del día 29 del mismo mes se 
girara una visita de inspección por el referido Teniente Alcalde á los estar 
blecimientos públicos de ultramarinos y carnes de esta localidad, lo que 
“verificó acompañado de dos testigos y del Inspector de carnes, recogiendo 
«de los del denunciado Lizcano y Alejandro Gómex algunos trozos de sal- 
chichón que no presentaban buen aspecto exteriormente, para si no ests- 
ban tampoco en condiciones de venderse se retiraran de la venta: 

Quinto. Que'en vista de todo, el sefior Alcalde, como Presidente de la 
Junta de Sanidad, convocó á ósta á sesión á seguida, teniendo lugar en la 
mañana del mismo día 29, al objeto de que se reconociese, tanto el pe 
dazo de embutido aprehendido de lo llamado sobreasada, cuanto de los 
pedazos de salchichón recogidos de los dos establecimientos antes dichos: 

Sexto. Que practicado un escrapuloso reconocimiento por la misma, 
resultó que el pedazo de embutido de lo llamado sobreasada, que contenía 
amos 50 gramos de peso, procedente del establecimiento de D. Francisco 
Lizcano, se encontraba efectivamente en malas condiciones y era perju- 
dicial á la salud pública, por lo que no podía consentirse su venta, y que 
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los pedazos de salchichón restantes no había inconveniente en autorizar 
su venta, acordando, en su consecuencia, que se quemara el pedazo de 
embutido, que era perjudicial á la salad pública por su estado detestable, 
se diera conocimiento á quien correspondiese para la corrección proce- 
dente, y devolviesen los demás pedazos de salchichón á sus respectivos 
dueños para su venta sin dificaltad alguna; cosa toda que tuvo lagar, se- 
gún consta de la certificación del acta antes citada y comunicación que 
obra por cabeza de este expediente: 

Resultando que el Jues sentenciador, estimando que está plena y le- 
galmente probada la falta denunciada, que ésta se halla comprendida en 
el nám. 2.0 del -art. 595 del Código penal, y que alegada su prescripción 
en segunda instancia, si bien es cierto que desde la comisión del hecho 
han transcarrido más de los dos meses para que pueda alegarse, este 
término quedó interrumpido desde que el procedimianto se dirigió contra 
el calpable y sigue hasta su terminación por sentencia firme, condenó á 
Francisco Lizcano Escudero, como autor de la referida falta, á cinco días 
de arresto menor, multa de 50 pesetas, indemnización y costas: 

Resultando que á nombre de Lizcano se ha interpuesto recurso de ca- 
sación por infracción de ley, fundado en el núm. 7.* del art, 849 de la de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infracción única la del art. 133 del 
Código penal y la doctrina sentada por este Tribunal Supremo en senten- 
cias de 19 de Octubre de 1877, 234 de Janio de 1881 y 5 de Noviembre 
de 1890, por haberse desestimado la excepción de prescripción de la falta 
alegada por el recurrente: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impegnó el 
recurso. 

Vieto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que los requisitos exigidos por la ley para la preserip- 
ción de los delitos ó faltas han de justificarse cumplidamente para que 
pueda ser apreciada como caso de exepción, que sólo interesa al culpabie, 
la extinción de su responsabilidad criminal: 

Considerando que la excepción alegada por el denunciado en el juicio 
celebrado en segunda instancia, y en la cual apoya su recurso, no consta 
suficientemente acreditada, ni se desprende de los hechos que se relacio- 
nan en el testimonio de la sentencia reclamada, porque fundándose dicha 
excepción en el último de los casos establecidos en el párrafo final del ar- 
tículo 183 del Código penal, ha debido constar que el procedimiento es- 
tuvo paralizado por espacio de dos meses, sin que en él se practicase dili.- 
gencia alguna, y este importante extremo no aparece acreditado ni puede 
deducirse del tiempo transcurrido en este caso desde que se dictó la sen- 
tencia en primera instancia hasta que fué pronunciada la que es objeto 
del recurso, únicos datos que contiene el testimonio que le acompañas, sin 
determinación alguna de las diligencias que se hubiesen practicado en 
aque 1 período, ni los días en que lo fueron interrampiendo el lapso de la 
prescripción: 

Considerando que con tales datos no hay términos hábiles para que 
pueda estimarse la excepción de prescripción, ni puede decirse con fun- 
damento, como sostiene el recurrente, que el Juez sentenciador incurrió 
en el error de derecho que se le atribuye ni cometió la infracción legal 
que en el recurso se invoca; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Francisco Lizcano Escudero, á quien condenamos en las 
costas y á la pórdida del depósito constituído; lo que se comunique al 
Juzgado sentenciador á los efectos eonsiguientes. —(Sentencia publicada 
en 9 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta de 12 de Enero de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (10 de Junio de 
1893).—Sala segunda. Estofa.—No ha lugar al interpuesto por D. Felipe 
Escapa Ruiz (Audiencia de Mayagúez), y se resuelve: 

Que en los recursos de casación es inexcusable en el recurrente aceptar los 
hechos probados de la sentencia reclamada, y citar además el artículo y nú- 
mero de la ley de Enjuiciamiento criminal que autorice el recurso, sin cuyos 
requisitos éste es de todo punto inadmisible. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Felipe Escapa Ruiz contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de Ma- 
yagúez, en causa seguida al miemo por estafa: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 8 de Octubre último, 
contiene los siguientes resaltandos: 

Primero. Que D. Felipe Escapa y Ruiz, atribuyéndose la cualidad de 
comerciante que no tenía, obtavo á crédito efectos de los denunciantes 
- Besuchamps, González y Barreiro, vecinos y comerciantes de esta plaza, 
firmando al efecto pagarés importantes la suma de 239 pesos á la orden 
-del primero, otro por la de 257 á favor del segundo, y por valor de 358 pe- 
sos en mercancías á la razón social Mateo, Barreiro y Compañía, cuyas 
sumas no fueron satisfechas á los acreedores que las reclamaron al venci- 
miento de los respectivos plazos, por carecer de bienes en absoluto el pro- 
cesado, toda vez que una tienda pulpería donde expendía las provisiones, 
y que tanto el público como los perjudicados consideraban como de su 
propiedad, resultó estar abierta con matrícula mercantil á nombre de su 
mujer Dofia Guadalupe Rivera; hecho probado: 

Seguado. Que los diferentes testigos examinados durante el juicio oral 
aseveraron que siempre habían considerado como para la tienda las pro- 
visiones que tomaba, sin que en nigán caso les manifestara el procesado 
que aquéila pertenecía á su mojer; y que los recibos y pagarés los euscri- 
bió siempre por sa propia cuenta, sin que fuera por poder de otra persona, 
euya circunstancia reunen los que la defensa presentó: 

Resultando que la Audiencia estimó los hechos expuestos como cons- 
titutivos de tres delitos de estafa por cantidades superiores á 250 pesetas 
y que no pasan de 6.250, de que era autor, sin circunstancias modificati- 
vas de su responsabilidad, el procesado D. Felipe Escapa Ruiz, al que im- 
puso, por. cada uno de los tres delitos, cuatro meses y un día de arresto 
mayor, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el procesado recur- 
so de casación por infracción de ley, autorizado por los artículos 847 y 
848, núm. 1.0 de la ley de Enjuiciamiento criminal de Cuba y Puerta Rico, 
por entender que los hechos declarados probados en la sentencia se cali- 
fican y penan como delitos, no siéndolo, citando como infringidos, por 
aplicación indebida, los artículos 538, núm. 2.2 y 589, núm. 1. del Código 
penal de aquellas islas, pues conforme al resultando segundo, Escapa se 
dedicaba habitualmente al comercio, y por tanto, queda destruida la afir- 
mación del primer resnltando, de que se atribuyó la cualidad de comer - 
ciante, sin tenerla, y es visto que no medió engaño ni existe delito. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvares: 

Considerando que es obligación de los recurrentes en casación acep tar 
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los hechos consignados en el fallo reclamado, á cuyo precepto legal se fal- 


ta en este recurso al afirmar, fundándose en el segundo resultando de la. 


sentencia, que no ha sido declarado probado, que el procesado se dedica- 
ba habitualmente, al comercio, contradiciendo lo consignado en el primero, 
en que se afirma que se atribuyó para obtener créditos la cuali de co- 
merciante, que no tenía: 

Considerando que, además de dicho requisito, le falta otro que es asi- 
mismo indispensable para la admisión del recurso, cual es el de citar el ar- 
tículo y número de la ley de Enjuiciamiento criminal que le autorice; y 
que sun cuando esta circunstancia se conceptuase efecto de una equivoca- 
ción, quedaría subsistente la terminante oposición á los hechos declarados 
probados por la Audiencia sentenciadora; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley, interpuesto á nom- 
bre de D. Felipe Escapa y Ruiz contra la citada sentencia de la Audiencia 
de lo criminal de Mayagúez, condenándole en las costas y al pago de 125 
pesetas, por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comu- 
nique al Tribunal sentenciador á los efectos correspondientes—(Sentencia 
publicada en 10 de Junio de 1898, é inserta en la Gaceta de 28 de Octubre 
del mismo año.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893).—Sala segunda.—.Hurto. 
—No ha logar al interpuesto por Leonardo Manuel Méndez del Río (Au- 
dl pl 174.77 del Vód 1, la graduación de la 

qu orme al art. 77 igo penal, la gr ión de la pena im 
cluída en dos escalas, se hará por la que com A 
vieren castigados la mayor parte de los delítos de la sección, capítulo ó título 
dende esté contenido el delito, y siendo la pena procedente en el hurto cuals- 
a de presidio correccional, ésta, y no la de prisión, es la rectamente 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Leo- 
nardo Manuel Méndez del Río y Francisco Mateo Soria contra sentencia 
de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte, en causa seguida á 
los mismos en el Juzgado de instrucción del distrito de la Latina por 
harto: . 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 2 de Marzo último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Probado que en las últimas horas de la tarde del 81 de Enero 
del año próximo pasado, los procesados por esta causa Leonardo Manuel 
Méndez del Río, alias Mafñio, y Francisco Mateo Soria, entraron en la ta- 
berna calle de Calatrava, 17, y pretextando ir al retrete, penetraron en las 
habitaciones interiores, apoderándose, con intención de lucro, de una za- 
marra de peluche dela propiedad de Martiniano Sánchez, dependiente de 
la misma tienda, cuya prenda se hallaba colgada en una percha en el 
cuarto de dormir, próximo al retrete, empefiándola en 20 pesetas la noche 
del miemo día en la casa de préstamos, calle de Atocha, 123, valiéndose 
al efecto de una mujer, y donde se ha recogido y vuelto á su dueño des- 
pués de tasada pericialmente en 40 pesetas: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
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constitutivos de un delito de hurto del núm. 4.9 del art. 431 del Código 
penal, cualificado, en cuanto á Francisco Mateo Soria, por ser dos veces 
reincidente, y con la agravante de reincidencia respecto 4 Manuel Méndez. 
del Río, 6 impuso al Soria tres años de presidio correceional y al Méndes 
cinco meses de arresto mayor, y á ambos las accesorias correspondientes, 
indemnización y mitad de costas: 

Resultando que dichos procesadosinterpusieron contra esa sentencia 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por los núma. 1.0 y 6.0 
del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, que por haberse declarado 
en sentencia de esta Sala de 18 de Mayo último no haber lugar á la admi- 
sión de la primera, ha quedado limitado á la infracción que se alega de- 
eer la pena superior imponible al dos veces reincidente la de prisión co- 
rreccional, y no la de presidio aplicada. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que el art. 77 del Código penal ordena que cuando la 
pena señalada al deliio estuviere incluída en dos escalas, se hará la gra- 
duación prevenida en el art. 76 por las escalas que comprenda las penas 
con que están castigados la mayor parte de los delitos de la sección, capí- 
tulo ó título donde esté contenido el delito, y que siendo en este caso la 
pena procedente con arreglo á esta disposición legal la de presidio correce- 
cional, que ha sido aplic y no la de prisión, como en el recurso se 808- 
tiene, el Tribunal sentenciador no ha incurrido en el error de derecho que 
se le atribuye, ni cometido la infracción alegada; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por Leonardo Manuel Mén. 
dez del Río y Francisco Mateo Soria contra la citada sentencia de la Sala 
de lo criminal dela Audiencia de Madrid, condenándoles en las costas por 
mitad, y al pago cada uno de 125 pesetas por razón de depósito, sí mejo- 
rasen de fortuna; lo que se comunique á dicho Tribunal á los efectos pro- 
cedentes.—(Sentencia publicada en 10 de Junio de 1893, é inserta en la 
Gaceta de 28 de Octubre del mismo afio.)' 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893) -—Sala segunda. —.Des- 
acato.—Ha lugar al interpuesto por D. Alejo Larrión Andueza (Audiencia 
de Pamplona), y se resuelve: 

la plática dirigida á sus feligreses por un Párroco, aun cuando por 
su forma y por el sagrado lugar en que se pronunciara, puede ser justamente 
censurable, no cae en ninguno de los casos de sanción penal establecidos en los 
capítulos 4.9 y 6.9 del libro 2.0 del Código penal, toda vez A en dicha pláti. 
ca no se hizo otra cosa que impugnar como ilícito é ilegal el matrimonio civil 
celebrado entre católicos, cuya doctrina puede sostenerse por estar reconocidas 
en el Código civil las dos formas de matrimonio, canónico y civil, este último 
establecido para los que no profesan la Religión católica, y porque, además 
no es posible excitar á la desobediencia de los poderes comstituídos cuando el 
asunto no es propio de sus atribuciones; 

Que tampoco es aplicable á los actos realizados por el Párroco, el art. 279, 
en relación con el capítulo 5.0 del Código penal, to que para ello sería ne- 
cesario que en la plática pronunciada por se hubiese proferido algún 
insulto, injuria 6 calunnia á la Autoridad d mus agentes. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Junio de 1893, en el recurso de 
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casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. Aleje 
Larrión Andueza contra la sentencia pronunciada por la Sala de justicia 
de la Audiencia de Pamplona, en causa por desacato: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 18 de Marzo último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que algunos días antes de la festividad de la Asunción de 
la Virgen, 15 de Agosto de 1892, el Cura ecónomo de la villa de Azsgra, 
D. Alejo Larrión Andueza, tuvo noticia de que dos de sus feligresos, esti- 
mulados por la propaganda anticatólica que en el pueblo se hacía, inten- 
taban contraer matrimonio civil en el Juzgado municipal del mismo, y te- 
meroso de que este suceso, si llegaba á ocurrir, ofendiera los sentimien- 
tos religiosos de la casi totalidad de los vecinos, convencido además de que 
tal matrimonio sería nulo, porque los contrayentes eran católicos, sin que 
hubieran hecho ninguna manifestación ostensible de quererse separar de 
esta religión, se propuso evitar el que se celebrara, exhortando y recon- 
viniendo á los novios para que no dieran Jugar á lo que él consideraba un 
escándalo; cuya conducta del Párroco motivó el que se le dirigiera un 
anónimo, en el que ee le amenazaba para que no insistiera en su oposí.- 
ción á dicho enlace, según el cual de público se dijo se celebró por fia; 
que en tal estado de ánimo se creyó en la obligación de predicar á los ñie- 
les de su parroquia sobre lo que debían pensar los católicos acerca del 

matrimonio civil, pues suponía fundadamente alarmadas sus conciencias 
por aquel suceso; y llegada dicha festividad del 15 de Agosto del año úl- 
timo, después de consultar con uno de los coadjutores, quien le recomen- 
dó, 6 no predicase de punto tan ocasionado á discordias en el pueblo, ó lo 
hiciera con moderación, enbió al púlpito en el ofertorio de la misa, leyó 
una pastoral del Prelado de la diócesis sobre la postulación y pronunció 
una plática encaminada á demostrar la ilegalidad é inmoralidad del ms- 
trimonio civil celebrado entre católicos; dijo que para ello se abstenía de 
emitir desde aquel sagrado lugar sue opiniones como ciudadano, y se limi. 
taba á decir á sus feligreses todo lo que como sacerdote estaba en el deber 
de explicarles; que los católicos debían pensar del matrimonio civil lo que 
piensa el Papa, y «si los sabemos, nos importa un bledo de lo que digan 
todos los Gobiernos habidos y por haber»; que el matrimonio civil entre 
católicos era matrimonio ateo, porque la ley civil vigente lo tenía prohi- 
bido y sólo lo permitiría para los que no tenían religión; que el celebrado 
entre católicos como civil era una farsa, una comedia, un sainete repre- 
sentado por los novios y el Juez, el cual bien podía ser un mozo licencioso 
ó un viudo verde ó un venado separado de eu mujer legítima, y tal vez en 
usufructo de otra; que el matrimonio civil en esas condiciones era disolu- 
ble y podían separarse los contrayentes; que tal matrimonio era revolucio- 
nario; que las leyes sobre este casamiento no se deben obedecer si no son 
mandadas por el Papa; que todo el que intervenía en el matrimonio eivil 
entre católicos era cualquier cosa; que les hablaba así sin temor 4 perse- 
caciones; y que exhortaba para que volviesen al seno de la Iglesia á los 
que se hubiesen separado de ella; cuya plática pronunció con formas vio- 
lentas, que indicaban hallarse el D. Alejo Larrión en verdadero estado pa- 
sional, y comprendiéndolo así algunos de los oyentes, se salieron del tem- 
plo; hecho probado: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de Pamplona de- 
claró que los hechos probados constituyen el delito previsto y penado en 
la primera parte del art. 279 del Código penal, por provocación al desacato, 
del que es responsable en concepto de autor D. Alejandro Larrión Au- 
dueza, con la circunstancia atenuante 7.42 del art. 9.0; y vistos los artícalos 
citados y demás concordantes de aplicación, condenó á dicho autor á la 
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par de seis meses y un día de destierro á 25 kilómetros de distancia de 
villa de Azagra y al pago de las costas, deduciéndose testimonio para 
da á la averiguación del autor del anónimo de que se ha hecho re- 
ferencia: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del procesado, que con el depósito de 125 pe- 
setas se ha interpuesto autorizado por el núm. 5.0 del art. 849 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos el art. 279 del Código 
mal, por no resultar de los hechos probados que el recurrente hubiese pro- 
yocado al desacato en ninguna de las formas en que éste puede llevarse 
4 cabo: 

Resultando que en el acto de la vista fué apoyado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que la plática dirigida á sus feligreses por el Párroco 
HD. Alejo Larrión, y que ha dado ocasión al presente recurso, no tuvo otro 
/bjeto ni más alcance, según los hechos que en la sentencia reclamada se 
consignan, que el de impugnar como ilícito é jlegal el matrimonio civil ce- 
lebrado entre personas que profesan la religión católica, cuya doctrina 
puede sostenerse por estar sancionada en los artículos 42 y 75 del Código 
civil al reconocer dos formas de matrimonio: el canónico, que deben ce- 
Jebrar los católicos con arreglo á las disposiciones de la Iglesia y del Santo 
.Concilio de Trento, admitidas como leyes del Reino; y el civil, reservado 
con las formalidades que prescribe el art. 86 y siguientes de dicho cuerpo 
legal para los que no profesan el dogma católico: 

Considerando que, si bien la forma que en su plática empleó el Párroco 
D. Alejo Larrión puede ser justamente censurada como innecesaría para 
sostener su tesis, y además inadecuada é impropia del sagrado lugar en 
Que la pronunció y de la mansedumbre que debe resplandecer en un Mi- 
nistro de la religión católica, no cae, sin embargo, en la sanción del Có- 
digo penal, puesto que cuanto en ella se consigna referente á la obedien- 
cia debida á las disposiciones emanadas de la Iglesia, con exclusión de las 
que procedieran de la potestad civil, se refiere sólo al matrimonio como 
Sacramento, cuya aseveración no es materia de delito, puesto que no puede 
excitarse á la desobediencia de los poderes constituidos cuando el asunto 
-no es propio de sus atribuciones, no estando, por lo tanto, comprendido 
en vinguno de los conceptos que se penan en los capítulos 4.0 y 6.0 del 


go: 

Considerando que de igual modo no están previstos los actos del Pá- 
rróco en el art, 279, en relación con el cap. 5.0 del mismo Código, como 
con error afirma la Audiencia de Pamplona, puesto que para ello sería 
preciso que en la sentencia se consignare algún hecho determinante de 
insalto, amenaza, injuria ó calumia á la Autoridad ó á sus agentes, á cuya 
comisión excitara el Párroco con su plática, lo cual, lejos de aparecer, se 
hace precisamente en la sentencia la afirmación contraria al consignar 
que los calificativos empleados por el recurrente para designar las perso- 
nas que intervienen en el matrimonio civil, por el concepto general é in- 
determinado con que fueron dichas, sólo una interpretación suspicaz po- 
drá entenderlos alusivos al Juez municipal de aquella localidad: 

Corsiderando, por lo expuesto, que la Audiencia sentenciadora ha in- 
curido en el error de derecho que señala el núm. 1.9 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, 6 infringido, por indebida aplicación, el ar- 
tículo 279 del Código penal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recursp 
que cantra la sentencia dictada por la Audiencia de Pamplona ha inter- 
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puesto D. Alejo Larrión Andueza, y en su consecuencia, casamos y annula- 
mos dicha sentencia, declarando las costas de oficio, con devolución al re- 
currente del depósito de 125 pesetas que tiene constitaído; comuníquese 
esta resolución y la que á continuación se dicta al Tribunal sentenciador 
á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 10 de Junio de 1893, 6 
inserta en la Gaceta de 28 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Estafa, 
-—No ha lugar al interpuesto por D, José Rodríguez Estévez (Audiencia de 
Granada), y se resuelve: 

Que no procede el recurso de casación contra los autos mandando prestar 
fianza al querellante para ser tenido por parte en la causa, pues aun siendo 
firme dicha resolución judicial, no se halla comprendida en ninguno de los ca- 
30s del art, 848 de la ley de Enjuiciamiento criminal, ni se pueden disculir en 
casación otros errores de derecho que los taxativamente señalados en el ar- 

tículo 849 de dicha ley. 


En la villa y corte de Madrid, 4 10 de Junio de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
José Rodríguez Estévez, como parte querellante, contra el auto pronun- 
'ciado por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada, en cansa por 
estafa: | 

Resultando que el expresado auto, dictado en 3 de Marzo último, con- 
tiene los siguientes: 

Resultaudo que la querella en estos autos se ha presentado por Don 
José Rodríguez Estévez, en su propia representación, contra D. Antonio 
López Carretero, sobro estafas 4 la madre de aquél, Doña Mercedes Esté- 
vez Constantín, que no ha renunciado la indemnización, sin querer ser 
parte en la causa, pidiendo por un otrosí se le eximiera de la prestación 
de fianza, por ser el ofendido por la comisión del delito: 

Resultando que el Juez, en auto de 13 de Agosto, acordó que prestase 
fianza en cantidad de 3.000 pesetas, de que de último estado se ha admi- 
tido la apelación interpuesta por el Rodríguez Estévez: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Granada, es- 
timando que no siendo parte interesada en el perjuicio ocasionado el Don 
José Rodríguez Estévez, ni tampoco heredero, ni representante legal de la 
ofendida, ni está exento de la prestación de fianza, y en su consecuencia 
que debía confirmar y confirmó con las costas el auto apelado de 12 de 
Septiembre próximo pasado, en cuanto por él se mandó que el Rodríguez 
Estévez prestara fianza de 3.000 pesetas, y que pasase la causa al Sr. Fis- 
cal por tres días sobre la terminación del sumario: 

Resultando que contra este auto se preparó recurso de casación por 
infracción de ley, por el querellante José Rodríguez Estévez, sin depósito, 
por tener pendiente demanda de pobreza en la Audiencia, fandádo en el 
art. 846 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: el 
art. 281 de la referida ley, toda vez que éate dispone que está exento de 
prestar fianza el ofendido por la comisión de cualquer delito ó falta: 

Resultando que instruido el Ministerio fiscal, se opone á la admisión 
del recurso por fundarse en hecho que no menciona el auto recurrido y no 
ser materia de dicho recurso la infracción que se alega. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 
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Considerando que el recurso de casación en el fondo sólo procede con- 
tra las resoluciones judiciales que enumera el art. 848 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, y los errores de derecho que pueden discutirse por ser 
las únicas que en su caso darían lugar á la casación, son los que taxativa- 
mente sefiala el 849 de la misma ley: j 

Considerando que el auto dictado por la Audiencia de Gradada, y que 
da ocasión al presente recurso, por más que tenga el carácter de firme, no 
ss halla comprendido en ninguna de las resoluciones contra las que se 
halla autorizada la interposición del recurso extraordinario de casación 
por el art. 848 de la ley Procesal, como con manifiesto error sostiene la 
representación del recurrente, . puesto que no es aplicable el núm. 8.0 en 
que se apoya, toda vez que en dicho número sólo se concede el recurso 
contra resoluciones distintas á las que anteriormente señala cuando se 
haya otorgado expresamente por la ley, circunstancia de que carece el que 
ha motivado este recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á Ja admi- 
sión del recurso que contra el auto dictado por la Sala de lo criminal de 
la Andiencíia de Granada ha interpuesto D. José Rodríguez Estévez, al que 
condenamos en las costas y al pago de 1.000 pesetas por razón de depó- 
sito, si la resolución que recaíga en el expediente de insolvencia fuese de- 
vnegatoria de ella, ó en otro caso, cuando mejore de fortuna; comuníquese 
esta resolución al Tribunal a quo á los efectos oportunos.—(Sentencia pu- 
blicada en 10 de Junio de 1898, é inserta en la Gaceta de 28 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893).—Sala segunda.—Inju- 
rías.—No ha lugar al interpuesto por D. Vicente Bosch (Audiencia de Lé- 
rida), y se resuelve; : 

Que en los delitos contra el honor es elemento sustancial la concurrencia 
de la intención en el agente para poder resolver con acierto si determinadas 
expresiones ó acciones ejecutadas constituyen injuria d calumnia, sin aten- 
der únicamente al valor gramatical ó al sentido generalmente admitido, y el 
con preferencia á la intención con que la injuria ó la calumnia se efectúen, 
en relación con la persona á quien se imputen: 

Que cuando el Tribunal sentenciador, con vista de las pruebas cuya recta 
apreciación le corresponde, estima que las frases tenidas por injuriosas no 
fueros dichas con intención de causar x hogo sino en son de enérgica y viva 
protesta y de modo irreflexivo, no pueden aquéllas ser constitutivas de nin- 
guno de los delitos contra el honor por que falta el elemento intencional, de- 
terminante del fin concreto para integrar tales delitos, consistente en el pro- 
fóvsito de atacar la honra, el crédito y la buena reputación de una persona. 


En la villa y corte de Madrid, á 10 de Junio de 1883, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Vicente Bosch, como parte querellante, contra la sentencia pronunciada 
por la Audiencia provincial de Lérida, en causa por injurias contra D. Mo- 
desto Puig Vallera: 

Resultando que en la expresada sentencia se consignan los hechos en 
la forma siguiente: 

Resultando que diferencias de criterio y personales antagonismos en- 
tre los Concejales del Ayuntamiento de Balaguer promovieron en la se- 
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sión celebrada el día 2 de Julio de 1891 acalorada discusión, que degeneró 
en desorden, y levantándose la mayoría de los Concejales de sus asientos 
abandonaron el salón, sin que conste justificado que el Presidente decile 
rase previamente terminada la sesión; al dar cuenta el Secretario D. V+ 
cente Bosch en la próxima, ó sea el día 6 del propio mes, del acta anterior, 
la mayoría de los Concejales acordaron aprobarla, oponiéndose el Conese- 
jal Gomá y el Presidente D. Modesto Puig, y éste inmediatamente expresó 
que. el Sr. Secretario era un falsificador del acta leída, y que en virtud de 
las facultades que le concedía el art. 124 de la ley Municipal, lo dejaba 
suspenso del cargo, requiriéndole continuase en el desempefto de sus fun. 
ciones hasta que se presentese el nombrado interinamente; congregada 
con posterioridad la misma Corporación el día 9 del citado mes para cele- 
brar sesión, se dió cuenta del acta anterior, y después de aprobada, el Pre 
sidente D. Modesto Puig, manifestó estaba conforme en su aprobación, 
excepto en la parte que consignaba haber llamado falsificador del acts é 
D. Vicente Bosch al suspender del cargo de Secretario, puesto que el cali. 
ficativo se refería exclusivamente á la redacción inexacta de uno de los 
extremos del acta, al expresar los hechos ocurridos en la sesión del día 2, 
consignando que el Presidente había declarado terminada la sesión, ha. 
lNándose los Coneejales presentes, no siendo cierto, y que bajo ningán 
concepto aplicó el calificativo 4 que la condición de D. Vicente Bosch sea 
el de falsificador de oficio; hechos que se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia provincial de Lérida, teniendo en cuenta 
las pruebas del juicio, estimó que las palabras proferidas por el Alcalde 
D. Modesto Puig, materia de la querella, no fueron proferidas con inten- 
ción de ofender el honor del querellante, sino como protesta viva, enér- 
gica ó irreflexiva contra el contenido del acta expresada en el resultando 
anterior, según así consta del considerando segundo de la sentencia recla- 
mada, por virtud de cuya apreciación de prueba absolvió al precitado Al- 
calde, declarando de oficio las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se interpuso recurso de casación 
por infracción de ley, previo depósito de 500 pesetas, fundado en los en- 
sos 2.0 y 5.0 del art. 847 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como 
infringidos: 

1,0 Los artículos 467 y 469, en cuanto el hecho de autos no se ha calk 
ficado y penado en concepto del delito que los: mismos definen y castigan, 
siéndolo evidentemente: 

2.0 Los artículos 471, 472 y 473, en euanto no se ha apreciado y penado 
el delito de injurias graves, que en todo caso y aun no estimando el de 
ealumnía, constituyen las frases transcritas antes: 

3,0 El art. 10 de dicho Código, circunstancia 11, en cuanto no se ha 
estimado por la Sala, siendo notoria su concurrencia: 

Resaltando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que si en todoacto justiciable es precisa la concurrez- 
cia del elemento intencional para que sea exigible la responsabilidad que 
de él se origina, en los delitos contra el honor aquel elemento es todavía 
más sustancial, si cabe, porque, como tiene declarado esta Sala repetidas 
veces, para poder calificar con acierto si determinadas expresiones profe 
ridas ó acciones ejecutadas constituyen los delitos de calumnia ó injuria 
en sus respectivos casos, no hay que atenerse solamente al valor grama- 
tical de las primeras ó al sentido generalmente admitido que se da á las 
segundas, sino preferentemente á la intención con que unos y otras se 
efectuaron por la persona á quien se imputan: 

Oonsiderando que, si bien atendido el sentido gramatical de las frases 
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proferidas por el Alcalde Puig contra el Secretario Bosch, no puede denco- 
nocerse que entrafian un concepto ealumnioso, ó cuando menos injurioso, 
como quiera que el Tribunal sentenciador, con vista de las pruebas que 
ha presenciado y cuya apreciación le corresponde, ha estimado que las re- 
feridas trases no fueron dichas con intención de ofemder el honor del Se- 
eretario, sino en son de protesta viva, enérgica 6 irreflexiva por el extremo 
inexacto que el acta contenía, y en la sentencia, por otra parte, no existe 


hecho ni dato alguno en que fundar una apreciación contraria á la que 


respecto al propósito del agente ha hecho dicho Tribunai, no pueden cali. 
ficsree las referidas trases como constitutivas de ningano de los expresa- 
dos delitos contra el honor, porque falta el elemento intencional, deber. 
minante del in concreto, necesario para integrar tales delitos, consistente 
en atacar la honra, el crédito y la buena reputación de otra persons: 

Considerando, por consiguiente, que la sentencia reclamada no eon- 
tiene los errores é infracciones de ley de que se le acusa en el recargo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto á nombre de D. Vicente Bosch contra la sentencia dictada en 3 de 
Marzo último por la Audiencia provincial de Lérida, y le condenamos á la 
pérdida del depósito constituído y pago de las costas; comemíquese esta 
resolución á dicho Tribunal á los efectos que haya lugar.—(Semtencia pu- 
blicada en 10 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 28 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (12 de Junio de 1898 ).-—Sala segunda.— 
Contrabando.—No ha lugar al interpuesto por el Abogado del Estado 
(Audiencia de Madrid), y se resuelve: 

la simple tenencia en. poder de un particalar de wm corlo número 
de pliegos de papel sellado de años anteriores y distintas épocas, sin que 
conste sean de ilegítima procedencia, no constituye el delito de contrabando 
previsto en el núm. 3.9, art. 18 del Real decreto de 20 de Junio de 1852. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Junio de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto par el 
Abogado del Estado contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de esta corte, en causa seguida en el Juzgado de instrucción del 
distrito del Sar á Antonio Fernández Fernández y otro, por contrabando: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 27 de Febrero últi. 
mo, fija los hechos en los siguientes resultandos, aceptados de la apelada 
qe dictó el Juez de instrucción declarando probados el segundo y 
quinto: 

Primero. Que en 22 de Noviembre de 1886 practicó el Subinspector 
de vigilancia D. Bernardo de la Plaza un reconocimiento en el domieilio 
de los esposos Antonio Fernández Fernández y Manuela Vázquez Díar, 
encontrando en los colchones de una cama escondidos los pliegos de pape 
siguientes: medio pliego del sello 4.0 del afio 1834, su precio, 80 maravedi.- 
ves; tses pliegos del sello 4.0 del año 1864, valor cada uno de 80 marave- 
dises; dos pliegos y medio, sello 4.0 del año 1855, valor de cada uno, 
80 maravedises; un pliego, sello 8.9, afio 1862, su precio, una peseta; un 
pliego, sello 9.0, año 1868,8u precio, £ seales; un pliego, sello 11, año 1871, 
su valer, 50 céntimos de peseta; un pliego, sello 11, año-1876, su valer, 
$0.cóntimos de peseta; dos pliegos, sello 11, año 1876, valor de cada uno, 
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50 cóntimos de peseta; un pliego, sello 11, afio 1877, 50 céntimos de pe- 
sota; tres pliegos, sello 11, año 1878, valor de cada uno, 50 céntimos de pe- 
seta; un pliego del sello 10, año 1878, sa precio, una peseta; cuatro plie- 
gos, sello 11, año 1879, su precio, 50 céntimos de peseta cada uno; um 
pliego, sello 11, del año 1882, su valor, una peseta; un pliego, sello 12, del 
año 1884, su precio, 75 céntimos de peseta; cuatro pliegos sellados el 
año 1885, precio de cada uno, 76 cóntimos de peseta; y un pliego, se- 
llo 12, del año 1386, su precio, 75 céntimos de peseta; hechos probados: 

Segundo. Que en 80 de Enero de 1888 se celebró junta administrativa 
bajo la presidencia del Delegado de Hacienda en esta provincia, acordán- 
dose en ella el comiso del papel ocapado y que se remitiera á este Juzgado 
certificación del acta: 

Tercero. Que incoado el procedimiento en este Juzgado, fueron decia- 
rados procesados los esposos Antonio Fernández Fernández y Manuela 
Vázquez Díaz, confesando éstos que tenían en su poder el papel sellado, 
pero era entregado para que lo guardasen por Manuel Gegúndes Fernán- 
dez, y por tanto que á éste pertenecía, designando testigos que presencia- 
ron la entrega del papel: 

Cuarto. Que examinados Manuel Gegúndez y demás testigos designa. 
dos, el primero niega que hiciera entrega del papel, así como que le per- 
teneciera éste, y los testigos, aunque dicen que vieron entregar por Ma- 
nuel Gegúndez á los procesados un envoltorio, no afirman que fuera el 
papel ocupado: 

Quinto. Que el valor del papel ocupado, según la comunicación de la 
Delegación de Hacienda, folio 173, es el que se expresa en el primer re- 
saltando, formando un total de 18 pesetas 70 céntimos; 

Resultando que la Sala sentenciadora en su sentencia, revocatoria de 
la del Jues de instrucción, absolvió á los procesados del delito de contra- 
bando acusado, por no aparecer probado acto alguno de tráfico, negocía- 
ciones ó reventa, porque el escaso valor de los pliegos ocupados no indi.- 
caba se guardasen con este fin, porque no consta'que fueran de ilegítima 
procedencia, y porque la mera tenencia, sin resultar que con ellos se haya 
defraudado ó intentado defraudar, no resuelve ninguno de los casos de lcs 
artículos 18 y 19 del Real decreto de 20 de Junio de 1852: 

Resultando que contra esta sentencia ha interpuesto al Abogado del 
Estado recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el nú- 
mero 2.* del art, 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como in- 
fringido, al absolver á los procesados, el núm. 3.0 del art, 18 del Real 
decreto citado, toda yes que la ocultación de pliegos de papel sellado sin 
inutilizar supone la detención de efectos estancados que, careciendo de 
signos positivos de legítima procedencia, no acreditan los procesados su 
adquisición legal: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que se incurre en el delito de contrabando á que se re- 
fiore el núm. 3.9 del art. 18 del Real decreto de 20 de Junio de 1882, 
cuando se detentan efectos de la clase de estancados que carezcan de sig- 
nos positivos de legítima procedencia, y no se acredite su adquisición 
legal, sanción inaplicable á los procesados Antonio Fernández y Fernán- 
dex y su esposa Manuela Vázquez Días, porque en el supuesto de que seam 
góneros de aquella clase, el corto número de pliegos de afios anteriores y 
de distintas ole sf que se encontraron en su poder, la Sala sentenciadora 
estima probado que no consta fueran de ilegítima procedencia, y siendo 
esto cierto, la sola tenencia de semejantes pliegos, que debían estar inuti- 
ligados, no implica la comisión del delito de contrabando antes definido: 
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Considerando que entre otras razones la expuesta en el considerando 
-que precede ha sido el fundamento principal del fallo absolutorio contra 
-el que se recurre, en el que no se ha infringido dicho artículo, ni incurrido 
-en el error de derecho que alega el Abogado del Estado; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Abogado del Estado 

contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
Madrid, condenándole en les costas; y comuníquese la presente á dicho 
Tribunal á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 12 de Junio 
de 1893, é inserta en la Qaceta de 28 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (12 de Junio de 
1898).—Sala segunda. —.Disparo de arma de fuego y coacciones.— Ha lugar 
al rodó por D. José Soriano Romero (Audiencia de la Habana), y se 
resuelve: 

Que el acto de obligar el culpable, sirviéndose para ello de la intimidación 
y de la violencia, á otra persona á que abandonase la habitación en que se en- 
contraba y le siguiese contra su voluntad, constituye el delito de coacción, de- 
Anido en el art. 515 del Código penal de Cuba y Puerto Bico; 

Que debe estimarse frustrado el delito y no consumado, cuando después de 
Raber el procesado hecho de su parte cuanto le fué posible para lograr su eri- 
sínal propósito, no llegó á conseguirlo por circunstancias extrañas y opuestas 
á su voluntad, y no por propio y voluntario desistimiento, 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por D. José 
Soriano Romero centra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de la Habana, en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado de instruc- 
ción del distrito de la Audiencia de dicha capital, por disparo de arma de 
fuego y coacción: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 80 de Diciembre úl. 
timo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que D. José Soriano Romero había tenido relaciones 
amorosas con Doña Consuelo Atienza, á la que continuaba pretendiendo, 
ya de palabra, ya por carta, á pesar de haber terminado sus amores y de 
vivir ésta á la sazón con D. José de Cárdenas; que habiendo éste sabido 
la insistencia del Soriano y los proyectos violentos que abrigaba para con- 
seguir de la Consuelo que reanudara con él sus relaciones, fué al café de 
Albisu, donde vió al Soriano, al que rogó que desistiese de sus prensiones, 
sin conseguirlo, y lejos de ello le vió tomar un puna que tenía en el mos- 
trador y salir de dicho café á la calle en actitud agresiva; Cárdenas se di- 
rigió al cuarto que en su cssa ocupaba D. Francisco Romero, y estando 
allí fué avisado por su criado de que Soriano se encontraba en la babita- 
-ción suya, y á ella se encaminó, viendo en efecto al Boriano que sujetaba 
por un brazo á la Consuelo, 4 quien quería sacar de allí contra su volan- 
tad, y tenía en la mano derecha un pufñial con que la amanazaba; al acer- 
carse Cárdenas á la habitación donde esto ocurría, Soriano soltó á la Con- 
suelo y dirigió su agresión contra Cárdenas, el que disparó sobre su agre- 
sor varios tiros, uno de los cuales le produjo una lesión leve en la nariz, y 
huyó á encerrarse en el cuarto de Romero, y entre los dos lograron cerrar 
la puerta que trataba de abrir Soriano: 
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Segundo. Probado que el cuchillo ocupado á Soriano mide ocho pulga— 
das de hoja y cuatro y media de vabo, es de uso prohibido: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los héchos expuestos: 
constitutivos de un delito de coacción, de que era autor D. José Soriano- 
Romero, con la circunstancia agravante de haberle realizado en la morada 
de la ofendida, y le impuso seis meses de arresto mayor, accesorias, multa 
de 400 pesetas y mitad de costas, absolviendo al otro procesado y declaran- 
do de oficio las costas restantes: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Soriano recurso de 
casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 8.0 del art. 849 de- 
la de Enjuiciamiento criminal, y en su caso por el 6.9, citando como infrin- 
gidos: 

1.0 El art. 1.0, en relación con el 515 del Código penal de Cuba y Puer- 
to Rico, porque los hechos ejecutados por Soriano no constituyen delito 
de coacción, y dicho artículo se refiere sólo al consumado de esa clase: 

Y 2. El párrafo tercero del art. 8.0, en relación con el 865 del mismo 
Código, pues repetidos hechos sólo constituyen tentativa de coacción dado 
que el recurrente no logró obligar á Consuelo Atienza á salir de la habita-- 
ción en que estaba; y en cuanto vió á Cárdenas dirigió la agresión contra 
él, soltando previamente á Consuelo, sobre la que no volvió después á. 
ejercer violencia: 

Resultando que el Ministerio fiscal coadyuvó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que comete delito de coacción, según el art. 515 del Có- 
digo penal de Cuba y Puerto Rico, el que sin estar legítimamente autori- 
zado impidiese á otro con violencia lo que la ley no prohibe, ó le compe- 
liere á ejecutar lo que no quiera, sea justo ó injusto: 

Considerando que al emplear la intimidación y la violencia el recúrren- - 
te para obligar á Consuelo Atienza, sin autorización legítima, á que aban- 
donase la habitación en que se hallaba, y le siguiera contra su voluntad, 
incurrió en el delito de coacción definido en el precitado artículo del Có- 
digo, el cual no llegó en realidad á consumarse, porque el procesado, des- 
pués de haber hecho de su parte cuanto le fué posible para lograr su eri. 
minal propósito, no llegó á conseguirlo por circunstancias extrafias y 
opuestas á su voluntad, y no por propio y voluntario desistimiento: 

Considerando, por tanto, que la Sala sentenciadora incurrió en error- 
de derecho al calificar y penar el delito cometido por el recurrente en con- 
cepto de consumado y no de frustrado, con infracción de lo dispuesto en 
el art. 515 y párrafo segundo del art. 3,0, en relación con el 65 del Oódigo- 
. penal de Ultramar; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación por infracción de ley interpuesto por D. José Soriano Romero 
contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de la 
Habana, la cual casamos y anulamos, declarando de oficio las costas y 
mandando devolver al recurrente el depósito de 125 pesetas que ha cons- 
tituído; y que se comunique esta sentencia, con la que á continuación se- 
dicta, al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publi- 
cada en 12 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta de 28 de Octubre deb 
mismo año.) 
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RECURSO DE*CASA CIÓN (12 de Junio de 1898).—Sala segunda.— Hurto, 
—HMa lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Barceloha). 
y se resuelve: E 

- Que la mayor Ú menor extensión del abwso de confianza, á los efectos de * 
estimarle como agravante genérica ó cualificativa, está siempre en perfecta. 
relación con el grado de confianza di y de la enal se abusa para 00- 
weter el delito, debiendo estimarse tal abuso como circonetancia owalificativa 
cuando se sustraen efectos por la persona en ouya custodia se habían aquéllos 
depositado por razón de vu cargo. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Junio de 1898, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
visterio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia. 
de Barcelona, en causa seguida en el Juzgado de instrucción del distrito de 
la Universidad de la misma ciudad contra Pedro Cuchet Marsel, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 11 de Marzo último, 
cobsigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que Pedro Cuchet Marsa), mozo de la Biblioteca provincial 
de esta Universidad literaria, encargado de limpiar y sellar los libros, 
se apoderó de varios que »e hallaban en distintos armarios, y que vendió 
á dos anticuarios de esta ciudad, y que averiguado el hecho procedióse á 
la incoación de les presentes diligencias, recuperándose los libros, que 
fueron tasados por los peritos en 80 pesetas; hechos probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora los estimó constitutivos de un 
delito de hurto en «antidad mayor de 10 pesetas y menor de 100, de que 
era autor Pedro Cuchet Maersal, con la circunstancia agravante" de abuso 
de confianza, 10 del art. 10 del Código, y le condenó á cuatro meses y un 
día de arresto msyor, actesorias y costas: 

Resultando que contra esta sentencia ha interpuesto el Ministerio fs- 
cal recurso de essación por infracción de ley, autorizado por los números 
3.9, 5.0 y 6.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como in- 
fracciones: . 

1.8 El núm. 2.0 del art, 633 del Código penal, en el que debe compren- 
derse el hecho por las condiciones de criado doméstico en que se hallaba 
el procesado .como mozo de la Biblioteca de que sustrajo los libros, y el 
grave abuso de conflanza con que lo verificó, que es demasiado cuali- 
ficado para que pueda confundirse con la agravante ordinaria que estima 
la Audiencia: 

Y 2,8 El núm. 4.9 del art. 531, en relación con la décima circunstancia 
del Aer 10 de dicho Código, indebidamente aplicados, según el párrafo 
anterior. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que la mayor ú menor importancia del abueo de confian- 
za para estimar esta circunstancia, ya como agravante genérica, ya como 
cualificativa en los casos en que la ley la señala una penalidad espe: 
cial, está siempre en perfecta relación con la confianza dispensada, y de la 
cual se abuse para la ejecución del delito, y es indudable que en el hecho 
de que se hace mérito en la sentencia reclamada concurrió el grave abuso 
de confianza que cualifica el hurto, según el núm. 2.0 del art. 538 del 0ó- 
digo penal, porque el procesado, moso encargado de sebar y limpiar los 
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libros de la Biblioteca provincial de la Universidad literaria de Barcelona, 
sastrajo y vendió algunos de ellos que fueron apreciados en la suma de 80 
pesetas, abusando así gravemente de la confianza que en él se había depo- 
sitado al conferirle un cargo que le obligaba á la conservación y custodia 
de los libros que la Biblioteca contenía: 

Considerando que al estimar la Audiencia sentenciadora como simple 
y no como grave el abuso de confianza cometido por el procesado al eje- 
cutar el delito dejando de aplicar á este caso lo dispuesto en el art. 538 del 
Código penal, incurrió en los errores de derecho señalados en los núme- 
ros 8.0, 5.0 y 8.? de la ley de Enjuiciamiento criminal y cometió las infruc- 
clones legales que en el recurso se invocan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recur- 
so de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal 
contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Bar- 
celona, la cual casamos y anulamos, declarando de oficio las costas; y remí- 
tase certificación de la presente y de la que á continuación »e dicta á 
dicho Tribunal, á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 12 de 
Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 28 de Octabre del mismo afio.) 
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RECUESO DE 0ASACIÓN (12 de Junio de 1893).—Sala segunda. —Inja - 
rias por la imprenta.—No ha logar al interpuesto por... (Audiencia de...), 
y Se resuelve: 

si bien el art. 41 de la ley del Jurado otorga la casación contra la 
resolución de la Sala sobre si el juicio resulta 4 no de la competencia del Tri 
bunal del Jurado ó del de derecho, no determina el citado artículo si el re- 
curso procedente ha de ser el de infracción de ley ó el de quebrantamiento de 
Forma, sinó que somete el caso á las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, la cual le da cabida concretamente entre los que autorizan el de in- 
Fracción de es id bd en el núns. 2.0 del art. 848 y 880 de la misma: 

cuando sea procedente el quebrantamiento de forma indicado en el 
número 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, es indispensa- 
ble que se formule la protesta al enterarse la parte de la denegación, cual lo 
prescribe el 914, por lo que presentado el escrito de protesta dos días después 
de notificada la erolaoidn al Procurador, no es procedente el recurso. 


En la villa y corte de Madrid, á 12 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por ... contra la sentencia dictada por la Sala de ... de la Audiencia de..., 
en causa seguida al mismo en el Juzgado de iastrucción de ..., á querella 
de ..., sobre injurias por medio de la imprenta: ' 

Resultando que en ... de ... se publicó en ... en folleto ..., con el títu: 
lo ..., apareciendo en la página 8.2 una dedicatoria á ... con la firma de..., . 
cuyo folleto contiene una colección de artículos publicados, según se dice, 
en el periódico ..., y en varios párrafos de ellos, ocuvándose de la con- 
ducta y proceder profesional del Abogado ... en varios asuntos judiciales 
en que intervino, se le dirigen, entre otros, los conceptos de ser indigno 
- de ejercer la profesión, porque aconsejaba y dirigía asuntos de mala ley; 
que tenía falta de decoro profesional, de moralidad y de conciencia; que 
era estafador, timador, industrial de varias industrias y conculcador de 
las leyes; que tenía la misma frialdad de ánimo y serenidad que los céle- 
bres criminales Prado, Pransini, los Duques de Vilasora y Auastay, y res- 
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pecto á su ingenio y travesura, que estaba á la altura, poco más ó menos, 
de cualquier adocenado criminal; que creía el articulista que había llega- 
do la hora de terminar para siempre con hombres tan estragados, que 
sienten gusto en ultrajar las leyes, en burlar las acciones y derechos de 
los litigantes, en tomar á mantra de monigotes la digna respetabilidad 
de los. Jueces, y en mofarse de la santidad de los Tribunales de justicia; 
que esperaba que los hombres sensatos y justos auxiliaran á los Tribuna. 
les con sus declaraciones y dejaran el perjurio para esos seres viles y de- 
gradados que venden sus dichos, como las prostitutas sus gracias; que se 
dejara á esas almas tenebrosas y frías que habían pasado su vida maqui- 
mando la ruina de sus conciudadanos, y como el cuervo, con la vista fija 
en los despojos de sus víctimas, que expiaran en las cáreeles y presidios 
sus abominables meldades y sus nefandos crímenes; que el hombre inmo- 
ral en el ejercicio de su profesión no podía ser modelo de honradez polf- 
tica; con otros más ó menos ofensivos, dirigidos todos contra la misma 


na. 

Resultando que previo acto de conciliación sin avenencia ... dedujo 
en ... de ... del referido afio escrito de querella en el Juzgado de instruc- 
ción de ... contra ... por el delito de injurias graves que le infirió en el fo. 
lleto mencionado; y admitida, comenzó sumario, en el que dicho ... se con- 
fesó autor del folleto, expresando que al publicarlo no fué su ánimo inja- 
riar personalmente al querellante, y sí llamar la atención del público res- 
pecto á él como Abogado, á fin de que se separasen de su dirección y con- 
sejo, creyendo con ello hacer un bien á la sociedad; manifestaciones que 
reprodujo en el acto del juicio oral, añadiendo que todos los artículos re- 
-copilados en dicho folleto iban dirigidos y se referían al citado ..., y con 
el fin de cue tuvieran la mayor circulación, fué puesto á la venta en uns 
librería de ..., y expendido públicamente por su orden en los pueblos del 
distrito de ...: 

Resultando que en oportuno estado formuló la parte querellante el es- 
crito de conclusiones provisionales, en el que calificó los hechos como 
delito de injurias graves por escrito y con publicidad, definido y penado 
en los artículos 471 y siguientes del Código penal, del que erg responsa- 
ble como antor ..., sin circunstancias modificatiyas, procediendo impo- 
nerle tres afios, seis meses y veintiún días de destierro y multa de 1.500 
pesetas, accesorias y costas; y por medio de otrosí propuso prueba docn- 
menta), consistente en la lectura del folleto, objeto de la querella, y de 
varios documentos del sumario, la del examen del procesado y la de tes- 
tigos, presentando lista de dos: 

Resultando que la defensa del procesado, al evacuar el traslado de las 
anteriores conclusiones, estableció que los hechos contenidos en el folleto 
- no constituían delito alguno, porque en ellos únicamente se trataba de la 
corrección de abusos gravísimos que afectaban al interés público, sin rela- 
cionarse para nada con la vida privada del denunciador; que el procesada 
no era responsable de delito alguno, por lo que debía ser absuelto, con re- 
serva de su derecho para ejercitarlo contra el querellante como falso de- 
nunciador; en primer otrosí alegó que la causa correspondía al Tribunal 
del Jurado, por hallarse comprendida en el núm. 2.0 del art. 4.0 de la loy 
del mismo, puesto que se consideran funcionarios públicos los Abogados - 
y todos los que ejercen funciones por disposición inmediata de la ley; y 
en tal concepto, el querellante no fué ofendido como particular, declarando 
él mismo que se le faitó como Letrado; y concluyó con la solicitud de que 
se inandara que se fallase la causa por el Tribunal del Jurado, con citación 
del Ministerio fiscal, á quien se entregara para que evacuase el traslado de 
calificación; y en los otrosíes 3.0 y 4,0 expresó que hacía suya toda la 
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prueba propuesta por el acusador, y además interesaba que se practicara 
la documental que á continuación articuló, consistente en su mayor parte 
en que se aportaran testimonios y certificaciones de varios particulares de 
otros asuntos que existían en el Juzgado de instrucción de..., cuyos doon - 
. mentos se leyeran en el acto de la vista, y además presentó lista de 11 tes- 
tigos, pidiendo, por último, que se le admitiera la prueba propuesta, por 
cuanto toda ella se relacionaba directamente con los hechos denunci 
y porque, tratándose de un funcionario público, la ley las admite, respecto 
de los actos ejecutados con motivo del desempeño de sus deberes profe 
sionales: 

Resultando que celebrada vista para resolver el incidente promovido- 
sobre si la causa debía someterse 4 conocimiento del Jurado, en cuyo acto 
el defensor de ... formuló protesta para el recurso de casación en su caso, 
por si la Sala no accedía á su pretensión, la Sección ... de la de lo criminal 
de la Audiencia de ... por auto de ... de ..., fundándose en que el delito más 
grave que se había calificado era el de injurias á un particular, por esoriós y 
con publicidad, y su conocimiento correspondía al Tribunal de derecho, se- 
gún el núm. 2.0 del art. 4.0 de la ley del Jurado; que aunque el folleto, mo- 
tivo de la causa, contaviera injurias á un Letrado en el ejercicio de sus fun- 
ciones, comprendía también frases y conceptos referentes á la persona de... 
como particular y como hombre político, por los cuales formuló el actor la 
acusación, fijando así los puntos sobre que había de girar el debate y que 
la Sala babía de tener presente en el acto del juicio, conforme al principio 
acusatorio vigente hoy para el procedimiento criminal; y que, en tal estado, 
procedía hacer aplicación del art. 658 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
confirmó la providencia vue declaró que el conocimiento de la causa co- 
rrespondía al Tribunal de derecho, teniendo por formulada la protesta de- 
ducida por la defensa; declaró hecha la calificación, y mandó pasar la causa 
al Ponente para el examen de las pruebas propuestas, cuyo auto fué mati- 
ficado á las partes en el mismo día, y en ... de ... siguiente, la citada defensa 
del procesado presentó escrito, estableciendo protesta dentro de tercero 
día, as al art. 41 de la ley del Jurado, protesta que se tuyo por com- 
signada: 

Resultañdo que la repetida Sección, por otro auto de... del mismo ..., 
en razón á que, según lo prevenido en el art. 475 del Código penal, al acu-- 
sado de injaria no se admitirá prueba sobre la verdad de las imputaciones 
cuando éstas son hechas á particulares, siendo, por tanto, improcedente Ja 
articulada por la defensa del procesado; declaró impertinente toda ésta y 
admitió la propuesta por el querellante, cuyo auto se notificó en ... de ..., y 
dicha defensa, en escrito de igual fecha, presentado en ... consignó protesta 


4 los efectos del párrafo cuarto, art. 659 de la ley de Enjuiciamiento eri- 


minal, la que se tuvo por formulada: . 
Resultando que la misma Seeción ... de la Sala de... de la Audiencia. 
de ..., por sentencia de ... de... de ..., estimó que las frases y conceptos con. 
tenidos en el folleto de que se ha hecho mención constituían el delito de 
injurias graves hechas por escrito y con publicidad, del que era responsa- 
ble en concepto de autor ..., sin ser de apreciar circunstancias modificali- 
ves; y en su virtud, le condenó en tres años, seis meses y veintiún días de 
de la referida ... y de ..., y un radio de 25 kilómetros de cada una, 
multa de 500 pesetas y costas: 

- Resultando que contra la anterior esntencia interpuso la defenes del pro- 
eesado recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció el de 
infracción de ley, fundando aquél en el núm. 1.0 del art. 9011 de la de Enjui. 
ciamíiento criminal, por haber denegado la Sala la pretensión que formaló- 
para que se declararse que el conocimiento de la causa correspondía al Tri- 
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bunal del Jurado, y por la negativa de admisión de las pruebas que artículó 
en el escrito de coucinsiones provisionales, contra cuyas resoluciones for- 
mauló protestas en el tórmino legal: l 

Resultando que admitido por la Sección sentenctadora el recurso en la 
forma, elevó á este Tribunal Sapremo la cansa original, con citación y em. 
plesamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Francisco Toda: 

Considerando que, sí bien el art. 41 de la ley del juicio por Jurados de 
el recurso de casación contra la resolución de la Sala sobre si el juicio re- 
sulta de la competencia del Tribunal del Jurado ó del de derecho, no de- 
termina que ses el Ze quebrantamiento de forma, sino que deja el caso su- 
joto á las prescripciones de la ley de Enjuiciamiento criminal, la cual con- 
cretamente le da cabida entre los recursos de casación por infracción de 
ley, comprendido en el núm. 3.9 del art. 848, y el 850 de la misma, sin que 
entre los quebrantamientos de forma enumerados en los artículos 911 y 
913 de ella se haga referencia en sentido alguno á motivos de casación 
“omo el de que se trata : 

Considerando que para ser aplicable el quebrantamiento de forma nú.- 
mero 1.0 del art. 911, es indispensable que se haga la protesta al enterarse 
la parte de la denegación de prueba, cual lo prescribe el art. 914; y que 
presentado el escrito - protesta dos días después de ser notificada aquella 
resolución al Procurador del procesado, es evidente que no se ha camplido 
el aaa precepto legal, é improcedente, por tanto, la casación que se pre- 
ten 


Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la expresada 
sentencia de la Sección ... de la Sala de ... de la Audiencia de ... por ..., 6 
quien condenamos en las costas; particípese á dicha Sala y pase la cauza 
á la segunda de este Tribunal Supremo, en cuanto al recurso anunciado 
por infracción de ley.—(Sentencia publicada en 12 de Junio de 1893, 6 in- 
serta en la Gaceta de 17 de Octubre del mismo año.) 
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BNCURSO DA CASACIÓN (13 de Junio de 1993).—Sala segunda. — Muerte 
accidental —No ha lugar al interpuesto por Doñia Carmen Puig (Audiencia 
de Barcelona), y se resuelve: 

los autos de sobreseimiento provisiowal, como su significación y nows- 
Dre indican, no son definitivos, por lo cual, no sólo no es admisible contra ellos 
el recurso de casación por infracción de ley, conforme al núm. 3.9 del ar. 
tículo 862 de la de Enjuicianmmento criminal, sino que la Sala debió en su 
oportunidad denegar la empedición del testimonio solicitado para la interpo- 
Sición de aquel recurso. 


Bn la villa y corte de Madrid; á 13 de Junio de 1893, en el recurso de 
essación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Dofñia- 
Osemen Puig, como querellante, contra el auto de sobreseimiento provi- 
sional dictado por la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, en 
<ausa por muerte de José Sotorra: 


Resultando que el expresado auto, dictado en 28 de Marzo último, . 


contiene los resultandos siguientes: 
Resultando que el 26 de Marzo último, el Médico D. Josó Igartúa puso 
en conocimiento del Jazgado que acababa de ser llamado para curar al 


e 
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albañil José Sotorra, que según dijeron había caído del terrado á un pe- 
tio interior, fracturándose el cráneo y falleciendo á poco de reconocido; 
que el hecho sucedió en una casa en construcción de la calle de Casano- 
vas, esquina á la de Cortes, y en un patio central, en cuya parte superior, 
distante unos 23 metros del suelo, había algunos tablones para poder pa- 
sar de una parte á otra, sin que tuviese baranda, habiendo manifestade 
algún testigo que tales tablones los mandó colocar el interfecto; y aun 
«cuendo la esposa de éste, Carmen Puig, formó parte en la causa y no re- 
nunció á la indemnizacion correspondiente, los perltos dijeron que tales 
tablones se acostumbraban colocar para recibir los materiales, no de- 
biendo hacer uso de ellos más que el operario encargado de recibir los 
que subieran por la polea: 

Resultando que declarado terminado el sumario por el Juez instruc- 
tor, cuyo auto fué aprobado, el Ministerio fiscal en el acto de la vista ha 

ido el sobreseimiento provisional de estas diligencias: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, 
estimandd que en el sumario no resulta debidamente justificada la per- 
petración del delito que dió motivo á la formación del mismo, y visto el 
núm. 1.9 del art. 641 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sobreseyó 
provisionalmente, declarando por ahora de oficio las costas: 

Resultando que contra este auto se preparó recurso de casación por 
infracción de ley, por parte de Carmen Puig, que se ha interpuesto en 
concepto de pobre, autorizado por el núm. 4.0 del art. 848, y por el nú- 
mero 2.0 del art. 489 (así dice, deberá ser 849) de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, citando como infringidos los artículos del Código penal 581, 
párrafo primero, por inaplicación, en cuanto no se ha penado en concepto 
de imprudencia temeraria, con infracción de los Reglameutos, el homici- 
dio de José Sotorra: 

Resultando que instruido el Ministerio fiscal, se opone á la admisión 
del recurso por tratarse de un auto definitivo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que conforme al núm. 3.0 del art. 862 de la ley de En- 
julciamiento criminal, la Audiencia de Barcelona debió denegar la expe- 
dición del testimonio que se la pidió por la representación de Doñia Car- 
men Puig para recurrir en casación de un suto de sobreseimiento provi- 
sional, que, como su significación y nombre indica, no es definitivo, ya 
que en cualquier tiempo y con otros méritos de indagación podría dejarse 
sin efecto y seguirse nuevamente el proceso en que se ha dictado; pero 

" ya que no lo hizo, esta Sala no puede admitir el recurso de casación inter- 
puesto por dicha Puig, toda vez que no se dirige:contra las resoluciones 
definitivas que terminantemente señala en sus distintos números el ar- 
tícalo 848 de la mencionada ley; Ñ 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar á la ad- 
misión del recurso de casación interpuesto contra el auto de sobresei- 
miento provisional dictado por la Sala de lo criminal de la Audiencia de 
de Barcelona, á nombre de Dofía Carmen Puig, á quien condenamos en 
Jas costas y al pago, si mejorase de fortuna, de 1.000 pesetas, por razón 
de depósito, que no ha constituído; comuníquese esta resolución al Tri- 
bunal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 13 
E eN de 1898, 6 inserta en la Gaceta de 28 de Octubre del mismo 

O. 
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RECURSO DE CASACIÓN (13 de Junio de 1893).—Sala segunda, — Estafa. 
—No ha lugar al interpuesto por Alfonso Maeso Muñoz (Audiencia de Ma. 
- drid), y se resuelve: 

Que no es admisible el recurso por infracción de ley cuando no se deter. 
mina ni señala un solo hecho de los que la sentencia consigna como constituti- 
vos del delito imputado por la Sala sentenciadora al recurrente, limitándose 
éste á negar su participación en el hecho punible, faltando ast al interponer 
el recurso á lo preceptuado en los artículos 849 y 874 de la ley de Emgzuicia- 
miento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 13 de Junio de 1893, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Alfonso 
Maeso Mafioz contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instrucción del dis. 
trito del Hospicio, seguida al Maeso por estafa: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 10 de Marzo último, 
contiene el siguiente: 

Primero. Probado que el procesado Alfonso Maeso Mnfioz, que desde 
el mes de Mayo último venía prestandu servicio como corredor en el esta- 
blecimiento de aceite de D. Luis Martell Fernández, y que como tal cobraba 
las cantidades que los compradores entregaban como importe del expre- 
sado artículo, con obligación de entregar dichas cantidades inmediata- 
mente á la casa Martell, sacó en el mes de Julio siguiente uns partida 
de 27 pellejos de aceite, que contenían 177 arrobas 73 cuarterones, impor- 
tante 2.307 pesetas, colocándolo en diferentes casas, las cuales le abonáron 
su importe en el acto; pero en vez de hacerlo él á su vez á la casa Mar- 
tell, dijo á ósta que los compradores lo habían tomado al fiado por quince 
días, á lo cual accedió la casa expresada, por ser aquéllos conocidos, y 
apropiándose por este medio las 2.860 pesetas cobradas: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que los hechos cons- 
tituyen el delito de estafa, de que es autor el procesado Alfonso Maeso 
Muñoz, sin circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, le 
condenó á cinco meses de arresto mayor, accesorias, indemnización y 
o0stas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por in- 
fracción de ley, fundado en el núm. 1.? del art, 849 de la de Enjuiciamiento 
criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 548 del Código penal, porque de los hechos declarados pro 
bados no resultan los elementos necesarios para que puedan calificarse y 
penarse como delito de estafa: 

2.0 Los demás artículos del Código que la sentencia invoca como fun. 
damento del fallo, puesto que obedecen á la errónea aplicación del 548: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recureo, 
porque en su primer motivo, no sólo desconoce los hechos probados, sino 
que combate la apreciación de la prueba hecha por la Sala sentenciadora 
para deducir arbitrariamente que no hay elementos bastantes para repu- 
tar al procesado como autor del delito por que se le ha penado; y en . 
cuanto al segundo, por no fijar taxativamente los preceptos de carácter 
penal que se supongan infringidos. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 
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Considerando que el recurso de casación por infracción de ley dedu- 
cido por la representación de Alfonso Maeso Muñoz no puede ser admi- 
tido en ninguno de sus motivos, porque para su discasión no determina 
ni señala un solo hecho de los que la sentencia le atribuye, y constituyen 
el delito de estafa que se le imputa, limitándose á negar su participación 
en el mismo, y faltando de este modo, y sin citarJos artículos del Código 
aplicables á lo repetidamente declarado por esta Sala al interpretar y cum- 
plir lo preceptuado en los artículos 849 en sus distintos números y 374 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad 
misión del recurso interpuesto por Alfonso Maeso Mafñios, al que condeo- 
namos en las costas y al abono, si viniere á mejor fortuna, de 126 peseta», 
por razón del depósito, que no ha constitaído por su insolvencia; lo que se 
comunique al Tribunal sentenciador á Ica efectos consiguientes. —(Senten- 
y 0 en 13 de Junio de 1893, é inserta en la Caceta de 12 de Enero 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala tercera. — Contra. 
bando.—Ha lugar al interpuesto por Rosario Muñoz Rivero (Audiencia de 
Sevilla), y se resuelve: 

Que en las sentencias que se dicten en las causas por contrabando y defram 
dación han de consignarse empresa y terminantemente los hechos que se deela 
ren probados y estuvieren en relación con las cuestiones resueltas en el fallo; 
puesto que conforme al art. 114 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, en 
dichas causas se regirá. la tramitación por lo que se disponga en las leyes 
comunes de enjuiciamiento, cuando aquél no ordene expresamente otra cosa, 
y como aspecto á la fórmula de las sentencias no establece disposiciones espo- 
ciales el citado decreto, es de aplicarse en ese Parets el núme. 2.9, arf. 142 
de la vigente ley de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Janló de 1898, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Rosario Muñoz Rivero, y sostenido en su beneficio por el Ministerio 
fiscal, contra la sentencia dictada por la Sección segunda de la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Sevilla, en causa seguida á dicha Muños en 
el Juzgado de primera instancia del distrito del Salvador, de la propia ciu- 
dad, por contrabando: 

Resultando que por sospechas de que en la posada de la calle de Aran- 
juez, en Sevilla, á cargo de Rosario Mufioz Rivero, se oenitaba tabaco de 
contrabando, se constituyeron en ella en 30 de Enero. de 1892, algunos 
agentes de la Compañía arrendataria de tabacos, con fuerza de carabine- 
ros, y practicado un reconocimiento, se encontró en una habitación alta 
un canasto de mimbre con 37 paquetes de á cuarterón, marca La Liberta- 
dora, en peso de 4 kilogramos 200 gramos, y valor para los efectos de la 
ley de 80 pesetas 24 céntimos, manifestando en el acto la citada Mufos y 
su yerno Ramón García Molina, á presencia de la fuerza aprehensora y de 
un testigo, que el referido tabaco lo dejó allí un sujeto desconocido de 
Benamargosa, porque no le pagó el hospedaje: 

Resultando que aprehendido el tabaco y puesto á disposición del Dele- 
gado de Hacienda de la provincia, se celebró la Junta administrativa, la 
cua! acordó el comiso del género y que se remitieran copias de las actas 
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de la misma y de la de aprehensión al Juzgado respectivo; en vista de las 


-que comenzó causa el de primera instancia del distrito del Salvador, «le 
Sevilla, duelarando procesada á Rosario Mufñios Rivero, la cual, en su in- 


dazatoria, negó que fuera suyo el tabaco ocupado, y que jamás se había 


ejercitado en la venta del mismo; y en ampliación posterior refirió que di. . 


cho tabaeo era de su hijo Adolfo Salado, ya difanto, quien se lo confesó 
estando enfermo ante sa otra hija Antonia Salado y Paulino Hernández, 
los que afirmaron este extremo: 


Resaltando que seguida la causa por sus trámites, con intervención del . 


Aboga:lo del Estado, el Jnezs de primera instancia del refurido distrito 
pronanció sentencia en 17 «de Septiembre de 1992, en la cual comprendió 
en seis resaltandos los hechos objeto de aquélla, y las pretensiones deda- 
cias por las partes, sin contener ninguno la declaración de probados; y: 
en su consecuencia, condenó á Rosario Muñoz Rivero á la multa del cuá- 
draplo al quíntuplo del valor en que fué tasado el tabaco aprehendido, 
cuyo comiso ratificó, ó sea en 122 pesetas, ó á la prisión subsidiaria correa- 
pondiente á razón de un día por cada 3 pesetas 50 céntimos que dejara de 
satisfacer, y en todas las costas: 

Resultando que interpuesta apelación por la defensa de la procesada, 
y remitida la causa á la Sala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla, la 
Succión seguada de la misma, por otra sentencia de 19 de Enero de 1893, 
aceptando los resultandos de la apelada, á los que agregó otros dos expre- 
sivos de la condena impuesta á la Muñoz en aquélla, y de las pretensiones 
deduc'das en la seguuda instancia, sin contener tampoco declaración de 
probados, confirmó, con las costas del recurso, la indicada sentencia del 
Juzzado: ; dl 

Rosaltando que contra dicho fallo de la Audiencia interpuso la defensa 
de Rosario Muñoz recarso de casación por quebrantamiento de forma y 
anunció el de infracción de ley, apoyanido aquél en el núm. 1.0 del art. 912 
de la de Enjuiciamiento criminal, supletoria del Real decreto de 20 de Jn- 
nio de 1853, según su art. 114, y conforme también al de 38 de Noviembre 
de 1383, y alex.uJo como falta de forma cometida la de que ni en la sen- 
tencia de primera instancia, ni en la de la Sala se habían declarado proba- 
dos los hechos clara y terminantemente como previene la ley, ni de nii.- 
guna otra manera, y sin esa declaración previd se había dictado fallo ccn- 
denatorio para la recurrente: 

Resnitaado que amitido por la Sección sentenciadora el recurso en la 
forma, elevó á este Tribunal Supremo la cansa original, con citación y enr- 
plazamiento de las partes; y nombra:los defensores de oficio á la recurren- 
te, tres Abogados han excusado sucesivamente su defensa por no encort- 
trar móritos para sostener el ia:dicado recurso, que el Ministerio fiscal ha 
aceptarlo en beneficio de la procesada. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Daniel Rodríguez: 

Considerando qne en vírtud de lo que prescribe el art, 114 del Ren! 
decreto de 20 de Jauio de 1852, en las causas por delitos de contrabanin 
6 defrandación, to lo lo que no se halle espócialmente determiaado res- 
pecto al enjuiciamiento, s» regirá por lo que disponen las leyes comunes, 
y se eacuentra en este caso la redacción de las sentencias, pues sobre la 


forma que en ellas debe emplearse nada se expresa en el mencionado 


decreto: 
Consideranto que conforme al núm. 2.0, art. 142 de la ley de Enjuicin- 


misato criminal, los hechos que estuvieren enlazados con las cuestiones 


que hayan de resolverse en el fallo y que se estimen probados, deben cun - 
fener esta declaración expresa y terminante: 
“Considerando que la sentencia de la Audiencia contra la cual se -recit- 
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xre, y la del Juzgado, cuyos resultandos han sido por aquélla soeptados,. 
no contienen declaración alguna de los h+chos que se estimen probados: 
Considerando que, según el art. 912, núm. 1.9 de la citada ley, es causa 


de casación el no expresar clara y terminantemente cuáles son los hechos.. 


que se estimen probados; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por Rosario Ma- 
fioz Rivero y sostenido en beneficio de la misma por el Ministerio fiscal 
contra la expresada sentencia de la Sección segunda de la Sala de lo eri- 
minal de la Audiencia de Sevilla, la cual casamoa y anulamos; y con certi- - 
ficación de la presente, devuélvase la causa para que, reponiéndola al 
estado de dictar nuevo fallo, lo pronuncie con arreglo á derecho.—(Sen- 
tencia publicada en 14 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta de 17 de- 
Octubre del mismo año.) - 
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RECURSO DE OASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Hurto.. 
-—No ha lugar al interpuesto por Francisco Mel Alonso (Audiencia de 
Madrid), y se resuelve: 

Que el recurso de casación por infracción de ley es inadmisible cuando se 
Junda en hechos distintos de los que consigna la sentencia reclamada, como 
resultancia del juicio que sobre las pruebas forma el Tribunal a quo, según. 
lo ha establecido la constante ductrina de la Sala de casación en lo criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Junio de 1893, en el recurao de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Fran- 
cisco Mel Alonso contra la sentencia pronunciada por la Sala de la crimi- 
nal de la Audiencia de Madrid, en causa por hurto: 

Resultando que la expresada sentengia contiene los hechos en el re- 
sultando siguiente: Ñ 

Resultando probado que en la noche del 3 de Marzo último, los pro 
cesados Josó María Gómez y Francieco Mel Alonso se encontraron en la 
calle del Espírita Santo con Victoriano Méndez Varela, que iba algún 
tanto embriagado, y compañado de otro amigo se entraron los cuatro en 
el café de San Mateo, y como el mareo de la embriaguez que sufría Vare- 
la lo tuviera molesto, los procesados lo sacaron á la calle para que tamara 
fresco, llevándoselo en dirección á Ja Puerta del Sol, sustrayéndole por el 
camino su reloj de oro y un pedazo de cadena que ambos procesados em- 
peñaron por 80 pesetas, á nombre de Gómez López, en la casa de prósta- 
mos de la calle de Ban Vicente, núm. 4, y por conocimiento del Mel; enyo 
reloj, que ba sido valorado en 225 pesetas, fué entregado á su dueño en 
calidad de depósito, siendo también valorado prudencialmente el trozo 
de cadena que con el reloj se sustrajo, y que no ha parecido, en 5 pesetas: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid es- 
lificó estos hechos como constitutivos de un delito de hurto, y declarando 
autores del mismo á los procesados Josó María Gómez y Franciaco Mel 
Alonso, sin circunstancias modificativas de la responsabilidad, lea con- 
denó á la pena de cinco meses de arresto mayor, accesorisa y costas: 

Resultando que contra esta sentencia interpuso Mel Alonso recarso 
de casación, fundándolo en los números 2.0 y 4.* del art. 849 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal; y citando como infringidos el art. 1.2 del Códi- 
go penal, por cuanto no obró con voluntariedad de obtener lucro, ni lo 
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abtuvo, y los del mismo Código 13 y 16, núm. 1.0 puesto que solamente 
debió habérsele penado como encubridor del delito: 

. Resultando que dada vista del recurso al Ministerio fiscal, se opuso á 
su.admisión. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que, lejos de partir la representación de Francisco Mel 
de los hechos que se declaran probados en la sentencia recurrida, como 
ee previene en el art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, supone 
que este procesado no tuvo otra participación en el delito que la de haber 
acompañado á Josó María Gómez á la casa en donde empeñó el último el 
reloj sustraido, y que no obró con ánimo de lucro, ni se aprovechó de los 
resaltados del hurto, cuando, por el contrario, en dicha sentencia se decla- 
ra probado que tanto el Gómez como el recurrente se apoderaron de un 
reloj de oro y un trozo de cadena que el perjudicado llevaba la noche 
del suceso, y que los'dos empeñaron el reloj en una casa de préstamos 
por 80 pesetas: 

Considerando que el recurso de casación es inadmisible _cuando se 
fanda en hechos distintos de los que se consignan en la sentencia, como 
resultante del juicio que sobre las pruebas forma el Tribunal a quo, según 
repetidamente lo tiene declarado esta Sala; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la nd- 
misión del interpuesto por Francisco Mel Alonso, á quien condenamos en 
las costas y al pazo de 135 pesetas por razón de depósito, que no ha 
constituído, cuando mejore de fortuna; comuníquese esta resolución al 
Tribanal sentenciador á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 
14 5 Junio de 1893, ó inserta en la Gaceta de 28 de Octubre del mismo 
aflo. 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala segunda.—Inju- 
rías.—No ha lugar al interpuesto por M, A. G. (Audiencia de ...), y se re- 
suelye: 

Que la inserción en un periódico de varios sueltos dirigidos á desacreditar 
áun Mélico en el ejercicio de su profesión, los cuales no han podido ser es- 
eritos ni publicados con otro propósito que el de rebajar á aquél en el concep- 
to público, como con toda evidencia se revela por las frases de que dicho Mé 
dico es un mal curandero y otras semejantes, consliluyen, sin duda alguna, 
el delito de injurias, previsto y penado en el art. 471 del Código penal vi- 
gente. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Junio de 1893, en el recurso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por M. A. 
G. contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo'criminal de la Au- 
diencia de ..., en causa por injurias, seguida á instancia de D,. J. M, $. P.: 

Resultando que en dicha sentencia, dictada en 4 de Febrero último, se 
contienen los resultandos siguientes: 

Resultaudo que en el núm. 16 del semanario titulado T., correspon- 
diento al 25 de Noviembre de 1891, y en su sección «Flores cordiales», 
inserta un suelto en el que después de manifestar que han sentido el 
goso más graude con lo dicho por la N. de da O., respecto al Sr. P., agrega 
por su cuenta: «te fastidiaron, galán. —También sabíamos nosotros que el 
Sr. P., como Médico, se dignó de figurar entre los doctores del rey que 
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rabió, y figura en primera Jínea.—La verdad es que no supo lo que hisg, 
pues queriendo y creyendo hacerles daño á ellos, se lastimó á sí mismo.— 
Porque, ¿quién duda en A. que el Sr. P. es na mal curandero?—Nadie; 
nada, señor, ojo á la ganga (por C.), si quiere V. que la prensa no le saque 
los trapillos á relucir, tome nuestro humilde consejo. —Renuncie á la 
Medicina; pídales perdón á los Sres. C., y por pedir, pídales también la 
asistencia que va á quedar vacante y que tanto anhela. —Además, todos 
sabemos que aquel artículo, como todos los qne escribe V., lo copió y 
firmó como suyo, y esto no nos extrañió en V.» En el núm. 17, correspon- 
diente al 2 de Diciembre de 1891, del mismo semapario, se insertan tam- 
bién varios sueltos ofensivos para el Sr. P.,. entre los que figura el que 
dice: «En A. todos saben qué medios emplea el Sr. P. para recetar tanto 
como dice que receta.— Mientras los demás Médicos cobran una cantidad 
determinada por cada receta, el Sr. P. cobra ... lo que le dan y se contor- 
ma.—Bueno que el Sr. P. no sea intruso en Medicina, hasta cierto panto; 
pero en todo la demás, perdónenos el Sr. P. que le digamos es un intruso 
de marca mayor»; hechos probados: . o, 

Resultando también probado que el procesado M. A. G., conocido por 
R., alias M. el h., se negó aute el Juzgado 4 manifestar el nombre del sa- 
tor de los sueltos, y se confesó director del semanario el T.: 

Resultando que la Sala calificó estos hechos como constitutivos del 
delito de injurias, previsto en los artículos 471 y 474 del Código penal, y 
declarando autor del mismo á M. A. G., sin eircunstancias modificativas 
de la penalidad, le condenó á un mes y once días de arresto mayor, malta 
de 125 pesetas, accesorias y costas: 

Resultando que contra ese fallo interpuso el procesado recurso de 
casación por infracción de ley, fundándolo en el núm. 1.0 del art. 849 de 
la de Enjuiciamiento criminal y citando como infringidos los artícn- 
los 471, 474 y 1.9 del Código penal, por cuanto no tuvo intención de otfen- 
der á D. J. M.S. al publicar en el T. los sueltos que fueron objeto de la 
querella: A 

Resultando que admitido eh recurso, fué impugnado en el acto de la 
vista por el Ministerio fiscal, : 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que los sueltos transcritos en el resultando primero de 
la sentencia reclaniada del semanario de A. el T. que se publicó en los 
días 25 de Noviembre y 2 de Diciembre de 1891, constituyen sin género 
alguno de duda el delito de injurias definido en el art. 471 del Código pe- 
nal, porque teniendo en sí mismos la virtualidad de desacreditar al que- 
rellante en su profesión de Médico, no han podido ser escritos y lanzados 
á la publicidad con otro propósito que el de rebajarle en el concepto pú- 
blico, como con toda evidencia se revela por las frases de que dicho que- 
rellante es digno de figurar entre los doctores del rey que rabió, que es 
un mal curandero y que todos saben en A. los medios que emplea para 
recetar tanto como dice que receta: 

Considerando, por lo tanto, que la Sala sentenciadora, al calificar y 
penar como delito de injurias los hechos que dieron margen al procedi.- 
miento, no ha incurrido en el error de derecho que se le atribuye, ni co- 
meti:lo las transgresiones que en el recurso se citan; ñ 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto contra la expresada sentencia por M. A. G., á quien condenamos 
en las costas y al pago de 125 pesetas por razón de depósito, si mejora 
de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los 
efectos oportunas. —(Sentencia publicada en 14 de Junio de 1893, 6 inserta 
en la Gaceta de 28 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Junio de 1893). 
— Bala seguoda.— Robo frustrado.—No ha lugar al interpuesto por Antonio 
Pérez, Ramón Lugo y otros (Audiencia de Mayayúez), y se resuelve: 

Que la circunstancia agravante 15 del art, 10 del Código penal, debe, por 
regla general, apreciarse como agravante cuando el delito de robo tiene lugar 
de noche, tanto por la mayor alarma que tales atentados producen en la socie- 
dar, si aquélla se aprovecha para su ejecución, cuanto por lo que favorece los 
enstintos del cwlpable en orden á su apetecida impunidad, sin que la ley exija 
que se busque de propósito la noche para que sea estimada como concurrente 
dicha circunstancia. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Junio de 1898, en el recurso de . 


casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Antonio 
Pérez, Ramón Lngo Meléndez, Manuel Rodríguez Núñez y Ramón Figue. 
roa Rodríguez contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de Maya. 
gúez, en causa procedente del Juzgado de instrucción de dicha ciudad, se- 
fuida á los mismos por robo frustrado, del que resultó homicidio: 
Resultando que la referida sentencia, dictada en 4 de Febrero último, 
contiene los resultandos siguientes: 

- Primero. Que concertados Pérez, Lugo, Figueroa y Rodríguez para 
robar, se dirigieron á las once de la noche del día 9 de Mayo último á la 
casa - habitación de D. Fernando Anzoátegui, sita en la calle de Méndez 
Vigo de esta ciudad, y aprovechando la oscuridad y ausencia accidental 
de los moradores, escalaron una tapia del patio, y ya en éste, violentaron 
una persiana y una puerta, penetraron en cl interior de las habitaciones, 
descerrajaron un ropero, sacaron su contenido, que desordenaron, y como se 
apercibiera el criado Manuel Alago Lngo, que dormía en un cuarto inme. 
diato para custodiar Ja vivienda, se dirigió adonde estaban tres de los la- 
drones, y con un machete les agredió para impedir la salida, mientras que 
aquéllos á su vez, trataodo de huir, se abalanzaron sobre él, y con una 
navaja que lleyaba uno, le causaron diferentes heridas graves, y entre 
ellas tina en el cuello, que le seccionó Ja yugular y produjo la muerte á 
pocos momentos, desapareciendo precipitadamente los asaltantes por dis- 
tintos sitios y direcciones, sin lNevarse ningún objeto ni valores de la casa, 
en la que ocasionaron dafios de 2 pesetas; hechos probados: 

Tercero. Qne según los antecedentes penales que figuran en este pro- 
eeso, Antonio Pérez ha sido anteriormente condenado por el delito de 
burto'en sentencias de 15 y 21 de Febrero de 1889, y Ramón Figueroa, 
por aquel delito y otros de estafa, en sentencias de 10 de Junio de 1881, 
31 de Mayo de 1888 y 20 de Septiembre de 1878; hechos probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando que el hecho pro- 
bado constituye el delito frustrado de robo, con ccasión del cnal se causó 
un homicidin, y que son autores los procesados Antonio Pérez, Ramón Lugo 

Meléndez, Manuel Rodríguez Núñez y Ramón Figueroa Rodrígnesz, con la 
concurrencia de la agravante de nocturnidad, y en cuanto al Figueroa y 
Pérez, la de ser reincidentes, les condenó á la pena de cadena perpetua, 
accesorias, indemnización y coetas: 

Resultando que los procesados han interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el párrafo quinto del art. 849 de la de 
Enjuleiamiento criminal, citando como infringido el art. 10, cireunstan- 
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cia 15 del Código penal, por indebida aplicación, puesto qe de la sentencia 
recurrida no resulta que la nocturnidad fuera buscada de propósito para 
la comisión del delito: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 


Urso. : 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que la circunstancia 15 del art. 10 del Código penal debe 
apreciarse, por regis general, como agravante, concurriendo en los delitos 
de robo, por la mayor alarma que tales atentados producen en la sociedad 
cuando se cometen durante la noche, y por lo que favorece la oscuridad 
de la misma los instintos del culpable en orden á su apetecida inmunidad: 

Considerando que sobre no exigir la ley que se busque la noche de 
propósito para agravar la culpa de los hechos que se declaran 
en la sentencia reclamada, se desprende que los recurrentes la buscaron, 
en efecto, además de aprovecharse de ella, puesto que se afirma por el Tri- 
bunal a quo que después de concertado el delito se dirigieron aquéllos á 
las once de la noche al lugar en donde se perpetró: 

Considerando, por lo tanto, que al apreciar la Audiencia sentenciadora 
esa agravante, sin rasón impugnada por los procesados, se atemperó á las 
na pciones legales y á la doctrina sustentada por este Supremo Tri- 

unal; : 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Antonio Pérez, Ramón Lugo Meléndez, Manuel Rodríguez 
Núfiez y Ramón Figueroa Rodríguez, á quienes coudenamos en las costas 
y al pago de 125 pesetas cada uno, si mejorase de fortuna, por rasón del 
depósito, que por insolvencia no han constituído; lo que se comunique el 
Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes. —(Sentencia publicada 
en 14 de Junio de 1893, é inserta en la Qaceta de 12 de Enero de 1894.) 
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REOURSO DB CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Junio de 1893). 
—Sala segundas. —Estupro.—No ha lugar al interpuesto por... (Audiencia 
de ...), y se resuelve: 

Que no es admisible el recurso de casación cuando no se coeptanen teda su 
integridad los hechos consignados como probados en la sentencia recurrida, $ 
curado se a por fundamento de aquél las transgresiones legales que en 
ella no constan. . : 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Junio de 1383, en el recarso 
de casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
P. $. F. contra la sentencia pronunciada por la Sala de justicia de la 4au- 
diencia de M., en causa por estapro á instancia de Dofia 8. L.: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 6 de Febrero úl- 
timo, contiene los hechos en los siguientes resultandos: 

Resultando probado que D, P. 8, F., llevaba relaciones amorosas con 
Dofia 8, L. de N., ambos miembros de familias honestas y bien reputadas, 
enlazadas por vínenlos de estrecha amistad, unida de antiguo conocimien- 
to y de habitar casas contiguas en la misma pobiación: 

Resultando probado que dichas relaciones amorosas se llevaban con el 
fin de matrimonio, idea que el procesado hizo concebir y mantavo en el 
ánimo de Doña 8., no sólo por manifestaciones ostensibles, sino por las 
íntimas entre los amantes, según aparece de las cartas dirigidas por el pri- 
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mero á la stegtinda, que como prueba documental se han traído al jutcio, y 
han sido reconocidas por el referido 8., en cuyas cartás daba en unas á la 
Doña 5. el dictado de «esposa», y en casi todas al suscribir anteponta «tu 
esposo» y en la de fojas 3 ne lee: «Angel mío, el día que llevemos á cabo 
aavestro propósito, no podré el lujo y la grandeza de tu casa, pero sí te 
ofreceré un alma que vive sólo paras tí. Adios, bien mío, quiéreme mucho 
y piensa como yo, que sí Dios quiere, muy pronto serás mi esposa de mi 
alma; pero se buena y ámame con firmeza»; en la de fojas 3: «Dios quiera 
pases el día de hoy muy feliz y ventuross, deseando poderte hacer por 
largo tiempo igual manifestación, y que el año que viene estemos unidos 
pera estar colmados de dicha y satisfacciones, siendo el estilo de todas 
las otras vehemente y apasionado, hablándose en muchas de sentimientos 
puros: 

Resultando probado que en la intensidad de estas relaciones, y me- 
diante la pronresa de matrimonio de que se deja hecho mérito, el procesa- 
do tuvo actos carnales con Dofia 8., realizando estos actos en la casa de 
ésta, donde se introducía por la noche, previa cita que se daban los aman- 
tes, y la facilidad que para ello bien daba la proximidad de los domicilios, 
y áÁ consecuencia de esos actos carnales quedó embarazada y dió á luz 
uns niña: 

Resultando probado que Dofia $, para ocultar su deshonra en el pueblo 
de J., donde estaba domiciliada, cuando ya se hizo visible el embarazo, 
vino á M. acompañada de sus padres, residiendo en un barrio extremo 
econ objeto de permanecer en él hasta que diera ú luz, y compliendo su 
amante la palabra dada cubriera su honra, á cayo propásito no era ajeno 
el procesado, pues se comunicaba con ella, usando de antemano un nom- 
bre convenido para que en $. no be supiera bu residencia, y le envío su 
<édula personal para que procediera á la inscripción de la nifis, dando 
luego tontraorden por telégrafo: 

Resultando probado que al iniciarse el procedimiento tn 21 de Abril 
de 1892, D. 8. L. de N. era menor de veintitrés afñios y mayor de doce: 

Resultando probado que agotados por los representantes legítimos de 
Doña $. todos los medios extrajudiciales de avenencia, incluso la concilia- 
ción, 8. se negó á reparar el daño y á cumplir su promesa de matrimonio, 
sin que haya jastificado haber para ésta obstáculo legítimo: 

ltando que denunciado por D. T. 8., padre de Dofía S., y continua- 
do pot éita querella contra D. J, 8., en el trámite correspondiente, el acu- 
sador privado calificó los hechos como constitutivos del delito de estapro, 
sin circunatancias apreciables, y pidió la pena de dos meses y un día 
de arresto mayor, accesorias, costas, indemnización de 25.000 pesetas y 
manutención de la prole: 

Resultando que la defensa de D. 3. 8. consignó en sus conclusiones 
«que, si bien era cierto que el procesado había tenido actos carnales con'la 
querellante, no los tuvo mediante engaño, y en consecuencia procedía la 
libre absolución, con las coutas de oficio: 

Resultando que celebrado el Juicio oral, en sesiones sucesivas, los días 
$ y 4 del actual, los defensores de las partes sostuvieron como definitivas 
sos conclusiones provisionales, después de haberse practicado la prueba 
del actor, única promovida: 

Resultando que la Sala de justicia de la Audiencia de M. calificó estos 
hechos como constitutivos de un delito de estupro, y declarando autor del 
mismo al procesado, con las circunstancias agravantes 21 y 16 del art. 10 
del Código penal, le condenó á seis meses de arresto mayor, con sus acce- 
sorias, á dotar á la ofendida en 25.000 pesetas, al reconocimiento de la pro- 
le y al pago de las costas: 
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Resultando que contra dicho fallo interpuso D. J. 8. recurso de caaa- 
ción en el fondo, autorizado por Jos-números 1.0 y 5.0 del art. 849 de la loy 
de Enjniciamiento criminal, y citando como infringidos los artículos si- 
guientes del Código penal de Cuba y Puerto Rico: 

1,0 El 467, por cuanto Dofñia 8. L., al llegar á la mayor edad y antes de - 
la celebración del juicio, presentó escrito perdonando á su ofensor; 

Y 2.0 El art. 10, en sus circunstancias 16 y 21, por no haberse debido 
apreciar dichas agravantes, y como consecuencia de estas infracciones, la 
del art. 80 en sus párrafos primero y segundo: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opuso á la admisión del recurso, 
por lo que respecta al primer motivo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que la infracción del art. 467 del Código penal vigente 
en Cuba y Puerto Rico alegado por D. J. 8, en el primer motivo del re- 
curso, se funda en haberle otorgado perdón expreso la ofendida antes de 
la celebración del juicio oral, cuyo hecho, no solamente no consta en la 
sentencia reclamada, sino que de ella se desprende precisamente lo con- 
trario, pnesto que en los resultandus séptimo y noveno se expresa que 
Dofia 5. L. continuó la querella iniciada por en padre, que en el trámite 
correspondiente formuló el escrito de acusación y que sostuvo la acción 
penal basta la terminación del juicio: 

Considerando que el recurso de casación es inadmisible cuando mo 
so aceptan en toda su integridad los hechos copsignados en la sentencia 
cuya nulidad se pretende, ó cuando se toma por base ó fundamento las 
tranegresiones legales que en ella no ccostan; 

Faltamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del interpuesto por D. J. S. en cuanto al primero de sus motivos, y 
en cuabto á los restantes, admitido y concluso para la vista.—(Seutencia 
pul licada en 14 de Junio de 1893, é inserta en la (aceta de 283 de Octubre 
del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Honm$ 
cidís.— No ba lugar al interpuesto por Mariano Fanjul y Cano (Audiencia 
de Madrid), y se resuelve: A 

Que el grado ó calidad de los motivos de atenuación, á los efectos de la 
regla 5.8 del art. 82 del Código penal, depende de la variedad de circunstan- 
cias concurrentes en los hechus de que tales motivos se deriven, cuyo valor 
jurídico no debe ser apreciado en absoluto, sino en relación con los accidentes 
todos morales ó materiales del delito cometido: 

Que cuando de los hechos consignados en el veredicto no se desprende cuál 
Jué la verdadera intención del homicida, aunque sí que no tuvo la de matar 
á su contrario, ni tumpoco los grados de la embriaguez de aquél, no hay tér- 
minos habiles para declarar erróneo el juicio que el Tribunal sentenciador 
Formó sobre el valor de las circunstancias 3.8 y 7.2 del art. 9.9 del Código, al 
no estimarlas como muy cualificadas, segúu por regla general lo son dichas 
circunslancias, por afectar la 3,2 al elemento subjetivo, y la 9.2 á la pertur- 
bación cunsiderable de las facultades físicas del agente. 


En la villa y corte de Madrid, á 14 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ma- 
riano Fanjul y Cano contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
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diencia de este territorio, en cansa procedente del Juzgado de instrucción 
del distrito del Centro, seguida al Fanjul por homicidio: 

Resultendo que la referida. sentencia, dictada en 20 de Marzo último, 
contiene el veredicto del Jarado del tenor siguiento: «A Ja primera pre- 
gunta. Mariano Fanjul Cano, ¿es culpable de haber dado un golpe de na- 
vaja en el lado izquierdo del pecho á Ambrosio Gonsález Gómes, causán- 
dole de este modo una lesión penetrante hasta el corazón, que le produjo 
necesariamente la muerte, sobrevenida momentos después, ocurriendo 
este hecho la noche del 7 de Junio de 1892 á la puerta del Café Oriental, 
de donde juntos salían después de haber tomado café, reunidos con otros 
amigos?—81.—A la segunda pregunta. En Ja ejecución del hecho, ¿ha con- 
currido la circunstancia de obrar Fanjal defendiendo su persona de repe- 
tidos golpes de bastón que Ambrosio Gonzáles le diera? No.—A la ter- 
cera pregunta. Si esa agresión existió de parte de Ambrosio González, 
¿faltó de parte de Fanjul provocación ó motivo suficiente á producirla?— 
No.—A la cuarta pregunta. Mariano Fanjal Cano, ¿tuvo racional necesi- 
dad para defenderse de hacer uso de la navaja del modo y en la forma 
que lo realizó?—No.—A la quinta pregunta. Ea la ejecución del hecho, 
¿ha concurrido la circunstancia de hallaree en estado de embriaguez no 
habitual Mariano Fanjul Cano.—St.—A Ja sexta pregunta. En la ejecución 
del hecho, ¿ha concurrido la circunstancia de no haber tenido Mariano 
Panjul intención de causar á Ambrosio Gonzáles un mal de tanta grave 
dad como el que le produojo?—B8l»: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho consti. 
toye el delito de homicidio, de que es autor el procesado Mariano Fanjul, 
Cano, con Jas circunstancias atenuantes de no baber tenido intención de 
causar un mal de tanta gravedad como el que produjo, y la de embria- 
gnez no habitual, sin que ambas puedan merecer el concepto de muy cuz- 
lificadas, le condenó á la pena de doce años y un día de reciusión tempo- 
ral, accesoria, indemnización y costas: 


Resoltando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, aútorizado por el núm. 5.0 del art. 849 de la de Ejuicia- 
miento criminal, citando como infringida la regla 5.2 del art. 82 del Có- 
digo penal, porque las circunstancias atenvantes que ha apreciado la Sala 
sentenciadora ha debido estimarlas como muy cualificadas, é imponer, por 
no haber concurrido pinguna agravante, la pena de prisión mayor en vez 
de la de reclusión temporal: 


Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
recurso, . A 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que el grado ó calidad de los motivos de atenuación, 4 
los efectos de la regla 5.2 del art, 82 del Código penal, depende de la va- 
riedad de circunstancias concurrentes en los hechos de que tales motivos 
se deriven, que acentúe más ó menos su valor jurídico, el cual, por lo 
tanto, no debe ser apreciado en absoluto, sino en relación con los accí- 
dentes todos morales ó materisles del delito cometido: 

Considerando que si bien la circunstancia 3.4 del art. 9.0 del Código 
penal, por lo que afecta al elemento subjetivo del delito, es por regla ge- 
neral muy cualificada, siéndolo asimiemo la 9.8 cuando la embriaguez no 
habitual perturba por modo considerable Jas facultades físicas del agente, 
no constando ni desprendiéndese del veredicto cuál fué la verdadera in- 
tención del homicida, aunque sí que no tuvu la de matar á su contrario 
al herirle en el pecho con una bavaja, ni los grados de la embriaguez, no 
hay términos hábiles para declarar erróneo, cual se pretendo en el re- 
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curso, él jaleio que el Tribunal au gue formó sobre el valer de esas cir- 
c<uústancias: a : 

Considerando, en su vírtad, ate la casseión es improcedentes, per no 
adolecer la sentencia recurrida de los viclos ó defectos de fondo que aín 
razón ve le impatan; no 

Fallamos que debemos deciáarat y declaramos no haber lugar al recurso 
interpuesto por Mariano Fanjal y Oano, á quien condenamos en les contes 
y al pago de 126 pesetas, por razón de depósito, sí mejorsss de fortena; lo 
que se comunique al Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes.— 
o publicada en14 de Junio de 1898, é inserta en la Gaceta de 15 

e Enero de 1894.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (15 de Junto de 1893).—Sala sepunda.-——Com- 
trabando.—No ha lagar a] interpuesto por el Abogado del Estudo (Audiem- 


cla de Valencia), y se resuelye. 

we sea cualquiera la interpretacion que se dé al múm. 4.* del urt. 24 del 
Real decreto de 20 de Junio de 1852, es indiscutidle, según dicha disposición 
legal, que no se podrán decomisar las caballerías, carruajes 6 bugnes propias 
de un tercero, que no haya tenido complicidad en el contrabando, ni conoci- 
miento del uso á que aquéllos se destinaban. 


En la villa corte de Madrid á 16 de Junio de 1803, en el recurso de en- 
sación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Abo- 
gado del Estado contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal 
es la Son de Valencia, en causa por contrabando seguida á José Va- 

ero 8: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia en 
6 de Febrero último, consignando los hechos en los sigulentes: 

Resultando que á cosa de las ocho de la noche del 8 de Enero de 1887, 
los carabineros José Bón, Jacinto Martínez, José Maner y Pedro Alba, en la 
carretera de Valencia á Castellón, junto al puente llamado Los Arenales, 
aprehendieron un carro tirado por dos caballerías, que venía en dirección 
de la primera de dichas ciudades, en el cual se conducían seis bultos con 
tabaco en hoja y dos en algarrobas, éiba montado en él Joaquín Antón Vi- 
Hagrasa, cuyo sujeto y objetos con el acta correspondiente fueron puestos 
á disposición del Delegado de Hacienda de esta provincia, apareciendo 
era el peso sucio del tabaco de 966 kitogramos, y limpio de 341, tasado por 
asimilación con el de la clase más inferior que se expende en los estancos 
necionales á 7 pesetas el kilogramo, $ importalra el tebace ocupado 2.287 
pesetas; y que celebrada la oportana junta administrativa el 11 del propio 
mes, oyendo sólo como interesado al citado Fesquín Antón, en ella se 
acordó el comiso del tabaco, carro y caballerías aprehendidos, la declara- 
ción de que el detenido no había incurrido en la pena personal, y que se 
remitiera copia de las diligencias al Juzgado correspondiente, lo que asf 
se ejecutó, y en su virud se instruyó la presente causas; hechos que se de- 
claran probados: 

Resultando que, según el Joaquín Antón Villagrasa, alias el Churro, 
hoy procesado, venía 4 pie á su pueblo desde Pusol, y en Torres Torres, 
encontráudose el carro citado, pidió al joven que lo guiaba le dejara sabír 
en aquél; así lo hizo y se enteró en el camino de que el cargamento que 
conducía era de algarrobas, acerca del cual no tenía otra noticia; que dl 
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mencionado joven huyó en cuante se presentaron los carabineros, sabiendo 
Juego aquella misma noche, en la posada de Rafael Asenjo, en los Rosta- 
Jets de Pusól, que el carro y caballerías pertenecían á un posadero de Nu- 
los llamado el Nano, así como que después del 22 de Julio de dicho año, 
que el joven referido era hijo del citado Nano, y que tenía éste en su po- 
der el earro y las caballerías descomisadas por haberlos adquirido cuando 
se subastaron; que los carabineros exponen haber oído al Joaquín cuando 
lo detuvieron lo que óste dice acerea de los motivos de ir en el carro, así 
como que el dueño de éste, aludiendo 4 su conductor, era un joven que es- 
taba en la carretera, sin que dicho procesado opusiera resistencia á ser 
detenido ni á que se registrara el carro; y que José Valero Estella, tambión 
procesado, y conductor de aqué! en la ocasión referida, conviene en que 
si iba en el carro el Joaquín era por haberle dado él permiso para ello; he- 
chos que igualmen e se declaran probados: 

Resultando que el según Valero Estella, de diecinueve 4 veinte años 
de edad, en el día del suceso de antos, estando en Nules en la posada de 
sa padre José Valero Roig, alias Nano, llegaron dos desconocidos soli. 
citando que guiara una carretada hasta Valencia, y 6l, por mandato de su 
padre, fué con ellos á transportar algarrobas, que le decían había de lle- 
var á dicha ciudad, los cuales se marcharon tan luego trasladaron la carga 
al carro que llevaba, y. le dijeron le esperarian; se enteró luego de que lle- 
vaba tabaco de contrabando en el carro, por lo que dijo esto el Joaquín 
Antón cuando en Los Arenales se presentaron los carabineros, y huyó 
temeroso de que éstos le maltrataran; de cuyos hechos, el de llevar el ca- 
rro de su padre el procesado, el de conducir éste dicho tabaco sabiendo 
era de contrabando, y el de huir aquél cuando se presentaron los carabi.- 
neros, se declaran probados: 

Resultando que Josó Valero Roig, alias Nano, también procesado, con- 
viniendo con lo dicho por su bijo acerca de la presentación en su casa de 
los dos sajetos desconocidos, añadiendo que le propusieron condojera él 
con su carro algunas algarrobas á Puzol, y por encontrarse enfermo, les 
dijo iría su citado hijo, como sucedió á la madrugada siguiente; refiere 
que éste regresó á las nueve de la noche del mismo día con el carro, di- 
ciendo que al salir de caes, y por orden de los snjetos mencionados, fue- 
ron en dirección de Vall de Uxó, y media horas después de este pueblo 

on en una finca lindante con el camino, donde le mandaron cargar el 
earro de fardos de tabaco, al parecer; continuaron el camino para Puzol, 
separándose dichos sujetos al llegar á Torres Torres, donde un hombre le 
pidió permiso para subir en el carro, y poco antes de llegar á Puzol le hi- 
cieron parar unos earabineros, subiendo en el carro, y ól se volvió en se- 
guida; vuelve luego á describir el regreso de su hijo medio muerto, sólo 
y sin que le pudiera decir nada hasta la mañana siguiente, que estaba 
tranquilo, en que le contó lo mismo ya descrito, con la sola diferencia de 
que al ir el Valero Eetella con los citados sujetos, encontraron un carro, 
cuyo gónero trasladaron al suyo; al separarse aquéllos le mandaron seguir, 
pues ya le alcanzarían ellos; subido al carro el que le pidió permiso para 
ello, lo hizo él también, notando que entre las algarrobas iban bultos de 
tabaco, por lo que le entró algo de miedo, y en estos momentos se presen- 
taron los carabineros, detuvieron el carro, y él lo abandonó con todo lo 
que llevaba, y se fué á casa; y confiesa, en fin, dicho Valero Roig, que al 
día siguiente de todo esto vino á Valencia, contó á un posadero de 
esta ciudad, al cual cita, lo que le sucedía, y por medio de él adquirió 
en 225 pesetas el carro y caballerías cuando se subastaron; y que pro- 
puesta prueba por la defensa de los procesados, encaminada Á demostrar 
la certeza de haber propuesto á Valero Roig dos sujetos desconocidos les 
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alquilase el carro para cargar algarrobak; á averiguar cuándo y en qué 
punto se enteraron el Joaquín Antón y el Valero Estella de que en el ca- 
rro iba tabaco, así como que para que el posadero indicado de esta ciudad 
dijera lo que oyó y observó en el Valero Roig en la ocasión en que óste 
dice; los das testigos que declaran acerca del primer particular confirman 
el miemo, pero refiriéndose.el nno al mes de Agosto de un año que no re- 
cuerda, el otro á dicho mes ó al de Septiembre de 1885; el Joaquín Antón 
£segura que él no se enteró hasta que le prendieron los carabineros, de 
que en el carro iba contrabando, y el último posadero méncionado se li- 
mita á decir oyó en su posada á un sujeto, que sólo conoce de vista, y en 
fecha que no recuerds, quejarse de que los carabineros le habían decomi.- 
sado nn carro por conducir contrabando, lamentándose de que le habían 
evgañado dos sujetos desconocidos a! alquilarle el carro para conducir al- 
garrobas, y en vez de éstas cargar cantrabando; y que en la actitud de di- 
cho sujeto comprendió él que efectivamente había sido engañado en el 
hecho de que se trata; de cuyos hechos se declaran probados el de haber 
salido de casa de Valero Roig con su consentimiento el hijo, llevando el 
carro y caballerías, haber adquirido el dicho vehículo y estar cuando le 
subastaron: 

Resultando probado por los carabineros que el carro y caballerías ci- 
tados se vendieron en subasta pública, recibiendo cada cual la parte que 
Je correspondió del precio de dicho vehículo y caballerías, el cual fué el de 
200 pesetas, según uno de dichos carabineros, único que le fija: 

Resultando que la Sección primera de la Sala de lo criminal de la Au- 
dienria de Valencia declaró que los hechos probados constituyen el delito 
de contrabando, previsto en el art. 18, cago 4.0 del Real decreto de 20 de 
Junio de 1852, del que es responsable en concepto de sutor Josó María 
Estella, con la circunstancia agravante segunda del art. 22, sin qne apa: 
-rezca en realidad pruebas suficiente para atribnir participación criminal en 
José Valero Roig y Joaquín Antón Villagrasa; y vistos los artículos cita- 
dos y demás concordantes de aplicación, condenó á dicho autor á la pena 
de multa de 11.936 pesetas, con el apremio personal en Su caso, y ana ter- 
cera parte de costas, absolviendo al Jusé Valero Roig y Jonquín Antón 
Villagrasa, siendo responsable el Roig subsidiariamente de las penas pe- 
cunjarias impuestas á sa hijo, mandando alzar el comiso del carro y caba- 
llerías de aquél), y confirmando el comiso del tabaco aprehendido, con las 
restantes costas de oficio: ú 

Reenitando que contra esta sentencia sé preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Abogado del Estado, que se ha inter- 
puesto antorizado por los números 2.0, 3,0 y 4.0 del art. 849 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 82 y 24, 
núm. 4.0, del Real decreto de 20 de Junio de 1862, toda vez que de los he. 
chos declarados probados se desprende que Valero Roig tuvo participa- 
ción como antor en el delito, facilitando su carro y caballerías, y dando 
orden á sa hijo, menor de edad, para que cargara el tabaco de contraban.- 
do; y el artículo y número citado en segundo lugar, en cuanto se supone 
que la tercera parte del valor á que el número citado se refiere, es el de 
las caballerías, carruajes y buques de transporte, cuando sin género de 
duda se refiere al valor de los géneros de contrabando conducidus, y que 
siendo en este caso contrabando toda la carga en medio de transporte ía- 
tegro, sez el que quiera su valor, ésta materia de comiso: 

Resultando que por sentencia de esta Sala de 17 de Mayo último se de- 
claró no haber lugar á la admisión del recurso en cuanto ai primero de los 
motivos alegados, admitiéndose el segundo, que en la vista del recorso en 
el fundo fué impugnado por el Ministerio fiscal. 
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Vieto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvarez: 

Considerando que cualquiera que sea la inteligencia que se dé al núme- 
ro 4.0 del art. 21 del Real decreto de 20 de Junio de 1852 sobre contraban- 
do y defraudación, dicha disposición no es aplicable en el presente caso 
al José Valero Roig, por consignarse en ella terminantemente que no se 
podrán decomisar las caballerías, carruajes ó buques donde se transporten 
géneros de contrabando, siempre que resulten pertenecer á un tercero que 
no haya tenido complicidad en el delito ni conocimiento del uso criminal 
que de ellos se hizo: 

Considerando que el carro donde fueron conducidos los géneros de 
contrabando pertenecía á Josóá Valero, que, según se afirma en la senten- 
cia recurrida, no tuvo la menor participación ni conocimiento del delito: 

Considerando que al estímerilo así acertadamente la Sala sentenciadora, 
no ha incurrido en el error de derecho que se la atribuye, ni cometido la 
infracción en el recurso alegada; ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no baber lugar á la ad- 
misión del recurso de casación por infracción de ley interpuesto contra 
la sxnteucia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Valencia por el 
Abogado del Estado, á quien condenamos en las costas; y líbrese centitica- 
ción de esta resolución al Tribunal sentenciador á lua efectos proceden-. 
tes.- (Sentencia pubicada en 16 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta 
de 29 de Outubra del mismo año.) : 
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RECURSO DE CASACIÓN (15 de Junio de 1893).—8Sala segunds.—.Denvun- 
cia falsa.—No ha lugar al interpuesto por José Antonio Domínguez Rodrí- 
guez (Aadiencia de Cádiz), y se resuelve: 

Que comete el delito de acusación d denuncia falen, previsto en el artículo 
340 del Código penal, el sereno ambulante que. faltando á los deberes de su 
cargo, hacs por escrito á un individuo de la policía judicial cierta denuncia 
conteniendo imputaciones declaradas fulsas en el oportuno auto de subresei-. 
miento libre dictado en la causa formada con mntivo de dicha denuncia, cu- 
yas imputaciones, de ser ciertas, constituirían los delitos de hurto, robo y es- 
tafs, perseyuibles de oficio. 


En la villa y corte de Madrid, á 15 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpnesto por José 
Antonio Domínguez y Rodríxyuez, contra sentencia de la Audiencia pro- 
vincial de Cádiz, en causa prouedente del Juzgado de instrucción del dis- 
trito de Santa Cruz. segnida al Domínguez por denuncia falsa, á instancia 
de Ramón Gómez González y otros: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 11 de Febrero últi- 
mo, contiene los siguientes: 

Primero. Que con fecha 25 de Febrero de 1892, el sereno ambulante á - 
la sazón de esta ciudad, José Antonio Domínguez, dirigió denuncia es- 
crita al Comandante de municipales y serenos, poniendo en su conoci- 
miento que Antonio Sánchez Manzaneta había cobrado una letra en la s11- 
corsal del Banco de España por valor Je 14.000 duros; que al dar éstos 4 
su legítimo dueño había retenido en su poder 4.500, de los que entregó 
12.000 reales al Jete de Orden público D. Antonio Botasií Galván y 8.000 
al vigilante Ramón (iómez González, sñadiendo que el cabo de vigilan- 
cia Josó Martínes, en unión del Ramón Gómez y Antonio Sánchez, trata- 
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rían de dificultar la acción de la justicia respecto de lós delitos que ha- 
bían cometido, y que todos los robos, estafas y hurtos que se cometian en 
esta capital, si los negaban, era por tener participación en ellos; hechos 
robados: 
Ñ Segundo. También probado que con igual fecha del día 258 de Febrero 
el José Antonio Domínguez dirigió nuevo parte al Comandante de muní- 
pales expresando que la referida letra no se había cobrado en el Banco de 
España, y sí verificado en la casa comercial de los Sres. Tovía y Gómez; 

Tercero. También probado que, pasada dicha denuncia al Jusgado 
instructor, se incoaron en el mismo las conducentes diligencias sumaria- 
les, que en su día se elevsron en con+ulta á- esta Superioridad; que la 
Sala, en auto del día 25 de Abril sobreseyó libremente en aquellas actua- 
ciones, al tenor de lo dispuesto en el núm. 1.0 del art. 637 y 688 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, declarando á la vez las costas de oficio y tfal- 
" sa la denuncia hecha por el sereno José Antonio Domínguez, mandando 
proceder contra éste, mediante á que lo» hechos que dieron motivo á la 
formación de la causa y qne se imputaron 4 Antonio Sánchez Mapzaneta, 

si Jefe de Ordea público y á los guardias de vigilancia ya mencionados, 
de ser ciertos, constituían delitos públicos, pero que no existían indicios 
racionales de haberse perpetrado: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, considerando que estos 
hechos constituyen el delito de acusación ó denuncia falsa, de que es au 
tor José Antonio Domínguez y Rodríguez, sin circunstancias modificati- 
vas de la responsabilidad criminal, le condenó á un año, ocho meses y 
veintiún días de prisión correccional, accesorias, multa y costas: 

* Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el núm, 1.0 del art. 849 de la. de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1.0 Los artículos 340 y 841 del Código penal, porque los herhos no 
constituyen delito de ninguna especie, ni menos el previsto en dichos ar-: 
tícalos, pues la imputación ó imputaciones falsas no fueron hechas ante 
faunciovario administrativo ó judicial, que por razón de su cargo debiera 
proceder á su averiguación ó castigo, pues et Comandante de serenos no 
tiene atribuciones para averiguar, ni menos para castigar delitos: 

2,0 El núm. 11 del art, 8.0 det mismo Código, porque ann' constita- 
yendo delito los hechos, debe apreciarse que su autor obró en cumpli. 
miento de su deber: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impaguó el 
ré6Curso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que comete el delito de acusación ó denuncia falsa, con- 
forme al art. 340 del Código penal, cuando se imputan á alguna persona y 
se denuncian á funcionario administrativo ó judicial, que por rasón de su: 
cargo debe averignarlos y perseguirlos, hechos que si fueran ciertos cons- 
tituirían delitos de los que dan lugar á un procedimiento de oficio: 

Considerando que en la sanción penal que lleva consigo el delito defi. 
nido ha incurrido el procesado José Autonio Domínguez y Rodríguez, por- 
que resulta que en anto de sobreseimiento libre, y en el que se ha man- 
dado proceder contra dicho Domíayuez, se ha declarado que era falsa la 
imputación de varios hechos que, de ser ciertos, constituyen Jos delitos 
de estafa, hurto y robo, atribuídos á las personas que señala; y porque 
no en cumplimiento de eu deber ni en ejercicio de su curgo eomo sereno 
ambulante, sino faltando á óste y á'la confianza que había inspirado á las. 
Autoridades 6 personas que le habían nombrado, hiso per escrito la de- 
nunecia falsa y la dirigió al Comandante de municipales de la ciudad de. 
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Cádiz, quien cono individuo de la policía judicial, según así lo determi. 
ma el núm. 5.2 del art. 283 de la ley de Enjuiciamiento criminal, tenía 
ubligación de practicar diligencias y averiguar aquellos delitos y sus cul- 
pabler, en cumplimiento de lo. que ordena el art. 282 de la misma ley: 

Cunsiderando que las razones legales anteriormente expuestas son el 
fandamento del fallo recurrido, en el que no se ban infringido Jos artícu- 
los del Codigo penal citados, ni los demás que señala el recurso, ni se ha 
incurrido en el error de derecho que le sirve de apoyo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar al recur- 
so interpuesto por José Antonio Dominguez y Rod:íguez, al que conde- 
mamos en las costas y al abono, si viniese 4 mejor fortuna, de 125 pesetas 
por rasón del depósito, que por au insolvencia no ha constiteído; lo que se 
comunique al Tribunal seatenciador 4 loa efectos consiguientes. (Senten- 
cia So: en 15 de Janio de 1843, ó inserta en la Gaceta de 15 de Ene- 
xo 4. 
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RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA (16 de Junio de 1893).—Sala ter- 
cera —Homicidio.-——Ha lagar al interpuesto por Agustín Sánchez Corral 
(Audiencia de Salamanca), y as resuelve: 

Que si dien lus Tribunales están autorizados por el núm. 3.0 del art. 746 
de la ley de Enjuiciamiento criminal á continuar el juicio oral, aux ewando 
no haya comparecido un testigo, si su presencia no la estimasen necesaria, tal 
disposición no es aplicable al caso de que, admitida en tiempo como prueba 
pertinente la declaración del testigo y citado éste por telégrafo, la Sala 
acuerda par simple providencia, y á causa de la distancia, prescindir de las 
manifestaciones del repetido testigo, las cuales podían ser de notoria utilidad, 
según reiteradamente había sido estimado, con lo cual se incurrió en el que- 
drantamiento de forma á que alude el núm, 1.9, art. 911 de la ley de Enjut- 
ciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 16 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Agustín Sánchez Corral contra la sentencia dictada por la Audiencia 
provincial de Salamanca, en causa seguida al mismo y otros en el Juz- 
gado de instrucción de Ciudad Rodrigo, vista ante el Tribunal del Jurado, 
por dus homicidios: 

Resultando que en las primeras horas de la noche del 25 de Julio 
de 1891, Isidoro Sánches Domínguez, su majer Eusebia Corral Hernández, 
y el hiju de ambos Agustín, vecinos de Fuenteguinaldo, causaron á Pablo 
Carrefio Barbero varias lesiones, entre ellas una en el occipital, con fractura 
y hundimiento del bueso, mortal de necesidad, y de la que falleció á Jas 
pocas horas, y 4 Pedro Galán Martínez varias heridas, entre ellas una en 
el eostado izquierdo, con fractura de algnnas costillas, que le interesó el 
corazón y produjo la muerte á los tres días, en cuyos sucesos los tres 
agresores se auxiliaron recíprocamente, siendo dos ios agredidos y en la 
plenitud de sus fuerzas y desarrollo: 

Resaltando que comenzado sumario por el Juez de instrucción de Ciu- 
dad Rodrigo contra los citados consortes Sánchez y la Corral y su hijo 
Agustín, como también contra Pedro Sánchez Domínguez, respecto de 
quien se sobreseyó provisionalmente antes de abrir el juicio oral, y con- 
tra Julián Gonzáles Corral, en cuanto al que se sobreseyó libremente por 
falta de acusación en el acto del juicio, en oportuno estado formularon los 
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escritos de conelusiones provisionales el Ministerio fiecal y lay acusado- 
ras particulares María Oastañio Vicente y Catalina Chanca Lópes, viudas 
respectivamente de los iaterfectos Carreño y Galán, y se-confirió traslado 
de ellas á las defensas de los procesados, y al evacuarlo de los tres prime- 
ros, propuso, entre otras, pruebas de testigos, y presentó lista de ellos, 
<omprendiendo en la misma á Rusalía Sánchos Valiente, la cual fué citada 
en forma en las tres veces que se señaló la apertura de 'las sesiones del 
juicio: : 
Resultando que celebrada la primera de dichas sesiones en 2 de Marzo 
del corriente añio, no compareció la referida testigo Rosalía Sánchez, por 
lo que la Sala, en vista de la no renuncia de ella hecha por la parte que la 
propuso, acordó que fuera citada de nuevo telegráficamente, á ña de que 
compareciera el día siguiente á las onee, constando de un despacho telegrá- 
fico expedido por el Juez de Ciu:la:l R drigo, al Presidente de la Audien- 
cia de Salamanca, el día 3, que sin embargo de haber salido un alguacil á 
avisar á dicha testigo de Fuenteguinaldo para que compareciera en la 
Audiencia á las diez de la mañana, era muy probable que por falta de 
tiempo no pudiera llegar á Ciudad Rodrigo oportunamente para ir en el 
tren mixto de la madrugada, pero podía hacerlo en el correo de la tarde, 
si otra cosa no disponía la Presidencia: 

Resultando que continuado el juicio el 3 de Marzo, la defensa de 1Ísi- 
doro Sánchez y consortes, después de examinados varios testigos, renun- 
ció á los demás de su lista á excepción de Rosalía Sánchez Valiente, por 
cuya falta de comparecencia solicitó la suspensión del juicio para que de- 
clarara al tenor de las preguntas siguientes: «Primera. Si la.noche del 25 
de Julio de 1891, día de los sucesos de antos, estnvo tomando el fresco en 
casa de la testigo ó á la puerta, su convecina Victoriana González Sán- 
chez. —Seguada. Si es cierto que á pesar de haberse sentidvu raido de gol- 
pes, lo cual dió lugar 4 que la madre de la testigo saliese de cana, ni la tes- 
tigo ni la Victoriana se movieron del sítio en que estaban.—Y tercera. Si 
es igaalmente cierto que ni la Victoriana n! la testigo no presenciaron ni 
pudieron observar ninguno de los hechos relativos á la muerte de Pedro 
Galán y Pablo Carreño, ni tuvieron tampoco noticia de que habían ocu- 
rrido, hasta la vuelta ó el regreso de la madre de la testigo, primera per- 
sona por quien supieron que los dos nombrados sujetos se hallaban tendi.- 
dos y casi exánimes en la calle de la Fuente»; que oídos el Fiscal y la acu- 
sación particular sobre el incidente de suspensión propuesto por la men- 
cionada defensa, se opusieron á ella por no ser de importancia la declara- 
ción de dicha testigo para el esclarecimiento del hecho, sin que nada 
opusiera la repetida defensa; y que el Tribunal, de conformidad con el ná- 
mero 3.0 del art. 746 de la ley Procesal, en analogía con el 101 de la del 
Jurado, acordó no haber lugar á la suspensión del juicio, por considerar 
innecesaria la declaración de Rosalía Sánchez, protestando la defensa de 
dicha resolución á los efectos que procedieran, y solicitando que se con- 
signara en el acta, acordando el Presidente no haber lugar á admitir la 
protesta en el fondo, aunque sí á consignarla en el acta á los efectos lega- 
les que procedieran: á 

Resaltando que la Audiencia provincial de Salamanca, por senteneia 
de 4 de Marzo de 1893, calificó los hechos declarados en el veredicto como 
constitutivos de dos delitos de homicidio, de los que fueron satores 1Ísi. 
doro Sánchez Domínguez, Eusebia Corral Hernández y Agustín Sánchez 
Corral, sin circunstancias atenuantes ni agravantes; y en su consecuencia, 
les condenó en quince años de recinsión por cada uno de ambos delitos, 
indemnización de 2.000 pesetas á cada una de las viudas de los interfectoa 
y parte de costas: 


, 
, 
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Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de 
«dichos tres procesados recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
=autorizado por los números 1.0 y 3.0 del art. 411 de Ja ley de Enjuicin- 

miento criminal, y 119 de la del Jurado, y alegó en $u apoyo: que la testi- 
go Victoriana González afirmó en el juicio haber oído golpes de palos 
dentro de la casa de los procesados, y visto después pegar á los interfec- 
tos en la calle, contra cuyas afirmaciones hechas sólo en aquel acto, pues 
-en el sumario no se determinaron, sostuvo la defensa que la ejecución de 
ambos delitos comenzó y concluyó en la calle, y se llevó á efecto sólo por 
Agustín Sánchez, sin participación alguna de sus padres; que como el di- 
cho de la Victoriana, á dársele crédito, destruía por completo la tesis de 
de la defensa, á la que constaba que aquélla no estuvo en el lugar de los 
sucesos, sino en la casa y compañía de Rosalía Sánchez Valiente y nada 
supo de ellos hasta que regresó la madre de la última y les dijo que había 
dos hombres tendidos en la calle, no renunció ni debía renunciar á la de- 
claración de la repetida Rosalía, única persona que podía desvirtuar lag 
afirmaciones tan graves y nuevas hechas por la Victoriana, y por figurar 
la primera en la lista de testigos que presentó la defensa, estaba compreu: 
dida entre las diligencias de prueba, que propuestas en tiempo y forma 
por la mísma parte, se consideraron pertinentes por el Tribuval; que co- 
nociendo éste sin duda la importancia que podía tener tal declaración, 
acordó telegrafiar al Juez de instrucción de Ciudad Rodrigo para que la 
hiciese comparecer en la Audiencia á las diez de la mañane siguiente; 
pero acaso por no conocer la distancia, no comprendió que era punto me. 
nos que imposible, pues pudiendo el Juez recibir el telegrama lo más 
pronto entre ocho y nueve de la noche, aunque despachara en el acto un 
propio 4 Fuenteguinaldo, que distaba muy cerca de cinco leguas, como la 
testigo había de estar en Ciudad Rodrigo para alcanzar el tren de las cinco 
-de la mañana, pues ya no tenía otro en que poder ir á Salamanca, ocurrió 
lo que no podía menos, ó sea que la repetida testigo no compareció tan 
poco el día 3 de Marzo; que en vista de ello, é insistiendo la defensa en 
ue se suspendiera el juicio para dar lugar á la comparecencia de Rosalía 
ches, ordenó el Tribunal que formulara las preguntas que proyectasa 
dirigir 4 la misma, como así lo efectuó y consignaron en el acta, pudiendo 
juzgarse por ellas de la verdad de lo expuesto y de la gran importancia 6 
infinencia que sus contestaciones podían tener en el veredicto del Jurado; 
que á pesar de todo, el Tribunal, en uso de la facultad que le otorgaba el 
núm. 3.0 del art. 746 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en relación 
con el 101 de la del Jurado, consideró innecesaria la indicada declaración 
y acordó que contingara el juicio, de lo que resultó una verdadera dene. 
gación de prueba; que el Tribunal dictó nua mera providencia, en la que 
no expuso los motivos de un acuerdo de tan grave transcendencia, y que 
por elio, por el perjuicio irreparable que podía causar á una parte y por 
referirse esencialmente á admisión ó denegación de la práctica de una 
diligencia de prueba, debió dictarse en forma de auto, según el art. 141 
de la primera ley citada; que el Tribunal concedió implícitamente impor- 
tancia á la declaración de la repetida testigo, cuando acordó su citación 
telegráfica, importancia no negada por las manifestaciones que hizo el 
Presidente en el sentido de que aquel acuerdo nada prejuzgaba; que 
cualquiera que fuese la amplitud de la facultad otorgada en el precepta 
a citado de la ley de Enjuiciamiento, no parecía que fuera lícito á los 
ríbunales denegar, apoyados en ella, la práctica de una prueba manifies- 
tamente necesaria $ importante, propuesta en tiempo y forma y conside- 
rada pertinente; y que formuladas por la defensa las preguntas que había 
de dirigir á Rosalía Sánchez, los acuerdos que impidieron que las .di. 
TOMO 50 $8 
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rigiese, determinaban el motivo de casación previsto en el núm. 3.0 
ps e 911, habiéndose consignado en el acta la protesta que sobre ella 
ormuló: 

Resultando que admitido por la Audiencis sentenciadora el recurso en 
la forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, cou citación y 
emplazamiento de las partes; y transcurrido el término legal sin haberse 
personado los consortes, Isidoro Sánchez y Easebía Corral, fué declarado 
desierto el recurso en cuanto á loa mismos, continuando la sustanciación 
respecto del otro recurrente, Agustín Sánchez Corral. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Federico Melchor y Lamanette: 

Considerando que si bien es cierto que en el núm. 3.0 del art. 746 de 

la ley de Enjuiciamiento criminal se autoriza á los Tribunales para corti- 
puar los juicios, cuando aunque no haya comparecido un testigo, no con- 
sideran necesaria su declaración, no es aplicable esto al caso presente, 
que difiere sobremanera de todos los que por punto general ocurren en 
las condiciones á que la indicada disposición alude, puesto que se trata 
aquí de una diligencia de prueba, cual era el examen de la testigo Rosalía 
Sánchez, presentada en tiempo oportuno y admitida en debida forma, 
habiéndose significado después por el mismo Tribunal que consideraba 
pertinente y necesario dicho examen, por el hecho de haber acordado se 
llamase á la misma testigo por telégrafo, á fin de que compareciese en el 
juicio: 
Considerando que después de esto no procedía ya el que por mera 
providencia y á causa de no haber habido tiempo, atendida la distancia 
que se encontraba la testigo para su presentación, resolviera el Tribunal 
prescindir de la declaración de aquélla, cuyas contestaciones á las pregun- 
tas y repreguntas que se le hicieran en el acto del juicio podían ser de 
utilidad, según reiteradamente babía sido estimado: 

Considerando que al obrar, según se acaba de referir, el Tribunal en 
realidad, vino á denegar una diligencia de prueba pertinente, no dando, 
como no dió lugar á su práctica, é incurriendo en el quebrantamiento de 
la forma del procedimiento, previsto en el núm. 1.9 del art. 911 de la repe- 
tida ley de Enjuiciamiento criminal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma interpuesto por Agustín Sán- 
chez Corral contra la expresada sentencia de la Andiencia provincial de 
Salamanca, la cual casamos y anulamos; y con certificación de Ja presen 
devuélvasele la causa, para que, reponiéndola al estado en que se cometi 
la falta que ha dado lagar á la casación, proceda con arreglo á derecho y 
determine nuevamente.—(Sentencia publicada en 16 de Junio de 1893, 
é inserta en la (aceta de 17 de Octubre del mismo año.) 
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REOURSO DE CASACIÓN (17 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Hurto. 
-——No ha lugar al interpuesto por Catalina Amorós y Balart (Audiencia 
de Barcelona), y ee resuelve: 

; e el acto de sustraer y ocultar con ánimo de lucro cierta cantidad ne- 
gando el culpable tenerla en su poder, en vez de entregarla á quien á ello tenta 
derecho, constituye el delito de hurto previsto en el art. 530 del Código penal 
y caso 2.9 del 533, porque el apoderamiento tuvo lugar sin violencia ns intá- 
midación, pero contra la voluntad de su dueño, que habia sido amo del acw- 
sado, lo ewal, aun no constando si la sustracción se verificó antes ó después 


ha 
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del fallecimiento del dueño, integra la circunstancia agravante cualificativa 
de grave abuso de confianza, puesto que habiendo quedado en poder de la pro- 
cesada las sumas pertenecientes á los herederos de 8u principal, las ocultó 4 
poa propósito de lucrarse, aprovechándose de la cualidad de sirviente de 
pi ; 


En la villa y corte de Madrid, 4 17 de Junio de 1893, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Cata- 
Hna Amorós y Balart contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Barcelona, en causs seguida á la misma y otros en el Juzgado 
de instrucción del distrito del Parque de la misma ciudad, por hurto: 

Resultando que la expresada sentencia, fecha' 21 de Diciembre últi 
mo, contígna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Queen 17 de Enero del afio último, la procesada Catalina 
Amorós y Balart, por mediación de Teresa Germá, entró al servicio de 
Pablo Carreras, que vivía en la casa de su propiedad, sita en el núm. 25 
de la calle de Prim de la villa de Badalona, en cuyo servicio estuvo hasta 
el 9 de Abril de 1891, en que aquél falleció; hechos probados: 

Segundo. Que dicho Carreras otorgó testamento en 4 de Febrero de 
1891 ante D. Antonio Llampallas, Notario de Badalona, y en él legó á Ca- 
talina Amorós y Balart los muebles y ropas de Ja casa en que habitaba y 
además el usufructo de aquélla casa, sita en la misma villa, calle de Prim, 
núm. 25, cuyo usufructo tendría por durante su vida, d instituyó heredera 
uniyersal de todos sus bienes á su hija Inés Carreras, de cuyo testamento 
estaba enterada Catalina Amorós, guardando en su poder una copia en 
papel común del mismo; hechos probados: 

Tercero. Que habiendo tenido noticia del fallecimiento de su padre la 
Inés Carreras, se constituyó en el pueblo de Badalona junto con su mari- 
do D. Primitivo Sans, y sabiendo que su padre tenía oro escondido, prao- 
ticaron dos reconocimientos en todos los muebles de la casa y sitios donde 
pudieran sospechar existía aquél metal, á cuyos registros estuvo presente 
la Catalina Amorós, y los cuales no dieron resultado, puesto que se en- 
eontraron pocas monedas de oro; hechos probados: 

Cuarto. Que sospecbando los consortes Carreras y Sans que su padre, 
ó ellos después del fallecimiento de aquél, podrían haber sido víctimas 
de una sustracción, denunciaron el hecho al Juzgado, instruyéndose con 
tal motivo este proceso, en méritos del cual fué detenida Catalina Amo- 
rós, que negó en un principio haber recibido cantidad alguna de Pablo 
Carreras, confesando en 28 de Abril, ó sean diecinueve días después de la 
muerte de aquél, cuyas declaraciones han sido leídas en el juicio ora!, que 
dicho Carreras le había entregado 40 onzas que había cambiado en bille- 
tes, y que junto con otros del mismo Carreras que encontró en un cajón ó 
armario del comedor los había escondido en la carbonera, y reconocido 
dicho sitio se encontraron un billete de 1.000 pesetas, once de 500, doce 
de 100 y nueve de 50, que forman en junto un total de 8.150 pesetas; he- 
chos probados, excepto la entrega de las 40 onzas: 

Quinto. Que de los billetes sustraídos por Catalina Amorós á Pablo 
Carreras, entregó aquélla dos á Teresa Germá, que los aceptó constándole 
sa procedencia; hechos probados: 

Sexto. Probado que la cantidad de 8,150 pesetas fué entregada á Inés 
Carreras, sia que á ello se haya opuesto ninguna de las partes: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos, en 

cuanto afectan á la responsabilidad de Catalina Amorós y Balart, cousti- 
tutivos de un delito consumado de hurto, comprendido en el núm. 1.0 del 
art. 531 del Código penal y eastigado en el 2.0 del 533, por la calidad de 
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sirviente del perjudicado que tenía dicha Catalina, á la que impuso coma 
autora del mismo, siete años, cuatro meses y un día de prisión mayor, 
accesorias y parte correspondiente de costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Catalina Amorós 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.* del 
art. 849 de la de Enjaiciamiento criminal, citando como infringido el ar- 
tículo 3.2 del Código penal, porque no hay delito consumado ni frustrado, 
al tentativa punible, ni el hurto es doméstico: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso en 
cuanto ba sido admitido. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael Alvares: 

Considerando que los actos realizados por la procesada Catalina Atoo- 
sÓ8 y Balart, consistentes en haber sustraído y ocultado con ánimo de la- 
ero la cantidad de 8.150 pesetas que no la pertenecian, negando obraran 
en su poder, en ves de entregarlos á la persona que tenía derecho á ellar 
la constituyen en autora del delito de hurto previsto en el art. 530 del Có- 
digo, y penado en el núm. 1.0 del 531 y 2.0 del 533 del mismo, por haberse 
apoderado de dicha cantidad sin violencia vi intimidación en Jas personas 
y sin la voluntad de su dueño, interviniendo grave abuso de confianza: 

Considerando que no obsta para esta calificación que la sustracción 
tuviera lugar antes ó después del fallecimiento de Pablo Carreras, amo de 
la recurrente, cuyo dato no aparece consignado en la sentencia, toda vez 
que en el primer caso merecería la calificación de hurto doméstico, y en 
el segundo, habiendo quedado en su poder la expresada suma pertens- 
ciente á la bija y heredera de aquél, la de con grave abuso de confianza- 
cuyos dos casos se hallan igualmente rr IS en la penalidad esta, 
blecida en el núm. 2.0 del referido art. 5 

Considerando que al estimarlo así cie AN la Sala sentenciadora, 
no ha incurrido en el error de derecho, ni cometido las infracciones á que 
el recurso se refiere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley, interpuesto contra la citada sentencia 
de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Barcelona, 4 nombre de Cata- 
lina Amorós y Balart, á quien condensmos en las costas y á satisfacer, 
cuando mejore de fortuna, 125 pesetas por razón de depósito; lo que se 
comunique al Tribunal sentenciador á los efectos correspondientes. —(Ben- 
tencia publicada en 17 de Junio de 1893, é inserta en la (faceta de 29 de 
Octubre del mismo año.) 
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RECUESO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (17 de Junio de 1893). 
—Sala segunda.— Delitos contra los derechos individuales. — Ha lugar al in- 
ce e por el Ministerio fiscal (Audiencia de Pinar del Río), y se re- 
suelve: 

0% contra los autos de sobreseimiento libre otorga la ley el recurso de cs- 
n, y que, según el art. 859 de la de Enjuiciamiento criminal, se entenderá 
ro infringida, cuando el auto relacionado se funde en no estimar delito 
d falta los hec procesales, siéndolos por su naturaleza, y sin que posteriores 
etreunsiancias impidan penarlos, d cuando indebidamente se declare exentos 
de responsabilidad á los ap 

Que procede el recurso por infracción e e el auto de ll 

miento libre fundado en la falta de volunta d, apreciada cuando menos 
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prematuramente por el Tribunal sentenciador, puesto que los hechos atribuídos 
al Juez de instrucción de no haber ratificado hemo y forma un auto de 

risión provisional, revisten los caracteres de delito, eircunstancia bastante 
pora legitimar la continuación del procedimiento, cualquiera que sea la apre- 
ciación ulterior que el Tribunal pudiera hacer al resolver definitivamente la 
04006. 


En la villa y corte de Madrid, á 17 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal contra auto de la Audiencia de lo criminal de Pinar del Río, 
en causa contra D. Teótimo Lacalle, Juez de primera instancia, por delito 
costra los derechos individuales sancionados por la Constitución : 

Resultando que el expresado auto, fecha 11 de Febrero último, contiene 
los siguientes resultandos: 

Primero. Que el Juez de instrucción de San Cristóbal, D. Teótimo La- 
calle y Gómez, dictó auto con fecha £1 de Julio de 1891 en la causa se- 
guida contra D. Aquilino Díaz Suárez y D. Timoteo Benítez y Peraza, por 
exacciónes ilegales y falsificación de documento público, declarando pro- 
cesados á los expresados individuos y decretando la prisión provisional de: 
ambos, que podían evitar si prestaban fianza por 2.000 pesetas cada uno: 

Segundo. Que por otro auto de 21 de Agosto del propio año, el expre- 
sado Jaez declaró bastante la fianza personal prestada por D. Juan García 
Naevo en favor de D. Timoteo Benttez y Peraza, y dispuso que éste fuese 
exearcelado inmediatamente después que prestase la obligación de com- 
parecer en el Juzgado los días 20 de cada mes, sin que ni en el incidente: 
ni en la causa de referencia aparezca que desde la fecha en que se decretó 
la prisión de los expresados hasta que ee acordó la excarcelación de Benf- 
tez y Peraza se dictara auto ratificando la prisión: 

Tercero. Que D. Rafael Joaquín Lorenzo Díaz, ejercitando el derecho 
que concede á todos los ciudadanos españoles el art. 101 de la ley de En- 
juiciamiento criminal contra el Juez Lacalle, por entender que los hechos 
relacionados en los anteriores resultandos eran constitutivos del delito 
previsto y penado en el inciso 2.0 del art. 202 del Código penal, y previa 
la prestación de la oportuna fianza y trámites correspondientes, la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de la Habana, que entonces era la competente 
para conocer del asunto por haberse suprimido dieho Tribunal, admitió 
dicha querella y para la instrucción del sumario comisionó al Jues instruc- 
tor br distrito del Este de la ciudad de la Habana, D. Francisco Noval y 
Martí: A 

Cuarto. Que recibida declaración al Juez D. Teótimo Lacalle y al Es- 
eribano D. Ramón J. Franquí, que autoriza los antos antes cttados, mani. 
festó el primero, entre otros particulares que no podía afirmar si ratificó 6 
no la prisión de Benítez y Peraza, pero que sí puede afirmar que en todos 
los casos en que por el Escribano se le dió cuenta, ratificó la prisión, y que 
si en óste no lo hizo, debió ser porque el actuario no camplió con esa pre- 
vención que le había hecho con especial recomendación, conviniendo en 
esos extremos el Escribano Franquí: * 

Quinta. Que declarado concluso este sumario, solicitaron en el acto de 
la vista el Ministerio fiscal y la representación del querellante la apertura 
del juicio oral: 

Resultando que la Audiencia de Pinar del Río, estimando que la omí.- 
sión de no haber el Juez Lacalle ratificado la prislón de D. Timoteo Beni- 
tez, que estuvo preso más de setenta y dos horas, no fué voluntaria en di- 
echo Juez, por lo cual excluye la idea de imputabilidad, con relación al 
niemo por lo menos, sobreseyó libremente en la causa con pronuncia- 
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mientos favorables al procesado, alzando la suspensión que del cargo de 
Juez había acordado, y declarando las costas de oficio: 

Resultando que contra esa auto ha interpuesto el Ministerio fiscal re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 4.0 del ar- 
tículo 848, y el 864 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infrin- 
gido el art, 1.0 del Código penal vigente en Cuba y Puerto Rico, en relación 
con el caso 2.0 del 202, porque no consta que el procesado estuviese pri- 
vado de su libre albedrío para no ratificar el auto de prisión de D. Timoteo 
Benítez: 

Resultando que admitido el recurso le sostuvo oralmente el Ministerio 


cal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Considerando que contra los zutos de sobreseimiento libre la ley otorga 
el recurso de casación por infracción de ley, y que, según el art. 852 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, aplicable al caso presente, se entenderá 
-infringida la ley cuando el auto en que dicha resolución se consigne se 
funde en no estimarse como delito ó falta, siéndolo, ó presentando caracte- 
res de tales los hechos consignados en el auto, sin que circunstancias pos- 
teriores impidan penarlos, ó cuando se declare exentos de responsabilidad 
á e procesados, no debiendo serlo, con arreglo al precepto expreso de 
una ley: ; 

Considerando que el auto contra el cual se recurre no se funda en nin- 
guna causa de exención de responsabilidad, sino en la falta de volantarie- 
dad, apreciada cuando menos prematuramente por.el Tribunal sentencia- 
dor, y que los hechos atribuídos al Juez D. Teótimo Lacalle revisten los 
caracteres de delito, circunstancia bastante para legitimar la continuación 
del procedimiento establecido por la ley, cualquiera que sea la apreciación 
ulterior que en el momento procesal oportuno pudiera hacer dicho Tribu. 
nal al resolver definitivamente la causa: : 

Considerando que, por tanto, el auto en cuestión contiene el error de 
derecho é infracciones legales que se alegan en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber Jugar al interpuesto 
por el Ministerio fiscal contra el referido auto de sobreseimiento libre dic- 
tado en 11 de Febrero último por la Audieneia de lo criminal de Pinar del 
Río, cuya resolución casamos y anulamos, declarando de oficio las costas; 
comuníquese la presente con la que á continuación se dicte á dicho Tribu- 
nal para su cumplimiento, procediendo lo demás que haya lugar y efectos 
consiguientes.—(Sentencia publicada el 17 de Junio de 1893, 6 inserta en 
la Qaceta $919 de Octubre del mismo año.) 


fis 
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RECURSO DE CASACIÓN (17 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Ketafa. 
—Ha lugar, en parte, al recurso interpuesto por Concepción Ibáñez Can- 
rape (Audiencia de Zaragoza), y se resuelve; 

Que incurre en el delito de estafa, según el núm. 1.9 del art. 548 del Có6 
digo penal, guien defrauda á otro aparentando bienes que no posee, alcan- 
sando la sanción de dicho artículo al procesado que recibe cantidades á prés- 
tamo, ofreciendo la garantía de wna escritura de compra de fincas, que resulta 
ineficaz por haber sido éstas vendidas con anterioridad; cuyo engaño, unido 
al perjuicio producido, son las notas características de la estafa. 


En la villa y corte de Madrid, 4 17 de Junio de 1893, en el recarso de 
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casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Con- 
cepción Ibáñez Canrape contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Zaragoza, en causa seguida á la misma y otros en el Juzgado 
de instrucción del distrito de San Pablo de la propia ciudad, por estafa: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 12 de Enero último,. 
consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que consecuencia de varias reuniones que en casa de Con- 
cepción Ibáñez tuvieron ésta, Francisca Pardos y Gregorio Urón, y acuerdo 
que en ellas tomaron, el último practicó varias gestiones para encontrar 
quién prestara dinero á la Pardos, y teniendo noticia de que D. Carmelo 
Latorre se dedicaba á estos negocios, se presentaron en su casa Francisca 
Pardos y Gregorio Urón, exponiéndole la necesidad de dinero que la pri. 
mera tenía para conseguir el arreglo de una herencia, entregándole en ga- 
rantía del préstamo la escritura de una finca comprada de bienes naciona. 
les á favor de la Pardo, y daudo buenos informes y referencias de ésta el 
Urón, en vista de cuyos antecedentes Latorre les entregó 800 pesetas, ex- 
tendiéndose un pagaré por 1.000 pesetas en 25 de Abril del añio último, 4 
pagar en 31 de Mayo siguiente; pagaré que firmó Urón á ruego y por or- 
den de la interesada que no sabía, de cuya cantidad de 800 pesetas perci- 
bió 50 Urón, 40 Francisca Pardos y 20 Concepción Ibáñez, y el resto, se- 
gún afirman los procesados, se entregó á Pedro de Gracia; hechos pro- 
bad 


OS: 

Segundo. Que en 12 de Mayo de 1892 se presentaron de nuevo Urón y 
la Pardos en casa de Latorre y le pidieron más dinero con el propio fin 
indicado, y el Latorre, por los mismos informes y garantía, les entregó 
250 pesetas, firmándose un pagaré de 300, á pagar en 12 del mismo mes; 
hechos también probados: 

Tercero: Que la escritura presentada á D. Carmelo Latorre no tenía 
valor alguno al efecto de garantizar los préstamos, porque Francisca Par- 
dos hacía tiempo que había vendido la finca á que se refería, habiendo 
o el Latorre sin hacerse cobro de las cantidades prestadas; hechos 
probados: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
como constitutivos de dos delitos de estafa, comprendidos en el núm. 1.0 
del art. 548 del Código penal, y castigados en el núm. 2.0 del 647, de que 
eran autores por participación directa Francisca Pardos y Gregorio Urón, 
y porque concurrió á las reuniones celebradas en su casa, en las que con 
sa intervención se convino la comisión de los delitos, de cuyos efectos 
participó Concepción Ibáñez Canrape, los tres sin circunstancias modifl- 
cativas de su responsabilidad, impuso á los mismos por cada uno de los 
dos delitos, cuatro meses y un día de arresto mayor, accesorias, indembi.- 
zación y parte de las costas: | 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Concepción Ibáñez 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por los números 1.0 y 
4.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringi- 
dos el art. 548, núm. 1.0 del Código penal, porque la obtención de un prés- 
tamo y sa incumplimiento no constituye estafa, ni entregar en garantía. 
del mismo la escritura de compra de una finca ya vendida antes, y el ar- 
tículo 13 del propio Código, porque en ninguno de sus casos está com- 
prendida la intervención que en el hecho de autos tomó la recurrente, 
para que se la califique de autora del mismo: ] 

Resultando que admitido el recurso, fué apoyado en el acto de la vista 
por el Ministerio fiscal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que, según el núm. 1.0 del art. 548 del Código penal, co- 
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mete el delito de estafa quien defrauda á otro aparentando bienes que no- 
pcsee, y como en la relación de hechos de la sentencia recurrida se de- 

clara que la causa determinante de los préstamos de dinero que D. Car- 

melo Latorre hizo á Francisca Pardos, además de los favorables informes 
de Gregorio Urón, fué la escritura de compra de una finca otorgada en. 
favor de la Francisca, cuyo documento, entregado por ésta á su acreedor, . 
carecía totalmente de eficacia para garantizar la deuda, por haber vendido- 
con antelación la expresada fioca, claro es que, unido á este engaño el 

perjuicio causado á Latorre por la falta de pago de las cantidades que 

fueron objeto de los préstamos, se dan aquí los caracteres todos de aquel 

delito, como acertadamente lo estimó la Sala sentenciadora: 

Considerando que, por el contrario, infringió dicha Sala el art. 13 del 
Código penal al declarar 4 Concepción Ibáñez culpable en el concepto de . 
autora de los delitos que fueron objeto del procedimiento, siéndolo en el. 
de cómplice únicamente, porque si bien cooperó á la realización de las es- 
tafas, concurriendo á los acuerdos que en su casa se tomaron por los otros. 
dos procesados y por virtud de los cuales obtuvo una parte de la cantidad 
defraudada, ni intervino directamente en la comisión de los delitos, ni 
forzó 6 indujo á sus correos para que los cometieran, ni su ayada fué tan 
necesaria que sin ella no se hubieran ejecutado, siéndole, por lo tanto, apli- 
cable el art. 15 del repetido Código, cuyo texto alcanza á los cooperantes. 
de toda acción punible por actos anteriores ó simultáneos no comprendi- 
dos en el art, 18: 

Considerando, en su consecuencia, que la Sala sentenciadora ha inen- 
rrido en el error de derecho prescrito en el núm. 4.0 del art. 849 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal que se denuncia en el segundo y último motivo- 
del recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al interpuesto. 
á nombre de Ooncepción Ibáñez Canrape por el segundo de sus motivos. 
contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Andiencia de- 
Zaragoza, cuya resolución casamos y anulamos, declarando de oficio las» 
costas; y comuníquese la presente, con la que á continuación se dicts, ú- 
dicho Tribunal á los efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 17 de- 
Junio de 1898, é inserta en la Gaceta de 29 de Octubre del mismo afio.) 
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RECURSO DB CABACIÓN (19 de Junio de 1898).—Sala segunda.— Dis- 
paro y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Eusebio Iñiguez Luna 
(Audiencia de Logrofio), y se resuelve: 

Que en los casos en que la pena señalada por la ley no se componga de 
lres ra: sino del máximo de los grados mínimo y medio de wna pena, ha- 
brá de dividirse la penalidad epa en tres períodos iguales para buscar, 
cuando sea aplicable el art. 90 del Código, el máximo de la pena señalada al 
más grave de los delitos, subdividiéndose á su ves el pertodo que O 
comprende en otros tres de igual duración para la recta aplicación de las re- 
glas contenidas en el art. 82 y lo preceptuado en el art. 83 de dicho Código.. 


En la villa y corte de Madrid, 4 19 de Junio de 1893, en el recurso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Euse- - 
bio Iñiguez Luna contra sentencia de la Audiencia de Logrofio, en causa 
seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de dicha ciudad, por dis- 
paro de arma de fuego y lesiones: ' 
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Refroltando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Enero último, 
consigna los hechos en el siguiente resaltando: 

Primero. Que en la tarde del 24 de Jalio último, regresando de la. 
alega Claudio Iñiguez Lana, se cruzó en el puente de la carretera de Ri. 
baflecha con su primo Eusebio Ifiiguez Luna, el cual le dijo: e¿qué es lo. 
que quieres ahora conmigo?» y como le contestase aquél que nada, el En. 
sebío le dirigió un golpe de palo á la cabezas, del que pudo librarse ho- 
yendo; pero el Eusebio le siguió detrás y haciéndole dos disparos con. 
arma de fuego, el primero á la distancia de ocho pasos, y á-quemarrops el 
segundo, le prodajo con éste una herida circular de bordes magullados en 
la parte anterior del tórax ó pecho sobre la octava costilla, en dirección. 
oblicua, de arriba á abajo y de delante á atrás, que interesaba la piel, te- 
jido celular y músculos blandos, quedando alojado el proyectil, que era 
cilíndrico y de unos 10 milímetros de diámetro, en las inmediaciones de 
dicha herida, que necesitó para su curación asistencia módica, con impe- 
dimento para el trabajo, hasta el 25 del siguiente Agosto, en que fué dado 
de alta, sin dejar deformidad ni impedimento físico, habiendo tenido ne- 
cesidad los Facultativos que estavieron encargados de la curación de ex- 
traer el proyectil; hechos que se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos expues-- 
tos constitutivos del delito complejo de disparo de arma de fuego y lesio- 
nes menos graves, de que era autor, sin circunstancias modificativas de 
sn responsabilidad, Eusebio Iñiguez Luna, al que impuso euatro años de 
prisión correccional, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recnreo de cass- 
ción por infracción de ley el procesado, autorizado por el núm. 6.0 del ar- 
tícalo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los 
artículos 88, 82, regla 1.8; y 90 del Código penal, pues la pena imponible, 
aun llevada á su extremo, no ha debido exceder de tres años, nueve me- 
ves y tres días. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que en los easos en que la pena señalada por la ley no 
se componga de tres grados, es necesario dividir en tres períodos iguales 
el tiempo que comprende la pena impuesta, ya para buscar en el grado 
máximo la penalidad imponible, cuando se hiciese aplicación de lo dis- 
.«puesto en el art. 90 del Código, ya para la imposición de ésta en el grado 
gue corresponda, según concarran ó no en el delito circunstancias modí- 
ficativas de la responsabilidad criminal, conforme á las reglas estableci- 
das en el art. 82 del mencionado cuerpo legal y al precepto terminante de 
su art. 83: 

Considerando que la pena impuesta por la ley al delito más grave de- 
los que constituyen el hecho procesal es la de prisión correccional en sus: 
grados mínimo y medio, cuya duración de seis meses y un día á cuatro 
años y dos meses ha de dividirse necesariamente en tres periíodós iguales. 
para buscar en el máximo la penalidad imponible, conforme á lo dispuesto 
en el art, 90, y el período que este grado máximo comprende ha de subdi.-. 
vidiree á su vez en otras tres igoales para hacer aplicación al caso de las- 
reglas contenidas en el art, 82: 

" Considerando que la penalidad imponible en el delito complejo de dis- 
pato y lesiones, ó sea el grado máximo de la prisión correccional en sus 
grados mínimo y medio, abraza un período desde dos años, once meses y 
once días, á cuatro años y dos meses, el cual, subdividido en otros tres 
pertodos iguales, el medio que corresponde aplicar en este caso sl proce- 
sado, por no haberse apreciado en la sentencia circunstancias atenuantes 
mi agravantes, empieza en tres años, cuatro meses y ocho días, y no ex- 
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<ede de tres afios, nueve meses y tres días, cuyo límite no ha debido tras 
pasarse al señalar la duración de la pena impuesta, y que siendo ésta is 
de cuatro años de prisión correccional, se ha cometido por la Audiencia 
sentenciadora el error de derecho señalado en el recurso é infringido las 
disposiciones legales que en él se invocan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación interpuesto por Eusebio Iñiguez Luna contra la sentencia que 
dictó la Audiencia provincial de Logroño, la cual casamos y anulamos, de- 
clarando las costas de oficio; líbrese certificación de la presente y de la 
«que á continuación se dicta á la mencionada Audiencia á los efectos opor- 
tunos.—(Sentencia publicada en 19 de Junio de 1893, 6 inserta en la G4- 
ceta de 29 de Octubre del mismo afio). 
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REUESO DE CASACIÓN (19 de Junio de 1893).—S8ala tercera.— Estafa $ 
-dnfidelidad en la custodia de documentos. —No ha lugar al interpuesto por 
Félix Aicua Lapuerta (Audiencia de Pamplona), y se resuelve: 

Que procede el recurso de casación por quebrantamiento de forma, cuando 
la Sección de derecho rechazara la petición para que el veredicto vuelva al 
Jurado por haber contradicción d incongruencia en las contestaciones, confor- 
e a artículos 119, en relación con los 111 y 109 de la ley de 20 de Abril 

1888; 

Que no existe contradicción entre diversas preguntas cuando éstas son 
Jormuladas por delitos distintos atribuidos á diversos procesados, sin que en 
ese caso, ni en el de no relacionarse asimismo la contestación contra la cual 
se recurre con el derecho que afecte á la persona que reclama, sea procedente 
el recurso por quebrantamiento de forma. 


En la villa y corte de Madrid, 4 19 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por Félix Aicua Lapuerta contra la sentencia dictada por la Sección segun- 
da de la Sala de justicia de la Audiencia de Pamplona, en cansa seguida 
al mismo y otros en el Juzgado de instrucción de Tafalla, vista ante el 
“Tribunal del Jurado, por falsificación, estafa 6 infidelidad en la custodia 
de documentos: l 

Resultando que formado sumario por el Juzgado de instrucción de Ta- 
falla contra Enrique Oompaired y Cabodevilla, Juan de la Cruz Nayartro y 
Gaspar, Félix Aicua Lapuerta, contratista de la conducción de la corres: 
pondencia desde la estación al pueblo de Caparroso, y Tomás Nadal Aicna, 
por hechos que se estimaron constitutivos de los delitos de falsificación, 
estata 6 infidelidad en la custodia de documentos, y abierto en oportuno 
estado el juicio oral, se declaró del conocimiento del Tribunal del Jurado, 
que pronunció veredicto comprendiendo entre otras, las preguntas y con- 
testaciones siguientes: Tercera. ¿Es culpable Enrique Compaired de ha- 
ber gestionado la venta de granos con los Sres. Navarro, Coll y hermanos, 
de Barcelona, consistente en cuatro vagones de trigo, que poco más ó me- 
nos importaban 10.000 pesetas, dando lugar á que aquéllos le enviasen 
110 sacos para facturarlos, 4 pesar de que no disponía de semejante fruto, 
y de que no llegó 4 obtener dinero ó precio alguno, ni continuar la gestión 


por no poder utilizar el nombre supuesto de José Bengochea, descubierto 


<omo tal, siendo sa propósito el que le mandaran alguna cantidad á cuen- 
ta de la operación? —81.—CQuaríta. ¿Es culpable Félix Aicua, de haber com- 
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tríbuido á la gestión de venta que se expresa en la pregunta anterior, con 
la sustracción de correspondencia que á ella se refería, y recogiendo los 
eacos de envase de la estación?—No.-—Novena. ¿Es eolpable Enrique 
Compaired de haberse presentado con el nombre de Marisno García, Bgu- 
rando ser dependiente de José Bengoches, en casa de D. Manuel Odriozo- 
la, de San Sebastián, gestionando la venta de seis vagones de maiz, á 3 pe- 
setas 25 céntimos el robo, que valdría 9.945 pesetas, y nueve vagones de 
cebada á 3 pesetas robo, que importaban 17.280, á cuyo fin le mandaron. 
parte del saquerío, á pesar de que Compaired no dispovía de semejante 
fruto y de que no llegó á obtener precio alguno, porque Odriozola envió 
un dependiente á Caparroso, y ee enteró por Félix Aicua de que todo era 
una farea ó timo? —Sí,— Décima. ¿Es culpable Félix Aicua de haber eon- 
tribuído á la gestión de venta que se expresa en la pregunta anterior, com 
la sustracción de cartas á ella referentes, y recogiendo Jos sacos de envase 
en la estación férrea?—No.—Undócima. ¿Es culpable Enrique Compaired 
de haberse presentado con el nombre de Mariano García, figurando ser 
dependiente de José Bengochea, en casa de D. Ignacio María Jaca, de As- 
peitia, gestionando la venta de cuatro vagones de maiz, á 2 pesetas 75 
céntimos el robo, valorados en 5.942, y obteniendo la remesa de parte del 
saquerío de envase? —Sí. —Duodécima. ¿Es culpable Félix Aicua de haber 
contribuido á la gestión de venta que se expresa en la pregunta anterior 
con la sustracción de cartas de .la balija, y recogiendo de la estación los 
sacos de envase?—No.— Décimatercera. ¿Es culpable Enrique Compaired 
de haber utilizado un talón de ferrocarril, llenando los huecos como si 
fuese expedido por la estación de Oaparroso, imitando la firma del factor 
Ruiz, 6 imponiendo un sello semejante al de dicha estación, y en Bayona 
(Eraucia) haber entregado dicho .talón á la casa Abadía y Aguirre, de 
Sara, simulando la expedición de un vagón de lana que sjustó con dicha 
casa. mercantil, y por cuyo precio recibió á ouenta 5.000 pesetas? —SÍ.— 
Décimacuarta. ¿Es culpable Juan Cruz Navarro de haber en concierto con 
Compeired, simulando ser el dueño de la lana vendida á la casa Abadía y 
Aguirre, y titulándose padre de Compaired, haberle remitido á Bayona el 
talón que fingió la remesa del género, con carta 6 instrucciones sobre el 
negocio, al supuesto hijo? —8í.—Décimaquinia. ¿Es culpable Félix Aicua 
de haber contribuido á la suplantación del talón de ferrocarril, expres»do 
en las dos preguntas anteriores, recogiendo en la estación de Oaparroso el 
timbre falso, facturado por un grabador de Vitoria, y que con el nombre 
de dicha estación se utilizó en aquel talón, con conocimiento de que iba á 
dársele ese destino? —81.— Décimasexta. ¿Es culpable Enrique Compaired 
de haber utilizado cuatro talones de ferrocarril, llenando los huecos came 
si fuesen expedidos por la estación de Caparroso, imitando la firma del 
factor Ruix, 6 imponiendo un sello semejante al de dicha estación, y en 
Bayona haber entregado dichos talones á la casa de D. Eugenio ).agrobet, 
simulando la expedición de cuatro vagones de maiz que ajustó con dicha 
casa mereantil y por cuyo precio recibió á cuenta 1.000 pesetas? —8Í. — 
Décimaseptima. ¿Es culpable Juan Oruz Navarro de haber, en concierto 
con Compaired, simulado ser el dueño del-maiz vendido á la casa de Don 
Eugenio Lagrobet, y titulándose padre del Compaired haberle remitido á 
Bayona los cuatro talones que fingían la remesa del género, con carta é 
instrucciones sobre el negocio al supuesto hijo? - Sí. —Décimscctava. ¿Es 
culpable Félix Aicus de haber contribuído á la suplantación de los cuatro 
talones de ferrocarril expresados en las dos preguntas anteriores, recogien- 
do en la estación de Caparroso el timbre falso facturado por un grabador 
de Vitoria y que con el nombre de dicha estación se utilizó en aquellos 
talones con conocimiento de que iba á dárselo ese destino?-——No»: 
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Resultando que leído el anterior veredicto en la primera sesión del 
juicio, y saspendida ésta acto seguido, al comenzar la segunda en el día 
siguiente, el Letrado defensor de Félix Aicua, manifestó que, notando 
contradicción entre las pregontas 4.2, 10, 11 y 18, con la 15, aquéllas con 
testadas negativamente, y la 16 afirmativamente, y como consecuencia, no 
existiendo entre unas y otras la necesaria congruencia, pedía que fuera 
devuelto el veredicto al Jurado para que lo reformase ó confirmara, á lo 
que se opaso el Ministerio fiseal por no ser procedente, en razón á haber 
terminado ya la misión del Jurado, y no ser tiempo oportuno para enta- 
blar dicho recurso, y suplicó á la Sala que lo denegara, y sin exponer 
mada las defensas de Navarro y Compaired, la Sección de derecho, esti- - 
mando que no se advertía la contradicción ni congruencia (así dice) entre 
las contestaciones á las preguntas á que se refería la defensa de Aicua, y 

ue el recurso de reforma se utiliza después de dada por terminada la de- 
liberación de los jurados, no dió lugar á la pretensión deducida por dicho 
defensor, quien en su vista formuló protesta á los efectos del recurso de 
casación: 

Resultando que la Sección segunda de Ja Sala de jueticlas de la Audien- 
cia de Pamplons, por sentencia de 29 de Marzo de 1898, tranecrito lite- 
ralmente el veredicto, y después de hacer mérito de las conclusiones de 
las partes, calificó los hechos fijados en aquél como constitutivos de cinco 
tentativas de delito de estaía, siendo desconocido el lucro que con ellas | 
se proponía su autor, ya que el engaño teudía á que los engañisdos le re- | 
mitieran cualquiera cantidad por cuenta; y dos delitos de falsificación de 
documentos mercantiles, que debían apreciarse como separados é inde- 
pendientes, porque aun siendo idénticos y coetáneos los de falsedad de 
talones empleados para Jas dos estafas consumadas en Francia, sirvieron 
aquellos documentos de motivo á actos y operaciones eompletamente dis- 
tintos, sin trabazón ó enlace alguno entre los realizados para la venta de 
lana á Abadía y Aguirre, y los de la venta de maiz á D. Eugenio Lagro- 
bet; que declarado culpable Félix Aicua de haber contribuido á la suplan- 
tación del primero de dichos talones, incurrió en responsabilidad por 
este delito, en concepto de cómplice, porque si bien cooperó con un acto 
de ejecución anterio; á él, no fué esa cooperación tan esencial, ni tan di. 
rectamente necesaria que sin ella no pudiera efectuarse la falsedad, ya 
que era de suponer que no hubiera faltado á los autores otro medio 6 
conducto seguro para hacerse con el sello falso de la estación, sin riesgo 
de que desapareciera el sigilo indispensable para la cocgumación de eus 
planes, que era en realidad á lo que contribuyó Aiecua; y sin apreciar cir- 
cunstancias atenuantes ni agravantes, condenó al referido procesado, por 
el delito que se acaba de indicar, en cuatro años de presidio correcciona), 
accesorias, multa de 5.000 pesetas y una octava parte de costas, absol- | 
viéndole respecto de otros hechos: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la defensa de 
Félix Aicus recurso de casación por quebrantamiento de forma, y anunció 
el de infracción de ley, que también prepararon Compaired y Navarro, 
fundando aquél el primero en el núm. 2.0 del art. 119 y en los 107 y 111 
de la ley del Jurado, por existir contradicción en las contestaciones del 
veredicto, según lo hizo notar oportunamente, formulando la correspon- 
detente protesta: 

Resultando que admitido por la Sección sentenciadora el mencionado i 
recurso en la forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, con. | 

eitación y emplazamiento de las partes. | 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Juan N. de Undabeytia: 

Considerando que, según lo dispuesto en el art. 111 de la ley estable- 
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ciendo el juicio: por jurados, si el Tribunal de derecho desestimara la po- 
tición para que vuelva el veredicto al Jurado por haber contradicción é 
no existir congruencia entre las contestaciones, podrá prepararse el re- 
curso de casación que proceda, según las prescripciones del axt. 119, en 
el caso previsto en el citado art. 111, en relación con el 109: 

Considerando que las preguntas 4.9, 10 y 18, que se supone estar en 
contradicción con la 15, están formuladas por delitos distintos, relaciona- 
das con personas distintas también, y pudieron ser contestadas por el 
Jurado, como efectivamente lo fueron, con libertad las tres primeras en 
sentido negativo de culpabilidad, y la 15 afirmativamente, sin que resulte 
eontradicción ni falta de congruencia en las contestaciones, por cuya ra» 
zón el Tribunal acordó acertadamente, al desestimar la petición, que el 
veredicto volviera al Jurado: l 

Considerando que la pregunta 11 se refiere sólo al procesado Compaj» 
red, y an contestación en nada se relaciona con la persona del recurrente; 
no pudiendo, por tanto, fundar este motivo de casación en contestación 
que no afecta á su derecho; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por quebrantamieuto de forma, interpuesto contra la ex. 
presada sentencia de la Sección segunda de la Sala de justicia de la Au- 
diencia de Pamplona, por Félix Aicua Lspuerta, á quien condenamos en 
las coatas; particípese á dicha Sala, y pase la causa áÁ la segunda de este 
Tribunal Supremo en cuanto 8l recurso-anunciado por infracción de ley.— 
(Sentencia publicada en 19 de Junio de 1893, 6 inserta en la (Faceta de 17 
«e Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (19 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Rodo. 
——No ha lugar al interpuesto por Segundo Pérez Cabello (Audiencia de 
Santander), y se resuelve: 

Que según doctrina reiteradamente expuesta por la Sala de casación, el 
smalhechor que, de acuerdo con los culpables, vigila las cercanías del lugar del 
rado para facilitar la consumación del delito, merece la calificación de coautor 
porque toma parte también en la ejecución del hecho punible, siéndole, por 
tanto, aplicable el art. 13 del Código, y no el 15 que define el concepto de la 
eomplicidad. y 

En la villa y corte de Madrid, á 19 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Se- 
gundo Pérez Cabello, contra sentencia de la Audiencia provincial de San- . 
tauder, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Torrelavegs, 
seguida al Pérez y otros por robo: 

Resultando que la referida senteucia, dictada qn 24 de Marzo último, 
consigna el veredicto del Jurado, cuyas preguntas y respuestas son las al.- 
guientes: «A la primera pregunta. El procesado Segundo Pérez Cabello, 
¿es culpable de haber penetrado en la noche del 6 de Noviembre de 1891 
en la Administración subalterna de la villa de Torrelavega, acompañado 
de otros, sustrayendo de los cajones que fracturaron de unas mesas dos- 
cientas y tantas pesetas en metálico y un pliego de 182 sellos de á 15 cén- 
timos? —No.—A la segunda pregunta, Para realizar este hecho, ¿se valió 
el Segundo Pérez y los que le acompañaban dp una llaye falsa preparada 
al eferto?—No.—A la tercera pregunta. Caso de no haber penetrado el 
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Segundo Pérez en la Administración subalterna, ¿es culpable de haber vi- 
gilado en el portal de la casa mientras los compafieros ejecutaban la sus- 
tración realizada? —81.—A la cuarta pregunta. El expresado Segundo Pé- 
rez, ¿es culpable de haber penetrado con otros en la noche citada en las 
oficinas de la Tabacalera de la propias villa sin haber podido resiizar su 
propósito de sustraer los fondos de la misma, por haber sido retiradas en 
aquella tarde tres mil y tantas pesetas por el Administrador? - No.—.A la 
quinta pregunta. Para realizar este becho, ¿se violentó la' puerta de entra- 
da por medio de nna palanqueta de hierro? —S/.—A la sexta pregunta. El 
Segundo Pérez Cubello, ¿llevaba en la noche y ocasión referidas una na- 
vaja de 19 centímetros de extensión, abierta, de las llamadas jerezanas? 
Sí. - A la séptima pregunta. El procesado Mariano Vega Alconero, 7e8 
culpable de haber penetrado en la noche del 5 de Noviembre de 1891 en 
la Administración subalterna de la citada villa, acompañado de otros, sas- 
trayendo de los cajones, que fracturaron, doscientas y tantas pesetas en 
metálico y un pliego de sellos de á 15 céntimos?—No.—A la octava pre- 
gunta. Para realixar este hecho, ¿se valió el Mariano Vega y los que le 
acompañiaban de una llave fa!sa preparada al efecto?—No.—A la novena 
prégunta. Caso de no haber penetrado el Mariano Vega en la Administra- 
ción subalterna, ¿es culpable de haber vigilado en las afueras de la casa 
mientras los compafieros ejecotaban la sustracción referida? —Sí.—A la dé- 
cima pregunta. El expresado Mariano Vega, ¿es culpable de haber penetra- 
do con otros en la noche citada en las oficinas de la Tabacalera, sin haber 
podido realizar supropósito de sustraer los fondos de la-miema, por haber 
sido retiradas en aquella tarde tres mil y tantas pesetas por el Adminis- 
trador?—No.—A la undécima pregunta. Para realizar este hecho, ¿se vio- 
lentó la puerta de entrada con una palanqueta de hierro?—Sf.—A la duo- 
décima pregunta. El Mariano Vega Alconero, ¿llevaba en la noche y ocs- 
sión referidas una navaja de uso particolar?—S1.—A la décimatercera pre- 
gunta. El citado Mariano Vega, ¿ha sido penado anteriormente por delito 
de hurto?—No.—A la décimacuarta pregunta. El procesado Eugevio Vega 
Alconero, alias el Cojo, ¿es eulpable de baber penetrado en la noche del 
6 de Noviembre de 1891 en la Administración subalterna de la citada villa 
sustrayendo de unos cajones, que fracturaron, doscientas y tantas pe-stas 
y 182 sellos de á 15 céntimos?—Sí.—A la décimaquinta pregunta. Para 
realizar este hecho, ¿se valió el Eugenio Vega y los que le acompañaban 
de una llave falsa preparada al efecto?—81,—A la décimasexta preguota. 
. El expresado Eugenio Vega, ¿es culpahle de haber penetrado con utros 
en la noche citada en las oficinas de la Tabacalera de la expresada villa, 
sin haber podido realizar su propósito de de sustraer los fondos de la 
misma, por haber sido retiradas por la tarde tres mil y tantas pesetas por 
el Administrador? —S[.—A la décimaséptima pregunta. Para realizar este 
hecho, ¿se violentó la puerta de entrada por medio de una palanqueta de 
hierro?—Sí.—A la décimaoctava pregunta. El Eugenio Vega, ¿llevaba en 
la noche y ocasión referida una navaja ordinaria de su uso?—-Sí.—A la dé- 
eimanovena pregunta. El expresado Eugenio Vega, ¿ha sido penado ante- 
riormente por delito de hurto y robo?—Sí.—A la vigésima pregunta. El 
procesado José González Delgado, ¿es culpable de haber penetrado en la 
noche del 5 de Noviembre citado en la Administración subalterna de la 
villa de Torrelavega, acompañado de otros, sustrayendo de los cajones, que 
fracturaron, doscientas y tantas pesetas y un pliego con 182 sellos de á 15 
céóntimos?—Sí.—A la vigósimaprimera pregunta. Para realizar este hecho, 
¿se valió el José González de una llave falea preparada al efecto? —Sí.— A 
la vigésimasegunda pregunta. El procesado José González, ¿es culpable 
de haber penetrado con otros en la citada noche en las oficinas de la Tu- 
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bacalera sin haber podido realizar su propósito de sustraer los fondos, por 
haber sido retiradas por la tarde tres mil y tantas pesetas recaudadas por 
el Administrador?—81.,—A la vigésimatercera pregunta, Para realizar este 
hecho, ¿ee violentó la puerta de entrada por medio de una palanqueta?— 
—8f.—A la vigésimacuarta pregunta. El José González, ¿llevaba en la no- 
che y ocasión referídas un cuchillo de 27 centímetros de longitud y una: 
navajita pequeña? —S[.—A la vigésimaquinta pregunta. La Administración 
subalterna relacionada, ¿se halla situada en una casa habitada por varios 
yecinos?—8S1.—A la vigésimasexta pregunta. La oficina de la Tabacalera 
relacionada, ¿se encuentra en una casa babitada con comunicación á la. 
escalera principal? —81.—A la vigósimaséptima pregunta. Para ejecutar los 
hechos expresados, ¿se aprovecharon Jos culpables de la circunstancia y 
ocasión de ser de noche y de propósito? —81.—A. la vigésimaoctava pre- 
gunta. El procesado Mariano Vega, ¿es culpable de haber manifestado, al 
ser detenido, llamarse Remigio Ladrón de Guevara?—Sí»: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora, estimando jue Segundo 
Pérez Cabello es autor del delito de robo en edificio público, por valor 
menor de 500 pesetas, ejecutado con armas y fractura de muebles interio- 
res, y apreciando la circunstancia agravante de nocturnidad buscada de 
propósito, le condenó á seis años y un día de presidio mayor, accesorias y 
costas: 

Resultando que el procesado Pérez Cabello ha interpuesto recurso de 
casación por infracción de ley, fundado en el caso 4.” del art. 849 de la 
de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos los artículos 13, 15, 
521 y demás concordantes del Código penal, por cuanto se condena al re- 
currente como autor del delito de robo, cuando de los hechos declarados 
probados sólo resulta acreditada su participación como cómplice: 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal coadyuró el 
recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: E 

Considerando que, según doctrina reiteradamente establecida por esta 
Sala, .en casos análogos al presente, el malhechor que, de acuerdo con los 
ejecotores materiales de un robo, vigila la casa robada y sus cercanías 
para facilitar la consumación del delito, merece la calificación de coautor 
porque toma parte también en la ejecución del hecho punible, apreciado 
en su conjunto total, siéndole por tanto aplicable el art. 13 del Código, y 
no el 15 que define el concepto de la complicidad: 

Considerando que los hechos imputados al recurrente en la pregunta 
tercera del veredicto le colocan en la expresada situación jurídica de 
autor del robo de la Administración subalterna de Torrelavega, llevado á 
efecto por alguno de sus coprocesados, y al calificarlo y penarlo así el Tri- 
bunal sentenciador no ha cometido el error é infracciones legales que se 
le atribuyen en el recurso; . 

-  Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto á nombre de Segundo Pérez Cabello, y le condenamos en las costar 
y pago de 126 pesetas, por razón del depósito no constituido, cuando me- 
jore de fortuna; comuníquese esta resolución á dicho Tribunal para su 
conocimiento y efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 19 de Ju- 
nio de 13083, é inserta en la (acetas de 16 de Enero y 4 de Abril de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (20 de Junio de 1893).—Sala segunda. — Dispa- 
ro y homicidio.—Ha lugar al interpuesto por Eloy Viniegra Campos (Au- 
diencia de Logroño), y se resuelve: 

Que admitido el hecho cierto de haber disparado el acusado un tiro al in- 
terfecto al ver que éste riendo con el padre de aquél le daba patadas, le 
cual constituye una verdadera agresión, y afirmando además el veredicto que 
dicho interfecto uo acometió sin motivo al padre del agresor, es preciso recomo- 
cer, por no constar datos en contrario, que tal agresión fué ilegítima, debiendo 
estimarse la concurrencia de haber obrado el culpable en defensa de la persa- 
na de su padre: 

Que la circunstancia de obrar en defensa de la persona de un ascendiente, 
que por regla general exime de responsabilidad criminal, pierde este caráctey 
para convertirse en atenuante muy cualificada de efectos concretos en la pe- 
nalidad, cuando no concurren todos los reguisilos que exige el núm. 5.2 del ar- 
tículo 8.0 del Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Eloy 
Viniegra Campos contra sentencia de la Audiencia provincial de Logrofio, 
en causa seguida al mismo y otro en el Juzgado de instrucción de Najera 
por disparo de arma de fuego y homicidio: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 15 de Diciembre 
último, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que constituído el Tribunal del Jurado para contestar á lag 
preguntas formuladas sobre los hechos que motivan esta causa, personas 
responsables de los mismos y circunstancias de su ejecución, ha pronun- 
ciado en el día de hoy, después de deliberar, el siguiente veredicto: «A la 

rimera pregunta. Pedro Pablo Viniegra Campos, ¿es culpable de haber 
hecho un disparo de arma de fuego contra Juan Alocéón en las calles de ja 
villa de Uruñuela, la noche del 5 de Febrero del año actual?—S[.—A la 
segunda. Eloy Viniegra Campos, ¿es culpable de baber disparado la ante 
dicha noche un arma de fuego contra Marcelo Alocén, infiriéndole las le- 
siones que le produjeron la muerte al siguiente día 6 del mismo mes?-— 
Sí.—A la tercera. Marcelo Alocén, ¿acometió, sin motivo alguno, á Pedro 
Viniegra? - No.—A la cuarta. Eloy Viniegra, para defender á su padre, 
¿tuvo precisión de disparar el arma de fuego contra Marcelo Alocén?—No. 
—A la quinta. Eloy Viniegra, al ejecutar el anterior hecho, ¿lo realizó al 
ver que Marcelo Alocén, rifiendo con Pedro Viniegra Sáez, padre de Eloy, 
le daba patadas? —SÍ.—A la sexta. Antes dé disparar Eloy Viniegra el 
tiro 4 Marcelo Alocén, ¿había sido dirigido otro 4 Pedro Viniegra, por cor» 
secuencia del que cayó éste al suelo herido en la cabeza? —Sí.—A la sóp- 
tima. En el caso de que Pedro Viniegra provocara á Marcelo, ¿tuvo parte 
en esta provocación Eloy Viniegra?—No.—A la octava.—Eloy Viniegra, 
al ele el hecho expresado, ¿era mayor de quince y menor de dieciocho 
años? —£8l»: 

Resaltando que la Audiencia sentenciadora estimó los hechos afirme- 
dos en el veredicto, en cuanto afectan á la responsabilidad de Eloy Vinie- 
gra Campos, como constitutivos de un delito de homicidio, de que era 
autor aquél, con la circonstancia atenuante genérica de haber obrado por 
estímulos que naturalmente debieron producirle arrebato y obcecación al 
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ver el estado de su padre, y la tambien atenuante especial de ser mayor 
-de quince añios y menor de dieciocho, y condenó al Eloy á seis años y un 
día de prisión mayor, accesorias, indemnización de 1.500 pesetas á lus he- 
-rederos de Marcelo Alocén, y pago de la sexta parte de costas: : 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Eloy Viniegra re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 5.0 «el ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidous: 

1.0 La cireunstencia 1.2 del art. 9.0 del Código penal, en relación con 
he 5.8 del 8.2 del mismo, pues habiendo disparado Eloy Viniegra con- 
tra Alocén, cuando éste daba patadas á su padre, sin tomar parte en la 
“provocación que pudiera haber existido, concurrieron el primero y tercer 
«raquisito de los exigidos para que la defevea de un ascendiente exima de 
«responsabilidad criminal, y ba debido apreciarse dicha eximente, aunque 
incompleta, en favor del Eloy: | 

2.0 El art. 87 del propio Código, aplicable por lo expuesto, rebajando 
uno ó dos grados la pena señalada al delito, cuyo precepto no se ha apli- 
-cado; y : 

8.2 Los artículos 9.0, circunstancia 7.*, y 82, regla 2.8, de la propia ley 
penal, indebidamente aplicados, en lugar del citado 87: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recarso, á 
cuya admisión no se había opuesto, apoyándole en el mismo acto la defen- 
-s4a del recurrente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas: 

Cunsiderando que consta probado qne el recurrente disparó contra 
Marcelo Alorén el arma de fuego, al ver que éste, rifñiendo con el padre de 
squél, Je deba patadas; situación de hecho que acúása una agresión inate- 
rial del Alocén contra el padre del recurrente: 

Cousiderando:que si bien de la pregnuta tercera del veredicto, cont: a- 
tada afirmativamente por los juradus, se deduce que Marcelo Alocén no 
acometió sin motivo al padre de Eloy Vinieyra, como no se determina la 
natoraleza del motivo que produjo la agresión, el cual debiera determi- 
parse, y bien pudiera disculpsrla, pero no legitimarla, es forzoso «stimer, 
como dato preciso para el recurso, que la agresión referida era ilegítima, 
por no constar lo rontrario; y que, por tanto, debe estimarse como) cone:- 
rrente la circunstancia modificativa de la imputabilidad de haber obrarlo 
Viniegra en defensa de la persona de su padre: : 

Considerando que esta circunstancia, eximente por regla general, pier- 
de este carácter para convertirse en atenuante muy cualificada de efe::tos 
concretos en la penalidad, cuando no concurren todos los requisi:vs que 
el núm. 5.0 del art. 8.* del Código penal exige para justificar la gxención 
absoluta de toda responsabilidad, como en el caso actual acontece, pnesto 
que tan sólo han concurrido en él la agresión ilegítima contra el padre, y 
el no haber tenido participación alguna el recurrente en la provocación 
que hubiera podido preceder al acto por parte de aquél, si es que a'guna 
ha precedido, faltando únicamente el requisito de la necesidad racional 
del medio de defensa empleado por el hijo, cuya necesidad niega el vere- 
dlicto en la cuarta pregunta: 

Considerando que no habiendo apreciado la Audiencia sentenriadora 
-en favor del recurrente los hechos afirmados por el Jurado en el sentido 
que queda expuesto, ha cometido el error de derecho é infracciones lega- 
les que se citan. en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al interpues- 
to á nombre de Eloy Viniegra Campos contra la sentencia referida, dicta- 
da el 16 de Diciembre último por la Audiencia provincial de Logrofio, que 
casamos y aoulamos, declarando las costas de oficio; comuniquese la pre- 
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sente, con la que se dicte á eontinuación, á dicho Tribunal, para sa cum- 


plimiento y efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 20 de Junio» 


de 1893, 6 inserta en la Faceta de 29 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO PE CAMACIÓN (20 de Junio de 1893).—Sala segunda. Mailei- 
Acación.—No ha lagar al interpuesto. por Gregorio Jimeno y Pedro Fraila 
Agueda (Audiencia de Segovia), y se resuelve: 

Que para que sea admirible el recurso da casación por infracción de ley, 
es preciso aceptar los hechos declarados en el veredicia del Jurado, sin ser 
lícito establecer al plantear el recurso hechos nuevos que los jurados no declo- 
raron oportunamente,  * | 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Junio de 1898, en el recuyso de- 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Grego- 
rio Jimeno Guijarro. y Pedro Vraila, de Agueda centra. sentencia de la. 
Audiencia provincial de Segovia, en causa seguida á los mismos.on el Jaz.. 
gado de Riaza por falejficación: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 8 de Abril últámo,. 
contiene el siguiente resultando: 

Primero. Que el veredicto del Jurade contiene las preguntas y eontes-- 
taciones siguientes: «Primera. Gregorio Jimeno Guijarro, ¿es culpable de 
haber expedido, como Alcalde del pueblo de Cedillo de la Torre y para. 

ue sirvieran de justificante á las cuentas. del año económico de 1889 

1889, libramientos en que fignraban servicion mo realizados y cantidades 
no satisfechas por el cencepto á que loa mismos hbramientos aludian?— 
Sí. —Segunda. Pedro Fraila de Agueda, ¿es culpable de. haber expedido, 
como Secretario del Ayuntamiento de Cedillo de la Torre y para: que sir- 
vieran de justificantes á las cuentas del año ecenómico de 1888 4 1889, 
libramientos en que.se figusaban servicios no realizados y cantidades no 
satisfechas por el concepte ú que los mismos libramientos aludían?-—MU.— 
Tercera, Gregorio Jimeno Guijarro, ¿ea culpable de haber sentado en el 
libro borrador de ingresos de dicho A yuntamiente, como recibida en 24 de 
Diciembre de 1888 de Pablo Gonzáles y Lorenso Rodrígues la. cantidad de 
853 pesetas 80 céntimos, en vez de la de 6465 pesetas y 48 céntimos, que 
fué la que aquéllos entregaron en concepto de: resta de un alcaneo debido 
por Pedro Rodsígues, Alcalde que había. sido de 1884 ú 1896? —St — 
Cuarta. Pedro Fraila de Agueda, ¿es culpable de haber sentado en el libro 
borrador de ingresos de dicho Ayuntamiento, como recibida en 24 de Di 
ciembre de 1888 de Pablo Gonzáles y Lorenzo Rodrígnesz, la cantidad de 
353 pesetas 60 céntimos en ves de la de 6164 pesetas 43 céntimos, que fué 
la que squéllos entregaron en concepto de sesto de ua alcance debide por 
Pedro Rodríguez, Alcalde que había sido de 1984 4 1985?- Sín: 

Resultando que la Andiencia sentenciadora estimó los hechas adrma- 
dos en el veredicto constitutivos de un delite. de falsedad de documento 
público, faltando á la verdad en la narración de los hechos, de que eman 
autores los dos procesados Gregorio Jimeno Guijarro y Pedro Praóla dee 
Agueda, Alcalde y Secretario respectivamente del Ayuntamiento de Cedi- 
llo de la Torre, sin circuastancias modifiestivas de sa respoñaabilidad, y 
condenó á cada uno á catorce: años, eche meses y un día de esdena tem po- 
sal, accesorias, multa de 500 pesetas y costas: 

Resultando que contra esta sentencia han interpuesto los. dos proscan- 
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doo. recarsei de casación por infracción de ley, autorizado por el núna, 9,0 
dedart. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando :tres infracciones, 
siendo la tercera del art. 13 del Código penal, en cuanto al Secretario 
Fraila, pues no delinquió ni hiso otra cosa que obedecer á su superior je- 
rárquico el Alcalde: 

Resultande que impugnada poz el Ministerio fiseal la admisión del 
recurso, se colebró vista sobre ella. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Refael Alvares: - 

Considerando que el teroer motivo de casación alegado á nombre de 
Pedro Fraila de Agueda se funda en que los actos por éi ejecutados. es- 
tando desempeñando el cargo de Secretario de Ayuntamiento de Cedillo 
de Ja Torre, á que se refleren la segunda y cuerta preguntas del veredicto, 
vontestadas afirmativamente por el Jurado, fueron realizadas en cumpli- 
miento de seuerdo del Municipio y órdenes del Alcalde, de que ra se 
haes mención en ellas directa ni indirectamente, y que por lo tanto resal- 
ta que se establecen hechos nuevos que los Jurados no- han declarado, 
faltándose en el presente recurso á los terminantes preceptos de la ley, y 
no procediendo, por consiguiente, tu admisión, según la reiterada doctrina 
de esta Sala consignada en repetidas resoluciones; 

Faullamos que debemos declarar y declaramos no haber logar á ls ad- 
misión del recurso de: casación por intracelon de ley, interpuesto por 
Gregorio Jimeno. Guijarro y Pedro Fraila de Agueda contra la citada 
sentencia de la Audiencia provincial de Segovia en enanto Á su.tercer 
fundamento, y en cuanto al 1.0 y 2.0, admitido y concluso para la vista. — 
(Sentencia publicada en 20 de Junio de 1893, é inserta en la faceta de 29 
de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DN CASACIÓN (20 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Lesiones. 
—No ba lugar al interpuesto por José García Viñuela (Audiencia de Ma- 
drid), y se resuelve: 

la omisión de la cita del número correspondiente al artículo de es A 
de E. juiciamiento criminal, impide la adanisión del recurso por imfracción 
ley, porque siendo éste de derecho estricto, eu indole exige que las partes plan- 
teen en términos claros y previsos el problema que someten á la resolución de 
la Sala, cuya jurisdicción se limita al caso concreto que se discute. 


En la villa y corte de Madrid, 4 20 de Junio de 1898, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpnesto por José 
García Viñuela contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de este territorio, en causa procedente del Juzgado de instrucción del dis- 
tríto del Hospicio, seguida al García por lesiones menes graves: 

Resultando que la referida sentencia, dietada en 12 de Abril último, 
contiene el siguiente: 

Primero. obado que en la noche del 29 de Octubre de 1892, encon- 
trándose en la taberna de la calle det Barco, núm. 23, eb tabernero Antonio 
Castro, el procesado José García Viñaela y sus amigos Floy Días y Carlos 
Cabrerizo, entraron Manuel García y María Ortis, que tomaron una copa 
á invitación del José, entablándose una discusión entre el Eloy y el Ma- 
puel sobre devolución de un gabán que aquél había perdido al juego del 
mus, abalanzándose el Josó y cogiendo po» el cuello at Manue!), siendo se- 
parados, volviendo á pocos momentos á disputar estos dos últimes, que nin 
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hacer caso de las advertencias del sereno, se cogieron, cayendo al suelo 
por un empujón que el José dió al Manuel, produciéndose éste en la caída 
con una banqueta una herida contusa en la región froutal parietal izquier- 
da, de la que necesitó asistencia facultativa por espacio de veinte días, sin 
quedarle deformidad ni impedimento para el trabajo: 

Resultando que la Sala sentenciadorsa, estimando que estos hechos cons- 
tituyen un delito de lesiones menos graves, de que es autor Jusé García 
Vifiuela, sin circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, le 
condenó á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, accesorias, in- 
demnización y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infración de ley, y sin citar el artículo de la que lo autoriza, pues se con- 
creta á expresar que ba lugar al recurso por el párrato primero del art. 848 
y 847 de la de Enjuiciamiento criminal, señala como infringidos los artíca- 
los 433, 11 y 13 del Código penal, por aplicación indebida, y los 1.9 y 9.9, 
circunstancia 3.2, por no haberse aplicado: 

Resultando que el Ministerio fiscal se opone á la admisión del recurso, 
porque no se cita el número del art. 840 de la ley procesal que lo autoriza, 
requisito esencial que la misma exige, y cuya omisión obsta á dicha admi- 
sión, como tiene repetidamente declarada este Tribunal Sapremo. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

. Considerando que el precepto contenido en el art. 874 de la ley de En- 
julciamiento criminal, que obliga á citar en los recursos de casación en el 
fondo el artículo de la ley que lo autoriza, no queda cumplido con designar 
el 847 y 848 de aquella ley, que otorgan el recurso contra las resoluciones 
judiciales que en ellos se mencionan, sino que es preciso el sefialamiento 
«¡el error ó errores de derecho que en ellas se supongan, Jos cuales están 
comprendidos en los diversos números del art. 849: 

Considerando que la omisión de esta cita impide la admisión del re- 
curso por infracción de ley, porque siendo éstas de derecho estricto, su ín- 
dole exige que las partes planteen en términos claros y precisos el pro- 
blema que someten á la resolución de esta Sala, cuya jarisdicción se limita 
al caso concreto que se discute; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
sión del recurso interpuesto por José García Viñuela, al que coudenamcs 
en las costas y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, si mejoraso 
de fortuna; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los 
efectos oportunos. —(Sentencia publicada el 20 de Junio de 1893, 6 inserta 
en la Gaceta de 4 de Abril de 1894). 
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RECURSO DE CASACIÓN (20 de Junio de 1893).-—Sala segunda. — Hurto, 
—No ha lugar al interpuesto por Hilario Baile Mellado (Audiencia de Cá- 
ceres), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso por infracción de ley cuando al interponerle 
se funda «aquél en supuestos que contradicen abiertamente los hechos probados 
de la sentencia reclamada, y se combate la apreciación de la prueba, que, en 
uso de su exclusiva competencia, hizo la Sala sentenciadora. 


En la villa y corte de Madrid, á 20 de Junio de 1893, en el recursa de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Hila- 
rio Baile Mellado contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
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cia de Oáceres, en esusa procedente del Juzgado de instrucción de Coria, 
seguida al Baile por barto: 
Resultando que la referida sentencia, dictada en 26 de Enero último, 

contiene el siguiente: l 

Primero. Probado que en 1.0 de Julio de 1890, al trasladarse Domingo 
Fonseca, criado del Médico de Albalá D. Leopoldo Sánchez, desde Coría 
á Casatejada, perdió una cartera, en la que guardaba dos billetes de Banco 
de á 1.000 pesetas cada uno, que su amo le había dado para negociat ga- 
nado, en término de Rio!lobos, cuya cartera fué hallada por Hilario Baile 
Mellado, quien, á pesar de lener noticias de tal pérdida y de saber quién 
era su dueño, no se la devolvió, sino qne llamando á su compañero Ci. 
priano Palacios Rodríguez y participándole el hallazgo y procedencia de 
él, le entregó uno de los billetes para que, cambiándolo, diese su importe 
á róditos á razón de 2 por 100 mensana!, en pequeñas cantidades; cuya im- 
provisada fortuna dió lugar á que la Guardia civil practicara investigacio- 
nes, que descubrieron el delito: 


Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen un delito de hurto, de que es autor el procesado Hiario Baile 
Mellado, y como encubridur Cipriano Palacios, sin circunstancias modi- 
ficativas de la responsabilidad criminal, condenó á Baile á un año, ocho 
meses y veintiún días de presidio correccional, accesorias y costas; yá Pa- 
lacios á la multa de 125 pesetas, y á ambos al abono al perjudicado de2.000 
pesetas: 

Resultando que el procesado Baile ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, fundado en los números 1.0 y 3.0 del art. 849 de la 
de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 630, núm. 2,0 del Código penal, porque no declarándose que 
tuviera intención de lucro, solo hay uva responsabilidad civil, caso com- 
prendido en el marcado en el art, 616 del Código civil: 

2.0 El art. 1.2 del Código penal, porque se ha eonsiderado como delito 
una acción que no es maliciosa: 

3.0 El art. 531, núm. 2.0 del mismo Código, por aplicación indebida: 

4.0 El 681 del mismo, en el caso de no estimarse las anteriores infrao- 
ciones, pues el hecho, cuando más, es una imprudencia: 

Resultando que el Minieterio fiscal se opove á la admisión del recurso, 
porque siendo el fandamento de todos sus motivos que el procesado Baile 
no tuvo intención de lucro, esa alegación no sólo es incompatible con la 
naturaleza del hecho, sino que contradice la apreciación hecha sobre la 
prueba en la sentencia, en que se consigna que se apropió del valor de 
Jos billetes con intención de lucro, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que el recarso interpuesto es de todo puato inadmisible, 
porque fundado en el supnesto de que el proc -sado Baile no tavo intención 
de lucro al apoderarse de la cartera con lus billetes que contenía, contra- 
dice abiertamente los hechos declarados probados en el primer resnltando 
de la sentencia reclamada, y combate la apreciación de las pruebas que 
en uso de su exclusiva competencia bizo la Sala sentenciadora al consig- 
nar en su primer considerando que Hilario Baile, encontrándose la cartera 
perdida con los billetes que contenía por valor de 2.040 pesetas, y sabiendo 
quién era su dueño, se la apropió con intención de lucro; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Jugar á la ad- 
misión del recurso interpuesto por Hilario Baile Mellado á quien condena- 
mos en las costas, y al abono, si mejorase de fortuna, de 125 pesetas por 
razón del depósito, que no ha conatiuído por su insolvencia; lo que se co- 
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munique al Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes. —<(Senten- 
cia publicada en 20 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de £ de Abril 
de 1894.) 


273 


RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (21 de Junio de 
1993).—Sala segunda.—Lesiones.—Ha lugar al interpuesto por Román 
Hernándes Sesmirards as Pinar del Rio), y se resuelve: 

Que concurren los das itos exigidos por el sms. 4.0, ar- 
teulo 6.2 del Código penal de Ouba y uerto Raco para justificar la exención 
de responsabilidad criminal, cuando e? los hechos aduritidos en la sentencia re- 
clamada se reido concurrieron la ri legitima y la e doraias del 


rel en circunstancias tan críticas, como lar que supone el ejercicio del 
derecho de defensa, exigir otro medio que a pantanos pudiera concebirse con 
igual grado de eficacia; 

Que es doctrina de la Sala de casación que para poder estimarse el segui 
sito de la falta de provocación en quien se defiende, es forzoso que de los he- 
chos probados se desprenda con toda claridad que éste no provocó suficiente- 
mente la agresión de que fué objeto. 


En la villa y corte de Madrid á 21 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Román 
Hernández contra sentencia de la Audiencia de lo criminal de Pinar del 
Rio, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción de la propia 
ciudad por lesiones: 

Resaltando que la expresada séntencia, dictada el 19 de Enero último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que en la mañiana del 27 de Mayo de 1691 fué lainado el 
moreno Eusebio Conil! por el processdo Román Hernández para pedirle 
explicaciones de una supuesta tentativa de violación de que había sido 
víctima, por parte del primero, la morena Estanislaa Oliva, por cuyo he- 
cho se subreseyó en esta causa, y al mediar aquéllos, 'un tanto acalorado 
el Conil!l, negando los hechos insultó á todos los que estaban presentes en 
casa de Hernández y en particular á éste, á qnien amenazó y trató de agre- 
dir con un cuchillo, por lo que el procesado infirió al Conill con un ma: he- 
te ona herida en el antebrazo derecho junto á la articulación radie carpia- 
na que tardó setenta y ocho días. en curar, los mismos que estuvo impedido 
de dedicarse á sus trabajos habituales, sin que le quedara imperfección ni 
defecto físico; hechos probados: 

Resultando que los hechos expuestos los estimó la Audiencia senten- 
ciadora conetitntivos de un delito de lesiones graves del núm. 4.9 del 
art. 429 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, de que era autor el pro- 
cesado Román Hernández, con la circunstancia atenuante cuarta del ar. 
tículo 9.0, y le impuso seis meses de arresto mayor, accesorias y costas: 

Resultando que el Hernández ha interpuesto contra esa sentencia re- 
curso de casación por intracción de ley, autorizado por el número 1.2 del 


erro a49 de la de Eajuiciamiemto criminal, citando come intrin- 
os: 
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1.0 El art, 1.9 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, porque los he- 
chos no constituyen acción penada por la ley; 

Y 2,0 El art, 8.9, núm. 4.0, del propio Código, que ha debido aplicarse, 
por concurrir todos los requisitos netesarios para la exención de responsa- 
bilidad del que obra en propia defensa: 

Resuhtando que en el acto de laevista coadyuvó el recurso el Ministerio 
fiscal, en el sentido de que dobía estimarse la circonsiancia de la defensa 
incompleta. 

Visto, aciendo Ponente el Magistrado D. Pedro Lavín: 

Considerando que, voaforme á la relación de hechos que contiene la 
sentencia reclamada, no peede dejar de reconocerse que en el dedito impu- 
-bado al recurrente Román Hernández concurrieron dos de los reguisitos 
legales de la defensa propin, Ú sea la agresión ¡legítima y la necesidad ra- 
cional del medio empleado para impedirla ó repelerla: el primero, porque 
el acto ejecutado por Hernández, hiriendo con an machete á Eusebio Do- 
mill, £oó debido á da actited agresiva de úste, que, principinado por ame- 
marle, acabó por tratar de acometerle con an euchildo, actitud agresiva que 
por la situación peligrasa en que pone al que es objeto de elta, da vida al 
derecho natarsl de defensa, cuyo ejercicio se autoriza por la ley, mo sólo 
para repeler uva »gresión ¡legítima, sino también para impedir la que 
principia por iniciarse; y el segundo, por no existir desproporción, dadas 
las cirueastancias del enso etrtre las armas de ambos adversarios, siendo 
un cuchillo y mucheote ivetrumento igual mente adecuados paras cansar el 
ma] que se produjo, ú otro mayor y más funesto, y por no ser racional ni 
humabo, en circomstancias tan erfiicas, extgir el uso de otro medio que 

4 posteriori pudiera concebirse «on igual grado de eficacia: 

Considerando que es doctrina de erta Sala que para poderte estimar el 
tercer requisito de la defensa, 6 sen la falta de provecación saficiente de 
parte del que se defiendo, es forzoso que de los heches consignados en la 
sentencia se desprenda con toda «claridad que óste no provocó suficiente- 
mente da agresión, y como en el presente caso, lejos de ser sí, resulta que 
Román Hernández dió bcasión, Ó motivo por to menot, á la situación vio- 
lenta que después sobrevino, por baber llamado á Eusebio Oonill para pe- 
dírle explicaciones, cuyos términos se desconocen, sobre una tentativa de 
violación que le habían imputado, como o hizo en presencia de varias 
persones, tro cabe declarar el recurso de este tercer requisito que 
integra la defensa propia como causa extintiva de la responsabilidad 


Considerando, en su consecuencia, que la Audiencia sentenciadora ha 
infriogido el rúm. 4.0 del art. 8.9 del Código penal vigente en Cuba y 
Puerto Rico, por no baber estimado dicha circunstancia como atenuante 
especifica 4 tos efectos del art. 85 del propio Oódigo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber-Jugar sl recurso de 
essación por infracción de ley, interpuesto por Román Hermvández contra 
la citada sentencia de la Audiencia de lo criminal de Pinar del Río, que 
casamos y anulamos, declarando de oficto las costas; y remítase certifica- 
ción de la presente y de la que á continuación se dicta á dicho Tribunal á 
efectos oportunos.-—(Sentencia publicada en 21 de Junio de 1893, é inserta 
en la Gaceta de 29 de Octubre del mismo afio). 
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REOURSO DE CASACIÓN (21 de Junia de 1893).—Sala segunda.— Ugarr- 
pación de estado civil. —No ha lugar al interpuesto por Antonio Gómes 
Cabrera (Audiencia de Sevilla), y se resuelve: 

Que el hecho de ponerse de acuerdo un sujeto con otro para presentar ds 
este último ante la Diputación provincial como mozo para el reemplaza del 
Ejército bajo el nombre supuesto de vtro declarado libre por inutilidad fisicos, . 
constituye el delito penado en el articulo 483 del Código y previsto en el 207 
de la ley de Reemplazo de 28 de Agosto de 1878. 


En la viila y corte de Madrid, á 21 de Junio de 1893, en el recurso de - 
casación por infracción de ley que aute Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio Gómez Cabrera contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo erl- 
mins] de la Audiencia de Sevilla, en causa por usurpación de estado civil: - 
Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Sevilla acep- 
tó los resnaltandos primero, segundo y tercero de la dictada por el infe- 
rior en 17 de Febrero de 1890, reproducidos en la dicha inferior en 2 de 
Julio ú'timo, ó ses la consultada, enyos resultandos son como siguen: 
Resultando que comprendido en Ja quinta del año de 1879 por el cupo 
de Lucena, el mozo Cristóbal Mantilla Lema, con el núm. 14, contrató su 
padre Andrés con Antonio Gómez Cabrera, portero de Aquel Ayunta- 
miento, sobre el modo de-librarlo, y acordaron que éste.pondría un eusti- 
tuto, entregándole la cantidad de dos ó tres mil reales; y nombrado comi.- 
sionado el Concejal D. Antonio Rniz de Castroviejo para la conducción y 
entrega de los quintos, llevó en clase de auxiliar al repetido Gámez, y al 
verificar la entrega ante la Dipntnción provincial el día 15 de Marzo del 
misu:0 año, se presentó Felipe Ruiz Porra, bajo el nombre supuesto de 
Cristóbal, quien fué declarado libre por nulidad física; bechos que »e de- 
ciaran probados: : 
Resultando que al verificarse la revisión de la miema quinta en el afio- 
siguiente de 1880 y día 10 de Mayo, se presentó por segunda ves y con el 
mismo propósito el recordado Felipe Rniz, sin que le acompañara comi- 
sionado alguno; pero descubierto el hecho se denunció al Juzgado, y como 
consecuencia pecesaria se supo lo ocurrido en el año anterior; lo que de 
igual manera se declara probado: : 
Resultando que Araceli Lama Valle, madre del quinto Cristóbal Mon- 
tilla, al ser éste llamádo en las sesiones de 9 de Febrero de 1879 y 1890 
por el Ayuntamiento de Lucena, se presentó ella manifestando en nom- 
bre de aquél quese hallaba enfermo del pecho, cojo de la pierna derecha, 
con dolores, mal de orina y padeciendo también del estómago; hechos | 
que también se declaran probados: | 
Resultando que la referida Sala adicionó á su sentencia como hecho 
pen el que el procesado Juan Antonio Ruiz de Castrovieja falleció en 
ucena el 18 de Abril de 1884, y que Gómez Cabrera y Ruiz Porra obra- 
ron de acuerdo; y aceptando los considerandos y citas legales de la con- 
sultada, en que se declara que los he:hus probados constituyen un solo 
delito, definido y penado en el art. 483 del Código penal, en relación con 
el 207 de la ley de Reclutamiento y Reemplazo de 1872, vigente al come- 
terse el delito de que son responsables en concepto de autores Antonio 
Gómez Cabrera y Felipe Ruiz Porrs, sin circunstancias modificstivas; vis- 
tos los artículos citados y demás concordantes de aplicación, declaró que 
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debía confirmar y confirmó en todas sue partes la referida pentencia, por 
la que condenó á cada uno de dichos dos autores á la pena de ocho afios y 
un día de presidio mayor, con sus accesorias, multa de 250 pesetas y al 
pago mancomunado y solidariamente de 300 pesetas por cada «fio servido 
en activo por vía de indemnización al mozo que entrase á reemplazar al 
núm. 14 del reemplazo de 1879 por.el cupo de Lucena, y una sexta parte 
de costas, sobreseyendo libremente respecto del fallecido León Antonio 
Ruiz de Castroviejo, y abeolviendo libremente á Andrés y Cristóbal Mon- 
tilla y Araceli Lama Valle, por no aparecer méritos bastantes de su parti. 
cipación, declarando de oficio las cuatro sextas partes de costas restantes 
y tres quintas de la segunda instancias, abonando una quinta parte cada 
uno de los dos penados, eon otras declaraciones de ley: 

Resnitando que contra esta sentencia se preparó recurso de cssación 
por infracción de ley por parte de Antonio Gómez Cabrera, que se ba in- 
terpuesto fundado en el núm. 1.0 del art, 862 de la Compilación general 
de Enjuiciamiento criminal , citando como infringidos: 

1,0 Elart. 1.0 del Código penal, porque el hecho no constituye acción 
á omisión penada por la ley: 

2.0 El art. 18 de dicho Código, en cuanto se pena al recurrente en con- 
cepto de antor de un delito que no ha cometido: 

3.0 El art. 207 de la ley de Quintas de 28 de Agosto de 1878, en rela- 
ción con el 483 del Código penal, por aplicación indebida, y en relación 
con las anteriores infracciones: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recuruo por el 
Ministerio fiscal. | : 

- Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de. Solís: 

Considerando que de los hechos que Ja sentencia reclemada reconoce 
como ciertos aparece que Ant nio Gómez, de acuerdo con Felipe Ruiz, 
presentó á éste ante la Diputación provincial bajo el nombre sopuesto del 
mozo Cristobal Montilla, declarado libre por inutilidad física: 

Considerando que estos hechos, en los que tomó una parte directa é 
importante el Gómez como autor, caen bsjo la sanción penal quefja el fa- 
lo recurrido, porque la suposición y. sustitución de la persona de Cristó- 
bal por Felipe al objeto del pacto concertado para librar de la suerte de 
soldado por este medi: engañoso, constituye el delito del art. 483 del Có- 
digo pena! y el art. 207 de la ley de Reemplazo de 1878: 

Considerando, por lo expuesto, que el Tribunal a quo no incurrió en 
el error de derecho que se le atribuye, ni infringido las disposiciones le- 
gales que se invocan en el recurso; 

Faliamos que debemos declarar y declaramos no baber lugar al recurso 
de casación interpuesto contra la sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Sevilla, á nombre de Antonio Gómez Cabrera, á quien con- 
denamos en las costas, y al payo, si mejorase de fortuna, de 125 pesetas 
por razón de depósito no constituído; comuníquese esta resolución al Trí- 

bunal sentenciador á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 21 
de Junio de 1893, 6 inserta en la ta de 29 de Octubre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (21 de Junio de 1898).—Sala segunda. —Homé 
cidio.—Nou ha lugar al interpuesto por Toribio Coscolín Pellicer (Audien. 
cia de Zaragoza), y se resuelve: 

Que la situación de desafío en que voluntariamente se colocaron los com- 
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tendientes, ewcluye por sí sela el concrpio juridico de la defensa como. oximonte 

de la responsabilidad eriminal, autorizada en el mim. d.e del art. 8:0 del OS- 

digo penal, úndomnente apreciable cuando precede una agrevión inesperada y 

no provocada, que aconseje racionalmente repeler 6 impedir Ja inminsmeia $ 

realidad de wa ricogo ejeno á la propia voluntad: 

> ira contestadas efirmativamente por el Jurado las preguntas relati- 

vas á la conourrencia de dos de los requisitos de la eximente de la propúa de- 

_Jensa, la naturaleza misma del hecho revelada y conocida por los que la prece- 
dieron y ve espreean en otras preguntas del veredicto, excluye la apreciación 

en este caso de tales requisitos, pues no es dado estimar la agresión ilegóti 


y en la cual ambes contendientes ha e hogar 
Que á los efectos del múm. 5.0 del art. 82 del Código, entre las circanulan- 
cias alemuantes que e repulan muy enalifirndes, le están aquéllas nacidas 
de la disposición de ánimo $ del es moral del delincuente, ó de los móviles 
ppal dle alos elote teta erticto 
para hacerla apreciable seyún ; y cuando en el vererli 
no se consignan las ofensas que el esca Ao diri al «ecusado, faltan térme- 
nos hábiles para apreciar con acierto la efioncia y yfectos que en el. nimo é 
intención del culpable hubiesen aquellas prodwcido. 


En la villa y corte de Madrid, 4 21 de Junio de 18998, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpwesteo por Tori- 
bio Coscolín Pellicer contra la sentencia pronunciada por la-Sala de do eri- 
mina! de la Audiencia de Zaragoza, en causa por homicidio:-. 

Resultando que por dicha Audiencia es dietó la srpresade sentencia 
en 23 de Febrero último, consignando dos hechos en el siguiente: 

Reeultando que el veredicto del Jurado contiemre lus preguntas y Tes- 

- puestas que literalmenie dicen: «Primera, Toribio CoseoXa Pellicer, alias 
Aguado, ¿es culpable de haber disparado dos tiros de pástola 4 Mariano 
Martírrez, sobre las diez de la noche del 82 de Mayo último, en la culto del 
Caño ¡Arsso de la ciudad de Tarazona, ceusándole en la parto lateral infe- 
rior del pecho tuna herida que le atravesó el pulmóa y le produjo la muerte 
á las treinta y nueve horas? - 81. Segunda. Toribio Coseolín y Mariamo 
Martínez, inmediatamente antes del hecho vefertdo, posestienaran de pa- 
labra, se agarraron y desafiaron en el café del Sol de dicha eiadad?--81. — 
Tercera. Muriano Martínez, ¿acometió 4 Toribio Oosoolín antes de que éste 
le disparara la pistola? —Sí. —Quarta. Turibio Coscotín, ¿ve vió en peligro 
tan inminente que tuviera necesidad de diuparar la pistola para linpedir 
ó repeler la agresión de Mariano Martínez? —No.—Quinta, ¿Provocó To- 
ribio Coscolín con sus palabras ó sus actos la agresión de Mariano Martí- 
ne2?—No.—Sexta. Mariano Martínez, ¿había ofendido gravemente á Tori.- 
bio Coscolín antes de que éste le disparase la pistola?—Sí.-——Séptima. Ma- 
riano Martínez, ¿había provocado con ses palabras ó ews actos al Toribio 
Coscolín de un modo hastante para que éste te disparase dos dos thros?— 
No.—Octava. Toribio Coscotía, al disparar el tiro y herir 4 Mariano Mar- 
tínez, ¿io hizo con el propósito de matarlo?—No»: 

Resultando que la Sala de lo criminal de la Audiencia de Zaragoza de- 
claró que los hechos probados, según el veredicto del Jurado, constituyen 
el delito de homicidio, previsto y penado en el art. 419 del Cádigo penal, 
del que es responsable en concepto de autor Toribio CoscolínPellicer, con 
las circunstancias atenuantes 3.1 y 5,4 del art, 9.*, sin que paeda estimarse 
de leyftinra defensa, á pesar de la nfirmación del jarado en las preguntas 
tercera y quinta, por tratarse de un homicidio ejecutado en riñia y en vir- 
tud de un desafío aceptado; y vistos los artículos citados y demás comcor- 
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dantes de aplicación, condenó 4 dicho autor á la pena de dose años y un 
día de reciusión temporal, osa sus aceesorias, sin indemnización por estar 
renunciada, y al pago de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó securso de casación 
por infracción de ley por parte de dieho procesado, que se ha interpuesto 
autorizado por el núm. 5.0 y 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 96 de la ley del Jurado, en cuante no se ajusta la sentencia 
á las de aquél, aprecióndose sólo dos «circunstancias ate- 
nuantes: 

2.2 El núm. 1.0 del art. 9.0 del Código, -en relación com el 4.0 del ar- 
tículo 8.9, en cuanto po se ha.estimado la defensa incompleta: 

3.0 Bl art. 82, regla 5.4 de dicho Código, en cuante ne se ha impuesto 
la pona juferlor inmediata á la señalada por la ley: 

4.0 El art. 419 del mismo, en relación con la anterior infracción: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiacal, : 

Visto, siendo Ponente el Magletrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que es doctrina repetidamente declarada por este 8u- 
premo Tribunal, que para apreciar si en un hecho determinado concurren 
Ó no todas ó alzunas de las circunstancias expresadas en el núm. 4.0 del 
art. 8. del Código penal, es preciso que el hecho, por su naturaleza, per- 
mita ja concurrencia de ditbes circunstancias, porque de otra suerte no 
pueden tener eficacia legal; y que la situación de desafío en que volunta- 
tiamente se colocaron los contendientes, excluye por sí sólo el concepto 
jurídico de la defensa personal eximente de responsabilidad, sólo aprecia- 
blo euande precede agresión inesperada y no provocada que aconsejen ra- 
cionalmente repeler ó impedir da inminencia 4 realidad de un riesgo ajeno 
á la propia voluntad: 

Considerando que si bien el jurado contestó afirmativamente las pre- 
guntas tercera y quinta del veredicto, referentes á dos de los requisitos de 
la circunstancia eximento.de la perepia defensa, ln naturaleza miema del 
hecho revelada y conocida por les que le precedieron y se expresan en la 
pregunta segunda, afirmada también por el Jurado, excluye la apreciación 
en este caso de tales requisitos en el concepto que el recurrente pretende, 
pnes no es dado estimar la agresión ilegítima :sn un desafio aceptado, 
siendo sólo un accidente de la riña ya empeñada, y en que ambes conten- 
dientes habían procedido á vías de hecho: 

-Considerando que en tal concepto la Audiencia sentenciadorh no incu- 
rrió en error de derecho al dejar de estimar como circunstancia eximente 
ineompletá los hechos consiguados en las preguntas tercera y quinta del 
veredicto, porque Ofreciendo éste en sa conjunto y en la relación que 
aquellos hechos guardan con los que contiene la segunda, que son los ge- 
neradores del acto justiciable, y los que en realidad lo caracterizan, es evi- 
dente que el procesado no se encontraba en la situación á que se refiere 
el concepto jurídico que entraña el núm. 4.0 del art, 8,0 del Código, en re- 
lación eon la circunttaneia 1.8 del 9.0, que así como el 98 de la ley del Ju- 
rado no ban sido infringidóos en la sentencia reclamada: 

Considerando, en cuanto á los motivos 3.2 y 4.0 del reeurso, que, según 
tiene decla:ado esta Sala, se repútan muy calificadas para los efectos del 
precepto legal contenido en el nám. 5.0 del art. 82 del Código, entre las 
circunstancias atenuantes nacidas de la disposición de ánimo ó del estado 
moral del delincuente, ó del móvil de su acción, aquellas cuya influencia 
sobre el sujeto del delito exceda en intensidad de da suficiente para ha- 
cerla apreciable, conforme á la ley, y es evidente que en tal concepto no 
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puede estimarse con aquel carácter, pór lo menos una de las dos que apre 
ció la Sala sentenciadora, porque no exbresándose en la pregunta sexta 
ni en otra salgana del veredicto las ofensas que el intérfecto dirigió al pro- 
cesado, no hay términos hábiles para poder apreciar eon el debido acierto 
la eficacia y efectos que en el ánimo é intención del culpable hubieren 
naturalmente producido, ni es, por lo tanto, procedente declarar en este 
caso la casación de la sentencia reclamada por infracción de las disposi- 
ciones legales que en aquellos motivos se alegan; 

Fal!amos que debemos declarar y declaramos no haber logar al recurso 
de casación por infracción de ley, que contra la sentencia dirtada por la 
Sala de lo crimina! de la Audiencia de Zaragcza interpuso Toribio Cusco- 
lín Pellicer, á quien condensmos en las custas y al psgo, si mejorarse de 
fortuna, de 126 pesetas por razón de depósito que no ha constituído; co- 
mubiquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportu- 
nos.—(Sentencia publicada en 21 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta 
de 29 de Octubre del mismo afio.) 
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ComMPETENCIA (21 de Junio de 1893).—-Sala tercera.— Usurpación.— 8e 
decide en favor del Juzgado de instrucción de Utrera la competencia sus 
citada entre dicho Juez y el de Sanlúcar de Barrameda, y se resuelve: 

Que no eonstando el término judicial en que radican los terrenos objeto de 
la usurpación 'cuestionada, es competente para conocer del delito que se persi- 
gue el Juez del partido en donde se hayan descubierto las pruebas materiales 
del delito, á tenor de lo dispuesto en el núm. 1.0, art. 16 de la vigente ley 
de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid á 21 de Junio de 1893: 

Resultando que con fecha 20 de Junio de 1892, D. José de Fuentes y 
Ortíz, vecino de Lebrija, remitió por el correo un escrito al Jnez de ins- 
trucción de Utrera, denunciando: que por compra al Estado en subasta pú- 
blica, era dueño de una suerte de 19 fanegas de tierra en-el pago de la 
Reyerta y sitio de la Palmosa, de dicho término de Lebrija, de coys finca 
tomó posesión gubernativa en 4 de Febrero de 1891; y noticioso de que la 
usnfructuasban sigunos vecinos de Trebujena, biso que se les notificara la 
indicada posesión, para que le reconocieran como duefio; mas como no lo 
yerificaran, los demandó de desahucio, siendo lanzados de Jas tierras; y 
al volver á ellas en el añio siguiente, observó que estaban sembradas por 
8 mismos desahuciados, hechos que constituían delitos penados por las 
eyes: 

Resultando qne recibida dicha denuncia en el Juzgado de Utrera en 
21 de Junio, y ratificado en ella su autor, comenzó sumario, en el que exa- 
minó sín juramento, por los cargos que les dirigió el denunciante, como 
presuntos responsables de los hechos referidos á Miguel, Juan y José 
Vega Díaz, Diego Fernández Cabral, Antonio Pérez Barbosa y José Mar- 
molejo Caro, los cuales manifestaron que poseían tierras en el sitio del 
Pegujul de los pobres, término de Trebujena, de donde eran vecinos; y con 
fecha 18 de Noviembre del mismo año acndieron con escrito al Juzgado 
de instrucción de Sanlúcar de Barrameda, á caya demarcación corresponde 
la villa de Trebujena, exponiendo: que habían sido citados por el de Utre- 
ra, á virtud de la denuncia de D. José de Fuentes Ortíz, de la que debía 
conocer el primer Juzgado, por pertenecer los terrenos de que se trataba, 
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Ó que se suponían usurpados, al término municipal de dicha villa de Tre- 
bujena, por estar situados en el pago del Pegujal de los pobres, como lo 
probaban con certificación del amillaramiento, con cartas de pago del ca- 
non que pagaban al Municipio, y con los títulos inscritos en el Registro 
de la propiedad, y recibos de contribución; 6 invocando en su apoyo lo 
dispuesto en el núm. 2.9 del art. 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
y protestando no haber hecho uso de la declinatoria, pidieron que se tu: 
viera por deducida la inhibitoria, y en su virtud se dirigiera oficio al Juz- 
gado de Utrera, para que, con suspensión de todo procedimiento, se inhi- 
biera del conocimiento de la referida denuncia y remitiera los autos al de 
Sanlúcar de Brrrameda, donde debía acudir el denunciante á usar del de- 
recho que creyera asistirle: ; 

Resultando que el Jues de instrucción de Sanlúcar de Barrameda, fun- 
dado en lo expuesto en el anterior escrito, dirigió oficio al de igual clase 
de Utrera, en el que invocando lo dispuesto en el art. 14 de la citada ley 
de Enjuiciamiento criminal, le requirió de inhibición en la denuncia de 
sl se trata, interesando á la vez que le remitiera las diligencias practi- 
013da8 : 

Resultando que dicho Juzgado de Utrera no dió lugar á la inhibición 
requerida, exponiendo en su apoyo; que del plano unido al sumario y di. 
ligencia de reconocimiento, practicada por el Juzgado municipal de Lrbri. 
js, aparecía que la suerte de tierra en el pago de la Reyerta y sitio de la 
Palmosa, y la haza Pegujal de los pobres, eran dos predios enteramente 
distintos y situados en diferentes términos, lindando ambos con la colada 
divisoria de Trebujena y Lebrija, ó sea la de los pobres por Este, y la de- 
nunciante por Qeste, ballándose la una frente á la otra, por lo que el Juz- 
gado que acordaba era competente para conocer del sumarlo; que á mayor * 
abuudamiento, éste había comenzado con anterioridad al que se instruía 
en Saulúcar de Barrameda; y por ú!timo, citó el núm. 2.* del art. 18, é igual 
número del 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y el apartado tain- 
bién segundo. del 372 de la ley orgánica del Poder jndicial: 

Resaltando que ambos Juzgados han insistido eu sus resolucinnes, y 
elevado á este Tribanal Supremo el de Utrera el sumario original, y el 
de Saniúcar de Barrameda, testimonio de lo concerniente á la cu-stión de 
competencia, Ja que, según dictamen del Ministerio fiscal, procede resol- 
ver en el sentido de que por ahora corresponde conocer al primero de los 
referidos Juzgados. -: 

Siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que principiada esta causa á virtud de denuncia hecha 
en el Juzzado de instrucción de Utrera, y no siendo conocido el término 
judicial en que radican los terrenos objeto de la usarpación que se persi- 
gue, es de aplicación al caso presente lo dispuesto en: el núm. 1.9 del ar- 
tículo 15 de la ley de Enjuiciamiento crimiual, que da la preferencia para 
conocer al Juez del partido ó circunscripción en que se hayan descubierto 
pruebas materiales del delito; e 

Se declara que el conocimiento de la mencionada causa corresponde 
por ahora al Juez de instrucción de Utrera, al que se devolverán las ac 
tuaciones, con certificación de este auto, para los efectos procedentes; par- 
tivípese lo resuelto al del partido de Sanlúcar de Barrameda, con orden 
para que remita sus diligencias al citado de Utrera; y publíquese dentro 
de dies días en la Gaceta de Madrid, y á su tiempo en la Colección legisla 
tiva.—(Auto fecha 21 de Junio de 1898, é inserto en la Gaceta de 19 de 
Aygusto del mismo ufio.) 
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RECUR8O DE O0ASACIÓN (21 de Junio de 1893).—Sala segunda.—Kecar- 
nio á los dugmas.—Nou ha lugar al interpuesto poz 3osó Llunás Pojals (Au- 
diencia de Barceluna), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso por infracción de ley por no-estar comprer 
dido en ninguno de los casos previstos en el art 879 de la de Enjuiriamiento 
criminal, cuando aquél se funda en la infraeción del art. 77 de la ley del Ju. 
rado, relativo á ser defectuosas las preguntas. ó á no haberse formulado al. 
guna que procediese, pues tales infracciones, si hubiesen emistido, darían ori- 
gen rn Aer de forma expresado en el art. 119 de la ley de 20 de 
Abril de 1888, 


En la villa y corte de Madrid, á 21 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por José 
Llanás Pujals contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Andiencia 
de Barcelona, en causa procedente del Ju de instraeción del distrito 
de la Universidad, seguida al Llunás por escarnio de los dogmas de la Re- 
ligión Católica: 

Resultando que la referida sentencia, díttada. el 28 de Marzo último, 
contiene. el siguiente: 

Primero. Resultando que el Jurado ha proferido el veredicto que s+ 
gue: «Josó Llunáa Pujals, ¿es culpable, como Directer del periódico 
La Tramontaha, de haber mandado insertar en el núm. 654 del mismo, co- 
rrespondiente al 12 de Febrero de 1892, la signiente correspondencia tra- 
ducída del catalán al castellano: «San Genoli 9 de Pebrero de 1393.-——Bi 
Párroco en hnelga.—Apreciable amigo: El domingo pasado, á eso de las 
nueve de la noche, pasando por la calle Mayor llamó la atención un grupo 
bastante numeroso de mujeres; me acerco, y ef lo sigaulente: Teresita, ¿no 
- lo sabes? —No todo.—¿Sabes la enferma de enfrente que está tan fatal? 
Pues ahora acaba de salir el Vicarlo: que la ha confesado, porque al ir á 
darle medicina la que le asiste, ha dicho que no la quería, que prefería 
que le diesen la comunión, porque el tomar á Nuestro Señor le probaría 
más que todas las medicinas, y cuando hemos tenido las velas y todo la 
demás preparado y cansados de esperar, hemos ido á ver por qué tardaba 
tanto el comalgar, nos contestó el Vicario «que ál es persona mandada, y 
que el Párroco no quiere llevarlo, porque no quiere que Nuestro Señor 
salga tan de noche.» ¡Vaya! no es tan tarde á. las nueve; y si esta mnjer 
muere sia comerse á Nuestro Señor, ¿cómo queda esto? ¿Qué opinas, Tere- 
sita, de todo eso? —¿Qué opino? Que el Párroco, convencido de que la Re- 
ligión va cabeza abajo como el Sul cuando. va hacia Poniente, y que estas 
ceremonias son puramente una farsa, se ha. hecho de los nuestros, ó sea 
de los que piensan como los de L1 Tramontana, y empieza por declararse 
en huelga, con la única diferencia que él disfruta del privilegio que por más 
huelgas que baya, aunque fuese en 1,0 de Mayo, no le cogerán... Y ya, que 
me escapo á hurtadillas para no ser visto, pensando. que sun hay mujeses 
que, en medio de las preocupaciones x de la ignorancia, son» muy útiles y 
hasta pueden ser beroinas para la causa que persegaimos, ó sea la eman- 
cipación humana. Y después de dar las gracias al 8r. Cura, si es tal como 
lo ví y lo oí, lo dicen todos, para que continúa haciendo propaganda en 
favor nuestro con actos como éste, he pensado escribirle pars que algún 
otro tome ejemplo de ella, haciendo de esta manera una huelga general. 
—Como siempre suyo, —Ratoló alat (Ratoncillo alado).-——SÍ»: 
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Resultando que la Sala sentenciadora, estimando que el hecho que el 
veredicto declara probado constituye el delito de escarnio á los dogmas 
de la Religión Católica, de que es autor el procesado José Llunás y Pu- 
jale, por ser el Director del periódico en que se publicó la referida corres- 
pondencia, y que no son de apreciar circunstancias modificativas de res- 
ponsabilidad crimisal, le condenó á la pena de tres años, seis meses y 
veintiún días de prisión eorreccional, accesorias, maMa. y costas: 

Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
infracción de loy, autorizado por el art. 849, números 1.0 y 4,0 de la de 
Enjuiciandiento eriminal, eitaado como infringidos: 

1.2 Los artículos 1.2 y 240, nám. 3.0 del Código penal, porque no existe 

el delito de escarnio á los dogmas de Ja Religión Católica, por faltar los. 
elementos que lo eonstitayen, pues no son dogmas de dicha: Religión que. 
la comunión cura Jasa enfermedades del cuerpo, y que á las nueve de la 
noche no salga el Viáticn, ni tiene nada de herótica. la apreciación de que 
la Religión va cabeza. abajo; 
. 2,0 Los artículos 12 y 14 del mismo Código, porque aunque dicha co- 
rsespondencia fuese. punible, de los delitos y falas que se cometen por 
medio de la imprenta respondes eriminalmente sólo los autores, repután- 
dose tales los que le san del escrito publicada, y para trauscender á otros: 
esa sesponsabilidad ha. de resultar probado plenamente, Ó que el autor 
del escrito. no es conocido 6 ne estó domiciliado en España ó esté exento 
de responsabilidad criminal, según el art. 8," dek Cód: go, y en el caso pre- 
sente no se ha penado ni siquiera perseguido el autor de Ja carta: 

8.0 Los actículos 70, 71 y 72 en su pásrafo primero, y el 76 de la ley 
del Jurado, por cuanto considerada la. correspondeneia eomo constirutiva 
del delito de escarnio 4 len dogmas de la Religión Católica, la preguuta al 
Jurado debió formanlaras en el sentido de si el procesado recurrente era 
culpable del hecho de haber escrito la cita correspondencia: 

BR. sultando que el Ministerio fecal se opone á la admisión del texcez. 
motivo del recurso, porque cualesquiera que sean los defectos de que ado- 
lezca la pregunta, ni cabe corregirlos por medio del presente recurso, ni 
hay eongruencia entre los artículos citados en ese motivo, y la cuestión 
de fondo que se plantea, aparte de que diehos artículos no son de carácter 
suetantivo penal, simo pura y exclusivamente procesal. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

Considerando que entre los motivos propuestos por el recurrente José 
Llunás Pujala, so halla el tereero, en que se suponen infringidos por la 
sentencia reclamada los artículos 70, 7.1, 12 y 76 de la ley del Jurado: 

Considerando que, según lo diepuesto en el ari. 77 de dicha ley, las 
partes pueden reciames contra:enalesquiera de las preguntas formuladas 
por deficientes, defectuesas, ó. por no formularse alguna que procediese ó 
haberse hecho alguna indebida, procediendo el recurso de casación en. la 
forma si se prepara en el ancho con la correspondiente protesta: 

Contiderando: que, esta mpuesto, el motivo alegado no está autori- 
zado ni eomprendido en ninguno de los casos del art. 879 de la ley de 
Enjuieiemiento eximinel, y sí podría estarlo en: el 119 de la ley del Jurado 
por qnebrantamiento de forma, siende por este comaepto y el incumpli. 
mienio del art. 874 de dicha ley de Enjaiciamienia criminal inadmisible 
el recurso en esie motivo; 

Falamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la ad- 
misión del tereer motive psepugelo per la representación de D. José Llu- 
nás Pujale, y respesto-4 les des primeros, admitido y coneluso pará la 
vista. —(Suntencia publicada en 21 de Junio de 1808, ó inserta en la Qa- 
ceta de 4 de Abril de 1894.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE Di :TRAMAR (22 de Janio de 1893). 
—Sala segunda. - Fulsedad.—No ha lugar al interpuesto por D. Narciso 
González Artes (Andiencia de la Hubana), y se resuelve: 

Que la deliberación y resoluciones del consejo de familia se refieren única- 
mente á la persona y bienes del incapacitado ó del menor, 0 puriendo contener 
las actas otra ensa que la redacción y fundamento de los acuerdos adoptados 
por el consejo, la expresión de los rutos emitidos, y la primera de ellas, la de. 
signación de Presidente del consejo, según lo ordena el texto del art. 304 del 
Código civil; y por consiguiente, es materia exclusiva de tales documentos lo 
gue concierna al interés privado de una persona particular, de modo que 
razón de su contezto han de quedar y, en efecto, han quedado exclutlos los 
intereses públicos ú oficiales: 

Que el Presidente y Vocales del constjo de familia no tienen carácter pú- 
blico ú oficial, pues aunque hayan sido llamados por ministerio de la ley 6 de- 
signación del Juez, sólo constituye el consejo una institución complementaria 
de la tutela, según la base 7.2 de la ley de 11 de Mayo de 1888, y el tutor nun- 
ca ha obtenido en consideración á su cargo la investidura de funcionario del 
Estado, ni tal carácter se ha otorgado tampoco á los individuos del consejo de 

amilia: 

, Que dentro de los términos del art. 311 del Código penal de Cuba y Puerto 
Rico, no pueden estimarse documentos públicos las actas del comseju de famt- 
lia, ni por razón de las personas que en las mismas intervienen, ni en relación 
á la materia; debiendo, en su consecuencia, considerarse aquéllas como dors- 
mentos privados, en cuyo concepto, sólo es punible la falsedad cuando con ésta 
se produce perjuicio á tercero, 6 ha mediado ánimo de causárselo, enya apre- 
ciación de hecho corresponde al Tribunal sentenciador. 


En la villa y corte de Madrid, á 22 de Junio de 1898; en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpresto por Don 
Narciso González Artes contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de la Habana, en causa seguida al mismo y otros en el Jusgado de 
Jaruco por falsedad: 

- Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Noviembre úl- 
timo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que del libro del consejo de familia aparecen literalmente los 
siguientes particulares: D. Jusé Bacallao y Barreto, Presidente del consejo 
de familia formado para cuidar de la persona y bienes del sordomudo Dun 
Tomás Delgado y León, hago constar que el presente libro de actas, que 
se comoone de 160 folios útilee, ha sido autorizado por el Sr. Juez munici- 
pal de este pueblo, qne lo es D. Celestino Díaz y González, quien ha rubri. 
cardo todas las hojas, estampando además en ellas el sello del Juzzado de 
Tupaspe en 2 de Abril de 1890.—A ruego de D. José Bacullao Barreto, 
Narciso Gonzáles.—Hay un sello que dice: Juzgado municipal de Tapaepe. 
—Hay nna rúbrira.—Acta.—En el pueblo de Tapaspe, á los cuatro díus del 
mes de Marzo de 1890, se reunieron los Sres. D. José Bacallao Barreto, Don 
Leopoldo Barallno Delgado, D. Andrés Bacallao Delgado, D. Abrahstn Car- 
ballo León, D. Federico Oarballo León, que componen el consejo de fami- 
lia nombrado que debe intervenir en informar al Tribunal acerta «Lu la 
incapacidad del sordomndo D. Tomás Dulgado León, husta obtener. la de- 
claración de que trata el art. 213 del Código civil, y en sa esso nonibrar el 
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4utor que debe regir la persona y bienes de dicho incapacitado; y en cum. 
plimiento de lo prevenido en el art. 304 del referido Código, se procedió 
en primer lugar á la elección de Presidente de dicho consejo, recayendo 
dicho nombramiento por unanimidad en la persona de D. José Bacallao 
Barreto, miembro del mismo, quedando en suspenso el nombramiento de 
tutor mientras tanto se obtenga la declaración de incapaeidad de que trata 
€l referido art. 213 de dicho Código, y caya solicitud se reserva á los pa- 
rientes del presunto incapaz, según lo dispone el art. 214 del mismo Có- 
digo.—Terminada la sesión, de que se levanta la presente, que leída y 
conforme se firmó por los concurrentes que supieron; y por D. José Baca. 
lao Barreto, D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao Delgado, 
que dijeron no saberlo hacer, D. Manuel Rodríguez y D. Narciso Gonzáles 
Artes, para constancia.—Narciso González.—Manuel Rodrígues.—Abra- 
ham Carballo. —Federico Carballo.—Hay un sello que dice: Juzgado mu- 
nicipal de Tapaspe.—Hay una rúbrica. —Acta.—En el pueblo de Tapaspe, 
á los tres días del mes de Abril de 1890, se reunieron los Sres. D. José 
Bacallao Barreto, D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao De!- 
gado, D. Abraham Carballo León, D. Federico Carballo León, que compo- 
nen el consejo de familia nombrado, que debe intervenir en todos los actos 
del sordomudo D. Tomás Delgado León, se procedió en primer término á 
darle lectura á una notificación del Juzgado de primera instancia, en la 
cual se aprobó la constitución de este consejo de familia, por lo cual en el 
acto se le dió posesión de la Presidencia á D. José Bacallao Barreto, el 
cual abrió la sesión, exponiendo: que con arreglo al art. $01 se proceda por 
este consejo á atender á la persona y bienes del sordomudo D. Tomás Del- 
gado León; pidió la palabra D. Abraham Carballo León, el cual manifestó 
que en vista de que D. Mauricio Oarballo León tenía inscrita á su nombre 
una yuuta de bueyes, que, según manifestación de los herederos, corres- 
ponde al presanto incapaz, que por dichos herederos se le dé la propiedad 
de dichos bueyes á D. Narciso González Artes, y que el Presidente los 
retenga en su poder hasta que se nombre nuevo tutor, al cual se hará la 
entrega correspondiente; que se libre oficio al Sr. Juez municipal para 
que en vista de estar abandonado el presunto incapaz, haga conducir 4 
D. Tomás Delgado León á casa de su hermana Doña Adelaida, la ecnai 
mantendrá, vestirá y calzará y cuidará en sus enfermedades hasta que este 
consejo ó su tutor acuerden otra cosa. El consejo, en vista de lo inanifes- 
tado por D. Abraham Carballo, lo aprobaron todos sus miembros, acor- 
dando igualmente por unanimidad hacer uso de lo que determina el ar- 
tículo 279 del Código civil en caso de que el referido D. Tomás Delgado 
León desobedezca las órdenes de este consejo, que es castigarle por des- 
obediencia: leída que fuó este acta, fuó aprobada por unanimidad, fir- 
mando los que supieron; y por D. José Bacallao Barreto, D. Leopoldo Ba- 
callao Delgado y D. Andrés Bacallao Delgado, que dijeron no saberlo ha- 
cer, D. Manuel Rodríguez.—Abraham Carballo.—Federico Carballo. — 
Acta.—En el pueblo de Tapaspe á los veintidós días del mes de Abril de 
1890 se reunieron los Sres. D. Abraham Carballo León, D. Federico Car- 
ballo León, que componen el consejo de familia del sordomudo D. Tomás 
Delgado León: el Presidente D. José Bacallao Barreto hizo uso de la pala- 
bra y manifestó que, habiéndo convocado á este consejo para hacerlos 
presente que en vista de lo acordado en la sesión anterior para atender á 
la persona y bienes de D. Tomás Delgado León, había pasado comunica- 
ción al Juez municipal para que recogiese á dicho sordomudo y lo pusiese 
en casa de su hermana hasta que le nombre eu tator, como igualmente 
para que se recogiese una yunta de bueyes que tiene en su poder D. Ma- 
nuel Gómez, y la entregase ante este consejo por no ganar nada en poder 
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del que la tiene; acto continuo tomó la palabra D. Leopoldo Bacalizo Del- 
gado, el cual expuso que en vista de que su tía carnal era pobre y que ns- 
cesitaban mantener y cuidar en todo á su tío el sordomudo D. Tomás Del- 
gado León, y que el curador de éste hacía en Marzo un afio que había fa- 
llecido, por lo cua] no se habían cobrado los réditos pendientes de pago, 
pedía Á este consejo que se autorizase al Presidente D. José Bacallao Ba- 
rreto para que solícitase del Sr. Juez de primera instancia é instracción de 
este partido, autorización para poder cobrar los réditos vencidos hasta. 
Marzo del presente año; que se Je pasase un tanto diario á su tía para aten- 
der á las necesidades de su tío el sordomudo, cuyo diario fuese arreglado 
á la renta qne percibe; que por el Presidente se le compre un eaballo para 
que pueda andar montado y no á pie, como se encuentra en la actualidad; 
todo esto si el Sr. Juez de primera instancia autorizase al Presidente para 
su cobro; acto continno hizo uso de la palabra D. Abraham Carballo, y 
manifestó que está conforme en un todo con lo expuesto por D. Leopoldo 
Bacallao, y que al mismo tiempo pedía que en vista de que el sordomudo 
D. Tomás Delgado León tiene de réditos anualmente 192 pesos 50 centa- 
vos oro, pedía se le asignase 50 centavos oro diario 4 Doña Adelaida Delgado 
León para la manutención y los demás gastos de su hermano D. Tomás Del- 
gado León; que se le abriese crédido en el establecimiento de víveres de Don. 
Joaquín de la Rosa, para que en dicho establecimiento pudiese proveerse 
de dicha cantidad diaria, y que el Presidente rindiese cuentas, y en pra- 
sencia de este consejo, tan pronto como se le nombre el tutor; todo lo di- 
cho, con consentimiento del Sr. Juez de primera instancia de este partido, 
todo lo cual fué aprobado por unanimidad. Terminada la sesión que se le- 
vanta, la presente, que leída y conforme, se firmó por los concurrentes que 
supieron; y por D. José Bacaliao Barreto, D. Leopoldo Bacallao Delgado, ¿on 
Andrés Bacallao Delgado, que manifestaron no saberlo hacer, D. J.aquín de 
la Rosa, D. Manuel Rodríguez y D. Antonio Barallo, para constancia. —Joa- 
quín de la Rosa.—Manuel Rodríguez. —Antonio Barallo.—Abraham Car- 
balio.—Federico Carballo.— Acta.— En el pueblo de Tapaspe, á los 27 días 
del mes de Julio de 1890, se reunieron en consejo de familias, pedido por 
los Vocales D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao Delgado, 
D. Abraham Carballo León, D. Federico Carballo León, bajo la presiden- 
cia de D..José Bacallao Barreto, D. Abraham Carballo León, hizo uso de 
la palabra, manifestando que en vista de estar abandonado el sordomudo 
D. Tomás Delgado León, sin que á éste consejo le conste á punto cierto 
dónde se halla, por estar esperando la resolución de incapacidad, y como 
quiera que á pesar de hacer varios meses se solicitó dicha incapacidad, 
sin que hasta la fecha se sepa la resolución, propone á la consideración de 
este consejo que se autorice á D. José Bacallao Barreto, Presidente de 
este consejo, para que gestione en el Juzgado de primera inetancia de 
Jaruco hasta obtener la declaración de incapaz del sordomudo, con el fin 
de no incurrir en lo que determina el art. 312 del Código civil; que se le 
dé certificación de este acto y que gestione y reclame por cuenta de este 
consejo, lo cual fué aprobado por unanimidad, que firmaron los que su- 
pieron; y por D. José Bacallado Barreto, D. Leopoldo Bacallao Delgado y 
D. Andrés Bacallao Delgado, que dijeron no saber, lo hicieron D. Ma- 
nuel Rodríguez, D. Serapio Hernández y D. Antonio Barallo.—Manuel Ro- 
dríguez. —Serapio Hernández. —Abrabam Carballo.—Federico Carballo y 
Antonio Barallo.—Acta.— En el pueblo de Tapaspe, á los veintinueve 
días del mes de Julio de 1890, se reunieron en consejo de familia los se- 
fiores D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao Delgado, Don 
Abraham Carbailo León, D. Federico Carballo León, bajo la Presidencia 
de D. José Bacallao Barreto, hiso uso de la palabra D. Abraham Carballo. 
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León, manifestando que, como consta á todos los presentes, en el Juzgado 
de primera instancia de Jaruco se sigue un expediente á instancia de Don 
Leopoldo Bacallao Delgado, presente en este acto, solicitando la declara- 
ción de incapacitado de D. Tomás Delgado León; que á 1.2 del mes de Ju- 
nio acudió todo el consejo llamado por el antedicho Juzgado á dar su dic- 
tamen sobre la incapacidad de D. Tomás Delgado León, y ese mismo día 
fuó examinado el sordomudo por el Sr. Juez; más como de la fecha hen 
pasado dos meses sin que haya dictado la declaración de incapacitado, ó 
por lo menos no se ha notificado dicha resolución á este consejo, y por 
consiguiente no ha podido hacérsele el nombramiento de tator y protutor 
al sordomudo, por ser necesario que proceda la declaratoria de incapa- 
citado, pedía al consejo se sirviese acordar que el Presidente gestione en 
aquel Juzgado la pronta resolución del antes dicho expediente, á fin de 
que no sufra por más tiempo el sordomudo D. Tomás Delgado León las 
fatales consecuencias de este anormal estado de cosas. Los demás pre- 
sentes aprobaron por unanimidad lo expuesto por D. Abraham Carballo 
León, y se levantó este acta para constancia, que firmaroa los que supie- 
ron: y por D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao Delgado, 
D. José Bacallao Barreto, que dijeron no saber, lo hace D.- Joaquín de la 
Rosa, D. Manuel Rodríguez y D. Serapio Hernández.—Manuel Rodríguez. 
—Serspio Hernández.—Abraham Carballo.—Federico Carballo.—Joaquín 
de la Rosa.—Acta.—En el pueblo de Tapaspe, á los veinticinco días del 
mes de Ayosto de 1890, reunidos en consejo de familia D. Leopoldo Ba- 
callao Delgado, D. Andrés Bacallao Delgado, D. Abraham Carballo León, 
D. Federico Carballo León, bajo la Presidencia de D. José Bacallao Ba- 
rreto, con objejo de hacer el nombramiento de tutor y protutor del sor- 
domado D. Tomás Delgado León, de cuarenta y cuatro años de edad, sol- 
tero y vecino de este término y jornalero, el Sr. Presidente principió dando 
lectura á una certificación del Juzgado de primera instancia de Jaruco, 
en la cual consta que ha sido declarado incapacitado D. Tomás Delgado ' 
León y otra certificación del Juzgado municipal, que á la letra dice así: — 
«Certifico que en el archivo de este Juzgado consta una información tes- 
tifical promovida por Doña Adelaida Delgado León, no tiene padres, 
abuelos, cónyuges é hijos, hermanos, hermanas solteras y ninguno de los 
llamados por la ley á ejercer el cargo de tutor; que dichas certificaciones 
quedasen archivadas en unión de las actas del consejo. D. Abraham Car- 
ballo León manifestó que toda vez que á todos los señores presentes les 
consta que el referido sordomudo D. Tomás Delgado León no tiene más 
parientes que los presentes en este consejo, y toda vez que se han llenado 
los requisitos que el Sr. Juez de primera instancia de este partido dijo 
en providencia que faltaban para la inscripción de nombramiento de tu- 
tor en el Juzgado á favor de D. Narciso González Artes, proponía á la 
consideración de este cousejo el nombramiento de tutor nuevamente á 
favor de Don Narciso González Artes Hebotomiano, y domiciliado en 
este termino, casado, mayor de edad, con buena conducta y honradez, y 
para el cargo de protutor á D. Pedro Bacallao Barreto, de este término, casa- 
do, labrador, mayor de edad, á quien adornan también las cualidades del 
anterior; se acordó por unanimidad las designaciones anteriores, acordán- 
dose igualmente por unanimidad hacerle saber sa nombramiento para 
su aceptación, y que en vista de que la cantidad que poseía el sordo- 
mudo se encontraba impuesta en finca idónea, como es la titulada Nuestra 
Señora del Carmen, alias Bocalandro, en la actualidad de la propiedad de 
D. Manuel Gómez, y que sólo percibiría el tutor el interés de la suma 
asegurada, la cual asciende á 16 pesos oro mensuales, cantidad que nom- 
bra para la alimentación y demás gastos que se ocasionen, se le discierne 
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el cargo de frutos por alimento, luego que prestase la fianza hipotecaria 
de 192 pesos oro, que es precisamente á lo que asciende la renta que du- 
rante un año puede percibir el sordomudo por el interés de su haber. Con 
lo cual, después de estar todos conformes, se dió por terminada la pre- 
sente sesión, levantándose este acta para constancias, que firmaron los que 
supieron, y por D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao Del- 
gado y D. José Bacallao Barreto, que dijeron no saber, lo hacen D. Ma- 
nuel Rodríguez, D. Joaquin de la Rosa y D. Antonio Barallo.—Joaquín 
de la Rosa.— Abraham Oarballo.—Federico Oarballo.—Acta.—En el pue- 
blo de Tapaspe, á los veintiún días del mes de Agosto de 1890, reunidos 
en consejo de familia los señores D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. An- 
drés Bacallao Delgado, D. Abraham Carballo León, D. Federico Carballo 
León, bajo la presidencia de D. José Bacallao Barreto, con objeto de hacer 
el nombramiento de tutor y protutor del sordomudo D. Tomás Delgado 
León, el Sr. Presidente manifestó á los concurrentes que en vista del 
acuerdo tomado en la sesión anterior, había hecho saber á D. Narciso 
González Artes y D. Pedro Bacallao Barreto, la designación que el consejo 
había hecho en ellos para los cargos de tutor y protutor respectivamente 
de D. Tomás Delgado León, así como al González Artes la prestación 
de una flanza por valor de 192 pesos oro para ejercer el cargo de tutor, 
cuyos dos individuos se encontraban á la puerta del salón. Hécholes com- 
parecer, manifestaron que aceptaban el cargo que se les trataba de confiar, 
prometiendo cumplirlo bien y flelmente. Acto continuo presentaron al 
consejo D. Narciso González Artes un testimonio de escritura pública de 
fianza hipotecaria otorgada el día 23 de Enero del presente año en Gúines 
por ante el Notario D. José Sánchez y Calvo, por cuya escritura Don 
Antonio Barallo Domínguez, propietario y vecino de Tapaspe, constituye 
hipoteca expresa sobre una casa de su propiedad, situada en la calle Real 
de este pueblo, por la cantidad de 192 pesos oro para afianzar el cargo de 
tutor del sordomudo D. Tomás Delgado León á favor de D. Narciso Gon- 
zález Artes, de cuya hipoteca se había tomado razón, pagado los derechos 
reales y hecha la inscripción correspondiente en el Registro de la propie- 
dad de Jaruco. Habiéndoles parecido suficiente á todos los miembros del 
consejo la fianza prestada, se acordó darle posesión del cargo de tutor á 
D. Narciso Gonzáles Artes, después de habérsele leído en el consejo los 
capítulos 9,0 y 10, tít, 9.0 del libro 1.0 del Código civil, lo cual, después de 
bien enterado, prometió cumplir al pie de la letra, en cuanto á él le con- 
cernía, el tutor nombrado. Acto eontinuo se le dió posesión á D. Pedro 
Bacallo Barreto del cargo de protutor, leyéndose antes los artículos 223 
al 236, ambos conclusiones del Código civil, prometiendo ejercer sus fun- 
ciones conforme á las leyes vigentes. Se acordó igualmente que, aunque 
al consejo le constaba que el sordomudo sólo tenía la cantidad impuesta 
en el potrero Nuestra Señora del Oarmen ó Bacalandro, y la yunta de 
bueyes regalada por D. Mauricio Carballo León, no obstante que se 
procediese por el tutor y protutor á formalizar con arreglo á las leyes vi. 
gentes el correspondiente inventario de los bienes de aquél; igualmente 
se acordó que de la presente acta se saque certificación que se entregue al 
tutor nombrado, con objeto de que se tome razón en el registro de tu- 
telas del Juzgado de primera instancia de Jaruco, con lo cual se dió por 
terminado el acto, levantándose este acta para constancia, que firmaron 
los que supieron; y por D, Andrés Bacallao Delgado, D. Leopoldo Baca 
llao Delgado y D. José Bacallao Barreto, que dijeron no saber, lo hacen 
D. Manuel Rodríguez, D. Joaquín de la Rosa y D. Antonio Barallo.—A 
ruego de D. Pedro Bacallao, Serapio Hernández.— Manuel Rodríguez.— 
Narciso González Artes. — Ántonio Barallo. — Abraham Carballo.—Joa- 
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quín de la Rosa.—Federico Carballo.-—Acta.—En el pueblo de Papaspe, 
á los veintisiete días del mes de Agosto de 1890, reunidos en consejo 
de familia los señores D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Ba- 
callao Delgado, D. Abraham Carballo León, D. Federico Carballo León, 
bajo la presidencia de D. José Bacallao Barreto, con objeto de acordar sobre 
el inventario de los bienes del sordomudo D. Tomás Delgado León, el 
Sr. Presidente principio dando lectura al inventario formado por el tutor 
y protutor y dos testigos, cuyo inventario fué aprobado por unanimidad. 
ID. Abraham Carballo manifestó que, en vista del documento de sesión 
que obra en este consejo, dado por los herederos de D. Manuel Carballo, 
propone á la consideración de este consejo que se autorice al tutor Don 
Narciso González Artes para el cobro de todos los réditos vencidos y 
no satisfechos, como igualmente los réditos de los réditos vencidos; que 
de la cantidad que cobre se le asignase al tutor el 5 por 100 con arreglo 4 
la ley; que se le autorizase al tutor para que de las cantidades que cobre 
abone todos los gastos que se han ocasionado en los Juzgados, tanto como 
el de papel, Registro de la propiedad, manutención del sordomudo y de- 
más gastos; la escritura de hipoteca; á los Médicos D. Santiago Gallo, Don 
Autonio Convoley, y á los preceptores D. Baltasar San Juan, D. Vicente 
Burgos Ruiz, y todos los ocasionados, tanto por Doñia Adelaida Delgado 
como por los familiares, como igualmente dándole ámplios poderes al tu- 
tor nombrado para que por cuenta del incapacitado, ó ses por este con. 
mejo, establecer todas las reclamaciones que crea convenientes para el co- 
bro y pago de todo lo manifestado; que dicho tutor arriende media caba- 
llería de tierra para poner en ella al sordomudo; que cobre todos los rédi.- 
tos vencidos hasta el 30 de Agosto del presente afio; que le compre una 
yegua ó caballo, y que después de verificado todo lo manifestado, que 
presente las cuentas á este consejo, para su aprobación; para que después, 
Ó sea del 1.0 de Septiembre en adelante, continúe la tutela á fruto por ali. 
mentos; que se le dé copia certificada de este acta, del documento de los 
herederos de D. Mauricio Carballo y del inventario, para que haga uso de 
allos ante los Tribunales, dado caso que D. Manuel Gómez se negase á 
abonar lo que adeuda ó á entregar la yunta de bueyes; todo lo cual fué 
aprobado por unanimidad, levantándose la presente, que firmaron los que 
supieron; y por D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés Bacallao Delga- 
do y D. José Bacallao Barreto, que dijeron no saberlo hacer, D. Manuel 
Rodríguez, D. Serapio Hernández y D. Andrés Barallo, para constancia. — 
Serapio Hernández. — Manuel Rodríguez. — Antonio Barallo.—Federico 
Carballo.—Andrés Carbailo.—Hay un sello que dice: Juzgado municipal 
de Tspaspe.—Hay una rúbrica. —Acta. —En el pueblo de Tapaspe, á los 
dieciocho días del mes de Septiembre, reunidos en consejo de familia los 
Sres. D. Andrés Bacallao Delgado, D. Leopoldo Bacallao Delgado, Don 
Abraham Carballo León, D. Federico Carballo León, bajo la presidencia 
de D. José Bacallao Barreto, el Sr. Presidente abrió la sesión, dando 
lectura á una notificación del Sr. Jues de primera instancia de Jaruco, 
hecha al tutor nombrado D. Narciso González Artes, de cuya notifica- 
ción se desprende que lo que se quiere es anular dicho nombramiento, 
y como quiera que á este consejo le consta que dicho González Artes 
es honrado y goza fama de tal, expone á la consideración de este con- 
sejo que, toda vez que el expresado González está dentro del art. 237, y 
toda vez que es honrado y tiene establecimiento, por lo que pide que se 
sostenga el nombramiento de tutor á favor de D. Narciso González Artes, 
como igualmente que se autorice á dicho sefior con poderes amplios para 
que sostenga el acuerdo de este consejo, y para que reclame y entable to- 
das las reclamaciones que crea conveniente por cuenta del incapacitado, 
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toda vez que lo que este consejo defiende es en beneficio del sordomudo, 
por cuanto su deudor D. Manuel Gómez es el favorecido en dicha provi- 
dencia; todos por unanimidad acordaron que D. Narciso González Artes 
sostenga todas las contiendas judiciales por cuenta del incapacitado, fir- 
mando los que supieron; y por D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Andrés 
Bacallao Delgado y D. José Baeallao Barreto, que dijeron no saber, lo ha- 
cen D. Manuel Rodríguez, D. Rafael Pérez y D. Josquín de la Rosa, para 
constancia.—Abraham Carballo.—Ratfael Pérez. —Joaquín de la Rosa.— 
Manuel Rodríguez.—Acta.—En el pueblo de Tapaspe, á los tres días del 
mes de Marzo de 1891, se reunió el consejo de familia formado para cuí. 
dar de la persona y bienes del sordomudo D. Tomás Delgado León, que 
lo componen los Sres, D. Andrés Bacallao Delgado, D. Leopoldo Bacallao 
Delgado. D. Abrahan Carballo, D. Federico Carballo, D. José Bacallao Ba- 
rreto, bajo la presidencia de este último, y abierta :la sesión, el Sr. Presi- 
dente dijo que el tutor nombrado de dicho sordomudo, D. Narciso Gonzá4- 
lez Artes, presente en este acto en unión del protutor D. Pedro Bacallao 
Barreto, se había expuesto por escrito que D. Francisco Fernández Gue- 
rrero, vecino de la Habana, mayor de edad y Médico Cirujano, es due- 
fio de un potrero titulado San José, compuesto de cuatro caballerías 
de tierra, ó sean cincuenta y tres hectáreas, señenta y ocho y 
ocho centiáreas, situado en el centro de Chavez, término. municipal de 
San Josó de las Lajas jurisdicción de Jaruco, lindando-por el Norte con 
dicho pueblo de San José; por el Sar con serventía que conduce al cuarto 
de Chavez; por el Este con el camino real de la Encrucijada, y por el 
Oeste con un sitio de labor de los herederos de D. Patricio Delgado y Don 
Juan Blanco; que dicho predio lo ha adquirido dicho Fernandez Guerrero, 
de D. Aniceto Fraisero y Fraísero, por escritura otorgada ante el Notario 
de esta ciudad D. José María Gamboa y Alcántara en 14 de Septiembre 
de 1880; que al adqnirir el terreno se hizo constar que por más que el 
mismo y en otro cafetal nombrado Nuestra Señora del Carmen ó San 
León, se reconocían 3.819 pesos medio real foerte á favor de Dofíia Juana 
del Rosario de León, como heredera usufructuaria de su hermano D. Ma- 
nue), y cayo gravamen pertenece al sordomudo D. Tomás Delgado León, 
antes en nada afectaba al precitado potrero San José, toda ves que dicha 
impesicion estaba refundida en el mencionado cafetal Nuestra Señora del 
Carmen ó San León, en su totalidad, según consta en las escrituras otor- 
gadas ante D. Pedro Plutarco Renté, en 23 de Septiembre de 1873, y por 
la que adquirió el D. Aniceto Fraisero y Fraisero el citado potrero San 
José, haciendo esa refundición D. Vicente Bocalandro, dueñio en aquella 
fecha del cafetal Nuestra Señora del Carmen ó San León; que habiendo 
derecho acerca del mencionado Sr. Fernández y Guerrero, con el fin de 
que en virtad de lo expuesto se librase al expresado potrero San José de 
la carga que injustamente aparece hoy afectarle, según aparece de las es- 
crituras relacionadas, estando, como se repite, impuestos los 3.819 pesos 
medio real fuerte hoy del sordomudo D. Tomás Delgado León, en el suso- 
dicho cafetal Nuestra Señora del Carmen ó San León, y como esas pre: 
tensiones eran justas y equitativas, se le aceptaba expidiendo la corres- 
pondiente autorización del consejo de familia para llevar á cabo dicha 
liberación y hacer constar que las tan repetidas imposiciones sólo afec- 
taban al cafetal Nuestra Señora del Carmen ó San León; que creyende 
acertada la partición de dicho Sr. Fernández y Guerrero, la sometía al 
criterio del aludido consejo, para que determinara lo que ereyera acerta- 
do. El consejo, después de discutir la feacción de referencia, acordó por 
unanimidad conceder al tutor D. Narciso González Artes la autorización 
necesaria para que otorgue la escritura del caso con todos los requisitos 
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necesarios á fin de que quede libre el potrero San José de la imposición 
-de 9.819 pesos medio real fuerte, que aparecen reconocer á favor del sor- 
domado D. Tomás Delgado León, por estar refundida, según ha consigna- 
do, en el cafetal Nuestra Señora del Carmen, y que se vrovea al referido 
tator de certificación de este acto, que firman los concurrentes, y por los 
que no supieron lo hizo D. Manuel Rodríguez. —Federico Carballo. — Ma. 
nuel Rodríguez—A ruego del protutor, Rafael Pérez.—Abrabam Carba- 
lo. —Narcieo González.—Hay un sello que dice: Juzgado municipal de Ta: - 
-paspe.—Acta. —En el pueblo de Tapaspe, á los cuatro días del mes de 
Marzo de 1891, reunidos en consejo de familia los Sres. D. Andrés Baca. 
llao Delgado, D. Leopoldo Bacallao Delgado, D. Abraham Carballo León, 
PD. Federico Carballo León, y con la asistencia del tutor y protutor Don 
Nareiso Gouzáles Artes y D. Pedro Bacallao Barreto, y bajo la presiden 
cia de D. José Bacallao Barreto, el Sr. Presidente manifestó que el objeto 
de esta reunión no era otro que manifestarle que el tutor había pedido 
autorización al consejo para tomar 100 pesos oro á cuenta de lo que hay 
que cobrar de los réditos vencidos del sordomudo D. Tomás Delgadu 
León, con el fín de poder sufragar los gastos de poder, papel-y honorarivs 
y demás gastos para el eobro de los.réditos vencidos á D. Manuel Gómez, 
y toda vez que dicha petición es justa y se halla prevista en el art. 269, 
párrafo noveno, del Código civil, y cuya cantidad pensaba adquirirla de 
D. Francisco Fernández, vecino de la Habana, pedía dicha autorización á 
este consejo, y después de discutido el punto, fué aprobado por Ja mayo- 
ría, autorizando á dicho señor para que tome los 100 pesos con el interós 
cotizable en plaza y garantía de este consejo á D. Francico Fernández, 
firmando los concurrentes, y por los que no supieron lo hizo D. Manuel 
Rodriguez. —Federico Carballo.—Manuel Rodríguez. —A ruego del protu- 
tor, Rafael! Pérez. —Abrabam Carballo. —Narciso González. — Hay un sello 
que dice: Juzgado municipal de Tapaspe.— Hay una rúbrica»: 
Segundo. Probado que reunidos D. José Bacallao y Barreto, D. Abra- 
- ham y D. Federico Carballo y León, Presidente y Vocales respectivamente 
del eonsejo de familia del sordomudo D. Tomás Delgado León, levantaroó 
acta de las reuniones de dicho consejo, que escribió D. Narciso González 
Artes, el que aparece fué designado unánimemente para tutor de aquél, y 
en todos esos actos, que se refieren á las Juntas celebradas en los días 4 de 
Marzo; 8 y 22 de Abril; 20 y 29 de Julio; 25, 26 y 27 de Agosto y 18 de 
Septiembre de 1890, y 3 y 4 de Marzo de 1891, se hizo aparecer como pre- 
sentes, sin estarlo, á los Vocales de dicho consejo D. Andrés y D. Leo- 
poldo Bacallao Delgado, firmando por éstos dichas actas D. Joaquín de la 
Rosa y D. Manuel Rodríguez: 
Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos cons- 
titutivos de un delito de falsedad en documento público .ú oficial, de que 
eran autores D. Narciso González Artes, D. José Bacallao Barreto, D. Abra- 
ham Carballo y León, D. Federico Carballo y León, D. Joaquín de la Rusa 
Pérez y D. Manue! Rodríguez Domínguez, sin circunstancias modificativas 
de su responsabilidad, é impuso á cada uno ocho años y un día de presi- 
dio mayor, accesorias, multa de 1.250 pesetas y sexta parte de costas: 

. Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto D. Narciso Gonzá- 
les Artes recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el nú- 
.mero 3.0 del art. 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como in- 
fringidos: 

1.0 El art, 1.9 del Oódigo penal de Cuba y Puerto Rico, pues los actos 
que la sentencia atribuye al recurrente no constituyen delito: 

2.2 El art. 311 del mismo Código, en relación con los números 2.9 y 4.0 
del art. 310, que se refiere á la falsificación de documentos públicos ú oñ- 
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ciales, pues de los que se trata son documentos privados, y la falsificación» 
de esta clase de documentos, sin causar perjuicio á tercero ni tener ánimo- 
de causarle, como ha ocurrido en el caso de autos, no constituye delito: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso oralmente. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D, Rafael de Solís: — * 

Considerando que la sentencia reclamada define y castiga como delito- 
los hechos procesales, bajo el concepto de constituir documento público ú 
oficial las actas de las sesiones celebradas por el consejo de familia, y que 
el recurso interpuesto impugna, como erróneo en derecho, esta calificación, 
x sólo atribuye carácter privado á esta clase de documentos: 

Considerando que la deliberación y resoluciones del consejo de familia 
sólo deben referirse, y en este caso únicamente se refieren á la persona y 
bienes del menor ó incapacitado; que las actas sólo pueden contener la re- 
dacción y fundamentos de los acuerdos adoptados por el consejo, la ex- 
presión de los votos respectivamente admitidos, y Ja primera de ellas la- 
designación de Presidente, según el texto terminante del art. 304 del Có- 
digo civil; y que, por consiguiente, es materia exclusiva de tales documen- 
tos lo que concierne al interés privado de una persona particular; de modo, 
que por razón de su contexto, han de quedar y han quedado excluidos los 
intereses públicos ú oficiales: 

Considerando que el Presidente y Vocales del consejo no tienen carác- 
ter público ni oficial, pues aunque hayan sido llamados por ministerio 
de la ley ó por designación del Juez, sólo constituyen una institución com- 
plementaria de la tutela, según la base 7.* de la ley de 11 de Mayo de 1888, 
y el tutor nunca ha obtenido por su cargo la investidura de funcionario 
del Estado, ni esta consideración ha sido otorgada á los individuos del 
consejo de familia, por más que el Juez municipal preste el apoyo de su 
autoridad para compeler á los Vocales que no asistan, y el de primera ins- 
tancia conozca en apelación de los acuerdos reclamados; 

Considerando que si las actas aludidas no son documentos públicos por 
razón de la materia, ni con relación á las personas, deben ser estimadas 
como documentos privados, en cuyo concepto, la falsedad cometida en las- 
mismas sólo merece la calificación de delito si causa perjuicio á tercero ó 
ha mediado ánimo de causarlo: : 

Considerando que si bien los actos relacionados en Ja sentencia recua- 
rrida consignan la presencia de dos personas que no asistieron á las sesio-. 
nes de su referencia, el mismo Tribunal a quo entiende que no ha existido. 
perjuicio ni ánimo de causarlo; y que así lo demuestran los acuerdos toma- 
dos por unanimidad, de modo que ni siquiera pueden ser redargúidas de 
nulas estas resoluciones, porque, aun supuesta la asistencia de dos Vocales- 
más, resultaría siempre mayoría: 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala sentenciadora ha incurrido - 
en error de derecho, calificando y penando como delito hechos que no lo. 
constituyen, y ha infringido, por indebida aplicación, el art. 811 del Có- 
digo penal de Cuba y Puerto Rico; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de 
casación por infracción de ley interpueste por D. Narciso González Artes: 
contra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de la 
Habana, que casamos y anulamos, declarando de oficio las costas, y man- 
dando devolver al recurrente el depósito de 125 pesetas que ha constituído; 
lo que con la sentencia que á continuación se dicta se comunique á dicho. 
Tribunal á los efectos procedentes.—(Sentencia publicada en 22 de Junio 
de 1898, 6 inserta en las Gacetas de 29 de Octubre y 3 de Noviembre del. 
mismo afio,) 
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RECURSO DE CASACIÓN (23 de Junio de 1893).—Sala segunda.—LEsta- 
fa. Cuestiones prejudiciales.—No ha lugar al interpuesto por Ricardo Zu- 
biete Moreno (Audiencia de Cuenca), y se resuelve: 

ue las cuestiones prejudiciales no pueden dar lugar al recurso por in- 
fracción de ley por no estar comprendidas en ninguno de los casos que la ley: 
de Enjuiciamiento criminal determina como motivo de aquel recurso; siendo- 
á todas luces inaplicable el núm. 1.0 del art. 849 de la citada ley de Enjuicia- 
miento, cuando se trata de que previamente se cumplan en la causa ciertas 
prevenciones del Código de Comercio, invocadas como prejudiciales. 


En la villa y corte de Madrid, 4 23 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ricar- 
do Zubiete Moreno contra sentencia de la Audiencia provincial de Cuen-- 
ca, en causa seguida al mismo en el Juzgado de San Clemente por estafa: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 8 de Abril último,, 
consigna los hechos en el siguiente resaltando: 

Primero. Que en 14 de Enero de 1892, Ricardo Zubiete se presentó en- 
la villa de San Clemente, en la casa comercio de Julio Moreno Pinedo, 
acompañado de un amigo de éste, y aparentando tener fondos en Valencia 
en poder de D. Andrés Collado Suaz, propuso al D. Julio que tomara una 
letra contra el Collado por 487 pesetas, asegurándole la efectividad de su 
cobro inmediatamente á su presentación, con cuyas seguridades D. Julio 
Moreno no tuvo dificultad en tomar la letra que en el acto sacó del bolsi- 
llo Zubiete, llenó, firmó y entregó á aquél, quien á la vez entregó al Zu- 
biete las 487 pesetas, cuya cantidad ni se cobró en Valencia, por no ha- 
Harse persona alguna con el nombre de Andrés Collado, y por no tener 
fondos de Zubiete Andrés Salcedo, á quien dijo se había referido en la. 
letra, equivocando el apellido, ni tampoco devolvió Zubiete, á pesar de 
reiteradas reclamaciones del D. Julio Moreno; hechos probados: 

Resultando que la Audiencia sentenciadora calificó los hechos expues- 
tos constitutivos de un delito de estafa en cantidad mayor de 100 pesetas,. 
y que no llega á 2.500, del que era autor, sin circunstancias modificativas.- 
de su responsabilidad, Ricardo Zubiete Moreno, al que impuso cuatro me- 
ses y un día de arresto mayor, accesorias, indemnización y costas: —. 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto Zabiete recurso de- 
casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 1.0 del art. 849 de: 
la de Enjuiciamiento criminal, alegando que el hecho envuelve una. 
cuestión prejudicial que ha debido resolverse antes de la sentencia, y ci- 
tando como infracciones: 

1,a Los artículos 443, 502, 456, 458 y 459 del Código de Comercio, que - 
han debido cumplirse antes de entrar en la vía criminal; . 

Y 2.8 Los artículos 548, núm. 1.0 y 547, núm. 2.0 y demás del Código- 
penal que cita la sentencia, aplicables sólo declarado probado que el toma- 
dor de la letra había cumplido las disposiciones del Código de Comercio: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal á la admisión del recurso, 
se celebró vista sobre ella: ; 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que las cuestiones prejudiciales no pueden dar lugar á 
casación por infracción de ley, por no estar comprendidas en ninguno- 
de los casos en que la ley de Enjuiciamiento criminal autoriza este re-- 
Curso: . 
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Considerando que fundado el recurrente en el núm. 1.9 del art. 849 de 
dicha ley, según el cual debe entenderse que existe infracción legal en la 


sentencia defivitiva cuando los hechos declarados en ella sean calificados - 


como delitos ó faltas, no siéndolo, ó cuando se penen á pesar de existir 
una circunstancia eximente de responsabilidad criminal, ó 4 pesar de que 
circunstancias posterlores á la comisión del delito impidan perarlo, á este 
problema jurídico debió concretar sus alegaciones, y que encaminadas 
éstas á demostrar la infracción de disposiciones de naturaleza mercantil, 
sin negar que los hechos revisten el carácter de delito, -pero sosteniendo 
la necesidad de que previamente se hubieran cumplido aquellas disposi.- 
ciones del Código de Comercio, cuya cuestión, sobre no ser prejudieial, es 
de todo punto ajena á la que se contrae el precepto legal en que se apoya 
el recurso, que es por tal concepto improcedente 6 inadmisible; i 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi. 
sión del recurso de casación por infracción de ley que contra la citada sen- 
teucia de la Audiencia provincial de Cuenca interpuso Ricardo Zubiete 
Moreno, á quien condenamos en las costas y á la pérdida del depósito de 
126 pesetas, que ha constituído, al que se dará la aplicación correspondien- 
diente; lo que se comunique á dicho Tribunal 4 los efectos oportunos. — 
(Sentencia publicada en 23 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 2 
-de Noviembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (283 de Junio de 1893).—Sala segunda.—Infrao 
ción de la ley de Caza.——No ha lugar al interpuesto por Manuel del Prado 
Fernández (Juzgado de instrucción de Cáceres), y se resuelve: 

Que al interponer el recurso de casación en el fondo es de imprescindible 
necesidad citar el artículo de la ley Procesal que lo autoriza, cuyo defecto im- 
pide toda discusión y hace inadmisible el recurso, 


En la villa y corte de Madrid, 4 23 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Ma- 
nuel del Prado Fernández contra la sentencia prorunciada por el Juez de 
instrucción de Cáceres, en juicio de faltas por infracción de la ley de Caza: 

Resultando que el Juez de instrucción de la ciudad de Cáceres, por 
sentencia de 15 de Abril último, resolviendo la apelación interpuesta con- 
tra la dictada por el municipal de dicha ciudad en 27 de Marzo último, 
aceptó los resultandos que en ésta se consignan en la forma siguiente: 

Resultando que el día 12 de Febrero anterior, los guardas de los lotes 
llamados de la Zafra, situados en el término de esta capital y propios de 
los referidos Sres, Marqueses, observaron que Manuel del Prado, conoci- 
«do por el Corneta, se encontraba cazando de aguardo con reclamo de per- 
diz macho, á unos 200 metros de distancia de la mojonera de indicados 
dd por cuyo hecho se interpuso ante este Juzgado la oportuna de- 
nuncia: : 

Resultando que celebrado el correspondiente juicio de faltas, el de- 
nunciante se ratificó en ella, expresando la interpone en virtad de derecho 
que le concede el art. 18 de la ley de Caza, y el denunciado contestó como 
ciertos los hechos que squélla expresa, agregando que se encontraba ca- 
sando en terrenos de que es arrendatario, en lo que respecta al derecho de 
caza, teniéndolo conservado exclusivamente para sí, y alegando que los 
terrenos que la denuncia expresa propios del Sr. Marqués denunciante, na 
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tienen las condiciones de vedados de caza, ni paga por ellos la contribn- 
ción correspondiente á esta clase de terrenos, y solicitó se le absuelva de 
la denuncia por no estar el coto del Marqués con arreglo á las prescripcio- 
mes de la ley; y el denunciante replicó que el terreno que la denuncia re- 
flere, no está realmente acotado como vedado de caza, interpóniendo 
la misma sólo por el hecho de cazar el denunciado á menos de 500 metros 
«Ale su propiedad: 

Resultando que el Fiscal municipal, estimando que los hechos dennn- 
<ciados constituyen una infracción al art. 18 de la ley de Caza, solicitó re 
impusiera al denunciado la multa de 5 pesetas y al pago de las costas: 

Resultando que el citado Juez de instrueción, estimando que el denun- 
ciado carecía de autorización competente para cazar con reclamo á menos 
de 500 metros de la finca colindante, ha infringido el art. 18 de la ley de 
Caza, declaró responsable de dicha infracción á D. Manuel del Prado Fer- 
nández; y vistos los artículos 46 y 48 de la ley de Caza vigente y el 978 de 
la de Enjuiciamiento civil, declaró que debía revocar y revocaba la sen- 
tencia apelada, y condenó 4 Manuel del Prado Fernández á la multa de 5 
pesetas y al pago de las costas de primera instancia, con el apremio per: 
sonal en su caso: 

Resaltando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho penado, que se ha interpuesto 
manitestando que lo hace de conformidad con el art. 881 y siguientes de 
la ley de Enjuiciamiento civil, citando como infracción única la del ar- 
tículo 48 de la ley de Caza, en cuanto no se ha dado recta aplicación 4 la 
que el mismo preceptús: e: 

Resoltando que instruido el Ministerio fiscal, se opone á la admtslón 
del recurso por no citarse el número del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento civil, que pudiera autorizar la infracción que se alega. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que al interponer el recurso de casación en el fondo, es 
de imprescindible necesidad el citar el artículo y número de la ley de En- 
juiciamiento civil que lo autoriza, para plantear de este modo inalterable 
el debate jurídico, y por requisito que exige de modo preceptivo el articu- 
lo 874 de dicha ley; y como en el deducido por la representación de Ma- 
nuel del Prado contra la sentencia del Juez de instrucción de Cáceres se 
omite en absoluto la cita de autorización, este defecto impide toda discu - 
sión y hace inadmisible el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar á la admi- 
sión del recurso interpuesto contra la sentencia dictada por el Juez de ins. 
trucción de Oáceres, en juicio de faltas por infracción de la ley de Casa, á 
nombre de Manuel del Prado Fernández, á quien condenamos en las cos: 
tas, y al pago, si mejorase de fortuna, de 125 pesetas por razón de depcsi- 
to. que no ha constituído; comuniquese esta resolución á dicho Juez, á los 
efectos oportunos. - (Sentencia publicada en 23 de Junio de 1893, é inser- 
ta enla Gaceta de 3 de Noviembre del mismo añio.) 
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RECURSO DE OASACIÓN (23 de Junio de 1898).—Sala tercera:-—Inju- 
rias.—No ha Ingar al interpuesto por ... (Audiencia de ...), y ne resuelve: 

Que no existe contradicción entre los resultandos de una sentencia d log 
efectos de la casación por quebrantamiento de forma, autorizada en el nú - 
mero 3.0 art. 913 de la ley de Enjuiciamiento criminal, cuando en el resul- 
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tando primero es donde únicamente se consignan los hechos que el Tribunat 
estima probados y no en el segundo y tercero, que no contienen declaración al- 
guna sobre tal extremo. 


En la villa y corte de Madrid, á 28 de Junio de 1893, en el recurso- 
de casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, inter- 
puesto por ... contra la sentencia dictada por la Audiencia de ... en causa 
eguida al mismo, á querella de ... en el Juzgado de instrucción de ... por 
injurias graves: 

Resultando que en ... de ... de ..., presentó demanda de juicio verba?+ 
civil ante el Juez municipal de ... contra ... reclamándole cierta cantidad 
de vino, una tinaja y un botella, y acordada providencia en la misma fe- 
cha, señalando día y hora para la celebración del acto, previa citación de- 
las partes, al verificar ésta al día siguiente el Secretario interino al deman- 
dado, después de extendida la diligencia, ... consignó á continuación, de 
su puño y letra, las expresiones: «Vaya usted á la mierda so ladrón, si no 
te has llevado el vino ha sido por no pagar lo que me debes», las que rati- 
ficó en el acto de conciliación celebrado en ... de ... ante el propio Juzgado 
municipal, manifestando como aclaración que aludía á ... no para calum: 
niarle imputándole robo alguno, sino para mortificarle en su amor propio 
porque tenía resentimientos con él: 

Besultando que en ... de ... del citado afío, el referido ... otorgó poder á 
un vecino de ... para que en concepto de Procurador habilitado, previa 
autorización del Juzgado, le representara en la querella contra ... por la 
frase injuriosa mencionada, cuyo escrito se presentó en ... de ..., concep- 
tuando entonces como calamniosas las manifestaciones consignadas, y en 
los escritos posteriores fueron calificadas de injurias solamente en unos y 
de injurias y calumnia en otro, hasta que en el de conclusiones provisio- 
nales se concretó con la sola denominación de injurias, mereciendo igual 
concepto en otros dos poderes que el querellante tuyo que otorgar á favor 
de Procuradores en el curso del asunto: Ñ 

Resultando que la Audiencia de ..., por sentencia de ... de ... de ..., ex- 
puso en tres resultandos los dos primeros con declaración de probados, . 
los hechos que se acaban de referir, correspondientes en sustancia á los- 
dos que preceden, y en el tercero expresó las conclusiones provisionales 
y definitivas de las partes, y calificando los indicados hechos como cons- 
titutivos del delito de injurias graves, hechas por escrito y sin publicidad,, 
del que era responsable como autor ... sin ser de apreciar circunstancias 
modificativas, y atendiendo además á que la sola circunstancia de calif- 
carse de calumniosas en el escrito de querella las frases que lo motiva- 
ron, no podía considerarse como fundamento bastante para suponer que 
el querellante sólo trataba de perseguir el delito de calumnia y no el de 
injuria, y sí la ofensa recibida, cualquiera que fuera la calificación legal 
que en su día mereciera, como lo probaba el haber usado indistintamente 
en los poderes y escritos los conceptos de injuriosas y calumniosas, ma- 
yormente sí se tenía en cuenta que, según se consignaron las expresiones 
lo mismo pudieron constituir un delito de calumnia, si al declarar el que- 
rellado las hubiera explicado, concretando el hecho que le imputaba al 
llamarle ladrón, que el de injuria en la forma calificada, después de ex- 
plicados los conceptos, por lo cual no se dudó ya en darle la verdadera. 
denominación, siguiéndose las actuaciones sucesivas por este delito, con- 
denó á ... en un año, ocho meses y veintiún días de destierro á £5 kilóme- 
tros de ..., multa de 125 pesetas y costas: os 

_ Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la representa- 
ción del procesado recurso de casación por quebrantamiento de forma, y 
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«anunció el de infracción de ley, autorizado aquél por el núm. 1.0 del ar- 
tículo 912 de la de Enjuiciamiento criminal, y alegando, como talta de 
forma cometida, la maniflesta contradicción que existía entre los hechos 
que se consideraban probados en dicha sentencia, puesto que se afirmaba 
en el encabezamiento y en el resultando tercero que la causa se había se- 
guido por injurias, mientras en el segundo se decía que presentó la que- 
rella conceptuando entonces como calumniosas las manifestaciones con- 
signadas; que la expresada falta adquiría en este caso importancia ex- 
cepcional, por tratarse de delito que, conforme al art. 482 del Código pe- 
nal, sólo puede perseguirse mediante querella del 'ofendido; por lo que 
esta clase de juicios, más que el carácter de proceso criminal, revisten, en 
cuanto á las solemnidades y garantías del procedimiento, el aspecto 6 ín- 
dole de un juicio cívil, y, por consiguiente, ha de existir perfecta congruen- 
cia entre la querella, base indispensable de todo el procedimiento, y la 
sentencia que le pone término, y que la contradicción y la indetermina- 
ción de la clase de delito porque se había seguido la causa, podía condu- 
cir á4 que fuese condenado el procesado por otro distinto del que fué ob- 
jeto de la querella, lo que equivalía 4 imponer pena por un delito privado, 
que sólo puede castigarse á instancia de parte, sin haber precedido este 
requisito esencialísimo: 

Resultando que admitido por la Audiencia sentenciadora dicho re- 
curso en la forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, con ci- 
tación y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Victoriano Hernández: 

Considerando que no existe contradicción alguna entre los hechos de- 
clarados probados en los resultandos segundo y tercero, puesto que sólo 
en el primero se consignan los que se declaran probados y no en el se- 


Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto contra la ex- 
presada sentencia de la Audiencia de ... por ..., 4 quien condenamos en lee 
costas; particípese á dicha Audiencia y pase la causa á la Bala segunda de 
este Tribunal Supremo, en cuanto al recurso anunciado por infracción de 
ley.—(Sentencia publicada en 23 de Junio de 1893, ó inserta en la Qaceta 
de 10 de Noviembre del mismo afío.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (24 de Junio de 1893).—Sala segunda.—Esta- 
fa.—No ha lugar al interpuesto por Juan Juncosas Subirana (Audiencia de 
Barcelona), y se resuelve: 

Que la pena señalada en el núm. 3. del art. 547 del Código al delito de 
estafa, definido en el caso 5.0 del art. 448, es la de presidio y no prisión en- 
rreccional en sus grados minimo y medio, correspondiendo aplicar el grado 
medio de esta pena impuesta, cuando no concurren circunstancias modificali 
vas de responsabilidad. ; 


En la villa y corte de Madrid, á 24 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Juan 
Juncosas Subirana contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Barcelona, en causa seguida al mismo en el Juzgado de instrucción 
de Villafranca de Panadés por estafa; 
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Resultando que la expresada sentencia, dictada el 24 de Diciembre úl” 

timo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Quesegún documento que obra en autos, Mariano Bosch con- 
fosa haber recibido de P. Garrigues 180 vocoyes vacíos en las estaciones 
de Martorell, Gélida y San Sadurní de Noya consignados al portador, que 
el mismo Bosch se comprometió á llenar de vino y devolrerlos llenos al 
Garrigues; hechos probados: 

Segundo. Que Mariano Bosch encargó de llevar dichos 180 vocoyes al 
hoy procesado Juan Juncosas Subirana para que los llenara de vino y los 
reintegrara á P. Garrigues é hijo, sin que el Juncosas cumpliese su com- 
promiso; pues lejos de ello vendió los expresados 180 vocoyes, quedándose 
su importe, que asegura el procesado fué el de 20 peaetas cada envase ó 
sean 3.600 pesetas el total, por más que se hayan justipreciado debida 
mente; hechos probados: 

Tercero. Que el Juncosas manifestó que la venta de los vocoyes la ha- 
bía efectuado por orden de Bosch, á quien entregó la totalidad del precio 
en billetes de Banco: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
como constitutivos de un delito de estafa del núm. 5.0 del art, 648 del Có 
digo penal, de que era autor sin circunstancias modificativas de su respon 
sabilidad el procesado Juan Juncosas Subirana, al que condenó á un año, 
ocho meses y veintiún días de presidio correccional, indemnización 
de 3.600 pesetas, accesorias y costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto recurso de casación 
por infracción de ley, autorizado por los números 1.* y 6.0 del art. 849 de 
la de Enjuiciamiento criminal, citando tres infracciones, de las cuales 
respecto de la primera declaró no haber lugar á la admisión por sentencia 
de esta Sala de 26 de Mayo último, y los dos restantes se reducen á los de 
los artículos 548, núm, 5.9 y 547, núm. 3.0, del Código, en cuanto á la pe- 
nalidad, pues señalan la pena de prisión como aplicable y'no la de presi- 
dio, que ha sido impuesta al recurrente: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó el recurso en el acto de la 
vista. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: 

Considerando que la pena señalada en el núm. 3.0 del art. 547 al delito 
de estafa que cometió el procesado, definido en el núm. 5 0 del art, 648 
del Código penal, es la de presidio correccional en sus grados mínimo y 
medio, y no la de prisión, como con notorio y manifiesto error sostiene el 
recurrente, estando comprendida la de un año, ocho meses y veintiún días 
dei indicado presidio, impuesta por la Sala sentenciadora dentro del grado 
medio de aquella penalidad, cuyo grado es el que corresponde aplicar, por 
no haberse apreciado circunstancias modificativas de la culpabilidad ordi- 
naris: 

Considerando, por lo tanto, que dicha Sala no ha incurrido en el error 
de derecho que se le imputa en el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al inter- 
puesto por Juan Juncosas Subirana contra la citada sentencia de Ja Sala 
de Jo criminal de la Audiencia de Barcelona, condenandole en las costas 
y al pago de 125 pesetas, por razón de depósito, cuando mejore de fortuns; 
lo que se comunique á dicho Tribunal á los efectos procedentes. —(Senten- 
cia publicada en 24 de Junio de 1848, é inserta en la Gaceta de $ de No 
viembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (26 de Junio: 
de 1893).—Sala segunda. —Fstafa.—Ha lugar al interpuesto por el Minis. 
terio fiscal (Audiencia del Pinar del Río), y se resuelve: 

Que no constituye el delito de estafa previsto en el art. 505 del Código 
penal de Cuba y Puerto Rico, y sí la falta penada por el 604, el hecho de 
efrecer el procesado curar á una persona mediante el pago de cierta cantidad, 
dando al enfermo cocimientos de hierbas y entonando cánticos ininteligibles, 
porque es elemento característico de la estafa el engaño, el cual no consta de- 
terminado en la sentencia recurrida, 


En la villa y corte de Madrid, 4 26 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal contra la sentencia pronunciada por la Audiencia de lo cri- 
er del Pinar del Río, en causa por estafa, seguida contra Toribio Her- 
nández: 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 22 de Marzo último, consignando los hechos en el siguiente: 

Resultando que el día 26 de Diciembre de 1891, hallándose enferma la 
parda María de los Angeles Travieso, concubina del moreno Salustiano 
Pérez, se presentó en su morada el de igual clase Toribio Hernández, ofre- 
ciéndose á curarla mediante el pago de 8 pesos billetes del Banco Esp:.- 
fiol, á lo que accedió el Salustiano, entregándole la expresada suma, des- 
pués de lo cual dió aquel á tomar á la paciente una taza de cocimiento de 
unas hierbas, entonando al propio tiempo cánticos en jerga extrafía alusi- 
vos al acto de la curación; hechos probados: 

Resultando que la Audiencia de lo criminal del Pinar del Río declaró 
que los hechos probados constituyen el delito de estafa previsto y penado 
en el art. 565 del Código penal aplicable, del que es responsable en con- 
cepto de autor el procesado Toribio Hernández, sin circunstancias modi- 
ficatinas; y visto el artículo citado y demás concordantes de aplicación. 
eondenó á dicho autor á la pena de multa en cantidad de 6 pesos 683 cen- 
tavos, indemnización de 25 pesetas, con el apremio personal en su cago, y 
al pago de las costas: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley por parte del Ministerio fiscal, que se La interpuesto 
autorizado por los números 3.0 y 2.0 del art. 849 de la de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos el art. 565 del Código penal, 
por aplicación indebida, y el 599, caso 1.0, Ó en su caso el 614, por inapli: 
cación, en cuanto no se ha tenido presente que no existió engaño, ele- 
mento esencial del delito que se pena, constituyendo únicamente el de 
haber ejercido el procesado la medicina sin título para ello, y el de hab:r 
abusado de la credulidad de Salustiano Pérez. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

Considerando que el hecho concreto de haber ofrecido el procesado 
Toribio Hernández curar á la enferma María de los Angeles Travieso 
mediante el pago de 8 pesos billetes del Banco Español, cuya proposición 
fué aceptada, dando el primero á la segunda una taza de cocimiento de 
hierbas y entonando cánticos ininteligibles alusivos á la curación, sin 
otros antecedentes y mayores explicaciones, no puede asegurarse que 
determine el delito de estafa, castigado en la sentencia reclamada, porque 
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siendo de esencia en el mencionado delito él que intervenga engaño, no 
hay en dicho fallo elementos apreciables para suponer que Hernández 
faltó á la verdad, siendo una superchería su ofrecimiento: 

Considerando que el proceder de Hernández, si, conforme se ha visto, 
no constituye delito, sí determina la falta que define y castiga el art. 614 
del Oódigo penal, aplicable á Cuba y Puerto Rico, porque econ objeto de 
lucro hizo pronósticos de curar á la enferma María de los Angeles, 
prevaliéndose de la credulidad de los que la asistían y estaban á sa 
cuidado: 

Y considerando que, en razón á lo expuesto, la Audiencia de Pinar del 
Río en la sentencia recurrida ha infringido el art. 585 del mencionado 
Código, y demás que se citan, incurriendo en el error de derecho en que 
«e funda el Ministerio fiscal; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio fiscal cor- 
tra la sentencia pronunciada por la Audiencia de lo criminal de Pinar del 
Río, la cual casamos y anulamos, declarando las costas de oficio; comuní- 
quese esta resolución al Tribunal sentenciador, á los efectos oportunos.— 
an publicada en 26 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 3 

e Noviembre del mismo afío.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (26 de Junio de 1893. — 
Bala segunda.—Detención arbitraria.—Ha lugar al interpuesto por el Mi.- 
nisterio fiscal (Audiencia de Pinar del Río), y se resuelve: 

Que el hecho atribuido á un Juez de instrucción de no haber ratificado el 
auto de prisión dentro del término legal, reviste los caracteres de delito púbii- 
co, cuya existencia hace necesaria la apertura del juicio oral, procediendo, en 
$u consecuencia, el recurso de casación por infracción de ley contra el auto de 
sobrescimiento úbre dictado en la causa, á tenor de lo dispuesto en el art. 852, 
en relación con el núm. 4.9 del 848 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, 4-26 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi.- 
nisterio fiscal eontra el auto de sobreseimiento libre dictado por la Au- 
diencia de lo criminal de Pinar del Río, en la querella promovida contra 
el Juez de primera instancia de San Cristóbal, D. Teótimo Lacalle Gómez, 
por el delito relativo al ejercicio de derechos individuales: 

Resultando que dicho auto, dictado ea 11 de Febrero último, contiene 
los resultados siguientes: 

Resultando que iniciada esta causa por querella establecida por D. Hi- 
Jario Caraballo y Báez contra el Juez de primera instancia 6 instrucción 
de San Cristóbal, D. Teótimo Lacalle y Gómez, de ella aparece que eon 
fecha 21 de Junio de 1892, y'en causa por lesiones á D. Francisco Martí- 
nez, dictó el Juez citado auto de proceder contra el hoy querellante D. Hi- 
- lario Caraballo y Báez, en el cual, además de declararle procesado y acor- 
dar la práctica de las diligencias que entendió oportunas, «se decreta la 
libertad provisional de aquél si presta flanza por valor de 1.000 pesetas 
antes de salir de la prisión, en cualquiera de las formas que el derecho 
reconoce», y que el 9 de Julio siguiente, previa la fianza oportuna, fué 
puesto en libertad, sin que en el intermedio de ambas fechas aparezca dis. 
posición alguna que afecte á la sitaación del procesado: 
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Resultando que el Juez querellado, 8r. Lacalle, explica los hechos antes 
referidos afirmando que usó la fórmula transecrita porque se le ofreció la 
inmediata prestación de la flanza y entendió que pudiera exceder la de- 
tención de las setenta y dos horas que la ley fija, afirmando además que 
los testigos de asistencia de que tuvo que valerse en defecto de Escribano 
en a tramitación de aquella causa, no le dieron cuenta dentro del término 
legal: , . 

Resultando que efectivamente aparece que en la causa núm. 56 de 
1892 de San Cristóbal, seguida contra D. Hilario Caraballo y Báez por le- 
_ siones á D. Francisco Martínez, tuvo el Juez que recurrir á testigos de 
asistencia, que lo fueron D. Arturo Carrreras y D. Manuel Argiielles, por 
hallarse vacante una de las dos escribanías, y estar con licencia el único 
Escribano, D. Santiago H. Gutiérrez de Celis, afirmando los citados testi- 
gos que por ignorancia y olvido dejaron de dar cuenta al Sr. Juez dentro 
del término legal: 


Resultando que declarado concluso este sumario, el Ministerio fiscal y 
la acusación privada pidieron la apertura del juicio oral: 


Resultando que la Audiencia de lo criminal de Pinar del Río, estiman- 
do que si es indudable que D. Hilario Caraballo y Báez estuvo en concepto 
de detenido, sin auto de prisión, más de las setenta y dos horas que fija la 
ley, no lo es menos de que la comisión de que se acusa al Juez no fué vo- 
Iuntaria por lo que respecta al mismo, excluye toda idea de imputabilidad 
y responsabilidad criminal, y que cnando el hecho procesal no constituye 
delito, el Tribunal puede acordar el sobreseimiento libre, con pronuncia- 
mientos favorables, si así lo estima oportuno, á pesar de que el querellan- 
te particular 6 Ministerio público entiendan procedente la apertura del 
juicio oral; vistos los artículos 1.0 y 202 del Código penal y los 634, 637, 
638 y 645 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y el 251 de la Compilación 
aplicable, sobreseyó libremente en la causa, declarando que su formación 
no perjudique á la reputación del procesado D. Teótimo Lacalle Gómez, 
con las costas de oficio y otras declaraciones de ley: 


Resultando que contra este suto se preparó recursb de casación por in- 
fracción de ley por el querellante D. Hilario Caraballo Báez y el Ministe- 
rio fiscal, habiéndose interpuesto por éste autorizado por el caso 4.” del 
art. 848 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en relación con el 852 de la 
misma, citando como infringidos el art. 1.0 del Código penal y núm. 2.0 
del art. 202, en cuanto no se ha entendido que la omisión del Juez fué yo- 
luntaríia: 

Resultando que por auto de esta Sala de 20 de Mayo del presente año, 
se declaró desierto el recurso preparado por el querellante D. Hiiario Ca- 
raballo, con las costas, en atención á no haber comparecido en tiempo y 
forma. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Alcocer: 

«Considerando que procede el recurso de casación en los autos de so- 
breseimiento, conforme á lo dispuesto en el art. 852, en relación con el nú- 
mero 4.0 del art. 848 de la ley de Enjuiciamiento criminal, cuando se fun- 
da en no estimarse como delito ó falta, siéndolo, ó presentando caracteres 
de talés los hechos consignados en esos autos, y sin que circunstancias 
-posteriores ó concurrentes en los mismos impidan penarlos: Ps 

. Considerando que el hecho atribuído al Juez de instrucción de San 
«Cristóbal D. Teótimo Lacalle y Gómez, de no haber ratificado, dentro de 
las setenta y dos horas que señala la ley un auto de prisión, sin que se 
entienda que hoy se prejuzga, ni que se aprecian legalmente las circuns- 
£ancias en que dicho funcionario incurrió en tal omisión, reviste los carae- 
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teres de delito público que pará »u esclarecimiento y castigo, en su caso,- 
requiera la apertura del juicio oral; y 

Considerando que en razón á lo expuesto, es justo y procedente el re- 
curso deducido por el Ministerio fiscal contra el auto de sobreseimiento 
dictado por la Audiencia de Pinar del Ríb; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso de- 
casación interpuesto por el Ministerio fiscal contra el auto de sobresei.- 
miento libre dictado por la Audiencia de lo criminal de Pinar del Río, el 
cual casamos y anulamos, declaraádo las costas de oficio; comuniquese 
esta resolución, con la que á continuación se dicte, al Tribunal sentencia- 
dor, á los efectos oporttuinos.-—(Sentencia publicada en 26 de Junio de 
1898, é inserta en la Gaceta de 3 de Noviembre del mismo afio.) 
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ComrErexcia (26 de Junio de 1893).—Sala tercera.—Contrabando.—- 

Se declara mal formada la suscitada entre el Capitán general de Cartage- 
na y el Juez de instrucción de Alicante , y se resuelve: | 

| Que en las cuestiones que puedan suscitarse respecto del procedimiento en 
las causas por contrabando y defraudación, y muy especialmente en los con- 
jtictos jurisdiccionales, ha de oirse al Ministerio público, sin perjuicio de la 
intervención de los Abogados del Fatado en tales procesos, según respectiva- 
mente prescriben la ley de Enjuiciamiento criminal y el Real decreto de 16 
de Marzo de 1886. 


En la villa y corte de Madrid, 4 26 de Junio de 1893: 

Resultando que en 21 de Noviembre de 1892, la escampavía Amalia, 
perteneciente á la división de guarda-costas de la Comandancia de Marina 
de Alicante, alcanzó, á tres millas de la isla Grosá, al laúd Joven to 
de la matrícula de Torrevieja, despachado de Gibrakar para Vulencia, 
mando del patrón Antonio Galindo Dolz, y con otros cuatro tripulantes 
un pasajero; y registrado, se encontró en la bodega azúcar y ginebra por 
valor de 1.816 pesetas, via manifiesto ni justificante alguno de la carpa: 

Resultando que aprésada dicha embarcación y denunciado el hechb xl 
Juzgado de primera inetarcía de Alicante, después de celebrada la Janta 
administrativa, comenzó sumarib contra él expresado patrón y tripulen- 
tes, por el delito de defraudación marítima; y formadas también dilipen- 
cias por la jarisdicción de Marina del Departamento, el Capitán getreral- 
del de Oartagena dirigió requerimiento de inhibición, por considerárse 
competente para conocer de los hechos al expresado Jaexz de primera ins- 
tancia, él cual, con audiencia sólo del Abogado del Estado, dictó vato 
inhibiéndose del conocimiento de la causa á favor de la referida Auteri- 
dad de Marina; pero consultada dicha resoliión con la Sala de lo erítni- 
nal de la Audiencia de Valencia, ésta, oyendo también al Abegaudo del 
Estado, dejó sin efecto el auto de inhibición consultado y ordenó se «le. 
rt el samarío al Jues de Alicante para que sobtaviera sa junio. 

cción: 

Resultando que promovida en su virtud la contienda de jurisdiceión 
entre ambos fueros, el especial de Marina ha elevado el sumario, y el 
Juez de primera instancia de Alicante testimondo de do concerniónts:á la 
indicada cuestión; y dada vista de todo mM Ministerio fiscal, ea de dieta 
men que se declare mal formada la competencia, por no haberse 'ofde, 
como procedía, al citado Ministerio, ni porel Juzgado a por Ja Sala, que 
sólo concedieron interrención al Abogado del Bitado. 

0 
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Siendo Ponente el Magistrado D. Juan Ignacio de Morales: 

- Considerando que en las cuestiones que puedan suscitarse respecto 
del procedimiento en las causas de contrabando, y muy principalmente 
en los conflictos de jurisdicción, conforme á los preceptos de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, procede la audiencia del Ministerio fiscal, sin 
perjuicio de la intervención de los Abogados del Estado en las mismas 
causas, que prescribe el Real decreto de 16 de Marzo de 1886, en cuyo 
concepto se ha cometida en la presente competencia la falta de no ha- 
berse oído al Ministrio público; 

Se declara mal formada la expresada competencia; y en su virtud, re 
mitase certificación de este suto al Juez de primera instancia de Alicante, 
para que, procediéndose con arreglo á derecho, subsane la falta cometida; 
devuélyanse al Capitán general de Marina del Departamente de Cartage- 
na las actuaciones que elevó, poniendo en su conocimiento lo resuelto, y 
publíquese dentro de diez días en la Gaceta de Madrid y á su tiempo en 
la Colección legislativa. —(Auto fecha 26 de Junio de 1398, 6 inserto en la 
Gaceta de 19 de Agosto del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Kala segunda.— Alen- 
tado.—No ha lugar al interpuesto por Domingo Sánchez Rodríguez (Au- 
diencia de Madrid), y se resuelve: . 


el delito de pestes ¡Pp en el núm. 2.9 del art. 263 del Código 
idad especial en el párrafo imero del ar- 


pue 
penalidad del núm. 1.0 del art. 264 citado, es el leo en la agresión de ims- 
irmmentos ú objetos adecuados para el ataque 6 la detono, aumentando con 
ellos la fuerza agresiva por parte del culpable. 


En la villa y corte de Madrid, 4 27 de Junio de 1893,.en el recurso de 
casación por infracción ley que ante Nos pende, interpuesto par Domingo 
Sánchez Rodríguez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de Madrid, an,enusa seguida.al mismo en el Juzgado de instruc- 
ción del distrito de la Audiencia por atentado: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada en 24 de Marzo últi. 
mo, consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero, Queen la noche del 4 de Junio del año último, Domingo 
Sánchez y otros sujetos, que no son conocidos, intentaron introducir por 
la carrera de San Isidro varios géneros sin satisfacer el impuesto de con- 
sumos, y como intentaron impedirlo los vigilantes Antonio García y An- 
tonio Sedo, fueron acometidos con piedras por aquéllos, habiendo Sán- 
chez arrebatado el bastón al vigilante (García y dadóle con él un golpe, 
que le produjo en la parte lateral izquierda de la cabeza una contusión de 
la que curó eon sólo la primers asistencia facultativa, pin impedirle para 
sus habituales ocupaciones; hechos prabados; 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos expuestos 
constitutivos de un delito de stentado 4.mano armada contra un agente 
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de la Autoridad en el ejercicio de sus funeiones, de que era autor el pro- 
cesado Domingo Sánchez Rodríguez, sin circunstancias modificativas de 
su responsabilidad, y le impuso cuatro años, dos meses y un día de pri- 
sión correccional, accesorias, multa de 250 pesetas y costás: 

Resultando que contra esta sentencia ha interpuesto el procesado .re- 
curso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 8.0 del ar- 
tículo 849 de la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos, 
por aplicación indebida, el art. 264 del Código penal, y por no haberle 
aplicado, el 265, pues en la categoría de leve debe calificarse el atentado 
cometido por el recurrente, toda vez que el arma de que se valió fué" un 
bastón, y la lesión del vigilante no necesitó más seistencia facultativa que 
la primera: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Ma o D. Enrique Lassus: 

Considerando que cometen el delito de atentado, definido en el núme- 
ro 2.0 del art. 263 del Código penal, los que acometiéren ála Autoridad 6 
á sus agentes, ó empleasen fuerza contra ellos, ó les intimidasen grave 
mente, ó les hiciesen resistencia también grave cuando se hallaren ejer- 
ciendo las funciones de sus cargos, ó con ocasión de ellas: 

Considerando que este delito tiene una penalidad especial señalada en 
el párrafo primero del art. 264, que es la que acertadamente aplicó la Sala 
sentenciadora para el caso de que la agresión dirigida contra la Autoridad 
ó sus agentes se verifique á mano armada, y no cabe duda de que esta cir- 
cunstaneia concurrió en el delito cometido por el recurrente, toda vez que, 
según resulta de los hechos probados, acometió primero con piedras y 
después con un bastón al vigilante de consumos, agente de la Antoridad, 
que en cumplimiento de las funciones de su cargo procuró impedir que 
aquél, en unión de otros desconotidos, introdujesen fraudulentamente ar- 
tículos sujetos al impuesto, agresión que verificó á mano armada emplean- 
do instrumentos ú objetos “adecuados para el ataque ó la defensa, y an: 
mentando con ellos su fuerza agresiva, que es en ló que realmente con- 
siste el concepto que entraña la circunstancia cualificativa de que se hace 
mérito en el número 1.0 del citado artículo: 

Considerando, por tanto, que al calificar la Sala sentenciadora el aten- 
tado como comprendido en el párrafo primero del art. 264, y no enel 265 
del mencionado cuerpo legal, imponiendo al procesado la pena en aquél! 
establecida, no incurrió en el error de derecho ni cometió las infracciones 
legales que en el recurso se invocan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de casación por infracción de ley que contra la citada sentencia de la 
Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte interpuso Domingo Sán- 
chez Rodríguez, al que condenamos en las costas y al pago de 125 pese- 
tas, por razón de depósito, cuando mejore de fortuna; lo que se comuni- 
que á dicho Tribunal, á los efectos procedentes. —(Senteneía publicada en 
27 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gaceta de 8 de Noviembre del mismo 


afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893). —Sala segunda.—Robo. — 
No ha lugar al interpuesto por- Vicente Congost Flores (Audiencia de Va- 


lencia), y ee resuelve: 
Que la violencia d intimidación en las personas y la fuerza en las cosas 
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viracieviaticas del delito de robo, definido en el art. 515. del Código pe- 
> distinguen ese delito de los demás atentados contra la propiedad: 
Lp * negado por el veredicto que el acusada intimidase ó amenarzase al 
> 'hnédación resulta, sin género-de duda, de la exigencia de dinera 
A es de hecho en que la realizó, y del propio éxito de la misma, 
eN < senta jes la extensión dei denso : 
* A? > te de Madrid, á 27 de Junio de 1893, en el recurso de 
. 5 a n de ley que ante Nos pende, interpuesto por Vicen- 
a, “a sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
e ' . seguida al mismo en el Juzgado de instrucción 
o A .presada sentencia, dictada en 11 de Marzo último, 
( An . * » en el siguiente resultando: 
: .u8 el Jurado, en su veredicto, ha contestado lag, preguntas 


. sido dirigidas en la forma siguiente: Primera, Vicente Congost 
», ¿es culpable de haberse ocultado como á las once de la noche del 
4 de Agosto anterior, en el sitio nombrado Garroferol dels Lladres, en la 
carretera de esta ciudad á Madrid, asliendo al encuentro de Tomás Martí. 
nez Ontalá; al que exigió el dinero qne.llevaba, dándole este 42 pesetas 50 
cóntimos?+-Sí.—Segunda. ¿Concurrió da circunstancia de. haber esperado 
la noche el Vicente Congost paras apostarse en lá-carrelera y realizar el 
hecho mencionado en la pregunta anterior? —Sí.-——Tercera. Congost, en 
la ocasiónreferida en la primera preguata, ¿iba armado de una pistola? — 
Sí, —Cuarta. El propio Vicente Congost, ¿es culvable de haberse apostado 
en el referido sitio la noche del 20 del repetido mes de Agosto, y al pasar 
por allí conduciendo su carro José Castells Catalá y Martín Cubells Cam. 
pos les exigió el dinero que llevaban, entregándole 50 céntimos?—SÍ.— 
Quinta, Vicente Congost, ¿esperó lá rreche para realizar el hecho mencio- 
nado en la pregunta anterior?-—Sí.—Sexta, ¿Intimidó ó amenazó Vicente 
Congost á José Catalá y Martín Cubells para que le entregasen el expre- 
sado dinero?-—No. YE 
- Resultando que la Sala sentenciadora estimó los hechos afirmados en 
el veredicto constitutivos de dos delitos de robo definidos en el art. 515 y 
penados en el núm, 5. del art. 518 del Código penal, ejecutados con inti- 
midación en las personas, concepto que, á pesar de la contestación nega- 
tiva á la pregunta sexta, implican la hora, sitio y demás circunstancias del 
uceso, de cuyos dos delitos considera autor al procesado Vicente Vongost 
Flores, con la circunstancia agravante de nocturnidad, á quien impuso por 
cada uno de ellos seis años, diez meses y un día de presidio mayor, inhabi- 
litación temporal en toda su extensión, indemnización y costas: 
Resultando que contra la anterior sentencia ha interpuesto el procesa- 
do recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el núm. 8,0 
del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando dos infracciones, 
de las cuales sólo se ha admitido la segunda, referente á la indebida aplí- 
cación del art. 515 del Código: penal, porque en los hechos de autos no 
hubo violencia ni intimidación en las personas ni fuerza en las cosas, con- 
diciones que caracteriza el delito de robo: 
Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal impugnó el 
TOCUTBO: | 
Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís: - . 
Considerando que, según el art. £15 del Código penal, la violencia é in- 
timidación en las personas y fuerza en las cosas son las características del 
delíto de robo, y que distinguen este delito de los demás atentados contra 
la propiedad, comprendidos en el mismo título del expresado Código: 
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Considerando que, si es evidente el concurso de la imtinsidación en el 
primero de los hechos imputados al recurrente, toda ven que sn el «yera- 
dicto ve express que Vicente Congost sé ocultó de noche en la osreutera 
de Valencia á esta corte, y al paear Temás Martínez le saidó al enuuéntro 
armado de una pistola y le exigió el dinero que lluveba, dándele ésto 42 
pesetas 50 céntimos, no lo es menos en el segundo hecho, si bien con re- 
lación al mismo, contestando el Tribunal del jurado á la última pregunta 
del veredicto, negó que el recurrente intimidara ó amenazara á los dam. 
nificados Josó Castells y Martín Cubells, 4 quienes sorprendió come al an. 
terior en el mismo sitio y les exigió también el dinero que llevaban, per- 
cibiendo de ellos 50 cóntimos, porque aun cuando Vicente Oongest no los 
intimidó ó amenazó de palabra, que es el concepto afirmado por los Juéces 
de hecho, la intimidación resulta, sin género alguno de dada, de la exi 
gencia de dinero en las condiciones en que la realisó y del: propio éxito 
de la.-misma, aunque no ciertamente en la exterúsión de su deseo: 

Conáiderando, por lo expuesto, que la tasación solicitada es improoe- 
dente; 

Faliamos que debemos declarar y declaramos no haber lagar al fecurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por Vicente Oongost Flores 
contra la citáda sentencia de la Sala de lo eriminal de la Audiencia de Va- 
lencia, condenando al recurrente en las costas y. ul pago de 125 pesetas, 
por razón de depósito, si mejorase de fortuna; lo que se comunique al Tri- 
bunal sentenciador á los efectos procedentes. Sentencia publicada el 27 
de Junio de 18093, ó insertá en la Cacería de 3 de Novicesbro del mis- 
mo año.) 
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á pena mayor que da pdas en la sentencia e ll: 
poa por tunto, inadmisible ol recureo si para fundarle so alega que des he. 
chos probados constituyen wn delito de violación y no de estupro: 

Que es O E OO 
pre achiaigo iretit ipas dde rado de pda ea Tibet y 


ley de Enjuiciamiento criminal 
que auioris el recurs, lineares l rim, 3.0 del art. 849 A 
micos de dolia U felis, ore suenos Li cal 2a, pon al fonts de 
tutivos pero nunca las omisiones alegadas, pues al efecto de 
la admisión debió citarse el art. 850 de aquella ley, que es el pertiwente d la 
cuestión de competencia. 


En la villa y corte de Madrid, 4 27 de Junio de 1898, en el recurso sl 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto POr... COD- 
tra sentencia de la Bala de lo criminal de la Andiencia de ..., en causu se- 
guida al mismo en el Juzgado de instrucción de ... por estupro: 

Resaltaudo que la expresada sentencia, dictada en de Marzo últdmo, 
consigna los hechos en dos siguientes resultandos: 
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Primero. Prehado que en el mes de Octubre de:1890, ... se hallaba de 
criada en cesa de los padres de .. ; que el 22 del mimo mea, al regresar ... 
del lugas entrá sn la pocina de an casa, an eaya habitación se hallaba ... 
cerrando la puerta y cogiendo á le ... ejerció violencia sobre alla, obligan 
dola 4.oohabitar con él, lo emal logró, no obatante la resistencia de la agre- 
-dida, repitiendo el acto con igual violencia y con análogas circunstancias 
el 16 de. Noviembre siguiente, dejándola embarazada y dando á luz el 16 
de Agosto de 1891: 

Segundo. Que al querellante en sus eonclusiones definitivas calificó 
los hechos somo constitutivos de un delito de estupyo, comprendido en el 
párrafo primero del art, ¿58 del Código penal, de autor al procesado ... 
para el que, apreciando las cirennetancias modificativas 9.1 y 10 del art. 10 
del mismo Código, pidió la pena de enatro afios y dos meses de prisión 
correccional, accesorias y costas, 3.000 pesetas como indemnización, y á 
que reconozca la prole y la sostenga en la cuantía que la Sala estime, y la 
defensa solicitó la absolución y que se condene en las costas sl querellan - 
te, imponiéndole perpetuo silencio: 

Resultando que la Sala sentenciadora condenó á ... como reo de estu- 
pro, sin circunstancias modificativas de su responsabilidad, á un año, ocho 
meses y veintión días de prisión cosreccional, necesorias y á que dotano á 
la estuprada y reconociese y mantuviera la prole, eon las costas: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto ... recurso de casa. 

-ción por infracción de lay, autorizado por el núm. 8,0 del art. 849 de la de 
Eajuiclamiento .eriminal, citando como infracciones: 

12 La del art. 453, -núma. 1.0 del Código penal, pues los hechos proba- 
dos constituyen el delito de violación y se pena el de estupro: 

2.2 La del 458 del prepio Código, 1 mismo concepto; 

Y 3.2 La de los artículos 4.0 y 76 de la ley del Jurado, porque el Jura. 
-do debió intervenir en el juicio tratándose del delito de violación, y si en 
6l resultaba después otro delito, preguntase al procesado si se sometía á 
aquel Tribunal, y por no haberlo heuho, resulta que la Sala ha fallado un 
asunto que no era de su competencia: 

Resultando que opuesto el Ministerio fiscal 4 la admisión da FOCUTSO, 
ve celebró vista obre ella, 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que para que pueda tramitarse y resolverse en el fondo 
un resarso de casación por infracción de ley, es preciso que el que lo in- 
terponge no agrave su situación exponiéndose á ser condenado á pena 
mayor que da que de inbiera sido impuesta en la sentencia reelamada, se- 
gún tiene declarado repetidamente este Supremo Tribunal: 

Considerando que fundado el securso en el nú. 8. del art. 849 de la 
ley de Enjuleiamiento criminal, que supone el error cometido en la ealifi- 
esción del delito, y aleséndose en los dos primeros motivos la infracción 
de los artículos 488 y 468 del Código penal, toda vez que los hechos que 
que se declaran probados son constitutivos del delito de violación y no 
del de estapre por que se ha condenado 21 recurrente, con lo cual se agra- 
va la responsabilidad de aquél, el recurso es por tal concepto inadmisible: 

Considerando que éste es también inadmisible en cuanto á la 3.2 de las 
infracciones que para la easación se alegan, ya porque los artículos que se 
suponen infringidos bajo dicho número contienen reglas de procedimien, 
to, y no pueden dar lagar á un recurso en el fondo, de a os 
del fallo definitivo que el Tribunal del juicio haya resuelto concretamente 
Spa su competencia, cuya Praia da en forma ee ningu! 
na de las partos, ai se desprendía ente de sus res yes. con- 

-clusiones, y ya, por último, perque, siendo un deber innludible deytodo re- 
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corrente citar el artículo de la ley de Enjuiciamiento eriminal y número 
del mismo que autorice el recureo, sólo sería pertinente al electo de la ad- 

misión la cita del art. 850, y no sólo se hace caso omiso de él, sino que, 
invocando únicamente el núm. 3.0 del 849, sólo es dMecito discutir si hubo 
error de derecho en la calificación de los heehos constitutivos de delito 6 
falta; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber Ingar á la admíi.- 
sión del recurso de casación por infracción de ley, interpuesto por ... con- 
tra la citada sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia de ... con- 
denándole en las costas y á la pérdida del depósito de 125 pesetas, que ha 
constituído, al que se dará la aplicación correspondiente; lo que se comu- 
nique á dicho Tribunal á los efectos oportunos. —(Sentencia publicada en 
27 de Junio de 1898, ó inserta en la Chaceta de 3 de Noviembre del mis- 
mo afio.) 
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RECUBEO DE CASACIÓN: (27 de Junio de 1898). +-Sala sogunda — Hurto. 
—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de. Madrid), 
y se resuelve: 

Que sí bien conforme al art. 88 del Códi o penal, al autor de varios deli- 
tos debe imponerse, con las limitaciones establecidas en los artículos 89 y 90, 
las penas correspondientes á cada uno de ellos, es forzoso, para la paar ai de 
aquel precepto, la existencia de los diversos actos punibles resulte com- 
probada por heo ciertos y positivos, y no. únicamente por probabilidades ó 
meras suposiciones.. -- As 


« Enla villa y corte de Madrid, á 27 de Junio de 1893, en el recurso de 
easación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal en beneficio de Josefa Rodrígues Alvarez contra la senten: 
cia pronunciada por la Bala de lo criminal de la Audiencia de Madrid, en 
causs por hurto: 

Resultando que dicha sentencia, dictada en 15 de Marzo último, con- 
tiene los hechos en el resultando siguiente: 

Resultando probado que D. José Oyarzábal tenía recogida por caridad 
hacía ocho ó nueve meses en su domicilio, sito en la calle de la Cruz Ver- 
de, núm. 20, piso 8.* derecha, á la procesada Josefa Rodríguez Alvarez, 
por saber que el marido de ésta se había marchado con dirección á la Ha: 
bana dejándola sin recursos,. y con el fin de que atendiera á los servicios 
y gastos de la casa, la entregaba mensualmente dieciocho duros; el día 24 
de Agosto último, al ir á sacar D. José de un cajón de una cómoda una 
americana pára salir, notó la falta de varias prendas de ropa que había 
en los cajones de la citada cómoda y que estaban abiertos, y pregun 
á la procesada, ésta manifestó las había empeñado, pero negándose á en- 
tregar las papeletas ó resguardos, los cuales echó. por medio.de un hilo 
por una ventana á la vecina Rita Losada, pidiéndola por favor que la se- 
parase tres de ellas, que.se referían á un pantalón, un chaleco y una ame- 
sicana respectivamente, porque ella no sabía leer, y cuyas papeletas an- 
tregó la Rita Losada al perjudicado, siendo referentes á dies empeños ó 
partidas verificadas desde el 24 de Junio al 8 de Agosto en las casas de 
préstamos de Valeriano Saraba y Busebio Cuesta, quienes devolvieron las 
prendas,.que estaban empeñiadas en 23 pesetas 50 céntimos al primero y 
+n 20 pesetas al segundo, no habiendo renunciado á la indemnización al 
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Valeriano, y sí el Eusebio; que los empefios verificados en los días 10 y 
21 de Julio y 6 de Agosto eran las prendas que, según tasación pericial, 
excedía su valor de 10 pesetas y no pasaba de 100, y los verificados en 
los siete días restantes no llegaba el valor de cada "partida á la cantidad 
de 10 pesetas, siendo valoradas todas en 96 pesetas 50 céntimos y entre- 

gadas al perjudicado, no habiendo recuperado otras prendas que han sido 
tasadas en 3 pesetas: 

Resultando que calificados tales hechos como constitutivos de diez de- 
Jitos de hurto, y de autora á la procesada, con la circunstaxicia específica 
de grave abuso.de confianza, la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta 
ig la condenó á des años, cuatro meses y-un día de prisión correccia- 

con sus accesorias, indemnización y costas por cada uno de los tres 
ee que excedieron de 10 pesetas sin pasar de 100: 

Resultando que contra esta provideneia preparó la procesada recurso 
de casación en el fondo, que el Ministerio fiscal interpuso en su beneficio 
por haberlo estimado improcedente tres Abogados de este Colegio, fun- 
dándolo en los númieroé :1.0, 4,0 y 6,9 del art. 949 de la ley de Enjuieia. 
miebto criminal, y citando como infringidos los artículos '11, 18, 533, nú: 
mero 2.0;-530; núxa, 1,0 del 531; 1.*, 64, 82 y regla 2.2 del 99 del Código pe- 
ns], por: cuanto¡de de selación. de heblios de la sentencia'se desprende la 
existencia de un solo delito de hurto, l 

Yiato, siendo Ponente el Magistrado BD. Pedro Lavín: 

Considerando que conforme al art. 88 del Código penal, al autor de 
varios: délitos debe imponerse, cori las limitaciones establecidas en 14 .re- 
gla 2.2 del artículo siguiente y..en: el P0, las penas correspondientes á cada 
uno de eHos; inds para esto entforzoso que la existencia de los mismos reé- 
sulée comptobada- por hechos ciertos y: positivos y no probables única: 
mente, generadores de múltiples infracciones de la ley penal: 

Considerando que sí bien en la sentencia que es objeto del preseñte 
recurso sé declara probado que en diez ocasiones diferentes  empefió la 
Josefa Rodríguez las prendas de ropa que sustrajo de la casa en donde fué 
acogida, no se desprende necesariamente de aquí que fueran otros tantos 
los actos de apoderamiento:de las mismas prendas, que es lo que propia» 
mente constituye la ninteria del delito de hurto, según su definición legal; 

y por lo tanto, no constando ó no expresándose en dicha sentencia que en 
die momentos distintos, ó en más de uno, tomara ó sustrajera de la có- 
moda del damnificado. los efectos que pignoró, únicamente debe responder 
de-un solo delito de harto: 

- Gonsiderando que la Sala sentenciadora, al declarar la existencia de 
diez, por no hacer la debida separación entre los eleméntos integrantes 
de aquel delito contra la propiedad y los actos de aprovechamiento ulte- 
riores á su consamación jurídica, ha infringido los artículos del Código 
penal 1.9, 11, 13 y regla 2.2 del 89, en relación con Jos 580, 531, núm. t.0, 
y 593, núm, 2.* , del própio Código, incurriendo en los errores previstos en 
los números 1. o y 4.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
denunciados con acierto porel Ministerio público; — - 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por el Ministerio fiscal contra la expresada sentencia, la cual 
casamos y anulamos, declarando las costas de oficio; comuniquese esta re- 
solución con la que á continuación se dicta al Tribunal sentenciador á los 
efectos oportunos.—(Sentencia publicada en 27 de Junio de 1893, é inserta 
en la Gaceta de 3 de Noviembre del mismo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1993). —Sala segunda. —Zmpri- 
dencia temeraria.—Ha lugar al interpuesto por Gregorio Aldabas Martf- 
nez (Audiencia de Zaragoza), y se resuelve: 

cuando en la sentencia reclamada no consta que el duelo de un ani- 
mal dafino exterizao ná menda es caia, mi mn que de ello tuviese noti. 
cia, so es posible atribuir porque su dependiente 
sacase á paseo ss call a e porras li y onususe por 
mordeduras lesiones graves ú un transomte, do Jo fura por otra parte, 
la responsabilidad que pudiese aloanzar al conductor del niemo. 


En la villa y corte de Madrid, Á 27 de Junia de 1898, -en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nbs pende, interpuesto por Gire- 
gorio Aldabas Martínez contra sentencia de la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de Zaragosa, en eaqsa procedente del Juzgado de instrucción 
del distrito del Pilar, seguida al Aldabas por lesiones por imprudencia te- 
meraria: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en. * de Abril áltimo, 
contiene los resultandos signientes: 

Primero. Que la noche del 23 de Julio del año último, Manuel Barillo, 
dependiente de D. Gregorio Aldabas, babía: sncado .á paseo por la Plaza 
del Pilar de esta ciudad aun perro de Terranova, psepicdad de sa prinei- 
pal, llevándolo sin bozal, sujetado por medio de ana cadena de un mebro 
de longitud próximamente, cuando Valentía Espuis, muchacho de dieci- 
acis años y dependiente de uno de los comereios de la plaza mencionadas, 
hubo de pasar tranquilamente corca del perro indicado, el cual lo acemme- 
tió, mordiéndeole en la cara posterior de lA pierna fiqalemna: deco 16 PIO: 
dujo dos heridas, ri cuya curación necesitó asistencia facuitativa du- 
rante cuarente días, sin dejarlo deformidad ni impedimento para el tra. 
bajo, y sufriendo perjuicios que se estiman en 80 pesetas; hechos pro- 

ados: 

Segundo. (Que por disposición del Juzgado fué llorado el parro rebe- 
rido á la Escuela de Veterinaria de esta ciudad, en la que estuvo onarenta 
y cuatro días, sin que se observara en él síntomas de hidrofobía ni otes en- 
fermedad, habiendo informado los Profesores de dicha Esenala que e) ca- 
rácter del animal era por demás huraño y feroz, hasta el extremo de que 
rerse lanzar sobre cuslquiera desconocido que se le aproximara, y que 
para que no hiciera daño á las personas era necesario tievarle, no 
mente atado, si es que con bozal, y aun así no podeía evitarse que: so dam- 
zara contra las personas que pasaran á su dado; hechos probados: . 

Tercero. Asimismo probado que ya en 7.de Junio del. año ákimo turo 
lugar en el Juzgado municipal del distrito del Pilar un juicio de faltas, 
en el que se condenó á Gregorio Aldabas:á 10 pesetas de multa y vepren- 
sión como dueño del perro citado, á conssemencia de lesiones causadas por 
éste á un dependiente de otro comercio de la miema Plaza del Pilar: 

Resultando que la Sala sentenciadora, estimando qne los hechos pro- 
bados determinan la existencia del delito de imprudencia temeraria, que 
pena el art. 581 del Código, y que es autor el procesado Gregorio Aidabas 
Martínez, sin circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, 
le condenó á la pena de un mes y quince días de arresto mayor, acceso- 
rias, indemnización y costas: 
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Resultando que el procesado ha interpuesto recurso de casación por 
in fracolón de ley, autorizado por los números 1.0, 8,0 y 4.0 del art. 849 de 
la de Enjuiciamiento criminal, citando cowwo infringidos: 

1.0 El art. 581, párrafo primero del Código penal, en consonancia con 
el srt. 13, porque no constando que AMabas ejecutase acto alguno, ni tu- 
viera la menor participación en la salida del perreo en aquella ocasión, ni 
que dicha salida se verificaso de en orden ni con su consentimiento, ni aun 
miquiera yue tuviese noticia de ello, no puede reputárscleo responsable de un 
delito en que no apareos demostrado que tuviera la menor intervención, 
y todo lo más podía exigírsele responsabilidad civil por el dafio causado: 

2.09 El art. 606, mám. 8.9, y el 581, perque nan admitiendo la responsa- 
bilidad, mo ve puede. calificar la imprudencia. de temeraria, porque la pre- 
caución adoptada de llevar él perro sujeto con cadena, demuestra que se 
provedió con cautela, asun euando no fué suficiente para evitar lo ocu- 
rrido, y por lo tanto existirá, cuando más, una simple falta: — * 

Resultando que en el acto de la vista el Ministerio fiscal coadyuvé el 
recurso 


Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Liébana: 

COensiderando que de dos hechos probados, consistentes on haber el de- 
pendiente de Gregorio Aldabas sacado á paseo un perro de la propiedad 
del recurrente, atade con vadena, pero sin bozal, y de causar lesiones gra- 
ves por mordedeza al joyon Valentín Espuile, no es posible, oualquiera que 
sea la responsabilidad criminal que pudiera alcanear al oonductor del 
porro, hacerla. txteasiva ai Aldabas, por la sola consideración de ser 
dueño del «mima! tenido como fiera, por sus condiciones especiales, cuando 
en la sentencia ne consta que autorizara ni mandara la salida, m tuviera 
conocimiento de ella: A 

Considerando que, esto supuesto, no hay términos hábiles, según los 
hechos de la sentencia reclamada, para atribuir á Gregorio Aldabas acción 
Á omisión originsria de responsabilidad criminal por imprudencia; ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar al recurso 
interpuesto por Gregorio Aléabas Martínez contra la sentencia pronun- 
ciada por la. Bala de lo criminal de la Armliencia de Zaragona, la cual casa. 
mos y analamos, declarando de oficio las costas del recurso, y mandamos 
se devuelva el depósito al Procurador que le ha constituído; lo que se co- 
munáque, ceb la sentencia que á continuación se dicte, á la expresada 
Sala, á los efectos consi (Sentencia publicada en 27 de Junio 
de 1603, 6 inserta en la Gaceta de 4 de Abril de 1804.) 
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REO0VS60 DÍ 'CASACTÓN £27 de Junio de 1303). —Sala segunda. —Dis- 
ció Are rro ha Mlugér al interpuesto por Antonio Ptzsxro y Durán 
(Au 

Que 


ido, Y rita, el utiliza inneverariamente, dispa- 
rándula obre su cowbrario, un arma de fuego, después de quedar inútil el sa- 
ble von que agredió, y sin que el por eu purte amenazas ni intimi- 
dase á quien le avcomebia, ni aun ve defendiese de los repetidos atuques de que 


Fué objeto. 
En la villa y corte de Madrid, á 27 de Junio de 1893, en el recurso da 
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casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Anto- 
nio Pizarro Durán contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audien- 
cia de Cáceres, en causa procedente del Juzgado de instrucción de Plasen- 
cia, seguida al Pizarro por disparo de arma de fuego y lesiones: 

Resultando que la referida sentencia, dictada en 6 de Marzo último, 
contiene el resultando siguiente: 

Primero. Probado que en la noche del 2 de Octubre -último cuestiona- 
ron, desconociéndose el motivo, en una calleja de la ciudad de Plasencia 
el procesado Antonio Pizarro Durán y Martín Melchor, dando el primero 
con un sable de que iba provisto como guarda de consumos, un golpe al 
segundo; y como en la contienda se: rompiera dicho sable, quedándose el 
Antonio con la empuñadura y su contrario. con la hoja, aquél sacó una 
pistola que disparó sobre el Martíu Melchor, 4 quien causó .con el proyec: 
til dos escoriaciones en la parte superior del ojo derecho é incrustó en el 
pómulo del mismo lado muchos granos de pólvora, necesitando dicho le- 
sionado la asistencia de Facultativo durante dieciséis días, sin que le haya 
quedado impedimento para el trabajo ni deformidad: 

Resnitando que la Sala sentenciadora, estimando que estos hechos 
constituyen los delitos de disparo de armá de fuego y lesiones, de los que 
es autor Antonio Pizarro Durán, sib circunstancias modificativas de la 
responsabilidad criminal, le condenó 4 la pena de. tres años, cuatro meses 
y once días de prisión correccional, accesorias, indemnización y costas: 

Resultando que á nombre del procesado se ha interpuesto recurso de 
casación por infracción de ley, autorizado por el núms. 1.9 del art. 849 de 
la de Enjuiciamiento criminal, citando como infringido elart. 8.9, circuns- 
tancía 10 del Código penal, porque habiendo obrado el recurrente impal- 
sado por miedo insuperable de un mal igual ó mayor que él causó á su 
contrario, ha debido declarársele exento de responsabilidad criminal, con- 
forme al citado artículo: E » . 

Resultando que en el acto de la vista el Mini»terio fiscal impugnó el 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Rafael de Solís Llébana: 

Considerando que.no es de estimar en el presente recurso la cireuns 
tancia eximente del núm. 10 del art. 8.0 del Código penal, porque según 
los hechos probados de la sentencia reclamada, Antonio Pisarro, en riña 
y cuestión con Martín Melchor, utilizó innecesariamente la pistola que dis 
paró contra éste después de quedar inútil el sable con que le agredía, sin 
que conste que el ofendido le amenarara ni intimidara, ni siquiera se de- 
fendiera de los ataques de que era objelo; y por consiguiente, no es posi- 
ble de hechos de esta naturaleza, deducir requisito alguno de exención de 
responsabilidad criminal, y menos el de haber obrado por miedo insupe- 
rable de un mal que se desconoce: — ' 

Considerando que, esto supuesto, la Sala sentenciadora, al no estimar 
como concurrente en el delito esta circunstancia, obró acertamente, sin 
incurrir en el error de derecho que se le atribuye, ni cometer la infracción 
legal que se alega; E . 

Fallamos que debemos declarar y deelaramos.no haber lugar al recurso 
interpuesto por Antonio Pizarro Durán, al que condenamos en las costas, 
y al abono, si viniese á mejor fortuna, de 125 pesetas por razón de depó- 
sito, que no ha constituído por su insolvencia; lo que se-comunique al 
Tribunal sentenciador á los efectos consiguientes, —(Sentencia publicada 

sen 27 de Junio de 1893, 6 inserta en la Gacela de 4 de Abril de 1894.) 
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REOUESO DE CASACIÓN (28 de Junio de 1893).—Sala segunda.— Znju- 
rías á la Autoridad.—No ha lugar al interpuesto por D. ... (Audiencia 
de ...), y se resuelve: 

Que es inadmisible el recurso de casación cuando, contra lo que en los re- 
sultandos de la sentencia reclamada se admite, se sostiene que la Autoridad 
injuriada no se hallaba en el ejercicio 6 con ocasión de sus funciones: 

Que no pueden estimarse como falta y sí como delito las graves ofensas 
que tienden á desacreditar á un Juez, imputándole, sin razón probada, preva- 


ricaciones y estafas, 


En la villa y corte de Madrid, á 28 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
A. P. H. contra la sentencia pronunciada por la Audiencia provincial de Z., 
én causa por calumnia 6 injúrias á la Autoridad: | 

Resultando que por dicha Audiencia se dictó la expresada sentencia 
en 14 de Abril último, consignando los hechos en los siguientes: 

Resultando probado que el día 17 de e le último, en el pueblo 8. y 
casa que habitaba el vecino del mismo D. £, M, B., á presencia de éste, 
de D. D. M. y del Sacerdote D. J. F. B., el expresado D. A. P. H., al pre- 

guntarle el primero por el Juez de primera instancia de la P. de S., con- 
testó: «que seguía blen, pero que no era el Juez del principio, pues no cum. 
plía sus deberes, tanto que no hacía mucho tiempo había estafado al Cura 
de P. D. A. el caballo que el referido Juéz posee, por haber servido ó pre- 
tendido hacerlo á un tal 8, A. en causa criminal seguida contra éste por 
malos tratamientos á la servidumbre, digo, á la sirvienta de D. A.», limi. 
tándose á no seguir esa conversación, pero sin retractarse, ni desmentir 
tales conceptos cuando D. F. M, B. le dijo al vírselos que no la continuara, 
porque le-constaba que el caballo lo había comprado y pagado el susodi.- 
cho Juez, cuyas expresiones repitió el procesado en otra oeasión, conver- 
sando con el Registrador dé la propiedad D. P. A. 8): 

Resultando también probado que en ese mismo mes de Abril, ó en el 
de Mayo, hallándose D. F. E. R., vecino de la P. de 8. en el despacho de 
su casa acompañado de su familia y de D. A. P. H., entró el Juez de pri- 
mera instancia D. 8. O., que dirigió un saludo cortés y general á todos los 
allí presentes, no contestándole el P. que le volvió en aquel momento la 
espalda, y como á la noche del siguiente día llegara D. A. P. H. al mismo 
despacho donde se encontraba D. V., O. y D. 8. E., y éste le manifestara 
su desagrado por la conducta descortés que observó en la ocasión referida 
eon el Juez Sr. O., replicó 4 esa contestación el procesado eon las frases: 
«yo con un granuja, un prevaricador y un estafador como lo es el Juez, 
no quiero tratos», y al llamarle el E. la atención sobre ellas, añadió el otro 
procesado: «el que deba algo que se lo pague, yo por mi parte tengo mi 
criterio, y por donde quiera que vaya he de desacreditarle con verdad ó 
con mentira»: . 

Resultando igualmente probado que eon fecha 7 de Julio del año pró- 
ximo anterior dirigió el referido D. A. P. H. una comunicación al Decano 
del Oolegio Notaria! de V., enla que consignaba lo siguiente: «No solo no 
encuentro protección en este Juzgado de primera instancia para realizar 
la separación de los documentos judiciales de los extrajudiciales, sino 
que se me ponen por el mismo obstáculos arbitrarios para cumplir mi de- 
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ber de archivero», añadiendo, «lo que pongo en conocimiento de Y. 8. para 
que se digne hacerlo á su vez al limo. 8r. Presidente de la Audiencia te- 
rritorial, para que ordene á dicho 8r, Juez no me oponga obstáculo alguno 
legal para realizar tal sepsración »: 

Resultando que la Audiencia provincial de Z. declaró que los hechos 
probados constituyen un delito de ealumnia y otro de injarias á la Auto- 
ridad, previstos en el art. 280 del Código penal, y una falta incidental en 
relación á las frases consignadas en la comanicación dirigida al Deeano 
del Colegio Notarial de V., siendo responsable en concepto de autor Don 
A, P. H,, sin circunstancias modificativas; y visto el artículo citado y de- 
más concordantes de aplicación, condenó á dicho autor por el delHo de es 
lumnia á tres meses de arresto nvayor, y por el de injurias £ dos meses El 
aa día de igual arresto, con sus respectivas accesorias y al pago de las 

e reco en correspondiente juicio de faltas por la no inci 
dental de que se ha hecho mérito, con otras declaraciones que estimó pro- 
cedentes: 

Resultando que contra esta sentencia paró recurso de casación 
por infracción de ley por parte de dicho Pad o, que con el depósito de 25 

pesetas se ha interpuesto autorizado por los números 1.2 y 3.0 del art, 849 

de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art, 1.” del Código, por aplicación indebida, en cuanto se estima 
que el hecho de autos se halla penado por la le 

2,0 El art. 269 de dicho Código, en igual concepto de aplicación inde- 
bida, puesto que el Juez de la P. de 8, no ejercía funciones de su cargo, 
ni con motivo de éstas se realizó el hecho que se castiga: 

3,0 El núm. 5. del art. 939 del repetido £O, por napllcación, y que 
en el caso más perjudicial sería el único atinente: 

Resultando que en el acto de la vista fué impugnado el recurso por el 
Ministerio fiscal. 


Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Mateo de Aloocar: 

Considerando que toda la A en que se apoya el 
recurso deducido por Ja representación del procesado D. A. P. H. consiste 
en negar que el Juez de instracción y de primera instancia de la P. de £., 
D. F. C. cuando fué calumniado é injuriado por.dicho P. estuviera en ejer- 
cicio de sus funciones, ni se le dirigieron semejantes ofensas con 0ca- 
sión de esas funciones, ¡poro Jo hasos tau sinrazón ó infondadamente, que 
el concepto contrario se ofrece de un modo ostensible opn sólo leer las re- 
sultandos del fallo reclamado, en los e sonsigna que da citada Anuto- 
ridad, de funciones permanentes según la lay la resonoce.cuando fué gre- 
vemente catamniada ó injuriada, se hallaba dentro de su texritorio juris- 
diccional y sólo con relación y motivo del sargo que ejercía, se la impuso 
falsamente la oomisión de delitos públicos y se la .ofendió con epitetos y 
calificativos que redundan en.sn desprestigio y la harían desmerecer ante 
la opinión común de las gentes: 


Considerando que si desacertado es dicho recurso respecto á sus das 
primeros motivos, no lo es menos en cuanto al tereero, en el que se pos 
tende, citando mal el artículo que se supone aplicable, que las ofenses dí- 
rígidas al Juez de la P. de 8. sólo constituyen, en su caso, una falta de 
respeto á la Autoridad; pues son graves en extremo esas ofensas, deter- 
minando como se ha indieado, 'inrputaciones calumajosas $ injuriesas en 
el mayor grado, ya que tienden ú desacueditar á Acho faneienario, atríbu- 
yéndole sin rasón probada prevaricaciones: y estutas: 

Considerundo que las rasornes:expuestas son da base del fallo condenz» 
torio dictado por la Audiencia de Z., en el queno se han infringido los 
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artículos del Código penal que se citan en el recurso, ni se ha incurrido 
en los erroves de derecho que le sirven de apoyo; 

Fallames que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recureo 
de casación interpuesto contra la WE rr por la Audiencia 
provincial de Z. á nombre de D. A. P. H., á quien condenamos en las cos- 
tas y ála pérdida del depósito constituído, que se dará la aplicación co- 
rrespondiente; comuníquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los. 
efectos oportunos.-——(Sentencia publicada en 28 de Junio de 1893, 6 inserta 
en la Caseta de 4 de Noviembre del músmo año.) 
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RECURSO DE CASACIÓN (28 de Junio de 1893).—Bala segunda.— Homáci- 
dio y lesiones. —Ha lagar, en parte, al interpuesto por Constantino y Rafael 
A Pame (Audiencia de Madrid), y se resuelve: al 

cuan pregunta primera del veredicto afirma que el culpable pro- 
dujo al ofendido la lesión que de cancó la muerte, se ajusta á la ley penal el 
o jurídico de autor que le atribuye la sentencia reolumada: 
el. Jurado los hechos de que antes de ser herido el interfecto 


no habían sido acometidos los hermanos del procesado por aquél ni otro 
contendiente, po CE visto el 
9 oleada er acudir á la defenos de aquéllos, tales afirmaciones de he- 


Encompatíblcs ven podes legal (6.0 del art. 8.9 del Código APA 


una rifa, E porron dp se poros infiabtrd 
de hecho enthege noia aL de responsabilidad para los 
aos 


vaja sim pese este CONCUrO de acción cocláneo A acomatimiento del autor 
material del homécidio, no es teiciente vénculo juridico por sí solo para origi- 
sar la.codolinouencia en dicho delito por haber faltado el concurso de la volun- 
tad del no debiendo apreciarse como un acto independiente de la agresión 


o ds acometimiento que aguél realiso contra la victima: 

molivos de arrebato de la votmbad y efuscación de la inteligencia, 
constitudivos de da alemuante 7:* del art. 8.0 dol Código penal, no son los naci- 
ros] a ds: sino los anteriores ¿ indepen- 


En ha villa y corte de Madrid, 4 28 de Junio de 1893, en el recurso de 
essación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Cons 
tantino y Ratsel Bsicefto Calero contra la sentencia pronunciada por la 
par de o criminal de Ja Audiencia de Madrid, en cansa por homicidio y 

ones: 

Resultando que la empresada sentencia contiene en su primer resul- 
tando el siguiente veredicto del Jarado: 

Resultando que sometido el. copocimiente de da presente causa al Tri- 
banal del Jarado, ha promovido-el siguiente veredicto: «Los jurados hau 
deliberadorsobre las preguntas sometidas á su resolución, y bajo el jura- 
mento que tienen prestado, declaren solenmemente do siguiente: A la pri- 
mera pregunta, Constantino Briceño, ¿es culpable de haber causado con 
arma blanes en la tarde del 28 de Febrero del año anterior una herida en 
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el pecho á Nemesio -Gil, que penetrando en el pulmón le produjo la muerte 
á los pocos momentos?—81.—A la pregunta seganda. Rafael Briceño, ¿es 
culpable de haber ácometido en dicha tarde y ocasión é Nemesio Gil con 
una navaja, en el momento de realizarse el hecho contenido en la anterior 
pregunta? —$S1.—A la tercera pregunta, Oa.o de mantenerse negativamente 
á la primera pregunta, ¿es culpable Rafael Bricefio de haber en la tarde del 
28 de Febrero del afio último inferido 4 Nemesio Gil con un arma blanca 
una herida en el pecho que á los pocos momentos le produjo la muerte? — 
No.—A la cuarta preguntas. Felipe Diego, ¿es culpable de haber en la tarde 
y ocasión referidas, inferido á Rafael Bricefio con navaja ú cuchillo una 
herida en el epigastrio, otra en el vientre y otra en el pecho, las cuales 
necesitaron para su curación y le impidieron trabajar veintitrós días? — 
No.—A la quinta pregunta. En la ejecución del hecho referido en la 
primera pregunta, ¿concurrió el de haber mediado cuestión y rifñia entre 
Nemesio Gil y Felipe Diego por una parte y los hermanos Rafael y Juan 
Briceño por otra?—Sí.—A la pregunta sexta. El hecho relacionado en la 
segunda pregunta, ¿se ejecutó mediando la misma cuestión y rifia entre 
las personas citadas? —8Í.-—A la pregunta séptima. ¿Se realizó con la misma 
circunstancia el hécho contenido en la pregunta terocera?—No.—.A la pre- 
gunta octava, ¿Medió asimismo cuestión y riña en el hecho á que se refiere 
la cuarta pregunta?—Sí.—A la pregunta novena. En la ejecución del hecho 
referido en la primera pregunta, ¿concurrió en su caso el de haber sido 
antes acometido Rafael y Juan Briceño 4 alguno de ellos por Nemesio Gil 
y Felipe Diego ó por alguno de éstos? —No.—-A. la pregunta décima. ¿Se 
vió precisado Constantino á acudir en defensa de sus hermanos?-—No.— 
A la pregunta undécima. ¿Provocó Constantino de modo suficiente el su- 
ceso? —No.—A la pregunta duodécima. En la ejecución del hecho compren- 
dido en la segunda pregunta, ¿concurrió en su caso el de haber sido Rs- 
fael Briceño acometido y herido en aquella ocasión por Nemesio Gil y Fe- 
lipe Diego ó alguno de éstos?—S1.—A la pregunta décimatercera. Caso 
afirmativo, ¿se vió Rafael Bricefio en la necesidad de defenderse? —S1. — 
A la pregunta dócimacuarts. En el mismo caso, ¿procedió provocación de 
alguna especie por parte de Rafael Bricefio?-—Sí.-—A la pregunta décima 
quínta. En la ejecución del hecho comprendido en la propia pregunta se- 
gunda, ¿concurrió en su caso el de haber concurrido Rafael Briceño en 
defensa de su hermano Juan, que también fué herido en la lncha, al que 
acometieron Nemesio Gil, Felipe Diego ó alguno de ellos? —No.—A la pre- 
gunta décimasexta. En caso afirmativo, ¿tuvo Rafael Briceño necesidad 
de defender á su hermano Juan? —No.—.A. la pregunta décimasóptima. ¿En 
el mismo caso medió alguna provocación por parte de Rafael Briceño? — 
S1.—A la pregunta décimaoctava. En la ejecución del hecho contenido en 
la tercera pregunta, ¿concurrió en su caso el de haber sido antes Rafsel 
Bricefio acometido y herido en aquella oeasión por Nemesio Gil y Felipe 
Diego ó por alguno de éstos? —No.-—A la pregunta décimanovena. Caso 
afirmativo, se vió Rafael Briceño en la necesidad de defendérse?-—SÍ.-— A 
la pregunta vigósima. En el mismo caso, ¿procedió provocación dé alguna 
especie por parte de Rafael Bricefio?—S1.—A la pregunta vigósimaprimera, 
En la ejecución del hecho comprendido en la pregunta cuarta, ¿coneurrió 
en su caso el de haber sido acometido Felipe Diego por los hermanos Bri 

ceñio ó por alguno de ellos, los cuales le dieron palos, causándole Cous- 
tantino una cortadura en la mano que no necesitó asistencia facultativa? — 
Sí.—A la pregunta vigósimasegunda, En caso afirmativo, ¿ee vió Felipe 
Diego en la necesidad de defenderse?-—Sí.— A la vregunta matercera, 
al mismo caso, ¿medió alguna provocación por parte de Felipe Diego? 
—No»: 5 | 
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Resultando que la Sección primera de la Bala de lo criminal de la 
Audiencia de Madrid declaró que los hechos probados, según el veredicto 
del Jurado, constituyen un delito de homicidio y una falta incidental de 
lesiones leves, comprendido el primero en el art. 419, y la segunda en el 
603, núm. 1.0 del Código penal, siendo responsables del homicidio, en con- 
cepto de autores, Constantino y Rafael Bricefio Calero, por haber tomado 
ambos parte directa en la ejecución del hecho, y el Constantino solamente 
de la falta, habiendo concurrido en la consumación del delito expresado 
la circunstancia atenuante 7.8 del art, 9.0 del Código penal, aplicable á los 
dos procesados por haber procedido con arrebato y obcecación nacidos 
del hecho de la riña y cuestión habida entre las personas que intervinie- - 
ron en el suceso, y en cuanto al Rafael además, la de haber obrado en 
defensa de su persona, sin la concurrencia de todos los requisitos necesa- 
rios para eximir de responsabilidad criminal que exige el núm. 4.0 del 
art. 8.9 del citado Código, y vistas las indicadas disposiciones legales, así 
como las concordantes de aplicoción general, condenó á Constantino 
Briceño Calero á la pena de doce años y un día de reclusión con sus 
accesorias por el delito de homicidio y 4 la de cinco días de arresto me- 
nor por la falta de lesiones leves; y á Rafael Briceño Calero á la de tres 
años de prisión correccional y accesorias, y á los dos á indemnización 
solidaria y mancomunadamente de 2.000 pesetas á los herederos del inter- 
fecto y pago cada uno de ellos de una cuarta parte de costas hasta la aper 
tara del juicio oral, y una tercera de las posteriores, con el apremio perso- 
nal en su caso, respecto del Rafael Briceño, siéndole de abono la mitad del 
tiempo de prisión sufrida, declarando de oficio las restantes por la abeo- 
lución acordada en el mismo fallo de Felipe Diego, que resulta irresponsa- 
hle por los hechos perseguidos: 

Resultando que contra esta sentencia se preparó recurso de casación 
por infracción de ley, que, con la correspondiente demanda de pobreza, se 
ha interpuesto por parte de ambos penados, autorizado el de Constantino 
por los números 1.0 y 5,0 y aun el 6.0 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringidos: 

1.0 El art. 8.9, núm. 5.0, del Código penal, por insplicación, en cuanto 
no se ha aplicado por la Sala y declarado la exención de responsabilidad 
criminal del Constantino por haber obrado en defensa de su hermano: 

. 2.0 Los artículos 9.%, circunstancia 1.2, y 87 del referido Código, por 
cuanto en el caso más perjudicial al mismo procesado, no se han tenido 
presente por la Sala para determinar y rebajar la pena imponible: 

Resultando que por parte de Rafael Briceño se ha interpuesto autori - 
zado por los números 1.0, 4.0 y 5.0 del mismo art. 849 de la ley de Enjui. 
ciamiento criminal, citando como infringidos: 

10 El art. 13 del Código penel, en su caso 1.9, porque se califica al 
Rafael y pena en concepto de autor, sin que hubiese tomado parte en la 
ejecución del homicidio: Ñ 

.2,0 El art. 413, por aplicación indebida al referido procesado por el mo- 
tivo anterior: 

8.0 El art. 8.*, en su núm, 4.9, en cuanto no se ha estimado exención 
de responsabilidad emanada del ejercicio de la propia defensa con los re- 
quisitos que dicha disposición legal previene: 

Resultando que instruído el Fiscal, se opuso á la admisión del recurso 
interpuesto por Constantino Briceño, y para el caso.de que la Sala lo ad- 
mitiese, la adhesión á ambos recursos autorizado por los artículos de la ley 
de Enjuiciamiento criminal 851 y 849, núm. 5.0, citando al efecto como 
infringidos: Di : 

1.0 El art, 9.9, en su núm. 7.0, del Código penal, por aplicación indebi- 

Tomo 50 42 
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da, en cuanto se estima por la Sala como atenuante común á ambos pro-- 


cesados, la conturrencia del arrebato y obcecación nacidos de la riña: 

2.0 Los artículos 8.”, núm. 4.9, 9.0, núm. 1.9, y 87 del referido Código 
respecto al Rafael, por estimarse en su favor la circunstancia de propia 
defensa, que no le es aplicable ni como atenuante ni como eximente 
por faltar al requisito de la agresión ilegítima que desvirtúa y ex- 
cluye el hecho cierto de haber precedido cuestión y rifia entre los conten- 
dientes: 

Resaltando que instruída la representación de los procesados de la 
adhesión fiscal, se opusieron á su admisión, y sefíalado día para la vista, 
esta Sala admitió los recursos y la adhesión del Ministerio fiscal, que 
fueron apoyados oralmente á su tiempo por las respectivas representa- 
ciones. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Luis Lamas, por la no asisten- 
cia del nombrado al acto de la vista: 

Considerando que consta por modo indiscutible en la contestación 
afirmativa dada por los jurados á la primera pregunta del veredicto, que 
Constantino Bricefio fué el que causó á Nemesio Gil la lesión que le pro- 
dujo la muerte, por lo cual el concepto de autor que le atribuye la senten- 
cia reclamada se ajusta á la ley penal: 

Considerando que los términos claros y explícitos de las preguntss no- 
vena y décima contestadas negativamente, excluyen la posibilidad legal 
de estimar en favor del Constantino la circunstancia eximente admitida 
por la ley en favor del que obra en defensa de la persona ó derecho de un 
hermano, porque exige esta causa de irresponsabilidad que aquél sea objeto 
de una agresión ilegítima y que el defensor haya tenido necesidad racional 
de hacer uso del medio empleado para impedirla y repelerla, siempre que 
no haya provocado ó tomado parte en la provocación del suceso, y lejos de 
haber concurrido los dos primeros requisitos indicados, las citadas pregun- 
tas del veredicto afirman, por el contrario, que antes de haber herido 
Constantino á Nemesio Gil, no habían sido acometidos sus hermanos Ra- 
fael y Juan Briceño por aquél, ni por el otro contrincante Felipe Diego, 
afiadiendo los jurados que en la hipótesis de que lo hubiesen sido, el Cons- 
tantino no se había visto precisado á acudir á la defensa de aquéllos; 
apreciaciones de hecho incompatibles con el precepto legal (5.9 del art. 8.0 
del Código) que regula el derecho de la defensa de los parientes, cuyo 
texto, por tanto, no ha infringido la Sala sentenciadora: 

Considerando que si bien de la pregunta duodécima, según la cual en 
la ocasión Áá que se contrae la segunda, fuó Rafael Bricefio herido por al- 
guno de sus contendientes, pudiera nacer alguna contradicción con las ne- 
gaciones que contienen las preguntas novena y décima sobre no ser racio- 
nal suponer que á seguida de aquéllas se afirmase lo mismo que en ésta se 
negaba, la contradicción desaparece con sólo tener presente que Rafael 
Bricefio pudo ser lesionado por Nemesio.Gil al mismo tiempo ó instantes 
después de haber recibido el último la herida mortal que le infirió Cona- 
tantino cuando refiía Rafael, en unión de su hermano Juan, con sus adyer- 
sarios Gil y Diego: 

Considerando que aun prescindiendo de las contestaciones dadas por 
los jurados á las referidas preguntas novena y décima, y tenida en cuenta 
solamente la duodécima, no hay términos hábiles para calificar de ilegítima 
la agresión de que fué víctima, según la misma Rafael Briceño, porque 
constando como consta que aquélla tuvo efecto durante una riña entre las 
cuatro precitadas personas, sin que conste cómo y por qué comenzó ni 
quiénes acometieron primero, constituye tal agresión un accidente de la rifñta 
misma, y porque esta situación de hecho excluye toda circunstancia modi- 
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ficativa en la responsabilidad para los que en ella se encuentran, y siendo 
requisito imprescindible para la aplicación de la teoría jurídica del derecho 
de defensa propla ó ajena que haya precedido una agresión ilegítima con- 
tra la persona que, ó á quien se defiende, claro. resulta que aquella teoría 
no es aplicable al caso en que la defensa se realiza en momentos ó situa- 
ciones de esa indole, por lo cual tampoco se han infringido por el Tribunal 
sentenciador, al no aplicarlos, los artículos 9.0, circunstancia 1.2, y art. 87 
peri penal, que presuponen la concurrencia de la referida agresión 
egítima: 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto 4 nombre de Rafael 
Briceño, que, con efecto, éste no debe ser calificado de autor del homicidio 
de Nemesio Gil, como equivadamente se le califica en la sentencia recla- 
mada, porque aun euando el veredicto afirma en la segunda pregunta que 
en el momento de realizarse la agresión de Constantino contra Gil, Rafael 
acometió á éste con una navaja, con la cual no se dice que le hubiese he- 
rido, este concurso de acción coetáneo al acometimiento del autor material 
del homicidio, no es suficiente vínculo jurídico por sí sólo, para originar 
la responsabilidad penal nacida de la supuesta codelicuencia en dicho 
delito, porque ha faltado el elemento moral necesario consistente en el 
concurso de la voluntad del Rafael para cometer el homicidio, y nada resulta 
en el veredicto que demuestre cumplidamente, como era menester que re- 
sultase, que el primero hubiera concertado con el segundo la agresión 
contra Nemesio, ó que de ella hubiese tenido conocimiento anterior, ni 
aun en el momento mismo, resultando, por el contrario, que en la riña man- 
tenida entre Rafael y su hermano Juan de un lado, y Nemesio Gil y Felipe 
Diego por otro, no habia tomado parte anteriormente en ningún sentido 
el Constantino, debiendo apreciarse por tales razones la agresión de éste 
como un acto independiente de aquella contienda, ajena á la voluntad del 
Rafael, no obstante el acometimiento á mano armada que éste realizó en 
lucha contra la misma víctima: 

Considerando que estimados como actos jurídicamente independientes 
la rifia á que se refiere la pregunta quinta del veredicto, y la agresión de 
Constantino Briceño, productora de la muerte de Gil, y demostrado que 
su hermano Rafael no tomó parte directa en la ejecución del homicidio, 
único concepto por el cual el Tribunal sentenciador le pena como autor de 
aquél, la infracción del art. 13 del Código penal aparece notoria, y por 
ello procedente en este extremo la casación de la sentencia, pero no por la 
inaplicación del núm. 4.0 del art. 8.0 del citado Código, en relación con el 
homicidio, porque para ello era preciso que la imputabilidad de codelin- 
cuente apareciese justificada, y como queda dicho, no lo está en ninguna 
de sus manifestaciones legales: , 

Considerando, en orden á la adhesión formulada por escrito y soste- 
nida legalmente por el Ministerio fiscal á los dos recursos, que si es cierto 
que el arrebato de la voluntad y la ofuscación de la inteligencia, constita- 
tivas de la circunstancia atenuante 7.2 del art. 9.0 del Código penal, uo 
son los nacidos en y propios de toda rifa, lucha, ó contienda, como afirma 
dicho Ministerio, puesto que aquel estado de ánimo debe reconocer por 
causa hechos independientes de la rifia misma, por lo ena), bajo este punto 
de vista, la sentencia reclamada tiene un error jurídico manifiesto en 
cuanto á Rafael, y más evidente respecto al Constantino, porque en ella 
no tomó parte, es forzoso declarar esto, no obstante que la pelea sostenida 
por sus hermanos, ya que por las razones que quedan manifestadas no 
puede servir de fundamento jurídico para legitimar total ni parcialmente 
la agresión del Constantino, como hija de la defensa de aquellos, hay que 
reconocer que es un hecho de tal virtualidad moral, que ha producido y 
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debido producir naturalmente en el ánimo de Constantino aquel grado de 
arrebato y ofuscación que el núm. 7.0 del art. 9,0 precitado exige para 
atenuar la responsabilidad criminal de todo delincuente, y que por ello, 
examinado el hecho de la riña, determinante de la voluntad del Constan- 
tino, bajo este nuevo aspecto, si bien resulta el error señalado en la doc- 
trina de la Sala sentenciadora, no puede declararse infringido aquel texto 
legal, por ser aplicable al recurrente, apoyado en el segundo fundamento 
doctrinal que queda indicado: 

Considerando, por lo que afecta al último motivo expuesto por el Mi- 
nisterio fiscal, que es procedente la casación de la sentencia por las infrac- 
clones de ley que dicho motivo comprende, referentes á la indicada apre- 
ciación hecha en favor del recurrenfe Rafael, de que al ejecutar los he- 
chos que el veredicto le imputa obró en defensa de su persona, después 
de haber provocado el suceso, porque, como queda declarado en las con- 
sideraciones precedentes, ninguna participación punible ha tenido el Ra- 
fael en el homicidio, y aun cuando la hubiese tenido, siempre faltaría para 
poder entrar en la apreciación de si ha obrado ó no ejercitando el derecho 
de propia defensa, la concurrencia ineludible para autorizar ese examen 
de la agresión ilegítima por parte de Nemesio Gil, y según ya se ha afir- 
mado, conforme al contexto de la pregunta séptima, antes de la interyen- 
ción de sa hermano Constantino no había sido agredido Rafael por sus 
adversarios, y si lo hubiese sido, nunca podría citarse como ilegítima la 
agresión, como ya queda declarado, porque constituiría un accidente de la 
riñia entablada: 

Considerando que, según los fundamentos expuestos, el recurso pro- 
puesto á nombre de Constantino es improcedente por no haberse come- 
tido las infracciones de ley que en el se alegan, y procedente el inter- 
puesto en representación de su hermano Rafael, así como la adhesión for- 
mulada por el Ministerio fiscal, si bien ésta no produce efectos prácticos 
en la segunda sentencia, por las razones referidas en los considerandos 
precedentes; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación interpuesto á nombre de Constantino Briceño Calero contra 
la referida sentencia, dictada en 20 de Febrero último por la Sección pri- 
mera de la Sala de lo criminal de la Audiencia de esta corte, y le conde- 
namos al pago de las costas del mismo, y al de 125 pesetas, por razón de 
depósito no constituído; el cual lo satisfará como aquéllas, desde luego, 4 
menos que del resultado del expediente de pobreza incoado apareciese 
pobre, en cuyo caso se entenderá condenado al pago para cuando mejo- 
rase de fortuna; y declaramos haber logar al recurso propuesto á instan- 
cia de Rafael Bricefio Calero, y á la adhesión del Ministerio fiscal por el 
segundo de los motivos en que la funda, y no por el primero, declarando 
de oficio las costas de este: recurso; comuníquese esta resolución con la 
que á seguida se dicte al Tribunal sentenciador para su cumplimiento y 
efectos consiguientes.—(Sentencia publicada en 28 de Junio de 1893, é im- 
serta en la Gaceta de 4 de Noviembre del mismo año.) 
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COMPETENCIA (28 de Junio de 1893). —Sala tercera.—.Robo.—Se decide 
en favor del Juzgado de instrucción de Figueras, la suscitada entre dicho 
Juez y el Capitán general de Cataluña, y se resuelve: 

Que cuando m0 consta probado que el procesado sea militar, mi por ofra 
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parte que los delitos motivos de la causa, ó el lugar dende hayan podido co- 
meterse, se hallan sujetos á la jurisdicción de Guerra como comprendidos en 
alguno de los casos designados en el capítulo 2.?, tíf, 1.0 del Código de Justicia 
wilitar, corresponde su conocimiento a la jurisdición ordinaria, según lo dis- 
puesto en el art. 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, 4 28 de Junio de 1893: 

Resultando que en 14 de Septiembre de 1893, se presentó en la redac. 
ción del periódico La Concentración, de Figueras, un sujeto que dijo lla- 
marse José Capalleras Justatró, y declaró ante dos testigos que había co- 
metido un robo en Cuba á la compafñiía cuarta del regimiento de Nápoles, 
en que servía de cabo furriel, y otro en 1879 á D. Carlos Barraquer, resi- 
dente en Gerona, pidiendo con este motivo que se le condujera á la cár- 
cel, lo que hizo un Teniente de Alcalde; y puesto el hecho en conocimiento 
del Juez de instrucción de la propia ciudad de Figueras, comenzó suma- 
rio, en el que declaró procesado al citado Capalleras, á quien recibió inda- 
gatoria, manifestando en ella, después de ratificarse en lo declarado en la 
rodacción del expresado periódico, y de reconocer por suya la firma puesta 
al pie del escrito que sobre ello se extendió, agregó que el robo á que alu- 
día, cometido en Cuba, lo hizo impulsado por un sargento que le impuso 
la obligación de que cada mañana entregase carne á su asistente, como lo 
efectuó, hasta que tuvo que salir de dicha isla, por enfermo, y el otro robo 
á D. Carlos Barraquer, lo hizo sisándole diariamente unos seis cuartos, de 
los que aquél le entregaba para la compra, pues le servía como asistente; 
constando al final de la indagatoria que notando el Juez que el referido 
sujeto se confundía en sus contestaciones, que respondía de una manera 
vaga, y que sus ideas eran incoherentes, todo lo cual suponía indicios de 
enajenación mental, mandó suspender el indicado acto: 

Resultando que reconocido dicho sujeto por dos Médicos, relacionaron 
que si bien á la sazón no era loco, estaba en las fronteras de la locura, y 
como medida preventiva le sería conveniente su reclusión en un estable. 
cimiento á propósito, á fin de mejorar su estado y evitar las consecuen- 
cias de lo que padecía; y declarado terminado el sumario lo elevó á la Au- 
diencia provincial de Gerona, la cual, de conformidad con el Ministerio 
fiscal, revocó el expresado auto de conclusión, y mandó devolver la causa 
al Juzgado para que, teniendo presentes los artículos 14, 15 y 17 de la ley 
Ep Enjuiciamiento criminal, dictara las resoluciones en derecho proce- 

entes: - 

Resultando que, en su vista, el Juez de instrucción de Figueras dicló 
auto inhibiéndose del conocimiento de la causa á favor del Capitán gene- 
ral de Cataluña, al que la remitió original, fundado en que, según el ar. 
tículo 850, núm. 1.9, de la ley provisional sobre organización del Poder 
judicia), la jurisdicción de Guerra ó de Marina, en sus casos respectivos, 
serán las únicas competentes para conocer de las eausas criminales por 
delitos cometidos por militares ó marivos de todas clases en servicio ac- 
tivo, fuera de los expresados en los demás números de' dicho artículo y 
los comprendidos en el anterior; y que concurriendo, como sucedía en: 
este caso, la circunstancia de ser aforado el inculpado en el acto de la co- 
misión del delito, correspondía á la jurisdicción de Guerra conocer del he- 
cho y sus incidencias por virtud del precepto legal citado: 

Resultando que el Oapitán general de Cataluñia no aceptó el conoci.- 
miento de la causa, que devolvió al Juzgado de Figueras, exponiendo en 
su apoyo: que no había datos bastantes en el proceso que justificaran la 
condición militar del reo, ni fechas determinadas y concretas de la perpe- 
tración de los hechos, y porque dentro de las disposiciones del Ejército 
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no se comprendía cómo apareciendo el procesado sirviendo en Cuba en 
clase de cabo, figurase más tarde en la Península como soldado, lo cual 
daba motivo para dudar de la certeza de su carácter militar, prendido tan 
sólo en el dicho de un sujeto tenido y reputado de loco; y que, según la 
doctrina consignada en resolución de este Tribunal Supremo de 12 de 
Enero de 1884, no puede resolverse ninguna competencia de esta índole 
en que sirva de base el carácter militar del procesado, sin depurar su si. 
tuación por medio de la filiación ú hoja de servicios, y por tanto, colo- 
caba á la jurisdicción de Guerra en condiciones de rechazar el conocl- 
miento de la causa, ínterin no se probara legalmente que el procesado 
Capalleras era individuo del Ejército activo en la fecha de la comisión 
le aplicando entretanto el precepto del art. 325 de la citada ley 
orgánica: 

Resultando que el Juez de instrucción de Figueras insistió en su reso- 
lución y elevó, en su virtud, los autos á este Tribunal Supremo, en el 
que el Ministerio fiscal propone se declare que el conocimiento de la 
misma corresponde por ahora á dicho Juzgado de instrucción de Ei- 
gueras, 

Siendo Ponente el Magistrado D. Daniel Rodríguez: 

Considerando que no está probado que el procesado Capalleras Justa- 
fró sea ó haya sido militar, ni, por otra parte, que los delitos objeto del 
proceso, ó el lugar donde hayan podido cometerse, se hallen sujetos á la 
jurisdicción de Guerra, como comprendidos en alguno de los casos desig- 
nados en el cap. 2.*, tlt. 1.0 del Código de Justicia militar: 

Considerando que á la jurisdicción ordinaria corresponde conocer de 
las causas que no se hallen reservadas, entre otras, á la jurisdicción de 
drid según lo dispuesto en el art. 14 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal; 

Se declara que el conocimiento de la expresada causa corresponde por 
ahora á la jurisdicción ordinaria, y en su consecueucia, con certificación 
de este auto, remítanse todas las actuaciones al Juez de instrucción de 
Figueras, para los efectos procedentes en derecho; particípese lo resuelto 
al Oapitán general de Catalafíia, y publíquese dentro de diez días en la 
Gaceta de Madrid, y á su tiempo en la Colección legislativa.—LAuto fecha 
publicado el 28 de Junio de 1898, é inserto en la Gaceta de 19 de Agosto 
del mismo año.) 
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- RECURSO DE CASACIÓN (30 de Junio de 1893) —Sala segunda.—.Des - 
acato.—No ha lugar al interpuesto por D. Gaspar Pacheco García (Aa- 
diencia de Alicante), y se resuelve: | 
Que incurren en la sanción del art. 266 del Código penal, como reos de 
desacato, los que hallándose una Autoridad judicial en el ejercicio de sus 
Sfunciones ó con ocasión de ellas, la calumniaren, injuriaren Ó insultaren en 
escrito á aquélla dirigido; y por lo tanto, el atribuir 4 un Juez en el ejercicio 
y con ocasión de sus funciones, aun con las consiguientes salvedades, falta de 
estudio en los negocios, ligereza en sw despacho hasta el punto de perjudicar 
á su rectitud, son conceptos por todo extremo injuriosos, que integran el ex- 
presado delito: 


Que la redacción de un escrito conteniendo injurias proferidas contra wn 


Juez de primera instancia debe estimarse como resultado de un acto volunta.- 
rio, ejecutado conscientemente por el culpable, sin gue obste para ser así 
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apreciado la exaltación que en el ánimo del agente pudiera producir la reso- 
lución judicial que le fuera contraria, exaltación que únicamente serviría 
para lol la existencia de la circunstancia atenuante 7.2 del art. 9.0 del 
Código penal. 


En la villa y corte de Madrid, á 30 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Don 
Gaspar Pacheco y García contra sentencia de la Audiencia provincial de 
Alicante, en causa seguida al mismo por desacato: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 9 de Marzo último, 
consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Que seguido juicio verbal civil ante el Jusgado municipal 
de Villafranqueza, de una parte, como demandante, D. Antonio Rodulfo 
Sagort,, y de otra, como demandados, D. Rafael Alcaraz Rodulfo y Ra- 
món Maruenda Torregrosa, el primero en representación de su esposa 
Josefa Alcaraz, el cual juicio versaba sobre reivindicación de clerta por- 
ción de tierra de regadío, dictó sentencia dicho Juzgado municipal conde- 
nando á los demandados, la cual fué apelada por éstos para ante el Jus- 
-gado de primera instancia de esta capital, que la revocó por otra de 20 
de Julio de 1892, en que se absuelve á los apelantes de la demanda; he. 
chos probados: 

Segundo. Que al ser conocida la sentencia dictada en apelación por 
D. Gaspar Pacheco García, Procurador que fué de este Juzgado, ya había 
asesorado al demandante durante la tramitación del juicio en ambas ins- 
tancias, trató inmediatamente de recurrir contra ella, buscando, presa de 
bastante exaltación, textos legales en que apoyar sus pretensiones; y no 
encontrándolos, redactó en la misma mesa de uno de los Escribanos del 
Jusgado ua escrito, que lleva la fecha de 16 de Agosto último, en el que 
trataba de rebatir las razones expuestas en la sentencia respecto al valor 
probatorio de ciertas certificaciones é informes pedidos por peritos agri- 
mensores, sin intervención de los demandados Alcaraz y Maruenda, con- 
signando en el párrafo quinto las frases que, copiadas literalmente, dicen: 
«Seguramente las múltiples ocupaciones del Juzgado no le permiten dedi- 
diear su atención al estudio que requieren los negocios en que interviene, 


- y esta debe ser la causa de que se despachen algunos con ligereza, que en 


algunos casos perjudican el buen nombre y la rectitud que distingue to- 
dos los actos del Tribunal á quien tengo la honra de dirigirme»; hechos 
-que se declaran probados: 

Resultando que la Audiencia sentencladora, en el acto del juicio oral, 
por haber retirado el Ministerio público su acusación, hizo. uso de la fa. 
cultad consignada en el art. 733 de la ley de Enjuiciamiento criminal 
para que las partes la informaran respecto si los hechos constituían un 
delito de desacato; y estimando constitutivos de este delito los que decila- 
ra probados, porque envuelven una injuria manifiesta que afecta al buen 
nombre y al decoro de un Juez y debilita su merecido prestigio, im- 
puso á D. Gaspar Pacheco García, como autor de dicho delito, con la cir- 
cunetancia atenuante 7.2 del art. 9.0 del Código penal, cuatro meses y uu 
día de arresto mayor, accesorias, multa de 1265 pesetas y costas: 

Resultando que contra esta sentencia ha interpuesto el procesado Pa- 
checo recurso de casación por quebrantamiento de forma é infracción de 
ley; y declarado desierto el primero, ha fundado el segundo en el núm. 1,0 
e art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, citando como intrin- 
gidos: 

1.0 El art. 1.0 del Código penal, que exige para que exista delito que 
las acciones sean voluntarias, carácter que no tuvo el hecho de autos; y 
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2.0 El art. 266, núm. 1.9, del mismo Código, porque las palabras escri- 
tas que dieron motivo á la causa, jamás pueden constituir calumnia, la 
injuria ó el insulto á que se refiere dicho artículo: 

Resultando que el Ministerio fiscal apoyó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Ratael Alvarez: 

Considerando que la redacción del escrito en que se consignaron Jas. 
frases y conceptos ofensivos al Juez de primera instancia é instrucción 
de Alicante, es resultado de un acto voluntario ejecutado por el procesado 
conscientemente, sin que obste, para ser asi estimado, la exaltación que 
le produjera la sentencia dictada, estado de ánimo bastante para consti- 
tuir la circuntancia atenuante de arrebato y obcecación apreciada por la 
Audiencia, y no suficiente para dejar de comprender el alcance y trans- 
cendencia de dicho acto: 

Considerando que según el art. 266 del Código penal, cometen des- 
acato los que, hallándose un Ministro de la Corona ó una Autoridad en el 
ejercicio de sus funciones, ó con ocasión de ellas, las calumniaren, inju- 
riaren ó insultaren, dé hecho ó de palabra, en su presencia ó por escrito 
que les dirigieren, ó los amenazaren: 

Considerando que atribuir á un Juez en el ejercicio de sus funciones 
y con ocasión de ellas, aunque sea con las salvedades que lo hace el recu 
rrente, falta de atención en el estudio que requieren los negocios á él en- 
comendados y la ligereza en su despacho, hasta el punto de perjudicar su 
buen nombre y rectitud, son conceptos injuriosos por perjudicar su 
imparcialidad y redundar en su descrédito y menosprecio, atendida la 
ns de las funciones que ejerce, y constituyen el expresado 

elito: 

Considerando que al estimarlo así acertadamente la Sala sentencia- 
dora, no ha incurrido en el error de derecho que se le atribuye, ni infrin- 
gido los artículos del Código penal á que el recurso se reflere; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar el recur- 
so de casación por infracción de ley, interpuesto á nombre de D. Gaspar 
Pacbeco y García contra la sentencia pronunciada por la Audiencia pro- 
vincial de Alicante, condenándole en las costas y al pago de 125 pesetas 
por razón de depósito, que no ha constituído, si mejorase de fortuna; y 
comunfquese esta resolución al Tribunal sentenciador á los efectos pro- 
cedentes.—(Sentencia publicada en 30 de Junio de 1893, é inserta en la: 
Gaceta de 4 de Noviembre del mismo año.) 
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R£CURSO DE CASACIÓN (30 de Junio 1898).—Sala segunda. — Homicidio 
y lesicnes.—No ha lugar al interpuesto por Miguel Jiménez y Manuel Si- 
món Clavería, (Audiencia de Zaragoza), y se resuelve: 

_ Que afirmándose por el Jurado que no sólo por el número de los agresores, 
sino por la forma en que la agresión fué realizada, tenían aquéllos el propó- 
sito de debilitar, cuando no anular, la defensa del agredido, y que las lesio- 
nes causadas á uno de los ofendidos lo fueron en su casa, sin provocar por se 
parte el suceso, la Sección de derecho posee los elementos de hecho que caracíe- 
rizan las circunstancias 9.2 y 20 del art. 10 del Código penal: 

Que no existe incompatibilidad entre la atenuante 7.2 del art. 9.* del Có 
digo, y las agravantes 9.2 y 20 del art. 10, pudiendo una y otras existir de 
modo independiente; pues por poderosos que sean los motivos de obcecación en 
el ánimo del culpable, ninguna relación tiene ese estado del agente con el im- 
gar del delito, el número de agresores y la forma en que aquél se realiza. 
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En la villa y corte de Madrid, á 30 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por Mi.- 
guel Jiménez y Jiménez y Manuel Simón Clavería Díss contras sentencia 
de la Bala de lo criminal de la Audiencia de Zaragoza, en causa seguida á 
los mismos y otro en el Juzgado de instrucción del distrito de San Pablo 
de la misma ciudad, por homicidio y lesiones: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Febrero último, 
consigna los hechos en el siguiente resultando: 

Primero. Que el veredicto del Jurado comprende las preguntas y con- 
, testaciones que se copian á continuación: «Primera. Manuel Jiménez y Ji- 
ménez, ¿es culpable de haber acometido simultáneamente con otros suje- 
tos, sobre las diez de la noche del 23 de Abril último, en la calle de Ro- 
mes de esta ciudad, á Nicolás Castillón, conocido por Colás, infiriéndole 
con arma blanca varias heridas incisas en el costado izquierdo y región 
glútea izquierda, algunas de ellas mortales de necesidad, que le ocasiona- 
ron la muerte á los breves momentos?—$Sí.—Segynda. Manuel Clavería 
Días, alias Juanaco, ¿es culpaple de haber tomadólbarte directa en la eje- 
cación del hecho en la forma y medios expuestos en la anterior pregunta? 
—+$Sí.—Tercera. Miguel Jiménez y Jiménez, alias Barra, ¿es igualmente 
culpable de haber concurrido á la realización del hecho mencionado, del 
modo y con los detalles antes indicados?-—Sí.—Cuarta. El hecho referido, 
¿se ejecutó valiéndose los agresores de cuchillos colocados en la punta de- 
unos palos, á manera de bayonetas ó chuzos, haciendo por este medio y 
por el número de agresores, más difícil ó imposible la defensa por parte 
de Nicolás Castillón?—$S1.—Quinta. Nicolás Castillón, ¿disparó un arma 
de fuego contra Manuel Jiménez antes de que éste le acometiese?—No,— 
Sexta. Manuel Jiménez, ¿provocó con sus actos el suceso ocurrido en la 
calle de Romea, del cual resultó la muerte del Castillón?- No.—Séptima. 
Manuel Clavería, ¿golpeó á las mujeres de casa de Oastillón para abrirse 
paso y entregar á la Autoridad á los agresores del hijo de Manuel Jimé- 
nez?—No.—Octava. Al acometer Manuel Jiménez á Nicolás Castillón, 
¿obró á impulsos de rivalidades antiguas entre las familias de ambos, bas- 
tantes á producir arrebato y obcecación?—No.——Novena. Manuel Jiménes 
y Jiménez, ¿es asimismo culpable de haber acometido simultáneamente 
con otros sujetos, momentos antes del hecho aludido en las anteriores 
preguntas, á Luisa Castillón, Carmen López, Carmen Carbonell y Amen- 
cía Jiménez, causando con palo lesiones en el antebrazo izquierdo y en la 
mano de la Luisa, que cdraron á los treinta y siete días, y varias contu- 
siones á Carmen López, curadas á los seis dias?—Sí.—Décima. Manuel 
Clavería Días, ¿es culpable de haber tomado parte directa en la ejecución 
del hecho á que se refiere la anterior pregunta?2-Sí.—Undécima. Miguel 
Jiménez y Jimónez, ¿es también colpable de haber acometido á las mu- 
jeres antedichas, en la forma y medios que se expresan?—8í.—Duodécima. 
Al ejecutar los procesados los hechos de agresión á Nicolás Castillón y á 
su hija Luisa, ¿obraron tan poderosamente impresionados en vista de la 
agresión de que había sido objeto el hijo de Manuel Jiménez, poco antes 
del suceso de autos, que les produjo arrebato y obcecación?—8SÍ.—Décima- 
tercera. El hecho de agredir á las mujerss mencionadas, ¿lo ejecutaron los- 
procesados en la casa donde aquéllas vivían, sin mediar provocación al- 
guna de parte de las mismas?—Sí.-—Décimacuarta. Manuel Jiménez Ji- 
méónesz, ¿fué penado anteriormente una vez por el delito de lesiones? —8i. 
—Décimaquinta. Manuel Clavería Díaz, ¿faé penado también con anterio- 
ridad por el delito de Jesiones. 8í»: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que los hechos afirmados 
en el veredicto como constitutivos de dos delitos, uno de homicidio y otro 
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de lesiones graves del núm. 4.2 del art. 431 del Código penal, y una falta 
incidental del art. 602 del mismo Código, de que eran autores los tres 
procesados Manuel y Miguel Jiménez y Jiménez, y Manuel Clavería Díaz, 
con la circunstancia atenuante de haber procedido por estímulos tan po- 
derosos que naturalmente les produjeron arrebato y obcecación, y las 
agravantes de abuso de superioridad y haber cometido el delito de lesio- 
nes en la morada de la ofendida, y respecto 4 Manuel Jiménez y Manuel 
Ciavería, las también agravantes de reincidencia, y compensando todas 
las agravantes con la atenuante expresada, impuso á Manuel Jiménez y 
Jimónez y Manuel Clavería quince afios de reclusión temporal á cada uno, 
con la accesoria de inhabilitación temporal absoluta en toda su extensión 
por el homicidio, y un año y seis meses de prisión correccional y acceso- 
rias de suspensión de todo cargo y derecho de sufragio durante ese tiem- 
po por el delito de lesiones graves, más veinte días de arresto menor por 
la falta, y 4 Miguel Jiménez y Jiménez, correlativamente y con las mis- 
“mas accesorias, catorce aflos, ocho meses y un día de reclusión temporal, 
un año y un día de priión correccional, y quince días de arresto menor, 
condenando á todos en las indemnizaciones correspondientes y tercera 
parte de costas: ' : 

Resultando que contra esa sentencia han interpuesto Miguel Jiménez 
y Jiménez y Manuel Simón Clavería Díaz recurso de casación por in- 
fracción de ley, autorizado por el número 5.* del art. 849 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, citando como infringidas las circunstancias 9.2 
y 20 del art. 10 del Código penal, pues ni los recurrentes procedieron, se 
gún declara el Jurado, á impulsos del arrebato y la obcecación que les 
produjera la agresión de que habían sido objeto momentos antes, ni es 
posible apreciar en su contra las circunstancias agravantes de abuso de 
superioridad y de ejecutar el hecho en la morada del ofendido: 

Resultando que el Ministerio fiscal impugnó oralmente el recurso. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Diego Montero de Espinosa: 

Considerando que el único motivo que se alega en el presente recurso 
es la infracción de las circunstancias 9.2 y 20 del art. 10 del Código, por- 
que apreciada en la sentencia la atenuante de arrebato y obcecación, no 
es posible estimar en daño de los recurrentes las de ejecutar el delito con 
abuso de superioridad y en la morada del ofendido: . 

Considerando que afirmándose por el Jurado en las preguntas cuarta 
y décimatercera del veredicto, que, no sólo por el número de los agreso- 
res, sino por la forma en que realizaron la agregdión, tenían el propósito 
de debilitar, cuando no el de anular la defensa del agredido, y que las le- 
siones inferidas á Oarmen Lópes lo fueron en su casa, sin que por su parte 
provocara el suceso, determina los elementos de hecho que caracteriza el 
O jurídico de las circunstancias 9.2 y 20 del art. 10 del Código 


Considerando que no existe incompatibilidad de estas dos agravantes 
con la atenuante 7.2 del art, 9.?, puesto que por poderosos que sean los 
estímulos para producir arrebato y obcecación en el ánimo del culpable, 
ninguna relación tiene ese estado excepcional del espíritu con el lugar 
en que el delito se ejecuta, ni con el número de agresores que lo realizan, 
ni con los medios que emplean para conseguir sa propósito, y pudiendo 
existir estas circunstancias con independencia de aquella atenuante, 
cuando concurren, tienen que producir cada cual sus efectos legales: 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala sentenciadora no ha incu- 
trido en error de derecho, ni cometido infracción legal alguna; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recarso 
que centra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de la Audiencia. 
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de Zaragoza han interpuesto Manuel Simón Clavería D íaz y Miguel Jimé- 
nez y Jiménez, á quienes condenamos en las costas y a1 pago de 125 pe- 
setas, por razón de depósito, si mejorasen de fortuna; comuníquese esta 
resolución al Tribunal sentenciador á los efectos oportunos. —(Sentencia 
publicada en 30 de Junio de 1893, 6 inserta en la Faceta de 4 de Noviem- 
bre del mismo afio.) 


297 


RECURSO DE CASACIÓN (30 de Junio de 1893).—Sala segunda. — D+s- 
obediencia y usurpación. —No ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Madrid), y se resuelve. 

Que es doctrina eonstante del Tribunal Supremo, que si bien los actos per- 
turbadores del Estado posesorio, la infracción de sentencia prohibitiva é in- 
cumplimiento de aquello que obligue á dar ó hacer, llevan consigo responsabí.- 
lidades de carácter civil, perseguibles en este orden, no constituyen ciertamien. 
te el delito penado en el art. 265 del Código penal, el cual supone siempre 
falta de cumplimiento á ordenes directamente dictadas por la Autoridad en el 
ejercicio de sus funciones ó actos de desobediencia á la misma, unos y otros 
encaminados á su menoscabo y desprestigio, más bien que al perjuicio del tn- 
terés particular. 


En la villa y corte de Madrid, 4 30 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por infracción de ley que ante Nos pende, interpuesto por el Mi. 
nisterio fiscal contra sentencia de la Sala de lo criminal de la Audiencia 
de esta corte, en causa seguida en el Juzgado de instrucción del distrito 
del Sar contra Agueda Lópes Fernández y otros, por desobediencia y usur- 
pación de terrenos: 

Resultando que la expresada sentencia, dictada el 7 de Diciembre últi - 
mo, consigna los hechos en los siguientes resultandos: 

Primero. Probado que por sentencia dictada en 21 de Julio de 1883 por 
la Audiencia de esta corte en autos sobre tercería de dominio seguidos á 
instancia de la Compañía de los ferrocarriles de Madrid, Zaragoza y Ali- 
cante, demandante, contra D. Diego Baamonde y D. Ildefonso Hierro, de- 
mandados, se declaró que la parte del terreno de lo embargado por Don 
Diego Baamonde á D. Ildefonso Hierro en los autos ejecutivos que contra 
6l seguía, comprendido desde las aguas del arroyo de Atocha hasta las ta- 
pias que tiene construidas la Compañía expresada, ó sea la ladera izquierda 
de aquél, pertenecía á la citada Compañía, y se acordó levantar el embargo 
practicado en lá expresada parte del terreno, cuya sentencia quedó firme 
+£n virtud de auto de la Sala tercera del Tribunal Supremo de 12 de No- 
viembre de 1885; en su consecuencia, en 11 de Enero de 1887 se puso en 
posesión judicialmente á la Compañía de los ferrocarriles de Madrid, Za- 
ragoza y Alicante del terreno citado, y á instancia de la misma se acordó 
requerir á la viuda de D. Ildefonso Hierro, Agueda López, para que en el 
término de ocho días dejase libre el indicado terreno que ocupaba, haciéón- 
.dola saber procediera á demoler la casilla que existía en el mismo, retiran- 
do desde luego los materiales; bajo apercibimiento, en otro caso, de hacerlo 
á su costa, sin perjuicio de exigirle las demás responsabilidades por su 
desobediencia; requerimiento y apercibimiento que se llevaron á efecto en 
14 de Febrero de 1887: 

Segundo. Probado que en el mismo afío, y con posterioridad á los au- 
tos referidos, Agueda López, viuda de Ildefonso Hierro, formuló contra la 
Compañía de los ferrocarriles de Madrid, Zaragoza y Alicante un interdic- 
to de recobrar la posesión, fundada en haber sido despojada por dicha 
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Compañía del terreno de que se viene haciendo referencia, cuyo interdicto : 
fué desestimado con las costas, por sentencia del Jusgado de primera ins- 


tancia del Oeste de 2 de Diciembre del mismo afio: 

Tercero. Probado que Agueda López y sus hijos políticos Dionisio 
Mauro Díaz y José Benito Galiano, los tres sin instrucción y pobres labra- 
dores, continuaron labrando y cultivando parte de los referidos terrenos, 
sin obstáculos de ninguna clase, hasta mediados del año 1889, fecha en 
que los dos últimos fueron denunciados al Juzgado municipal como anto- 
res de una falta de infracción al reglamento de ferrocarriles, ocurriendo 
por entonces que al presentarse algunos empleados de la Empresa á prac- 
ticar obras en los susodichos terrenos, tuvieron que retirarme, porque 
Agueda López llamó á una pareja de la Guardia civil, á fin de que la am- 
parase en la posesión de esos terrenos, sucediendo pocos días después que 
al presentarse los empleados con el propio objeto, los yernos de la López 
se negaron á dejar de cultivar las legumbres que tenían sembradas, en 
vista de lo cual, los empleados de la vía fueron en busca de agentes de la 
Autoridad, con cayo auxilio quedaron sin oposición en aquellas tierras, de 
las que la Compañía ha dispuesto y destinado á los servicios que mejor la. 
han parecido, arrancando árboles y hortalizas y allanando el terreno: 

Cuarto. Que á pesar de que por las partes acusadores se ha venido 
sosteniendo lo contrario, es lo cierto que de ninguno de los documentos 
presentados en la causa y aportados al juicio, ni de las demás pruebas 
practicadas, aparece que se hicieran otros apercibimientos y requerimien- 
e po López que el ya designado, y que tuyo lugar en 14 de Febrero 

1887: 

Resultando que la Sala sentenciadora estimó que los hechos expuestos 
no pueden constituir el delito del art. 265 del Código penal, porque ni se 
produjo alarma, ni hubo reiteración en las órdenes desatendidas, ni las 
circunstancias del caso revisten carácter de gravedad, que es necesario 
requisito para dicho delito, y sólo envuelven una infracción de sentencia 
prohibitiva generadora de indemnización de perjuicios, y que tampoco se 
había cometido el delito de usurpación, y absolvió 4 Agueda Lópes Fer- 
nández, Dionisio Mauro Díaz y José Benito Galiano, á éstos últimos tam- 
bién por haberse retirado las acusaciones provisionalmente formuladas 
contra éllos, declarando las costas de oficio: 

Resultando que contra esa sentencia ha interpuesto el Ministerio fiscal 
los recursos de casación por quebrantamiento de forma é infracción de 
ley, fundando el segundo, despues de haber desistido del primero, en el 
núm. 2.* del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en cuanto hace 
relación á Agueda López, y citando como infracciones: 

1.2 El art. 265 del Código penal, por no haberle aplicado á Agueds 
López, que es autora de la desobediencia grave que el mismo artículo ess- 
tiga, pues debiendo cumplir la sentencia dictada en orden al desahucio de 
un predio rústico, que era de pertenencia de la Empresa del ferrocarril de 
Madrid á Zaragoza y Alicante, no sólo no lo dejó á disposición de su due 
ño, á pesar de requerirla con apercibimiento de exigirla laa demás respon 
sabilidades en que incurriera por su desobediencia, sino que siguió oct 
pándole, resistió la entrega utilizando un interdicto de recobrar la posesión 
del terreno, suponiendo había sido de ella, despojada cuando de derecho 
y por mandato judicial la posesión residía en dicha o e continuó 
por más tiempo detentando la posesión de la finca, y cuando el propietario 
de ella comenzó á ejecutar obras, las resistió y pidió auxilio á la Guardis 
£ivil para que la amparasen en la posesión de lo que no era de ella, logras 
do por este medio que los agentes de la Empresas se retirasen; hechos que 
zevelan la maliciosa intención de menospreciar las órdenes de la Autori- 
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«dad y desatenderlas en absoluto en su menoscabo, y por su transcenden- 
«cia constituyen tales hechos el delito de desobediencia grave; y 
2.2 Subsidiariamente y para el caso de que no se estime tal delito, el 
núm. 5.0 del art. 589 del propio Código, pues cuando menos los hechos 
constituirán la desobediencia leve que esta disposición legal corrige: 

Resultando que admitido el recurso le sostuvieron oralmente el Minis- 
terio fiscal y la parte acusadora, y le impugnó la defensa de Agueda López. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Enrique Lassus: 

Considerando que es doctrina, repetidamente declarada por este Supre- 
«mo Tribunal, que si bien los actos perturbadores del estado posesorio 6 
la infracción de sentencia prohibitiva 6 incumplimiento de lo que obligue 
á dar ó hacer, llevan consigo responsabilidades de carácter civil, persegui- 
bles en este orden, no constituyen ciertamente el delito de que se hace 
mérito en el art. 285 del Código penal, el cual supone siempre falta de 
cumplimiento á órdenes directamente dictadas por la Autoridad en el ejer- 
cicio de sus funciones ó actos de desobediencia á la misma, unos y otros 
encaminados á sa menoscabo y desprestigio, más bien que al perjuicio del 
interós particular: 

Considerando que el incumplimiento por parte de la procesada Ague- 
da López al único requerimiento que se le hizo en 14 de Febrero de 1887 
y los actos que ejecutó, que en realidad tendían, única y exclusivamente 
en el orden del derecho, á perturbar la posesión dada á la Comp añifa de 
los ferrocarriles de Madrid, Zaragoza y Alicante, en los terrenos que aqué- 
lla venía ocupando y dedicando al cultivo, no son generadores del delito 
de desobediencia, más ó ménos grave, á la Autoridad, sino de simples res- 
ponsabilidades civiles que la ley imponía para este caso, y con las euales 
fuó comnnicada en el requerimiento, ya porque semejante inobservancia 
y tales actos no produjeron alarma algnna ni el menor menoscabo y des- 
prestigio para la Autoridad que dictó la providencia, ora porque para su 
ejecución hubiera bastado que el dueñio de los terrenos ejercitara, como 
pudo ejercitar, su derecho, y el Juzgado llevar á ¡puro y debido efe::to la 
ejecución de su providencia de lanzamiento y demolición de la casilia en 
aquellos terrenos construida: 

Considerando que la Sala sentenciadora, al absolver á Agueda López 
-del delito de desobediencia de que se le acusaba, no incurrió en error al. 
guno de derecho ni cometió las infracciones legales que en el recurso se 
fijan; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso 
de casación que contra la sentencia dictada por la Sala de lo criminal de 
la Audiencia de esta corte ha interpuesto el Ministerio fiscal, declarando 
de oficio las costas; y comuníquese esta resolución 4 dicho Tribunal á loe 
efectos consiguientes. —(Sentencia publicada en 30 de Junio de 1893, 6 in- 
ta en la Gaceta de 4 de Noviembre del mismo afio). 


298 


RECUESO DE CASACIÓN (30 de Junio de 1893).—Sala tercera.—.Dispare 

y lesiones. —Ha lugar al interpuesto por D. Angel José de los Ríos (Au- 
diencia de Santander), y se resuelve: e 

admitida como pertinente en el oportuno trámite la prueba pericial 

consistente en el informe de dos Médicos, al negar la Sala que por la no com- 

parecencia de aquéllos al acto del juicio, dejasen de recibirse sus declaracto- 

nes, sustancialmente denegó la diligencia de prueba pertinente que tales de- 
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claraciones pudieran constitutr, por lo cual, utilizada la protesta la, 
cede el recurso por quebrantamiento de forma, según el núm. 1.0 art. 911 
de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


En la villa y corte de Madrid, á 80 de Junio de 1893, en el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma que ante Nos pende, interpuesto 
por D. Angel José de los Ríos y Ríos, contra la sentencia dictada por la 
Sección segunda de la Audiencia provincial de Santander, en causa se 
guida al mismo en el Juzgado de instrucción de Reinosa, vista ante el 
Tribunal del Jurado, y en la que fué acusador particular el ofendido Do- 
mingo González Fernández, por disparo de arma de fuego y lesiones 


ves: 
E osultando que en 12 de Noviembre de 1891, al dirigirse dos carros 
por cuenta de Domingo González al monte de Proaño, con objeto de car- 
gar lefia que había sido rematada á su favor en subasta pública, se opuso 
D. Angel José de los Ríos y Ríos, quien detuvo los carros, alegando que 
había espirado el plazo concedido para sacar dicha leña del monte; en 
vista de lo que, los carreteros avisaron al citado González, quien acudió 
al lugar del suceso, y después de manifestar al D. Angel que le había con- 
cedido prórroga el Gobernador de la provincia, empujó al referido sujeto, 
echándole á un lado con ademán ofensivo, y poniéndose delante de las * 
yuntas puso en movimiento los carros; en cuya ocasión el citado D. Angel 
marchó á su casa y cogiendo una escopeta de dos cañones volvió al lugar 
referido ó hizo dos disparos contra Domingo González, á quien causó le- 
siones que tardaron en curar más de noventa días, dejándole inutilizado 
para el trabajo de labrador: - 

Resultando que comenzado sumario por el Juzgado de instrucción de 
Reinosa contra el citado D. Angel José de los Ríos, se mostró parte como 
acusador particular el lesionado González; y abierto el juicio oral, en 
oportuno estado formuló el Ministerio fiscal el escrito de conclusiones 
provisionales, en el que calificó los hechos como constitutivos de dos de- 
litos, uno de disparo de arma de fuego contra persona determinada, y otro 
de lesiones graves, comprendido en el núm. 2.* del art. 431 del Código 
penal; y la acusación particular los calificó como homicidio frustrado, en 
vista de lo que se declaró que el conocimiento de la causa correspondía al 
Tribunal del Jurado: 

Resultando que la defensa de D. Angel José de los Ríos, al evacuar el 
traslado de las anteriores conclusiones, propuso, entre otras, prueba de 
peritos, presentando lista de dos, que lo fueron D. Manuel Hoyos, Médico 
de Reinosa, y D. José Díez Rábago, de Celada de los Calderones, los cua- 
les fueron citados en debida forma para su presentación en el acto del 
juicio, deduciendo el primero solicitud, acompañada de certificación fa- 
cultativa, á fin de excusar su asistencia á dicho acto; y en la segunda se- 
sión celebrada en 12 de Abril, en vista de que no habían comparecido di- 
chos peritos por hallarse enfermos, manifestó la defensa que no podía re- 
nunciar en manera alguna al examen de los mismos, por considerar su 
dictamen de gran importancia y transcendencia en el juicio, petición que 
impugnó el Ministerio fiscal en virtud de lo dispuesto en los artículos 716 
y siguientes de la ley de Enjuiciamiento criminal, á cuyas pretensiones 
se adhirió la acusación privada; y la Sala, por auto dictado en la misma . 
sesión, fandándose en que la suspensión del juicio solicitada por la de- 
fensa, hasta que los Médicos propuestos por ella pudieran comparecer, 
no se hallaba comprendida en ninguno de los casos que taxativamente 
determina el artículo citado, y además no era necesario, á juicio de la 
Sección, la declaración 6 dictamen de los peritos de la defensa ante el Ju- 
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rado, por considerar bastantes las prueban practicadas para el esclareci- 
miento de los hechos que se ventilaban en la causa, no dió lugar á la sus. 
pensión del juicio, contra cuya resolución protestó la citada defensa: 

Resultando que formuladas por el Presidente del Tribuna! de derecho 
las preguntas para el veredicto, en número de 18, se comprendieron en 
ellas las que siguen: «Primera. El procesado D. Angel de los Ríos, ¿es 
culpable de haber disparado un tiro con su escopeta de dos cafiones con- 
tra Domingo González, en el pueblo de Proaño, el día 12 de Noviembre 
de.1891, causándole en la rodilla izquierda una lesión que ha exigido asis- 
tencia facultativa por más de noventa días? —Segunda. El mismo proce- 
sado, ¿es culpable de haber disparado otro tiro, con la misma escopeta, 
contra Domingo González, algunos instantes antes de dirigirle el disparo 
mencionado en la pregunta anterior, produciéndole lesiones de escasa im- 
portancia en la parte posterior de su cuerpo? —Quinta. El perjudicado Do- 
mingo González, ¿quedó inutilizado para el trabajo propio del oficio de 
labrador de resultas de la lesión indicada que sufrió en la rodilla izquier- 
da? —Séptima. Los carreteros aludidos, ¿avisaron al vendedor González, 
con motivo de la oposición de D, Angel á que fuesen á cargar la leña, y 
una vez presente el González en el sitio de la cuestión y enterado de ella, 
manifestó el D. Angel que el Gobernador le babía concedido prórroga y 
que esa prórroga no había terminado? —Décimaséptima, El procesado Don 
Angel de los Ríos, ¿ha sido penado anteriormente con arresto mayor y 
multa por un delito de usurpación de atribuciones y otro de desacato á la 
Autoridad?»: 

Resultando que leídas dichas preguntas, el defensor del procesado so- 
licitó que se añadieran las siguientes: «Primera. Si fné indultado ó amnis- 
tiado el procesado D. Angel de los Ríos de las penas que le fueron im- 
puestas por los delitos de usurpación de atribuciones y desacato á la Au- 
toridad.—Segunda, Que se añiadiera á la primera de la Presidencia si el 
disparo á que hace referencia la primera pregunta lo hizo con intención 
de detener á Domingo González cuando venía hacia él y por creer ame- 
nazada su vida. —Tercera. Si el disparo á que hace mención la segunda 
pregunta lo hizo con intención de detener los carros, yendo casualmente 
á herir los proyectiles al Dominge en la región glútea.— Cuarta. Si"D. An- 
gel de los Ríos está inútil de sus manos.—Quinta. Si el Domingo cojezba. 
ya de la pierna izquierda mucho antes de que el D. Angel le causara la le- 
sión en ella con el segundo disparo que le hizo.—Sexta. Si el Domingo 
tenía la prórroga de la licencia que invocaba para hacer la corta de leña. 
—Sé6ptima. Si el procesado, al ver que había sido empujado por Domingo 
González, penetró en su casa por la escopeta, y sacó ésta con ánimo de 
detener los carros. — Y octava. Que cuando Domingo González manifestó 
que tenía la prórroga de la licencia, D. Angel le indicó que la presentara 
ó que esperase hasta que viniera el Alcalde de barrio», cuyas preguntas 
fueron desestimadas por la Sala, declarándolas impertinentes, unas por- 
que no tenían relación ni transcendencia en la presente causa, y las otras 
porque se hallaban incluídas en las formuladas por la Presidencia, pro- 
testando de ella la mencionada defensa: 

Resultando que dicha Sección segunda de la Audiencia provincial de 
Santander, por sentencia de 15 de Abril de 1893, calificó los hechos de- 
clarados probados en el veredicto como constitutivos de los delitos de dis- 
paro de arma de fuego y lesiones graves, comprendido éste en el número 
3.0 del 341 del Código penal, originados ambos por un solo acto justicia. 
ble, cual fué el de los dos disparos hechos contra Domingo González con 
el intervalo de algunos instantes, que no entrañaba solución de continui. 
dad en la acción penable, siendo igual la pena señalada á cada uno de 
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ellos, la que debía imponerse en el grado máximo, con arreglo al art. 90; 
que de dichos delitos faé autor D. Angel de los Rios y Ríos, con la eir- 
cunstancia atenuante 8.2, en relación con-la 7.2 del art. 9. de dicho Có6- 
digo, de que la creencia errónea en que se hallaba de que tenía derecho 
para detener los carros, como lo hizo, hasta que llegó Domingo Gonzáles, 
y el haber sido excitado, ya que no provocado, por el empujón en ade 
mán ofensivo que éste le dió, hubieron de producirle estímulo de castigar 
por su mano lo que consideraba ofensivo para sa persona, y punible con 
arreglo á las leyes, y en su virtud le condenó en tres afios de prisión co- 
rreccional, accesorias, indemnización de 500 pesetas al ofendido y costas: 

Resultando que contra la anterior sentencia interpuso la representa- 
ción de D. Angel de los Ríos recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, y anunció el de infracción de ley, autorizado aquél por los núme- 
ros 1.9 y 4.0 del art. 911 de la de Enjuiciamiento criminal, en relación con 
los 119, 77 y 117 de la del Jurado, por habérsele denegado la práctica de 
la prueba esencialísima y de extraordinaria influencia del dictamen de los 
Peritos médicos respecto á ciertos particulares relacionados con la cura y 
aristencia del herido, curso de su enfermedad y estado y condiciones del 
recurrente, cuya prueba interesó y le fué admitida como pertinente, mas 
no se pudo efectuar por la falta de asistencia de los dos peritos, que fue- 
ron citados en tiempo y forma, y contra la decisión de la Sala negándose 
á suspender el juicio, como único medio de practicar dicha prueba, forma- 
1ó protesta, y por la negativa también á que se comprendieran en el inte- 
rrogatorio hecho al Jurado las ocho preguntas que articuló y de que queda 
hecha mención: 

Resultando que admitido por la Sección sentenciadora dicho recurso 
en la forma, elevó á este Tribunal Supremo la causa original, con citación 
y emplazamiento de las partes. 

Visto, siendo Ponente el Magistrado D. Daniel Rodríguez: 

Considerando que admitida como prueba pertinente del procesado las 
declaraciones de los Facultativos D. Manuel Hoyos y D. José Díez Rába- 
go, al negar la Sala sentenciadora que por la no comparecencia de los 
mismos dejasen de recibirse sus declaraciones, equivale á denegar la dili- 
gencia de prueba pertinente que ellas podían constituir, por lo cual, habien- 
do hecho en tiempo la protesta contra dicha denegación, procede el recurso 
de casación por quebrantamiento de forma, conforme á lo dispuesto en el 
núm. 1.0, art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en relación con 
el 119 de la de juicio por jurados: 

Considerando que resuelta la casación por el anterior motivo, y pudien- 
do modificar su resultado las preguntas que deben hacerse á los jurados, 
es consiguiente que deben quedar sin efecto las que se les han dirigido, 
por a subordinación en que deben estar dichas preguntas con el resultado 

el juicio; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar por el pri- 
mero de los motivos alegados al recurso de casación por quebrantamiento 
de forma interpuesto por D. Angel José de los Ríos contra la expresada 
sentencia de la Audiencia provincial de Santander, la cual casamos y anu- 
lamos, y con certificación de la presente, devuélvasele la causa, para que, 
reponiéndola al estado que tenía cuando se cometió la falta que ha moti- 
vado la casación, proceda con arreglo á derecho y determine nuevamin- 
te.—(Bentencia publicada en 30 de Junio de 1893, é inserta en la Gaceta 
de 1.0 de Noviembre del mismo afio.) 
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RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de 
Marzo de 1893).—Sala segunda.—VPalsedad por impri 1. 
—No ha lugar al interpuesto por D. José Laureano Guitart 
(Audiencia de la Habana). 

O DE CASACIÓN (14 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da.—Atentado.—No ha lugar al interpuesto por Gaspar Sar- 
dina y Díez (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUXETE (16 de Marzo 
de 1893).—Sala segunda.—Parricidio.—No ha lugar al admi- 
tido de derecho en beneficio de José Pérez Molina (Andien- 
cia de Albacete). 

REOURSO DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (17 de Marzo 
de 1893).—Sala segunda.— Asesinato.— No ha lugar al admi. 
tido de derecho en beneficio de Sebastián López Martín (Au- 
diencia de Santander). Ñ 

RECURSO DE CASACIÓN (17 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da. —Lesiones.—Ha lugar al interpuesto por Francisco Egip- 
ciano Arroyo (Audiencia de Jaén). 

REOUESO DE CASACIÓN (17 de Marzo de 1898).—Sala segun- 
da.— Asesinato.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Pas- 
casio Gofii (Audiencia de Pamplona. 

RECURSO DE CASACIÓN (18 de Marzo de 1893).—Sala segunda. 
-—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por José López Pá- 
ramo (Audiencia de Madrid). 

REOURSO DE CASACIÓN (31 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da. —Atentado.—No ha lugar al interpuesto por José Naredo 
Baturones (Audiencia de Sevilla). ' 

DE CASACIÓN (22 de Marzo de 1898).-—Sala segun- 

da. —Asesinato.—No ha lugar al interpuesto por Cándido 
Fornés Laguía (Audiencia de Ciudad Real). 
REOURSO DE OASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (22 de Marzo 
de 1893).—Sala segunda. —Asesinato.—No ha lugar al inter- 
puesto y admitido de derecho en beneficio de Mariano Gran 
Rodrígues (Audiencia de Valencia). 
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RECURSO DE CASACIÓN (22 de Marzo de 1898).—Sala segun- 
da.— Falsedad electoral.—No ha lugar al interpuesto por Don 
Juan Perera (Audiencia de Las Palmas). 
RECURSO DE CASACIÓN (22 de Marzo de 1898).—Sala segun- 
da.— Falsedad electoral.—Ha lugar al interpuesto por el Mi- 
nisterio fiscal (Audiencia de Palencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (23 de Marzo de 1893).—Bala tercera. 
-—Robo.—No ba lugar al interpuesto por Francisco García 
Rodríguez (Audiencia de Madrid). 
RECUESO DE CASACIÓN (24 de Marzo de 1893). —Sala segun. 
da.—Infidelidad en la custodia de documentos.—Ha lugar al 
ea por D. Constantino Sapena (Audiencia de Va- 
encia 
RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da.—Falso festimonio.—No ha lugar al interpuesto por Ru- 
perto Santiago Núñez (Audiencia de la Coruña). 
COMPETENCIA (27 de Marzo de 1893),—Sala tercera.— Esta- 
Ja.—8e decide en favor del Juzgado de instrucción de Cer- 
vera la sostenida entre dicho Juez y el del distrito del Par- 
que de Barcelona. 
RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segun. 
da.—Znjurias.— Ha lugar al interpuesto por la representa. 
ción del querellante (Audiencia de .. 
RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da. —Exaceiones ilegales.—Ha lugar al interpuesto por D. An- 
tonio Fernández Navarrete (Audiencia de Logrofio). 
RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da.—Coacciones.—No ha lugar al interpuesto por D. Luis 
Arana Dulunia contra un auto de sobreseimiento libre (Ao- 
diencia de Sevilla). 
RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da.—.Defraudación.—Ha lugar al interpuesto por el Abogado 
del Estado (Audiencia de. Pamplona). 
RECURSO DE CASACIÓN (27 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da.—Asesinato.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio 
fiscal en causa seguida á Mateo Laso y otro (Audiencia de 
Guadalajara). 
RECURSO DE CASACIÓN (28 de Marzo de 1893).—Sala segun- 
da —Palsedad.—No ha lugar al interpuesto por Antonio Sa- 
rifiena Gracia (Audiencia de Zaragoza). 
RECURSO DE CASACIÓN (28 de Marzo de 1898).—Sala segun- 
da.—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Fernanda 
Moreno (Audiencia de Madrid). 
REOURSO DE CASACIÓN (29 de Marzo de 1893).— Sala según: 
da.—Atentado.—No ha Ingar al interpuesto por Juan Gonzá- 
lez Márquez (Audiencia de Madrid). 
RECURSO DE CASACIÓN (29 de Marzo de 1893). —Sala segunda. 
-——Lesiones.—No ha lugar al iD terpuesto por Julián Vázquez 
(Audiencia de Madrid) 
RECURSO DE CASACIÓN EN ABUNTO DE ULTRAMAR (1.0 de Abril 
de 1893).—Sala segunda.—Asesinato.—No ha lugar al admi. 
ndo de derecho en beneficio de Antonio Toaco y Félix Gal 
tán (Audiencia de la Habana). 
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RECURSO. DE CASACIÓN (1.9 de Abril de 1893).—Bala segunda. 
—Hstafa.—No ha lugar al interpuesto por Gabino Nistal 

Canseco (Audiencia de León). 

BECURSO DE CASACIÓN (3 de Abril de 1893).—-Sala segunda. 

—Lesiones.—Ha lugar al interpuesto por Angel Ontiveros 
Audiencia de Madrid). 

URSO DE CASACIÓN (3 de Abril de 1898).—Sála segunda. 
—Apraopyiación de valores.—No ha lugar al interpuesto por 
D. Ramón Planas Socías (Audiencia de Barcelona). | 
RECUESO DE. CASACIÓN (3 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Sustracción de aguas públicas.—No ha lugar al interpuesto 
por el Ayuntamiento de Igualada (Audiencia de Barcelona). 
RECURSO DE CASACIÓN (3 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Hurto.—No ha lagar al interpuesto por Joaquín García 
Ballesteros y José Herrero (Audiencia de Valencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1843).—Sala segunda. 
— Disparo y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por An- 
tonio González Garrido (Audiencia de Málaga). 

RECURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Lesiones.—No ha lugar al recurso interpuesto por Oasta 
Blas Serrano (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (56 de Abril de 189$).—Sala segunda. 
-—Desacato.—No ha lagar al interpuesto por Victorio Gómez 
González (Audiencia de Madrid). 

RxCURS0 DE CASACIÓN (6 de Abril de 1893).—Sala tercera. 
—Lesiones.—Ha lugar, en parte, al interpuesto por Francisco 
Ferreñio Pedreira (Audiencia de la Corufñia). 

REOURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1893).—Sala segunda, 
—Lesiones.—Ha lugar al interpuesto por Eustasio Martín del 
Valle (Audiencia de Madrid). 

REOURSO DE CASACIÓN (6 de Abril de 1898).—Sala segunda. 
—LEstafa.—No ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Málaga). pl 

RECURSO DE CVASACIÓN (7 de Abril de 1893),—Sala segunda. 
— Disparo y lesiones.-—No ha lugar al interpuesto por Eudal- 
do Poncio García (Audiencia de Zamora). 


RECURSO DE CASACIÓN (7 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Atentado.—No ha lugar al interpuesto por Santiago Suane 
de la Villa (Audiencia de Madtid). 


RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1898).—Sala segunda. 

rr ER ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia 
8 ...). | 

RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1893).—Sala segunda, 

—.Disparo y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Gaspar 

Aparici Lorente (Audiencia de Valencia). 

RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1893).—Saála segunda. 

—Howmicidio.—No ha lugar al interpuesto por Pedro José Ca- 

yotano Portabella (Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1893).—Sala segunda. 

Atentado y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por 'Ansel- 

mo Valenzuela (Audiencia de Zaragoza). 

RECURSO DE CASACIÓN (8 de Abril de 1898). —Sala segunda. 
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— Prevaricación.—Ha lugar al mao Ad por D, Serafín Puig 
y Arbura (Audiencia de 
RECURSO DE CASACIÓN (10 de Abril de 1898).—Sala segunda. 
—-—Contrabando.—No ha lugar al interpuesto por el Abogado 
del Estado (Audiencia de Palma). 
REOURSO DE CASACIÓN (10 de Abril de 1893). —Sala segunda. 
-- Disparo de arma de fuego Fucgo y lesiones.—No ha lugar al inter 
puesto por Doniñóo Cobo Ortiz y Manuel Cano (Audiencia 
de Santander). 
RECURSO DE CASACIÓN (13 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Huwrto.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Alicante). 
RECURSO DA CASACIÓN (13 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
-—-Homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Gabriel Lá- 
saro Martí (Audiencia de Valencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (15 de Abril de 1893.—Sala segunda. 
— Atentado. Ha lugar al interpuesto por Daniel Ortiz Bus- 
tamante (Audiencia de Santander). 
RECURSO DE CASACIÓN (18 de ADA de pta E .—Sala segunda. 
-—Robo.—No ha lugar al interpuesto por Josó Llibrer Bar- 
berá (Audiencia de Madrid). 
RECURSO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1898).—Sala segunda. 
— Denuncia falsa.—No ha lugar al interpuesto por José Casas 
Vidal (Audiencia de Barcelona). 
RECURSO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1893).—Sala segunda, 
—Desórdenes públicos.— No ha lugar al interpuesto por José 
Majó Cantarinéu (Audiencia de Barcelona). 
RECUESO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
-——Homicidio.—No ha lugar al interpuesto por María de Jesús 
García (Audiencia de Las Palmas). 
RECURSO DE CASACIÓN (18 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Estafa.—No ha lugar al interpuesto por Ramón Gómez Gil 
y Valero Gómez García (Audiencia de Valencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (20 de Abril de 1893).—Sala segunda, 
de arma de fuego.—No ha lugar al interpuesto por 
J José Sánchez Gismero (Audiencia de Madrid). 
REOURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE On (21 de 
Abril de 1893).—Sala segunda.—Lesiones.—Ha lugar, en 
parte, al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de 
Puerto Principe). 
RECURSO DE dere (21 de Abril de 1893).—Bala segunda. 
— Coacciones.—Ha lugar al recurso de casación interpuesto 
por Emilio Gordillo y Manuel Gordillo Ochoa (Audiencia de 
Sevilla), 
RECURSO El paris 21 de pei de eta —Sala cegunda. 
— Abusos lugar al interpuesto 
por el ne (Aodiencia d de. a 
RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (21 de 
Abril de 1893).—Sala segunda, —Desobediencia.—No ha lo- 
gar al interpuesto por D, Manuel Pórez Fernándes (Audiencia 
de Puerto Rico). 


RECURSO DE CASACIÓN (81 de Abril de 1308).-——Sála segunda. 


Pligiaea. 





¡$rIXÉ<—_——— o mi  — —Á 











ÍNDIGE OROMOLÓGICO 1083. 
Námeros. Páginas: 
-—Delito elecioral.—No ha lugar al interpuesto por Carlos 
Ulauxet Cuchillo (Audiencia de Tarragona). 366 


168 RECURSO DR CASACIÓN (21 de Abril de 1893).—-Sala segunda. 
- —Lesiones.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Zaragoza). 3868 
154 RzgcURSO DE CASACIÓN (24 de Abril de 1898).—Bala segunda. 
—Altentado.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Sevilla).  . 369 
155 RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (24 de Abril 
de 1893).—Sala segunda.—.Desórden público.—No ha lugar 
al interpuesto por Julián Martínez Barreda (Audiencia de 
Puerto Rico). s71 
1566 RxcuRrsSO0 DE CASACIÓN EN LA FORMA (24 de Abril de 1893). 
—Sala tercera. — Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Ela- 
dio Rodríguez Cafiadas (Audiencia de Cáceres). 373 
157 RECURSO DE CASACIÓN (25 de Abril de 1893).—S8ala segunda. 
—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Fernanda More- 
no (Audiencia de Madrid). 3874 
158 REOURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (25 de Abril 
de 1893).—Sala seganda.—Honmicídio.—No ha lugar al inter- 
puesto por Bartolomé Pérez (Audiencia de Matanzas). 376 
159 RECURSO DA CASACIÓN (26 de Abril de 1893). —Sala segunda. 
—Prevaricación.—No ha lugar al interpuesto por el Ministe- 
rio fiscal contra el auto denegatorio de la admisión de la que- 
rella presentada contra el Juez de instracción de Oelanova 
(Audiencia de Orense), 877 
160 RBOURSO DE CASACIÓN (25 de Abril de 1898).—Sala segunda. 
—Lesiones,—Ha lugar al ner eento por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Granada). 380 
161 RECURSO DE OASACIÓN (28 de Abril de 1898).—Sala segunda. 
——Injurias.—No ha lugar al interpuesto por ... (Audiencia 
de ...). . 381 
162 RECURSO DE CASACIÓN (26 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
-—Perricidio.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Olarte 
López (Audiencia de Logrofio). 383 
1638 RECURSO DE CASACIÓN (27 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
——Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Joaquín García 
Ballesteros (Audiencia de Valencia a). 384 
164 RECURSO DE e (27 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Com .—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio 
fiscal (Audiencia de Valencia). 388 
165 RECURSO DE CASACIÓN (27 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Coaccio-nes.—Ha lugar al interpuesto por Wenceslao Fer- 
nando Guijarro (Audiencia de Granada). 389 
166 RECURSO DE CASACIÓN (27 de Abril de 1893).—Sala segunda. 
—Robo.—No ha lugar al interpuesto por Antonio Jiménez y 
Jiménez (Audiencia de Sevilla). 391 
167 RECURSO DE CASACIÓN EN ABUNTO DE ULTRAMAR (38 de Abril 
de a .—Sala segunda. — F ción y estafa.—No ha 
lugar al interpuesto por Prud o Otáñes (Audiencia de la 
Habana). 3802 
168 RECURSO DE CASACIÓN (28 de Abril de 1893).——Sala segunda. 





171 


173 


173 


174 


175 


176 


177 


178 


179 


180 


181 


182 


183 


184 


JUKISPRUDENOTA CRIMINAL 


—Estragos.—No ha lugar al interpuesto por Luis Martínez 
Tavares (Audiencia de Bada 


jox). 
RECURSO DE CASACIÓN (28 de Abril de 189$).—Sala segunda. . 


-—Parricidio y asesinato.—No ha lugar al interpuesto por 
Adolfo Pereira y Juana Riera (Audiencia de Barcelona). 
RECURSO DE CASACIÓN (29 de Abril de 1893).—Sala segunda. 


—PFaloedad.——No ha lugar al interpuesto por D. José España 


y de Orten (Audiencia de Barcelona). 

DE CASACIÓN (8 de Mayo de 1893).—Bala segunda. 
-—Disparo y lesiones. —Ha lugar al interpuesto por el Minis 
terio fiscal Audiencia de Málaga). 

RECURS0 DE CASACIÓN (8 de Mayo de 1893).—Bala segunda. 
— Atentado. — No ha lugar al interpuesto por D. Gerardo 
Cainpo Yagúe (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DB CASACIÓN (4 de Mayo de 1898).—Sala tercers.— 
Asesinato.—Ha lugar al interpuesto por Jacinta Esteban Ro- 
mo y otros (Audiencia de Toledo). 

RECURSO DE CASACIÓN (4 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Petra Jiménez Te- 
jeiro (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (4 de Mayo 
de 1893).—Sala segunda.— Delito contra los derechos indivi- 
duales.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Au- 
diencia de Pinar del Río). 

CoMPETENCIA (6 de Mayo de 1898).—Bala tercera. — Deten- 
ción arbitraria.—Se declara en favor de la jurisdicción ordi- 
naria la promovida entre el Juez de instrucción de Vivero 
y la Capitanía general de Galicia. 

RECURSO DE CASACIÓN (5 de Mayo de 1893).—Sala tercera.— 
Calunmia ¿injuria.—No ha lugar al interpuesto por el que- 
rellado ... (Audiencia de....). 

COMPETENCIA (5 de Mayo de 1893).—Sala tercera. —.Lesio- 
nes.—8e declara en favor de la jarisdicción ordinaria la pro 
movida entre el Juzgado de instrucción de Estepona y la On- 
pitanía general de Granada. 

RECURSO DE CASACIÓN (6 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
— Competencia jurisdiccional.—Ha lugar al interpuesto por el 
Ministerio fiscal (Audiencia de Valencia). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1803).—Sala segunda. 
-—Usurpación de funciones.— Ha lugar al interpuesto por An- 
drés García Zamora (Audiencia dé Tarragona). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 

y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Manuel 
Ramos Pérez (Audiencia de Logrofio). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—.Homicidio.—No ha lugar al interpuestó por Miguel Báez 

Pino (Audiencia de Málaga). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 

-— Falsedad.—Ba lugar al interpuesto por Vicente Cubero Ji- 

ménez (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (oJdS pS de 1893).—Sala segunda. 

— Malversación.—No ha lugar al interpuesto por el Alcalde 
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de Sayalonga en representación del Ayuntamiento (Anudien- 
cia de Málaga). 

185 RECURSO DE CASACIÓN (10 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—.Disparo y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Arturo 
Torrecilla Rey (Audiencia de Madrid). 

188 RECURSO DE CASACIÓN (10 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Hurto.—No ba lugar al interpuesto por Manuel Serrano 
Martín (Audiencia de Madrid). 484 

187 RECURSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1893). —Sala segunda. 
—Falsedad.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 

Audiencia de Madrid). . 486 

188 MPETENCIA (12 de Mayo de 1893).—Sala tercera.— Us) de 
nombre supuesto.—Se declara en favor de la jurisdicción or- 
dinaria la promovida entre el Juez de instrucción de Alma- 
gro y el Oapitán general de Castilla la Nueva. 487 

189 ComPETENCIA (12 de Mayo de 1893).—Sala tercera.— Des- 
acato y lesiones.—Se declara en favor de la jurledicción de 
Guerra la suscitada entre el Juzgado de Valencia de Alcán- 
tara y el Capitán general de Extremadura. 439 

190 ComPrreNxcIa (12 de Mayo de 1893).—S8ala tercera. —Imjw- 
rias al Ejército.—Se declara corresponder á la jurisdicción 
de Guerra la promovida entre el Juzgado de instrucción de 
Villafranca del Panadés y el Capitán General de Cataluña, 441 

191 REC0URSO DE «:ASACIÓN (12 de Mayo de 1893).—Sala segunda, 
le ha lugar al interpuesto por .. (Audiencia 

8 ...). " 

192 RE0URSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1898.—Sala segunda. 
—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Apolinar do la 
Quintana (Audiencia de Madrid). + - 446 


193 RKEO0URSO DE CASACIÓN (12 de Mayo de 1893).—-Sala segunda. 
—LEostafa.—No ha lugar al interpuesto por Teresa Fernández 
Zafra (Audiencia de Alicante). 448 ' 
194 REO0URSO DE CASACIÓN (18 de Mayo de 1893).—Sala segunda, 


—Lstafa.—No ba lagar al interpuesto por Lorenzo Brindis 
Suáres (Audiencia de León). 451 


195 RECURSO DE CASACIÓN (186 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Hurto.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Sevilla). 454 


196 RECVRSO DE CASACIÓN (16 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Estafa.—Ha lugar al interpuesto por Miguel Domenech 
Ballós (Audiencia de Lérida). 456 

197 RECURSO DE CASACIÓN (16 de Mayo de 1893). —Sala segunda. 
—Hurto.—No ha lugar :al interpuesto por Antonio Sánchez 
Fernández (Audiencia de Granada). 457 

198 RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO PE ULTRAMAR (17 de Mayo 
de 1893).—Sala segunda.—Lesiones.—No ha lugar al inter- 
puesto en juicio verbal de faltas por D. Manuel Negre Uba- 
nell (Juzgado de instrucción de Pinar del Río). 459 

199 RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Contra-bando.—No ha logar, en parte, al interpuesto por 
el Abogado del Estado (Audiencia de Valencia). 463 

200 RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
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—Hstafa.—No ha lugar al interpuesto por Eugenio Valmafia 
Rosell (Audiencia de Barcelona). 
RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 18993).—8ala segunda. 
— Amenazas. —No ha lugar al interpuesto por Josó Martínez 
Galiana (Audieneia de Valencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (17 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
a ha lugar al interpuesto por... (Audiencia 
0 ...). 
RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (18 de 
Mayo de 1893).—Sala segunda.—Al iento ore 
Ha lugar al interpuesto por Ciriaco Arango y Rigalos (Au- 
diencia de la Habana). A 
RECURSO DE CASACIÓN (18 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
— e dr á la Autoridad.—No ha lugar al interpueste por ... 
(Audiencia de ...). 
RECURSO DE CASACIÓN (19 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
—Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Catalina Amórós y 
Balart (Audiencia de Barcelona). 
RECURSO DE CASACIÓN (20 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Contrabando.—Ha lugar al interpuesto por el Abogado del 
Estado (Audiencia de Valencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (20 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Domingo Verges 
Esteban (Audiencia de Madrid). ' 
RECUESO DE CASACIÓN (22 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Malversación. —Ha lugar al interpuesto por Ramón Penal. 
ba Martínez (Audiencia de Alicante). 


RECURSO DE CASACIÓN (22 dt Mayo de 1898).—8ala segunda. 
Congost 


—Robo.—No ha lugar al interpuesto por Vicente 

Flores (Audiencia de Valencia). 

RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Robo frustrado.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio 
fiscal (Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1893).—Sala tercera. 
— Aborto y homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Ma- 
nuel Blanco Prada (Audiencia de Zamora). 

RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1893.—Sala segunda. 
—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Francisco Rome- 
ro Leiva (Audiencia de Córdoba). 

RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
—Robo.—No ha lugar al interpuesto por cisco Oonde 
Pedraz (Audiencia de Salamanca). 

RECURSO DE CASACIÓN (23 de Mayo de 1898).—Sala tercera. 
—Parricidio.—No ha lugar al interpuesto por María Noguera 
Camprubí (Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
—Injurias.—No ha logar al interpuesto por Manuel Alvarez 
Rivera (Audiencia de Oviedo). 

RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—.Delitos electorales.—No ha lugar al interpuesto por Carlos 
Clauxet Ouchillo (Audiencia de Tarragona). 

RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
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— Homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Pedro Fernán- 
dez Ritón (Audiencia de Lugo). 
RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).-——Sala tercera. 

—Usurpación de atribuciones. —No ha lugar. al interpuesto 
por D. Pedro Castillo Peñafiel (Audiencia de Logrofio). 
RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Sala segunda, 
— Kutafa.—Ha lugar al interpuesto por José Corominas Ri- 
vera ( udiencia de Barcelona). 
RECURSO DE CASACIÓN (25 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Hiurto.—No ha lugar al interpuesto por Juan José Maldo- 
nado (Audiencia de Sevilla). 

RSO0,DE CASACIÓN (26 de Mayo de 1893).— Sala segunda. 

— Io cia.—No ha lugar al interpuesto por Gabriel Gar- 
cía Casado (Audiencia de Palencia). 
RECURSO DE CASACIÓN (26 de Mayo de 1898).—Sala segunda. 
—Abor!lo.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 


- (Audiencia de .. 


REOURSO DE CASACIÓN (26 de Mayo de 1893).—-Sala segunda, 

—Estafa.—No ha lugar al interpuesto por Juan Juncosas Su- 

birana (Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN (26 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—ZLesiones.—No ha lugar al interpuesto por Joaquín Martín 

Gallardo (Audiencia de Sevilla). 

RECUR8O DE CASACIÓN EN CAUSA DE MUERTE (27 de Mayo de 

1898).—Sala segunda.—-Parricidio.—No ha lugar al admitido 

de derecho en beneficio de Santos Rodríguez Gómes (Au- 

diencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (29 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 

—JEstofa.—Ha lugar, en parte, al interpuesto por Joaquín 

Pujol y Planas (Audiencia de Tarragona). 

RECURSO DE CASACIÓN (29 de Mayo de 1893).—Sala segunda. 
—Parricidio.—No ha lugar al admitido de derecho en bene- 

ficio de Dolores Grases Padró (Audiencia de Tarragona). 

RECURSO DE CASACIÓN (30 de Mayo de 1893).—S8ala segunda. 

—.Dafios.—No ha lugar al interpuesto por Gabriel Catena 

Moreno (Audiencia de Jaen). 

RECURSO DE CASACIÓN (830 de Mayo de 1893).—Sala tercera. 

—PFalsedad.—No ha lugar al interpuesto por Dofñia Carmen 

y Doña Soledad Espino (Audiencia de Badajoz). 

REOURSO DE CASACIÓN (30 de Mayo de 1898). —Sala tercera. 

—Robo.—No ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 

(Audiencia de Zaragoza). 

RECURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1893.—Sala segunda. 

—Asesinato.—Ha lugar al admitido de derecho en favor de 

José Balsell y Martí (Audiencia de Huesca). 

RECURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1898).—Sala segunda. 
—.Bowmicidio.—No ha lugar al interpuesto por el Ministerio 

a po beneficio de Jos6 González Pañeda (Audiencia de 

0 
RECURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Honicidio.—No ha lugar al interpuesto por Tomás Rodrí- 
gues 6 Ildefonso Rodríguez Manso (Audiencia de Zamora). 
RECU8S0 DE CASACIÓN (6 de "de Junio de 1893).-——Sala segunda. 
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Lesiones. —No he lugar al interpuesto por Tomasa Careía 
y García (Audiencia de Salamanca). 

RECURSO DE CASACIÓN (6 de Junio de 1893).—Sala segunda, 
—Infracción de la ley de Imprenta.—No ha lugar al inter- 
puesto por D. José Uribarri Bergel (Juzgado de instrucción 
de Cáceres). 

RECURSO DE CASACIÓN (7 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Contrabando.—Ha lugar al interpuesto por el Abogado del 
Estado (Audiencia de Palma). 

ComMPETENCIA (7 de Junio de 1893).—Sala tercera.— Lesiones. 
—Se declara corresponder á la jurisdicción ordinaria la sus- 
citada entre el Capitán general de Galicia y el Juez de ins- 


“trucción de Ortigueira. 


RECURSO DE CASACIÓN (8 de Junio de 1898).—Sala segunda. 
—Atentado.—No ha lugar al interpuesto por Nemesio López 
Do Pozo (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
— Disparo y lesiones.—No ha Ingar al interpuesto por Segun 
do Vigón Palacio (Audiencia de Oviedo). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Robo y homicidio.—No ha lugar al admitido en beneficio 
de Emeterio Salinas Castro, Enrique Callejo y otro (Audien. 
cia de Segovia). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893.—Sala segunda, 
—Robo.—Ha lugar al interpuesto por Encarnación Lara Ruiz 
(Audiencia de Santander). 

RECURSO DE CASACIÓN (9 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Esxpendición de sustancias adulteradas.—No ha lugar al in- 
terpuesto por Francisco Lizcano Escudero (Juzgado de ins- 
trucción de Getafe). 

REOURSO DE GASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (10 de 
Junio de 1893).—Sala segunda.—.Estafa.—No ha lugar al in- 
terpuesto por D. Felipe Escapa Ruiz (Audiencia de Ma- 


yagúez). 


' RECURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893).—Sala segunda. 


—Hiurto.—No ha lugar al interpuesto por Leonardo Manuel 
Méndez del Río (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893) —Sala segunda. 
—Desacato.—Ha lugar al interpuesto por D. Alejo Larrión 
Andueza (Audiencia de Pamplona). 

RECURSO DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893).—Sala segun da. 
—Estafa.—No ha lugar al interpuesto por D. José Rodríguez 
Estévez (Audiencia de Granada). 

REOUR9O DE CASACIÓN (10 de Junio de 1893). —Sala segunda. 
—Injurias. — No ha lugar al interpuesto por D. Vicente 
Boshc (Audiencia de Lérida). 

RECURSO DE CASACIÓN (12 de Junio de 1893).—Sala segun- 
da. —Contrabando.—No ha lugar al interpuesto por el Abo- 
gado del Estado (Audiencia de Madrid). : 

RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (13 de 
Junio de 1893).—Sala segunda.—.Dispdro de arma de fuego 
y coacciones.—Ha lugar al interpuesto por D. José Soriano 
Romero (Audiencia de la Habana). 
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RECURSO DE CASACIÓN (12 de Junio de 1893).—Bala segundas. 
—Hurto.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN (12 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
— Injurias por la imprenta.—No ha lugar al interpuesto por ... 
(Audiencia de...). 

RECURSO DE CASACIÓN (183 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Muerte accidental.—No ha lugar al interpuesto por Dofía 
Oarmen Puig (Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN (13 de Junio de 1893).—Sala segunda 
—Estafa.—No ha lugar al interpuesto por Alfonso Maeso 
Muñoz (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala tercera. 
—Contrabando.—Ha lugar al interpuesto por Rosario Muñoz 
Rivero (Audiencia de Sevilla). 

RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Hwrto.—No ha lugar al interpuesto por Francisco Mel 
Alonso (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—JInjurias.—No ha lugar al interpuesto por M. A.G. (Au- 
diencia de ...). 

RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Junio 
de 1893).—Sala segunda.—.Robo frustrado.—No ha lugar al 
interpuesto por Antonio Pérez, Bamón Lugo y otros (Au- 
diencia de Mayagúez). 

RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (14 de Junio 
de 1898).—Sala segunda.—.LEstupro.—No ha logar al inter- 
puesto por ... (Audiencia de 2: 

RECURSO DE CASACIÓN (14 de Junio de 1893).—BSala segunda. 
— Homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Mariano Fan- 
jul y Cano (Audiencia de Madrid). 

REOURSO DE CASACIÓN (15 de Junio de 1893).—BSala segunda. 
—Contrabando.—No ha lugar al interpuesto por el Abogado 
del Estado (Audiencia de Valencia). 

RECURSO DE CASACIÓN (15 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Denuncia falsa.—No ha lugar al interpuesto por José An- 
tonio Domínguez Rodríguez (Aadiencia de Cádiz). 

RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA (16 de Junio de 1893). 
—£Sala tercera. — Homicidio. — Ha lugar al interpuesto por 
Agustín Sánchez Corral (Audiencia de Salamanca). 

RECURSO DE CASACIÓN (17 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Catalina Amorós 
y Balart (Audiencia de Barcelona). 
RECURSO DE OASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAB (17 de Ju- 
nio de 1893).—Sala segunda.—.Delíitos contra los derechos in- 
dividuales.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Pinar del Río). 

RECURSO DE CASACIÓN (17 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Estafa.—Ha lugar, en parte, al recurso interpuesto por 
Concepción Ibáñez Canrape (Audiencia de Zaragoza). 
REOURSO DE CASACIÓN (19 de Junio de 1898).—Sala segunda. 
—Disparo y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Euse- 
bio Iñiguez Luns (Audiencia de Logrofio). 
Tomo 50 44 
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RECURSO DE CASACIÓN (19 de Junio de 18938).—Sala tercera, 
—Estafa ¿infidelidad en la custodia de documentos. —No ha 
lugar al interpuesto por Félix Aicua Lapuerta (Audiencia de 
Pamplona). 

RECUESO DE CABACIÓN De de Junio de 1898).—-“Sala segunda. 
—Robo.—No ha lugar al interpuesto por Segundo Pérez Oa- 
bello (Audiencia de Santander). 
RECUR30 DE CASACIÓN (20 de Junio de 1898).—Sala segunda- 
—.Disparo y homicidio.—Ha lugar al interpuesto por Eloy 
Viniegra Campos (Audiencia de Logroño). 

RECURSO DE 0AS8ACIÓN (20 de Junio de 1893).—-Sala segunda. 
—Falsificación.—No ha lugar al interpuesto por Gregorio Jl- 
meno y Pedro Fraila Agueda (Audiencia de Segovia). 
RECURSO DE CASACIÓN (20 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Lesiones.—No ha lugar al interpuesto por José García Vi. 
fiuela (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (20 de Junio de 1898).—Sala segunda. 
—.Hurto.—No ha lugar al interpuesto por Hilario Baile Me- 
llado (Audiencia de Cáceres). 

REO0UESO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (21 de Ju- 
nio de 1893).—Sala segunda.— Lesiones.—Ha lugar al inter- 
puesto por Román Hernández (Audiencia de Pinar del Rio). 
RECURSO DE CASACIÓN (21 de Junio de 1893).—- Sala segunda. 
— Usurpación de estado civil. —No ha lugar al interpuesto por 
Antonio Gómez Cabrera (Audiencia de Sevilla). 

RECURSO DE CASACIÓN (21 de Junio de 1893).—-Sala segunda. 
—Homicidio.—No ha lugar al interpuesto por Toribio Cosco- 
lín Pellicer (Audiencia de Zaragoza). 

COMPETENCIA (21 de Junio de 1898).—Sala tercera.— Uswr- 


pación. —Se decide en favor del Juzgado de instrucción de 


Utrera la competencia suscitada entre dicho Juez y el de San- 

lúcar de Barrameda. 

RECURSO DE CASACIÓN (21 de Junio de 1893).—Sala segunda. 

—LEscarnio á los dogmas.—No ha lugar al interpuesto por José 

Llunás Pujals (Audiencia de Barcelona). 

RECUESO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (22 de Junio 

de 1893).—Sala segunda - Falsedad.—No ha lugar al inter- 

¡A por D. Narciso González Artes (Audiencia de la Ha- 
ana). 

RECURSO DE CASACIÓN (28 de Junio de 1893).—Sala segunda. 

Estafa.—Cuestiones prejudiciales.—No ha lugar al interpuesto 

por Ricardo Zubiete Moreno (Audiencia de Cuenca). 

RECUR8O0 DE CASACIÓN (23 de Junio de 1893).—Sala segunda. 

—Infracción de la ley de Cara.—No ha lugar al interpuesto 

por Manuel del Prado Fernández (Juzgado de instrucción de 

Cáceres). 

RECUR80 DE CASACIÓN (23 de Junio de 1893).—Sala tercera. 

NA —No ha Ingar al interpuesto por ... (Audien- 

cía de ...). 

cido DE CASACIÓN (24 de Junio de 1893).—Sala-segunda. 

—Estafa.—No ha lugar al interpuesto por Juan Juncosas Su- 

birana (Audiencia de Barcelona). 

RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (26 de Ju- 
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nio de 1893).—Sala segunda. —LEstafa. — Ha lugar al inter- 
puesto por el Ministerio fiscal (Audiencia del Pinar del Río), 
RECURSO DE CASACIÓN EN ASUNTO DE ULTRAMAR (26 de Ju- 
nio de 1893.—Sala segunda.—.Detención arbitraria.—Ha lu- 
gar al interpuesto por el Ministerio fiscal (Audiencia de Pi. 
nar del Río). 

COoMFETENCIA (26 de Junio de 1893).—Sala tercera.—-—Con- 
trabando.—Se declara mal fomada la suscitada entre el Capi- 
tán general de Cartagena y el Juez de instrucción de Ali- 
cante. 

RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Altentado.—No ha lugar al interpuesto por Domingo Sán- 
chez Rodríguez (Audiencia de Madrid). 

RECUESO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—LRobo.—No ha lugar al interpuesto por Vicente Congost 
Flores (Audiencia de Valencia). 

RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Sala segunda, 
road No ha lugar al interpuesto por ... (Audien- 
cia de ...). 

RECURSO a CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Hurto.—Ha lugar al interpuesto por el Ministerio fiscal 
(Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—Imprudencia temeraria.—Ha lugar al interpuesto por Gre- 
gorio Aldabas Martínez (Audiencia de Zaragoza). 

RECURSO DE CASACIÓN (27 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
—LDisparo y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Anto- 
nio Pizarro y Durán (Audiencia de Cáceres). 

RECURSO DE CASACIÓN (28 de Junio de PD Pi segunda. 
—Injurias á la Autoridad.—No ha lugar al interpuesto por 
D. ... (Audiencia de ...). 

RECURSO DE CASACIÓN (28 de Junio de 1893).—+Sala segunda, 
-—Homicidio y lesiones.—Ha lugar, en parte, al interpuesto 
por Constantino y Rafael Briceñio Calero (Audiencia de Ma. 
drid). 

ona (28 de Junio de 1898).—Sala tercera.—.Robo. 
—Se decide en favor del Juzgado de instrucción de Figueras, 
la suscitada entre dicho Juez y el Onpitán general de Cata- 
lufñia. 

RECURSO DE CASACIÓN (30 de Junio de 1893) —Sala segunda. 
—.Desacato.—No ha lugar al interpuesto por D. Gaspar Pa- 
checo García (Audiencia de Alicante). 

RECURSO DE CASACIÓN (30 de Junio de 1893).—Sala segunda. 
— Homicidio y lesiones.—No ha lugar al interpuesto por Mi. 
guel Jiménez y Manuel Simón COlayería, (Audiencia de Za- 
Yag0z8). 

cora DE CASACIÓN (30 de Junio de 1898).—Sala segunda. 
— Desobediencia y usurpación. —No ha lugar al interpuesto 
por el Ministerio fiscal (Audiencia de Madrid). 

RECURSO DE CASACIÓN (30 de Junio de 1898).—Sala tercera. 
-—Disparo y lesiones.—Ha lugar al interpuesto por D. An- 
gel José de los Ríos (Audiencia de Santander). 
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Abono de prisión. —V. Recurso de casación. 

Aborto.—El delito de aborto, en sus dos aspectos, de intencional 
ó sin propósito de causarle, se y: Aia los casos, en los ar- 
tículos 425 y 426 del Código pen ce lira Ar atenerse á su texto 
abel determinar la responsabilids exigible á las personas que 

an tomado parte en la ejecución del hecho punible ó coope- 

sado de algún modo á su consumación, á no ser que tales actos 

odie especial y expresamente previstos en otros artículos del 
O. 

El: art. 427, que castiga á la mujer que causare un aborto 6 
consiente que otro lo produzes, así como el 428, que pena á los 
que cooperaren á tal delito, son aplicables exclusivamente á las 
personas á quienes de modo expreso se refieren, y por tanto, im- 
procedentes en su aplicación á otras personas que, aun ligadas 
por parentesco á la mujer embarazada, no son de las taxativa- 
mente enumeradas en ambos artículos. 

Procurado el aborto por la madre de la embarazada, es apli. 
cable al caso el art. 425 del Código penal, en relación con los ar- 
tículos 13 y 15 del mismo, y no el 427, que determina la penall- 
dad correspondiente cuando el aborto lo causase ó consintiese la 
misma mujer embarazada (0., núm. 222.—26 de Mayo de 1898). 508 

Abusos deshonestos.— arado en el veredicto del Jurado que 








(1) Explicación de las abreviaturas de este Repertorio.— V., quiere decir Véa- 
se; Comp., sentencia dictada en decisión sobre competencia; C., en recurso de casación; 
€. de U., en recurso de casación en asunto de Ultramar.— A continuación de la cues- 
tión $ punto.de derecho que se resuelve, se ponen el número que la sentencia 
lleva en el tomo, la fecha de la resolución y la página donde se encuentra. 
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el culpable, al abusar deshonestamente de una niña, inoculán- 

dola, á sabiendas, el pus sifilítico que la produjo un padecimien- 

to de setenta y cuatro días de duración, se propuso ejecutar el 

hecho con todas sus consecuencias, se determinan con aquella 

declaración independientemente y con existencia propia dos de- 

litos, á saber: el de abusos deshonestos uno, y el de lesiones gra- 

ves otro, de los cuales se hizo responsable como autor el proce- 

sado, siendo de aplicarse el art. 90 del Código en cuanto á la pe-' 

nalidad correspondiente á ambos delitos (C., núm. 150.—231 de 

Abril de 1893). 363 

—— Y, Lesiones graves. 

Abuso grave de conflanza.—Debe calificarse el delito de hurto 

con grave abuso de confianza, penado en el núm. 2.0 del art, 533 

del Código, euando el culpable es guarda del cortijo del perjudi- 

cado y como tal sirviente asalariado de éste; pues el abuso grave 

existe en el acto con que el proeesado faltó á esa conflanza, y en 

la seguridad que inspiraba á su principal al encargarle de la cus- 

todia y cuidado de la finca y de los efectos que de la misma sus. 

trajo (C., núm. 195.—16 de Mayo de 18983). 454 

—-— La mayor ó menor extensión del abuso de confianza, á los 

efectos de estimarle como agravante genérica ó cualificativa, está 

siempre en perfecta relación con el grado de confianza dispensa- 
da y de la cual se abusa para cometer el delito, debiendo esti. 
marse tal abuso como circunstancia cualificativa cuando se sus- 
traen efectos por la persona en cuya custodia se habían aquéllos 

o por razón de su cargo (C., núm, 250.—12 de Junio de 7% 

1893). 

—— V. Circunstancia agravante 10, art. 10 del Código y Hurto. 
Acción fiscal.—V. Competencia (contrabando y defraudación). 
Acciones voluntarias.—Las acciones ú omisiones penadas por la 

ley se reputan, salvo prueba en contrario, intencionales, y no 
resultando de los hechos admitidos en la sentencia que el culpa- 
ble obrase por imprudencia temeraria, no es admisible el re- 
curso por infracción del art. 681 del Código penal vigente (C., | 
núm. 157.—25 de Abril de 1893). : 874 | 
—— Las acciones ú omisiones penadas en la ley se reputan siem- | 
pre intencionales en toda la extensión del mal que producen, sal | 
vo demostración contraria, y cuando en la sentencia reclamada | 
no hay hechos de donde se deduzca que la intención del culpable | 
fué sólo maltratar, pero no causar la muerte al maltratado, es im- | 
procedente la apreciación de la atenuante 3.3 del art. 9.0 del Có- 

digo penal (O. de U., núm. 158.—265 de Abril de 1893). 976 

—-— Es condición esencial á la existencia jurídica de todo delito 

ó falta la libre voluntad del agente, y sin la coneurrencia de tal 

elemento no puede aquél ser responsable en ninguna de las ca. 

tegorías establecidas por el art. 11 del Código penal. 

La voluntariedad en el sujeto responsable es una presunción 

juris tamium, la cual desaparece cuando por modo legal consts lo 

contrario, dando entonees lugar á la irresponsabilidad absoluta 6 

relativa, según que las causas determinantes de la acción justi- 

7 la exención total de agente, ó solamente atenúen su culpa 

(O., núm. 241.—9 de Junio de 1898). 652 

== V. Injurias y Juicio oral (apertura del juicio). 
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Actas del consejo de familia.—La deliberación y resoluciones 
del consejo de familia se refieren únicamente á la persona y bie 
nes del incapacitado ó del menor, no pudiendo contener las actas 
otra cosa que la redacción y fundamento de los acuerdos adopta- 
dos por el consejo, la expresión de los votos emitidos, y la prime- 
ra de ellas, la designación de presidente del consejo, según lo 
ordena el texto del art. 304 del Código civil; y por consiguiente, 
es materia exclusiva de tales documentos lo que coneierna al in- 
terés privado de una persona particular, de modo que por razón 
de su contexto han de quedar y, en efecto, han quedado excluídos 
los intereses públicos ú oficiales, 

El presidente y vocales del consejo de familia no tienen carác- 
ter público ú oficial, pues aungue hayan sido llamados por mi. 
nisterio de la ley ó designación del Juez, sólo constituye el con- 
sejo una institución complementaria de la tutela, según la base 
7.2 de la ley de 11 de Mayo de 1888, y el tutor nunca ha obtenido 
-€n consideración á su cargo la investidura de funcionario del Es 
tado, ni tal carácter se ha otorgado tampoco á los individuos del 
consejo de familia. 

Dentro de los términos del art. 311 del Código penal de Cuba 
y Puerto Rico, no pueden estimarse documentos públicos las actas 
del consejo de familia, ni por razón de las personas que en las mis- 
mas intervienen, ni en relación á la materia; debiendo, en su conee- 
cuencia, considerarse aquéllas como documentos privados, en-cuyo 
concepto sólo es punible la falsedad cuando con ésta se prodn- 
<e perjuicio á tercero, ó ha mediado ánimo de causárselo, cuya 
apreciación de hecho corresponde al Tribunal sentenciador (O. de 
U., núm. 278.—22 de Junio de 1898). 624 
—— V. Falsedad. 


-«Acusación ó denuncia falsas. — Comete el delito de acusación 6 
denuncia falsa, previsto en el art, 340 del Código penal, el sereno 
ambulante que, faltando á los deberes de su cargo, hace por escri- 
to á un individuo de la policia judicial cierta denuncia contenien- 
do imputaciones declaradas falsas en el oportuno auto de sobre- 
seimiento libre dictado en la causa formada con motivo de dicha 
denuncia, cuyas imputaciones, de ser ciertas, constituirían los 
delitos de hurto, robo y estafa, perseguibles de oficio (C., número 
261.—18 de Junio de 1893). 589 


.Aámisión de querella. —Según lo dispuesto en el art. 277 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, es requisito esencial en toda que- 
rella la relación circunstanciada del hecho objeto del procedi.- 
miento, y sin la determinación de los actos ú omisiones que 
puedan ser constitutivos de delito, no es posible admitirla, ni de. 
mostrar en casación que el Juez ó Tribunal que declararon su 
inadmisión hayan incurrido en error de derecho. 

Cuando ninguna de las afirmaciones de la querella asevera que 
el Juez contra quien se formula cometiese actos ú omisiones pe- 
nados en el art. 90 de la ley Electoral vigente, J cuando las ma- 
nifestaciones de aquélla se contraen al delito de prevaricación, 
que ni fué objeto del recurso ni era por entonces perseguible, con 
arreglo á lo prevenido por los artículos 758 y siguientes de la ley 
Procesal, no incurre en error de derecho el Tribunal que rechaza 
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la querella en tales términos propuesta (O., núm. 159.—25 de 
Abril de 1898). 
V. Recurso de casación (auto de admisión de querella). 

Pr —Es inaplicable el art. 438 del Código penal cuando el 
Jurado declara que el marido mató á su mujer hallándose á la 
puerta de una casa distinta á la que el matrimonio vivís, por lo 
cual, sea cual fuese la conducta moral de aquélla, no puede soste- 
nerse que al herirla, causándola la muerte, la sorprendiese en 
adulterio; siendo por la ocasión y forma en que el culpable rea- 
lizó su delito, responsable del delito de parricidio, castigado en 
el art. 417 del mencionado Código penal (O., núm. 56.-—10 de Fe- 
brero de 1898). 
—= V. Circunstancia 4.2, Art. 8.9, y Parricidio. 

Agente de la Autoridad. —V. Atentado, Asesinato y atentado, In- 
jurias y Empleados de consumos. 

Alcaldes. —V. Prevaricación. 

Alevosia.—V. Asesinato y Circunstancia agravante 2.2 

Amenazas.—El hecho de exigir cantidades á una tercera persona 
con la amenaza por escrito de causar al que debía entregarlas un 
mal que constituye delito, reune todos los elementos que caracte- 
rizan al que define y sanciona el núm. 1. o, art. 507 del Código pe- 
nal, y no el de estafa, cuyo carácter y naturaleza excluyen toda 
idea de violencia ni coacción por parte del culpable (C., nú- 
mero 201.—17 de Mayo de 1898). 
—— V, Estafa. : 

Aplicación de la pena.—En el delito de robo, definido en el pá- 
rrafo último del art. 521 del Código penal, el grado mínimo de la 

inmediatamente inferior es conforme á la escala núm. 1.0 

del art. 92, en relación con el caso 4.0 del 76, el presidio correc- 
cional en su grado medio, y la inmediatamente inferior á ósta 
lo es á su vez el grado medio del arresto mayor, si bien cuando 
concurren circunstancias agravantes deberá ser impuesta en el 
máximum de dicho grado (C., núm. 210.—23 de Mayo de 1893). 
-—-—— Conforme al art. 77 del Código penal, la graduación de la pena 
incluída en dos escalas, se hará por la que comprenda las penas 
con que estuvieren castigados la mayor parte de los delitos de la 
sección, capítulo ó título donde esté contenido el delito, y siendo 
la pena procedente en el hurto cualificado la de presidio correc- 
cional, ésta, y no la de prisión, es la rectamente aplicable (C., nú- 
mero 244.—10 de Junio de 1898). 
—— La pena señalada en el núm. 3.0 del art. 647 del Código al 
delito de estafa, definido en el caso 5.0 del art, 448, es la de presi- 
dío y no prisión correccional en sus grados mínimo y medio, co- 
rrespondiendo aplicar el grado medio de esta pena impuesta, 
cuando no concurren circunstancias modificativas de responsabi.- 
lidad (0., núm. 282.—24 de Junio de 1893). 
—— V. Art. 90 del Código, Robo y Circunstancias modificativas. 

Aplicación de la pena (ART. 80 DEL CÓDIGO DE FILIPINAS).-——ES- 
tablecidas en el art. 80 del Código penal de Filipinas las reglas 
precisas á que los Tribunales han de atenerse en la imposición de 
la pena, cuando ésta se componga de una ó de dos indivisibles, 
sin darles facultad para rebajarla en caso alguno, aun cuando con- 
currieran dos ó más circunstancias atenuantes muy cualificadas, 
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sin ninguna agravante, es claro no puede hacerse aplicación de 
la regla 5.2 del art. 81 del propio Código en ese caso especial, por 
limitarse tal facultad únicamente á aquellos delitos á los cuales 
señala ia ley pena divisible, bien se componga de una sola, ó bien 
ésté constituida por tres distintas, cada una de las cuales forme 





un grado (C. de Ú., núm. 76.—1.* de Marzo de 1893). 197: 
Apreciación de prueba.—V. Prueba (denegación de prueba), y 
Recurso de casación. 


Arrebato y obcecación.—V. Circunstancia 7.2, art. 9.* 

Articulo 1.2 del Código.—El hecho de llevar á efecto un Regis- 
trador de la propiedad la inscripción de una finea á solicitud de 
au dueñio y consignar, sin que así constase del titulo de adquisi- 
ción, que aquélla radicaba en ciertos terrenos acotados, no impli- 
ca mala fe desde el momento en que el funcionario público llenó 
todas las necesarias formalidades para evitar en dicha inscrip- 
ción error y perjuicio á tercero; ni existe tampoco intención do- 

- losa, supuesto que el Registrador tuyo presentes los datos ofre- 
cidos por quien solicitaba la inscripcion, confirmados por otros: 
documentos de carácter oficial, todo lo que excluye en aquél la 
idea de malicia; ni, finalmente, es de trascendencia el acto rea- —. 
lizado al ser inscrita la finca, porque el aditamento que se hizo de 
modo inconsciente no puede causar ulteriores perjuicios, ya que 
no afecta ostensiblemente á la integridad del documento. 

En consecuencia de esta doctrina, se comete error de derecho 
penando un delito que no lo es por su naturaleza, infringiéndose 
con ello el art. 1.0 en relación con el 210, en sa núm. 4.9, ambos 
np ed penal vigente (UC. de U., núm. 5.—11 de Enero de es 
1893). 

—-— V, Acciones voluntarias. 

Artículo 87 del Código.—Los hechos que aprecia el veredicto del 
Jurado son indiscutibles, y cuando en ellos se consignan el in- 
sulto y la amenaza recíprocas, sin que conste quién acometiera 
primeramente, es claro que la rifia aceptada de modo mutuo por 
agresor y agredido excluye el estado jurídico de defensa, y son 
inaplicables, por consiguiente, los artículos 9.0, circunstancia 1.2, 
en relación con el 8.0, y 87 del Código penal (0., núm. 62.—20 de 
Febrero de 1893). 166. 
—-— Cuando la agresión es ilegítima y racional el medio em- 
pleado para repelerla, sin que sea de estimar la falta de provoca- 
ción por parte del que se defiende, resulta la concurrencia en el 
hecho del 1.* y 2.0 de los requisitos del art. 8.0 del Código penal, 
y procede aplicar la pena conforme á lo prevenido en' el art. 87, 
en relación con el núm. 1.0 del art. 9.0, ambos del citado Código 
(C., núm. 97.--17 de Marzo de 1893). 263- 
—-— El art. 87 del Código penal, que manda imponer la pena 
inferior en uno ó dos grados á la señalada por la ley al delito, 
cuando el hecho no fuese del todo excusable por falta de alguno 
de los requisitos en los respectivos casos previstos en el art. 8.0, 
siempre que concurra el mayor número, no es aplicable al de la 
imbecilidad, como no lo es al de la locura, respecto de cuyas cau- 
sas de exención no exige el Oódigo la concurrencia de circuns- 
tancias taxativas y especiales. 

La imbecilidad no es, cuando no resulta absoluta, más que una. 
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circunstancia atenuante genérica, pero no eximente de responsa- 

bilidad criminal (C., núm. 98.—17 de Marzo de 1893). 

—— El precepto del art. 87 del Código penal es aplicable á las 

circunstancias eximentes que sean susceptibles de grados ó re- 

quisitos para formar su conjunto, pues sólo en ese caso pueden 

A los que faltan y los que concurren en el hecho justi- 

ciable. á 
Las prevenciones de dicho art, 87 no pueden alcanzar á aque- 

llas circunstancias de exención tan concretas y absolutas que no 

permitan división por no formarse de diversos requisitos, como 

acontece, entre otras, con la imbecilidad y la locura, en cuyo es- 

tado no cabe término medio; y, en su consecuencia, aun cuando 

el Jurado afirme la locura incompleta, tal afirmación de hecho 

excluye en absoluto el concep to juridico al efecto de no ser aqué- 

lla apreciable como circunstaucia atenuante, pues la imbecilidad 

y la locura han de ser siempre completas, y en tal sentido apare- 

cen ya negadas en otras preguntas del veredicto (0., núm. 182.— 

9 de Mayo de 1893). 425 

—— V. Circunstancia eximente "incompleta. 

Articulo 88 del Código penal de Cuba y Puerto Rico. — 
Cuando la infidelidad de documentos y su falsificación son me- 
dio necesario para realizar el delito de estafa, habrá de impo- 
nerse, conforme al art. 88 del Código de Ouba, el grado máximo 
de la pena señalada al delito de falsedad, que es el más grave 
de todos ellos o: de U., núm. 19.—17 de Enero de 1893). 47 
—— V. Infidelidad en la custodia de documentos. 

Art. 90 del Código.—Oarece de aplicación el art. 90 del Código, 
cuando por disposición expresa de la ley dos distintos delitos 
determinan un solo acto punible, porque en aquella disposición 
so establece una regla general subordinada á cada uno de lona 
casos de excepción (0., núm. 74.—28 de Febrero de 1893). 193 
—— Quando un solo hecho procesal constituye tres delitos eje- 
cu ados pot una misma persona, deberá, conforme al art. 90 del 
«Código penal, imponerse le pena correspondiente en su grado 
máximo (C., núm. 89.—183 de Marzo de 1893). 232 
——— El acto de disparar de improviso y traidoramente un tiro á 
un cabo de serenos, privándole de la vida, cuando aquél, por ra- 
zón de su cargo, vigilaba de noche la conservación del orden pú. 
blico, constituye dos delitos, el de asesinato y el de atentado á 
"mano armada á un agente de la Autoridad, penables, según dis. 
pone el art. 90 del Código, con la pena de delito más grave en su 
grado mínimo, y siendo ésta la de muerte, que es de naturaleza 
indivisible, deberá ser aplicada sin mérito á cireunstancias ordi. 
narías atenuantes ni agravantes (0. núm. 113.—27 de Marzo 
de 1893). 297 
-—— Oalificados los hechos como constitutivos de doble delito 
de disparo de arma de fuego y lesiones menos graves, ejecuta- 

-dos en un solo acto, la pena correspondiente es la del más grave 
aplicable en su grado máximo, de conformidad á lo dispuesto en 
-6l art. 90 del Oódigo penal. ! 

La pena del disparo, que es el delito más grave cuando con. 
curre con el de lesiones menos graves, es la de prisión correccio- 
nal en sus grados mínimo y-medio, que comprende desde dos 
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años, cuatro meses y un día, á cuatro años y dos meses, la cual 
habrá de dividirse en tres grados y aplicarse en el mínimo cuan- 
do sea de estimarse alguna circunstancia atenuante, cuyo grado 
mínimo se extiende desde dos años, once meses y once días, á 
tres años, cuatro meses y siete días (O. núm. 171.-3 de: Mayo 
de 1893). 

——-- En los cagos en que la pena señialada por la ley no se com. 
ponga de tres grados, sino del máximo de los grados mínimo y 
medio.de una pena, habrá de dividirse la 7 ara imponible 
en tres periodos igusles, para buscar, cuando seas aplicable el ar- 
tículo 90 del Cádigo, el máximo de la pena señalada al más grave 
de los delitos, subdividiéndose á su vez el período que dicho gra- 
do comprende en otros tres de igual duración para la recta aplica: 
ción de las reglas contenidas en el art. 82 y lo preceptuado en el 
art. 83 de dicho Código (C., núm. 266.—-19 de Junio de 1893). 
—— V. Asesinato y atentado, Autor y Disparo y lesiones. 


.Asesinato.—La muerte violenta de un recién nacido debe cali8- 


carse jurídicamente de asesinato con relación á las personas 
que no resulten ligadas con aquél en grado bastante á determi. 
nar el delito de parricidio, ya porque tal calificación de asesinato 
viene atribuída en el último párrafo del art. 424 del Código pe- 
nal, ya también porque la imposibilidad física de toda defensa 
en el nifio mantiene al culpable en situación permanente de 
obrar de modo alevoso, cuya circunstancia, buscada ó simple- 
mente aprovechada por el culpable, integra la agravante cualifl- 
eativa del hecho procesal, definida en el núm. 2.0 del art. 10 del 
Código (0., núm. 91.—14 de Marzo de 1899). 

———- El acometimiento al ofendido causándole con arma blanca 
doce heridas y produciéndole la muerte cuando se hallaba des- 
cuidado, asomado á una ventana ó vuelto de espaldas, y sin que 
pudiera apercibirse ni rechazar tal agresión, integra por modo 
cierto é indudable la circunstancia de alevosía que como cualifi 
c<ativa constituye el asesinato, definido en el art. 418 del Código 
penal (0., núm. 96.—17 de Marzo de 1893). 

—-— Estimando el Jurado que el culpable disparó el arma de 
fuego que produjo la muerte al agredido detrás de una tapia, in- 
troduciendo el cafión por un agujero de la misma, hallándose el 
ofendido de espaldas y en la actitud de abrir la puerta de su casa, 
es indudable la calificación jurídica de asesinato, sancionada 
en el art. 418 del Código, por la concurrencia de la agravante 
cualificativa de alevosía, 2.? del art. 10 del citado Código, pues 
lo inesperado de la agresión y los accidentes aceptados como 
ciertos en el veredicto, revelan que el culpable aseguró la ejecu- 
ción de su mal propósito sin riesgo alguno para su persona, di- 
rr de la defensa del ofendido (C., núm. 101.-—-22 de Marzo 
de 1893). 

—— V. Circunstancia 2.2, art. 10, Disparo y homicidio, Atentado, 
Recurso de casación y Sustracción de menores. 


Asesinato y atentado. —No desaparece el delito de atentado aun 


cuando resulte que poco antes de la muerte del agente de la Au- 
toridad acometió al agresor al ordenarle se retirase á su casa, 
porque éste, lejos de rechazar en el acto tal agresión, se retiró á 
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su casa, armándose y disparando un tiro de improviso sobre 
aquél, dejándole muerto (O., núm. 118.—27 de Marzo de 1893). 297 
—— V. Art. 90 del Código. 

Atentado.—En el delito de atentado, definido en el núm. 2.9 del 
art. 263 del Código penal, habrá de imponerse la pena en su gra- 
do máximo cuando los culpables hubiesen puesto mano en las 
personas que acudieren en auxilio de la Autoridad ó de sus agen- 
tes, 6 de los funcionarios públicos. 

La expresada circunstancia, cuando concurre en el delito de 
atentado, no puede estimarse como inherente al mismo, aunque 
los únicos actos de fuerza empleados contra la Autoridad ó sus 
agentes se realicen con imposición de manos, porque semejante 
imposición no es necesaria á la existencia del delito de atentado, 
constituyendo tan sólo una de las formas circunstanciales de agre- 
sión, que, como la que se verifica á mano armada, califica y agra- 
va el delito y es determinante de mayor penalidad. 

Se comete error de derecho al castigar el atentado con impost- 
ción de manos en la Autoridad ó sus agentes con la pena estable-- 
cida en el párrafo 9.0 del art. 264 del citado Código, y no con la 
penalidad del último párrafo del propio artículo, que es la ade- 
cuada á la calificación jurídica del atentado en ese caso (0., nú- 
mero 4.—9 de Enero de 1883). 14 
—-— Declarado por la Sala sentenciadora que los diversos hechos 
motivo de la causa constituyen un solo delito de atentado, por for- 
mar aquéllos un conjunto sin solución de continuidad, empezan- 
do en la calle con las amenazas á los agentes, y terminando más 
tarde con abalanzarse al Delegado en su oficina, poniendo en él 
manos, hay que subordinar la calificación jurídica que aquellos 
hechos merecen á la naturaleza del último, como más importante 
y trascendental. 

Calificado rectamente de atentado, definido en el núm. 2. del 
art. 263 y castigado en el párrafo final del 264 del Código, el acto 
de acometer el recurrente al Delegado en su oficina, poniendo 
manos en él, la pena ha de ser aplicada en el grado máximo; y 
dentro de ese grado, en el mínimo si concurriere alguna ate- 
nuante (C., núm, 51.—8 de Febrero de 1893). 141 
—-— Según reiterada doctrina del Tribunal Supremo, el resulta- 
do del acometimiento consumado por el culpable á la Autoridad 
ó sus agentes, no forma parte integrante del atentado, bastando 
para que este delito exista el simple acometimiento, cualquiera 
que sean sus consecuencias, en la persona del ofendido, conse- 
cuencias que constituyen á su vez un delito ó una falts, según la. 
gravedad de las mismas, independientemente del atentado. 

En concordancia con esta doctrina, el castigo anterior de las le- 
siones leyes, constitutivas de falta, causadas por el culpable en 
su lucha con los agentes de la Autoridad, no excluye la califica- 
ción y castizo del atentado, porque de lo contrario resultaría la 
impunidad del delito más grave. 

Ya se estime como acometimiento el hecho de abalanzarse á un 
sereno, arrebatarle el chuzo y golpearle con él, ya como resistencia 
á aquél y á los que en su auxilio vinieron, siendo la resistencia 
grave por la forma en que aparece realizada, siemp:e resulta acer- 
tada la calificación jurídica de atentado, á tenor del art. 263 del 
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Código penal, que declara reos de tal delito á los que acometieren 
á los > ra de la Autoridad, emplearen fuerza contra ellos, les 
intimi gravemente ó hicieren resistencia, también grave, en 
el ejercicio 6 con ocasión de las funciones de su cargo (C0., número 
94.—14 de Marzo de 1893). 246 
—— Determinándose el delito de atentado, conforme al párrafo 
2.9 del art. 263 del Código penal, por el acometimiento á la Auto- 
ridad ó sus agentes, al ejercer las funciones que la ley les enco- 
mienda, con ocasión de ellas, no desaparece dicho delito, aun 
cuando resulte que poco tiempo antes el agente de la Autoridad, 
en el ejercicio también de su cargo, acometió eon un palo al pro- 
cesado, al ordenarle no cuestionase y se retirase á su casa, porque 
éste, lejos de rechazar en el acto tal agresión, se entró en su casa, 
y después de armarse, salió á la calle en espera del agente, dis- 
parándole de modo inesperado un tiro, que le ocasionó la muer- 
te (O., núm, 113.—27 de Marzo de Sl 297 
—-— Constituye el delito de atentado el acto de acometer y lesio- 
nar á un peón conservador del Canal de Isabel II, atendido el 
cargo que le había sido conferido por la Dirección de Obras pú- 
blicas, y teniendo en cuenta, además, que se hallaba revestido de 
las insignias de su cargo y en el ejercicio de sus funciones al ser 
agredido, puesto que cumplía con su deber al impedir la entrada 
de un coche en sitio prohibido, según lo demostraba el rótulo 
oportunamente colocado (C., núm. 131.—7 de Abril de 1898). 330 
—— El acto voluntario ejecutado por dos sujetos de manifestar 
á un vigilante nocturno cuando se hallaba ejerciendo las funcio- 
nes propias de su cargo que tenían ganas de dar de bofetadas á 
una Autoridad, por cuyo motivo aquél los reprendió, y al pedirle 
uno de dichos sujetos explicaciones al encontrar en la taberna cua- 
tro días después al indicado vigilante, diciéndole que entonces 
que no tenía chuzo ni farol saliera con él á la calle, dándole cuando 
se retiraba á su quehacer un golpe con el puñio, causándole lesjo- 
nes leves, constituye el delito de atentado, definido en el núme. 
ro 2.0 del art. 263 del Código penal, y una falta incidental de le 
siones, toda vez que el desafío y sus consecuencias fueron con 
motivo de la reprensión dada por el sereno, y por tanto, con oca- 
sión de las funciones propias de su cargo (C., núm. 1$5.—8 de 
Abril de 1893). 336 
——-— Cuando el impuesto de consumos se realiza por encabeza- 
miento, siendo el Alcalde ó el Municipio quien nombra á los em- 
pleados, deben los vigilantes reputarse agentes de la Autoridad, 
y si son desacatados, ú objeto de resistencia ó atentado en el ejer- 
cicio ó con ocasión de sus funciones, incurren los culpables en la 
sanción del núm. 2.0 del art, 263 y párrafo 2.0 del 264, ambos del 
Código penal (O., núm. 154.—24 de Abril de 1898). 369 
—— Los tres requisitos que determinan la existencia jurídica 
del delito de atentado á que se refiere el núm, 2.0 del art. 263 del 
Código penal, son: que se acometa á una persona ó se emplee 
fuerza contra ella, ó se le resista 6 intímide gravemente; que esa 
persona sea Autoridad ó agente de la Autoridad, y, por último, . 
que se le ofenda en el ejercicio de sus funciones ó con ocasión de 
las mismas. á 

Aunque tiene repetidamente declarado el Tribunal Suprema 
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que los Jueces, ya municipales, ya de primera instancia; ejercen, 
por virtud de la jurisdicción que les está encomendaás, funciones 
permanentes, estas funciones no son otras, ni pueden serlo, si se 
ha de atender á la ley penal que en su sanción las diferencia, que 
aquellas que se originan y nacen del cargo ó representación de 
que dichos Jueces se hallan investidos (0., núm. 172.—S8 de Mayo 
de 1898). 403 
—-— La diferencia sustancial entre el delito de atentado, defini- 
do en el núm. 2.0 del art. 263 del Código penal, y el de resisten- 
cia, previsto en el 285 del propio Código, está en que el primero 
de dichos delitos se determina por actos de acometimiento, fuer- 
za Ó intimidación del culpable contra la Autoridad ó sus agentes, 
mientras que el segundo se genera por una situación pasiva con- 
traria á la ley, Óó por una fuerza de inercia que impide ó estorba 
el legítimo ejercicio de aquéllos, por lo cual es indiscutible que 
los actos atribuidos al procesado de haber dado un mordisco á 
un guardia de seguridad y después un bofetón á un cabo de la 
misma fuerza, son constitutivos de atentado y no de resistencia 
(O., núm. 238.—8 de Junio de 1898). 546 
—-— V. Circunstancia agravante 17 y atenuante 7.2 del art, 9.9, 
Empleados de Consumos, Jueces municipales y Serenos. 

Atentado y lesiones.—El hecho de acometer á un agente de la 
Autoridad y producirle lesiones, constituye el delito complejo de 
atentado y lesiones, según lo resuelto en reiterada doctrina del 
Tribunal Supremo, cuyo delito viene castigado con la pena seña- 
lada al de atentado en su grado máximo, y no el de carácter muy 
distinto que preve y pena el art, 434 del Código. 

El estado de embriaguez del culpable no modifica la naturaleza 
jurídica del delito complejo de atentado y lesiones, porque di. 
cha circunstancia efecta tan sólo al grado de responsabilidad del 
agente, pero no á la calificación legal del hecho justiciable, que 
debe ser, como complejo, castigado conforme á lo dispuesto en el 
art. 90 del citado Código penal (O., núm. 116.—29 de Marzo 
de 1893). s0s 
—-— V, Atentado, Circunstancia 6.2 del art, 9.0 y Art, 90 del Có6- 
digo penal. 

Audiencias de lo criminal.—El establecimiento de las Audien- 

cias de lo criminal hizo necesaria la publicación de la ley de 14 de 
Octubre de 1882, adicional á la orgánica de Tribunales, para fa- 
cilitar las funciones de aquellos organismos; y fijados en su ar- 
tículo 4.0 los términos de la competencia jurisdiccional, hay que 
acudir para resolver tales cuestiones á dicha ley adicional y no 
al art. 276 de la de 1870, que respondía á otros "principios y dis- 
tintos Tribunales, y que debe considerarse derogado por el preci- 
tado art. 4.0 adicional. 
-—— El dicho precepto legal sienta como regla que las Salas y 
Audiencias de lo criminal conocerán de todas las causas por deli- 
tos cometidos en el territorio de su circunscripción, y entre las ex- 
cepciones de aquella regla no lo están los delitos cometidos por 
los Ayuntamientos en general, sino únicamente por los que lo 
sean de capital de provincia ó de Audiencia, de los cuales compe- 
te conocer á las Salas de lo criminal respectivas. 

En las causas contra los Ayuntamientos, no exceptuados ex- 
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presamente por la ley adicional, es competente el Juez de instruc- 
ción del partido, á menos de que el hecho estuviere encomendado 
por la ley á determinados Tribunales (C., núm. 164.—27 de Abril 
de 1893). 886. 
—— Igual doctrina en sentencia de 5 de Mayo de 1898 (0., mú- 
mero 179). 
—— V, Jurisdicción ordinaria (alcaldes y concejales): 

Autor.—La vigilancia alternativa de los procesados en la puerta de 
la casa donde se realiza el delito, constituye la cooperación direc- 
ta á la ejecución del hecho punible, que integra el concepto jurí- 
dico de autor, conforme á lo ordenado en los números 1.0 y 3,0 
del art. 13 del Código penal de Filipinas (O, de Ú., núm. 10.—18 
de Enero de 1898). 29 
—— Para la calificación jurídica de autor de un delito, según la 
recta interpretación del art. 12 del Código penal, no es suficiente 
que el inculpado coopere á la ejecución del delito por actos nece- 
sarios que no sean de participación directa, sino que es preciso 
además que tales actos hayan sido intencionalmente encamina- 
dos á la perpetración del hecho punible, pues de otro modo se co- 
rrería el riesgo de imputar un delito al que no lo ejecutó, debien- 
do revelarse tal propósito como una resultante de las pruebas ado- 
cidas en el juicio, según la recta apreciación del Tribunal senten- 
ciador (C. de U., nám. 19.—17 de Enero de 1898). 47 
—— Son autores por inducción, según el núm. 3.0 del art. 10 del 
Código penal, todos los que intervienen maliciosamente en el 
proceso de la acción punible por hechos anteriores ó coetáneos 
(O., núm. 21.—18 de Enero de 1893).  : 66 
-—— Esacertada la calificación jurídica de autor moral por índuc- 
ción, cuando la voluntad del autor material del delito cede exclu- 
sivamente á las reiteradas instancias y promesas del inductor (0, 
de U., núm. 66.—23 de Febrero de 1893). 174 
——- Cuando por concierto expreso ó tácito, y anterior ó de mo- 
mento, se reunen las voluntades de varios y se auxilian para rea- 
lizar una agresión, las disposiciones generales del art. 13 del Có- 
digo sefialan á todos una responsabilidad igual en el delito resul. 
tante de la acción común que produjo el acto punible (C., núme- 
ro 77.—2 de Marzo de 1893). 198. 
«--— Ann cuando sea uno solo de los amotinados el que se distin- 
ga en la agresión á mano armada contra un agente de la Autori- 
dad, atribuídos en la sentencia á una colectividad los actos cons- 
titutivos del atentado, no pueden menos de referirse tales actos 4 
todos los que formaban aquélla y se hallaban unidos en la mis. 
ma acción y propósito, perfectamente demostrados con la insis- 
tente persecución de que el agente de la Autoridad fué objeto 
por parte del grupo más Ó menos numeroso que le acometía é in- 
timidaba, tomando con ello todos los agrupados participación di.- 
recta y eficaz, que es lo que caracteriza á los autores de un delito, 
según el núm. 1.0 del art, 13 del Código penal, 

No es autor del delito de lesiones aquel que no ejecuta acto 

alguno directamente encaminado á producirlas, ó sin el cual no 
we hubiese realizado tal delito, ni consta tampoco indujese á otro 
á acometerle (O., núm. 78.—3 de Marzo de 1398). 200 
—-— La intervención del culpable no sólo en los actos preparato- 
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rios de recabar de los Interventores la firma en blanco de las ac- 
tas, sino también en los actos de ejecución del delito, tales como 
las de escribir de su puño y letra los documentos, falseande el re- 
sultado del escrutinio por indicación y de acuerdo con el Presi. 
dente de la Mesa y entregando, finalmente, en persona en el co- 
rreo los dichos documentos, excluye la idea de complicidad é in- 
tegra la de autor, según el núm. 1.0, art. 13 del Código penal (0., 
núm. 104.—22 de Marzo de 1893). 
—-— Es autor, según así lo define el art. 138 del Código penal, 
uien toma en la falsedad una participación tan directa, que el 
documento falso no hubiese existido sin su intervención y co 
ración consiguiente (C., núm. 114.—28 de Marzo de 1898). 
-—— Conforme á los artículos 12 y 13 del Código penal de Cuba, 
los actos atribuídos al culpable de haber tomado parte en la 
muerte violenta de una persona intimando á la víctima para que 
so dejase sujetar, entregando, una vez muerto el ofendido, un 
cuchillo al otro correo para que seccionase la oreja de aquél, en- 
volviéndola en un papel que á prevención llevaba, constituyen 
la a directa en concepto de autor y no de cómplice 
en el delito de asesinato (C., núm. 118.—1.0 de Abril de 1893). 
—-— En las causas con intervención del Jurado, á óste corres. 
ponde, con arreglo á lo dispuesto en el párrafo segundo del ar- 
tículo 72 de la ley de 20 de Abril de 1888, declarar, no tan sólo 
los hechos referentes á los elementos ya morales ó materiales del 
delito, sino también los que hagan relación á la participación de 
los procesados en el mismo, á cuya declaración han de atenerse 
necesariamente los Tribunales de derecho; y en este concepto, 
afirmándose en el yeredicto que los actos ejecutados por el cul. 
pable fueron de tan eficaz cooperación en la muerte del interfecto 
que sin ellos ésta no se hubiera producido, no cabe dudar que su 
participación fué la de autor, conforme al núm, 3.0 del art. 13 del 
Código penal vigente (O., núm. 140.—13 de Abril de 1898). 
-——— Admitidos en el veredicto del Jurado los hechos de haber 
contribuído el culpable á la ejecución del delito, acudiendo con 
los demás delincuentes y de acuerdo con éstos al lugar del robo, 
permaneciendo fuera de la casa en que éste se verificaba, espian- 
do y al cuidado de toda sorpresa, constituyen tales hechos actos 
de cooperación, directamente encaminados á la ejecución del de- 
lito, siendo el culpable autor y no cómplice del robo, como repe- 
tidamente ha establecido la doctrina del Tribunal Supremo (0., 
núm. 166.—27 de Abril de 1893). 
—— Debe ser calificado el culpable de autor del delito de robo, 
cuando, si bien de la contestación dada á una pregunta del vere. 
dicto en que se refieren los actos por aquél ejecutados, pudiera 
aparecer deficiencia, el concepto general del veredicto y otras 
afirmaciones que contiene revelan por modo indudable el con- 
cierto del recurrente con los otros procesados para ejecutar el 
robo, eligiendo de propósito la noche, y disfrazándose para no 
ser conocidos; actos que implican la participación directa y eficaz 
en el delito, en concepto de autor (C., núm. 213.—23 de Mayo 


de 1398). 
—— dose en el veredicto del Jurado que el culpable aco- 
metió al interfecto juntamente con otros, armados todos de palos, 
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«y lesionándole, es ovidente su participación como autor en el ho- 
wnicidio, siquiera otro de los agresores causara al ofendido la 
muerte, porque las persistentes acometidas de todos ellos son ae- 
tos de cooperación sin los cuales el delito no se hubiera realiza- 

-do, toda vez que la víctima se vió en la imposibilidad de preve- 
nir y rechazar las:pufialadas con que otro de los que le agredían 
1e privó.de la vida (C0., núm. 283.—6 de Junio de 1893). 535 
——- Conforme al texto literal del art. 315 del citado Código, no 
-son responsables del delito de robo, ni como sutores' ni como 
cómplices, los que no obstante haber tomado parte material en  - 
su ejecución, no han obrado con voluntad libre, sino cohibidos 
por uns fuerza moral determinante del acto ejecutado, sin inten- 

-ción de luoro, ni concierto voluntario para realizar el delito. 

Be encuentra en la expresada situación jurídica, quien, sin que 
conste el anterior concierto para el robo, entrega á los malhecho- 
res la llave de la casa ante las amenazas de muerte que le hicie- 
ron aquéllos,. lo cual aleja toda idea de voluntariedad y de lucro 
en el amenazado, y le exime de responsabilidad, á pesar de no 
ser el miedo tan extraordinario que le obligase á acceder para 
poder salvar la vida en peligro, y sin que en la responsabilidad 
influya el hecho de haber presenciado el acto del robo, según 
-Afirma el Jurado en su veredicto, porque lo ejecutó sin intención 
de propio ni de ajeno lucro (O., núm. 241.—9 de Junio de 189983). 652 
-—— Según doctrina reiteradamente expuesta por la Sala de ca- ; 
sación, el malhechor que, de acuerdo con los culpables, vigila las 
<ercanías del lugar del robo para facilitar la consumación del de- 
lito, merece la calificación de coautor, porque:toma parte también : 
en la ejecución del hecho punible, siéndole, por tanto, aplicable 
el art. 18 del Código, y no el 15, que define el concepto de la com- 
plicidad (C., núm. 268.—19 de Junio de 1893). 605 


—— Cuando en la sentencia reclamada no consta que el duefto 
de un animal dafiino autorizase ni mandase su salida, nf anuque 
de ello tuviese noticia, no es posible atribuirle responsabilidad 
crimins! porque su dependiente sacase á paseo dicho animal 
flero, eon cadena, pero sin bozal, y causase por mordeduras lesio- 
nes graves á un transeunte, cualquiera fuege, por otra parte, la 
responsabilidad que pudiese alcanzar al conductor del mismo 
(C., núm. 290,—27 de Junio de 1893).. 050 


—— Cuando la pregunta primera del veredicto afirma que el 
culpable produjo al ofendido la lesión que le causó la muerte, so 
ajusta á la ley penal el concepto jurídico de autor que le atribuye 

ta sentencia reclamada (C., núm. 293.-—28 de Junio de 1893). 655 
—— V. Circungtancias 5.2 y 7.* del art. 9.9, Asesinato, Recurso 

de casación (dpreciación de prueba), Robo, Secretarios de Ayunta- 
miento y Veredicto. 


Autor de asesinato.—Conforme á los artícalos 12 y 13 del Códi- 
go penal de Cuba, los actos atribuidos al culpable de haber to- 
mado parte en la muerte violenta de una persona, intimando á la 
víctima para que se dejase sujetar, 'entregando, una vez muerto 
el ofendido, un cuchillo al otro correo para que seccionase la ore- 
ja de aquél, envolviéndola en un papel que á prevención llevaba, 

constituyen la participación directa-en concepto de autor y no de: + 
TOMO 50 45 
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cómplice en el delito de asesinato (O., núm. 1189.—1.0 de Abril 
de 1893). 306 
Autor de asesinato y atentado.—8i bien el Jurado contestó 
afirmativamente la culpabilidad de un procesado respecto á los 
hechos de haber acompañado al autor de los delitos de asesinato 
y atentado en la noche del suceso, presenciando sin oposición el 
disparo contra el agente de la Autoridad y huyendo con aquél á 
seguida de tal agresión, es aventurado y expuesto á error suponer 
su participación en el delito por tales hechos, ni como autor, ni 
como cómplice, cuando no hay datos que revelen el concierto de 
ambos procesados, ni aun consta la existencia de resentimiento | 
alguno anterior entre el agente de la Autoridad y el otro sujeto 
que acompañaba á quien le disparó el tiro (O., núm. 113.-—-27 de 
Marzo de 1893). . 291 
—-— V. Art. 90, Asesinato y Autor 
Autor de falsedad.—Cuando el culpable obra de acuerdo y con- 
cierto con los demás procesados para ejecutar la falsedad y la es- 
tafa, se deduce forzosamente que su cooperación fué directa al 
fin propuesto y necesariamente encaminada á la realización de 
los delitos, por lo cual su participación en ellos fué de autor y no 
de cómplice, ses ó no funcionario público, pues la penalidad apli- 
cable al que hiciese uso del despacho falsificado es igual en am- | 
bos casos (C. de Ú., núm. 167.—-28 de Abril de 1898). 39€ | 
Autor de rohbo.—Según doctrina reiteradanrente expuesta por la ¡ 
Sala de casación, el malbechor que, de acuerdo con los culpables, 
vigila las cercanías del lugar del robo para facilitar la consuma- 
ción del delito, merece la calificación de cosutor, porque toma 
parte también en la ejecución del hecho punible, "siéndole, por 
tanto, aplicable el art. 13 del Código, y no el 15, que define el 
concepto de la complicidad (C., núm. 268.19 de Junio de 1893). 605 
—-— V, Autor y Bobo. 
Autor del delito de contrabando.—Desconocido por completo 
el individuo que acompañaba al procesado, por haber huído al 
ser éste detenido, no puede dudarse que el segundo es responsa. 
ble en su integridad de la multa correspondiente al delito, según 
de modo constante lo ha resuelto la doctrina del Tribunal Supre- 
mo (C., núm. 70.—24 de Fébrero de 1893). 184 
—-— V. Contrabando y Defrauda 
Autor de varios delitos. —Si bien, conforme al art. 88 del Códi- 
go penal, al autor de varios delitos debe imponerse, con las limi. 
taciones establecidas en los artículos 89 y 90, y las penas corres- 
pondientes á cada uno de ellos, es forzoso, para la aplicación de 
aquel precepto, que la existencia de los diversos actós punibles 
resulte comprobada por hechos ciertos y positivos, y no única- 
mente por probabilidades ó meras suposiciones (C., núm. 289.— 
27 de Junio de 1893). $48 
—-— V, Abusos deshonestos. : 


C 


Calidcación del delito.—V. Recurso de casación. 
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Calumnia.—Es calumnia, conforme al art. 467 del Código penal, 
la falea imputación de un delito perseguible de oficio, la cual se 
entiende hecha por escrito y con publicidad, cuando se propaga 
por cualquiera de los medios enumerados en el artículo citado 
(C., núm. 109.—27 de Marzo de 1893). 285 
—— V: Injurias. 

Calumuía contra la Autoridad judicial. —Constituye nn delito 
de calumnia dirigida contra un Jues de instrucción, el afirmar 
bajo juramento un testigo en el acto del juicio oral, no haber di- 
cho lo que en otra declaración del sumario y bajo igual forma 
consta como declarado por aquél), aseverando asimismo, que si 
bien el Juez le recibió juramento, no presenció su declaración; 
puesto que, sin que conste la intención de no calumniar, se atri- 
buye á un funcionario judicial la falsedad punible según el ar- 
tículo 314 del Código penal (C., núm. 107.—27 de Marzo de 1893). 281 
——— No pueden estimarse como falta y sí como delito las graves 
ofensas que tienden á desacreditar á un Juez, imputándole, sin 
razón probada, prevaricaciones y estafas (0., núm. 292.—28 de 
Junio de 1893). 663 
—-— V. Desacato y Falso testimonto, 

Calumnía por medio de la imprenta.—Imputándose falsamente 
un delito á una Empresa industrial y á un funcionario público en 
un solo número de un periódico, que reprodujo la calumnia de 
otro, lo cual no altera la responsabilidad contraída por quien se 
limita á reproducir el escrito calumnioso, resulta cometido un de- 
lito de calumnia con todos los caracteres que le integran, sin que 
desvirtúe su naturaleza el haberse hecho uso de la misión de la 
prensa, que es la de ejercer la censura de los actos y servicios 
públicos, porque esa misión está limitada por las prescripciones 
de la moral y del derecho (O., núm. 109.—27 de Marzo de 1893). 285 
—— V. Injurias. 

Circunstancia agravante 2.2—La muerte violenta de un nifio 
de corta edad por una persona de más de cincuenta años, no cons- 
tituye el abuso de superioridad que, como agravante genérica, 
sefíala el caso 9.0 del art. 10 del Oódigo penal, sino que integra 
todos los caracteres de la alevosía, que es la segunda dei propio 
artículo; porque atendida la falta de desarrollo físico 6intelectual 
de la víctima, la cual por su edad no puede oponer defensa á una 
agresión que ni aun acierta á comprender, es indudable la forma 
alevosa en la realización del delito, 

No se opone á la declaración que de dicha circunstancia debe 
hacer la Sección de derecho, el que el Jurado respondiese nega- 
tivamente á la pregunta formulada acerca de si el culpable apro- 
vechó la corta edad del ofendido para evitar todo riesgo, porque 
además de ser tal pde defectuosa, tiende á someter al Jurado 
un concepto jurídico ajéno á su competencia (0., núm. 22.— 

18 de Enero de 1893). 69 
—-—— El concepto jurídico de la alevosía se determina por las de- 
claraciones del veredicto acercá de lo súbito de la acometida y la 
imposibilidad en el ofendido de rechazar la agresión ni causar 

daño alguno á los agresores al intentar aquél defenderse (O., nú- 

mero 34.—25 de Enero de 1893). 91 -: 
— — La circunstancia agravante de alevosía se caracteriza por 
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los vbrocedimientos empleados para la comisión del delito, directa- 
menfe encaminados á su ejecución, sin riesgo para la persona del 
agresor que proceda de la defensa que pudiera hacer el agredido 

(O., núm. 89.—13 de Marzo de 1893). 232 
-——— Afirmándose en el veredicto del Jurado que el agredido no 
pudo prever el ataque del cual de modo rápido é inopinadamente 

fué víctima, en ocasión de hallarse recostado dormitando sobre 

un arca, sin que le fuese posible repeler ni evitar tal agresión ni 
apercibirse á la defensa, es evidente la concurrencia de la cir- 
cunstancia de alevosía, tal como la define el art. 10 del Código 
penal, consistente en el empleo de medios, modos ó formas en la 
ejecución del delito que tiendan directa y especialmente á asegu- 
rarla, sin riesgo para el culpable proveniente de la defensa que 
pudiera hacer el ofendido (Ó. núm. 92.—14 de Marzo de 1893). 242 
—— El acto de hacer el culpable, en unión de otro sujeto desco- 
nocido, dos disparos de arma de fuego que produjeron la muerte 

de una persona, sin riesgo ó peligro alguno procedente de la de- 
fensa que el agredido pudiera hacer, constituye una forma de 
ejecución que entraña el concepto de la alevosía, definida en el 

núm. 2.0 del art. 10 del Código y cualificativa del delito de aseai- 

nato, sancionado en el 418 (C., núm. 102.—22 de Marzo de 1893). 261 
—— El hecho de amarrar al ofendido, ó aconsejarle que se deje 
amarrar, haciéndole que marchara delante, disparando en tal si. 
tuación el agresor un arma de fuego, constituye el empleo de los 
medios, modos y formas que integran el concepto jurídico de la 
alevosía (C., núm. 118.—1.9 de Abril de 1893). 306 
—— V, Asesinato, Juicio por jurados (preguntas). 

Circunstancia agravante 7.2 -—Las circanstencias agravantes de 
premeditéción y despoblado no son inherentes al delitojde ase 
sinatoó parricidio, ya porque á ellos no es esencial la soledad del 
sitio, ya porque en orden á los autores por inducción, ésta no es 
incompatible con la resolución instantánea y hasta con la resolu- 
ción generada por el ímpetu de las pasiones (0., núm. 21.—18 de 
Enero de 1893). 86 
—-— Cuando al delito de robo ha precedido una larga, reflexiva 
y hábil meditación, y actos preparatorios ordenados y delibera- 
dos, mayores que los precisos para la resolución previa indispen- 
sable en todo proyecto de delinquir, es de estimarse en el hecho 
la circunstancia agravante 7.2 del art. 10 del citado Oódigo (O., múá- 
mero 86.—11 de Marzo de 1893). 219 
—-— Al declarar el veredicto del Jurado que con anterioridad 
al suceso había el agresor manifestado su propósito de matar á 
los ofendidos, bajo un plan trazado. de antemano, es evidente la 
concurrencia de la agravante 7.2 del art. 10 del Código (C., nú- 
mero 89.—13 de Marzo de 1893). . E 
—— La circunstancia agravante 7.? del art, 10 del Código penal, 
está bien apreciada cuando de la contestación á varias preguntas 
del veredicto se desprende que la procesada obró con meditación 
reflexiva, haciendo tomar repetidamente á su marido el veneno . 
que le produjo la mnerte (C., núm. 214.-—23 de Mayo de 1893). . 494 
—— V. Asesinato, Parricidio y Robo. os 

Id. 8.2—Es de estimarse la circunstancia del empleo de astucia, ó 1" 
sea la agravante 8.* del art. 10 del Código penal, cuando de los 
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hechos admitidos en el veredicto se desprende que la pfocesada 
atrajo engañosamente á su casa á la ofendida, y allí la suminis- 
tró un narcótico para facilitar la realización de su mal propósito. 
Dicha circunstancia 8.2 no es inherente al delíto de violación 
puesto qúe sin su concurrencia, y de otro modo, hubiese aquél 
podido realizarse (0., núm. 24.—20 de Enero de 1898). 73 
—-— 'Es de estimarse la agravánte 8.2 del art. 10 del Oódigo pe- 
nal, cuando el culpable se cubre la cara y parte del cuerpo para 
no ser conocido (0., núm. 213.—28 de Mayo de 1893). o 491 
—— V. Viéólación. | hi 
Circunstancia agravante 9.*-—Si bien, por regla general, las 
circunitatcias de abuso de superioridad y la de ofensa á la edad 
y sexo, se ballan contenidas en la cualificativa de alevosía, no es 
aplicable tal doctrina cuando sin su concarrentia puede: realizar- 
se el delito; puesto que la alevosía se caracteriza por los medios 
empleados pára la ejecución del acto punible, y el abuso de su- 
perioridad y ofensa al sexo son circunstancias independientes y 
á veces innecesarias para la realización del delito, que, con inde- 
pendencia de la alevosía, pueden constituir por sí solas las agra- 
vantes 9.2 y 20 del art. 10 del citado Códigó (O. de Ú., núm. 10.— 
18 de Enero de 1893). ó i O 
—— No es apreciable la circunstancia agravante de abuso de su- 
perioridad 9.2 del art. 10 del Código, aun declarándose probado 
que dos personas acometieren á un solo individuo, porque dicha 
agravante implica el empleo corriente de algún medio que tienda 
á inutilizar ó hacer más difícil la defensa, lo cual no puede dedu- 
cirse del mero accidente de ser dos ogntra una los agresores, qhe 
más bien obraron por impulso aislado, que con intención conve- 
nida de debilitar la resistencia del adversario (C., núm. 49.—8 de 
Febrero de 1898). 137 
—-— No es condición inherente al delito de robo con violencia 6 : 
intimidación en las personas el que aquél se ejecute en la morada 
del ofendido, y cuando concurre esta circunstancia, hay necesidad 
de apreciar la agravante 9.8 del art. 10 del Código, según ha es- 
tablecido constantemente la doctrina del Tribunal Supremo (0., 
núm. 84.--9 de Marzo de 1893). | 215 
—-—'La agresión simultánea y colectiva contra una persona "no 
demuettra por sí sola la concurrencia de la circunstancia agra- 
vante de abuso de superioridad en la ejecución del delito;'porque 
esta circunstancia, prevista en el núm, 9.0 del art. 10 del Código 
penal, no tiene por única el mayor número de los agresores, 
ni la mayor cantidad de fuerza efectiva que presupone acción por 
todos los culpables para cometer el delito, encaminándolo á un 
mismo fin y á la mayor confianza y facilidad en el éxito criminal, 
así cómo á la elección de los medios empleádos al efecto, compa-' 
rados cón los de resistencia que púeda usar en tal momento el 
ofendido (C., núm. 158.—21 de Abril de 1893). 368 
— — Es de apreciarse la agravante 9.2 del art. 10 del Código penal, 
cuando relatiónándo él rmiomento en que el agente verificó la agre- 
sión con'la faérza moral que le daba el formar parte de un grupo * 
armado, sé demuestra que el culpable se utilizó de medios de no- 
toria desigualdad de defensa, que es lo que constituye y determina 
dicha circunstancia agravante (0., núm. 181.9 de Mayo de 1898). 424 
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——— Afirmándose por el Jurado que no sólo por el námero de los 
agresores, sino por la forma en re la agresión fué realizada, te- 

nían aquéllos el propósito de debilitar, cuando no anular, la de- 
fensa del agredido, y que las lesiones causadas á uno de los oten- 
didos lo fueron en su casa, sin provocar por su parte el suceso, la 
Sección de derecho posee los elementos de hecho que caracterizan . 

las circunstancias 9.2 y 20 del art. 10 del Código penal (C., ná- 
mero 296.—30 de Junio de ea 664 
ES v Bomicidio, ; . 


. y 

Circunstancia agravante 10.2—Para apreciar el carácter ó im- 
portancia jurídica del abuso de confianza en los delitos de hurto, . 
es menester tener en cuenta la naturaleza y pormenores del he- 
cho procesal; y consistiendo éste en la sustracción de ropas y 
efectos que pertenecían á un compañero de servicio del procesa 
do, aprovechando al efecto su ausencia, es evidente que, si bien 
en el hurto intervino abuso pe de confianza, al efecto de la 
circunstancia agravante 10 del art. 10 del (“ódigo penal, no re- 
viste, sin embargo, el carácter de grave abuso que cualifica el de- 
lito, porque el mero accidente de servir juntos el culpable y el 
perjudicado y ocupar ambos la misma habitsción en que los efec- 
tos sustraídos se hallaban, no implica por sí que se confiriera 
al procesado encargo de vigilancia ó custodia especiales que lo 
demuestre, y por lo tanto, no puede agravarse la delincuencia 
para apreciar como cualificativa una circunstancia que sólo me 
rece el concepto de agravante genérica (C., núm. 139.—18 de 
Abril de 1893). 344 
—-— Es de apreciarse la circunstancia agravante 10, art. 10 del 
Código penal, cuando de las condiciones personales del matador 
y su víctima, afirmadas por el Jurado, se desprende que aquél exa 
de cuarenta y nueve años y fuerte de complexión, y óste de se- 
tenta y cinco años, débil, casi ciego y o de oído, colocando 
al agresor tales condiciones favorables á atenuar la defensa del 
ofendido, en la situación legal que caracteriza á la indicada agra- 
vante (C., núm. 225.—27 de yd de 1898). 615 
—— V, Abuso de confianza y Hurto. 

Id. 12.? —Es de estimarse la circunstancia agravante 12 del art. 10 
de dicho Oódigo, cuando utilizando un Juez las fanciones propias 
de su cargo, comete el delito de injurias con ocasión de dictar y au- * 
torizar una resolución judicial (C. de U., núm. 65,—21 de Febrero 
de 1893). 171 
—— Y. Injurias producidas en una resolución judicial. 

Id. 15.2—Reconociéndose por el Jurado el concierto de los culpa- 
bles para cometer el delito de robo al amparo de la noche, consta 
el aprovechamiento de ella para la mayor facilidad y ble im- 
punidad, y es, por tanto, de apreciar la circunstancia agravante 15 
del art. 10 del Código penal (C., núm. 86.—11 de Marzo de 1893). 219 
—-- La circunstancia agravante 15 del art. 10 del Oódigo penal, 
debe, por regla general, Aprodiaros como agravante cuando el de- 





lito de robo tiene lugar de noche, tanto por la mayor alarma-quye — : 
tales atentados producen en la sociedad, sl aquélla se aprovecha  . 
para su ejecución, cuanto por lo que favorece los instintos del cul- 
pable.en orden á su apetecida impunidad, sin que la Jey exija que 

es busque de propósito la noche para que sea estimada como con- 
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de ae NS 581 


«Circunstancia agravante 17.*-—-No procede apreciar la circuns- 
tancia agravante de reiteración, cuando en el fallo no se consig- 
nan la naturaleza y gravedad de los delitos anteriores porque 
el recurrente fué penado, sin que el haber sido éste castigado por 
"hurto, tan desemejante en su materia con el de atentado, baste por 
sí solo, ni aun presupuesta la condena por otro delito menor 
que la del que fué motivo de la causa, para formar cabal jaicio 
-comperativo, y estimar, sin más antecedentes, la agravante pre- 
vista en el núm. 17, art. 10 del Oódigo penal (0., núm. 50.—8 de 
Febrero de 1893). 1383 
—— Para apreciar la circunstancia 17 del art. 10 del Código pe- 
nal, deben tenerse en cuenta las condiciones del procesado y la 
naturaleza y efectos del delito, y no existiendo ninguna analogía 
jurídica entre el delito di: hurto, por el que el culpable fué dos 
veces penado con anterioridad, y el de atentado que motiva el 
«recurso, y desconociéndose, de otra parte, las fechas y penas inm- 
puestas por los hurtos anteriores, cayo dato, omitido en la senten- 
cia, es necesario para apreciar si deben ó no tomarse en consíde- 
ración dichos precedentes, se incurre por la Sala sentenciadora en 
error de derecho al estimar como agravante en el delito de aten- 
tado la expresada circunstancia 17, art. 10 del Código penal (C., mú- 
mero 141.—-15 de Abril de 1893). j 
—— V. Atentado. 
1d. 18.2—$8i bien las circunstancias agravantes ó atenuantes conser- 
van su virtualidad jurídica con relación á los delitos integrantes 
de otrn complejo, como el de lesiones no está comprendido en el 
mismo título que el de robo y homicidio, no procede aplicar en 
este último delito la circunstancia 18 del art. 10 del Código, aun 
euando el procesado hubiese sido anteriormente condenado como 
reo de lesiones (0., núm. 74.28 de Febrero de 1898). : 193 
—-- Consignándose en el veredicto que el culpable fué anterior 
y ejecutoriamente penado por homicidio, es de estimarse la agra- 
vante de reincidencia, definida en el núm. 18 del art. 10 del O6- 
digo penal (0., núm. 95,—16 de Marzo de 1893). 248 
——— El elemento esencial de lt-reincidencia consiste en el hecho 
.de haber sido ejecutoriamente condenado el culpable por un délito 
comprendido en el mismo título en:que está castigado el segundo 
ó ulteriores por que se le acusa, sin-ser, por tanto, obstáculo para 
estimar la doble ó triple reincidencia, que el delincuente resulte 
penado.en una misma senteneía por dos ó más delitos, siempre que 
-ella hubiese esusado ejecutoria, debiendo en dicho caso ser apre- . 
-ciada la indicada. cirounstancia 18, art. 10 del Código penal (O., : 
núm. 163.--27 de Abril de 1893). E E AE Pa e . : 384 
== V, Lesiones. qn 
—— La circunstancia específica de haber delinguido. el enipable 
hallándose cumpliendo pop prescindiendo de otras agra- 
vantes, basta.por' sí éola para aplicar. la pena en el grado máximo, 
conforme á:a.regla 1.2 del art. 181- del repetido Código (0., nú-  -  : 
mero:96.—17:de Marzo de 1898). 250 


348 
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Circanstanela -agravanio 20.*-—Cofao al dalite de robo con vio- 
lencia ó intimidación puede cometerse fuera de la morada del 
agraviado, cuando, sin que el ofendido provoque el suceño, se 

realiza en su propio domicilio, cumo demuestra con.ello el cul- 

pable mayor perversidad y menor respeto 6 la santidad del ho- 

gar doméstico, deberá ser estimada en .el delito la cireunstancia 

20, art. 10 del Código penal (O., número 86.—11 de Marzo: de iS 
1898). > 
- — La circunstancia de haberse ejecutado el da en la morada 

del ofendido no es inherente al delito, cuando éste se cualifica -- 
por violencias en las personas ú intimidación empleadas para rea- 
lizarlo, estando en ofro caso bien apreciada la agravante 20, ar- 
tícalo 10 PA Código penal (0., núm, 213.—23 de Mayo de 1890). 491 

Circunstancias agravantes (DELITOS DE OONTRABANDO Y DR- 
FRAUDACIÓN). —Según el núm, 2,0 del art. 22 del Real dJecréto 
de 20 de Junio de 1852, constituye una cireunstancia agravante 
el exceder de 600 pesetas el género decomisado (O., nám. 70. 
-——24 de Febrero de 1893). 184 

-— Según lo dispuesto en el núm. 3.9, art: 22 del Real decreto 
de 2 20 de Junio de 1852, existe y es de apreciarse la cireunstan- 
cia agravante de cuadrilla, cuando: la conducción de géneros de. 
contrabendo se bace por más. de tres hombres á caballo 6 á pie. 

Admitido como probado por la Sala sentenciadors que en el 
delito motivo del procedimiento fueron sorprendidos cuatro in- 
dividuos, se incurre en error de derecho al no estimar:la eonou- 
rrencia de la expresada circunstancia de agravación, «in que obsta 
á que deba ser apreciado el sitio en que los culpables fueron de- 
tenidos, y el no constar demostrado se dispusiesen á salir y con: 
ducir el género á un mismo punto, toda ves que aquéllos. queda- 
ron detenidos al realizar la conducción y penetrar en la casa 
donde:la detención tuyo efecto. . 

Conforme al art. 21 del Real desceto de 30 de Junio de 1853, las 
penas que en el mismo se señalan á los delitos de contrabando 
y defraudación, habrán de aplicarse en mayor ú nrenor grado, 
desde el mínimo. al máximo, en relación al número y entidad de 
las circunstancias atenuantes y agravantes, y cuando concurren 
la de cuadrilla y la de exceder el valor de los efectos aprehendi- 
dos de 2.000 reales, procede imponer el séxtuplo, y no-el quíntu- 
plo del valor de diehos efectos, de conformidad con las mglas es- 
tablecidas en el Código penal, según tiene declarado repriida- 
mente el Tribunal Supremo (O, núm:'8--11-de Enero de 1893). .32- 
—— Según el núm. 4.0 del art, 22 del Real decreto de 20 de Jú- 
nio de 1852, en los delitos de eontrabando y defraudación es cir- 
cunatancia las la de que los delinenentes lleven. armas, * 
aun cuando éstas sean de las de uso. no: prohibido (8.; máx. .296. 
—+ 1 de Jurtio de 1893). 542 

Circunistantia de ser iudigóna el olpablo La circanetaa: 
cia de ser indígena el enlpable, es atenuante ó asgrávante, ssgún  : 
la apreciación del Tribunal sentenciador; atendidos la naturaleza . 

y efectos 'del delito, y debe. ner ' vonsiderada tomo” agravante 
cuando las prácanciones adoptadas per:los eblpableéó dei restrán. 
el convencimiento que aquéllos tenían de la gravedid-y trascón-- 
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dencia del delito; tán que los Tribunales paedan prescindir de en 
apreciación, oúnforme al art. 11 as dicho. Código (0. de Ú., nú- 
mera 10,»-13 de Enero de 1898). . 29 
—— V. Asesinato. 
Circunatancias agravantes y Atinvanios compatibles. —No 
existe.inoompatibilidad entre:la atenuante 7:2 del art, 9.0 del Có- 
digo, y las agravantes 9. y 20 del art. 10, pudiendo una y otras 
- existir de modo independiente; pues por poderosos que sean los 
motivos de obcecación en el ánimo del culpable, ninguna relación 
tiene ese estado del agente con el lngar del delito, el número de 
agresores y la forma en que aquél se realiza (O., núm. 296—30 de 
Junio de 1893). 664 
Circunstancia atenuante 1.*—Lejos de estimarse la círcuns- 
tencia 1.4, art. 9.0, en relación con la 12 del 8,0 del Código penal, 
constituye un verdadero abuso el acto de golpear innecesaria 
mente á un detenido un agente de la toria Si de U »» Mé 
mero 148.41 de tAbril de 1998). - 359 
—— V. Lesiones. 
—— Admitida en el veredicto del Judo la circunstancia 1.2, 
pera no la $.5 y 3.*- del núm. 4.2 de dicho-art. 8.0, sólo: puede la 
Sección: de derecho reconocer la existencia - de la circunstancia 
atenngante 1.2 del art. 9.9 del: OO pena (o. - DÁ, 217. 26 de 
Mayo de 1898)... .. 500. 
—— Y, Circunstancia eximente incompleta Y: Art. 87 del Código. 
1d. 3.2-—Lecircanstencia 3.2 del art, 9.9 no es apreciable, cuando la 
falta de intención no se deduce lógica y naturalmente de los.he- 
chos probados; antes bien esa intención aparece demostrada por 
el emplee de: un medío adecuado para ocasionar, no el mal pro- 
ducido, aime etialquier atro de -mayor gravedad y' trascendencia 
(0,, núm, :4).—31 de Enero de 1898). 1165 
— Si bien, por regla general, la circunstancia atenuante de no 
haber tenido intención: el culpable de causarstodo el mal . prodt- 
cido por el delitó, que es la circunstancia 83.” del art. 9.9 del. 06- 
digo, tieno. el carácter de muy cualificads, porque afecta á la vo- 
luntad del culpable, que ss un elemento esencial en el delito, no 
puede otorgarse á aquélla más virtualidad que la de una atenuante - 
genéxica, cuando consta la malicia del acto por el empleo volun- 
tario en el agente de eleméntos adecuados y maturales para. pro- | 
ducit fodo:el mal cansado (0., núm. 85.—10 de Marzo de 1893). 218: 
2 (Como la voluntad no es fabtor estéíncial en cuanto al homi-. . 
cidia,'con-ocasión del robo, no puede-nunca sex apreciada la cir- 
cunstáncia atenuánte de 'falta de intención de producir aquél, 
siendo :inaplicable por ello la-.atepuanto S.A del art. 9.0 del 66: ; 
digo, vida. 8.4, aun en el sopuesto de ser: análoga $'aquélla(O,, 
núm.-85.:11 de.Marso de 1998) '- 219 
——. La ciroinatancia atenuante 84 del a. 9.0 del Oóaigo penal, 
es paa pit incompatible; una yes apreciada la de.premedi- 
conocida; muthoinás cánndo el eolpáble emplea, sirvién- - 
pp del veneno, un medio adecuado á producir, como produjo; 
la mauarte delh victima (0, núm.. 214. —a de mud de ii 494. 
——- Y ., Bobo:0ot» homicidio. a 
Ja. 4.24 penerde: Ja afrmación del Jorado; no es de estimarse A 
la citeunatáncia 4,4 der art. 9.0; euando-es va meso : incidente de . 
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la rifa empeñada, en la cual á la vez son contendientes agreso- 
sores y agredidos (O., núm. 89.—-S1 de Enero de 1898). 110 
—-— Cuando del veredicto no resulta' ni la situación en que los 
contendientes se encontraban, ni tampoco los móviles que itn- 
ulsaron al ofendido á dar un palo á su ofensor, antes de que 
le acometiera, no hay términos suficientes para estimar ó no 
como muy cualificada la circunstancia 4.2 del axt. 9.* del Oódigo 
penal (C., núm. 85.—10 de Marzo de 1893). , 


Circunstancia atenuante 5.2 y 7.£— Entendiendo el Jurado 
que el principal promovedor del suceso lo fué el procesado por 
las palabras y actos ofensivos contra el interfecto y que motiva- 
ron de parte de éste el dar á aquél una bofetada, no son estima- 
bles las circunstancias 5.2 y 7.2 del art. 9.0 del Oódigo penal (0., 
núm. 233.—6 de Junio de 1893). 


218 


1d. 6? y 7.*—Apreciadas en el veredicto las circunstancias de em- 
'briaguez y la de obcecación y arrebato (6.2 y 7.8 del art. 9.0 del 
Código) no pueden ser las dos estimadas como muy cualificadas, 
porque, aun suponiendo que la pertarbación se produjo en el 
ánimo del culpable por efecto del alcoholismo, y el arrebato mé- 
diante el estado pasional del agente, el bien por distintas causas, 
es innegable dba ambas circunstancias producen el miemo re- 
sultado y obedecen á la misma razón de la ley al establecerlas, á 
saber: la ofuscación en la inteligencia del sujeto responsable 
«(O., núm. 182.—9 de Mayo de 1898). 
—-— La circunstancia atenuante 7.2 del art. 9.0 del Oódigo pe- 
nal, sólo puede ser apreciada cuando los estímulos poderosos que 
naturalmente producen arrebato y oboscación en el ánimo del 
-colpable, se derivan de un impulso razonable y justo (O., núme- 
ro 17.17 de Enero de 1893). > 
——-— Los estímulos poderosos que sirven de fundamento á la 
circunstancit atenuante 7.2 del art. 9.2 del Oódigo, han de reco- 
mocer por base un hecho definido y probado, sin que aquéllos 
surjan de la cuestión que se promueva entre el agredido y el 
agresor (C., núm. 27.--21 de Enero de 1898). 78 
-—— Quando del veredicto.no aparecen los móviles que impal- 
saron la voluntad del agente á cometer el delito, no es de tenerse 
-en cuenta la circunstancia atenuante 7.* del citado art. 9.0 del 
Código (0., núm. 86.—11 de Marzo de 1898). 219 
—— Los estímulos que determinaron al ágenio 4 realizar la 
mnerte del nifo, consistentes en el abandono del amante y la 
falta de medios para subsistir en que.éste la dejara, no son suíl- 
cientemente poderosos á producir naturalmente el arrebato y ob- : 
«cecación á que se refiere la circunstancia 7.2 del. art. 9,0 del 06- 
digo, porque ni tavieron sa origen en una causa próxime, ni 
guardan el meror enlace y congruencia entre el delito y la per- 
pri con sus actos los produjo (C., núm, 90,—14 de Marzo 
e : - 
-—-—— No es de estimar la circunetancia atenuante 7.4 del art. 9.” . 
del propio Código, cuando no se consigna en la sentencia hecho 
slguno de que pueda aquélla derivarse, porque la enemistad pro 
- Zunda, cuando no es conocen sus motivos, no puede por sí servir 


425 
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«de fundamento aceptable de atenuación (0., mm. 96.—17 de 
Marzo de 1893). . 
—-— Estimada por el Tribunal sentenciador la circunstancia Ta, 


art. 9.0 del Código penal, mediante haber obzado el culpable con 


ba y obcecación ocasionados por la provocación y desafío 
que le hiciera el ofendido, no es posible deducir de este hecho, 
ánico probado en la sentencia, otro motivo de atemuación que el 
indicado ó el que se express en la circunstancia 4.2 del propio ar- 
tículo 9.9, pero nunca ambas cirounstancias, según lo ha resuelto 
la doctrina sonptante de la Sala de Casación al establecer que un 
hecho único no puede ser generador de dos d más distintos mo- 
tivos de atenuación de la responsabilidad criminal (C., núm. 130. 
—*7 de Abril de 1898). 
-—-— Ni del hecho de cuestionar el procesado econ el ofendido 
por haberle hallado hablando eon su hija y no aprobar semejantes 
relaciones amorosas, nt del de haber aquéllos reprodacido más 
tarde la cuestión al encontrarse nuevamente, se originan, sim 
-otros antecedentes, estimándolos bastante erosos á producir 
la circunstancia 7.* del art. 9.0 del Código, ó sea la de oboecación 
Per en el ánimo del culpable (0., núm. 133.—4 de Abril 
8 
—— La legítima reprensión del eng al ¿jo que gravemente 
le ofende ó insulta, no determina los ulos poderosos y lícitos 
<ue exige la ley parsills a pcociaaión oy la ircunelóndló 7,8 del 
«art. 9.0 del Código penal (0., núm. 162.-—26 de Abril de 1898). 
—-—— Quando de los hechoa probados no se revela, ni directa ni 
indirectamente, cuál fuera el estado de ánimo del culpable, ni 
<onstan otros motivos de obcecación que la rivalidad existente 
-entre dos pueblos, na cabe apreciar la circunstancia 7.2 del art. 9.0 
del Código penal (C.,, núm. 181.-—9 de Mayo de 1898). 
—- Los estímulos que constituyen. la circunstancia atenuante 
7.9 del art. 9,0 del penal, hen de tener alguna justifica- 


ción moral, sin que bayan de estimarse como tales los simples 


impulsos de la ira, ni las excitaciones que pueda producir la con- 
tradiocción en el ánimo del que acomete 4-otro, según ha estable- 
cido constantemente la doctrina del Tribunal Supremo (0., nú- 
«mero 204.—18 de Mayo de 1893). 

—- No puede estimarse en un delito la circunstancia de arre- 
bato y obescación, cuando de ls sentencia reclamada no constan 
los pormenores de los hechos, á estímulos de los cuales obra el 
culpable, para jnagar si fueron óstos bastante eficaces á producir 
el al et de ánimo que aqnela circunstancia requie- 


37 de Mayo de o 
— Los motivos de arrebato de la voluntad y ofuscación de la 
Anteligencia, constitutivos. de la atenuante. 73 dol ext. 9.9 del 06- . 


434 


412 


490 


513 
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digo penal, no son los nacidos por consécuéncia de Uyda riña Ó 
cuestión, sino los anteriores 6 independientes de ells (0., 'nÚMETO 
293.—28 de Jenio de- 1899.) 656 
—— V. Cireuntianció atenmanto 4 y Circunsiamtias agravantes 

y atenuantes icempatibizs. 

Circunstancia atenuante 8.2-—Coando se iwvoca la dircunstan- 
cia atenuante 8.2 del art. 9.* del Código penal, es précivo deriva 
rla de supuestos dé hecho consiguadós expresamente en la sen- 
tencia recurrida, sin 'que baste á tal objeto qué en ella ee declare 
probado que entre el ofensor y oléndido se:hallaban disgustados,. 
cuando no se especifican las .eausus determinantes de táles dis- 
gustos, bastantes á producir eñ el recurrente el estado de ánimo 
y la disminución de su libertad, que la defensa de aquél sapone 
al realizarse el delito (0.;,-de U.,:núm. 8.--12 de Duero de 1898). 25 
—-— Aun cuando la Bala sentenciadora, al aplicar la cireunstan- 
cia análoga 8.4 del art. 9:0 del Código, nó exprese'von cuál de las 
atenuantes guardaba analogía aquélla, está tal circunstancia bien 
apreciada sí el fin.tícito y lnudable del culpable al detener á un 

particular produjo ofuscación en su mente, precipltando sti acti- 
vidad six meditar en la criminalidad del: medio empleado, todo 
lo cual asemeja tal circunstancia á la 7.2 del propio art. 9.0 det 
Código (C., núm. 68,—23 de Febrero de 1998); : 178 
— — La imbectbi bectbilided, lo' propio que la lovara, orando no resulte 
absoluta, no es más que una circanstancia arnanta genérica 
£O., núm. 98.—17 de Marzo de 1893.) 35 
—— V. Circunstancia eximente incompleta. 

Circunstancias atenuantes en delitos de- coincido: —8e 
gún el art. 23 del Real decreto de M de Janio de 1852, ex'los de- 
litos definidos y penados por dicho decteto von cireunstanelas 
atenuantes, además de las que enúmeríá, cualquiera otra que no 
determine, siempre que evidentemente dismintiya' del modo ma- 
nifiesto la malicia del culpable y el daño del del ito, según el reo- 

to criterio de los Tribunales. 

La circunstancia de ser. ciego el vulpáble: nO: Aleminayo mamá C* 
festamente la malicia del penado, ni infinye én lo más inínimo en 
la consumación del delito en los térnmiinoy y modo de su ejecu. 
ción O» núm. 206.-—20 de Mayo de 1899). 416 
—-— V. Contrabando. 

Circunstancias atenuantes ' muy aócda —Del: solo he- 
ao ES Mamar el agredido al agresor: maricón, por grandemente 
ofensiva que semejante palabrá wen, no ne pueden -dorivarsa tuo 
distintas circunstancias, á saber: la: de provocación, la de vindi. > 
cación de una ofensa, y la obcecación y-«rrebaló, us-todas 
tres tierien el mismo origen y son cánsa efieiente de un hécho 
único, tendiendo á perturbar la inteligericia del cu > ad excf- 
tando su ira; así es que no merecón raciónal Y mór te otra 
importancia que ln de un motivo leyal de -atentiasión; y núnca 
habrán de tener virtualidad jurídica pará ser apreciadas corto 
muy cualificadas y producir el efecto de rebajar lu pena á km in. 
mediataménte Inferior de la señalada pof la dey al telito (05 nú- 
mero 134,—8 de Abril de 1893). 

— .Las olreanstancias atenuantes merecen el odheepto de my 
cualificadas cúaendo vé Originan de ex hhpulso plisionai que 
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ta en el mayor grado la voluntad del agente, disminuyendo su 
responsabilidad moral, y prirándole en parte de la conciencia de 
-eus actos; y si. bien. es de esa clase la atenuante 1.4 del art. 9,0 
del Código, según loa heehos que el veredicto consigne, no lo es 
la de embriaguez, cuado se desconoce la intensidad de la per. 
turbación intelectual ocasionada por aquélla en el ánimo del cul- 
pable, y si había fundado motivo ó6.no para: suponer á éste con- 
trs su voluntad en tal estado (C., núm. 282.——6 de Junio de 4893). 534 
—— El grado. ó calidad de los motivos de atenuación, á los efer- 
tos de la regla 5.2 del art. 82 del Código penal, depende de la va- 
riedad. de circunstancias concurrentes en los hechos de que tales 
motivos se deriven, cuyo valor jurídico no debe ser apreciado en 
absoluto, sino en relación con los accidentes todos morales 6 ma- 
teriales del delito cometido. pr 

Ouando. de los hechos consignados en el veredicto no se des- 
brende cuál fué la verdadera intención del homicida, aunque sí 
que no tuvo la de matar á su contrario, ni tampoco los grados de 
la embriaguez de aquél, no hay términos hábiles para declarar 
erróneo el juicio que el Tribunal sentenciador formó sobre el ve- 
lor de las circunstancias 8.2 y 7.4 del art, 9.0 del Código, a! no 
estimarlas como may cualificadas, según por regla general lo son 
dichas circunstancias, por afectar la 3.* al elemento subjetivo, y 
la 9.8 á la perturbación. considerable de las facultades físicas del 
agente (O., núm. 269.—14 de Junio de 1893). 584 
—— A los efectos del núm. 5.0 del art, 82 del Código, entre las 
circunstancias atenuantes que se reputan muy cualificadas, lo es- 
tán aquéllas nacidas de la disposición de ánimo ó del estado mo- 
ral del delincuente, ó de los móviles de su acción, y cuya influen- 
-cia sobre el sujeto del delito exceda en intensidad á la suficiente 
para hacerla apreciable según la ley; y cuando en el veredicto no 
se consignan las ofensas que el interfecto dirigió al acusado, fal- 
tan términos hábiles para apreciar con acierto la eficacia y efec- 
tos que en el ánimo ó intención del culpable hubiesen aquéllas 
producido (C., núm. 2765.-——21 de Junio de 1893). 617 

Circuustancias eximentes 1.*-—La imbecilidad que exime de res- 
ponsabilidad criminal ha de ser completa, según se deduce de los 
tórminos claros del núm. 1.0 del art, 8.0 del Código penal, por lo 
que dicha eximente de la imputabilidad no es aplicable. al caso 
en que el Jurado declara que el culpable no realizó el asesinato 
en aquel estado de degeneración intelectual absoluta, exigida por 
el a artículo del Código (C., núm. 98.—17 de Marzo de al 
1893). ne de 
—— V. Circunstancia atenuante 8.2 y Art. 87 del Código penal. . 

Id. 4.9-—La primera y fundamental condición que exige la ley para - 
apreciar la circunstancia eximente de responsabilidad criminal 
<como justificación del derecho de defensa, es la preexistencia in. 
mediata de la agresión ilegítima, sin que tengan virtualidad jurídi.- 
ca para los efectos de exenciónió atemuación los demás requisitos 
del núm. 4.0 del art. 8.2 del Código penal, una ves negada la exis- 
tencia de dicha agresión:en el veredicto del Jarado (0., núm. 27. 

—21 de.Enero de 1898). es TO . 78 
— —Es inaplicable la circunstancia 4.2 del art. 3.0. del vitado Có: 
digo, cuando el Jurado no declara que al cometer el crimen obra- 
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se el procesado en defensa de su honor, ni se reconocen hechos 
acerca del acometimiento de la ofendida ni tampoco la necesidad 

de garantir el ofensor su existencia, ó sus derechos repeliendo 

la fuerza con la fuerza (O., núm. 56.—10 de Febrero de 1893). 162 
—-—No puedo ser estimada la circunstancia 4.2 del art. 8.2 del 
Código penal, cuando en el veredicto del Jurado no se consignan 

los hechos de donde aquélla pueda derivarse (0., núm. 69.—23 de 
Febrero de 1898). 183: 
— el núm, 4.0 del art, 8.0 del Código penal, no delinque, 
y está por ello exento de responsabilidad criminal, el que obra 
en defensa de su persona concurriendo las tres circunstancias que 
en dicha disposición legal se requieren. 

Inferida al procesado una lesión con un rodillo, cuya agresión 
rechazó aquél con una alcotana, empleó el acometido un medio 
adecuado y racional, sin que la manifestación que hiciese á los 
canteros para que éstos dejasen terminar á los albañiles el tra- 
bajo que estaban haciendo, constituya provocación alguna que 
justificase lo ilegítimo de la agresión de que fué objeto por parte 
de uno de dichos canteros; concurriendo, en su consecuencia, en 
el hecho los tres requisitos que integran la exención de rO8pOnSA- 
bilidad criminal (O., núm. 120.—3 de Abril de 1893). $11 
—-—Admitiendo como fundamentos los hechos probados de la 
sentencia recurrida, usa del derecho de defensa de sa persona, 
quien, para rechazar una agresión violenta y armada, inflere econ 
sólo las manos y la boca, y desprovisto de armas, lesiones menos 
graves al agresor, si lejos de proyocar por su parte el suceso, se 
vió artera y súbitamente acometido; sin que pueda decirse re- 
sultase exceso en la defensa, pues aunque quien acometía fué 
despojado del estoque con que había lesionado á su contrario, no 
cousta hubiese solución de continuidad entre uno y otro acto, 
rechazándose, finalmente, la agresión de un modo adecuado 
pues aun sin armas, podía creer el que se vió acometido que el 
agresor persistiese en su actitud agresiva; concurriendo de modo 
evidente todas las circunstancias que integran la eximente 4.2 
del núm. 4.9, art. 8.9 del Código penal (0., núm, 128.—6 de Abril 
de 1893). 324 
——— Los hechos consignados en el veredicto de haberse levan- 
tado de la cama el ofendido, padre del agresor, ante los insultos 
de éste, llegando á ponerle las manos é biriéndole ligeramente, 
no constituyen la agresión ilegítima á los efectos de determinar 
la existencia jurídica de la circunstancia 1.*, núm. 4.0, del ar- 
tículo 8.0 del Código penal, porque insultado en la forma más 
irrespetuosa, hizo aquél uso de su autoridad paterna (0., número 
162.—26 de Abril de 1893). 383 
—— La exención de responsabilidad que sefiala el núm. 4.0 del 
artículo 8,0 del Código penal, requiere como elemento principal 
una agresión, y que ésta sea ilegítima, sin la cual no se concibe 
el concepto de la defensa completa ni incompleta, por estar sa- 
bordinada á aquélla las otras "dos condiciones que exige la ley, 

y que de seguro faltan cuando no concurre la primera (0., nú- 
mero 185.—10 de Mayo de 1893). 437 
rricidio. 


-— V. Pa 
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Circunstancia eximente 5.2—Está exento de responsabilidad, 
según determina el núm, 5.0 del art. 8.2 del Código penal, el que 
obra en defensa de la persona ó derechos de sus ascendientes, 
cuando no ha dado lugar al suceso, y cuandó mediante agresión 
ilegítima, emplea para impedirla ó rechazarla nn medio racional 
de defensa. 

Cuando el que invoca dicha exención provoca el lance con 
sus intemperancias, cruzándose de palabras y realizando actos 
de verdadera agresión, terminando por disparar un tiro y lesio- 
nar al sujeto con quien aceptó la cuestión, no son de apreciar 
ninguno de los requisitos de la exención, tanto por la falta de ne- 
cesidad racional de repeler ó rechazar agresión alguna á su as- 
cendiente, ni aun á sa misma persona, cuanto porque, levantado 
ya del suelo el padre del agresor, y separado aquél de quien á su 
vez le acometía, no se justificaba la defensa propia, ni la de su 
padre, en el acto del disparo del arma de fuego (C., número 7.— 
12 de Enero de 1893). 24 
—— Afirmando el Jurado los hechos de que antes de ser herido 
el interfecto no habían sido acometidos los hermanos del proce- 
cesado por aquél ni por el otro contendiente, y de que aun en la 
hipótesis de haberlo sido, no se había visto el agresor precisado 
á acudirá la defensa de aquéllos, tales afirmaciones de hecho 
son incompatibles con el precepto legal (5.0 del art, 8.* del Có- 
digo penal) que regula el ejercicio del derecho de defensa en fa- 
vor del que obra en la de so persona ó la de su hermano. 

No puede estimarse ilegítima la agresión, cuando tiene lugar 
durante una rifia, sin que conste cómo y por quién se empezó 
ésta, pues tal situación de hecho excluye toda circunstancia mo- 
dificativa de responsabilidad para los que en ella $e encuentran 
(C., núm. 293.—28 de Junio de 1893). 655 
—— V. Homicidio. 

Id. 9.2—La exención de responsabilidad criminal á que se contrae 
el núm. 9.0, art, 8.0 del Código penal, no se determina por el 
efecto que pueda producir en el ánimo del agente del delito 
cualquiera e o poderosa que ella seas, para limitar y 
aun anular su voluntad, sino que es necesario la concurrencia de 
una fuerza material que, privando al agente de toda voluntad, lo 
convierta en mero instrumento del que la impulsa, á diferencia 
del que obra bajo la impresión del miedo, pues entonces basta 
la coacción moral en grado suficiente para que sea insuperable 
de recibir un mal igual ó mayor que el causado. 

No es aplicable dicha eximente 9.2 del art, 8.0, cuando los he- 
chos consignados en el veredicto del Jurado se refieren al «estado 
de ánimo en que la culpable se hallage por efecto de anteriores 
resentimientos con la víctima, sín que en dicho veredicto se 
afirme el pecho de violencia por fuerza natural irresistible, nece: . 
sario para producir el efecto jurídico de la exención de responsa- 
bilidad criminal (C., núm. 145.—18 de Abril de 1893). 354 

Id. 10.2—No es de estimar en la ejecución del delito la circunstan- 
cia eximente núm. 10 del art, 8,0 del Código penal, cuando no 
hay términos hábiles para deducir que el agente obró por miedo 
insuperable de un mal que le era desconócido, y cuando suscita- 
da riña, el agresor utiliza innecesariamente, disparándola sobre 
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su contrario, un arma de fuego, después de quedar inútil el sable 
con que agredió, y sin que el ofendido por su parte amenarzsse 
ni intimidase á quien le acometía, ni aan se defendiese de los 
repetidos ateques de que fué objeto (O., núm. 201, —Y de Junio 
de 1893). 651 


Circunstancia eximente 11 *—Están cESniS de responsabilidad 
criminal, según el núm. 11 del art, 8.0 del Código penal, los que 
obran en el cumplimiento de un deber ó en el legítimo "ejercicio 
de un derecho, oficio ó cargo, en cuya exención está comprendi.- 
do el vigilante de consumos, y como tal agente de Ja 'Autoridad, ' 
que ante los insultos y amenaza con una pistola de quien pre. 
tendía entrar objetos sujetos al impuesto, rechaza tal agresión 
hiriendo al agresor, y obrando, no sólo en defensa de su perso- 
na, sinó en cumplimiento del deber de defender los intereses que 
le estaban encomendados (0., núm. 160.—25 de Abril de 1893). 380 
—- V. Atentado. 

Circunstancia eximente incompleta. —Estimada por la Sala la 
concurrencia de la agresión ilegítima y la de falta de provoca. 
ción, y no la necesidad racional, que no se desprende de' los he- 
chos probados, es improcedente admitir la exención comprendida 
en el núm. 4.0 del art. 8.* del Código penal. 

Reconocida la existencia de dichas dos circunstancias, Ó ses 
el 1.* y 3,0 de los requisitos que legitiman la propia defensa, no 
son ya de estimar las atenuantes 4.2 y 7.4 del art. 9:%, que se de 
rivan de los mismos hechos que aquélla (C., núm. 40.—31 de 
Enero de 1893). 116 
—— La circunstancia eximente 4.* del art. 8.0 del Código penal 
exige como elemento sustancial, entre otros, la falta de provocz- 
ción suficiente por parte de quien se defiende, cuyo requisito ha 
de constar declarado expresamente en la sentencia, Óó cuando me- 
nos, deducirse de los hechos admitidos como probados; por lo 
cual, sosteniéndose en el veredicto que el procesado tavo cues- 
tión con el interfecto antes de la pelea entre ambos, y como en 
aquél no se determina, como debiera determinarse, la naturaleza 
del acto ó de las palabras constitutivas de la provocación, esta 
deficiencia en los elementos de derecho impide apreciar aquella 
circunstancia al efecto jurídico de ser ó no suficientepara produ- 
cir la agresión ilegítima, que á juicio del Jurado fué repetida por 
modo y medio racionalmente necesario (0,, núm. 169.—-28 de 
Abril de 1898). 3898 
-—— En los casos de exención de responsabilidad criminal], esta. 
blecidos én el art. 8.0 de dicho Código penal, han de resultar pro- 
bados todos y cada uno de los requistos determinados en la ley, 
porque constituyen verdadera excepción del art, 1.0, párrafo se- 
gundo del citado Código y del principio general en él consignado, 

y porque sólo probándolos puede ser remitida ó moderada la im- 
posición de-la pena (C., núm. 217.—25 de Mayo de 1893). 500 
-—-— Admitido el hecho cierto de haber disparado el acusado un 

tiro al interfecto al ver que éste rifiendo con el padre de aquél le 
daba patadas, lo cual constituye una verdadera agresión, y afir- 
mando además el veredicto que dicho interfecto no acomettó sin 
motivo al padre del' agresor, es preciso reconocer, por no constar 
datos en contrario, que tal agresión fué ilegítima, debiendo esti- 
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marea la concurrencia de haber obrado el culpable en defensa de 

la persvua de su padre (C., búm. 268.—19 de Junio de 1893). 508 
—— .La circunstancia de obrar en defensa de la persona de un 
ascendiente, que por regla general exime de respousabilidad cri- 
mina!, pierde este carácter para convertirse en atenuante muy . 
cualificada de efectos coneretos en la penalidad, cuando no con. 
curren tudos los requisitos que exige el núm. 5.9 del art. 8.0 del 
Código penal (O., núm. 369.—20 de Junio de 1893). 608 
—-— Las situación de desafío en que voluntariamente se coloea- 

ron los contendientes, exclaye por sí sola el concepto jurídico de 

la defenes como eximente de la responsabilidad criminal, anto- 
rizada en el núm. 4.0 del art. 8.0 del Código penal, únicamente 
apreciable cuando precede una agresión inesperada, y no provo- 
eada, que aconseje racionalmente repeler ó impedir la inminen- 

<ia ó realidad de un riesgo ajeno á la propia voluntad. 

Aun contestadas afirmativamente por el Jurado las pregnn. 
tas relativas á la concurrencia de dos de los requisitos de la exi. 
mente de la propia defensa, la naturaleza misma del hecho, reve- 
lada y conocida por los que la precedieron y se expresan en otras 
preguntas dol veredicto, excluye la apreciación en este caso de 
tales requisitos, pues no es dado estimar la agresión ilegítima en 
un desafío mutuamente aceptado, siendo aquélla un accidente de 
la rifia empeñada, y en la cual ambos contendientes habrían pro- 
cedidu á vías de hecho (C., núm. 275.—21 de Funio de 1893). 617 
—-— Concurren los dos priwreros requisitos exigidos por el nú. 
mero 4.0, art. 8.0 del Código penal de Ouba y Puerto Rico para 
justificar la exención de responsabilidad criminal, cuando de los 
hechos zdmitidos en la sentencia reclamáda se desprende concu- 
rrieron la agresión ilegítima y la necesidad racional det medio 
empleado, caracterizada la primera por la actitud agresiva del 
ofendido, cuya actiru:l da vida al dorecho natural de defensa, en- 
caminado, no sólo á repeler, sino 4 impedir et aeomnotimiento que 
principia á iniciarse, y justificada la segunda, siempre que no 
existe desproporción, dadas las circunstancias del caso, entre las 
armas de ambos adversarios, no siendo racional ni humano, en 
circunstancias tan críticas como las que supone el ejercicio del 
derecho de defensa, exigir otro medio que a posteriori pudiera 
concebirse con igual grado de eficacia, 

Es doctrina de la Sala de Casación que para poder estimar. 
se el requisito de lá falta de provocación en quien se deden 
de, en forzoso que de loe hechos probados se desprenda con 
toda claridad que éste no provocó suficientemente la agresión de 
que fué objeto (C. de U., núm. 278.—21 de Junío de 1893). 614 
—-— V, Art. 87 del Código. 


Circunstancias cualificativas. —Caando concurren la alevo- 
sía y la promesa remuneratoria en la muerte violenta de una per- 
sona, es indiferente, con tal que las dos se aprecien, dar á eual- 
quiera de ellas la preferencia para la calificación jurídica del de- 
lito (C., núm. 21.—18 de Enero de 1893). 06 
—— V. Asesinato. 


Circunstancias modificativas de la responsabilidad. — En 
la apreciación de circunstancias agravanteb ha de estarse á Jo 


Tomo 50 | 46 





723 JURISPRUDENCIA CRIMINAL 
Páginas. 


que resulte de los hechos declarados probados en la sentencia 
recurrida, 

Calificado el hecho de asesinato por cualquiera de las agravan. 
tes que le son cualificativas, las demás circunstancias de agrava- 
ción deben ser estimadas como genéricas, al efecto de determi- 
nar la pena aplicable al delito (O. de U., núm. 66.-—28 de Febrero 
de 1898). 174 
-—— La responsabilidad criminal en los delitos viene nujeta á las 
modificaciones que en la criminalidad imprimen las circunstan- 
clas eximentes, atenuantes Ó agravantes; pero es preciso que ante 
el Tribunal de Casación se planteen legalmente las cuestiones 
jurídicas, motivadas por la concurrencia de tales eircunstancias, 
si han de ser debidamente resueltas (C., núm. 94.—14 de Marzo 
de 1893). 246 
—— Es doctrina constante, fundada en la presunción de inten- 
cionalidad que establece el art. 1.9 del Código penal, que las cir- 
cunstancias modificativas de la responsabilidad, como constituti- 
vas que ellas son de situaciones jurídicas excepcionales, han de 
resultar suficientemente comprobadas en la sentencia recurrida, 
según el resultado de la prueba de conciencia apreciada por los 
Tribunales (C., núm. 169.—28 de Abril de 1893). 398 

Circunstancias modificativas en las faltas.—No son avlica- 
bles á las faltas las disposiciones que se refieren á las circuns- 
tancias atenuantes ó agravantes; sino que pueden los Tribunales, 
según el art, 648 del Código penal de Cuba y Puerto Rico, impo- 
ner la pena señalada en la ley, cuya extensión están autorizados 
para recorrer á su prudente arbitrio, por lo cual, cuando la dispo- 
sición que se supone infringida no es aplicable al caso, no hay 
infracción de ley que permita autorizar el recurso (O, de U., nú- 
mero 198.—17 de Mayo de 1893). 459 
—— V. Asesinato icidio. 

Circunstancias no inherentes.—La circunstancia agravante de 
promesa remuneratoria no es inherente al delito de asesinato ó 
parricidio, porque el precio prometido ó satisfecho no constituye 
la inducción directa, pudiendo existir ósta con la eficacia necesa- 
ría para que el pensamiento criminal se realice con independen- 
cia de toda idea de lucro (O., núm. 21.—18 de Enero de 1893). 66 
—— V. Asesinato. 

Coacciones.—La prohibición impuesta por el denunciado al que 
rellante de no entrar en su establecimiento, ni que en él se le 
diera de comer, requiriéndole para que se marchara, sin emplear 
para ello fuerza ni violencia, son actos que no revisten caracteres 
de delito, y hacen improcedente la apertura del juicio oral, 
afirmando, como la Sala afirma, no haber justificado el quere- 
llante ser dueño, arrendatario ó gerente del establecimiento de 
que se suponía consocio (C., núm. 111.27 de Marzo de 1893). 293 
—— El acto de detener y registrar á un particular, realizado por 
un guardia municipal sin motivo bastante justificado, por no serlo 
las noticias de que aquél recogía firmas para una exposición con- 
tra el Alcalde, constituye el delito previsto en el art. 210 del Có- 
digo penal, no el definido en el 510; pues para que este último se 
produzca, es preciso que quien lo cometa impida á otro con vio- 
lencia y sin autorisación legítima hacer lo que la ley no prohibe, 
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ó le compela á ejecutar lo que no quiera, ses justo ó injusto, cir- 
cunstancias distintas de las que informan el delito de detención 
realizado por un funcionarlo público en la persona de un particu- 
lar sin causa de delito (C., núm. 165.—27 de Abril de 1898). 298 
—-— Inturre en el delito castigado en el art. 515 del go 
penal de Cuba y Puerto Rico, el que sin estar legítimamente 
autorizado impidiese á otro con violeneia lo que la ley no prohi- 
be, ó le compeliere á efectuar lo que no quiera, ses justo ó injusto, 
cuya sanción no es aplicable al acto de introducirse el acusado en 
una casa poseída á la sazón por otro, y exigir de éste, usando 
de reflexiones y palabras, que abandonara el edificio y sacase de 
él los caballos que tenía en el mismo, como lo consiguió, sin que 
conste el empleo de violencias ni que se prevaliera de una mani- 
fiesta intimidación para realizar sa propósito, circunstancias que 
en su caso determinarían la coacción antes definida; viniendo 
castigado como falta en el art. 612, núm. 5.*, del citado Código pe- 
nal, el hecho de causar á una persona vejaciones injustas, no 
comprendidas en el libro 2.0 de aquel Código, pues vejación in- 
justa es obligar al poseedor legal de una casa á salir de ella sin 
derecho, y conseguir que sacara .también sus caballos (C. de U., 
núm. 203.—18 de Mayo de 1893). 470 
—-— El acto de obligar el culpable, sirviéndose para ello de la 
intimidación y de la violencia, á otra persona á que asbandonase 
la habitación en que se encontraba y le siguiese contra su volun- 
tad, constituye el delito de coacción, definido en el art. 515 del 
Código penal de Cuba y Puerto Rico (O. de U., núm. 249.—12 de 
Junio de 1893). 567 
—— V, Detención ilegal. 

Competencia. -—Ineurre en el error de derecho á que se refiere el 
art. 850 de la ley de Enjuiciamiento criminal, el Tribunal que 
alega incompetencia para conocer del delito de defraudación (0., 
núm. 112.—27 de Marzo de 1898). 295 
—— V, Audiencias, Jurisdicción de Querra, de Marina y ordina- 
ria, y Rifas no autorizadas. 

Cómplices.—Los hechos imputados en el veredicto del Jurado de 
haber los procesados convenido con la madre del niño la muerte 
dada á éste, presenciando además su ejecución, sin que conste 
tomasen en ella parte directa, ni indujesen á la parricida á reali. 
zar sa mal propósito, excluyen la calificación de autores y sólo es 
procedente la de cómplices, según el art. 15 del citado Código pe- 
nal, porque el convenio criminal y la presencia de los culpables 
en el delito constituyen el concepto jurídico de la delincuencia 
en tal concepto, ó sea la concurrencia mutua de las voluntades 
en la acción y sus resaltados (0., núm. 91.—-14 de Marzo de 1893). 238 
—-— La cooperación en el delito anterior ó simultánea á su eje- 
cución puede :tener efeeto por actos materiales 6 morales, los 
cuales constituyen el concepto de complicidad punible, siempre 
que no determinando lar esponsabilidad de los autores, se contri- 
buye con ellos á la consumación del acto castigado por la ley, ya 
auxiliando materialmente al autor con el concarso de su acción, 
ya aumentando la voluntad de aquél mediante la concurrencia 
de la del cómplice por medio de excitaciones directas y efectivas 
que obren eficazmente sobre aquélla, pues entonces se convierte 
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la complicidad en verdadera inducción, rayana en la que la loy re- 
ennoce como causa eficiente para equipararse al inductor con el 
autor material del hecho punible (0., núm. 168.- 28 de Abril de 
1893). 3 398 
—— V, Autor y Parricidio. 

Contrabando.—La simple tenencía en poder de un particular de 
un corto número de pliegos de papel sellado de años anteriores y 
distintas épocas, sin que conste sean de ilegítima procedencia, no 
constituye el delito de contrabando, previsto en el núm. 3.0, ae- 
tículo 18 del Real decreto de 20 de Junio de 1853 (O., núm. 248. 
—12 de Junio de 1893). 
—— Sea cualquiera la interpretación que se dé al núm. 4.0 del 
art. 21 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, es iudiscutible, 
según dicha disposición legal, que 1.0 se podrán decomisar las 
caballerías, carruajes ó buques propios de un tercero, que no haya 
tenido complicidad en el contrabando, ni conocimiento del nso á 
que aquéllos se destinahan (O., núm. 260.—15 de Junio de 1893). $86 
—— V. Defraudación, Jurisdicción ordinaria y Recurso de casa- 
ción (sentencias). 

Cuestiones prujudiciales. —V. Recurso de casación (cuestiones 
prejudiciales). 





D 


Daños.—La posesión, siquiera sea de hecho, de 'un inmueble, es 
títalo bastante, á los efectos de la ley penal, para reputar duelo 
á una persona, y en tal concepto el becho de entrar en la finca 
quienes carecen de autorización, y cauear un dafio inferior á 50 
pesetas, es justiciable, conforme al art. 616 del Código penal (O., 
núm. 37.—30 de Enero de 1893). 106 
—— El hecho de introducir el recurrente ganado vacuaño de su 
pertenencia en una finca de los propios de nn pueblo, no obstan: 
te constarle estar arrendada á un particular, y el haber sido por . 
igual acto penado aquél con anterioridad, constituye é integra 
la falta definida y sancionada en el art, 612 del Oódigo penal (C., 
núm. 55.—10 de Febrero de 18939). 149 
—— V. Hurto. 

Deformidad.—La pórdida de los dientes incisivos constituye, ue- 
gún doctrina constante del Tribunal Supremo, deformidad en el 
ofendido (€. de U., núm. 148....31 de Abril de 1893). . 369 
—— Lesiones. 

Defraudación.—Aun cuando por el art. 207 de las Ordenanzas de 
Aduanas es permitida la libre circalación de mercancías de pro 
cedencia extranjera per el interior del Reino, se exige en ellas la 
conservación de los marchamos, incurriéndose en otro caso en el 
delito de defrandación, previsto én el núm. 8.2 del art, 19 del 
Real decreto de 20 de Junio de 1852 (O., núm. 31.—25 de Enero 
de 1893). 87 
—-— V. Contrabando y Jurisdicción ordinaria (contrabando y de- 

Ae ei Recurso de casación (sentencias) y Rifas no autori- 
zadas. l 
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Delito complejo.—V. Robo son homicidio. 

Delitos contra el ejercicio de los derechos individuales.— 
V. Recurso de casación (sobreseimiento). 

Delitos contra la salud pública.—Se comete el delito castigado 
en el art. 856 del Códigu penal, cuando con cualqnier mezcla no- 
civa para la salud se alteran las bebidas ó comestibles destinados 
al consumo público, cuando se vendieren géneros corrompidos ó 
o as fabricasen ó expendiesen objetos cuyo uso perjudique 

a.salud. ; 

No es aplicable dicha sanción penal al hecho de vender vino 
conteniendo ácido nítrico - anbidro, puesto que, según dictamen 
pericial y declaración expresa de la Sala, tal sustancia no perju- 
dicaba á la salud, ni alteraba la bebidas, faltando, por tanto, el re- 
quísito esencial en el delito, sancionado en el art. 3568 del Cádigo, 
de ser la alteración ó mezcla nocivas á la salud pública (C., nú- 
mero 226.—29 de Mayo de 1893). 516 
—=— V, Estafa. 

Delitos contra el culto.-——V. .Escarnto y Juicio por jurados. 

Delitos electoralés. —El hecho de haberse figurado á sabiendas 
en el acta para la elección de Diputados provinciales y en la lista 
á ella adjanta de votantes, varios electores que nó emitieron su 
sufragio, constituye el delito de falsedad en documento oficial, 
definido en el párrafo segundo del art. 814 del Código penal, sin 
que á ese caso sea aplicable el núm. 4.0 del art, 92 de la ley Elec- 
toral, que castiga al que á sabiendas consienta que un elector vote 
dos veces ó eon nombre ajeno, caso bien distinto de la consigna- 
ción en las actas de individuos que se supone votaron sin haberlo 
verificado, sin que pueda tampoco admitirse lo hicieran otros por 
ellos, que es precisamente la falsedad, sancionada en el número 
y artícalo citados del Código penal (C., núm. 103.—22 de Marzo 
de 1893). - 264 
— — El delito de falsificación de documentos oficiales queda con- 
sumado cuando en ellos ee verifica cualquiera de-las ficciones 
enumeradas en el srt, 814 del Código pena!, heya ó no logrado el 
culpable el propósito que persiguiera, porque de no lograrlo, lo 
que se frustra es el fin, no el delito, que según el expresado ar- 
tículo integra su total esencia jurídica por la alteración material 
de la verdad. 

Conforme á esta doctrina, desde el momento en que las actas 
de una Sección electoral que habían de remitirse á las Juntas cen- 
tral y municipal, se extendieron atribuyendo maliciosamente á un 
candidato más votos y á otro menos de los en realidad obtenidos, 
se consumó el delito de falsedad, sin que el accidente de no ha- 
berse compatado en el eserutinio general tales vovos por no haber 
llegado á su destino el acta dirigida á la cabeza del distrito, infa- 
yera para nada en la acción punible ys consumada (O., núm. 104, 

— 22 de Mayo de 1898). E 206 
—-— El acto de cambiar el Presidente de la mesa, para la eleo- 
ción de Concejales, una papeleta al depositarla en la urbs, cons- 
titaye el detito elettoral previsto en el núm. 5.0 del art. 88 de la 
de 26 de Junio de 1890, aplicable á las elecciones municipales por 
el deéreto de adaptación de 5 de Noviembre del propio año, siendo 


. 
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dicho Presidente funcionario público, según el art. 100 de dicha 
ley (C., núm. 216.—25 de Mayo de 1893). 498 


—-— V, Falsedad 6 Imprudencia temeraria. 

Delito frustrado.—Hay delito frustrado, conforme al párrafo se- 
gundo del art. 3.0 del Código penal, cuando el culpable practica 
todos los actos de ejecución que debían producir como resultado 
el delito, y sin embargo no le producen por causas extrafias á la 
voluntad del agente. 

En armonía con la expresada disposición legal, contestada de 
modo afirmativo por el Jurado la pregunta relativa á que el recu- 
rrente entregó en un estanco un duro falso, en cuyo acto fué sor- 
prendido por los agentes de la Autoridad, es indudable la califi- 

. cación jurídica de delito frustrado, hecha por el Tribunal senten- 
ciador, puesto que si no llegó Á consumarse, como quiera que el 
culpable practicó de su parte todos los actos de ejecución para 
que aquél se produjese, lejos de in?ringirse el mencionado art. 3,0 
del Código, como en el recurso se supone, resulta debidamente 
aplicado (O., núm. 1.—4 de Enero de 1898). 5 
—-— El delito debe estimarse frustrado cuando el culpable prac- 
tica todos los actos de ejecución conducentes á realizar su mai 
propósito, sin lograrlo por causas abiertamente contrarias Á su 
voluntad, como lo son la resistencia del ofendido y el auxilio pos- 
terior de otras personas (0., núm. 53.—-9 de Febrero de 1893). 145 
-—— Debe estimarse frustrado el delito y no consumado, cuando 
después de haber el procesado hecho de su parte cuanto le fué 
posible para lograr su criminal propósito, no llegó á conseguirlo 
por circunstancias extrañas y opuestas á su voluntad, y no por 
propio y voluntario desistimiento (O. de Ú., núm, 249.—12 de Ju- 
nio de 1893). 561 
—— V, Expendición de moneda y Robo. 

Delito más grave.—V. Recurso de casación. 

Delitos militares.—V. Jurisdicción de Marina y Querra. 

Desacato.—La plática dirigida á sus feligreses por un Párroco, 
aun cuando por su forma y por el sagrado lugar en que se pro: 
nunciara puede ser justamente censurable, no cae en ninguno de 
los casos de sanción penal establegpidos en los espítulos 4.0 y 6.0 
del libro 2.” del Código penal, toda vez que en dicha plática no 
se hizo otra cosa que impugnar como ilícito 6 ilegal. el matrimo- 
nio civil celebrado entre católicos, cuya doctrina puede soste- 
nerse por estar reconocidas en el Oádige civil las dos formas de 
matrimonio, canónico y civil, este último establecido para los que 
no profesan la Religión católica, y porque, además, no es posible 
excitar á la desobediencia de los poderes constituidos. cuando el 
asunto no es propio de sus atribuciones. | 

Tampoco es aplicable á los actos realizados por el Párroco el 
art. 279, en relación con el capítulo 5.9 del Código penal, puesto 
que para ello sería necesario que en la plática pronunciada pa : 
aquél se hubiese proferido algún insulto, injuria ó calumúis á Ja 
Autoridad ó sus agentes (O., núm, 245.—10 de Junio de 1893). - 569 
-—— Incurren en la sanción del art. 264 del Código penal, como . 
reos de desacato, los que hallándose nna ¡Autoridad judicial en 
el ejercicio de sus funciones ó con ocasión de ellas, la calumníia:. 
ren, injuriaren ó insultaren en el escrito á aquélla dirigido, y por 
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lo tanto, el atribuir á un Juez en el ejercicio y con ocasión de sus 
“funciones, aun con las consiguientes salvedades, falta de estudio 
en los negocios, ligereza en su despacho, hasta el punto de perju- 
dicar su rectitud, son conceptos por todo extremo injariosos, que 
integran el expresado delito. 
La. redacción de un escrito conteniendo injurias proferidas con- 
tra un Juez de primera instancia debe estimarse como resultado 
de un acto voluntario, ejecutado conscientemente por el culpa- 
ble, sin que obste para ser así apreciado la exaltación que en el 
ánimo del agente pudiera producir la resolución judicial que le 
fuera contraria, exaltación que únicamente serviría para justificar 
la existencia de la circunstancia atenuante 7.a del art, 9,0 del Có- 





digo penal (O., núm. 295.—80 de Junio de 1893). 662 
—— V. Calumnia, Falso testimonio, Injurias y Jurisdicción ordi- 
naria y de Querra. 


"Desobediencia. -— Existe el delito de desobediencia grave á la Au- 
toridad, previsto en el art. 265 del Código penal, cuando se niega 
reiteradamente el cumplimiento de los mandatos de aquélla, con 
burla y menosprecio de la misma, sin que pueda sostenerse que 
obra en el ejercicio de un derecho quien desconoce las disposi- 
ciones de la Autoridad, dictadas dentro de su competencia y jy- 
risdicción, las cuales deben ser obedecidas, sin perjuicio de los 
recursos que Jas leyes otorguen á los que se estimen lesionados 
(C., núm. 26.—21 de Enero de 1893). 76 
—— Es doctrina constante del Tribunal Supremo, que si bien los 
actos perturbadores del Estado posesorio, la infracción de sen- 
tencia prohibitiva 6 incumplimiento de aquéllo que obligue á dar 
ó hacer, lleyan consigo responsabilidades de carácter civil, perse- 
guibles en este orden, no constituyen ciertamente el delito pe- 
nado en el art. 266 del Código penal, el cual supone siempre falta 
de cumplimiento á órdenes directamente dictadas por la Autori- 
dad en el ejercicio de sus funciones ó actos de desobediencia á la 
misma, unos y otros encaminados á su menoscabo y desprestigio, 
más bien que al perjuicio del interés particular (O., núm. 297.— 

30 de Junio de 1898). 667 

Desórdenes públicos. —Se comete el delito definido en el art, 272 
del Código penal, cuando el propósito de los culpables, al amoti- 
narse, es el de turbar gravemente el. orden público para causar 
algún mal á personas particulares (O., núm. -78.—3 de Marzo 
de 1893). 200 
-—— Cometen el delito de desórdenes públicos, previsto y pe- 
nado en el art. 271 del Código, los que causaren tumulto ó turba- 
ren gravemente el orden en algún colegio electoral, en la sanción 
de cuyo artículo incurren aquellos que con el propósito de impe- 
dir fuesen vencidos en la lncha electoral gus partidarios, realizan 
dentro del lugar de la elección actos de violencia y desórden pú.- 
blico grave. ; ; 

Si bien el art. 99 de la ley Electoral vigente pena las infraccio- . 
nes cometidas. en los colegios electorales á que el mismo se re- . 
fiere, exceptúa los comprendidos como delitos en el Código, el 
cual sanciona expresamente el definido en su art. 271 .(0., nú- 
mero 144,—-18 de Abril de 1893). 353 
—-— Incurre en la sanción-del art. 269 del Código penal de Cubs . 
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y Puerto Rico, el que en una calle pública, y oídos por varios ve- 
cinos y un Inspector de vigilancia, dió los gritos provocativos de 
«viva Ouba libre», «viva Puerto Rico libre», «viva la República» 
y «mueran los españoles», ú otros análogos provocativos de rebe- - 
lión ó sedición (O. de U., núm. 165.—24 de Abril de 1893). 371 
—— V, Delitos electorales. 

Detención ilegal.—Si bien el art. 490 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal autoriza á cualquier persona para detener kl procesado 
ó6 condenado rebelde, no es lícito á ningún particular suponerse, 
al usar de la facultad otorgada en aquella ley, attoridad jadicial, 
dar órdenes á los agentes y querer practicar un registro én la mo- 
rada del detenido (0., núm. 68.—23 de Febrero de 1898). 178 
—— V, Circunstancia 7.A, art. 9,0 del Código. 

Disparo de arma de fuego y lesiones.—El acto de disparar 
un arma de fuego, penado con el grado mínimo y inedio de la 
prisión correccional por el art. 423 del Código, constituye un de- 
lito especial é independiente de las lesiones que con el disparo 
puedan producirse, las cuales constituirán á su vez otro delitu de 
mayor ó nienor gravedad, según la naturaleza 6 importancia de 
las miemas, debiendo, como regla general, aplicarse, cuando con- 
is ambos delitos, las prescripciones del art. 40' del mismo 

digo. 
——-— Ess regla general dejará de aplicarse, según dicho art, 423, 
cuando la circunstancia del becho ó sus resultados justifiquen la 
calificación de un delito castigado conh pena superior á la señalada 
para el hecho del disparo, 
Las lesiones graves comprendidas en el núm. 8.0 del art. 431, 

tienen indieada una penalidad igual que la del acto de disparar 
un arma de fuego, por lo cual procede aplicar dicho art. 90, y no 
comprender dicho caso en la excepción del repetido art. 425 (C., 
núm. 188.—10 de Abril de 1893). 348. 
—— V. Art. 90 del Código y Circunstancia eximente £.2, art. 8.0 





E 


Empleados de consumos.—La cobranza de la contribución de 
consumos, así como la de los demás impuestos del Estado, es una 
función propias de la Autoridad pública, que sólo por delegación 
de ella puede ser ejercida, y aun en este caso el cesionsrio se 
subrroga en la personalidad del cedente, por -lo cual no puede 
menos de repataree agentes de la Autoridad, para los efectos pe- 
nales, á los funcionarios que intervienen en la administración y 
cobranaa del impuesto de consumos, siendo uno de sue principa- 
lea deberes el impedir que se cometa el fraude. 

QOua!lquiera que sea la inteligencia que $e dé al párrafo segun: 
do del art. 832 del Reglamento de consumos de 21 de Junio de 
1889, y au en el supuesto de no entenderse por él que queda 
limitada al caso que la Hacienda 'administre por sí el impuesto, 
la necesidad de-que los dependientes en el ejercicio de sus fua- 
clones lleven las insignias que previene el Reglamento de 29 de 
Septienibre de 1885 pára ser considerados agentes de la Autori- 
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dad, siempre resultaría que los vigilantes de consumos, sun cuan- 
do la falta de las insignias les privase de aquél caráeter, nunca 
tal circanstancia les despojaría del de fuacionarios públicos, que 
por el origen de su aomhramiento, debido sl Municipio, y por la 
naturaleza del impuesto ostentan, siendo igual uno ú otro carác- 
ter para Jos efectos de la penalidad establecida en el último pá- 
rrafo del art. e Código (O., núnt. 149.21 de Abril de 1893). 36! 
ta 





Encubridor (EXuNcIiÓN DEL ART. 17 DEL CóniGO PENAL)—La 
exención de las penas impuestas á los encubridores, que sanciona 
el art. 17 de) Código penal, cuando aquélos lo fueren de sus cón- 
yuges, ascendientes, descendientes, hermanos Jegítimos, natura- 
les ó adoptivos, ó afines en los mismos grados, ha de subordi- 
naree á la excepeión establecida en el núm. 1.9 del art, 16 del 
propio Código, ó sea á los que, con conocimiento de la perpetra- 
ción del delito y sin haber tenido en 6) participación como auto- 
res ó cómplices, intervienen posteriormente á su ejecución, apro- 
vechándose por sí mismos 6 auxitiando á jos delincuentes para 
que se utilicen de los efectos del delito (C., núm. 18.17 de Ene- 
ro de 1893). 45 
Estafa.—Existe el delito de estafa á que se refieren el núm. 1.0 
del art. 558 y 3.9 del 588 del Código de Oabs, cuando suponiendo 
curso legal á valores que no le tienen, y atribuyendo falsamente 
la personalidad de. portadores á quienes no lo son, resulta de- 
fraudado el Estado (C. de U., núm. 19.-—17 de Enero de 1893.) 47 
—-— Constituye el delito de estafs, definido en el caso 5.0 del 
art. 548 del Código penal, y no el de daños, previsto en el 679, 
el hecho de apropiarse un cochero de punto los objetos recibidos 
de un viajero para su transporte, sin efectuar su devolución bajo 
pretexto de extravío, que no resulta justificado (C., núm. 25.-—21 
de Enero de 1898). 
—— Conatituye el delito de estafa, previsto en el caso 5.0 del 
art. 548 del Código penal, la pignoración de valores por quien los 
recibe .con obligación de tenerlos en caja 4 disposición de sa 
dueño (O., núm. 42.—3 de Febrero de 1893). 119 
—-—.  Comete el delito previsto en el art. 808 del Código penal, 
quien entrega á su acreedor para extingoir la denda un billete 
de Banco falso, sabiendo que lo era, por concurrir el dolu en el 
acto material de la entrega, y porque se entiende que expende 
una eosa cualquiera, en )a acepción usual y forense de este voca. 
blo, aquel que la da salida ó se deshace de ella por título lacra- 
tivo ú oneroso (C., núm. 46.—6 de Febrero de 1893), 127 
—— flegún lo dispuesto en el párrafo segundo del art. 96 de la 
ley de Policía de ferruearriles, el viajero que pasa más allá del 
punto indiendo en sa billete y no lo advirtiese previamente al 
jefe del tren, debe satisfacer el doble del importe correspondien 
te al exceso del trayecto recorrido sin billeta, : 
No impide ese prevepto regimbentario que el viajero sea res- 
ponsabie del delito de estata, el por falta de recursos ú por cual. 
. quiera otra causa no hace efectiva esa doble cuota, porque unido 
al perjuicio pecnetario causado á la Compañía, el engaño de apa- An 
rentar facilidades-de pago pare el transporte análogo si que el 
Código pena! señiála en el om. 1:02 del att. 846, concurren en el 


16 
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hecho las dos notas que integran el expresado delito (O., nú- 
mero 47.—8 de Febrero de 1893). 102 


—— Cuando los hechos probados por el Tribunal sentenciador 
reunen, no sólo los elementos del engañio y de la defraudación á 
tercero, que integran la estafa, sino que el engaño que sirvió de 
medio para realizar aquélla reviste los caracteres del específica- 
mente determinado en el núm. 1.0 del art. 548 del Código pena), 
es indiscutible que constituyen tales hechos el delito previsto en 
dicho artículo y penado de modo expreso en el 547 (0., núm. 77. 


—2 de Marzo de 1898). 198 
—-— Constituye el delito de definido en el núm. 5.2 del 
art. 548 del Código penal, el hecho de apropiarse un comisionista 


de parte de las cantidades recividas del eomitente para la com- 
pra de cajas de limones, no verificando, sín embargo, la totalidad 
de dicha compra, á pesar de haber recibido fondos. con exceso, 
bajo pretextos inciertos, puesto que dicho comisionista remitió 
de su cuenta al extranjero gran número de cajas de aquel fruto, 
con lo cual dejó de cumplir la comisión y se apropió de las su. 
mas á tal propósito recibidas del comitente (O., núm. 129.--6 de 
Abril de 1893). 326 
-—-— El delito de estafa que define el núm, 2.0 del art. 551 del Có- 
digo penal, requiere como elementos indispensables que el con- 
trato que se celebre sea simulado, y que con la simulación se can- 
se perjuicio á tercero; y ambas notas concurren en la venta ín- 
gida hecha para obtener la declaración legal de pobre en un liti- 
gio, pues con ello, á más de la simulación de contrato, se perjudica 
al colitigante y á los derechos de la Hacienda pública (O., núme 


ro 146.—18 de Abril de 1898). 356 
—-— No deben estimarse Jos hechos admitidos en la sentencia 
como constitutivos del delito de estafa, castigado en el núm. 1.2 


de los artículos 547 y 548, en relación con dl 414 del Oódigo pe 
nal, cuando de los términos de la propia sentencia no ee deducen 
motivos y elementos suficientes para declarar que el inculpado 
usó de las funciones del cargo de Alcalde, suponióndose investido 
de facultades que no tenía; ó, por el contrario, que dada la natu- 
raleza de tales hechos, puedan óstos estimarse como un pretexto 
para eludir el pago de una compra al fiado, cuyo eontrato debía 
regularse sujeto á la ley civil, en cuanto á su cumplimiento y con- | 
secuencias (C., núm. 196 .—16 de Mayo de 1898). 455 | 
—-— El hecho de distraer el recurrente ropas que se lo entrega | 
ron para su confección y con la contiguiente obligación de devol- 
verlas, empeñándolas y privando de ellas á su dueño, constituye 

por modo evidente el delita.de estata definido en el núm. 5,9 del 

art. 548 del. Código penal, sin qe e el acta posterior al procesa: 
miento de haber entregado al dueño las papeletas del pp De ni 

el de haber éste percibido de tercera persona ue el 
pletaban la en que las prenása fueron erapeñadas, pop pus 

naturaleza de la estafa ya consumada, ni su: pootandla que psa 

de estimarse por el er total de las prendas distraídas y nO por 

el de su rescate (0,, núna. 200.—17 de Mayo de 1898). 4686 
—-— El hecho de no devolver el comprador de mus fábrica la 
Banza que. un empleado constitayeno ante el vendador de aquélla, 

de la cual por virtud de una subrrogación se constituyó deudor, 





REPERTORIO ALFABÉTICO 


731 


Páginas. 





«como no recibió la suma en que consistía la fianza directamente 
de la persons que le enajenó la fábrica, ni consta que se la apro- 
plara ó distrajera, ni aun sí la repetida fianza estaba ó no liberada 
de cn para que fué constituida, no existe el delito de 
es 


E! haber puesto el dendor en duda la forma del documento pri- 
vado y la certeza de la deuda para sustraerse del procedimiento 
ejecutivo, no es la negativa rotunda que el núm. 5.0 del art. 5483 
del Código penal requiere para equipararla con la apropiación ó 
distracción indebida á los efectos de la ley penal (0., núm. 219, — 
25 de Mayo de 1893). b 
—— No constituye delito de estafa la venta por comisionista del 
vino mezclado con sustancias no perjudiciales á la salud, cuando 
el comprador acepte las muestras antes de ultimarse el contrato 
y queda tan complacido que las envuelve con otro vino de su pro- 
piedad, no resultando aquél tampoco defraudado, ni en la canti. 
dad, por ser ia misma convenida, ni en la calidad y sustancia, 
que, como se ha indicado, eran perfectamente conocidas del com- 
eri de consumarse la venta (0., núm. 226.—29 de Mayo 

e A 

— -— Incurre en el delito de estafa, según el núm. 1.” del art, 548 
del Código penal, quien defrauda á otro aparentando bienes que 
no posee, alcanzando la sanción de dicho artículo al procesado 
que recibe cantidades á préstamo, ofreciendo la garantía de una 
escritura de compra de fincas, que resulta ineficaz por haber sido 
óstas vendidas con anterioridad; cuyo engaño , unido al perjuicio 
producido, son las notas características de la estafa (C., núm. 265. 
—17 de Junio de ds 
—— V. Expendición de moneda falsa, Faltas contra la salud pú.- 
blica y Hurto. 

Escalamiento.—V. Robo con homicidio. 

Estupro.—V. Recurso de casación (hechos de la sentencia). 

Estragos.-—Consignando de modo afirmativo el Jurado en su ve- 
redicto que el culpable colocó en el tejado de la casa del perjudi. 
dicado dos cartuchos de dinamita, causando la explosión de uno 
de ellos que dejó encendido, daños tasados en 2 pesetas 50 cénti. 
mos, constituyen tales hechos, sin género de duda, el delito de 
estragos definido en el art. 572 con referencia á los 563 y 564 del 
Código penal, y no la falta sancionada en el 616, porque ésta se 
comete siempre que en los daños no interviene el elemento del 
incendio ó del estrago, y aquél, egando se sirva el culpable, de 
modo intencional y malicioso, de un elemento poderoso de des- 
let O., núm. 168.—28 de Abril de 1893). 


Exacciones llegales.—Según el párrafo último del art. 3.9 de la 
Constitución del Estado, nadie está obligado á pagar contribucio- 


nes no votadas por las Cortes ó por las Corporaciones legalmente 


autorizadas para imponerlas. - : 

Si bien los Ayuntamientos se hallan facultados por la ley Mu- 
nicipal para incluir en sus presupuestos ciertos tributos, recargos 
y arbitrios, para que su exacción y cobro sean lícitos, es preciso 
estén aprobados por la Junta municipal y se comuniquen, además, 
los presupuestos al Gobernador civil, á los efectos de los artícu- 


504 


516 


598 


396 
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los 147 y 160 de la citada ley Municipal, sin cuyas formalidades 
la cobranza de cualquier impuesto constituye una exacción de las 
castigadas en los artícalos 224 y 225 del Código penal vigente. 

Incurre en dicha sanción el Alcalde que como tai funcionario 
exige determinados derechos por expedición de un certificado re- 
lativo á determinada sesión del Ayuntamiento, aun admitiéndose 
que su exacción lo fuese por el concepto de arbitrio municipal, 
pues no figurando éste en el presupuesto, ni sido aprobado por la 
Junta, el establecimiento de dieho arbitrio y ta exigencia de su 
pago sin tales requisitos, constituyen las indicadas exacciones 
ilegales, previstas en el art. 148 de la ley Municipal y castigadas 
en el Código penal. 

Los conceptos económicos de impnestos, contribuciones, recar- 
gos y arbitrios, contienen la misma idea de tributación para el 
sostenimiento de servicios y atenciones públicas, diferenciándase 
tan sólo en que los primeros son de carácter genérico, y especifico 
los últimos, sin que Jos arbitrios puedan dejar de comprenderse 
en la denominación de impuestos que en el primer sentido emplean 
los artículos 224 y 226 del Código. 

La costumbre admitida en la localidad de abonar una pequefis 
sama por la expedición de certificaciones, no sólo no puede afec- 
tar á la naturaleza punible del hecho de la exacción, aun cuando 
pudiera modificar los efectos de su imputabilidad, sino que, como 
cuestión de hecho, y no habiendo sido resuelta por el Jurado, á 
quien sobre ello no se hizo pregunta alguns, es ajeno tal particular 
á la apreciación del Tribunal sentenciador (O., núm. 110.—27 de 
Marzo de 1893). 289 
—— V, Juicio por jurados (preguntas). 

Expendición de moneda falsa.—Aceptado en las respectivas 
cunclusivues de las partes el supuesto de que las diversas mone- 
das encontradas en poder del culpabte no eran legítimas, y esti- 
mado por el Tribunal de hecho ser cierto tal particular, así como 
que el expendedor se ballaba en connivencia con los falsificado- 
res, es procedente aplicar al caso la sanción del párrafo segundo, 
art. 299 del Código, que de modo expreso establece otra penall- 
dad mayor que la aplicable de modo general al delito de simple 
expendicián de moneda falsa (O., núm. 1.—4 de Enero de 1893). 5 


—— Y. afa 





P 


Nalsedad.—Incurre en el delito á que se refiere el núm. 4.0 del ar- 
tículo 310 del Código penal de Cuba, el foncionario público que, 
abusando de su oficio, cometiere falsedad en documento público 
ú oficial, faltando á la vezdad en la narración de los hechos (0. 
de U., núm. 5.—11 de Enero de 1893). s - 16 
—— Es elemento esencial del delito de falsedad, definido en el 
art. $18 del Código penal, el ánimo de causar perjuicio á tercero, 
cuyo propósito es evidente cuando el Gerente de tuna Sociedad 
mercantil altera maliciosamente los balances con el fin de simu- 
lar beneficios cuando existen pérdidas, procurando inspirar con- 
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fianza á los comanditarios y estimulándoles 4 hacer nuevas impo- 
siciones, todo edo al objeto de continuar dicho Gerente con la 
administración; con cuyas falsedades se causó realmente un per- 
juicio á los socios, siquiera no aparesra apreeiado. 
Tratándose de Sociedades mercantiles, la disposición aplica- 

ble en realidad es el art. 315 del. citado. Oódigo penal, que cas- 

tiga las falvedades en docomentos mercantiles, sin que sea preci- 

so la intención de causar perjuicio á tercero (C., núm. 42.—-3 de 
Febrero.de 1899). 119 
—— A los efectos del art. 315 del Código penal, en relación con 

el 314, es documento oficial toda información que se practique 
"ante Jueces y Tribunales dentro del límite de sus atribuciones; 
cuyo carácter tiene una información de soltería hecha ante un 
Juez municipal, cuya falsedad es evidente al afirmarse en el ve- 
redicto del Jurado que el procesado se hallaba casado canónica- 
mente, sin que sea de aplicarse á ese caso el art, 33% del citado 
Código, que se refiere á la presentación en juicio de testigus ó 
documentos falsos (C., núm. 114,—28 de Marzo de 1893). 300 
—-—— Inenrren en la sanción del art. 313 del Oódigo penal de 
Cuba, los funcionarios públicos del servicio de telégrafos que su- 
pusiesen ó falsificaren un despacho telegráfico, y asimismo son 
autores de tal delito los que, con intención de lacro, ó propósito 

de perjudicar, hicieron uso del telegrama falso (C. de U., núme- 

ro 167.—28 de Abril de 1843). 398 


—— Contestada negativamente por el Jurado la pregunta relati- 
va á sl uno de los procesados se presentó con otros sujetos en 
una Notaría, y de acuerdo con ellos y con intención de lucro, 
manifestando ser hijo de uno de los comparecientes para servir 
de voluntario en el Ejército de Ultramar, sin designaree el norn- 
bre del sapresto padre del sustituto y demás sujetos que con él 
contribuyeron á la redacción del acta notarial, y aun snponiendo 
por meras deducciones que el recurrente figurara en aquélla como 
testigo de conocimiento, no es lícito en materia criminal basar 
una condena en meras conjeturas, mucho más cuando se trata de 
la sustitución de una persona por otra, suposición que no es po- 
sible acreditar sí no se averizaa antes la identidad ó no identidad 
de la persona que se supone sastituída con la del que la sustita- 
yó; desapareciendo, cuando esto ocurre, el delito de falsedad pre- 
visto en el núm. 2.0 del art. 314 del Código penal (C., núm. 183. -- 
9 de Mayo de 1893). 428 
——. V. Actas del consejo de familia, Delitos electorales 6 Impru. 
dencia temeraria. 

Yalso testimonio. —Comete el delito de falso testimonio en causa 
criminal, el testigo que al declarar en el jeicio oral arma, baje 
juramento, que na:la sabía del hecho de la causa, porque dada la 
certeza de la declaración del sumario, en la que confiesa haber 
presenciado los hechos que la misma contiene, al insistir en el 
juicio en lo declarado ante el Juez municipal, es evidente la co- 
misión del expresado delito. . 

Es aplicable el art. 90 del Código, cuando un mismo hecho con - 
sumado en aun solo acto da lugar á dos distintos delitvue, lo cual 
ocurre siempre que el testigo al declarar en el juicío oral comete 
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falso testimonio, imputando además falsamente un delito al Juez 
que intervino en el sumario (O., núm. 107.—27 de Marzo de 1893). 281 
—-— V. Calumntía contra la Autoridad. : 
Faltas contra la propiedad.—V. Estragos. 
Faltas contra la salud pública. —No constituye el delito de es- 
tafa previsto en el art. 505 del Código penal de Cuba y Puerto 
Rico, y sí la falta penada por el 604, el hecho de ofrecer el pro- 
cesado curar á una persona mediante el pago de cierta cantidad, 
dando al enfermo cocimientos de hierbas y entonando cánticos 
ininteligibles, porque es elemento característico de la estata el 
engafío, el cual no consta determinado en la sentencia recurrida 
(C. de U., núm. 283.—-26 de Junio de 1893). 439 
Ferrocarriles. —V. Ketafa. 





H 


Homicidio. —Declarada por el Jurado la inculpabilidad de los acu- 
sados en cuanto á los hechos de disparo de un arma de fuego y 
muerte consiguiente del ofendido, se comete error de derecho al 
condenar á aquéllos como reos de homicidio (0., núm. 39.—31 de 
Enero de 1893). 110 
— — Aun cuando se admita por el Jurado que en el momento de 
realizarse la agresión por uno de los procesados, otro acometió al 
ofendido con una navaja, sin herirle, este concurso de acción cos- 
táneo al acometimiento del autor material del homicidio, no es 
suficiente vínculo jurídico por sí solo para originar la codelincuen- 
cia en dicho delito por haber faltado el concurso de la voluntad 
del agente, debiendo apreciarse como un acto independiente de 
la agresión que produjo el acometimiento que aquél realizó con- 
tra la víctima (C., núm. 293.—28 de Junio de 1893). 655 
—-— V. Autor y Circunstancias atenuantes muy cualificadas. 

Hurto.—Cuando el culpable se propone principalmente ejecu 
un daño, sustrayendo después con ánimo de lucro los frutos, se- 
millas alimenticias ó leñias, objeto del daño, no es aplicable al pá- 
rrafo segundo del art. 617 del Código penal, sino el art. 530, que 
define el hurto, sancionado en el caso 5.0 del 581 del propio Có- 
digo (O0., núm. 11.—18 de Enero de.1893). ; 

—— El pastor de ganado que sustrae ó separa del rebaño con 
propósito de lucro algunas reses, comete el delito de hurto de- 
finido en el art. 530 del Código penal, y no el de estafa, porque 
como dependiente asalariado del duefio del rebaño, no lo recibe 
por un título traslativo de la posesión, sino para su conservación 
y custodia (0., núm. 220.—25 de Mayo de 1898). 506 
——= El acto de sustraer y ocultar con ánimo de lucro cierta can- 
tidad negando el culpable tenerla en su poder, en vez de entre- 
garla á quien á ello tenía derecho, constituye el delito de húrto 
previsto en el art. 530 del Oódigo penal y caso 2.0 del 533, por- 
que el apoderamiento tuvo lugar sin violencia ni intimidación, 
pero contra la voluntad de su dueño, que había sido amo del aca- 
sado, lo cual, aun no constando si la sustracción sé verificó an- 
tes ó después del fallecimiento del dueño, integra la circunstan- 


a 
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eia agravante cualificativa de grave abuso de confianza, puesto 
que habiendo quedado en poder de la procesada las sumas perte- 

- necientes á lóé herederos de sa principal, las ocultó á éstos con 
propósito de lucrarse, aprovechándose de la cualidad de sirviente  - 
de aquél (0.;, núm. 263.—17 de Junio de 1893). 594 


—-— V. Abuso grave de eonfanza y Daños. 





1 A 


Imbecilidad.—V. Circunstancia eximente incompleta y Juicio por 
jurados (cuestiones de su competencia y preguntas). 

imprudencia temeraria.—Iocurre en la sanción penal estable- 
cida en el art, 592 del Código de Cuba, el funcionario público que 
con manifiesta negligencia y con infracción de los reglamentos 
coopera á la defrandación cometida en fondos del Estado, cuyo 
delito viene castigado con las penas de arresto mayor en sus 
grados medio y máximo (C. de U., núm. 19.—17 de Enero 
de 1893). 47 
-—— El hecho de ds na un Registrador de la propiedad una 
certificación de gravámenes sobre fincas inecritas en los libros 
del Registro puesto á su cargo, omitiendo al hacerlo la hipoteca 
que gravaba á cierto inmueble, constitaye, si el indicado fancio- 
nario no obró con intención deliberada de dañar, un acto punible 
de imprudencia temeraria, siendo como era deber suyo no faltar 
á la verdad al certificar de lo que resultase en el Registro, inen- 
rriendo por tanto en la sanción del art. 592,en relación con 
.el 310 del Código penal de Ouba y Puerto Rieo (C. de U., ná- 
mero 98.-—14 de Marzo de.1898). 244 
—— El delito de imprudencia temeraria se csracterisa. por la 
falta de intención en-el acto justiciable que realiza el agente, ó 
cuando el hecho punible se comete por simple imprudencia ó ne- 
gligencia, con infracción de Reglamentos. 

Si bian los Notarios, por razón de su cargo y de los deberes 
que les impone el Reglamento de 9 de Noviembre de 1874, res- 
ponden de la conservación y eustodía del protocolo puesto á su 
cuidado, sólo se produciría el delito por imprudencia, caso de des- 
aparición de aquél, si estuviere probado.que ésta sobrevino por 
grave descuido del Notario, á por otra causa acreditativa de no 
haber adoptado dicho funcienario las debidas precauciones que 
exige la custodia de todo archivo ú oficina, 

La terminante afirmación del Tribunal sentenciador de igno- 
rarso quién fuese el autor de la sustracción del documento, excln- 
yo toda participación directa ni cooperativa del Notario que lo 
tenía bajo su custodia, sin que sea admisible fundar en meras 
hipótesis y sin concepto alguno- de acción ú omisión una senten- 
cia condenatoria, ni por tanto calificar. los hechos así apreciados 
por el Tribunal a guo como constitativos de un delito de inAdeli- 
dad, cometido por imprudencia temeraria (C., núm. 106.—24 de 
Marzo de 18993). 

—— V. Infidelidad en la custodia de documentos, Falsedad por 
imprudencia y Notarios. de 


278 
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Incendio.—V. Estragos. 

Infidelidad en la custodia de documentos. —El delito de im 
fidelidad en la custodia de documentos públicos, defluido en el 
art. 371 del Código y penado en su núm. 1.0, se caracteriza por la 
entrega para su custodia al funcionario encargado de ella de los 
títulos representativos de efectos ó valores dal Estado, ela que 
desvirtúe tal calificación jurídica el que habiendo sido inatiliza- 


dos, cereciesen aquéllos de valor económico , puesto que su 
sustracción ocasiona perjuicios ciertos á la Hacienda nacional 
(O, de U., núm. 19.—17 de Evero de 1893). 47 


—— V. Imprudencia temeraria. 

Injurias. - Cuando, tanto del conjunto del escrito publicado oemo 
de los conceptos que en él se consignan, se deduce Ja intención 
de menospreciar á una persona, perjudicando su fama y crédito, 
se comete el delito de injurias definido en el art, 471, en relación 
con el núm. 2.? del 473 del Código penal, sí indebidamente se 
imputa una falta de moralidad que perjudica al ofendido (C., nú- 
mero 2.—5 de Enero de 18938). 8 

-——-—— Ba los delitos contra el honor es elemento sastancial la 
concurrencia de la intención en el agente para poder resolver con 
acierto si determinadas expresiones ó acelones ejecutadas consti- 
tuyen injuria ó calumnta, sin atender únicamente al valor grama- 
tical ó al sentido generalmente admitido, y sí con preferencia á 
la intención con que la injuria ó la caluamoia se efoctúen, en rela 
ción con la persona á quien se imputen. 

Cuando el Tribunal sentenciador, con vista de las pruebas cuya 
recta apreciación le corresponde, estima que las frases tenidas por 
injuriosas no fueron dichas con intención de causar ofenas, sino 
en son de enérgica y viva protesta y de modo irreflexivo, no pue- 
den aquéllas ser constitutivas de ninguno de los delitos contra el 
honor porque falta el elemento intenciona!, determinante del ña 
concreto para integrar tales delitos, consistente en el propósito 
de atacar la honra, el crédito y la buena reputación de una per- 
sona (C., núm. 247.—10 de Junio de 1893).  - 663 

Injurias á la Autoridad. — Cuando del contexto general del 
artículo periodístico, y muy especialmente de las frases que cali 
fican de inepto como gobernante á una Autoridad militar, se 
deduce la intención manifiesta en el articulista de menosoabar el 
prestigio de aquélla, es incarre en el delito de injarias, tal como 

éstas defiue el art. 475 del Código penal, porque no obstante 
las salvedades al militar y al caballero, se tiende á produacte el 
descrédito y menosprecio de la persona $ quien el eserito va diríi- 
gido, y siendo ésta una Autoridad en el ejercicio de sue fancio- 
nes, se comete el delito sancionado en el art. 269 del citado Oódi- 
go penal (C., núm. 191.—12 de Mayo de 1898). ¿444 
—— V. Juicio por jurados (preguntas defectuosas). 

Injurias á fancionarios públicos. —Si bien el art. 475 del cita- 
do Código ordena que, en el caso de tratares de tujurias á em. 
pleados públicos, será absuelto el sonsado acreditando la verdad 
de las imputaciones, cuando la Salas sentenciadora estima que el 
injuriado no faltó al cumplimiento de sue deberes como tal fun- 
cionario público, y que, por tanto, no resultan probados los he 
chos de inculpación justificativos de las imputaciones injuriesas, 
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no hay términos hábiles para la aplicación de dicho artículo 
(0., núm. 2.-——5 de Enero de 1893). 8 


—— Constituyen el concepto jurídico de injurias manifiestas y 

no encubiertas las dirigidas á una persona conocida en la locali- 

dad por el apodo empleado en el escrito ofensivo, cuando así ex- 

presamente lo declara probado la Sala sentenciadora. 

Se revela perfectamente la intención de injuriar si el articulis- 

ta hace preceder una alegoría á su artículo, y después de descri- 

bir en tono de mofa la personalidad y cualidades del ofendido y 

su falta de aptitud para el cargo de Concejal, le atribuye haber 

cobrado el importe de adoquines y losas que había contratado y 

no colocó en las eslles y casas, todo lo cual cede en descrédito 

del agraviado y perjudica considerablemente á su fama (0., nú- 

mero 132.—8 de Abril de 1893), 331 
Injurias por medio de la imprenta.-—La imputación de un aban- 

dono culpable de los deberes que la naturaleza y las leyes impo- 

nen al jefe de la sociedad doméstica, y los conceptos que afectan 

á la buena fama y opinión del ofendido, constituyen un delito de 

injurias, sin que tal calificación desaparezca porque el suelto pu- 

blicado en el periódico que contenía tales imputaciones, se redac- 

tara con el propósito de contestar á otro suelto publicado en dís- 

tinto periódico de la localidad (C., núm. 215.—25 de Mayo 

de 1898). : 

—-— La inserción en un periódico de varios sueltos dirigidos á 

desacreditar á un Médico en el ejercicio de su profesión, los cua- 

les no han podido ser escritos ni publicados con otro propósito 

que el de rebajar á aquél en el concepto público, como con toda 

evidencia se revela por las frases de que dicho Médico es un mal 

curandero y otras semejantes, constitayen, sin duda alguña, el 

delito de injurias, previsto y penado en el art. 471 del Código pe- 

nal vigente (0., núm. 256.—14 de Junio de 1898). 579 
Injurias producidas en una resolución judicial.—Si bien no 

hay delito de injuria sin el ánimo ó el propósito de ofender, es- 

cárnecer ó desacreditar á una persona, y menos si la deshonra ó 

descrédito resultan del uso legítimo que una Autoridad hace de 

sus funciones, cuando el uso se convierte en abuso, y se consig- 

nan en una resolución judicial conceptos ofensivos al honor de 

los particulares; tales conceptos, por holgar completamente en 

aquélla, vienen informados del dolo específico que integra el de- 

lito de injurias, conforme á los artículos 475 y 478 del Código pe- 

nal de Cuba (O. de U., núm. 65.—21 de Febrero de 1893). 171 
Intención.—V. Acciones voluntarias y Circunstancia atenuante 3.2 


497 


J 


Juegos prohibidos. —Según el sentido recto y gramatical del ar- 
tículo 358 del Código penal, no es necesario para la existencia 
jurídica del delito de juegos prohibidos que se sorprenda en la 
casa de juego á los jugadores, sino que basta para incurrir en 
sanción penal que aquélla esté habitualmente destinada á juegos 
prohibidos, pues lo que ia ley castiga respecto á los dueños es de- 
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dicar sus habitaciones á distracciones ilícitas; Hiendo indiscati- 
bles, á los efectos de la casación, las declaraciones de hecho que 
sobre la cualidad de dueño de la casa en el recurrente, y el uso 
ilícito á que le tenía destinada, haga el Tribunal sentenciador en 
uso de sus legítimas atribuciones (C., núm. 58.14 de Febrero 
de 1893). ; 157 
—— V. Recurso de casación (hechos de la sentencia). 


Juez competente.—V. Audiencias y Jurisdicción ordinaria (contra- 
trabando, lugar del delito). 


Juez municipal.—V. Prevaricación. 


Juicio oral (APERTURA DEL JUICIO). —Presumiéndose siempre vo- 
luntarias las acciones y omisiones penadas en la ley, mientras no 
conste lo contrario, según el texto del art, 1.0 del Código penal 
de Cuba y Puerto Rico, se impone la necesidad de la apertura 
del juicio oral para demostrar debidamente si existió'5 no la fal- 
ta de voluntad, pues como excepción hs de probarse cumplida- 
mente la carencia de intención en el presunto culpable (O. de U., 
núm. 175.—4 de Mayo de 1893). 411 


—-— Conforme á lo preceptuado en el art, 645 de la citada ley, 
cualqniera que sea la apreciación que el Tribunal a quo haya for- 
mado acerca de los hechos sumariales, basta que los denunciados 
en la querella presenten caracteres de delito, y que haya parte 
dispuesta á sostener la acusación para que proceda la apertura 
del juicio oral (0., núm. 208.—22 de Mayo de 1893). 479 


—— El hecho atribuido á un Juez de instrucción de no haber ra- 
tificado el auto de prisión dentro del término legal, reviste los 
caracteres de delito público, cuya existencia hace necesaria la 
apertura del juicio oral, procediendo, en su consecuencia, el re- 
curso de casación por infracción de ley contra el. auto de sobre- 
seimiento libre dictado en la causa, á tenor de lo dispuesto en el 
art. 852, en relación con el núm. 4.0 del 848 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal (0. de Ú., núm. 284.—26 de Junio de 1893). 040 
—— (APRECIACIÓN DE LA PRUEBA).—Es atribución de la Sala 
sentenciadora apreciar la pertinencia de las diligencias de prue- 
ba propuestas en tiempo y forma por las partes. 

—— (DESESTIMACIÓN DE LA PRUEBA).-——Está bien rechazada en 
el acto del juicio la prueba documental no propuesta y por consi- 
guiente admitida ó desestimada en su oportunidad. 

La denegación de la suspensión del juicio y de la instrucción sa- 
plementaria propuestas en el acto del juicio, son improcedentes 
cuando el Tribunal entiende que ni aquélla ni ésta son de abuo- 
luta neeesidad para el fallo (C., núm. 26.—28 de Enero 1898). 07 
—— (PREGUNTAS Á LOS TESTIGOS).—Es pertinente la pregunta 
formulada por el defensor en el acto del juicio para depurar la 
concurrencia ó inconcurrencia del discernimiento en el procesado, 

y se quebranta la forma del procedimiento, prevista en el caso 3.9 
del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal, si dicha pre- 
gunta es rechazada por el Presidente (O. de Ú., núm. 20.—17 de 
Enero de 1893). 64 
—-— Conforme al art. 718 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
la parte que haya presentado un testigo podrá hacerle las pro- 
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guntas que jusgue oportunas, siempre que sean declaradas perti- 
nentes (O., núm. 230.—30 de Mayo de 1893). 

—— V. Recurso de casación (actas del juicio oral) y Testigos. 
Juicio por jurados (CURSTIONES DE 5U COMPETENCIA).—No se 
opone á la declaración que la Sección de derecho debe hacer de 
la circunstancia agravante de la alevosía el que el Jurado res- 
pondiese negativamente á la pregunta formulada acerca de si el 
onipable aprovechó la corta edad del ofendido para evitar todo 
riesgo, porque además de ser tal pregunta defectuosa, tiende á so- 
meter al Jurado un concepto jurídico ajeno á su competencia 
(C., nám. 22.—18 de Enero de 1893). 

-—-— El estado de imbecilidad de un reo es una cuestión de he- 
cho privativa del Jurado, al cual ha de sometérsele, para que con 
indiscutible competencia la resuelva, limitándose el Tribunal de 
derecho á aplicar la ley partiendo de la contestación afirmativa 
ó negativa del veredicto, sin que el no haberse sometido al Ju- 
rado tal particular pueda alegarse como motivo de casación (O., 
núm. 84.—25 de Enero de 1893). 

—— Aparte de las disposiciones contenidas en los artículos 1.0, 
2.9 y 4.0 de la ley del Jurado, en los que se encomiendan á éste 
los hechos constitutivos de delito, y de lo que á su vez ordenan 
el 75 y 76, consigna explícitamente él 99 que ni los jurados, ni 
la Sección de derecho podrán abstenerse de pronunciar veredicto 
y sentencia respectivamente, aunque las declaraciones del pri. 
mero se refieran á delitos que no sean de la competencia del Tri- 
bunal de hecho, deduciéndose de tales artículos y del contexto 
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general de la ley de 20 de Abril de 1888, que no debe reprodu- . 


cirse un juielo oral allí donde con el Jurado haya un Tribunal de 
derecho que por sí solo, ó en unión de aquél, tenga competencia 
para apreciar un delito, sea cual fuere su naturaleza jurídica. 
Cuando el hecho procesal resulta ser una falta, como el juicio 
para perseguir y castigar tales infracciones es verbal y distinto 
del oral, el Juez municipal es el único competente, según el nú- 
mero 1.0, art, 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal, debiendo 
la Sección de Magistrados mandar remitir -al Juzgado municipal 
el oportuno tanto de culpa, abstenióndose de penarla por sí en la 
sentencia (C., núm, 187.--12 de Mayo de 18938). 
-—— (INCOMPATIBILIDAD DEL CARGO DE JURADO). —Aun admi- 
tido que un testigo que no declaró en el sumario es la misma per- 
sona que actuó como jurado en el juicio, y aun cuando su nombre 
figurase en las listas de los presentados por la defensa del acu- 
sado, como ésta renunció á su presentación, desapareció con tal 
renuncia la incompatibilidad á que alude el núm. 1.0, art. 12 de 
la ley del Jurado, incompatibilidad que, por otra parte, ha de ale- 
garse en el momento de la constitución del Tribunal y nunca des- 
pués, conforme á los párrafos quinto y último del art. 44 de aque- 
Ma ley (O., núm. 102.—22 de Marzo de 1893). 
—— (LEY DEL JURADO).—La ley estableciendo el juicio por ju- 
rados, como complementaria de la de Enjuiciamiento criminal, 
sólo ha derogado á ésta en aquello que se opone á sus preceptos 
señalada y determidanante (C., núm. 187.—12 de Mayo de 1893). 
—— (PREGUNTAS Á Los JURADOS). —Cuando la redacción dada á 
una pregunta entraña Ja contestación del Jurado respecto á la cul. 


435 


261 


435 


MO JURISPRUDENCIA CRIMINAL 
| Páginas. 


pabilidad del procesado, cuya pregunta fué consentida por las par- 
tes antes de ser sometida á la deliberación delos jurados, y cuando 
en vista de la respuesta afirmativa dada á la misma el Tribunal 
de derecho impuso la pena que estimó procedente, al denegar la 
Sala la revisión de la causa por otro Jurado no infringió los ar- 
tículo 111 y 112 de la ley de 20 de Abril de 1888, ni incurrió en 
el quebrantamiento de forma á que se refiere el núm, 2.0 del ar- 
tículo 119 de aquella ley de núm. 52.—9 de Febrero de 1898). 143 
—-— Habiendo devuelto la Sección de derecho al Jurado por dos 
veces el veredicto, estimando la petición formulada por el Fiscal, 
é insertando en la sentencia el último veredicto reformado, único 
eficazmente legal, es improcedente el recurso fundado en el ar- 
tículo 111 de la ley del Jurado, en relación con el 110, que sólo 
autoriza el dicho recurso cuando el Tribunal desestime la preten- 
sión de cualquiera de las,partes para devolver el veredicto al Ju- 
rado, que es precisamente el caso contrario al invocado por el re- 
currente (C., núm. 211.—23 de Mayo de 1893). 487 
——— Para apreciar la significación y alcance de las declaraciones 
hechas por el Jurado, no basta examinar sisladamente una ó va- 
rias preguntas del veredicto, sino que es preciso además estimar 

- éste en su conjunto y en la relación que entre sí guarden las di- 
versas afirmaciones que aquél contenga para determinar acertada- 
mente la naturaleza jurídica de los actos justiciables, sus circuns- 
tancias modificativas, la participación que tuvieran los procesa- 
dos en el delito y la respectiva responsabilidad criminal en que 
hubieran incurrido (O., núm. 213.—23 de Mayo de 1893). 491 
—-— Procede el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, conforme á lo dispuesto en el art. 77 de la ley de 20 de 
Abril de 1888, cuando el Presidente de la Sección de derecho no 
accede á formular una pregunta procedente al Jurado, y por tal 
debe estimarse la encaminada á fijar los hechos que sirvan de an- 
tecedente para apreciar los elementos materiales y morales, y que, 
por otra parte, se inspira en el concepto que ofrecían las concla- 
siones definitivas (O., núm. 231.—6 de Junio de 1898). 531 
—— (PREGUNTAS DEFECTUOBAS).—Cuando en cualquiera de las 
preguntas formuladas por la Sección de derecho se acumulan tér- 
minos referentes á la culpabilidad del acusado y á la naturaleza 
ó consecuencias del delito, de manera que puedan ser contesta- 
dos por el Jurado afirmativamente unos y negativamente otros, 
resulta defectuosa la pregunta, constituyendo tal defecto uno de 
los motivos de casación expuestos en el art, 77 de la ley esta- 
bleciendo el juicio por jurados, bastante á autorizar, previa la 
oportuna protesta, la procedencia del recurso de casación por 
quebrantamiento de forma (0., núm. 9.—12 de Enero de 1893). 27 
—— Las preguntas que tienden á someter al Jurado un concepto 
jurídico ajeno á su competencia, deben calificarse de defectuo- 
sas, y tal habrá de reputarse la formulada acerca de si el colpa- 
ble aprovechó la corta edad del ofendido para evitar todo riesgo 
que integra el significado jurídico de la alevosía (O., núm. 22.— 
18 de Enero de 18993). 69 
—— Al preguntar la Sección de derecho al Jurado si el culpable 
calumbió, injurió ó insultó 4 la Autoridad, hallándose ósta en el 
ejercicio de sus funciones, se formula una pregunta indebida, 
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que motiva el recurso por quebrantamiento de forma, señalado 
en los artículos 77 y núm. 2.0 del 119 de la ley del Jurado (C., nú- 
mero 87.-—18 de Marzo de 1898). 228 
—— Es ajeno á la competencia del Jurado la calificación jurÍ- 
dica de los hechos que sirvan de fundamento á las circunstan- 
cias atenuantes ó agravantes, siendo realmente viciosas las pre- 
guntas en las cuales no resulten afirmados hechos, sino consig- 
nados conceptos jurídicos extraños á las atribuciones propias del 
Jurado (O., núm. 95.—16 de Marzo de 1893). 248 
—— V. Juicio por jurados (cuestiones de su competencia). 
Jurisdicción de Guerra (ALCALDES PEDÁNEOS).—Los Alcaldes 
pedáneos, en su carácter de agentes de la Autoridad, no se ha- 
Man comprendidos entre las Autoridades no militares: á que se 
refiere el núm. 1.0, art. 13 del Oódigo de Justicia militar (Comp., 
núm. 189.—12 de Mayo de 1893). 439 
—— (CARABINEROS Y GUARDIA 0IVIL).—Los carabineros se repu- 
: tan como fuerza armada en actos del servicio cuando prestan el 
propio de su instituto, y es de la competencia de la jurisdicción 
- de Querra, conforme al art, 7.0 del citado Código, conocer de las 
causas por insulto á centinelas, ealvaguardias y fuerza armada, 
cualquiera que sea la persona acusada (Comp., núm. 189.—12 de 
Mayo de 1893). 489 
-—— (Conforme al núm. 4.0 del art. 7:9 del Oódigo de Justicia mi.- 
litar, corresponde conocer á la jurisdicción de Guerra de los de- 
litos de insulto á fuerza armada militarmente organizada, repu- 
tándose como tal á la Guardia civil, siempre que vista el uni. 
forme y preste servicio propio de su instituto, aunque lo verif- 
que por mandato ó en auxilio de la Autoridad civil, administra- 
tiva ó judicial; delito expresamente penado, además, en el art. 254 
de dicho Código militar (0., núm. 35.—25 de Enero de 1893). 95 
—-—— Corresponde á la jurisdicción de Guerra conocer del delito 
de disparo de arma de fuego contra los individuos de la Guardia 
civil, cuando ésta, vistiendo el uniforme, presta servicio propio 
de su instituto, según lo preceptuado en el núm. 4.0 del art. 7.0 
del Código de Justicia militar, en armonía con la regla 2.8, art. 16 
del mismo Código (Comp., núm, 88.—-380 de Enero de 1893). 108 
—— (FALTAS MILITARES). —Las faltas cometidas por los carabi- 
neros en actos propios del servicio, no pueden reputarse comu- 
nes; y por tanto, la falta de lesiones leves inferidas cuando aqué- 
llos cumplían los deberes de su instituto, no surte desafuero á los 
efectos del núm. 12 del art, 18 del Código de Justicia militar 
(Comp., núm. 189.—12 de Mayo de 1898). 439 
-——— (INDIVIDUOS DE LAS RESERVAS).—Los individuos pertene- 
cientes á las reservas están sujetos á la jurisdicción especial de 
Querrs por los delitos militares, aunque éstos se hayan cometido 
por medio de la imprenta, conforme á lo dispuesto en los artícu- 
los 6.0 y núm. 7.* del 13, ambos del Código de Justicia militar; y 
los delitos de injurias al Ejército y de provocación para cam- 
- biar la forma de gobierno están previstos en los artículos 258 
y 265 del referido Código (Comp., núm, 190. — 12 de Mayo 
de 1893). 441 





—-— (MILITARES Y AFORADOS).—Con arreglo al art. 10 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, la jurisdicción de Guerra es la única 
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competente para conocer de las diligencias á juicios criminales, 

mientras de ellos no resulten motivos suficientes para estimar el 

hecho procesal delito, y aparezca responsabie alguna persona afo- 

rada, sin que la circunstancia de ser soldados los fallecidos in. 

fluya en la resolución del conflicto jurisdiccional (Comp., núm. 46, 

—1 de Febrero de 1893). 131 

-——-- Las lesiones causadas á un paisano, unas por sujetos ato- 

rados de Guerra, y otras por sujetos no sometidos á tal jurisdic- 

ción especial, constituyen respectivamente un delito militar y 

otro común, independientes entre sí, y por tanto, con sujeción á 

la regla 3.2 del art. 16 del Código de Justicia militar, la jurisdic- 

ción de Guerra debe conocer del primero, y la ordinaria del se- 

gundo (Domp., 79.—6 de Marzo de 1893). 204 

— De los delitos de lesiones causadas 4 un paisano por mili- 

tares en servicio activo, conoce la jarisdición de Guerra con arre- 

glo á lo dispuesto en el núm. 1.2 del art. 5.* del Código citado 

(Oomp., núm. 189.—12 de Mayo de 1898). 489 
Jurisdicción de Marina (marINOS).—Según el art. 347 de la ley 

provisional orgánica del Poder judicial, la jurisdicción de Marina 

será la única competente para conocer de las causas criminales 

por delitos cometidos por marinos de todas clases en servicio ac- 

tivo de la Armada. 

En el art. 8.0 del Código penal de Marina están compren- 
didos en la base genérica marinos, el Ministro del ramo, todos los 
individuos que pertenezcan á cualquiera de los cuerpos ó institu- 
tos de la Armada, y cuantos de aquel Ministerio dependan, sean 
Óó no retribuídos por el Estado, á excepción de los operarios 
eventuales de los arsenales, astilleros, fundiciones, fábricas ú 
otros establecimientos de la Marina (Comp., núm. 63. —20 de Fe- 
brero de 1893). | 188 

Jurisdicción ordinaria (ALCALDES Y CONCEJALES).—Tratándose 
de resolver si la formación del samario y el auto de procesa- 
miento corresponde acordarlos por derecho propio al Juez de 
instrucción del lugar del delito, 64 la Sala de la Audiencia por 
medio del Juez especial ó delegado, si bien tal cuestión no pue- 
de decirse en rigor técnico revista caracteres de un verdadero 
conflicto de competencia, no puede dudarse hay materia adecusa- 
da para el recurso por infracción de ley. , 

No hallándose exceptuados de la regla general de compe- 
tencia prefijada por el art. 4.0 de la ley de 14 de Octubre de 1882 
otros Concejales que lo fueren de capital de provincia ó Audien- 
cia, debe aquélla determinarse, en cuanto á la instruecien del su- 
mario, por lo dispuesto en el núm. 2.0 del art. 14 y el 303 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, los cuales sancionan la separa- 
ción de funciones del Juez instructor y las del Tribunal del jui 
cio, y ordenan la formación del sumario á los Jueces de instruc- 
ción fuera de los casos exceptuados, entre los cuales no lo pstá 
el que ha servido de motivo al recurso (O., núm. 179.—6 de Mayo 
de 1998). 419 
—— V, Audiencias 
-—— (VONTRABANDO Y DEFRAUDACIÓN).—Cuando seignora el 
punto de introducción de los géneros ó mercancías de proceden- 
cia extranjera, es competente para conocer de la causa el Juea 
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«lel lugar en donde se verifica la detención, con arreglo al ar- 
“tículo 15 de la ley de Enjuiciamiento criminal (C., núm. 31.—25 . 
-de Enero de 1893). . 87 
-——— En las cuestiones que puedan suscitarse respecto del pro- 
cedimiento en las causas por contrabando y defraudación, y muy 
-especialmente en los conflictos jurisdiccionales, ha de oirse al 
Ministerio público, sin perjuicio de la intervención de los Abo- 
gados del Estado en tales procesos, según respectivamente pres- 
<riben la ley de Enjuiciamiento criminal y el Real decreto de 16 
de Marzo de 1884 (Comp., núm. 285.—26 de Junio de 1893). . 642 
—--— (DELITOS NO MILITABES).—Quando no consta probado que 
el procesado sea militar, ni por otra parte que los delitos motíi- 
vos de la causa, ó el lugar donde hayan podido cometerse, se ha- 
llan sujetos á la jurisdicción de Guerra, como comprendidos en 
alguno de los casos designados en el cap. 2.0, tit. 1.0 del Código 
-de Justicia militar, corresponde su conocimiento á la jurisdicción 
ordinaria, según lo dispuesto en el art. 14 de la ley de Enjuicía- 
miento criminal (C,, núm. 294.—28 de Junio de 1893). 660 
—— (FALTAS NO MILITARES).—De las faltas no militares, cuyo 
carácter revisten las lesiones inferidas á un Carabinero y á varios 
paisanos, corresponde conocer en su respectiva esfera jerárquica 
á los Tribunales ordinarios, conforme á lo dispuesto en el núme:- 
ro 12, art. 19 del Código de Justicia militar (Comp., núm. 178.—-5 
de Mayo de 1893). 417 
——— (HECHOS NO CONSTITUTIVOS DE DELITO NI FALTA).—Confor- 
me al art. 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal, la jurisdicción 
ordinaria es la única competente para conocer de las causas por 
hechos que no revistan caracteres de delito ni faltas comprendi- 
dos en el Código de Justicia militar (Comp., núm. 176.-——5 de Ms- 
yo de 1893). 413 
——— Cuando de las actuaciones sumariales no aparecen méritos 
bastantes para estimar que el hecho procesal constituye un delito 
cuyo conocimiento esté reservado á la jurisdicción de Guerra, y 
que por tal razón el fuero de ésta somete á los paisanos procesa- ' 
dos, corresponde conocer de la causa á la jurisdicción ordinaria 
(O., núm. 287.—7 de Junio de 1893). . 544 
—— (LUGAR DEL DXLITO).—Conforme al núm. 1.0, art. 15 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, es competente para conocer de 
las causas criminales el del punto donde se hayan descubierto 
las pruebas materiales del delito, sin que el aparecer firmados en 
otro Jugar los documentos por medio de los cuales se intentase 
la estafa, determine en modo alguno el sitio de la comi. 
sión del delito (Comp., núm. 75.—1.0 de Marzo de 1893). 195 
—-—— Según lo dispuesto en el núm. 2.*, art. 14 de la ley de En- 
_juiciamiento criminal, cuando la ejecución de los actos que pu- 
dieran constituir delito tiene lugar en un punto que es conocido, 
son competentes para la instruceión del sumario los Jueces del 
partido en que el delito se indiqne cometido (Comp., núm. 108.— 
:27 de Marzo de 1893). 284 
—-— No constando el término judicial en que radican los terre- 
-nos objeto de la usurpación cuestionada, es competente para co 
.nocer del delito que se persigue el Juez del partido en donde se 
hayan descubierto las pruebas materiales del delito, á tenor de lo 
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dispuesto en el núm. 1.9, art. 165 de la vigente ley de Enjuicia- 
miento criminal (Comp., núm. 276.—21 de Junio de 1898). 62 
—— (RECLUTAMIENTO DEL EJÉRCITO).—El núm. 8.0 del art. 18 
del Código de Justicia militar, estableciendo una excepción de lo 
prescrito en tórminos generales en igual número del 7.*, atribuye 
á la jurisdicción ordinaria el conocimiento de los delitos cometi.- 
dos con ocasión de aplicarse la ley de Reclutamiento y Reempla- 
zo del Ejército hasta la entrega en caja de los reclutas (Comp., 
núm. 80.—6 de Marzo de 1898). 306 
—— Por prescripción terminante del núm. 8.0, art. 13 del Código 
de Justicia militar, quedan sometidos á la jurisdicción ordinaria 
los militares por los delitos cometidos con ocasión de aplicarse la 
ley de Reclutamiento y Reemplazo del Ejército hasta su entrega 
en Caja, lo cual ocurre:cuando el procesado da otro nombre que 
el suyo propio para ingresar como sustituto en el Ejéreito (Comp., 
núm. 188.—12 de Mayo de 1893). 437 





L 


Lesiones.—Declarado por la Sala sentenciadora que el autor de las 
lesiones por efecto de las cuales perdió el ofendido dos dientes 
incisivos lo fué un agente de la Autoridad, el hecho está previsto 
y penado en el núm. 3.0 del art. 429 del Código penal de Cuba y : 
Puerto Rico como lesiones graves (O. de U., núm. 148,—-21 de 
Abril de 1898). 259 
—— V. Atentado, Deformidad y Disparo y lesiones. 

Lugar del delito.—V. Recurso de casación. 


M 


Malversación.—Existe el delito de falsedad en documentos pú- 
blicos, sancionado en los números 2.0 y 4,0 del art. 310 del Có- 
digo penal de Cuba, cuando en las facturas de los cupones de los 
títulos de valores del Estado se hace figurar como portadores á 
los que no reunen tal carácter, alterando, además, en aquéllas su 
valor efectivo, cuyos artificios generan el delito que se ha ex- 
presado. 

La sustracción del libro talonario de láminas de Deuda amor- 
tizable y el cobro en las Cajas del Banco de los cupones co- 
rrespondientes, no presenta los caracteres del delito de malversa- 
ción, definido y penado en el art. 401 del indicado Código, por- 
que hallándose las referidas láminas y cupones taladrados é in- 
utilizados para su curso legal, dejan de ser verdaderos efectos pú- 
blicos, y porque el perjuicio que pudiera haber sufrido el Tesoro 
no se modela además al precepto expresado, el cual requiere que 
la sustracción de los valores ó caudales públicos se verifique por 
el funcionario que los tenga á su cargo, Ó por un tercero con 
consentimiento, sin que el cobro indebido mediante un docu: 
mento falso sea, conforme á la constante doctrina del Tribunal 
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Supremo, sustracción de caudales (O. de U., núm. 19.—17 de 
Enero de 1898). 47 
—-— Incurre en la sanción penal del art, 407 del Código, el Al. 
calde que en vez de ordenar el ingreso en la Depositaría muni.- 
cipal de las cantidades que, procedentes de la contribución in- 
dustrial y de consumos, le fueron entregadas por el Recaudador, 
dispone de psrte de dichas sumas para usos propios, aunque no 
cause dañio ó entorpecimiento al servicio públice. — - 

Si bien la ley Municipal no atribuye á los Alcaldes la recauda- 
ción, siempre resultaría la comisión del delito con ocasión de ser 
aquellos funcionarios públicos y haJlarse por tal concepto encar- 
gados de la administración de los fondos del Municipio, vinien- 
do el delito comprendido en el art. 410, en relación con el 407 ya 
citado (0., núm. 38.—25 de Enero de 1898). 91 
—-— V, Falsedad y Estafa. 

Marinos.—V. Jurisdicción de Marina. 
Miedo insuperable.—V. Circunstancia eximente 10. 





90- 


N 


Nietos ilegitimos.—V. Parricidio. 
Nocturnidad.—V. Circunstancia agravante 15. 
Notarios, —V. Infidelidad en la custodia de documentos. 


P 


Parricidio.—Ya se atienda al recto y gramatical sentido del ar- 
tículo 417 del Código penal, ya al espíritu que le informa y con- 
gruencia que guarda con las prescripciones de los artículos 424 
y circunstancia 1.4 del 10 del citado Código, la muerte dada al 
nieto legítimo 6 ilegítimo, constituye el delito de parricidio; por- 
que en ambos casos existen los mismos vínculos naturales que lo 
determinan y los propios elementos que lo caracterizan, sin que 
sean posibles distinciones, que la ley no admite, entre ascendien- 
tes y descendientes de una y otra clase. ñ 

Cuando la muerte de un recién nacido no se realiza con el pro- 
pósito de ocultar la deshonra de la madre, y la víctima se halla 
incapacitada por su edad para oponer la menor resistencia, lo 
cual integra la alevosía, el eulpable es reo del delito de parrici- 
dio, y no del de asesinato (0., núm. 71.—-27 de Febrero de 1893). 186 
—— Según el art. 417 del Código penal, nerá castigado, como reo 

. de parricidio, con la pena de cadena perpetua á muerte, el ma 
rido que mata á su mujer, debiendo imponerse esta última pena 
cuando concurriese una circunstancia agravante, conforme pre- 
ceptúa el-art, 81, regla 1,2, del citado Código (U., núm. 95.—-16 
de Marzo de 1893). 249. 
DÁ V, P ena, 

Pena del delito de contrabando.—+Según lo dispuesto en el 
«art. 25 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, todo reo de con- 


—— 
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trabando, cuando el género es estancado, incurre en una muita, 

que no podrá bajar del triplo, ni exceder del séxtuplo del valor 

de lo aprehendido (C., núm. 70.—-24 de Febrero de 1893). 104 

—— La pena sefialada á los delitos de contrabando y defrauda. 

ción es la de multa mayor del triplo y menor del: céntuplo del 

valor de lo aprehendido, aplicable en su graduación del máximo 

al mínimo, según el número y entidad de lab circunstancias agra- 

vantes ó atenuantes, debiendo, cuando son varios los procesados, 

estimarse la pena, no por el valor de los géneros ocupados á cada 

uno, sino por el total importe de la aprehensión, puesto que todos 

los culpables responden en común como autores del mismo de- 

lito (O., núm. 236.-——7 de Junio de 1893). 542 

-—— Bea cualquiera la interpretación que se dé al núm. 4.0 del 

art. 24 del Real decreto de 20 de Junio de 1852, es indiscutible, 

según dicha disposición legal, que no se podrán decomíisar las 

caballerías, carruajes ó buques propios de un tercero que no 

haya tenido complicidad en el contrabando, ni conocimiento del 

del uso á que aquéllos se destinaban (O., núm, 260.—15 de Junio 

de 1893). 680 
Pena de muerte.—Según el art. 417 del Oódigo penal, el marido 

que mata á su mujer incurre en la pena de muerte cuando con- 

curriere alguna circunstancia agravante, conforme á la regla 1.2, 

art. 81 del citado Código (C., núm. 95.16 de Marzo de 1893) 248 
'Penas comunes.—En virtud de lo dispuesto en el art. 97 de la 

ley Electoral, es pena común á los delitos de esa especie la de 

inhabilitación temporal á perpetua, si el culpable fuese funciona: 

río público, y con arreglo al art. 100 de la expresada ley, los Se- 

cretarios de Ayuntamiento, por serlo de la Junta municipal, que 

es uno de los organismos del sistema electoral vigente, se hallan 

comprendidos en aquél precepto (C., núm. 104.-—-23 de Marzo 

de 1898). y 208 
ria 4 la señalada por la ley.—V. Artículo 87 del 


ódigo. 
Pena del delito de atentado.—Conforme al último párrafo del 
art. 264 del Código, á los reos del delito de atentado á los agen- 
tes de la Autoridad se les impondrá el grado máximo de las poe- 
nas de prisión correccional en sus grados mínimo y medio y 
multa de 150 á 1.500 pesetas, cuando los culpables hubiesen puesto 
manos en aquéllos. j 
El grado máximo de la pena señalada al delito de atentado | 
con la circunstancia de haber puesto manos en la Autoridad ó sus - | 
agentes, comprende desde dos afios, once meses y once días, á | 
cuatro añus y dos meses, por lo cual, concurriendo una circuns- 
tancia atenuante, está en su lugar la pena de dos 'años, once 
meses y once días, que es donde comienza el grado mínimo de 
la expresada penalidad (0., núm. 100.—21 de Marzo de 1898). 258 
—-— El delito de atentado definido en el núm. 2.0 del art. 263 del 
Código penal, tiene señalada una penalidad especial en el párrafo 
primero del art. 264 de dicho Código, cuando la agresión contra 
la Autoridad ó sus agentes se verifica 4 mano armada; ourya cir- 
constancia concurre siempre que el culpable acomete á un vigi- 
lante de consumos, primero con pe y luego con un bastón, 
cuando aquél, verdadero agente de la Autoridad en cumplimien- 
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to de sus funciones, procuraba impedir la introducción fraudua- 
lenta de especies sujetas al consumo; pues lo que cualifica el 
atentado y le sujeta á la penalidad del núm. 1.9 del art. 264 ei- 
tado, es el empleo en la agresión de instrumentos á objetos ade 
cuados para el ataque ó la defensa, aumentando con ellos la 
fuerza agresiva por parte del culpable (O., núm. 2986.27 de Ju- 
nio de 1898). TE 

Pena de asesinato y atentado.—V. Atentado. 

Pena del delito complejo de robo.—V. Robo con homicidio. 

Policía de Imprenta.—Conforme al art. 19 de la ley de Policía 
de Imprenta de 27 de Julio de 1883, las infracciones de dicha ley, 
no constitutivas de delito, serán corregidas gubernativamente 
con las penas en aquélla señaladas, otorgándose el recurso de 
apelación para ante el Juez de instrucción por los trámites señia- 
lados á los juicios verbales de faltas, sin que por eso desaparezca 
el carácter gubernativo de tales correcciones; siendo notoria- 
mente improcedente, contra lo resuelto por el Juez de instrucción, 
el recurso de casación, tanto porque la ley de Policía no lo otor- 
ga, cuanto porque las infracciones que dicha ley corrige no for- 
man parte del libro $. del Código penal, no obstante que á éste 
se refiere aquélla al establecer la penalidad gubernativa (O., nú- 
mero 285.—6 de Junio de 1893). 539 
—-— V. Delitos de imprenta, Injuria y Calumnia. 

Prescripcion de los delitos. —El art. 153 del Código penal fija 
gados so de diez afios para la prescripción en los delitos casti- 

os 
esde 





con pena correccional, debiendo contarse dicho tiempo 

la fecha de la comisión del delito, siempre que fuere co- 
nocido, y cuando no lo fuere, desde que se descubra y so em- 
piece á proceder judicialmente para su averiguación y castigo. 

El principio general establecido en el indicado artículo en ma- 
tería de prescripción exige como condición ineludible que el de- 
lito sea conocido, para que la prescripción pueda notarse desde la 
fecha en que fuese cometido, dando lugar, cuando tal circunstan- 
cia no eoncurre, á que el término se compute desde el descubri. 
miento del hecho punible y de su persecución jadicial. 

A la Sala sentenciadora, como atribución indiscutible, corres- 
ponde fijar el punto de partida para la computación del lapso del 
tiempo en la prescripción (O., núm. 44.—7 de Febrero de 1893). 128 
—-— Los requisitos exigidos por la ley para que tenga lugar la 
prescripción de los delitos y faltas han de justificarse cumplida. 
mente, á fin de que pueda aquélla ser apreciada como caso de 
exepción, que sólo interesa al culpable, la extinción “de su res- 
ponsabilidad criminal; y cuando dicha excepción se funda en el 
párrafo final del art. 188 del Código penal, es asimismo preciso 
conste probada la paralización del procedimiento por espacio «le 
dos meses sin la práctica de diligencia alguna, ó, 4 lo menos lus 
días en que, caso de haberse practicado actuaciones, se interru:n - 
pió el lapso de la prescripción (O., núm. 242. —9 de Junio 
de 1893). 564 

. Prevaricación. —Limitadas las atribuciones de los Secretarios de 
Ayuntamiento á lo dispuesto en el art. 125 de la ley Munici pal 
vigente, el hecho de extender y refrendar una providencia del 
Alcalde, que se cres manifiestamente injusta, no implica la coo- 
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peración consciente y voluntaria en el delito definido en el ar- 
tículo 369 del Código penal, y sólo significa tales actos el cum- 
plimiento de una obligación impuesta por la ley á aquellos fun- 
.cionarios (0., núm. 30-—25 de Enero de 1898). 84 
—-— Para que se estime cometido el delito previsto y penado en 
el art. 369 del Código, es necesario que resulte que el acuerdo ú 
resolución estimados injustos hayan sido dictados á sabiendas 
de su injusticia, bien de modo intencional, 6 bien por negligencia 
6 ignorancia inexcusables (C., núm. 59.—14 de Febrero de 1893). 159 
—-— Para que exista el delito de prevaricación definido en el ar 
tículo 370 del Código penal, es requisito indispensable que el 
funcionario público á quien aquél se atribuye, faltando á la obli- 
gación de su cargo, deje maliciosamente de promover la persecu- 
ción y castigo de los delincuentes. 
-——- No incurre en la sanción del expresado srt. 370 del Oódigo, 
el Juez municipal que en el mismo día de serle denunciado un 
delito, y tan luego como se le presentó el atestado formado por 
la Guardia civil, instruyó las correspondientes diligencias dando 
conocimiento al Juez del partido 4 quien oportunamente le fue- 
ron remitidas. 
Siendo necesario el transcurso de un período más 4 menos lar- 
go que demuestre el retardo malicioso en perjuicio de la admi.- 
nistración de justicia, no puede sostenerse la existencia del de- 
lito previsto en el art. 878, último párrato del Código penal, 
cuando no consta que el Juez dejase transcurrir para la incoación 
de la causa un intervalo de tiempo racionalmente bastante á pro- 
ducir dicho delito (C., núm. 136.—8 de Abril de 1898). 388. 
Prueba.-—V. Juicio oral y Recurso de casación (apreciación y 
denegación de prueba). Le , 
Prueba en las injurias.—V. Injurias á funcionarios. 
Prueba pericial.——Admitida como pertinente en el oportuno trá- 
mite la prueba pericial consistente en el informe de dos Médicos 
al negar la Sala que por la no comparecencia de aquéllos al acto 
del juicio dejasen de recibirse sus declaraciones, sustancialmen- 
te denegó la diligencia de prueba pertinente que tales declara- 
ciones pudieran constituir, por lo cual, utilizada la protesta pré- 
via, procede el recurso por quebrantamiento de forma, según el 
núm. 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento criminal (C., 
núm, 298.--80 de Junio de 1893). 662 
Prueba testifical—Estando ligada la responsabilidad del proce 
sado, hermano del testigo, con la de los otros coprocesados, no es 
posible obligar á declarar á aquél sin que su testimonio afecte á 
su propio hermano, queles de lo que la ley le exime, estando den- 
tro de las facultades de la Sala denegar la admisión de la declara- 
ción de dicho testigo (O., núm. 230.—80 de Mayo de 1893). 529 


—-— V, Recurso de casación (denegación de prueba), 1d. motivos, 


Q 


Querella.—V, Juicio oral (apertura) y Recurso de casación (auto 
mandando prestar pros did : 
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Riecurso de casación (ABONO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA).—No 
se otorga el recurso de casación por haber sido excluído el cul- 
pable de los beneficios del Real decreto de 9 de Ottubre de 1853, 
ni tampoco en lo relativo á la cuantía de la responsabilidad civil, 
fijadas en el fallo contra el que se reclama (0., núm. 16.—14 de 
Enero de 1893). 3n 
—— (ACTAS DE JUICIO ORAL). —-$Si bien el art. 743 de la ley de En- 
juiciamiento criminal establece que el Secretario del Tribunal ex. 
tenderá acta de cada sesión, haciendo eonstar sucintamente en 
ella cuanto de importancia hubiese oeurrido, la expresión más ó 
menos detallada ó deficiente del resultado de las pruebas practi- 
cadas no puede ser motivo de nulidad ni de casación por quebran- 
tamiento de forma, ni cabe equiparar tampoco ese caso cou el de 
denegación de alguna diligencia de prueba, que, propuesta en 
tiempo y forma, se bubiese desestimado (O., núm, 214.--23 de 
Mayo de 1898). 484 
—— (AUTOS MANDANDO PRESTAR FIANZA AL QUERELLANTE).—No 
p el recurso de casación contra los autos mandando pres- 
tar fianza al querellante a ser tenido por parte en la causa, 
pues sun siendo firme dicha resolución judicial, no se halla com- 
prendida en ninguno de los casos del art. 848 de la ley de Enjui.- . 
ciamiento criminal, ni se pueden discutir en casación otros erro- 
res de derecho que los taxativamente señalados en el art, 849 de 
dicha ley (O., núm. 246.—10 de Junio de 1898). 562 
——— (CALIFICACIÓN DEL DELITO). —Reconociéndose en el recurso 
la procedencia de la absolución decretada por la Sección de de- 
recho, en vista de la declaración expresa del Jurado sobre la fal. 
ta de discernimiento del culpable, carece de virtualidad jurídica 
dicho recurso en cuanto á no haberse calificado de falta el hecho 
procesal, puesto que en sus fundamentos no se dirige aquél á de- 
mostrar errores cometidos en la parte dispositiva de la sentencia, 
6 implícitamente admite la procedencia de la absolución acorda- 
da (6 núm. 16.—14 de Enero de 1893). 42 
——— No puede prosperar el recurso, fundado en que no siendo 
exigibles, por falta de obligación, las deudas provenientes de 
juego, no es posible resulte cometida una defraudación, pues 
siempre constituiría el delito previsto en el art. 507 del Código 
penal el hecho de amenazar y obligar á otro 4 suscribir contra su 
voluntad un documento de crédito (O., núm, 53.—9 de Febrero 
de 1893). | 146 
—— Es inadmisible el recurso por infracción de ley cuando se 
apoys en el núm. 1. del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento cri: 
mina], referente al caso en que sean calificados y penados he- 
chos como delitos ó faltas, no siéndolo, por su naturaleza, si el 
hecho procesal declarado probado en la sentencia recurrida, ya 
que no delito, constituiría siempre una falta (O0., núm. 181.—7 de 
Abril de 18983).  : 830 
—— Es inadmisible también el recurso de casación por infrac- 
ción de ley, cuando se invoca para sostenerle que el delito ha 
sido mal calificado; y no se señala el que debió estimarse y pe- 
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narse, según previene el art. 874 de la citada ley de Enjuiciamien. 

to (O., núm. 142.—18 de Abril de 1893). 

——— Encaminado el recurso á demostrar la no intervención en 

el hecho justiciable del recurrente, en concepto de 'autor por in- 
ducción, en vez de dirigirse aquél á evidenciar que el hecho pro- 

cesal no era constitutivo de falta, único punto que permite dis 

eutir el núm. 1.0, art. 849 de la ley Procesal, el recurso es inadmi- 
sible, y en todo caso debió fundarse en el núm. 4.0 de la citada 
disposición legal (O. de U., núm. 198.—17 de Mayo de 1893). 459: 
——— Cuando en el recurso se pretende discutir el supuesto error 

en la calificación jurídica del delito por no haber sido debida- 
mente comprendido en el artículo correspondiente del Código 
penal, es preciso citar el núm. 3.2 y no el 1.0 del art. 849 de la 

ley de Enjuiciamiento eriminal (O., núm. 205.19 de Mayo 

de 1893). 474 
-——— El núm. 3.0 y no el 2.9 del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal es el atinente á las cuestiones relativas á la ca- 
lificación de hechos cuya penalidad se considera indiscutible 

(O., núm. 221.—26 de Mayo de 1893). aut 
—— (CIROUNSTANCIAS MODIFICATIVAS ).—No procede la casa- 

ción cuando el recurso se funda en haber sido estimada en el 
fallo recurrido la circunstancia agravante de reincidencia á que 

so refiere el núm, 18 del art. 10 del Código penal de la Penínsu- 

la, sin tener en cuenta que la única aplicable es la de reiteración, 
comprendida en el mismo número y artículo del de Cuba y Puer- 

to Rico, debidamente apreciada por el Tribunal sentenciador, 

toda vez que el culpable fué anteriormente castigado por tres 
delitos distintos (O. de Ú., núm. 3.—-5 de Enero de 1893). 12 
—-— Cuando el Tribunal estima procedente, 4 los efectos del 
fallo, la existencia de la circunstancia agravante 18 del art. 10 

del Código penal, no procede el recurso de easación fundado en 

la indebida apreciación de la reincidencia del procesado (C., 'nú- 

mero 54.—10 de Febrero de 1893). 147 


—— (CITAS LEGALES).—Son inadmisibles los recursos en los 
cuales no se invoca el artículo de la ley Procesal que los autori- 
ce, 4 cuya prevención legal se falta citando, al efecto de que se 
aprecie una circunstancia atenuante, el núm. 3.0 del art. 589 de 
aquella ley, debiendo ser el 5.2 del propio artículo el que debió 
inyocarse (0., núm. 13.—-14 de Enero de 1898). 36 


——- Para que el Tribunal Supremo pueda resolver sobre la in- 
fracción del art. 13 del Código penal, es forzoso que al interpo- 
ner el recurso se invoque el núm. 4.9, y no el 1.0, del art. 849 de 
la loy de Enjuiciamiento criminal (U., núm. 15.—14 de Enero 
de 1893). 39 


—— Lg mera equivocación de citarse en la sentencia el núme- 
ro 1.0 en lugar del 6.0 del art. 548 del Código, no es motivo de 
casación ni afecta á la calificación y efectos del delito (C., núme- 
ro 25.—21 de Enero de 1898). 76 
-—— Es inadmisible el recurso de casación cuando en el escrito 
interponiéndole no se cita la disposición de la ley de Enjuicia- 
miento criminal congruente con el error que se supone cometido 
e£n la sentencia reclamada (0., núm. 29.—265 de Enero de 1893). 82 
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—— No es motiyo de casación la pretendida infracción de la 
regla 7.* del art. 82 del Código penal, si el grado de la pena im- 
puesta corresponde, según la ley, á la calificación jurídica del 
delito (0., núm. 69.—23 de Febrero de 1898). 

—-— En los recursos de casación es indispensable que guarde 
congruencia la infracción alegada con la cita del artículo de la 
ley que autorice el recurso, sin lo cual éste no puede ser admiti- 
do ni discutido en el fondo (O., núm, 72.—27 de Febrero de 1893). 
-—— Según el precepto terminante del art. 874 de la ley de En- 
juiciamiento nal de Onba y Puerto Rico, debe en los recur- 
sos citarse el artículo de la ley que expresamente los autorice, 


cuyo precepto no puede estimarse cumplido cuando las citas le- : 


gales son incongruentes con la cuestión que en aquéllos se plan- 
tea (C. de UÚ., núm. 83.—9 de Marzo de 1893). 


—— Es inadmisible el recurso por infracción de ley, cuando 

contrariando lo dispuesto en el art. 874 de la ley de Enjuicia- 

miento criminal, no se citan al interponer la casación los artícu- 

los que autorizan el recurso, cuyas omisiones impiden discutir 

las infracciones alegadas por no haberse requerido en forma la 

ee del Tribunal Supremo (0., núm. 88.-—13 de Marzo 
1893). 


—-— Al interponer ante el Tribunal Sapremo el recurso de casa- 

ción por infracción de ley, es indispensable citar la disposición 

legal que se supone infringida, sin cuyo requisito es inadmisible 

el recurso, conforme lo ordena el párrafo primero del art. 874 de 

FP ley de Enjuiciamiento criminal (C., núm. 123.—3 de Abril 
e 1893). 


—-— (1D. NO CONGRUENTES).—Ouando no guardan la necesaria 
congruencia la cuestión que se plantea en el recurso de casación 
por infracción de ley y el número del artículo que se invoca 
como fundamento del mismo, aquél es de todo punto inadmisi- 
ble, debiendo, cuando la casación se interpone por suponer que 
el hecho no es constitutivo de delito, fundarse en el núm. 1.9 del 
art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y no en el 2.9, que 
se refiere únicamente al error en la calificación jurídica del he- 
eho procesal (0., núm. 143.—18 de Abril de 1893). 


—-—— Conforme á lo dispuesto en el art. 874 de. la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, es inadmisible el recurso de casación por in. 
fracción de ley cuando la cuestión jurídica que se plantee no 
guarda congruencia con el número del art. 849 de aquella ley en 
que se apoye; debiendo, además, citarse las leyes penales que se 
estimen infringidas (C., núm. 146.—-18 de Abril de 1893). 

—-— Como el art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal esta- 
blece varios errores que pueden servir de fundamento al recurso 
de casación, es necesario al interponer éste eoncretar el número 
de aquella disposición legal, debiendo existir congruencia entre 
dicha cita y la cuestión jurídica que en aquél se plantea (O. de 
Ú., núm. 151.—21 de Abril de 1893). 
—— Según la doctrina constante del Tribunal Supremo, no se 
cumplen las formalidades del art. 874 de la ley de Enjuiciamien- 
to criminal, cuando al interponerse el recurso no se cita el núme- 
xo del artículo que lo autorice, expresando además el caso con- 
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gruente con la infracción denunciada (O0., núm. 221.—-26 de Mayo 
de 1893). 


—— La omisión de la cita del número correspondiente al artícu- 
lo de la ley de Enjuiciamiento criminal, impide la admisión del 
recurso por infracción de ley, porque siendo éste de derecho es- 
tricto, su índole exige que las partes planteen en términos claros 
y precisos el problema que someten á la resolución de la Sala, 
cuya jurisdicción se limita al caso concreto que se discute (C., 
núm. 271.—20 de Junio de 1893). 611 
-—— Al interponer el recurso de casación en el fondo es de im. 
prescindible necesidad citar el artículo de la ley Procesal que lo 
autoriza, cuyo defecto impide toda discusión y hace inadmisible 
el recurso (C., núm. 280.—23 de Junio de 1899). 634 
Existe evidente incongruencia entre la supuesta infracción 
de la ley del Jurado y el núm. 3,0 del art, 849 de la ley de Enjui.- 
ciamiento criminal en que se apoya el recurso, y en efecto, lo 
autoriza cuando se cometa error de derecho en la calificación del 
delito, porque dentro de estos moldes no cabe abrir discusión 
sobre si la Sección de derecho al dictar la sentencia se excedió 
«le los límites de su competencia invadiendo las atribuciones del 
Jurado (0., núm. 209.—22 de Mayo de 1898). 484. 
—— fi bien el art. 41 de la ley del Jurado otorga la casación 
contra la resolución de la Sala sobre si el juicio resulta ó no de 
la competencia del Tribunal del Jurado ó del de derecho, no de- 
termina el citado artículo si el recurso procedente ha de ser el de 
infracción de ley ó el de quebrantamiento de forma, sino que so- 
mete el caso á las disposiciones de la ley de Enjuiciamientó cri- 
minal, la cual le da cabida concretamente entre los que autorizan 
el de infracción de ley, comprendido en el núm. 2.0 del art. 848 y 
850 de la misma (C., núm. 251.—12 de Junio de 1893). 570 


—-— (CONDENA DE COSTAS8).—La condena de costas impuesta por 
la Sala sentenciadora al querellante, apreciando en uso de sus 
atribuciones lá temeridad con que sostuvo su acción, no es mate- 
ria de casación, por no ser uno de los motivos taxativamente se- 
fialados en el art, 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal (C., 
núm, 16.—14 de Enero de 1893). 


-—— (CUESTIONES PREJUDICIALES).—El recurso de casación por - 
infracción de ley, fandado en el caso 8.0 del art. 848 de la de En. 
juicimiento criminal, sólo procede contra los autos de carácter 
definitivo, respecto de los cuales aquél se otorgue expresamente; 
y como no es de esa clase el auto denegatorio de la admisión du- 
rante el sumario de una cuestión prejudicial, ni en el capítulo 2.0 
de la citada ley de Enjuiciamiento se dispone cosa alguna sobre 
el particular, es inadmisible el recurso de casación contra los an- 
tos que recaigan acerca de las cuestiones prejudiciales (C., núme- 
ro 121.—3S de Abril de 1898). 313 
—— Las cuestiones prejudiciales no pueden dar lugar al recurso 
por infracción de ley por no estar comprendidas en ninguno de 
os casos que la ley de Enjuiciamiento criminal determina como 
motivo de aquel recurso; siendo á todas luces inaplicable el nú- 
mero 1.0 del art. 849 de la citada ley de Enjuiciamiento, cuando 
se trata de que previamente se cumplan en la causa ciertas pre- 
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"venciones del Código de Comercio, invocadas como prejudiciales 
(O., núm. 279.—23 de Junio de 1893). 
--—" (DENEGACIÓN DE PRUEBA).—Según el núm. 1.0 del art, 911 
- de la ley de Enjuiciamiento criminal, procede el recurso de casa- 
ción por quebrantamiento de forma cuando se haya denegado al- 
guna diligencia de prueba, que, propuesta en tiempo por las par- 
-tes, se considere pertinente. 

La no comparecencia de alguno de los testigos en el acto del 
juicio oral, no es motivo de suspensión, si el Tribunal, dentro de 
las atribuciones que le otorga el núm. 3.0 del art. 746 de la citada 
ley de Enjuiciamiento, no estima necesaria su comparecencia; y 
cuando la prueba testifical fué oportunamente admitida, no es de 
aplicar á dicho caso el motivo de easación fundado en el indicado 
-núm. 1.0 del art. 911 (0., núm. 41.—1.8 de Febrero de 1893). 
—— BYl recurso de casación por quebrantamiento de forma, con 
arréglo al núm. 1.0 del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento cri. 
minal, sólo procede cuando el Tribunal hubiese denegado alguna 
-diligencia de prueba pertinente, propuesta en tiempo y forma por 
las 


partes. 

Habiendo la Sala, en uso de las atribuciones que la confiere el 
núm. 2.0 del art. 729 de la indicada ley, dispuesto la citación para 
declarar en el acto del juicio de un testigo no propuesto por las 
partes en el trámite correspondiente, pudo después, y en vista de 
las demás pruebas, prescindir de su comparecencia, sin que ello 


autorice el recurso de casación por quebrantamiento de forma (C.,. 


núm. 67.—18 de Febrero de 1898). 

—— Desestimáda por el Tribunal la solicitad de diligencias, for- 
mulada en el acto del juicio, y consignadas las protestas oportunas, 
es preciso para la interposición del recurso citar los artículos de 
la ley del Jurado ó de la de Enjuiciamiento criminal que lo auto- 
rícen, como exige el art. 917 de la últimamente citada. 

Según lo dispuesto en el art. 914 de la ley de Enjuiciamiento 

criminal, no es admisible el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, cuando el motivo se funda en denegación de 
prueba, si la parte que lo intente no hubiese hecho la oportuna. 
protesta al enterarse de dicha denegación; siendo proeedente el 
no admitirse el recurso por la Sala sentenciadora, si la protesta 
se presentó por el recurrente dos días después de notificado el 
auto denegatorio de la admisión de prueba (O., núm. 73.—-27 de 
Febrero de 1898). 
—-— Es inadmisible el recurso de casación por infracción de ley, 
cuando los razonamientos en que se funda no tienen apoyo en la 
sentencia reeurrida, sino en meras suposiciones; pues sólo los he- 
chos admitidos como probados por la Sala sentenciadora consti- 
tuyen la verdad legal resultante de la apreciación de la prueba, y 
á aquéllos ha de referirse precisamente la demostración de los 
errores ó infraciones legales que se atribuyen á las resoluciones 
judiciales reclamadas (0., núm. 125.—5 de Abril de 1893). 


—-— Reproducida por la defensa en su escrito de calificación la : 


prueba propuesta por el Fiscal, y admitida por la Sala, debió 
practicarse oportunamente, sin que á ello obstase la renuncia he- 
cha por aquél, ni la frase consignada por la defensa de reprodo- 
cirla al efecto de ser intervenida, frase ineficas, puesto que aun 
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sin que se exprese, tiene la parte la intervención en la prueba: 


contraria, debiendo estarse al sentido y significado de la repro- 
ducción de la prueba, que no es otro que el derecho á que se 
practique, renúnciese ó no por quien la propuso, incurriendo al 
denegarla el Tribunal, una vez consignada la protesta, en el que- 
brantamiento de forma, comprendido en el núm. 1.0, art. 911 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal (C., núm. 127.—65 de Abril 
de 1899). p 

—— fi bien conforme á lo dispuesto en el art, 911, en su párra- 
fo primero, de la ley de Enjuiciamiento criminal, puede interpo- 
nerse el recurso de casación por quebrantamiento de forma cuan- 
do se haya denegado alguna diligencia de prueba, que propuesta 
en tiempo se estime pertinente, cuando esa denegación tiene lu- 
gar, no en el período de calificación del delito, sino en el acto del 
juicio oral, por estimarla el Tribunal improcedente en virtud de 


la facultad que le otorga el caso 3.0 del art, 729 de la citada ley, ' 


no se incurre en quebrantamiento de forma, ni, por tanto, es ad- 
misible el recurso (0., núm. 156.—-24 de Abril de 1893). 
—— La negativa del Tribunal á que el testigo conteste una pre- 
gunta que en realidad no es pertinente ni podía ejercer manifies- 
ta influencia en la causa, no constituye el quebrantamiento de 
forma previsto en el núm. 3.0, art. 911 de la ley de Enjuiciamien- 
to criminal (C., núm. 218.—25 de Mayo de 1898). 
——Cuando el Tribunal, en nso de su derecho, y visto el resultado 
de las pruebas, no cree necesaria la comparecencia de un testigo 
en el acto del juicio oral, acordando la continuación de éste, no 
es aplicable como fundamento del recurso por quebrantamiento 
de forma el núm. 1.0 del art. 911 de la loy de Enjuiciamiento cri- 
iminal, porque con lo resuelto no se ha denegado diligencia alguna 
de prueba, ni tampoco se está en ninguno de los casos señalados 
en los artículos 911 y 912 de dicha ley, como determinantes de la 
procedencia del recurso (0., núm. 229.—30 de Mayo de 1893). 
—— Es inadmisible el recurso por infracción de ley cuando al 
interponerle se funda aquél en supuestos que contradicen abier- 
tamente los hechos probados de la sentencia reclamada, y se 
combate la apreciación de la prueba, que, en uso de su exclusiva 
competencia, hizo la Sala sentenciadora (0., núm. 272,—20 de Ja- 
nio de 1893). 
—— V, Prueba. 
==—— (DELITO MÁS GRAVE).—No puede prosperar el recurso por 
infracción de ley, aun habiéndose cometido error de derecho en 
el fallo reclamado, cuando para subsanarlo hay que penar al cul. 
pable por un delito más grave que el que fué objeto de la acusa- 
ción y de la defensa (O., núm, 149.—-21 de Abril de 1893). 
—-— (DELITO MENOS GRAVE).—No se incurre en el quebranta- 
miento de forma señalado en el caso segundo del art. 912 de di- 
cha ley de Eujuiciamiento, cuando se pena en la sentencia el 
pa EN motivo de la causa (O., núm. 127.—6 de Abril 
e 1898). - 
—-— (ERROB DE DERECHO). —Begún la regla 56 de la ley provisio- 
nal para la aplicación del Código penal de Filipinas, procede el 
remedio extraordinario de la casación por los errores que taxati- 
vamente se consignan en aquélla, debiéndose partir, como base 
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ineludible del recurso, de los hechos que el Tribunal sentencia- 


_ dor admite probados en uso de su competencia, sin que proceda 


la casación contra sentencias definitivas por infracción de la ley 
Procesal (C. de U., núm. 14.—14 de Enero de 1893). 

—— Onando el recurso de casación se funda en el núm. $.0 del 
art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sólo puede ser dis- 
cutido en casación sí el delito ha sido bien ó mal calificado, pues 
para la estimación procedente ó improcedente de circunstancias 
modificativas de la criminalidad, debe citarse el núm. 5.0 de 
áquel artículo, sin cuya formalidad existe en la interposición 
del recurso un defecto sustancial que impide sea admitido, por 
no ajustarse á lo dispuesto en el art. 874 de la repetida ley de 
Enjuiciamiento (C., núm. 125.—8 de Abril de 1893). 

—— Cuando el recurso de casación se funda en supuesto error 
de calificación de los hechos probados, la omisión del núm. 3.0 
del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal al sor interpues- 
to el recurso, impide entrar en esa cuestión, por no citarse la ley 


"que permite sea aquélla debidamente discutida (C., núm. 228.-- 


$0 de Mayo de 18983). 

-——— Es inadmisible el recurso por infracción de ley cuando fun. 
dado éste en error que se supone cometido al estimar los hechos 
probados como motivo de circunstancias modificativas de la res- 
ponsabilidad criminal, no se cumple por el recurrente el precep- 
to ineludible del art. 874: de la ley de Enjuiciamiento criminal 
(O,, núm. 239.—9 de Junio de 1893). 

—— Para que pueda tramitarse y resolverse .el recurso por in- 
fracción de ley, es preciso que quien lo interpone no agrave su 
situación exponiéndose á ser condenado á pena mayor que la im- 
puesta en la sentencia reclamada; siendo, por tanto, inadmisible 
el recurso si para fundarle se alega que los hechos probados cons- 
tituyen un delito de violación y no de estapro (C., núm. 288.— 
27 de Junio de 1893). 

—— (EXTRADICIÓN DE LOS REO0S).—Disponiéndose en el art. 4.0 
del Tratado de extradición con los Estados Unidos de América 
de 5 de Enero de 1877, adicionado en 7 de Agosto de 1882, que 
nadie pueda ser juzgado por otro delito que aquel que motivó su 


extradición, 4 menos que el crimen sea de los especificados en el 


art. 2.0, no puede en la sentencia penarse el delito de abandono 
de destino, que no se halla comprendido en dicho Tratado, sien- 
do procedente en el supuesto contrario la casación, conforme al 
núm. 1.0 del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal (0. de 
U., núm. 19.—17 de Enero de 1893). 

— (HECHOS DE LA SENTENCIA).—Es doctrina constante del 
Tribunal Supremo, que los recursos de casación han de fundarse 
en los hechos consignados en las sentencias reclamadas, sin que 
sea lícito á las partes contradecirlos, adicionarlos, ni tergiversar- 
los, así como tampoco apoyar sus razonamientos en deducciones 
y supuestos de hecho que no estén explícitamente consignados 
en aquéllas, cuyos defectos esenciales justifican la inadmisibili- 
dad del recurso (C. de U., núm. 8.—12 de Enero de 1893). 

-—— No son admisibles los recursos por infracción de ley cuan. 
do, para demostrar las infracciones alegadas, se prescinde de los 
hechos que el Tribunal sentenciador, dentro de su perfecta com- 
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petencia, declara probados, y se fundan aquéllos en otros respeo- 
to á los cuales no se hace tal declaración (O., núm. 12.—183 de 
Enero de 1893). 85 
—— Los recursos de casación por infracción de ley han de fun- 
darse, conforme á lo dispuesto en el art. 849 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, no en conjeturas ni en deducciones que se 
supongan más ó menos legítimas, sino en hechos ciertos y de- 
clarados probados por el Tribunal sentenciador, que habiendo 
sido mal apreciados, autoricen su discusión (O., núm. 13.-——14 de 
Enero de 1893). 1) 
—- El recurso de casación carece de condiciones de admisibili. 
dad cuando no se apoya en los hechos declarados probados eu la 
sentencia (C., núm. 15.— 14 de Enero de 1893). 39 
—-— Es improcedente el recurso por quebrantamiento de forma, 
según. el núm. 1.0 del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, coando en la sentencia recurrida se expresan clara y termi. 
nantemente los hechos probados, y no resulta contradicción al- 
guna entre ellos (0., núm. 46.—7 de Febrero de 1893). 142 


—— En las causas de la competencia del Jurado es conforme á 
la naturaleza del recurso de casación seeptar como indiscutibles 
los puntos de hecho relativos á elementos morales y materiales 
del delito declarados en el veredicto, sin que sea lícito descono- 
cerlos, salterarlos ó contradecirlos. 

Afirmado en el veredicto la intención de matar en el agente, el 
fecurso que prescinde de esa declaración hecha por el Jarado, en 
uso de su competencia, es de todo punto improcedente é inadmi- 
sible (C., núm. 48.—-8 de Febrero de 1898). - 186 


——-— Para la admisión en el fondo de los recursos por infracción 
de ley, es preciso que acepten en toda su integridad los hechos 
declarados probados en la sentencia contra la cual se recurre 
(O., núm. 61.—-18 de Febrero de 1893). 165 


-—— La naturaleza del recurso por infracción de ley exige que 

se acepten como base para la discusión de las cuestiones jurídi- 

cas que se planteen, todos los puntos de hecho que se hayan esti- 
mado probados en la sentencia reclamada, sin adicionarlos, mo- 
a ni contradecirlos (C. de UÚ., núm. 81.—-8 de Marzo de sas 
1893). 

—— Es inadmisible el recurso de casación en el fondo cuando 

las infracciones de ley alegadas se fundan en supuestos de hecho 
contrarios á los declarados probados en la sentencia recurrida, ó 

se discute la apreciación de la prueba que el Tribunal sentencis- 

dor ha hecho en uso de su exclusiva competencia (O., núm. 99. * 
—18 de Marzo de 1893). 256 


—— Para ser procedente el recurso de casación, motivado en el 

núm. 1.0 del art. 942 de la ley de Enjuiciamiento criminal, es pre- 

ciso que exista contradicción entre los hechos admitidos como 
robados en los resultandos de la sentencia, y no entre óstos y 

a apreciación que de los mismos se haga en los considerandos 

(O., núm. 105,—28 de Marzo de 1893). 270 

—-— Los hechos declarados probados en la sentencia recurrida 

han de ser aceptados en los términos en que se aprecian y con: 

signan por la Sala sentenciadora, en uso de su exclusiva compe- 
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tencia, para que pueda prosperar el recurso por infracción de ley 
(C., núm. 115.—28 de Marzo de 1893). 
——- No es admisible el recurso de casación por infracción de 
ley, cuando para fundar las infracciones alegadas se impugran 
los hechos que el Tribunal sentenciador declara probados, ó se 
parte de otros que no resultan de la sentencia recurrida, ó se 
omite, finalmente, alguna de las formalidades exigidas en el ar- 
tículo 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal (0., núm. 117.— 
29 de-Marzo de 1893). 
——- Es inadmisible el recurso por infracción de ley, cuando los 
supuestos de hecho en que aquél se funde pugnen con los heehos 
que el Tribunal del juicio estimó como ciertos (C., núm. 119.— 
1.0 de Abril de 1898). 
Los recursos de casación para ser admisibles han de fun- 
darse sobre los mismos hechos probados que consigne la senten- 
cia reclamada, porque carece el Tribunal Supremo de eompeten- 
cia para aceptar hechos nuevos ó distintos de los establecidos en 
el fallo reclamado (CO. de U., núm. 151.—21 de Abril de 1893), 
—-— Cuando del contexto de uno de los resultandos de la sen- 
tencia se desprende que la comprobación de alguno de los hechos 
se refiere, no al delito, sino á las exculpaciones de la recurrente 
relativas á su retractación, es claro que no se aceptan los hechos 
en su integridad, siendo, por tal razón, inadmisible el recurso de 
casación por infracción de ley, el cual ha de fundarse en los he. 
chos probados de la sentencia reclamada, sin tergiversarlos ni 
medificarlos (C., núm. 174.—4 de Mayo de 1898). 
-——— Es inadmisible el recurso de casación por infracción de ley, 
cuando no se ajusta á los hechos consignados eomo ciertos en la 
sentencia reclamada, ni por tanto á lo prescrito en el art. 849 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, y constante jurisprudencia 
del Tribunal Supremo (C., núm. 186.—10 de Mayo de 1893). 
—-— Los recursos por infracción de ley han de apoyarse en los 
hechos probados admitidos por el Tribunal sentenciador, único 
modo de apreciar, si existe, el error de derecho que se supone 
cometido, y en su consecuencia, cuando se alega que el hecha no 
es delito de hurto, sino falta de daño penado en el art. 617 del 
Código, por no haber existido intención de luero, con lo cual se 
contradice la afirmación contraria del Tribunal a quo, el recurso es 
de todo punto inadmisible (C., núm. 197.—16 de Mayo de 1893). 
—— No es admisible el recurso por infracción de ley cuando 
para sostener las que se suponen cometidas no se acepta, ó se 
desvirtúa el hecho que sirvió de fundamento al Tribunal para 
dictar el fallo; cuando se discute una infracción que no guarda 
congruencia con la cita de la loy Procesal, que en apoyo del ré- 
curso se invoca, ó cuando, supuesto el error de derecho, no pue: 
de surtir efecto la casación, por no ser aplicable la disposición 
y e resultare infringida (O. de U., núm. 198.-—-17 de Mayo 
e 1893). 
—-— Los hechos consignados como probados en la sentencia re- 
clamada han de ser aceptados al interponer el recurso de casación 
por infracción de ley en los términos que se establecen por la Sala 
sentenciadora, tin que pueda prosperar el recurso contra la spre- 
elación de la prueba hecha por aquélla en el fallo recurrido, en 
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nE0 de e exclusiva competencia (0., núm. 199.-—17 de Mayo 
e 1898). 
—-— Los recursos de casación por infracción de ley han de fan- 
darse necesariamente en los hechos que la sentencia estime pro- 
bados, sin ser lícito discutir la apreciación de la prueba hecha por 
el Tribuna! sentenciador, por ser óste inalterable y de su exclusiva 
competencia (0., núm. 202.—17 de Mayo de 1893). 
—— Es legalmente imposible discutir en los recursos de casa- 
ción las infracciones de ley alegadas, cuando éstas se apoyan en 
hechos que no resultan de la sentencia reclamada, ó cuando la cíta 
del número del artículo en que el recurso se funda no guarda 
congruencia con las cuestiones que en el mismo se plantean (O., 
núm. 207.—20 de Mayo de 1893). 
——— En los recursos de casación es inexcusable en el recurrente 
aceptar los hechos probados de la sentencia reclamada, y citar 
además el artículo y número de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal que autorice el recurso, sin cuyos requisitos éste es de todo 
punto inadmisible (O. de U., núm. 243.— 10 de Junio de 1893). 
—-—— No es admisible el recurso de casación cuando no se acep- 
tan en toda su integridad los hechos consignados como probados 
en la sentencia recurrida, ó cuando se toman por fundamento de 
aquél las transgresiones legales que en ella no constan (0. de Ú., 
núm. 268.—14 de Junio de 1893). 
——- No existe contradicción entre los resultandos de una sen- 
tencia á los efectos de la casación por quebrantamiento de forma, 
autorizada en el núm. 2.0; art, 912 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, cuando en el resultando primero es donde únicamente 
se consignan los hechos que el Tribunal estima probados, y no en 
el segundo y tercero, que no contienen declaración alguna sobre 
tal extremo (C., núm. 281.23 de Junio de 1893). 
—— Igual doctrina en sentencias de 25 de Enero (núm. 32); 8, 28 
y 27 de Febrero (números 50, 67 y 52); 21 de Abril (núm. 162); 
12, 13, 19, 26 y 80 de Mayo (números 192, 194, 205, 223 y 228), y 
14 de Junio de 1893 (núm. 255). 
—— (HECHOS DEL VEREDICTO).—Cuando el Jurado admite en 
su veredicto que la casa en que penetró el culpable al verificar el 
robo éra la habitación de los ofendidos, es inadmisible el recurso 
por infracción de ley, según el art, 849-de la de Enjuiciamiento 
criminal, fundado en que en aquél no se consigna sí la ausencia 
de los moradores era acciden tal, porque tal alegación tiende á 
impugnar, contra lo que la ley dispone, el indicado supuesto de 
hecho, admitido como cierto, de ser habitado el lugar del robo 
(C., núm. 142.—18 de Abril de 1898), A 
-——— Para que sea admisible el recurso de casación por infracción 
de ley, es preciso aceptar los hechos declarados en el veredicto 
del Jurado, sin ser lícito establecer al plantear el recurso hechos 
nuevos que los jurados no declararon oportunamente (C., núme- 
ro 270.—20 de Junio de 1898). 
—-— (LEYES PROCESALES). — Tampoco son materia del recurso 
extraordinario de casación en el fondo, la infracción de las leyes 
de procedimiento, ni asimismo lo son Jos errores materiales en la 
E de artícalos de una ley procesal (0., núm. 16. — 14 de Enero 
e 1893). 
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— —— El recurso de casación en el fondo se da únicamente contra 
sentencias ó autos definitivos, y sólo según los seis primeros nú- 
-meros del art. 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal por in- 
fracción de alguna ley penal; siendo, en sa consecuencia, inadmi 
-sible cuando la ley, cuya transgresión se supone, no tiene tal ca- 


r. 

Conforme á esa doctrina, carece de condiciones de viabilidad 
el recurso por infracción de ley, apoyado en la infracción del ar- 
tículo 3.0 de la ley del Jurado, que no es ley penal sino procesal, 
y á la vez orgánica de los Tribunales de hecho (C., núm. 209.—-22 

-de Mayo de 1893). 
—— La infracción alegada del art. 10 del Real decreto de 3 de 
Marzo de 1877, por carecer de carácter adecuado á las leyes pe: 
nales sustantivas, no puede ser matería de casación (C., núm. 228. 
—380 de Mayo de 1893). 
Es improcedente el recurso de casación por infracción de 
ley cuando los artículos que se suponen infringidos contienen re- 
«glas de procedimiento, y asimismo es inadmisible cuando el re- 





<urso se funda en que el Tribunal del juicio no resolvió expresa- 


mente acerca de su competencia, cuya cuestión no aparece fuese 
planteada en forma; toda vez que siendo deber ineludible del re. 
currente citar el artículo y número de la ley de Enjuiciamiento 
criminal que autorice el recurso, al invocarse el núm. 3.0 del ar- 
tículo 849 sólo pudiera ser lícito discutir si hubo error de derecho 
en la calificación de los hechos constitutives de delito ó falta, 
«pero nunca las omisiones alegadas, pues al efecto de la admisión 
debió citarse el art. 850 de aquella ley, que es el pertinente á la 
cuestión de competencia (C., núm. 288.—27 de Junio de 1893). 
——— (MOTIVOS DEL RECURSO).—-En materia de casación, las atri- 
buciones del Tribunal Supremo están limitadas á resolver las 
-cuestiones que se le someten en los términos y bajo el aspecto 
<oncreto que las planteen los recurrentes (O. de U., núm. 60.— 
14 de Febrero de 1898). 

—- El recurso de casación por infracción de ley ba de inter. 
ponerse partiendo de los hechos que se declaran probados, y de- 
duciendo de ellos el error ó errores que se supongan cometidos 
(O., núm. 64.—21 de Febrero de 1893). 

—-— Es inadmisible el recurso por infracción de ley cuándo, con 
omisión de las prescripciones del art. 874 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, no se hace expresión por el recurrente de los 
fundamentos del recurso, consignándolos en párrafos numerados, 
ni se razons el problema jurídico que se plantea, ni, finalmente, 
se invoca el precepto del art. 849 de la citada ley, aplicable á la 
cuestión propuesta (C., núm. 234.—6 de Junio de 1893). 

—— No es admisible el recurso por infracción de ley cuando no 
se determina ni señala un solo hecho de los que la sentencia con- 
signs como constitutivos del delito imputado por la Sala senten- 
eiadora al recurrente, limitándose éste á negar su participación 
en el hecho punible, faltando así al interponer el recurso á lo 
preceptuado en los artículos 849 y 874 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal (O,, núm. 258.--183 de Junio de 1893). 

——— Es in ble el recurso de casación cuando, contra lo que 
en los resultandos de la sentencia reclamada se admite, se sos- 
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tiene que la Autoridad injuriada no se hallaba en el ejercicio Ú 

eon ocasión de sus funciones (C., núm. 292. — 28 de Junio 

de 1898). | e5s 
—— (NULIDAD).—No procede el reeurso de casación contra el 
auto declarando la nulidad de los procedimientos judiciales, por 
entender la Sala que la Junta administrativa debió resolver pre 
viamente sobre las infracciones denunciadas de las Ordenanzas 

de Aduanas, puesto que dicho auto, por su propia naturaleza, ni 
resuelve cuestión alguna jurisdiecional, ni es definitivo, limitán- 

dose únicamente á determinar un mero trámite que correspondía 
camplir (C., núm. 23.—20 de Enero de 1898). 71 
—— (PROTESTAS).—Cuando sea procedente el quebrantamiento 

de forma indicado én el núm, 1.0 del art. 911 de la ley de Enjui.- 
ciamiento crimina], es indispensable que se formule ¡a protesta 

-al enterarse la parte de la denegación, cual lo prescribe el 914, 

por lo que presentado el escrito de protesta dos días después de 
notificada la resolución al Procurador, no es procedente el re- 
curso (C., núm. 251.—12 de Junio de 1893), 570 
—— V. Denegación de prueba. 

—— (RECURSO EN BENEFICIO DEL REO).—Es inadmisible el re 
curso de casación admitido de derecho en beneficio de los reos, 
cuando ni los defensores de éstos, ni el Fiscal, ni la Sala, des- 
pués de examinada la causa, encuentran motivos para casar la 
sentencia, y también cuando, supuesto error de derecho, éste no 
altera la virtualidad de la pena impuesta (O., núm. 240.—9 de 
Junio de 1893). 549 


—— (RESPONSABILIDAD CIVIL).—La infracción de los artículos 
del Código penal, relativos á la reparación del dafñio causado por 
el delito, y las cuotas de responsabilidad civil exigibles respecti- 
vamente á los procesados, no son motivos que autoricen el re- 
curso por infracción de ley, por no hallarse comprendidos en 
ninguno de los autorizados taxativamente en el art. 849 de la de 
Enjuiciamiento criminal (C., núm. 142.—18 de Abril de 1893). 349 
—-— (SENTENCIAS EN CAUBAS DE IMPRENTA).—Se incurre en la 
infracción que, como causa de casación, señala el núm. 1.9 del ar- 
tículo 912, cuando, contrariando la doctrina del Tribunal Su- 
premo, en vez de copiar en los resultandos de modo literal el es- 
crito que constituye el delito denunciado, se extractan tan sólo 
aquellos conceptos que á juicio del Tribunal contienen el hecho 
punible, apareciendo, por lo tanto, que no existe la claridad y 
precisión necesarias en el resultando que á tal particular se con 
trae (O., núm, 82.—9 de Marzo de 1893). 210 


—— (SENTENCIA DEFINITIVA). — La sentencia que absuelve ó 
condena, resuelve por regla general todos los puntos del debate 
(O., núm. 105.—23 de Marzo de 1893). 270: 
—— Ls sentencia que absuelve Ó condena, resuelye virtualmente 
todas las cuestiones que han sido objeto de la acusación y de la 
defensa (C., núm. 118.—1.0 de Abril de 1893). 308- 
—— La cuestión sobre si la sentencia reclamada resolvió ó no 
todas las conclusiones del juicio, es materia del recurso por que- 
brantamiento de forma, por no estar aquélia 'comprendida en 
ninguno de los números del art. 849 de la ley Procesal que auteo- 
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er aia por infracción de ley (C., núm. 161.—26 de A bril 
8 ; 

—-— No procede el recurso por quebrantamiento de forma, con 
arreglo al núm. 1.0 del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, contra la sentencia que consigna con la debida claridad en 
los resultandos los hechos que se han estimado probados, los 
rr tienen el debido enlace con las cuestiones resueltas en el 

o. | 

La sentencia que condena al acusado, especificando el delito 
por éste cometido y la pena que se le impone, llenando, además, 
cuantos requisitos exige la ley, deja resueltos todos los puntos 
objeto de la acusación y de la defensa, sin que exista, por tanto, 
el motivo de casación consignado en el núm. 2.0 del art. 912 de la 
citada ley de Enjuiciamiento (C., núm. 177.—65 de Mayo de 1893). 
—— Tampoco procede el recurso por quebrantamiento de forma 
euando la sentencia consigna debidamente los hechos probados, 
y contiene todo lo esencial y referente á las cuestiones que en 
ella se resuelven (0., núm. 218.—25 de Mayo de 1898). 

—— (SOBRESEIMIENTO).—No procede el recurso de casación 
por infracción de ley contra los autos de sobreseimiento libre, 
cuando el Tribunal a guo no acordó el procesamiento de persona 
alguna, sin cuyo pronunciamiento previo no puede acordarse la 
apertura del juicio oral (C., núm, 122.—3 de Abril de 1898). 
—— Conforme al art. 874 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
en la interposición del recurso de casación por infracción de ley 
han de consignarse en párrafos numerados, de modo claro y con- 
ciso, los fundamentos que sirvan de apoyo á las infracciones ale- 
gadas, sin que sea bastante limitarse á la cita de los textos lega- 
les, y menos cuando éstos no se apoyan en los hechos que como 
Era EN el Tribunal sentenciador (C., núm, 123.6 de Abril 

e 1893). 

—-— No procede el recurso de casación contra los autos de so- 
bresejmiento provisional, porque éstos no revisten el carácter 
de resolución definitiva, toda vez que no ponen término al juicio, 
el cual puede abrirse siempre que nuevos méritos puedan escla- 
recer hechos hasta entonces ignorados, ó cuando se consigue el 
descubrimiento de los autores responsables del delito. 

Quando la Sala sobresee provisionalmente por estimar los 
hechos procesales constitutivos del delito de contrabando, pero 
cuyos autores son desconocidos, es incongruente fundar el recur- 
so de cesación por infracción de ley en el núm. 2.” del art. 849 de 
la de Enjuiciamiento criminal, porque el error de derecho que 
dicha prescripción legal señala, se comete cuando el Tribunal de- 
clara que los hechos que consigna en su resolución como proba: 
dos no son constitutivos de delito ni falta, siéndolo por su natu- 
raleza, lo cual es inaplicable al sobreseimiento provisional defl- 

do en el caso 2.9 del art. 741 de la citada ley de Enjuiciamiento, 
que parte siempre del supuesto de existir un delito cuyas perso- 
nas responsables son por entonces desconocidas (C., núm, 187.— 
10 de Abril de 1898). 

—-— No procede el recurso de casación contra los autos de so- 
breselmiento, acordados por los respectivos Tribunales, cuando 
en la causa no hay procesado, pues siendo la consecuencia de la 
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casación de tales autos la apertura del juicio oral, no existen tér- 
minos hábiles para acordarla sín que haya una persona previa. 
mente sometida al procedimiento (O., núm. 170.—-29 de Abril 
de 1893). 400 
—— Se comete la infracción de ley prevista en el art. 852 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal de Cuba y Puerto Rico, cuando 
el auto de sobreseimiento libre se funda, no en que los hechos no 
-sean constitutivos de delito, sino en el supuesto de que la omi- 
sión determinante de la culpabilidad del Juez al no ratificar en 
término un auto de prisión, no es punible en el caso de no haber 
sido voluntaria a de U., núm. 175.4 de Mayo de 1893). 411 
-——— Los autos de sobreseimiento provisional no son definitivos, 
por lo cual debió el Tribunal a guo negar la certificación para 
preparar é interponer el recurso de casación, como prescribe el 
núm. 3.0 del art. 862 de la ley de Enjuiciamiento criminal, sien- 
do por modo evidente inadmisible el recurso, á tenor de lo que 
ordena el núm. 2.0 del art. 848 de la citada ley (0., núm. 184.— 
10 de Mayo de 1893). 430 
-——-— Procede el recurso de casación por infracción de ley, según 
el art. 852 de la de Enjuiciamiento criminal, cuando en los autos 
de sobreseimiento no se estimase como delito ó falta, siéndolo, ó 
presentando caracteres de tales los hechos consignados en dicho 
auto, sin que circunstancias posteriores impidan penarlos (C., 
núm, 208.—22 de Mayo de 1898). 479 
—— Los antos de sobreseimiento provisional, como su significa. 
ción y nombre indican, no son definitivos, por lo cual, no sólo 
no es admisible contra ellos el recurso de casación por infracción 
de ley, conforme al núm. 3.9 del art. 862 de la de Enjuiciamiento 
criminal, sino que la Sala debió en su oportunidad denegar la 
expedición del testimonio solicitado para la interposición de 
-aquel recurso (C., núm. 252.—18 de Junio de 1898). 573 
—— Contra los autos de sobreseimiento libre otorga la ley el re- 
curso de casación, y que, según el art. 859 de la de Enjuicias- 
miento criminal, se entenderá aquélla infringida, cuando el suto 
relacionado se funde en no estimar delito ó falta los hechos pro- 
cesales, siéndolos por su naturaleza, y sin que posteriores cir- - 
.cunstancis impidan penarlos, ó cuando indebidamente se declare 
exentos de responsabiiidad á los acusados.  : 
Procede el recurso de casación por infracción de ley contra el 
auto de sobreseimiento libre fundado en la falta de voluntariedad, 
apreciada cuando menos prematuramente por el Tribuna! senten- 
ciador, puesto que los hechos atribuídos al Juez de instrucción de 
no haber ratificado en tiempo y forma un auto de prisión provi- 
sional, revisten.los caracteres de -delito, cireunstancis bastante 
para legitimar la continuación del procedimiento, cualquiera que 
ses la apreciación ulterior que el Tribunal pudiera hacer al re- 
solver definitivamente la causa (O. de U., núm, 264.17 de Junio 
de 1893). | 596 
—— (SUSPENSIÓN DEL JUICIO ).—La no suspensión del juicio 
«oral, acordada en uso de sus atribuciones por el Tribunal senten- 
ciador, no es motivo de casación, y una vez admitida por aquél 
la prueba, no puede invocarse el núm. 1.0 del art. 911 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal como fundamento del recurso, 
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porque en el acto del juicio no se creyese indispensable la no 
comparecencia de un testigo, y ae denegase por innecesaria la 
ampliación de un informe del Juez instructor, siemdo, además, 
indispensable citar el número de la disposición legal en que el 
recurrente comprende la infracción alegada en apoyo del recurso 
(C., núm. 82.—9 de Marzo de 1893). 
-——— Bi bien los Tribunales están autorizados por el núm. 3.0 del 
art. 746 de la ley de Enjuiciamiento criminal á continuar el juicio 
oral, aun cuando no haya comparecido un testigo, si su presencia 
no la estimasen necesaria, tal disposición no es aplicable al caso 
de que, admitida en tiempo como prueba pertinente la declaración 
-del testigo, y citado éste por telégrafo, la Sala acuerda por simple 
providencia, y á causa de la distancia, prescindir de las manifes. 
taciones del repetido testigo, las cuales podían ser de notoria uti- 
lidad, según reiteradamente había sido estimado, cón lo cual se 
incurrió en el quebrantamiento de forma á que alude el núm. 1.0, 
art. 911 de la Jey de Enjuiciamiento criminal (O., núm. 262.-— 
16 de Junio de 1893). 
—— V. Juicio oral. 
—— (VEREDICTO).—No existe contradioción que autorice la refor- 
ma del veredicto del Jurado cuando éste consigna claramente que 
el culpable causó las heridas de modo inesperado y repentino, sin 
santerior provocación por su parte, ni agresión por la del ofendido, 
siendo, en su consecuencia, improcedente el recurso (C., nám, 28. 
-—24 de Enero de 1898). 
—-— No basta, por regla general, para fundar el recurso de casa- 
ción por infracción de ley, estimar aisladamente el contenido de 
una ó varias preguntas contestadas por el Jurado en su veredicto, 
-sino que es necesario que óste se aprecie en la totalidad de su 
conjunto y en la relación que guardan los diversos extremos en 
€l declarados y que integran el hecho justiciable, cuya califica- 
ción está reservada á la Sección de derecho (O., núm. 84.-——9 de 
“Marzo de 1893). 
—-— Quando el veredicto del Jurado expresa con claridad los 
hechos que admite probados y no hay contradicción entre las con- 
testaciones á las diversas preguntas que contiene, no se incurre 
po la Sala en el caso 1.0 del art. 912 que pudiera servir de fun- 
amento al recurso, el cual, por otra parte, ha de ser suficiente. 
mente preparado de la manera aa por el art. 914 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, y 111 de la del Jurado (0., núm. 214. 
—23 de Mayo de 1893). a 
—-— Reelamada la revisión de la bausa ante nuevo Jurado, y 
aun consignada la oportuna protesta por no haber accedido á ello 
la Sala, no se da contra tal resolución el recurso de casación por 
quebrantamiento de forma, pues el art. 112 de la ley del Jurado 
no concede tal recurso (0., núm. 227.—29 de Mayo de 1893). 
—— Procede el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, cuando la Sección de derecho rechazara la petición para 
que el yeredieto vuelva al Jurado por haber contradicción ó in- 
congruencia en las contestaciones, conforme á los artículos 119, 
en relación con los 111 y 109 de la ley de 20 de Abril de 1888. 
No existe contradioción entre diversas preguntas cuando éstas 
Son formuladas por delitos distintos atribuídos á diversos proce- 
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sados, sin que en ese caso, ni en el de no relacionarse asimismo 
la contestación contra la eual se recurre con el derecho que 
afecte á la persona que reclama, sea procedente el recurso por 
quebrantamiento de forma (0., núm, 267,—19 de Junio de 1893). 
—-— Es inadmisible el recurso pu infracción de ley por no es- 
tar comprendido en ninguno de los casos previstos en el att. 879 
de la de Enjuiciamiento criminal, cuando aquél se funda en la in- 
fraceión del art. 77 de la ley del Jurado, relativo á ser defectuó- 
sas las preguntas Ó á no haberse formulado alguna que procedie- 
se, pues tales infracciones, si hubiesen existido, darían origen al 
quebrantamiento de forma expresado en el art. 119 de la ley de 
20 de Abril de 1888 (C., núm. 277.—21 de Junio de 1893). . 
—— (VOTACIÓN DE SENTENCIA).—Los párrafos tercero y cuarto 
del art. 119 de la ley del Jurado autorizan la casación por que- 
brantamiento de forme, cuando la sentencia ó el veredicto hubie- 
ren sido dictados por menor número de Magistrados ó jurados 
que el exigido por dicha ley, ó cuando hubieren concurrido á die- 
tarlo alguno de dichos funcionarios, cuya recusación, motivada ó 
intentada en tiempo y forma, se hubiese desestimado sin sustan- 
ciarla, ó, finalmente, cuando se desestima indebidamente alguna 
de las recusaciones sin causa que perentoriamente pueden pro- 
PET y partes contra los jurados (O., núm. 102.-—22 de Marzo 
e 1893). 
—— No procede la admisión del recurso por quebrantamiento 
de forma, con arreglo á la regla 82 de la ley provisional para la 
aplicación del Código de Cuba y Puerto Rico, cuando la senteñ- 
cia ha sido dictada por suficiente número de Magistrados, sin 
haber sido recusados por las partes, siendo preeiso para la pro- 
cedencia del recurso por quebrantamiento de cualquiera de las 
causas 2.2, 5.2, 6,2 y 7,a enumaradas en la regla 61 de la citada 
ley provisional, que las faltas ú omisiones hayan sido reclama 
das en tiempo, y preparado además la oportuna protesta (6., 
núm. 118.—1.0 de Abril de 1893). 
—— -V. Juicio por jurados. 


Reincidencia.—V. Oircunstancia agravante 18. 
Registrador de la propiedad.—V. Imprudencia. 


Responsabilidad civil.—No se otorga el recurso de casación fun- 
dado en la infracción de los artículos del Código penal relativos á 
la responsabilidad civil exigible por el delito, por no hallarse tal 
motivo en ninguno de los taxativamente señalados en el art. ¡849 
as la ley de Enjuiciamiento criminal (0., núm. 142.—18 de Abril 

e 1893). 
Igual doctrina en sentencia de 14 de Enero de 1893 (núm. 15). 
—-— V, Recurso de casación (responsabilidad civil). 

Rifas no autorizadas.—Es doctrisa del Tribunal Supremo que 
el Real decreto de 20 de Abril de 1875, que tieme fuerza legal por 
la ley de 17 de Junio de 1876, suprimió en su art. 9.0 el delito co- 
mún de rifas no autorizadas, previsto en el art. 359 del Código 
penal, para dar lugar al de defraudación, definido en el núm. 11 
del art. 19 del decreto-ley de 20 de Junio de 1852. 

Conforme á este último deereto-ley, se halla establecido para la 
persecución del expresado delito un doble procedinsiento admi- 
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nistrativo y judicial, siendo eompetentes los Tribunales ordina- 
rios en el conocimiento de las causas por dichos delitos, con' in- 
dependencia de las facultades atribuídas á la Administración 
para corregirlos ante la Junta correspondiente. 

Incurre en el error de derecho á que se refiere el art. 850 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, el Tribunal que alega in- 
competencia para conocer del delito de defraudación (C., núme. 
ro 112.-—27 de Marzo de 1898). 

—— Y. Competencia y Defraudación. 

Ríña tumultuaria.—La falta de datos en el veredicto para poder 
determinar con acierto si hubo ó no solución de continuidad en- 
tre la rifa tumultuaria y el disparo que produjo la muerte, y añir- 
mándose en aquél quién sea el autor de las lesiones menos gra- 
ves en la persona del interfecto, procede aplicar lo dispuesto en 
el art. 420 del Código penal, por ser conocida la persona que ejer- 
ció violencias en el ofendido. 

Es improcedente el núm. 12 del art. 608 del Código, que se re- 
flere á las lesiones menos graves inferidas en rifia tumultuaria, 
cuando el Jurado declara quién causó dichas lesiones al ofendido 
(O., núm. 89.—81 de Enero de 1893). 

—— V. Lesiones. 

Robo.—El hecho de amenar con un revólver á otra persona para 
obligarle a suscribir un doeumento de crédito, constituye el deli.- 
to definido en el art, 520 del Código penal (O., núm. 53.—9 do 
Febrero de 1899). 

—— La violencia ó intimidación en las personas y la fuerza en 
las cosas son las características del delito de robo, definido en el 
art. 515 del Código penal, y que distinguen ese delito de los de- 
más atentados contra la propiedad. 

Aun negado por el veredicto que el scusado intimidase ó ame- 
nazase al ofendido, la intimidación resulta, sin género de duda, 
de la exigencia de dinero en las condiciones de hecho en que la 
realizó, y del propio éxito de la misma, aunque no ciertamente en 
la extensión de su deseo (O., núm. 287.—27 de Junio de 1893). 
—— V, Robo con ioidio. 

Robo con homicidio.—Cuando el culpable obra con el propósito 
decidido de matar y robar al ofendido, es reo del delito complejo 
de robo con homicidio, definido en el núm. 1.0 del art. 515 del 
Código penal (O., núm. 74.—28 de Febrero de 1893). 

—— Afirmándose en el veredicto que la muerte del ofendido se 
produjo por consecuencia de la conmoción cerebral consiguiente 
á una contusión que á aquél le fué causada en el acto de robarle, 
el delito: cometido es el complejo de robo con homicidio, pues 
aun cuando los malhechores se eonvinieran previamente tan sólo 
para robar sin causar daño á las personas, como todos los culpa. 
bles contribuyeron al ejecutarlo á las violencias que uno de ellos 
realizase, producióndose así el delito complejo ya indicado, su ca. 
Jificación jurídica y su pena ha de corresponder á los efectos pro- 
E mpie por la violencia en las personas con ocasión ó motivo 
del robo. 

El delito de robo con homicidio es complejo é indivisible, al. 
canzando toda la responsabilidad 4 cuantos hayan coo á 
su ejecución, aun á aquellos que no hubiesen de modo material 
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contribuído al homicidio ni concebido el propósito de causarle, 
bastando sólo que resulte la muerte een motivo del robo para 
que, según la letra y el espíritu del axt. 516 del Código, sean to- 
dos igualmente responsables, 

En el delito de robo caracterizado por la violencia en las per- 
sonas, no es un factor exigido por el Código penal para-que aquél 
se produzca, el escalamiento, y en sa consecuencia, como el delito 
puede cometerse sin que tal particular concarra, tiene que produ- 
cir, si concurriese, sus efectos, debiendo entonces ser apreciada 
la circunstancia agravaute 21 de dicho art. 10 del Oódigo (0., nú- 
mero 86.—11 de Marzo de 1893). 219 
—— V. Autor, Circunstancia agravante 21, art. 10 y Escala. 
subamálo. 
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Secretarios de Ayuntamiento.—V. Prevaricación. 

Sentencias.—La sentencia que califica el delito 6 impene la pena 
á él correspondiente, resuelve sobre todos los puntos que fueron 
objeto de las conclusiones de la acusación y de la defensa, y ne 
incurre en el defecto consignado en el núm. 3.0 del art. 912 de la 
ley Procesal (C., núm. 36.—28 de Enero de 1893). 97 
—— V. Recurso de casación (sentencia definitiva). 

Sentencias en causas de contrabando.—En las sentencias que 
se dicten en las causas por contrabando y defraudación han de 
consignarse expresa y terminantemente los hechos que se decla- 
ren probados y estavieren en relación con las cuestiones resuel- 
tas en el fallo, puesto que, conforme al art. 114 del Real decreto 
de 20 de Junio de 1852, en dichas causas se regirá la tramitación 
por lo que se disponga en las leyes comunes de enjuiciamiento, 
cuando aquél no ordene expresamente otra cosa, y como respecto 
á la fórmula de las sentencias no establece disposiciones especia- 
les el citado decreto, es de aplicarse en ese partienlar el núm, 2.0 
art. 142 de la vigente ley de Enjuiciamiento criminal (0., número 
254.—-14 de Junio de 1898). 576 

Sentencias en juicio por jurados.—Al establecer el art. 97 de 
la ley del Jurado que en la sentencia de la Sección de derecho se 
transcriban las preguntas y respuestas contenidas en el veredic. 
to, no impone á dicha Sección el deber de ordenar diligencia ni 
gestión alguna que tienda á dar seguridad á las partes de la exac- 
titud con que aquéllas se hallan copiado en la sentencia, por ha- 
llarse suficientemente garantida la fidelidad en la transcripción 
dentro de la misma ley con lo ordenado en sus artículos 77, 78 
y 90, pudiendo en su oportunidad las partes reclamar y protestar 
en su caso, y cuando no se emplea ni la reclamación ni la protes- 
ta, queda virtualmente reconocida la exactitud con que el vere- 
dicto se transcribió á la sentencia (0., núm. 86.-——11 de Marzo de 
1893). 219 
-———— Acordada por la Sala la apertura del juieío oral y solicitada 
la absolución de los procesados en el escrito de conclusiones pro- 
visionales, no cabe retroceder al trámite del sobreseimiento pro- 


BRPRRTORIO ALFABÉTICO 767 
Páginas. 


visional, debiendo terminar el jaicio por sentencia, según la pena 

que fuere aplicable al delito, ó bien con arreglo al art. 69 de la 

ley estableciendo el juicio por jurados (O., núm. 178.-—4 de Mayo 

de 1893). 407 

_ V, Recurso de casación (sentencias definitivas y Sentencias en 

causas de imprenta). - 
Sobresscimientos.—V. Recurso de casación (sobreseimientos). 
Sustracción de menores.—El apoderamiento de un nifio menor 

de siete años, sin consentimiento de la persona encargada de su 

custodia, integra y caracteriza el delito de sustracción de un me- 

nor, sancionado en el art. 408 del Código penal, sin que el móvll 

interesado que impulsó á la culpable de reanudar por ese medio 

las relaciones ilícitas que sostenía con el padre de dicho menor, 

desvirtde en lo más mínimo la responsabilidad criminal contraí- 

da (O., núm. 90.—14 de Marzo de 1893). | 235 





T 


o de extradición.—V. Recurso de easación (extradición de los 
reos). : 
Testigos.—V. Prueba. 


U 


Usurpación de funciones.—El delito de usurpación de funciones, 
definido en el art. 342 del Código penal, no se produce por el solo 
hecho de atribuirse una persona carácter oficial, si á la par no 
ejerce actos propios de una Autoridad ó funcionario público, 
constituyendo la esencia de dicho delito la .concurrencia de am- 
bos elementos. 

No es factor integrante del expresado delito el que se ocasione 
un dafñio material y efectivo, bastando el mal moral que para la 
causa pública resulta con que una persona ejerza actos públicos 
sin título para ello (C., núm. 68.— 23 de Febrero de 1893). 178. 
— — El hecho de cobrar dinero en concepto de derechos deven- 
gados en los expedientes de defraudación á la Hacienda por 
atrasos ó débitos en la contribución industrial, no constituye el 
delito de ejercer sin título, ó causa legítima, actos propios de 
una autoridad ó funcionario público, atribuyéndose para ello ea- 
rácter oficial, sancionado en el art. 342 del Oódigo penal; porque 
la exacción de esos derechos no es acto propio de tales funcio- 
narios, y porque el haberse atribuido el culpable indebidamente 
cargo público es uno de los medios de realizar el delito de esta- 
fa, previsto en el núm. 1.0 del art. 548 del referido Código, y que 
fué consumado sirviéndose para ello del engaño de fingirse, sin 
serlo, comisionado oficial para investigar el pago de los impues- - 
tos (0., núm. 180.—9 de Mayo de 1898). 422: 
—-— El hecho de ponerse de acuerdo un sujeto con otre para 
presentar á este último ante la Diputación provincial como mozo 
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para el reemplazo del Ejército bajo el nombre supuesto de otro 
declarado libre por inutilidad física, constituye el delito penado 
en el art. 483 del Código y previsto en el 207 de la ley de Reem- 
Dn. de 28 de Agosto de 1878 (O., núm. 274.—21 de Junio de 
1893). 


—— V. Estafa. 
V 


Veredicto.—V. Juicio por jurados y Recurso de casación. 

Violación. —El delito de violación y el de asesinato constituyen 
dos delitos distintos cuando el uno no es medio necesario de oo- 
meter el otro, y cuando dimanan de hechos independientes entre 
si (0. de U., núm. 10.—13 de Enero de 1893). 


Votación de la sentencia.—V. Recurso de casación. 
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